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irAUHEZ  de  la  leí  61  Ae  1859  del  Estado  del  Oanca,  ''  sobre  €t}ldcrs 

i  Uenes  eomunes  de  lOB  pneMos.^' 


VISTA  DBL  PKOCUBABeB  TBNSBAX^ 

Beuores  Majistrados. 

José  María  Rojas,  vecino  del  Estado  del  Cauca,  solicita  la  saspensioa 
del  penúltimo  artículo  de  la  lei  61  espedida  por  Ia  Asamblea  Lejislativa  de 
aquel  Estado  en  12  de  setiembre  de  1859,  por  disponer  que  los  bienes  raicea 
del  común  son  inalienables  por  parte  de  las  Corporaciones  municipales,  i  ser 
esto  contrario  a  los  artículos  6.®  i  *I/^  de  la  Carta  fundamental. 

Parece  que  el  solicitante  ae  equivocó  en  la  cita  del  artículo  que  debia 
saspenderse,  pues  él  penúltimo  de  la  lei  lo  que  ordena  es  que  los  tribunales 
i  juzgados  tengan  presente  la  lé.  9.^  título  28,  partida  3.^  para  juzgar  en  las 
eaoaas  que  ocurran  sobre  los  terrenos  de  uso  común ;  i  es  el  artículo  4.^,  úl- 
tima de  la  lei,  él  que  dispone  que  las  propiedades  de  uso  común  son  incnaje- 
nables  por  laís  Corporaciones  muniiHpales, 

£n  concepto  del  infrascrito  no  kai  motivo  para  suspender  el  articulo 
4.^,  porque  basta  leer  todas  ks  disposiciones  de  la  lei  i  fijarse  en  que  la 
probtbioiou  de  enajenar  los  biefies  de  uso  ^comun  es  únicamente  a  las  Muni- 


cipalídade^f  para  comprender  que  dicha  disposición-  ni  remotamente  poeder 
ser  contraria  a  los  artículos  6.^  i  7.^  de  la  Constitución. 

El  artícnlo  6.^  de  dícka  Constitución  lo  que  ov4ena  es  que  l&  propiedacl 
raíz  no  se  pueda  adquirir  sina  con  e\  carioter  de  enajenable  i  divÍBf6le  a  vo- 
luntad esdnsiva  del  propietario ;  pero  la  lei  de  que  se  trata  no  reconoce  a^ 
las  Municipalidades  como  dueños  de  los  terrenos  de  neo  común. 

£1  articulo  ?.^  prohibe  a  perpetuidaid  las  fundamnes,  mandas,  legados^ 
fideicomisos  i  toda  clase  de  establecimientos  con  que  se  pretenda  sacar  una 
finca  raiz  de  la  libre  circulación ;  pero  de  que  las  Municipalidades  no  pue- 
dan enajenar  los  terrenos  de  uso  común,  no  se  dednee  que  se  trata  de  vio^ 
lar  la  prohibición  mdicada ;  pues  la  lei  del  Cauca,  a  la&  Municipalidades  no 
les  otorga  siquiera  la  administración  de  estos  bienes.  La  posesión  i  el  uso 
del  aproveehamiento,  según  el  articulo  1.%  corresponde  a  los  vecinos  en  lo» 
términos  de  la  ki  9.%  titulo  28,  partida  3.* ;  es  decir^  a  vednos  pobres  i  ricos,, 
con  escepcion  de  los  qtfe  moren  en  otro  lugar. 

Por  estas  consideraciones  el  infrascrito  opina  que  no  debéis  decretar  la 
suspensión  solidtada. 

Bogotá,  octubre  SI  de  1874. 

BaMON  GÓMlfiZ, 


'ACÜSBJJIO  im  LA  COBTB  SUPBSKlr 

£!1  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que  en 
el  libro  dei^acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  setenta  i  seis  a  la  setenta 
i  nueve,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  trece  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Yillamizar  6.,  i  demás  seño- 
res Majistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  César  Contó,  Manuel 
M.  Ramirez  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

Se  tom6  en  consideración  la  solicitud  de  José  Maria  Rojas  para  que  so 
suspenda  la  lei  61  del  Estado  soberano  del  Cauca,  inserta  en  el  Código  de 
las  de  1869^  que  establece  la  inalienabilidad  de  los  bienes  raices  del  Común. 

£1  señor  Majistrado  doctor  Contó  presentó  el  sigiuente  proyecto  do 
resolución :  ^ 

*'  Vistos  2  José  María  Rojas,  vecino  de  Anserma-^viejo,  distrito  del  mu- 
nicipio de  Toro,  en  el  Estado  del  Cauca^  solicitó  la  suspensión  de  la  lei  61 
de  e|9e  Estado,  inserta  en  el  Código  de  las  que  se  espidieron  en  1869,  íub^ 
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^fiadose  en  qtte  «8  eontrsna  a  les  artfoalos  6.'®  i  7.^  de  la  Constitadon  vcb^ 
oooaZ.  Como  no  se  acompañó  a  la  solioitnd  tsopia  de  la  lei  denanciada,  se 
pidió  al  Oobierno  del  Estado ;  i  obtenida,  se  notó  que  había  habido  error  al 
designarla,  paes  la  lei  6i  no  foé  sancionada  en  1869,  sino  en  1859;  error 
qne  se  hizo  mas  patente  todavía  por  el  informe  del  Secretario  de  este  Tri- 
bunal, que  revisó  todo  el  Código  de  las  leyes  cancanas  de  1869  i  no  halló 
ninguna  marcada  con  el  n&mero  61.  Sinembargo,  siendo  suñdente  la  deúg- 
naoioQ  por  medio  de  este  número,  para  saber  de  qué  lei  se  trata,  procede  la 
Corte  a  examinar  si  está  en  pugna  con  los  preceptos  constitucionales  citados, 
para  decidir  á  se  debe  o  nó  suspender. 

<*Oaatro  artículos  contiene  la  lei  61  de  16  de  setiembre  de  1859,  cuyo 
tenor  es  como  sigue : 

^  Art.  1.^  Los  bienes  de  los  pueblos  que  son  de  uso  común,  i  que  clara- 
mente  ha  definido  la  lei  9.\  título  28,  partida  3.%  permanecerán  en  posesión 
de  la  comunidad  de  la  ciudad,  villa,  distrito  o  aldea,  mientras  no  se  decida 
la  oueetien  de  propiedad.  Las  autoridades  políticas  ampararán  en  la  posesión 
a  los  vecinos  que  hacen  uso  del  aprovechamiento,  i  por  orden  de  éstas,  el 
Ministerio  p&blico  defenderá  los  derechos  comunales  ante  los  tribunales,  i 
en  última  instancia  ante  la  Corte  Superior  del  Estado. 

^  Art.  2.<^  Mientras  haya  litifio  o  cuestión  de  propiedad,  ninguna  de 
las  partes  que  pretenden  derechos,  puede  exíjir  arriendos,  terraje  ni  pensión 
afgana  por  el  uso  que  hagan  de  tales  bienes  los  que  tienen  por  la  lei  derecho 
de  aprovechamiento. 

'Art.  3.^  Los  tribunales  i  juzgados  deben  tener  presente  la  lei  9.* 
del  título  S?8,  partida  ^\  para  juagar  en  las  causas  que  ocurran  sobre  tales 
terrenos. 
N^  '  Art.  4.0  Las  propiedades  de  uso  común  son  inenajenables  por  las 

« 

Corporacxones  municipales.* 

\  '<  Comparadas  estas  disposiciones  con  los  artículos  6.^  i  7.^  de  la  Cons- 

N*      titecioa,  se  descubre  que  no  hai  oposidon  alguna.  El  lejislador  cancano  no 

I        hizo  otra  cosa  que  reconocer  i  corroborar  lo  que  por  derecho  antiguo  se  ha* 

í     liaba  establecido,  sobre  las  cosas  que  son  del  común  de  cada  ciudad  o  villa, 

-^^     i  de  que  cada  uno  de  sus  moradores  puede  usar.  La  lei  9/,  título  28,  partida 

^      3.\  que  se  eita,  dice:  '  Apartadamente  son  del  común  de  cada  una  Cibdad  o 

v^      Villa  las  fuentes  e  las  plazas  o  fiízen  las  ferias  e  los  mercados,  e  los  lugares  o 

se  ayuntan  a  consejo,  e  los  arenales  que  son  en  las  riberas  de  los  ríos,  e  los 

;^      otros  exidos,  e  las  carreras  o  corren  los  cavallos,  e  los  montes,  e  las  dehesas, 

e  todos  los  otros  lugares  semejantes  déstos,  que  son  establecidos  e  otorga 

dos  para  pro  comunal  de  cada  Cibdad,  o  Villa,  o  Castillo,  o  otro  Lugar.  Cá 


t> 


lodo  Bome  que  faere  y  morador  paod«  ofiar  do  todas  eataa  cosí»  ao&redi^ 
chas :  e  soa  Gomaiiales  a  todoa,  tambiea  a  los  pobres  oomo  a  los  rióos.  Ma»-. 
los  que  ftiesseii  moradores  en  otro  logar,  aon^paeden  usar  ddlas  oontra  vo- 
luntad o  defeadimiento  de-  los  que  morasseí»  y.'  La  oonñrmacioi^  de  este  de«* 
recbo,  de  que  gosabaa  los  habitantes  de  oiepta»looalidadeS|.  no  implm  abso- 
latamente  oon  el  artfoole^  6.^  de  la  Constitacion,  por  el  cual  lo»  Estados- 
eonvibieroQ'  en  reoonoeer  el  principio  de  incapacidad  en  las  comanidadeo». 
oorporacioueSy  asociaciones  i  entidades  de  oaráot^r  relijioso  pava  adquirir 
bienes  raíces,  i  el  de  qae  la  propiedad  raie^  no*  poede  adquirirse  sino  corno- 
enajenable  i  divisible  a  yolantad  esdasiva  del  propietario»  En  cnanto  a  esto- 
último,  el  artfonlo  4.^  de  la  lei  cancana  lo  único  qne  establece  es  qae  las 
Corporaciones  raanioipale»  no  pnedan  enajenar  los  bienes  de  uso  coman  do 
que  se  trata ;  prohibición  que  indisputaUeraente  está  en  la  esfera  de  facalta- 
des  del  Poder  Lejislativo  del  Estado,  poes  se  refiere  a  lo  que  puede  o  n6  ha- 
cer cierta  entidad  administrativa  de  las  aecdones  en  que  aquü  está  dividido. 

<*  Mucho  menos  puede  hallarse  contradicho»  entre  1»  lei  que  se  exami- 
na i  el  artículo  *l^  del  Código  fundamental,  porque  en  ella  no  se  trata  do 
fundiEK^iones,  mandas,  legados,  fideicomisos,  o  algo  semejante,  eon  qoe  se 
pretenda  sacar  una  finca  de  la  libre  offcolaGiony  ni  de  imposición  de  censos  a 
perpetuidad  sobre  fincas  rafees  o  de  otro  moda  qoe  sobre  el  Tesoro  público» 

<<  En  tal  virtud,  i  de  acuerdo  eon  el  diot&men  del  Procurador  jeneral, 
administrando  JAsticia  en  nombre  de  los  Estados  TTnidds  de  Colombia  i  por 
autoridad  de  la  lei,  se  resuelvo  no  suspender  la  lei  6-1  espedida  por  la  L^is- 
latura  del  Estada  del  Cauca  en  1859: 

^<  Publfquese  en  el  IHarh  Oficial  esta  decisión,  de  la  cual  se  enviará 
copia  al  Poder  Ejecutivo  de  dicho  Estado,  i  remítase  el  espediente  al  Sena- 
do de  Plenipotenciarios.'^ 

Dbcutida  que  fué  el  anterior  proyecto^  la  Corte  la  aprobó  por  unani- 
midad. 

i  como  no  hubiera  otro  aswvto  de  que  ocuparse,  se  concluyó  el  presen- 
ta  acuerdo^  que  firman  el  se£k>r  Majiatrado  Presidente  i  deoMs  señores  Ma« 
jistrados,  con  el  infrascrito  Secretario, 

El  Presidente,  Jos¿  Mabía  Villahisab  6,— -Manuvi»  Esequisl  Co- 
sBALBs.-^Ci»AB  Co2fTa. — ^Manubje*  M.  Ramíbb&— Jos¿  M.  BqjAS  Gabbi- 
so.r*-£l  Secretario,  JBqfatí  JSL  SanUméhr, 


Honorables  Senadores.  ^ 

Joflé  María  Rojas,  vecino  del  distrito  de  Anserma-Tiejd,  ea  el  Estado 
floberano  del  Canoa,  solicitó  la  suspensión  de  la  lei  61  del  afio  de  1859,  es- 
pedida  por  la  Asamblea  Lejislatiya  de  aquel  Estado,  por  considerar  qne  con- 
tiene  disposiciones  opuestas  a  los  artículos  6.*  i  7.»  de  la  Constitución  na»- 
donal. 

El  aeSor  Piocurador  de  la  Nación  conceptuó  que  la  lei  no  debía  sus- 
penderse, 1  la  Corte  Suprema  federal,  de  acuerdo  con  aquel  concepto,  resol- 
TÍ6  contra  la  suspensión  pedida. 

La  espresada  \á  61  dispone : 

Que  los  bienes  de  uso  común  permanezcan  en  posesión  de  la  comunidad 
de  la  mudad,  villa,  distrito  o  aldea,  mientras  no  se  decida  la  cuestión  de 
propiedad ; 

Que  entre  tanto  se  ventila  la  cuestión  de  propiedad,  no  se  pueda  exijir 
derecho  alguno  a  los  que  tienen  derecho  de  aprovechamiento ; 

Que  para  resolver  las  cuestiones  sobre  terrenos  comunes,  se  tenga  en 
cuenta  la  lei  $ .*,  tftulo  28,  partida  8.* ;  i 

Qne  las  propiedades  de  uso  común  son  inenayenabUs  por'laeCorpora" 
ckmes  muMcipales. 

Del  contesto  del  memorial  de  José  María  Rojas,  esta  última  disposición 
de  la  lei  es  la  que  le  parece  inconstitucional,  por  ser  contraria  a  los  artículos 
6.^  i  Y.*  de  la  Constitución,  que  disponen : 

El  1.%  que  los  Estados  convienen  en  consignar  en  sus  Constituciones  í 
en  su  lejiriaoion  civil  el  principio  de  incapacidad  en  las  comunidades,  corpo- 
radooes,  asociaciones  i  entidades  relijiosas  para  adquirir  bienes  raíces,  i  en 
consagrar,  por  punto  jeneral,  que  la  propiedad  raíz  no  puede  adquirirse  con 
otro  carácter  que  el  de  enajenable  i  divisible  a  voluntad  esdusiva  del  pro- 
pietario, i  de  trasmisible  a  los  herederos  conforme  al  derecho  común  \  i 

El  2.%  que  los  Estados  convienen  en  prohibir  a  perpetuidad  las  funda- 
ciones, mandas,  legados,  fideicomisos  i  toda  clase  de  establecimientos  seme« 
jantes  con  qne  se  pretenda  sacar  una  finca  raíz  de  la  libre  cireulaeion. 

Como  ea  la  lei  del  Cauca  no  se  trata  de  que  eomonidades,  corporacio- 
nes, asociaciones  o  entidades  relijiosas  adquieras  Uenea  raíces,  ni  de  que 
la  propiedad  raíz  sea  inenajenable,  ni  de  cosa  alguna  que  tienda  a  sacar  los 
bienes  raices  de  la  libre  drouladon,  la  lei  del  Cauca  en  nada  pugna  con  los 
n&ridoa  artículos  de  la  Constitución, 
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£1  disponer  la  lei  que  se  examina,  que  los  bienes  de  uso  oomna  no  so^ 
puedan  enajenar  por  las  Corporadonea  nvonicápalesy  no  qniere  decir  que  ab- 
solutamente no  se  puedan  enajenar.  Podrán  enajenarse  por  cualquiera  otra» 
persona  o  corporación,  en  los  términos  que  determme  la  lei. 

,  Por  lo  que,  i  por  estimar  esactos  los  fundamentos  en  que  se  apoyó  la 
Corte  Suprema  federal  para  no  decretar  la  suspensión  de  la  referida  lei  del 
Cauca,  la  Comisión  tiene  el  honor  de  proponer  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLirCION  : 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  &.*  del  artículo 
51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  que  no  es  nula  la  leí 
61,  de  16  de  setiembre  de  1859,  "  sobre  ejidos  i  bienes  comunes  de  los  pue- 
blos,'' espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Cauca,, 
por  no  contener  dicha  lei  disposición  alguna  contraria  a  los  artículos  6  J^  i  7.* 
de  la  dtada  Constitución. 

Comuniqúese  a  la  Corte  Suprema  federal,  al  Poder  S^^^^^tivo  nadonaL 
i  al  Gobernador  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  publíquese. 

Honorables  Senadores. 

Bogotá,  29  de  marzo  de  1875. 

Gonzalo  A.  Tavbsa. — ^D.  ViANA.r-PABL0  Abosembka. — Julio  Bjl* 

SBIGA. — J.  DBL  CÁBMSK  HoDBÍGUEZ. 

En  1.®  i  8  de  abril  de  1875  aprobó  el  Senado  en  1.^  i  2.^  debates  este- 
proyecto  de  resolución. 

£1  Secretario,  Julio  K  Pérez, 


IL 

VAUDBZ  de  la  lel  51  de  1864  del  Estado  de  Santander 

(sobre  cementerios). 


VISTA  DEL  PBOCUBABOB  JSNEBAL. 

Se^Lóres  Majistrados. 

. 

Se  ha  solicitado  por  varios  vecinos  del  Estado  de  Santander  la  suspen- 
sión de  la  lei  51  de  Policía,  espedida  por  la  Asamblea  de  aquel  Estado  en  23 
de  octubre  del  presente  año.  / 

Esta  lei  tiene  tres  artículos. 

<'l.^  Las  Corporaciones  municipales,  inmediatamente  después  de  publi- 
cada la  presente  lei,  procederán  a  designar  el  lugar  que  debe  servir  para 
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cwMBteria  en  cada  distrito  o  oaaerío,  i  una  res  hecdia  esta  designación^  qtte* 
éuL  prohibidas  las  inhumaciones  en  lagares  diversos  del  señalado. 

«  2,^  Corresponde  a  los  Cabildos  la  administración  de  los  cementerioSf 
i  es  do  en  deber  dictar  todas  las  disposiciones  condncentes  a  sn  conserva' 
aon^  ornato  i  aseo. 

*^  8.°  Qaedan  derogados  los  artículos  375,  87?,  d79,  380  i  381  del  Có* 
digo  de  policía." 

Ii08  dos  primeros  artículos  creen  los  peticionarios  que  son  contrarios  a 
la  libertad  relijiosa,  a  la  libertad  individual  i  a  la  propiedad,  es  dedr,  a 
loe  inoiflos  3,^  5.*  i  16  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

Bespecto  al  artículo  primero,  los  peticionarios  sostienen  que  al  no  per^ 
mitlTse  inhumar  los  cadáveres  en  otro  lugar  que  el  que  los  Cabildos  desig- 
nen, obliga  a  todos  los  que  mueren,  cualquiera  que  sea  la  relijion  que  hayan 
profesado,  a  descansar  en  común  i  en  una  promiscuidad  repugnante  con  los 
miembros  de  otras  relijiones,  aflijiendo  así  á  los  que  viven,  i  llevando  la  vio* 
lenda  hasta  los  que  han  muerto,  i  que  esto  es  abiertamente  contrario  a 
la  libre  profesión  de  cualquiera  relijion  garantizada  por  el  inciso  1&  del 
artículo  15  de  la  Constitución. 

Luego  entran  a  enumerar  los  derechos  que  comprende  la  libertad  reli- 
jloaa,  i  dicen :  ^*  Son  los  derechos,  de  practicar  su  fé  i  su  culto  en  público  o 
en  privado,  en  vida  o  en  muerte,  por  actos  esteriores  o  interiores,  de  confor- 
midad con  la  comunión  relijiosa  a  que  se  pertenece  o  se  ha  pertenecido,  tanto 
por  parte  de  los  sacerdotes  o  ministros,  como  por  parte  de  los  fieles  o  de  los 
seetarioe :  son  los  derechos,  en  las  diversas  iglesias  o  comunidades  relijiosas^ 
de  organixar  su  culto  i  de  estatuir  todo  lo  conveniente  a  él  en  todos  loa 
diversos  actos  que  digan  relación  o  que  tengan  que  ver  con  alguna  manifes- 
tación relijiosa  :  son,  en  fin,  la  facultad  propia  de  propagar  su  fé  i  su  culto 
por  todos  los  medios  que  aquel  principio  de  libertad  enjendra  i  reconoce.^ 
Después  de  esta  esplicacion  de  lo  que  es  la  libertad  relijiosa,  se  hacen 
diferentes  consideraciones  para  justificar  que  el  acto  de  enterrar  los  muerto» 
es  relijioso,  concluyendo  la  esposicion  acerca  de  este  punto  oon  este  acápitet 
*<¿  No  es  claro,  pues,  que  se  hace  una  manifiesta  violencia  a  nuestra  ío 
relijiosa,  obligándonos  á  ir  después  de  muertos  al  mismo  lugar  en  donde 
están  depositados  judíos  o  musulmanes,  protestantes  o  cismáticos?  ¿Por  qué 
se  aflijo  así  a  los  vivos  conculcando  su  fe  por  medio  de  los  muertos  ?  ¿Con 
qné  corazón  verá  una  esposa  o  una  madre  que  el  cadáver  de  su  marido  o  de 
BU  hijo  vaya  a  un  lugar  que  para  ellas  es  profiíno  i  por  lo  mismo  odioso  ? 
I  esto  hacen,  i  esto  pretenden  hacer  los  que  calumnian  al  sacerdocio  cató- 
)y  atribuyéndole  que  esplota  la  aflicción  de  los  deudos  de  un  moribundo 


para  esquilmar  a  éste !  I  I  esto  bacen  los  qoo  afeetan  ma  eompatton  <)iie 
estáo  mui  lejos  de  poseer,  oprimieiido  a  las  &miKas  oaiólioas  en  lo  fntimo 
de  608  afectos  i  eo  lo  sagrado  de  sus  creencias,  abusando  asi  del  poder  qne 
ejercen  como  lejisladores  de  los  poeblos.^ 

Como  se  ve,  los  petieionarios  no  reclaman  contra  la  parte  del  articulo 
primero  que  manda  a  las  manicipalidades  qne  designen  el  logar  que  debo 
servir  para  cementerio  en  cada  distrito  o  casorio,  sino  contra  la  última  parte 
de  dicho  artioolo,  qne  prohibe  las  inhumaciones  eki  lagares  diyersos  de  los 
señalados  por  las  monioipalidades. 

Aonqne  los  peticionarios  se  esfiíeraan  en  dar  el  colorido  de  cuestión 
relijiosa  a  la  qoe  se  sascita  con  motivo  del  articolo  primero  de  la  leí  mencio» 
nada,  con  el  objeto  de  qoe  dicho  articolo  sea  sospendido  como  contrario  a 
la  libre  profedon  de  coalqoiera  relijion  garantisada  por  el  incáso  1%  del 
articolo  15  de  la  Constitución  pacional,  el  infrascrito  no  juzga  qoe  la  cues- 
tión se  deba  tratar  bajo  tal  aspecto,  sino  bajo  el  de  la  libertad  individual. 

No  basta  discutir  i  probar  que  un  acto  o  un  hecho  sea  un  acto  califi-* 
cado  de  relijioso  por  los  sectarios  de  esta  o'  aquella  relijion,  para  demostrar 
qne  se  tiene  derecho  a  ejecutar  ese  acto.  La  libertad  relijiosa  es  una  parte 
de  la  libertad  individual,  es  la  libertad  individual  en  lo  que  tiene  relación 
con  las  creencias  i  el  culto ;  pero  lo  que  los  asociados  no  puedan  hacer  en 
uso  de  la  libertad  individual,  en  ningún  caso  les  será  permitido  hacerlo  ea 
uso  de  su  libertad  relijiosa» 

La  libertad  individuali  dice  el  bciso  8/  del  artículo  15  de  la  Constitu- 
ción, es  la  &cultad  de  hacer  o  omitir  todo  aquello  de  cuya  e¡eoucion  u  omi« 
sion  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad;  i  es  en  consonancia 
con  esta  doctrina  emanada  de  los  derechos  individuales  i  convertida  en  una 
garantía,  que  los  lejisladores  deben  determinar  los  actos  prohibidos  o  que  no 
se  permite  ejecutar  a  los  asociados. 

La  clasificación  de  lo  que  es  delito  no  puede  hacerse  por  el  lejislador 
en  atención  a  las  creencias  relijiosas,  ni  a  la  manera  como  esta  o  aquella 
secta  rinda  culto  al  Creador ;  el  lejislador  prohibirá  el  homicidio  por  el  daño 
causado  a  la  persona  inmolada,  i  a  la  comunidad,  aunque  existiera  una  secta 
qoe  admitiese  el  sacrificio  de  víctimas  homanas  como  un  acto  del  culto  de 
su  relijion ;  así  oomo  debe  prohibir  la  poligamia,  aunque  haya  millones  de 
creyentes  que  la  tengan  como  una  doctrina  santa  aconsejada  por  la  relijion 
que  profiesan. 

Si  a  los  lejisladores  de  los  Estados  les  hubiera  dado  la  Constitución 
nacional  como  norma  o  pauta  para  determinar  los  actos  que  deUan  permi« 
tir,  el  que  esos  actos  fueran  relijiosos  o  hicieran  parte  de  las  prácticas  reli- 
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jíoriitrde  ooftlqiner  onlto,  tezidriíai  seeatidad  esos  lejuladorea  Se  aeorchr  xm 
Cóáigo  penal  difunto  ptMra  cada  secta  religiosa,  t  los  Ifmitee  del  Poder  Lejia* 
htivo  no  se  ^arian  por  la  oooveDteBota  p6t)iioa,  sino  por  la  esteosion  qao 
cada  aeola  diera  al  eulto  i  a  las  práctieas  reli^osaa.  Bn  conseonencía,  la 
fiberlad  relijiosa  en  loe  actos  estemos  tiene  qae  estar  encerpada  dentro  do 
loe  ISmites  de  la  libertad  iodividaaly  porque  seria  el  mas  escandaloso  absurdo 
pretender  qae  la  Constitución  permita  ejecatar^  en  nombre  de  la  libertad; 
relijioaa,  los  heebos  que  ella  pr<^be  a  nombre  de  la  libertad  individual  i  do 
la  seguridad» 

En  el  caso  en  cuestión,  se  percibe  claramente  que  la  competencia  para 
designar  el  lugar  donde  deben  inhumarse  los  cadáveres,  no  puede  ^arse  por 
la  garantía  de  la  libre  profesión  de  una  relijion,  porque  entonces  el  poder 
ovil  no  podría  intervenir  en  el  asunto  por  medida  de  policSa  en  nombre  do 
la  salabridad  pública,  i  no  podría  estorbar  que  se  enterrasen  los  cadáveres 
en  las  iglesias  o  dentro  de  las  poblaciones,  ni  dietar  las  órdenes  que  estimara 
competentes  para  impedir  la  ocultación  de  los  eadáverea  de  aqueMos  quo 
bnbieran  dejado  de  existir  por  muerte  violenta. 

I  es  de  hacer  notar  que  los  mismos  peticionarios  eonvienen  en  lo  que  se> 
deja  espnesto,  pues  dicen :  <«No  incumbe  al  Gobierno,  eomo  Gobierno,  deci> 
dir  n  las  diversas  prácticas  relijiosas  son  verdaderas  o  falsas,  razonables  & 
absurdas ;  lo  que  le  incumbe  conforme  a  nuestro  pacto  político  es  respetar  i 
de/ender  esas  prácticas  en  tanto  cuanto  no  turben  la  paz  pública,  ni  inflijan^ 
offramo  a  derecho  de  tereero.^^  Como  el  inciso  16  del  artículo  1&,  al  definir 
la  libertad  relijiosa,  dice  que  es  la  Ubre  profesión  pública  o  privada  de  cuaU 
qoiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  sobe* 
ranía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  i  como  en  esto 
inciso  no  se  escluyen  los  hechos  que  inflijan  agravio  a  derecho  de  tercero^ 
esta  limitación  indicada  por  los  peticionarios  no  la  han  podido  hallar  justifi- 
cada sino  admitiendo  el  priocipio  o  la  doctrina  de  que  no  es  permitido  eje^ 
catar  ningún  hecho  que  t^ga  el  carácter  de  relijioso,  si  no  está  autorizado 
por  la  libertad  individual ;  esto  es,  por  la  facultad  de  hacer  n  omitir  todo 
aquello  de  cuya  ejecución  n  omisión  no  resulte  daSo  a  otro  individuo  o  a  la 
Comunidad. 

La  onestion  no  es,  pues,  la  de  saber  si  los  católicos  consideran  los 
cementerios  como  parte  integrante  de  su  iglesia,  i  si  es  cierto  que  según  sus 
creencias  existe  una  comunión  entre  los  vivos  i  los  muertos ;  ^<  que  las  ora- 
oeiMS  i  los  sufrajios  de  aquéllos  aprovechan  a  éstos ;  que  el  católico  que  ha 
llevado  en  sa  cuerpo  los  signos  de  la  redención,  el  agua  del  bautismo  i  quo 
lia  sido  marcado  con  las  señales  esteriores  de  los  demás  sacramentos^  esti 
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destinado  a  ana  reaparición  con  la  miama  alma  i  el  miamo  onerpo  qne  titr^^ 
Qendo  por  lo  mbmo  sns  reatos  na  depósito  aanto,  qne  no  puede  estar  en 
aliansa  .con  nn  depósito  profano ;  i  por  esto  los  cementerios  son  lagares 
bendecidos,  que  quedan  violados  por  el  hecho  mismo  de  ser  enterrado  en 
dios  el  cadáver  de  nn  individno  de  distinta  relijion."  La  cuestión  de  inhu- 
mación de  los  cadáveres,  para  el  lejislador  de  nn  pafs  en  qne  la  relijion  no 
es  asunto  de  gobierno,  es  paramente  de  policía,  i  lo  qne  ordene  en  la  lei  en 
este  particular  no  puede  tener  otra  limitación  que  la  establecida  por  el  lejis* 
lador  constituyente  en  la  garantía  de  la  libertad  individual. 

¿El  lejislador  de  Santander,  no  permitiendo  que  los  deudos  de  un 
difunto  entierren  el  cadáver  donde  ellos  quieran,  sino  en  el  lugar  dedgnado 
por  la  respectiva  municipalidad,  ataca  la  libertad  individual,  es  decir,  la 
facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  coya  ejecución  n  omisioQ  ao 
resulte  daño  a  otro  individcio  o  a  la  comunidad  ? 

,  Para  contestar  esta  pregunta  es  necesario  examinar  previamente  esta 
otra  cuestión,  de  suma  gravedad,  tratándose  de  la  garantía  de  la  libertad 
individual:  ¿Corresponde  de  derecho  a  las  Asambleas  de  los  Estados  determi- 
nar definitivamente  cuáles  son  los  actos  individuales  que  dañan  a  otro  indi- 
vidao  o  a  la  comunidad,  o  la  calificación  que  haga  el  lejislador  de  un  Estado 
está  sometida  a  revisión  o  rectificación  por  la  Corte  Suprema  i  el  Senado 
cuando  estas  corporaciones  se  ocupen  en  ejercer  las  atribuciones  que  tienen, 
la  una  para  suspender  i  la  otra  para  anular  los  actos  lejislativos  de  los  Es- 
tados que  sean  contrarios  a  la  Constitución  nacional  S 

I  el  infrascrito  sostiene  qne  es  previa  la  solución  de  este  punto,  porque 
8Í  la  soberanía  de  los  Estados  en  asuntos  de  lejislacion  penal  i  de  policía 
comprende  la  facultad  de  determinar  definitivamente  lo  que  es  dañoso  a  un 
tercero  o  a  la  comunidad,  la  Corte  Suprema  no  tiene  que  ocuparse  en  ave- 
riguar si  ha  hecho  mal  el  lejislador  de  Santander  al  prohibir  que  los  parti- 
culares inhumen  cadáveres  en  puntos  distintos  de  los  que  señalen  las  mani- 
cipalidades,  puesto  que  ya  ese  lejislador  ha  resuelto  implíoitamente,  en  uso 
de  facultad  constitucional,  que  ese  acto  es  perjudicial  a  la  comunidad,  i 
entonces,  no  puede  ser  suspendida  por  inconstitucional  la  lei  qne  lo  prohibe. 

Comprende  el  infrascrito  que  la  soberanía  de  los  Estados  sufre  una 
reducción  mui  considerable,  si  ellos,  por  medio  de  sus  lejisladores,  no  pueden 
de  una  manera  definitiva  calificar  los  actos  de  los  asociados,  pues  eso  im- 
plica que  las  leyes  acerca  de  lo  que  conviene  prohibir  en  el  territorio  en  que 
ejercen  su  soberanía,  no  dependen  esclusivamente  de  la  apreciación  que  hagan 
los  representantes  de  los  gobernados  de  lo  que  es  perjudicial  a  la  comuni- 
dad, sino  de  la  opinión  de  corporaciones  que  no  forman  parte  de  los  nom- 
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\»ndo6  para  representar  direotamente  loa  intereses  de  la  sección  respectiva^ 
Ab(  admitir  que  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  paedea 
cafifiear,  segan  su  juicio,  qué  actos  dañan  a  tercero  o  a  la  comunidad,  para 
oorrejtr  las  leyes  de  los  Estados  suspendiéndolas  i  anulándolas  cuando  estas 
oorporadones  tengan  ideas  distintas  de  las  de  los  lejialadores  de  los  Estados 
respecto  de  las  acciones  hamanasi  es  sin  duda  cercenar  algún  tanto  la  facnl- 
tad  que  ellos  tienen  de  lejislar  en  lo  civil  i  lo  penal. 

Pero  ei  infrascrito,  annqne  mui  celoso  por  la  soberanía  de  los  Estados, 
no  puede  sostener,  atendiendo  a  la  letra  i  al  espíritu  de  la  Constitución,  la 
tésia  indicada  de  que  las  Asambleas  de  los  Estados  sean  las  únicas  que  pue- 
dan señalar  ios  límites  de  la  libertad  individual,  por  ser  ellas  las  llamadas  a 
deddir  irrevoeablemente  qué  actos  de  los  asedados  son  los  que  dañan  a 
tercero  o  a  la  comunidad. 

Nuestra  carta  fundamental  ha  dado  a  la  Corte  Suprema  la  ñicultad 
espreaa  de  suspender  los  actos  lejislativvs  de  las  Asambleas  de  los  Estados 
co&ndo  sean  contrarios  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  nacionales.  Es,  pues, 
la  Corte  la  llamada  a  hacer  la  calificación  de  si  existe  o  nó  esa  contrariedad 
entre  la  lei  seccional  i  la  Constitución  para  ejercer  la  facultad  que  se  le  ha 
conferido,  pues  si  tuviera  que  atenerse  al  juicio  de  la  Asamblea  que  dictó  la 
\áy  en  ningún  caso  podria  decretar  la  suspensión,  puesto  que  el  concepto  de 
la  Asamblea  es  bien  conocido  con  la  espedicion  de  la  lei  que  se  trata  de 
saber  á  está  dentro  de  la  esfera  constitucional.  Esta  misma  observación  se 
ocurre  respecto  de  la  ñtcultad  del  Senado  de  Plenipotenciarios  para  decidir 
en  definitiva  de  la  nulidad  de  las  leyes  de  los  Estados  denunciadas  como 
inconstitucionales. 

De  esta  consideración  se  deduce  rectamente  que  si  el  lejislador  consti- 
yente  hubiera  querido  que  la  soberanía  de  las  secciones  no  estuviese  espuesta 
a  menoscabos,  no  habria  conferido  al  Senado  i  a  la  Corte  Suprema  las  atri- 
bociones  de  que  se  ha  hecho  mérito  ;  i  en  consecuencia  no  es  aceptable  una 
inteUjenda  de  la  Constitución  que  venga  a  hacer  ilusorias  e  infructuosas  las 
ftcoltades  espresas  que  en  ella  se  han  otorgado  a  determinadas  corporacio- 
nes, sin  mas  fundamento  para  esa  intelijencia  que  el  suponer  que  se  dio  a  los 
Estados  nna  soberanía  omnipotente,  cuando  de  la  mbma  Constitución 
resalta  con  claridad  que  la  soberanía  que  se  reservaron  los  Estados  fué 
limitada. 

Esto  en  cuanto  a  la  letra.  Respecto  al  espíritu  o  sea  a  la  doctrina,  tal 
vez  son  de  mayor  peso  las  razones  que  se  pueden  aducir  en  sostenimiento 
de  la  opinión  del  infrascrito. 

Nuestra  Constitución  no  tiene  por  objeto  especial  amparar  la  soberanía 
de  los  gobiernos  seccionales  i  jenerali  sino  la  soberanía  popular,  i  por  esto 
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tnoriiro  consagró  un  capitulo  a  los  derechos  individaaleB  para  poaerlos  faetrii 
«del  alcance  del  poder  de  los  gobernantes,  imponiendo  a  éstos  el  deber  cío 
vespetarloB  i  de  considerarlos  como  otras  tantas  garantías  del  asociado  con* 
tra  los  abnsos  de  la  astoiidad. 

I  oomo  la  parte  siuetantiva,  en  la  organieacion  política  «de  nn  psie,  Boa 
ios  derechos  infividnales,  porque  la  forma  de  los  gobiernos,  las  divisionee 
de  los  poderes,  la  mi^or  ^  menor  amplitud  de  acción  de  los  funcionarios 
p&blioos,  no  son  ano  medios  para  lograr  la  seguridad  de  esoe  derechos  qae 
tiene  cada  asedado  por  su  natnralesa  para  buscar  su  bienestar  coa  el  uso  de 
«u  libertad,  es  patente  que  en  los  casos  de  ludia  entre  el  derecho  individual 
i  el  poder  del  gobernante,  quúáeron  nuestros  Iqisladores  constítnyentes, 

«como  leales  representantes  de  un  pueblo  soberano,  que  ee  entendieran  los 
preceptos  constitucionales  en  el  senüdo  de  que  obtuviese  siempre  el  triunfe 
«el  deredho. 

Ahora  bien,  si  en  la-Conetítudon  se  ha  dicho  a  los  asociados  que  nna 
*de  sus  derechos  individuales  es  el  de  poder  ejecutar  todos  los  actos  que  a 
%ien  tengan,  con  tal  que  no  dañen  a  tercero  o  a  la  comunidad ;  i  si  el  lejis- 
lador  de  nn  Bstado,  para  restrinjirtes  ese  derecho,  ha  calificado  como  atenta- 
torios contra  tercero  o  centra  la  comunidad,  actos  no  solamente  inocentes 
sino  que  lastiman  en  Jo  mas  sensible  la  libertad  individual,  2  se  deberá  hacer 
ilusorio  él  recurso  ante  la  Corte  Suprema  i  el  Senado,  que  estableció  el  lejis- 
lador  constituyente  pora  que  el  individuo  pudiese  quejarse  contra  la  usur- 
ipacion,  únicamente  por  acatamiento  al  poder  4el  gobernante,  como  si  ese 
ipoder  fuera  mas  sagrado  que  el  derecho  individnalf  Evidentemente  que  nÓ^ 
Por  otra  parte,  ningún  obst&culo  se  presenta  a  la  buena  marcha  de  la 
sociedad,  entendiendo  la  garantía  de  la  libertad  individaal  en  el  sentido  de 
dejarla  amparada  por  la  Corte  Saprema  federal  i  «1  Senado  cuando  se  le 
haya  limitado  por  el  lejislador  de  un  Estado  mas  allá  délo  que  ordena  la 
Constitución. 

Que  todos  los  miembros  de  una  sociedad  tengan  ^1  derecho  de  hacer 
n  omitir  todo  lo  que  quieran  oon  tal  que  no  dañen  a  tercero  o  a  la  comuni- 
dad, es  un  principio  de  tan  clara  justicia,  que  los  gobiernos  que  no  lo  acepten 
tienen  que  ser  gobiernos  tiránicos.  Ahora  bien,  4a  Corte  Suprema  i  el  Se- 
nado, con  la  intervención  que  en  esta  materia  les  ha  dado  4a  carta  funda- 
mental, no  pueden,  con  sus  decisiones  de  suspensión  i  nulidad,  restriojir  en 
ningún  caso  la  libertad  individual,  porque  esas  decisiones  tienen  que  recaer 
sobre  una  lei  de  un  Estado,  lei  que  no  es  suspendible  sino  cuando  ataca  la 
libertad  individual ;  de  suerte  que  la  intervención  de  la  Corte  i  del  Senado  es 
únicamente  para  hacer  efectiva  la  garantía,  pero  jamas, para  violarla,  aunque 
sus  resoluciones  no  sean  acertadas. 
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lo  caanto  al  ad^lo  en  la  determinaoioii  do  lo  qao  dafia  a  tercero  o  a  la 
txnumdad,  no  se  paedo  segar  qae  las  Asambleas  de  los  Estados,  como 
fiOBoeedoraa  de  las  necesidades  de  sas  representados^  se  haUan  en  capacidad 
és  Iqisiar  ^n  este  partiomlar  de  la  manera  mas  conveniente  ^  pero  si  álgnien 
n  qaeja  de  qae,  apesar  de  ser  ana  Asamblea  snmamente  capaa,  esfádiS  nna 
iei  qme  restringe  indebidamente  a  los  aaociados  su  libertad,  no  bai  qoe  temer 
qae  laC/orte  Saprema  no  alcance  a  penetrar  las  racones  qae  jastifioan  la  Iei 
i  qae  siendo  constitncional  la  siiq^enda;  porque,  ademas  de  ser  sus  miembros 
nombradoB  por  las  Asambleas  de  los  Estados,  se  requiere  que  haya  unani- 
nudad  de  pareceres  en  los  cinco  Ministrados  que  la  componen,  para  decre- 
tar la  suspenaion. 

Respecto  al  Senado,  todavía  hai  mSnos  motivos  para  temer  que  anule 

una  la  constitudonal,  por  formarse  eeta  Corporadon  un  jdcio  erróneo 

acerca  de  lo  que  dalle  a  tercero  o  a  la  comunidad,  porque,  aqui  es  el  caso 

de  dedrlo,  una  de  las  dispostdones  mas  preciosas  que  .contiene  la  Constitu- 

tion  para  dar  estabilidad  al  sistema  federal  i  para  inspirar  confianza  acerca 

de  la  efectividad  de  las  garantías  individuales,  es  la  que  somete  esas  contro- 

vermas  entre  los  gobernantes  de  los  Estados  i  los  particulares  que  se  quejan 

eontra  las  leyes,  por  ser  atentatorias  a  sus  derechos  individuales,  a  la  deci» 

moa  de  ese  gran  jurado  nacional  que  se  llama  Senado  de  Plenipotendarios, 

en  eleual  cada  Estado  tiene  igual  representación  e  igual  interés  en  que  su 

soberanía  do  se^cercenada  con  las  resoludenes  que  allí  se  acuerden^ 

Coa  Jo  espuesto  queda  saficientemente  apoyada  la  opinión  del  infras* 
crito  en  punto  tan  grave,  a  saber,  que  vosotros  podéis  suspender  las  leyes 
de  los  Estados  que  a  vuestro  juido  bayan  prohibido  a  los  asonados  la  eje- 
cadon  de  actos  que  no  dañen  a  tercero  o  a  la  comunidad.  I  aaaque  tal  vez 
se  ha  estendido  demasiado  en  dilucidar  este  punto,  el  infi*ascrito  llama  seria- 
meDte  vuestra  atención  acerca  de  ¿1,  porque  cree  no  haberlo  profundizado 
lo  bastante,  i  no  tiene  embarazo  en  confesar  que,  desconfiando  de  sus  propias 
faenas,  podrá  rectificar  su  juicio  con  las  razones  en  qae  fnndds  el  vues- 
tro, A  acaso  dais  otra  intelijencia  a  la  Constitución  en  la  materia  que  se 
deja  tratada. 

Volviendo  al  examen  de  la  Iei  de  Santander,  el  infrascrito  es  de  con- 
cepto que  la  última  parte  del  artículo  primero,  por  la  cual  no  se  permite 
inhumar  cadáveres  sino  en  el  lugar  dedgnado  por  las  munidpalidades,  es  con- 
traria a  la  libertad  individual,  porque  no  se  ataca  derecho  de  tercero  ni  de 
la  comunidad  con  que  un  particular  o  corporadon  establezca  «cementerio  en 
determinado  sitio  donde  se  consulte  la  salubridad  pública. 

Con  el  reconocimiento  de  este  derecho  no  sufrirá  la  oomunidadi  porque 
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oon  ese  reconocimiento  no  se  priva  a  la  aatoridad  de  intervenir  para  qne  los 
cadáveres  no  se  lleven  a  los  cementerios  sin  asegararse  de  qne  no  se  ha 
-cometido  ana  muerte  violenta,  así  como  también  para  decidir  si  los  lagares 
esoojidos  para  cementerios  consaltan  la  salubridad,  i  en  fin,  para  tomar  las 
demás  precauciones  que  estime  convenientes  a  fin  de  que  la  inbumadon  de 
ios  cad&veres  se  haga  en  tiempo  i  con  las  reglas  que  prescribe  la  hijiene 
pública. 

También  se  ha  solicitado  la  suspensión  del  artículo  primero  como  con- 
trario a  lo  dispuesto  en  varios  tratados  públicos  otorgando  a  los  miembros 
fiúbditois  de  las  naciones  contratantes  el  derecho  de  tener  cementerios 
particulares. 

Es  cierto  que  en  los  tratados  de  amistad,  comercio  i  navegación  cele- 
brados con  el  Reino  Unido  de  Inglaterra  e  Irianda  i  con  la  Frauda,  se  encuen- 
tra estipulado  que  los  miembros  de.  estas  dos  naciones  tienen  libertad  en 
Colombia  para  enterrar  a  sus  compatriotas  que  mueran  en  el  país  en  lugares 
convenientes  i  adecuados  que  sean  designados  por  ellos  con  conodmiento  dé 
las  autoridades  locales.  I  aunque  debe  entenderse  que  la  lei  de  Santander 
no  modifica  los  tratados  públicos  i  que  se  refiere  solamente  a  los  santande- 
reanos,  sí  os  pide  el  infrascrito  que,  en  caso  de  que  no  suspendáis  la  última 
parte  del  artículo  primero  de  la  lei  mendonada  como  contraria  a  la  libertad 
individual,  sí  lo  dedareis  suspendido  en  cuanto,  por  la  jeneralidad  como 
está  escrito,  pudieran  las  autoridades  de  Santander  darle  aplicación  contra- 
riando los  derechos  otorgados  a  los  estranjeros  para  enterrar  a  sus  compa- 
triotas en  lugares  convenientes  designados  por  ellos  mismos. 

Respecto  al  artículo  segundo  que  deja  a  los  cabildos  la  administradon 
de  los  cementerios,  como  esta  disposición  en  la  lei  es  consecuendal  de  la  de 
determinar  ellos  los  lugares  donde  deban  establecerse  i  de  la  de  no  permitír 
las  inhumadones  en  lugares  distintos,  no  tiene  por  qué  ser  inconstitndonal 
si  el  artículo  primero  no  lo  fuera.  Pero  si  declaráis  que  los  particulares  pue- 
den tener  cementerios  de  su  propiedad  distintos  de  los  señalados  por  las 
municipalidades,  entonces  seria  inconstitudonal  que  estas  corporaciones  los 
administrasen,  como  ya  lo  ha  declarado  el  Senado  de  Plenipotenciarios  por  la 
resolución  de  15  de  marao  de  1360  sobre  una  lei  do  Cundinamarca,  resolu- 
ción que  dice : 

<^  El  Senado  de  Plenipotendarios,  en  ejerddo  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  artículo  51  de  la  Constitudon,  declara  válida  la  Id  de  10  de 
agosto  de  1868  sobre  administración  de  los  cementerios,  espedida  por  la 
Asamblea  dd  Estado  de  Cundinamarcaí  en  cuanto  no  comprende  los  oemen- 
teños  de  propiedad  particular*'' 
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Termina  el  infraaorito  eata  viata  iDdicando  qne  annqae,  por  laa  razones 
ifie  bm  ooDsignado  en  este  escrito,  ha  oreiio  de  sn  deber  solidtar  la  snspen- 
flíon  ée  la  idtima  parte  del  artfoalo  primero  de  la  lei,  no  por  eso  en  manera 
algnna,  directa  o  indireotai  £1  aooje  ninguna  de  las  opiniones  on  tanto  apa- 
fionadaB  de  los  señores  enras  vecinos  de  Santander  qae  han  solicitado  la 
süspeiiHOD,  contra  los  lejisladores  del  Estado,  como  esas  de  que  son  predi- 
cadores de  nominales  garantías,  violadores  de  costumbres,  venerandas,  pro- 
pagmckHres  de  doctrinas  materialistas,  A/  &/  Esta  dase  de  argumentaciones 
fflrven  para  conocer  el  grado  de  rabia  i  de  fhror  de  intolerancia  en  los  que  las 
haeoDy  pero  nó  para  llevar  el  convencimiento  en  favor  de  un  derecho  ultra- 
jo, a  los  funcionarios  públicos  que  en  el  desempeño  de  sus  atribuciones  no 
toman  a  su  cuidado  el  estandarte  de  ninguna  reiijion,  dno  que,  como  em* 
pleadcs  de  un  orden  civil  emanado  de  la  soberanía  popular,  es  su  ünico 
deber  defender  las  instituciones  que  ese  pueblo  se  ha  dado  para  salvar  sus 
fibertades  contra  los  usurpadores  de  toda  dase. 

Coadyuva,  pues,  el  infrascrito  la  suspensión  de  la  leí  mencionada,  en 
los  términoB  en  que  se  deja  indicado. 

Bogotá,  8  de  diciembre  de  1874.  Rahok  Góhbz. 


AcmSBDO  DS  LA.  COBTX  SüPBBMiu 

£1  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que  en 
el  fibro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  noventa  a  la  dentó, 
hai  uno  que  a  la  letra  es  coi^o  sigue : 

«( En  Bogotá,  a  vdnticuatro  de  didembre  de  mil  ochocientos  setenta  i 
cuatro,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federd  en  sala  de  acuerdo,  con  asis- 
tencia del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Villamizar  G.,  i 
demás  señores  Majistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corral^,  César  Contó, 
Manuel  M*  Ramírez  i  José  María  Rojas  Garrido. 

'*  Se  tomó  en  consideradon  la  solidtud  que  hacen  varios  colombianos, 
ndnistros  de  la  reiijion  católica,  para  que  se  suspenda  la  lei  51  de  policía, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Santander,  que 
previene  a  las  munidpalidades  hacer  la  designadon  del  lugar  que  debe 
servir  de  cementerio. 

<<E1  señor  Mitjistrado  doctor  Tillamizar  G.  presentó  el  siguiente  pro- 
yecto ée  reaolodon : 

^  ^^^stos:  Varios  colombianos,  sacerdotes  católicos,  se  dirijieron  a  este 
Supremo  Tribual,  por  memorial  fechado  ea  Sanjil  a  8  de  noviembre  último, 

eoUdtaado  que  aaspeiida  hi  Recuden  de  los  artículos  1.^  i  2,^  de  la  Id  que 
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lleva  el  n&mer»  51  en  la  serie  de  la»  espedidas  por  la  Asamblea  LejísIaCiVa  deC 
Estado  de  Saotander  en  el  presento  aSo^  i  que  se  halla  pablicada,  con  lof 
sanción  e}ecatÍTa,  en  k  Gaceta  Oficial  del  Estado^  correspondiente  al  2T 
de  octobrey  de  la  qoe  los  peticionarios  acompafiaron  un  ejemplar  a  su  soli- 
citad. El  texto  de  las  disposiciones  denunciadas  es  eomo  sigue : 

^Árt.  1.^  Las  corpof  aciones  munioipales,  inmediatamente*  después  de- 
publicada  la  pr^ente  lei^  procederán  a  designar  el  kigar  que  debe  servir 
para  cementerio  en  cada  diBtsito  o  caserío,  i  una  vez  hoeha  esta  designa- 
cion,  quedan  prohibidas  las  inhumaciones  en  lagares  diversos  del  señalado. 

<  Art.  3.^  Correspondo  a  los  cabildos  la  adminÍ8tra<Hon  de  los  cemen- 
terios, i  es  de  su  deber  dictar  todas  las  dÍ8poBÍ(¿ones  conducentes  a  su  coo* 
servacion,  ornato  i  aseo.** 

<'  El  Procurador  jeneral  de  la  Nación  coadyuva  la  soKoitud  en  lo  con- 
cerniente a  la  parte  prohibitiva  del  articulo  1/  i  al  artículo  2.^  de  la  lei,  no 
por  ser  contrarias  sus  disposiciones  al  inciso  I&,  artículo  15  de  la  Constitu* 
oion,  sino  por  considerarlas  violatorias  del  inciso  3/  del  mismo  artículo- 
constitucional. 

<^  Examinará  la  Corte  en  primer  lugar  la  tesis  que  ocupa  el  segundo  en 
la  espoaicion  fiscal,  por  requerirlo  así  el  orden  de  los  razonamientos  en  qiae 
habrá  de  fundar  sus  conclusiones. 

^<  Trátase  de  saber  si  el  lejTstador  de  Santander,  al  prohibir  las  inhu- 
maciones de  los  cadáveres  en  lugares  distintos  de  los  que  a  ese  objeto  des- 
tinen las  corporaciones  municipales^  coartd  la  libertad  individual,  o  sea  <^  la 
facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  coya  ejecución  u  omisión  no 
resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad,'  que  es-  como  la  Constitu-^ 
cien  de  la  República  define  este  derecho  en  el  inciso  3."  de  su  artículo  1&  \. 
i  para  decidir  el  punto^  piensa  el  señor  Procurador  que  previamente  debe 
examinarse  esta  otra  cuestión :  <  g  Corresponde  a  las  Asambleas  de  los  Es- 
tados determinar  definitivamente  cuáles  son  los  actos  indi vidualea  que  dañan 
a  otro  individuo  o  a  la  comunidad,  o  la  calificación  que  haga  el  lejislador  de 
un  Estado  está  sometida  a  revisión  o  rectificación  por  la  Corte  Suprema  i  el 
Senado  cuando  estas  corporaciones  se  ocupen  en  ejercer  las  atribuciones  que 
tienen,  la  una  para  suspender  i  la  otra  para  anular  los  actos  lejislativo»  de 
los  Estados  que  sean  contrarios  a  la  Constitución  nacional  V 

<«  Reconoce  en  seguida  el  señor  Procurador  <  que  la  soberanía  de  loa 
Estados  sufre  una  reducción  mui  considerable  si  ellos  por  medio  de  sus  lejis- 
ladores  no  pueden  de  una  manera  definitiva  calificar  los  actos  de  los  asocia- 
dos, pues  eso  implica  que  las  leyes  acerca  de  lo  que  conviene  prohibir  en  el 
territorio  en  que  ejercen  su  soberanía  no  dependen  esdusivamente  de  la  apre* 
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tUdoa  qae  hagan  los  representantes  de  los  gobernados  de  lo  que  es  perja^ 
ifieot  a  la  oomimidad,  sino  de  la  opinión  de  corporaciones  que  no  forman 
piíte  de  los  nombrados  para  representar  directamente  los  intereses  de  la 
noción  respectiva.  Así,  admitir  qae  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  de  Pleni- 
potenciarios pueden  calificar  según  su  juicio  qué  actos  dafían  a  tercero  o  a  la 
comunidad,  para  eorrejir  las  leyes  ds  los  Estados  suspendiéndolas  o  anulán- 
dolas cuando  estas  corporaciones  tengan  ideas  distintas  de  las  de  loa  legisla- 
dores de  los  Estados  respecto  de  las  acciones  humanas,  es  sin  duda  cerce- 
nar algon  tanto  la  facultad  qae  ellos  tienen  de  lejislar  en  lo  civil  i  lo  penal.* 
'^Pero  entre  el  inconveniente  apuntado  de  cercenar  la  soberanía  de  los 
Estados  i  el  de  que  la  garantía  de  la  libertad  individual  no  quede  amparada 
por  el  Gobierno  jeneral,  opta  el  se&or  Procurador  por  la  segunda  de  las 
soluciones  formuladas  en  la  cuestión  previa ;  i  contrayéndose  después  a  exa- 
minar la  lei  de  Santander,  estima  que  la  ¿Itima  parte  de  su  artículo  primero 
es  contraria  a  la  libertad  individual,  porque  no  se  ataca  derecho  de  tercero 
ni  de  la  cemanidad  con  que  un  particular  o  una  corporación  establezca 
cementerios  en  sitios  donde  no  puedan  ser  perjudiciales, 

"  La  Corte  considera  que  de  la  vaguedad  con  que  está  concebido  el 
precepto  que  garantiza  la  libertad  individual,  surjen  graves   dificultades 
cuando  «e  trata  de  aplicarlo  a  easos  particulares  para  juzgar  a  la  luz  de  la 
doctrina  allí  consagrada  una  medida  cualquiera,  pues  haciendo  depender  la 
coostitncÍQoaiidad  o  inconstitueionalidad  de  ella  de  que  el  acto  que  prohibe 
sea  boeno  o  nalo,  nocivo  a  la  comunidad  o  inocente,  ha}  que  recurrir  para 
calificarlo  a  fuentes  distintas  de  la  misma  Gonstitacion,  porque  ésta  no  sumi- 
nistra los  medios  de  conocer  las  propiedades  de  las  acciones  humanas.  Las 
opiniones  personales  de  los  llamados  a  resolver  sobre  la  validez  o  invalidez 
de  las  leyes  de  los  Estados,  tendrían  forzosamente  que  ser  la  única  razón  de 
SQS  £dIoB,  qnedando  subordinado  el  criterio  del  lejislador  que  dio  la  lei  por- 
que la  creyó  jnsta  i  conveniente,  al  criterio  individual  4e  los  que  la  revisan  i 
la  enonentran  acaso  inexequible,  porque,  a  su  juicio,  el  acto  que  prohibe  no  es 
da  aquellos  cnya  ejecución  pueda  causar  daño  a  la  comunidad  o  a  un  tercero. 
^Por  este  camino  se  llegaría  inevitablemente  a  revestir  de  un  poder 
arbitrario  al  Senado  i «  la  Corto  Suprema,   porque  sus  facultades  no  queda- 
rían ya  circonscritas  a  los  estrechos  límites  que  les  traza  «1  artículo  14  de  la 
Oonstitacion^  segnn  el  onal  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados  solo  pueden  ser  suspendidos  i  anulados  cuando  salen  evidentemente 
4e  su  esfera  de  acción  constitucional ;  sino  que  esas  facultades  recibirían  un 
^oaanche  tan  grande^  como  es  grande  la  variedad  de  las  opiniones  de  los 
iiombres  en  punto  a  teorías  lejislatívas,  pues  acciones  que  unos  reputan 
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paniblesi  son  paní  otros  de  tma  perfecta  licitad*  De  esta  ofrece  tm  ejempfa 
la  misma  lei  de  Santanderi  qae,  a  jnicia  del  sefior  Procnrador,  es  violatoria 
de  la  libertad  individual  porqoe  prohibe  un  becbo  de  caya  efeoacion  oree 
él  qae  no  resulta  dafio  a  la  comunidad^  en  tanto  que  la  Asamblea  por  quien 
faé  espedida  pensó,  sin  doda^  la  contrario^  'El  bq&ot  Procnrador  ve  el  acta 
prohibido  bajo  la  relación  de  la  salobridad  pública  únioamentCy  iel  lejtslador 
qae  lo  prohibió  pudo  er^eria  perjadicial  por  otros  motivos. 

*<  Si  en  este  confliclo  de  opiniones  debiera  la  Corte  decidir  de  qué  lada 
est&  la  razon^  no  ballaria  en  la  Constitociony  ni  en  las  lejea  nacionales  que  le 
corresponde  aplicar,  fandamentos  para  resolver,  i  se  veria  precisada  a  bus- 
carlos en  la  ciencia  de  la  lejislacion^  estralimitanda  sus  funciones  i  convir- 
tiéndose de  juez  en  lejtslador,  con  evidente  menoscabo  de  la  soberank  de 
los  Estados* 

*<  Para  amparar  a  los  ciudadanos  en  el  goce  de  derecbos  que  na  alcance 
a  protejer  el  Gobierno  jeneral,  la  Constitución  de  la  Rep&blica  ha  confiada 
«  a  los  mismos  ciadadanos  la  guarda  de  sus  libertades,  garantizándoles  la 
existencia  de  Gbbiernos  seccionales  argani^dos  con  arreglo  al  sistema  po- 
pular, electiva^  representativo,  alternativo  i  responsable ;  i  a  la  verdad  esa 
es  la  mejor  i  mas  eficaz  salvaguarda  de  las  libertades  públicas,  porque 
queda  encomendada  al  mismo  pueblo  a  quien  interesa  conservarlasr 

^<  Considerada,  pues,  en  relación  con  la  garantía  de  la  libertad  indivi- 
dual, no  halla  motivo  la  Corte  para  suspender  la  lei  del  Estado  de  Santan- 
der de  que  se  deja  hecha  mención  al  principio  de  este  acuerdo. 

«^  Resta  ahora  averiguar  si  es  contraria  la  citada  lei  al  inciso  1%  artSoola 
15  de  la  Constitución,  i  para  ello  conviene  plantear  la  cuestión  que  debe  resoU 
v0rse,  en  estos  términos : 

^<  ¿  Es  un  acto  relijioso  el  de  dar  sepultura  a  k>s  cadáveres,  i  siéndola 
está  garantizado  por  la  Constitución  como  derecho  individual  ? 

«^  Sin  necesidad  de  consultar  la  historia,  basta  traer  a  la  vista  nuestra 
propia  lejislaoion,  en  la  cual,  a  juicio  de  la  Corte,  se  encuentra  resuelta  afir* 
mativamente  la  cuestión  propuesta,  como  lo  demuestran,  entre  otras  disposi* 
clones  que  pudieran  citarse,  las  siguientes : 

<*La  lei  de  14  de  mayo  de  1855,  ^sobre  libertad  relijioéaf^  cuyo  articula 
tercero  prescribió  que  los  cementerios  reconocidos  como  de  la  comunión 
catóKca  i  hendecidoa  por  sus  ritosj  fueran  de  la  esdosiva  pertenencia  de  la 
misma  comunión  pám  la  inhumación  de  los  cadáveres. 

(•En  el  articulo  7.^  del  Tratada  de  amistad,  comercio  i  ñavegaoton  entre 
la  Kueva  Granada  i  la  Francia,  firmada  el  15  de  mayo  de  1856  i  promulgada 
como  lei  de  la  República  el  24  de  julio  de  1857^  se  estipuló  esto  i 
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<  Artleolo  f  /  Los  granadinos  en  Franda,  i  los  íSraaeeses  en  la  Nneva 
Qnoada,  gozarán  de  perf<90ta  e  ilimitada  libertad  de  eonciencia,  i  podrán 
qeraer  sa  onlto  p&bUoa  o  priradamente,  en  los  templos  o  capillas  destinadas 
a  las  fondones  relijiosas,  o  en  el  interior  de  sos  easas,  conforme  al  sistema 
le  tolerancia  estableado  en  ambos  países.  Tendrán  fuimUmo  la  libertad  de 
^nierrar  sus  muertos  en  los  cementerios  de  su  comunión  relifiosoj  o  en  los 
^  ellos  designen  o  establezcan  con  asentimiento  de  las  autoridades  loca- 
Us;  i  las  sepulturas  no  podrán  ser  trastornadas^  m  interrumpidas  las  cere^ 
numias  rel^fiosas  de  i^ikumacion  o  exhumación  de  ninguna  manera  ni 
higopreUsto  alguno? 

^  Lo  mismo  esactamente  se  estipuló  en  el  tratado  entre  la  República 
ostral  de  Colombia  i  el  Gobierno  de  Sa  Majestad  Británica,  caando  en  este 
paos  era  relijion  del  Estado  la  oatólioa,  apostólica  romana ;  e  igual  estipa* 
ládcn  86  eaouentra  en  el  tratado  con  los  Estados  Unidos  de  América. 

u  Por  donde  se  ve  qae  el  derecho  de  tener  cementerios  lo  han  recono* 
ddo  constantemente  los  lejisladores  del  país  como  conseoaencial  del  derecho 
de  tributar  caito  a  la  Divinidad  segnn  las  creencias  de  los  respectivos  reli- 
jionarioSi  i  que  se  halla  consiguientemente  amparado  por  la  garantía  del 
índso  16,  articulo  15  de  la  Constitución,  puesto  que  con  ejercerlo  no  se  eje- 
cuta un  hecho  contrario  a  la  soberanía  nadonal,  ni  que  tenga  por  objeto 
turbar  la  psz  pública,  que  es  la  única  limitadon  allí  señalada. 

<<  Los  antecedentes  citados  responden  también  a  los  argumentos  que 
c<mtrñ  Iñ  doctrina  espuesta  -  formula  el  señor  Procurador  en  los  siguientes 
párrafos  de  su  esposicion: 

<  La  clasificadon  de  lo  que  es  delito  no  puede  hacerse  por  el  lejislador 
en  atención  a  las  creendas  relijiosas,  ni  a  la  manera  como  esta  o  aquella 
secta  rinda  culto  al  Creador ;  el  lejislador  prohibirá  el  homiddo  por  el  daño 
causado  a  la  persona  inmolada  i  a  la  comunidad,  aunque  existiera  una  secta 
que  admitiese  el  sacrificio  de  víctimas  humanas  como  un  acto  del  culto  de 
so  relíjíon ;  así  como  debe  prohibir  la  poligamia,  aunque  haya  millones  de 
creyentes  qae'  la  tengan  como  una  doctrina  santa  aconsejada  por  la  relijion 
que  profesan. 

'  Si  a  los  lejisladores  de  los  Estados  les  hubiera  dado  la  Constitución 
nadonal  como  norma  o  pauta  para  determinar  los  actos  que  debian  permitir, 
el  que  esos  actos  fueran  relijiosos  o  hicieran  parte  de  las  prácticas  relijiosas 
de  cualquier  culto,  tendrían  neceddad  esos  lejisladores  de  acordar  un  código 
jenal  distinto  para  cada  secta  relijiosa,  i  los  límites  del  Poder  Lejislativo  no 
ie  fijarían  por  la  conveniencia  pública  sino  por  la  ostensión  que  cada  secta 
diera  al  culto  i  a  las  prácticas  relijiosas.  En  consecuencia,  la  libertad  reli- 
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jiosa  ea  los  actos  estemos  tiene  qae  estar  encerrada  dentro  de  los  limites  de 
la  libertad  individual,  porque  seria  el  mas  escandaloso  absurdo  pretender  qne 
la  Constitución  permita  ejecutar  en  nombre  de  la  libertad  relijiosa  los  hechos 
que  ella  prohibe  a  nombre  de  la  libertad  individual  i  de  la  seguridad. 

<  En  el  caso  en  cuestión  se  percibe  claramente  qne  la  competencia  para 
designar  el  lugar  donde  deben  inhumarse  los  cadáveres  no  puede  fijarse  por 
la  garantía  de  la  libre  profesión  desuna  relijion,  porque  entonces  el  poder 
civil  no  podría  intervenir  en  el  asunto  por  medida  de  policía  en  nombre 
de  la  salubridad  pública,  i  no  podría  estorbar  que  se  enterrasen  los  cadá- 
veres en  las  iglesias  o  dentro  de  las  poblaciones,  ni  dictar  las  órdenes  que 
estimara  competentes  para  impedir  la  ocultación  de  los  cadáveres  de  aque- 
llos que  hubieran  dejado  de  existir  por  muerte  violenta.' 

*'  No  hai  analojía,  en  concepto  de  la  Corte,  entre  el  caso  que  nos  ocupa 
i  los  qué  cita  el  señor  Procurador,  porque  ni  el  sacrificio  de  víctimas  huma- 
nas ni  la  poligamia  han  sido  jamas  toleradas  por  las  leyes  del  país  como 
actos  relijiosos,  en  tanto  que  sí  se  ha  reconocido  de  un  modo  esplícito,  como 
inherente  a  la  libertad  de  conciencia,  el  derecho  de  poseer  lugares  desti- 
nados a  la  inhumación  de  los  cadáveres. 

<<  Por  la  misma  razón,  del  reconocimiento  de  este  derecho  no  se  deduce 
la  necesidad  de  clasificar  los  delitos  teniendo  en  consideración  las  oreendas 
relijioeas  de  las  diferentes  sectas  que  haya  o  pueda  haber  en  el  país,  ni  de 
hacer  un  código  penal  para  cada  secta.  Pero  si  un  acto  que  a  todas  ellas  les 
es  permitido  por  las  instituciones  nacionales,  se  erije  en  delito  por  alguna  lei 
seccional,  la  lei  que  lo  prohibe  debe  ser  invalidada  como  lesiva  de  un  derecho 
espresamente  garantizado  por  la  Constitución  de  la  República. 

'^Tampoco  es  incompatible  con  el  ejercicio  de  este  derecho,  el  que  tiene 
el  poder  civil  de  intervenir  para  todo  lo  que  indica  el  señor  Procurador 
en  el  último  de  los  párrafos  insertos ;  porqué  todo  eso  puede  hacerse 
sin  embarazar  en  lo  mínimo  la  libertad  relijiosa  tal  como  la  garantiza 
la  Constitución. 

<<  Finalmente,  si  la  parte  prohibitiva  de  la  lei  que  se  examina  hubiera 
de  continuar  rijiendo  en  Santander,  obligarla  solo  a  los  colombianos  i  a 
aquellos  estranjeros  en  cuyo  favor  no  se  hubieran  ajustado  estipulaciones 
como  las  que  arriba  se  han  mencionado;  de  donde  resultaría  la  flagrante 
inconsecuencia  do  que  para  los  estranjeros  amparados  por  los  tratados 
públicos,  la  garantía  constitucional  de  la  libertad  de  creencias  i  cultos  signi- 
ficaria  una  cosa  distinta  de  la  que  significa  para  los  otros  estranjeros  i  para 
los  colombianos  mismos,  lo  que  constituiría  nn  privilejio  odioso,  no  por  lo 
que  tiene  de  favorable  para  los  unos,  sino  pof  lo  depresivo  para  los  otros  j 
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*pm3ejlo  oontrario  a  la  ignaldad  de  ilerechoB,  qm  tamtdien  garantiza  la  Gons- 
^Uvdon  en  el  inciso  10  del  artículo  15» 

*^Si  la  6ttima  parte  del  artículo  primero  de  la  leí  de  Santander  es 
ioeOBStiliioional  por  tas  r^asones  espresadas,  lo  es  también  el  artíonlo  segundo, 
pero  solo  en  cnanto  se  refiera  a  loa  cementerios  de  propiedad  particular. 

^<  A  mérito  de  las  conrideradones  i|ne  preceden,  la  Corte  Suprema 
federal,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  unidos  de  Co- 
lombia i  por  autoridad  de  la  lei,  resuehre : 

^«  1/  Suspender  la  ejecución  del  artículo  1."  de  la  leí  n&mero  51,  espe- 
dida por  la  AsamUea  Lejisiatiira  del  Estado  de  Santander  en  sus  sesio- 
nes del  presente  año,  en  la  parte  que  dice;  <iuna  vez  hecha  esta  de- 
sñgnacios,  quedan  prohibidas  las  inhumaciones  en  lirgares  diversos  del 
señalado.^ 

^2«*  Suspender  la  ejecnden  del  articulo  2.^  de  la  misma  lei  en  cuanto 
se  refiera  a  cementerios  de  propiedad  particular. 

^«Pnblíiinese  este  acuerdo  en  el  Diario  Oflckdj  comuniqúese  al  Presi- 
dente del  Estado  <le  Santander,  i  agrSgnese  copia  al  espediente  que  debe 
remitirse  al  Senado  de  Flenipotendarios.^ 

Disentido  que  fué  el  anterior    proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por 

TmanímVdaJL 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  pre- 
sente acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores 
JUa/btnides  con  el  infrascrito  Secretario. 

£1  Presidente,  Josa  Masía  Villamizas  6,— Miyum.  Eebquiel  Co- 
ssALBS. — CisÁSL  Contó. — ^Manüsl  M.  Bajiíbez. — ^Josis  M.  Rojas  Gabbido. 
£i  Secretario,  Eqfael  K  JSarUander. 

Es  oopia  conforme. — ^Bogotá,  veintinueve  de  diciembre  de  mil  ocho- 
dentos  setenta  i  cuatro. 

£1  Secretario,  Jtafael  JE.  Santander. 


Informes  ds  la  Comisión  ixspscto&a. 

« 

HoixoraT^les  Senadores, 

Varios  sacerdotes,  curas  párrocos  i  vicarios,  residentes  en  el  Estado  de 
Santander,  se  presentaron  en  ocho  de  noviembre  último  ante  la  Corte  Su- 
prema federal  i  pidieron  la  suspensión  de  la  lei  LI,  de  policía,  de  23  de 
oetaWe  de  1874,  espedida  por  aquel  Estado. 
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Los  peticionarios  se  fandan  en  que  los  artfonlos  1/  i  2^^  de  aqxtella  leí, 
a  los  cuales  se  contrae  su  sojScitad,  son  contrarios  a  la  Ubertad  relijioaaf  a 
la  libertad  individual  i  a  la  propiedad^  deredios  garantizados  reapectiva* 
mente  por  los  números  16,  8*  i  &/*  del  artfoido  1&  de  la  Goastita^D 
nacional. 

Los  artícalos  1/  i  2.*'  de  la  leí  de  Santander  dicen ; 

<<  Art.  1/  Las  Corporaciones  manícipales,  ímnediatamente  despaes  de 
publicada  la  presente  leí,  procederán  a  designar  el  kgar  que  debe  servir 
para  cemmiterio  en  cada  distrito  o  easeriOi  i  ana  yei  hecha  esta  designación^ 
quedan  prohibidas  las  inhumaciones  en  lugares  diversos  del  sefkilado. 

<<  Art.  2.^  Corresponde  a  los  cabildos  la  administración  de  Ior  cernen^ 
terios,  i  es  de  su  deber  dictar  todas  las  providencias  eonducente»  a  su  oon^ 
servacion,  ornato  i  aseo.^ 

El  -señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  espuso,  en  la  vista  fiscal  de 
8  de  diciembre  del  a£k)  próxima  pasado,  que  no  juzga  qué^  la  ouestion  de 
inconstitucionalidad  de  los  artícalos  de  la  lei  de  Santander  se  deba  tratar 
bajo  el  aspecto  de  la  libertad  relijiosa^  sino  que  se  debe  mirar  por  el  lado 
de  la  libertad  individual. 

£1  señor  Procurador  dice :  que  la  libertad  relijíosa  es  una  parte  de  la 
libertad  individual,  i  que  lo  que  los  asedados  no  pueden  baeer  en  usa 
de  ésta,  en  ningún  caso  les  será  permitido  hacerlo  en  uso  de  la  libertad 
relijiosa;  que  la  clasificación  de  lo  que  se- debe  permitir  o  prohibir,  nopaede 
hacerse  ppr  el  lejislador  en  atendon  a  las  creencias  relijiosas,  ni  a  la  manera 
como  cada  secta  rinda  culto  al  Creador,  sino  teniendo  presente  el  principio 
de  la  libertad  individual,  que  consiste  en  la  facultad  de  hacer  todo  aqhello 
de  cuya  ejecacion  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad,  i  de 
omitir  aquello  que  se  encuentre  en  idénticas  circunstancias ;  i  que,  para 
resolver  sobre  la  oonstitncionalidad  o  inconstitucionalidad  de  la  lei  de  San- 
tander\  lo  que  debe  examinarse  es  si  esta  lei  ataca  o  nó  la  libertad  individaaL 

Gomo  caestion  previa,  el  señor  Procurador  propone  la  siguiente : 

^'¿Corresponde  de  derecho  a  las  Asambleas  de  los  Estados  determinar 
definitivamente  cuáles  son  los  actos  individuales  qne  dañan  a  otro  individuo 
o  a  la  comunidad ;  o  la  clasificación  que  haga  el  lejislador  de  un  Estado 
está  sometida  a  revisión  o  rectificación  por  la  Corte  Suprema  i  el  Senado, 
cuando  estas  corporaciones  se  ocapen  en  ejercer  las  atribuciones  que  tienen, 
la  una  para  suspender  i  la  otra  para  anular  los  actos  lejlslativos  de  los  Esta- 
dos que  sean  contrarios  a  la  Constitudon  nadonal  ?" 

£ata  ouestion  es  verdaderamente  importante,  oomo  lo  manifiesta  el 
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aefior  Proearador,  porqne  8i  los  Estados  son  los  ioioos  competentes  para 
determinar  los  actos  qoe  daffan  a  nn  tercero  o  a  la  comanidad,  jamas  en 
esto  caso  la  Corte  Saprema  ni  el  Senado  tendiian  facultad  para  hacer  efec- 
tira  la  garantía  de  la  libertad  individual,  puesto  que  las  cuestiones  vendrían 
rosaeltas  en  los  mismos  actos  lejislativos  de  que  se  tratara. 

El  sefior  Procarador  cree,  con  mui  sólidas  razones,  que  la  Corte  Su- 
prema i  el  Senado  tienen  facultad  para  examinar  las  leyes  de  los  Estados,  i 
suspenderlas  o  anularlas  respectivamente,  cuando  prohiban  actos  que  no 
da&eo  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad. 

Apoyado  en  esta  base,  el  señor  Procurador  examina  la  lei  de  Santan- 
der, i  conceptúa  que  el  artículo  1.^,  en  la  parte  que  prohibe  inhumar  en 
lugar  distinto  del  señalado  por  la  municipalidad,  es  contrario  a  la  libertad 
individual,  porque  no  se  ataca  el  derecho  de. otro  individuo  ni  el  de  la  comu* 
nidsd  con  que  un  particular  o  una  corporación  establezca  cementerios  en 
determinado  sitio  donde  se  consulte  la  salubridad  pública. 

En  cuanto  al  artículo  2.®  de  la  lei,  el  señor  Procurador  lo  estima  incons- 
titucional en  la  parte  relativa  a  la  administración  de  los  cementerios  de  los 
particulares  por  las  corporaciones  municipales,  ^i  se  declara  que  los  particu- 
lares tienen  el  derecho  de  establecerlos. 

En  los  enanciados  términos,  el  señor  Procurador  coadyuva  la  supension 
de  la  dtada  lei. 


La  Corte  Suprema  federal,  al  resolver  este  punto,  hace  algunas  reflexio- 
nes respecto  de  las  opiniones  del  señor  Procurador  sobre  la  facultad  que  la 
Corte  i  el  Senado  tengan  para  decidir  cuáles  actos  son  o  nó  violatorios  de 
la  libertad  individual ;  i  manifiesta  la  Corte : 

Qae  es  mui  vago  el  precepto  constitucional  que  garantiza  la  libertad 
indiridoal,  i  que  para,  cumplirlo  hai  que  recurrir  a  fuentes  distintas  de  la 
misma  Constitución,  porque  ésta  no  suministra  los  medios  de  conocer  las 
propiedades  de  las  acciones  humanas ;  que  en  este  caso,  las  opiniones  perso- 
nales de  los  encargados  de  resolver  las  cuestiones  que  se  presentasen,  serian 
b  única  razón ;  que  si  se  le  otorgara  a  la  Corte  o  al  Senado  la  fiícultad  que 
el  señor  Procurador  cree  que  tienen,  se  les  revestiria  de  un  poder  arbitrario 
que  pasaria  los  límites  del  artículo  14  de  la  Constitución,  según  el  cual  los 
aetos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  solo  pueden  ser  suspen- 
didos i  anulados  cuando  salen  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  consti- 
tucional ;  que  si  la  Corte  debiera  decidir  si  la  lei  de  Santander  prohibe  o  n6 
setos  de  los  que  debiera  permithr  o  prohibir,  no  hallaria  en  la  Constitución 
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&i  en  las  leyes  oacionales  qae  le  oorreeponde  aplicar,  fandameoto  para  resol- 
ver, i  se  veria  precisada  a  buscarlos  en  la  ciencia  de  la  lejislacion,  oonvir* 
tiéndose  de  jaez  en  lejisladori  con  menoscabo  de  la  soberanía  de  los  Esta- 
dos ;  i  qae,*para  amparar  a  los  ciadadanos  en  el  goce  de  derechos  qae  no 
alcance  a  protejer  el  Gobierno  jeoerali  la  Constitadon  de  la  República  ha 
confiado  a  los  mismos  ciadadanos  la  guarda  de  sus  libertades,  garantisán* 
doles  la  existencia  de  Gobiernos  seccionales  organizados  con  arreglo  al  sis* 
tema  popular,  electivo,  representativo,  alternativo  i  responsable. 

Luego  dice  la  Corte : 

«« Considerada,  pues,  en  relación  con  la  garantía  de  la  libertad  indivi* 
vidual,  no  halla  motivo  la  Corte  para  suspender  la  lei  del  Estado  de  San* 
tander  de  que  se  deja  hecha  mención  al  principio  de  este  acuerdo." 

En  seguida  pasa  la  Corte  a  averiguar  si  aquella  lei  es  contraria  al  inciso 
16  del  artículo  15  de  la  Constitución,  inciso  que  trata  de  la  libertad  reli* 
jiosa;  i  manifiesta  la  Corte  que  la  cuestión  que  debe  resolverse  esósta: 

^<¿  Es  un  acto  relijioso  el  de  dar  sepultura  a  los  cadáveres,  i  siéndolo 
está  garantizado  por  la  Constitución  como  derecho  individual  ?'' 

A  este  respecto,  la  Corte  espresa  los  siguientes  conceptos : 

Que  la  lei  de  14  de  mayo  de  1855,  «^  sobre  libertad  relijioeaj'*^  en  su 
artículo  3.^  prescribió  que  los  cementerios  reconocidos  como  de  la  comunión 
católica  i  bendecidos  por  sus  ritos^  fueran  de  la  esclusiva  pertenencia  de  la 
misma  comunión  para  la  inhumación  de  los  cadáveres; 

Que  en  el  tratado  de  amistad,  comercio  i  navegación  entre  la  Nueva  Gra- 
nada i  la  Francia,  se  dispuso  que  los  individuos  pertenecientes  a  las  naciones 
contratantes  tendrían  la  libertad  de  enterrar  siis  muertos  en  los  cementerios 
de  su  comunión  relijiosa^  o  en  los  que  eUos  designasen  o  estableciesen  con 
asentimiento  de  las  autoridades  locales  ;  i  que  las  sepulturas  no  podrían 
ser  trastornadas^  ni  interrumpidas  las  ceremonias  relijiosas  de  inhumación 
o  exhumación  de  ninguna  manera  ni  bajo  pretesto  alguno  ; 

Que  lo  mismo  so  estipuló  en  el  tratado  entre  la  República  central  do 
Colombia  i  el  Gobierno  de  Su  Majestad  Británica  ; 

Que  igual  estipulación  se  encuentra  en  el  tratado  celebrado  con  los 
Estados  Unidos  de  América ; 

Que  de  lo  anterior  se  deduce  que  el  derecho  de  tener  cementerios  lo 
han  reconocido  constantemente  los  lejisladores  del  pais  como  oonsecuenQial 
del  derecho  de  tributar  culto  a  la  Divinidad,  i  que  se  halla  amparado  por  el 
inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución,  puesto  que  con  ejercerlo  no  se  eje» 
cuta  un  hecho  contrario  a  la  soberanía  nacional,  ni  que  tenga  por  objeto 
turbar  la  paz  públio8|  que  es  la  única  limitación  allí  seOalada. 
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La  Corte,  en  mérito  de  las  anteriores  razones,  i  de  algunas  otras, 
suspender  la  ejeoacion  del  artículo  1.^  de  la  lei  de  Santander,  en  la 
parte  que  dice :  *<  i  una  vez  hecha  esta  designación,  quedan  prohibidas  las 
iohamaciones  en  lugares  diversos  del  señalado ;"  i  también  resolvió  suspen- 
dar  el  artículo  2.^  de  la  misma  lei,  *<  en  cuanto  se  refiera  a  cementerios  de 
propiedad  particular." 

El  Senado  debe  entrar  a  resolver  definitivamente  sobre  la  validez  o 
nulidad  de  los  artículos  de  la  lei  de  Santander  denunciados  como  contrarios 
a  )a  Constitución  de  la  República, 


La  facoltad  que  tiene  el  Senado  para  resolver  este  punto,  es  incuestio- 
nable en  concepto  de  la  Comisión.  La  atribución  5.*  del  artículo  51  de  la 
Constitudon,  dice : 

^^  Decidir  definitivamente  sobre  la  nulidad  o  validez  de  los  actos  lejis- 
lativoa  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  que  se  denuncien  como  contrarios 
a  la  Constitución  de  la  República." 

Según  la  parte  final  del  artículo  72  de  la  misma  Constitución,  el  Se- 
nado tíene  el  deber  de  decidir  definitivamente  robre  la  validez  o  nulidad  de 
aquellos  actos ;  i  el  Procurador  jeneral  o  cualquier  ciudadano  tiene  el  dere- 
cho de  pe&  la  suspensión  de  los  mismos  actos. 

JEste  derecho  nada  significaría  sin  la  obligación  correlativa  en  la  Corte 
de  decidir  sobre  él ;  i  se  le  privaría  de  una  de  las  garantías  constitucionales, 
si  ei  Senado  no  cumpliera  con  lo  de  su  cargo. 

Así  pues,  propuesta  la  cuestión  de  suspensión  de  una  leí,-  cuestión 
que  lejítimamente  puede  proponer  cualquiera,-  el  Senado,  surtidos  los  res* 
pectivoB  trámites,  no  puede  prescindir  de  dictar  la  resolución  definitiva ;  i 
psra  esto  úene  necesidad  de  examinar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  i 
compararlos  con  las  disposiciones  constitucionales,  pues  de  otro  modo  no 
podría  decidir  si  eran  o  nó  contrarios  a  éstas. 

Verdad  es  que  por  la  vaguedad  de  algunas  definiciones  constituciona* 
les,  8e  preeentan  dificultades  para  las  resoluciones  del  Senado,  i  en  muchos 
casofl  tiene  éste  que  recurrir  a  fuentes  distintas  de  la  misma  Constitución,  en 
busca  de  apoyo  para  las  decisiones  que  pronuncie.  También  es  cierto  que 
estas  decisiones  no  vienen  a  ser  sino  las  opiniones  personales  de  los  encar» 
gados  de  resolver  las  cuestiones  que  se  presenten,  i  que  para  formar  tales 
opiniones  es  predso  entrar  en  reflexiones  sobre  la  verdadera  naturaleza  de 
la  Constitudon  i  de  los  actos  lejislativos  que  se  comparen  con  ella.  Pero  es 
igualmente  derto  que  la  gravedad  e  importanda  de  la  facultad  que  tiene  el 
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Senado  para  resolver  sobre  la  nulidad  o  valides  de  los  actos  lejislativos  de 
los  Estados,  nada  dioen  contra  la  existencia  de  aquella  misma  &caltad,  que 
claramente  está  consignada  en  la  Constitocion ;  asi  como  tampoco  son  arga* 
mentes  contra  la  espresada  facnltad  las  difionltades  que  se  presenten  para 
formar  las  resoladones  o  la  necesidad  que  haya  de  recnrrir  a  consideracio- 
nes mas  o  menos  abstractas. 

I  no  es  qae  se  trate  de  dar  al  Senado  un  poder  arbitrario  i  qne  tras- 
pase los  límites  sefialados  en  el  artículo  14  de  la  Constitución,  que  dice : 
<<  Los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  que  salgan  eviden- 
temente de  su  esfera  de  acción  constitucional,  se  hallan  sujetos  a  suspensión 
i  anulación. .  •  •''  De  lo  que  se  trata  precisamente  es  de  dar  cumplimiento  i 
aplicación  a  aquel  artículo,  que,  como  se  ha  visto,  est¿  relacionado  con  otros 
que  entrañan  el  mismo  principio.  Para  cumplir  i  aplicar  tales  artículos,  no 
es  preciso  ir  contra  ellos ;  para  anular  o  suspender  los  actos  lejislativos  de 
los  Estados,  no  es  necesario  ocuparse  de  los  que  no  sean  evidentemente 
inconstitudonales. 

Todas  estas  calificadones  suponen  cierta  amplitud  de  fitcultades  i  cierta 
libertad  de  juicio  en  los  que  deben  aplicar  la  Constitución,  enteramente 
indispensables ;  pero  esta  amplitud  i  esta  libertad  son  del  todo  constitucio- 
nales, porque  su  existencia  la  deben  a  la  misma  Constitución,  i  si  no  se  hace 
nso  de  ellas,  la  facultad  de  anular  o  suspender  se  anula  o  se  limita  mas  de 
lo  que  la  Constitución  quiso. 

La  Comisión  se  ha  permitido  tratar  en  jeneral  esta  cuestión  de  facultad 
de  suspender  o  anular  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  porque  ella  no 
solamente  se  roza  con  el  derecho  de  libertad  individual^  bajo  cuyo  aspecto 
la  consideró  la  Corte  Suprema  federal,  sino  que  se  presenta  en  muchísimos 
mas  casos ;  casi  siempre  que  se  trata  de  resolver  sobre  la  inconstituciona- 
lidad  de  una  lei.  La  Corte,  por  ejemplo,  no  tuvo  inconveniente  en  conside- 
rar la  cuestión  que  se  le  presentó  relativa  a  la  lei  de  Santander,  desde  el 
punto  de  vista  de  la  libertad  reUjiosa;  i  sinembargo,  en  este  caso  también 
se  necesita  examinar  si  la  lei  es  o  nó  evidentemente  inconstitucional,  se  ne- 
cesita luchar  contra  la  vaguedad  de  lo  qne  llaman  libertad  relijiosa,  hai 
precisión  de  calificar  cuáles  son  los  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional  i  con  la  paz  pública ;  i  nada  de  esto  se  encuentra  precisado  en  la 
Constitución. 

Establecido  ya  el  concepto  de  la  Comisión  sobre  facultad  del  Senado 
para  revisar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  i  resolver  si  están  o  nó  de 
acuerdo  con  la  Constitución,  pasará  a  considerar  la  lei  de  Santander  que  ha 
sido  sometida  a  su  examen. 
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La  Comisión  do  oree  qne  la  lei  de  Santander  deba  eonsiderane  8oIa<- 
mente  oon  reladon  a  la  libertad  indiviékuüy  i  n6  oon  relación  a  la  Kbertai 
rtí^ioscL  Este  es  nn  derecho  oonstitadonal  tanto  como  el  otro ;  i  si  bien  es 
derto  que  la  libertad  relijiosa  tiene  qne  armonizarse  con  la  libertad  indivi- 
dual,  i  qua.  Basta  puede  considerarse  incluida  en  ésta,  no  es  menos  cierto 

que  la  Constitución  clasificó  aquellos  derechos  i  que  ambos  deben  ser  garan-* 
tiaados  de  acuerdo  con  las  instituciones* 

Esto  no  quiere  dedr  que  la  libertad  relijiosa  sea  el  único  criterio  que 
debamos  adoptar,  porque  esto  equivaldría  a  sostener  que  la  libertad  reli- 
jioaa  era  el  único  derecho  individual  garantizado  por  la  Constitudon«  Reco* 
nodendo  i  garantizando  aquélla  varios  derechos,  hai  necesidad  de  entender 
i  aplicar  sus  disposiciones  de  modo  que  todas  ellas  surtan  sua  efectos,  i  las 
unas  no  se  destruyan  por  las  otras ;  i  tratándose  de  la  calificadon  de  actos 
que  pueden  afectar  varios  derechos  individuales,  i  que  han  sido  denundados 
como  violatorios  de  varios  de  aquéllos,  el  análisis  quedaría  incompleto  si  no 
se  tuvieran  en  cuenta  todas  las  disposidones  constitucionales  aplicables 
alease. 


La  Comisión  pasa  examinar  la  lei  de  Santander  con  reladon  a  la  libera 
(ad  rfüijiosa^  o  al  derecho  garantizado  por  el  inciso  16  del  artículo  15  de  la 
Constitadon,  el  cual  indso  dice : 

''La  profesión  libre,  pública  o  privada  de  cualquiera  relijionf  con  tal 
que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nadonal,  o  que 
tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.'' 

La  parte  del  artículo  1.^  de  la  lei  de  Santander  de  que  'Se  ha  pedido 
suspensión,  es  aquella  en  que  se  dispone  qne,  una  vez  hecha  por  las  Corpo- 
radones  munidpales  la  designación  del  lagar  que  debe  servir  para  cemen- 
terio en  cada  distrito  o  caserío,  quedan  prohibidas  las  inhumaciones  en 
lugares  diversos  del  señcUado, 

Se  dice  que  esta  dispoddon  ataca  el  derecho  que  los  diversos  relijionarios 
tienen  para  enterrar  los  muertos  de  su  comunión  respectiva,  en  los  lugares 
que  tengan  a  bien,  de  acuerdo  con  las  prescripciones  de  la  relijionaque 
pertenecen* 

El  acto  de  enterrar  a  los  muertos  tiene  sus  fórmulas  i  ritualidades  en 
las  varias  relijipnes ;  los  lagares  destinados  para  cementerios  son  preparar 
dos  con  formalidades  rélijiosas  mas  o  menos  solemnes,  i  en  algunas  reüjiones 
se  estima  como  profanadon  el  hecho  de  enterrar  en  un  mismo  cementerio  a 
tndlvidaos  de  distintas  creendas.  BI  hecho,  pues,  de  enterrar  a  los  muertos 
le  ba  eonsíderado  oomo  un  aeto  relgiosoí  oomo  lo  hace  notar  la  Corte  Su* 
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prema  federal|  i  hasta  en  loa  tratados  públicos  aqael  heoho  se  ha  tenido 
<n  cuenta  cuando  se  ha  hablado  de  los  derechos  relacionados  con  larelljion. 
Si  aquel  hecho  es  un  acto  relijioso,  no  hai  duda  de  que  la  ejecución  de 
tí  hace  parte  del  ejercicio  de  alguna  relijion,  i  como  tal  está  comprendido 
en  la  garantía  del  inciso  16  del  articulo  15  de  la  Constitución,  siempre  que 
no  esté  comprendido  en  alguna  de  las  restricciones  contenidas  en  el  mismo 
inciso,  esto  es,  con  tal  que  no  sea  incompatible  con  la  soberanía  nacional, 
ni  tenga  por  objeto  turbar  la  paz  pública.  Pero  como  el  hecho  de  enterrar 
ios  muertos  evidentemente  no  ataca  la  soberanía  nacional,  ni  tiene  por  objeto 
turbar  la  paz  pública,  se  deduce  que  está  bajo  el  amparo  de  la  citada  garan- 
tís, i  que,  por  lo  mismo,  cualquiera  tiene  el  derecho  de  enterrar  sus  muertos 
donde  lo  crea  mas  conveniente. 


Pero  este  derecho  es  absoluto  ?  A  título  de  libertad  relijiosa,  que  com- 
prende la  de  enterrar  sus  muertos,  ¿se  pueden  ejecutar  actos  que,  aunque  no 
sean  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ni  tengan  por  objeto  turbar  la 
paz  pública,  sí  daSen  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad? 

Estas  cuestiones  dan  motivo  a  la  Comisión  para  entrar  a  considerar 
el  artículo  1/  de  la  leí  de  Santander  con  relación  a  la  Ubertad  individuáis 

El  artículo  15  de  la  Constitución,  en  el  inciso  3.^,  reconoce  ¡garantiza: 

"  La  libertad  individual,  que  no  tiene  mas  límites  que  la  libertad  de 
otro  individuo ;  es  decir,  la  facultad  de  hacer  ú  omitir  todo  aquello  de  cuya 
ejecución  ú  omisión  no  resulto  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad." 

La  libertad  relijiosa  no  debe  entenderse  de  manera  que  conculque  la 
libertad  individua],  ni  ninguno  de  los  otros  derechos  que  reconoce  i  garan- 
tiza la  Constitución.  Si  la  libertad  relijiosa  fuera  absoluta,  bien  pudiera 
suceder  que  se  aniquilara  este  precioso  derecho.  Cada  relijionario  reclamaría 
el  derecho  de  hacer  lo  que  quisiera,  i  no  seria  difícil  que  la  intolerancia  i  la 
proscripción  vinieran  a  ocupar  el  lugar  de  la  verdadera  libertad. 

Es  mui  conocida  la  máxima  de  que  "  no  hai  derecho  contra  el  dere- 
óho,"  esto  es,  no  hai  facultad  para  perjudicar  a  nadie.  Si  esto  es  cierto,  es 
preciso  convenir  en  que  ningún  relijionario  tiene  derecho  para  ocasionar, 
con  actos  que  llame  relijiosos,  daSo  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad. 

El  derecho  de  dar  sepultura  a  los  muertos  no  comprende  el  de  hacerlo 
en  cualquiera  parte,  por  ejemplo,  porque  con  eso  se  pudiera  atacar  el  dere- 
cho de  propiedad  ;  no  comprende  el  de  hacerlo  de  cualquiera  manera,  por- 
que pudiera  destruirse  la  salubridad  i  concluir  coa  las  poblaciones ;  no  com- 
prende el  de  oponerse  a  las  providencias  que  dicte  la  autoridad  para  la 
averiguación  de  los  delitos  o  la  pr6ven(»oa  de  los  mismos,  porque  eso  seria 
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tleoUtorio  al  derecho  de  seguridad ;  ni  oompreode  ninguna  cosa  oon  la 
toal  se  pueda  afectar  i  destruir  ü  derecho  ajeno. 

Si  un  acto  relijioso  no  causa  daño  a  tercero,  ni  a  la  comunidad,  ese 
seto  no  ea  contrarío  a  la  libertad  individual.  En  este  caso  la  libertad  reli' 
jioea  está  enteramente  de  acuerdo  oon  la  libertad  individual,  i  puede  ejer- 
cerse sin  peligro  de  tropezar  con  las  limitaciones  que  entraSa  este  último 
principio.  ^ 

Si  se  prohibe  la  ejecución  de  un  acto  de  estos  relijiosos,  que  no  causan 
daño  a  nadie,  se  atenta  contra  el  derecho  de  libertad  individual,  porque 
éste  permite  hacer  u  omitir  todo  lo  que  no  produzca  aquel  mal  efecto. 

Con  el  derecho  de  enterrar  un  muerto  o  de  tener  un  cementerio,  no  se 
ataca  el  derecho  de  otro  individuo  ni  el  de  la  comunidad,  como  puede  con« 
vencerse  cualquiera  recorriendo  el  catalogada  los  derechos  individuales. 
Puede  suceder  sí  que  al  ejercer  aquel  derecho  se  ejecuten  actos  que  perjn- 
diquen  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad ;  pero  tales  hechos  no  hacen  parte 
dd  derecho  i  pueden  ser  prohibidos  para  protejer  el  derecho  que  llegue  a 
conculcarse. 

Si  pues  se  llega  a  prohibir  el  hecho  inocente  de  inhumar,  i  solo  se  per- 
BÚte  ejecutarlo  en  determinado  lugar,  en  concepto  de  la  Comisión  se  pro- 
cede contra  el  derecho  de  libertad  individual,  reconoddo  i  garantizado  por 
el  indao  8.^  del  artículo  15  de  la  Constitución. 

£d  este  caso  cree  la  Comisión  que  se  encuentra  la  segunda  parte  del 
srtfdzlo  1/  de  la  lei  de  Santander,  a  la  que  se  ha  contraído  el  presente 
informe. 


Tal  lei  ha  sido  también  combatida  como  atentatoria  al  derecho  de 

propUdad. 

En  realidad,  si  un  particular,  una  corporación,  una  comunión  o  asocia- 
ción tiene  cementerio  propio,  o  quiere  establecerlo  en  cosa  propia,  i  la  lei  le 
dice  qne  no  puede  enterrar  cadáveres  en  el  cementerio  estableddo  o  en  el 
que  pudiera  establecer,  la  Comisión  estima  qne  aquella  lei,  al  coartar  el  de- 
recho que  se  tiene  para  disponer  libremente  de  una  cosa,  es  contraria  al 
derecho  de  propiedad ;  salvo  eso  sí  los  casos  en  que  se  ocasioné  perjuicio  a 
los  derechos  de  otro  individuo  o  de  la  comunidad,  porque  la  propiedad, 
como  los  demás  derechos,  tiene  sus  límites,  i  para  establecer  la  armonía  es 
preciso  que  ce  circunscriba  a  ellos. 

Que  puedan  existir  cementerios  de  propiedad  particular,  no  puede  du« 
darse,  tanto  porque  en  las  instituciones  no  etiste  prohibición,  como  porque 
el  penado  aplicando  aquéllas  determinó,  en  la  resolución  de  15  de  marzo  de 
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1869,  citada  por  el  aeffot  Procnrador,  que  es  válida  la  lei  del  Eatado  de 
Candinamaroa  de  10  de  agosto  de  1868,  sobre  adminiatradoii  de  ios  oemeo* 
torios,  en  cuanto  no  comprende  los  cententerioe  de  pbopjxdad  PABncuLAB* 
ReooDooida  la  propiedad  sobre  los  cementerios,  parece  qae  no  se  puede 
menos  de  convenir  en  que  los  dueños  de  ellos  pueden  usarlos  como  se  usa 
de  cualquiera  otra  propiedad.  Si  hai  una  lei  que  lo  prohiba,  esa  lei  es  oon* 
traria  al  derecho  de  propiedad ;  i  en  ese  caso  cree  la  Comisión  que  también 
se  encuentra  la  parte  del  articulo  1.^  de  la  lei  de  Santander  de  que  ha 
venido  haciendo  referencia. 


Respecto  del  articulo  2.«  de  aquella  lei,  que  atribuye  a  los  Oabildos  la 
administración  de  los  cementerios,  reconocido  que  puede  haber  cementerioiB 
distintos  de  los  que  establezcim  o  hayan  establecido  los  Cabildos,  la  admi- 
nistradon  de  estos  últimos  no  debe  estar  sino  a  cargo  de  sus  respeotivoa 
dueños,  pues  el  derecho  de  administrar  es  inherente  al  dominio  o  propiedad. 
La  lei  que  establezca  otra  cosa,  es  contraria  a  este  derecho. 

Por  esa  raaon  la  Comisión  cree  que  el  citado  artículo  2/  es  contrario  a 
la  Constitución,  en  cuanto  comprende  los  cementerios  de  propiedad  parti- 
cular, como  en  caso  semejante  lo  resolvió  el  Senado. 

Por  lo  demás,  al  artfculo  2.*  son  aplicables,  en  la  parte  qae  la  Comiúon 
lo  estima  inconstitucional,  las  mismas  reflexiones  i  argumentos  que  biso 
contra  la  segunda  paiHíe  del  articulo  1.* 


Las  conclusiones  a  que  ha  llegado  la  Comisión  son  las  mismas  esacta- 
mente  a  las  que  llegó  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Kacion,  cuando 
pidió  la  suspensión  de  la  lei  que  se  discute,  i  las  mismas  a  que  llegó  la  Corte 
Suprema,  cuando  suq»endió  los  efectos  de  la  parte  de  los  articules  1.^  i  2."* 
de  la  espresada  leu 

El  señor  Procurador  consideró  la  cuestión  con  relación  al  derecho  de 
libertad  individual  ^  la  Corte  Suprema  la  consideró  con  relación  a  la  libertad 
relijiosa,  lia  Comisión,  atendiendo  a  la  solicitud  de  suspensión,  que  se  funda 
en  aquellos  derechos  i  también  en  el  de  propiedad,  la  consideró  con  relamen 
a  estos  tres  puntos ;  pero  la  Comisión  se  complace  en  repetir :  todos  los 
resultados  finales  son  idénticos. 

Concluye  la  Comisión  proponiendo  el  sigmente  proyecto  de 


BESOLUaON : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.*  del  arlfamlo 
e  la  Constitudm  nadonaL  decbíra  definitivamente  nulo  el  aitfeulo  1*® 


r 


^  la  1er  51)  de  23  de  ootabre  de  1874,  espedida  por  la  Asamblea  LfjtdativB 
dei  Betado  soberano  de  Santander,  eo  la  parte  en  qqe  el  citado  articalo 
£oB :  *<...,«  una  vez  hecha  esta  deaignacUm^  quedan  prohibidas  la9  inhu^ 
maeianes  en  lugares  diversos  del  seüalado.^^ 

Declara  también  definitivamente  nnlo  el  artículo  2.^  de  la  misma  Id,  en 
cnanto  se  refiera  a  la  administración  por  los  Cabildos  de  los  cementerios  de 
propiedad  partícolar. 

ComQofquese  a  la  Corte  Suprema  federal,  al  Poder  Ejecutivo  nacional 
i  al  Presidente  del  Estado  soberano  de  Santander,  i  pubUquese. 

Honorables  Senadores. 

B(^tá,  8  de  abril  de  18H. 

Los  miembros  de  la  Comisión  de  inspección  de  actos  lejidativos  de 
ios  Estados,  Gonzalo  A.  Tavteba — Pablo  AsosiacENA — D.  Viana — J.  del 
C.  B<»>BÍGi7BZ — ^Firmo  por  cumplir  con  el  Reglamento,  reservándome  pre- 
sentar mi  informe  por  separado. — Jttlio  Basstga. 

Secretaria  del  Senado— Abril  12  de  1876. 

En  esta  &cha  principió  a  discutirse  la  anterior  resolncion ;  pero  resol- 
vió el  Senado  suspender  su  consideración  hasta  que  se  publiquen  los  dos 
informes  de  la  comisión :  éste  i  el  de  la  .minoría.  Saqúese,  pues,  copia  de 

uno  i  otro  i  remítanse  a  la  imprenta. 

Jidio  JS.  Pérez. 

Abril  16  de  1875.— Se  negó  en  primer  debate  la  anterior  resolución  i  se 

aprobó  la  de  la  minoría.  Véase  el  acta. 

J.  K  Pérez. 

HoxLorablee  Senadores. 

Varios  colombianos,  curas  p&rrocos  i  vicarios  vecinos  del  Estado  de 
Santander,  por  memorial  fechado  éa  San  Jil,  a  8  de  noviembre  de  1874, 
pidieron  a  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  de  la  iei  LI  de  policía, 
de  23  de  octubre  de  1874. 

Bste  Supremo  Tribunal,  previa  la  tramitación  legal,  en  acuerdo  de  24 
de  dicñembre  último,  accedió  a  la  petición  de  suspensión ;  i  en  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  por  el  artículo  1281  del  Código  Judicial  de  la  República,  i 
para  los  efectos  del  artículo  *¡2  de  la  Constituoion  nacional,  remitió  al  Se- 
nado de  Pl«nipoteB(»ario8  el  espediente  relativo  a  ia  suspensión  de  la  men- 
cionada leí. 

Al  eataidiíum  por  vuestra  joomisios  de  reviñon  de  actos  lejislativoa  de 
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los  Eatadoa  laa  grarea  i  trasoeadeñtales  oaestiones  qae  ran  a  ser  rasneltcs» 
al  fallar  ea  definitiva  acerca  de  la  validez  o  nulidad  de  la  lei  de  qae  se  vieae* 
bablaodo,  el  infrascrito  no  ha  comprendido  la  doctrina  constitadonal  apli- 
cable al  presente  caso  de  la  misma  manera  qae  eos  mat  hoooraUes  oompft- 
íBaros  de  comisión,  i  por  esto  os  presenta  en  este  informe  sos  ideaSc 

La  lei  objeto  del  reclamo  está  concebida  en  estos  ténmnos ; 

<<  Lei  LI  de  policía  (de  23  de  octobre  de  1874). -«Estado  soberano  de 
Santander. — ^La  Asamblea  Lejislativa— Decreta : — Libro  2.^  Objetos  de  la» 
policía,  deberes  de  sus  empleados,  i  penas  por  la  contravención -a  sus  dispo- 
siciones.— Título  9«*  Inbamacion  de  cadáveres. 

<'Art.  1.°  Las  Corporaciones  monioipales,  inmediatamente  despaes  da- 
|)ublicada  la  presente  lei,  procederán  a  designar  el  lugar  que  debe  servir 
para  cementerio  en  cada  distrito  o  caserio,  i  una  vez  hecha  esta  designacioii» 
quedan  prohibidas  las  inhumaciones  en  lugares  diversos  del  sefialado. 

^<  Art.  2.°  Corresponde  a  loa  Cabildos  la  adminbtracion  de  loa  cemente- 
rios, i  es  de  su  deber  dictar  todas  las  disposiciones  conducentes  a  sa  coa- 
servacioo,  ornato  i  aseo. 

<(  Art.  3.^  Quedan  derogados  los  artículos  375,  377,  379,  380  i  $81  del 
Código  de  policía. 

<(  Dada  en  el  Socorro,  a  veintidós  de  octubre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  cuatro. 

<'E1  Presidente,  Aktokio  Mabía  Ramírez. — El  Vicepresidente,  Eu&sbio 
Morales. — El  Secretario,  JSliseo  Hamirez, 

«^  Socorro,  octubre  23  de  1874« 
<<  Publíquese  i  ejecútese. 

^^  (L.  S.)  El  Presidente  del  Estado,— Jsruan  VÁBaAS.— El  Secretario 
jeneral,  Alejandro  Gómez  Sántos.^^ 


La  petición  de  suspensión  se  funda  en  que  la  lei  ataca  la  libertad  indi- 
vidual, la  libertad  relijiosa  i  el  derecho  de  propiedad. 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  cree  que  solo  i  únicamenio 
es  contraria  a  la  libertad  individual,  i  la  Corte  Suprema  federal  espresa- 
mente  declara  que  no  es  violatoria  de  la  libertad  individua!,  sino  contraria 
a  la  libertad  relijiosa;  i  se  hace  notar  esta  discrepancia  de  opmiones  tan 
respetables,  porque  el  artículo  14  de  la  Constitución  dispone  qae  los  actos 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  solo  pueden  ser  suspendidos  i 
anulados  cuando  ^úqh  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  codstitacional ; 
i  es  segare  qae  no  hai  evidente  inconstitucionalidad  cuando  fancionaríos  de 
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Ub  merecida  fama  de  itaetramon  e  intelijenciai  no  se  aoaerdan  en  la  causa 
I         de  ia  ineoDstitacionalidad. 

Eíartfciilo  15  de  la  Conatilnoion  nadónal  garantiza  los  derechos  indi- 
viduales, pero  el  individuo  deja  de  existir  con  la  muerte,  i  por  tanto  su  ca- 
dáver, que  no  es  ya  individuo,  no  puede  tener  relijion,  ni  libertad,  ni  gozar 
de  las  demás  garantías  que  se  otorgan  a  los  individuos  i  que  seria  uq  ab- 
sordo  pretender  hacer  estensivas  a  la  materia  inerte. 

No  pndiendo  referirse,  como  queda  demostrado,'  el  ataque  que  se  pre- 
sapone  hace  la  lei  de  Santander,  al  individuo  muerto,  es  necesario  examinar 
d  ella  evidentemente  viola  las  únicas  libertades  individaal  i  relijiosa  posibles 
i  reconocidas :  las  de  las  personas  vivientes. 

La  libertad  individual,  dice  el  inciso  3.^  del  artículo  15  de  la  Constitu- 
don,  ^68  la  &cultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  coya  ejecución  no 

resolte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad.^' 

» 

La  Corte  Suprema  ha  manifestado  sabiamente  que  de  la  vaguedad  con 

qne  está  concebido  este  precepto,  surjen  graves  dificultades  al  tratar  de 

aplicarlo  a  casos  particulares,  pues  haciendo  depender  la  constitucionalidad 

o  inooostitudonalidad  de  la  disposición  lejislativa  de  que  ella  sea  nociva  o 

inocente  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad,  i  no  habiendo  en  la  Constitu- 

dou  m  en  las  leyes  nacionales  criterio  alguno  para  averiguar  si  la  acción  de 

que  se  trata  ^  o  n6  buena  o  mala,  es  preciso  recurrir,  para  este  examen,  a 

laa  opiniones  personales  de  los  que  deben  aplicar  la  constitución  i  leyes, 

formadas  en  virtud  de  estudios  de  lejislacion  i  fílosofla,  que  frecuentemente 

conducen  a  conclusiones  opuestas.  Sea  de  ello  un  ejemplo  el  caso  que  nos 

ODopa,  en  el  cual  el  señor  Procarador  cree  que  la  lei  de  Santander  es  vio- 

latoria  de  la  libertad  individual  porque  prohibe  un  hecho  que,  según   su 

opinión,  no  es  dañoso  para  la  comunidad,  en  tanto  que  el  cuerpo  lejislativo 

qae  di6  la  leí,  por  el  hecho  de  ^pedirla,  juagó  lo  contrario. 

Resolta  do  lo  espuesto  que  en  el  caso  presente  no  habria  una  razón 
clara  i  precisa  que  aducir  para  demostrar  que  la  lei,  por  ser  contraria  a  la 
libertad  individual,  es  evidentemente  inconstitucional,  único  caso  en  que  el 
Senado  podria  anularla. 

Ápesar  de  la  fuerza  conclnyente  de  la  anterior  argumentación,  puede 
presdndirse  completamente  de  ella  para  aostener  que  la  lei  en  manera  al- 
gnna  ataca  la  libertad  individual 

Se  dice :  el  lojislador  de  Santander  ataca  la  libertad  individual  cuando 
dispone  que  se  inhumen  loa  cadáveres  en  determinado  logar,  porque,  en 
cjerdcio  de  esta  libertad,  cualquier  individuo  puede  ejecutar  el  mismo  acto, 
por  cuanto  que  él  no  es  perjudicial  a  otro  individuo  ni  a  la  comunidad.  Las 
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garaotias  ÍDdiVidoales  ae  otorgan  por  igoal  a  todos  los  miembros  de  la  eo^' 
inanidad,  i  si  el  lejislador  de  Santander  vioia  la  libertad  individaal  al  orde-^ 
nar  inhumar  an  cadáver^  oaal(jQÍera  persona  ^oe  ejecute  el  mismo  hecho 
ataca  la  misma  garantía ;  i  si  el  hecho  ejecotado  por  esa  persona  no  viola 
la  libertad  individual  de  los  demás  asociados,  tampoco  la  viola  el  lejislador 
de  Santander.  Suponed  que  mnere  nna  persona  i  qne  tres  o  caatro  indivi- 
daos,  para  quienes  el  cadáver  es  objeto  de  veneración  i  respeto,  pretenden 
sepultarlo  i  conservarlo  en  sus  respectivas  heredades :  la  pretensión  de  cada 
cual  tendría  el  oüsmo  grado  de  justicia ;  se  apoyaría  en  el  mismo  funda- 
mento, la  libertad  individual ;  ¿  en  cuál  de  ellos  se  realizaría  la  garantía  que 
pretendían  ejercer  a  la  vez?  ' 

Si  el  hecho  de  dar  sepultura  a  un  cadáver  fuera  esdusivo  i  propio  de 
determinada  persona^  natural  o  jurídica,  ese  hecho  se  referíria  más  al  dere- 
cho de  propiedad  que  a  la  libertad  individual  garantizada  por  la  Constitución. 

El  inciso  16  de  la  Constitución  otorga  como  garantía  individual  la 
profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cualquiera  relíjion,  con  tal  que  no  se 
ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por 
objeto  turbar  la  paz  pública.  Esta  garantía,  como  todas  las  demás,  es  nece- 
sario repetir,  solo  comprende  al  individuo  i  en  manera  alguna  a  la  materia;, 
i  así,  cuando  los  señores  curas  i  vicarios  defienden  en  la  petición  de  nulidad 
que  los  cadáveres  tienen  relijion,  formulando  este  pensamiento  en  los  tér- 
minos que  se  trascriben :  "  Para  los  que  creen  que  nada  hai  más  allá  del 
sepulcro,  para  éstos  sin  duda  los  cadáveres  no  tienen  relijion ;  pero  para  los 
que  creemos  con  el  Evanjelio,  que  sigue  viviendo  en  nuestra  comunión  el 
que  ha  muerto  en  el  Seüror,  un  cadáver  sí  tiene  relijion,"  defienden  un  prin- 
cipio que  ante  la  Constitución  es  completamente  errónee,  aunque  pueda  ser 
verdadero  e  inconcuso  en  un  Concilio. 

La  libertad  relijiosa,  en  lo  que  se  refiere  a  hechos  estemos,  está  cir- 
cunscrita dentro  de  los  mismos  límites  que  la  libertad  individual,  la  cual  lo 
está  por  el  daño  que  su  ejercicio  pueda  ocasionar  a  la  comunidad  o  a  un 
tercero;  i  digo  que  está  encerrada  dentro  de  loa  mismos  límites,  porque  no 
seria  razonable  pretender  ejecutar  en  nombre  de  la  libertad  relijiosa  hechos 
que  por  ser  perjudiciales  a  terceros  le  estaban  vedados  a  la  libertad  indivi- 
dual ;  resultando  de  esto  que,  demostrado  como  queda  ijue  la  lei  de  Santan- 
der no  viola  la  libertad  individual,  queda  demostrado  ímirfícitamente  jque 
tampoco  es  contraría  a  la  libertad  relijiosa. 

La  Iglesia  católica  interviene  en  todos  los  actos  qae  constituyen  el  es- 
tado civil  de  las  personas,  i  sin  embargo  de  ser  el  matrimonio  el  único  que 
ha  eríjido  en  sacramento^  leyes  oacionides^  i  de  los  Sstados  oon  fireoueBeÍB^ 
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liftB  deobrado  que  eñ  an  aeio  paramente  civil  i  lo  han  aep^ado  en  absolato 
de  2a  Iglesia,  sin  qne  pof  persona  alguna  sabaya  reclamado  contra  la  validez 
de  estas  lejes  por  ser  contrarias  a  la  libertad  relijiosa.  Oon  las  mismas  razo- 
nes, i  aun  robustecidas,  si  €s  posible,  paede  sostenerse  qxie  la  inhumación 
délos  cada  veréis,  que  la  Iglesia  no  ha  elevado  a  la  categoría  de  sacramento, 
sino  qae  la  tiene  alli  entre  las  obras  de  misericordia  corriendo  parejas  con 
los  preceptos  de  ensefiar  al  que  no  sabe  i  dar  de  comer  al  hambriento,  es 
paramente  un  acto  civil,  de  poUcía,  i  que  la  leí  que  prevenga  la  manera  co- 
mo debe  ejecutarse,  en  nada  cercena  el  Ubre  ejercicio  de  la  libertad  relijio- 
aa,  en  cuyo  caso  se  halla  la  de  Santander. 

La  inhumación  de  los  cadáveres  no  puede  ser  considerada,  con  relación 
a  la  libertad  relijiosa,  sino  de  una  de  dos  maneras:  o  como  acto  norelijioso, 
o  como  acto  relijioso.  Si  lo  primero,  la  lei  de  Santander  no  es  objetable :  si 
lo  segando,  lejos  de  ser  iuconstitueional,  lo   es  simplemente  el  desarrollo  de 
la  misma  Constitución,  que  por  el  artículo  6.^  establepe  como  base  esencial 
de  la  Union,  que  los  Estados  convienen  en  consignar  en  sus  constituciones 
i  en  su  lejislacion  civil  el  principio   de  incapacidad  de  las  comunidades,  cor- 
poraciones o  asociaciones  i  entidades  relijiosas  para  adquirir  bienes  raices ; 
i  como  no  pudiendo   adquirir  hienes  r^úces  no  pueden  ejecutar  el  acto,  por 
mas  relijioso  que  se  ie  suponga,   es  claro  que  la  lei  que  así  lo  reconoce  i  su- 
ministra medio  de  remediarlo  es  apenas  una  lei  en  ejecución  de  la  Cons- 
tit&cioa. 

Se  ha  argumentado  que  con  arreglo  a  alganoa  tratados  públicos  exis- 
tan en  el  paia  corporaciones  relijiosas  que  tienen  derecho  de  adquirir  inmue- 
bles con  destino  a  servir  de  cementerios,  i  que  si  no  se  reconoce  igual  dere- 
cho a  loa  colombianos,  se  les  haría  de  peor  condición.  Dado  por  cierto  el 
hecho  que  sirve  de  argumento,  él  conducirá  a  no  respetar  el  tratado,  por- 
que un  tratado  no  es  sino  un  convenio  celebrado  por  el  Poder  Ejecutivo 
con  aprobación  del  Congreso,  i  es  sabido  que  estos  dos  podel*es  no  tienen 
facultad  do  derogar  o  reformar  la  Constitución ;  i  ademas,  la  ejecución  de 
actos  inoonstitacionales  debe  ser  reprimida  i  no  servir  de  escusa  i  monos  de 
causa  justificativa  de  su  repetición. 

La  garantía  consignada  en  el  inciso  5.^  del  artículo  15  de  la  Constitu- 
ción, también  se  dice  vulnerada  por  la  lei  de  Santander  de  que  se  viene  tra- 
tando. Esta  lei  en  nada  se  refiere  al  derecho  de  propiedad :  por  ella  no  so 
prohibe  úi  la  venta,  ni  la  permuta,  ni  la  donación,  ni  el  usufructo  ni  el  ejer' 
ááo  de  ninguno  de  los  actos  que  naoen  de  la  propiedad  o  del  dominio.  Pe- 
ro se  dioe :  al  prohibir  que  en  una  heredad  de  un  particular  se  inhumen  ca- 
dáveres, 80  limita  el  derecho  de  propiedad  prohibiendo  el  uso  del  inmueble 
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como  cementerio.  Esta  ttrguméntadon  adolece  del  vicio  conocido  con  el 
nombre  de  petician  de  principio,*  * 

En  efecto,  discütese  bí  en  todos  los  predios,  sean  de  particaláree  o  de 
entidades,  puede  sepultarse  cadáveres,  o  si  solo  paede  verificarse  esto  en  lo9 
lagares  seSalados  por  la  policía ;  i  para  sostener  lo  primero  se  da  por  de-' 
mostrado  el  mismo  hecho  sujeto  a  la  demostración,  esto  es :  qne  hai  dere-' 
cho  para  sepultar  cadáveres  en  cualquiera  heredad. 

En  el  caso  de  que  so  viene  tratando,  el  ejercicio  del  derecho  de  pro- 
piedad tiene  dos  referencias  precisas  i  correlativas :  una  al  inmueble  que  se 
destina  a  cementerio,  i  otra  a  los  cadáveres  que  en  61  deben  sepultarse ;  i  son 
referencias  precisas  i  correlativas,  porque  para  que  exista  cementerio  son  d^ 
cesarlos  un  inmueble  para  enterrar  cadáveres  i  cadáveres  que  sepultar :  fal- 
tando cualquiera  de  estas  dos  cosas,  no  existe  el  cementerio. 

£^1  dominio,  en  cuanto  al  inmueble,  en  todos  los  Estlidoe  está  limitada 
por  las  leyes,  i  como  esto  es  de  derecho  positivo,  basta  leer  su  definición  en 
cualquiera  de  los  códigos  de  los  Estados  de  la  XTnion  para  cerciorarse  de 
que  lo  que  aquí  se  afirma  es  una  verdad ;  pero  para  el  objeto  que  se  tiene 
en  mira,  bien  se  puede  admitir,  en  gracia  de  discuoion,  que  no  tiene  limita- 
ción ;  i  bajo  este  supuesto,  resta  examinar  si  sobre  el  segundo  elemento 
constitutivo  de  un  cementerio,  los  cadáveres,  existe  en  alguien  dominio. 

Para  adquirir  la  propiedad  de  una  cosaos  necesario  que  ella  venga  a 
nuestro  dominio  por  alguno  de  los  medios  que  señalan  las  leyes ;  i  como 
ninguno  de  éstos  puede  aplicarse  a  los  cadáveres,  es  claro  que  ellos  no  pue- 
den ser  susceptibles  de  dominio.  Faltando  este  segundo  elemento  constitu- 
tivo de  los  cementerios,  se  viene  en  conodmiento  de  que  la  lei  de  Santan- 
der no  es  contraria  al  derecho  de  propiedad ;  antes  bien  se  limita  a  recono- 
cer, que  siendo  necesario  inhumar  los  cadáveres,  i  no  correspondiendo  ejecu- 
tarlo a  los  particulares,  debe  hacerlo  la  autoridad. 

Concluido  el  examen  constitucional,  os  presentaré  algunas  de  las  con- 
sideraciones que,  es  posible,  motivaron  la  espedidon  de  la  lei  de  Santander» 

La  autoridad  no  impide  que  la  Iglesia  católica  eleve  preces  por  el  alma 
de  los  que  mueren  en  su  seno,  aun  cuando  para  ejercer  esa  acción  piadosa 
sea  precisa  la  presencia  de  los  cadáveres ;  pero  cuaádo  ya  se  trata  del  acto 
material  de  la  inhumación,  la  salubridad  i  la  seguridad  personal  exijen  la 
acción  protectora  de  la  policía.  La  tranquilidad  pública  no  es  la  que  meaos 
reclama  que  sea  la  autoridad,  i  nó  los  individuos  o  las  corporaciones  relijio- 
sas,  quien  ejecute  este  acto.  Por  jeneral  que  sea  para  los  católicos  el  precep- 
to de  enterrar  a  los  muertos,  es  la  verdad  que  en  la  práctica  se  limitan  a 

inhumar  los  restos  de  sus  correlijionarios  i  nó  de  todos,  i  que  la  denegación 


-89  — 

de  sepultara  ee  un  medio  ooemtivo  que  se  emplea  contra  la  fiímilia  del  di- 
fimto,  en  determinados  casos,  para  obligarla  a  hacer  reparaciones. 

SI  respeto  por  los  cadáveres  es  nniversal,  i  esto  no  obstante,  entre  nos- 
(rtros  se  ha  presentado  el  caso  de  que  los  católicos  pretendan  exhumar  oa- 
dáreres  sepultados  en  cementerios  públicos,  sosteniendo  que  los  re&tos  mor- 
tales de  quien  no  fué  de  su  relijion  profanan  los  cementerios ;  i  por  razonable 
que  entre  elloq  sea  este  procedimiento,  la  autoridad  no  puede  permitir  que 
n  qeeuten  semejantes  hechos,  que  sin  duda  turbarían  la  tranquilidad  pública. 

En  Tirtud  de  lo  espuesto,  el  iofrascríto,  miembro  de  la  comisión  do 
revisión  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  os  propone  el  siguiente  proyecto 
de  resolución : 

Declárase  válida  la  lei  LI  de  Policía,  espedida  por  >la  Lejislatura  del 
Estado  de  Santander  con  fecha  23  de  octubre  de  1874. 

Honorables  Senadores.  Juuo  Babbioa. 


BsMáo  de  JPlenipotencianos. — Abril  16  de  1875. — Se  consideró   en 
primer  debate  la  anterior  resolución  i  fué  aprobada. — Julio  M  Pérez. 

Mayo  12  de  1875. — Se  aprobó  en  segundo  debate. 
Ctumplaae  por  la  Secretaría  lo  que  previene  el  Reglamento. 
Anótese  i  comuniqúese  &.* — JuUo  M  jPérez, 


III. 

fiUDEZ  de  la  leí  48  de  1874  del  Esti^do  de  Oondinamarca,  '<  adicional 
i  x^kmatoria  del  capitulo  4/  titulo  10,  libro  2/  del  Código  de  Folióla." 


VISTA  DBL  FBOCUSADOB   JXNJBRAL. 

Señores  ]BdIaj letrados. 

Frándsco  de  P.  Vergara  ha  solicitado  que  la  Corte  Suprema  suspenda 
la  Id  48  de  *!  de  noviembre  de  1874,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa 
dU  Estado  de  Cundinamarca,  ^<  adicional  i  reformatoria  del  capítulo  4.®, 
título  10,  libro  2.^  del  Código  de  Policía,"  por  creer  que  es  contraria  al 
indso  9.^  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional. 

El  peticionario  estiende  su  solicitud  a  todas  las  disposiciones  de  la  lei, 
9»  a  la  letra  son  como  sigue : 
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^'Art.  1.^  Induatria  es  el  trabajo  que  se  emplea  on  la  agrienltnra^ 
arteSy  fiibricas,  comercio  i  ciencias. 

^'  Art.  2.^  Desde  la  sandoa  de  la  preseDte  lei|  aoa  prohibidas  en  el 
Estado  las  oasieis  de  jaego,  ya  sean  públicas  o  privadas. 

^  Art.  3.^  Las  Corporaciones  monicipales  pueden  permitir  juegos  pú» 
blicos  de  destreza,  como  bolos,  biliares,  &.*,  mediante  el  pago  de  los  derecho» 
que  estableascan ;  pero  en  ningún  caso  permitirán  juegos  de  suerte  i  azar. 

**  Art.  4.^  El  que  establezca  casas  de  juego  contra  lo  prevenido  ea  esta 
lei,  pagará  una  multa  de  doscientos  ($  200)  a  quinientos  ($  500)  pesos,  que 
impoudrá  el  Jefe  de  policía  del  distrito,  que  hará  efectiva  el  respectivo  Te- 
sorero municipal,  i  que  será  distribuida  por  cuotas  partes  iguales  entre  loia 
individuos  de  policía  o  los  particulares  que  denuncien  la  existencia  de  dichaa 
casas. 

<(  Art.  5.^  Quedan  derogados  los  artículos  del  Código  de  Policía  que 
sean  contrarios  a  la  presente  lei." 

£1  inciso  9.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  República  reconoce 
i  garantiza  como  uno  de  los  derechos  individuales,  '^  la  libertad  de  ejercer 
toda  industria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria  de  otro,  cuya  propiedad 
hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles, 
ni  la  que  se  reserven  la  Union  o  los  Estados  como  arbitrio  rentístico  i  sin 
embarazar  las  vias  de  co'munioaoion,  ni  atacar  la  seguridad  i  la  salubridad." 

Parece  que  el  artículo  1.^  de  la  lei  de  Cundinamarca  es  (a  base  que  el 
lejislador  estableció  para  poder  después  fundar  su  decisión  ;  pero  los  Esta- 
dos por  medio  de  sus  lejisladores  no  tienen  facultad  para  definir  lo  que  es 
la  indtMtriay  con  ef  fin  de  dar  a  la  definición  efectos  que  no  caen  bajo  el 
imperio  de  su  lejislacion.  Un  Estado,  por  ejemplo,  puede  decir  lo  que  ea 
industria  para  señalar  en  la  lei  de  impuesto  lo  que  por  el  ejercicio  de  ella 
se  debe  pagar ;  pero  cuando  se  trata  de  saber  cuál  es  el  alcance  de  una  dis-  ■ 
posición  constitucional,  en  la  cual  el  lejislador  constituyente  empleó  esta 
palabra,  no  está  autorizado  el  lejislador  del  Estado  para  fijar  el  sentido  de 
la  disposición  constitucional  con  una  definición  más  o  menos  exacta  de  lo 
que  es  la  industria^  porque  eso  equivaldría  a  reconocer  en  los  Estados  la 
facultad  de  interpretar  a  su  arbitrio  el  texto  de  la  Carta  fundamental. 

En  este  particular,  cada  funcionario,  al  aplicar*  o  ejecutar  la  Constitución, 
la  entiende,  baje  su  responsabilidad,  conforme  a  su  propio  criterio,  sin  q^e 
la  intelijenda  que  unos  le  den  sea  de  forzosa  aceptación  para  otros.  En  el 
caso  en  cuestión,  la  Asamblea  del  Estado  deCundinamarca  entiende  por 
industria  lo  que  se  dice  on  el  artículo  1.^  de  la  lei ;  pero  tal  definición  no 
les  obliga  a  la  Corte  Suprema  i  al  Senado  al  aplicar  la  garantía  del  isciso 
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9.^  del  artfenlo  10  de  la  Constítncion  al  caso  espedal  del  jaego,  porqae  para 
ello  aeiia  secesarío  qae  hubiese  otra  disposición  oonstitnciona]  qne  impnsie- 
sea  estas  corporaciones  el  deber  de  conformarse,  en  el  ejercicio  de  sus  atri- 
Imcioaefl,  a  la  manera  como  las  Asambleas  de  los  Estados  entendieren  los 
preceptos  constitucionales. 

No  conteniendo  el  artículo  1/  mas  qne  una  definición  que,  como  se  de- 
ja espoesto,  no  tiene  alcance  para  que  la  garantía  de  que  trata  el  inciso  9.^ 
del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional  la  consideren  la  Corte  Suprema 
i  el  Senado  limitada  por  esa  definición,  no  cree  el  infrascrito  que  deba  sus- 
penderse, siendo  de  notarse  qne  el  lejislador  oundinamarqués  no  ha  dicho 
que  restrinje  la  garantía  del  libre  ejercicio  de  la  industria  a  los  límites  de 
esa  definición. 

Se  ha  pedido  la  suspensión   del  artículo  2.^  que  prohibe  las  casas  de 
*  juego,  como  contrarío  al  mismo  inciso  9.^,   articuléis  déla  Constitución, 
que  garantiza  el  libre  ejercicio  de  toda  industria. 

Para  resolver  este  punto,  es  indispensable  examinar  previamente  si  es 
inconstitucional  la  disposición  del  artículo  3.^  de  la  lei,  que  ordena  a  las 
Corporaciones  municipales  que  en  ningún  caso  permitan  juegos  de  suer- 
te i  azar. 

lea  previa  la  solución  de  este  punto,  porque  si  está  bien  ordenado  que 
no  se  juegue,  esto  es,  si  la  prohibición  de  jugar  no  es  inconstitucional,  tam- 
poco Jo  68  la  de  que  no  haya  casas  de  juego,  porque  seria  un  contrasentido 
reconocer  como  lejftimo  el  ejercicio  de  una  industria  que  tuviera  por  objeto 
la  ejecución  de  hechos  lejítimamente  prohibidos  por  el  lejislador. 

Es  de  observarse  que  el  lejislador  oundinamarqués,  aunque  estableció 
penas  para  los  que  pudieran  casas  de  juegos,  dejó  sin  sanción  la  prohibición 
de  jugar ;  pero  como  las  Municipalidades  lo  que  harán  en  este  caso  es  impe- 
dir con  la  policía  el  juego,  siempre  es  la  vendad  que  en  Cundihamarca  ni 
habitantes  ni  transeúntes  tienen  libertad  para  jugar. 

Yendo  a  la  cuestión:  ¿jugar  es  una  industria?  ¿  Los  jugadores  de  profe- 
sión ejercen  industria? 

Industria  es  el  trabajo  que  se  emplea  en  la  agricultura,  artes,  fíbricas, 
comercio  i  denoias,  ha  dicho  el  lejislador  oundinamarqués ;  pero  esta  defini- 
ción, 81  se  va  a  aplicar  a  muchos  casos  particulares  en  los  qué  todos  recono- 
ces el  ejercicio  de  una  industria,  se  hallará  que  no  quedan  comprendidos  en 
ella,  i  que,  por  tanto,  no  es  esacta,  por  no  tener  toda  la  ostensión  que  encie. 
rra  la  idea  de  lo  que  es  industria. 

Joan  Bautista  Say  define  la  industria  diciendo  que  es  la  aplicación  de 
nusétiraa  üseultades  a  la  obra  de  la  producción. 
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El  diccionario  de  Economía  política  la  define  de  esta  manera  t  el  con* 
junto  de  trabajos  o  esfaeraos,  de  cualquiera  naturaleaa  que  sean,  que  contri- 
buyan directa  o  indirectamente  a  la  satisfacción  de  las  neoeaidadefl  del 
hombre. 

Los  últimos  economistas  de  nota  la  definen,  que  es  la  aplicación  del 
trabajo  humano  a  la  modificación  útil  de  lo  que  rodea  al  hombre  i  a  la  suya 
propia. 

Pero  en  concepto  del  iofrascrito,  no  hai  necesidad  de  hallar  una  del- 
nlcion  que  nada  deje  que  desear,  sino  de  conocer  lo  que  es  la  cosa  definida, 
pues  todos  los  que  combatan .  esta  o  aquella  definición  de  la  industria  por 
incompleta  o  inesacta,  es  porque  entienden  bien  lo  que  es  la  industria,  ano- 
que  no  puedan  dar  una  idea  cabal  de  ella  dentro  de  losjímites  de  una  de- 
finición.      , 

La  industria  encierra,  como  elenrentos  indispensables,  un  acto  del  hom- 
bre, i  la  aplicación  de  ese  acto  a  un  hecho  económico, 

¿Cuál  es  ese  hecho  económico  a  que  aplicado  el  acto  humano  viene  a 
dar  por  resultado  la  industria?  La  producción,  es  decir,  la  creación  de  algo 
que  sirva  para  satisfacer  nuestras  necesidades. 

Por  este  motivo,  todo  el  que  alegue  que  ejerce  nua  industria,  es  nece- 
sario que  demuestre  que  trabaja,  i  que  con  ese  trabap  produce  algo  que  es 
útil  para  él  o  para  la  comunidad. 

Pero  la  industria  no  la  constituye  aisladamente  el  trabajo,  ni  la  adqui- 
sición de  las  cosas  que  satisfiícen  nuestras  necesidades,  ni  la  eatisfaocien 
misma  de  las  necesidades.  • 

Rezar  cuesta  trabajo,  i  ninguno  sostendrá  que  es  una  persona  industrio- 
sa porque  pasa  todo  su  tiempo  de  rodillas  rogando  por  los  pecadores.  Ad- 
quirir riqueza  sin  haberla  producido  el  que  la  adquiere,  tampoco  se  tiene  por 
industria ;  por  eso  ningún  heredero  jnstificaria  que  era  un  hombre  industno- 
80  tan  solo  porque  la  herencia  le  proporcionaba  con  qué  satisfacer  sus  nece- 
sidades.  I  por  supuesto  que  el  que  satisfiíse  una  necesidad  no  ejerce  una  in- 
dustria al  satisfiícerla,  porque  eso  es  la  consumación  de  la  riqueza,  i  la  in- 
dustria no  figura  sino  enei^echo  económico  de  la  producción. 

Jugar  será  una  satisfacción  de  una  necesidad  en  el  sentido  de  la  eco- 
nomía política ;  jugar  será  un  medio  de  adquirir  para  algunos;  jugar  será 
un  esfuerzo  o  un  trabajo ;  todo  esto  puede  ser ;  pero  de  ahí  no  se  infiere  c|Qd 
sea  una  industria. 

Así,  aunque  nn  tahúr  de  profesión,  con  lo  que  adquiere  por  medio  del 
juego  proporcione  la  subsistencia  a  su  fiímilia,  no  podrá  c(mvencer  a  la  eo- 
ciedad  de  que  ejerce  una  industria ;  porque  ante  la  economía  política  i  ante  ei 
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fi«itido  oonmo,  la  adquisición  de  ríqaeza  no  es  comprobante  del  ejereicia 
de  b  indastria,  sino  cuando  la  adquisición  se  ha  obtenido  en  cambio  de  la 
prestación  de  nn  senricio  útil.  I  bien  se  comprende  que  el  jugador  que  gana 
nos  suma  de' dinero  a  su  compañero,  no  adquiere  la  riquessa  del  que  pierde 
porque  haga  a  éste  un  servicio  que  le  reporte  utilidad* 

Aquí  es  del  caso  manifestar,  que  cuando  la  Constitución  ha  garantiza- 
do el  libre  ejercicio  de  toda  industria,  no  ha  permitido  ningún  acto  inmoral 
con  el  reconocimiento  de  esta  garantía,  porque  el  que  aplica  sns  facultades 
para  crear  ríquesa,  jamás  atenta  contra  la  moral.  La  inmoriüidad,  en  lo  que 
tiene  relación  con  la  economía  política,  se  refiere  al  consumo,  es  dedr,  a  la 
aplicadon  de  los  objetos  creados  a  satisfacciones  ilícitas ;  i  entonces,  con  arre- 
glo a  la  verdadera  ciencia  de  la  moráis  que  funda  la  responsabilidad  en  el 
nao  de  la  libertad,  no  es  el  productor  el  responsable,  sino  el  que  aplica  el  pro- 
docto  a  procurarse  un  placer  inmoral.  Así,  un  destilador  de  aguardiente,  un 
fiíbrícante  de  dados,  ejercen  una  industria  i  no  se  les  puede  calificar  de  in- 
morales; los  que  vulneran  la  moral  son  los  que  beben  aguardiente  hasta  ad- 
quirir el  hábito  de  estar  siempre  embriagados,  i  los  que  convierten  el  uso  de 
los  dados  en  una  profesión. 

^  3^ego  no  está,  pues,  amparado  por  la  garantía  del  libre  ejercicio  de 
toda  industria  consignada  en  el  inciso  9.°,  artículo  15  de  la  Constitución. 
Ahora,  hai  que  examinar  si  lo  está  por  la  garantía  de  la  libertad  indi- 
YÍdn$¡f  deque  trata  el  inciso  3.^  del  artículo  15  ya  citado.  Dice  este  inciso: 
^£a/ibertad  individual,  que  no  tiene  mas  límites  que  la  libertad  de  otro  in- 
dividao;  es  decir^  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello 'de  cuya  ejecu- 
ción tt  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad." 

¿El  que  juega  daña  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad  ? 

La  primera  cuestión  que  se  suscita  al  aplicar  la  garantía  de  la  libertad 
iodividoal  para  decidir  si  son  inconstitucionales  las  leyes  de  los  jEstados,  es 
la  de  determinar  a  quién  corresponde  hacer  la  calificación  de  los  actos  indi- 
viduales que  dañan  a  tercero  o  a  la  comunidad.  En  otros  términos,  ¿son  las 
AiamUeas  de  los  Estados  las  que,  en  uso  de  la  soberanía  del  Estado  respec- 
tivO|  determinan  definitivamente  cuáles  son  los  actos  qc^e  dañan  a  tercero  o 
a  la  comunidad,  o  las  leyes  que  dicten  en  este  particular  están  sujetas  a  co- 
rrección por  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  cuando  estas  corporaciones  ejer- 
cen la  &ooltad  de  suspender  la  una  i  anular  la  otra  las  leyes  de  los  Estados 
qoe  se  salgan  de  su  esfera  constitucional  juagando  con  arreglo  a  su  propio 
criterio? 

Pero  como  en  la  esposioion  que  hiao  el  infrascrito  con  fecha  8  del  co- 
Ríeote  acerca  de  la  lei  sobre  cementerios  del  Estado  de  Santander,  se  oou* 
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p6  6&  dilucidar  esta  cuestión,  aquí,  dando  por  reproducidas  las  rasónos  que 
allí  emitió,  se  reduce  a  manifestar  que  su  concepto  es  el  de  que  la  Corte  Supre- 
ma debe  hacer  uso  de  su  propio  criterio  para  saber  si  el  juego  daña  a  ter- 
cero o  a  la  comunidad,  con  el  fin  de  decidir  si  es  un  acto  de  libertad  indivi- 
dual que  no  pueden  tocar  los  gobiernos  seccionales  ni  el  jeneral. 

El  infrascrito  opina  que  el  juego  es  malo,  no  solamente  porque  daña 
al  que  juega,  sino  también  porque  daña  a  la  comunidad. 

Para  hacer  la  demostración  de  que  el  juego  daña  a  la  comunidad,  bas- 
tarla comparar  lo  que  pasaría  en  un  país  endonde  no  se  jugara,  i  en  otro  en 
donde  llegase  el  juego  a  ser  la  ocupación  habitual  de  una  gran  parte  de  sus 
habitantes. 

Pero  como  el  infrascrito  teme  ofender  el  ilustrado  críterío  de  la  Corte 
Suprema  federal,  no  se  detiene  a  describir  los  resultados  de  la  comparación, 
i  solamente  hace  notar  que  en  todas  partes  se  esfuerza  la  comunidad  por 
contener  los  estragos  del  juego,  i  que  seria  necesario  cerrar  el  entendimien- 
to a  la  evidencia  para  no  apreciar  la  alarma  que  se  ha  apoderado  de  nuestra» 
sociedad  con  el  ensanche  que  ha  ido  tomando  el  vicio  del  juego,  como  el 
síntoma  de  un  grave  daño  que  sufre  la  comunidad. 

Xo  quiere  esto  decir,  que  si  el  mfrascríto  hubiera  sido  miembro  de  la 
Asamblea  de  Cundinamarca,  habría  apoyado  la  espedicion  de  la  lei  cuya 
nulidad  se  ha  solicitado,  porque  es  evidente  que  ese  mal  no  se  remedia  con 
leyes,  i  la  prohibición  no  da  otro  resultado  que  hacer  retirar  la  enfermedad 
a  lo  mas  oculto  del  cuerpo  social  para  que  sea  imposible  su  curación.  La 
escuela  liberal,  a  la  cual  peUenece  el  infrascrito,  tiene  plenamente  demostra- 
do que  los  vicios  no  los  puede  combatir  el  lejislador  con  órdenes  sino  con 
enseñanzas,  i  que  su  misión  en  este  particular  no  es  la  del  déspota,  que  corta 
el  nudo  con  la  espada  de  la  lei,  sino  la  del  hábil  cultivador,  que  para  recojer 
opimo  fruto  riega  semillas  escojidas  i  procura  que  no  le  falte  ni  calor  ni  luz 
al  terreno  donde  siembra. 

Pero  como  la  cuestión  que  hai  que  resolver  para  decidir  si  el  lejislador 
puede  prohibir  el  juego  sin  atentar  contra  la  libertad  individual,  es  la  de  sa- 
ber si  el  juego  daña  a  la  comunidad,  i  nó  la  de  si  son  buenos  o  malos  los  me- 
dios que  él  emplee  para  curar  el  daño,  el  infrascrito,  apesar  de  sus  opinio- 
nes acerca  de  la  lei,  no  coadyuva  la  solicitud  que  se  ha  diríjido  a  la  Corte 
Suprema  para  que  se  suspenda,  porque  a  ese  Supremo  Tribunal  no  le  es  da- 
do suspender  la  lei  de  un  Estado  porquo  sea  inconveniente,  sino  porque  sea 
inconstitucional. 

El  alcance  del  Poder  Lejislativo  de  un  Estado  está  limitado  por  la  liber- 
tad individual  a  los  actos  u  omisiones  que  no  dañan  a  tercero  o  a  la  comu^ 
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«¡dad.  Siendo  blerto  qne  el  juego  daña  a  la  comunidad,  la  facultad  constitU' 
donal  en  las  Asambleas  de  los  Estados  para  reglamentarlo,  prohibiendo 
oerta  dase  de  juegos  i  permitiendo  otros,  o  para  disponer  cualquiera  otra 
cosa  acerca  de  él,  no  es  disputable ;  i  si  lo  que  ellas  dispongan  es  inconve- 
nieote,  el  correctivo  no  hai  que  buscarlo  en  este  caso  en  la  Corte  Suprema 
ni  en  el  Senado,  sino  en  el  mismo  lejislador,  o  mejor  dicho,  en  la*opinion 
pfibUca,  para  que  ella  lo  obligue  a  derogar  la  lei. 

No  siendo  inconstitucional  el  articulo  3.^  de  la  lei,  yirtnalmente  queda 
demostrado  que  bo  lo  son  los  artículos  2.°  i  4.%  i  en  consecuencia,  el  infras- 
crito termina  pidiéndoos  que  declaréis  que  respecto  de  la  lei  espedida  por 
la  Asamblea  de  Gundinamarca  con  fecha  7  de  noviembre  de  1874,  reforma- 
toria del  Código  de  policía,  no  podéis  hacer  uso  de  la  facultad  otorgada  a  la 
Corte  Suprema  federal  por  el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional. 

Bogotá,  diciembre  9  de  1874. 

Rauon  Gómez. 

ACUKBDO  DE  LA  CoBTS  StJPEEMA. 

£1  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal  certifica :  que  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  ochenta  i  siete  a  la  ochen- 
ta i  nueve,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

£o  JBogotá,  a  veintiuno  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  cua- 
tro, se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asisten- 
cia del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Villamizar  6.,  i  de- 
más seSores  Majistrados,  doctores  Matiuel  Ezequiel  Corrales,  César  Contó, 
Uanuel  M.  Ranáírez  i  José  María  Rojas  Garrido. 

Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  de  Francisco  de  P.  'Vergara  para 
que  se  suspenda  la  lei  48,  de  7  de  noviembre  próximo  pasado,  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  Soberano  de  Cundinamarca,  adicional  i  re- 
formatoria del  capítulo  4.°,  titulo  10,  libro  2.o  del  Código  de  policía, 

£1  señor  Majistrado  doctor  Rojas  Garrido  presentó  el  siguiente  proyec- 
to de  resolución : 

*'La  atribución  que  a  la  Corte  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución, 
ie  suspender  ios  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  es  para 
el  caso  en  que  dichos  actos  salgan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  cons- 
litadonal,  oomo  lo  establece  el  artículo  14  de  la  misma.  En  tal  concepto  la 
Corte,  al  ocuparse  do  estos  asuntos,  no  examina  si  la  lei  cuya  suspensión  se 
so&úta,  se  ha  espedido  arreglada  a  la  denciade  lalejialacion,sino  que  apenas 
eatt  ftooliada  para  «veriguar  si  con  dicha  lei  del  Estado  se  viola  la  Constí' 
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loción  o  las  leyes  nacio&alea.  Así,  paede  aoonteoer  qae  oúa  Asamblea  espida, 
«na  lei  midisiina,  i  qae,  BÍDembargOf  la  Corte  no  paeda  saspenderla,  por  no 
concarrir  la  circanstanda  indicada  de  que  con  dicho  acto  se  hayan  estralimi- 
tado  las  &cttltade6  lejislativas  de  la  Asamblea. 
^    ^<  Ahora,  concretando  la  cuestión,  resulta: 

^^Que  el  artículo  1.^  de  la  lei  cuya  suspensión  se  solicita,  no  viola  la 
Constitución  ni  las  leyes  nacionales,  en  atención  a  que,  sea  buena  o  mala  la 
simple  definición  de  induairía  que  dicho  artículo  entraña,  de  ella  no  se  de- 
riva en  todo  el  contexto  de  la  lei  ninguna  consecuencia  inconstitucional  ni 


^<Que  en  las  fiícultades  lejislativas  de  la  Asamblea,  lo  cual  constituye 
principalmente  la  soberanía  del  Estado,  se  comprende  la  facultad  de  deter* 
minar  qué  acciones  prohibe  como  perjudiciales  a  la  sociedad, de  modo  que  si 
en  esta  apreciación  se  equivoca,  no  por  esto  estralimita  sus  facultades,  pues 
a  la  Asamblea  corresponde  hacer  la  discriminación  de  los  actos  humanos, 
hágala  bien  o  mal,  para  mandar,  prohibiré  permitir, siempre  que  dichos  actos 
o  los  hechos  sobre  que  lejisle  no  estén  consagrados  en  la  Constitución  nació* 
nal  con  el  carácter  de  derechos  absolutos,  sobre  los  cuales  es  prohibido  a  los 
Estados  lejislar,  como  la  inviolabilidad  de  la  vida,  humana,  la  libertad  de  im- 
prenta i  la  espresion  ilimitada  del  pensamiento  de  palabra  o  por  escrito.  I>e 
otro  modo,  la  Asamblea  no  tendría  facultades  lejislativas,  i  no  serian  sobera- 
nos los  Estados.  En  tal  virtud,  los  artículos  2.^  i  3.*^  no  son  contrarios  a  la 
Constitución  ni  a  las  leyes  nacionales. 

^*  El  4,*  tampoco  lo  es,  porque  apenas  contiene  la  sanción  con  que  el  le- 
jislador  ha  querido  asegurar  el  cumplimiento  de  la  lei ;  ni  el  5.*,  que  se  refiere 
a  la  derogatoria  de  las  leyes  anteriores. 

"La  lei  no  ataca  el  derecho  de  la  industria,  porque  ésta  no  existe  sino 
con  el  ejercicio  de  la  libertad  individual^  derecho  garantizado  por  el  número 
3.*  del  artículo  15  de  la  Constitución,  con  las  restricciones  de  no  causar  daSo 
a  otro  ni  a  la  comunidad,  i  según  queda  dicho,  corresponde  a  la  Asamblea 
determinar  cuáles  son  los  actos  que  hacen  daño  a  otro  o  a  la  comunidad,  ele 
manera  que  con  esa  limitación  es  que  se  garantiza  la  industria  para  que  no 
sea  contraria  a  la  seguridad,  como  lo  previene  el  número  9.^  de  dicho  artículo. 

"  Por  tales  fundamentos,  administrando  justicia  en  .nombre  de  los  Esta- 
dos Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte  decide  que  no  es 
el  caso  de  suspender  ninguno  de  los  artículos  de  la  lei  de  7  do  noviembre  de 
1874,«dicional  i  reformatoria  del  Código  de  policía  que  espidió  la  Asamblea 
Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  i  cuya  suspensión  solicita 
Francisco  de  P.  Yergara.  Publíquese  copia  de  esta  decisión  en  el  <*  Diario 
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« 

fMicial  ^  de  ]m  UnioD,  eovfefle  copia  al  Poder  Ejeoati?o  del  Estado  soberano 
de  Condinamaroa,  i  remítase  el  espediente  al  Secado  para  so  decisión  olte- 
mr,  dejando  copia  de  la  presente.  Notiflqaese." 

IHsoQtido  qoe  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  nnaninlidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  oonoluyó  el  presente 
icaerdo»  que  firman  el  sefior  Majistrado  Prettdfente  i  demás  sefiores  Majis- 
tiados  OQO  el  infrascrito  Secretario. 

El  Pkwdente,  Jos£  María  Villamizab  G. — Maivuel  Ezbquiel  Co- 
BSALBS. — CisAB  CoNTo. — Manuel  M.  Kamibsz.<-Josb  M.  Rojas  Gabqido. 
£1  Seoreiario,  Itqfael  JS.  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  22  de  diciembre  de  mil  ochocientos  se. 
tenta  i  onatro. 

El  Secretario,  JRafael  E.  Santander. 


IlTFOBMB  DB  LA  COMISIÓN  INSPBOrOBA. 

Ciudadanos  Senadores. 

En  el  acuerdo  que  celebró  la  Corte  Suprema  federal  el  21  de  diciem* 

bre  de  1B74,  para  resolver  la  solicitud  de  suspensión  de  la  lei  48  de  7  de 

noviembre  del  mismo  afio,  adicional  i  reformatoria  del  capítulo  4.*,  título 

10,  libro  2.*  del  Código  de  policía  de  Cundinamarca,  solicitud  hecha  contra 

dicha  lei  por  el  ciudadano  Francisco  de  Paula  Yergara,  por  considerarla 

oODtraria  a  la  libertad  de  industria  que  garantiza  a  los  colombianos  el  inciso 

9.<»,  articulo  15  de  la  Constitución  nacional ;  aquel  augusto  Tribunal,  después 

de  oir  el  concepto  del  Procurador  jeneral  de  la  Nadon,  pero  sin  que  se 

habieseo  llenado  las  formalidades  que  exije  el  artículo  12?6  del  Código  Judi« 

cial  de  la  Union,  puesto  que  el  respectivo  memorial  no  se  diríjió  previa* 

mente  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  ni  el  encargado  del  Ministerio  público 

del  miamo  Estado  emitió  el  informe  correspondiente,  decidió  que  no  es  el 

caso  de  suspender  ninguno  de  los  artículos  de  la  memorada  lei  de  7  de 

noriembre  de  1874,  cuyas  disposiciones  son  del  tenor  siguiente: 

^  Art.  1.^  Industria  es  el  trabajo  que  se  emplea  en  la  agricultura,  artes, 
fibricaa,  comercio  i  ciencias. 

^  Art.  2.^  Desde  la  sanción  de  la  presente  lei  son  prohibidas  en  el  Es- 
tsdo  las  casas  de  juego,  ya  sean  públicas  o  privadas. 

**  Art.  8.<^  Las  Corporaciones  municipales  pueden  permitir  juegos  públi- 
cos de  destresa,  como  bolos,  billares  &.^  mediante  el  pago  de  los  derechos 
que  estaUeican ;  pero  en  ningún  caso  permitirán  juegos  de  suerte  o  aaar. 
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«« Art.  4.0  E|l  qae  estableaoa  casas  de  jaego  contra  lo  prevenido  en  efitiii 
lei,  pagará  ana  nanita  de  doBcientos  a  qnioientos  pe80% .  qoe  impondrá  el 
Jefe  de  policía  del  diatrito,  qne  hará  efectiva  el  respectivo  Tesorero  mani- 
cipa!,  i  qoe  será  distriboida  por  caotas  partes  Iguales  eptre  los  individ^ios  de 
policía  o  los  particulares  qae  denuncien  la  existencia  de  dichas  casas, 

«'  Art.  5,0  Quedan  derogados  los  artículos  del  C4digo  de  policía  que 
sean  contrarios  a  la  presente  lei.'^ 

Como  vuestra  comisión  no  estima  que  la  omisión  de  aquella  formalidad, 
de  paro  procedimiento,  induzca  a  nulidad,  de  manera  que  el  Senado,  una 
vez  que  está  en  posesión  del  asunto,  hubiera  por  eso  de  dejarlo  irresoluto 
con  menoscabo  del  derecho  de  petición  por  una  parte,  i  del  Poder  Lejislativo 
del  Estado  soberano  de  Candinamarca,  por  otra,  entra  de  lleno  en  el  fondo 
i  pasa  a  emitir  su  concepto  i  a  proponeros  el  proyecto  de  resol  adon  que 
oree  debáis  adoptar. 

La  primera  cuestión  que  se  presenta  es  la  de  saber  si  las  Asambleas  de 
los  Estados  pueden  establecer  definiciones  arbitrarias  que  tengan  por  objeto 
fijar  la  intelíjencia,  el  sentido  i  la  ostensión  de  los  derechos  inmanentes  ga- 
rantizados a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de. Colom- 
bia por  el  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  como  base  esencial  o 
invariable  de  la  unión  entre  los  Estados,  los  cuales  i  el  Gobierno  jeneral 
quedaron  obligados  al  reconocimiento  de  esos  derechos  individuales. 

Fácilmente  se  concibe  que  si  así  fuera,  la  aplicación,  efectividad  i  es- 
tensión  de  aquellas  garantías  constitucionales,  quedarían  a  merced  del  capri- 
cho de  las  Asambleas  Lejislativas  de  los  Estados  con  cercen  i  mengua  del 
elevado  objeto  que  se  propuso  el  lejislador  nacional  constituyente,  que  faé 
el  de  obtener  plena  i  completa  seguridad  para  el  ejercicio  i  desarrollo  de 
las  facultades  activas  del  hombre,  sin  más  límite  que  los  derechos  de  ter- 
cero i  de  la  comunidad  como  fin  primordial  a  que  esta  última  se  dirije. 

Por  consiguiente,  i  una  vez  que  a  la  lei  de  que  nos  ocupamos  se  le 
acusa  de  ser  contraria  a  la  libertad  de  industria,  garantizada  por  el  inciso 
9.0,  artículo  15  de  la  Constitución  federal;  para  saber  si  esto  es  o  nó  cierto, 
no  debe  tenerse  en  cuenta,  ni  puede  servir  de  punto  de  partida,  la  definición 
que  de  la  industria  da  el  artículo  1.^  de  dicha  lei,  didendo  que  es :  ^'  el 
trabajo  que  se  emplea  en  la  agricultura,  artes,  fibricas,  comercio  i  ciendas.^' 
I  nó  porque  conforme  a  esta  definidon  deje  de  ser  exequible  la  Id,  sino 
por  lo  anteriormente  sentado,  de  que  no  son  las  Asambleas  L^ialativas  de 
los  Estados  las  que  pueden  definir  las  garantías  constitndonales,  o  lo  que 
con  éstas  diga  reladoú ;  no  obstante  que  tal  definidon  de  la  lei  condina- 
marquesa  sea  la  misma  qvn^  a  U  palabra  méhétíria  le  da  el  Diodonario  do 
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kDgna,  formado  por  la  Aoadenda  Española,  edioiM  madrileña 
dal86tL 

PnaanaM  ¿ste»  oá  el  Dioeionuío  pc^gloto  de  Daniel  Webster,  ni  el 
de  ComereiO)  ni  el  naáonal  de  Bescherelle)  ni  mogón  otro  de  los  muchos  i 
mal  bvenoa  qq^  son  eoDoddos  de  vosotros  i  qtie  dan  a  esa  palabra  ana 
s^oífioaoion  easi  la  misma  en  el  sentido  de  dar  ntilidad  a  las  cosas,  sino 
que  lo  qae  debe  consnltars^  para  el  examen  do  este  ponto,  ajuicio  de  vues- 
tra eomimon,  es  la  cioicia  eoon^mica ;  si  bien  es  derto  que  todos  esos  dic- 
donaríos  están,  al  definii;la,  poco  más  o  menos  acordes  con  los  principios 
déla  eienoia.  Porque  aquí  debe  aplicarse  la  regla  de  interpretaron  de 
que:  ^*  las  palabras  de  la  lei  se  entenderán  en  sn  sentido  natural  i  obvio, 
segnn  el  u^q  de  las  mismas  palabras;  pero  coando  el  lejislador  las  haya 
definido  espresamente  para  dertas  materias,  se  les  dará  en  éstas  so  signifi- 
cación legal.''  Bl  lejislador  constitoyente  no  definió  lo  qoe  deba  entenderse 
fOT  industria ;  loego  es  preciso  darle  la  significadon  natoral  i  obvia  qoe 
ella  tenga,  poesto  qoe  es  sendllo  soponer  qoe  se  la  t<Mnó  bajo  tal  sentido, 
i  nó  en  el  de  qne  se  la  pueda  definir  volontariosamente  por  el  lejislador 
seottonal,  oonstitoido  en  la  obligadon  de  respetar  el  texto  constitndonal, 
que  farma  el  pacto  de  la  onion  de  los  Estados. 

A  la  palabra  indostria  va  anexa  la  idea  de  prodoedon,  en  los  diversos 
flogiuficados  qoe  le  dan  casi  todos  los  Diccionarios  i  particularmente  el  de 
aaestro  idioma ;  así  es  qoe  Joan  Baotista  Say  la  define  económicamente 
dídendo:  **  que  la  industria  es  la  acción  de  las  facultades  humanas  aplica- 
das a  la  obra  de  la  producción.''  Donde  no  se  produce  nada,  ya  sean  pro- 
doctos  materiales  o  inmateriales,  no  puede  decirse  con  propiedad  dentífioa 
que  se  ejerce  industria,  poesto  que  por  medio  de  la  producdon  es  que  se 
da  valor  a  las  cosas,  cufdquiera  que  sea  la  naturaleza  de  éstas,  haden- 
dolaa  &tile»  en  algún  sentido,  segon  las  mas  triviales  nodones  de  Economía 
pdítioa. 

Por  condgoiente,  el  joego,  ya  sea  de  destreza  o  de  soerte  i  azar,  no  es 
indwatria,  porqoe  por  medio  de  él  nada  se  pvodoce  en  el  sentidt)  económico, 
niprodoctos  materiales  ni  inmateriales.  Hai  trasladen  de  la  riqueza  ya 
oreada,  de  unas  manos  a  otras,  i  nada  más. 

La  dodráia  de  Say  está  sostenida  por  el  moderno  economista  Mr. 
Chffider,  qoíen  da  a  la  palabra  indiuíríai  en  el  lengoaje  económico,  un  sen- 
tido análogo  al  de  produedon^  pero  mas  estenso :  dgnifica  como  producción 
la  acdon  compleja  del  trabajo  i  de  los  otros  instromentos  de  prodoedon ; 
«giaificando  así  tamlñen  la  reonion  de  los  diversos  ramos  de  la  actividad 

hamaiia  qoe  han  ddo  clasificados  en  diversos  grupos.  Estas  formólas :  <<  ins- 
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tramentoi  de  prodaooaoni'^  *^  tnstromentoa  de  indnalrki,^  •^inetranMito» 
de  trabajo,''  son  «nónimas  i  deaignan  loa  medioa  qae  ayadui  a  la  aetividaA 
i  a  la  aooion  del  hombre.  Las  oosas  a  ks  caates  k  prod^ecion  ha»  dado  nti* 
lidad  i  por  oonsigaiente  valor^  se  deDomioaa  pr^éluo^oe/*  i  éstos  son  inma- 
teriales  si  se  aplican  al  servido  del  hombre  en  ioroiás  deteraÚBadas^  pero 
nó  tan}ibles  ni  materiales,  oomo  lo  denota  la  oentraposicion  de  aqaeUa  mi»- 
ma  palabra.. 

I  otro  economista,  Gioseppe  Águilar»  resiMue  la  mismft  éoetrinft  e& 
estas  pocaa  palabras : 

i*  El  hombre  propiamente  no  crea  nad%  todo  estíl  en  la  naturales»,  i 
él  no  tiene  otra  facultad  que  la  de  modificar,  disponer  de  cuanto  haí  en  la 
naturaleza  i  hacerlo  útil  a  la  satisfacción  de  sos  necesidades;  kr  aplieadoB 
de  esta  facultad  se  Ihmví  producción, 

<<  Los  medios  de  que  se  vale  para  prododr  k  utilidad,  constituyen  k 
induBtvia^  i  los  objetos  a  que  se  aplica  le  dan  varias  calidades.*^ 

De  modo  que  si,  conforme  a  estos  principios,  el  juega  no  es  iadostria^ 
las  casas  de  juego  sí  lo  son,  lo  mismo  que  los  teatros,  los  burdelea  i  otros 
establecimientos  semejantes,,  pues  la  moralidad  e  inmoralidad  én  so  objeto 
no  es  la  que  decide  de  la  verdad  cientifica,  quedando  eso  apenas  sometide 
a  las  condidones  individuales  de  los  que  hagan  uso  de  semejantes  establea^ 
mientos ;  porque  los  que  los  fiíndan  o  desempeñan  st  derivan  de  elloe  una 
utilidad  cualquiera,  prestando  sus  servicios  a  los  que  quieran  obtenerlos, 
mediante  un  precio  remunerativo.  Bien  puede  suceder  que  el  que  funda  o 
sostiene  una  casa  de  juego  no  sea  tahúr  ^  mas  es  lo  cierto  que  él  hace  gastos 
de  anticipación  en  el  local  i  demás  elementos  >  necesarios,  i  pone  al  servido 
de  los  concurrentes  todos  esos  elementos  para  que  se  sirran  de  ellos  ocasio- 
nalmente en  la  satisfacción  de  un  deseo  o  de  un  vicio,  que  puede  ser  menos 
censurable  a  los  ojos  de  k  moral  si  el  juego  es  apenas  de  destreza,  de 
aquellos  que  la  sanción  social  tiene  admitidos  entre  jente  culta  i  de  porte 
caballeresco. 

Empero,  como  la  lei  de  que  nos  ocupamos  prohibe  absolutamente  lo6 
juegos  de  suerte  i  azar,  en  la  parte  ñnal  de  su  artículo  d.%  quedan  implíci- 
tamente sin  existencia  eficaz  las  casas  o  establedmientos  destinados  a  este 
objeto;  sin  que  por  ello  deje  de  ser  inconstitucional  el  articulo  2.®  de  la 
misma  lei,  al  tenor  de  los  priucipios  ya  sentados,  no  obstante  ^ue  esto  casi 
equivale  a  la  declaratoria  de  validez  de  dicho  artículo  2.^,  si  en  lo  demás 
esa  lei  es  exequible. 

En  fuerza  de  estas  consideraciones  i  de  las  demás  que  con  tanto  aderto 
aparecen  desarrolladas  en  k  luminosa  vista  del  sefior  Procurador  jeneral  de 
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U  Niaion  i  en  el  iloBtrado  aoaerdo  de  la  Corte  Suprema  federal,  vuestra 
cqbíbod  de  ÍQflpecoion  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  que  ha  exami- 
u¡o  el  asunto  con  la  mas  serera  imparcialidad,  aunque  en  principio  cree 
faela  lei  de  que  se  trata  no  llena  el  laudable  propósito  con  que  fué  espe- 
fia  i  saadonadk,  tiene  el  honor  de  proponeros  el  siguiente  proyecto  de 
leíolodon: 

^El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejeroioio  de  la  atribuoiop  5/,  ar- 
tiealo  61  de  la  Constitución  nacional,  dedara:  qi^e  es  exequible  la  lei  48  de 
7  de  noviembre  de  1874,  adicional  i  reformatoria  del  capítulo  4.%  titulo  10, 
libro  2.^  del  Código  de  Policía  de  Cnndinamarca,  por  no  ser  contraria  al 
inciso  9.^,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  que  garantiza  la  libertad 
de  industria. 

^Comuniqúese  a  quienes  corresponda  i  publíquese.'' 

Propuesto  al  Senado  por  los  infrascritos  miembros  de  la  comisión  de 
iaspeedon  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  a  2  de  abril  de  1875. 

GOHZALO    A.    TaVKRA.— rJ,    DXL  C.  BODBÍGüBZ.— D.   VlANA.— JuüO 

BiXBiaA.— Pablo  Abosbhsna. 

Alrü  2  de  1875. — Se  adoptó  en  primer  debate  la  anterior  resolución. 

J.  K  Pérez. 

Mayo  0  de  1875. — Se  publica  por  resolución  del  Senado. 

•7.  JE  Pérez. 


Mayo  18  de  1875.— Se  consideró  la  anterior  resolución  en  segundo  i 
títímo  debate,  i  fué  aprobada. 

Comuniqúese,  rejístrese  &.*— iT".  JB,  Pérez.   ' 


iH    I      ■■■ 
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IV. 

NULIDAD  de  la  leí  49  de  lfi78  del  Estado  de  Bolívar,  sobre 

fesgMvdos  de  Indjjenas. 


VISTA  DSL  FBOCUSÁDOS  JBNEBAL. 

Señores  Majlstrados. 

Catalino  Bonilla  solicita  la  suspensión  de  la  leí  49  espedida^or  la  Asam- 

« 

blea  del  Estado  soberano  de  BoIÍ?ar  con  feoha  27  de  dioiembre  de  1873. 

Esta  lei  dice  lo  siguiente : 

<<Artícalo  único.  Mientras  se  decide  ea  definitiva  el  reparto  de  los 
resguardos  de  indíjenas,  éstos  serán  administrados  por  los  Concejos  munici- 
pales de  los  distritos  en  que  estén  ubicados  dichos  resguardos,  en  los  mismos 
términos  que  los  terrenos  del  común  de  loa  distritos. 

'<  Parágrafo.  Los  Concejos  destinarán  esclusivamente  para  la  agricultura 
la  mitad,  por  lo  menos,  de  los  dichos  resguardos,  i  dictarán  las  disposiciones 
convenientes  para  que  en  lo  destinado  a  este  objeto  no  penetren  ganados  en 
soltura," 

El  infrascrito  halla  que  esta  lei  peca  contra  los  incisos  BJ*  i  10.*^"  del  ar- 
tículo 15  de  la  Constitución  nacional. 

Contra  el  inciso  5^^  que  garantiza  la  propiedad,  pues  siendo  los  indíjenas 
dueños  de  sus  resguardos,  i  entrando  en  los  elementos  que  constituyen  la 
propiedad  el  de  la  libre  administración  de  ella  por  el  dueño,  es  incuestionable 
que  una  lei  como  la  de  que  se  trata,  que  hace  a  las  corporadones  públicas 
administradoras  de  los  bienes  de  particulares,  es  un  tanto  comunista  i  con- 
traria a  la  disposición  contenida  en  el  inciso  5.^  ya  mencionado. 

Peca  también  contra  el  inciso  10,''  que  prohibe  que  se  hagan  distincio- 
nes legales  i  que  se  impongan  obligaciones  espedales  que  hagan  a  los  indivi- 
duos sujetos  a  ellas  de  peor  condición  que  loa  demás.  La  lei  cuya  suspensión 
se  solicita,  evidentemente  hace  de  peor  condición  a  los  indíjenas  que  a  los 
demás  habitantes  del  Estado  de  Bolívar,  puesto  que  la  disposidon  que  pone 
bajo  la  administración  de  los  Concejos  municipales  de  los  distritos  los  res- 


gvtite  da  1«B  primero^  no  óomprende  los  bienofl  ndeefl  de  las  demás  oo» 
sumidades,  m  ie  los  otros  proinetarios. 

No  existiendo  en  Colombia)  por  ks  institudottes  políticas,  distindon  de 
nH|  i  eomponiéndose  el  paeblo  soberano  de  todos,  los  habitafites,  seau  o 
m  sean  indfj  anas,  las  leyes  que  tieaden  a  manieBer  en  pupilaje  a  «na  parte 
de  la  población,  tan  solo  porque  desoiende  de  ios  primitivos  moradores  del 
nele,  lloran  en  sí  el  sello  de  la  inoonstitaoioaalidad. 

Por  estas  razones,  el  infrascrito  solioita  que  suspendáis  la  lei  49  espedi- 
da por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Bolívar  eon  fecha  27  de  didem  - 
bre  de  1878,  por  la  enal  se  oonoeden  ciertas  fiícaltades  a  los  Concejos 
camcipdes. 

Bogotá,  setiembre  2  de  1874« 

Bakoh  Qóiau^ 


ACIJEBDO  BB  TJL  COVTE  SUFBXHA, 

El  ínfraserito.  Secretario  de  la  Corte  Snprema  federal,  certifica:  qne  en 
^  fibro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  46  a  la  48,  hai 
uno  que  a  la  letra  es'  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  doce  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro, 
#6  ot>iistitQ7Ó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  eon  asistencia  del 
señar  Hajistrado  Presidente,  doctor  Jos6  María  Villamiaar  G.,  i  demás  se- 
ñores Majistrados,  doctores*  Manuel  Ezequiel  Corrales,  César  Contó,  José 
M.  Rojas  Garrido  i  Manuel  M.  Bamíree. 

Se  tomó  ea  consideración  la  solicitud  que  ha  elevado  Catalino  Boni- 
lla, por  sí  i  como  apoderado  especial  de  la  comunidad  de  indíjenas  de  la 
aldea  del "  Guazo,"  para  que  se  suspenda  la  lei  49  de  27  de  diciembre  de 
1873,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar  i 
por  la  oual  se  conceden  ciertas  facultades  a  los  Concejos  municipales. 

El  sefior  Majistrado  doctor  Bójas  Garrido  presentó  el  siguiente  pro- 
jecto  de  resolución : 

*'La  solicitud  de  Catalino  Bonilla  para  que  se  suspenda  la  lei  49  de 
vdntidete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres,  del  Estado  sobe« 
rano  de  Bolívar,  está  apoyada  por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union, 
el  cual  jñde  también  que  se  suspenda.  El  artículo  único  de  la  esptesada  lei 
dispone  lo  siguiente : 

( Artículo  único.  Mientras  se  decide  en  definitiva  élirepárto  de  los  res- 
gaardos  de  indí}enas,  éstos  serán  administrados  por  los  Concejos  muaicipa- 
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leaáe  ici  dktrilíoB  eií  ^e  estén  ubicados  dichos  resgoardos,  en  los  mismoi^ 
términos  que  los  terrenos  del  coman  de  los  distritos. 

*  Parigi^fo.  Los  Concejos  destinarán  esolosivamente  para  la  agricnltara 
la  mitad|  por  lo  menos,  de  los  diobos  resguardos,  i  dictarán  las  disposioionecr 
conrenientes  para  que  en  lo  destinado  a  este  objeto  no  penetren  ganados  en  i 
soltara^' 

<<  Es  indudable  qtte  esta  lei  Viola  alertamente  los  incisos  5.^  i  10  del 
attfculo  15  de  la  Constitución  nacional,  porque  ataca  la  propiedad  de  los 
dnefios  de  los  reguardos,  privándolos  de  su  libre  administración,  cuando  loa 
demás  individuos  del  Estado  no  están  sujetos  a  semejante  limitaron  en  el 
uso  de  sus  propiedades,  lo  cual  constituye  un  gravamen  que  atenta  contra 
este  derecho }  i  porque  coloca  dicha  lei  a  los  mtitulados  indíjenas,  hadendo 
una  distinción  inconstitucional,  con  menoscabo  de  la  igualdad,  en  una  situa- 
don  especial,  con  obligaciones  que  en  el  derecho  de  propiedad  no  han  im- 
puesto las  leyes  del  Estado  a  loa  demás  individuos ;  pues  la  administración 
de  los  reguardos  que  se  confiere  a  Ips  Concejos  municipales  de  los  distritos, 
no  comprende,  como  mui  bien  lo  dice  el  señor  Procurador,  los  bienes  raíces 
de  las  demás  comunidades^  ni  de  los  otros  propietarios.  Por  tales  funda, 
mentes,  la  Corte,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos 
de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  suspende  la  lei  49  aludida,  que  espi- 
dió la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  <  por  la  cual  se 
conceden  ciertas  £icultades*  a  los  Concejos  municipales,'  i  que  fué  sancionada 
el  veintisiete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres.  Copia  de  esta 
decisión  se  publicará  en  el  periódico  oficial  de  la  tlnion  i  se  enviará  al  Poder 
Ejecutivo  del  Estado  soberano  de  Bolívar.  Remítase  el  espediente  al  Senada 
para  su  decisión  ulterior,  i  déjese  en  la  Secretaría  copia  de  la  presente  reso- 
lución. Notifíquese." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  unani- 
midad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  pre- 
sente acuerdo,  que  firman  el  señor  Jtfajistrado  Presidente  t  demás  señores 
Majistrados,  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  María  Yillamisab  G. — Makubi»  Ezsquikl  Co- 
RRÁuss. — CésAB  Contó. — Jos¿  Masía  Rojas  Qabbido. — Makubl  M. 
Ramírez. — ^El  Secretario,  Hqfael  M  Santander^ 

Es  copia  conforme. 

Bogotá,  diez  i  siete  de  setiembre  dofoH  ooboeíentoa  setenta  i  cuatro» 

El  Secretarioi  ll(tfael  M  Santander» 
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XmOBMB  DB  X.A.  GOIOSION  IjVSPBOrOBA. 

Ciudadanos  Senadores. 

Catalino  Bonilla,  vecino  del  Estado  soberano  de  Bolfirar,  pidió  ante  la 
Soprema  Corte  de  la  Nación  la  suspensión  de  la  lei  49,  por  la  cual  se  con- 
eeden  ciertas  &cnltades  a  los  Concejos  mnnidpales,  espedida  por  la  Asam* 
blea  Lejialativa  de  aquel  Bstado  en  el  afio  de  1873,  cuyo  articulo  único  dice 
lo  siguiente: 

<<  Mientras  se  decide  en  definitiva  el  reparto  de  los  resguardos  de  indi- 
jenas,  éstos  serán  administrados  por  los  Concejos  municipales  de  los  distritos 
en  que  estén  ubicados  dichos  resguardos,  en  los  mismos  términos  que  16s 
terrenos  del  común  de  los  distritos* 

"Parágrafo*  Los  Concejos  destinarán  esolusivamente  para  la  agricul- 
tura la  mitad,  por  lo  menos,  dé  los  dichos  resguardos,  i  dictarán  las  disposi- 
dones  convenientes  para  que  en  lo  destinado  a  estef  objeto  no  penetren 
ganados  en  soltura.^' 

La  Corte  Suprema  suspendió  la  lei,  i  habiendo  venido  el  espediente  al 
Senado,  esta  corporación  aprobó  en  primer  debate,  el  dia  5  de  mayo  del 
año  anterior,  una  resolución  declarándola  nula ;  pero  como  no  la  consideró 
en  segundo  debate,  quedó  pendiente  el  asunto,  por  lo  cual  tiene  que  volver- 
se a  ocupar  de  él  el  Senado  en  sus  presentes  sesiones* 

Todos  los  funcionarios  que  han  tenido  que  emitir  concepto  en  este  ne- 
gocio, han  estado  acordes  en  la  opinión  de  que  la  lei  de  que  se  trata  vulnera 
¡(a  incisos  5.^  i  10.^  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional ;  porque,  como 
se  espresa  en  el  auto  de  la  Suprema  Corte,  ^*  ataca  la  propiedad  de  los  due- 
Sos  de  los  resguardos,  privándolos  de  su  libre  admmistracion,  cuando  los  de. 
má^  individuos  del  Estado  no  están  sujetos  a  semejante  limitación  en  el  uso 
desús  propiedades,  lo  cual  constituye  un  gravamen  que  atenta  contra  este 
derecho;  i  porque  coloca  a  los  intitulados  indíjenas,  haáendo  una  distinción 
inconstitucional  con  menoscabo  de  la  igualdad,  en  una  situación  especial,  con 
obligaciones  que  en  el  derecho  -de  propiedad  no  han  impuesto  las  leyes  del 
Estado  a  los  demás  individuos,  pues  la  administraron  de  los  resguardos  que 
se  confiere  a  los  Concejos  municipales  de  los  distritos,  no  comprende,  como 
mni  bien  lo  dice  el  seSor  Procurador  jeneral,  los  bienes  raíces  de  las  demás 
comunidades  ni  de  los  otros  propietarios*** 

Siendo  tan  palpable  i  evidente  como  lo  es  la  exactitud  de  las  anteriores 
observaciones,  la  oomision  concluiria,  sin  agregar  nada  a  ellas  por  ser  inne- 
eeaario,  reprodudendo  el  proyecto  de  resolución  aprobado  en  un  debate  en 
él  a&o  anterior,  en  que  se  declara  la  nulidad  de  lei  de  que  se  trata ;  pero 
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eomo  ha  tenido  conocimiento  de  que  eUa  está  ya  derogada,  8e  limita  a  pro- 
poner lo  siguiente : 

^^  Habiéndose  reconocido  por  la  Asamblea  Lejifllativa  del  Estado  sobe-» 
rano  de  Bolívar  la  incODstitaciooalidad  de  la  lei  4^,  de'  27  de  diciembre  d» 
1873^  dd  dicho  Estado,  ^^  por  la  cual  se  conceden  ciertas  &cnltades  a  lo» 
CoQfce)Os  municipales,^  puesto  que  e8{Mi6  la  lei  13  de  1873  jque  la  deroga^ 
el  Senado  de  Plenipotenciarios  se  abstiene  de  resolver  acerca  de  su  valides 
O  nulidad.  Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  de  la  Nación.'^ 

Bogotá,  25  de  febrero  de  1876.  —  Honorables  Senadores. 

Sbsjio  ábbolsda.— 'NalBciso  Cai>]sna.'— José  M.  MABrisnea. — Ravaxl. 
RoDSÍGUBz. — Emiuako  Restbepo  S. 

Seeretatia  del  8enado,'^jPebrero  26  de  1876. 

La  anterior  resoludon  se  aprobó  i  adoptó,  modificada  por  el  señor  Ar- 
boleda, en  los  términos  de  la  propoetcion  número  43.  Saqúese  copia  det 
informe  para  la  imprenta,  i  de  los  términos  de  la  resolución. 

El  Secretario  auxiliar,  Jidio  M  Pérez^ 

He  aquí  la  resolución :. 

Senado  de  Plenipotenciario8.'--JBogotái  febrero  26  de  18í6, 

Habiendo  derogado  la  Asamblea  Lejtslativa  del  Estado  soberano  de- 
Bolívar  la  lei  49,  de  27  de  diciembre  de  1873,  que  era  evidentemente  con' 
traria  a  los  incisos  5.^  i  10.^  de  la  Constitución,  el  Senado  de  Plenipotencia, 
ríos  se  abstiene  de  resolver  acerca,  de  su  validez  o  nulidad.  Devuélvase  el 
espediente  a  la  Corte  Suprema  de  la  Nación. 

El  Presidente,  Abraham  Gabcía.— El  Secretario^  J*.  M^    Quijana 
Otero. 


V. 

« 
NULIDAD  del  articulo  Z.""  de  la  lef  del  Estado  de  Oimdlnamarca,  i» 
3  de  noviembre  de  1870,  que  adiciona  llreforma  la  de  15  de  agosta 
de  1869i  sobre  establecimientos  de  beneficencia  1  caridad. 


TISTA  DEL  PBOCUBADOB  JJEBNSBAL* 


Seuores  Majidt2>ad.as^  « 

Se  solicita  la  suspensión  del  artículo  2.^  de  la  lei  de  3  de  noviembre  de 
1870,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Gundinamarca,  reformando  la 
de  15  de  agosto  de  1869  sobre  establecimientos  de  Beneficencia  i  caridad» 
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iXoho  Mtieulo  2.^  ¿ioe :  ^  Siempre  qae  per  dáoBoias  testamentarias  a 
otras  disposiciones  análogas  se  haUere  dejado  o  se  dejare  i^gnn  legado, 
arignadon  o  donación  a  obras  pias  o  de  beneficencia,  sin  espresar  la  obra 
o  eataUeoimiento,  o  mn  designar  la-  persona  qae  debe  hacer  la  i^lioadon  de 
la  otáosnla)  o  q'nien  debe  ejecutarla  a  falta  dé  albaeeas  de  dicho  legado 
asignación  o  grada,  se  entenderá  hecha  a  los  establecimientos  de  benefi* 
ooicia  de  la  capital  del  Estado." 

A  este  articulo  se  le  hace  por  el  solicitante  la  objeción  de  s^  contrario 

al  aitfcalo  24  de  la  Constitución  nacional,  por  referirse  no  solamente  a  lo 

porrenir  sino  también  a  lo  pasado,  puesto  que  dice  en  su  primera  parte : 

**  siempre  que  por  cláusulas  testamentarias  u  otras  dbposiciones  análogas  se 

hutbiere  Sejcído  o  se  dejare,  &.^,''  i  que»  aun  cuando  el  propósito  del  lejis- 

lador  faé  llenar  un  vacío,  "  sin  embargo,  ofuscado  por  el  deseo  del  bien,  ha 

ido  mas  lejos,  i  ha  ordenado  que  los  legados  o  donaciones  que  se  hubieren 

d^ado  en  testamento  i  no  tengan  persona   designada  que  los  ejecute  a  falta 

de  albaeeas  de  dichos  legados,  se  entiendan  hechos  a  los  establecimientos  de 

beneficencia  de  la  capital  del  Estado*'' 

Es  claro  que  la  parte  del  articulo  en  cuestión  que  se  refiere  a  deter- 
nnnar  que  corresponden  a  los  establecimientos  de  beneficencia  de  la  capital 
del  Estado  de  Cundinamarca  los  legados  i  donaciones  para  obras  pias  o  de 
benefieenda,  cuando  no  se  haya  espresado  la  obra  o  establecimiento  a  quien 
se  dej^^  no  hace  sino  llenar  un  vacío,  que  aun  cuando  se  refiera  a  legados 
o  donaciones  anteriores  a  la  espedicion  de  la  lei,  no  afecta  derecho  alguno 
ya  adquirido  por  la  lejislacion  anterior. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  con  la  parte  en  que  resuelve  que  también 
pertenezcan  dichos  legados  o  donaciones  a  los  establecimientos  de  benefi- 
eenda de  la  capital  del  Estado,  cuando  no  se  haya  designado  la  persona  que 
debe  hacer  la  aplicación  de  la  cláusula,  o  quien  debe  ejecutarla  a  falta  de 
albaeeas  de  dichos  legados  o  asignadones ;  porque  en  estos  casos  el  artículo 
2.^  cnya  suspensión  se  solidta,  no  se  ocupa  de  llenar  el  vacío  designando  la 
persona  que  haga  la  aplicación  de  la  cláusula,  o  que  la  ejecute  a  falta  de 
albaoea,  sino  que  trasmite  a  otra  entidad  el  legado,  donación  o  gf acia ;  es 
decir,  que  no  se  cumple  la  voluntad  del  testador  o  donatario  aplicando  lo 
que  ha  dejado  a  la  obra  pia  o  de  beneficencia  que  él  favoreció,  dno  que 
entran  a  disfrutar  del  beneficio  los  establecimientos  de  benefieenda  de  la 
capital  del  Estado. 

I  esta  parte  del  artículo  2.^  evidentemente,  en  lo  que  se  refiere  a  lega- 
|3U>8,  donadones  i  asignadones  hechas  antes  de  la  ?spedicion  de  dicho  artículo, 
tiene  efecto  retroactivo,  i  debe  suspenderse,  porque  afecta  dered&os  adqui- 
ridos antes  de  sancionarse  tal  artículo. 
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Snpongamof  qno  Pedro  hubiera  dejado  un  legado  antes  del  aSo  de 

1890)  en  qne  ae  espidió  la  lei  que  ahora  ae  examina,  para  loa  pobres  de 

Cipaqnirá ;  pero  qne  no  determinó  en  su  tiestamento  la  persona  que  debia 

hacer  aplicadoa  de  la  dáasnla»  Los  pobres  de  Cipaqnirí  indudablemente 

tenían  dereobo  al  legado  desde  la  maerte  del  testador :  j  con  qué  facultad 

el  lejislador  ha  podido^  ooo  una  lei  posterior  a  la  adquisición  do  ese  derecho, 

traspasarlo  a  los  establecimientos  de  la  capital   del  Estado,  sin  violar  el 

artícnk)  24  de  la  Constitución  nacional  ?  Es,  pues,  indudable  que  ae  ha 

tenido  rason  para  solicitar  la  suspensión  do  esta  parte  del  artículo  2.^  de  la 

lei  de  3  de  noviembre  de  1870,  espedida  por  la  Asamblea  de  Gundinamaree; 

i  en  tal  virtud,  el  infrascrito  apoya  la  petición  que  sobre  el  particular  ha 

hecho  Eraamo  Martíuez. 

Bogoti,  junio  10  de  18Í5« 

Ramón  Gómbe. 


ACOSBIH)  DB  LA  CoBTB  SüPBXltA. 

£t  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,'de  la  pajina  133  a  la  136,  hai  uno 
^que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  diez  i  nueve  de  junio  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  eri  sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás 
señores  Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  ITriooechea,  César  Contó,  Ma* 
nuel  Ezequiel  Corrales  i  José  Maria  Rojas  Garrido, 

Se  tomó  en  consideración  una  solicitud  relativa  a  suspensión  de  una 
lei,  i  el  sefior  Majistrado  doctor  Contó  presentó  el  siguiente  proyecto  de 
resolución : 

'*  Vistos — Respecto  de  la  solicitud  qne  hizo  Erasmo  Martfnez  sobre  sus* 
pensión  del  artículo  2/  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  san- 
cionada el  3  de  noviembre  de  1870,  que  reformó  i  adicionó  la  de  15  de 
agosto  de  1869,  sobre  establecimientos  de  beneficencia  i  caridad,  el  Proon* 
rador  jeneral  de  la  Union  ha  espuesto  lo  siguiente : 

*  Dicho  artículo  2.^  dice :  ^  siempre  que  por  cláusulas  testamentarias  u 
otras  disposiciones  análogas  se  hubiere  dejado  o  se  dejare  algún  legado, 
asignación  o  donación  a  obras  pias  o  de  beneficencia,  sin  espresar  la  obra  o 
establecimiento,  o  sin  designar  la  persona  qne  debe  hacer  la  aplicación  de  la 
cláusula,  o  quien  debe  ejecutarla  a  falta  de  albaceas  de  dicho  legado,  asigna- 
ción o  gracia,  se  entenderá  hecha  a  los  establedmientoa  de  beneficencia  de 
la  capital  del  Estado^ 


\ 


*  A  edté  ftrtfotuto  bo  le  btce  por  el  solicitante  1a  objeción  de  ser  con 
tnrio  al  articulo  24  de  la  ConstUadon  nacional,  por  referirse  no  solamente 
a  lo  porvenir^  sino  también  a  lo  pasado,  paesto'qae  dice  en  sn  primera  parte: 
«riempre  que  por  oláusnlas  testamentarias  a  otras  disposiciones  análogas  se 
hubiere  d^ado  o  se  dejare  A.*i '  i  qne  aun  caando  el  propósito  del  lejistador 
íii¿  llenar  nn  vacio,  <  sin  embargo,  ofuscado  por  el  deseo  del  bien,  ha  ido  mas 
léjoa,  i  ha  ordenado  qne  los  legados  o  donaciones  que  se  hubieren  dejado  en 
testamento  i  no  tengan  persona  designado  qne  los  ejecuto,  a  falta  de  albaceas 
de  diohos  legados,  se  entiendan  hechos  a  los  establecimientos  de  beneficencia 
de  la  capital  del  Estado.' 

^  Es  claro  qne  la  parte  del  artículo  en  cuestión  que  se  refiere  a  deter- 
minar que  corresponden  a  los  establecimientos  de  beneficencia  de  la  capital 
del  Estado  de  Gundinamarca  los  legados  i  donaciones  para  obras  pias  o  de 
beneficencia,  cuando  no  se  haya  espresado  la  obra  o  establecimiento  a  quien 
se  dejan,  no  hace  sino  llenar  nn  vado,  que  aun  cuando  se  refiera  a  legados  o 
donaciones  anteriores  a  la  espedtiúon  d»  la  leí,  no  afecta  derecho  alguno  ya 
adquirido  por  la  lejidacion  anterior. 

*  Pero  no  sucede  lo  mismo  con  la  parte  en  que  resuelve  que  también 
pertenezcan  dichos  legados  o  donaciones  a  los  establecimientos  de  benefi- 
cencia de  la  capital  del  Estado,  cuando  no  se  haya  designado  la  persona  que 
debe  hacer  la  aplicación  de  la  cláusula,  o  quien  debe  ejecutarla  a  falta  de 
albseeas  de  dichos  legados  o  asignaciones ;  porque  en  estos  casos  el  artículo 
2.^  cuya  suspensión  se  solicita,  no  se  ocupa  de  llenar  el  vacío  designando  la 
persona  que  haga  la  aplicación  de  la  cláusula,  o  que  la  ejecute  a  falta  de 
albacea,  sino  qne  trasmite  a  otra  entidad  el  legado,  donación  o  gracia  ;  es 
decir,  que  no  se  cumple  la  voluntad  del  testador  o  donatario  aplicando  lo 
que  ha  dejado  a  la  obra  pia  o  de  beneficencia  que  él  favoreció,  sino  que 
entran  a  disfrutar  del  beneficio  los  establecimientos  de  beneficencia  de  la 
capital  del  Estado. 

*  I  esta  parte  del  artículo  2.*  evidentemente,  en  lo  qne  se  refiere  a 
legados,  donaciones  i  asignaciones  hechas  antes  de  la  cspedicion  de  dicho 
articulo,  tiene  electo  retroactivo,  i  debe  suspenderse,  porque  afecta  derechos 
adquiridos  antes  de  sancionarse  tal  artíchlo. 

<  Supongamos  que  Pedro  hubiera  dejado  un  legado  antes  del  año  de 
1870,  en  que  se  espidió  la  lei  que  ahora  se  examina,  para  los  pobres  de  Cipa- 
qmrá;  pero  que  no  determinó  en  su  testamento  la  persona  que  debia  hacer 
aplicación  de  la  cláusula'.  Los  pobres  de  Cipaquirá  indudablemente  tenían 
derecho  al  legado  desde  la  muerte  del  testador:  ¿  con  qué  facultad  el  lejís- 
lador  ha  podido,  con  una  lei  posterior  a  la  adquisición  de  ese  derecho,  tras- 
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pasarlo  a  los  estableoimientos  de  la  capital  del  Bstaio  sin  violar  el  arücalo 
24  de  la  Coostitaoion  nacional  ?  Bs^  paea,  ¡ndodable  qne  se  ha  tenido  raiBon 
para  solicitar  la  saspenaioQ  de  esta  parte  del  artículo  2.^  de  b  lei  de  3  de 
noviembre  de  1870,  espedida  por  la  Asamblea  de  Candinamaroa ;  i  en  tal 
virtad,  el  infrascrito  apoya  la  petición  qae  sobre  el  partíonlar  ha  hecho 
Erasmo  Martínez.' 

^^Estos  razonamientos  son  cuetos  ;  i  en  virtad  de  dios»  adoainistrando 
justicia  en  nombre  de  loa  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  antoridad  de  la 
lei,  se  suspende  la  ejecución  del  espresado  artículo  2.^  de  la  lei  enndinamar- 
qaesa  de  tres  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setimta,  en  cnanto  pudiere 
ser  aplicado  con  efecto  retroactivo ;  esto  es,  con  referencia  a  legados,  aág- 
naciones  o  donadones  a  obras  pias  o  de  benefioetíota,  hechos  antes  de  la 
espedicion  de  dicha  lei,  con  espresion  de  la  obra  o  establecimiento  agpraoiado. 

"Notiffquese,  publíquese  en  el  Diario  OJieial^  envíese  copia  al  Poder 
Ejecutivo  del  Estado,  i  remítase  el  espediente  al  Senado.'* 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  una- 
nimidad. 

I  como  no  hubiese  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  conolayó  el  presente 
acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores  Mi^i»> 
trados,  con  el  infrascrito  Secretario* 

El  Presidente,  Manuel  W.  Cabvajal — ^Juan  Aatrsruf  Ubicoechsa.-* 
CfsAB  Contó — Makxtbl  Ezbquiel  Cobbalbs— Josb  M .  Rojas  GABBino— 
El  Secretario,  JRafael  H,  Santander, 

Es  copia  conforme. 

&ogotá,  junio  veinticinco  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco. 

El  Secretario,  Safael  E.  Santander. 


IN70BHS  J>Ví  LA  COHISIOH  IKSPBCTOBA. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Suprema  Corte  federal,  en  acuerdo  celebrado  el  dia  19  de  junio 
de  1875,  suspendió  la  ejecución  del  artículo  2.^  de  1.a  lei  del  Estado  sobera- 
no de  Candinamaroa,  sancionada  el  día  3  de  noviembro,de  187b,  <*  que  re- 
forma i  adiciona  la  lei  de  15  de  agosto  de  1869,  sobre  establecimientos  de 
benifioencia  i  caridad,"  por  considerarlo  contrario,  en  parte,  al  artículo  2é 
de  la  Constitución  nadonal,  que  no  permite  tengan  efecto  retroactivo  IsB 
disposiciones  lejislativ^  de  la  Nadon  o  de  loa^Estados. 


1 
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BI  texto  del  espriraado  prtfoalo  es  el  Bigoienie : 
**Sieiii{Mre  qoe  ppr  qlioanlea  testamentarias  a  otras  dispottoiones  análo- 
ga ae  hubiere  d^ada  o  se  dejare  algon  legado,  asignación  o  donadon  a 
obras  pias  o  de  benefioenda^  un  espresar  la  ofara  o  establedmiento  o  sin  de- 
signar k  persona  q«e  debe  bacer  la  aplioaeton  de  la  cláasola,  o  qnien  debe 
ejeontada  a  ftlta  de  albaoeas  de  dieho.  legado,  asignación  o  gracia,  se  enten- 
derá hecha  a  los  establecimientos  de  beneficencia  de  la  capital  del  Bstado.'^ 
Analizando  el  sefior  Procarador  jeberal  las  disposiciones  de  este  artica- 
lo^  bacer  notar,  con  razón,  que  annqae,  por  el  modo  como  está  redactado, 
dlaa  ae  refieren  tanto  a  los  legados,  asignadones  o  donaciones  dejado^  en 
testamentos  ortorgados  antes  de  la  sandon  de  la  lei,  como  a  los  dejados  en 
testamentos  otorgados  después,  respecto  de  los  primeros  ocurren  dos  casos 
es^dalmente  distintos :   '<  cnando  no  se  ha  designado  la  obra  o  establecí- 
mieoto  en  coyo  &Tor  se  deja  el  legado,  ni  la  persona  qae  debe  ejecutar  la 
olánsola testamentaria;  i  cuando  se  ha  hecho  lo  primero,  pero  nó  lo  segundo.* 
En  el  primero  de  dichos  casos,  dice  aquel' empleado,  la  disposición  de 
qne  se  trata  no  hace  mas  que  llenar  un  vacío  que,  aunque  se  refiere  a  lega- 
dos o  donaciones  anteriores  a  la  espedidon  de  la  lei,  no  afecta  derecho  algu- 
no adquirido  ya  por  la  lejisladon  anterior ;  pero  en  el  segundo,  la  aplicación 
de  día  tendria  necesariamente  por  resultado  la  trasmisión  del  derecho  al 
\egado  o  donación  de  una  entidad  a  otra ;  de  la  obra  o  establedmiento  de« 
signado  espresamente  por  el  testador  a  los  establedmientos  de  beneficencia 
de  ia  capital  del  Estado,  lo  cual  contrariaría  abiertamente  la  voluntad  de 
aquél  i  arrebataria  al  establecimiento  beneficiado  un  derecho  adquirido, 
porque,  como  lo  espresa  el  solicitante  en  su  memorial  dirijido  a  la  Suprema 
Corte,  aunque  el  testador  no  hubiera  designado  la  persona  que  debiera  eje- 
cutar la  cláusula  testamentaria,  en  la  lejislacion  vijente  antes  de  la  espedi- 
cion  de  la  lei  de  que  hace  parte  el  artículo  en  cuestión,  se  determinaba  cla- 
ramente quiénes  debian  cumplir  la  voluntad  del  testador  en  estos  casos,  a 
falta  de  álbaceas. 

La  esactitud  de  estas  condderaciones,  que,  como  se  ve,  es  palpable, 
movió  a  la  Saprema  Corte  a  acordar  la  resolución  de  que  se  ha  hablado  al 
prindpio,  i  determina  a  la  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  a 
proponeros  que  aprobéis  la  siguiente  resoludon : 

<*.Se  declara  nulo  d  artículo  2.®  de  la  Id  que  adiciona  i  reforma  la  de 
35  de  agosto  de  1869,  sobre  establecimientos  de  beneficencia  i  caridad,  es- 
pedida por  la  Lejislatura  dd  Estado  soberano  de  Condinamarca  el  2  de  no- 
viembre de  1870,  en  cuanto  se  refiere  a  adgnadones,  donadones  o  legados 
a  obras  pia8<>  de  beneficetida  hechos  antes  de  \k  ieipedidoo  de  dicha  lei, 
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con  expresión  de  la  obra  o  esUbleoimieato  agraciado,  por  ser  contrario  en 
cata  parte  al  artículo  24  de  la  Conatitticion  nacional.  Oomoníqneae  al  Poder 
Ejecutivo  de  la  ünion  i  al  Gobernador  del  Estado  soberano  de  Candína- 
marca,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Suprema  Corte  federal,"  - 
Bogotá,  marzo  ^  de  1676.  -—  Ciudadanos  Senadores, 
Sbbjio  Abbolxda— SMiLiAifo  RjcscsBPO— J.  MabIa  Masiíkbk  P.— 
Narciso  Cadbka— Bavasl  Bcdhíguez. 

SecT/etaría  del  Senado  ^Marzo  10  d!e  1876. 

La  resolución  con  que  concluye  el  anterior  informe,  ha  sido  aprobada 
por  esta  Cámara  en  los  dos  debates  reglamentarios,  * 

£1  Secretario  auxiliar,  Julio  E.  Pérez. 

*  Habiendo  solicitado  el  aefior  Erasmo  ICartioez  que  el  Senado  rafocara  su  anterior 
resolución,  recayó  la  que  propuso  la  comisión  en  el  simiente  iofonne; 

Cladftdanos  Senadores. 

El  sefior  Erasmo  Martiues  solicita  que  el  Ssnado,  revisando  la  resolución  que  dictó 
en  10  de  marso  del  afio  anterior*  confirmatoria  de  la  de  la  Oorte  Sapreiua  federal  sobre 
nulidad  de  una  parte  del  artículo  2.<^  de  la  lei  de  Cundinamarca  "que  adiciona  i  reforma 
la  de  15  de  agosto  de  1869,"  sobre  establecimientos  de  beneficencia  i  caridad,  estienda 
la  declaratoria  de  nulidad  a  toda  la  disposición  contenida  en  el  articulo  mencionado, 
por  abrazar  dos  puntos  distintos  i  ser  igualmente  inconstitucionales  por  sus  efectos 
retroaclÁvos. 

Vuestra  comisión  ha  traído  a  la  vista  el  espediente  respectivo,  i  percibido  inmedia- 
mente  que  tanto  la  Corte  como  el  Senado  examinaron  el  asunto  en  toda  su  estension,  i 
fallaron  reconociendo  la  inconsiitucionalidad  en  cuanto  se  referia  a  asignaciones,  doua. 
clones  o  legados  hechos  con  espresion  de  la  obra  o  establecimiento  agraciado ;  pero  nó 
cuando  no  se  hubiere  espresado  la  obra  o  establecimiento,  o  cuando  no  se  hubiere  desig* 
nado  la  persona  que  debia  hacer  la  aplicación  o  ejecución  de  la  cláusula,  ofendiendo  la 
disposición  denunciada,  en  el  primer  caso,  derechos  adquiridos ;  i  nó  en  el  segundo,  pues 
que  en  ese  apenas  llenaba  un  vacío  de  la  lejislacion  que  cabía  perfectamente  llenara  la 
lei  del  Estado. 

El  negocio  fué,  pues,  resuelto  con  todo  conocimiento,  i  la  nueva  solicitud  del  sefior 
Martínez  debe  estimarse  como  dirijida  a  obtener  una  reTOcatoria  de  la  resolución  en 
cuanto  reconoció  válida  la  parte  del  articulo  que  no  conculca  derecho  alguno  adquirido. 

De  aquí  surje  una  cuestión  diferente,  a  saber :  ¿  puede  el  Senado  revocar  sus  pro- 
pias  decisiones  sobre  la  validez  de  las  leyes  de  los  Estados,  dictadas  en  uso  de  la  atri- 
bución 5.*  de  las  que  le  da  el  articulo  51  de  la  Constitución  ?  Vuestra  comisión  ere  que 
nó,  i  se  funda  para  ello :  1.^  En  que  la  Constitución  quiere  que  esas  decisiones  sean 
definitivas,  es  decir,  irrevocables  como  cosa  pasada,  en  el  lenguaje  del  foro,  en  autoridad 
de  cosa  juzgada.  La  atribución  dada  al  Senado  por  el  articulo  51,  comienza  por  estas 
palabras :  *'  decidir  definitivamente  sobre  la  nulidad  "  &.* ;  i  2.*  En  que  el  articulo  14  de 
la  misma  Constitución,  al  consignar  o  autorizar  la  inspección  da  los  actos  lejislativos  de 
los  Estados  por  el  poder  federal,  puso  por  condición,  para  el  uso  de  tal  facultad,  que  el 
acto  o  disposición  $alga  evidentemente  de  la  e^era  de  acción  constitueional  del  Eetadoy  i 
sería,  por  lo  menos,  muí  aventurado  decir  que  tal  acto  que  ha  sido  examinado  por  los 
cinco  Majistrados  de  la  Oorte  Suprema  i  hallado  ezequiole,  por  unanimidad  de  votos,  i 
luego  por  la  ma^oria  del  Senado  jo^gade  en  ol  misme  seaiioo,  fuera  todaria  deelajado 
evidentemente  ioconstitudonal  La  evidencia  no  puede  sostenerse  tras  una  tramitación 
tan  respetable. 

Estas  reflexionea  establecen  como  incontrovertible  la  regla  de  q^  las  deoíaiones 
dictadas  por  el  Senado  sobre  valides  o  nulidad  de  las  leyes  de  los  Estadosi  son  irrevo- 
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FALIDR  del  artioido  865  del  Código  de  Policía  del  Bstado  de  Oimdi- 
namarcEt 


VISTA  DXL  PBOCimADOB  JENSRAL. 

Señores  2£ajlstrado8« 

Varios  Tednos  de  la  oindad  de  Bogotá  han  solicitado  la  suspensión  del 
artfoalo  365  del  Código  de  Policfa  del  Estado  de  Candinamarca,  por  oonsi* 
derarlo  contrarío  al  inoiso  5«^  del  artículo  15  de  la  Constitacion  nacional. 

El  artículo  del  Código  de  Policía  mencionado  dice : 

*'En  las  dudades  i  villas  se  enlosarán  i  enladrillarán  las  aceras  de  las 
calles  que  determinen  las  respectivas  Corporaciones  municipales.  Esta  obra 
es  de  cargo  de  los  dueños  de  los  respectivos  edificios  o  casas,  i  deberán  ter- 
minarla dentro  del  plazo  que  se  fije.  Ningún  enlosado  tendrá  menos  de  un 
metro  de  ancho.'' 

El  infrascrito  no  halla  que  este  artículo  sea  contrarío  a  la  garantía  de  la 
propiedad,  pues  anadie  ^e  priva  de  lo  suyo :  se  ordena  hacer  un  gasto  para 
e\  ornato  de  las  poblaciones;  pero.del  inciso  5.%  artículo  15,  no  se  puede  de- 
dndr  que  los  reglamentos  de  policía  sobre  ornato  i  salubridad  no  sean  per- 
mitidos ;  pues  si  hasta  allá  se  llevara  el  alcance  de  la  garantía  de  la  propie- 
dad, los  Gtobiemos  locales  serian  inútiles,  pues  para  todos  los  objetos  de 
serrido  público  que  están  a  su  cargo  se  necesita  hacer  gastos  que  tienen  que 
aídir  de  los  bienes  de  los  asedados. 

No  dada  el  infrascrito  que  para  algunos  es  sumaniente  gravoso  el  gasto 

de  enlosado :  también  conviene  en  que  las  contribuciones  en  et  Estado  de 

Cnndbamarca  son  numerosas  i  excesivas ;  pero  el  remedio  para  estos  males 

no  se  encuentra  en  el  artículo  ?2  de  la  Constitudon,  sino  en  la  Asamblea  Le* 

jislativa  del  Estado. 

En  conseonenda,  el  infrascrito  es  de  concepto  que  no  sé  acceda  a  la 
solidtad  mendonada. 

Bogotá,  julio  5  de  18?5.  Rahon  Gómez. 

cables;  i  que  la  solidtud  del  ciudadano  Martínez,  que  nos  ocupa,  no  puede  atecderae, 

por  buenas  que  fueran  las  observacioDes  que  presentara. 

Por  tanto,  la  eomision  os  propone  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 
**Arebi7ese  esta  solidtud,  i  publíqaese  el  informe  precedente.  Devuélvase  el  espe- 

^fonta  que  on?ió  la  Suprema  Corte  federal" 

Bogotá,  15  de  mano  de  1877. 

M.  McBULOi— 2ÍATÍAS  Hsbbbba,---Ahpbbs  OlBOir. 
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ACUXBDO  DE  LA  COBTE  BUPBIDCA. 


El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Saprema  federali  certifica :  que  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Sapremo  Tribunal,  de  la  pajina  ciento  cuarenta 
i  cuatro  a  la  ciento  cuarenta  i  seis,  hai  uno  qne  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  doce  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco,  se  cons- 
tituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del  sefior 
Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  seQores  Majia- 
trados,  doctores  Jnan  A.  Uricoechea,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  Antonio  de 
J.  Rei  i  José  María  Rojas  Garrido. 

Se  tomó  en  consideración  una  solicitud  relativa  a  la  suspensión  de  una 
lei,  i  el  señor  Majistrado  doctor  Carvajal  presentó  el  sígnente  proyecto  de 
resolución : 

<(  Vistos. — ^Varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Bogotá  solicitan  la  sospension 
del  artículo  365  del  Código  de  Policía  del  Estado  de  Cnndbamarca,  por 
considerarlo  en  pugna  con  el  inciso  5.^  del  artículo  16  de  la,  Constitución 
nacional,  que  garantiza  la  propiedad ;  derecho  de  qne  no  pueden  ser  priva* 
dos  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  aino 
por  pena  o  contribución  jeneral,  eon  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  así  lo  exi- 
ja un  grave  motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado  i  previa 
indemnización  en  tiempo  de  paz 

^^La  disposición  denunciada  dice  así: 

*En  las  ciudades  i  villas  se  enlosarán  i  enladrillarán  las  aceras  de  las 
calles  que  determinen  las  respectivas  Corporaciones  municipales. 

^Esta  obra  es  de  cargo  de  los  duefios  de  los  respectivos  edifidoa  e 
casas,  i  deberán  terminarla  dentro  del  plazo  que  se  fije. 

^  Ningún  enlosado  tendrá  menos  de  un  metro  de  ancho.' 

*<  El  cargo  de  enlosar  las  aceras  de  las  calles,  impuesto  a  los  dueños  do 
los  respectivos  edificios,  es  una  contribución  de  las  que  pueden  estableoerse 
con  arreglo  al  inciso  citado.  Si  ella  es  gravosa  o  desproporciona!,  su  remedio 
no  está  en  el  artículo  72  de  la  Constitución,  sino  en  la  Asamblea  Lejislativa 
del  Estodo. 

<<  Por  tanto,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  se  declara  sin  lugar  la  suspensión  soli- 
citada. 

<<  Copia  de  esta  decisión  publíquese  en  el  Diario  Cficial^  i  envíese  al 
Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Cundinamarca.  I  remítase  el  espediente  al 
Senado  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  en  la  Secretaria  la  debida 
constancia.'^ 
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Diflcutido  que  faé  el  aaterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  unani- 
midad. 

I  como  no  habiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  presente 
aenerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  sefiores  Majis- 
trados,  con  el  infrascrito  Secretario. 

£1  Presidente,  Makuei.  W.  Cabvajal. — Juan  Agustín  Ubicobchba. — 

MA2!rU£L    EZBQUIEL    CORBALSS. — AnTONIO  DS  J.    Bbi. — J0S¿     M.   RÓJAB 

Gasbido. 

El  Secretario,  Rafael  E.  Santander.  ' 

Es  copia  conforme. 

Bogotá,  dos  de  octubre  de  mil  ochqpientos  setenta  i  cinco. 
£1  Secretario,  JRafael  M  Santander.  * 


INFOBMB  DB  LA  COMISIÓN  INSPBCTOBA. 

Ciudadanos   Senadores    Plenipotenciarios. 

Vuestra  comisión  encargada  de  examinar  el  espediente  relativo  a  la 

suspensión >del  artículo  365  del  Código  de  Policía  del  Estado  soberano  de 

Condinamarca,  sobre  que  en  las  ciudades  i  aldeas  se  enlosen  las  aceras  de 

las  cáIIeB,lo  ha  examinado  debidamente,  i,  como  consecuencia  de  sus  observa- 

cicoes,  00  informa : 

Que  la  honorable  Corte  Suprema,  procediendo  con  un  recto  juicio  i  de 
acuerdo  con  la  opinión  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union,  dictó  un 
acaerdo,  con  fecha  12  de  julio  último,  declarando  sin  lugar  la  petición  que 
sobre  la  suspensión  del  artículo  del  Código  citado  elevaron  varios  vecinos 
de  esta  ciudad,  por  razones  que  vuestra  comisiones  prohija  por  creerlas  tales ; 
i  qve  en  su  virtud  os  propone  la  siguiente 

bbsolucion: 

^*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercido  de  la  atribución  5.*,  artí- 
culo 51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válido  el  artículo  365  del  Códi- 
go de  policía  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  por  no  hallarle  eviden- 
temente contrario  a  ninguna  disposición  constitucional  ni  a  las  leyes  de  la 
Ubíod. 

"  Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese.'' 

(Sudadanos  Senadores. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados. 

Ssimo  Abbolbda. — ^Emujano  Rbstbbpo  £.r-NABciso  Cai>bna.-^ose  M. 

l^ABinna  P.--»Ra7asl  Rodbíguss» 

5 
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Marzo  20  de  Id^G.^'^-Se  ftdoptó  en  primer  debate  ift  anterior  resolaeion. 

,  Julio  JE  Pérez, 

Mwnso  22  dt  187d.-*-Se  adoptó  en  2.^  i  último  debate.  Saqúese  eépia 
del  informe  para  la  imprenta,  devuélvase  el  espediente,  oomnníqaese  i  and» 
tese. 

JvJLíq  K  Pérez. 


VII. 

NULIDAD  del  arüonlo  1.*  de  *Ia  lel  62  de    1874  del  Estado  da 
Oundinamaroa,  '^  sobre  Presupuesto  de  rentas  1  gastos.'^ 


VISTA  DBL  PBOCUBADOB  JENEBAL» 

SeUores  Majistrados. 

Guillormo  Pereira  solicita  la  suspensión  del  articulo  I.^  de  la  lei  d2,  so- 
bre Presupuesto  de  rentas  i  gastos,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del 
Estado  de  Cnndinamarca  en  23  de  noviembre  de  1874,  en  la  pai*te  referente 
al  pasaje  del  rio  Magdalena,  esto  es,  dol  inciso  que  reconoce  como  renta  del 
£dtado  el  producido  de  lo  que  se  cobra  por  pasaje  en  el  rio  Magdalena. 

Ya  en  el  año  de  1866  se  discutió  en  el  Senado  de  Plenipotenciarios  la 
anulación  do  las  leyes  de  Cundinamarca  i  el  Toiima  que  establecían  un  dere- 
cbo  por  el  pasi^e  del  rio  Magdalena  en  los  varios  puntos  por  donde  se  comu- 
nican los  dos  Estados  atravesando  el  rio. 

El  Senado  declaró  válidas  dicbas  leyes,  i  se  fundó  para  ello  en  que, 

.  conforme  al  inciso  6.^  del  artÍQulo  Vi  de  la  Constitución,  lo  que  correspondía 
al  Gobierno  jeneral  en  los  ríos  que,  como  el  Magdalena,  bañan  el  territorio , 
de  más  de  un  Estado,  es  el  arreglo  de  la  navegación  de  dichos  nos;  pero 
que  el  pasaje  de  una  orilla  a  la  otra,  atravesando  un  rio,  no  era  navegación 
en  el  sentido  empleado  en  dicho  inciso  6.^  I  ademas,  se  fundó  en  que,  co« 
brandóse  el  dereoho  de  pasaje  por  el  servido  que  se  prestaba  pasando  de 
una  orilla  a  la  otra  al  que  lo  pagaba,  no  era  tal  derecho  una  exacción  ineons- 
titucional. 

Ahora,  el  peticionario  cree  que  ese  derecho  de  pasaje  en  el  rio  Magda- 
lena es  contrario  a  los  artículos  2/,  3.^,  39  i  42  de  la  lei  de  10  de  junio  de 
1871  sobre  polida  de  los  puertos  maritimos  i  fluviales,  reprodueidos  es  el 
articulo  387  del  Código  Fiscal. 
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Basta  trascrilár  el.artfoalo  ^87  dlcl  Gédigo  Fiaoftl  i  el  inciso  5.°  del  artt- 
cak>  17  de  la  Oo&stitaoion,  para  ver  qae  la  dta  qae  hace  el  peticionario  no 
aírve  para  el  objeto  qtie  se  propone. 

"  Art.  387»  No  es  permitido  a  los  Estados,  ni  a  otra  entidad  política 
de  ia  UnioD,  el  réjimen  i  la  administración  de  las  costas  i  puertos  marítimos 
i  secos  en  la  frontera,  conforme  al  inciso  5.^,  artfcnlo  17  de  la  Constitución 
nadonaL  £n  consecuencia,  es  nula  la  imposición  de  contribuciones,  la  con- 
cesión de  privilejios  o  monopolios,  i  toda  lei,  decreto  n  ordenaza  que  emane 
de*  corporaciones  o  autoridades  distintas  de  las  de  la  Union,  en  cuanto  se 
refieran  al  uso  de  las  costas,  puertos  marítimos  i  secos  de  las  fronteras  de  la 
Repüblica." 

'^  Inciso  5.^  El  réjimen  i  la  administración  del  comercio  esterior,  dé 
cabotaje  i  costanero,  de  las  fortalezas,  puertos  marítimos,  fluviales  i  secos  en 
las  fronteras ;  arsenales,  diques  i  domas  establedmieatos  p&blicos  i  bienes 
pertenecientes  a  la  Union.'* 

Estas  disposiciones  no  dejan  al  Gobierno  jeneral,  respecto  de  los  puer- 
tos fluviales,  la  administración,  sino  cuando  dichos  puertos  están  en  las  fron- 
teras; i  aunque  es  cierto  que,  por  la  redacción  que  tienen  los  artículos  3.^  i 
42  de  la  lei  sobre  policía  marítima  ya  citada,  pudiera  entenderse  que  corres- 
ponde  id  Gobierno  do  la  Union  la  administración  de  los  puertos  de  los  rios 
que  bafian  el  territorio  de  más  de  un  Estado,  i  no  solamente  la  navegación 
fino  elnso  en  cualquier  manera  que  se  haga  de  dichos  rios,  tal  intoliejocia  no 
se  debe  tener  en  cuenta  para  suspender  leyes  de  los  Estados,  porque  el  ar- 
tículo 14  de  la  Constitución  no  permite  la  suspensión  sino  cuando  los  actos 
lejislativos  de  los  Estados  salgan  evidentemente  de  su  esiera  de  acción 
constitucional,  i  esa  esfera  no  es  la  que  las.  leyes  nacionales  tracen,  sino  la 
marcada  en  la  carta  fundamental  de  1863. 

Por  estas  consideraciones,  i  reproduciendo  los  fundamentos  de  la  reso- 
iacion  del  Senado  que  se  deja  citada,  el  infrascrito  es  de  concepto  que  no  se 
acceda  a  la  solicitud  sobre  suspensión  del  artículo  1.**  de  la  lei  62  del  Esta- 
do de  Cundinamarca,  espedida  en  noviembre  de  1874,  en  la  parte  que  trata 
del  paso  del  rio  Magdalena. 

Bogotá,  julio  29  de  1875. 
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ACÜBBDO  D£  tA  CORTÉ  BVPÍOaíÁ. 


£l  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Saprenüa  federal,  certifica :  que  etí 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal^  de  la  pájisa  ciento  sesenta  i 
una  a  la  ciento  setenta,  hai  uno  que  a  la  letra  «s  cotnc  sigue : 

En  Bogotá,  a  diez  i  seis  do  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acúferdo,  con  asistencia  del 
seuor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Üarvajaf,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  tJricoechea,  Manuel  £zequiel  Corrales, 
Rafael  Martínez  íl.  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

Se  tomó  en  consideración  el  memorial  suscrito  poi^  el  señor  Gtiillerma 
Pereira,  en  que  pide  que  la  Corte  suspenda  la  ejecución  del  artículo  1."  de 
la  lei  62,  de  23  de  noviembre  do  1874,  espedida  por  la  Asamblea  del  £stado 
soberano  de  Cundiñamarca ;  i  el  señor  Majistrado  doctor  Martínez  R,  a 
quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de 
resolución,  al  que  se  le  dio  lectura  por  el  infrascrito  Secretario: 

<'  Vistos  :-6uillermo  Pereira  ha  solicitado  de  este  supremo  Tribunal  Ids 
suspensión  de  una  parte  del  artículo  1.^  de  la  lei  62  de  veintitrés  de  noviem- 
bre del  año  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro^  espedida  por  la  Asamblea 
Lejislativa  del  Estado  Soberano  de  Cuñdinamarea^  sobre  Presupuesto  de 
rentas,  referente  al  pasaje  del  rio  Magdalena. 

"  El  solicitante  funda  su  redamo  en  lo  siguiente  v 

*'  La  contribución  llamada  de  pasaje,  impuesta  sobreí  dicbo  rio,  es  muí 
antigua  i  fuó  renta  nacional  hastti  1850,  pasando  a  serlo  de  las  provincias 
que  componían  la  República  basta  1857,  en  que  se  crearon  los  Estados.  £1 
do  Cundinamarca  la  incorporó  entre  sus  impuestos  por  loa  artículos  131  i 
182  del  Código  Fiscal ;  pero  ñi  en  estos  artículos,  ni  en  ninguna  otra  dispo- 
sición, se  hace  mención  especial  de  los  rios,  pues  siempre  se  habla  en  jeneral. 
Por  esta  razón  no  se  pide  ahora,  como  debiera  hacerse,  la  nulidad  de  algu. 
na  de  ellas,  sino  de  la  citada  de  Presupuestos,  en  que  si  se  nombra  el  rio 
Magdalena. 

^  Tales  disposiciones^  tanto  sustantivas  eomo  adjetivasi  son  contrarias  a 
los  artículos  2.^,  3.^  39  i  42  de  la  lei  de  10 'de  junio  de  1871  sobre  policía  de 
los  puertos  marítimos  i  fluviales,  reproducidos  en  el  ZB1  del  Código  Fiscal  i 
mandados  observar  por  los  2.®  i  8.*  de  la  lei  3¿  de  19  de  mayo  del  presente 
año. 

<  Para  convencernos  de  esto,  basta  copiar  a  la  letra  el  artículo  3.^  de  la 
citada  lei  de  10  de  junio,  vijente,  por  estar  virtnalfflente  inoorporado  en  el 
respectivo  Código,  conforme  al  articulo  Q.^  precitado.  Dice  éú  ? 
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(  Artfonlo  3.^  No  es  permitido  a  los  Estados  ni  a  otra  entidad  política 
4  qae  no  sea  la  Union,  el  réjimen  i  administración  de  las  costas  i  puercos 
(  marítimoS}  flnviales  i  secos  en  la  frontera  i  en  los  ríos  que  bafien  el  terríto- 
I  río  de  más  de  nn  Estado,  conforme  a  ios  incisos  5.^  i  6.^  del  artículo  17  de 
^  la  Constitución  naeionaL 

^  En  consecuencia,  es  nula  la  imposición  de  contribuciones,  la  concesión 
I  de  príTÜejios  o  monopoHos,  i  toda  lei,  decreto  u  ordenanza  que  emane  de 
^  corporaciones  o  autoridades  distintas  de  las  de  la  Union.,  en  cuanto  se  re- 
g  fieran  al  uso  de  las  coetae,  puertos  marítimos,  fluviales  i  secos,  a  la  navega* 
I  don  de  los  ríos  qué  bañen  mas  de  un  Estado,  o  que  pasen  al  territorio  de 
^  una  nadon  limítrofe.  1^ 

<  I  como  el  derecho  de  pasaje  en  él  rio  Magdalena  se  hace  hoi  por  re- 
mate, constituyendo  nn  privilejio  o  monopolio  para  el  uso  de  los  puertos  en 
donde  está  establecido,  es  evidente  que  contraría  la  disposición  anterior. 

,  <  El  antagonismo  de  la  lei  de  Cundinamarca  con  las  nacionales  es  tan 
palpable,  que  seria  ofender  vuestra  intelijencla  entrar  en  eeplicacioncs,  mas 
o  menos  largas,  sobre  el  partipular.^ 

^<  £1  Procurador  jeneral  se  espresa  ea  los  términos  siguientes : 
'Ta  ca  el  año  de  1866  se  discutió  en  el  Senado  de  Plenipotenciarios  la 
anu\ac\on  de  las  leyes  de  Cundinamarca  i  el  Tolima  que  establocian  un  de- 
recho por  el  pasaje  del  rio  Magdalena  en  los  varios  puntos  por  donde  se  co- 
inonican  los  dos  Estados  atravesando  el  rio. 

<  El  Sonado  declaró  válidas  dichas  leyes,  i  se  fundó  para  ello  en  que, 
conforme  ai  inciso  6.^  del  artículo  17  de  la  Constitución,  lo  que  correspondía 
al  Gobierno  jeneral  en  los  rios  que,  como  el  Magdalena,  bañan  el  territorio 
de  mas  de  un  Estado,  es  el  arreglo  de  la  navegación  de  dichos  rios  ;  pero 
que  el  pasaje  de  una  orilla  a  la  otra  atravesando  un  rio,  no  era  navegación  en 
el  sentido  empleado  en  dicho  inciso  6.^  I  ademas  se  fundó  en  que,  cobrándo- 
se el  derecho  de  pasaje  por  el  servicio  que  se  prestaba  pasando  de  una  orilla 
a  la  otra  al  que  lo  pagaba,  no  era  tal  derecho  una  exacción  inconstitucional. 

<  Ahora,  el  peticionario  cree  que  ese  derecho  de  pasaje  en  el  rio  Mag- 
dalena es  contrario  a  los  artículos  2,<>  3,^  39  i  42  de  la  lei  de  10  de  junio  de 
1871,  sobre  policía  de  los  puertos  marítimos  i  fluviales,  reprodueidos  en  el 
artículo  387  del  Código  Fiscal. 

<  Basta  trascribir  el  artfcolo  987  del  Código  Fiscal,  f  el  inciso  5,^  del  ar- 
tículo 17  de  la  Constitución,  para  ver  que  la  cita  que  hace  el  peticionario  no 
sirve  para  el  objeto  que  se  propone. 

([  Articulo  887.  No  es  permitido  a  los  Estados  ni  a  otra  entidad  peliti- 
esa 4e  la  IJnioni  el  réfimea  i  la  admiuistradon  de  las  oostafi  i  puertos  maríti- 


^ 
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moB  i  Secos  en  la  frontera»  oonfonne  al  inciao  5.«  artloulo  17  de  te  ConstitO' 
cion  nadonal.  En  conseoneDcia,  e»  nda  la  imposidoo  de  eontribuciones,  la 
eODceaion  de  privilejios  o  moDopoUoS|  i  toda  leí,  decreto  n  ordenanza  que 
emane  de  corporadonea  o  antoridades  distintas  de  las  de  la  TTnion,  en  cuan* 
to  se  refieran  al  uso  de  las  costasi  puertos  marftiinos  i  secos  de  las  fronteras 
de  la  República.  D 

^  Inciso  5.^  El  réjimen  i  la  administración  del  comercio  eaterior,  de  ca- 
botaje i  costanero,  de  las  fortalezas,  puertos  marítimos,  fluviales  i  secos  en 
las  fronteras ;  arsenales,  diques  i  demás  establecimientos  públicos  i  bienes 
pertenecientes  a  la  Union.  P 

^Edtas  disposiciones  no  dejan  al  Gobierno  jeneral,  respecto  de  ios  pner- 
tos  fluviales,  la  administración,  sino  cuando  dichos  puertos  están  en  las  fron- 
teras; i  aunque  es  cierto  que,  por  la  redacción  que  tienen  los  artículos  3.<»i42 
de  la  lei  sobre  policía  marítima  ya  citada,  pudiera  entenderse  que  correspon- 
de al  Gobierno  de  la  Union  la  administración  de  los  puertos  de  los  riofi  qne 
bañan  el  territorio  de  más  de  un  Estado,  i  no  solamente  la  navegación  sino 
el  uso,  ep  cualquier  manera  que  se  baga,  de  dichos  ríos,  tal  intelijencia  no  se 
debe  tener  en  cuenta  para  suspender  leyes  de  los  Estadps,  porque  el  Bñícnío 
14  de  la  Constitución  no  permite  la  suspensión  sino  cuando  los  aótos  le)lsl&tí- 
vos  de  los  Estados  salgan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitacional, 
i  esa  esfera  no  es  la  que  las  leyes  nacionales  tracen,  sino  la  marcada  en  la  car- 
ta fundamental  de  1863. 

<  Por  estas  consideraciones,  i  reproduciendo  los  fundamentos  de  la  reso- 
lución del  Senado  qne  se  deja  citada,  el  infrascrito  es  de  concepto  que  no  se 
acceda  a  la  solicitud  sobre  suspensión  del  artículo  1.^  de  la  lei  62  del  Estado 
de  Cundinamarca,  espedida  en  noviembre  de  1874,  en  la  parte  que  trata  del 
paso  del  rio  Magdalena/ 

'<  La  parte  final  de  la  exposición  anterior  no  es  aceptable  por  la  Corte, 
porque  el  artículo  72  de  la  Constitución  es  espreso  en  cuanto  atribuye  a  la 
Corte  el  poder  de  suspender  '  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados  en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  de  la  ünionJ* 
I  la  esfera  de  acción  constitucional  de  qué  habla  el  artículo  14,  i  para  el  efec- 
to de  suspenderse  i  anularse  las  leyes  de  los  Estados,  es  referente  al  artículo  ^ 
72  citado. 

'^  Por  lo  demás,  dicha  esposicion  está  de  acuerdo  con  los  ínndameotos 
que  sirvieron  de  apoyo  ai  Senado  de  Plenipotendarios  para  no  anular  ona  leí 
que  trataba  sobre  el  mismo  asunto,  en  el  año  de  1866,  como  se  ve  en  el       ¿ 
Diario  Oficiad  número  664,  correspondiente  al  dia  13  de  janio  de  aqnel  año, 
cuya  parte  sustancial  es  como  sigue :  t 
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<  Pasa,  pov  tanto^  imeíitra  Comisión  a  eq»oneT08  en  resfimen  las  razo* 
iqae  ae  hicieron  valer  en  ia  disouBion  i  qao  dedái^ron  al  Senado  a  no  ana* 
kr  el  oapf  lulo  11  de  la  lei  de  Antioqaia  que  declaró  no  ser  libres  los  pasos 
ift  los  rica  que  oortaa  los  caminos^  organizando  su  remate  por  cnenta  del 
OoUemo  del  Sstado. 

<£1  articulo  S,^  de  la  Constitución:  ^  En  obsequio  de. . , .  i  de  las  reía» 
f  dones  pacificas  entre  los  Estados,  éstos  se  comprotneten .  • .  d.<>  a  no  res- 
|trinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación  de  los  rios  i  demás 
I  aguas  aavegablos  que  no  hayan  exijido  canalización  artificial.  • . .  I^ 

^  Basta  la  simple  lectora  de  esta  disposición  para  comprender  qae  las 
restricdones  de  que  habla  son  las  qae  embarazan  la  navegación  de  un  rio 
que  pone  en  comunicación  dos  o  más  Estados,  ya  sea  imponiendo  contribu-^ 
dones  a  los  buques  que  suban  o  bajen,  ya  construyendo  puentes  u  otras  obras 
que  hagan  imposible  el  paso  de  las  embarcaciones.  Si  por  un  £aivor  de  la 
Providencia  fuese  el  Canoa  navegable  desde  Popayan  hasta  Tacaloa,  no  po- 
dría imponer  el  Estado  de  Antloquia  contribuciones  a  los  buques  del  Cauca, 
de  Bolívar  i  del  Magdalena  que  pasasen  por  sa  territorio,  así  como  le  estaría 
prohibido  construir  puentes  tan  bajos  que  no  dejasen  el  suficiente  espacio  para 
el  fikíl  paso  de  las  embarcaciones. 

^I  til  disposición  es  eminentemente  jnsta  i  conveniente.  Los  rios  son  ca- 
minos qae  pertenecen  a  todos  los  Estados  i  que  deben  ser  completamente 
fraocoe,  sía  qae  haya  autoridad  qae  pueda  imponer  ninguna  clase  de  contri- 
bodón,  porque  tampoco  presta  ninguna  «clase  de  servido,  que  tal  no  puede 
Uámarse  el  hecho  de  que  una  corriente  de  agua  pase  por  su  territorio.  Si  el 
río  ee  coman  i  gratuito,  gratuito  i  común  debe  ser  el  uso  inocente  que  de  61 
se  haga.  De  otro  modo,  cualquiera  de  los  Estados  podría  impedir  que  los 
boqaes  de  los  otros  pasasen  por  su   territorio,  pretensión  que  no  es  admisi 
hle  aiaon  entre  naciones  independientes,  entre  las  cuales  es  principio  admi- 
tido desde  la  mas  remota  antigüedad  :   üsus  aquarum  communis. 

^  ¿Deberá  estenderse  la  prohibición  del  inciso  3.^,  artículo  8.^  al  paso  de 
anaríbera  a  otra  en  el  terrítorio  de  un  Estado?  ¿Se  paede  llamar  contribudon 
la  pequeña  cuota  (  o  centavos  )  que  se  exije  al  transeúnte  por  el  servicio  que 
se  le  presta  ?  ¿  Cambia  la  naturaleza  de  la  restricción^  en  caso  de  haberla,  la 
circDostancia  de  que  la  remuneración  del  servicio  sea  pedida  por  el  empleado 
del  Gobierno  o  por  an  particular  ? 

^  Snpueato  que  el  dmple  paso  de  un  lado  a  otro  de  un  rio,  no  opone  ni 
paede  oponer  obstáculo  alguno  material  a  la  navegadon,  no  se  concibe  que 
pueda  estar  comprendido  en  la  prohibidon  que  tuvo  por  objeto  mantener 
hi  reladones  pacíficas  entre  los  Estados.  ¿  En  qué  puede  afectar  a  los  de 


—  72—  ¡ 

Caaoa  i  del  Magd^ent  qna  los  babilautea  de  AntioqOU  orae«n  el  Caaoa  en 
ODSDloB  pantos  qnieraii,  i  son  qao  ooQBtrnyan  caantos  pnentea  tengan  a  bien  í- 
Se  impide  con  eeto  la  libre  navegatúon  del  río  ?  En  Popayaa,  Bobre  el  Canoa,  , 
«xiete  el  mas  hermoso  paeote  de  la  Repúblioa,  í  nadie  ha  díoho  hasta  boi 
que  embaraza  la  navegación,  ni  que  está  en  pié  oon  infracción  del  iacUo  8.', 
artícalo  8.°  de  la  Constitacion. 

'  Mas  00  será  el  hecho  de  pasar  de  ana  a  otra  márjea    el    que  viola  la 
disposidon  diada,  údo  la  remnneraoioo  que  se  exije. 

'  Aparte  de  qae  tal  remnaeraeion  no  aíeota  en  nada  a  loa  otros  Eatadoi, 
ni  a  las  rdaciones  pacíScas  qne  entre  ellos  debe  haber,  es  indndable  que  en 
d  paeo  de  los  rios  no  se  cobra  contribncioa  alguna.  Cóbrase  únicamente  el     i 
precio  del  servido  que  prestan  tonto  los  barqueros  como  la  barca,  del  mismo     | 
modo  que  se  cobra  e!  precio  de  nna  caballería  o  de  cualquiera  otra  oosa  qae     I 
se  pono  al  servicio  del  viajero.  ¿Se  pretende  acaso  que  en  tos  pantos  en  que     I 
un  rio  corte  el  camino  haya  oonstantemente  hombrea  i  baroas  i  aparatos  psr* 
pasar  gratuitamente  a  caantos  se  presenten  ?  Entre  nosotros,  como  en  toio 
el  mundo  habitado,  quien  pide  nn  servido  lo  psga,  i  en  niogona  paita  toos 
el  nombre  de  contribución  tal  pago. 

'  I  el  precio  que  se  exije  por  el  servicio  que  se  presta  en  el  paso  de  loi 
ños,  ademas  de  ser  sumamente  módico,  sirve  para  facilitar  las  comueieado- 
nes  i  para  que  no  sea  estordonado  el  viajero.  E!  derecho  de  cobrar  udb  pe- 
queQa  suma  por  su  trabajo,  impone  al  empresarío  el  deber  de  coustrdr  una 
casa  i  de  contratar  hombres  iotelijentes  en  suofido,  que  reddan  siempre  ea 
donde  son  necesarios.  Si  cesaran  los  contratos  de  i-emates  de  los  pasos,  que- 
darían desiertos  éstos,  i  el  viajero  se  vería  obligado  a  detenerse  ¡ndefillid^ 
mente  delante  de  un  río,  o  a  erogar  lo  que  se  le  pidiese  por  pasarlo,  siempre 
con  riesgo,  al  monos  de  sus  intereses  i  aun  de  su  vida. 

'  Estos  no  son  vanos  temores :  la  espcricecia,  en  una  ¿poca  rédente, 
probó  que  la  absoluta  libertad  eo  loa  pasos  de  loa  rios,  hacia  pooo  méoos  que 
im[X>sible  la  comunicación  entre  pueblos  separados  por  una  oorriente  pro-       I 
funda  de  agua,  i  la  Constitución  nacional  no  ha  podido  querer  que  vuelva  la      j 

: unicadon,  i  que  renazcan  las  iasuperabJes  diñoultades.  ! 

Mas  supóngase,  en  gracia  da  la  díacudon,  qne  los  ciuco  centavos  que 
¡en  en  los  pasos  de  los  rios,  do  son  dmplemente  una  remuneradoa  del 
lo  prestado,  sino  nna  verdadera  contríbocion,  t  que,  como  tal,  esd 
endida  en  la  prohibición  constitudonal.  ¿  Qué  ae  hará  para  pasar  los 
Si  el  Gobierno  del  Estado  no  se  encarga  de  poner  personas  aptas  qne 
a  los  pasajeros,  lo  harán  los  dndadanoa,  o  se  interrumpirá  compléta- 
la «omuaieadon.  Mas  los  ciudadanos  cobratíÍB  lo  que  a  bien  tengea 
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pora  trabajo,  i  el  viajero  habrá  de  pagarlo,  sopeña  de  no  pasar  nunca  a  la 
<ín3t  opuesta.  Pero  ai  se  oobra  i  se  paga,  habrá  oontribocion,  i  se  iofrinjirá 
etíocíso  5.<>  del  artíeolo  8.^  de  la  Gonstitaoioo,  i  se  restriiyirá  la  libre  nave« 
¿aeion  de  los  rios,  debiendo  evitarse  tal  abuso  i  ordeuarse  que  el  paso  sea 
gratuito.  Mas  como  esto  es  imposible,  se  convertirán  los  rios  en  murallas, 
qae  es  oonstitudonalmente  imposible  pasar. 

<  Conforme  al  inciso  6.0,  artículo  17  de  la  Constitución,  los  Estados  se 
flometen  a  la  autoridad  del  Gobierno  jeneral  en  los  negodos  siguientes : . . . . 
6.  £1  arreglo  de  las  vias  interoceánicas  que  existan  o  que  se  abran  en  el 
territorio  de  la  Uniou,  i  la  navegación  de  los  tíos  qne  bañan  el  territorio  de 
mas  de  un  Estado,  o  que  pasan  al  de  una  nación  limftrofe.l^ 

^Corresponde  i  debe  corresponder  al  Gobierno  jeneral  el  arreglo  de  la 
navegación  de  los  rios  que  ponen  en  comunicación  a  los  Estados,  porque  no 
podía  dejarse  a  éstos  la  fitcultad  de  hacerse  esclusiva  la  navegación  con  pre- 
ieeto  de  arreglarla. 

'Claramente  se  ve  que,  en  el  inciso  dtado,  la  palabra  navegación  está 
tomada  en  su  sentido  propio,  esto  es,  'Ma  acción  de  navegar  o  el  viaje  que  se 
hace  con  la  nave  ; "  i  qne,  por  tanto,  no  se  habló  del  simple  hecho  de  flotar 
unabarcaoun  cuerpo  cualquiera,  para  pasar  de  una  márjen  a  otra.  Si  así  no 
faeía^íotülea  serian  las  palabras. . . .  ^  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un 
Estado,  J  pues  las  riberas  del  Cauca,  en  Antioqnia,  por  ejemplo,  ninguna  re- 
laáon  tienen  con  otros  Estados. 

^TsD  claro  aparece  el  sentido  de  las  disposiciones  constitucionales,  que 
todos  los  Estados  las  han  entendido  de  la  misma  manera.  En  Cnudinamar-. 
ca,  Caoca,  Tolima,  Ssc^  se  han  establecido  barcas  para  el  paso  de  los  rios  i 
seha rematado  el  derecho  de  exijir  una  peqneña  remuneración.  Anulándose 
la  lei  de  Antioqnia,  quedarían  anuladas  las  semejantes  de  los  otros  Estados, 
i)  sin  dada  alguna,  una  reclamación  unánime  se  haría  oir  en  el  recinto  del 
Senado. 

'Ni  se  diga  que  con  el  remate  de  los  pasos  se  ooncede  privilejio  ata- 
ciodose  la  libertad  de  industria  que  garantiza  el  inciso  9.%  articulo  15  de  la 
Constiludon,  pues  en  la  parte  final  del  mismo  iodso  se  esceptúa  la  industria 
que  ia  Union  i  los  Estados  se  reserven  como  arbitrio  rentístico,  i  como  tal 
86  ha  reservado  el  Estado  de  Antioqnia  el  paso  de  los  ríos.' 

"  'Esta  determinación  del  Senado  fue  espedida  antes  de  promulgarse  la 
leí  de  10  de  Junio  de  1871,  sobre  policía  de  los  puertos  marítimos  i  fluviales, 
lae  se  halla  reproducida  en  el  artíoalo  387  del  Código  Fiscal ;  pero  la  doc- 
trina constitucional  no  fué  alterada  por  dicha  lei,  porque  ella  so  refiere  a  los 
iaósos  5.^^  i  6.«  del  artículo  17  de  la  Constitución. 
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<(  la.  prohibieion  qad  se  hace  &a  él  articulo  de  la  lei  qaa  9e  cita,  so  re- 
fiere a  la  oayegaoioD  qoe  ae  haoe  on  los  ríos  que  bañan  mas  de  an  Estado  o 
que  pasaa  a  oaanaeioo  limítrofe,  i  d6  al  paso  qae  de  una  ribera  a  otra  se  ba- 
ga en  dichos  ríos,  porqne  esta  operación  no  debe  entenderse  como  navegadon 
de  los  ríos,  según  lo  ha  resuelto  este  supremo  Tribunal  i  el  Senado  de  Fleoi- 
potenciarios  en  asuntos  análogos. 

<<  Halla  la  Corte  que  la  Constitución  nacional  quiso  prevenir  las  dificul- 
tades que  los  Gobiemps  seocionales  pudieran  presentar  para  la  navegación  de 
los  ríos  comunes  a  varios  Estados,  i  asumió  la  facultad  de  administrar  i  rejimeo- 
tarla  navegaron  de  esos  ríos;  pero  en  esta  facultad  no  ho  comprende  ni  debia 
comprenderse  la  prohibición  de  los. Estados  para  establecer  oontribnciooes 
respecto  del  paso  de  dichos  rios,  ya  cuando  éstos  surcan  su  territorio,  o  p 
cuando  sirven  de  Kmite  con  otros ;  porqne  con  esto  no  se  impide  ni  embara- 
sa  la  navegación,  punto  objetivo  de  la  disposición  constituoional. 

*'  Por  lo  espuesto,  i  de  acuerdo  con  lo  solicitado  por  el  señor  Proonrador 
jeneral,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Coiom- 
'bia  i  por  aatoridad  de  la  lei,  se  declara  que  no  es  el  caso  de  suspender  nna 
parte  del  articulo  1,^  de  la  lei  de  23  de  noviembre  de  1874,  sobre  Fresüpues- 
tes  de  Rentas  i  Gastos,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  60- 
berano  de  Qundinamarca.  Envíese  copia  de  esta  decisión  al  señor  Goberna- 
dor de  dicho  Estado ;  publíquese  en  el  Diario  Oficial^  i  remítase  el  espe- 
diente orijinal  al  Senado  de  Plenipotenciaríos  para  los  efectos  legales." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  unani- 
midad. 

I  como  no  hubiera  otro  asnnto  de  qn6  ocuparse,  se  concluyó  el  presente 
acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores  M^ijis* 
tradoí^,  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Manuel  W.  Carvajal — Juan  Agustín  ümcoECHBA. 

Manuel  Ezequil  Cóbrales. — Rafael  Martínez  R. — José   M.  Rojas 

Garrido. 

El  Secretario,  Rafael  E,  Santander. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  quince  de  octubre  de  mil  ochocientos  86' 

tenta  i  cinco. 

El  Secertario  Rafael  K  Santxmkr. 


-  T5  --- 


INFOBMS  BB  LA  COMISIÓN  I278PSCTOBÁ. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Asamblea  Leijalativa  de  Cundioamarca,  en  el  aTlfonlo  l.^desnlei 
13  de  2S  de  noviembre  de  1874,  inclayó  en  el  cómputo  de  sus  rentas  la  de 
pasajes  del  rio  Magdalena,  que  cobra  en  diferentes  pasos  del  espresado  río, 
ea  Yirtad  de  hq  monopolio  de  tiempo  atrás  establecido  oficialmente.  El  se- 
mt  Gatllermo  Pereira  pidió  a  la  Suprema  Corte  suspendiese  aquella  dispo- 
ÁdoQ,  por  considerarla  comprendida  en  el  articulo  14,  como  evidentemente 
violatoria  del  inciso  6,<*  artículo  17  do  la  misma,  por  el  cual  los  nueve  Esta- 
dos de  Colombia  sometieron  a  la  sola  autoridad  del  Gobierno  jeneral  la  na- 
vegación de  los  ríos  que,  como  el  Magdalena,  bañan  el  territorio  de  más  de 
un  Xstado.  En  apoyo  de  su  solicitud,  citó  el  sefíor  Pereira  el  artículo  3.^  de 
la  lei  84,  fecha  10  de  junio  de  1871,  reproducido  por  el  387  del  Código  Fis- 
cal, cuyo  artículo  reglamentando  el  inciso  6.^,  artículo  17  arriba  citado,  dice: 
2  &  nula  la  imposición  de  contriJniciones^  la  concesión  do  privilejios  o  mo- 
ina/pdUm^iioda  lei^  decreto  u  ordenanza  que  emane  de  corporaciones  o 
^auiondadea  distintas  de  las  de  la  Union,  en  cuanto  se  refieran  al  uso  de 
^las  costar,  puertos  marítimos,  .fluviales  o  secos,  i  a  la  navegación  de  los 
f  ríos  fue  bañen  mas  de  un  Jetado  o  que  pasen  al  territorio  de  una  nación 
^  líinftrofe.  > 

Laiotelijeccia  de  estas  disposiciones  es  obvia:  su  sentido  literal  no 
deja  lagar  a  interpretaciones.  Los  ríos  que  bañan  mas  de  un  Estado  no  per- 
teneeeo  en  todo  ni  en  parte  a  los  Estados  ribereños,  sino  a  la  Union,  i  es 
únicamente  la  autoridad  nacional  quien  puede  organizar  i  reglamentar  su 
navegación,  imponer  sobre  ella  derechos  de  peaje  o  pasaje,  i  conceder  privi- 
iejios  para  fomentar  en  ellos  el  tráfico  mercantil. 

La  Suprema  Corte  declaró,  por  acuerdo  de  16  de  agosto  del  año  próxi- 
mo pasado,  ser  exequible  la  disposición  denunciada ;  i  los  fundamentos  do 
este  acuerdo  se  resumen  en  Isa  tres  consideraciones  siguientes : 

1.*  Que  el  Senado  en  1866  se  denegó  a  anular  una  disposición  seme- 
jante del  Estado  de  Antioqnia  \ 

2.*  Que  por  el  artículo  8.%  inciso  3.^  de  la  Constitución,  los  Estados  se 
comprometieron  a  no  restrinjir  con  impuestos  ni  de  otro  modo  la  navegación 
de  los  rios  i  demás  aguas  navegables  que  no  hayan  exijldo  canalización  espe- 
óal,  lo  cuaf,  en  concepto  de  la  Corte,  se  refiere  a  los  rios  que  bañan  mas 
de  i|Q  Estado,  i  nó  a  los  que  nacen  i  mueren  en  su  territorio,  i  por  lo  mismo 
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reeonoce  en  los  Estados  la  fEtooltad  de  establecer  impaestos  de  pasaje  so« 
bre  ríos  como  el  Magdalena  ;  i 

3/  Que  es  conveniente  dejar  a  los  Estados  facoltades  i  medios  de  faci- 
litar el  paso  de  los  ríos,  en  provecho  del  comercio  i  movimiento  interior  de 

la  República. 

Toca  ahora  al  Senado  confirmar  o  revocar  el  acuerdo  de  la  Saprema 
Corte  i  a  vuestra  comisión  proponeros  la  resolución  que  estime  justa.  Para 
esto  considera,  en  prímer  lugar,  que  aunque  el  precedente  sentado  por  el  Se- 
nado en  1866  sea  digno  de  atención  i  respeto,  el  mismo  Senado  ha  resuelto 
ya  varias  cuestiones  mui  importantes  en  sentido  contrario  a  sus  resolacáones 
anteriores,  aceptando  la  doctrina;  espuesta  en  las  discusiones,  de  que  el  pre- 
cedente no  es  razón  que  deba  alegarse,  sino  la  razón  del  precedente. 

En  segundo  lagar,  que  lo  dispuesto  en  el  artículo  8.°,  inciso  3.^  de  la 
Constitución,  lejos  de  argüir  en  favor  de  la  opinión  de  la  Suprema  Corte, 
arguye  contra  ella ;  pues  si  los  Estados  han  renunciado,  en  obsequio  de  sus 
relaciones  pacíficas  i  de  la  marcha  espediía  de  la  Union,  hasta  el  derecho  de 
gravar  con  impuestos  los  ríos  i  demás  aguas  navegables  de  su  esclusiva  per* 
tenencia  (  pues  a  éstas  i  nó  a  otras  se  refiere  evidentemente  dicho  indao  ), 
con  mayor  razón  les  está  prohibido  establecer  contribuciones  sobre  ríos  i 
aguas  que  no  son  de  su  propiedad  i  que  sola  i  esclusivamente  pertenecen  a 
ia  Nación. 

En  tercer  lugar,  que  las  razones  de  conveniencia  que  aduce  como  fun> 
damento  de  su  acuerdo  la  Suprema  Corte,  pueden  ser  mui  buenas  para  una 
de  dos  cosas :  o  para  pedir  una  reforma  de  la  Constitución,  o  para  proponer 
una  leí  por  la  cual  se  encargue  a  los  Estados  reglamentar  en  nombre  del  6o> 
bierno  jeneral  el  pasaje  de  los  rios  navegables  que  pertenecen  a  la  Union,  i 
se  les  permita  exijir  algunos  derechos  sobre  dichos  pasajes ;  pero  ellas  en 
ningún  caso  autorizan  para  dar  al  artículo  constitucional  otra  intelijencia  que 
la  que  claramente  espresan  sus  palabras.  Decir,  como  en  el  acuerdo  se  sos- 
tiene, que  el  lejislador,  al  hablar  de  navegación  de  rios,  quiso  referirse  solo  a 
la  que  se  hace  a  lo  largo  de  éstos  i  nó  a  la  que  se  hace  a  lo  ancho,  es  ooorrír 
a  una  distinción  inadmisible,  i  contrariar  el  principio  de  que  donde  la  leí  no 
distingue  no  se  debo  distinguir. 

Nada  interesa  tanto  a  la  República  como  el  que  las  instituciones  se 
cumplan  tales  cuales  ellas  son,  para  que  la  esperíencia  indique  las  reformas 
convenientes.  El  interpretarlas  violentando  su  sentido,  aunque  esto  se  haga 
con  las  mejores  intenciones,  es  desnaturalizarlas  i  desviar  el  curso  natural  de 
la  opinión.  En  el  presente  caso  es,  ademas,  completamente  inYiecesario  el 
forzar  la  intelijencia  del  inciso  3.^,  artículo  8.^  i  del  inciso  6.**,  artículo  17, 
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^vqoe  por  medio  do  nna  lei  Gilmente  se  remediaria  el  mal  qoe  puede  st2« 
£rir  el  trafico  i  movimiento  interior  por  la  dificultad  que  en  nuestro»  desier-' 
tos  Je  opongan  los  ríos  navegablea  que  pertenezcan  a  la  Union* 

Por  todo  lo  espneato,  vuestra  comisión  os  propone  : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulo  el  artículo  1.^  de  la  leí  62 
de  1874  (  feoha  23  de  noviembre  ),  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del 
Estado  soberano  de  Cnodinamarca,  en  cuanto  comprende  como  parte  de  sus 
icqUs  los  derechos  de  pasaje  que  cobra  en  el  rio  Magdalena ;  por  ser  esto 
evidadtemente  contrario  al  inciso  6.^»  articulo  17  de  la  Constitución,  i  alinci- 
10  3.%  articulo  8.**  de  la  misma.  Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese* 

Bogotíy  marzo  24  de  1876« 

Ciudadanos  Senadores. 

Sebjto  Abbobsda. — Emiliano  Restbepo  E.-^Nasciso  Cadena. — Jo- 
sé U.  Mabtínsz  P. — Rafael  Rodríguez. 

Secretaría  del  Senado.-^^l  de  marzo  de  1876. 

Aprobado  en  primer  debate ;  pasó  a  segundo. 

El  Secretario,  J,  M.  Quijano  Otero. 

Secretaría  del  Senado — 28  de  marzo  de  187G, 

Se  aprobó  en  segundo  i  último  debate. — Comuniqúese,  saqúese  copia 
def  informe  para  la  imprenta,  devuélvase  el  espediente  i  anótese. 

El  Secretario  auxiliar,  Julio  E,  Pérez, 


VIII. 


VuUdád  dfi  los  articulos  24, 33»  51,  52,  53 1 56  de  la  lei  20  de  1873  del 
Estado  de  Bolívar,  **  de  impuesto,  sobre  la  Renta." 


nSTA  DEL  PBOOUBADOB  JBNSBAL. 

Beñores  Majistrados. 

Antonio  J.  Tono»  vecino  del  Estado  de  Bolívar»  solicita  la  suspensión 
ielos  artículos  24»  83»  51»  52»  53  i  56  de  la  lei  20  espedida  por  la  Asamblea 
de  aquel  Estado  en  25  de  noviembre  de  1873,  que  trata  del  impuesto  sobre 
lirentSé 


o      » 


1. 1. 


Por  el  airticalo  24  se  dispone  qae  los  qoo  no  se  hayan  presentado  a  ds« 
clarar  su  renta,  no  tienen  derecho  a  reclamar  eb  ese  afio  contra  el  cómputo 
que  de  ella  haya  hecho  la  junta.  Este  artfcnlo  no  lo  juaga  el  infrascrito  m- 
constitucional,  porque  teniendo  el  lejialador  iaoultad  amplia  para  determioar 
la  manera  de  fifar  la  cuantía  del  impuesto,  pudo  no  solamente  establecert 
como  medio  coercitivo  para  la  declaratoria  de  la  renta,  el  consignado  en  el 
articulo  24,  sino  también  disponer  que  en  ningún  caso  se  pudiera  redamar 
contra  el  cómputo  que  hubieran  hecho  las  juntas. 

Por  el  articulo  33  se  ordena  que,  para  que  sea  admitido  un  reclamo 
contra  el  cómputo  de  la  renta,  es  preciso  que  comprueben  haber  pagado  el 
impuesto  hasta  la  fecha  del  reclamo»  £s  decir,  se  otorga  un  derecho,  pero  se 
^e  pone  por  condición,  para  ejecutarlo,  el  pago  del  impuesto. 

Por  el  artículo  51  se  dispone  que  el  Tribunal  i  loa  Juzgados  de  los  & 
lados  no  oigan  en  juicio,  ni  presten  sus  ofidos  a  los  deudores  del  impuesto; 
es  decir,  que  la  administración  de  justicia  tiene  por  condición  el  pago  del 
impuesto. 

Por  el  artículo  52  se  manda  a  los  Notarios  i  Rejistradorea  qoe  no 
presten  su  oñcio  a  los  deudores  del  impuesto.  De  suerte  qua  los  iereéoa 
civiles  que  necesiten  del  otorgamiento  de  escrituras  i  del  rejistro,  noiepue* 
den  ejercer  por  los  que  no  hayan  pagado  las  contribuciones. 

Por  el  artículo  53  se  hace  responsable,  al  empleado  que  omita  exijir  el 
recibo  del  impuesto  para  hacer  constar  su  presentación,  de  todos  loa  docu- 
mentos i  actos  públicos  que  autorice. 

I  por  el  artículo  50  se  hacen  estensivas  las  disposiciones  anteriores  a 
todas  las  contribuciones  públicas  del  Estado  i  de  los  distritos,  o  de  cuales- 
quiera otras  procedencias,  siempre  que  sean  públicaa  i  notorias  iid^^ 
deudas. 

Basta  reproducir  las  razones  en  que  fundasteis  la  suspensión  del  artícolo 
24  de  la  lei  52  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Cundinamarca  ealO 
de  noviembre  de  1874,  para  apoyar  la  presento  solicitud  en  lo  relativo  a  los 
artículos  33,  51,  52,  53  i  56  de  la  lei  boliviana  de  que  ahora  se  trata. 

Como  con  esta  suspensión,  i  con  la  anulación  decretada  por  el  Senado 
en  las  sesiohes  del  año  pasado^  del  articulo  13  de  la  lei  49  del  Estado  de 
Boyacá,  espedida  en  7  de  setiembre  de  1809,  ha  quedado  establecida  la  im* 
portante  doctrina  constitucional  de  que  los  Estados  no  pueden  emplear  en 
su  lejisladon,  como  apremio  para  el  oobro  de  las  contribuciones,  la  privación 
temporal  del  uso  de  las  garantías  individuales,  so  permite  el  infrascrito 
mencionar  las  disposiciones  lejislativas  de  los  Estados  que  han  sido  anuladas 
por  el  Senado  como  contrarias  a  la  doctrina  constitucional  que  se  deja  indi* 
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cada, i  ademas  t)Opur&  lo  que  dijo  acerca  de  este  panto  eo  el  informe  qae 
dio  si  Poder  I{)ecatÍT0  en  1872. 

La  ¿Bsposidon  del  arifoalo  26  de  la  lei  orgánica  del  impuesto  espedida 
per  b  Asamblea  del  Estado  de  Santander,  fa6  la  primera  qae  se  dedaró  in- 
constitadonal  por  el  Senado.  Dicho  artículo  decía :  <*  £1  Estado  no  garanti- 
ia,ni  protejo  al  tenor  de  sus  leyes,  la  riqueza  \  propiedad  de  los  individuos 
qae,  no  estando  declarados  insolventes,  no  paguen  la  contribacion.'^  I  se  de- 
clararon  nulos  los  artículos  1,°  2.°  i  3.^  de  la  lei  de  5  de  octubre  de  1864, 
que  determinaban  los  efectos  de  la  disposición  que  se  deja  copiada. 

La  segunda  fué  la  del  artículo  40  de  la  lei  orgánica  del  impuesto  espe- 
dida en  1864  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Boyacá.  Este  artículo  decía : 
'^LaCk>rte  del  Estado,  los  Jueces  de  Ciro&ito,  los  de  distrito,  los  Notarios 
V  Rejístradores  de  instrumentos  públicos  i  privados,  no  prestarán  bu  oficio  a 
los  eoQtribuyentes  que  no  comprueben  haber  pagado  el  impuesto." 

La  tercera  fué  la  contenida  en  el  artículo  82  de  la  lei  sobre  impuesto 
directo  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de.Cundinamarca, 
qaedecia:  «  Ningún  deudor  por  contribuciones  en  favor  del  Estado  o  de 
loa  distritos  tiene  derecho  a  jestionar  ni  a  obtener  despacho  alguno  para  pe- 
üóones  que  dirija  a  los  empleados  o  funcionarios  públicos  del  Estado  o  de 
los  d\^i\io8  en  &vor  de  su  persona  o  bienes." 

La  cuarta  íiié  la  contenida  en  el  artículo  13  de  la  lei  49  espedida  por 
la  Asamblea  de  Boyacá  en  noviembre  de  1867,  el  cual  décia :  ^  Los  deudo- 
res de  pkzo  cumplido  a  las  rentas  públicas,  al  solicitar  servicio  de  los  em- 
pleados en  el  ramo  civil,  acompañarán  a  sus  solicibudes  el  comprobante  de 
estar  a  paa  i  salvo  en  sus  cuentas.  En  consecuencia,  es  un  deber  de  dichos 
empleados  prestar  a  los  deudores  el  apoyo  de  sus  funciones  legales,  siempre 
que  se  lee  presente  por  el  interesado  respectivo  el  consprobante  indicado. 

^^  Parágrafo  1.^  La  presentación  del  (Comprobante  dicho  se  hará  constar 
en  los  autos,  en  copia,  devolviendo  el  orijinal  al  interesado  o  interesados. 

*' Parágrafo  2.°  Los  empleados  que  contravinieren  a  lo  dispuesto  en 
este  articulo,  serán  jazgados  i  penados  conforme  a  las  leyes.'' 

I  por  último,  la  suspensión  que  acabáis  de  declarar  del  artículo  24  de 
la  leí  52  espedida  por  la  Asamblea  Leíislativa  del  Estado  de  Cnndinamarca 
qoe  dice :  ^*  Los  Rejlstradores  de  instrumentos  públicos  i  prirados  no  pres- 
tarán su  oficio,  en  ningún  caso,  sin  que  se  les  compruebe,  por  quien  los  soli« 
ote,  que  éiAe  está  a  paa  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  jx^r  oontribueiones 
fiobve  fincas  raices  i  mnebles,  cayo  comprobaate  se  espedirá  i  presentará  eo 
papel  común. 

^^  De  este  comprobante  ee  hará  menoioii  en  4a  ñola  de  re^rq. 
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*«  SI  Reji$trador  que  üftlte  al  deber  que  se  le  impone  por  este  artícoloi 
Sncarrirá  en  la  pena  de  destítnoion  del  destino  qae  ejerza,  pena  qne  aplicará 
el  Tribunal  Superior  con  la  Sola  vista  del  documento  en  que  se  observe  la 
falta ;  i  el  rejistro  será  nalo»  si  se  omite  la  formalidad  de  que  trata  el  para' 
gráfo  anterior,'* 

Cita  el  infrascrito  estos  casos^  para  demostrar  que^  aun  cuando  el  Senado 
declaró  válido  en  las  sesiones  de  1870  el  articulo  30  de  la  lei  espedida  por  el 
Estado  de  Bolívar  en  10  de  noviembre  de  1868,  de  impuesto  sobre  la  rentad 
ya  se  debe  dar,  como  se  ha  indicado,  por  suficientemente  discutida  i 
aceptada  la  doctrina  de  qne  los  derechos  individuales  no  pueden  ser  suspen- 
didos como  medio  coercitivo  para  hacer  efectivas  las  contribuciones.  I  como 
dos  de  los  articules  cuya  suspensión  se  solieita,  el  51  i  52,  son  la  reproduce 
cien  del  artículo  20  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar  de  1868,  es  decir,  de  la 
disposición  qne  declaró  válida  el  Senado,  se  hace  preciso,  para  que  el  Minis« 
terio  público  apoye  la  suspensión  de  esos  dos  artículos,  respecto  de  los  cua> 
les  existe  un  precedente  tan  notable  acerca  de  su  validez,  que,  ademas  de 
aducir  precedentes  en  sentido  contrario  en  mayor  n&mero,  consigne  aquí  en 
compendio  las  razones  qne  siempre  han  determinado,  al  qne  actu^dmente 
ejerce  el  destino  de  Procurador  de  la  Nación,  a  opinar  en  el  sentido  de  aer 
inconstitucionales  las  dispodciones  que,  como  las  qpe  oon  materia  del  pre« 
senté  debate,  hacen  depender  las  garantías  individuales*  del  pago  de  un  im- 
puesto. Esas  razones  las  etpnso  el  infrascrito  en  su  carácter  de  Procurador 
en  1872,  en  los  siguientes  términos : 

'<  Según  mi  opinión,  no  es  admisible  la  doctrina  que  venga  a  fundar  el 
reconocimiento  i  garantía  de  loa  derechos  individuales  en  el  pago  del  im* 
puesto,  porque  tales  derechos  los  tiene  el  asociado  por  ser  miembro  de  la 
sociedad,  i  nó  por  figurar  en  la  lista  de  les  contribuyentes.  La  base  del  im- 
puesto es  la  riqueza ;  el  qne  nada  tiene,  nada  debe  pag^r ;  pero  el  pobre  tíct 
ne  derechos  que  le  vienen  de  aer  hombre,  i  esos  derechos  nuestra  Constitu- 
ción ha  querido  que,  tanto  el  Qobiemo  jeneral  como  los  de  los  Estados,  se 
los  reconozcan  i  garanticeni  sin  atender  a  su  bolsillo,  o  a  la  cantidad  de  ma- 
teria con  valor  que  haya  adquirido.  Sentar  como  aceptable  que  los  gobiemoa 
pueden  sacrificar  los  deredbos  individuales  para  obligar  al  pago  de  una  denu- 
da, es  reconocer  en  elloa  algo  mas  que  el  bárbaro  derecho  que  antes  tenian 
los  acreedores  para  hacer  redadr  a  prisión  a  los  que  les  debian.  Hoi  se  priva 
en  un  Estado  de  la  adminiatradon  de  justicia  a  los  que  no  hayan  pagado 
el  impuesto ;  pues  mafiana  ae  lea  privará  de  vivir  en  su  hogar,  i  de  ejercer 
su  industria,  porque  son  deudores  dd  Tesoro ;  de  suerte  que  todos  los  dere- 
chos que  pudieran  «geroeri  ai  fiíeraa  mendigoS)  no  se  lea  permite  ejercerlos 
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algo  qne  llevar  a  las  arcas  de  los  recaadadores  de  impnesfos. 

*<La  Constitución  cercena  la  garantía  de  la  propiedad  cuando  se  pide 
al  propietario  una  parte  por  via  de  contribución  jeneral :  esa  parte  la  pide  el 
Gobierno  para  los  gastos  públicos,  i  si  voluntariamente  no  se  le  dá,  la  p^ede 
toottr^  ya  sea  por  medio  de  una  ejecución,  o  por  otro  medio  cualqtuera  que 
áflicamente  afecte  a  la  propiedad ;  porque  la  propiedad,  i  solamente  ella, 
debe  responder  de  los  gravámenes  impuestos  a  la  propiedad.  Pero  prohibir 
ilMoeísdo  el  uso  de  sus  fiíoultades  o  el  ejercicio  de  su  industria,  negando 
te  protección  a  sus  derechos,  no  dejándole  contratar,  testar  ni  redamar  con- 
tra los  ultrajes  a  su  persona,  porque  el  Gobierno  es'incaiiaz  de  cobrar  lo  que 
se  le  deba  del  impuesto,  es  atentar  no  solamente  contra  la  garantía  de  la 
propiedad,  estableciendo  un  caso  más  en  que  no  se  garantiza,  sino  atentar 
contra  la  libertad  individual  i  la  seguridad  personal,  las  que,  por  la  Consti- 
iudoD,  no  pueden  ser  desconocidas  por  el  lejislador,  para  obtener  por  este 
medio  que  se  lleven  a  efecto  los  gravámenes  impuestos  a  la  propiedad»  por* 
que  el  que  no  paga  una  contribución  no  comete  delito. 

"  Es  cierto  que  el  lejblador  puede  poner  condiciones  al  uso  de  los  dere- 
dios  driles,  i  que  en  tal  virtud  puede  ordenar  qne  los  menores  i  las  mujeres 
asadas  no  los  ejerzan  sino  con  anuencia  de  un  tutor  o  del  marido  ;  pero 
tales  condiciones  deben  tener  por  objeto  dar  garantía  al  derecho,  es  decir, 
completar  en  la  práctica  lo  prometido  en  el  artículo  15.  Mas,  como  en  las 
leyes  de  qne  se  trata  no  se  propone  eljlejislador  asegurar  los  derechos  civiles 
del  deudor  del  impuesto,  sino  negárselos,  es  evidente  qne  los  casos  son  mui 
diBiictos  para  sacar  argqmentos  en  favor  de  las  leyes  fiscales. 

<'  Se  dice  que  la  contribución  del  papel  sellado  i  otras  semejantes  cae- 
lian  como  inconstitucionales,  i  que  es  justo  qne  los  ciudadanos  paguen  los  ser- 
ridoa  que  les  presta  la  sociedad,  dando  el  impuesto  que  se  les  reparte  con 
este  objeto.  Yo  no  hallo  inconveniente  en  que  la  contribución  del  papel  se- 
llado i  sus  semejantes  sean  anuladas ;  porque  no  es  digno  de  la  Repúblicaí 
ni  está  en  consonancia  con  el  espíritu  de^nuestras  instituciones,  que  los  asocia- 
dos dejen  de  hacer  valer  sus  derechos  i  de  obtener  la  protección  de  la  lei  i  de 
)s  justicia,  porque  no  tengan  con  qué  comprar  unos  pliegos  de  papel  a  los 
males  el  Gk>bierno  les  ha  dado,  por  qiedida  fiscal,  un  subido  precio  forzoso. 
Kia  teoría  de  que  solo  el  que  pague  el  servicio  de  la  autoridad  debe  tener 
d  amparo  de  ese  servicio,  encierra  una  doctrina  inaceptable  bajo  cualquiera 
fcrma  de  gobierno,  i  más  de  la  nuestra,  en  la  cual  el  hombre  pobre  o 
rico,  vestido  de  púrpura  o  de  harapos,  es  el  soberano,  con  iguales  derechos 
ante  la  lei ;  i^a  autoridad  es  la  protectora  de  los  derechos  individuales,  sin 
de  clases,  ion  fueros,  sin  privilejios  para  nadie.  Permítaseme  decir 
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^e  seria  nn  iosallo  a  la  República  sostener  qoo  ella  vende  a  sos  miembro» 
las  garantías ;  que  el  banquete  de  los  dereebos  individuales  no  deja  asistir 
sioo  al  qae  paga  la  boleta  de  entrada.  La  República  repnta  a  todos  los  aso- 
eiadoa  como  a  sus  bijos,  i  sea  qne  e)  Tesoro  público  est6  repleto  o  vacia, 
ella  no  permite  qae  se  trate  como  a  parias  a  los  qne  no  pagan  el  servicia 
público ;  al  coatribayente  se  le  cobra,  se  le  remata  su  propiedad ;  pero  Tol- 
verlo  cosa,  privarlo  de  los  beneficios  de  la  sociedad  civil,  porque  el  recaada>> 
dor  es  inepto,  es  levantar  el  poder  de  los  gobiernos  de  los  Estados  sobre  los 
individuos,  basta  alcanzar  el  borrar  con  una  lei  fiscal  el  sagrado  capkulo  da 
los  dereebos  individuales,  consignados  en  el  articulo  15  de  naeatra  carta 
fundamental." 

En  consecuencia,  el  infrascrito  os  pide  qne  suspendáis  los  artículos  33^ 
51,  52,  53  i  56  de  la  lei  20,  de  impuesto  sobre  la  renta,  espedida  por  la  Aaam* 
blea  Lejislativ^  del  Estado  de  Bolívar  en  25  de  noviembre  de  IB19. 

Bogotá,  julio  22  de  1875« 

Ramón  Gómkz» 


ACUEBDO   JXa  LA   COBTE  8UPBEHA. 

£1  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica ;  que  ea 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  ciento  cincuenta 
i  dos  a  la  dentó  sesenta,  bai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  treinta  i  uno  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  sefTo* 
res  Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  Uricoeefaea,  Manuel  Ezequíel  Corra- 
les, Rafael  Martínez  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

El  señor  Majistrado  doctor  Urieoecbea  presentó  el  siguiente  proyecto 
de  resolución : 

^^  Vistos :-— Coa  fecha  25  de  enero  del  presente  afio,  i  desde  la  oiadad 
de  Cartajena,  se  presentó  Antonio  T.  Tono  a  este  Supremo  Tribunal  solici* 
tando  la  sospension  de  los  artículos  24,  33,  51,  52,  53  i  56  de  la  lei  20,  *  da 
impuesto  sobre  la  renta,'  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estada 
soberano  de  Bolívar  en  25  de  noviembre  de  18  iTS,  e  inserta  ea  la  Gaceta  del 
mismo  Estado,  número  880. 

«  Sastanciada  esa  solicitad  en  los  términos  qae  establecía  )a  reforma  ^1 
a  la  lei  76  de  18Í3>  se  le  pidió  informe  al  sefior  Procurador  jeneral  del  Ea- 
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tido,  qaien  lo  espidió  en  8  de  marzo  del  presente  aSo/ oponiéndose  a  la  saa« 
penáen  solicitada. 

^  El  señor  Procurador  nacional,  en  su  esposicion  de  fecha  22  del  pre- 
leote  tne»)  ha  espaesto  so  opinión  en  el  sentido  de  que  se  niegue  la  suspen- 
doa  de  los  artfouios  24  i  33  de  la  lei  citada ;  pero  que  se  suspendan  los  51, 
S%  53  i  56. 

'*  El  artículo  24  dice :  ^  Los  individuos  que  no  se  hayan  presentado  a 
declarar  su  renta,  no  tienen  derecho  para  reclamar  en  ese  año  contra  el 
eómpato  de  ella  que  haya  hecho  la  Junta,  Sus  reclamaciones  las  presentarán 
a  la  Jonta  del  año  siguiente,  i  ésta  las  resolverá  como  sea  de  justicia  para  lo 
sucesivo.' 

*'£1  33  :  'Para  que  un  redamo  sea  admitido,  debe  comprobar  el  reda. 
BSQte  que  ha  pagado  el  impuesto  basta  la  fecha  del  reclamo.' 

'*  £1  derecho  de  reclamar  en  materia  de  contribuciones  es  un  derecho 
que  no  viene  de  la  Constitución;  viene  de  la  misma  fei  sobre  impuesto :  ésta» 
sd  como  da  el  derecho  de  reclamar  sujetándolo  a  condidones,  pudiera  no 
darío,  i  en  consecuencia,  si  lo  dá,  tiene  el  poder  bastante  para  establecer  en 
qoe  casos.  Es  dedr,  otorga  un  derecho ;  pero  pone  condiciones  para  ejerci- 
tario.  Esta  reflexión  tiene  a&n  mas  fuerza  tratándose  del  artículo  24,  que 
es  liL  coQsecuenda  de  alguna  disposidon  de  esa  misma  lei  que  establece  la 
oUigacioD  de  los  particulares  de  declarar  su  renta  para  tomarla  como  base 
deinnpoesto  con  que  haya  de  gravársele. 

^  No  bal,  pues,  razón  para  creer  que  estos  artículos  sean  contrarios  a 
la  Constitttdon  o  a  las  leyes  de  la  Union,  i  que  respecto  de  ellos  pueda  la 
Corte  Suprema  usar  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la 
primera. 

^  El  artículo  51  dice  : 

*£1  Tribunal  superior  de  justicia  del  Estado  i  los  demás  juzgados  no 
podría  oír  en  juicio  ni  prestar  sus  oficios  a  los  deudores  del  impuesto  sobre 
la  renta  que  se  establece  por  esta  lei,  si  dichos  deudores  son  actores  o  de- 
mandantes.' 

''£152:  'Los  notarios  públicos  i  los  rejistradorea  de  instrumentos 
p&blicos  tampoco  prestarán  sus  oficios  a  los  que  sean  deudores  al  impuesto 
Bobre  la  renta,  i  en  consecuencia  no  autorizarán  actos  o  contratos  cuando 
los  que  de  ellos  aparezcan  como  acreedores  o  favorecidos,  sean  deudores  al 
^ado,  o  a  los  distritos,  del  impuesto  mencionado.' 

"El  53:  'En  los  autos,  en  los  instrumentos  i  en  las  notas  de  reji<«tro  í 
Anotación  de. hipotecas  se  hará  constar  la  presentación  qi«o  li.-igu  el  iutere- 
^0  del  recibo  de  haber  satbfecho  el  impuesto ;  i  si  (lidio  comprobante  no 
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•d  presentare,  será  responsable,  el  empleado  omiso  en  exíjirlo,  de  lasoantida- 
des  qae  por  razón  de  este  impuesto  deba  al  Tesoro  del  Bstado  la  persona 
que  debió  justificar  su  pago.' 

**  SI  56  :  ^Las  disposición^  de  los  artículos  51,  52  i  53  de  esta  Id,  se 
hacen  ostensivas  a  los  deudores  de  otras  contribnciones  públicas  del  Estado 
o  de  los  distritos  o  de  cualeaqQiera  otras  procedencias,  siempre  que  sean  pu- 
blicas i  notorias  dichas  deudas.' 

•(  El  Procurador  del  Estado  de  Bolívar  alega  como  un  argumente  át 
autoridadlla  resolución  espedida  por  el  Senado  én  11  de  marso  de  1S70, 
declarando  válido  el  artículo  20  de  la  leí  de  impuesto  sobre  la  renta,  espedida 
por  la  Asamblea  de  Bolívar  en  10  de  noviembre  de  1868.  Esta  dlsposicioo 
es  de  idéntica  naturaleza  a  las  de  cuya  suspensión  se  trata  hoi. 

*^  Este  precedente  sentado  por  el  áenado  de  la  República  ha  sido  coo- 
tradicbo  por  la  misma  corporación  en  diferentes  actos  que  cita  el  señor 
Procurador,  en  que  se  trataba  de  iguales  disposiciones. 

^<  En  6  del  mes  en  curso  este  Supremo  Tribunal  acordó  suspender  el 
artículo  24  de  la  lei  52  espedida  por  la  Asamblea  de  Cundinamarca  en  ISUf 
que  dice  así : 

<  Los  rejistradores  de  instrumentos  públicos  i  privados  no  prestaría  la 
oficio,  en  ningún  caso,  sin  que  se  les  compruebe,  por  quien  lo  solicite,  qae 
éste  está  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  por  contribuciones  sobre 
fincas  raices  i  muebles,  cuyo  comprobante  se  espedirá  i  presentará  ea  papel 
«omun.' 

*<La  Corte  en  tal  acuerdo,  en  corroboración  de  su  opinión,  reprodujo, 
como  lo  hace  hoi,  la  doctrina  asentada  por  la  comisión  inspectora  de  los 
actos  lejislativos  de  los  Estados^  aceptada  por  el  Senado  de  Plenipotencia- 
ríos  en  las  sesiones  de  noviembre  de  1857  i  de  abril  de  1874,  al  examinar  el 
artículo  40  de  la  lei  de  19  de  diciembre  de  1864,  '  orgánica  de  las  oontribo- 
ciuues  i  rentas,'  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Boyacá,  i  el  artículo  13  de  la  lei  49  de  7  de  setiembre  de  1869,  del  misiDO 
Estado  *  que  adiciona  i  reforma  las  leyes  28  i  29.' 

<'  La  espresada  comisión  en  1867  espuso  lo  siguiente : 

'  Hai  que  observar : 

'  1.^  Que  es  base  esencial  e  invariable  do  la  ünion  entre  los  Estados  el 
€  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral  i  de  los  Oobier- 

*  nos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  consa- 

*  grados  en  los  diez  i  seis  incisos  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional; 

•  2.*  Que  en  el  catálogo  de  esos  derechos  figuran  el  de  que  los  hsbi- 

*  tantea  i  transeúntes  en  loa  Estados  Unidos  de  Colombia  no  pueden  ser  pe* 


" 
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«BidM  sin  ser  oidos  i  vencidos  en  jaioio ;  i  el  de  obtener  pronta  resolución 
^cD  Jas  peticionee  qne  por  escrito  dirijan  a  las  corporacionesi  autoridades  o 
«fineíoDarioB  p&blicos  sobre  coalquier  asanto  de  interés  jeneral  i  par- 
tíottlar;  i 

*$/  Que  el  medio  coeroitivo  empleado  por  la  lei  de  Boyacá  para  hacer 
«eficsces  las  eontribaoiones,  ooncaloa  estas  dos  garantías.  En  efecto,  si  los 
'tñbanalea  de  jostida,  notarios  i  rejistradores  de  instrumentos  pübUcos  i 
'privados,  niegan  su  oficio  a  los  contribuyentes  qne  no  justifiquen  la  solu- 
<áon  del  impnesto,  resulta  que  tales  contribuyentes  tienen  prohibición  tem- 
<poral  de  ejercer  loe  derechos  civiles  detestar;  de  ser  nombrados  herederos 
'o legatarios;  de  contraer  matrimonio  civil ;  de  nombrar  o  ser  nombrados 
^tutores,  curadores,  arbitros,  apoderados,  Ac;  de  hacer  constar  sus  contra 
^to8  por  escritura  p&blica ;  de  demandar  en  juicio  sus  derechos,  i  de  ejercer- 

*  en  fio,  todo  acto  civil  en  que  por  rason  de  su  oficio  deben  intervenir  lo' 
^foncionarios  públicos  espresados.  I  como  la  prohibición  temporal  de  ejerció 
^tartalea derechos,  o  sea  la  suspensión  de  ellos,  es  una  verdadera  pena,  es 
^evidente  que  los  individuos  que  no  justifiquen  el  pago  de  la  contribución 

*  vienen  a  ser  penados  sin  ser  oidoa  ni  vencidos  en  juicio. 

^STila  no  satisfacción  del  impuesto  fuera  un  delito,  debe  preceder  juicio 
*•  pank  la  imposíeion  de  la  pena ;  i  si  no  lo  es,  es  un  absurdo  emplear  una 
^ooaedofl  qae  tiene  todos  los  caracteres  de  una  verdadera  pena.  No  se  ale- 
*güe  q9e  está  en  manos  del  contribuyente  hacer  cesar  el  entredicho^  a  que 
16  le  rajeta,  consignando  la  contribución  ;  porque  no  es  raro  que  se  le  im~ 
apongan  gravámenes  superiores  a  sus  recursos,  o  que,  por  causas  indepen* 
^dientes  de  su  voluntad,  se  vea  reducido  a  la  impotencia  absoluta  de  pagar* 

''EsUts  fundamentos  son,  en  sentir  dn  la  Corte,  aplicables  a  los  artícu- 
los 51,  52,  53  i  55  de  la  lei  de  que  se  trata,  por  cuanto  que  el  51  impone  a 
los  tríbonales  i  juzgados  del  Estado  el  deber  4e  no  oir  en  juicio  ni  prestar 
ana  oficios  a  los  deudores  del  impnesto,  negando  así  el  derecho  de  obtener 
pronta  resolución,  i  los  otros  artículos  imponen  a  los  rejistradores  i  nota- 
rios de  instrumentos  públicos  el  deber  de  no  prestar  sus  oficios  a  los  parti- 
calsres  qne  no  comprueben  haber  satisfecho  el  impuesto,  negándoles  así  los 
derechos  civiles  de  contratar,  testar,  &c. 

"Por  estos  fundamentos,  la  Corte  Suprema  fiaáeral,  administrando  jus- 
ticia en  nombre  de  los  Esudos  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de 
h  lei,  resuelve : 

*^  1.»  Se  abstiene  de  suspender  los  artículos  24  i  33  de  la  lei  20  que  se 
^  al  principio  de  este  acuerdo ;  i 

'^2.*  S«9peiid«  el  cumplimiento  de  los  artículos  51,  52,  53  i  56  de  ia 
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^*  Notiflqnese,  pnblfqtiese  en  el  Diario  Oficial^  oomuDfqaeee  al  Poder 
SjecntiTO  del  Estado  de  Bolívar,  i  remítase  al  Senado  de  Plen}|>oteDc¡arío9 
el  espediente,  con  copia  autorizada  de  este  aonerdo,  para  los  efectos  oK 
teriores." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  unani- 
midad, escepto  en  lo  relativo  al  artículo  33,  sobre  el  cual  los  señores  Hs- 
jistrados  Carvajal  i  Corrales  fueron  de  opinión  que  debe  suspenderse,  como 
se  ba  resuelto  respecto  de  los  demás  artículos  acusados  por  el  señor  Todo. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  pre- 
sente acuerdo,  que  ürman  el  señor  Majístrado  Presidente  i  demás  señores 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Manukl  W.  Carvajal — Juan  Aoustin  Uiucoechsa— 
Maxubl  Ezequibl  CorbIles — Kafabl  Mabtínjbz  R.— Josí:  M.  Kójas  Ga- 
rrido—El  Secretario,  JRafael  JE  Santander. 


VOTO  DE  LOS  BESi^ORBS  UAJISTRADOS  DOCTORES  CARVAJAL  I  CORRAUS. 

Los  infrascritos  Majistrados  tienen  la  pena  de  disentir  de  la  opiíúoQ 
de  sus  ilustrados  i  honorables  colegas  respecto  del  ariíoalo  33  de  la  leí  q^e 
en  la  actualidad  se  examina,  por  las  razones  siguientes : 

Dispone  la  primera  parte  del  artículo  41  de  dicha  lei  lo  que  en  seguida 
copian:  *^  Artículo  41.  Cuando  algún  contribuyente  haya  sufrido  uua gran 
perdida  en  sus  intereses,  como  incendio  o  naufrajio,  i  la  junta  calificadora  del 
impuesto  en  su  distrito  se  negare  a  rebajarle  proporcionalmente  lo  que  sea 
justo,  ocurrirá  a  la  Junta  superior  calificadora  con  los  comprobantes  del 
caso,  i  ésta  le  rebajará  lo  que  estime  en  justicia.'* 

Esta  parte  del  artículo  referido  se  relaciona  íntimamente  con  la  dispo- 
sición contenida  en  el  33,  que  la  mayoría  de  los  sí\ñores  Majistrados  coust- 
dora  exequible,  i  que  no  contraría  niugunu  disposición  constitucional. 

Ese  artículo  33  se  halla  redactado  así :  «'  Para  que  un  reclamo  sea 
admitido,  debe  comprobar  el  reclamante  que  ha  pagado  el  impuesto  hasta 
la  fecha  del  reclamo.*'  I  como  ¿I  hace  parte  dol  capítulo  4.^,  que  trata  de  la 
organización  i  atribuciones  de  la  Junta  superior  calijicadaru  de  la  renta^  es 
evidente  que  cualquier  contribuyente  que  pueda  sufrir  una  gran  pórdida  en 
BUS  intereses  por  consecuencia  de  un  siniestro,  como  terremoto,  inundacioo, 

■ 

incendio,  naufrajio,  &c.,  i  que  se  vea  en  la  ncoesidad  imperiosa  de  ocurru-  a 
la  esprosada  Junta  superior,  para  que  le  rebaje  o  disminuya  la  cifra  de  su 
contribución,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el  citado  artículo  41i 
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d^vri  acompañar  a  su  solidad  o  redamo  el  comprobante  de  que  nada 
admda  pw  raeon  de  tal  impuesto^  para  que  eea  admitido  o  atendido. 

De  soerte  qoe,  por  justo  qae  llegue  a  ser  un  reclamo,  nada  podr&  la 
Juta  superior  resolver  si  no  se  la  presenta  el  documento  o  recibo  del  recau- 
dador; i  en  ese  caso,  la  garantía  consignada  en  el  inciso  12  del  articulo  15 
da  la  CoBstítueion  nacional,  ^^de  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones 
^e  por  escrito  dirijan  o  presenten  los  individuos  a  las  corporaciones  o  fun- 
áoDarios  públicos,  sobre  oualquier  asunto  de  interés  jeneral  o  particuiar^^ 
^aeda  anulada;  porque  una  resolución  que  se  diotara,  ora   ezijiendo  la 
exhibidon  del  comprobante  de  no  ser  deudor  el  que  reclama,  ora  aplazando 
la  consideración  del  asunto  hasta  que  él  exhiba  dicho   documento,  no  seria 
ia pronto  resolución  de  que  trata  la  disposición  constitucionai  citada.  Qu« 
^a  no  lo  sería,  se  demuestra  con  el  hecho  de  tomarse  en  consideración  ^a 
aoliciud,  después  de  presentarse  el  documento  referido  ;  lo  que  persuade 
qoe,  antea  de  su  presentación,  nada  aparecia  resuelto  sobre  ella. 

Mas  claro,  en  términos  constitucionales  no  se  puede  sostener,  en  con- 
cepto de  los  infrascritos  Majistrados,  que  al  individuo  que  pide  que  le  reba- 
jen %ma  contribución^  se  le  resuelve  su  petición  con  la  simple  determinación 
de  que  exkiba  previamente  un  comprobante  de  que  no  es  deudor  a  la  renta. 
Tal  soUc\tttd  no  puede  quedar  resuelta,  sino  de  uno  de  estos  modos:  disminu- 
yéndole efectivamente  la  cuota  de  su  contribución,  porque  tenga  para  ello  jus- 
iicia;  a  n^gáadole  la  rebaja  porque  no  le  asista  ningún  derecho  para  reclaman 
Pareoe  que  la  garantía  que  asegura  la  Constitución  nacional,  no  consiste 
eo  qae  la  corporacíuu  o  el  empleado  público  resuelva  cualquiera  cosa^  aun 
la  mas  exótica,  en  la  solicitud  que  un  iudividuo  le  dirija,  sino  que  exije  que 
Ih  resolacion  verse  sobue  el  mismo  Asuinro  de  ixtebes  jenekal  o  pabtiou- 
LAK  Ds  QUE  BE  LK  HABLE.  Así  pues,  eu  el  caso  en  cuestión  no  cabe  medio 
ea  este  dilema:  rebajar  o  no  rebajar  la  contribución,  porque  de  la  i*ebaja 
de  esta  tratarla  la  petición  del  contribuyente,  i  siendo  la  rebaja  el  asunto 
<fe  ínteres  particular  de  que  se  hablara  a  la  Junta  superior  calificadora  de 
la  renta,  esa  minina  rebaja  tendría  que  ser  el  asunto  obligado  de  que  dicha 
eorporaciun  debería  ocultarse,  i  dejar  resuelto  de  uno  o  de  otro  de  los  ino- 
«log  espresados.  En  lo  esencial  no  encuentran  los  infrascritos  Majistrados 
^lifereneia  alguna  entre  el  referido  artículo  38  i  los  sexialados  con  los  núme- 
ros 51,  52  i  56  de  la  propia  leí,  que  la  Corto,  por  unanimidad,  ha  acordado 
tHspeoder ;  solo  que  el  primero  prescribe  que  no  sea  admitido,  es  decir, 
<Mdo,  un  reclamo  de  naturalesa  especial,  por  una  Junta  calificadora  de  la 
reDta,  mientras  que  loa  últimos  contienen  la  prescripción  de  que,  en  jeneral^ 
00  ae  preste  audiencia  a  los  que  inicien  controversias  judiciales,  ni  el  oficio  de 
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loB  notarios  i  rejistradores  de  instramentos  públiooB  a  loa  que  lo  requieran. 

Empero  el  artíoalo  33,  oomo  los  artfouloa  51,  52  i  53,  establece  en  ans- 
tanota  nn  apremio  indebido  para  hacer  efectivo  el  pago  de  las  oontribncio« 
nes ;  i  tanto  la  Corte  Suprema  como  el  Senado  de  Plenipotenciarios  ban 
establecido  yá,  por  repetidas  resolaciones,  qne  los  Estados  carecen  de  firanl* 
tad  constitacional  para  suspender  los  derechos  civiles  de  los  particulares 
con  el  objeto  de  hacer  eficaz  la  recaudación  de  los  impuestos;  porque  aun- 
que  es  cierto  que  la  lei  boliviana  pudo  con  perfecto  derecho  no  conceder  a 
ningún  contribuyente,  ni  por  motivo  alguno,  el  recurso  de  reclamar  contra 
las  calificaciones  hechas  por  las  juntap  de  impuesto,  o  concederlo  con  ciertas 
condiciones,  en  éstas  no  puede  entrai^  la  suspensión  de  ninguna  de  las  garan- 
tías copstitucionales,  porque  su  reoonoeimiento  por  parte  del  Gobierno  de 
Bolívar  es  esencial  e  invaricMej  conforme  al  artículo  15  do  la  Constitución 
de  la  República. 

Los  infrascritos  Majistrados,  por  tanto,  opinan  también  por  la  suspen- 
sión 4e  los  efectos  del  artículo  33  de  la  lei  de  Bolívar  ya  mencionada. 

Manuel  W.  Cabyajal — Manuel  Ezbquiel  Corrales — Juan  Agus- 
tín Ubioobchea — Rafael  Martínez  R. — Jos¿  M.  K¿jas  6abbix>o— El 
cretario,  Bafael  E.  Santander. 


INFORMES   DE  LA   COMISIÓN  INSPECTORA. 

Sonorables  Senadores. 

.  Él  seSor  Antonio  T.  Tono,  vecino  de  Cartajena,  solicitó   de  la   Corte 

Suprema  de  la  Nación  la  suspensión  de  los  artículos  24,  33,  51,  53  i  56  de  la 

lei  20,   '*de  impuesto  sobre  la  renta,"  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 

soberano  de  Bolívar,  lei  que  fué  sancionada  el  25  de  noviembre  de  1873. 

La  Corte  Suprema,  después  de  haber  oido  al  señor  Procurador  jeneral 

I  de  la  Nación,  el  cual  dio  su  informe  razonado  sobre  cada  uno  de  loa  artiou- 

los  citados,  dictó  el  auto  de  fecha  81  de  julio  de  1875,  suspendiendo  los 
que  llevan  los  números  61,  52,  53  i  56  do  la  lui  ya  citada,  por  estimarlos 
contrarios  a  las  garantías  constitucionales;  pero  se  abstuvo  de  hacerlo  de  los 
marcados  con  los  n&meros  24  i  33,  declarándolos  exequiblea.  Respecto  al 

i  Último  de  estos  artículos,  dos  de  los  Majistrados  salvaron  su  voto  i  opinaron 

por  la  suspensión  de  él. 


*^ 


' 


—  so- 
lía oombioD  de  reTuioo  de  los  aotos  l^islativos  de  los  Estados  viene 
ú  a  dar  al  Senado  de  Plenipotenciarios  el  informe  a  que  está  obligada, 
jMitqae  se  dicte  la  resolucnon- definitiva  sobre  cada  ana  de  las  disposiciones 
ü  la  lei  20,  de  «<  impuesto  sobre  la  renta,"  del  Estado  soberano  de  Bolívar, 
qoe  han  sido  examinadas  por  la  Corte  Suprema  a  virtud  de  la  solicitud  o 
petic¡<m  del  señor  Tono,  proponiendo  en  conclusión  la  que  ella  juzga  que 
debe  adoptarse.  Para  mayor  claridad  en  este  asunto,  se  copian  los  artículo^ 
de  la  lei  sobre  los  cuales  versa  el  informe  que  presenta  la  comisión. 

£1  articulo  24  dice  asi :  «'  Los  individuos  que  no  se  hayan  presentado  a 
declarar  su  renta,  no  tienen  derecho  para  reclamar  en  ese  año  contra  el 
impaesto  de  ella  que  haya  hecho  la  junta.  Sus  redamaciones  las  presentarán 
a  la  junta  del  año  siguiente,  i  ésta  resolverá  como  sea  de  justicia  paralo 
aacesivo.'* 

^'Articulo  33.  Para  que  un  reclamo  sea  admitido,  debe  comprobar  el 
redamante  que  ha  pagado  el  impuesto  hasta  la  fecha  del  redamo." 

Respecto  al  primero  de  estos  artículos,  la  Corte  Suprema  no  ha  hallado 
que  él  esté  en  oposición  con  ninguna  disposición  constitucional  que  motivara 
sa  snspensionl;  nsí  lo  han  considerado  unánimemente  todos  los  Majistrados, 
de  aeoerdo  con  el  Procurador  jeneral ;  en  esto  conviene  también  vuestra 
comisión. 

Mae  no^  piensa  lo  mismo  en  lo  que  se  refiere  al  artículo  33  :  los  dos 
Ibjistrados  que  salvaron  su  voto  en  el  acuerdo  en  el  cual  el  Tribunal  declaró 
exeqoible  ese  articulo,' se  fundan  en  que  él  autoriza,  ala  Junta  que  debe  oír 
liís  redamos  de  los  individuos  gravados  con  el  impuesto  sobre  la  renta,  para- 
recliaz%r  las  solicitudes  que  a  ella  se  presentan,  cuando  a  ellas  no  se  acom- 
pañe la  comprobación  de  haber  verificado  el  pago  de  lo  que  les  fué  asignado, 
loque  pugna  con  loque  dispone  la  Constitución  nacional  en  el  número  12 
del  articulo  lé.  £n  efecto,  el  individuo  que,  por  cualquier  motivo  de  los  mu- 
chos que  con  frecuencia  causan  la  disminución  de  los  bienes  de  la  fortuna,  o 
la  mina  totai  de  e^ta,  no  pueda  pagar  lo  que  se  le  haya  impuesto  por  contri- 
bución en  el  Estado  de  Bolívar,  no  será  oido  en  el  reclamo  que  haga  por  la 
imposibilidad  en  que  se  halle  de  acreditar  el  pago,  una  vez  que  no  lo  ha  ve- 
rificado por  cuanto  ya  la  renta  objeto  del  gravamen,  no  existe  tal  como  so- 
computó  en  el  tiempo  en  que  se  le  asignó  lo  que  por  ella  se  creyó  que  le 
correspondía  :  se  le  cierra  la  puerta  para  obtener  una  pronta  resolución  do 
la  joDta  que  debe  dcicidir  si  la  condición  en  que  se  halla  colocado  lo  consti- 
tuye o  DÓ  en  situación  de  merecer,  bien  sea  rebaja  en  lo  que  se  cobre,  o  de- 
claratoria de  no  deber  pagar  ningtina  cantidad  por  razón  del  impuesto. 
Eato,  como  se  ve,  es   contrariar  abiertamente  lo  quo  se  garantiza  por  el 
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ariículo  15,  número  12  de  la  ConSiitacion.  Por  lo  tanto,  el  artículo  33  de  la 
lei  boliviana  de  la  qae  se  viene  hablando,  debe  ser  anulado.  Así  mismo 
deben  serlo  los  artículos  51,  52  i  56  de  la  mencionada  lei;  mas  nó  el  53, 
que  son  los  qae  suspendió  la  Corte  Suprema. 

El  artículo  51  está  concebido  en  estos  tórminos:  <<  El  Tribunal  supe- 
rior de  Justicia  del  Estado  i  los  demás  juzgados  no  podrán  oir  en  juicio  n\ 
prestar  sus  oficios  a  los  que  sean  deudores  del  impuesto  sobre  la  renta  qae 
ae  establece  por  esta  lei,  si  dichos  deudores  son  actores  o  demandantes." 

El  artículo  52  dice :  *^  Los  notarios  públicos  i  los  rejistradores  de  ins- 
trumentos públicos  tampoco  prestarán  sus  oficios  a  los  que  sean  deudores  al 
impuesto  sobre  la  renta,  i  en  consecuencia,  no  autorizarán  actos  o  contratos 
(mando  los  que  de  ellos  aparezcan  como  acreedores  o  favorecidos,  sean  deo- 
dores al  Estado,  o  a  los  distritos,  del  impuesto  mencionado." 

El  artículo  56  :  *'  Las  dÍMiposiciones  de  los  artículos  51,  52  i  53  de  esta 
lei,  se  hacen  ostensivas  a  los  deudores  de  otras  contribuciones  públicas  del 
Estado  o  de  los  distritos,  o  de  cualesquiera  otras  procedencias,  siempre  qae 
sean  públicas  i  notorias  dichas  deudas." 

El  artículo  53,  por  la  anulación  del  cual  no  opina  la  comisión,  á\oeasí: 
<^  En  los  autos,  en  los  instrumentos  i  on  las  notas  de  rejistro  i  anotación  de 
hipotecas,  se  hará  constar  la  presentación  que  haga  el  interesado  del  recibo 
de  haber  satisfecho  el  impuesto ;  i  si  dicho  comprobante  no  se  presentare, 
será  responsable,  el  empleado  omiso  en  exijirlo,  de  las  cantidades  que  por 
razón  de  este  impuesto  deba  al  Tesoro  del  Estado  la  persona  que  debió  jus- 
tificar su  pago." 

Este  aitículo,  como  se  vg,  solo  impono  una  obligación  a  ciertos  eniplen- 
dos,  les  prescribe  una  regla  a  la  cual  deben  ajustar  su  procedimiento,  i  bi 
faltan  a  su  observancia,  incurren  en  una  responsabilidad  pecuniaria^  con  lo 
cual  no  se  infrinje  ningún  mandato  constitucional,  ni  se  opone  a  alguna  leí 
nacional. 

No  80  hallan  en  el  mismo  caso  los  artículos  51,  52  i  56  insertos  antes: 
i\i  sola  lectura,  i  ademas  las  razones  que  sirvieron  de  fandamento  a  la  Corte 
Suprema  para  acordar  la  suspensión  de  ellos,  persuaden  de  su  incoustitneío- 
nalidad.  Quedando  ellos  en  vigor,  con  su  cumplimiento  se  violaría  una  de 
las  garantías  que  se  aseguran  al  ciudadano  por  el  artículo  15  de  la  Constitu- 
ción nacional. 

Hai  un  antecedente  que  pudiera  alegarse  en  favor  de  la  validez  de  los 
artículos  cuya  anulación  propone  la  comisión,  i  es  la  resolución  del  Senado 
de  Plenipotenciarios  de  11  de  marzo  de  1870,  que  con  tal  intento,  sin  duda, 
la  ha  acompasado  el  señor  Procurador  jeneral  del  Estado  soberano  de  Bo* 
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HW)  i  qoe  en  copia  auténtica  se  halla  en  el  espediente.  Por  esa  reaolacíon 
M  abstuvo  el  Senado  de  declarar  la  nulidad  del  artículo  20  de  la  lei  de  im« 
pacato  sobre  la  renta,  espedida  por  la  Asamblea  de  Bolívar,  de  fecha  10  de 
fioríembre  de  1868  ;  ese  artículo  disponía  lo  mismo  que  los  que  hoi  se  pide 
qsese  anulen.  I  ciertamente  que  tal  alegación  tendría  algún  valor  como  argu- 
flunto  de  autoridad,  si  por  actos  posteriores  el  Senado  no  hubiera  obrado  do 
OB  modo  contrario  al  que  se  ha  citado,  declarando  en  1867  i  1874  nulos  los 
artículos  de  las  leyes  espedidas,  respectivamente,  por  las  Asambleas  de  Cun- 
dloamarca  i  Boy  acá,  en  los  cuales  se  disponia  lo  mismo  que  en  loa  de  la  lei 
de  Bolívar,  sobre  los  que  versa  este  informe.  i 

Así  lo  hace  notar  la  Corte  Suprema  en  el  acuerdo  de  81  do  julio  de 
18t5,  en  el  cual  cita  como  uno  de  los  fundamentos  para  apoyar  su  resolución 
elinforme  déla  comisión  del  Senado  en  las  sesiones  de  1867. 

Siendo,  por  lo  tanto,. esto  una  doctrina  establecida,  la  comisión  cree  que 
DO  debe  estenderse  más  sobre  el  particular,  i  tiene  el  honor  de  someter  a 
la  consideración  del  Senado  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUCION  : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 
en  ejercicio  de  la  atribución  5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional, 
dedara  nafos  i  de  ningún  valor  los  artículos  38,  51,  62  i  56  de  la  lei  20,  do 
"impaestoKobre  la  renta,"  de  25  de  noviembre  de  1873,  espedida  por  la 
ilssmb/ea  del  Estado  soberano  de  Bolívar.  Dudara  así  mismo  exequibles 
los  artículos  24  i  53  de  dicha  lei. 

Publíquese  esta  resolución  ;  comuniqúese  al  Gobernador  del  E^ado 
loberano  de  Bolívar,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema. 

Bogotá,  13  de  marzo  de  1876. 

Snuio  Abbolkda — Emiliano  Restuepo  E,— Narciso  Cadena — Ra- 
riEL  RoDBÍGUBz — Josís  M.  Matínkz  P. 

Senado  de  Plenipoteficiarios — 17  de  marzo  de  1876. 
Se  suspendió  hasta  la  sesión  del  20-^«7".  M,  Quijano  Otero. 

Marzo  20 — Se  ordenó  que  volviese  el  espediente  a  la  comisión  páralos 
efectos  de  la  proposición  número  88.  Cúmplase — JhUo  JE  Pérez. 

Secretarla  del  Senado. — Marzo  20  de  1876. 

En  la  sesión  do  esta  fecha  resolvió  la  Cámara,  al  discutir  la  resolución 
Ma  qae  el  informe  concluye,   que  volviese  el  espediente  a  la  comisión  para 
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que,  oon  vista  de  la  lei  25  de  18?5,  espedida  por  la  Asamblea  Lejidativa  del 
Estado  de  Bolívar,  proposiera  lo  conveniente. 

El  SecreUrio  auxiliar,  Jtilio  K  Párss. 


Hotiorables  Senadores. 

La  comisión  encargada  del  examen  de  los  actos  lejislativos  de  los  EsU- 
dos,  después  de  haber  presentado  sa  informe  con  fecha  13  de  este  roes, 
proponiendo  la  anulación  de  los  artículos  33,  51,  52  i  56  de  la  leí  20,  de 
«« impuesto  sobre  la  renta,"  de  25  de  noviembre  de  1873,  espedida  por  la 
Asamblea  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  ha  visto  publicada  la  adicional  i  . 
reformatoria  de  esa  lei,  bajo  el  número  25,  de  fecha  27  de  noviembre  de 
1875,  acordada  por  la  misma  Asamblea,  i  por  ella  se  derogan  espresamente 
los  tres  últimos  artículos  de  los  que  antes  se  citan;  i  aun  cuando  en  e|  primero 
de  ellos,  que  es  el  33,  nada  se  dispone,  la  comisión,  que  había  propuesto  qae 
se  anulara,  estima  que  él  se  ha  reformado  por  el  artículo  2/  i  sus  pad^ 
fos,  i  el  4.®,  de  la  lei  citada  últimamente. 

En  tal  virtud,  la  comisión  tiene   el   honor  de   proponeros  el  BÍgaieVM 
proyecto  de 

BE^OLUCIOK  : 

Los  artículos  51^  52,  53  i  56  de  la  lei  20,  sobre  el  impuesto  de  la  renta, 
de  25  de  noviembre  de  1873,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
soberano  de  Bolívar,  que  fueron  suspendidos  por  la  Corte  Suprema,  han 
sido  derogados  por  el  acto  de  la  misma  Asamblea  consignado  en  la  lei  25  de 
27  de  noviembre  de  1875,  adicional  i  reformatoria  de  la  antes  citada;  i  SQ° 
cuando  en  esta  última  no  se  menciona  el  ailículo  33  de  la  primera,  que  la 
comisión  informó  que  debía  anularse,  habiendo  quedado  reformado  por  el 
artículo  2.*  i  sus  parágrafos,  i  el  4.%  de  la  que  la  adiciona  i  reforma,  el  Senado 
de  Plenipotenciarios  no  se  halla  en  el  caso  de  usar  de  la  atribución  que  se 
le  concede  por  el  artículo  51  de  la  Constitución,  respecto  a  la  inconstitucio- 
nalidad  de  los  artículos  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar  a  la  que  ae 
refiere  esta  resolución. 

Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema. 

Bogotá,  27  de  marzo  de  1876. 

Skbjio  Arbolkoa — Emiliako  Restbbpo  E, — Naeciso'Cadbwa— Jo** 
M.  Martínez  P, 
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Secretaría  del  Senado — Abril  2  de  1876. 

La  tnteriorrresolaoioD  fué  adoptada  por  esta  Cámara  en  las  sesiones  de 
los  dias  28  i  81  del  mes  anterior. 

El  Secretario  auxiliar,  Julio  K  Pérez. 


II. 


HtIUDAD  de  la  lei  84  de  1875  del  Estado  de  Oandlnainarea,  "  qae  con- 
cede  iota  aatorlzacion  a  la  HimlcipaUdad  de  Olpaqnirá." 


YISTA    D1EL    PBOCÜBADOB  JSKEBAL, 

Beñores  Majistrados. 

£1  señor  Secretario  del  Tesoro  i  Crédito  nacional  ha  excitado  a  este 
Ministorio  para  qae  solicite  la  sospension  del  articulo  ¿nico  de  la  lei  84  espe- 
dida por  la  Asamblea  del  Estado  d^  Candinámarca  en   17   de  noviem» 
bro  da  1875,  por  la  cual  se  concede  una  autorización  a  la  Municipalidad 
de  Cípaquirá. 

El  aníealo  dice  :  *^  Autorizase  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá  para 
gnvar  hasta  con  cinco  centavos  toda  carga  de  carbón  mineral  que  se  intro- 
duzca a  dicha  ciudad  para  su  consumo^  debiendo  aplicarse  su  producto  a  la 
soostniccion  do  locales  para  escuelas  i  otros  gastos  de  instrucción  pública." 
El  señor  Secretario  apoya  la  excitación   en  que,  según  los  contratos 
celebrados  con  el  señor  Gonzalo  Arboleda  sobre  compra  de  carbón  para  la 
elaboración  de  sal  en  Cipaquirá  i  sobre  conducción  de  él  a  las  ^bricas,  el 
carbón  que  se  introduce  a  la  ciudad  para  el  objeto  indicado  es  de  propiedad 
nacional,  i  en  consecuencia,  no  puede  ser  gravado  por  los  Estados.  Inciso 
7.',  articulo  8.*  de  la  Constitución* 

Como  es  evidente  lo  que  indica  el  señor  Secretario,  el  infrascrito  os 
pide  que  suspendáis  el  espresado  articulo  único  de  la  lei  84  de  17  de  noviem- 
bre de  1875  del  Estado  de  Cundinamarca,  en  cuanto  se  comprenda  en  la 
itttorizacion  dada  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá  la  de  cobrar  él  im« 
puesto  al  carbón  de  propiedad  nacional 
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Os  acompnña  el  infraacrito  an  ejemplar  de  la  let,  i  copia  de  ana  nota  del 
señor  Secretario  de  Hacienda,  fecha  5  del  presente  mesi  en  la  oaal  raanifiesU 
a  este  Ministerio  qoe  los  recaudadores  de  peajes  de  la  Municipalidad  emba* 
rasan  e  impiden  la  conducción  del  carbón  para  la  elaboración  de  sal. 

Bogotá,  enero  8  de  1876. 

Ramón  Gómsz. 


ACCEUDO  DB  LA  COBTB  SUPREMA. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  doscientas 
veintiséis  a  la  doscientas  veintinueve,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  signe; 

En  Bogotá,  a  diez  i  ocho  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se      | 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con   asisteocís  ^el      ] 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  señoree 
Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  Uncoechea,  Manuel  Ezequiel  Corrales, 
Rafael  Martínez  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido,  con  el  objeto  de  tomar  en  coa*     • 
sideración  la  solicitud  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación  para  que  se  sus- 
penda el  artículo  ünico  de  la  lei  84,  de  17  de  noviembre  de  1875,  espedida 
por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i  por  Ift 
que  autoriza  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá  para  gravar  toda  carga  da 
carbón   mineral  que  se  introduzca  en  aquella  ciudad.  El  señor  Majistrado 
doctor  Uriüoecfaea,  a  quien  tocó  en  repartimento   este  asunto,  presentí  el 
siguiente  proyecto  de  resolución,  al  que  se  le  dio   lectura  por  el  infi'ascríto 
Secretario : 

**  Vistos  :-El  señor  Procurador  nacional,  a  excitación  del  Poder  Ejeea- 
tivo,  ha  solicitado  la  suspensión  del  articulo  &nico  de  la  lei  84  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  en  17  de  no- 
viembre de  187S,  que  dice : 

*  Autorízase  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá  para  gravar  basta  coa' 
cinco  centavos  toda  carga  de  carbón  mineral  que  se  introduzca  a  dicha  cin. 
dad  para  su  consumo,  debiendo  aplicarse  su  producto  a  la  construcción  do 
^ocales  para  escuelas  i  otros  gastos  de  instrucción  pública.' 

^La  solicitad  del' señor  Procurador  se  funda  en  que  :  *  según  los  coa 
tratos  celebrados  con  el  señor  Gonzalo  Arboleda  spbre  compra  de  carbón 
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fara la  elaboración  de  sal  en  Cípaqnirá  i  sobre  condaccion  de  él  a  las  fibri* 
US,  el  carbón   que  se  introduce  a  la  ciudad  para  el  objeto  indicado  es  de 
propiedad  nacional,  i  en  consecuencia,  no  puede  ser  gravado  por  los  Esta' 
do9.  Inciso  7.%  artfcalo  8.®  de  la  Constitución.' 

*<  El  señor  Procurador  pide  tal  suspensión  *  en  cnanto  se  comprenda  en 
la  antorizacioQ  dada  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá^  la  de  cobrar  el  im« 
puesto  al  carbón  de  propiedad  nacional.' 

*^La  disposición  constitucional  que  se  cree  violada  dice:  *En  obsequio 
de  la  integridad   nacional,  de  la  marcha  espedita  de  la  Union  i  de  las  rela^ 

cioaea  pacificas  entre  los  Estados,  éstos  se   comprometen  : ««.• 

7.'  A  no  gravar  con  impuestos  los  efectos  i  propiedades  de  la  Union  co- 
lombiana.' 

^' Desde  el  momento  en  que  la  lei  de  Cundinamarca  autorizó  para  gra« 
var  toda  carga  de  carbón   mineral,  dio  autorización   para  gravar  el  carbón 
qae  tuviera  o  pudiera  tener  la  Nación,  que  puede  ser  propietaria  de  este 
obfeto,  como  pnede  serlo  de  cualquier  otro.  Si  pues  la  autorissacion  se  dio 
en  términos  absolutos,  por  mas  que  la  Asamblea  tenga  el  derecho  constitn* 
donal  de  dar  esta  clase  de  autorizaciones  tratándose   de   gravar  bienes  de 
los  partiealarea  o  de  otras  entidades,  la  de  que  se  trata  viola  la  Constitución, 
en  cnanto,  comprendiéndolo  todo^  comprende   los  objetos  de  propiedad  na- 
cional. No  puede  decirse  que  esta  intelijencia  limita  el  derecho  de  los  Esta- 
dos, pues  qae  en  virtud  de  ella  no  se  escluye  el  que  tienen  para  gravarlo 
todOy  menos  lo  que  sea  de  propiedad  de  la  Nación. 

"Podíera  decirse  que  la  nulidad  no  está  en  la  lei  de  Cundinamarca, 
Moo  en  el  acto  de  la  Municipalidad  de  Cipaquirá  quj  haya  hecho  ostensiva 
a  los  bienes  de  propiedad  nacional  una  autorización  que  implícitamente  los 
habia  eiclaido,  pues  que,  desde  que  la  Constitución  prohibió  gravarlos^ 
debe  entenderse  que  si  una  lei  habla  en  términos  jenerales,  esa  jeneralidad 
ao  los  comprende.  Si  la  Municipalidad  de  Cipaquirá,  al  hacer  oso  de  tal 
aatoriacion,  la  encontró  absoluta,  ¿  porqué  habia  de  escluir  el  carbón  de 
propiedad  nacional  ?  Sería  mui  disputable  la  constitucionalidad  de  un  acto 
espedido  en  virtud  de  una  lei  clara  que  no  babta  sido  objetada  de  inconsti- 
tadonal.  La  inconstituoionalidad  está  en  lo  que  ha  dado  oríjen  al  impuesto, 
íbí  ese  oríjen  es  la  lei,  ella  es  la  inconstitucional. 

'^Si  el  acuerdo  de  la  Municipalidad,  o  el  acto  en  virtud  delcnalse  cobra 
d  impuesto  al  carbón  de  la  Nación,  es  inconstitucional,  no  lo  será  porqué 
Wa  ido  mas  allá  de  donde  la  lei  le  permite,  sino  porque  gravó  bienes  de  la 
Kicion  contra  el  precepto  constitucional ;  pero  como  eso  lo  hizo  en  virtud 
de  ana  aatorizacion  legal,  la  inconstitncionalidad  no  está  en  el  acto,  sino  eo 
^  lei  que  le  dio  oríjen. 
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<^La  Corte  no  tiene  para  qnó  traer  a  onenta  loa  contratos  hechos  con  el  j 
señor  Gonzalo  Arboleda,  posteriores  aja  leí,  para  considerarla  inconstito- 
cional  en  cnanto  afecta  o  pnede  afectar  bienes  nacionales:  le  basta  saber  que 
la  Nación  puede  ser  propietaria  de  carbón,  i  que  puede  tener  necesidad  de 
introducirlo  a  Cipaqnirá,  para  comprender  que  ana  lei  espedida  en  térmioos 
jenerales,  es  inconstitucional  en  cuanto  no  establece  la  eseepoíon. 

<<  Por  lo  espaesto,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  jastims  ea 
nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  re- 
suelve : 

^^*  Suspender  la  ejecución  del  artículo  único  de  la  lei  84  espedida  porli 
Aaamblea  del  Estado  de  Cundinamarca  en  17  de  noviembre  de  1875,  en 
cuanto  ella  comprende  o  puede' comprender  el  carbón  mineral  de  propiedad 
de  la  Nación,  que  se  introduzca  en  la  ciudad  de  Cipaquirá.  Bsta^suspension 
no  afecta  tal  lei  en  lo  que  se  refiere  a  los  derechos  que  se  impóngaosla 
introducción  del  carbón  que  sea  de  otra  propiedad  que  la  nacional. 

^^Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  para  los  efectos  del 
artículo  72  de  la  Constitución ;  publíquese  en  el  Diario  0/ícial^  i  eorfflM 
copia  al  señor  Gobernador  del  Estado.'* 

Disentido  que  fué   dicho   proyecto,  se   aprobó   unánimemente  por» 
Corte. 

Con  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  de  qué  tratar,  se  dio  por  ternUf 
nado  el  acto,  que  firma  el  señor  Majistrado  Presidente  con  los  demás  seño- 
res Majistrados,  por  ante  mí  el  Secretario,  de  que  doi  íe. 

El  Presidente,  Manusl  W.  Carvajal — Jxjájx  Agustín  Ubicokchea— 
Manuel  Ezequiel  Cóbrales— Rafael  Martínez  R. — Josfi  M.  Rojas  Sa. 
BRIDO — El  Secretario,  Itafael  M  Santander. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  enero  31  de  1876. 

El  Secretai'io,  Rafael  E.  Sanian^* 


INFORHE  DE  LA  COMIBION  INSBECTOBA. 

Ciudadanos   Senadores. 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  espidió 
el  17  de  noviembre  de  1875  una  lei  que  lleva  el  número  Sé  i  cuyo  artículo    ; 
úxñco  dice  lo  siguiente: 

^<  Autorizase  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá  para  gravar  hasta  eott 
cinco  centavos  toda  carga  de  carbón  mineral  que  ae  introduaca  a  dicha  <¿V' 
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dad  pan  su  oonanmo»  debiendo  aplicarse  su  prodaoto  a  la  constnícdoa 
de  loealee  para  escuelas  i  otros  gastos  de  instrucción  púUica." 

Posteriormente  a  la  espedicion  de  esta  lei,  celebró  el  Gobierno  nacional 
dos  contratos  sobre  «Dompra  i  con  dnccion  de  carbón  mineral  para  la  elabo* 
Mon  de  sal  en  Cipaquirá,  de  los  cuales  aparece  claramente  que  el  Gobierno 
fm\»  en  la  boca  de  la  mina  el  carbón  que  el  Contratista  le  vende,  i  que,  por 
Muígaiente,  la  Nadon  es  dueño  desde  ese  momento  de  dicho  mineral  el 
«I  debe  ser  conducido  luego  por  cuenta  del  mismo  Gobierno  al  lugar  don- 
de se  hallan  las  fibricas  de  sal.  Apesar  de  esto  i  de  que,  según  el  inciso  7.® 
srtfoolo  8.*  de  la  Constitución,  los  Estados  no  pueden  gravar  con  impuestos 
«  \qs  efectos  i  propiedades  de  la  Union  Colombiana,'»  los  recaudadores  del 
peaje  establecido  en  virtud  de  la  autorización  concedida  por  la  lei  84,  han 
pretendido  impedir  el  paso  del  carbón  del  Gobierno  para»  las  fibricas  mien- 
tras no  se  pague  dicho  peaje,  |)or  lo  cual  el  señor  Secretario  de  Hacienda  i 
Fomento,  en  nota  de  cinco  de  enero  del  presente  año,  excitó  al  Procurador 
jeneral  de  la  Union  para  que  solicitara  de  la  Suprema  Corte  federal  la  sus- 
pensión de  la  lei  que  ha  dado  oríjen  a  aquella  pretensión  indebida.  Aquel 
Sapremo  Tribunal  oyó  en  efecto  la  petición  del  Procurador,  i,  en  acuerdo 
celebrado  el  £a  diez  i  ocho  de  enero  último,  resolvió  suspender  la  ejecu- 
clon  de  la  \ú  otada,  <'  en  cuanto  ella  cpmprenda  o  pueda  comprender  el 
earbon  minecal  de  propiedad  de  la  Nación  que  se  introduzca  a  la  ciudad  de 

Bastan  la  anterior  reladon  de  los  hechos  ocurridos  i  la  comparación  del 
texto  de  la  lei  denunciada  con  la  disposición  constitucional  de  que  se  ha 
hecho  referencia,  para  comprender  que,  no  habiéndose  hecho  en  aquélla 
«oepcion  alguna  en  favor  de  los  efectos  i  propiedades  de  la  Union,  i,  antes 
bien,  didéndose  terminantemente  en  ella  que  se  autoriza  para  gravar  toda 
ctfgi  de  carbón  mineral  que  se  introduzca  en  la  ciudad  de  Cipaquirá,  la 
reeolndon  de  la  Suprema  Corte  es  estrictamente  oonstitucional,  i  que  la  del 
Senado  debe  ser  congruente  con  ella. 

Por  tanto,  vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de 
ks  Estados  no  vadla  en  proponeros  el  siguiente  proyecto  de 

BBSOLUaON  : 

Declárase  nula  la  lei  84,  de  17  de  noviembre  de  1875,  «<  que  concede 
tt  satorizacion  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá,"  espedida  por  la  Asam- 
U«a  Legislativa  del  Estado  soberano  de  Cnndinamarca,  en  cuanto  ella  corn* 
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prende  o  puede  comprender  el  oarboa  minerai  de  propiedad  de  la  Nadoi 
que  se  introdazoa  en  aquella  dudad. 

Ck>munique8e  esta  resolución,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corto 
Suprema  federal. 

Bogotá,  abril  6  de  1876. 

Ciudadanos  Senadores. 

Sbbjio  Arboleda — Ehüjaito  Bestbkpo— -Nabciso  Cadena-^osí  H. 
MaxtínezP. — ^Rafael  Bodeíqitez. 

Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios — Abril  12  de  1876. 

La  anterior  resolución  fué  aprobada  en  primer  debate  en  la  sesión  de 

esta  fecha. 

El  Oficial  mayor,  T,  Rodríguez  P^ez. 

wmmmmm 

Abril  11 — Aprobada  en  segundo  i  último  debate.  Comuniqúese;  sáqoese 

copia  del  informe,  para  la  imprenta,  i  ai|6tese. 

J.K  Pérez. 


j 

flrüUDAD  del  articulo  24  do  la  leí  12  de  1874  del  Estado  de  OinU 
namarca,  "refonnatoria  de  las  leyes  de  Hacienda.^' 


VISTA  DEL  PBOGUBAPOB  JENEBAL. 

Séniores  Majistrados. 

Varios  ciudadanos  del  Estado  de  Cundinamarca  solicitan  la  suspensión 
de  algunos  ariículoa  de  la  lei  espedida  por  dicho  Estado  en  10  de  noviembre 
de  1874,  reformatoria  de  las  leyes  de  Hacienda. 

Los  artículos  a  que  se  refiere  la  petición  son  los  relativos  al  impnesto 
sobre  la  destilación  del  aguardiente,  i  a  los  decretos  espedidos  por  el  Poi^ 
Ejecutivo  del  Estado  en  nso  de  la  atribución  que  le  confirió  la  mendooadB  2 
lei,  en  su  artículo  6.^,  para  dictar  los  reglamento!  que  creyera  necesarios  pira  | 
hacer  efectivo  el  impuesto  sobre  los  licores.  | 

Respecto  de  las  disposiciones  de  la  lei  en  lo  relativo  a  la  destilación  del  |^ 
}y  se  les  tacha  de  inconstitucionales,  porque  en  el  artículo  8.^  ^  \ 
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impone  la  pena  de  pérdida  del  alambiquei  i  de  los  materialefl  empleado!  en 
la  deitilacion  del  agaardiente,  a  los  que  hagan  eeta  operación  sin  las  forma- 
üdsdes  que  determina  el  Poder  £yecotivo  del  Estado ;  i  porque,  ademas,  se 
¡Dpone  una  multa  de  uno  a  diez  pesos  al  defraudador  de  la  renta. 

Se  sostiene  que  «este  artfoulo  aplica  la  pena  de  confiscación,  contra- 
liando  lo  dispuesto  en  el  parágrafo  del  inciso  5.°  del  articulo  15  de  la  Cons. 
titaoion  nacional. 

Tandbiense  manifiesta  que  son  contrariasjas  disposiciones  de  la  lei'que 

I  .fle  examina,  al  inciso  10  del  artículo   15  citado,  porque  hai  una  monstruosa 

desigsaldad  en  la  pena  qne  se  impone  al  que  defrauda  la  renta  destilando 

aguardiente  sin  las  formalidades  legales,-  i  al  que  defrauda  la  misma  renta 

introdociendo  al  Estado  aguardiente  destilado  en  otro  Estado. 

Púa  contestar  a  estas  observaciones  i  a  otras  que  se  hacen  tomando  por 
apoyo  la  inconveniencia  de  la  leí,  basta  saber  que  los  Estados  tienen  facultad 
coDstítaciona),  conferida  por  ei  inciso  9.°  del  artículo  15  de  la  carta  funda- 
mental, para  Reservarse  como  arbitrio  rentístico  el  uso  de  cualquiera  industria^ 
i  que,  habiéndose  reservado  el  Estado  de  Cundinamarca  la  de  destilar  i  ven- 
der aguardiente  como  renta  del  mismo  Estado,  el  lejislador  ha  tenido  dere- 
cho para  establecer  el  impuesto  sobre  estas  operaciones,  i  para  reglamentar 
su  percepción  como  a  bien  lo  tuviera. 

No  se  puede  calificar  de  confiscación  la  pena  impuesta  por  el  artículo 
3.*  deialei,  porque  la  confiscación  es  la  adjudicación  que  se  hace  al  fisco  de 
todos  ios  bienes  del  reo,  i  tal  mandato  no  contiene  el  mencionado  artículo  8.* 
En  cuanto  a  que  se  contraría  el  inciso   10  del  artículo  15  de  la  Consti- 
tución nacional,  por  no  ser  las  mismas  las  penas  para  los  que  defraudan  la 
renta  destilando  aguardiente  en  el  Estado  i  para  los  que  la  defraudan  intro- 
doeiSbdolo  de  otros  Estados,  «s  suficiente,  sin  mas  comentario,  ^ara  dar  una 
eonteitacíon  satisfiíctoria  a  este  argumento,  copiar  «1  inciso  10,  que  dice : 
^La  igualdad ;  i  en  consecoeuMa,  no  es  lícito  conceder  privilejios  o  distin- 
óones  legales  que  cedan  en  puro  favor  o  beneficio  de  los  agraciados ;  ni 
imponer  obligaciones  especiales  que  hagan  a  los  individuos  a  ellas  sujetos  de 
peor  condición  que  los  demás.^  Como  se  ve,  por  esta  disposición   constitu- 
tional  no  quedaron  los  lejisladores  de  los  Estados  en  imposibilidad  de  apli- 
tir  a  los  delitos  las  penas  que  estimaran  •oonvenientes  i  justas,  aunque  ellas 
tietan  deríffuaks. 

Por  lo  que  hace  a  las  disposiciones  de  los  decretos  del  Gobernador  del 
IiUdo  reglamentando  la  percepción  del  impuesto  sobre  destilación  de 
aguardiente,  no  hai  para  qué  entrar  en  consideraciones  especiales  sobre  su  in- 

I,  japorque  Ia«Oorte  Suprema  federal  no  tiene  fiícultad  para 
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tuspmimf  dcKsretOB  ejecutivos,  ya  porqne  todas  las  objeciones  {vresentadas  eo 
el  memorial  áe  los  qaé  han  solicitado  la  saspeosion  se  refieren  únicamente  s 
demostrar  la  inconveinencia  de  algunas  de  esas  disposiciones,  pero  nó  so 
oposición  a  las  prescripoionefi  de  la  Constitncion  nacíonaL 

En  consecnencia,  el  infrascrito  es  de  coocepto  qne  la  le!  6Z  del  Estado 
áe  Candinamarea^  espedida  en  10  de  noviembre  de  1874,  i  los  decretos  eje^ 
cativos  dictados  para  reglamentar  dicha  lei,  no  contienen  disposiciones  que 
estén  evidentemente  faera  deja  acción  conetitacñoDal  de  los  Estados,!  fie^ 
en  tal  virtod,  no  debéis  aoordar  la  suspensión  que  se  solicita. 

Bogotái  janio  10  de  1875^^ 


ACÜSBÜO  Í>fi  ¿A  OOiCTB  SUPÍtBlLl. 

fil  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certi^.'  í^e 
en  el  libro  de  acnerdos  ^e  este  l^ríbunal^  de  la  pajina  136  á  la  144,  wen- 
cuentra  el  siguiente  acuerdo : 

En  Bogotá^  a  seis  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  dnco,8BC0DB' 
tituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del  señor 
Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  señores  Majis* 
trados,  doctores  Juan  Agustín  Urícoechea,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  An* 
tonio  do  J.  Bei  i  José  María  Rojas  Chirrido. 

Se  tomó  en  consideración  el  memorial  suscrito  por  varios  vecinos  w 
esta  capital^  en  que  piden  que  la  Corte  suspenda  la  ejecución  de  la  lá  32  de 
1874,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  CundinamaroS)  i 
el  señor  Majistrado  doctor  Corrales,  a  quien  tocó  en  Tepartimento  este 
asunto^  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución^  al  que  se  le  dio  lector 
por  el  infrascrito  Secretario  : 

,  *«  Tistes  3  Varios  ciudadanos^  vecinos  de  esta  capital^  en  virtud  del 
derecho  que  lea  confiere  el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional,  sohoitftD 
que]  este  Supremo  Tribnni^I  suspenda  la  ejecución  de  la  lei  52  de  10  de  nO" 
viembre  de  1874,  «  reformatoria  de  las  ierres  de  Hadenda^^  espedida  por  b 
Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i  publicad*  en  e)  núfli^'^ 
890  del  Itqfistfo  éM  Bstaio^  por  ser^  ajuicio  de  dichos  ciudadanos»  ooati»- 
ria  a  varios  incisos  del  artículo  15  de  la  referida  Constitución. 

<«  Sustanciado  el  asunto  por  los  trámites  estableados  en  los  artíedotf 
1278  a  128Q  del  Código  Judicial  de  la  Union  (edición  de  1874},  por  habe^ 
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ttte  derogadoc  los  artículos  12^6  i  12?7  del  mismo  Código»  por  el  6.*  de  la 
leí  24  de  20  de  mano  de  1874,  el  señor  Procarador  jeneral  ha  emitido  dictá- 
mea  adverso  a  la  solicitad  indicada,  por  considerar  que  dicha  lei  52,  objeto 
del  presente  examen,  no  es  violatoria  de  disposición  algana  constitadonaL 

_  • 

*<  Siaembargo  de  que  se  pide  la  suspensión  de  toda  la  lei^  i  de  que  ésta 
se  oonpa  no  solo  de  los'impaestos  qne  gravan,  respectivamente,  la  inUrodüc- 
don  en  el  Estado,  para  sa  consamo  en  él,  de  los  licores  estranjeros  i  proce- 
dentes de  otros  Estados  de  la  Union,  i  la  destilación   de  agaardientes,  sino 
de  los  qne  gravan  el  consamo  de  otros  productos  del  país  i  la  riqaeza  raíz, 
como  también  del  procedimiento  que  se  debe  emplear  en  las  ejecuciones 
contra  los  deadores  al  fisco  del  Estado,  i  de  la  prescripción  que  hace  a  los 
rejíatradores   de  instrumentos  públicos  i  privados,  <  de  que  no  presten  su 
oficio  en  ningún  caso,  sin  que  se  les  compruebe,  por  quien  lo  solicité,  que 
éste  se  halla  a  pac  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado,  por  contribaciooes  sobre 
fincas  rafees  i  muebles,'  los  peticionarios  se  han  limitado  a  esponer  las  razo- 
nes que  tienen  gara  juzgar  que  son  inconstituoionales  los  artículos  de  la  lei 
acusada  que  se  refieren  a  los  impuestos  que  gravan  la  destilación  e  intro- 
dnceioQ  de  aguardientes,  los  que  señalan  penas  por  los  fraudes  que  se  come- 
tan contra  la  renta  de  licores,  i  la  autorización  que  se  da  al  Poder  Ejecutivo 
del  Estado  para  dictar  ios  reglamentos  que  orea  necesarios  para  hacer  efec- 
tivo el  impuesto  sobre  los  licores ;  absteniéndose  de  aducir  argumentos  con- 
tra Iss  denss  disposiciones  de  la  lei  mencionada. 

'^Losfiíndamentos  principales  que  se  han  consignado  en  la  solicitud 
espresads,  son  éstos: 

'La  lei  52  de  10  de  noviembre  de  1874,  reformatoria  de  las  leyes  de 

*  Hacienda,  crea  un  impaosto  sobre  los  licores  que  se  introduzcan  en  el  Estado 
'  i  lobre  la  destilaeion  de!  aguardiente  que  se  produzca  en  Ccndinamaroa. 

*Ko  nos  incumbe  examinar  hasta  qué  punto  peque  contra  la  Constitu- 
'cÚMi  nacional,  contra  la  conveniencia  i  contra  la  jasticia,  eso  de  gravar  con 
'  UB  foerte  deredio  de  introducción  en  el  Estado  a  una  mercadería  que  ya 

*  en  lita  adaaua  de  la  República  habla  pagado,  para  ir  a  ofrecerse  al  consu- 
'  mo  en  cualquier  paite  do  ella.  Mas  bien  protestaríamos  contra  b  prohiba 
*don  implfcita  qne  envuelve  el  articulo  4.°,  de  introducir  en  Cundinamarca 
^lioores  fabricados  ep  otros  Estados  de  la  Union,  aunque  tal  medida  quizás 
^ seria  favorable  a  nueeftros  particulares  intereses,  siendo  como  es  nuestra 
Modostria  la  destilación  de  aguardiente,  i  conviniéndonos,  por  lo  mismo, 
^ilejar  teda  competencia  ;  pero  no  lo  hacemos,  porque  nuestro  objeto  es 
^ «US  concreto:  es  pedir  la  suspensión  de  dicha  lei  por  lo  que  hai  en  ella 
^{•eaos  toca  de  aerea,  i,  más,  que  oos  hiwe  directamente^ 
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•  LlMntmoí,  pna,  voestr»  ateodon,  en  prinwr  loijw,  btói  tt  uIÍbí 
•1..  C«ai  bowlta  d«  iguirdtenta  ptg«rf  dos  i  medio  «bUym  d»  impaei 
*et  decir,  el  treiDU  i  tras  por  dentó,  ia  teroera  parte  del  Tilot4d^™j 

•  braW  del  «rtloulo.  Kito,  «f  en  abstracto,  seria   pnriraenUíiOíbitant»! 
» poro  ooando  examinemos  oiBrtoa  artícoloa  délos   dos  deoietos  qMutJvJ 

•  arriba  citados,  80  demostrad  qne  este   impuesto  no  tiene  oiro  obieUK^^ 
loonstítnir  un  monopolio  a  favor  de  persona  determinada. 

( El  artfoDlo  6."  da  faonltadeB  omnfmodaB  al  Poder  EjeoutWo  ^n^ii 

•  cer  efectivo  el   impaesto  i  reglamentar   los  modos  de  la  leckQdscion,  d^ 
'manera  qao  esos  decretos  boq  en  realidad  la  misma  Ici. 

•  SI  artículo  8."  impone  la  pena  de  con^Bcacion  al  qnú  destile  igui 
I  diente  sin  las-  formalidades  qne  determine  el  Poder  Ejecutivo ;  solo  qae,  a 

•  lagar  de  nsar  francamente  del  verbo  cottJUcar,  nsa  del  verbo  perder. \«iIia1 
>  mismo  artículo,  en  sa   parte   final,   impone,  ademat,  la  pena  do  multa  il 

•  defraudador.  Conjltcacion  de  biene»  \  lavAy*  pofU  castigar  vt 
'cho.  Sinembargo,  el  parágrafo  del  inciso  S,*   del   artículo  ^5  de  la  Goatt'*^ 

•  tadOD  nacional  dice  terminantemente  qne  'en  ningún   caso*  se  podiÜn* 
•poner  pena   de  confisoadon.  Ko  obstante,   el   artfonlo   9°  sigoieni»^ 

•  impone  mas  pena   qne  la  de  pagar  dobUt  los  derecboe  cansados,  a  Ios<1H 

•  introduEcan  licores  sin  las  formalidades  qne  dicte  el  Poder    SjecM^X^o.  ^  I 

•  modo  que  por  nn  mismo  delito,  qne  oonsiste  en  defraudar  cierta  rentOy  m  1 
imponen  por  la  lei  pena»  dUlintaa :  a[  t^e  produce,  la   conJiecacion'i^'W 

<  mnlta ;  ¡  «1  qne  introduce,  sólo  esta  úlUma.  La  desigualdad  no  pa«d«  t^^l 

•  mas  manifiesta,  i,  por  lo  mismo,  el  derecho  de  igualdad,  garantido  por  el 
•inciso  10   del   artfonlo   IS   de  la  Constitución,  queda  incoRt«et.aVA«nt«t.V9 

•  violado. 

•  Todo  el  resto  do  la  lei  se  refiere  a  los  términos  en  qne  deben  cobrarse 
'  los  impuestos.  A  los  deudores  al  fisco  se  los  embargan,,  depositan,  ava-V^» 

•  i  remaUn  sus  bienea.  Si  esto  do  es  confiscar  Umbicn,  será  porque  la  pal» 
'  bra  ha  perdido  su  significación  desda  qne  ha  sido  necesario  hac6r«e^«>  P*^ 

der,  para  poder  ooncnlcar  la  Constitudon.' 

"  Kl  hecho  de  gravarse  la  destiladoo  o  produodon  do  lioores,  i  la    i'^*^'" 
dncdon,p8raeloonsomoenelBeUdodeCnDdinamarca,de  los  licores  ca< 
jeros  i  procedentes  de  otros  Estados,  en  concepto  de  la   Corte    no  ea  t 
tono  de  la  ConsUtnoioa  nacional,  Mmo  pasa  a  demostrarlo, 

"  La  aplicación  do  las  facultades  del  iodividno  a  la  prodaccion, 
qne-Bustandal  i  económicamente  so  entiende  por   industria/     i,  con  o.      i 
«ion  de  las  industrias   que  están   prohibidas,  por  considerarse    e«  ejet 
Bomo  deUtoa  o  acdones  que  ofendes  el  derecho  de  tercero  o  d«  la  ooi 
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tai  demás  indastrias,  o  son  absolatamente  libres,  porque  por  su  ejer* 

tfiMo  Bo  se  ha  establecido  gravamen  algnno  por  las  corporaciones  lejislativas, 

i  flie  qeroioio  queda  bajo  el  amparo  de  la  garantía  consagrada  en  los  incisos 

'  i  9J^  de  lartf  cqIo  15  de  la  Constitución  política  de  la  República,  sin  trabas  de 

igona  especie,  o  no  son  libres,  porque  la  Nación,  o  el  Estado  respectivo,  se 

reservado  su  ejercicio,  como  fuente  de  recursos  fiscales,  i  entonces  resulta 

industria  monopolizada,  si  la  entidad  política  por  sí  misma,  o  por  media 

pocas  personas,  la  ejerce  con   esolusion  de  las  demás ;  o  una  industria 

fttvada  por  determinada  contribución  que  la  lei  establece,  i  para  cuyo  ejer- 

orio,  aunque  dependiente  únicamente   de  la  voluntad  i  facultades  del  indi* 

viduo,  es  menester  que  éste  se  someta  a  cumplir  con  las  formalidades  que 

se  prefijen. 

"La  lei  52  de  1874  espedida  por  la  Asamblea  de  Cundinamarca,  se 
encuentra  en  el  último  caso   de  los  supuestos,  porque  el  Estado  no  se  ha 
reservado  el  derecho  de  producir  ni  el  de  introducir  licores,  haciendo  un 
mooopollo  que  implicarla  prohibición  absoluta  a  los  particulares  de  hacer  la 
mismo.  Lbs  ha  dejado  en  libertad  de  introducir  i  producir  aguardientes,  si 
quieren  i  les  conviene  ocoparse  en  dichas  operaciones,  pero  con  la  condición 
de  que  han  de  someterse  a  las  reglas  que  la  lei,  o  el  ejecutor  inmediato  de 
^\\a,  con  plena  autorización,  ha  juzgado  necesario   determinar  de  antemano. 
Por  consígaiente,  la  operación  o  industria  de  producir  licores  en  Cnndina* 
marca,  i  ía  de  traerlos  a  su  territorio  de  otros  Estados   colombianos  o  de 
países  esCniDJeros,  están  comprendidas  en  las  restricciones   especificadas  en 
eJ  iocíso  9.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  i,  por  tanto,  la  léi 
acosada  no  peca  contra  la  garantía  de  la  libertad  de  ejercer  toda  industria. 
"  Mochos  de  los  argumentos  que  los  peticionarios  hacen  en  apoyo  de 
6ü  petición,  podrán  ser  buenos  para  solicitar  la  reforma  de  la  lei  mencionada 
o  de  los  decretos  dictados  en  su  ejecución  ;  mas  no  lo  son  para  demostrar 
4)fle  la  lei  es  inconstitucional.  Con  frecuencia  se  consideran  como  contrarias 
a  la  Constitución  leyes  qae,  en  realidad,  no  conculcan  sino  los  principios  de 
la  ciencia  económica,  que  es  cosa  mui  distinta ;  i  los  males  que  de  dichas 
leyes  se  deriven,  no  se  podrán  correjir^or  medio  de  resoluciones  de  suspen* 
ñon  que  dictara  la  Corte  federal,  sino  por  otros  que  las  instituciones  ponen 
al  alcance  de  los  ciudadanos,  como,   por  ejemplo,  representando  a  la  misma 
corporación   lejislativa  para  que  derogue  o  modifique  las  disposiciones  de 
esas  leyes  en  un  sentido  mas  liberal  o  mas  conforme  con  las  doctrinas  econ¿- 
nicaa;  ocurriendo  a  la  prensa  para  abrir  discusión  pública  sobre  ellas;  po- 
niendo al  aervicio  de  ciertas  ideas  o  principios  el  sufrajio  popular,  &o,  éso. 
"  Una  lei  que  llegue  a  gravar  determinada  industria  con  un  fuerte 
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derechOi  capaz  por  sí  sólo  de  intrpdaoir  el  desalioDio  en  los  especuladores, 
porqae  equivaliese  a  ana  prohibición  de  ejeroerlai.  como  los  peticionarioB 
aseguran  que  socede  con  respecto  al  impaesto  que  el  articalo  2.^  de  la  lei 
acusada  establece  por  la  destiladon  de  cada  botella  de  aguardiente,  no  seña 
por  eso  inconstitucional,  supuesto  que  al  Poder  Lejislativo  no  se  le  han  seña- 
lado limites  para  decretar  los  impuestos.  La  medida  de  éstos  la  determinan 
el  criterio  propio  del  lejislador  i  la  conveniencia  pública ;  de  suerte  que  si 
se  hiciera  mala  aplicación  del  primero  i  se  desatendiera  lo  que  aconsejase  la 
aegunda,  los  particulares  tendrían  espeditos  los  recursos  ya  mencionados, 
para  obtener  justicia;  no  siendo  la  Corte,  en  tal  suposición,  la  llamada  a 
intervenir. 

«<  La  circunstanda  de  que  la  lei  acusada  no  haya  establecido  una  rigo- 
rosa proporción  entre  las  penas  con  que  ordena  se  castigue  el  fraude  qae  9e 
cometiere  destilando  o  introduciendo  clandestinamente   aguardientes,  no 
implica,  aunque  los  peticionarios  sostienen  lo  contrario,  violación  del  inciso 
10  del  artículo  15  de  la  Constitución,  que  garantiza  la  igualdad  entre  todos 
los  individuos,  porque  esa  igualdad  se  reñere  a  los  derechos  de  los  qne  se 
hallen  en  unas  mismas  condiciones,  i  de  ninguna  manera  a  los  mtigos 
o  penas  que,  como  en  el  presente  caso,  se  inflijan  por  trasgreáonde 
las  leyes. 

*<  La  pérdida  que  sufra  el  defraudador  de  la  renta  de  licores,  a^i  de 
éstos  como  de  todos  los  aparatos  i  útiles  de  que  se  sirva  para  cometer  el 
fraude,  si  éste  llega  a  descubrirse  i  acreditarse,  i  la  consiguiente  adjudica- 
ción que  del  producto  de  tales  cosas,  puestas  en  remate  público,  se  haga  al 
Tesoro  del  Estado,  no  constituyen  lo  que  jurídicamente  se  llama  confisca- 
ción, i  cuya  pena  no  puede  señalarse  en  la  lei,  ni  aplicarse  por  ningoD 
funcionario. 

(c  En  cuanto  a  lo  que  dispone  la  lei  52  en  su  artículo  24,  la  Corte  es  de 
opinión  que  él  viola  la  garantía  de  que  trata  el  inciso  4.^  del  artículo  15  de 
la  Constitución  nacional,  a  saber  :  *La  seguridad  personal;  de  manera  que 
no  sea  atacada  impunemente  por  otro  individuo  o  por  la  autoridad  pu- 
blica ;  ni  ser  presos  o  detenidos,  sino  por  motivo  criminal  o  por  pena  co- 
rreccional ;  ni  juzgados  por  comisiones  o  tribunales  estraordinanos ;  ni  pe- 
nados sin  ser  oidos  i  vencidos  en  juicio ;  i  todo  esto  en  virtud  de  lejes 
preexistentes.'  El  referido  artículo  24  dispone  lo  siguiente  : 

<  Artículo  24.  Los  rejistradores  de  instrumentos  públicos  i  privados  no 

*  prestarán  su  oficio  en  ningún  caso,  sin  que  6e  les  compruebe,  por  quien  )o 
^  solicite,  que  éste  está  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  por  contribo- 

*  clones  sobre  fincas  raíces  i  muebles  \  cuyo  comprobante  se  espediri  í  p''^ 
'  sentará  en  papel  común. 
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«Parágrafo  1.^  De  ese  oomprobante  se  hará  menoioa  en  la  nota  de 
«njpBtro. 

'Parágrafo  2.^  El  rejistrador  que  falte  al  ^eber  que  se  le  impone  por 
'6rt6  artículo,  incnrrirá  en  la  pena  de  destitución  del  destino  qne  ejerza, 
^peoa  qne  aplicará  el  Tribunal  Superior  con  la  sola  vista  del  documento  en 
'fuese  observe  la  falta;  i  el  rejistro  será  nulo,  si  se  omite  la  formalidad  de 
*ip0  trata  el  parágrafo  anterior.* 

^Ea  apoyo  o  corroboración  de  la  opinión  de  la  Corte  Suprema,  ella  . 
feproduoe  la  doctrina  asentada  por  la  comisión  inspectora  de  los  actos  lejis- 
I&tivos  de  los  Estados,  aceptada  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios  en  laa 
Beúooes  de  noviembre, de  1867  i  de  abril  de  1874,  al  examinar  el  articulo  40 
de  li  Id  de  19  de  diciembre  de  1864,  <  orgánica  de  las  contribuciones  i  ren- 
tas,' espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Boyacá,  i 
el  artiinlo  13  de  la  lei  49  de  7  de  setiembre  de  1869,  del  mismo  Estado, 
*  qae  tdiciona  i  reforma  las  leyes  28  i  29.' 

^La  espresada  comisión,  en  1867,  espuso  lo  siguiente : 

'  Hai  que  observar : 

'  1.^  Que  es  base  esencial  e  invariable  de  la  unión  entre  los  Estados,  el 
^reooncdmiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral  i  de  los  6oi 
^biemoB  de  todos  i  cada  uno  de  los   Estados,  de  los  derechos  individuales 

*  consagrados  en  los  diez  i  seis  incisos  del   articulo  15   de  la   Constitución 
'naeipoal; 

*2,^  Qoe  en  el  catálogo  de  esos  derechos  figuran  el  de  que  los  habitan- 
<tesi  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia  no  pueden  ser  pena- 
dos sin  ser  oidos  i  vencidos  enjuicio,  i  el  de  obtener  pronta  resolución  en 

*  las  peticiones  qne  por  escrito  dirijan  a  las  corporaciones,  autoridades  o  fun- 
*eioDario8  públicos  sobre  cualquier  asunto  de  ínteres  jeneral  o  particuTarj  i 

^3.^  Qae  el  medio  coercitivo  empleado  por  la  lei  de  Boy.icá  para  hacer 

*  eficaces  las  contribuciones,  conculca  estas  dos  garantías.  En  efecto,  si  los 
Hríbanalea  de  justicia,  notarios  i  rejistradores  de  instrumentos  públicos  i 
'privados,  niegan  »n  oficio  a  los  contribuyentes  que  no  justifiquen  la  soln- 
'don  del  impuesto,  resulta  que  tales  contribuyentes  tienen  prohibición  tem- 
'  peral  de  ejercer  los  derechos  civiles  de  testar;  de  ser  nombrados  herederos 
'  o  legatarios ;  de  contraer  matrimonio  civil;  de  nombrar  o  ser  nombrados 
Uatores,  curadores,  arbitros,  apoderados,  &o.;  de  hacer  constar  sus  contra- 
ctos por  escritura  pública ;  do  demandar  en  jiiúcio  sus  derechos ;  i  de  ejercer, 
*n  fin,  todo  acto  civil  en  que  por  razón  de  su  ofioio  debon  intervenir  los 
'fanoionarios  públicos  espresados.  I  como  la  prohibición  temporal  de  ejerci- 
'tar  tales  derechos,  o  sea  la  suspensión  de  ellos,  es  una  verdadera  pena,  es 
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*  evidente  qae.lot  individuos  qae  no  jostifiquen  el  pago  de  la  coniribacioDj 
^  vienen  a  ser  penados  sin  ser  oídos  i  vencidos  en  juicio. 

^  Si  la  no  satisfacción  del  impuesto  es  un   delito,  debe  preceder  jaicia 

*  para  la  imposición  de  la  pena ;  i  si  no  lo  es,  es  un  absurdo  emplear,  una 
'  coacción  que  tiene  todos  los  caracteres  de  ana  verdadera  pena.  Ko  se  ale- 
«  g^ae  que  está  en  manos  del  contribuyente  hacer  cesar  el  entredicho  a  que 
^  se  le  sujeta,  consignando  la  contribución  ;  porque  no  es  raro  que  se  le  ini' 

*  pongan  gravámenes  superiores  a  sus  recursos,  o  que,  por  causas  indepen- 
^  dientes  de  su  voluntad,  se  vea  reducido  a  la  impotencia  absoluta  de  pagar.' 

*<Los  fundamentos  espuestos,  en  sentir  de  la  Corte,  son  aplicables  al 
artículo  24  i  sus  parágrafos  de  la  lei  52  de  1874,  arriba  citada,  por  cnanto 
sus  disposiciones  imponen  a  los  rejistradores  de  instrumentos  públicos  i  pri- 
vados el  deber  de  negarse  a  prestar  su  oficio  a  los  particulares  que  no  com- 
prueben estar  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  público  por  razón  del  impuesto 
sobre  fincas  rafees  i  muebles. 

^'  Respecto  de  los  decretos  dictados  por  el  Gobernador  del  Estado  en 
ejecución  de  la  mencionada  lei  cundinamarquesa,  ningún  concepto  puede  emi- 
tir la  Corte,  pues  no  se  le  ha  conferido  la  atribución  de  examinar  esos  aetoa. 

<'£q  consecuencia,  la  Corté  Suprema  federal,  administrando  justicia  en 
nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  i 
ttsando  de  la  atribución^ que  le  da  el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional, 
resuelve  suspender,  como  suspende,  el  cumplimiento  del*  articulo  24  isas 
dos  parágrafos  de  la  lei  52  de  10  de  noviembre  de  1874,  *  reformatoria  de 
las  leyes  de  Hacienda,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de 
Cundinamarca,  por  estimarlos  contrarios  al  inciso  4.°  del  articulo  15  de  la 
misma  Constitución  ;  i  se  abstiene  de  decretar  la  suspensión  de  las  demás 
disposiciones  do  dicha  lei. 

''  Notiflquese,  publíquese  en  el  Diario  Oficial^  comuniqúese  al  Poder 
Ejecutivo  de  Cundinamarca,  i  remitase  al  Senado  de  Plenipotenciarios  el 
espediente,  con  copia  autorizada  de  este  acuerdo,  para  los  efectos  ulteriores." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  una- 
nimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  pre- 
sente acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Manuel  W.  Carvajal — Juan  Agustín  Ubicobchba— 
Manuel  Ezbquiel  Cóbrales — Antonio  de  J.  Reí — Josfi  M.  Rojas  Ga- 
rrido— El  Secretario,  Rafael  E.  ¡Santander. 

Es  copia  conforme, — Bogotá,  julio  14  de  1875. 

El  Secretario,  Hafael  JS.  Santander. 


—  lOÍ  — 


1N70BHB  DA  LA.  COMISIÓN  INSPECTOBA.     / 

CiudacLazLOB  Senadores  Plenipotenciarios. 

Habiendo  sido  devuelto  a  vuestra  comisión  de  iospeocion  de  actos 
lejisIaÜTOB  de  los  Estados  el  acuerdo  de  la  honorable  Corte  Suprema  federal, 
de  fecha  6  de  julio  del  auo  prózimo  pasado,  espedido  sobre  el  memorial  sus- 
crito por  varios  vecinos  de  esta  capital,  en  que  pedian  se  suspendiera  la 
ejecución  de  la  lei  52  de  Cnndinalnarca  de  10  de  noviembre  de  1874,  i 
sobre  cuyo  acuerdo  vuestra  comisión  dio  el  informe  de  que  tenéis  conoci- 
miento ;  después  de  haber  oido  la  discusión  que  dicho  informe  motivara,  se 
permite  adicionar  el  proyecto  de  resolución  con  que  terminó  dicho  in- 
forme, de  la  manera  siguiente  : 

*'  £1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5/  del  artí- 
culo 51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  nulos  el  artículo 
24  i  sus  dos  parágrafos  de  la  lei  52,  de  10  de  noviembre  de  1874,  «reforma- 
toria de  les  leyes  de  Hacienda,'  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  sobe- 
rano de  Cundioamároa,  por  considerarlos  contrarios  al  inciso  4.^  del  artículo 

« 

15  de  la  misma  Constitución  ;  i  declara  válidos  los  demás  artículos  de  la 
misma  \ei. 

"  Comnaíquese  a  la  Corte  Suprema,  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Union,  al 
Gobeniador  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i  publíquese." 
Honorables  Senadores  Plenipotenciarios. 

Yoe^tra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados  : 
Sfiuio  Abbolsda — Jx>sá  M.  Mabtínbz  P. — Narciso  Capsna — Emi- 
liano RjESTBSPO  E. — Rafael  Rodbíguez. 

Senado  de  Plenipotenciarios — Abril  10  de  1876. 

Se  consideró  en  primer  debate  la   anterior  variación,  I  fué  aprobada* 

El  Secretario  auxiliar,  Julio  JE,  Pérez, 

Abril  17— Se  aprobó  en  segundo  i  último  debate.  Comuniqúese,  sá- 
qaese  copia  del  informe  para  su  publicación,  i  anótese. 

Julio  JE.  Pérez* 
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II. 


VAUDIZ  del  aitidtalo  1.*  de  la  leí  30  d«  1864  del  Estado  de  Oimdi< 

namarea,  sobre  matrimonio. 


VISTA   DEL  PBOGUBADOB   JESTEBAL. 

Señores  Majistrados. 

Solicita  el  sefíor  Domingo   de  la  Peña  la  Bospension    del  artícalo  134 
del  Código  Civil  de  Candinamarca,  i  la  del  artículo  1.^  de  la  lei  del  mismo 
Estado,  de  30  de  agosto  de  1864,  sobre  matrimonio ;  i  lo  solicita,  dice,  por- 
que la  Constitución   nacional  establece  que  ninguna  disposicioQ  lejisIatiVa 
tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral  ni  en  el  de  los  Estados. 

De  la  misma  opinión  es  el  Procurador  de  Cundinamarca  con  respecto 
al  articulo  134  del  Códíp:o  Civil;  i  lo  manifiesta  así  en  el  informe  que  eco 
fecha  25  de  febrero  próximo  pasado  diríjió  al  Secretario  jeneral,  pues  dice 
que  basta  la  simple  lectura  de  Ins  dos  disposiciones  insertas  (la  del  Código  i 
la  de  la  Constitución)  para  que  se  note  que  la  del  Código  Civil,  por  produ- 
cir efectos  retroactivos,  es  contraria  a  la  de  la  Constitución  nacional  que  lo 
prohibe. 

No  opina  de  la  misma  manera  el  infrascrito,  porque  sancionada  la 
Constitución  nacional  en  23  de  mayo  de  1863,  o,  lo  que  es  lo  mismo;  cuatro 
años  después  de  sancionado  el  Código  Civil,  no  tiene  porqué  producir  efec- 
tos retroactivos  una  disposición  que  estaba  rijiendo  en  Cundinamarca  cuan- 
do se  firmó  la  carta  fundamental  de  la  República. 

Si  esa  disposición  (la  del  Código)  es  contraria  a  la  Constitacion,  es  cla- 
ro que  quedó  de  hecho  derogada  con  la  eapedicion  de  dicha  Constitución, 
i  en,  este  caso  tampoco  tendría  la  Corte  porqué  ocuparse  de  una  disposi- 
ción que  no  debe  considerarse  vijente,  si  es  que  ella  es  contraria  a  la  Cons- 
titución. 

Por  manera  que  no  hai  para  qué  entrar  a  examinar  si  el  artículo  184 
del  Código  Civil  produce  o  nó  efectos  retroactivos ;  ni  tampoco  si  él  eeti  o 
nó  virtualmente  suspendido  con  motivo  de  la  resolución  de  esa  Soperiori- 
dad,  de  11  de  marzo  de  1873,  que  declaró  sin  efecto  el  articulo  7.^  de  la  leí 
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de  í%  de  enero  áel  miflmo  afio,  reformatoria  también  del  Código  Civil,  i 
qiie,ajaioio  del  iofraacrito,  entraSa  el  miamo  principio;  po^rqne,  como  se  ha 
dioho,  cnando  se  sancionó  la  Constitución  de  Bionegro  estaba  rijiendo  en 
ÜBfldioamarca  tal  artfcolo  i  i  por  lo  tanto,  si  es  contrarío  a  la  Constitacion, 
lewbreentiende  qae  está  derogado,  sin  necesidad  ahora  de  que  Bendiga  o 
dqe  de  decirse  que  61  quedó  o  nó  igualmente  suspendido  con  la  resolución 
de  la  Corte  que  se  acaba  de  citar. 

Si  la  espedicion  del  citado  articulo  se  hubiera  efectuado  después  de  la 
*  aineion  de  la  Constitución,  es  evidente  entonces  que  debería   examinarse  si 
él  producía  o  nó  efectos  retroactivos ;  pero  habiendo  acontecido  mucho  an- 
tea, no  hai,  como  ya  se  ha  manifestado,  para  qué  ocuparse  de  esta  caestion^ 
o  sea  de  la  inconstitucionalidad  del  espresado  artículo. 

I  en  cnanto  a  la  disposición  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  adición 
mi  i  reformatoria  del  Código  Civil,  puya  suspensión  también  se  pide^  no  en- 
eaesUa  d  infrascrito  Procurador  jeñeral  de  la  Nación— «que  ésta  sea  contra' 
ríi  en  nada  a  ninguna  prevención  constitucional,  ni  que  produzca  efecto 
retroactivo. 

Por  tales  raaones^  opina  el  que  suscribe  que  no  tiene  esa  superioridad 
porqu6  ocuparse  o  hacer  nso^  en  esta  vea,  de  la  atribución  7/  del  artículo 
18  delaseocion  3/  del  Código  Judicial,  suspendiendo  las  dos  disposidones 
qaefloHdtael  señor  Domingo  de  la  Peña  se  suspendan. 

fiogotá,  marzo  6  de  1874« 

*  Bbnioko  Güabnizo« 
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El  Itt^aacrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que  en 
ei  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  ciento  setenta 
i  dos  a  la  ciento  ochenta  i  tres^  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  signe : 

Bn  Bogotá)  a  reintiseis  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  onatroi 
ie  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
dd  señor  Majiatrado  Presidente,  doctor  José  María  Rojas  Garrido,  i  demás 
ee&ores  Majistirados,  doctores  Manuel  María  Ramírez,  César  Conto^  José 
Xirfa  ViHamiaar  G.  i  Manuel  M.  MadiedOj  i  se  tomó  en  consideradon  la 
ioHdtud  del  señor  Domingo  de  la  Peña  en  que  pide  la  suspensión  del  artf* 
^0 IM  del  Código  Gm\  del  Bstado  soberuio  de  Oundinamarcaí  i  del  artf« 
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calo  1.^  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  qae  tratan  del  matrimonio  civil. 

El  señor  Majistrado  dootor  Contó  presentó  el  siguiente  proyeeto  de 
resolución : 

*«  Vistos.-Domingo  de  la  Peña  ha  solicitado  la  saspension  del  articulo 
134  del  Código  Civil  de  Cundioamarca  i  del  1.^  de  la  lei  del  mismo  Bstado, 
espedida  el  90  de  agosto  de  1864,  sobre  matrimonio,  fundándose  en  que 
ambas  disposicioDes,  por  tener  efecto  retroactivo,  son  contrarias  al  articulo 
24  de  la  Constitución  nacional. 

^'Seguida  la  tramitación  que  so  previene  en  el  capitulo  10,  titulo  11, 
libro  2.^  del  Código  Judicial  de  la  Union,  i  en  la  reforma  37,  lei  76  de  1873, 
el  Procurador  de  dicho  Estado,  en  su  esposicion  de  25  de  febrero  del  pre- 
sente año,  co^ivino  en  la  justicia  de  la  petición   respecto  del  artionlo   134, 
por  la  raaon  alegada ;  mas  nó  en  lo  relativo  al  articulo  1.^  de  la  lei  de  1864, 
porque,  en  su  concepto,  no  produce  efecto  retroactivo,  ni  es  contrario  a  al- 
guna otra  prevención  constitucional.  El  Procurador  jeneral  de  la  Union,  en 
BU  vista  de  6  de  marzo,  cree  lo  mismo  respecto  de  la  disposición  últimamen- 
te citada ;  pero  en  cuanto  a  la  del  Código  Civil,  no  espresa  su  concepto  de- 
cisivo sobre  su  inconstitucionalidad,  porque  dice  que  siendo  eae  Código  an- 
terior a  la  Constitución  nacional,  toda  disposición  que  contenga  i   sea  con- 
traría  a  ésta,  quedó  virtualmente  derogada,  i,  por  lo  mismo,  no  ea  el  caso 
de  que  la  Corte  ejerza  la  atribución  que  tiene  sobre  suspensión  de  leyes  de 
los  Estados. 

*^  Ciertamente,  la  Corte  Suprema  que  empecó  a  funcionar  el   1.^  de 
ftbril  de  1864,  deterpiinó,  en  algunas  peticiones  sobre  suspensión  de  leyes 
anteriores  a  la  Constitución,  que  acerca  de  ellas  no  ejercía  la  atribución  qae 
le  confería  el  articulo  72,  por  la  misma  razón  que  ahora  alega  el  Procura- 
dor jeneral;  i  el  Senado  del865  resolvió,  con  motivo  de  una  lei  de  Santander 
i  otra  de  Bolívar,  espedidas  en  1850  i  1862,  que  siendo  anteriores  a  la  Cons- 
titución, no  estaba  en  el  caso  de  ejercer  respecto  de  ellas  la  atribución  del 
kiciso  ^.%  articulo  51  de  la  misma.  Pero  esta  manera  de  entender  i  aplicar 
ta doctrina  eonstitociottal  se  modificó  después  de  un  modo  sustanoial^i  de  algu- 
nos años  acá  se  signe  una  práctica  diametralmente  contraria ;  sin  dnda  porque 
ae  consideró  que  leyes  de  los  Estados^  anteriores  a  la  Constitución  i  opues- 
tas  a  ella,  pudieran  «continuar  cumpliéndose  al  no  ser  derogadas  espresa- 
mente  por  las  respectivaa  Lejislaturas,  sin  que  quedara  arbritrio  alguno 
para  evitar  la  observancia  de  tales  leyes,  inconciliables  oon  el  código  funda- 
mental de  la  tJnion.  Así  lo  declara  la  Corte  en  su  resolución  de  17  de  mar- 
zo de  1871,  publicada  en  el  número  2222  del  DiarJU>  Q^Zcia/,  por  la  q«a 
«Dspeadió  d  artículo  802  del  Código  Jadknal  da  Cnndinamarcat  que  rejia 
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desde  intes  de  la  Constituoion  de  1863  ;  i  el  Senado  deolaró  nalo  el  mismo 
tttfcdo  el  1.®  de  mayo  siguiente.  La  práctica  qnedó  defitinivamente  esta- 
Ueeida,  i  de  ello  se  paeden  presentar  algunos  ejemplos :  por  resolcK^ioa  de 
21  de  abril  de  1868,  el  Senado  anuló  el  artfoulo  4.'  de  la  lei  del  Estado  de 
Ántioquia  sobre  caminos  públicos,  espedida  en  22  de  diciembre  de  1859:  la 
Corte  suspendió  el  6  de  mayo  del  año  próximo  pasado,  i  el  Senado  anuló  el 
29  del  mismo  mes,  el  articulo  165  del  Código  Judicial  del  Tolima,  que  era 
el  mismo  de  Cundinamarca  puesto  en  vigor  en  aquel  otro  Estado  por  un 
decreto  del  Gobierno  provisorio,  fechado  el  19  de  agosto  de  1861. 

^  Esto  sentado,  debe  la  Corte  examinar  si  las  disposiciones  denuncia- 
das como  inconstitucionales,  lo  son   en  realidad.  Ninguna  duda  puede  ca* 
ber  de  que  adolece  de  ese  vicio   el  artículo  1S4   del  Código  Civil  cundina- 
marquésy^que  dice :  *Son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  políticos,  los  matri- 
tnoDÍos  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos  conforme  a 
los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  suje- 
tado para  oelebrar  el  matrimonio.'  En  efecto,  el  contexto  mismo  de  la  dis- 
posición manifiesta  su  retroactividad,  puesto  que  no  habría  sido  necesario 
adoptarla,  si  por  medio  de  ella  no  se  hubiese  querido  dar  valor  a  actos  quq 
eran  evidentemente  nulos  a  los  ojos  de  la  lei ;   esto  es,  actos  que  no  podian 
reputarse  matrimonios,  ni  producir  los  efectos  que  la. lei  atribuye  a  ese  con- 
trato, en  virtud  de  las  leyes  de  20  d^  junio  de  1853  i  ocho  de  abril  de  1856, 
que  venian  rijiendo  en  la  República  cuando  se  espidió   el  Código  de  Cnn- 
dinamarca.  Por  mas  rasónos  que  tuvieran  los  lejisladores  de  ese  Estado 
pan»  espedir  tal  disposición,  la  Corte  no  podria  estimarlas  oomo  decisivas 
^ara  dejar  subsistir  su  vijencia,  estando  en  pugna  evidente  con  una  dispo 
áoioa  tan  clara  i  terminante  de  la  Constitución  federal.  Esto  mismo  declaró 
«ala  resolución  de  li  de  marzo  de  1873,  Diario  OJicial  número  2812,  por 
la  cual  suspendió  el  artículo  7.^  de  la  lei  cundinamarquesa  de  28  de  enero 
del  mismo  afio,  refurmatoria  del  Código  Civil,  que  contenia  una  disposidon 
igual  a  la  de  que  ahora  se  trata, 

<<  Nada  argtüria  en  contra  de  lo  que  va  dicho  la  observación  de  que  el 
trtfcnlo  en  cuestión  no  solamente  estatuyó  para  lo  pasado,  sino  también 
psra  lo  futuro.  En  primer  lugar,  si  la  palabra  oelebradoB  que  se  usó  al  pri  n- 
<3pio  pudiera  apoyar  ese  concepto,  toda  duda  queda  disipada  por  las  pala, 
bns  a  que  se  hayan  sujetado  los  eontrayenteSy  que  indudablemente  serefie- 
ren  a  lo  pasado.  En  s^undo  lugar,  el  mismo  Código  Civil  en  que  está  el 
trtfculo  134,  estableció  ciertos  requisitos  i  formalidades  indispensables  en 
.4  matrimoBÍoi  d^  1m  ouales  no  pódian  prescindir  los  contrayentes  desde 
lÍKiabeioB  del  mismo  Código.  Adeaias,  el  contexto  del  artículo  7.^  del» 
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leí  sapraciuda  de  11  de  mareo  de  1873,  qae  faé  saspendida,  revela  qv»  ú 
iejidador  de  Oundinamarea  entendía  qae  el  134  se  refirió  a  loa  matrimonios 
celebrados  antes  de  sa  sanción,  sin  sujetarse  m&s  qae  al  rito  relijioso,  su- 
puesto  que  quiso  revalidar  los  posteriores  al  Código  Civil  que  se  babian 
verificado  solamente  de  ese  modo.  Finalmente,  aun  cuando  la  observación 
qae  se  rebate  faera  exacta,  siempre  es  cierto  que  el  arfefcalo  tantas  veces 
citado  tendría  efecto  retroactivo  sobre  un  gran  número  de  actos. 

"  Tampoco  pnede  alegarse  con  fundamento— ^ae  el  espresado  artfealo 
está  derogado  pt>r  el  1.®  de  la  lei  de  1864,  que  se  copiará  en  seguida;  i 
que,  por  lo  mismo,  no  hai  necesidad  de  saspenderlo.  Acerca  de  esto  hai  va- 
rias observaciones  que  hacer.  La  lei  de  64  no  derogó  espreaamente  el  tal  sn 
tfculo,  ni  hai  rason  bastante  para  deducir  una  derogatoria  tácita,  porque 
no  se  descubre  oposición  alguna  entre  las  dos  disposiciones :  la  una  revalidó 
ciertos  matrimonios  anteriores  al  Código  Oivii ;  la  de  64  dispaso  que  de 
allí  en  adelante  solo  producirian  efectos  legales  los  celebrados  con  dertss 
formalidades»  Quiere  decir  que  a  los  matrimonios  paramente  relijiosos,  pos- 
teriores a  esta' última  lei,  no  se  les  aplicaría  la  doctrina  del  artículo  IZi;  ¡o 
oaal  no  significa  qae  no  pudiera  i  debiera  aplicarse  a  loa  anteriores  i  b 
espedicion  del  Código  Civil.  I  que  se  aplicará  á  las  coeationes  qoe  m 
susciten  ante  el  Poder  Judicial  de  Cundinamarca,  parece  fuera  de  dada,  toift 
vez  que  el  Procurador  del  Estado,  en  el  dictamen  que  emitió  sobre  este 
asunto,  habla  en  el  concepto  de  la  vijencia  de  la  disposición,  cuando  es  na- 
taral  que,  si  estuviera  derogada,  lo  hubiera  manifestado»  Siendo  esto  sifi 
llegado  el  caso  dedecidrse  una  cuestión  judicial  referente  a  hechos  oompten- 
didos  en  el  artículo  134,  parece  indadable  que  éstese aplicaria,  i  es  evidente 
que  la  aplicación  seria  con  efecto  retroactivo. 

<<No  sucede  otro  tanto  respecto  ^el  artículo  1.^  de  la  lei  de  1864,  que 
dice :  <  Desde  la  publicación  de  la  presente  lei,  solo  producirán  efectos  <¿« 
viles  i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  los  notarios  o  jueces  de 
distrito,  con  las  formalidades  establecidas  en  los  artículos  119  i  131  del 
Código  Civil.  Esta  disposición  no  comprende  a  los  matrimonios  celebrados 
fuera  del  territorio  del  Estado.'  En  esta  disposición  no  se  descubre  abso* 
lutamente  la  retroactividad  que  le  ha  atribuido  el  solicitante ;  al  contrario, 
sos  primeras  palabras  manifiestan,  con  toda  claridad,  <lne  estatuyó  para  lo 
futuro,  con  la  mira  de  evitar  que  se  continuara  prescindiendo  de  las  previ* 
sienes  de  la  lei  civil,  respecto  de  un  contrato  tan  importante  como  lo  es  el 
matrimonio» 

<«  Por  estos  fondamentos,  la  Corte  Suprema  federal,  constituida  tt^ 
sala  de  acaerdo,  resuelve  i  h"*  Suspéndese  la  ejeca<»on  del  artfonlo  IM  id 
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C¿d%»  CSvil  del  Estado  soberano  de  Candinamarca ;  2.*  No  hai  lugar  a  la 
siapeotfon  del  artfoalo  1.^  de  la  lei  del  mismo  Estado,  sandonada  el  30  de 
agosto  de  1864,  adicional  i  reformatoria  del  Código  Civil. 

^  Notifíqnese,  oomoDÍqnese  al  Poder  Ejecutivo  de  dicho  Estado,  publí- 
qaese  en  el  Diario  Oficial^  i  dése  ouenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  con 
remiáon  del  espediente.'* 

£1  señor  Majistrado  doctor  Rojas  Garrido  se  adhirió  a  este  dictamen, 
i  agregó,  en  corroboración  de  lo  espuesto,  *<  que  ji  no  se  suspende  el  artí- 
culo 134  de  que  se  trata,  en  su  parte  retroactiva,  él  continuará  como  lei  víjente 
pan  declararse  que  son  válidos  todos  los  matrimonios  que  eran  nulos  i  que 
se  revalidaron   por  esa  disposición  de  efecto  retroactivo.  Si  este  artículo 
contínúa  vijente,  dando  validez  a  los  matrimonios  anteriores  que  eran  nulos, 
coDtiDÚa  vijente  una  lei  de  efecto  retroactivo  para  dichos  matrimonios,  i 
esto  está  prohibido  por  la   Constitución.  Ese  artículo  será,  en  los  casos  que 
ecornuí,  el  qne  aplicarán  los  tribunales,  de  modo  que  aplicarán^  si  no  se 
suspende,  una  lei  de  efecto  retroactivo  respecto  de  los  matrimonios  que  por 
ella  le  revalidaron.'' 

Los  señoree  Majistrados  doctores  I^mírez  i  Yillamizar  6.  espusie- 
roo:  << que, no.  obstante  que  se  complacen  en  reconooer  la  fuerza  de  las 
oteervadooes  gue  preceden,  i  bien  que  tienen  suma  desconfianza  de  su  pro- 
pio criterio  para^apertar  en  un  asunto  de  suyo  grave  i  delicado,  se  inclinan 
a  no  contribuir  con  su  voto  a  decretar  la  suspensión  solicitada  del  artículo 
134  del  Código  Civil  de  Cundinamarca,  por  las  razones  que  someramente 
pttsn  a  eepresar : 

^'Para  loe  Majistrados  que  hablaui  no  es  discutible  siquiera  que  el  le- 
jislador  cnndinamarqnéa  tuvo  perfecto  derecho  |para  incluir,  en  el  Código 
Cml  sancionado  el  8  de  enero  de  1859,  el  artículo  134,  que  dice :  '  Son  váli- 
dos, para  los  efectos  civiles  i  políticos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los 
^peetivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciones 
relíjiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el  matri- 
Bumio;'  i  tuvo  perfecto  derecho  el  lejislador  cundinamarqués  para  disponer 
60  el  asunto  lo  que  a  bien  tuviera,  porque  el  artículo  8.^  de  la  Constitución 
de  32  de  mayo  de  1858,  vijente  cuando  se  espidió  el  Código  Civil,  declaró 
lela  competencia  de  los  Estados  todos  los  objetos  no  atribuidos  por  la  misma 
Oenstítudon  a  los  poderes  de  la  Confederación,  i  a  éstoa  no  se  les  atribuyó 

por  dieluí  ConstHuOKOQ  la  lejislaeion  oivil  de  loa  Estados. 
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>*  Puede,  paea,  estableoerse, « oomo  inia  verdad  demostrada»  qae  la  dis- 
posioioa  del  artíóulo-lSi  aapracíAadat  no  pecaba  Qontra  le  GoDatitncioa  qae 
^ejia  al  tiempo  de  sn.  espedioion,  i  que  antea  bien  se  coQÍbrmaba  eon  la  am- 
plia facultad  de  loe  Oobieraoa  aeccioaalea  para  lejíilar  «»  materia  civil.  Ob- 
jétase^  aioembarg^,  dioho  artíoulo,  por  cuanto  se  refiere  a  los  matrimonios 
contraidos  antes  de  la  espedioidn  del  Código  Civil,  lo  cual  le  da  efecto  re« 
troaotivo,  i  que  toda  disposición  con  efecto  retroactivo  es  violatoría  del  ar- 
culo  24  de  U  Constitución  de  8  de  mayo  de  1863^  i,  como  tal,  sujeta  a  sus- 
pensión i  anulación  conforme  al  artículo  72  de  la  misma.  Bata  doctrina,  en 
términos  tan  absolutos  i  jenerales,  ha  dado  motivo  de  vacilación  a  los  Ma- 
ji^trados  que  hablan,  i  no  pudiendo  aceptarla  así,  tan  jeneral,  se  han  deci- 
dido en  definitiva  a  formular  sus  opiniones  separadamente,  estableciendo, 
como  establecen,  uua  diferencia  cardinal  para  el  efecto  de  suspender  las 
leyes  de  los  Estados  que  tengan  efecto  retroactivo,  según  el  tiempo  en  que 
aquéllas  fueron  espedidas. 

'*  Las  leyes  con  efecto  retroactivo  son  por  \o  comnn  facultativaSy  que 
ni  mandan,  ni  prohiben :  se  reducen  a  introducir  un  derecho  o  facultad  de 
que  cada  uno  puede  libremente  usar  o  no  usar,  sin  despojar  a  los  demás  de 
bienes  o  derechos  adquiridos.  Si  llega  el  caso  de  que  con  el  uso  del  derecho 
o  facultad  que  concede  la  lei  se  lastimo  o  perjudique  el  de  un  tercero,  hai 
necesidad  de  tener  en  cuenta  la  fecha  de  su  espedioion,  i  su  respectivo  alcan- 
ce, para  decidir  sobre  su  suspensión.  Desde  luego  que  si  la  lei  fué  dictada 
después  de  sancionada  la  Constitución  de  8  de  mayo  de  1863,  está  sujeta 
a  suspensión  i  anulación  conforme  al  articulo  *¡2 ;  pero  si  fué  espedida  ántés 
de  dicha  Constitución,  i  los  e&ctos  que  debia  producir  se  surtieron  ipso 
/acto^  ni  puede  decirse  que  dicha  lei  es*  violatoria  de  una  Oonstitudon  qae 
no  existia,  ni  tendría  objeto  la  suspensión  i  nulidad  de  la  lei  que  babia  pro*- 
dncido  yá  todos  sus  efectos,  sino  el  de  causar  un  trastorno  jeneral  en  los 
asuntos  de  que  ella  se  ocupó. 

(( Los  términos  en  que  está  redactado  ^  artfeulo  anteriormente  tras- 
crito  i  su  parágrafo,  dan  lugar  a  dndas.respecto  a  el  alcance  del  artíoulo  134 
del  Código  Civil.  Háse  creido,  i  con  ruEoni  que  este  artículo  habló  para  el 
pasado  i  el  futuro,  pues  si  lo  hubiera  heeho  sola  para  el  pasado,  el  l^islador 
no  podía  aceptar,  como  aceptó  en  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  .el  beobo 
de  haberse  celebrado  matrimonios,  después,  del  1.*  de  enecode  1860>  ^nte 
otros  íuncionarios  dlstíntos  de  los  notarios  i  jueces  de  distrito;  i  aceptó 
el  hecho,  para  lejitimarlo  por  el  parágrafo  del  articulo  U^  de  la.oilada  Isi 
de  30  de  agosto ;  pero  sea  que  hablara  o  nó  pana  lo.  futuro^  el  dtado  artf-^ 
culo  134,  en  lo  que  no  cabe  dada ea. en  quésiu  diipoaiiúoAes  coaipfiendi^ 
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roa  el  tiempo  anterior  a  la  fecha  de  su  sanción ;  i  como  és*  por  eate  motivo 

9 

que  se  reclama  un  decreto  de  suspensión,  los  ésponentes  lio  estiman  que 
deban  espedirlo,  porqne  los  efectos  de  la  disposición  reclamada  se  cnm- 
l^eron,  sin  estarse  repitiendo,  desde  iates  de  éztetif  la'  Ooüdtitveion  dé  8 
demsyo  de  1863. 

"No  estará  por dem£s  agregar,  para  oonclair,  qne  si  el  objeto  del  ar- 

■  _ 

ticnlo  24  de  la  Constitución  de  la  Union  es,  como  no  pnedó  ser  otro,  poner 

los  derechoa  de*  que  los  individuos  están  en  posesión  al  abrigo  de  los  golpes 
^ae  eLoaprícko  del  lejislador  podría  darles,- con  la  suspensión  que  hoi  se 
decretaradel  artículo  13i  del  Código  Civil,  el  golpe  seria  mas  rudo  sobre 
los  derechos  ya  reconocidos  i  amparados,* i  de  qne  han  estado  en  posesión 
dorante  catorce  años,  el  cual  daría  por  resultado  la  rotura  de  los  vínculos 
existentes  entre  las  familias  i  el  trastorno  del  orden  social.'* 


Bl  sefior  Majistrado  doctor  Madiedo  se  adhirU  al  anterior  ooncepto^ 
i  espuso,  ademas,  lo  siguiente : 

('Después  de  las  precedentes  consideraciones,  parece  que  bien  pudiera 
presoindirse  de  cualesquiera  otras ;  pero  la  delicada  gravedad  del  asunto  i  el 
respeto  mismo  con  que  miramos  las  diversas  opiniones  que  en  el  particular 
profesan  nuestros  honorables  colegas,  nos  impulsan  poderosamente  a  entrar 
ato  en  otro  campo  de  observaciones  que  estimamos  oonducentés  al  objeto 
de  fundamentar  cuanto  más  soa  posible  nuestra  manera  de  jucgar  asunto 
de  tamafia  trascendencia. 

"Hai  pues  que  hacer  aquf  una  distinción  sumamente  importante  en 
materia  de  retroactividad  de  la  lejislacion.  * 

**Eif  nuestro  concepto,  hai  mui  considerable  diferencia  entre  lo  que 
son  les  hechos  eonsecuenciales  de  una  lei  que  ha  estado  vijente  i  es  luego 
derogada,  i  la  existencia  i  aplicación  sucesiva  de  esa  misma  lei  para  dar 
yikr  legal  retrospectivo  a  hechos  anteriores  a  su  espedicion ;  que  es  el  oaso 
en  que  la  lei  viene  a  tener  un  eíecto  verdadera  e  indudablemente  retroactivo* 

<^Los  matrimonios  celebrados  en  el  Estado  soberano  de  Cüodinamarca 
en  conformidad  con  el  artículo  184  del  Código  Civil  de  dicho  Estado  hasta 
4)30  de  agosto  de  1894  i'treinta  dias  más,  según  lo  dispuso  la  Asamblea  del 
nrisme  en  la  lei  de  esa  fecha,  fueron  actos  perfectamente  lejítimos,  ejecuta- 
do» ]9^  tos partictílair>es  al  amparo  de  la  permisión  legal  del  citado  artículo 
184  del  CMrgo  Civil  condinamarqués; 

(«Pero  desde  que  esa  disposición  fué  derogada  por  la  espi^sada  leí*  de' 
^  dé'k¿08l<)  6e'IB64/mngttQ  tBatrimonió-eeíebattdo  aate  IO0  Ministros  relí- 


jiosos  únioamente»  ha  contiaoado.  ni  podido  coatiauar  produciendo  efoetoa 
civiles  en  Candinamarca ;  porq.ae  le  obsta  para  ello  la  espresa  declaratoria 
de  esa  nueva  lei^  i  no  se  citará  un  solo  caso  en  que  algan  jnzgado  ni  tri- 
bunal de  Candinamarca  haya  declarado  que  esos  matrimonios  producen 
efectos  civiles. 

^<  Pero  como  los  matrimonios  celebrados  en  Condinamarca  en  observan- 
cia i  por  la  autoridad  del  artScuío  184  del  Código  Civil  hasta  el  30  de  agosto, 
de  1864  í  treinta  días  más,  fueron  actos  estrictamente  legales,  las  conse- 
euencias  de  esos  actos  son  también  lejftimas  >  i  no  arguyen  por  sí  mismos 
retroactividad  alguna^  porque  esos  acto&  no  son  leyes ;  i  además,  proceden 
en  realidad,  n6  de  la  lei  derogada  yá,  sino  de  la  lei  vijente  que  les  dio  exis- 
tencia cuando  ella  misma  existia. 

**  í^ongamos  un  eyemplo,  nó  como  argumento,  ñno  como  aclaración  de 
la  idea  que  se.  trata  de  evidenciar. 

*^  Supongamos  que  hoi  se  espidiei^,  en  la  Nación,  o  en  cualquier  Es- 
tado^ una  lei  disponiendo  que,  desde  su  sanción,  ninguna  venta  de  bienes 
relices  produjera  efectos  civiles  si  no  se  celebrase  en  públiea  subasta. 

*^  Dictada  esa  disposición,  es  claro  que  los  nuevos  compradores  de  bie- 
nes inmuebles  que  quisieran  celebrar  ese  contrato  válida  i  eficazmente, ha* 
briau  de  conformarse  con  las  nuevas  exijencias  hechas  por  la  lei. 

*'  Pero  ¿  seria  razonable  que  el  lejislador^  o  el  Poder  Judicial,  preten- 
diera desconocer  los  hechos  eonsecuenciales  de  las  ventas  celebradas  sin  el 
requisito  de  la  pública  subasta  nuevamente  exijlday  siendo  evidente  que  las 
leyes  en  cuya  virtud  se  celebraron  las  ventas  anteriores  a  la  nueva  lei  no 
exijian  semejante  formalidad  ? 

"  ¿Se  dirá  que  el«art{culo  184  del  Código  Civil  de Cundinamarca  reha- 
bilitó matrimonios  que  antes  no  tenian  valor  legal  civil ;  i  que  de  esa  manera 
fué  en  si  mismo  una  disposición  con  cuilcter  retroactivo  ?  Supongámoslo* 
Pero  entonces  hai  que  examinar ; 

**  1.^  Si  el  Poder  Lejlslatiyo  de  CnnduMimarca  tuvo  o  nó  facultad  para 
dictar  esa  disposición^ 

^'  2.^  Si  aun  suponiendo  esa  disposición  suspendible  i  anulable  per  la 
Corte  federal  i  por  el  Senado  nacional  en  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  artfettlo  50  de  la  Constkumon  de  23  de  mayo  de  1858,  vijente  cuando 
esa  disposición  fué  espedida,  hs  hechos  amsecuenciales  de  la  aplicación 
de  esa  disposición  traen  orijen  .  de  nna  época  posterior  a  esa  suspensión  i 
anulación  apenas  posible,  o  a  la  leí  cnndinamarquesa  del  30  de  agosto  d^ 
18^4^  que  derogó  esa  disposición^ 

«« En  coaoto  al  primer  pnntOi  jra  ae  ka  demostrado^  ooa  la  ^poitona  »* 


i 
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Uám  del  articulo  8.^  de' la  ConetilQdoa  nadonal  del  22  de  mayo  de  1858^ 
qoe  ei  Poder  Lejialativo  de  Condinamarca  tnvo  plena  Aonltad  legal  para 
dieCar  el  arCfenlo  184  del  Código  Civil  del  referido  Estado;  siendo  de  no« 
tsr,  qae  darante  su  vijencia  no  faé  suspendido  ni  anulado  en  los  términos 
del  artlcnlo  50  de  la  Constitaoion. 

*^  En  cuanto  al  segundo  punto,  no  es  cierto  que  los  hechos  lejitimos 
amseeuenciíties  de  la  aplicación  del  articulo  en  referencia  traigan  orfjen 
de  una  época  posterior  a  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  en  que  ese  articulo 
qtiedó  sin  efecto  alguno  civil ;  pues  no  aparece,  ni  está  demostrado  en  ma- 
nera alguna,  que  en  Cnndlnamarca  se  reconozcan  oficialmente  como  lejltimos 
loe  matrímonioB  puramente  relijiosos  celebrados  en  el  SSstado  después  de  la 
ttodon  de  la  leí  de  30  de  agosto  de  1864  i  de  30  dias  más. 

'^  Hai,  pues,  que  reconocer  que  los  actos  consumados  en  virtud  del  ar- 
ticulo 134  del  Código  civil  de  Condinamarca,  i  sus  consecuencias  actuales» 
ao  paeden  desconocerse  hoi  por  la  Corte  federal  ni  por  el  Senado  nacional, 
por  la  mui  sencilla  razón  de  que  esos  actos  fueron  ejecutados  en  virtud  de 
Tina  dieposidon  legal  vijente  que  nadie  habia  suspendido  ni  anulado  o  dero- 
gado,! qae,  no  porque  mas  laégo  se  derogara,  pudieran  ser  hoi  desconocidos 
en  ú  mismos  ni  en  sus  naturales  consecuencias ;.  so  pena  de  eríjir  en  princi- 
pio lejuüativo,  que  cada  vez  que  se  deroga  una  lei,  cesan  los  efectos  de  los 
actos  ooosamados  durante  su  vijencia,  lo  cual  es  evidentemente  inadmisible. 

**PeTo  veamos  ahora  la  disposición  de  la  Constitución  nacional  que  pu* 
4kn  parecer  referente  al  caso  que  se  ventila. 

<<Ei  artlcnlo  24  de  la  actual  Constitución  nacional  dice  : 

<  Ninguna  dieposieion  lejislativa  tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Go- 
bierno jeneral  ni  en  el  de  los  Estados;  escepto  en  materia  penal,  cuando  la 
lá  posterior  imponga  menor  pena.' 

^  Bien :  hoi  hai  en  Cundlnamarca  matrimonios  lejltimos,  i  padres,  hijos, 
oíetoü,  abuelos,  hermanos,  ft,^  lejltimos,  procedentes  de  matrimonios  cíele- 
l>rado8  en  virtud  de  la  vijenda,  hasta  el  30  de  agosto  de  1864  i  30  dias  más, 
Oel  artículo  134  del  Código  civil  cundinamarqués. 

"Esto  es  tan  cierto  como  innegable;  percni  esos  matrimonios  son  dís- 
poéieiones  lejislativaSy  ni  esos  hijos  lejltimos  procreados  en  esos  matrimonios, 
ai  los  demás  vínculos  civiles  derivados  de  esos  enluces  lejitímoe,  son  tampo- 
co ditpoéiciones  l^i$laHw¡í8^  que  son  las  que  el  artlcnlo  24  de  la  Oonstito- 
eion  nacional  actual  reprueba  cuando  tienen  efectos  retroaetiv<os. 

"I  no  se  hable  de  la  disposición  misma,  es  dedr,  del  citado  artículo  134  del 
XJód^^o^CiHl  de  Candinamarca  en  tela  de  discusión;  porquera  indudable  que 
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eee  «rtíoalo  no  existe  TÍjente  M  ep  dicho  Estado,  áesde  <|Qe  el  Poder  Xej» 
lativo  del  ipismo  espidió  la  lei.de  30  de  agosto  de  1864. 

^^Iqae,  por  lo  núsmo,  si  exÍ3ten.«t««  e/ectOBj  no  existe  él  ^  i  como  el  at* 
tfcalo  24  de  la  CQn8tit(»cioD  federal  habla  de  disposición  lejislatívar  cuando 
prohibe  que  la  haya  con  efecto .  retroactivo,  i  no  hai  hoi  semejiiate  cosa,  es- 
claro que  tal  artículo  de  la  Constitución  nacional  actual  carece  de  aplieacipn 
en  el  presente  caso,  por  sustracción  legal  de  Bo^teria.  ' 

"  ¿  Qué  es,  pues,  lo  que  hai  hoi  en  Cundinamarca  i  que  sos  poderes  ofi- 
ciales reconocen  i  tienen  él  deber  de  reconocer  legalmente?  Matrimonios  que 
no  son  disposición  l^slaiivaj  padres  lejítimoB^  que  tampoco  son  disposición 
^islatioaj  e  hijos,  nietos,  hermanos,  &c.,  lejltimoe,  que  tampoco  son  dispo- 
sición l^islativa.  I  como  el  articulo  24  de  la  Conslituoíon  nacional  no  habla 
de  hechos  Secutados  por  los  particvUareSjBÍüo  de  setos  o  disposiciones  lejis^ 
kUivaSf  que  es  cosa  mui  diferente,  queda  fuera  de  duda  la  distinción  con  que 
hemos  querido  finalizar  esta  esposicion  ;  pues  que,  como  ya  hemos  dicho,  haf 
mui  considerable  diferencia  entre  lo  que  son  los  hechos  consecuenciales  do 
una  leí  que  ha  estado  vijente  i  es  luego  derogada,  i  la  existencia  i  aplicacioDc 
sucesiva  de  esa  misma  lei  para  dar  valor  legal  retrospectivo  a  hechos  ante* 
rieres  a  sa  espedicion  • 

*'X  nada  tiene  de  raro  que  una  disposición  l^iüatwa  no  exista^  i  sf  existan 
sus  efecto»  o  hechos  consecuenciales,  porque  nada  es  más  de  frecuente  obser- 
vación diaria.  No  cesa  una  quemadura  por  haberse  apagado  el  fuego  que  la 
lia  causado,  itilo  cesan  las  ruinas  de  ana  ciudad  por  la  cesacioa  del  terremoto 
que  ha  derribado  sus  edificios  ;  ni  recobra  un  náufrago  sus  pesdidos  intere- 
ses por  haber  cesado  la  borrasca  que  ha  despedazado  i  hecho  desaparecer 
Ja  nave  en  qoe  loa  oondueia.  Insistir  en  esto  seria  yá  incurriv  ea  trivialida- 
des que  la  gravedad  del  asunto  puede  apenas  permitir. 

*^  Recapitulando  todo  cuanto  va  dicho  i 

^^  La  suspensión  que  Asi  articulo  194  del  Código  Civil  de  CundiiMMnarca; 
koi  se  intenta^  ño  es  más  que  la  proclamación  de  esta  teoría  : 

'  Siempre  que  se  deroga  una  lei,  quedan  también  derogados  los  dereckoa 
civiles  o  políticos,  A.*,  adquiridos  durante  su  vijencia.^ 

Pero  con  el  planteamiento  de  semejante  teoría  se  destruiría  toda  séguri^ 
dad  en  la  sociedad ;  porque  toda  lei  vijente  puede  ser  derogada ;  i  si  esa 
derogatoria  posterior  envolviera  i  llevara  /sonsigo  la  anulación  de  los  dere» 
ehos  adquiridos  duvaate  an  vijencia,  ¿qnién  podria  contar  jamás  con  la  segu- 
ridad de  adquirir  ningún  derecho  verdadero  ? 

*<  Semejante  sistenva  de  l^jislacion  haria  imposible  todo  orden  social 
entre  los  habitantes  de  un  país.  Estos  no  tienen^en  toda»  las  aaóonea  dvili- 
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ndas  del  globo^otra  base  de  seguridad  para  adqairir  ddr^ófaos  i  aceptar  ^obli- 
gaciones en  todaa  las  evolnoiones  de  ia  vida  social,  qae  las  reglas  dadas  por 
el  sumo  imperante;  i  habría  notoria  ineonseeaeneta,  i  stiaia  injosticia  en  éste, 
en  desconocer  la  sncesiTa  valides  de  los  efeotos  de  los  actos  ejecutados  por 
los  particulares  en  conformidad  con  las  regks  pr^crltas  por  la  suprema  autO"> 
ridad  durante  la  Tijenda  de  esas  reglas. 

*^  XiO  contrario  sería  castigiir  a  los  hoihbres  por  haber  obedecidoi  confor- 
mádose  honradamente  con  la  lejislacion  de  sn  patria^  infirmando  i  descono- 
ciendo aquellos  derechos  adquiridos  lesamente  según  esa  lejislacion ;  i  la 
inconveniencia  de  semejante  teoría  no  puede  ser  materia  siquiera  dbcutibie. 

^*  Por  otra  parte,  el  artículo  14  de  la  Co&étitucicB  nacaonul  actual,  esta- 
Ueeiendo  las  condiciones  necesarias  para  ta  suspensión  i  lanulaoiotí  de  los 
4Met08  lejislativos  de  los  Estados,  i  el  articulo  72  del  mismo  Oódigo,  su  corre- 
ctivo, que  también  habla  de  actos  lejialatiws  i  nó  de  hechos  ejecutados  j9or 
los  particulares^  los  cuales  están  sujetos  a  la  jurisdicción  ordinaria  del  t^óder 
Judicial  en  juicio;  una  i  otra  disposición  suponen  vijentes  ios  actos  lejislati" 
ffos  de  los  Estados,  para  ser  suspendidos  por  la  Corte  federal  i  anclados  por 
el  Senado  de  la  Nación. 

*^  Ni  podia  ser  de  otro  modo.  Suspender  una  lei  derogada  es  suponer 
que  una  lei  derogada  está  vijente. 

Pretender  derogar  o  desconocer  los  efectos  producidos  i  producibles 
por  los  hechos  ejecutados  |»or  los  particulares  en  virtud  de  derechos  legal- 
mente  adquiridos  por  ellos  durante  la  vijencia  de  esa  lei,  seria  pretender  es- 
tender las  facultades  constitucionales  de  la  Corte  ffaderal  i  del  Senado  de  la 
Nación  a  hechos  estraños  al  ejercicio  de  esas  fiícultades  en  punto  a  suspen- 
sión i  anulación  de  los  actos  l^kuivoeáe  los  Estados.  I  annque  se  haya  de 
insistir  en  este  punto,  no  es  prescindible  esa  repetioion,  por  cuanto  esa  con*» 
fusión  envuelve  una  violación  espresa  del  articulo  89  de  la  Constitución  na- 
cional, que  prohibe  a  todo  funcionario  o  corporación  pública  el  ejercicio  de 
cualquiera  función  o  autoridad  que  claramente  no  se  le  haya  conferido. 

*^  I  como  lo  que  hoi  está  vijente  en  el  Estado  Soberano  de  Cnndinamar- 

• 

ca  no  es  .el  artículo  134  de  su  Código  Civil,  derogado  espresamente  por  la 
lei  de  30  de  agosto  de  1864,  sino  los  efecíos  citríles  producidos  por  ese  artí- 
culo, derivados  de  actos  ejecutados  durante  su  vijencia,  se  hace  necesaria 
preguntar:  ¿  cómo,  i  porqué,  i  en  virtud  de  qué  facultades  legales,  puede  hoi 
la  Corte  federal  suspender  e/ectos  civiles  de  actos  ejecutados  por  individuos 
particulares,  i  esto  aun  prescindiendo  de  todas  las  demás  consideraciones  de 
que  ya  se  ha  hecho  mérito  ? 

«^De  actos  lejislativos  habla  el  articulo  14  de  la  Constitución  nacional 
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al  determinar  los  sujetos  a  aospenaion  i  aoolaolon  oonforma  a  lo  dispaeetoea 
ella  misma. 

<<  De  deposición  lyislcUi^  habla  el  artfcalo  24  de  la  Constitacion  al 
rechazar  los  efectos  retroactivos  de  las  leyes  oacionales  i  de  los  Estados. 

^<De  <ict09  l^islativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  habla  tamUen 
el  artículo  12  de  la  Constitacion,  referente  al  artfcalo  14,  sa  correlativo. 

«( I  de  ctctos  l^islativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  la  atribocioD 
5.^  del  artfcalo  51  de  la  Constitacion. 

Todo  lo  cual  demuestra  clara  i  perentoriamente  que  la  Corte  federal 
carece  de  íacaltades  legales  para  suspender  los  efectos  lejítimos  qae  aao  hoi 
contin&a  produciendo  el  artículo  134  del  Código  Civil  de  Cundinamaroa, 
derivados  de  actos  celebrados  por  los  particulares  durante  el  tiempo  de  ia 
vijencia  de  aquella  disposición ;  porque  aparte  de  no  haber  lei  alguna  en  la 
Nación  que  para  ello  le  confiera  facultades,  existe  el  artículo  89  de  la  Cods- 
titucion,  que  le  prohibe  espresamente  suspender  otra  cosa  que  actos  l^iMi. 
vos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  i  nó  los  efectos  civiles  o  de  cualquiera 
otra  naturaleea  de  las  leyes  que  han  estado  vijentes  en  los  mismos. 

Finalmente,  i  para  poner  fin  a  esta  esposicion  :  suspender  hoi  el  artfca- 
lo 134  del  Código  Civil  de  Cnndinamarca,  que  no  es  hoi  disposicionkjlia- 
tiva  vijente,  equivale  a  dar  por  nulos  los  efectos  de  la  vijencia  de  ese  articu- 
lo, i  a  dar  a  la  Constitución  nactoáal  vijente  el  mismo  efecto  retroactivo  que 
ella  misma  ha  reprobado  espresamente  por  el  texto  muí  claro  i  termioante 
de  su  artículo  24 ;  en  cuyo  caso  la  Corto  ejercerla  atribuciones  que  claramente 
no  se  le  han  conferido  ea  el  sentir  de  quien  esto  espone.    ' 

((  £q  consecuencia  de  lo  espuesto,  la  Corte  no  suspende  ninguna  de  las 
disposiciones  denunciadas,  por  no  haber  unanimidad  para  decretar  la  suspen- 
sión del  artículo  134  del  Código  Civil  de  Cnndinamarca,  i  por  estar  deacaer- 
do  los  señores  Majistrados  en  que  no  hai  lugar  a  suspender  el  artículo  l.^de 
la  lei  del  mismo  Estado  sancionada. el  30  de  agosto  de  1864." 

^^  Se  dispuso  que  se  publicara  esta  dilijencia  de  acuerdo  en  el  J)i<^io 
Ofidalj  se  remitiera  el  espediente  al  Senado  para  los  efectos  del  inciso  ó, 
artículo  51  de  la  Constitución,  i  se  diera  cuenta  de  lo  resuelto  al  Poder  Eje- 
eutivo  del  Estado. 

I  no  habiendo  otro  asunto  de  qnó  ocuparse,  se  concluyó  el  presente 
acuerdo,  que  firman  los  señores  Majistrados  con  el  Secretario. 

JosK  M.  BójÁS  Gabrido— Manuel  M.  Ramíbsz — C¿sab  Contó— 
Jos¿  M.  Yillahizak  G. — ^Maxuel  M.  Madibdo. 

El  Secretario,  Ec^ael  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  10  de  abril  de  1874. 

El  Secretario,  JRafael  E.  Santander. 
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INVOBICBS  BS  IiA.  COMISIÓN  INSPBCTOBA. 

Ciudadanos  Senadores. 

El  señor  Domingo  de  ]a  Pe&a  ha  denunoíado  los  dos  actos  lejislativos 
del  Estado  de  Oandinamarca  qde  van  &  espresarse,  por  considerarlos  con- 
trarios a  la  Constitución  i  a  las  leyes  nacionales ; 

1.^  El  articulo  184  del  Código  Civil,  que  dice :  «'  Son  válidoSj  para  los 
tfttítM  eiiñies  i  potíticoBy  loe  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos 
ministros  de  los  ciUtos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a 
^tw  ¡os  contrayentes  se  Tiayan  sujetado  para  celebrar  el  matrimonio;^ 

V  El  artículo  1.*  de  la  lei  de  80  de  agosto  de  1864,  adicional  i  refor- 
natoria  del  Código  Civil,  que  dice:  '<  Desde  la  publicación  de  la  presente 
lei  tolo  producirán  efectos  civiles  i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren 
ante  los  notarios  o  jueces  de  distrito  con  las  formalidades  estábUeidas  en 
U^  arúcdos  119  i  131  del  Código  Oivü.  Esta  disposición  no  comprende  a 
Itís  majtrimonios  celebrados  fuera  del  territorio  del  Estado?^ 

Funda  el   denunciante  su  solicitud  en   que  la  Constitución   nacional 

TÍjente,  como  las  anteriores,  establece  que  ninguna   disposición  lejislativa 

tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral,  ni  en  los  de  los  Estados  ; 

so  goe  desde  1853  se  estableció  el  matrimonio  civil  por  la  lei  nacional  de  80 

de  jamo  de  aquel  año,  la  cual  dispuso,  en  su  articulo  22,  que  los  derechos  i 

Obligaáones  que  emanan  del  matrimonio  son  los  mismos  que  las  leyes  vijen- 

tes  reeoDooen  en  el  matrimonio  para  los  individuos  católicos,   <<  en  todo 

afudioen  que  no  se  opongan  a  las  disposiciones  de  la  presente  lei^^^  i  que 

la  lei  de  8  de  abril  de  1866  sobro  matrimonio  dijo  en  su  articulo  2.^ :   *<  El 

libre  consentimiento  de  los  contrayentes  espresado  ante  el  empleado  com* 

pétente  con  las  solemnidades  establecidas  en    la  presente  lei,  constituye  el 

contrato*'* 

De  estas  disposiciones  deduce  que  los  matrimonios  posteriores  ce- 
lebrados con  arreglo  al  culto  católico,  no  han  producido  efectos  civiles,  no 
eon  matrimonios,  i  niogunn  disposición  lejislativa  los  ha  podido  validar,  como 
pretendió  hacerlo  el  nrtioulo  184  del  Código  Civil,  que  se  ha  insertado. 

I  como  la  lei  de  1864  podría  entenderse  en  el  sentido  de  que  recono- 
ciese eomo  válidos  los  matrimonios  celebrados  con  anterioridad  a  ella,  con 
prsscindenoia  de  las  leyes  que  fundan  este  contrato,  ha  tenido  por  oonve- 
tteate  el  denunciante  haeer  ostensiva  su  acusación  a  dicha  lei. 
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El  Procurador  del  Estado  apoya  la  solicitad  del  seuor  Peña  en  lo  qoe  4 
se  refiere  a  la  inconstitacionaüdad  del  artfcalo  1?4  del  Código  CítíI;  opi^  | 
nando  de  üd  modo  contrario  en  cnanto  «  la  ddHoncia  que  se  hace  de  la  lei, 
de  1864. 

El  Prooarador  de  la  Nación  o[ñna  qne  el  artíonlo  184  del  Código  üivil  \ 
faé  espedido  cuatro  afíos  antes  de  promulgada  la  Constitución  de  186^,  i  qae  ; 
si  esa  dbposicion  es  contraria  a  la  Constitución,  quedó  d^  hecho  derogada,  i  \ 
en  este  caso  la  Corte  no  tiene  porqué  ocuparse  de  ella ;  i  en  cuanto  a  ia  lei  i 
de  1864,  no  encuentra  que  sea  contraria  a  ninguna  disposición  constituoiooa!. 

La  Corte  Suprema  no  reanió  la  unanimidad  de  yotoe  de  los  eineo  Ma- 
jistrados  para  declarar  la  inconstitucionalidad  de  los  actos  lejislativod  aMia- 
doS)  i  de  consiguiente  no  se  ha  auspendido  ninguno  de  ellos. 

Los  cinco  Majistrados  estavieron  de  aeuerdo  en'dedarar  la  eonstrt»'. 
dionalidad  de  la  lei  de  1864;  pero  respecto  a  la  validez  dei  artíoftlo  134  del  *] 
Código  Civil,  sus  votos  fueron  diversos.  Los  sefiores   Majistrados  Cooto  i 
Rojas  Garrido  opinaron  por  la  suspensión  de  dicho  articalo  ld4,  porcuMto 
es  inconcuso  que  él  contiene  una  disposición  de  carácter  retroactivo ;  ^^ptetto 
que  no  habria  sido  necesario  dictar  dicha  disposición,  si  por  medio  daalls 
no  se  hubiera  querido  dar  valor,  a  los  ojoa  de  la  iei,  a  actos  que  eran^vidm- 
(emente  nutos^'^  i  agrega  el  señor  Majistrado  Rojas  6.  "que  si  no  se  supeo^^ 
el  artíeulo  184,  de  que  se  trata  en  su  parte  retroactiva,  él  continuaría  oooo 
lei  vijénte  para  declarar  que  son  válidos  todos  los  matrimonios  que  eran  n> 
los,  i  que  se  revalidaron  por  esa  disposición  de  efecto  retroactivo,  i  esto  w 
prohibido  por  la  Constitución.^ 

Los  señores  Majistrados  Ramírez  i  Yillamizar  O.  reconoeieroB  la  faena    > 
de  las  observaciones  espuestas  por  loa  i^eñores  Contó  i  Rojas  6.;  pero  se 
abstuvieron  de  contribuir  con  su  voto  a  la  suspensión  del   articulo  134  {iA 
Código  Civil  de  Cundinamarca),  fundados  en  las  Mguientes  razones :  j 

1.*  Eu  el  derecho  perfecto  que  tuvo  el  le¡islador  cundinamarqnés  ptri 
incluir  en  el  Código  Civil  sancionado  el  8  de  enero  de  185d  el  articulo  134 
referido,  derecho  qne  para  los  señores  Majistrados  "  no  es  discutiUe  áqaic- 
ra,''  puesto  que,  conforme  a  la  Constitución  de  22  de  mayo  de  1858,  vijeate 
cuando  se  espidió  el  Código,  era  de  la  competencia  de  los  Estados  la  lejis- 
laoion  civil ;  " 

2.*  Que  <'  puede  establecerse  como  una  verdad  demostrada  que  la  dii* 
posición  del  artículo  134  no  peca  contra  la  CoosUtncioD  que  rijióentóoees; 

8.*  Que  aun  cuando  ae  objete  que  ese  artículo  tiene  efecto  retrosotifo, 
por  cuanto  se  refiere  a  los  matrimonios  contraidoa  antes  de  la  espedidonu^ 
Código  Civil,  i  por  ló  tanto  es  contrario  al  articulo  2é  de  la  actual  OoastitQ^ 


ioD,  por  eoya  eanaa  está  sajeto  ú  easpeBsioDi  esta  daotrmt,  en  térnúno» 
menleSy  no  se  puede  aceptar,  por  la  diferencia  cardinal  que  hai  para  ei 
de  Biupender  las  leyes  de  loe  Estados^  seguo  el  tiempo  e»  que  aqué-^ 
íoeroD  espedidas ; 

4/  Qae  Has  leyes  con  efecto  retroaetivo  son  ^r  lo  oomun  fcknMatívaéf 
ai  maDdan  ni  prohiben ;  sa  reducen  a  introducir  un  derecho  o  facultad 
iqoe  cada  uno  puede  libremente  usar  o  no  usar  sin  despojar  a  los  demá» 
lUeDea  o  derechos  adquiridos,^  i  que  si  llegan  a  causar  dafio  a  tercero, 
tenerse  en  cuenta  la  fecha  de  su  espedicion  i  sn  respectivo  alcance  para 
adir  an  soapension ; 
5/  Que  si  la  citada  lei  hubiera  sido  espedida  después  de  saneifonada  la 
¿tudon  ,de  1863,  estaría  sujeta  a  suspensión  i  anulación  y  pero  si  fué 
^po^da  intes  i  los  efectos  que  debía  producir  se  sostienen  ip^a/ao¿o,  no 
lede  dedree  que  dicha  lei  violard  una  constitución  que  no  existia,  ni  ten» 
^dría  objeto  la  suspensión  i  nulidad  de  la  lei,  sino  el  de  causar  un  trastorno 
I  jeaenl  en  loa  asuntos  de  que  ella  se  ocupó ; 

6.*^  Que  *^lo8  términos  en  que  está  redactado  el  artículo  194  comprenden 

el  tiempo  pasado  i  futuro,  i  que  los  efectos  para  lo  pasado  se  surtieron  antes 

de  esped^Tse  la  Constitución  de  1863 ;  i  que  si  el  objeto   del  artículo  24  de 

la  Coafliátaáon,  es  el  de  poner  los   derechos  de  que  los  individuos  están  en 

poseñoa  al  abrigo  de  los  golpes  qae  el  lejislador  pudiera  darles^  la  suspen*- 

sbn  del  artículo  134  seria  un  golpe  mas  rudo  sobre  los  derechos  ya  recono» 

oídos  i  amparados,  i  de  que  han  estado  en  posesión  durante  catorce  afioSy 

el  cual  daría  por  resultado  la  ruptura  de  los  vínculos  existentes  entre  laa 

fimfliaa,  i  el  trastorno  del  orden  social." 

El  aefior  Majistrado  Madiedo  se  adhirió  al  anteríor  concepto,  i  espuso 
í  ademas: 

Qae  en  la  retroactividad  de  la  lejislacibn   '*  hai  considerable  diferencia 

itre  lo  que  son  los  hechos  oonsecuencialee  de  una  lei  que  ha  estado  vijente 

es  loégo  derogacla,  i  la  existencia  i  aplicación   sucesiva  de  esa  misma  leif 

tía  dar  valor  retrospectivo  a  hechos  anteriores  a  su  espedicion,  que  es  el 

eo  que  la  lei  viene  a  tener  verdaderamente  efecto  retroactivo ;"  que 

loatrímonios  celebrados  en  Oundinamarca  en  conformidad  con  el  artículo 

M  Código  Civil,  fueron  actos  perfectamente  ¡ejUimos;  pero  desde  que 

[i^ aposición  fué  derogada  por  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  ningún  ma« 

lÓBo&io  celebrado  ante  los  ministros  relijiosos  únicamente  ha  continuado 

si|oiido  continuar  produciendo   efectos  civiles  en  Cundinamarca ;,  que  si 

^  «itrímonios  celebrados  en  observancia  del  artículo  184  fueron  actos  es- 

^ncteeote  legales,  las  consecuencias  de  eeos  actos  son  también  lejítimas  I 
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ao  srgvyen  por  b(  mismM  retroaetívidad  alguna,  porqM  esos  atíei 
soft  leyes.'* 

El  sefior  Májistrado  presenta  un  ejemplo  para  aolarar  su  oonoepto, 
ciendo  las  respectivas  aplioadones:  sostiene,  como  sas  honorables  oolegasi 
fiores  Yillamizar  O.  i  Ramírez,  el  perfecto  derecho  en  qne  estaba  el  Estado 
Cundinamarca,  en  virtnd  del  artfcalo  80  de  la  Constitnoion  nacional  de  1) 
para  dictar  el  artfcalo  134  del  Código  CiVi!;  agrega  qne  hoi  no  esti  víjent 
dicho  artícalo  sino  en  sus  actos  consecuendales^  es  deoir,  roatrimonios  lej 
timos  i  padres  e  hijos  lejítimos,  procedentes  de  una  lei  que  estuvo  TÍjenf 
hasta  30  de  agosto  de  1864. 

Dice  ademas  el  sefior  Majistrado-que  suspender  el  articulo  134 
valdria  a  proclamar  esta  teoría :   *<  Siempre  que  se  deroga  una  lei,  qm 
también  derogados  los  derechos  civiles,  políticos,  &/,  adquiridos  darsBtft| 
vijencia,  lo  que  destruiría  toda  seguridad  en  la  sociedad  i  haría  imj 
todo  orden  social." 

Respecto  de  la  competencia  de  la  Corte,  hace  presente  el  mismo  seSot 
Majistrado  -  que  tiene  facultad  constitucional  de  suspender  los  04^  ^^ 
lativoSj  pero  nó  los  efectos  lejislativos,  porque  esto  seria  dar  a  la  CoosUta- 
oion  vijeate  el  mismo  efecto  retroactivo  que  ella  misma  ha  reproMo;  i 
concluye^  que  no  estando  vijente  el  artículo  134,  no  hai  dúpoó^ 
lejislatÁva  que  suspender. 

I. 

La  variedad  de  opiniones  emitidas  por  los  altos  funcionarios  qneta  | 
tenido  el  deber  de  examinar  los  actos  lejislativos  acusados,  demuestnifl  j 
gravedad  de  la  cuestión  que  hoi  está  sometida  a  la  decisión  definitÍTa  dd  1 
Sedado,  i  la  necesidad  de  consagrarle  asidua  atención  i  escrupuloso  estadio  • 

Vuestra  comisión,  con  el  temor  que  es  natural   de  no  poder  dar  Q0|.. 
opinión  acertada  sobre  tan    delicada  materia,  os  va  a  eepresar  su  concepto^ 
después  de  haberlo  meditado  detenidamente. 

El  matrimonio,  base  de  la  familia  i  del  orden  social,  debe  su  institacK 
a  la  naturalesa,  i  su  peifeccion  a  la  lei.  Casi  todos  los  pueblos  han  hecho  a| 
esa  institución   un   acto   relijioso,  i  el  catolicismo,  dándole   el  carácter 
•sacramento,  siempre  ha  querido  someterlo  a  su  esclusiva  juriadiccioD. 

Hasta  el  año  de  1853  no  se  reconocía  en  nuestro  pais  como  matrimoDis»^ 
lejftimo,  entre  católicos,  sino  el  que  era  celebrado  conforme  a  los  cíoonei- 
de  esa  comunión.  I  eran  los  tribunales  eclesiásticos  los  que  decídiao  de  W^ 
«iralidez i  nulidad;  de  los  impedimentos  impidientes  o  dirimentesi  i  délos  casoi. 
ea  que  debia  declararse  el  divorcio. 
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f  Feto  desdo  que  se  promulgó  la  Constftaoion  de  ese  afio,  i  se  proclamó 
t  prinGÍpio  de  emaooipaoion  relijiosa  i  qaedó  estioguida  la  Iglesia  oficial, 
leltf  essar  la  intervención  eclesiástica  en  el  matrimonio  como  formalidad 
;  i  así  86  verificó  por  la  lei  nacional  de  20  de  junio  de  I&5a  *^  sobre 
ionios." 


Para  poder  examinar  los  actos  lejislativos  denunciados  como  contrarios 

Consútnmon  i  a  las  leyes  nacionales,  vuestra  comisión  cree  necesario 

ionar  las  disposiciones  constitucionales  i  legales  conducentes,  a  fin  de 

uob  las  cooseouencias  que  den  por  resaltado  la  validez  o  nulidad  de  los 

osados  actos  lejislativos. 

SI  artíeaio  11  de  la  espresada  lei  de  20  de  junio  disponía  lo  siguiente  : 

I        << SI  matrimonio  se  celebrará  ante  uno  de  los  jaeces  parroquiales  de 

[Astrito,  oon  la  presencia  i  autorización   de  testigos  bábiles  previamente 

ijúnmentados.** 

I  el  articulo  52  decia : 

u  SI  eonodmiento  de  todas  las  controversias  e  incidentes  que  se  susci- 
^  lea  eu  razón  del  contrato  matrimonial  de  que  ^trata  esta  lei,  i  de  los  dere- 
¡   dxw  i  obligacíooes  que  de  él  resulten,  pertenecen  esclnsivamente  a  los  jueces 
dviles  ordjnsríos.^ 

£fl  lei  de  15  de  junio  de  1853,  "por  ía  cual  ee  declara  que  cesa  ¡a  ifi- 
Un/encüm  de  la  autoridad  civil  en  loa  negocios  relativos  al  cuUo^^^  defOgó 
todas  las  disposiciones  que  arreglaban  las  relaciones  del  Estado  i  la  Iglesia, 
lia  abolieron  los  derechos  de  patronato,  tuición  i  protección;  se  prohibió  el 
iSBtablecimiento  de  contribuciones  forzosas  para  el  sostenimiento  del  culto,  i 
M  derogaron  especialmente  todas  las  disposiciones  que  han  dado  faerza  de 
Iri  a  decidonea  eclesiásticas,  sin  limitación  alguna. 

La  lei  de  8  de  abril  de  1850  <^  sobre  matrimonio  "  disponía  en  su  artf- 
19  que  el  matrimonio  se  celebrara  ante  el  notario  público ;  i  en  el 
lo  54  declara  qUe  "  es  válido,  para  los  efectos  civiles,  el  matrimonio  ce- 
o  conforme  al  rito  relijioso  de  los  contrayentes,  con  tal  de  que  después 
h,  celebración  eomparezcam  ante  el  notario  o  juez  del  distrito  de  lave- 
itiiad  de  la  mujer j  i  dos  testigos^  i  espresen  que  ha  habido  mtítuo  i  libre 

w 

ffonisauimiento  i  concurran  las  cualidades  i  condiciones  de  que  trata  el 
tbis  2.^  de  eUa  lei.^  **  El  notario  o  juez  estenderá  en  el  rejistro  respec' 
tivt)  ana  acta  de  lo  ocnrrido,  conteniendo  lo  mismo  que  lo  prevenido  por  el 
irticiilo  2Y|  i  dará  a  los  interesados  las  copias  que  wAmUnJ* 
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Ca  Constitacion  política  de  la  Confederación  Granadloa,  sancioBada  el 
S2  de  mayo  de  1858,  en  aa  artfcnlo  8.^  dice: 

^*  Todos  los  objetos  qne  no  sean  atribuidos  por  esta  Constitacion  a  !« 
Poderes  de  la  Confederación,  son  de  la  competencia  de  los  Estados." 

La  libertad  rolijiosa  qaedó  consignada  en  el  inciso  10,  artículo  56,  en 
estos  términos :  **  La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  caalqoiera  reii* 
)\on\  pero  no  será  permitido  el  ejercicio  de  actos  que  turben  la  pazp&bUca 
o  que  9ean  calificados  de  punibles  por  leyes  existentes  J^  | 

I  el  artfcnlo  11  dice: 

**  Es  prohibido  al  Gobierno  de  los  Estados : 
**  3.^  Intervenir  en  asuntos  rel¡¿iosos.'*^ 

£1  artículo  86  de  la  Constitución  política  del  Estado  de  Candinaffiarcii 

•  .1 

sancionada  en  12  de  octubre  de  1858  ,dice :  "  Ninguna  leí  tendrá  efecto  re- 
troactivo, ni  será  obligatoria  antes  de  sa  promulgación."  .  * 

£1  artículo  23  de  la  Constitacion  de  Rionegro  dice :  "  Para  sostener 
la  soberanía  nacional  i  mantener  la  seguridad  i  tranquilidad  públioUy  e/  (Go- 
bierno jeneral  i  los  de  los  Estados  ejercerán  el  derecho  de  snpremí  io8F<^ 
cion  sobre  los  cultos  relijiosos,  según  lo  determine  la  leí." 

El  inciso  16,  a;*tícalo  15,  consigna  Ja  libertad  relijiosa  en  estos  tér- 
minos : 

^<  La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cualquiera  relijioD,  contal 
que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  qne 
tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública." 


IL 


EspnestOB  los  fundamentos  en  que  se  han  apoyado  los  funcionarios  qat  . 
han  dado  sa  opinión  sobre  la  materia,  i  conocidas  las  disposiciones  ooDstitfl'  1 
dónales  i  legales  relativas  a  este  asunto,  vaestra  comisión  procede  a  examH 
nar  las  siguientes  oaestíones:  i 

1/  i  Tenia  derecho  el  Estado  de  Candinamarca  para  espedir  los  a<Ao0 
lejislativos  deaanciadoa  por  el  seuor  Domingo  dé  la  Pefia  ? 

2.*  En  caso  de  no  haber  tenido  derecho  de  espedir  el  ai^  lejisl>^^^ 
contenido  en  el  artícnlo  184  del  Código  Civil  sandonáao  en-  8  de  enero  de 
X6^)  ¿  es  competente  el  S^Mdo  para  decidir  sobré  la  valides  o  tiaüdad  de  ^ 

«rticalo  referido^? 
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in. 


La  Constitiicion  federal  de  1858  deolaró  que  eran  de  la  competencia  dé 
los  Estados  todos  los  objetos  que  no  estuvieran  atribaidos  a  los  Poderes  de 
Ii  Ceafederaeion ;  pero  a  los  mismos  Estados  se  les  prohibió  intervenir  en 
wmtas  r€lijio908  i  reatrinjir  la  libre  profesión  do  cualquiera  relijion,  a  no 
ser  en  los  únicos  casos  en  que  ios  actos  relijiosos  "turbasen  la  pac  pública,  o 
¿letea  califioados  de  punibles  por  leyes  preexistentes.^ 

De  coasigniente,  toda  lei  que  los  Sstados  espidieran  interviniendo  en 
úiímiioé  r^^ias^j  fuera  d«  lo^  casos  espresados,  era  contraría  a  la  Cons* 

titUCHID. 

*^IiU0rvenir  es  asistir  con  autoridad,  inspeccionar.?'  Darle  fuerza  l^al 
ana  acto  relijioso,  es  asistir  con  autoridad  a  ese  acto ;  iospeccionarlo  es 
ÍMUn>eiúr  eo  ese  mismo  acto. 

Imponer  obligaciones  legales  provenientes  de  actos  o  ritos  relijiosos,  es 
restiíiijir  la  libertad  de  profesar  la  relijion  referente  a  esos  actos  o  ritos. 

De  consignientD,  las  leyes  que  han  declarado  el  acto  relijLoso  llamado 
nstñmotto,  como  nn  hecho  que  impone-  derechos  i  obligaciones  civiles^  han 
uM^  eíMa^hmente  de  la  érbita  constitucional   que  les  han  señalado  las 
ÍBSÜtu<»ofles. 

I D9  »  diga  que  las  leyes  de  los  Estados  que  han  declarado  válidos  los 
nutffÚBQQioa  relijiosos,  no  han  hecho  sino  reconocer  ese  acto  como  un  con- 
trito, en  virtud  do  ser  de  su  competencia  la  lejislaoion  civil ;  porqne  si  es 
cierto  que  los  Estados  han  tenido  la  facultad  de  dar  reglas  para  la  celebra- 
chm  de  loa  contratos,  también  lo  es  qne  les  estaba  prohibido  intervenir  en 
los  ados  relijiosos  para  darles  la  fueras  de  contratos,  i  restrinjir  la  libertad 
de  profesar  la  relijion  que  las  instituciones  permitieran,. imponiendo  obliga; 
ctonoi  provenientes  de  los  actos  relijiosos^ 

Ademas  d^  esto,  la  redacción  del  articulo  134  es  bien  clara  en  este 
ponto ;  él  dtoe :  "  Son  váiidoB^  para  los  efectos  civiles  i  políticos,  los  raatri* 
mooios  celebrados  ante  lo»  respectivos  minisiros  de  ios  cultos^  conforme  a 
los  cánones  e  consUtuoiones  relijiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  suje- 
Isde  para  celebrar  el  matrimonio^* 

Per  eate  artículo  no.  es  el  contrato  matrimonial^  Cjuyas  reglas  debió  fijar 
4  Isjísladoc  del  Estado,  el  qMe  tiene  Rectos  civiles  1  políticos,  sino  el  acío 

« 

f^oso  celebrado  ante  los  ministros  de  los  cultos  cODfprme  a  loí^cánones  t. 
f^tpsetmfl:  ecns^iuoionósretiji^BaSy'  asíveaqoe,,^  por  tales  cánones  i  cons- 
^iMenea  en  diaolaUe  el  aatrimooio,  el  artionlo  aspctsad^  lo  declara  dés^ 
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iuble;  ú  el  contrayente  pertenece  a  la  relijion  mabometanal  el  matrifoonio 
se  celebra  con  tres  o  más  mojerea,  este  D\atrimonio  es  válido  por  mmisMria 
del  mismo  artículo. 

Si  las  constituciones  reÜjiosas  de  los  contrayentes  permiten  qaegsoaae 
el  hermano  con  la  hermana,  el  adoptante  con  la  h'^a  adoptiva,  o  que  se  crie- 
bre  entre  personas  a  quienes  la  civilueacion  cristiana  ha  prohibido  contraer 
ese  enlace,  la  lei  de  Candinamarca  que  se  examina,  declarará  válidos  talM 
matrimonios  I 

El  articulo  7.^  de  la  lei  de  Cundinamarca,  espedida  en  23  de  enefo  de 
1873,  que  también  declaraba  válidos  los  matrimonios  celebrados  conformes 
los  ritos  relijiosos  de  los  contrayentes,  i  cuyo  acto  lejislativo  anuló  el  Senido 
por  resolución  acordada  en  los  dias  13  i  15  del  presente  mes  demayof 
siquiera  establecía  por  condición  que  los  contrayentes  fueran  hábiles j)8n 
contraer  matrimonio  conforme  a  las  reglas  establecidas  en  >el  Código  CvA 
Pero  en  virtud  del  artículo  134,  todo  matrimonio  celebrado  con  arreglo  t 
los  ritos  relijiosos  de  los  contrayentes,  es  válido;  1  lo  que  es  má8,sipm 
ventilar  algún  derecho  se  objeta  la  nulidad  de  esos  matrimonios^  IO0  (riba- 
nales  del  Estado  tienen  que  examinar  m  tales  matrimonios  se  celebnroo  o 
nó  conforme  a  los  respectivos  ritos  relijiosos ;  es  decir,  examinar  o  vusff^ 
eionat  esos  ritos  para  decidir  sobre  el  derecho  de  los  contrayentes  i  deki 
que  disputen  la  lejitimidad  de  esas  uniones. 

De  otro  modo  seria  preciso  que  las  respectivas  autoridades  eclenisbctf 
decidiesen  sobre  la  lejitimidad  de  esos  actos,  i  esto  seria  darles  fnersalegsle 
esas  decisiones,  violando  las  disposidones  legales  i  constitucionales  ^ 
vuestra  comisión  ha  reproducido  en  este  informe. 

El  matrimonio  conforme  a  los  cánones  de  la  comunión  católica,  eslía 
sacramento  que  tiene  los  efectos  espirituales  que  Je  atribuyen  los  respectivos 
relijionarios;  i  darle  efectos  civiles  a  un  sacramento,  es  no  solo  violar  el  pn&* 
cipio  de  la  emancipación  relijiosa,  contrariando  evidentemente  la  Constituí' 
cion  i  leyes  nacionales,  sino  también  colocar  de  nuevo  el  poder  dvil  bajo  la 
dependencia  de  la  potestad  eclesiástica,  sin  obtener  los  derechos  que  en  o^v* 
época  emanaban  de  las  relaciones  entre  el  Estado  i  la  Iglesia. 

El  hábito  social  de  que  en  el  matrimonio  intervenga  el  respectivo  nu* 
nistro  del  culto,  hace  perder  algún  tanto  la  fuersa  que  tienen  los  rasóos* 
mientOB  que -preceden ;  pero  si  la  doctrina  espnesta  se  aplica  a  ritos  rebjio- 
aos  coneiúonados  con  otros  actos  civiles,  se  hará  manifiesta  la  certidumbre 
de  dichos  raconamientOB. 

¿  Qué  se  diria  de  las  leyes  de  loa  Estados  qne  reprodujeran  algonas  de 
las  que  rgieron  en  la  Bep6bik»  antes  de  Ift  emandpaeion  edeaiáalioaicqroi 
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eftdo»  dvíieñ  dependían  de  algon  aaeramento  o  rito  relijioeo  I  Es  indudable 
qae  tales  leyes  serian  anuladas  qniíi  oon  el  voto  nnánime  del  Senado.  Por 
via  de  ejemplo  oitemos  las  signientes :  **  Saldrá  de  la  patria  potestad  el  hijo 
meoor  de  21  años  oasado  i  vdadoJ*^ 

<*  El  postumo  se  considerará  como  persona  natural  si  naoe  vivo^  dura 
mas  de  Teintieuatro  horas  i  ha  sido  ícm^tsadb." 

Di^Msidones  como  estas,  aun  cuando  no  hayan  sido  derogadas  espre- 
■mente,  caducaron  en  fuerza  de  las  institudones  que  prodaman  la  libertad 
rdijioea. 

Pero  supongamos  que  en  algunos  de  los  Estados  se  espidan  actos  lejis- 
ktitos  como  los  siguientes : 

La  lei  reputará  hijos  lejítimos  a  todos  los  quesean  bautizaoos ; 

Hará  plena  prueba  el  dicho  de  un  testigo  que  acabe  de  confesar  i 
comulgar  ; 

Seri  Tálido  el  testamento  que  otorgue  un  moribundo,  mientras  redbe 
el  mamnento  de  la  penitencia^  deudo  prueba  sufidente  el  testimonio  de  su 
confesor; 

Solo  podrán  ser  electores  i  elejidos  los  que  profesen  ^gaa  cuito  esterna^ 

Los  ejemplos  podrian  multiplicarse,  i  a  la  dmple  lectura  de  cada  una  de 
\u  anteñofres  propoddones,  no  habria  quien  pudiera  sostener  que  alguna  de 
eÜM,  elevada  a  acto  lejülativo^  no  fuera  una  violadon  flagrante  de  la  Cons- 
titacÍQD ;  i  sinembargo,  cuando  se  trata  dd  matrimonio  como  sacramento  o 
rito  de  algún  culto,  es  preciso  emplear  largos  nuBonamientos  para  demostrar 
qoe  tal  hecho,  como  acto  rdijioso,  no  puede  tener  e&ctos  dviles,  sin  violar 
erident^mente  la  Constitudon. 

Las  cansas  de  esta  inconsecuenda  son  notorias. 

1.®  En  primer  lugar,  nuestro  estado  social,  que  no  ha  acabado  de  eman- 
uparse  de  la  intervención  eclesiástica  en  muchos  de  los  actos  dviles ; 

2.^  El  desconodmiento  que  han  hecho  los  prelados  católicos  del  matri- 
monio dvil,  desconodmiento  que  ha  influido  en  d  ánimo  de  muchos  colom- 
bianos que  profesan  la  relijion  católica ;  ' 

3.^  La  iodolenda  o  poco  interés  de  parte  de  las  autoridades  para  reoo* 
fiKudar,  a  loa  que  viven  unidos  en  virtud  de  los  matrimonios  de  oondenda,  la 
feeoeddad  de  que  celebren  el  matrimonio  dvil  para  lejitimar  sus  hijos  i  en- 
te en  el  goce  de  los  derechos  inherentes  a  ese  estado  dvil ;  i 

4.^  La  poca  firmeza  de  las  Asambleas  de  algunoa  Estados,  que  han  ce- 
filo  a  ezijendas  indebidas,  espidiendo  actos  lejislativos  coino  el  oondgnado 
en  ú  artfoolo  1  .^  de  la  lei  de  Oundinamarca,  de  28  de  enero  de  187d,  i  el 

fas  oonUene  el  articulo  134  que  ahora  ezaminarémosé 

9 
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Esas  oaoaas  rao  dasapareotendoi  porqae  oada  dia;  se  ñente  m&B  1*  bea^- 
fioa  inflaeniña  de  la  emanoipacioQ  relijiosa  i  ia  imperioea  oeoesidad  de  rei- 
vindicar loe  faeros  del  Poder  eivik 

£1  hecho  de  haberse  anuladoi  caai  con  el  roto  oDánHure  del  Senado,  d 
artfcalo  1.^  de  la  lei  de  CuDdinamaroa  antea  citada^  es  ana  enseñanza  qne 
ha  establecido  el  imperio  de  las  ínstitaciones  sóbrelas  doctrinas  que  tieades 
a  desnaturalizar  la  libertad  relijiosa  i  a  mantener  la  prepotencia  ecleBÜstica. 
Establecida  la  federación  i  alribaida  a  los-  Estados  la  Icjisladon  dvilr 
ellos  pudieron  lejislar  libremente  sobre  el  contrato  matrimonial  i  abrogar  lu 
leyes  nacionales  que  rejian  sobre  la  materia,  pero  sin  contrariar  la  libertad 
rel\¡io8a,  sin  intervenir  en  asuntos  relijiosos,  ni  hacer  de  los  ministro»  á$ 
ios  cultos  funcionarios  públicos  qne  sustituyesen  a  los  jaeces  i  notarios,  io- 
frinjiendo  no  solo  la  Constitocion,.  ñno  la  lei  nacional  de  15  de  junio  de 
1853,  vijente  todavía  en  la  República,  i  por  la  cual  se  declararon  ¿n  fo^nt 
alguna  legal  los  actos  eclesiásticos. 

Pero  el  artículo  134  del  Código  Civil  na  solo  violó  las  institaciooei  di^ 
clónales,  sino  también  la  Constitución  del  Estado.  Notorio  es  el  efecto 
retroactivo  de  sus  disposiciones  i  notoria  es,  por  consiguiente,  la  vioUcioa 
del  artículo  86^  de  la  citada  Constitución»  Así  es  qne  los  tribunales  del  Ei* 
tado  de  Cundinamarca  no  han  debido  reconocer  la  validez  de  los  matrimo' 
nios  declarados  lejStimos  por  el  u>ticulo  134,  sin  violar  su  propia  Coni* 
titucion. 

Si  vuestra  comisión  hace  mérito  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  86  de 
la  Constitución  del  Estado  de  Cundinamarca,  no  es  con  el  objeto  de  qne  el 
Senado  la  aplique  en  su  resolución,  sino  para  observar  que  los  efectos  retiroaO' 
tivos  del  artículo  134  del  Código  Civil  del  mismo  Estado  han  debido  des- 
aparecer con  la  simple  comparación  de  tal  artículo  con  la  respectiya  Cods- 
titucion. 

Por  consiguiente,  ante  los  tribunales  de  Cundinamarca  no  ha  debido 
estar  vijente  en  ningún  tiempo  esa  disposición,  ni  deben  e^úc  padres  l^^^ 
timoej  hijos  lejítimoSy  ni  matrimonios  lejUimos  6  lejitimados  por  ministerio 
del  artículo  134  tantas  veces  citado. 

De  las  razones  espuestas  se  deduce  rectamente  que  el  Estado  de  Can- 
dinamarca  no  tuvo  derecho  para  espedir,  el  acto  lejislativo  espresado,  i  dd 
consiguiente  desaparecen  los  fundamentos  en  que  apoyaron  los  señores  Ha- 
jistrados  YUlamizar  Gallardo,  Bamírea  i  Madiedo  el  voto  qne  emitieron  en 
el  acuerdo  de  26  de  marzo  de  1874. 

En  lo  relativo  a  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  vuestra  comisión 
de  acuerdo  con  todos  los  funcionarios  que  han  opinado  por  su  validez. 
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IV. 


Entremos  a  examinar  la  segunda  onestioo. 

La  Constitución  de  Rionegro  fiu^ulia  a  la  Corte  Suprema  para  suspen-; 
der  loa  actos  lejislativos  de  los  Estados  i  al  Senado  para  anularlos. 

Conviene  copiar  aquí  esas  disposiciones  para  examinar  en  qué  términos 
m  puede  haoer  uso  de  esa  facultad4 

Elartfoalo  14  dice:  "Los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados  que  salgan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  se 
hallan  sojetos  a  suspensión  r  anuhteion  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta 
Oonsiitncioo." 

Elartfcalo  51  atribuye  al  Senado  la  facultad  de  decidir  definitivamente 
«obre  la  nulidad  o  validez  de  los  actos  lejislativos  que  se  denuncien  como 
eontranos  a  la  Constitución  de  la  República ;  i 

El  artioolo  72  dice :  "  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  suspender  por 
naanioildad  de  votos,  a  pedimento  del  Procurador  jeneral  o  de  cualquier 
dudadano,  la  ejecución  de  loa  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Es- 
tados en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Union.'' 
Coando  la  Corte  Suprema  comensó  a  ejercer  la  atribución  constitucio- 
nal de  suspender  o  nó  las  leyes  de  los  Estados,  declaró  en  1804-que  se  abs- 
tenía do  ejercer  esa  atribución  respecto  de  los  actos  lejislativos   espedidos 
áoíes  de  ía  Constitución  de   1863,   porque  si   eran  contrarios,  babian  que- 
dado derogados  por  la  misma  Constitución,  i  si  no  lo  eran,  no  babia  razón 
para  suspenderlos. 

El  Senado  de  1865  dictó  algunas  resoluciones  en   el  mismo   sentido, 
como  puede  verse  en  el  código  respectivo,  en  las  marcadas  con  los  números 
Vm,  X,  XI,  Xm  i  XIV.  Pero  desde  1866  comenzó  a  decidir  sobre  la  va- 
lidez o  nulidad  de  las  leyes  de  los  Estados  espedidas  antes  de  promulgarse  la 
Constitución,  según  aparece  de  las  resoluciones  marcadas  con  los  números 
XXn  i  XXIY  en  1866,  de  la  contenida   en  el  número  XXX  espedida  en 
1867,  de  la  LXIH  en.  1869  i  de  otras  varias  dictadas  en  los  años  siguientes. 
La  Corte  Suprema  federal  ha  observado  la  misma  pi*áotica  adoptada 
por  el  Senado ;  asf  es  que  en  el  acuerdo  a  que  ha  dac^o  lugar  el  examen  de 
lus  act<^s  lejislativos  de  que  actualmente  se  ocupa  vuestra  comisión,  apesar 
de  lo  espuesto  por  el  señor  Procurador  jeneral,  la  Corle,  lejos  de  abstenerse 
«n  lo  relativo  a  ta  suspensíoB  del  artículo  184  del  Código  Civil  de  Cundina- 
maroa,  ha  entrado  a  examinar  detenidamente  ese  acto  lejislativo,  i  a  dictar  la 
xesolucion  respectiva. 
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Caestionable  es  8Í  las  leyes  de  los  Estados  espediáas  antes  de  promnl* 
gado  el  Código  de  Rionegro,  i  qae  eran  contrarias  a  las  anteriores  ooDsiitn- 
cionesy  están  sometidas  aotnalmente  a  la  sospension  i  analacion ;  pero  si  esas 
leyes  continnaron  vijentes  despnes  de  espedido  el  espresado  Código  de 
Rionegro  i  .son  contrarias  a  éste,  es  indudable  qne  están  en  el  caso  de  ser 
suspendidas  i  anuladas. 

Nadie  duda  qne  el  artfenlo  134  del  Código  Civil  de  Cnndinamarca  es- 
tuvo i  ha  estado  vijente  después  de  promulgada  la  Constitución  de  1863. 
Vuestra  comisión  ha  creido  demostrar  qne  ese  artículo  violaba  la  Constitu- 
ción de  1868  i  la  lei  nacional  de  15  de  junio  de  1853;  i  como  las  respectivas 
disposiciones  constitucionales  de  1858  se  reprodujeron  de  un  modo  mas 
esplicito  en  el  Código  de  1803,  resulta  que  el  espresado  artículo  134  está  eo 
el  caso  de  ser  anulado,  nó  predsamente  por  el  efecto  retroactivo  que  él 
contiene,  en  pugna  con  el  artículo  24  de  la  (Tonstitndon  actual,  sino  por  las 
restricciones  a  la  libertad  relijiosa,  i  por  la  intervención  en  un  acto  relijioso 
que  ningún  efecto  legal  debe  tener,  i  por  la  flagrante  violación  del  principio 
de  emancipación  relijiosa  promulgado  desde  1853  i  desarrollado  en  la  citada 
lei  de  15  de  junio  de  1853,  cuya  vijencia  es  incontrovertible. 

Ko  es  aplicable  el  artículo  24  de  la  Constitución  actual  para  anular  el 
efecto  retroactivo  del  artículo  134  del  Código  Civil,  porque  la  probibicíoQ 
de  que  las  leyes  tuviesen  efectos  retroactivos  no  se  halla  en  la  Constitudon 
nacional  vijente  en  la  época  en  que  se  espidió  el  artículo  134 ;  i  ya  han 
observado  los  «efiores  Majlstrados  Villamizar  Gallardo  i  Ramírez  que  uns 
disposición  sancionada  en  1890  no  podia  violar  una  Constitución  espedida 
en  1863.  El  efecto  retroactivo  se  habria  verificado  desde  la  promulgación  de 
ése  artículo^  si  él  no  hubiera  violado  el  artículo  86  de  la  Constitución  del 
Estado,  como  ya  ha  tenido  lugar  de  observarlo  vuestra  comisión. 

La  teoría  de  que  una  lei  que  se  deroga  no  debe  derogar  los  efectos 
lejítimos  C07i$eeuenciale8  de  esa  lei,  no  es  aplicable  al  caso.  Las  leyes  que 
se  derogan  han  tenido  efectos  legales,  porque  han  sido  leyes.  Las  leyes  que 
se  anulan  no  son  ni  han  sido  leyes,  i  de  consiguiente  no  han  podido  produ- 
cir efectos  legales. 

Anulado  el  articulo  134,  quedan  anulados  todos  los  matrimonios  que 
esa  lei  declaró  válidos,  del  mistüo  modo  que  si  se  hubieran  anulado  poi* 
alguno  de  tantos-impedimentos  dirimentes  que  anulan  ese  contrato. 

No  desconoce  vuestra  comisión  la  trasoetidencia  social  que  tendría  la 
anulación  de  nn  acto  lejislatito  cuyos  efectos  han  estado  surtiéndose  du-^ 
rante  catorpe  años ;  pero  en  el  caso  preaente  esta  es  una  hipótesisi  porqM 
4i^de  que  se  espidió  dicho  artículo  184  en  1850i  quedó  anulado^  por  §tt 
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Colatorio  del  articulo  88  de  h  CoDstitQoioa  del  Estado,  segua  lo  tiene  ea- 
pueaU)  vuestra  comisión. 

Pero  como  no  es  de  la  Qompetepda  del  Senado  el  ex&meh  de  los  actos 
l^islativos  de  los  Estados  coa  relación  a  saa  respectivas  constitaciones,  sino 
con  la  Constitacien  i  leyes  nacionalesi  vuestra  comisión  os  propone  el  si* 
goieote  proyecto  de  resolución : 

£1  Senado  de  Plenipotenciariosi  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  artículo  51  de  la  OonstituciQu,  declara  nulo  el  artículo  134:  del 
Código  Civil  del  Estado  de  Ci^ndinamaroai  sancionado  en  8  de  enero  de 
1859,  por  ser  contrarío  a  la  Constitución  i  leyes  nacionales;  i  válido  el 
artículo  1.^  de  la  lei  d^  30  de  agosto  d^  1864,  sobre  matrimonios. 

Comuniqúese,  publí^uese,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Supre- 
ma federal. 

Bogotá,  mayo  21  de  1874. 

J.  SÁircHEZ^^AausTiN  A&ias. 


Jttnio  de  1874. 

Se  abrió  el  primer  debate  de  la  anter|or  resolución  ;  pero  a  moción  del 
señor  Tavera  resolvió  el  Senado  que  se  publicaran  los  informes  de  la  comí- 
ttOD.  I  no  habiendo  habido  después  tiempo  para  ponsiderarla,  queda  éste 
eotrs  lo8  o^ocios  pendientes. — JuUo  M  JPérez^ 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

£1  señor  Domingo  de  la  Peña  solicitó  de  la  Corte  Suprema  federal  la 
saspesaion  de  los  efectos  del  artículo  134  del  Código  Civil  de  Cundinamarca 
i  del  artículo  1.^  de  la  lei  del  mismo  Estado,  de  30  de  agosto  de  1864,  por 
creerlos  contrarios  al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional,  que  dispone  *« 
*^  que  ninguna  disposición  lejislatíva  tenga  efectos  retroactivos  en  el  Go- 
bierno  jeneral  ni  en  el  de  los  Estados."  Funda  la  retroactividad  de  la  pri: 
mera  de  las  disposiciones  citadas  en  el  siguiente  razonamiento :  Las  leyes 
nacionales  de  20  de  junio  de  1853  i  8  de  junio  de  1856,  dice,  establecieron 
el  matrimonio  civil,  i  solo  concedieron  efectos  civiles  i  políticos  a  los  que  se 
«alebraran  ante  los  jueces  de  distrito  i  ante  los  notarios,  mediando  ciertas 
formalidades.  £1  artículo  134  del  Código  Civil  de  Cundinamarca  dio  validesc, 
para  los  efectos  civiles  i  políticos,  a  los  matrimonios  celebrados  ante  los 
respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciones 
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relijiosas  a  que  los  contrajontes  se  hayan  anjetado  para  celebrar  d  matri^'l 
iQonio ;  laego  revalidó  lo  que  era  nalo ;  laego  se  dieron  a  esa  lei  efectosf 
retroactivos ;  luego  peca  contra  el  artículo  24  de  la  Constitución. 

Para  demostrar  la  nulidad  de  la  segunda  lei  citada,  o  sea  del  artfonlo 
1.^  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  razona,  poco  mas  o  menos,  afií:  Ess 
lei,  por  cuanto  solo  exijió  desde  su  publicación  las  formalidades  prevenidad 
en  la  de  1853,  puede  entenderse  que  reconoce  validez  en  los  matrimonios 
celebrados  hasta  allí  ante  los  ministros  de  los  cultos ;  luego  también  tiene 
fuerza  i  efectos  retroactivos ;  luego  también  es  contraria  al  artículo  24  de 
la  Constitución. 

Estas  son  en  su  mayor  fuerza,  i  réducndas  a  su  menor  espreaion,  las 
cuestiones  sometidas  al  conocimiento  del  Senado,  i  sobre  las  cuales  debe 
abrir  concepto  i  proponeros  la  resolución  conveniente  vuestra  comiñon  de 
inspección  de  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados. 

En  el  largo  debate  a  que  ha  dado  lugar  la  solicitud  del  señor  Peñi, 
todos  los  funcionarios  encargados  de  opinat  i  abrir  concepto  sobre  esa 
cuestión  o  de  resolverla,  han  estado  de  acuerdo  en  reconocer  la  coüsüíQ' 
cionalidad  del  artículo  1.^  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864;  ivoestra 
comisión  es  del  mismo  concepto.   Dice  así:  <' Desde  la  publicación  de  la 
presente  lei  solo  producirán  efectos  civiles  i  políticos  los  matrimonioiq^^ 
se  celebren  ante  los  notarios  i  jueces  de  distrito,  con  las  formalidades  esta- 
blecidas en  los  artículos  119  i  131  del  Código  Civil  &/"  La  lejislacion  sobre 
matrimonios  es  de  la  competencia  de  los  Estados,  i  estatuyendo  la  lei  en 
cuestión  solo  para  lo  futuro,  no  quebranta  el  artículo  24  de  la  Constitución, 
que  ya  rejia  cuando  se  espidió,  ni  tiene  a  ese  respecto  ninguna  objeción. 

No  sucede  lo  mismo  en  cuanto  al  primer  punto,  o  sea  incoostitucio- 
nalidad  del  artículo  134  del  Código  Civil:  el  Procurador  del  Estado  oree 
que  debe  anularse,  el  Procurador  nacional  lo  cree  válido,  los  sefiores  Ma- 
jistrados  Contó  i  Rojas  Garrido  votaron  por  la  suspensión,  i  los  señores 
Ramírez,  Yillamizar  Gallardo  i  Madiedo  por  la  no  suspensión. 

Ese  artículo  a  la  letra  dice :  «  Son  válidos,  para  los  efectos  dvilcs  » • 
políticos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  loe 
cultos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a  que  loS  contra- 
yentes se  hayan  sujetado  para  celebrar  el  matrimonio.^'  Vuestra  comisioa 
se  propone  examinar  únicamente  la  cuestión  legal,  ya  que  las  de  conve- 
niencia política  i  social  han  sido  tratadas  amplia  i  luminosamente  por  ios 
señores  Majistrados,  i  ya  que  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados  solo  son  anulables  cuando  son  contrarios  a  la  Constitución  o  a  i&s 
leyes  nacionales. 
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H  Código  Civil  de  Candinamarca  se  «spidtó  -en  8  de  enero  de  1850. 
En  esa  fecha  rejia  la  Constitacion  de  22  de  mayo  de  18&8,  i  en  niogana  de 
las  disposiciones  de  ese  Código  se  encoentra  prohibición  de  lejislar  para  lo 
poado.  La  Nación  «olo  se  reservó  el  poder  iejislativo  en  los  asuntos  de  la 
competencia  del  Gobierno  de  la  Confederación  {inciso  16^  artículo  l^S).  En 
tedos  les  demás  asuntos  el  poder  Iejislativo  pasó  a  los  Estados,  sin  ninguna 
restríccioa.    La  Asamblea  del  Estado  bien  pudo,  pues,  estatuir,  como  esta- 
tDjo,  que  produjeran  efectos  civiles  i  políticos  los    matrimonios  celebrados 
ante  los  respectivos  Ministros  de  los  cuitaos,  no  obstante  las  disposiciones 
contenidas  en  las  leyes  de  1853  i  1856. 

£s  verdad  que  es  un  principio  seguro  para  la  interpretación  de  las 
leyes  no  darles  efectos  retroactivos;  i  también  es  verdad  que  todas  las  con- 
veniencias «consejan  que  el  lejislador,  para  no  herir  derechos  adquiridos, 
|.  provea  para  lo  futuro  i  nó  para  lo  pasado^  pero  no  es  el  caso  de  interpretar 
la  lei  de  Cnndinamarca,  porque  ella  es  clara  i  no  deja  lugar  a  duda  de  que 
^  ^ejklador  tuvo  en  mira  los  matrimonios  celebrados  antes  de  la  sanción  de 
ese  acto;  i  las  leyes  de  los  Estados  quedan  sujetas  a  suspennon  i  nulidad, 
né  cuando  pecan  contra  ios  principios  de  lejislaúon,  sino  cuando  son  con- 
trarias a  la  Constitudon  o  a  las  leyes  nacionales, 

Sopongaroos  que  durante  la  vijencia  de  la  Constitncion   de  1858  se 

hubiera  denunciado  como  inconstitucioual  el  artículo  en  cuestión :  ¿  cuáles 

babriao  ádo  lus  resoluciones  de  la  Corte  Suprema  i  del  Senado  ?  Induda- 

Sr/emente  habrían  dichos  ^^Las  disposiciones  allí  contenidas  no  son  suspen- 

dibles  ni  anulables,  porque  no  son  contrarias  a  la  Constitución  ni  a  las 

leyes  federales.  I  poco  importa  que  sean  cootrarias  a  las  leyes  nacionales 

de  20  de  junio  de  185^  i  8  de  junio  de  1856,  porque  la  iejislacion  sobre 

matrimonio  no  es  ya  de  la  competencia  del  Poder  federal,  i  esas  leyes  puede 

derogarlas  el  lejislador  del  Estado.'' 

La  Constitución  que  hoi  nos  rije  fué  espedida  con  mucha  posterioridad 
al  Código  Civil  de  Cnndinamarca ;  i  vuestra  comisión  no  encuentra  lójico 
^ne,  a  tiempo  que  se  sostiene  que  las  leyes  no  pueden  tener  efectos  retroac- 
tivos, se  pretenda  aplicar  el  artículo  24  de  la  Constitución  a  las  disposioio- 
les  de  ese  Código ;  porque  eso  seria  incurrir  en  el  mismo  defecto  que,  para 
lo  sucesivo,  se  quiso  evitar :  dar  efectos  retroactivos  a  la  misma  disposición 
fse  prohibe  que  eso  pueda  hacerse.  Aceptada  tal  doctrina,  podrían  llamarse 
s  juicio  todas  las  leyes  que  desde  tiempos  remotos  hayan  conculcado  los 
principios  de  legislación ;  i  ya  se  comprende  basta  dónde  llegaría  el  trastorno 
de  la  sociedad.  Es,  pues,  forsosó  reconocer  que  la  Constitución  de  Bionegro 
«BtatuyÓ  solo  para  lo  futuro* 
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Pero  hú  tnáa :  el  maso  S.*,  artíoiüo  51  de  la  Constitacion,  i  el  T2,  solo 
sojetan-a  suspenaioo  i  nnlidad  los  actos  l^iélaUvoa  de  las  Asambleas  de  los 
Bstados;  i  el  artículo  134  del  Código  CíyU  de.Caadinamarca  ya  do  eums 
l6i  del  Estado,  porqae  fbé  derogado  per  el  artícalo  1.^  de  la  lei  de  80  de 
agosto  de  1864|  qae  qoeda  copiado.  Si  pudieran  traerse  a  cuenti  no  los 
actos  lejislativos  sino  sos  resultados,  para  impartirles  sospenúon  o  nalidad, 
las  consecuendas  no  serian  &vorables  al  orden  social. 

No  son  los  efectos  de  la  lei  los  que  la  Constitución  somete  a  la  inspec- 
ción del  Senado,  sino  la  lei  misma ;  por  lo  que  la  jurisdicción  del  Senado 
desaparece  desde  que  desaparece  la  lei.  Sus  consecuencias,  o  hechos  qoe  en 
virtud  de  esos  actos  derogados  se  hayan  consumado,  son  del  dominio  de  los 
tribunales  ordmarios.  Dar  mayor  latitud  a  las  disposiciones  constitnoionales    i 
seria  en  estremo  peligroso,  porque  por  medio  de  resoluciones  •  de  la  Corte  i    \ 
del  Senado  podrían  anularse  hechos  consumados,   por  mas  que  tovieran  el 
sello  del  tiempo  i  hasta  la  aquiescencia  de  los  orijinariameote  interesados;! 
bien  se  comprende  que  el  lejislador  constituyente  no  pudo  querer  tan  ndi- 
cal  trastorno  de  la  sociedad. 

En  esta  vez  el  Senado  tendrá  que  ser  tanto  mas  canto  i  previsivo  ea  su 
resolución,  cuanto  que  ella  será  de  trascendencia  mas  grave  i  delicada  q&e 
en  los  casos  que  ocurren  comunmente.  La  primera  consecuencia  de  ana  re- 
BoludoQ  en  el  sentidd  de  la  solicitud,  seria  la  ilejitimidad  de  la  saceáoo  te- 
nida en  casi  todos  los  matrimonios  celebrados  en  el  Estado  do  Cundinamarca, 
si  nó  en  toda  la  República,  desde  el  afio  de  1853.  La  novedad  de  las  leyes 
que  impusieron  formalidades  civiles  al  matrimonio,  i  mas  que  eso,  la  propen- 
sión de  la  universalidad  de  los  hombres  de  cuidar  en  estos  asuntos  solamente 
de  la  tranquilidad  de  la  conciencia,  ha  hecho  i  hará  por  mucho  tiempo  que 
el  mayor  número  de  matrimonios  se  celebre  observando  únicamente  ritos 
relijiosos.  Puede  asegurarse  que  la  jeneracion  que  crece   seria  casi  en  ss 
totalidad  ilejitima  en  presencia  de  las  leyes ;  i  de  este  solo  hecho  Burjinsa 
cuestiones  innumerables,  cuestiones  que  el  lejislador  cnndinamarqués,  eabis- 
mente,  quiso  evitar  i  precaver. 

En  resumen :  si  la  Constitución  que  rejia  cuando  se  sancionó  el  C6aiff> 
,  Civil  de  Cuudinamarca  no  ezijia  la  observancia  del  principio  de  lejislacion 
de  mirar  a  lo  futuro  i  nó  a  lo  pasado ;  si  ese  principio  quedó  sancionado  eo 
la  Constitución  que  hoi  rije,  no  solo  en  lo  que  respecta  al  Gobierno  de  los 
Estados,  sino  también  en  lo  que  respecta  a  la  lejislacion  nacional,  inolosive 
la  Constitución  misma ;  si  las  leyes  de  los  Estados  no  son  nulas  porqne  oon- 
colquen  principios  de  iejisladon,  sino  porque  sean  contrarias  a  la  ConsUta- 
cion  i  leyes  nacionales;  si  la  jurisdicción  del  Senado  solo  se  estien^e  a  los 
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«ebM  I^Í8l«tíro8,  i  nó  a  loa  heohoa  resaltantes  de  «km  áotoa,  ni  a  actos  lejía* 
IMítob  7a  derogados,  la  declaratoria  de  nulidad  de  los  efeotos  del  artfoalo 
184  del  Código  Civil  de  Candinamarca  seria  a  todas  laces  inooaatittuttonal. 

Por  tanto,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente  proyecto  de  re- 
floluoion : 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5/,  artículo 
51  de  la  Constitución,  declara:  1.°  No  son  annlables  los  efectos  del  articulo 
]d4  del  Código  Civil  de  Candinamarca ;  i  2.^  El  artículo  1.^  de  la  lei  de  30 
de  agosto  de  1864,  no  es  contrario  al  articulo  24  de  la  Constitución  nadoaal, 
i  por  tanto  se  declara  válido. 

Comuniqúese  i  publiquese. 

Bogotá,  24  de  abril  de  1874. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Gaspab  Díaz. 


Ciudadanos  Senadores. 


Desde  el  aSo  pasado  de  1874  ocurrió»  el  señor  Domingo  Peña  a  la  Corte 
Saprema  federal,  en  ejercicio  del  derecho  que  el  artículo  72  de  la  Constitu-' 
wn  nadonal  otorga  a  los  ciudadanos  de  Colombia,  solicitando  una  resolu- 
Gon  "^  étispenda  loa  efectos  del  artículo  184  del  Código  Civil  del  Esta- 
do  de  (hmdinamarca  i  loe  del  articulo  l.^  déla  lei  del  mismo  Estado  de 
30  de  agosto  de  1864,  sobre  matrimonio.^^ 

Son  éstas  sus  propias  palabras;  i  en  apoyo  de  semejante  petición,  la  de 
qae  se  suspendan  los  efectos  de  las  disposiciones  citadas,  invoca  el  gran 
priocipio  conservador  de  las  sociedades  humanas  i  de  todos  i  de  cada  uno 
de  los  derechos  civiles  i  políticos  que  son  el  objeto  culminante  i  primordial 
de  sa  establecimiento :  el  de  la  no  retroactividad  de  las  leyes. 

Las  disposiciones  legales  de  que  se  trata,  dicen  así : 

La  del  artículo  134  del  Código  Civil  de  Candinamarca  : 

"  Son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  políticos,  los  matrimonios  cele- 
brados ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos  conforme  a  los  cánones  o 
ooDstitaciones  relijiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  cele- 
brtrel  matrimonio.'* 

I  la  del  artículo  1.*  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1874,  adicional  i  refor- 
matoria del  Código  Civil  del  mismo  Estado  de  Cundinamarca : 

*^  Desde  la  publicación  de  la  presente  lei,  solo  producirán  efectos  civiles 
i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  los  notarios  o  jueces  de  dis- 
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trito,  OOQ  las  formalidades  establecidas  en  los  artículos  110  i  131  del  Código 
Oivii.  Esta  disposición  no  comprende  a  los  matrimonios  celebrados  fdera 
del  territorio  del  Estado.'' 

De  manera  qae  por  ésta  quedó  derogada  aquella  disposición  legal,  o  lo 
que  es  lo  mismo,  hoi  no  rije  en  el  Estado  de  Cnndinamarca  el  artículo  134 
del  Código  Ciril,  espedido  en  8  de  enero  de  1859.  leste  aserto,  claro  e 
incontestable  como  es,  será  el  punto  de  partida  de  las  sencillas  consideracio. 
nes  que  vuestra  comisión  va  a  someter  al  examen  del  Senado  para  premisar 
la  coDolasion  de  este  informe. 


I. 


'  Antes  de  seguir  adelante  i  con  el  fin  de  que  conozcáis  el  asunto,  reves- 
tido con  los  antecedentes  que  lo  acompañan,  asunto  grave   i  de   compleja 
resolución,  puesto  que  ha  habido  oposición  de  pareceres  entre  los  ilustrados 
Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal  i  entre  los   no  menos  ilastrados 
miembros  de  la  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados 
del  año  próximo  pasado,  por  lo  cual  el  Senado  pretermitió  la  decisioa  del 
negociado  hasta  las  sesiones  del  presente  año,  permitid  que  os  relacionemos, 
siquiera  sea  compendiosamente,  las  diversas  opiniones  que  acerca  de  él  se 
han  emitido  por  los  que  han  tomado  una  intervención  oficial  en  tan  grave 
negociado. 

El  Procurador  del  Estado,  al  emitir  su  informe  respectivo,  sostiene  la 
nulidad  del  citado  artículo  134  del  Código  Civil  de  Cundinamarca,  fandin- 
dose  en  que  basta  la  simple  lectura  de  esa  disposición  para  notar  que,  por 
producir  efecto  retroactivo,  es  contraria  a  la  Constitución  nacional.  I  <p^ 
no  sucede  lo  mismo  respecto  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864. 

Sobre  este  último  punto  está  de  acuerdo  el  Procurador  nacional ;  i  con 

respecto  al  primero,  opina  que,  espedida  la  Constitución  federal  cuatro  afíos 

después  de  sancionado  el  Código  Civil,   ^<  no  tiene  porqué  producir  efectos 

retroactivos  una  disposición  que  estaba  rijiendo  en  Cundinamarca  cuando 

se  firmó  la  carta  fundamental  de  la  República."  Observación  incontestable 

en  concepto  de  vuestra  comisión,  porque  el  principio  de  retroactividad  ea  i 

tiene  que  ser  de  aplicación  jeneral  por  la  naturaleza  de  sus  resultados;  de 

manera  que  no  hai  razón  alguna  por  virtud  do  la  cual  él  no  hubiera  de  tener 

aplicación  en  lo  tocante  al  código  fundamental  que  lo  consagra,  limitándola 

solamente  a  las  leyes  secundarias ;  o  mas  claro :  las  disposiciones  oonstito- 

• 
dónales  que  establecen  el  orden  político  fundamental  i  las  bases  de  organiaa- 

cion  de  los  poderes  p&blioos  nacionales,  tampooo  pueden  volver  para  atraa 


j 
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«nius  efectos,  puesto  que  desde  que  se  espide  la  Constitncion  de  no  país, 
eotlqmeni  qae  sea  la  forma  de  su  gobierno,  queda  establecido  ñn  nuevo 
¿rden  de  cosas,  sin  que  por  eso  el  que  hasta  entonces  había  existido  tenga 
BM  cambios  que  aquellos  a  que  induce  naturalmente  la  Constitución  en  el 
Biiflmo  orden  político  i  en  la  ostensión,  funciones  i  manera  de  ser  de  los  po- 
dores  páblioos.  Pero  nó,  de  ninguna  manera,  en  lo  tocante  a  las  leyes  civiles 
que  reglan  los  derechos  i  las  obligaciones  de  los  miembros  de  la  comunidad 
i  qoe  establecen  el  estado  civil  de  las  personas. 

El  señor  Majístrado  Contó,  en  el  proyecto  de  resolacion  o  acuerdo  que 
presentó  a  la  Corte  Suprema  federal,  después  de  relacionar  los  casos  en  que 
aqael  augusto  tribunal  ha  suspendido  disposiciones  legales  de  los  Estados, 
aoteriores  a  la  vijencia  de  la  Constitución  de  8  de  mayo  de  1868,  i  dando 
por  sentado  que  el  artículo  184  del  Código  Civil  de  Cundinamarca  está  vi- 
jeote,  propuso  su  suspensión,  opinando  que  no  habia  lugar  a  la  del  artículo 
V  de  la  lei  de  80  de  agosto  de  1864. 

A  este  concepto  se  adhirió  el  señor  Majístrado  R6jas  Garrido,  discre- 
pendo  de  ambos  los  señores  Majistrados  Ramírez,  Villamizar  Gallardo  i 
Msdíedo,  por  razones  diversas  que  seria  largo  enumerar  aquí. 

Ved,  pues,  ciudadanos  Senadores,  que  esta  variedad  de  pareceres  de- 
lauostra  que  el  asunto  sobre  el  cual  vais  a  dictar  vuestra  determinación 
fiatl,  es  grave  i  complejo,  i  estimad  la  timidez,  pero  al  propio  tiempo  la 
íaem  de  convicciones   honradas  i  sin  preocupación   de  ningún  jénero,  con 
qoe  roestra  comisión  va  a  presentaros  el  fruto  de  sus  meditaciones  i  el  pro- 
yecto de  resolución  que  en  su  concepto  debéis  adoptar  en  materia  tan  grave 
como  lo  es  la  antiquísima  institución  del  matrimonio,  vínculo  dé  la  familia  i 
base  fundamental  de  la  sociedad,  según  las  espresiones  del  célebre  juriscon- 
Bolto  inglés. 

n. 


Como  en  el  fondo  del  asunto  se  trata,  según  la  petición  del  señor  Do- 
mingo Peña,  de  saber  si  pueden  i  deben  suspenderse  los  efectos  del  artículo 
134  del  Código  Civil  de  Cundinamarca  i  los  del  artículo  1.^  de  la  lei  del 
mismo  Estado  sancionada  el  30  de  agosto  de  1864,  que  se  refieren  a  la  ma- 
nera de  constituirse  el  matrimonio,  vuestra  comisión  se  permite  digresionar 
on  tanto  acerca  de  lo  que  piensa  que  es  i  debe  ser  esta  grande,  la  mas  gran, 
de  de  las  instituciones  humanas,  en  relación  con  las  leyes  civiles ;  institución 
qae  trae  su  oríjen  desde  el  principio  de  la  humanidad,  como  medio  lejítirao 
de  la  propagación  de  la  especie  i  de  la  existencia  de  la  familia  i  del  orden 
doméstico  en  la  larga  cadena  de  la  sucesión  denlos  siglos. 
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Contra  todas  las  Ic^ialadones  antiguas  i  modernaa  i  contra  ia  creenirla 
tradicioaal  de  loa  pablidataa  de  maa  nota,  vuestra  comisión  tiene  quisa  el 
arrojo,- fruto  de  una  convicción  profunda,*  de  sostener  que  el  matrimoDio  no 
es  en  su  esencia  i  en  sus  santos  fines  un  verdadero  contrato  civil  ni  una  ias- 
tituoion  relijiosa ;  aunque  de  otro  lado  sea  merto  que  lleve  en  en  apoyo  la 
sanción  de  la  lei  i  la  santificación  de  las  diversas  relijiones.  Es  anterior, 
preexistente  a  toda  convención  humana ;  nace  en  el  fondo  de  los  corasoneB, 
subsiste  en  la  unión  de  los  afectos  i  de  la  mutua  correspondencia,  i  caando 
¿stos  faltan  o  desaparecen,  no  bai  lei  ni  poder  alguno  que  alcance  a  restable- 
cer su  existencia. 

Rota,  despedazada  ésta  porque  baya  desaparecido  ese  verdadero  víooa- 
lo  de  unión  entre  el  hombre  i  la  mujer,  el  matrimonio  podrá  aparecer  como 
coexistiendo  con  la  lei  civil,  que  así  lo  quiere  i  lo  impone  a  loa  c6nyuje8Ía 
la  sociedad  de  que  hacen  parte,  i  como  sostenido  en  sos  formas  i  ritos  ester 
nos  por  la  relijion  que  lo  ha  bendecido  i  sellado  en  el  fondo  de  la  coDcieods 
cuando  ella  se  confundía  en  una  sola.  Pero  en  la  realidad  de  los  hechos  i  en 
lo  esencial  de  la  institución,  allí  donde  los  afectos  no  subsisten  i  donde  ¡sb 
almas  i  los  corazones  no  están  por  ellos  enlazados,  no  hai  verdadera  qúod 
marital.  Lo  que  antes  fué  un  paraíso,  sé  ha  tomado  en  un  infierno ;  i  las  fór- 
mulas sociales  i  relijiosas  apenas  sirven  i  bastan  para  encubrir,  como  con  na 
velo  lúgubre  pero  trasparente,  el  peor  de  los  infortunios,  el  del  odio  donde 
debiera  reinar  el  amor. 

Esta  palabra  espresiva  de  ese  estado  del  alma,-qué  todos  sienten  i  ban 
sentido  porque  penetra  en  las  rejiones  del  sentimiento,-  desde  el  centro  de 
las  selvas  habitadas  por  tribus  nómades  sin  gobierno  ni  sociedad  civil  i  ape- 
nas con  grotescas  ideas  relijiosas,  hasta  el  asiento  de  la  mas  refinada  civili- 
zación, palabra  que  se  rejistra  en  el  vocabulario  de  todas  las  lenguas  i  dia- 
lectos, porqae  representa  una  fuerza  poderosa  de  unión  entre  los  dos  sexos, 
fuerza  impulsiva  cantada  por  los  poetas  de  todos  los  tiempos  i  de  todas  las 
edades,  i  fuerza  que  se  siente'obrar,  pero  que  no  puede  esplicarse;  esa  palabra 
no  comprende  en  su  verdadera  significación  un  objeto  material,  tanjible,  de 
estension  i  formas  determinadas,  que  pueda  ser  materia  de  una  convención  o 
contrato  civil.  I  es  por  esto  que  el  matrimonio  existe  más  o  menos  imper- 
fectamente en  las  tribus  salvajes,  álla  donde  no  puede  decirse  que  baya 
sociedad  regular,  ni  verdaderas  leyes  que  la  rijan. 

Diráse,  sinembargo,  que,  como  quiera  que  se  considere  tan  alta  instita- 
cion,  siempre  es  cierto  que  la  unión  del  hombre  i  de  la  mujer  bajo  el  sagra- 
do vínculo  del  matrimonio,  aprobado  por  la  lei  i  bendecido  por  la  relijion» 
produce  efectos  civiles,  tales  como  la  crianza  i  educación  de  los  híjoSi  el 
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respeto  i  sumisión  qae  éstos  deben  a  los  padres,  el  aaxitio  matao  entre  los 
esposos^  la  sociedad  de  blene»,  sn  administración  i  cargas  &o,  A  ello  pnede 
responderse :  qae  éstos  son  los  efectos  del  matrimonio,  mas  nó  el  matrimo- 
nio mismo,  qae,  como  qaeda  visto,  solo  subsiste  i  puede  subsistir  por  el 
afecto motoo  éntrelos  esposos,  i  que  no  deben  confundirse  los  efectos  con 
i$  causa  que  los  produce.  De  donde  se  infiere  que  la  lei  puede  reglar  aqué- 
Dos  después  de  reconocer  la  existencia  del  matrimonio  en  la  manera  i  forma 
qoe  lo  hayan  celebrado  los  contrayentes,  estableciendo  apenas  reglas  jenera- 
les  para  caaos  no  previstos ;  reglas  que  deben  tener  en  mira  la  naturaleza  i 
fines  de  la  institución.  Esto  sería  mui  de  acuerdo  con  la  libertad  individual, 
garantizada  por  la  Ck)nstitucion  federal. 

Estas  lijeras  reflexiones  sobre'  una  tesis  apenas  iniciada,  que  quizad  pue. 
da  eonsiderarse  estravagante  I  desautorizada  por  lo  mismo  que  está  en  pugna 
eon  la  lejislacion  universal,  con  los  bombres  de  la  ciencia,  con  la  rutina  i  las 
ideas  del  pasado,  son  precisas  a  vuestra  comisión,  si  nó  para  fbrmar  un  cuer- 
po de  doctrina,  porque  ahora  no  se  trata  de  la  espedicion  del  Código  Civil, 
lí  para  establecer  el  verdadero  orden  de  ideas  respecto  de  lo  que  en  su 
ttenoia  es,  ha  sido  i' tiene  que  ser  el  matrimonio  como  institución  la  mas 
antigoa,  grave,  solemne  i  trascendental  entre  los  hombres,  llamada  a  ser  el 
medio  kjitimo  de  conservación  i  propagación  de  la  especie  i  a  equilibrar  las 
foersas  entre  los  dos  sexos,  haciendo  que  la  mujer  con  sn  ternura  i  sus  en- 
eaotoi  avasalle  al  hombre,  i  que  ambos,  por  el  afecto  mutuo,  sean  dos  volun- 
tades en  una  sola  voluntad,  dos  cuerpos  en  una  sola  carne,  según  la  bella 
espresíon  del  Evanjelio. 

Así  ea  que  si,  como  queda  visto,  el  matrimonio  tiene  su  orfjen,  funda- 
mento i  base  de  existencia  en  la  naturaleza  i  en  las  relaciones  sexuales  de 
la  especie,  destinada  a  propagarse  con  sumisión  al  orden  fisico  i  al  orden 
moni  que  regla  de  un  modo  armónico  toda  la  creación,  preciso  es  convenir 
«n  qae  laa  leyes  civiles  deben  aceptar,  reconocer  i  respetar  esa  institución  en 
ja  manera  i  forma  en  que  la  hayan  celebrado  los  contrayentes,  salvo  nua 
flola  escepcion  :  la  de  ooctlravenir  a  ese  mismo  orden  físico  i  moral  estable- 
cido por  Dios  para  la  conservación  de  su  obra. 

Por  todo  esto,  i  porque  el  matrimonio  es  el  fundamento  de  toda  socie» 
dad  civil  i  el  que  en  ella  sirve  para  fijar  el  estado  de  las  personas  naturalea, 
a  de  rigor  el  manteniíniento  de  ese  estado,  una  vez  adquirido,  si  es  que  no 
se  quiere  desquiciar  la  misma  sociedad^  hadando  que  sean  vacilantes  i  frus» 
tráaeoa  loa  derechos  que  de  tal  estado  nascan  o  puedan  nacer,  perdiéndose 
ai(  hfe  en  Ito  relaciones  sooialea  i  la  creencia  de  que  la  lei  es  nn  medio  do 
titoteedoo  comnn  de  loa  mismoa  deteoboa  adquiridos  bajo  sn  imperio^ 
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ni. 


Por  tanto,  de  cualqaier  modo  que  se  oonsidere  la  disposición  del  arti- 
calo  134  del  Código  Civil  de  Candinamaroa,  con  efectos  retroactivos  o  sin 
ellos ;  derogado  o  nó  por  la  Constitución  nacional  de  8  de  mayo  de  1663, 
bajo  el  supuesto  de  que  fuese  contrario  a  algunas  de  sus  disposiciones,  es  lo 
cierto  que  desde  1859,  en  que  el  Código  Civil  empezó  a  rejir  hasta  el  30 
de  eiiero  de  1864,  en  que  se  estableció  otra  doctrina  legal  respecto  do 
la  validez,  eficacia  i  consecuencias  civiles  de  los  matrimonios  contraidos  eo 
«ste  populoso,  rico  e  importante  Estado,   los  que  se  celebraron  en  aqael 
lapso  de  tiempo  conforme  a  los  ritos  relijiosos  de  los  contrayentes,  surtieron   ^ 
yá  sus  efectos,  han  sido  considerados  como  tales  por  la  sociedad  en  jeneral, 
que  ba  visto  en  ellos  una  serie  de  actos  lejítimos  que  afectan  a  terceros,  ta- 
les como  la  lejitimidad  de  los  hijos,  las  sucesiones  intestadas,  la  trasmisión 
de  la  herencia  por  este  medio  a  los  que  se  han  considerado  con  derecho  s 
ella,  las  consiguientes  enajenaciones  o  hipotecaciones  de  los  bienes  heredits. 
rios,  la  porción  conyugal  adquirida  en  los  casos  del  derecho  coman  por  ei 
cónyuje  sobreviento  que  ha  tenido  derecho  a  ella,  las  cuotas   alimentarias 
concedidas  por  sentencia  cuando  se  han  reclamado  al  tenor   de  las  caosss 
legales,  las  a^gnaciones  forzosas  i  las  de  la  cuarta  parte  de  libre  disposición 
del  testador  muerto  bajo  facción  de  testamento  i  bajo  la  creencia  de  haber 
estado  ligado  por  el  vínculo  del  matrimonio  celebrado  segtin  el  rito  relijioso 
de  los  dos  esposos,  i  varios  otros  actos  civiles  consecuenciales  de^  una  anión 
admitida  i  reconocida  en  calidad  delejftima  durante  un  período  de  tiempo 
de  mas  de  cuatro  años. 

Ved,  pues,  i  considerad,  ciudadanos  Senadores,  cuan  funestas  serian  to 

consecuencias  de  anular  aquella  disposición ;  nulidad  que  pasarla  la  esponja 

■•  •  - 
sobre  tantos  actos  civiles  que  en  su  sucesión  i  curso  afectan  a  terceros  i  a 

personas  naturales  i  jurídicas,  que  han  obrado  inocentemente  i  bajo  la  g^^' 
da  i  fe  de  una  lei  que  por  tanto  tiempo  ha  sido  considerada  como  la  garan* 
tía  de  esos  actos  i  derechos  i  como  medio  de  trasmisión  de  la  propiedad  de 
unas  a  otras  de  esas  personas. 

I  considerad  también  que  esto  seria  un  semillero  de  pleitos,  de  renci- 
ilas,  de  inquietudes  i  de  inseguridad  para  las  £imilias  i  para  la  sociedad  en 
jeneral,  que,  justamente  alarmada  por  un  acto  semejante,  no  sabría  a  qn 
atenerse  para  el  presente  i  para  el  porvenir ;  siendo  así  que,  considerado  e 
matrimonio  en  la  tesis  antes  enunciada,  61  estaría  i  estará  siempre  bajo 
«alvaguardia  de  la  libertad  individual  garantizada  a  los  habitantes  de  GoloD>' 
bia  por  el  inciso  3*^,  artículo  15  de  la  Constitución  federal. 
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Porqne,  ademas,  no  pasdo  haber  retroactividad  respecto  d«  an  estado 
Ub  grande  i  trascendental  ooma  &\  matrimonio,  qae,  conforme  a  las  dirersaa 
ifjiaUdoQes  qne  han  rejído  en  el  país,  se  le  oonsidera  como  base  i  fundamen- 
to de  todo  estado  civil ;  de  esa  que  establece  las  mas  importantes  relacíODea 
juridicas,  i  que,  una  vez  constitaido,  no  se  le  puede  variar  sin  incddir  «n  ía- 
aeem  coasecnencias  para  el  mismo  ¿rden  oívil,  según  lo  aoBÜenen  muchos 
«DÍDentes  jurísoonsaltos,  entre  ellos  el  respetable  onerpo  de  abogados  de 
Chile,  qae  está  verificando  el  trabajo  que  lleva  por  título :  "  El  Código  Civil 
inte  la  Universidad  nacional." 

Eo  el  primer  tomo  de  esta  notable  obra,  entre  muchos  otros  pasajes 
reliüvos  a  este  objeto,  hai  uno  que  se  adapta  perfectamente  a  las  ideas  qae 
venimos  sosteniendo.  Dice  ast  bajo  el  mote  ■'  Efecto  retroactivo  de  la  lei "  '• 
"  Mas  no  sucede  lo  mismo  respecto  de  las  leyes  qne  fijan  o  arreglan  la 
condióon  civil  de  los  ciudadanos,  qae  determinan  la  posición  o  estado  pri- 
vado de  cada  nao  de  ellos  en  la  sociedad.  Las  leyes  de  esta  especie  enouen- 
trso  oecesariamente   estados  ja  formados  antes  de  su  promulgación.  JOa  lei 
naiund,  las  prescripciones  del  buen  sentido  han  precedido  a  la  Constítndon 
^1  ellos,  prín<^palmente  oaando  el  estado  se  funda  en  relaciones  de  familia,  i 
I  lejislador,  al  reconooeries  una  existencia  lejitima,  no  tanto  da  o  conjierg 
:  derecho  orijinalmente  suyo,  cuanto  declara  otro  preconstitnido  al  smpa- 
de  una  lei  qne  domina  a  las  leyes  de  conven(;ion.  Es  verdad  que,  respecto 
todos  loa  estados  eu  qne  el  hombre  puede  hallarse  aclocado,   e&r^forme  a 
ki  tialvral,  la  lei  civil  ejerce  uua  influencia  poderosa.  Asf,  por  ejemplo,  eo 
estado  de  matrimonio  la  lei  natural  prescribe  relaciones   de   dependenoia 
I  ti  mujer  al  marido,  del  hijo  al  padre ;   pero  la  razón  deja  cierto  vacío 
erca  del  límite  hasta  donde  pnede  llegar  esa  dependencia,  qne  se   baoa 
'tW3  que  la  lei  civil  lo  llene,  que  trace  el  punto  de  demarcación  entre  el 
)der  del  marido  sobre  su  esposa  i  la  independencia  de  ésta,  asi  como  entre 
obedieaoia  del  hijo  al  padre  i  la  emaucipamn  de  aquél.  Pero  esta  acción 
i  lejiíilador  sobre  la  demarcación  i  límite  de  los  eílatutos  naturales,  no  eé 
qae  les  da  existencia :  ísta  becoxock  dx  obLikn  soFenioit  a  las  oot(- 

BOOSES    BDMANAS  ;    ITATUKAL   E3,  PUES,  QUK   KEaiSTA  A  LOS   KPKCTOB    DB 
I A  COSVESCIOX   COSTEA  El  A," 

I  ¿ntes,  tratando  de  los  derechos  adquiridos  por  el  respeto  que  se  les 
ibe,  anoqne  niia  lei  posterior  cambie  o  altere  sus  elementos  constitutivos  i 
materia,  forma  i  base  de  existencia,  después  de  tomar  las  definiciones 
Kooformes  de  los  distiaguidos  jarisconsnltos  franceses  MM.  Merlin, 
labot  de  l'AlUer,  Davergier  i  Demelombe,  los  abogados  chilenos  optan 
it  la  del  último,  así : 
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<<  Coando  mi  hedió  se  ha  oonsamado  bajo  el  imperio  de  la  antigna 
la  ooiiBecnencia  de  qae  este  heoho  ha  eido  el  principio  jenerador,  la  oann 
eficiente  i  direcUi  forma  principalmente  lo  qne  se  llama  nn  derecho  adquiri- 
do.^ I  le  dan  a  este  derecho  todo  el  carácter  de.  personal,  intimo,  perma, 
nente  e  irrevocable  por  una  lei  posterior,  siempre  que  él  se  haya  yerifioade 
oon  arreglo  a  las  formalidades  i  condiciones  qne  exijia  la  lei  en  vigor  a  la 
fecha  de  sn  formación. 

Bn  presenda  de  todo  esto,  si  el  Senado  anula  el  articulo  134  del  Códi- 
go Civil  de  Cnndinamarca,  o  mas  bien  sus  efectos  ya  producidos  i  cousama- 
dos  (que  es  lo  que  pide  el  señor  Peña)  oon  relación  al  estado  del  matrimonio 
i  las  múltiples  i  variadas  situaciones  de  los  esposos  entre  si,  de  éstos  con  loi 
hijos,  de  los  hermanos  respectivamente  i  de  todos  o  cada  uno  de  ellos  oon 
terceros  en  el  lapso  de  tiempo  ya  corrido,  ¿  no  es  cierto  que  le  daiia  afecto 
retroactivo  a  su  resolución  i  a  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  derogatorii 
de  dicho  artículo,  con  violación  i  menosprecio  del  mismo  principio  oonstíto- 
cional  qne  se  invoca,  violando  también  derechos  adquiridos  ? 


IV. 


En  este  predicamento  no  se  halla  comprendida  la  lei  de  30  de  agoito 
de  1864,  por  virtud  de  la  cual,  desde  su  publicación  en  Cnndinamaitia,  solo 
producen  efectos  civiles  i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  iM 
notarios  o  jueces  de  distrito  con  las  formalidades  establecidas  en  los  artíonloi 
119  i  181  del  Código  Civil;  pues  que  en  esto  no  se  advierte  la  menor  ofentt 
a  las  institutíones  federales,  sino  que  ¿nces  bien  esta  disposición  está  dentro 
del  poder  oonstitudonal  de  la  Asamblea  qne  la  dictó. 

Mas  como,  según  su  tenor,  ya  no  son  válidos,  para  los  efectos  driles  i 
políticos  en  el  propio  Estado  de  Cundinamarca,  los  matrimonios  celebrados 
ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  cánones  o  consti- 
tuciones relijiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el 
matrimonio,  es  evidente  que  por  contraposición  de  preceptos  está  derogado 
el  artículo  184  del  Código  Civil  de  Cundinamarca. 

I  oomo  el  Senado  solo  puede  suspender  te  yeeueion  de  los  aet09  í^ 
iaHvos  de  la»  Aeofnbleaa  de  loe  Atados^  según  la  potestad  que  le  confíelo 
el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional,  i  ya  no  puede  ejecutarse  dielio 
artículo  ld4y  es  también  fuera  de  duda  que  él  no  está  dentro  de  la  potestad 
del  Senadoi  por  lo  mismo  que  hoi  carece  de  existencia  i  de  efectos  de  aotat- 
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lidfld;  paesto  que,  conforme  al  artícnlo  51  de  la  misma  Constitadon,  el  Se- 
nado solo  deoide  definitivamente  sobre  la  nulidad  o  ralidez  de  los  actos  de 
dicbas  Asambleas. 


V. 


En  faersa  de  todo  lo  cual,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente 
pciQ^eoto  de  resolución : 

No  estando  vijente  el  artículo  134  del  Código  Civil  de  Cundinamarca, 
el  Seosdo  se  abstiene  de  dar  voto  de  nulidad  respecto  de  él,  conforme  a  la 
Bolidtnd  de  Domingo  Peña,  por  cuanto  a  que  su  fiícultad  constitucional  a 
este  respecto  se  refiere  únicamente  a  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de 
las  Asambleas  de  los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Constitudon  o 
a  las  leyes  de  la  Union,  mas  nó  con  relación  a  efectos  ya  produddos  por  un 
acto  que  boi  no  tiene  verdadera  existencia  legal,  al  tenor  de  la  lei  de  30  de 
agosto  de  1864,  sobre  matrimonio ;  lei  que,  por  no  ser  contraria  a  la  Consti- 
todoQ  i  a  las  leyes  federales,  tampoco  se  halla  en  el  caso  de  ser  anulada 
según  los  artículos  51  i  12  de  la  Constitudon  nacional.  Comuniqúese  a  quie- 
nes corresponda. 

Propuesto  al  Senado  de  Plenipotendarios  por  la  comisión  de  inspecdon 
de  actos  lejislatiros  de  los  Estados,  en  Bogotá,  a de  marzo  de  18?5« 

Gonzalo 'A.  Taveba. — Pablo  Abósemela, — ^D,  Vlana. — ^Pirmo  de 
acuerdo  con  el  Reglamento,  pero  presentaré  informe  por  separado. — J. 
DSL  C.  RoDBÍGuxz.  —  Flrmo  por  cumplir  con  el  Reglamento.  —  Julio 
Babbiga. 


¡Secretaría  del  Senach — Abrü  29  de  1875. 

Ii8  anterior  resolución  prindpió  boi  a  discutirse  en  primer  debate;  pero 
resolvió  el  Senado  que  se  publicaran  los  tres  informes  de  la  comidon  en 
d  Diario  OfioiaL 

Jvlio  R  Férez. 


Honorables  Senadores. 

SI  señor  Domingo  Peña  solidtó  la  suspenden  dd  artículo  184  del 

CMago  Civil  dd  Estado  de  Cundinamarca,  i  la  del  artículo  1.^  de  la  lei  de 

dt  de  agosto  de  1864,  que  adkiona  i  reforma  d  Código  dtado. 

10 
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£1  primero  4?  aq^elloa  «rtfctiloa  diee : 

^^  Son  válidos,  par^  los  efeotofl  poUtíoos  i  oivileéi  lo8  matriinoiiios  ede* 
brados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  caitos,  conforme  a  los  cdoones  o 
constituciones  relíjiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  enjetado  para  cele* 
brar  el  matrimonio." 

El  segando  de  los  espresados  artículos  es  el  siguiente : 

<«  Desde  la  publicación  de  la  pi'esente  lei,  solo  producirán  efectos  dviles 
i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  los  notarios  o  jueces  de  dis* 
trito,  con  laQ  formalidades  establecidas  en  los  artículos  119  i  131  del  Códiga 
Civil.  Esta  disposición  no  comprende  a  loa  matrimonios  celebrados  fuera 
del  territorio  del  Estado." 

La  suspensión  de  los  anteriores  artículos  se  pidió  por  considerarlos  coo- 
trarios  al  articula  24  de  la  Constitución  nacional,  que  establece  qoe  **  ninguna 
disposición  lejislativtv  tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral  ni 
en  el  de  los  Estados.  • .,." 

Los  señores  Majistrados  Contó  i  Rojas  Garrido  opinaron  que  debia  soa- 
penderse  el  artículo  134  del  Código  Civil,  i  loa  señores  Ramírez^  Tillamisar 
Gallardo  i  Madiedo  opinaron  en  sentido  contrario. 

Respecto  del  artículo  1.°  de  la  lei  de  30  de  agosto,  sí  convinieron  todos 
en  que  no  habia  raason  para  saspenderlo  por  la  causal  qae  se  babia  hecho 
valer. 


Como  miembro  de  la  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de 
los  Estados,  creo  que  la  única  cuestión  que  tiene  que  resolver  el  Senado  es 
la  de  si  son  o  nó  contrarios  a  la  Constitución  de  la  República  los  artículos 
de  cuya  suspensión  se  trata. 

Siendo  sumamente  grave  i  delicada  esta  cuestión,  i  teniendo  puntos  que 
deben  decidirse  de  acuerdo  con  »lá  Icjislacion  del  respectivo  Estado,  sobre 
los  cuales  el  Senado,  no  tiene  competencia,  soldé  concepto  que  la  resolu* 
cion  del  Senado  no  debe  contener  mas  de  lo  que  fuere  necesario  para  fundar 
debidamente  la  resolución  que  dicte,  i  que  ésta,  con  el  mayor  cuidado,  debe 
encerrarse  dentro  de, los  límites  trazados  por  la  Constitución. 

Paso  a  examinar  si  es  inconstitucional  el  artículo  134  del  Código  Civil 
de  Cundinamarca. 

La  doctrina  de  aquel  artículo  tuvo  un  objeto  espedal  i  determinado : 
el  de  dar  validez  a  los  matrimonios  aelebnidos  eti  cofUravencioii  a  la  lei  de 
30  de  junio  de  1953,  sobre  matrimonio,  i  a  los  celebrado»  oen  violación  de 
la  lei  de  8  de  abril  de  185d,.  sobre  la  misma  matreria* 
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Aqoella  fa¿  una  \A  íb  ocaáoo  i  Bortió  todos  sas  afectos. 

Hoi  no  existe  lei  dé  Candinatáaros  que  reoonOsoa  la  validez  de  los  ma- 
%ña(iODÍ08  oeiebrados  conforme'a  los  ritos  de  afgana  relijlon. 

Si  esto  es  cierto,  eottfnoes  m>  tiene  hoi  el  Senado  niqgan  acto  lejislativo 
flobre  el  cual  pueda  ejercer  la  facultad  de  anular.  El  Senado  en  la  actualidad 
solo  halla  una  lei  dictada  en  una  época  anterior,-  lei  que  se  refirió  a  los  casos 
^ue  tuvieron  lugar  antes  de  la  fecha  de  su  espedicion,  i  que  en  el  presente 
o  en  lo  futuro  solo  puede  servir  para  juagar  los  mencionados  casos,  pero  nó 
como  regla  de  conducta  para  lo  porvenir. 

¿£1  Senado  tiene  facultad  para  anular  las  leyes  anteriores  contrarias  a 
la  Constitución  ? 

Guando  son  leyes  que  comprendan  los  casos  que  sucesivamente  puedan 
presentarse,  sin  duda  que  sí,  porque  de  otra  suerte  se  daria  preferencia  a 
ona  disposición  legal  sobre  otra  constitucional.  I  esto  es  lo  que  en  otros 
«aaos  ha  resuelto  el  Senado. 

Pero  cuando  se  trata  de  leyes  que  han  producido  yá  sus  efectos,  i  que 
oo  pueden  producir  nuevos,  entonces  el  Senado  no  puede  anularlas. 

(La  anterioridad  a  que  me  refiero  es  relativa  a  la  fecha  de  la  Cons- 
iitaeion). 

El  fundamento  de  n»  opinión  tiene  tres  partes  principales : 

1.*  Et  respeto  por  los  derechos  adquiridos; 

2.^  £1  no  dar  efecto  retroactivo  a  la  Constitución ;  i 

3.*  El  salvar  el  principio  jeneral  de  que  los  hechos  se  juzguen  de  acuer- 
do con  las  leyes  vijentes  en  él  tiempo  en  que  se  ejecutaron. 

Verdad  es  que.  puede  acontecer  que  en  algunos  casos  haya  necesidad 
de  aplicar  disposiciones  que  estén  en  pugna  con  los  principios  de  la  Consti- 
tneion;  pero  esto  no  puede  suceder  sino  respecto  de  hechos  ejecutados  antes 
de  la  vijeooia  de  la  misma  Oonstitudon,  i  queTno  pudieran  juzgarse  de  otra 
manera;  porque  ¿con  qué  derecho  se  pretendería  sujetar  a  los  ciudadanos  a 
la  observancia  de  leyes  que  no  estaban  en  vigor  cuando  ejecutaron  ciertos 
actos,  .i  con  qué  derecho  se  pudiera  declarar  hoi  nulo  lo  que  fué  válido  de 
acuerdo  con  la  lejisladou  de  la  época  en  que'tuvo  lugar  ? 

Si  se  pretendiera  la  continuación  de  la  vijencia  de  disposiiHones  que 
fuesen  contrarias  a  la  Oonstitiucion,  sin  duda  que  eso  seria  un  notorio  ata- 
que a  la  lei  fandamenlal»  da  la  Rep&foüca.  Pero  bai  mucha  diferencia  entre 
considerar  v^fenie  una  lei,  i  aplicarla  a  determinados  casos.  La  vijencia  de 
laleümpendriála-obligacioa  de<obifarde  aenerdo  oóá  ella;  IsLopUcacioH 
BO  tiene  per  objeto  sino  luagar  de  aotterde  con  una  disposición  los  hechos 
Recatados  durante  la  vijencia  de  aquélla  ¡  vijencia  que  puede  no  eer  actual; 
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así  68  que  en  el  derecho  dvil,  por  ejemplo,  moohoi  actos  los  josgamos  coo 
las  leyes  españolas,  qae  en  la  actnalidad  no  están  lijentes. 

Así  pnes,  si  el  artícalo  134r  del  Código  CÍTÍl  de  Onndinamarca,  sspe* 
dido  en  el  año  de  1859,  no  puede  senrir  para  dar  validez  a  matrimoDÍos 
anteriores,  celebrados  después  del  año  de  1843|  época  en  que  empezó  la 
vijencia  de  la  Constitución  nacional,  no  puede  decirse  que  aquel  artícalo  sea 
contrario  a  dicha  Constitución. 


A  esto  he  creído  que  debe  contraerse  el  informe  de  la  comisioD  de 
inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados ;  i  para  que  conste  clarameote 
cuál  es  mi  opinión  en  este  asunto,  i  cumpliendo  con  el  artículo  88  del  reglar 
mentó,  os  he  hecho,  honorables  Senadores,  la  anterior  esposicion,  que  con- 
cluyo con  el  siguiente  proyecto  de 

"  RBSOLTTaOlT  f 

"  Él  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  nso  de  la  atribución  5/  del  artf- 
culo  51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  válido  el  artículo  1.^  de 
la  l^ei  de  30  de  agosto  de  1864,  que  adiciona  i  reforma  el  -Código  Civil  del 
Estado  soberano  de  Cnndinamarca,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  de 
este  Estado. 

'«Respecto  del  artículo  134  del  Código  Civil  de  dicho  Estado,  no  está 
en  el  caso  en  que  el  Senado  pueda  hacer  uso  de  la  oitada  atriboci(m  cods*' 
titucionaU 


El  artículo  1.^  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1874  se  ha  oreido  snspeO' 
dible  i  anulable,  porque  se  ha  estimado  que  también  tiene  efecto  retroactivo, 
por  cuanto  pudiera  dar  validez  a  los  matrimonios  anteriores  que  se  hayan 
celebrado  en  contravención  a  las  leyes. 

Al  decir  aquel  artículo  que,  desde  su  publicación,  solo  producirán  efec- 
tos civiles  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  los  notarios  o  jueces  de  dii* 
trito  con  las  formalidades  establecidas  en  los  artículos  119  i  181  del  Código 
Civil,  no  quiere  decir,  en  mi  concepto,  que  sean  válidos  los  matrimonios  an- 
teriores celebrados  contrariando  la  lei.  Lo  que  se  ha  querido  estableoer  en 
el  artículo  citado,  son  las  reglas  a  las  cuales  deben  sujetarse  los  cootrayen- 
tes  para  que  en  lo  sucesivo  los  matrimonios  sean  válidos. 

Por  esa  razón  no  creo  que  aquel  artículo  tenga  efecto  retroactivo,  i 
por  eso  sea  anulable. 
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«Comaniqnese  a  la  Corte  Baptema  federal^  al  Poder  Ejecntivo  nació- 
ail  i  ti  señor  Gobernador  del  Estado  soberano  de  Candinamarca,  i  pn- 
Uqnese.» 

Honorables  Senadores, 

Bogotá,  15  de  abril  de  1875. 

J.  DSL  C.  RoDBÍGUEZ. 


Honorables   SenadoroB* 

El  señor  Domingo  Peña  promoyió  la  suspensión  i  nulidad  del  artículo 
184  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Cundinamarcá,  i  del  artículo 
1/ de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  adicional  i  reformatoria  del  Código  Civil. 

£1  Procurador  jeneral  opinó  que  las  leyes  citadas  no  estaban  sujetas  a 
suspensión,  i  estando  en  desacuerdo  los  ciudadanos  que  componen  la  Corte 
Sq>rema  federal,  hubieron  de  abstenerse  de  decretarla  respecto  del  artículo 
134  del  Código  Civil,  i  por  unanimidad  resolvieron  no  ser  contrario  a  la 
Constitución  el  artículo  de  la  leí  citada. 

Los  miembros  que  forman  vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  le- 
jífilativoB  de  los  Estados,  tampoco  han  uniformado  sus  opiniones  constitu- 
donales  respecto  del  artículo  134  del  Código  Civil,  i  es  con  el  objeto  de 
esponeros  las  personales  del  infrascrito,  que  os  presento  este  informe. 

El  artículo  1.°  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864,  es  constitucional,  i 
eoflio  acerca  de  él  puede  decirse  que  no  hai  discrepancia  en  la  manera  dé 
ooBsiderarlo,  él  no  será  materia  de  las  consideraciones  posteriores. 

Por  los  artículos  11  i  52  de  la  lei  nacional  de  20  de  junio  de  1853  sobre 
matrimonios,  i  por  el  artículo  10  de  la  lei  de  8  de  abril  de  1856  sobre  la 
misma  materia,  se  estableció  que  los  matrimonios  eclesiásticos  no  produjeran 
efectos  civiles  ni  políticos.  Estas  disposiciones  legales,  en  pugna  con  las 
costumbres  i  con  erróneas  creencias  relijiosas,  no  tuvieron  aplicación  en  la 
práctica,  i  su  desuso  formó  delincuentes  en  ves  de  esposos  lejítimos,  i  estin* 
gato  los  derechos  que  nacen  de  los  matrimonios  reconocidos  por  la  lei ;  i  fué 
con  el  objeto  de  variar  esta  situación,  que  se  introdujo  el  artículo  134  del 
Código  Civil,  por  el  cual  se  declara  que  son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i 
politioos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los 

esltos.  » 

El  1.^  de  enero  de  1860,  fecha  en  la  cual  comenzó  a  rejirel  artículo  de 

fne  nos  ocupamos,  estaba  vijente  la  Constitución  política  del  Estado  san- 
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qionada  el  12  de  Qctnbve  del858,  onyo  artfonlo  86  establecía  4^6  ningm» 
lei  tendría  efecto  retroactivo,  dÍBpoQicion  claramente  violada  por  la  ki  mi 
que  revalidó  todos  los  matrimonios  relijiosos  anteriores  a  sn  sanción,  qae  e§ 
en  lo  qtte  consiste  el  efecto  retroactivo.  Háoese  esta  reminiscencia,  nó  oon  e) 
objeto  de  presentar  un  argamento  en  &vor  de  la  doctrina  qae  sostiene,  sino 
para  hacer  presente  qae,  para  remediar  males  inmediatos,  los  hombres  se 
olvidan  con  frecuencia  de  las  doctrinas  qae  ellos  mismos  erijen  en  cinones 
constitacionales. 

El  artículo  24  de  la  Constitocion  federal  establece  qae  ningana  dis- 
posición lejislativa  tendrá  efecto  retrosotivo :  el  artícnlo  184  del  Código 
Civil  lo  tiene,  puesto  que  comprende  actos  anteriores  a  su  sanción;  luego,  ai 
tenor  del  artículo  14  de  la  misma  Constitución,  que  dispone  que  los  actos 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  salgan  evidentemente  de  su 
esfera  de  acción  constitucional,  serán  sujetos  a  suspensión  i  anulación,  es  ne- 
cesario declararlo  nulo. 

« 

Mas,  en  esta  ocasión,  como  en  1860,  la  magnitud  de  las  consecaend» 
que  han  de  surjir  de  la  impasible  aplicación  de  la  doctrina  constitaciond, 
oscurece  la  claridad  en  el  razonamiento,  i  con  la  sana  intención  de  evitar  qae 
a  muchos  se  inflija  la  pena  de  esperanza  burlada,  se  buscan  argumentos  que 
tienden,  nó  a  defender  la  lei  ante  la  Constitución,  sino  a  sostener  qae  ésta 
no  tiene  aplicación  en  el  presente  caso. 

La  opinión  que  acaba  de  insinuarse  se  defiende  con  dos  argumentos  que 
oondensados,  se  reducen  a  lo  siguiente : 

1.^  Una  lei  sancionada  en  1860  no  puede  ser  violatoria  de  una  Consü- 
tuoion  espedida  tres  años  después,  salvo  que  a  la  Constitución  se  le  dé 
efecto, retroactivo,  lo  cual  seria  ponerla  en  contradicción   consigo  misma;  i 

2.''  El  artíoulo  del  Código  Civil  no  está  vijente,  i  no  se  pueden  anular 
las  leyes  derogadas. 

Al  entrar  a  examinar  estos  argumentos,  recordaré  al  Senado -que  cual- 
quiera consideración  que  surja  de  los  malea  inmediatos  de  la  aplicacioo  de 
la  doctrina  constitucional,  debe  desaparecer  ante  la  idea  de  lo  que  recdna 
a  ser  de  la  República  si  sus  mas  caras  doctrinas  fueran  sacrificadas  por  los 
Plenipotenciarios  de  los  Estados  en  aras  de  intereses  individuales. 

Una  lei  espedida  en  1860  no  puede  ser  contraria  ni  examinada  a  )a  Ins  ¡ 
de  la  Constitución  espedida  en  1863,  sin  dar  a  ésta  efecto  retroactivo.  Pw» 
examinar  la  fuerza  de  esta  proposición  es  conveniente  distinguir  los  tiempos- 
hasta  el  8  de  mayo  de  1863  la  lei  es  válida ;  pero  vijente  en  esa  época  i  ea 
abierta  oposición  con  la  Constitudon,  es  claro  que  está  sujeta  a  suspensión  V 
anulación,  porque  las  garantías  otorgadas  por  la  Constitución  fueron  eficacss, 


r 
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ieiíiel  momento  d«  mi  sanoion»  de  h  miama  manera  que  faeron  obligAto- 

fk»pira  los  Estados  los  compromisos  que  contrajeron  al  nnirae  en  federa* 

mu  Uno  de  esos  oompromiaos  consistió  en  la  obligaeiOQ  aceptada  de  qne 

ngtiM  de  las  disposiciones  l^jislativas  de  los  Estados  tuviera  efecto  retroao- 

úfo,  i  por  oonsigaiente,  bajo  la  sanción  de  nolidad  qne  la  misma  Constitu- 

doQ  impaso  para  las  leyes  que  con  posterioridad  a  ella  Se  espidan  violando 

apella  obligación,  bajo  esa  misma  sanción  cayeron  las  leyes  que  a  la  fecba 

de  la  noción  de  la  Constitución  existían,  i  cuyas  disposiciones  tenian  efecto 

retroactivo.  De  lo  contrario,  vendría  a  suceder  que  las  garantías  i  reglas 

ijadas  en  la  Constitución  se  habrian   limitado  a  cobijar  las  leyes   espedidas 

eoQ  posterioridad  al  8  de  mayo  de  1863,  pudiendo  acontecer  que  boise  apli- 

anuí  leyes  de  los  Estados  que  imponían  peoa  de  muerte^  sin  que  ningún 

t'ribvnal  de  la  Union  pudiera  remediar  este  absurdo,  esta  violación  espresa 

de  la  Constitución,  porque  contra  todo  esto  existe  el  argumento  que  se  ana- 

lica,  naa  vez  que,  por  ejemplo,  en  Cundinamarca  la  lei  sobre  pena  de  muerte 

se  pmo  en  vijencia  en  la  misma  época  en  que  lo  fué  el  articulo  134  del 

Código  Civil. 

La  doctrina  que  acaba  de  esponerse  es  la  doctrina  constitucional ;  pero 
bien  pado  prescindirse  de  hacerla  valer,  porque  el  primer  argumento  con 
qae  se  pretende  impedir  el  examen  de  la  lei  de  Cundinamarca,  no  tiene  apli- 
cadoD  en  el  presente  caso :  veamos  porqué.  Supongamos  que  |a  Constitu- 
don  DO  cobija  sino  las  leyes  espedidas  después  del  8  de  mayo  de  1863  :  en 
€ste  sopuesto,  el  artículo  de  que  nos  venimos  ocupando  puede  ser  revisado» 
Bogotá  formaba  un  distrito  federal,  administrado  i  rejido  por  su  municipali« 
dad,  i  en  uso  de  sus  atribuciones  especialecr,  i  por  ordenanza  de  8  de  marzo 
de  1864,  orgámca  de  la  administración  de  Bogotá,  publicada  en  JEl  Muni- 
<^¿peUD&mero  19,  de  19  de  marzo  del  mismo  año,  declaró  vijente  el  Código 
CítíI  de  Cundinamarca  i  revalidó  los  matrimonios  celebrados  desdo  el  22 
de  juiío  de  1861,  fecha  desde  la  cual  rejian  en  Bogotá  las  leyes  jenerales 
sobre  matrimonios,  de  1853  i  1856,  i. volvió  a  declarar  vijente  para 
esta  ciadad  el  mismo  Código  por  la  lei  de  11  de  mayo  de  1864 ;  de 
manera  que,  como  se  deja  dicho,  carece  de  fuerza  i  de  aplicación  el  enun- 
ciado argumento. 

Consiste  el  segundo  argumento  en  que  no  estando  vijente  el  artículo 
<Q  caegtion,  no  puede  ser  materia  de  una  resolución  que  lo  anule.  El  artículo 
U  de  la  Constitución  dice :  que  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de 
loi  Egudos  que  salgan  de  la  esfera  de  acción  constitucional,  están  sujetos  a 
>«  anulados;  i  como  este  artículo  no  distingue  entre  actos  lejislativos  vijen- 
ttt  i  derogados,  nadie  puede  hacer  esta  dbtíncion,  por  ser  una  regla  univer- 
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sal  de  bennenéatioai  qne  donde  el  ligiaiador  no  distingae,  a  nadie  oofltni- 
ponde  diatingair. 

Adoptada  definitiyamente  por  el  Senado  la  doctrina  de  qne  solo  paedoi 
ser  examinadas,  para  los  efeotos  oonstítacionales,  las  leyes  existentes  a  la  6- 
dia  de  la  rennion  de  los  Congresos,  está  desqnidads  por  completo  la  Cons- 
titnoion.  Sas  preceptos  i  las  garantías  individnales  por  ella  establecidas,  qne* 
darían  a  merced  de  las  Lejislátaras,  a  las  cuales,  para  lejislar  »n  sajecioD 
alguna  a  la  Constitución,  les  bastaría  hacerlo  por  medio  de  lejes  de  carácter 
transitorio.  Lo  que  ha  ocurrído  en  matería  de  matrímonios,  i  lo  que  es  casi 
segnro  volverá  a  ocurrír,  sirve  para  evidenciar  la  anarquía  que  se  introdu' 
ciría  con  aceptar  esta  doctrína.  Hoi,  como  en  1858  i  1859,  los  matrímonios 
puramente  eclesiásticos  no  producen'  efectos  civiles  ni  políticos,  i  los  que  asi 
se  unen  son  simplemente  reos  del  delito  de  amancebamiento  definido  i  pe- 
nado por  nuestros  códigos.  Mañana,  como  en  1860,  viene  al  Gobierno  de 
Cundinamarca  un  partido  político  que  tiene  afinidades  con  la  curia,  i  en- 
cuentra las  mismas  razones  que  determinaron  la  sanción  del  artículo  Ui 
del  Código  Civil ;  lo  lójico,  lo  natural  i  lo  seguro  es  que  vuelva  a  reproda- 
cirse  el  mismo  artículo  en  la  lejislacion.  Loa  colombianos  a  quienes  afecte  i 
que  resistan  que  se  les  imponga  obligaciones  de  qne  los  exime  la  Gonstlln- 
don  vendrán  a  reclamar  el  amparo  de  ésta,  i  los  empleados  federales  encar- 
gados de  su  cumplimiento  tendrán  que  ver  impasiblemente  la  Constitocion 
vulnerada  i  roto  el  pacto  federal,  porque  la  doctrina  enunciada,  descubierta 
en  1875,  les  hará  decir:  la  Constitución  no  es  aplicable  a  leyes  de  corta 
vida,  sino  a  las  de  larga  duración,  i  la  que  usted  reclama  está  en  el  primer 
caso.  I  por  este  camino  no  debe  perderse  la  esperanza  de  que  los  reos  sean 
condenados  a  mas  de  diez  afios  de  presidio ;  que  la  propiedad  sea  confis- 
cada, i  en  fin,  que  las  heredades  vuelvan  a  comprender  entre  sos  enseres 
algunos  esclavos. 

Esta  intelijencia  de  la  Constitución  es  contraría  a  su  espíritu,  i,  por  for- 
tuna, también  es  contraría  a  su  letra.  El  artículo  14,  qne  declara  nulas  las 
leyes  de  los  Estados  que  sean  contrarias  a  ella,  solo  exime  de  responsabili- 
dad a  los  Estados  que  las  hayan  espedido,  cuando  esos  actos  lejislativos  no 
86  hayan  ejecutado  i  surtido  sus  naturales  efectos  •  pero  de  que  los  Esta- 
dos no  sean  responsables  en  este  último  caso,  no  se  deduce  que  las  leyes  que 
así  espidan  no  sean  anulables,  cualquiera  qne  sea  su  vij encía  o  duración. 

Acontece  con  este  segundo  argumento  lo  que  con  el  primero,  qne  tam- 
poco es  aplicable.  El  artículo  85  del  Código  Político  i  Municipal  de  Candi-  j 
namarca  establece  qne  la  derogación  tácita  de  una  lei  tiene  lugar  caando  se  | 
espide  otra  cuyas  disposiciones  no  puedan  concillarse  con  las  déla  ants-     j 
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rior/  i  Qomo  no  hai  en  la  lejislacion  de  este  Estado  nioguna  disposición  pos- 
tttior  a  la  del  artfonlo,  134  del  Código  Civil  qae  no  paeda  oonciliarse  con  él 
ttlt  parte  que  revalidó  los  ihatrimonios  posteriores,  i  como  tampoco  ha  sido 
te>gado  espresamente»  es  claro  qae  está  vijente. 

Eo  virtud  de  lo  espaesto,  el  infrascrito,  miembro  de  vuestra  comisión 
deinspecdon  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  os  propone  el  siguiente 
poyeoto  de  resolución : 

Declárase  nulo  el  artículo  134  del  Código  civil  de  Condinamarca. 

Honorables  Senadores.  Juuo  Básbioá. 


Ciudadanos  Senadores. 

La  lei  de  20  de  junio  de  1853,  fué  la  primera  que  dispuso  entre  noso- 
tros (articulo  11)  que  el  matrimonio  se  celebrara  ante  un  juez  parroquial,  en 
presenda  i  con  la  autorización  de  testigos  hábiles  debidamente  juramenta- 
dos, i  que  pertenecia  esclusivamente  a  los  jueces  civiles  ordinarios  (artículo 
52)  el  conocimiento  de  las  cuestiones  matrimoniales.  Como  estas  disposicio- 
nes no  estaban  de  acuerdo  con  las  costumbres  i  creencias  arraigadas  en  el 
poeblo  por  el  curso  de  muchos  siglos,  sucedió  naturalmente  que  éstas  preva' 
iederon  sobre  la  lei,  i  que  poquísimos  matrimonios  se  hicieron  conformo  a 
ésta.  La  jeneraiidad,  si  nó  la  universalidad,  se  atuvo  solo  al  matrimonio  reli- 
jioso,  i  por  consecuencia,  la  República  se  veia  amenazada  de  un  gran  mal ; 
a  aaber :  que  la  casi  totalidad  de  las  familias  que  la  opinión  tenia  por  mora- 
les, honradas  i  lejítimas,  serian  espurias  ante  la  lei  i  los  tribunales ;  mientras 
que  aquellas  que  la  opinión  consideraba  espurias,  esto  es,  las  constituidas 
inicamente  por  el  contrato  civil,  serian  las  solas  que  la  lei  i  las  autoridades 
tendrían  por  honorables  i  lejítimas,  las  solas  que  podrian  pretender  con 
títalo legal  la  posesión  de  los  bienes  hereditarios,  Sa*  Sa^  Era  preciso  pre- 
venir mal  tan  grave,  i  la  adopción  del  réjiraen  federal,  hecha  en  1858,  brindó 
al  Estado  de  Cnndinamarca  la  oportunidad  de  dictar  una  providencia  sobre 
el  particular. 

Por  el  artículo  134  del  Código  Civil,  que  espidió  su  Lejislatura  en  1859, 
1  qae  empezó  a  rejir  en  1860,  fueron  declarados  válidos  los  matrimonios  cele- 
brados conforme  al  rito  relijioso  a  que  los  contrayentes  se  hubieran  sujetado 
al  tiempo  de  contraerlos.  Asi,  por  esta  especie  de  amnistía  o  indulto,  que  la 
conveniencia  pública  demandaba,  cesó  por  entonces  el  conflicto  i  vinieron  a 
ttr  igualmente  lejíti<nos  ante  la  autoridad  los  matrimonios  que  se  hablan 
celebrado  ante-Ios  jueces  parroquiales  i  ante  los  ministros  de  la  relijion. 
Tres  años  después  se  espidió  la  Constitución  de  Kionegro,  la  oual  esta- 
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bleoi^  «(anfciilo  24)  que  ni  en  la  Union  ni  en  los  Estados  se  podría  dar  a  las 
leyes  eieoto  retroactivo,  i  qae  la  Cotte  Saprema  saspenderia  por  «nammidad 
de  votos  i  el  Senado  anularía  las  leyes  de  los  Estados  qae  fueran  evidente- 
mente contrarias  a  la  Constitución. 

Con  posterioridad  a  esto,  en  J80  de  agosto  de  1864,  la  Lejislatnra  de 
Condinamarca  volvió  a  establecer,  por  el  artículo  1.*  de  la  leí  de  esa  fecha» 
que,  desde  la  publicación  de  eüa^  solo  prodccirian  efectos  civiles^  i  polfticoa 
los  matrimonios  que  se  celebraran  ante  los  notarios  o  jueces  &^ 

En  vista  de  estas  disposiciones,  el  señor  Domingo  de  la  Peña  se  pre- 
sentó el  13  de  febrero  de  1874  ante  la  Corte  Suprema  pidiéndole  que  sus- 
pendiera, nó  la  ejecución  del  artículo  154  del  Código  Civil,  que  estaba  ya 
derogado,  sino  los  efectos  que  él  hubiera  producido  desde  1853  para  acá,  i 
que,  ademas,  suspendiera  también  el  artículo  1.^  de  la  lei  de  30  de  agosto 
que  lo  derogó  ;  por  cuanto  sus  primeras  palabras  eran  un  implícito  recono- 
cimiento de  la  acción  retroactiva  del  mencionado  artículo  del  Código  Civil. 

El  pedimento  del  señor  Peña,  fundado  en  el  artículo  24  de  la  Consti- 
tución actual,  que  prohibe  dar  a  las  leyes  efecto  retroactivo,  equivale  a  soli- 
citar que  se  le  dé  efecto  retroactivo  a  la  Constitución  misma,  para  anular  en 
1874  todos  los  matrimonios  celebrados  en  Cundinamarca  de84e  1853  hasta 
1864,  i  a  que  se  baga  una  revolución  en  el  estado  civil  de  innumerables  fami- 
lias, con  la  que  seria  consiguiente  en  los  derechos  de  propiedad. 

La  Corte  Suprema  no  suspendió  el  artículo  1.^  de  la  lei  de  30  de  agosto 
de  1864,  por  no  hallarle  efecto  retroactivo,  i  con  esto  mismo  reconoció  que 
estaba  espresamente  derogado  el  134  del  Código  Civil ;  ni  tampoco  suspen- 
dió los  efectos  de  éste,  aunque  opinaron  en  favor  de  dicha  suspensión  los 
señores  Majistrados  Rojas  Garrido  i  César  Contó,  i  se  opusieron  a  ella  los 
tres  restantes,  señores  Villamizar  Gallardo,  Ramírez  i  Madiedo. 

La  comisión  del  Senado  en  los  años  de  1874  i  1875,  se  dividió  también 
en  pareceres,  i  la  cuestión  quedó  pendiente  para  que  vosotros  os  sirváis 
decidirla.  Vuestra  comisión  del  presente  año  cree  : 

1.°  Que  la  Corte  Suprema  tiene  la  facultad  de  suspender  las  leyes 
inconstitucionales,  pero  nó  la  de  suspender  los  efectos  que  ellas  hayan  ya 
producido ; 

2.^  Que  no  pueden  suspenderse  leyes  que  están  ya  derogadas,  porque 
la  lei  derogada  no  existe ;  i 

8.^  Que  la  Constitución  de  Rionegro,  que  prohibe  que  las  leyes  tengan 
efecto  retroactivo,  no  puede  tenerlo  ella  misma  para  anular  leyes  que  se 
sancionaron  i  cumplieron  tres  años  antes  de  que  ella  fuera  disentida  i 
aanidonada. 
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*        Por  tanto,  os  propoae : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  deelara  no  hallarse  en  el  caso  de  ejer- 
cer, respecto  del  artícnlo  184  del  Código  Civil  de  Gandinamarca,  la  fiíenltad 
que  le  confiere  el  artículo  51,  inciso  5.*  de  la  Constituoion ;  i  en  aso  de  esta 
fiumltad,,  declara  válido  el  artícnlo  1.°  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  de  Gandinamaroa. 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese. 

Bogotá,  abril  22  de  1876. 

Ciudadanos  Senadores. 

SsBJiQ  Abbolsda — ^Emujano  Rbstbbpo  E. — ^Nabciso  Cadena — Ra- 

IPAEL  RODBÍGUBZ^-Josá  M.  MaETÍIHEZ  P. 


Senado  de  JPknipotenciarios — Abril  22 — Aprobado  en  primer  debate. 

Ji  E.  Pérez, 

Senado  de  Plenipotenciarios — Mayo  24  de  1676 — Se  consideró  i 

adoptó  en  segundo  i  último  debate. 

Cúmplase  por  la  Secretaría. 

jr.  K  Pérez. 


III. 

▼alldez  de  los  articnlos  138, 139, 190, 212, 213 1 218  de  la  leí  283  (06 
digo  Oivil),  i  140  de  la  120,  del  Kstado  del  Oaiica. 


VISTA   DEL  PROCUBADOB  JENEBAL,  . 

Señores  Majistrados. 

Rafael  Escobar,  vecino  del  Estado  del  Canoa,  solicita  la  suspensión  de 
los  artículos  112,  113, 114,  116  i  119  de  la  lei  95  de  8  de  octubre.de  1859,  i 
ademas  los  artículos  138, 189, 190,  212, 213  i  218  de  la  lei  283,  i  el  inciso  4.^ 
de  la  lei  120,  «todas  espedidas  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado. 

Respecto  de  los  artículos  de  la  lei  95,  espedida  en  octubre  de  1859,  el 
mismo  peticñonario  indica  que  están  derogados,  i*en  consecuencia,  el  infrascri* 
to  no  se  detiene  a  examinar  si  son  o  n6  contrarios  a  la  Constitución  ios  artíou* 
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los  de  esa  lei  onya  snspension  se  solicita,  porque  lo  qne  está  derogado  né' 
hai  para  qué  saspenderlo.  La  facultad  otorgada  a  la  Corte  Saprema  federal 
por  el  artículo  72  de  Itf^Gonstitncion  nacional,  no  tiene  otro  objeto  qne  im- 
pedir que  se  sigan  cumpliendo  las  leyes  de  los  Estados  que  sean  contrarías  a 
dicha  Constitución  o  a  las  leyes  nacionales,  i  una  lei  derogada,  desde  que  lo 
está|  no  tiene  cumplimiento,  ni  sus  mandatos  siguen  afectando  a  los  asociados. 

Pasa  elínfrascrito  a  ocuparse  de  los  artículos  de  la  lei  283,  que  es  el 
Código  Civil  vijente  hoi  en  el  Estado  del  Cauca. 

El  primero  de  los  artículos  cuya  suspensión  se  solicita,  es  el  138,  qne 
declara  que  son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  políticos,  los  matrimonios 
celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  siempre  que  se  rejis- 
tren  dichos  matrimonios  ante  un  notario,  o  se  dé  avisoMe  ellos  a  i;r  majis- 
trado  o  juez,  para  que,  poniendo  constancia  de  ello  en  su  despacho,  se  publi- 
que tal  aviso  en  el  periódico  oficial  del  Estado.  La  Corte  Suprema,  en  deci- 
sión de  24  de  setiembre  de  1874,  ha  declarado  válido  este  artículo,  i  el 
infrascrito  opina  como  la  Corte  en  este  particular,  porque  el  rejistro  ante  el 
notario,  majistrado  o  juez,  da  a  este  acto  su  verdadero  carácter  de  acto 
civil. 

El  segundo  es  el  artículo  189,  según  el  cual,  cuando  los  cónyujes  suje- 
tan  voluntariamente  las  causas  o  juicios  de  separación  o  divorcio  al  respec- 
tivo ministro  o  funcionario  competente  de  la  comunión  relijiosa,  conforme  a 
cuyos  cánones  o  constituciones  se  haya  celebrado  el  matrimonio,  la  decisión 
qne  ellos  dicten  tendrá  la  misma  validez  i  sartirá  los  mismos  efectos  civil^ 
que  si  hubieran  sido  dados  por  la  autoridad  ;  siendo  indispensable,  para  que 
surta  dicha  decisión  efectos  civiles,  que  sea  inscrita  en  el  libro  correspon- 
diente del  rejistrador  de  instrumentos  públicos. 

Ese  Supremo  Tribunal  ha  anulado  las  leyes  de  los  Estados  qne  han 
reconocido  a  los  tribunales  eclesiásticos  como  tribunales  civiles,  i  recono- 
ciendo sus  decisiones  con  la  fuerza  ^8ufi9iente  para  producir  efectos  civiles. 
Pero  el  artículo  de  que  se  trata,  lo  qne  permite  es  someter  una  diferencia 
entre  cónyujes  a  un  arbitramento,  i  como  la  Constitución  nacional  no*  pro- 
hibe qne  los  ministros  de  los  cultos  puedan  ser  arbitradores ;  como  no  es 
con  un  carácter  de  jueces  de  un  tribunal  ordinario  que  dicho  artículo  les 
confiere  la  facultad  de  dictar  decisiones  en  el  asunto  a  que  sé  refiere  dicho 
artículo,  i  como  ellos  no  pueden  ser  arbitradores  sino  cuando  los  busquen 
ambas  partes,  de  suerte  que  a  ninguno  se  le  obliga  a  comparecer  ante  ellos, 
es  claro  que  dicho  artículo  no  es  contrario  a  la  Constitución  nacional.  I  lo 
que  se  deja  espuesto  comprende  a  los  artículos  190,  212,  213  i  218,  pues  las 
mismas  rabones  existen  cuando  se  trata  de  la  nulidad  del  matrimonio,  por- 
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qne,  para  el  caso,  lo  mismo  es  qi^e  la  diferencia  entre  los  oónynjes  sea  refe- 
i*ente  a  separación  o  a  nnlidad. 

£n  tal  virtad,  el  infrascrito  es  de  concepto  qae  no  debéis  acceder  a  la 
solicitud  de  Ra&el  Escobar^  por  no  ser  contrarios  a  la  Constitaoion  i  leyes 
nacionales  los  artfcolos  de  la  lejislaoiou  del  Estado  del  Canea  cnja  suspen- 
sión pide. 

Bogotá,  julio  3  de  1875. 

Ramox  Oómez. 


ACUERDO  PH   LA  OOBTB  SUPREMA  FEDERAL. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Sapremo  Tribunal,  de  la  pajina  ciento  cua- 
renta i  ocho  a  la  ciento  cincuenta  i  dos,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como 
signe: 

En  Bogotá,  a  veintidós  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  üricoecbea,  Manuel  Ezequiel  Corrales, 
José  M.  Rojas  Garrido  i  Rafael  Martínez  R. 

Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  de  Rafael  Escobar  relativa  a  la 
suspensión  de  algunas  disposiciones  del  Estado  del  Cauca,  i  el  sefior  Majis- 

* 

irado  doctor  Rojas  Chirrido  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 
**  Vistos :  -  Rafael  Escobar,  vecino  del  Estado  soberano  del  Cauca,  soli-* 
cita  la  suspensión  de  los  artículos  112,  113, 114,  116  i  119  de  la  lei  95  de 
8  de  octubre  de  1859,  que  era  el  Código  Civil  en  aquella  época,  del  Estado 
del  Cauca,  lei  que  fué  derogada  por  la  espedicion  del  nuevo  Código.  El  mis- 
mo solicitante  reconoce  la  verdad  de  la  derogatoria  de  dicha  lei,  i  sin  em« 
bargo,  pide  la  suspensión  de  los  adíenlos  aludidos,  para  evitar  los  efectos 
que  puedan  producir.  El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union  manifiesta 
que  la  facultad  otorgada  a  la  Corte  Suprema  por  el  artículo  72  de  la  6ons- 
títndon,  no  tiene  otro  objeto  que  impedir  se  sigan  cumpliendo  las  leyes  de 
los  Estados  contrarias  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  nacionales,  i  que  una  lei 
derogada  no  tieúe  cumplimiento,  ni  sus  mandatos  siguen  afectando  a  loa 
asociados.  Esto  es  exacto,  i  ademas,  respecto  de  los  casos  particulares  que 
oonrrieran  dorante  la  v^encia  de  la  lei,  no  es  a  la  Corte  sino  a  los  tribuna- 
les respectivos  del  Estado  a  quienes  corresponde  decidir  lo  que  crean  en 
justicia.  No  hai  motivo,  pues,  para  suspender  los  artículos  eapresados  de  la 
lei  95  deroga^da* 


<'I^de  también  Escobar  la  snspensioii  de  loa  artículos  138^  189,  190, 
212,  213  i  218  de  la  lei  263,  que  es  el  actaal  Código  Civil  vije&te  eo  el  Canoa. 
Como  mui  bien  observa  eí  señor  Procurador,  el  articulo  188  declara  válidos 
los  matrimonios,  para  los  efectos  civiles  i  políticos,  celebrados  ante  los  res* 
pectivos  ministros  de  los  cultos,  siempre  que  se  rejistren  dichos  matrimonios 
ante  un  notario,  o  se  dé  aviso  de  ellos  a  un  majistrado  o  juez,  para  que, 
poniendo  constancia  de  ello^  en  su  despacho,  se  publique  tal  aviso  en  el  pe- 
riódico ofidal  del  Estado ;  i  este  artículo  fué  declarado  válido  por  deoisioa 
de  la  Corte,  de  24  de  setiembre  de  1874,  cuyos  fundamentos  se  reproducea 
bol  de  acuerdo  con  el  seSor  Procurador,  para  resolver  que  no  es  el  caso  de 
suspenderlo.  En  cuanto  al  artículo  189  i  demás  de  lá  lei  citada,  cuya  suspen- 
sión se  solicita,  el  señor  Procurador  ha  espuesto  lo  que  sigue  : 

<  El  segundo  es  el  artículo  189,  según  el  cual,  cuando  los  cónyujes 
sujetan  voluntariamente  las  causas  o  juicios  de  separación  o  divorcio  ai  res- 
pectivo ministro  g  funcionario  cobipetente  de  la  comunión  relijiosa,  conforme 
a  cuyos  cánones  o  constituciones,  se  haya  celebrado  el  matrimonio,  la  deci- 
sión que  ellos  dicten  tendrá  la  misma  validez  i  surtirá  los  mismos  efectos 
civiles  que  si  hubieran  sido  dados  por  la  autoridad ;  siendo  indispensable, 
para  que  surta  dicha  decisión  efectos  civiles,  que  sea  inscrita  en  el  libro 
correspondiente  del  rejistrador  de  instrumentos  públicos. 

^  Ese  Supremo.  Tribunal  ha  anulado  las  leyes  de  los  Estados  que  han 
reconocido  a  los  tribunales  eclesiásticos  como  tribunales  civiles  i  recono* 
ciendo  sus  decisiones  con  la  fiíerza  suficiente  para  producir  efectos  civiles, 
Pero  el  artículo  de  que  se  trata,  lo  que  permite  es  someter  iina  diferencia 
entre  cónyujes  a  un  arbitramento,  i  como  la  Constitución  nacional  no  pro- 
hibe que  los  ministros  de  los  cultos  puedan  ser  arbitradóres ;  como  no  es 
con  un  carácter  de  jueces  de  un  tribunal  ordinario  que  dicho  artículo  les 
confiere  la  facultad  de  dictar  decisiones  en  el  asunto  a  que  se  refiere  dioho 
articulo,  i  como  ellos  no  pueden  ser  arbitradóres  sino  obando  los  busquen 
ambas  partes,  de  suerte  que  a  ninguno  se  le  obliga  a  coi^parecer  ante  ellos, 
es  claro  que  dicho  articulo  no  es.  contrario  a  la  Constitución  nacional,  i  lo 
que  se  deja  espuesto  comprende  a  los  artículos  190,  212,  218  i  218,  pues  las 
mismas  razones  existen  cuando  se  trata  d^  la  nulidad  del  matrimonio^  por- 
que, para,  el  caso,  lo  mismo  es  que  la  diferencia  entre  los  cónyujes  sea  refe- 
rente a  separación  o  a  nulidad.' 

<<  Esta  doctrina  es  estrictamente  oonstituciooat,  i  así,  no  bai  razón  para 
suspender  los  artículos  mencionados. 

««Respecto  del  artículo  140  de  la  lei  120  del  mismo  Estado, cuya  sus* 
pensión  se  solicita,  tampoco  hai  motivo  para  ello,  porque  oorresponde  a  la 
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iei  civil  determinar  lo  qne  entiende  por  docaraentos  públicos  i  aatéotiooflf 
tratándosl  de  la  manera  de  probar  los  hechos,  negociado  de  su  esclnsiva 
incambencia,  de  mc^do  que  bien  ha  podido  la  Iei  en  dicho  artfcalo  disponer, 
como  lo  hiso,  qne  <  son  docnmentos  póblicos  i  antéitticos  las  partidas  de 
bautismo,  de  matrimonio  i  defunciones,  dadas,  con  arreglo  a  los  libros,  por  tos 
párrocos  o  por  los  qne  tengan  a  su  cargo  el  rejistro  civil.'  Debe  notarse  qne 
en  dicho  articulo  no  se  declara  que  los  párroco^  sean  fanotonarios  ni  em- 
pleados públicos^  lo  cual,  si  se  hubiera  dispuesto;  daria  lugar  a  consideracio- 
nes de  otro  orden  ;  sino  que  únicamente  reconoce  valor  de  documentos  pú- 
blicos en  las  copias  qne  ellos  den  «en  los  asuntos  referidos,  lo  que  pueden 
hacer  en  calidad  de  simples  particulares,  así  como  habría  podido  determinar 
el  lejislador  del  Estado,  sin  que  su  mandato  se  tachara  de  inconstitucional, 
que  la  declaración  de  un  testigo  fuera  instrumento  público.  Si  en  estos  mo- 
dos de  constituir  las  pruebas  legales,  el  lejislador  se  aparta  de  la  doctrina 
científica,  quiere  decir  qne  iejislará  mal,  pero  nó  que  carece  de  ocultad 
para  ello,  que  es  el  único  punto  sometido  a  la  decisión  de  la  Corte. 

"Por  tales  fundamentos,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Esta- 
dos Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  se  niega  la  solicitud  refe- 
rída  de  Rafael  Escobar,  i  se  declara  que  no  es  llegado  el  caso  de.  ejercer, 
respecto  de  las  disposiciones  legales  aludidas,  la  atribución  de  suspender  que 
el  artículo  72  de  la  Constitución  contera  a  la  Corte  Suprema. 

Pnblíqnese  copia  de  esta  decisión  en  el  Diaria  Oficial  de  la  Union ; 
envíese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  el  espediéhte 
remítase  al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  copia  de  la  presente 
resolnoion. 

Notiflqnese." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  una* 
mmidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  pre* 
senté  acuerdo,  ^ue  firman  el  sefior  Majistrado  Presidente  i  demás  señores 
Majístradoff,  con  el  infrascrito  Seci*etario. 

El  Presidente,  Maiíubl  W.  Carvajal — Juak  Agustín  UnicoECHBA — 
Manuel  Ezbqüiel  CobrXlbs — ^Rafael  Mabtínez  B. — José  M.  Rojas  Ga- 
BBiDO — £1  Secretario,  Rafatl  Santander, 

Es  copia  conforme — Bogotá,  cuatro  de  octubre  de  mil  ochocientos  se^ 

lenta  i  cinco.  • 

El  Secretario,  JRqfael  E.  /Santander, 
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CiudaddUoa  Senadores» 

El  señor  RafiMl  Escobar  pidió  la  saapensioo :  1.^  de  loa  artfcalos  112, 
11^,  114  i  116  de  la  lei  del  Canoa  número  95,  o  sea  del  Código  Civil  7a  de* 
rogado,  los  cuales  trataban  de  la  celebración  del  matrimonio ;  2.^,  de  loa 
artfcalos  188, 189, 190,  212,  218  i  218  de  la  lei,  del  mismo  Estado,  número 
288,  o  sea  sn  Código  Civil  actoal,  relativos  al  mismo  asante ;  i  8.^,  del  artf* 
calo  140  de  la  lei  120  del  propio  Estado,  el  caal  declara  qae  los  certifioadoa 
de  los  párrocos  son  docamentos  públicos. 

Tanto  el  sefior  Proonrador  como  los  señores  Majistrados  han  opinado : 
1.°  qae  la  Corte  no  debe  resolver  nada  sobre  disposiciones  ya  derogadas, 
paes  mal  puede  sospender  la  ejecocion  de  leyes  qae  no  se  están  ejecatando  ; 
2.^  que  no  confiriendo  loa  artfcalos  dennnciadosdel  Código  civil  actaal  fon* 
cienes  públicas  a  los  ministros  del  cuito,  sino  que  solo  reconocen  que  ellos 
paeden  ser  arbitros  escojidos  por  las  partes,  no  son  inconstitacionales  ni  con* 
trarios  a  ninguna  lei  de  la  TJnion ;  i  8.%  que  tampoco  se  halla  en  el  caso  de 
ser  suspendido  el  artfculo  140  de  la  lei  120,  por  cuanto  el  Estado  es  dueño 
de  declarar  qué  eq>ede  de  documentos  deban  ser  considerados  documentos 
públicos. 

Por  tales  consideraciones,  dicha  Corte  declaró,  por  acuerdo  de  22  de 
julio  de  1875,  que  no  era  llegado  el  caso  de  ejercer  sobre  dichas  dispoúoio- 
nes  la  atribución  que  le  confiere  el  artfculo  72^  de  la  Constitución. 

La  comisión  se  conforma  con  la  misma  resolución,  i  os  propone : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  confiere 
el  inciso  5.^,  artfculo  51  de  Iñ  Constitución,  declara  válidos  los  artículos  188, 
189, 190,  212,  2X8  i  218  de  la  lei  288  del  Estado  del  Cauca,  e  igualmente  el 
140  de  la  lei  120  del  mismo  Estado,  por  no  hallarlos  contrarios  a  la  Consü- 
tuoion,  i  se  abstiene  de  decidir  sobre  la  va]idez  o  nulidad  de  loa  artículos 
112, 118, 114, 116  i  119  de  la  lei  95,  de  8  de  octubre  de  1859,  por  estar  ya 
derogada. — Comuniqúese,  publfquese  i  circúlese.  • 

Bogotá,  abril  17  de  1876. 

SsBjio  Arboleda— Emiliano  Restrepo  E. — ^Nabgiso  Cadena — Josfi 
M.  Mastímez  P.— .Rafael  Rodbíqusz. 

Senado  de  Ptenipoteneiarios—JBoffotá^  21  de  abril  de  1876. 

Aprobado  en  primer  debate  en  la  sesión  de  esta  fecha. 

El  Secretario,  J,  J¡f,  Qu^ano  Otero. 
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Mayo  24  dA  1876— Se  adoptó  en  segando  i  último  debate.  Cúmplase 
por  la  Secretaría. 

«7.  E*  Pérez, 


i 
t 


Bogotá,  24  de  mayo  de  1S76. 

La  anterior  resolacion  fué  comunicada  al  sefior  señor  Secretario  de  lo' 
Interior  con  fecha  24  de  mayo,  número  228;  al  sefior  Secretario  de  la  Corte 
Soprema,  con  fecha  24  de  los  mismos,  número  229 ;  i  al  señor  Secretario 
jeneral,  con  la  misma  fócha,  número  230. 

El  Oficial  Mayor,  T.  Rodriguez  Pérez. 


IlIL 

Articnlos  224, 225,  281,  436,  447,  470, 486,  496,  626,  627,  629,  530,  667, 
602,  604 1 613  del  Código  Penal  de  Onndinamaica. 


yiSTA  DSL  PfiOCUSADOS  JSNESAL. 

Señores  Majistradoe. 

Se  ha  solicitado  la  snspension  de  los  artículos  224,  225,  281,  435,  447, 
470,  486,  496,  526,  527,  529,  580,  557,  602,  604  i  613  del  Código  Penal  del 
Estado  de  Condinamarca.  Esta  solicitud  la  fundan  los  peticionarios  en  que 
muchos  de  los  artículos  citados  imponen  una  pena  mayor  de  diez  años,  máxi- 
mum de  la  que  debe  aplicarse  al  delito  que  en  ellos  se  castiga;  que  otros 
establecen  una  pena  de  indefinida  duración ;  i,  finalmente,  que  otros  señalan 
uña  pena  que,  aun  cuando  no  fijan  la  duración  por  ser  relativas  á  otras  dis- 
posiciones del  mismo  Código,  pueden  pasar  a  ser  mayores  del  máximum 
sefíalado  por  el  indso  2.%  artículo  15  de  la  Constitución  nacional 

Como  el  Código  Penal  de  Cundinamarca  es  anterior  a  la  Constitución 
nacional,  el  infirasorito,  por  vuestro  conducto,  solicitó  informe  del  Goberna- 
dor de  Cundinamarca  acerca  de  la  aplicación  que  se 'hubiera  hecho  de  las 
¿Bsposiciones  mencionadas,  después  de  estar  en  vigor  la  C<mstitucion  de 
1863 ;  i  el  Gobernador  trasmitió  el  informe  que  sobre  el  particular  dio  el 

Secretario  del  Tribunal  del  Estado,  en  el  cual  manifiesta  este  fimcionario, 

11 


Á. 


I 
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^  que,  «egun  Iia  éUto  ififormado,  i  por  lo  que  ha  visto  eo  el  tiempo  qve  te 
desempeñado  la  seoretaiía,  desde  qae  fué  promulgada  la  Oonslitadon  naoMh- 
nai  eepedida  por  la  Coa^enoioQ  reanida  en  Rionegroi  no  se  ha  vaelto  % 
apBear  la  pena  de  muerte  que  impoiitaQ  el  artículo  224  i  otros  Yarios  del 
Código  Penal ;  i  respecto  de  la  pena  de  presidio  de  que  tratan  los  artícaios 
22S,  281,  435,  44tr,  4Í0,  486,  496,  526,  527,  529,  530,  602,  604  i  613,  se  ha 
eeguido  aplicando  en  la  proporción  correspondiente  que  establecen  didios 
artfonlos,  pero  fijando  siempre  como  máximum  de  su  duración  eolo  dtec  años» 
i  dando  cumplimiento  a  lo  que  dispone  la  lei  de  12  de  setiembre  de  1862v 
rrformatoria  del  Código  Penal.  En  cuanto  a  la  pena  que  establece  el  artículo 
357,  no  tiene  conooimieato  de  que  haya  ocurrido  caso  en  que  se  haya 
aplicado.^ 

Los  solicitantes  seguramente  no  estudiaron  con  atención  la  lejislacioa 
del  Estado  intes  de  hacer  su  petición,  porque  de  lo  contrario  habrían  visto 
que  en  Cundínamarca  se  reformó  el  Código  Penal  sancionando  el  lejialador 
constituyente  del  Estado,  en  1862,  en  la  Constitución,  el  inciso  1.^  del  arti- 
culp  5.%  que  entre  las  garantías  individuales  reconoció ;  '<  La  de  no  aer 
castigados  con  pena  de  muerte,  ni  con  pena  corporal  que  pase  de  diez  aüos;" 
i  que  en  desarrollo  de  esa  garantía  espidió  la  lei  de  12  de  setiembre  del 
mismo  año  de  1662,  que  en  sus  artículos  1.^,  2.%  3.^  1 6.^  ordena: 

^  Art.  1.^  En  todos  los  casos  en  que,  conforme  al  Código  Penal,  deba 
imponerse  a  un  reo  la  pena  de  muerte,  se  le  impondrá  en  su  lugar  la  de  dies 
aiíos  de  presidio. 

^^  Art.  2.**  En  todos  los  d«mas  casos  en  que,  según  las  leyes  comunes 
penales,  deba  imponerse  una  pena  corporal,  los  jueces  aplicarán  aqu^la  qae 
guarde  proporción  cpn  el  máximum  establecido  en  el  inciso  1.^  del  artículo 
4.®  de  la  Constitución,  i  el  máximum  que  el  Código  Penal  sefiale  en  el  oaae 
que  vaya  a  aplicarse* 

«<  Art.  3.^  En  las  penas  corporales  en  que  la  lei  no  tiene  sefialado  máxi* 
mam  ni  mínimum,  el  juez  aplicará  al  reo,  en  el  caso  respective,  laa  dos  ter-' 
ceras  partes. 

^Art.  6.^  Bespecto  de  las  penas  de  arresto,  se  seguirán  las 
reglas  establecidas  para  las  penas  corporales.** 

En  consecuencia,  no  estando  Tijentes  los  artículos  cuya  suspeasioii 
«oUcita,  en  la  parte  en  que  pudieran  violar  el  ineiso  2.%  artículo  15  de  la  Cena- 
títncion  nacional,  ni  constando  que,  a  pesar  do  lo  establecido  en  dicho  ÍA<ñso^ 
«e  les  haya  dado  aplicación  teniéndolos  como  vij  entes,  el  infraeetito  es  de 
concepto  que  no  accedáis  a  la  suspensión  de  que  se  trata. 

Sogotá,  agosto  18  de  1875,  Rámon  Q&saat, 
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ACUBBDO  DB  UL  OOSTB  SüPBEXA. 

El  infras^ito,  Secretario  de  la  Corte  Soprekna  federal,  certifica :  qne  en 
fii  libro  de  acaerdos  de  este  Tribaoal,  de  la  pajina  ciento  setenta  i  dos  a  la 
€¡e&to  setenta  i  seis,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  signe : 

En  Bogotá,  a  veintisiete  de  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco, 
leeonstitayé  la  Corte  Saprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  sefío* 
res  MajÍBtrados,  doctores  Juan  Agnstin  Uricoechea,  Manuel  Esequiel  Córra- 
los, Rafael  Martines  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

Considerada  la  solidtnd  que  Juan  C.  Camacho  M.  i  Rafael  Buena- 
TeDlara,  desde  Facatativá,  han  dirijido  ala  Corte,  el  señor  Majistrado  doctor 
Conáles  sometió  al  examen  de  ésta  el  siguiente  proyecto  de  resolución: 

** Vistos:  Bn  la  petición  qne  Juan  C.  Camacho  M.  i  Rafael  Buena- 
reotara  han  dirijido  a  esta  Corte  Suprema  para  que  suspenda  el  cumpli- 
miento de  varios  artículos  delCódigo  Penal  del  Estado  soberano  de  Cnn* 
dinamarca,  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union  ha  espuesto  lo 
«goléate : 

^Se  ha  solicitado  la  suspensión  de  los  artículos  224,  225,  281,  435,  447, 
470, 486,  496,  526,  527,  529,  530,  557,  602^  604  i  613  idel  Código  Penal  del 
Estado  de  Cundinamarca.  Esta  solicitud  la  fundan  los  peticionarios  en 
qae  muchos  de  los  artículos  citados  imponen  una  pena  mayor  de  diez  años, 
ttiximnm  de  la  que  debe  aplicarse  al  delito  que  en  ellos  se  castiga ;  que 
otros  establecen  una  pena  de  indefinida  duración ;  i,  finalmente,  que  otros 
señalan  una  pena  que,  aun  cuando  no  fijan  la  duradon  por  ser  relativas  a 
otras  disposiciones  del  mismo  Código,  pueden  pasar  a  ser  mayores  del  máxi- 
BUD  señalado  por  el  inciso  2.^,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

'  Como  el  Código  Penal  de  Cundinamarca  es  anterior  a  la  Constitución 
osdcnal,  el  infrascrito,  por  vuestro  conducto,  solicitó  informe  del  Goberna- 
dor de  Cundinamarca  acerca  de  la  aplicación  que  se  hubiera  hecho  de  las 
disporiciones  mencionadas,  después  de  estar  en  vigor  la  Constitución  de 
1863 1  i  el  Gobernador  ti'asmitió  el  informe  que  sobre  el  particular  dio  el 
Secretario  del  Tribunal  del  Estado,  en  el  cual  manifiesta  este  funcionario 
*que,  según  ha  sido  informado,  i  por  lo  que  ha  visto  en  el  tiempo  que  ha  des- 
< empeñado  la  secretaria,  desde  que  fué  promulgada  la  Constitución  nacional 
*  espedida  por  la  Convención  reunida  en  Rioaegro,  no  se  ha  vuelto  a  aplicar  la 
paaade  muerte  que  imponían  el  artículo  224  i  otros  varios  del  Código  Penal ; 
'i respecto  4e  la  pena  de  presidio  de  que  tratan  los  artículos  225,  281,  435, 
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« 447,  470,  486,  496,  526,  527,  529,  530,  602,  604  i  613,  86  hü  segaído  apTp 

*  oando  en  la  proporción  correspondiente  que  establecen  dichos  artícalos, 

<  pero  fijando  siempre  como  máximam  de  sa  duración  solo  diez  años,  i  dando 

*  cumplimiento  a  lo  que  dispone  la  lei  de  12  de  setiembre  de  186¿,  reforma- 

*  toña  del  Código  Penal.  B^  cuanto  a  la  pena  que  establece  el  artícalo  557, 
^  no  tiene  conocimiento  de  que  haya  ocurrido  caso  en  que  se  haya  aplicado.* 

<  Los  solicitantes  seguramente  no  estudiaron  con  atención  la  lejíslacion 
del  Estado  antes  de  hacer  su  petición,  porque,  de  lo  contrario,  habrían  vista 
que  en  Cundinamarca  se  reformó  el  Código  Penal,  sancionando  el  lejíslador 
constituyente  del  Estado,  en  1862,  en  la  Constitución,  el  incisoil.^  del  arti- 
culo 5.^,  que  entre  las  garantías  individuales  reconoció :  <  La  de  no  ser  cas^ 

<  tigados  con  pena  de  muerte  ni  con  pena  corporal  que  pase  de  diez  años;' 
i  que  en  desarrollo  de  esa  garantía  espidió  la  lei  de  12  de  setiembre  del 
mismo  año  de  1862,  que  en  sus  artículos  1.^,  2.%  3.^  i  6.^  ordena : 

>  Art.  1.^  En  todos  los  casos  en  que  conforme  al  Código  Penal  debs 
<4mponerse  a  un  reo  la  pena  de  muerte,  se  le  impondrá  en  su  lugar  la  de 
'  diez  años  de  presidio. 

^  Art.  2.^  En  todos  los  demás  casos  en  que,  según  tas  leyes  oomanes 

<  penales,  deba  imponerse  una  pena  corporal,  los  jueces  aplicarán  aquella  que 

*  guarde  proporción  con  el  máximum  establecido  en  el  inciso  I.^  del  artícalo 

<  4/  de  la  Constitución,  i  el  máximum  que  el  Código  Penal  señale  en  el  easo 
'  que  vaya  a  aplicarse. 

'  Art.  3.^  En  las  penas  corporales  en  que  la  lei  no  tiene  señalado  máxi- 

<  mum  ni  mlmmum,  el  juez  aplicará  al  reo,  en  el  caso  respectivo,  las  dos  ter- 
'  ceras  partes. 

«Art.  6.^  Respecto  de  las  penas  de  arresto,  so  seguirán  las  mismas 

<  reglas  establecidas  para  las  penas  corporales.' 

« En  consecuencia,  no  estando  vijentes  los  artículos  cuya  suspendon  se 
solicita,  en  k  parte  en  que  pudieran  violar  el  inciso  2.^,  artículo  15  de  la  Cons- 
titución nacional,  ni  constando  que,  apesar  de  lo  establecido  en  dicho  indso, 
se  les  haya  dado  aplicación  teniéndolos  como  vijentes,  el  infrascrito  es  de 
concepto  que  no  accedáis  a  la  suspenúon  de  que  se  trata.* 

'^  I  como  de  la  respuesta  que  queda  inserta  del  Ministerio  público,  así 
como  del  informe  del  Secretario  del  Tribunal  superior  de  dicho  Estado,  se 
deduce  que  aquellos  artículos  del  Código  Penal  están  reformados  por  la  leí 
de  12  de  setiembre  de  1862,  i  que^  por  tanto,  son  las  disposiciones  de  esta 
lei,  i  nó  las  acusadas  del  mencionado  Código^  las  que  se  aplican  por  los  tri- 
bunales i  juzgados  respectivos,  en  los  cados  que  oourreui  la  Corte  Suprema 
federal  no  puedci  por  tal  motivo^  ejercer  la  atribución  que  le  confiere  el 
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«tbalo  ?2  de  la  ConAtituoion  nacional,  de  suspender  el  onmplimiento  de  los 
i^des  artículos  del  Código  Peoal  citado,  supuesto  que  ellos  no  están 
T^eotes. 

*^  Copia  de  este  acuerdo  «e  enfriará  al  Poder  Ejecutivo  de  Cnndina- 
aarea,  después  que  sea  pul^icado  en  el  Diario  Oficial^  i  el  espediente  ori- 
jinal,  con  otra  copia,  ae  pasará  oportunamente  al  Senado  de  Plenipotenciarios, 
para  los  efectos  constitucionales.'* 

Discutido  que  fué  dicho  proyectó,  se  aprobó  unámmemente  por  la 
Corte, 

Con  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  de  qué  tratar,  se  dio  por  termi- 
nado el  acto;  que  firma  el  señor  Majistrado  Presidente  con  los  demás  señores 
Hajistrados,  por  ante  mi  el  Secretario,  de  que  doi  fe. 

El  Presidente,  ^akctsl  W.  Carvajal — Juan  Agustín  Ubicoechea — 

HAmjEL  EZEQÜIEL  COBBALES — ^RaFABL   MaRTÍNSZ   B.— JosÉ  MaSÍ A  ROJAS 

Gabbido — El  Secretario,  Hafael  E,  Santander. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  20  de  octubre  de  1875. 

El  Secretario,  BafaelE,  Santander, 
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ZNFOBKB  DB  LA  COMISIÓN  INSPBCTOBA* 

Honorables  Senadores. 

Los  señores  Rafael  Buenaventura  i  Juan  C.  Camacho  M.  denunciaron 
entela  Corte  Suprema  federal,  como  contrarios  al  inciso  2,\  artículo  15  de 
la  Constitución  nacional,  los  artículos  224,  22o,  281,  435,  447,  470,  486,  496, 
¿26,527,  529,  530,  557,  602,  604  i  613  del  Código  Peoal  del  Estado  sobe- 
rano de  Cundinamarca,  en  cuanto  por  dichos  artículos  podia  imponerse  la 
pena  de  muerte,  o  una  pena  corporal  por  mas  de  diee  años. 

Es  de  notarse: 

1.^  Que  el  Código  Penal  de  Cundinamarca  fué  sanciosado  i  puesto  en 
ajeada  con  mucha  anterioridad  a  la  Constitución  vijente  de  los  Estados 
Uoides  de  Colombia ; 

2.*^  ^ue  con  posteriorídad  a  lavijeaciade  dicho  Código  vino  la  Cods- 
titadon  del  Estado  sol^erano  de  Cundinamarca,  de  fecha  21  de  agosto  de 
1862,  la  cual,  en  el  inciso  1.*  del  artículo  5.%  reconoció  i  garantizó  a  los  ha- 
bitantes i  transeúntes  del  Estado  ^*  el  no  ser  castigados  con  la  pena  d.e 
'ttaerte, jú  conpena .corporal ^ue pase  de  diez  años;''  i 
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3.^  Qoe,  en  desarrollo  de  esa  doctrina  constítaotonal  del  Estado,  se  espi* 
dio  la  leí  de  12  de  setiembre  de  1862, «« reformatoria  del  Código  Penal,''  la 
cual  en  sos  artículos  1.^,  2.^  i  3.^  vino  a  reformar  los  artf calos  del  Código 
Penal  denunciadosi  ya  snstitayendo  con  la  pena  de  diea  aik>s  de  presidio  la 
pena  de  maerte,  7a  señalando  para  todas  las  otras  penas  corporales^  somo 
roizimom,  la  de  diez  años  de  presidio. 

Se  ve,  pnes,  qne  los  artfcnlos  del  Código  Penal  de  Cnndinamarca  que 
presoribian  la  imposición  de  la  pena  de  maerte,  o  la  de  otras  penas  corpora- 
les qne  excediesen  de  diea  años,  faeron  reformados  ann  antes  de  qne  se 
espidiese  la  Constitución  nacional  vijente,  en  térmbos  de  baber  venido  a 
quedar  la  lejíslacion  penal  sustantiva  do  Cundinamarca  en  estricta  armonís 
con  la  doctrina  del  inciso  2.^,  artículo  15  de  dicba  Constitndon  nacional. 

Así  lo  entendieron  el  señor  Procurador  jeneral  de  fa  Nación  i  la  Corte 
Suprema  federal,  aquélen  su  vbta  fiscal  de  18  de  agosto  último,  i  ésta  en  el 
acuerdo  del  27  del  mismo  mes. 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  inspectora  de  actos  lejisfativo»  de 
los  Estados  tiene  el  bonor  de  proponeros  el  siguiente  proyecto  de 

SESOLUGION : 

Él  Senado  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  considerando  qne  loe 
artículos  224,  225,  281,  435,  447,  470,  486,  496,  526,  527,  629,  530,  557, 
602,  604  i  613  del  Código  Penal  de  Cundinamarca,  denunciados  como  con- 
trarios al  artículo  15,  en  su  inciso  2.^,  de  la  Constitución  nacional,  por  caanto» 
según  ellos,  debia  imponerse  en  ciertos  casos,  ya  la  pena  de  muerte,  ya  otra 
pena  corporal  de  mas  de  diez  años,  fueron  reformados  por  disposiciones 
constitucionales  i  legales  posteriores,  según  las  cuales  no  se  impone  en  Can- 
dinamarca  ni  la  pena  de  muerte  ni  otra  corporal  de  mas  de  diez  años,  decla- 
ra i  resuelve  qne  no  se  está  en  el  caso  de  ejercer,  respecto  de  dichos  artículoB, 
la  atribución  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional. 

Comuniqúese  esta  resolución  a  la  Corte  Suprema  federal,  al  Goberna- 
dor del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i  publíquese. 

Bogotá,  11  de  abril  de  1876. 

Sbbjio  Abboleda.— Emiliano  Re8tbep<¡>  E.--^o8¿  M.  MABiíi^sa  F*-^ 
Narciso  Cadena. — ^Rapaxl  Rodríguez. 


Abril  21 — ^Aprobada  en  primer  debate^cTI  E.  Pérez. 


I  _  15?  —  , 

Sertado  de  Plenipoien<^rioe—2i  de  mayo  de  ISVft. 
Se  conBÍder6  en  segnnáo  i  ¿Itimo  debate,  í  fa£  aprobada. 
CÚin  piase  por  la  Secretaría. 

J.  E.  Pérez 

i  Secretaría  del  Senado— Sogotá,  24  de  maj/o  de  18Í6, 

La  anterior  resoIuNon  íai  comanioada  al  señor  Secretario  de  lo  Inte- 
:  rior  i  Relaciones  EsteriorCs,  con  esta  misma  fecba,  bap  el  número  22S ;  al 
uior  Secretario  jeneral  del  Estado  de  Candiqamarca,  bajo  el  número  22<^  ■ 
il  a^ai  Secretario  de  la  Corte  Snprema  federal,  bajo  el  n&mero  227, 

El  Seoretftño,  J.  M.  Pérez. 


XIV. 

SOLIDAD  del  caso  2.',  articulo  3.-  d«  la  lei  da  22  de  «tero  de  1879* 
•iúm  anteilzaclanes  a  la  Miulclpalldad  de  Bogotá,"  1  del  articulo  4^- 
de  la  leí  9  de  1874,  del  Estado  da  Onndlnamarca. 


TIBTA  DHL  PBOCUBADOB  JSSIEKAL. 

fiefiores  lUTajistradoB. 

Narciso  Sánchez'  Bolioita  ta  saspenaion  del  artfcnlo  8.°  de  la  leí  de  22 
dentro  de  1873,  sobro  aatoríxacioDeaalaMaDicipalidaddeBogoUi,  idelar- 
tftnlo  4."  de  la  lei  de  17  de  enero  de  1874,  adioioDal  a  laa  que  combinan  el 
■onenioiiento  de  los  aúloa  de  índijentea  en  esta  oiodad  oon  la  amorUza<ñoD 
de  [t  deuda  del  Estado. 

SI  fundamento  para 'solicitar  la  saspension  de  estos  dos  artfealoa  do 
BlejM  otadas,  es  que  en  ellos  se  ordenaba  lo»  nótanos  i  rejiatradores, 
le  en  ciertoe  casos  no  presten  sn  oficño  a  loa  qne  no  hayan  pagado  las 
atribuciones. 

Como  ya  es  nn  pnnto  resuelto  por  la  Corte  Suprem»  federal  i  el  Senado 
'nenipotenciarioe,  qne  es  contrario  al  artfonlo  15  de  la  ConstilBcion  naeío- 
iluBsroomo  medio  coenñtívo  para  cobrar  las  contribaráonea  el  impeds'  el 
nació  de  las  garantías  individuales,  no  haí  para  qué  entrar  ea  repetir  lo 
pwAo  aobre  eate  partíonlar,  con  el  fin  de  cosdyirar  la  presente  soüeítad- 
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Solamente  oa  llama  la  atenoioa  el  infrasorito  sobre  el  artfoalo  8.^  de  la 
jei  de  22  de  enero  de  1873,  qae  es  ano  de  los  ^ae  ae  ha  pedido  la  sospen- 
don,  para  indlcaroB  qae  solamente  el  caso  2.°  de  dicho  artículo  es  saspen- 
dible,  porqae  respecto  de  los  casos  1.*,  3.^  i  4.^,  el  lejislador  del  Estado  ha 
obrado  en  la  esfera  de  sn  acción  constitacional  al  sancionarlos. 

En  estos  términos,  el  infrascrito  apoya  la  petición  de  suspensión  a  qae 
se  ha  hecho  referencia  en  este  escrito. 

Bogotá,  agosto  18  de  1875. 

Ramón  (Jómbz. 


ACUERDO  DE  LA  COBTB  8UPBBKA. 

£1  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  ciento  se- 
tenta i  seis  a  la  ciento  setenta  i  ocho,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue  - 

En  Bogotá,  a  primero  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i 
cinco,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  aús* 
tencia  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  de- 
más señores  Majlstrados,  doctores  Juan  Agustín  XTricoechea,  Manuel  Eze- 
quiel  Corrales,  Rafael  Martínez  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

Considerada  la  solicitud  que  Narciso  Sánchez  ha  diríjido  a  la  Corte,  el 
señor  Majistrado  doctor  Rojas  Garrido  sometió  al  examen  de  ésta  el  si- 
guiente proyecto  de  resolución : 

"  En  la  solicitud  de  Nardso  Sánchez  para  que  se  suspendan  varias  dis- 
posiciones lejislativas  de  Cundinamarca,  el  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Union  ha  espuesto  lo  que  úgue : 

<  Narciso  Sánchez  solicita  la  suspensión  dej  artículo  3.^  de  la  leí  de  22 
de  enero  de  18?3,  sobre  autorizaciones  a  la  Municipalidad  de  Bogotá,  i  del 
articulo  4.^  de  la  lei  de  17  de  enero  de  1874,  adicional  a  las  que  combinan 
el  sostenimiento  de  los  asilos  de  indijentes  en  esta  ciudad  con  la  amortiza- 
ción de  la  deuda  del  Estado. 

^  El  fundamento  para  solicitarla  suspensión  de  estos  dos  artículos  de 
las  leyes  citadas,  es  que  en  ellos  se  ordena,  a  los  notarios  i  rejistradores^ 
que  en  ciertos  casos  no  presten  su  oficio  a  los  que  no  hayan  pagado  las  con- 
tribuciones. 

'Como  ya  es  un  punto  resuelto  por  la  Corte  Suprema  federal  i  el  Sena- 
do de  Plenipotenciarios-que  es  contrario  al  artículo  15  de  la  ConstituoioD 
nacional  usar  como  medio  coercitiTO  para  cobrar  las  contribuciones  el  im- 
pedir el  ejercicio  de  las  garantías  individuales,  no  hai  para  qué  entrar  eo 
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repetir  lo  espnefito  sobre  este  particular  con  el  fin  de  coadyuvar  la  presente 
solicitad. 

<  Solamente  oa  llama  la  atención  el  infrascrito  sobre  el  artículo  3.°  de 
]a  lei  de  22  de  enero  de  18?3,  que  es  uno  de  los  que  se  ha  pedido  la  sus- 
pensión, para  indicaros  que  solamente  el  caso  2.°  de  dicho  artículo  es  sus- 
pendible,  porque  respecto  de  los  casos  1.°,  3.^  i  4.^  el  lejislador  del  Estado 
ha  obrado  en  la  esfera  de  su  acción  constitucional  al  sancionarlos.  * 

( En  estos  términos,  el  infrascrito  apoya  la  petición  de  suspensión  a  que 
se  ha  hecho  referencia  en  este  escrito.' 

<^  Se  reproducen  los  fundamentos  de  la  vista  preinserta,  i  administrando 
jnsticia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de 
la  lei,  se  suspende  el  artículo  4.^  de  la  lei  9  de  17  de  enero  de  1874,  espedi- 
da por  la  Asamblea  del  Estado^  soberano  de  Cundinamarca,  adicional  a  las 
que  combinan  el  sostenimiento  de  los  asilos  de  indijentes  en  Bogotá  con  la 
amortización  de  la  deuda  del  Estado,  i  se  suspende  también  el  caso  2.^  del 
artículo  3.^  de  la  lei  de  22  de  enero  de  1873,  espedida  por  dicha  Asamblea, 
sobre  autori^ciones  a  la  Municipalidad  de  Bogotá,  i  no  se  suspenden  las 
otras  disposiciones  aludidas. 

<<  Pnblíquese  copia  de  esta  decisión  en  el  Diario  Oficial  de  ^a  XJnion, 
envíese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Cundinamaroa,  i  remítase  el  espe- 
diente al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  copia  de  la  presente 
resolución — Notiñquese."  i 

Disentido  que  fué  dicho  proyecto,  se  aprobó  unánimemente  por  la 

Corte. 

Con  lo  cttal,  i  no  habiendo  otro  asunto  de  qué  tratar,  se  dio  por  termí- 
nado  el  acto,  que  firma  el  señor  Majistrado  Presidente  con  los  demás  seño- 
Majistrados,  por  ante  mí  el  Secretario,  de  que  doi  fe. 

El  Presidente,  Maijukl  W.  Caevajal — Juan  Agustín  TJeicokhea— 
Manubl  Ezbquisl  Cóbrales — ^Rafael  Mabtínbz  B. — Josa  Masía  B6jas 
Qabbido— El  Secretario,  Itafael  K  Santander, 

Es  copia  conforme— -Bogotá,  veintiuno  de  octubre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  cinco. 

El  SecretariOi  JSqfa^  K  Santander. 
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IN70BMB  DS  LA  OOXIBZOS  INSPECTOSA. 


Honorables  Senadores. 

La  Corte  Saprema  federal,  por  denuncio  del  señor  NarcUo  Sánchez,  i 
previa  audiencia  del  Ministerio  p4blioo,  suspendió  la  ejecución  del  caso  2.^, 
artículo  3.^  de  la  lei  del  Estado  de  Cundinamarca  de  22  de  enero  de  1873, 
^^  sobre  autorizaciones  a  la  Municipalidad  de  Bogotá,"  así  como  también  la 
ejecución  del  artículo  4.^  de  la  lei  9  del  mismo  Estado,  do  17  de  enero  de 
1874,  ^<  adicional  a  las  que  combinan  el  sostenimiento  de  los  asilos  de  indi- 
jentes  en  esta  ciudad  con  la  amortizadon  de  la  deuda  del  Estado,"  por 
considerarlos  contrarios  al  inciso  4.®,  artículo  16  de  la  Constituoioa 
nacional. 

£1  espediente  ha  venido  al  Senado»  para  que  éste  decida  definitiva- 
mente sobre  la  validez  o  nulidad  de  las  disposiciones  legales  denunciada» 
como  inconstitucionales. 

«  Estudiado  el  asunto  por  vuestra  comisión  inspectora  de  los  actos  lejía- 
lativos  de  los  Estados,  i  teniendo  ella  en  cuenta  que  el  punto  ha  sido  resuel- 
to  en  repetidas  ocasiones  por  el  Senado,  de  acuerdo  con  la  resolución  de 
suspensión  acorda  por  la  Corte  Suprema  federal,  os  propone  el  siguiente 
proyecto  de 


BEsoLtiaoir. 

El  Senado  de  Plenipotendarios  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 
ejerciendo  la  atribución  5.%  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  dedara 
nulos  el  caso  2.^  del  artículo  ZP  de  la  lei  de  22  de  enero  de  1873,  ^«  sobre 
autorizaciones  a  la  Municipali4ad  de  Bogotá,*'  i  el  artículo  4.^  de  la  lei  9  de 
17  de  enero  de  1874,  <<  adicional  a  las  que  oombinan  el  sostenimiento  de  loe 


i 
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idM  de  indijentes  en  esta  oiadad  oon  la  amortización  de  la  deuda  del*  Es- 
tado," leyes  ambas  del  Estado  Boberano  de  Cnndinamarca,  por  ser  contra- 
ira  diohoB  cafló  i  artículo  al  úunso  <%  artíoalo  16  de  la  Constitución 
nacional.  Pnblfquese  i  comuniqúese  a  la  Corte  Suprema  federal  i  al  Gober- 
oidor  del  Estado  soberano  de  Cnndinamarca. 

Bogotá,  11  de  abril  de  lS7e. 

SsBjio  Abbolsda— -Jos6  M.  MabiIkxz  P«— Emujako  Restbbpo  E.— 
Rafael  RoDBÍGUXE. — Nasciso  Cabbzul 


Abril  21  de  1876. 
Adoptado  en  primer  debate.  JuHo  K  Pérez. 


Sencido  de  Plenipotenciarías,—^^  de  mayo  de  1876. 

8e  eonsideró  en  segundo  i  último  debate,  i  fué  aprobado. 
Cúmplase  por  la  Secretaría  lo  que  es  conveiüente. 

Jtdio  K  Pérez. 


i#««Í 
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XV. 


NDLIBAD  del  artiovlo  11  de  la  leí  28  de  1873  del  Estado 

de  Oiuidliíamarca. 


VISTA  DEL  PSOCUBABOB  JKNEBAL. 

Señores  Majistradoe. 

José  María  Núñez  i  Camilo  Á.  Carrizosa,  vecinos  de  Bogotá,  han  soli- 
citado la  suspensión  del  artíoalo  11  de  la  lei  de  28  de  enero  de  1873,  dictada 
por  la  Asamblea  del  Estado  de  Candinamaroa. 

£1  artíoalo  cuya  suspensión  se  solicita  dice : 

<'Art.  11.  Se  entenderá  por  carga  de  mercancías  estranf  eras  el  peso 
de  ciento  a  dentó  veinticinco  kilogramos ;  i  los  impuestos  de  peaje  i  consu- 
mo se  cobrarán  a  razón  de  cuatro  pesos  por  carga,  pagándose  por  el  ex- 
cedente a  razón  de  cuarenta  centavos  por  cada  doce  i  medio  kilogramos. 

<<  Parágrafo  1.^  Las  cargas  cuyo  peso  no  alcance  al  designado  por  este 
artículo,  pagarán  también  a  razón  de  cuarenta  centavos  por  cada  doce  i 
medio  kilogramos. 

<<  Parágrafo  2.^'  La  comisión  permanente  de  caminos  designará  los 
puntos  en  que  deba  verificarse  el  peso  de  las  cargas,  i  nombrará  al  efecto  los 
ajantes  necesarios,  los  que  gozarán  de  una  asignación  que  no  pasará  de 
cuarenta  pesos  mensuales.'' 

Para  fijar  de  una  manera  clara  la  intelijencia  de  este  artículo,  es  preciso 
saber  que  la  lei  mencionada  es  adicional  i  reformatoria  de  la  de  14  de  no- 
viembre de  1870,  sobre  vias  de  comunicación,  i  que  en  esta  lei  se  encuentran 
loe  artículos  23  i  24,  que  dicen : 

^^  Art.  23.*  El  servicio  que  los  caminos  centrales  i  sus  ramificaciones 
prestan  al  tráfico  será  compensado  con  el  pago  de  los  peajes  que  esta  lei 
sefiala,  no  pudiendo  en  ningún  caso  cobrarse  mayor  ni  menor  cuota  que 
la  que  ella  misma  determina. 
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*<Art  24.  Loa  poajes  que  las  juntas  adminittradorafl  hatio  oobrar 
•eran : 

^<Bn  el  camino  principal  de  Oocidente,  cuatro  pesos  porcada  carga 
de  efectos  estranjeros,  qne  se  pagaran  al  ser  introdacidos  eü  el  Estado  para 
su  consomo ;  no  podiendo  en  el  propio  camino  oobrarse  más,  en  ningon  casO} 
por  dichos  efectos,  aonqoe  vuelvan  a  transitar  por  él." 

La  petición  para  suspender  el  articulo  11  de  la  lei  de  1873  se  fhnda  en 
que  es  contrario  a  los  incisos  4.°  i  5.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitndon,  i  a 
los  9.^  i  10.^  del  artículo  15. 

Como  esta  cuestión  de  si  los  Estados  pueden  gravar  con  impuestos  los 
productos  que  sean  materia  de  contribuciones  nacionales,  o  los  que  transiten 
por  un  Estado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo,  ya  ha  sido  resuelta  en 
caaos  semejantes  al  que  ahora  se  trata  por  la  Corte  Suprema  i  por  el  Senado 
de  Plenipotenciarios,  el  infrascrito  se  limita  a  reproducir  las  principales  rano- 
nes  que  se  han  espuesto  por  dichas  corporaciones,  denegándose  a  suspender 
i  anular  algunas  leyes  de  los  Estados. 

La  primera  es  que  el  cobro  de  peaje  en  los  caminos  i  puentes  por  donde 
pasan  productos  que  son  materia  de  impuestos  nacionales,  no  es  el  cobro  de 
nna  contribución,  sino  el  pago  de  un  servicio,  que  los  Estados  tienen  derecho 
a  exijir  remuneración,  puesto  que  gastan  sus  fondos  en  la  conservación  i  me* 
jora  de  las  vias  de  comunicación. 

En  desarrollo  de  este  razonamiento,  la  comisión  del  Senado  encargada 
de  la  revisión  de  los  actos  fejislativos  de  los  Estados,  decia  en  el  informe  que 
se  halla  publicado  en  el  número  3124  del  Diario  Oficial^  relativo  al  artículo 
359  del  Código  Político  i  Municipal  del  Estado  de  Santander,  lo  siguiente : 

<*  Vuestra  comisión  considera  que  hai  diferencia  esencial  entró  un  im- 
puesto o  contribución  jeneral  i  la  cuota  que  se  exije  i  paga  por  pasar  nn 
puente.  La  contribución  que  es  jeneral,  pues  9on  este  carácter  es  que  puede 
establecerse,  para  que  afecte  a  todas  las  personas  que  se  encuentren  colooa- 
'das  en  unas  mismas  o  iguales  circunstancias  o  condiciones,  es  un  atributo  da 
la  soberanía :  se  impone  con  el  objeto  de  crear  recursos  para  sostener  la 
administración  de  los  negocios  comunes,  i  no  está  al  arbitrio  de  los  que  de* 
ben  ser  contribuyentes  pagar  o  no  pagar  la  contribución,  sino  que  les  es 
forzoso  lo  primero,  si  tienen  medios  de  hacerlo,  so  pena  de  verse  ejecutados 
i  privados  de  los  bienes  que  haya  luga/  a  embargarles. 

<'  Lo  que  se  cobra  por  pasar  un  puente  no  es  una  contribución  propia- 
.mente  dicha,  sino  la  retribución  o  indemnización  del  sérvelo  que  presta  el 
dueSo  o  administrador  del  puente  al  que,  sm  haberlo  costeado,  se  aprovecha 
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de  61  para  pasarlo  x>  haeer  pasar  sos  animales  i  cargas.  A  nadie  se  obliga  a 
servirse  de  los  puentes  qae  estén  colocados  en  ciertos  puntos  de  tránsito,  ni 
a  pagar  cnola  aignna,  aanqne  no  se  ñfran  de  ellos ;  de  modo  que  es  joato 
Indemniaar  a  la  persona  o  entidad  poUtica  que  invierte  algnn  cafnial  para 
ofrecer  a  los  transuentea  nn  vehfenlo  coalquiera  qae  les  proporciona  venta- 
jas i  comodidades  i  les  hace  menos  dispendioso  i  molesto  el  tr&nñto. 

<<Por  rason  idéntica  no  es  contribución  lo  que  se  ezije  en  las  ofici- 
nas postales  por  conducir  una  carta  o  un  pliego  de  un  punto  a  otro.  TSo  se 
obliga  a  los  particulares  a  consignar  su  correspondencia  en  diobas  oficinas; 
pero  los  que  espontáneamente  la  consignan,  deben  indemnizar  el  servido 
que  presta  el  correo/' 

La  segunda  razón  que  se  ha  espuesto,  se  funda  en  que  los  incisos  4.^  i 
5.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitncion,  hablan  del  caso  en  que  los  prodnctOB 
que  transiten  por  los  Estados  i  los  que  sean  materia  de  impuestos  nadona- 
les,  no  se  destinen  o  no  se  hayan  ofrecido  al  consumo,  i  que  como  la  frase 
constitucional  ^<  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,"  no  está  esplioada 
por  ninguna  lei  nacional,  no  puede  decirse  con  propiedad  cuándo  empieza  la 
jurisdicción  fiscal  de  los  Estados ;  pero  que,  como  toda  importación  que  no 
se  declare  de  depósito,  debe  suponerse  hecha  para  el  consumo,  puede  sen- 
tarse una  regla  general,  salvo  declaratoria  en  contrario,-que  la  mercancía 
importada  debe  tenerse  por  ofrecida  al  consumo  de  toda  la  República,  inda- 
sive  el  Estado  por  cuyo  territorio  sé  hace  la  introducción ;  i  en  fin,  que  aun 
'cuando  la  doctrina  espuesta  no  tuviera  toda  esa  estension,  sí  debe  tenerse 
en  cuenta  que  es  consiguiente  a  la  facultad  de  los  Estados  de  gravar  a  las 
mercancías  destinadas  a  su  propio  consumo,  la  de  adoptar  el  sistema  mas 
conducente  para  asegurar  el  cobro  del  impuesto,  i  que  en  esta  última  se 
halla  la  de  determinar  cuándo  una  mercancía  se  considera  ofrecida  al 
consumo. 

Respecto  a  que  el  peaje  que  se  cobra  por  las  mercancías  estranjiEras 
peca  contra  los  incisos  9.^  i  10.^  de  la  Constitución,  juzga  el  infrascrito  qae 
es  demasiado  forzada  la  cita  de  estos  incisos  para  el  caso  en  cuestión ;  por- 
que con  el  cobro  del  peaje  ni  se  ataca  Ta  libertad  de  ejercer  la  industria  del 
comercio,  ni  se  imponen  obligaciones  especiales  que  hagaa  a  los  indÍ7Ídoos 
a  ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los  demás. 

Si  se  entendiera  la  libertad  de  industria  en  el  sentido  que  se  le  4&  P^ 
hacerla  aplicable  a  la  suspensión  del  peaje,  no  habria  cpntribucion  que  no 
fuera  pontraria  al  inciso  9.%  ni  podrian  ejercer  los  Estados  el  derecho  de 
cobrar  impuesto  sobre  las  mercancías  destinadas  a  su  propio  oonsno^o,  ders^ 
cfao  reconotf  do  por  los  peticionarios  en  virtud  de  lo  estatuido  en  Ips  úi<^ 


—  1Í5  — 

4.°  i  5.^  del  artfcalo  8.°  de  la  Constitacion,  si  no  lo  estuviera  por  el 
artfealo  16. 

Por  lo  qne  se  refiere  al  inciso  10  del  artionlo  15,  no  bal  necesidad  de 
entrar  en  el  examen  de  si  es  el  comerciante  o  el  consamidor  el  qae  en  defí* 
litiva  paga  el  peaje,  aanqae  en  la  mayoría  de  los  casos  debe  ser  el  oonsu- 
midor,  porque  no  se  concibe  qae  el  comerciante  sigaiera  en  sa  profesiop,  si 
las  meroancías  que  vende  no  le  resarcieran  los  desembolsos  qae  £1  ha  hecho 
para  ponerlas  al  alcance  del  comprador ;  pero  el  infrascrito  cree  que  basta 
eoDfiiderar  que  la  obligación  de  pag^r  peaje  no  es  especial  sino  jeneral  a 
todos  los  que  introduzcan  mercancías  al  Estado  de  Candinamarca. 

Como  las  doctrinas  que  el  infrascrito  ha  espuesto  en  este  escrito,  aun- 
que laa  ha  tomado  de  decbiones  de  la  Corte  Suprema  i  del  Senado,  también 
lu  ha  sostenido  en  otras  ocasiones,  no  se  detiene  en  mas  consideraciones 
pan  pediros  qne  os  abstengáis  de  decretar  la  suspensión  de  la  lei  de  Cundi- 
oaniaroa  a  que  se  refiere  la  petición  que  deja  examinada. 

Bogotá,  12  de  noviembre  de  1874. 

Ramón  Gómbz. 
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AOTBBDO  D£  LA  COBTB  6UPBB1ÍÁ. 

Er  iofirascrito,  Secretario  de  la  Corte  Saprema  federal,  certifica :  que 
CD  él  libro  de  acoerdoa  de  este  TribaDal,  de  la  p&jina  setenta  i  nneye  a  U 
ochenta  i  seia,  bal  uno  que  a  la  letra  es  como  signe: 

En  Bogotá,  a  dos  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro,  se 
constitnTÓ  la  Corte  Saprema  federal  en  sala  dé  acuerdo,  con  asntencoa  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Yillamizar  6,  i  demás  seño- 
res Majistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  César  Contó,  Manad 
M*  Ramírez  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  de  José  María  NúSez  TJ.  i  Camilo 
A.  Carrizosa  ,  para  que  se  suspenda  el  atíoulo  11  de  la  lei  de  28  de  enero 
dA  1873,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Cundinamarca. 

El  aefior  Majbtrado  doctor  Contó  presentó  el  siguiente  proyecto  de 
resolución : 

^^  THstos  :-José  María  Núñez  U.  i  Camilo  A.  Oarrizosa  han  solicitado  la 
suspensión  del  artículo  11  de  la  lei  cundinamarquesa  de  28  de  enero  de  1873, 
cuyo  tenor  es  como  sigue : 

*  Art,  11*  Se  entenderá  por  carga  de  mercancías  estranjeras  el  peso  de 
ciento  a  dentó  veinticinco  kilogramos ;  i  los  impuestos  de  peaje  i  consumo 
se  cobrarán  a  razón  de  cuatro  pesos  por  carga,  pagándose  por  el  excedente  a 
razón  de  cuarenta  centavos  por  cada  doce  i  medio  kilogramos. 

*  Parágrafo  1.^  Las  cargas  cuyo  peso  no  alcance  al  designado  por  este 
artículo,  pagarán  también  a  razón  de  cuarenta  centavos  por  cada  dooe  i 
medio  kilogramos. 

<  Parágrafo  2,^  La  comisión  permanente  de  caminos  designará  los  pon- 
tos  en  que  deba  verificarse  el  peso  de  las  cargas,  i  nombrará  al  efecto  loe 
ajentea  necesarios,  los  que  gozarán  de  una  asignación  que  no  pasará  de 
cuarenta  pesos  mensuales.' 

*<  En  apoyo  de  la  solicitud,  se  alega  que  esta  disposición  es  oontraria  a     | 
las  siguientes  de  la  Constitución  nacional: 

*Art.  8/  (Los Estados  se  comprometen):  4.^  A  Ho  gravar  con  im- 
puestos, antes  d.e  haberse  ofrecido  al  consumo,  los  productos  que  sean  ma* 
tena  de  impuestos  nacionales,  aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los 
derechos  de  importación ;  ni  los  productos  destmados  a  la  esportadon,  coya 
libertad  maóteiidxá  el  Gobierno  jeneral  ¡  5.^  A  no  imponer  eontribadonea 
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«otolos.prodaotos  que  tranñten  por  el  Estado,  ain  destíname  a  sn  propio 

COI0BDO.' 

•»•  • 
^Art.  15,  (Derechos  individuales.)  9.^  La  libertad  de  ejercer  toda 

iajostria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria  de  otro,  cuya  propiedad  ha- 

ju  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles,  ni 

Ii  que  se  reserven  la  Union  o  lo;  Estados  como  arbitrio  rentístico,  i  sin  em- 

Imax  las  vias  de  comunicación,  ni  atacar  la  seguridad  i  la  salubridad. — 

10.  La  igualdad ;  i  en    consecuencia,  no  es  lícito. . . .  imponer  obligaciones 

cqiedales  que  hagan  a  lo  sindividuos  a  ellas  sujetos  de  peor  condición  que 

ios  demos.' 

*<Lo8  reclamantes  creen,  pues,  que  el  artículo  denunciado  está  en  pug- 
na con  la  Constitución,  porque  grava  artículos  comerciales  sujetos  al  im- 
puesto de  aduanas,  antes  de  que  se  ofrezcan  al  consumo  en  Cundinamarca ; 
poique  el  gravamen  comprende  efectos  que  se  introducen  en  este  Estado,  i 
hego  se  trasportan  a  otros  como  Boyacá  i  Tolima,  lo  que,  en  su  concepto, 
es  gravar  el  simple  tránsito,  porque  ataca  la  libertad  de  industria ;  i  porque 
vulnera  también  la  garantía  de  la  igualdad,  sometiendo  a  los  introductores 
de  mereancías  a  los  impuestos  establecidos  en  el  artículo  que  se  ha  trascrito 
de  la  lei  de  Cundinamarca. 

"En  cuanto  a  la  libertad  de  industria,  es  mui  claro  para  la  Corte  que 
el  artículo  en  cuestión  no  la  menoscaba.  Sea  cual  fuere  la  definición  que  se 
adopte,  de  las  que  los  economistas  dan  del  impuesto,  siempre  es  cierto  que 
se  toma  de  los  bienes  o  la  fortuna  de  los  asociados,  i  por  lo  mismo,  no  pue- 
de menos  de  afectar  la  industria  de  cada  cual,  o  los  productos  de  su  indus- 
tria. Siendo  esto  así,  como  es  forzoso  admitirlo,  ningún  impuesto  seria  sos» 
temUe,  todos  podrian  tacharse  de  violatorios  de  la  libertad  industrial,  i  se 
Icaria  de  todo  punto  imposible  cualquier  sistema  de  gobierno  por  barato  que 
se  le  sapusiesjtp  Esta  consecuencia,  ademas  de  ser  absurda,  no  se  aviene  con 
elindso  5.°,  artículo  151  de  la  misma  Constitución,  que  permite  privar  a  loa 
colombianos  de  una  parte  de  su  propiedad,  por  via  de  contribución  jenercd^ 
wrrfome  a  las' leyes.  Se  comprende  mui  bien  que,  en  materia  de  impues- 
tos, el  Poder  Lejislativo  de  los  Estados  o  el  de  la  ünion  pueda  llegar  a 
estremos  insoportables  i  evidentemente  insostenibles  a  la  luz  de  los  prind- 
pos  eoonómicos,  estableciendo  contribuciones  tan  onerosas,  un  sistema  tri- 
batario  tan  depresivo,  que  todas  las  industrias  del  pais  o  algunas  de  ellas 
ÍQeden  heridas  de  parálisis ;  pero  no  se  trata  de  la  buena  o  mala  aplicación 
id  las  doctrinas  déla  ciencia  económica,  sino  del  ejerddo  de&cultades- 
«(n^tucionalea :  la  inconveniencia  de  las  leyes  no  siempre  es  inoonstitu- 

ttoaalidad. 
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*<Timipoco  se  desoabre  contradicoion  entre  la  disposición  que  se  exa- 
mina i  la  garantía  de  la  igualdad.  A  este  respecto,  bastará  reproducir  la 
doctrina  sentada  por  el  Senado  i  la  Corte  Saprema,  a  propósito  de  nna  lei 
del  Estado  de  Bolívar,  que  dispuso :  <  Establécese  por  una  sola  vez  una 
contribución  de  carácter  comercial  en  el  Estado,  la  cual  deberán  satisfacer 
todos  los  qne  ejerzan  dicha  industria,  ya  sean  nacionales  o  estranjeroB,  i 
aunque  no  tengan  casa,  tienda  o  almacén  abiertos  para  ese  objeto.'  No  se 
sníipendió  ni  anuló  esta  lei,  porque  (se  dijo),  aun  cuando  es  cierto  que  nadie 
puede  ser  privado  de  su  propiedad  por  via  de  contribución,  si  ésta  no  tiene 
el  carácter  de  ieneral,  tal  carácter  no  consiste  en  qne  grave  a  todos  los  aso- 
ciados, sino  a  todos  los  que  se  hallen  en  idénticas  condiciones;  así  es  que, 
tratándose  de  una  contribución  comercial,  basta  que  la  paguen  todos  los  que 
la  ejercen,  así  como  si  setrata  de  la  industria  agrícola,  basta  que  la  paguen 
todos  los  agricultores ;  pues  entendiéndose  de  otro  modo  la  jeneralidad  qne 
deben  tener  los  impuestos,  se  baria  casi  imposible  el  establecerlos,  si  fuera 
preciso  que  gravasen  a  todos  los  habitantes  sin  diatiocion  de  clases,  ya  por 
la  industria  que  ejercen,  o  por  la  forma  en  que  poseen  la  riqueza  imponible. 

*<  En  cuanto  a  los  derechos  llamados  de  consumo  i  peaje,  también  está 
fijada  ya  la  doctrina  constitucional  por  las  dos  corporaciones  encargadas  de 
examinar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados.  Cuando  se  debatió  la  consti- 
tu(áonalidad  de  varios  artículos  de  la  lei  269,  espedida  por  la  Legislatura  del 
Cauca,  por  la  cual  se  establecia  un  derecho  llamado  de  consumo  sobre  las 
mercancías  estranjeras,  por  el  hecho  de  ser  introducidas  en  el  territorio  del 
Estado  (artículos  que  no  fueron  suspendidos  ni  anulados),  la  Corte  primero, 
i  el  Senado  después,  desarrollaron  esta  doctrina:  que  el  impuesto  qne  grava 
la  introducción,  grava  la  oferta  al  consumo ;  que  como  no  está  esplicada  la 
frase  constitucional  <  antes  de  haberse  dado  al  consumo,'  por  ninguna  lei,  no 
puede  decirse  con  propiedad  cuándo  empieza  la  jurisdicción  fiscal  de  los 
Estados;  pero  como  toda  importación  que  no  se  declare  de  depósito,  debe 
suponerse  hecha  para  el  consumo,  es  de  sentarse  como  regla  jeneral,  salvo 
declaración  en  contrario,  que  la  mercancía  importada  debe  tenerse  por  ofre- 
cida al  consumo  de  toda  la  Rep&blica,  inclusive  el  Estado  por  cuyo  territo- 
rio se  hace  la  introducción ;  i  que  si  bien  es  cierto  que  los  Estados  no  pue* 
den  someter  a  impuestos  las  mercaderías  estranjeras  que  no  están  destinadas 
a  su  propio  consumo,  no  lo  és  menos  que  por  la  Constitución  tienen  la  po« 
testad  de  gravar  sin  limitación  alguna,  a  su  juicio,  i  supuesto  que  no  ha 
de  afectar  sino  a  sus  propios  habitantes,  el  consumo  de  toda  especie  de  pro* 
duccion  indyena  o  estranjera,  i  que  a  esa  potestad  es  consiguiente  la  de 
adoptar  el  sistema  mas  conducente  para  asegurar  el  cobro  del  impuesto. 
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**  Tratándose  de  una  leí  del  Cauca,  sobre  rentas  i  oontribadones,  san* 
otoñada  en  1858,  deoia  la  comisión  de  actos  lejklativos  del  Senado  en  un 
informe  de  1867 :  <Las  meroancfas  introdocidas  por  la  frontera  del  £caa< 
dor  qae  pasan  a  los  Estados  de  Antioquía  i  Tolima  para  ser  consamidas  en 
ellos,  pagan  en  el  Canoa  el  derecho  de  consamo,  porque  siendo  los  intro- 
daotores  negociantes  del  Bcaador  o  del  Cauca,  para  que  éstas  puedan  salir  a 
los  Estados  de  Antioquía  i  Tolima,  se  han  ofrecido  antes  al  consumo  dentro 
de  aquel  £.nado.  Si  las  manufacturas  introducidas  del  Ecuador  vienen  a 
cooaumirse  en  los  Estados  de  Antioquía  i  Tolima,  primero  se  han  ofrecido  al 
consumo  en  el  Estado  del  Cauca,  i  en  este  caso  se  ha  cumplido  con  la  condi- 
don  del  inciso  4.%  artículo  8.^  de  la  Constitución.' 

<^  Esto  es  lo  que  jeneralmente  sucede  con  las  inercaderías  que,  introdu- 
cidas en  Condinamarca,  son  trasportadas  después  a  Boyacá  i  Tolima ;  res- 
pecto de  las  cuales  dan  a  entender  los  peticionarios  que  Cundioamarca  cobra 
un  impuesto  por  el  mero  tránsito.  Para  la  Corte  son  dos  cosas  mui  diversas 
gravar  las  mercancías  por  el  solo  hecho  de  transitar,  ir  de  paso  por  el  terri- 
torio de  un  Estado,  i  gravar  mercancías  que  se  introducen  en  el  Estado,  se 
sitúan  o  almacenan  on  algún   lugar  de  61,  que  jeneralmente  es   un  centro    i 
comercial  importante  como  Bogotá,  i  allí  se  venden  a  comerciantes  que  bien 
pueden  comprarlas,  nó  para  revenderlas  en  el  mismo  Candinamarca,  sino  en 
Boyacá,  Santander,  Tolima,  el  Territorio  de  San  Martin  o  cualquiera  otro 
punto.  No  se  puede  entender  la  disposición  constitucional  de  tal  manera 
que  ponga  a  cada  Estado,  para  pbder  gravar  el  consumo,  en  la  necesidad 
de  acechar,  por  decirlo  así,  las  mercancías,  siguiéndoles  lampista  en  una  larga 
serie  de  operaciones  comerciales  para  saber  si  se  consumen  definitivamente 
dentro  de  su  territorio  o  si  pasan  al  de  otro  Estado* 

*<  Por  lo  tocante  al  peaje,  está  admitido  i  decidido  que  lo  que  se  paga 
por  el  uso  de  caminos,  puentes  i  cosas  semejantes  en  el  trasporte  de  ios  pro- 
ductos que  son  materia  de  impuestos  nacionales,  no  es,  rigurosamente  ha- 
blando, una  contribución  j  sino  la  remuneración  de  un  servicio,  la  que  los 
Estados  tienen  derecho  a  exijír,  supuesto  que  hacen  gastos  en  la  conserva- 
don  i  mejora  de  las  vias  de  comunicación.  Pedida  la  suspensión  de  una  leí 
de  peajes  de  Candinamarca,  por  la  cual  se  gravó  con  un  real  cada  carga  de 
sal  de  los  particulares,  el  Senado  declaró  válida  esa  disposidon,  fundándose 
principalmente  en  que  no  se  trataba  del  cobro  de  un  impuesto,  sino  del  pago 
de  nn  servició,  i  en  que  si  los  caminos  no  se  compusieran,  el  consumidor 
pagaría  mas  caro  el  producto  por  el  aumento  de  los  gastos  de  conducción  ; 
como  se  ve  en  el  informe  del  Procarador  jeneral  dirijido  al  Presidente  de 
b  Union  para  presentarlo  al  Congreso  de  1872,  sección  titulada  <  Apremios 


empleados  por  la  lejblacion  de  los  Estados  para  el  cobro  de  Iss  contribQdtf* 
Des.'  Hé  aqai  otro  rasonamiento  qne  tiene  alguna  analojia  con  el  easo  a 
caestioD,  formalado  por  la  comisión  del  Senado  encargada  de  informarflobre 
los  actos  lejisiativbs,  en  el  informe  qne  se  publicó  en  el  número  a,124  del 
Diario  OftóUü^  relativo  al  artículo  8&9  del  Código  político  i  maoioipal  dei 
Estado  de  Santander? 

<  Vuestra  comisión  considera  qne  hai  diferencia  esencial  entre  on  im- 
puesto o  contribución  jeneral,  i  la  cuota  qne  se  exije  i  paga  para  pasar  por 
un  puente.  La  contribución  que  es  jeneral,  pues  con  este  carácter  es  que 
puede  establecerse,  para  que  afecte  a  todas  las  personas  qne  se  encaentrea 
colocadas  en  unas  mismas  o  iguales  circunstancias  o  condiciones,  es  nn  atií 
buto  de  la  soberanía :  se  impone  con  el  olijeto  de  crear  recursos  para  sosta» 
ner  la  administración  de  los  negocios  comunes,  i  no  está  al  arbitrio  de  ki 
que  deban  ser  contribuyentes  pagar  o  no  pagar  la  contribución,  sino  qoeleí 
es  forzoso  lo  primero,  si  tienen  medios  de  hacerlo,  so  pena  de  verse  ejeeo* 
tados  y  privados  de  los  bienes  que  haya  lugar  a  embargarles.  ^ 

<  Lo  que  se  cobra  pon  pasar  un  puente  no  es  una  contríbudon  propii* 
mente  dicha,  sino  la  retribución  o  indemnización  del  servicio  qne  presta 
dueño  o  administrador  del  puente  al  que,  sin  haberlo  costeado,  se  aprov 
de  él  para  pasarlo  o  liacer  pasar  sus  animales  i  cargas.  A  nadie  se  obligí 
servirse  de  los  puentes  que  estén  colocados  en  ciertos  puntos  de  tránsito, 
a  pagar  cuota  alguna  aunque  no  se  sirvan  de  ellos ;  de  modo  que  es  jasto 
indemnizar  a  la  persona  o  entidad  política  qne  invierte  algún  capital  pi 
ofrecer  a  los  transeúntes  un  vehículo  cualquiera  que  les  proporciona  veo 
jas  i  comodidades  i  les  hace  menos  dispendioso  i  molesto  el  tránsito.' 

''  £n  fuerza  de  estas  consideraciones,  i  de  acuerdo  con  el  dictamen  iA 
I'rocarador  jeneral,  i  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Uis*-! 
dos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte  Suprema  se  abstiene  1» 
suspender  la  ejecución  del  artículo  II  de  la  lei  de  Gundinamarca,  espedidí 
el  28  de  enero  de  1873,  qne  se  trascribió  si  principio  de  este  acuerdo. 

<<  Publíquese  esta  decisión  en  el  Diario   Qficialy  remítase  copia  al 
der  Ejecutivo   de  dicho  Estado^  i  pásese   el  espediente  al  Senado^  para  i< 
efectos  constitucionales,  dejando  la  debida  constancia  en  la  Secretaría." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyectOy  la  Corte  lo  aprobó  por  una»: 
aimidad. 

I  como  úo  hubiera  otroastínto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  présenla 
acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores  Majii*  j 
trados  con  el  infrascrito  Secretario. 

£1  Presidente,  JTOsfi  Había  Yülahizab  6.— Makusl  EzeqüixI'  Co-  , 
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SI  S^retario,  Rafad  E.  Santander. 

£5  copia  oonforme.— Bogotá,  7  de  diciembre  de  1874. 

El  Secretario,  JRctfaü  JET.  Santander. 


INFOIUIES  DB  LA  OOlilSION  INSPBCTOBA. 


I  Ciudadanos  Senadores. 

La  Asamblea  Lejislativa  de  Candinamaroa  espidió  en  14  de  noviembre 

187Ó  ana  lei  <'  sobre  vias  de  oomuiicacioD/'  cuyos  artíoalos  23  i  24  dis- 

[|)oaeB  que,  en  compensación  del  servicio  que  los  caminos  del  Estado  prestan 

tráfico,  se  pague,  al  tiempo  de  la  introducción  de  las  mercancías  para  el 

ensarno  del  mismo  Estado,  los  derechos  de  peaje  que  esa  lei  determine ;  i 

)mo  adicional  i  reformatoria  de  ella,  sancionó  otra  en  28  de  enero  de  1873, 

esjo  artículo  11  i  sus  dos  parágrafos  se  previene  que  todas  las  cargas 

mercancías  estranjeras  sean  sometidas  al  peso,  en  determinados  puntos 

ú  tránsito,  por  los  ajentes  especiales  del  ramo,  i  que  paguen  un  derecho 

[ropordonal  llamado  de  peaje  i  consumo^  el  cual  es  próximamente  de  cua- 

ita  centavos  por  cada  12^  kilogramos. 

Los  señores  José  María  Núñez  i  Camilo  Carrizosa,  pidieron  la  suspen- 

del  citado  artículo  i  sus  parágrafos  como  violadores  de  los  incisos  9.^  i 

|0.^,  artículo  15,  i  4.^  i  5.%  articulo  8.^  de  la  Constitución ;  mas  la  Corte 

ipremalos  declaró  exequibles  por  acuerdo  de  2  de  diciembre  de  ;1874. 

Los  incisos  del  artículo  15  que  los  reclamantes  invocan,  garantizan  los 
lereehoe  de  igualdad  i  libertad  de  industria,  i  parece  claro  que  la  disposición 
lenonciada  no  ataca  esa  igualdad  ni  esa  libertad  sino  como  lo  hace  cualquiera 
i ;  paes  toda  lei  es  en  el  fondo  una  restricción  de  aquellos  derechos*  Pero 
lo  sucede  lo  mismo  con  los  incisos  4.^  i  5.^  del  artículo  8.^  Estos  prohiben 
¡los  Estados  gravar  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales 
lis  mercancías  estranjeras  se  hallan  en  este  qiso)  antes  de  haber  sido  oíre- 
las  al  consumo,  e  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transi- 
por  el  Estado  sin  destinarse  a  «u  propio  consumo. 
La  Corte  Suprema  apoya  su  &II0,  mas  bien  que  en  la  letra  de  la  Cons- 
5100,  en  los  precedentes  sentados  yá  por  ella  misma  i  por  el  Senado  en 
ladonee  análogas,  contra  ciertas  leyes  del  Cauca  i  Santander ;  i  sus 
lentos,  formulados  en  breves  palabras,  pueden  reducirse  a  dos : 
1.^  Toda  mercancía,  por  el  hecho  de  ser  introducida  a  Cundinamarca, 
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es  ofrecida  a  so  oonsamo,  aanqae  despaes  gea  lleTacla  de  aquí  a  Bojacd,  To* 
Hma  n  otro  Estado ;  i  Candinamftroa  puede  gravarla  porqae  se  ha  llenado 
el  requisito  constitacional  de  ser  ofrecida  al  consumo. . 

2.^  El  peaje  no  es  nn  impnestOi  sino  la  remuneración  de  nn  servicio 
que  paga  quien  quiere,  supuesto  que  á  nadie  se  fuerza  a  transitar  por  ios 
caminos  del  Estado. 

Los  precedentes  sentados  por  la  Corte  i  el  Senado  deben,  desde  laego; 
ser  atendidos,  tanto  más  cuanto  que  pueden  servir  para  sentar  la  intelijencia 
de  puntos  dudosos  de  la  Constitución ;  mas,  si  por  desgracia  no  se  a?ienea 
con  el  sentido  literal  de  ésta,  o  abiertamente  la  violan,  la  existencia  misma 
de  tales  precedentes  es  una  razón  más  para  resolver  contra  ellos,  a  fia  de 
desvirtuarlos  i  que  no  sean  fundamento  de  nuevas  i  mas  graves  transgresio- 
nes. Una  sentencia. evidentemente  inicua  no  se  puede  alegar  como  rasoD 
para  &llar  segunda  vez  contra  justicia.  ^ 

Los  dos  citados  argumentos  de  la  Corte  Suprema  no  parecen  mni  sóli- 
dos. Contra  el  primero  es  terminante  el  inciso  5.^  del  artículo  8.°,  al  prohi- 
bir que  se  impongan  contribuciones  sobre  los  objetos  que  no  se  destiaen  al 
propio  consumo  del  respectivo  Estado  ;  i  es  claro  que  lo  que  de  Candina- 
marca  se  lleva  al  Tolima,  a  Boyacá  o  a  Santander,  no  se  destina  apropio 
consumo  de  Cundinamaroa. 

Por  lo  que  toca  al  segundo,  esto  es,  que  el  peaje  no  es  un  impnesto,  sino  j 
remuneración  de  un  servicio,  i  que  hai  libertad  de  pagarlo  o  nó,  porqae  a 
nadie  se  fuerza  a  transitar  por  los  caminos  del  Estado,  se- ve  claro  ser  un 
argumento  que,  por  probar  demasiado,  pierde  toda  su  fuerza.  ¿  De  qaé  con- 
tribución indirecta  no  se  podría  afirmar  otro  tanto  ?  Dígase  entonces  qne 
ni  los  derechos  de  degüello  ni  ios  de  aduana  son  contribuciones,  pues  qne^ 
nadie  se  fuerza  a  matar  ganado  ni  a  hacer  importacione!?,  ni  tampoco  a  com- 
prar carne  ni  mercancías  estranjeras.  Ciertamente,  a  nadie  se  obliga  a  tran- 
sitar por  los  caminos  del  Estado ;  pero  ¿  de  cuáles  otros  pudiera  servirse  el 
traficante  ?  ¿  Habría  él  de  abrir  otros  nuevos  por  su  cuenta  para  ahorrar  el 
pago  de  los  40  centavos  ?  En  cuanto  a  la  libertad  de  pagar  o  nó,  ¿cómo  la 
habrá  si  se  le  cobra  el  impuesto  al  responsable  por  la  via  ejecutiva  cuando 
voluntariamente  no  lo  paga?  Nos  parece  esta  libertad  un  pocodificilde 
entender. 

No  puede,  por  otra  parte,  llamarse  simple  remuneración  de  un  servicio  f 
prestado  por  Cundinamaroa  al  traficante,  a  una  exacción  que  excede  en  mu- 
cho del  valor  del  servicio,  i  que  está  calificado  do  impuesto  por  el  lejislador 
mismo  del  Estado.  El  artículo  1.*  déla  lei  Ae  19  de  enero  de  18Y2  ^qne  esta- 
blece  un  impuesto  (nótese  bien  esta  palabra :  que  establece  un  impuesto)   | 


r 
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para  el  fomento  de  la  ioBtrnccion  pública,"  destina  el  recargo  de  dos  pesos^ 
estaUeeido  sobre  la  introducción  de  mercandaa  estranjeraa^  para  cubrir  los 
gastos  de  aquel  ramo.  ¿  Se  dudará,  en  vista  de  esto,  de  que  aquella  exacción 
es  uk  verdadero  impuesto,  i  que  éste  excede  en  mucho  al  valor  del  servicio. 

La  verdad  es  que  no  se  puede  consentir  jamás  impunemente  en  lijeras 
TÍokdones  de  la  lei,  porque  éstas  autorizan  i  disculpan  luego  violaciones 
mayores.  Se  asintió  una  vez  a  que  se  cobrara  en  Cundinamarca  un  derecho 
de  peaje  para  atender  a  la  composición  de  los  caminos,  contando  con  que  el 
tal  derecho  sería  apenas  la  remuneración  del  servicio  prestado ;  i  la  conse- 
caeocia  ha  sido  que  otros  Estados  hayan  ocurrido  el  mismo  arbitrio  rentís*' 
tico,  i  qae  Cundinamarca  por  su  parte  se  haya  creido  facultada  paratiumen- 
tar  más  i  más  esa  contribución  inconstitucional. 

Este  abuso,  sino  se  corta,  conducirá  a  resultados  funestos.  El  tránsito  de 
Its  mercancías  por  cada  Estado  será  ocasión  de  verdaderas  hostilidades  para 
COD  el  vecino ;  cada  cual  de  ellos  tratará  do  vivir  a  espensas  de  los  consu- 
midores del  Estado  confinante,  o  por  lo  menos,  de  hacerlos  indirectamente 
803  tributarios ;  cada  impuesto  dará  oríjen  a  otro  por  via  de  represalia,  i  de 
aquí  nacerán  rivalidades  i  odios  de  unos  pueblos  con  otros,  que  cambiarán 
eo  discordia  la  Union,  contra  el  espíritu  i  la  letra  de  las  instituciones,  las 
caales  evidentemente  han  querido  evitar  esté  mal,  sentando  como  principio 
qae  en  cada  Estado  el  uso  de  los  caminos  sea  gratuito  para  todos. 

Por  lo  espuesto,  concluimos  proponiéndoos : 

El  senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  confiere 
el  inciso  5.°,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulos  el  artículo  11  de 
la  lei  28  de  enero  de  1873  i  sus  parágrafos,  espedida  por  la  Asamblea  Lejis- 
latí?a  de  Cundinamarca,  en  cuanto  por  ellos  se  gravan,  antes  de  haberse 
ofrecido  al  consumo,  las  mercancías  estran jeras  que  son  materia  de  la  contri- 
bución nacional  de  aduanas ;  i  en  cuanto  gravan  los  objetos  que  transitan 
por  el  Estado  de  Cundinamarca  i  que  no  son  destinados  a  su  propio  consu- 
mo. Comuniqúese,  publiqaese  i  circúlese. 

Bogotá,  abril. . .  .de  1876.  —  Ciudadanos  Senadores, 

Firmo  por  cumplir  con  el  reglamento,  i  presento  informe  por  separado. 

Emiliano  Rbstbepo  E. — Sebjio  Abboleda—* Níibciso  Cadbna — José 
H.  Mabtínsz  P. — Firmo  reservándome  presentar  informe  por  separado. 
Rafael  Rodríguez, 


Secretaria  del  Senado — Mayo  Vj  de  1876. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  el  Senado  en  dos  debates. 

J.  K  Pérez. 
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SConorables  Senadores. 

El  infrascrito  Senador  disiente  del  voto  anterior  de  los  otros  honorables 
Senadores  miembros  de  la  comisión  de  inspección  de  actos  lejislaüvos  de  los 
Estados,  por  lo  cual  pasa  a  dar  su  informe  por  separado,  en  campUmiento 
del  artfonlo  88  del  Reglamento. 

Estando  acorde  la  comisión  en  lo  relativo  a  los  incisos  del  arüealo  15 
de  la  Constitución  nacional  invocados  por  los  reclamantes,  solo  me  contraeré 
en  lo  que  toca  a  los  incisos  4.^  i  5.^  del  articulo  8,^  de  la  misma ;  i  buts 
comparar  éstos  con  lo  qae  dispone  el  artfcqlo*  11  i  sns  dos  parágrafos,  de  la 
lei  acosada,  para  deducir  su  constítucibnalidad.* 

El  tenor  del  artículo  en  referencia  i  sus  dos  parágrafos  es  como  signe: 

*' Artículo  11.  Se  entenderá  por  carga  de  mercancías  estran jeras  el  peso 
de  ciento  a  ciento  veinticinco  kilogramos ;  1  los  impuestos  de  peaje  i  oon- 
sumo  se  cobrarán  a  razón  de  cuatro  pesos  por  carga,  pagándose  por  el  ezoe- 
dente  a  razón  de  cuarenta  centavos  por  cada  doce  i  medio  kilogramos. 

*<  Parágrafo  1.*  Las  cargas  cuyo  peso  no  alcance  al  designado  por  este 
artículo,  pagarán  también  a  razón  de  cuarenta  centavos  por  cada  doce  i  me* 
dio  kilogramos. 

^<  Parágrafo  2.*  La  comisión  permanente  de  caminos  designará  los  pan- 
tos en  que  deba  verificarse  el  peso  de  las  cargas,  i  nombrará  al  efecto  los 
ajentes  necesarios,  los  que  gozarán  de  una  asignación  que  no  pasará  de  coar 
ren^pesos  mensuales.'*  . 

Hó  aquí  los  incisos  4.^  i  5.^  del  articulo  8.^  de  la  Constitución  nadonal: 

<<  Articulo  8.^  Los  Estados  se  comprometen : 

<<  4.^  A  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido  al  confia* 
mo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales,  aun  cuando  se 
hayan  declarado  libres  de  derechos  de  importación  ;  ni  los  productos  desti* 
nados  a  la  esportacion,  cuya  libertad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral ; 

<<  5.^  A  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transiten 
por  el  Estado,  sin  destinarse  a  sq  propio  consumo." 

Se  ve,  pues,  claramente,  que  el  artículo  11  solo  se  contrae  a  determinar 
el  peso  de  cada  carga  i  la  cuantía  que  pagará  cada  una  de  ellas  i  sus  fraccio- 
nes por  el  impuesto  de  peaje  i  consumo ;  i  teniendo  los  Estados  la  potestad 
de  lejislar  en  todos  los  asuntos  de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  hayan  delegado 
espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno  jeneral  (artículo  16),  ni  teniendo 
límite  la  cuantía  con  que  pueden  gravar  los  productos  que  se  iatrodusoan 
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puan  oonsnmo,  ni  lagar  determinado  para  percibir  el  impaeato,  es  claro 
que  htti  podido  lejislar  en  ese  sentido,  tanto  más  cnanto  qne  no  existe  incom- 
patibifidad  ninguna  con  los  incisos  citados* 

SI  parágrafo  1.^  se  encuentra  en  el  mismo  caso  que  el  artículo ;  y  el  pa- 
rfgrafo  2.^,  que  atribuye  a  la  comisión  permanente  de  caminos  la  faonltad  de 
fleñfliar  los  pantos  en  que  debe  verificarse  el  peso  de  las  cargas,  el  nombra « 
miento  de  los  ajentes  i  sus  sueldos,  no  peca  tampoco  contra  los  incisos  antee 
oopifldos  ni  con  otro  de  la  Constitución,  por  hallarse  en  el  mismo  caso. 

Eq  cnanto  al  argumento  de  que  los  Estados  no  pueden  gravar  los  pro- 
doctos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales  antes  de  haber  sido  ofreci- 
dos al  consumo,  e  imponer  sobre  los  productos  que  transiten  por  el  Estado 
án  destinarse  a  su  propio  consumo,  yá  la  Corte  i  el  Senado  han  resuelto  en 
varios  idénticos  casos,  i  fijado  en  principio,  el  sentido  de  los  dos  incisos  en 
referencia;  i  anular  bol  lo  que  por  autoridades  mui  respetables  i  competen- 
tes está  erijido  en  doctrina,  seria  tanto  como  anarquizar  la  lejislacion  y 
poner  a  los  ciudadanos  en  estado  de  no  saber  a  qué  atenerse ;  porque  lo  que 
foera  resuelto  hoi,  seria  anulado  en  el  año  venidero,  i  fácilmente  se  puede 
concebir  a  dónde  iriamos  a  parar  con  tal  procedimiento. 

En  el  presente  caso  la  Corte  se  espresa  de  la  manera  siguiente : 

"En  cuanto  a  los  derechos  llamados  de  consumo  i  peaje,  también  está 
yá  fijada  la  doctrina  constitucional  por  las  dos  corporaciones  encargadas  de 
examinar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados.  Cuando  se  debatió  la  consti- 
tttdonalidad  de  varios  artículos  de  la  lei  259,  espedida  por  la  Lejislatura  del 
Caaca,  por  la  cual  se  establecia  un  derecho  llamado  de  consamo  sobre  las 
mercaderías  estranjeras,  por  el  hecho  de  ser  introducidas  en  el  territorio  del 
Estado  (artículos  que  no  fueron  suspendidos  ni  anulados),  la  Corte  primero 
i  el  Senado  después,  desarrollaron  esta  doctrina :  que  el  impuesto  que  grava 
la  introducción^  grava  la  oferta  al  consumo  ;  que,  como  no  está  esplicada 
ia frase  constitucional  "antes  de  haberse  dado  al  consumo"  por  ninguna  lei, 
no  puede  decirse  con  propiedad  cuándo  empieza  la  jurisdicción  fiscal  de 
ios  Estados ;  pero  como  toda  importación  que  no  se  declare  de  depó- 
rito  debe  suponerse  hecha  para  el  consumo,  es  de  sentarse  como  regla  jene. 
ral,  salvo  declaración  en  contrario,  que  la  mercancía  importada  debe  tenerse 
por  ofrecida  al  consumo  de  toda  la  República,  inclusive  el  Estado  por  cuyo 
territorio  se  hace  la  introducción ;  i  que  si  bien  es  cierto  que  los  Estados  no 
poeden  someter  a  impuestos  las  mercancías  estranjeras  que  no  están  destina- 
das  a  BU  propio  consumo,  no  lo  es  menos  que  por  la  Constitución  tienen  la 
potestad  de  gravar  sin  limitación  alguna,  a  su  juicio,  i  supuesto  que  no  ha 
de  afectar  sino  a  sos  propios  habitantes,  el  consumo  de  toda  especie  de  pro- 
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daooion  indfjena,  i  qne  a  esa  potestad  es  consigoiente  la  de  adoptar  el  ¿8* 
tema  mas  oondacente  para  asegurar  el  cobro  del  impaesto. 

^*  Tratándose  de  noa  leí  del  Canoa,  sobre  rentas  i  contribuciones,  san- 
cionada en  1858,  decia  la  comisión  de  actos  lejisfativos  del  Senado  en  an  in- 
forme de  1867  :  ^Las  mercancías  introducidas  por  la  frontera  del  Ecoador 
que  pasan  a  los  Estados,  de  Antioquia  i  Tolima  para  ser  consumidas  en  ellos, 
pagan  en  el  Cauca  el  derecho  de  consumo,  porque  siendo  los  introdoctores 
negociantes  del  Ecuador  o  del  Cauca,  para  que  éstas  puedan  salir  a  los  Esta- 
dos de  Antioquia  i  Tolima,  se  han  ofrecido  antes  al  consumo  dentro  de  aquel 
Estado.  Si  las  manufacturas  introducidas  del  Ecuador  vienen  a  consamirse 
en  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolima,  primero  se  han  ofrecido  al  consamo 
el  en  Estado  de]  Cauca,  i  en  este  caso  se  ha  cumplido  con  la  condición  del 
inciso  4.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución.' 

**  Esto  es  lo  que  sucede  jeneralmente  con  las  mercaderías  que,  introdu- 
cidas en  Cundinamarca,  son  trasportadas  después  a  Boyacá  i  Tolima;  res- 
pecto de  las  cuales  dan  a  entender  los  peticionarios  que  Cundinamarca  cobra 
un  impuesto  por  el  mero  tránsito.  Para  la  Corte  son  dos  cosas  mui  diversas 
gravar  las  mercancías  por  el  solo  hecho  de  transitar,  ir  de  paso  por  el  terri- 
torio de  un  Estado  i  gravar  mercancías  que  se  introducen  en  el  Estado,  ee 
sitúan  o  almacenan  en  algún  lugar  de  él,  que  jeneralmente  es  un  centro  oo- 
roercial  importante  como  Bogotá,  i  allí  se  venden  a  comerciantes  qne  bien 
pueden  comprarlas,  nó  para  revenderlas  en  el  mismo  Cundinamarca,  sino  en 
Boyacá,  Santander,  Tolima,  el  territorio  de  San  Martin  o  cualquiera  otro 
punto.  No  se  puede  entender  la  disposición  constitucional  de  tal  manera 
que  ponga  a  cada  Estado,  para  poder  gravar  el  consumo,  en  la  necesidad  áa 
aoechar,  por  decirlo  así,  las  mercancías,  siguiéndoles  la  pista  en  una  larga 
'  serie  de  operaciones  comerciales  para  saber  si  se  consumen  definitivamente 
dentro  de  su  territoño,  o  pasan  a  otro  Estado. 

**  Por  lo  tocante  al  peaje,  está  admitido  i  decidido  qne  lo  que  se  paga 
por  el  uso  de  caminos,  puentes  i  cosas  semejantes  en  el  trasporte  de  los  pro- 
ductos que  son  materia  de  impuestos  nacionales,  no  es,  rigurosamente  ha- 
blando, una  contribución,  sino  la  remuneración  de  un  servicio  la  que  los 
Estados  tienen  derecho  a  ezijir,  supuesto  que  haoen  gastos  en  la  oonserva- 
cion  i  mejora  de  las  vias  de  comunicación.  Pedida  la  suspensión  de  una  lei 
de  peajes  de  Cundinamarca,  por  la  cual  se  gravó  con  un  real  cada  carga  de 
sal  de  los  particulares,  el  Senado  declaró  válida  esa  disposición,  fundándose 
[vinoipalmente  en  que  no  se  trataba  del  cobro  de  un  impuesto,  sino  del  pflgo 
de  un  servicio,  i  en  que  si  los  oaminos  no  se  compusieran,  el  consumidor 
pagana  mas  caro  el  producto  por  el  aumento  de  los  gastos  de  conducción; 


como  8d  ve  en  el  informe  del  Procurador  jeneral  diríjído  al  Presidente  de  la 
Unioopara  presentarlo  al  Congreso  de  1872,  sección  titulada  Apremios  em- 
pleadoa  par  la  kjislacion  de  los  Estados  para  el  cobro  de  las  contribucioTiesJ*^ 

Por  las  razones  espuestas,  i  aceptando  las  adacidas  por  la  Corte  Sa- 
prema  federal,  tengo  el  honor  de  proponeros  el  siguiente  proyecto  de 
rasolucion : 

^*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.*  del  arti- 
culo 51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válidos  el  artículo  11  i  sus  dos 
parágrafos  de  la  leí  de  Cundinamarca,  espedida  el  28  de  enero  de  18Y3,  que 
trata  del  impuesto  sobre  las  mercancías  estranjeras. 

<' Comuniqúese  a  quienes  corjresponda  i  publíqnese." 

Honorables  Senadores, 

Rafael  Rodbígtjez. 
Bogotá, ....  de  abril  de  1876. 


Honorables   Senadores. 

£1  mfrascrito  Senador  disiente  de  la  opinión  de  sus  respetables  colegas 

> 

Arboleda,  Martínez  Pardo  i  Cadena,  con  relación  a  la  lei  de  28  de  enero  de 
1873,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislati  va  del  Estado  de  Cundinamarca,  i  la 
cual  lei  trata  del  impuesto  de  peaje  i  consumo  sobre  las  mercancías  es- 
tranjeras. 

Dicha  lei  fué  denunciada  como  contraria  a  varias  disposiciones  consti- 
tucionales. 

Estudiada  la  citestion  por  la  Corte  Suprema  federal,  ésta,  por  acuerdo 
de  2  de  diciembre  de  1874,  declaró  que  no  se  estaba  en  el  caso  de  suspender 
el  artículo  11  i  sus  parágrafos  de  la  citada  lei. 

Estudiado  el  espediente  por  la  comisión  del  Senado,  encargada  de  revi- 
sar los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  hayan  sido 
denunciados  como  contrarios  a  la  .  Constitución  o  a  las  leyes  nacionales,  la 
mayoría  de  dicha  comisión  estimó  que  el  artículo  11  i  sus  parágrafos  denun- 
ciados eran  nulos. 

Mas,  como  el  infrascrito  no  estima  fundadas  las  opiniones  de  la  mayoría, 
de  la  comisión,  i  sí  acepta  como  conoluyentes  las  razones  espuestas  por  el 
sefior  Procurador  jeneral  de  la  Nación  i  por  la  Corte  Suprema  federal,  res- 
pecto de  la  validez  de  las  disposiciones  denunciadas,  se  separa  de  las  con- 
dnsiones  de  dicha  mayoría,  i,  reproduciendo  los  razonamientos  del  señor 
Procurador  jeneral  de  la  Nación  i  de  la  Corte  Suprema  federal,  tiene  el 
honor  de  proponeros  el  siguiente  proyecto  do  resolución : 
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^  El  Senado  de  Plenipotenciarios^  ejerdendo  la  atribndon  5.*  del  artí- 
culo 51  de  la  Constitución,  declara  válidos  el  artfcalo  11  i  sus  parágrafos  de 
la  lei  de  28  de  enero  de  1873,  que  trata  del  impuesto  de  peaje  sobre  las 
mercancías  estranjeras,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 

soberano  de  Cnndinamarca. 

<<  Publíquese,  comuniqúese  al  Gobernador  de  Cundinamaroa  i  devaél* 
vase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  federa)." 

Bogotá,  5  de  mayo  de  1876. 

EmiLiako  Restbepo  E. 


IV. 


VALIDEZ  de  la  leí  de  19  de  enero  de  1872  del  Estado  de  Onndliíamaica. 


VISTA   DEL  PBOCUBADOB  JBNBBAL. 


Sefiores  Majistrados. 

Se  ha  solicitado  la  suspensión  de  la  lei  de  19  de  enero  de  1872,  aclara- 
toria de  la  de  13  de  agosto  de  1869,  sobre  impuesto  directo,  espedida  por  la 
Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundinamaroa. 

El  artículo  1.°  de  la  lei  cuya  suspensión  se  solicita,  dice:  <*La  disposicioQ 
del  'parágrafo  del  artículo  3.^  de  la  lei  de  13  de  agosto  de  1869  no  comprende 
la  idea  de  que  sean  nulas  las  escrituras  de  actos  o  contratos  que  versan  sobre 
fincas  raices,  porque  en  ellas  no  se  baya  hecho  mención  de  haberse  presen- 
tado el  recibo  de  la  contribución  del  distrito,  ni  se  haya  insertado  éste.^' 

El  artículo  3.^  de  la  lei  de  1869  dispone  que  solamente  es  permitido  a 
los  distritos  gravar  hasta  con  el  uno  por  mil  la  propiedad  raiz  sujeta  al  pago 
del  impuesto  directo  que  cobra  el  Estado.  I  su  parágrafo,  al  cual  hace  rela- 
ción el  artículo  1.^  de  la  lei  de  1872,  dice :  <«  El  fisco  del  distrito  gosará, 
para  el  cobro  del  impuesto  que  le  corresponde,  de  los  mismos  privilejios  i 
medios  coercitivos  decretados  por  la  presente  lei." 

El  artículo  33  i  su  parágrafo  de  esta  lei  de  1869  dicen :  <<  Los  notarios 
no  otorgarán  ningún  documento  público  de  venta,  enajenación,  traspaso,  ce- 
sión o  hipotecacion  de  una  finca  raiz,  sin  que  se  les  presente  el  redbo  de  haber 
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pigido  el  último  contado  vencido  del  impuesto,  en  el  cual  se  esprese,  ade- 
muj  qae  la  finca  está  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  por  los  pagos 
anteriores,  i  así  se  espresará  en  el  encabezamiento  de  la  escritora,  copiando 
h^gramente  el  reciba" 

^  Parágrafo*  La  fiílta  de  esta  formalidad  es  cansa  de  nulidad  del  ins- 
tnimento,  sin,  perjuicio  de  la  responsabilidad  del  notario  o  funcionario  pú« 
buco  que  lo  autorice." 

De  este  artículo  i  su  parágrafo  se  dedujo  que  era  preciso  insertar  el 
recibo  del  impuesto  del  distrito,  i  que  cuando  no  se  insertase  en  las  escritu- 
ras, éstas  eran  nulas,  como  lo  eran  cuando  no  se  copiaba  el  recibo  del  pago 
del  impuesto  del  Estado. 

Otros,  i  entre  ellos  varios  notarios,  entendieron  la  lei  en  sentido  con- 
trario, esto  es,  creyeron  que  no  habia  obligación  de  insertar  el  recibo  del 
pago  del  impuesto  del  distrito,  porque  el  artículo  33  era  especialísimo  con 
respecto  al  impuesto  del  Estado,  i  porque  el  pai'ágrafo  de  este  artículo,  pos- 
terior al  artículo  3.^  i  su  parágrafo,  hablaba  en  singular,  pues  decia :  <*  La 
&Ita  de  esta  formalidad,  una  sola,  la  de  no  insertar  el  recibo  del  impuesto 
del  Estado ;  i  que,  ademas,  tratándose  de  anular  documentos  públicos,  esta 
disposicioii  debia  tomarse  en  sentido  restrictivo  i  no  ensancharla  por  deduc- 
doQ  a  otro  caso,  como  el  de  no  insertarse  el  recibo  del  pago  del  impuesto 
del  distrito. 

I  w 

Después  de  espedida  esta  lei  de  1869  i  a  consecuencia  de  las  dudas  que 
presentaba,  se  otorgaron  por  los  notarios  varias  escrituras  sobre  traspaso  de 
fincas  raices,  en  las  cuales  no  se  insertó  el  recibo  del  distrito,  i  esto  dio  lu- 
gar a  que  el  lejislador  cundjnamarqués  en  1872  esplicase  esta  lei  por  medio 
de  otra,  diciendo  que  en  la  disposición  del  parágrafo  del  artículo  8.^  de  la 
Id  de  1869,  no  se  habia  comprendido  el  medio  coercitivo  de  anular  las  escri- 
turas para  el  cobro  del  impuesto  de  los  distritos. 

Es,  pues,  del  caso  examinar  esta  cuestión :  ¿  La  lei  que  esplica  una  lei 
anterior,  se  debe  considerar  incorporada  en  ésta,  i  en  consecuencia,  los  he- 
chos que  tuvieron  logar  en  el  lajyso  de  tiempo  trascurrido  entre  una  i  otra, 
qnedan  sometidos  a  la  intelijencia  que  la  segunda  lei  ha  dado  a  la  primera  ? 

Es  evidente  que  el  lejislador  tiene  &cultad  para  interpretar  i  aclarar  las 
leyes  que  61  ha  dado ;  pero  en  los  paises  como  el  nuestro,  donde  se  ha  san- 
cionado como  seguridad  de  los  derechos  civiles,  que  la  lei  no  tenga  efecto 
retroactivo,  la  inter)pretacion  del  lejislador  solamente  puede  ser  aplicable  a 
los  hechos  que  tengan  lugar  después  de  la  espedicion  de  la  lei  que  aclara  la 
imterior. 

Consentir  en  que  el  Iqislador,  por  via  de  aolaratíos,  vaya  a  someter  los 
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hechos  que  los  asociados  han  ejecatado  ayer  a  lo  que  él  qaiera  hoi  ordenit 
después  de  conocidos  esos  hechos,  encobríendo  el  efecto  retroactivo  con  li 
&oaltad  de  interpretar  la  lei,  equivaldría  a  convertir  el  Poder  LejislatiTaeo 
Poder  Judicial,  i  a  dejar  la  eficacia  de  los  derechos  particulares  a  los  capri- 
chos i  a  las  antipatías  de  una  autoridad  irre$ponsable. 

P6r  tanto,  si  el  parágrafo  del  artículo  8.^  de  la  lei  de  1869  sobre  im- 
puesto,  no  hacia  estensivo  para  la  contribución  de  los  distritos  el  medio 
coercitivo  decretado  para  la  del  Estado  en  el  artículo  38,  correspondía  al 
Poder  Judicial  de  Cun di namarca  resolver,  en  cada  caso  que  se  presentase  ana 
escritura  sin  la  inserción  del  recibo  del  distrito,  si  era  o  nó  nula. 

El  lejislador  de  1872  pudo  aclarar  la  lei,  diciendo,  como  dijo,  qae  ese 
medio  coercitivo  de  la  nulidad  de  los  documentos  públicos,  no  era  aplicable 
al  impuesto  de  los  distritos;  pero  esa  esplicacion  tiene  que  ser  para  lo  por- 
venir, pues  para  los  casos  anteriores  a  la  espedicion  de  esa  lei  de  1872,  es 
únicamente  el  Poder  Judicial  el  llamado  entre  nosotros,  donde  la  lei  no  tiene 
efecto  retroactivo,  a  dar  la  intelijencia  al  mandato  lejislativo  vijente,  caando 
tuvo  lagar  el  hecho  reglamentado  por  él.  Esto  en  cuanto  al  artículo  primero 
de  la  lei  cuya  suspensión  se  ha  solicitado. 

Por  el  artículo  2.^  se  dispone  que  *<  los  documentos  públicos  de  venta, 
enajenación,  traspaso,  cesión  o  hipoteoacion  de  una  finca  raíz  en  los  oaales 
se  haya  dejado  o  se  deje  de  copiar  íntegramente  el  recibo  de  haberse  pagado 

■ 

el  último  contado  vencido  del  impuesto,  con  espresion  de  estar  a  paz  i  salvo 
con  el  Tesoro  del  Estado,  como  lo  dispone  el  artículo  38  de  la  lei  de  13  de 
agosto  de  1869,  serán  válidos  para  todos  sus  efectos,  siempre  que  se  com- 
pruebe que  la  finca  estaba  a  paz  i  salvo  con  el  tesoro  del  Estado,  cuando  se 
otorgó  el  documentó." 

Evidentemente  en  este  artículo  se  comprenden  hechos  anteri(M*eB  a  sa 
espedicion,  pues  se  ocupa  no  solo  de  los  casos  en  que  se  deje  de  copiar  ínte- 
gramente el  recibo,  sino  de  aquellos  en  que  se  haya  de¡}ado  de  copiar;  es 
decir,  que  escrituras  que  con  arreglo  a  la  lei  de  1869  eran  nulas,  se  revali- 
dan, por  mandato  de  la  )ei  de  1872. 

Apesar  de  presentarse  el  punto  de  una  manera«tan  hiriente,  en  el  sea* 
tido  de  la  retroactividad,  el  infrascrito  se  permite  llamar  vuestra  atención  a 
las  reflexiones  que  pasa  a  haceros  considerándolo  bajo  otro  aspecto,  pues 
estima  de  grande  utilidad  que  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  se  ocupen  en  di- 
lucidar ciertas  cuestiones  i  en  emitir  su  opinión  acerca  de  ellas,  pues  eso 
servirá  para  fijar  el  verdadero  alcance  del  artículo  24  de  la  Oonstitacion 
nacional,  en  materia  tan  delicada  como  la  retroactividad  de  las  leyes. 

La  lei  Gundinamarquesa  de  1869  sobre  impuesto,  al  estableoeroomo 
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niifidtd  de  los  documentos  públicos  la  de  no  insertarse  en  ellos  el  recibo 

integro  d^l  pago  del  semestre  vencido,  con  la  espresion  de  estar  el  contrünh 

ytnUapaz  i  ealvo  con  el  JEstado^  no  faé  para  dar  garantías  a  los  otorgantea 

de  dichos  documentos,  ni  para  evitar  engaños  entre  ellos,  ni  perjuicios  a 

terceros  a  quienes  pudiera  interesar  lo  estipulado  por  los  contratantes.  La 

iei  de  1869,  como  su  título  lo  .indica,  era  puramente  fiscal,  i  su  esdusivo 

objeto,  al  disponer  que  se  considerara  como  causal  de  nulidad  la  no  inserción 

del  recibo  con   sus  agregados,  fué  crear  un  medio   coercitivo  para  el  cobro 

de  las  contribudones  entera  i  completamente  en  favor  del  fisco  del  Estado. 

Ahora  bien  :  si  la  Iei  de  1869  co  era  una  Iei  civil  que  creaba  derechos 

entre  los  particulares,  sino,  como  se  acaba  de  indicar,  una  loi  que  creaba  un 

privilejio  para  el  fisco  del  Estado,  el  lejislador  ha  podido  renunciar,  a  nom- 

hre  del  fisco  a  dicho  privilejio,  i  decir  en  una  Iei,  como  dijo  en  la  de  1872, 

qoe  aiempre  que  se  comprobase  que  la  finca  sobre   que  versaba  la  escritura 

estaba  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  al  tiempo  de  otorgarse  dicha 

esorítora,  la  declaraba  válida  para  todos  sus  efectos. 

¿  Cuál  derecho  individual  se  ataca  con  esta  declaratoria  del  lejislador 
reDondando  a  un  privilejio  fiscal  para  que  los  actos  i  contratos  que  los  par- 
iicalares  han  hecho  constar  en  documentos  públicos,  no  sean  analables  por 
ana  causal  que  depende  únicamente  de  ese  privilejio  para  el  cobro  del  im- 
paesto?  Ninguno  absolutamente,  puesto  que  no  debe  suponerse  que  se  va  a 
hacer  otorgar  un  documento  público  para  tener  mas  tarde  el  placer  de  anu- 
larlo; i  cuando  los  otorgantes,  teniendo  capacidad  para  obligarse,  lo  suscri- 
beo,  es  porque  en  él  bascan  una  garantía  para  sus  derechos.  De  suerte  que 
atiolar  na  instrumento  público  por  la  razón  sola  de  que  el  fisco  debe  tener 
ese  medio  coercitivo  para  cobrar  el  impuesto,  lejos  de  dar  seguridad  con 
ello  a  las  obligaciones  que  voluntariamente  se  han  impuesto  los  particulares 
entre  si,  es  presentar  a  los  que  sean  de  mala  fe  un  medio  para  volverlas  ilu- 
sorias, hurlando  las  esperanzas  de  los  que  vivian  confiados  en  las  promesas 
contenidas  en  un  documento  autorizado  por  un  notario  público. 

La  Iei  de  1872  dice  que  si  la  finca  estaba  a  paz  i  salvo  con  el  tesoro  del 
Estado  al  tiempo  de  otorgarse  la  escritura,  entonces,  aunque  no  se  haya  in- 
sertado el  recibo  conteniendo  la  espresion  de  estar  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro 

del  Estado,  ésta  sea  válida  para  todos  sus  efectos.  Despoes  de  compro- 
'  barse  que  nada  sé  adeudaba  al  Tesoro  del  Estado  cuando  se  otorgó  el  docu- 
mento, ¿no  podrá  el  fisco. renunciar  a  que  se  declare  nulo  el  documento,  ima 
^ez  qtiQ  la  causal  de  nulidad  tenia  por  único  fundamento  el  de  darle  un  me- 
dio coercitivo  para  cobrar  lo  que  se  le  adeudaba  f  Es  un  principio  de  dóre- 
lo que  cada  cual  puede  renunciar  lo  que  es  suyo,  i  si  en  el  caso  en  cuestión 


—  X02  — 

renonoia  no  perjadioa,  sbo  por  el  contrario,  afianza  derecho  de  tercero, 
no  seria  josto  ni  equitativo  estender  el  principio  de  la  no  retroacúvidad  de 
la  lei  hasta  el  panto  de  imposibilitar  al  lejblador  para  hacer  ana  renonda  de 
la  especie  de  la  qae  se  trata. 

Con  mocha  filosofía  dice  Escriche :  para  que  haya  retroactividad  en  la 
lei,  se  reqaiere  el  concurso  de  dos  circanstancias  :  1/  qae  la  lei  Tuelva  so- 
bre lo  pasado  i  lo  made ;  2.^  que  vaelva  i  lo  mude  en  perjuicio  de  las  per- 
sonas que  son  objeto  de  sus  disposiciones. 

En  conclusión,  el  infrascrito,  por  los  motivos  que  deja  espuestoe,  soli- 
cita de  ese  Supremo  Tribunal  que  suspenda  el  artículo  1.^  de  la  lei  de  19  de 
enero  de  1872,  en  la  parte  que,  para  hechos  anteriores  a  su  espedicion,  ordena 
cómo  se  ha  de  entender  el  parágrafo  del  artículo  3.^  de  la  lei  de  13  de 
agosto  de  1869 ;  i  que  la  disposición  contenida  en  el  artículo  2.^  de  la  citadt 
lei  de  1872  no  debe  suspenderse,  por  no  ser  sino  la  renuncia  de  un  privilejio 
fiscal  que  el  Estado  ha  tenido  derecho  para  hacerla  en  la  forma  que  en  este 
artículo  la  hizo. 

Bogotá,  julio  28  de  1874. 

Bavon  GóacBz. 


ACUXBDO  DB  UL  COBTE  SUFBEMA* 

£1  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  que  eo 
el  ^*  Libro  de  acuerdos,''  de  la  pajina  treinta  i  ocho  a  la  cuarenta  i  do8,  lui 
uno  que  a  la  letra  dice : 

En  Bogotá,  a  ocho  de  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  ddl 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Yillamizar  O.,  i  demás  8efi(H 
res  Majistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  César  Contó,  Joaé  M. 
Rojas  Garrido  i  Manuel  M.  Ramírez. 

Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  que  ha  elevado  Camilo  A.  Ecbe- 
verri  para  que  se  suspenda  la  ^<  lei  de  19  de  enero  de  1872,  aclaratoria  de 
la  de  13  de  agosto  de  1869,  sobre  impuesto  directo,"  espedida  por  la  AeBflir 
blea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca. 

I!l  señor  Majistrado  doctor  Corrales  presentó  el  siguiente  proyecto  ¿0' 
resolución : 

<<  Camilo  Antonio  Echeverri,  en  ejercicio  del  derecho  que  el  artículo  1t 
de  la  Constitución  nacional  concede  a  los  ciudadanos,  ha  pedido  a  esta  Corte 
Suprema  que  decrete  la  suspensión  del  acto  lejislativo  del  Estado  soheraDO 
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de  Cimdiñainaroa,  cayo  tfttdo  es :  <  lia  de  19  Ae  enem  áe  18Y2,  aclaratoria 
de  la  de  13  de  agosto  de  1869,  sobre  impuesto  directo,'  por  ser  contrario, 
eo  ra  concepto,  al  artícnlo  24  de  la  Oonstttnoióñ  nacional. 

<«BiPmcnrador  d^  Estado,  a  qnien  se  )e  pasó  en  informe  la  petí- 
don  de  Echeverri,  lo  produjo  con  fecha  22  de  janio  últimóen  los  slgnientes 
(érmaos:  \ 

*  El  señor  doctor  Camilo  A«  Echeverri  ha  ocnrrido  ante  la  Saprema 
Corte  federal  solicitando  la  suspensión  de  la  lei  de  este  Estado,  de  19  de 
eoerode  1872  aclaratoria  de  la  de  13  de  agosto  de  1869,  sobre  impaesto 
directo,  i  cumpliendo  con  el  deber  legal  que  tengo  de  informar  sobre  el  asun 
to,  k>  hago  de  la  manera  siguiente : 

<Enmi  concepto,  la  disposídíon  del  articulo  1/  de  la  lei  de  1872,  refor- 
ma el  38  de  la  de  1869,  con  lo  que  viene  a  producir  efecto  retroactivo  res- 
pecto  de  los  instrumentos  públicos  que  se  otorgaron  en  el  tiempo  trascurrido 
entre  ¡as  fechas  de  las  dos  leyes  citadas,  sin  la  formalidad  indispensable  de 
iDsertar  en  ellas  los  recibos  por  contribución  directa, 

*  Ed  vista  de  estas  observaciones  tiene  que  convenirse  necesariamente 
en  qae  el  articulo  1.^  de  la  lei  de  1872  es  contrario  a  lo  dispuesto  en  la 
Constitución  nacional,  que  prohibe  que  a  las  leyes  se  les  dé  efecto  re- 
troactivo.' 

^Sustanciado  el  asunto  por  los  trámites  que  establece  el  Código  Judicial 
de  la  Union,  el  Procarador  jeneral  de  ésta,  en  su  vista  de  fecha  28  de  julio 
últinío,  que  se  halla  publicada  en  el  Diario  Ofíciiü  número  8225,  coadyuva 
lasolidtud  de  Echeverri  en  cuauto  se  refiere  al  articulo  1.^,  i  nó  al  articulo 
2.°  de  la  lei  acusada,  coya  parte  dispositiva  se  inserta  a  continuación : 

*  Articulo  1.°  La  disposición  del  parágrafo  del  articulo  3."^  de  la  lei  de 
13  de  agosto  de  1869,  no  comprende  la  idea  de  que  sean  nulas  las  escrituras 
de  actos  o  contratos  que  versan  sobre  fincas  raices,  porque  en  ellas  no  se 
haya  hecho  mención  de  haberse  presentado  el  recibo  de  la  contribución  del 
distrito,  ni  se  haya  insertado  éste. 

*  Articulo  2/  Los  documentos  públicos  de  venta,  enajenación,  traspaso, 
oesion  o  hipotecacion  de  una  finca  raiz  en  los  cuales  se  haya  dejado  o  se 
deje  de  copiar  integramente  el  recibo  de  haberse  pagado  él  último  contado 
vencido  del  impuesto,  con  espresion  de  estar  la  finca  a  paz  i  salvo  con  el  Te* 
loro  del  Estado,  como  lo  dispone  el  articulo  33  de  la  citada  lei,  serán  váli- 
dos para  todos  sus  efectos,  ñempre  que  se  compruebe  que  bi  fiuca  estaba  a 
fss  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  cuando  se  otorgó  el  documento. 

*  Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  exime  de  responsabilidad  a  los  fon- 

cioaami  que  hayan  intervenido  en  el  otorganiento  de  taifss  documentos. 

18 
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«Parágrsfr.  B  eouptobite  de  que  baUt  eite  tiifoola  será  rf  fecib(^ 
espedido  por  el  lespeolivo  reeandador  eo  ejeroieio,  i  yiaedo  por  el  Adminii' 
irador  depertameiiUil  de  OMnenda,  ooq  reíbiwrá  n  le  eoenta  rendida  por 
iqaéif  o  e)  reeibo  eepedido  pw  este  ¿Itíiiio  empleado^  A  ye^h  ouefita  erta* 
Tiese  ioeorporada. 

^Artíoiilod**  Derógaae  el  parágrafo  del  arttcnlo  9a  de  laleítoi» 
«tada.> 

^  Aniee  de  la  espedioieo  de  ka  dispoeioioiiea  que  se  dejas  cojpitdas,  el 
Poder  Jadknal  del  Estado  aoberano  de  Cuadinamarca  podia  interpretar,  i 
habri  interpretade  qoíaaa  la  lei  de  la  de  agosto  de  1809^  como  lo  eonaideraia 
i  haya  considerado  en  jostida,  según  loa  términos  en  qee  estaba  redactadi 
i  las  re^as  de  apücaeíom  éeí  Derecho ;.  pero  el  articalo  1/  de  la  de  187) 
&}6  la  intelijencia  precisa  que  los  tribanales  i  jaeces  deben  dar  al  artftnkh 
d/  de  la  de  Id  de  agosto-  de  1860,  a  pesar  del  jnioio  a  opinión  que  ea  lea- 
tido  contrario  pedieran  formar,  segan  su  redeoeion,  en  lo  cual  hai  etedo 
retroactivo  respecto*  de  laa  escriinrae  de  actos  o  contratos  qae,  venaodt^ 
sobre  fincas  raices,,  se  hayan  otorgado  despnes  de  dicha  lei  de  1869  i  áotei 
de  la  de  1&?2 ;  pneapor  ésta  qoedan  los  jaéoea  obligados  a  entender  aqaelli 
lei,  tratándose  de  las  esoritoraa  de  dichos  actos  e  contrates,  de  la  manen  • 
como  lo  ha  detertninado,  no  debiéndose,  por  consiguiente,  tener  en  eaenta  li» 
disposiciones  que  rejian  teicam«ite  cuando  esas  eseñturáa  se  otorgaroo. 

^  En  eiíanto  al  articule  2.%  la  Corte  oonudera  inconstttuoioDal  la  pri- 
mea parte  de  é),  pues  por  ella  se  dispone  que  sean  yilidos,  para  todos  su 
efectos,  loa  documentos  piblicos  en  loa  cuales  $e  haya  dejado- á^  copiar  fate- 
gramente  el  recibo  de  haberse  pagado  el  último  contado  yenmdo  del  ¡tt- 
pnesto^  con  eapresion  de  estar  a  paa  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado,  oomo 
lo  prescribió  el  articulo  dd  de  la  lei  de  IS  de  agosto  de  1869^  <  sobre  io^ 
puesto  directo.* 

^  No  se  puede  disputar  el  dereého  amplio  que  los  Estadoa  tieaen  ptfi 
establecer  las  ritualidadea  precisas  que  den  a  los  contratos  la  valides  i  efiet- 
eia  necesarias  según  su  naturaleza ;  pero  esas  £>rmalidade8  han  de  preecri^ 
birse  árUee  i  do  después  de  otorgados  diehoa  contratos.  De  manera  q ae 
el  lejislador  aumenta  o  disminuye  el  n&mero  de  talca  formalidades,  o 
suprime  enteramente,  la  disposición  en  ningún  caso  podrá  referirse  a  I 
hechos  cumpKdoa  sino  a  los  futuros.  En  el  caso  que  se  examina,  es 
evidente,  que  la  disposieioD  trata  no  solo  de  los  documentos. que  deq>06B  d 
BU  fecha  se  otorguen  ante  loa  notarios,  sino  de  los  que  se  hubiesen  an 
»tdo  desde  el  IS  de  agosto  de  1869.  hasta  el  19  de  enero  de  1872,  i^ en  I 
cuales,  par  aualíuiir  vioüe^,  se  hubiese  omitido  copiar  el  redbo  del  í 
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pveBto;  i  por  lo  qae  hace  a  los  doeameatoe  soaoritoa  en  este  periodo  de 
tíoDpo,  la  leí  mira  para  atrás  i  pretende  darle  efeoto  retroactivo»  oontra- 
liaDdo  así  el  artículo  24  de  la  Oonstitncion,  qae  dice :  *  INIngana  diepoai- 
don  lejidativa  tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  Jeneral  ni  en  el  de 
ios  Estados,  esoepto  en  materia  penal,  cuando  la  lei  posterior  imponga  me- 
nor pena.' 

<(Cierto  es,  como  lo  dice  el  señor  Preourador  jeneral  de  la  Nadon,  que 
esda  cual  puede^renanciar  a  lo  qne  es  suyo  o  le  corresponde^  i  que,  estimán- 
dose como  se  puede  estimar  el  medio  coercitivo  establecido  en  favor  del 
fisco  del  Estado  por  el  artículo  33  de  la  lei  de  13  de  agosto  de  1869,  como 
na  privi^ijio  puramente  fiscal,  el  Estado  soberano  de  Oundinamarca  pudo 
renonciarlo,  como  lo  ha  hecho,  por  medio  del  artículo  8.*  de  la  lei  acusada. 
Peio  la  aceptación  de  esta  doctrina,  así  como  su  completa  conformidad  con 
el  texto  constitucional,  dependerán  de  la  circunstancia  de  que  al  renunciarse 
un  privilejio  fiscal,  la  renuncia  no  influya  mas  o  menos  directamente  en  el 
goce  de  los  derechos  i  en  la  seguridad  de  las  obligaciones  civiles,  que  son 
eorrelativo8«  El  artículo  2«*  citado  produce  las  dos  drcunstandas  que  <  Es- 
criche'  puntualiza  al  tratar  de  la  retroactividad  de  las  lej;es ;  porque,  en 
primer  lugar,  el  artículo  muda  lo  pasado,  convirtiendo,  según  él,  en  válido 
lo  que  tal  vea  deba  considerarse  nulo  conforme  a  la  lei  de  1869 ;  i  porque, 
ademas,  vuelve  i  muda  lo  pasado,  quizá  en  perjuicio  de  las  personas' que, 
por  haber  otorgado  los  documentos  respectivos  en  el  tiempo  trascurrido 
entre  las  fechas  de  las  dos  leyes,  son  objeto  de  dicha  disposición,  haciendo 
que  las  obligaciones  que  tal  vez  pudieran  considerarse  nulas^  acaso  se  repu- 
ten €jkae€8^  no  ya  por  el  consentimiento  actual  de  los  contratantes,  sino 
por  mandato  de  la  lei. 

'^Por  tanto,;la  Corte  Suprema  federal,  administrando  justicia  en  nom 
bre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  ejerdendo 
la  ftcaltad  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  sus- 
pende los  efectos  del  artículo  l.«  i  del  primer  acápite  o  periodo  del  artículo 
2.^  de  la  susodicha  lei  de  19  de  enero  de  1872,  en  cuanto  se  refiere  a  los 
eontratos  celebrados  en  las  notarías  antes  de  la  fecha  de  su  sanción,  i  de- 
dará  válida  la  parte  restante  de  la  misma  lei. 

*<  Agregúese  copia  de  esta  resoludon  al  espediente,  que  se  pasará,  al 
Senado  de  Flenipotendarios;  publíquese  en  el  Diario  Oficial^  i  envíese  otra 
eoina  al  Gobierno  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  para  los  efectos 
Isgales  subsiguientes.*' 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto^  la  Corte  lo  aprobó  por  una- 
nimidad. 


í  como  no  habfert  otro  «nnto  de  qué  oonparw,  «e  cODCÍuyó  Af^ 
«ente  aoaerdo,  qae  firman  el  señdr  MaJBtradQ  Presidontei  demás  sefiom 
Mfljistrados  con  el  infraaorito  Secretario. 

El  Presidente  JosÁ  H-  Villamizab  O. — ^Manubl  Eza^uisl  CoebII 
Lss — ^CissAB  Coitro — Manuisl  M.  RA]dBEz-^oa¿  M.  Rojas  GABaiDO—F 
Secretario,  Hc^ael  M  SarUander. 

Ea  copia  oonformc-^ogotá,  24  de  agosto  de  1874. 

fil  Sooretarío,  Eafad  JBL  Santander. 


IxFOBlkCES  I>S  LA  COKISIOir  IKSPSCTOBA. 

Oiudadanos  Bens^doree. 

Ocurrió  ante  la  Corte  Suprema  federal  el  señor  Camilo  A.  Ecbereí 
solicitando  la  suspensión   de  los  artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  espedida  poT|| 
Asamblea  del  Estado  de  Cnndinamarca  en  19  de  enero  de  18729  adaratol 
de  ia  de  13  de  agosto  de   1869,  sobre  impaesto  directo,  por  oonsiderari 
con  efecto  retroactivo,  i  por  16  mismo,  contrarios  al  precepto   que  se 
tiene  en  el  artículo  24  de  la  Oonstitacion  nacional,  en  cnanto  oonsa| 
principio  de  que  "  ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retí 
en  el  Gobierno  jen  eral  ni  en  el  de  los  Estados;  escepto  en  materia  penal,  ci 
la  lei  posterior  imponga  menor  pena ;  ^'  copólnyendo  el  solioitante  oon 
palabras:  «'Pero  como  dicha  lei  pudo  sei;becha  i  fabricada  con  el  objeto] 
validar  algunas  escrituras  nplas,  estendidas  sin  respeto  a  la  lei  de  1869, 
atrevo  a  suplicaros,  que  al  decretar  su  suspenñon,  os  digneis  manifestar  qjj 
las  escrituras  i  documentos  públicos  otorgados  contra  la  lei  de  1869,  i  ánl 
de  la  de  1872  que  dejo   citadas,  son,  conforme  al  artículo  83,  inadmiffll 
como  prueba,  i  nulos  i  de  ningún  valor.^' 

Dada  audiencia  al  Procurador  del  Estado  i  al  jeneral  de  la  IsTadion, 
los  términos  que  prescribe  el  capítulo  X,  título  11,  libro  2/  del  Código 
dicial  de  la  XJnion,  el  primero  coadyuvó  aquella  petición,  fundándose  en  quei 
en  su  concepto,  la  disposición  del  artículo  1.^  de  la  lei  de  1872  reforma  el 
33  de  la  de  1869,  con  lo  que  viene  a  producir  efecto  retroactivo  respecto  i 
los  instrumentos  públicos  que  se  otorgaron  én  el  tiempo  trascarrido  entr* 
las  fechas  de  las  dos  leyes  citadas,  sin  la  formalidad  indispensable  de  inserta 
en  ellas  los  recibos  por  contribución  directa. 

El  Procurador  nacional,  admitiendo  también  la  retroaotrridad  de  la 
dilQ)Osiciones  legales  cuya  suspensión  fué  solicitada,  ooloc6  la  cneotion  e 
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otioteireoo:  eldeqae  lalei  ooQciinamArqaQáa  de  .1860,  sobreí  impuesto, 
al  establecer  como  naiidad  d^e  loi  doeaioentog  públicos  la  d^.  xji,o  inq^t^se 
en  elltt  el  recibo  lotdgso  del  pago  del  semeatre^  veacido,  coa,la  espresioo  de 
esUr el ooatnbnjeate  k  pasi aalYO  ooii  el JB^stado^  no  fué  para diar  gangitías 
a  los  otorgante»  de  dichos  dooomeiitoe,  já  para  e^vitar  engaños  entre  ellos, 
ni  perjuicios  a  tercero,  a  qaienes  pudiera  interesar  lo  estipulado  por  los  co|^* 
tratantes.  Esa  iei,ii)oma  ¿n  título  lo  indiioa,  ^r^  p^r^ente  Q^oal,  i  su  esclu- 
8170  objeto,  al  disponer .  que.  se  ooañderara  <H>iPO:  causal  de.  nulidad  la  no 

• 

Wrcion  del  recibo  con  soa  agregados,  fué  oreai^  un  medio  coercitivo  para  el 
eobro  de  las  contribncioaes,  entera  i  oonipletamente,  en  favor  del  fisco  del 
Estado.  I  que  si  dicha  lei  de  1869  no  era  analei  civU  que  qreaba  derechos 
entre  los  particulares,  sino,  como  ae  acaba  dA  indicar,  una  lei  que  creabf^  un 
prívilejio  para  el  fisco  del  Estado,  el  lejislador  l)a  podido  renuncia^,  a  nombre 
del  fisco,  a  dicho  privilegio,  i  decir  en  una  lei,  co^  dijo,  en  la  de  1872,  que 
siempreqaese  comprobase  que  la  finca  dob^e  que  versaba  la  escritura  estaba 
a  paz  i  salvo  con  el  tesoro  del  Estado  al  tiempo  deiotorgarse  dicha  escritura, 
la  declaraba  válida  para  todos  sae  efectos ;  sin  que,  por  esta  declaratoria  del 
lejislador,  renanciando  a  na  prívileji^  fiscalv  ae  ataque  ningún  derechp  indi' 
Tidual;  terminando,  por  lo  mismo,  en  aoÜeitar  la  suspeiision  del  artículo  1,^ 
ie  la  lei  cnndinamarquesa  de  19  de  enero  de  1872,  en  1^  parte  que  para  he- 
dos  anteriores  a  su  espedicion  ordena  cómo  se  ha  de  entender  el  parágrafo 
iel  artículo  8.^  de  la  citada  lei  de  13  de  agosto  de  1869,  i  que  la  disposición 
eontenida  en  el  artículo  2.°  de  la  dtada  lei  de  1872,  no  debe  suspenderse, 
por  no  ser  sino  la  renuncia  de  un  prívilejio,  fiscal  que  el  Estado  ha  tenido 
derecho  para  hacerla  en  la  forma  que  en  este  articulo  la  hizo. 

La  Corte  Suprema  federal,  aceptando  que  la  memorada  lei  de  19  de 

enero  de  1872,  en  el  artículo  1.^  i  en  la  parte  primera  del  artículo  2.°,  pro- 

\  dace  efectos  retroactivos^  la  suspendió  en  acuerdo  de  8  de  agosto  del  ano 

pasado,  pues  aanque  admitió  en  parte  como  cierta  la  doctrina  desarrollada 

en  la  vista  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  no  estimó  que  era  de 

aplicación  estricta  al  caso  cuestionado,  por  cuanto  que  ya  quedaban   com- 

frendidos  derechos  de  partioularea»  resultantes  de  la  violapion  de  un  pre- 

to  legal  preestablecido,  que,  aunque  se  le  considere  puramente  como  un 

ilejio  fiscal,  no  por  eso  ha  dejado  de  refluir  sobre  derecho  de  tercero, 

ndando  lo  pasado  i  oonvirtiendo  en  válido  lo  que  tal  vez  deba  considerarse 

>ilo  conforme  a  la  l^i  de  1869 ;  i  porque,  ademas,  vnelve  i  muda  lo  pasado, 

#á  en  perjuicio  de  ku  personas  que,  por  haber  otorgado  los  dQcumentos 

'CBpeotivos  en  el  tiempo  trascurrido  entre  las  fechas  de  las  dos  leyes^  son 

^jeto  de  dicha  diaposioioni  hacijWido  que  1^'  obligaciones  que  quizá  pudie- 
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nm  oontidenne  nutas^  aouo  t^  reputen  efioaces,  no  ya  por  él  oomentinikDlo 
actual  de  los  cootratantee,  sino  por  mándalo  de  la  lei. 

Venido  el  aaonto  al  Senado,  para  los  efectos  del  artículo  72  de  la  Coos- 
titndon  federal,  toca  a  vaestra  comisión  de  inqieecion  de  aotos^lejialatiyos  de 
los  Estados,  prepararlo  con  él  informe  respectivo  i  el  proyecto  de  rMoIoeioo 
qQ#  a  su  jaioio  debáis  dictar. 

Para  ello,  i  a  fin  de  Adlitar  el  conodnáento  de  la  coestion,  empieía  por 
presentaros  textualmente  las  disposiciones  legales,  i  sus  referentes,  oaya  su- 
pensión  faé  solicitada  ante  la  Corte  Suprema  federal. 

Las  de  la  lei  de  19  de  enero  de  1872,  aclaratoria  de  la  de  18  de  agoito 
de  1860,  sobre  impuesto  directo,  son  estas : 

*<  Art.  1.^  La  disposidon  del  parágrafo  del  artfcolo  8.^  de  la  lei  de  13 
de  agosto  de  1869,  no  comprende  la  idea  de  que  sean  nulas  las  eseritaraade 
actos  o  coniratos  que  Tersan  sobre  fincas  raíces,  porque  en  ellas  no  se  haya 
hecho  mendon  de  haberse  presentado  el  redbo  de  la'contribndon  del  d»- 
trito,  ni  se  haya  insertado  ¿ate.  ' 

**  Art.  2.^  Los  documentos  pAblioos  de  Tenta,  enajenadon,  traspaso, 
cesión  o  hipotecadon  de  nna  finca  raía,  en  los  cuales  se  haya  dejado  o  se 
deje  de  copiar  íntegramente  el  recibo  de  haberae  pagado  d  ¿Itimo  ooatado  . 
venddo  del  impuesto,  con  espresíon  de  estar  la  finca  a  paz  i  salvo  con  el 
tesoro  del  Estado,  como  lo  dispone  el  artículo  88  de  la  citada  lei,  seria  cáli- 
dos para  todos  sus  efectos,  siempre  que  se  compruebe  que  la  finca  estaba  a 
paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  cuando  se  otorgó  el  documento. 

*<  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  exime  de  r^ponsabilidad  a  los  fbs- 
cionarios  que  hayan  intervenido  en  el  otorgamiento  de  tales  docnmesU». 

^'Parágrafo.  El  comprobante  de  que  habla  este  artículo  será  el  recibo 
espedido  por  el  respectivo  recaudador  en  ejercido,  i  visado  por  el  Admisis- 
trador  departamental  de  Hadenda,  con  referenda  a  la  cuenta  rendida  por 
aquél,  o  el  redbo  espedido  por  este  último  empleado,  d  ya  la  cuenta  eaio- 
viere  incorporada. 

^'Art.  3.°  Derógase  el  parágrafo  del  artículo  83  de  la  lei  antes  citada." 

I  las  disposidones  referentes  de  la  lei  cundtaamarquesa  de  13  de  agosto 
de  1869,  sobre  impuesto  directo,  están  así  concebidas : 

^«  Parágrafo  único  del  artículo  9.^  El  fisco  del  distrito  gosará,  para  al 
cobro  del  impuesto  que  le  corresponde,  de  los  mismos  privilejios  i  medios 
coerdüvos  decretados  por  la  presente  lei.'' 

<<  Artículo  83.  Los  notarios  no  otorgarán  ningún  documento  púbKoo 
de  venta,  enajenadon,  traspaso,  cesión  o  hipotecadon'  de  una  finca  rafsi  aia 
que  se  les  presente  el  redbo  de  haber  pagado  d  último  contado  venoido  dal 
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iáinmto,  en  el  oaal  se  esprese,  ademas,  que  la  finoa  esti  a  paz  i  sahro  con  «i 
tesoro  del  Estado,  por  los  pagos  aoterioree^  i  así  se  eepresaiá  en. el  encabe* 
aanueato  de  la  escritnra,  copianido  íntegraraenlie  ^  recibo. 

«Parágrafo.  La  íalta  de  esta  fonBalfdad  es  oáosa  4en«lidad d:el  mstm- 
mentó,  rin  petjaicio  de  la  req)onsaIñlidad  4el  notario  o  Amoíonario  público 
^e  lo  aatorice.^  ^ 

Aunque  es  cierto  que  disposioiones  legislativas  de  los  Estados  de  k  na. 
tanleza  délas  que  qnedan  copiadas,  noaon'^ezeqaibles,  segna  la  opinión  del 
Senado  de  Plenipotenciarios,  espresada  en  80  de  mayo  del  affo  ^le  1874,«- 
caindo,  centra  la  dé^la  Corte  Soprema  federal,  declaró  nn(o  i  de  ningon  valor 
lo  diflpaesto  en  el  artfcnlo  18  de  la  lei  49  de  Boyadt,  de  i  de  setiembre  de 
1869,  «qae  adiciona  i  reforma  las  leyes  28  i  29,**  per  ser  contoario  al  indeo 
12,  artfoalo  15  de  la  misma  Constitución,  qne  garantiza  el  deredho  de  obte- 
ner pronta  resolscioa  en  las  peticiones  qae  por  escrito  dirijan  los  particnla* 
res  a  tosfoncionarios  públicos,  también  es  verdad  qne  ahora  no  bal  para  qni 
ezamioar  la  oonstituoionalidad  de  dichas  disposidones,  ñno  únicamente  si 
Itt  qoe  las  espHcan  i  derogan  tienen  efecto  retroactivo,  qae  es  el  carácter 
ooH  qae  se  las  acusa  de  contrarias  al  aitfcuh)  24  de  la  Constítocion  federal* 
Este  principio  de  la  no  retroaotividad  de  las  leyes,  oonsignado  en  nues- 
tra carta  fundamental  al  organizar  los  poderes  públicos  de  la  federadon,  des- 
paee  de  garantizar  los  derechos  individuales  o  inmanentes  de  los  colombia- 
nos, entre  ellos  la  propiedad,  i  de  reservarse,  por  virtnd  de  ese  pacto  de 
onion,  los  Estados  la  lejislaoion  civil  i  penal  en  toda  sa  amplitud,  según  el 
artículo  16,  que  establece  que  <^  Todos  los  asuntos  de  gobierno,  cuyo  ejer- 
dcio  no  deleguen  los  Estados,  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno 
jeneral,  son  de  la  esclusiva  competencia  de  los  mismos  Estados ; ''  este  pria- 
oipio  de  la  no  retroaotividad,  así  como  está  concebido,  en  términos  abso- 
lotos,  en  el  artículo  24  de  la  propia  Constitución,  no  es  nuevo  entre  nosotros* 
Viene  desde  la  lejislaoion  romana,  lei  7.%  código  JDeUgibua^  fué  establecido 
6Q  todos  los  códigos  de  la  lejislacion  espaSola,  leyes  del  Fuero  Juzgo,  del 
Estilo,  de  las  Partidas  i  de  la  Nueva  BeoopUacion  Castellana,  i  lo  han  con- 
sagrado casi  todas  las  constituciones  que  han  rejido  en  A  país, 

Pero  así  absoluto  como  es  en  su  espresion,  no  es  ni  pnede  serlo  en  sa 
spiioacion,  i  tanto  meaos  ouantp  que  él  no  está  definido  para  determinar  sus 
alcanoes,  ñendo,  por  lo  tanto,  aquí  de  aplicación  estriota  las  notables  palabras 
del  distinguido  jurisconsulto  chileno  don  Eujenio  Vergara,  cuando  id  tratar 
el  asunto  dice;  "Guardémonos,  sinembargo,  de  dar  a  este  prindpio  nna 
importancia  oxajerada.  Desde  luego,  él  no  alcanza  a  obraraobre  el  lejislador 
Quanoi  i  donde  Msalta  soás  de  Ueno  an  independencia  do  aodon  sobro  esta 
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materia,  es  tratándose  do  teyés  éonoernientos  a  la  organüsarioh  polítíea  áú 
Estado.''  I  mas  adelante ;  <' Sí  de  las  lejes  oonstítiteioiíales  pasamos  a  laa 
civiles,  veremos  también  que  el  iejidador  no  carece  de  &ealtad  para  obrar 
sobre  lo  pasado^  ann^o  a  hi  verdad»  en  escala  mas  reducida." 

Si  pues  en  el  artículo  24  de  la  Ooastitucion  nacional,  ál  establecer  qae 
ningana  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Oobiemo  jeno' 
ral  ni  én  el  de  los  Esiadcto,  no  se  definió,  ni  podiá  definirse,  coál  es  ni  en  qné 
consiste  ese  efedo  i^roádkoo;  si  este  principio,  por  su  naturaleza,  i  dd  la 
manera  como  siempre  se  hale  entendido  por  loa  tratadistas  del  derecho  civil 
de  todos  lospaise^  mas  biensé  refiere  al  juez  que  aplica  la  lei  que  nó  al  lejis* 
lador  que  la  espide,  o(m  pod^r  cuasi  omnímodo,  en  nombre  del  pueblo  qae 
representa ;  i  si  ea  esto  de  la  retroactividad  hai  notables  diferencias  entre 
las  leyes  políticas  i  administrativas  i  las  civiles,  porque  aquéllas  se  refieren  a 
la  organización  i  marcha  de  los  poderes  públicos  i  a  sus  medios  i  maneras 
de  funcionar,  i  éstas  solo  dirijen  su  acción  a  determinar,  asegurar  i  dar 
£)rma  a  los  derechos  diviles  de  los  particulares,  es  evidente  que  para  llegar 
a  la  resolución  del  asunto  que  nos  ocapa,  tenemos  que  considerar  estos  ante- 
cedentes i  las  doctrinas  que  sobre  el  particular^  i  con  el  carácter  de  unifor- 
midad, tienen  estableados  esos  tratadistas  del  derecho  civil  universal,  puesto 
que  el  Secado,  al  resolver  este  asunto,  obra  mas  bien  como  juez  que  como 
poder  colejislador. 

Pues  bien^  todos  ellos  están  acordes  en  que,  ^<  para  que  haya  retroac- 
tividad en  la  lei,  se  requiere  conjuntivamente  el  concurso  de  dos  circunstan- 
cias: primera,  que  la  lei  vuelva  sóbrelo  pasado  i  lo  mude;  hogunda,  que 
vuelva  i  lo  mude  en  perjuicio  de  las  personas  que  son  objeto  de  sus  dis- 
posiciones." 

Indudablemente,  en  el  caso  que  examinamos,  la  lei  cundinamarquesa  de 
19  de  enero  de  1872,  aclaratoria  de  la  de  13  de  agosto  do  1869,  sobre  im- 
puesto directo,  muda  lo  pasado,  principalmente  por  medio  de  su  artículo  2.^, 
porque,  según  él,  viene  a  ser  válido  lo  que  antes  era  nulo ;  mas,  no  así  con 
tanta  claridad  respecto  del  artículo  1.%  puesto  que  éste  apenas  so  dirijo  a 
aclarar  i  espiicar  la  intelijencia  del  inciso  único  del  articulo  3.*  de  la  citada 
lei  de  13  de  agosto  de  1869. 

Mas,  al  mudar  lo  pasado,  no  lo  muda  en  perjuicio  de  las  personas  a 
quienes  se  refieren  sus  disposiciones,  que  es  el  otro  requisito  que  los  juriscon- 
sultos señalan  como  necesario  para  que  haya  retroactividad  en  la  lei ;  i  con 
razón,  porque  a  este  principio  se  le  considera  como  conservador  de  las  socie- 
dades i  de  los  derechos  de  los  miembros  que  las  componen.  Si  estos  derechos 
no  sufren  le0ioáalgima*oo&  la  nueva  lei,  la  aplicación  del  principio  es  baldía, 
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fluperflaa  •  innecesaria.  Kada  es  aUolnto  en  el  orden  moral,  del  enal  n^ 
el  orden  dvQ;  pues  la  verdad  misma  tiene.  Sos  límites,  i  Qoafcido  éstos  se .. 
traspasan,  se  entra  en  el'  oampo  del  error  ^  la  ex^jeraoioi^  es  nno  de  los.  atri^ 
botos  del  último. 

Considerando  ahora  más  especialmente  el  verdadero  carácter  de  la  Icd 
acusada  de  qne  nos  ocupamos,  habrá  de  convenirse  en  que  en  ella  solo  se 
trata  de  un  asunto  administrativo  fiscal: ;  i  no,  de  ninguna  manera,  de  deter- 
minar derechos  i  obligaciones  (¿viles  de  los  habitantes  de  Candinamarca :  la 
obligación  impuesta  a  los  contribuyentes  por  el  artículo  33  de  la  lei  de  13 
de  agosto  de  1869,  aqueaqaélla  se  refiere  para  esplicarla  i  aclararla,  de  pre- 
sentar el  recibo  del  impuesto,  sin  el  cual  los  notarios  no  podií^  otorgar  nin- 
gún documento  público  de  venta,  enajenación,  traspaso,  cesión  o  hipoteca- 
cíon  de  una  finca  raíz,  bajo  la  condición  de  ser  nulo  el  documento  que,  se 
otorgara  sin  esta  formalidad ;  esa  obligación  ha  sido, pura  i  simplemente  un 
medio  coactivo  para  hacer  eficaz  el  recaudo  del  impuesto  directo  del  Estsdo, 
medio  estendido  confosamente  para  el  impuesto  del  distrito,  según  la  inteli- 
jenda  que  algunos  dieran  al  parágrafo  del  artículo  3.^  de  la.  memorada  lei 
de  13  de  agosto  de  1869 ;  pero  intolijencia  que  no  estuvo  al  alcance  denlos 
notarios  cartularios  i  de  muchos  abogados  de  Cun.diuamarca,  que  no  creye- 
ron que  era  preciso  insertar  igualmente  en  los  docamentos  el  recibo  de , 
pago  del  impuesto  del  distrito. 

Así  es  qne  nadie  habrá  qne  [pueda  sostener,  con  medianos  visos  de 
razón,  qne  aquella  obligación  de  presentar  uno  o  ambos  de  dichos  recibos 
para  ser  insertados  por  los-  notarios  en  los  documentos  que  otorgasen,  de  las , 
otases  ya  aludidas,  era  una  formalidad  de  carácter  civil,  sustancial  i  esencial 
a  la  celebradoa  i  para  la  validez  del  acto  o  contrato  respectivo,  tales  cooao 
la  capacidad  civil  de  los  contratantes,  el  consentimiento  exento  da  dolo  i  de 
error  de  la  clase  de  los  que  lo  vician,  el  objeto  i  la  causa  lícita  que  dan  lugar 
al  contrato  i  la  materia  o  cosa  sobre^  que  versa. 

No  es,  ni  medianamente  puede  considerarse  qne  esa  obligación  de  pre-  < 
sentar  i  copiar  en  el  documento  el  recibo  de  impuesto,  sea  una  ritualidad  de 
aqnelh»  que  el  derecho  común  exije  o  pueda  ezijir  como  fórmula  o  medio 
esterno  de  comprobar  la  existencia  del  respectivo  acto  o  contrato  civil.  ]^, 
según  queda  dicho,  un  medio  coactivo  para  hacer  eficaz  el  pago  del  impuesto 
directo,  i  nada  más ;  medio  qne,  cumplido  total  o  parcialmente,  o  no  cum- 
plido, no  puede  afectar  directa  ni  indirectamente  las  obligaciones  i  derechos 
contraídos  por  los  contratantes. 

Por  el  contrario,  si  éstos,  obrando  de  buena  fe  i  atendido  el  concepto  ' 
del  respectivo  notario  que  prestó  sú  oficio  para  la  celebración  del  ooiitrato  o 


d«l  sbogido  qne  Im  dirijió  m  el  unato,  dcjanm  de  preeentsr,  i  por 
BO,  omitid  oopurte  «I  recibo  del  impaeeto  del  dútnto,  reipecto  dd  t 
ha  hsUdo  la  claridad  enfioiente  eo  la  primitíra  ló,  ^  no  ee  óerto  que 
(rato  Bnboete  i  debe  labaiatir  delante  de  la  lei  dril,  conforme  a  U  enai  h 
celebró,  «in  qne  tal  omiaioii  de  ana  formalidad  de  oarioter  paramente  tánú- 
Diitratiro  ficoal,  que  no  afecta  en  nada  lo  eeendtl  de  la  eonf endoo,  ni  1* 
dtoadon,  deredioe  i  obiigaoionaB  de  loe  oontraUntes,  indoaos  a  la  nnlidid 
ddaoto,  sinoaolo  porqae  naalei  administrativa  aaí  lo  determina oomemadio 
«o0roitÍTo  del  recando  de  la  oontoibadon  ? 

Laego,  bI  ee  derto,  oomo  lo  aoBtiene  el  seCor  Procurador  nadoul,  qu 
el  lejislador  qna  impnao  eee  medio  ooaotivo,  pa'ede  remitirlo  para  lo  puado, 
oofflo  paede  derogarlo  para  lo  porvemí  ai  lo  eatima  ya  inneoeeario  ¡  auyor- 
tneotfl  ai  por  ia  pooa  daridad  de  la  Id  ae  baa  verífioado  actoa  dviles  qae  i» 
otro  modo  serian  nnloa  oon  perjnido  de  nna  gran  parte  de  los  miembros  da 
la  comanidad.  Fnes  hasta  las  mas  seodllas  reglas  de  interpretadoa  aoo  tf^ 
cablea  en  este  oaao  al  inrooado  prindiño  de  la  no  retroaotívidad  de  las  leyea, 
para  hacer  de  manera  qae  la  de  qae  ae  trata  prodoaoa  los  benéficos  a&cto* 
qne  se  proptuo  el  lei^Iador  oandÍDamarqnés,  evitando  la  rnlna  de  machia 
fi^mili»»  ioocentes  i  cerrando  d  paso  a  innaroerables  litijíos,  dn  otra  ruoQ 
de  ser  qne  la  de  haberse  omitido  nna  formalidad  enpererogatoria,  do  por 
voluntad  de  las  psrtes,  uno  por  ftlta  de  daridad  en  la  Id. 

I  por  último,  es  aqof  la  oportunidad  do  invocar  en  apoyo  de  la  dootii» 
qne  venimos  sosteniendo,  ese  otro  prindpio  de  jaríspradenda  universal,  dt 
qne :  aunque  la  lei  solo  puede  disponer  para  lo  Aitaro,  i  no  tendii  jsmu 
efecto  retroactivo,  nnembargo,  las  leyes  qne  se  limiten  a  dedarar  el  Bentido 
de  otras  leyes,  se  entenderán  inoorporadas  en  éstas ;  pero  no  ofeotarin  ea 
manera  al gnna  los  efectos  do  las  senteodas  jndidales  ejeontoriadu  ensl 
tiempo  intermedio. 

Por  tanto,  vuestra  oomidon  de  inspocdon  de  actos  lejíalativos  de  1<» 
Batados,  tíene  el  hooor  de  ptoponeroa  el  «guisote  proyecto  de  resotaeíon: 

El  Senado  de  Plenipotendarioa,  en  fijerdcio  de  la  atribndon  6.\  artf- 
oitlo  61  de  la  ConsUtudon  nadonal, 


Dedáranse  válidos  todos  los  artfoaloa  de  la  Id  espedida  por  la  Asiai- 
blea  del  Estado  de  Cundinamaroa  i  sandonada  el  19  de  enero  de  167!,  vi*" 
.ratoria  de  la  de  18  de  agosto  de  1809,  sobre  impneeto  directo. 

Poblfqaese  i  oomanfqnese  a  qnienes  corresponda. 
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PtopaeBto  a  la  honorable  Oáiaara  del  Senado  por  loa  infrascritoa  miem- 
bm  de  la  comiflion  de  inipeooton  de  acioe  lejislatívos  de  loa  Eatadoa,  en 
Bogotá,  a. , .  •  de  abril  de  1876* 

GomALO  A*  Tavera— J.  dxl  G.  Rodbíguxe— D.  Yiana-*-Pablo  Aso- 
OMXBA,  —  Firmo,  reoenrándome  presentar  informe  por  separado.— Juuo 
Basbioa. 


Honorables  Senadores.  • 

Bn  compKmiento  del  reglamento  firmé  el  informe  redactado  por  el  I^ono* 
rabie  ae&or  Tavera,  presentado  con  ooaaion  de  la  aolicitad  qae  el  sefior 
Oamflo  A.  Boheverri  hizo  ante  la  Corte  Suprema  federal,  sobre  soapension. 
de  loa  artfcalos  1.^  i  2.^  de  la  lei  de  19  de  enero  de  1872,  aclaratoria  de  la 
de  13  de  agoato  de  1860,  eapedidaa  por  la  Asamblea  Lejialativa  del  Batado 
aoberano  de  Candinamaroa. 

Gomo  no  eatoi  de  acuerdo  oon  muchas  de  laa  razones  presentadas  en 
aquel  informe,  ni  oon  la  parte  resolntiira  del  mismo,  me  veo  en  el  caso  de 
presentar  mi  parecer  por  separado. 

Los  artículos  que  se  han  considerado  contrarios  a  la  Constitución,  son 
los  siguientes : 

*<Art.  1.^  Ladisposidon  del  parágrafo  del  artículo  3.®  de  la  lei  de  13  de 
agosto  de  1869,  no  comprende  la  idea  de  que  sean  nulas  las  escrituras  de 
actos  o  contratos  que  versan  sobre  fincas  raíces,  porque  en  ellas  no  se  haya 
hecho  mención  de  haberse  presentado  el  recibo  de  la  contribución  del  dis- 
trito, ni  se  haya  insertado  éste. 

^<Art.  2.®  Los  documentos  públicos  de  venta,  enajenación,  traspaso, 
cesioD  o  hipotecacion  de  una  finca  raíz,  en  los  cuales  se  haya  dejado  o  se 
deje  de  copiar  íntegramente  el  recibo  de  haberse  pagado  el  último  contado 
vencido  del  impuesto,  con  espresion  de  estar  la  finca  a  paz  i  salvo  con. el 
Tesoro  del  Estado,  como  lo  dispone  el  artículo  33  de  la  citada  lei,  serán 
válidos  para  todos  sus  efectos,  siempre  que  se  compruebe  que  la  finca  estaba 
a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  cuando  se  otorgó  el  documento. 

^  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  exime  de  responsabilidad  a  los  fnn- 
donarios  que  hayan  intervenido  en  el  otorgamirato  de  tales  documentos. 

<^  Parágrafo.  El  comprobante  de  que  habla  este  artículo  aera  el  recibo 
espedido  por  el  respectivo  recaudador  en  ejercicio,  i  visado  por  el  Admi- 
idstrador  departamental  de  Hacienda,  con  referencia  a  la  cuenta  rendida 
por  aquél,  o  el  recibo  espedido  por  este  último  empleado,  si  ya  la  cuenta 
«tu'ñere  incorporada.'' 
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Antes  de  la  espedieion  de  la  lei  qae  eootiene  los  artfoalos  acabados  de  f 


copiar,  rejfan  en  el  Betado,  sobre  la  materia  de  qae  ellos  tratan,  las  dispon-  ' 
clones  siguientes,  de  la  lei  de  13  de  agosto  de  1669  : 

Parágrafo  único  del  artículo  3.*  "Si  fisco  del  distrito  gozará,  para  el 
cobro  del  impuesto  que  le  corresponde,  de  loe  mismos  pririlejios  i  medioa 
coercitivos  decretados  por  la  presente  lei." 

Entre  los  medios  coercitivos  decretados  por  esa  lei,  estaba  este : 

"  Art.  33.  Los  notarios  no  otorgarán  ningún  documento  público  de 
venta, 'enajenación,  traspaso,  cesión  o  hipotecacion  de  una  finca  raíz,  sin  que 
se  les  presente  el  recibo  de  haber  pagado  el  último  contado  ve»cido  del 
impuesto,  en  el  cual  se  esprese,,  ademas,  que  la  finca  está  a  paz  i  salvo  con  el 
Tesoro  del  Estado,  por  los  pagos  anteriores ;  i  así  se  espresará  en  el  eneabe- 
zanúento  de  la  escritura,  copianda  íntegramente  el  recibo. 

"Parágrafo.  La  filltadeesta  formalidad  es  causa  de  nulidad  die)  instru. 
mentó,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  del  notario  o  fundonario  que  loi 
autorice." 


Tenemos,  pues,  que  de  acuerdo  con  el  artículo  39  de  la  lei  de  1869,  son 
nulas  las  escrituras  de  venta,  enajenación,  traspaso  o  hipotecacion  de  una 
finca  raíz,  cuando  en  el  encabezamiento  de  la  escritura  no  se  espresa  que  la 
finca  está  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado,  i  no  se  copia  íntegramente 
el  recibo  del  pago  del  último  contado  del  impuesto.  Tenemos,  ademas,  que 
según  el  parágrafo  del  artículo  3.*,  los  distritos  gozan,  para  el  cobro  del  imí- 
puesto  que  les  correspondo,  do  los  mismos  privilejios  i  medios  coercitivos 
que  el  Estado.  Por  consiguiente,  los  distritos  tienen  también  el  medio  coer- 
citivo de  que  sean  nulas  las  escrituras  en  que  no  conste,  en  la  forma  legal,  el 
pago  del  impuesto  que  a  los  mismos  distritos  corresponde. 

Pero  viene  el  artículo  1.°  de  la  lei  de  1872  i  dice:  que  la  disposición  del 
parágrafo  del  citado  articulo  3.*  no  comprende  la  idea  de  que  los  actos  o 
contratos  sobre  fincas  raíces  sean  nulos  porque  en  las  escrituras  respectivas 
no  se  haya  hecho  mención  de  haberse  presentado  el  recibo  de  la  contribución 
del  distrito,  i  no  se  haya  insertado  éste. 

Como  el  parágrafo  sí  contenia  esta  idea,  puesto  que  los  distritos  tenian 
los  mismos  privilejios  que  el  Estado,  i  éste  tenia  el  de  la  nulidad  cuando  no 
se  habia  dejado  constancia  del  pago  del  impuesto,  la  aclaratoria  que  ha  pre- 
tendido hacer  la  lei  de  1872,  es  una  verdadera  reforma,  i  surtirá  todos  sos 
efectos  en  lo  porvenir :  nó  en  lo  pasado,  porque  en  la  Nación  o  en  los  Esta- 
dos no  puede  haber  leyes  con  efecto  retroactivo.  (Artículo  24  de  la  Cona- 
titocíon .) 
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£1  &riícalo2.^dQlaleide  1672,  en  mwU>  dine  que  6on  válidos  los  docu« 
meatos  públicos  otorgados  .antes  de  la  saooion  de  aquella  lei^  aun  cuando  lea 
falten  los  requisitos  exíjidos  por  la  lei  de  1869,  i  la  omisión  de  los  cuales 
estaba  establecida  como  causal  de  nulidad ;  «se  artículo  2.^,  en  la  parte  que 
obra  sobre  lo  pasado,  tampoco  es  exequible,  por  la  misma  razón  dada  con 
respecto  al  artículo»  1.** 

No  pienso,  honorables  Senadores,  que  el  principio  de  que  las  leyes  no 
pueden  tener  efecto  retroactivo,  no  comprenda  a  los  lejisladores.  Tal  vez  en 
otros  países  así  sea,  o,  en  otrbs  tiempos  así  faera  en  nuestro  país  mismo ; 
pero,  espedida  la  Constitución  de  1868,  el  lejislador,  cuando  trate  de  lejislar 
para  lo  pasado,  tiene  que  detenerse  ante  el  artículo  24  de  la  Constitución, 
que  parece  hecho  especialmente  para  los  lejisladores. 

Aunque  la  Constitudon  no  haya  definido  lo  que  es  efecto  retroactivo, 
lo  mismo  sucede  con  muchos  de  los  términos  que  emplea,  lo  que  quiere  decir 
que  las  palabras  que  no  tengan  definición  especial,  deben  tomarse  en  su  sen- 
tido natural,-  en  el  sentido  que  tienen  en  el  idioma  a  que  pertenecen. 

Según  el  uso  común  de  hablar,  i  según  los  profesores  del  derecho,  una 
lei  tiene  efecto  retroactivo  cuando  obra  sobre  lo  pasado,  cuando  se  aplica 
a  hechos  anteriores  a  la  espedicion  de  tal  lei ;  i  eso  es  precisamente  lo  que 
sucede  con  los  artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  de  1872,  que  se  está  examinando. 

El  poder  alegar  de  nulidad,  cuando  se  ha  lliegado  el  caso  de  la  lei,  es 
un  derecho  como  ci;alqniera  otro,  i  en  muchos  casos  es  la  única  defensa. 
Dedr  que,  aun  cuando  se  tenga  ese  derecho,  no  se  pueda  ya  ejercer^  es 
atentar  contra  lo  que  se  llama,  i  en  realidad  es,  derecho  adquirido. 

Si  se  permitiera  validar  hoi  lo  que  ayer  fué  nulo,  no  habria  inconve- 
niente en  decir:  ayer  se  exijia  que  las  escrituras  las  otorgaran  los  notarios, 
de  otro  modo  no  eran  válidas ;  hoi  determino  que  las  escrituras,  aun  cuando 
no  las  hayan  otorgado  los  notarios,  sean  válidas  también. 

No  pienso  tampoco,  honorables  Senadores,  que  por  estar  en  una  lei 
fiscal  las  formalidades  necesarias  para  la  validez  de  las  escrituras,  no  sirvan 
para  fundar  derechos  i  obligaciones  civiles.  Si  de  tales  Jeyes  se  derivan  esos 
derechos  i  esas  obligaciones,  poco  importa  el  n&mero  o  el  nombre  de  la  lei. 

Las  leyes  sobre  papel  sellado,  por  ejemplo^  ordinariamente  son  leyes 
fiscales ;  pero,  estableciénd^e  en  ellas  que  ciertos  documentos  no  surtan 
efectos  si  no  están  en  papel  de  cierta  dase,  hai  qne  obedecerlas ;  i  los  docu- 
mentos que  no  están  en  papel  correspondiente,  nada  valen;  i  hasta  hoi  fio 
he  oido  dedr  que  se  piense-en  dar  validez  a  documentos  anteriores  que  no 
estSa  jen  papal  correspondiente. 

El  lejislador  fiscali  en  mi  oohosptoi  puede  variar  los  apremios  de  que 
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quiera  valerse,  i  ann  retmnoiar  a  eHot ;  pero  no  puede  deabaeer  loa  «fectoi 
prodaoidos  por  leyes  aaterioreai  aunque  sean  ieyea  de  apremio. 


Por  las  raaones  espuestas,  i  aceptando  las  aducidas  por  la  Corte  Sapre- 
xna  federal,  tengo  el  honor  de  proponeros,  tonorablea  Senadores,  el  ógoiente 
proyecto  de 

SEBOLUaOH: 

£1  Senado  de  Plenipotendarios,  en  uso  de  la  atribución  5.*  del  artículo 
51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  nulos  los  artículos  1.^  i  2.^  de 
la  lei  de  19  de  enero  de  1872^  aclaratoria  de  la  de  18  de  agosto  de  1869, 
sobre  impuesto  directo,  espedidas  por  la  Asamblea  Lejidativa  del  Estsdo 
soberano  de  Cnndinamarca,  en  la  parte  que  los  mencionados  artículos  com- 
prenden hechos  anteriores  a  la  fecha  de  su  sanción,  por  ser  contraria  al 
artículo  24  de  la  Constitución  nacional. 

Comuniqúese  a  la  Corte  Suprema  federal,  al  Poder  Ejecutivo  naoíoDil 
i  al  Gobernador  del  Estado  de  Cnndinamarca,  i  publíquese. 
Honorables  Senadores. 
Bogotá,  ...  .de  abril  de  1875. 

'- J.  DBL  C.  RODBÍGÜBa. 

Firmé  el  otro  informe  presentado  sobre  este  asunto,  por  cumplir  eos 
el  reglamento;  pero  mis  opiniones  son  las  mismas  oontenidas  en  el  presente. 

D.    VlAITA. 


Sonorables  S^nadoree  PlenipotonciaidLoB.  ^ . 

En  el  mes  de  mayo  de  1874  se  dirijió  a  la  Corte  Suprema  federal  el 
sefior  Camilo  Á.  Echeverri,  demandando'  la  suspensión  de  la  lei  de  19  de' 
enero  de  1872,  aclaratoria  de  la  de  13  de  agosto  de  1869,  *<  sobre  impuesto 
directo,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Gos- 
dlnamarca.  La  dicha  Corte,  por  acuerdo  de  8  de  agosto  del  citado  afio  de 
1874,  decretó,  en  parte,  oon  lo  solicitado  por  el  sefior  Echeverri,  i  sometió 
su  acuerdo  1^  la  consideración  del  honorable  Senado,  en  sus  sesiones  del  afio 
de  1875,  en  cumplimiento  de  lo  preceptuado  en  el  artículo  72  de  la  Consti- 
tución nacional. 

Pasado  el  espediente  respectivo  a  la  comisión  de  inspección  de  actos 
lejislativos  de  los  Estados,  compuesta  entonces  de  los  honorables  Senadores 
Gonzalo  A.  Tavera,  José  del  Carmen  Rodrigues,  Demetrio  Tiana,  P«^ 
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Aro0«neiia  i  Julio  BarrigOi  se  Bon^etió  al  Seoado  el  mforme  oon  aa  reapoO' 
tÍTO  proyeoto  de  reaoludont  qae  se  rejiatra  de  fojaa  90  a  88  del  eapedieole, 
pero  salvando  aa  voto  los  hoporablea  SenaJloreB  Rodrigues  i  Yiaoa,  que  pie. 
NDtaFon  aa  informe  por  aeparado,  que  ligara  en  la  parte  final  del  miaiiio 
eq^diente. 

En  el  informe  a  qne  he  hecho  primeramente  re&renciai  se  propone  ne- 
gar la  petición  del  sefior  Bcheverrí,  contrariando  la  reaoladon  de  la  Corte 
Suprema  federal ;  mientras  qae  en  el  informe  que  dieron  por  separado  loa 
honorables  Senadores  Rodrígaos  i  Yiana,  fondados  en  preceptos  estricta» 
meato  constitacionales  i  en  razones  poderosas,  se  propoúia  acceder  a  16  soli- 
citado, corroborando  así  el  acaerdo  de  la  Corte  Saprema  sobre  el  asunto. 

Examinado  el  espediente  por  vuestra  comisión^  con  la  atención  que  el 
asBDto  demanda,  se  ha  encontrado  perfectamente  de  acoerdo  con  la  respe- 
table opinión  de  los  señores  Rodríguez  i  Yiana ;  i  para  no  fatigar  vuestra 
ateoobn,  acoje  aquel  informe,  lo  reproduce  i  somete  respetuosamente  a 
Foestra  deliberadon  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUCIOK : 

I 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerciendo  la  atribución  que  le  confiere 
el  inciso  5.°  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulos  los 
artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  de  19  de  enero  de  1872,  aclaratoria  de  la  de  13 
de  agosto  de  1869,  *«  sobre  impuesto  directo,''  espedida  por  la  Asamblea 
Lejifllativa  del  Estado  soberano  de  Cnndinamarca,  en  la  parte  en  que  los 
mencionados  artículos  comprenden  hechqs  anteriores  a  la  fecha  de  su  san- 
don,  por  ser  violatoria  dicha  parte  de  lo  preceptuado  en  el  artículo  24  de  la 
Constitución  nadona),  i  declara  vilida  la  parte  restante  de  la  misma  lei« 

Comuniqúese  a  la  Corte  Suprema  federal,  al  Poder  Ejecutivo  nacional, 
al  Gobernador  del  Estado  soberano  de  Cundinamarea,  i  pnblíquese. 

Honorables  Senadores. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados, 

Rafael  Rodbíqübz— Josíi  M.  Mabtínez  Pabdo. 
Bogotá,  28  de  abril  de  1876. 


Ciudadanos  Senadores. 


La  lei  del  Estado  de  Cundinamarca,  ^  ^bre  impuesto  directo,**  iñ 
ftoha  18  de  agostado  1809,  estableció  como  un  medio  coercitivo  par^  el 
AObro  del  espresado  impuesto,  que:' los  notarios  no  otorgaran  ningún  ina* 
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kttmwAo  pftblloo  de  Tenta,  enajanadoii^  traapno,  ceiioa  o  bijpote<»e!oa  fie 
falla  finca  taíz,  án  qae  se  les  presentara  el  recibo  de  haber  pagado  el  úHkno 
4Sotatado  tenddo  del  impuesto,  en  el  cual  se  espresars,  ademas,  ^e  la  finea 
estaba  a  paa  i  salvo  con  el  Tesoro  del  Estado  por  los  pagos  anterioras,  i  que 
así  se  espresaría  en  el  encabezamiento  de  la  escritora,  copiando  integra- 
mente el  redbo  (artículo  38  de  la  citada  lei).  Za/aUa  de  esta  forvMdidcuL, 
afiadia  (paiágrafir4nieo  del  mismo  artículo),  era  causa  de  nulidad  deUns- 
ttumentOj  sin  peijaicio  de  la  responsabilidad  del  notario  o  funcionario  pú- 
blico que  lo  antorisase. 

La  misma  lei  'permitió  a  los  distritos  (artíoalo  3.°)  imponer  nna  oon- 
tribacion  directa  sobre  la  pro^adad  raíz  ya  gravada  por  el  Estado,  i  lea 
concedió  (painigrafo  del  misncM)  artícalo)  loa  miemoe  pritfil^ios  i  medios 
coercititH>8'deeretados  per  eUa  enfawr  del  Tesoro  del  Estado, 

.La  anterior  disposición  ao  fdé  cumplida,  porqne  la  jeneralidad  no  advir* 
tió  qae  la  falta  del  recibo  de)  impnesto  establecido  por  el  distrito,  fuera 
cansa  de  nulidad  de  las  escrituras,  i  aun  notarios  i  abogados  intelijentes  no 
creyeron  que  aquélla  se  contara  entre  los  medios  coercitivos  concedidos  por 
la  lei  a  los  distritos. 

Eran,  aegnn  sé^dice,  en  1872  tantos  los  instrumentos  p&blicos  que  ado- 
lecían de  nulidad  por  omisión  de  dicho  recibo,  que  algunas  personas  hacen 
subir  su  núoiero  a  dies  mil.  Se  comprende  bien,  por  tanto,  que  las  disposi- 
ciones citadas  de  la  lei  sobre  impuesto,  dando  oríjen  a  pleitos  sin  cuento, 
iban  .a  producir  una  verdadera  re^oludon  de  la  propiedad  en  este  Estado. 

En  tal  situación,  la  Asamblea  Lejislativa  de  Gundiaamarca  espidió  la  ^ 
lei  de  10  de  enero  de  1672,  aclaratoria  de  la  de  13  de  agosto  de  1869,  en  la 
cual  dice :  qae  lo  dispuesto  en  el  parágrafo  que  concedió  al  Tesoro  de  los 
disláñtos  ios  mismos  medios  coercitivos  que  al  Tesoro  del  Estado,  no  coi». 
prendía  la  idea  de  que  fuesen  nulas  las  escrituras  que  versaban  sobre  fincas 
raices^  cuando  no  se  hubiera  presentado  e  insertado  en  ellas  el  recibo  por 
la  contribución  del  distrito  (artículo  1.^);  i  agregó,  ademas  (artículo  2.^), 
qite  las  escrituras  otorgadas  serian  válidas  para  todos  sus  efectos^  aun 
cuando  no  contuvieran  la  copia  del  recibo  de.  la  contribución  del  Estado, 
siempre  que  se  comprobara  que  al  tiempo  del  otorgamiento  de  eUa,  la  finca 
estaba  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro, 

En  mayo  de  1874  se  presentó  el  sefíor  Camilo  Antonio  Echeveni 
pidiendo  a  la  Corte  Suprema  la  suspensión  de  estas  últimas  disposidones, 
foX  ser  viotatorias  del  articulo  ^á  de  la  Constitución,  qne  proÚbe  dlr  a  las 
lejtea  eftctos  vetroaotLvos.  £1  adtor  Frocuxador  jenaral  propuso  a  la  Cofie 
qúeanspondiese  d  aftSoolo  1.^  de  la  lei  da  19  de  enero  do  1«72)  on  enaotOi 


reSrifindoBO  a  hechos  anteriores  a  sn  «spedidoOi  ordenaba  06010  bahía  de 
entenderse  el  parágrafo»  de  la  lei  de  1869,  que  oonoedia  a  los  distritos  los 
mismoe  medios  ooercilitos  que  al  Estado»  i  que  no  suspendiese  el  artfooto 
2«%  por  no  oontener  en  el  fondo  sino  la  rennnoia  de  nn  privilegio  fiscal  qne 
el  Estado  tenia  evidente  derecho  de  renunciar. 

lia  Corte  Suprema,  en  acuerdo  de  8  de  agosto  de  ISf  4,  resolvió^  sus- 
pender los  efectps  del  artículo  1.^  en  todas  sus  partes,  i  los  del  artículo  2«^ 
en  cuanto  se  refiere  a  los  contratos  celebrados  ¿ntes  de  la  fecha  de  sn 
sanción.  ' 

La  comisión  inspectora  de  los  actos  lejislativos.de  los  Estados,  en  las 
eottones  de  1875,  estuvo  dividida.  Componíanla  los  señores  Gonzalo  A.  Ta- 
vera/Pablo  Arosemena,  Julio  Barriga,  D.  Vlana  i  J.  del  C.  Rodríguez.  De 
éstos,  los  dos  últimos  informaron  separadamente.  La  mayoría  propuso  se 
declararan  válidos  todos  I09  artículos  de  la  lei  denunciada ;  i  la  minoría,  que 
86  declararan  definitivamente  nulos  los  artículos  1..^  i  2.«  de  dicha  lei,  en 
cuanto  se  referían  á  hechos  anteriores  a  la  fecha  de  sn  sandon,  por  ser  con- 
trarios al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional. 

No  puede  desconocerse  la  fuerza  de  las  razones  constitucionales  en  qne 
la  minoría  fundó  su  proyecto  de  resolución.  Si  nos  atenemos  absoluta- 
mente a  la  letra  del  artículo  24  citado  i  de  las  dispoñciones  de  las  dos  leyes 
de  Cundinamarca  que  nos  ocupan,  parece  fuera  de  duda  que  debe  declararse 
I3  nulidad  en  los  términos  ea  que  dicha  minoría  lo  propuso ;  mas,  por  otra 
parte,  es  preciso  tener  en  cuenta  las  observaciones  i  argumentos  de  los  que 
€ypinan  en  sentido  contrario.  El  señor  Procurador  nota,  que  aquellas  dispo- 
fiidones  no  tenian  por  objeto  dar  garantías  a  los  otorgantes  de  los  documen- 
tos públicos,  evitarles  engaños,  ni  poner  a  un  tercero  a  cubierto  de  perjuicios, 
sino  puramente  orear  un  medio  coercitivo  para  el  cobro  de  las  contribnció- 
nes,  en  único  i  esclnsivo  provecho  del  fisco,  i  que,  por  consiguiente,  el  Es- 
tado podia  renunciar  a  esta  ventaja  en  todo  tiempo,  pues  es  un  principio  de 
derecho,  que  cada  uno  puede  renunciar  a  lo  que  es  suyo.  En  segundo  lugar, 
observa  que  el  anular  un  instrumento  público  sólo  como  medio  coerdtivo 
para  el  cobro  del  impuesto,  lejos  de  garantir  los  compromisos  en  él  contrai- 
dos por  los  particulares,  presenta  a  los  hombres  de  mala  fe  un  medio  de 
Tolverlos  ilusorios,  burlando  la  confianza  que  inspira  nn  documento  autori- 
zado por  notario. 

En  efecto,  si  al  tiempo  de  contraer  la  obligadon  i  otorgar  la  escritura, 
ambos  otorgantes  ignoraban  d  deber  que  les  tenia  impuesto  la  lei,  de  pre- 
sentar d  recibo  de  la  contribudon  del  distrito,  i  d  notario,  por  su  parte»  lo 


igDOxeba  tamUeo,  i  mngnña  indicadon  lea  hizo  sobre  el  partioalar,  es  daro 
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qno  niogmio  de  dios  imajiaó,  ni  pudo  imfljIíMry  que  bq  oontralo  rendria  s 
ser  nalo,  gino  qoeaoo  i  otro^  de  los  otorgantes  se  tovieron  por  lejitimamente 
obBgados.  Si  despoes  nno  de  ellos  alega  de  nulidad  por  la  no  preaeniadoQ 
e  insefoioQ  del  reolbo,  obra  de  mala  fe ;  i  si  desde  el  principio  aoo  de  elioé 
gaardó  silencio,  oon  malicia,  sobre  la  necesidad  de  presentar  e  insertar  dicba 
recibo,  sn  procedimiento  faé  doblemente  criminal.  Ahora  bien :  ¿pnede  sos- 
tenerse qne  las  leyes  deben 'protejer  de  preferencia  a  los  pillos,  o  qae  estfo 
destinadas  a  serrir  de  laso  a  la  candorosa  inocencia  ? 

La  mayoría  de  la  comisión  de  1874,  corroborando  sa  manera  de  pennr 
con  vanas  aatoridades  i  la  práctica  antiqaísims,  asienta  qne,  para  qae  hap 
retroactividad  en  la  lei,  es  preciso  qae  ésta  no  solo  se  refiera  a  lo  pasado 
sino  qae  lo  made  en  perjuicio  de  las  personas  qne  sean  objeto  de  sos  dispo- 
siciones, i  en  el  presente  caso,  anuque  la  lei  se  refiera  a  lo  pasado,  no  lo 
muda  en  peijaicio  de  nadie,  sino  en  provecho  de  todos,  escepto  del  fisco, 
que  tiene,  como  cnalqaier  privilejiado,  el  derecho  de  renunciar  a  su  prívl- 
lejio,  para  evitar  perjuicios  a  terceros  o  a  la  jeneralidad.  I  no  se  diga  qae  la 
lei  en  cuestión  cede  en  daño  de  los  que  tienen  boi  derecho  de  eludir  sos 
compromisos  alegando  la  nulidad  de  los  instrumentos  en  que  los  contrajeron; 
porque,  como  queda  demostrado,  en  semejante  procedimiento  habría  mals 
fe,  i  nadie  tiene  derecho  de  perjudicar  a  otro,  ni  la  mala  íe  puede  jamas  ser 
fuente  de  derechos. 

Declarar  nulos  los  artículos  1°  i  2.^  de  la  lei  de  19  de  enero  de  1872, 
seria  autorizar  un  cúmulo  de  iniquidades,  abrir  la  puerta  a  litijios  sin  cuento, 
i  proporcionar  abundante  cosecha  al  ejército  de  rábulas  i  leguleyos,  que  son 
la  mas  terrible  plaga  de  la  sociedad. 

£1  parágrafo  que  concedió  a  los  distritos  los  mismos  pri vitelos  i  medios 
coercitivos  otorgados  al  Estado,  fué  una  disposición  oscura,  la  cual  pocos 
o  nadie  estudiaron,  i  que  los  que  lo  hicieron  la  entendieron  en  el  mismo 
sentido  en  que  la  esplicó  después  el  lejislador,  como  lo  prueba  el  hecho  de 
no  haber  cumplido  con  el  deber  de  insertar  el  recibo  en  las  escrituras, 
ni  los  notarios,  ni  los  otorgantes  mismos  interesados  en  asegurar  sos 
derechos. 

Por  todas  estas  razones,  parece  que  debe  aceptarse  la  resolución  pro* 
puesta  por  la  comisión  inspectora  de  actos  lejislativos  de  los  Estados 
en  1875 : 

(( El  Senado,  en  oso  de  la  atribución  6.',.  artículo  5ide  la  Oonstitodont 
declara  definitivan^ente  válidos  todos  los  artículos  ^e  la  iéi  de;Oandinamaroa 
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de  Sniía  10  de  enero  4^  18í2,.aclarfttaria  de  U  18  de  agosto  de  1869,  éobre 
iopuMto  directo.  CoimiBÍqaese  a  qaíeaes  oorreflpondm  i  pablfqaese.^' 

Bogotá,  mayo  28  de  1876. 

Ciadadanos  Senadores^ . 

SsBJio  Abbolex>a,f-^ABgiso  Caxtbva*— EiciUAiro  Bjbbtbspo  S.— Jobo 
U.  Mabtínss  Paboo. 

Senado  de  PlenipotenetoHo^r^Motj/o  23. 
Aprobada  la  reaolacion  en  primer  debate.         J.  JSL  Pérez, 

Junio  28  de  1876. 


Se  consideró  i  aprobó  en  segundo  i  último  debate. 


J.  R  Pérez. 
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SnUDAD  de  los  articidoe  136 187,  i  del  parágrafo  o  segunda  parte 
del  209,  del  Código  OivU  del  Estado  de  Antloqnla. 


VISTA  DEL  PBÓOUBADOS  JENSBAZ*. 


Señores  Majistrados. 

Al  revisar  el  Código  Civil  del  Estado  de  Antioqnia,  ha  hallado  el  in- 
írasorito  varios  artfonios,  referentes  al  matrimonio,  qae  en  sn  concepto  son 
evidentemente  contrarios  a  la  Constitución  nacional,  i  respecto  de  los  cuales 
os  pide  que  los  suspendáis,  en  ejercicio  de  la  facultad  otorgada  a  la  Corte 
Suprema  federal  por  el  artículo  72  de  dicha  Constitución. 

Después  de  haber,  dicho  el  lejislador  de  Antioquia,  en  el  articulo  101 
del  Código  Civil,  que  eK  contrato  de  matrimonio  se  constituye  i  perfecciona 
por  el  libre  i  mutuo  ooliseatimieuto  de  los  contrayentes,  espresado  ante  el 
funcionario  competenie,  en  la  forma  i  con  las  solemnidades  i  requisitos  es. 
Ubiecidos  en  el  mismo  Código ....  i  después  de  haber  ordenado  en  el  artf- 
<nlo  121  que  el  malrimo&io  tiene  que  oelebrarse  ante  un  notario  o  un  juez 
de  distrito,  vino  a  dbpofier  en  el  artículo  186  i  su  parágrafo,  que  los  ma- 


^ 
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trim<mioa  oelebradofl  tote  los  respectivos  minisiroe  de  loe  onltoe  oonfoime  a 
los  cáQones  o  oonstitodones  relijiosas  a  que  los  oontrayentes  se  hayan  suje- 
tado para  celebrar  el  matrimonio,  son  yilidoe  para  los  efectos  cfriles  i 
políticos ;  i  qne  la  lei  no  reconocía  como  v&lidos,  para  dichos  efectos,  los 
matrimonios  de  católicos  qne  no  se  hayan  celebrado  ante  los  ministros  de 
sn  caito, 

%n  segnida  se  encuentra  el  artículo  187»  en  el  cnal  se  da  facultad  a  lo9 
ministros  de  los  cultos  para  decretar  la  separación  de  los  esposos,  respecto 
de  los  matrimonios  que  ante  ellos  se  hayan  celebrado.  I  por  último,  existe  el 
artículo  200,  que  con  su  parágrafo  dice : 

"  Las  demandas  sobre  nulidad  del  matrimonio  se  propondrán  ante  el 
mismo  funcionario  i  en  los  mismos  términos  que  las  de  divorcio,  según  el 
artículo  181.  Esceptúanse  de  esta  disposidon  las  demandas  sobre  nulidad 
de  los  matrimonios  celebrados  conforme  al  artículo  136  i  sn  inciso,  de  las 
cuales  deberá  conocer  el  respectivo  ministro  o  fnndonario  de  la  comunión 
relijiosa  a  cuyos  ritos  se  sujetaron  los  mismos  cónyujes  al  celebrar  el  ma- 
trimonio." 

Como  se  ve,  el  lejislador  de  Aotioquia,  en  los  artículos  que  se  dejan 
citados,  no  solo  ha  privado  al  matrimonio  de  su  carácter  civil,  sino  que  ha 
reconocido  a  los  ministros  de  los  cultos  como  fundonarios  públicos,  i  los  ha 
revestido  de  jurisdicción  i  autoridad,  dándoles  a  sus  decisiones  efectos 
civiles  i  políticos. 

La  Corte  Suprema  i  el  Senado  por  dos  veces  han  decidido  que,  consti- 
tucionalmente,  los  Estados  no  pueden  delegar  a  los  ministros  de  los  cultos 
jurisdicdon  ni  autoridad. 

Pero  la  disposición  contenida  en  el  artículo  186  i  sn  parágrafo  del 
Código  Civil  de  Aotioquia,  en  cuanto  da  a  un  acto  relijioso  efectos  civiles, 
i  en  cuanto  toma  por  base  del  otorgamiento  de  derechos  civiles  las  creendaa 
relijiosas  de  los  asedados,  hace  necesario  un  examen  atento  del  alcance  que 
tenga  la  garantía  consignada  eo  el  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Constitu* 
cion,  para  saber  si  la  disposición  mendonada  dd  Código  de  Antioquia  peca 
contra  esa  garantía. 

Por  el  inciso  16,  artículo  15,  se  garantiza  a  los  habitantes  de  Colombia, 
i  a  los  transeúntes,  **  La  profedon  libre^  pública  o  privada,  de  cualquiera 
relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  pas  púbUca.**  El  Estado  de  Ad* 
tioquia,  lo  mismo  que  los  demás  Estados,  solamente  puede  restriojir  por 
medio  de  su  lejisladon  la  libertad  relijiosa,  impidiendo  la  ejecudon  de  actos 
relijiosos  incompatibles  con  la  soberanía  naciámal  o  que  puedan  turbar  la 
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pai  p&blioa ;  pero  respecto  de  los  demás  actos  relijiosos,  no  le  es  permitido 
liacerlos  obligatorios  en  ñiogan  sentido,  porque  desde  el  instante  en  qne  la 
autoridad  civil  emplee  la  fuerza  de  qae  dispone  el  GobiernOi  para  quitar  la 
espontaneidad  a  los  actos  que  se'  tiene  derecho  a  ejecutar  en  uso  de  la 
libertad  relijiosa,  ésa  libertad  se  limita,  i  la  profesión  de  la  relijion  no  es 
libre,  siho  forzada  por  el  lejisladon 

La  libertad  relijiosa  es  una  garantía  tan  sagrada,  que  toda  interpreta- 
ción que  se  quiera  dar  al  inciso  16  ya  citado,  en  el  sentido  de  que  la  auto- 
ridad civil  intervenga  dando  apoyo  a  cierta  relijion,  esa  interpretación  tiene 
que  ser  rechazada  por  los  verdaderos  sostenedores  de  tan  predosa  garantía; 
porque  la  libertad  relijiosa  para  el  individuo  no  solamente  consiste  en  poder 
pertenecer  a  determinada  comunión  relijiosa,  ñno  en  que  el  Gobierno  no 
ponga  la  sanción  legal  al  servicio  de  la  sanción  relijiosa  para  estorbarle  que 
cambie  de  creencias  i  para  comprometerlo  a  ejecutar  ciertos  actos  relijiosos 
que  tal  vez  no  los  ejecutaria  si  el  poder  civil  no  exijiera  su  ejecudon  para 
alcanzar  el  goce  de  derechos  dvilea. 

Así,  es  claro  e  incontrovertible  que  un  lejislador  que  tenga  obligadon 
«le  respetar  en  los  asociados  la  libre  profesión  de  cualquiera  relijion,  no 
puede  espedir  leyes  que  tengan  por  único  fundamento  las  creendas  relijio- 
sas  de  tales  o  cuales  asedados ;  al  lejislador  no  le  es  permitido  examinar 
qué  relijion  profesan  los  miembros  de  la  asodadon  civil,  para  según  ella 
otorgarles  estos  o  aquellos  derechos  civiles.  La  profesión  libre  de  cualquiera 
relijion  implica  que  la  relijion  ni  impone  ni  quita  obligadones  dviles ;  que 
ella  no  puede  entrar  como  elemento  para  dar  leyes,  i  que  así  como  entre 
nosotros,  en  qué  la  Constitudon  no  hace  distinción  de  razas,  a  ninguno  pue- 
de el  lejislador  preguntar  A  es  blanco  o  negro  para  permitirle  ejecutar  un 
acto  civil;  del  mismo  modo,  existiendo  como  garantía  la  libertad  relijiosa,  la 
Id  no  puedo  averiguar  ú  el  asedado  es  católico  o  protestante,  para  some- 
terlo, en  atendon  a  su  oreenda,  a  determinados  deberes  relijiosos  como 
cnedio  de  obtener  derechos  dvilea» 

Dar  a  un  acto  relijioso  efectos  civiles,  equivale  a  convertir  en  lei  ese 
acto ;  i  como  el  lejislador  tiene  que  hacer  reales  i  positivos  los  efectos  civi- 
les por  medio  de  la  sandon  legal,  si  el  que  ejecutó  el  acto  relijioso  quiere 
eludirlos,  resulta  que  por  esta  via  injeniosa^  de  dar  a  los  actos  relijiosos 
efectos  dviles,  se  puede  llegar  a  convertir  en  forzosa  la  profedon  de  deter- 
minada relijion,  incrustándola  en  el  derecho  civil  de  un.  Estado. 

Para  acabar  de  hacer  patente  el  abuso  contra  la  libertad  relijiosa,  si  se 
declarase  constitucional  semejante  doctrina,  basta  presentar  algtmos  ejem. 
pios  que  hablarán  mas  alto  ^e  los  mejores  razonamientos.  En  on  Estado 
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66  efitableoe  qae  los  padres  de  fluniUa  oatóUcoa  no  puedan  qeroer  la  patria 
potestad  ai  no  comprueban  qne  se  han  confesado  en  la  onaresma ;  que  no 
reconocen  con  derecho  a  la  herencia  los  hijos  que  nO' hayan  údo  baaticados^ 
que  los  padres  pueden  desheredar  a  los  hijos  que  se  resistan  a  ordenarse } 
¿se  pretiinder^  sostener  en  serio  que  estas  i  otras  dispoudones  semejantes 
las  puedan  sancionar  los  Estados  en  su  lejislaoipn  civil,  sin  contrariar  ana 
Constitución  que  garantiza  a  todos  los  asociados  la  libre  profesión  de  eoal- 
quiera  relijion  ?  £1  infrascrito  ha  meditado  mucho  sobre  la  tesis  qne  acaba 
de  desarrollar,  de  que  es  incompaUble  con  la  libertad  relijios^  el  dar  efectos 
civiles  a  los  actos  relijiosos,  i  a  su  entendimiento  se  presenta  con  tal  claiídad, 
que  no  ha  vacilado  en  pediros  que  suspendáis  el  articulo  186  i  su  parigrafo 
del  Código  Civil  del  Estado  de  Antioquia,  por  esa  consideradon  princi- 
palmente. 

Respecto  al  articulo  187,  i  al  parágrafo  del  articulo  209,  que  reconoce 
en  los  ministros  de  los  cultos  jurisdicción  i  autoridad  para  conocer  en  las 
causas  de  divorcio  i  de  nulidad  de  ciertos  matrimonios,  os  pide  el  infrascrito 
la  suspensión,  por  las  razones  que  espusisteis  al  decretar  la  del  artionlo  20 
de  la  lei  317  de  16  de  setiembre  de  1871,  espedida  por  la  Asamblea  Lejisli- 
tiva  del  Estado  del  Cauca,  que  reconoció  facultad  para  proveer  las  capella- 
nías colativas  a  los  que  la  tuvieran  oca  arreglo  a  los  estatutos  de  la  respec- 
tiva comunión  relijiosa.  ^ 

En  esa  resolución  de  fecha  31  de  diciembre  de  1872  dijisteis: 

'<  Considerando :  qne  el  primero  de  los  artículos  copiados  implica  d 
reconocimiento  de  tribunales  distintos  de  los  que  forman  el  Poder  Jndidal 
del  Estado,  con  la  potestad  de  administrar  justicia  en  determinados  asuntos 
civiles,  en  los  cuales  sus  decisiones  surten  los  mismos  efectos  que  las  sen* 
tencias  emanadas  de  los  tribunales  qne  organiza  la  lei,  siendo  asi  qne  ellss 
deben  ser  tenidas  por  los  ültimos  como  titnlos  bastantes  para  que  la  per- 
sona en  cuyo  fiívor  se  dan  entre  en  la  posesión  i  en  el  goce  de  los  bienes 
pertenecientes  al  beneficio  eclesiástico,  o  sea  eapeUanía  colativa  que  se  haya 
conferido ;         ^ 

*' Considerando :  que  esos  tribunales,  de  oríjen  distinto  al  que  deben 
tener  los  diferentes  ramos  en  que  se  divide  el  poder  público  para  su  ejer- 
cido, irresponsables  ante  la  leí  toda  vez  que  los  que  los  forman  no  son 
funcionarios  públicos,  sinembargo  de  producir  sus  actos  efectos  civiles  de 
fuerza  obligatoria  en  los  negocios  en  que  ejercen  jurisdicción,  no  rennen  las 
condiciones  conformo  a  las  cuales  deben  los  Eétados  organizar  sns  gobiernos, 
según  el  inciso  1.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución  naknonal,— Resuelve  &.^" 

Es  de  advertir  que  loa  artículos  IOS  i  1199  del  Código  Judicial  de 
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Con^oamaroa,  qae  conteniaa  diflpoaioionea  semejantes  a  las  de  la.lei  del 
GMioa,  en  este  punto  de  provisioa  de  capellanias  oolativaa,  fueron  sñspen- 
díte  per  la  Corte  i  amalados  ;por  el  Senado,  por  idénticas  raxones  de  inoons* 
titnoíoQaUdad;  de  saerte.que  los  altos  poderes  federales  encargados  de 
impedir  los  ataques  de  las  leyes  de  los  Estados  contra  lá  Oonstitncion  na- 
cíosqI,  han  fijado  claramente  la  doctrina  en  YÍrtad  de  la  cual  solidta  el  in- 
fnuorito  la  suspensión  del  artículo  187  i  del  parágrafo  del  articulo  209,  ya 
OModoDados. 

Para  terminar  se  permite  el  infi*ascrito  manifestarosi  que  él  ha  tratado 
!  de  ooDsiderar  las  anteriores  cuestiones  b^o  todas  sus  faoes^  pues  rosándose 
coa  aoc  de  los  actos  civiles  que  puede  decirse  es  el  fundamento  de  la  socie- 
iid  civil,  ha  comprendido  que  se  ventila  un  punto  sumamente  delicado  e 
importante,  en  el  cual  es  indispensable  que  no  aparasen  amenguada  la 
soberanía  nacional.  Enhorabuena  que  cada  cuál  busque  para  su  enlace 
matrimoaial  el  apoyo  del  Cielo,  al  pió  de  los  altares  de  su  relíjion  ;  pero 
que  el  lejidador  establezca  en  la  lei,  para  otorgar  los  efectos  civiles,  lo  que 
Ü  estime  conveniente  para  que'  ese  acto  produzca  resultados  de  felicidad 
pira  la  sociedad,  sin  preocuparse  con  los  deberes  que  las  relijiones  impongan 
a  roa  sectarios. 

No  es  porque  el  infrascrito  pertenezca  a  determinada  escuda  política, 
qtie  pide  la  suspensión  de  los  artículos  indicados  del  Código  Civil  de  An- 
üoqaia,  sino  porque  habiéndose  formado  la  convicción  de  que  con  ellos  se 
oercena  el  poder  civil  i  se  ponen  cortapizas  a  la  libertad  relijiosa,  le  era  de 
impreaciadible  deber  ocurrir  ante  vosotros  para  que  suspendáis  esas  dispo- 
noioDos.  Si  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  hallaren  en  su  sabiduría  que  no 
ton  aceptables  los  conceptos  que  deja  emitidos  el  infrascrito,  üo  por  eso  él 
te  Bentirá  mollificado,  pues  siempre  le  será  un  motivo  de  satisfacción  haber 
promovido  ana  discusión  ante  esas  dos  elevadas  corporaciones,  que  ilustrará 
al  pueblo  colombiano  acerca  de  la  manera  como  los  lejisladores  de  los  Es- 
tados están  obligados  a  entender  i  respetar  la  garantía  constitucional  de 
ua  de  las  mas  preciosas  libertades  del  individuo. 

Bogotá,  octubre  21  de  1874. 

Bamon  Gómez. 


ACUERDO  DE  Lá.  GOBTE  SUPBEICÁ* 


El  inírascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que  en 
el  '«Libro  de  Acuerdos''  dé  la  Corte  Suprema  federal,  de  la  pajina  sesenta 
i  aaeve  a  hi  setenta  i  dnoo^  se  eaoneútra  el  aigmente : 
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En  Bogotá,  a  dos  de  noviembre  de  mil  oehooientos  setenta  i  onairo,  te 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  Acuerdo,  con  asistenciii  del 
sefior  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Yillamizar  G-.,  i  demás 
señorea  Majistrados,  doctores  Manuel  Bzeqniel  Corrales,  César  Contó,  Ma- 
nuel M.  Ramf  rea  i  José  M.  Rojas  Garrido. 

Se  tomó  eu/oonsideradon  la  solicitud  del  Procurador  jeneral  de  la  Na- 
den para  que  la  Corte  suspenda  los  artículos  136, 187  i  el  parágrafo  del 
209  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Ántioquia,  que  tratan  de  las 
formalidades  para  la  celebración  del  matrimonio. 

El  sefior  Majistrado  doctor  Corrales  presentó  el  siguiente  proyecto'  de 
resoludon: 

(« El  sefior  Procurador  jeneral  de  la  Naden,  por  escrito  de  veintiuno 
de  octubre  último,  ha  solidtado  de  este  Supremo  Tribunal  que  decrete  1» 
suspensión  de  los  efectos  de  los  artículos  186  i  su  parágrafo,  187  i  del»  pará- 
grafo del  209  dd  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Ántioquia,  puesto  en 
observanoia  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i  dnco, 
por  creerlos  evidentemente  contrarios  a  la  Constitudon  nacional. 

<(  El  tenorio  dichas  dispoddones  es  el  dguiente: 

<  Artículo  136.  Son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  políticos,  los  ma- 
trimonios  celebrados  ante'  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme 
a  los  cánones  o  constitudones  relijiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan 
sujetado  para  celebrar  el  matrimonio. 

*La  lei  no  reconoce  como  válidos,  para  los  efectos  dviles  i  políticos,  loe 
matrimonios  de  católicos  que  no  se  hayan  cdebrado  en  conformidad  con 
este  artículo.  Para  tales  matrimonios  no  se  observarán  las  formalidades 
prevenidas  en  los  artículos  121  a  135, 137  i  138,  las  cuales  tampoco  tendráa 
lugar  respecto  de  aquellos  individuos  no  católicos  que  puedan  celebrar  sus 
matrimonios  conforme  a  los  ritos  de  su  respectiva  comunión  rdijíosa. 

*  Artículo  187.  Respecto  de  los  matrimonios  de  que  tratan  el  artículo 
136  i  su  parágrafo,  solo  la  autoridad  correspondiente  dé  la  congregadoa 
relijiosa  a  cuyos  ritos  se  hayan  sujetado  los  cónyujes  al. celebrar  su  matri- 
monio, podrá  decretar  la  separación  de  los  esposos  conforme  a  los  cánones 
respectivos,  i  quedando  subsistente  el  vínculo  matrimonial. 

*  Artículo  209.  Las  demandas  sobre  nulidad  del  matrimonio  se  propon- 
drán ante  el  mismo  fundonario  i  en  los  mismos  términos  que  las  de  divorcio, 
según  el  artículo  181. 

*£soq>t6anse  de  esta  dispoddon  las  demandas  sobre  niüidad  de  loe 
matrimonios  celebrados  conforme  al  artículo  136  i  su  indso  2.°,  de  las  cua- 
les deberá  conocer  el  respeotivo  ministio  o  fundonario  de  la  comunión  rdi» 
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« 

jiosa  aeayos  ritos  8e  sujetaron  los  mismos  eónynjés  al  oalebiiar  d  Inatri* 

IBOBÍOw' 

**Iia  Corte,  paes,  entra  en  el  examen  de  oada  noa  de  dichas  disposi- 
CBoneSy  para  dedaoir  si  en  efecto  ellas  violan  algunas  de  las  que  están  con- 
sagradas en  la  Constitución  federal. 

^  Declarar,  como  se  declara,  por  el  artfcnlp  186  del  Código  Civil  de 
Antioquia  qu^  queda  copiadO}  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  políticos, 
los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos  reli- 
jiosos,  i  mas  que  esto,  negar  el  reconommiento  o  la  vaHdea  de  los  matri- 
monios de  los  católicos,  para  loa  mismos  efectos,  cuando  los  contrayentes 
no  los  celebren  ante  los  ministros  de  su  culto,  como  se  prescribe  termin^t^ 
mente  por  el  parágrafo  o  la  segunda  parte  de  dicho  artículo  136,  es  poner 
eo  pugna  ese  punto  de  la  lejislacion  sustantiva  del  Estado,  con  la  Constitn- 
cion  nacional ;  es,  por  un  lado,  conferir  a  los  ministros  de  los  cultos  un 
oorácter  público  i  oficial,  i  dar  a  los  actos  relijiosos  que  se  consuman  según 
los  cánones  o  constituciones  a  que  los  contrayentes  se  sujeten  para  celebrar- 
los,  efectos  civiles,  que  solo  pueden  nacer  .de  la  lejislacion  sustantiva  civil ; 
es,  en  fin,  incorporar  en  esa  lejislacion  los  estatutos  o  constituciones  reli- 
jioaas,  con  cuyo  procedimiento,  como  mui  bien  lo  hace  conocer  el  señor 
Procurador  jeneral,  ^  se  puede  llegar  a  convertir  en  foraosa  la  profesión  de 
determinada  relijion,  incrustándola  en  el  derecho  civil  de  un  Estado*'  I  por 
otro  lado,  es  obligar  a  los  católicos  a  contraer  el  matrimonio  ante  sus  minis- 
tros, i  nó  ante  los  notarios  o  jueces  de  distrito,  como  lo  tiene  establecido  el 
artículo  121  del  mismo  Código  Civil,  que  por  tal  raJEon  parece  sancionado 
solo  para  los  que  no  prcfesan  la  relijion  católica,  con  cuya  coacdon  se  que- 
branta la  garantía  comprendida  en  el  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Cons- 
titución federal,  es  a  saber : 

^  La  profesión  libre,  pública  o  privada  de  cualquiera  relijion,  con  tal 
que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  qoe 
tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.' 

^*  El  lejíslador  de  un  Estado  no  puede  incorporar  en  la  lei  los  cánones, 
estatutos  o  constituciones  relijioaas,  porque  aquélla  es  el  resultado  de  la 
voluntad  de  todos  o  de  la  mayoría  de  los  miembros  que  componen  la  Lejia- 
latura,  que  para  ello  han  recibido  misión  del  pueblo,  espresada  conforme  a 
los  trámites  determinados  en  la  respectiva  constitudon  municipal ;  en  tanto 
que  para  la  discusión  i  sanción  úe  los  estatutos  relijioaos»  no  se  cuenta  con 
el  asentimiento  del  lejislador,  ni  éste  lo  llega  a  prestar  en  caso  alguno.  Ni 
habria  raaon  para  sostener  que  tales  estatutos  se  incorporan  en  la  lei,  del 
mismo  modo  que  se  verifica  la  incorporación  de  nn  código  espedido  por 
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caalqn!er  otro  fistsdo  o  naoion,  relativo  a  un  ramo  o  asunto  dd  la  adaünii* 
traoion  pública,  como  sucede  con  el  Código  Civil  de  Cundinamarca,  por 
ejemplo,  que  1^  sido  Adoptado  por  varios  Estados  de  la  Ufiion  Colombiana; 
porque  ese  Código  fué  no  solo  conocido,  sino  que  pudo  ser  detenidamente 
eacaminado,  antes  de  su  adopción  por  los  Gobiernos  de  esos  Husmos  Sitados, 
mientras  que  por  el  artículo  136  del  de  Antioqnia  que  se  oenaura,  seitceptan 
o  incorporan  todos  los  estatutos  i  constituciones  relíjiosas ;  esto  es,  aqueUo« 
cuyos  textos  son  o  pueden  ser  bien  conocidos,  i  los  que  son  del  todo  deeoo- 
nocidos,  oomo  tanibien  las  reformas  que  esos  textos  pueden  ir  8nfríeDdo> 
para  verificar  las  cuates  el  lejislador  no  interviene  ni  podrá  interveiúr,  im 
violar  la  ^rantía  16  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

**  La  obligación  que  por  él  parágrafo  del  citado  artículo  136  se  impone 
8  los  católicos  residentes  en  Antioqnia  que  quieran  contraer  matrimonio,  de 

■ 

ocurrir  precisamente  a  los  ministros  del  culto  católico,  para  que  éste  sea 
quien  autorice  el  acto,  no  considerado  como  sacramento,  sino  como  a 
contrato  dvil  de  los  que  reconoce  el  derecho  sustantivo,  significa  tomar 
injerencia  en  asuntos  que  no  competen  al  lejislador,  i  coartar  la  libertad  de 
ejercer  cuando  i  como  se  quiera,  ya  publica,  ya  privadamente,  cualqaien 
relijion ;  cuyo  ejereteio  es  una  de  las  mas  preciosas  garantías  de  que  goxao 
los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia;  formando 
su  reconocimiento  la  base  esencial  e  invariable  de  la  unión  entre  los  Estados. 

«Entrando  en  el  examen  del  artículo  187  i  del  parágrafo  o  segunda  parte 
del  artículo  209  del  referido  Código  Civil  de  Antioqnia,  por  el  primero  de 
los  cuales  se  da  autoridad  i  jurisdicción  a  los  ministros  de  los  cultos  reli* 
jiosoe  a  cuyos-  ritos  se  hayan  sujetado  los  cónyujes  al  celebrar  el  matrimonio, 
para  decretar  la  separación  de  los  esposos,  conforme  a  los  cánones  o  estato* 
tos  respectivos,- i  por  el  segundo  se  confiere  también  jurisdicción  a  loa 
ministros  mencionados,  para  declarar  nulos  los  matrimonios,  -  se  comprende 
fácilmente  la  inoonslHuoionaUdad  de  esas  disposiciones.  Con  ellas  se  confiere 
autoridad  a  fancionarios  que  ni  directa  ni  indirectamente  han  sido  elejidoa 
por  el  pueblo  antioqnefio,  ni  hacen  parte  de  rama  alguna  del  poder  público 
en  que  éste  se  halla  dividido  para  su  ejercicio. 

«  Los  Estados  carecen  de  facultad  para  establecer  cualquiera  forma  de 
gobierno  que  hubiera  de  rejirlos,  i  por  el  contrario,  están  comprometidos 
solemnemente,  en  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha  espedita 
de  la  TTnion  i  de  las  relaciones  pacíficas  entre  los  mismos  Estados,  *a  oiga- 
nisarse  conforme  ú  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo,  represen* 
tativo,  alternativo  i  responsable '  (artículo  8.%  inciso  1.^  de  la  Constitudon). 

**  El  pueblo  de  Antioqnia  no  elije  los  ministros  de  su  culto,  i  por  oon- 
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siguiento  éstos  oo  cjorcen  sus  fondones  en  representación  de  aquél,  que  no 
'es  su  comitente.  Los  ministros  de  los  cultos  no  alternan  en  el  ejercido  de 
sos  funciones  relijiosas,  i  antes  bien,  algunos  de  ellosi  como  los  del  culto 
católico,  consideran  sus  beneficios  colados  como  una  propiedad  de  que  no 
ae  les  puede  privar  sino  en  mui  raros  casos ;  de  modo  que  los  empleos  que 
ejercen  son  o  pueden  ser  vitalicios.  Por  último,  los  ministros  de  los  cultos 
no  son  responsables,  por  la  manera  como  ejerzan  su  minbterio,  ante  el  poder 
civil,  que  no  puedo  darles  jueces  que  los  juzguen  como  tales  ministros,  sin 
quebrantar  abiertamente  la  garantía  de  la  libertad  relijiosa. 

^I  si  a  las  consideraciones  que  preceden,  se  agrega  la  de  que  no  siendo 
loa  ministros  de  cualquier  culto  relijioso,  elejibles  para  los  puestos  públicos 
del  Gobierno  jeneral  de  los  Estados  Unidos^  conforme  al  articulo  83  de  la 
Constitución  nacional,  i  que,  según  el  69  de  la  misma,  los  tribunales  i  juz- 
gados de  los  Estados  hacen  parte  del  Poder  Judicial  federal,  es  claro  que 
en  Antioquia,  para  qu^  pudieran  ser  jueces  dichos  ministros,  según  el  Código 
^  Civil,  habria  que  considerarlos  igualmente  como  jueces  de  la  Nación,  según 
la  última  de  las  citadas  disposiciones  constitucionales,  no  obstante  carecer 
de  las  condiciones  de  elcjibilidad  para  el  desempeño  de  funciones  corres* 
pendientes  al  Gobierno  jeneral  { i  ebta  doctrina  es  opuesta  a  la  Constitución. 
Ni  se  diga  que  el  citado  artículo  69  de  la  Constitución,  únicamente  se  refiero 
a  los  tribunales  i  juzgados  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  establecidos 
yá  o  que  se  establezcan  con  arreglo  a  las  leyes  de  organización  judicial  de 
dicho  Estado ;  porque  si  esto  es  dertOi  como  lo  cree  la  Corte,  resultia,  como 
consecuencia  forzosa  de  este  argumento,  la  contradicción  patente  que  existe 
éútre  la  lejislacion  civil  sustantiva,  que  da  autoridad  i  jurisdicción  a  perso. 
nas  que  no  son  jueces  en  el  Estado,  i  las  leyes  de  organización  de  los  tri* 
bnnales,  que  no  invisten  del  carácter  de  jueces  a  esas  personas  que  fundo- 
nao  como  ministros  de  cultos,  según  determinados  ritos  relijiosos. 

<*En  virtud  de  tas  consideraciones  que  quedan  espnestas  i  las  de  que 
hace  mérito  ersoñor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  én  su  solicitud  arriba 
mencionada,  que  la  Corte  reproduce,  por  ser  exactas  i  conformes  con  las 
instituciones  establecidas  en  el  páis,  administrando  justi<ua  en  nombre  de 
¡06  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  i  usando  la  Corte 
de  la  atribución  que  le  ha  señalado  el  artículo  12  de  la  Constitución  federal, 
suspende  la  ejecución  del  artículo  136  i  su  parágrafo,  del  artículo  187  i  del 
parágrafo  o  segunda  parte  del  209  del.Código  Civil  del  Estado  soberano  de 
Antioquia,  puesto  en  observancia  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ocho- 
cientos  sesenta  i  cinco,  por  contener  disposiciones  evidente  i  respectiva- 
mente contrarias  a  los  artículos  8.°,  inciso  1.^;  15,  inciso  16 ;  i  60  de  la 
Constitución  política  de  la  Noción. 


—  220  — 

*<  Copia  de  esta  resolución  se  remitirá  por  el  próximo  correo  al  Poder 
I^ecativo  del  Estado  de  Antioqoia,  para  los  fines  consiguientes,  la  cual  tan» 
bien  se  publicará  en  el  Diario  Oficial^  i  el  espediente  orijinal  con  otra  copia 
se  pasará  oportunamente  al  Senado  de  la  República,  para  lo  de  su  cargo.'* 

Discutido  que  fu6  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  onani- 
fettidad, 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el  pre- 
sente acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores 
Hajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Joaá  M.  Yillamizab  G. — ^Manuel  Ezbquibl  CokkX- 
LBS— ;CÍB8A&  CoNTo — ^Manuxl  M.  Ramíbass— Jos¿  M.  RÓJAB  GASBmO— £1 
Secretario,  Bafael  JE,  /Santander» 

Es  copia  conforme, — Bogotá,  veintitrés  de  noviembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  i  cuatro. — El  Secretario,  Bafael  E.  Santander. 


IHFOSMB  DK  LA  COMISIÓN  IKBPBCTOSA. 

Hionctrables  Senadores. 

El  sefior  Procurador  jeneral  de  la  Nación  denunció  ante  la  Corte  Su- 
prema federal,  como  contrarios  a  la  Constitución  nacional,  el  artículo  136  i 
su  parágrafo,  el  artículo  187  i  el  parágrafo  o  segunda  parte  del  artículo  209 
del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  puesto  en  vijenoia  u 
observancia  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Tanto  en  el  memorial  dirijido  por  el  seSor  Procurador  jeneral  de  la 
Naden  a  la  Corte  Suprema  federal,  como  en  el  acuerdo  de  esta  corpora- 
ción, de  fecha  2  de  noviembre  de  1874,  se  aducen  razonamientos  sufideo- 
temente  rigurosos  para  demostrar  que  efectivamente  las  disposiciones  dtadaa 
del  Código  Civil  de  Antioquia  pecan  evidentemente  contra  la  ConstitaoioB 
nacionaL 

I  considerando  vuestra  comisión  que  es  innecesario  entrar  en  una  nueva 
discusión  sobre  el  asunto,  toda  vez  que  la  materia  parece  agotada  en  aquellas 
dos  bien  elaboradas  piezas,  se  limita,  por  lo  tanto,  a  reproducirlas,  i  ob 
propone,  en  consecuencia,  el  siguiente  proyecto  de 


SESOLUGION : 


**  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  ¿.*  ^^ 
artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  nulos  el 


r 
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aTÜeab  136  i  su  parágrafo,  el  artfcalo  187  i  el  parágrafo  o  seganda  parte 
diltrtfcolo  209  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Antioqaia,  puesto 
eo  (teervanda  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco, 
por  contener  disposiciones  evidente  i  respectivamente  contrarias  a  los  artí- 
culos 8.^,  inciso  1.° ;  15,  inciso  16,  i  60  de  la  Constitución  nacional."  • 

'<  Comaniqoese  esta  resolución  al  Presidente  de  la  Union,  al  Presidente 
del  Estado  soberano  de  Antioqnia;  pnblfquese  i  devuélvase  el  espediente  a 
h  Corte  Suprema  federal." 

Bogotá,  2  de  junio  de  1876« 

Por  obediencia  al  reglamento.— Sjsbjio  Abbolxda. 

SmiJANo  Rbstbepo  £. — ^Nabciso  Cadena — ^Rafasl  RoDBÍauEz. 


Junio  14 — Se  aprobó  en  primer  débete, — Jtdio  E.  Pérez. 


Junio  29. — Se  aprobó  en  2.'  i  último  debate. 

Jidio  E,  Pérez. 


XVII. 

mUDAD  del  arUonlo  134  del  Gódlgo  Olvil  del  Estado  del  ToUma»  1  del 
2.^  de  la  leí  de  24  noviembre  de  1873  del  mismo  Estado. 


vista  DBL  FB0C(JBAI>0B  jenebal. 
Señores    Maj letrados. 

José  Antonio  Correa  Delgado  solicita  la  suspensión  del  articulo  134 
del  Código  Civil  del  Estado  soberano  del  Tolima,  por  creerlo  contrario  al 
¡ocieo  16,  articulo  15  de  la  Constitución  nacional,  o  sea  al  2.^  de  la  lei  de  24 
de  noviembre  de  1873,  que  vino  a  reformar  el  Código  Civil. 

Dicho  articulo  dice  asi :  <<  Son  válidos,  para  los  efectos  políticos  i  civiles, 
los  matrimonios  celebrados  o  que  en  adelante  se  celebren  ante  los  respecti- 
vos ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  ritos  de  cada  uno  de  ellos 
lectivamente." 

I  el  indso  16,  artículo  15  déla  Constitución,  dice :  "  La  profesión  libre, 
pfiblica  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos 
looDmpatihles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la 
paz  publica." 
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*<  Copia  de  esta  resolaoioa  se  remitirá  por  el  próximo  correo  ai  Poder 
Ejecativo  del  Estado  de  Antioqaia,  para  los  fines  oonsigaientes,  lacaal  tam- 
bién se  publioarí  en  el  Diario  Oficial^  i  el  espediente  orijinal  oon  otra  copia 
se  pasará  oportnnamente  al  Senado  de  la  República^  para  lo  de  19a  cargo.** 

Discutido  qae  fu6  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  unani- 
fettidad» 

I  como  no  hnbiera  otro  asunto  de  qaé  ocuparse,  se  concluyó  el  pre« 
senté  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores 
Majistrados  con  el  inirascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Josa  M.  Yillamuab  G. — ^Manuel  Ezbquiel  CobbX- 
xssn-fa&kB,  Coin:o — ^Manuxl  M.  Ramíbass— Jos¿  M.  Rójab  Gabbido — El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander» 

Es  copia  conforme. — Bogotá,  veintitrés  de  noviembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  i  cuatro. — ^El  Secretario,  Mafael  E.  Santander, 


I 


IHFOSMB  DK  LÁ.  COMISIÓN  UÍBPBCTOSA. 

Hionctrables  Senadores. 

El  sefior  Procurador  jeneral  de  la  Nación  denunció  ante  la  Corto  Su- 
prema federal,  como  contrarios  a  la  Constitución  nacional,  el  artículo  136  i 
su  parágrafo,  el  articulo  187  i  el  parágrafo  o  segunda  parte  del  articulo  209 
del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  puesto  en  víjencia  u 
observancia  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Tanto  en  el  memorial  dirijido  por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Nadon-  a  la  Corte  Suprema  federal,  como  en  el  acuerdo  de  esta  corpora- 
ción, de  fecha  2  de  noviembre  de  1874,  se  aducen  razonamientos  suficien- 
temente rigurosos  para  demostrar  que  efectivamente  las  disposiciones  citadas 
del  Código  Civil  de  Antioquia  pecan  evidentemente  contra  la  Constitución 
nacional. 

I  considerando  vuestra  comisión  que  es  innecesario  entrar  en  una  nueva 
discusión  sobre  el  asunto,  toda  vez  que  la  materia  parece  agotada  en  aquellas 
dos  bien  elaboradas  piezas,  se  limita,  por  lo  tanto,  a  reproducirlas,  i  os 
propone,  en  consecuencia,  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUGION : 

**  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercido  de  la  atribución  5.^  del 
artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  nulos  el 
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articulo  136  i  sa  parágrafo,  el  artícalo  187  i  ol  parágrafo  o  sobanda  parte 
dei  articnlo  209  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Antíoqaia,  puesto 
en  observancia  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochodentos  sesenta  i  cinco, 
por  contener  disposiciones  evidente  i  respectivamente  contrarias  a  los  artí- 
culos 8.^,  indflo  1.°;  15,  iackso  16,  i  69  de  la  Constitución  nacional."- 

^<  Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  de  la  Union,  al  Presidente 
del  Estado  soberano  de  Antioquia;  pnblíquese  i  devuélvase  el  espediente  a 
la  Corte  Suprema  federal." 

Bogotá,  2  de  junio  de  1876, 

Por  obediencia  al  reglamentó. — Sabjio  ábbolxda. 

Emiijano  Rbstrepo  £. — ^Nabciso  Cadena — ^Rafasl  Rodeíquez. 

Junio  14 — Se  aprobó  en  primer  débete. — Jvlio  E,  Pérez, 


Junio  29. — Se  aprobó  en  2.'  i  último  debate. 

Julio  E,  Pérez, 


XVII. 

NULIDAD  del  artionlo  134  del  Oódlgo  Olvil  del  Estado  del  ToUmai  1  del 
2.  ^  de  la  lei  de  24  noviembre  de  1873  del  mismo  Estado. 


VISTA  DBL  FBOCdBADOB  JENXBAL. 

SefLores    Majistrados. 

José  Antonio  Correa  Delgado  solicita  la  suspensión  del  artículo  134 
del  Código  Civil  del  Estado  soberano  del  Tolima,  por  creerlo  contrario  al 
inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  o  sea  al  2.^  de  la  lei  de  24 
de  noviembre  de  1873|  que  vino  a  reformar  el  Código  Civil. 

Dicho  articulo  dice  así :  *<  Son  válidos,  para  los  efectos  politices  i  civiles, 
loa  matrimonios  celebrados  o  que  en  adelante  se  celebren  ante  los  respecti- 
vos ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  ritos  de  cada  uno  de  ellos 
respectivamente." 

I  el  ÍQcbo  16,  artículo  15  déla  Constitución,  dice:  "La  profesión  libre, 
pública  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos 
incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la 
paz  pública." 
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Ko  entra  &  dilnoidar  d  infrasorito  la  inoonstítneionalidad  dd  artloalo 
del  Código  Civil  del  Tolima  arriba  copiado,  para  pediros  su  Bospensíon,  pnei 
le  basta  hacer  mérito  en  el  presente  caso  del  acuerde  de  ese  Snpremo  Tri* 
banal,  de  fecha  2  de  noviembre  de  1874,  por  el  caal  suspendió  varios  ártico- 
los  del  Código  Civil  del  Estado  de  Antioqoia,  i  entre  ellos  el  136,  qae  ávi* 
ponia  exactamente  lo  mismo  que  esti  consignado  en  el  2.^  de  la  leí  de  24 
de  noviembre  de  1873,  del  Tolima,  caya  sospension  se  pide  por  José  Anto- 
nio. Correa  Delgado. 

Reproduce,  pues,  los  fundamentos  del  acuerdo  citado,  i  os  pide  qae 
suspendáis  el  artículo  2.^  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima  reformatoria  del 
Código  Civil. 

Bogotá,  agosto  23  de  1875. 

Raxok  Góxjdb. 


▲CUEBDO  DE  LA  COBTE  SÜFBEIÍA. 

El  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal  certifica :  que  en  el  libro  de 
acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  dentó  noventa  i  cuatro  a  la  desden- 
tas  una,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  aústeDcis 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  solo- 
res  HajistradoB,  doctores  Juan  Agustín  XJrícoechea,  Secundino  Alvares  M, 
Manuel  Ezequiel  Corrales  i  José  M.  Rojas  Oarrido. 

Se  tomó  en  consideración  el  memorial  suscrito  por  José  Antonio  Co- 
rrea Delgado,  en  que  pide  la  suspenrion  de  algunas  disposidones  del  Estado 
soberano  del  Tolima,  i  el  señor  Majistrado  doctor  Uricoechea,  a  quien  too6 
en  repartimiento,  este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resoludoo, 
at  que  se  le  dio  lectura  por  el  infrascrito  Secretario  : 

<*  Vistos. — ^Ha  solicitado  José  Antonio  Correa  Delgado  la  suspensión 
del  artículo  134  del  Código  Civil  del  Tolima  i  del  artículo  2.''  de  la  lei  de 
24  de  noviembre  del  año  de  1873,  que  adiciona  i  reforma  aquél. 

<«  El  134  dice  lo  siguiente :  *  Son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  poé- 
ticos, los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivo^  ministros  de  los  cnitof, 
conforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a  que  los  contrayentes  se 
hayan  sujetado  para  celebrar  el  matrimonio.' 

<<  El  artículo  que  reforma  éste  (2.^  de  la  lei  de  24  de  noviembre  de 
1873),  dice :  *  Son  válidos,  para  los  efectos  políticos  i  civiles,  ios  mstrimo- 


inMoelebradofloqiie  en  Adolante  fle  celebren  ante  los  respectivos  ministros  de 
ÍOB  caitos,  conforme  a  los  ritos  de  cada  uno  de  ellos,  respectivamente.' 

^La  diferencia  entre  estas  dos  disposiciones  consiste  en  qne  en  la  pri- 
mera se  habla  de  los  matrimonios  celebrados,  en  la  segunda  de  los  celebra- 
dos o  que  en  adelante  se  celebren.  Sx  pues  jcsta  disposición  se  saspende, 
quedará  virtnalmente  suspendida  la  otra. 

<<Es  preciso,  para  comprender  toda  la  disposición^  exaníinar  dos  enes* 
tienes:  1.*  ¿Pnede  nna  lei  hablar  de  los  matrimonios  celebradoSi  es  dedr, 
lejislar  para  lo  pasado  sobre  nn  acto  que  da  derecho  e  impone  obligadones  ? 
2*  ¿P&ede  nna  lei  dar  efectos  civiles  a  nn  acto  relijioso,  despaes  de  la  dis- 
podeion  constitucional  consignada  en  el  inciso  16  del  artfcnlo  15  delaCons- 
titndon  nacional,  artículo  que  reconoce  los  derechos  individuales  i  que  *  los 
reconoce  como  base  esencial  o  invariable  de  unión  entre  los  Estados '  P 

«  En  cnanto  a  la  primera,  bastará  recordar  la  disposición  del  artículo 
24  de  la  Constitución :  <  Ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  re- 
trotctívo  en  el  Qobiemo  jeneral  ni  en  el  de  los  Estados ;  escepto  en  materia 
penal,  cuando  la  lei  posterior  imponga  menor  pena.'  Si  pues  la  disposición 
de  que  se  trata  tiende  a  dar  derechos  nacidos  de  actos  anteriores,  esos  actos 
DO  pueden  producirlos  por  virtud  de  leyes  posteriores:  tendrán  los  que  les 
otorgaban  las  leyes  bajo  cuyo  imperio  se  ejecutaron  ;  pero  una  lei  posterior, 
oi  paede  dárselos,  ni  puede  quitárselos.  Las  leyes  que  tengan  semejante 
alcance,  son  espedidas  contrariando  la  disposición  constitucional  copiada. 

'*  En  cuanto  a  la  segunda  cuestión,  es  oportuno  reproducir  lo  que  el 
aetoal  Procurador  nacional  espresó  al  examinar  algunas  disposiciones  del 
Código  Civil  de  Antioquia : 

'La  Corte  Suprema  i  el  Senado  por  dos  veces  han  decidido  que,  cons- 
títodonalmente,  los  Estados  no  pueden  delegar  a  los  ministros  de  los  cultos 
jariidiccion  ni  autoridad. 

'Pero  la  disposición  contenida  en  él  artículo  136  i  su  parágrafo  del  06* 
digo  Civil  de  Antioquia,  en  cuanto  da  a  nn  acto  relijioso  efectos  dviles,  i  en 
cnanto  toma  por  base  del  otorgamiento  de  derechos  civiles  las  creencias  re* 
lijiosas  de  los  asociados,  hace  necesario  ub  examen  atentó  del  alcance  que 
tenga  la  garantía  consignada  en  el  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Constita- 
^n,  para  saber  si  la  disposición  mendioiíada  del  Código  de  Antioquia  peca 
contra  esa  garantía. 

*Por  el  inciso  16,  artícnlo  15,  se  garantiza  a  los  habitantes  de  Oolom- 
^  i  a  los  transeúntes:  ''La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  oualquiera 
felijioD,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  ia  paz  pública."  El  Estado  de  An- 
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tioquia,  lo  mismo  que  los  demás  Estados,  solamente  puede  restiiDJir,  por 
medio  de  sa  lejislacion,  la  libertad  relijiosa,  impidiendo  la  ejeoncion  de  actos 
relijiosos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  puedan*  turbar  la  pas 
pública;  pero  respecto  de  los  demaq  actos  relijiosos  no  le  es  permitido  hacer- 
los obligatorios  en  ningún  sentido ;  porque  desde  el  instante  en  que  la  auto- 
ridad civil  emplee  la  fuerza  de  que  dispone  el  Gobierno  para  quitar  la  espon- 
taneidad a  los  actos  que  se  tiene  derecho  a  ejecutar  en  uso  de  la  libertad 
relijiosa,  esa  libertad  se  limita,  i  la  profesión  de  la  relijion  no  es  libre,  ano 
forzada  por  el  lejislador. 

*  La  libertad  relijiosa  es  una  garantía  tan  sagrada,  que  toda  interpreta- 
ción que  se  quiera  dar  al  inciso  16  ya  citado,  en  el  sentido  de  qae  la  autori- 
dad civil  intervenga  dando  apoyo  a  cierta  rolijion,  esa  interpretación  tiene 
que  ser  rechazada  por  los  verdaderos  sostenedores  de  tan  preciosa  garantía; 
porque  la  libertad  relijiosa  para  el  individuo  no  solamente  consiste  en  poder 
pertenecer  a  determinada  comunión  relijiosa,  sino  en  que  el  Gobierno  no 
ponga  la  sanción  legal  al  servicio  de  la  sanción  relijiosa  para  estorbarle  qoe 
cambie  de  creencias  i  para  comprometerlo  a  ejecutar  ciertos  actos  relijiosos 
que  tal  ves  no  los  ejecutaría  si  el  poder  civil  no  exijiera  su  ejecudon  para 
alcanzar  el  goce  de  derechos  civiles. 

<  Así,  es  claro  e  incoo  trorertib  le  que  un  lejislador  que  tenga  obligadon 
de  respetar. en  los  asociados  la  libre  profesión  de  cualquiera  relijion,  no 
puede  espedir  leyes  que  tengan  por  único  fundamento  las  creencias  relijio- 
sas  de  tales  o  cuales  asociados ;  al  lejislador  no  le  es  permitido  examinar 
qué  relijion  profesan  los  miembros  de  la  asociación  civil,  para  según  ella 
otorgarles  estos  o  aquellos  derechos  civiles.  La  profesión  libre  de  cualquiera 
relijion  implica  que  la  relijion  ni  impone  ni  quita  obligaciones  civiles,  qae 
ella  no  puede  entrar  como  elemento  para  dar  leyes,  i  que  así  como  entre 
nosotros,  en  que  la  Constitución  no  hace  distinción  de  razas,  a  ninguno 
puede  el  lejislador  preguntar  si  es  blanco  o  negro  para  permitirle  ejecutar 
un  acto  divil,  del  mismo  modo,  existiendo  como  garantía  la  libertad  relijiosa, 
la  lei  no  puede  averiguar  si  el  asociado  es  católico  o  protestante  para  some- 
terlo, en  atención  a  su  oreenda,  a  determinados  deberes  relijiosos,  oono 
medio  de  obtener  derechos  civiles. 

*Dar  a  un  acto  relijioso  efectos  civiles,  equivale  a  convertir  en^ei  civil 
ese  acto ;  i  como  el  lejislador  tiene  que  hacer  reales  i  positivos  los  efectos 
civiles  por  medio  de  la  sanción  legal,  si  el  que  ejecutó  el  acto  relijioso  quie- 
re eludirlos,  resulta  que  por  esta  via  injoniosa  de  dar  a  los  actos  relijiosos 
efectos  civiles,  se  puede  llegar  a  convertir  en  forzosa  la  profesión  de  deter- 
minada relijion,  incrustándola  en  el  derecho  civil  de  un  Estado. 
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(psni  aeabar  de  baoer  patente  el  abuso  cratra  h  Ubeelad  reHjiosa,  ai 
86  declárate  oonstituóieoal  Bemejante  dootriiia,  baata  presentar  algunos 
ejemplos  qae  hablarán  mas  alto  qne  los  mejores  razonamientos.  Bn  nn  Bstá- 
do  80  estaUeoe  que  los  padres  de  familia  catóiióoe  nó  paedan  ejeroer  la  pa« 
tria  potestad  si  no  compfaeban  qué  se  han  confesado  en  la  caaresma;  qne 
no  nooBooen  con  dereoho  a  la  herencia  a  loa  hijos  que  no  haysB  sido  bauti- 
ttdos ;  qne  loe  padres  pueden  desheredar  a  los  hijos  que  se  resistan  a  orde- 
narse: j  se  pretenderá  sostener  en  serio  que  estas  i  otras  dísponeiones  seme- 
jantes las  paedan  sancionar  loa  Estados  en  su  lejisladon  oivíli  sin  contrariar 
ana  Constitución  que  garantiza  a  todos  los  asociados  la  libre  profeuon  de 
coalqoiera  relijion  ?  El  infrascrito  ha  meditado  muoho  sobre  la  tesis  qud 
acaba  de  desarrollar^  de  que  es  incompatible  con  la  libertad  relijiosa  ei  dar 
efectos  civiles  a  los  actos  relljiosos,  i  a  su  entendimiento  se  presenta  con  tal 
claridad,  que  no  ha  yaoilado  en  pediros  que  suspendáis  el  articulo  106  i  su 
parágnfo  del  Código  Civil  del  Estado  de  Antioquia,  per  esa  conñderacion 
principalmente.' 

**  Estos  razonamientos  serian  bastantes  para  decidir  la  cuestión ;  pero 
aonhai  mas.  Conforme  al  artículo  16  de  la  Constitución,  *  Todos  los  asun- 
tos de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados,  espresa,  espedal  i  . 
claramente,  al  Gh)bierno  jeneral,  son  de  la  esolusiva  competencia  de  los  mismos 
Estados.*  Como  se  ve,  esta  disposición  habla  de  asuntos  de  gobierno,  i  como  la 
relifiOD  no  es  asunto  de  esta  clase,  sino  en  el  caso  de  que  en  el  ejercido  de 
alguna  se  ejecuten  actos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  ten- 
gan por  objeto  turbar  la  paz  pública,  es  fbera  de  duda  que  es  violatoriio  de 
la  Constitución  cualquier  acto,  ja  del  Gobierno  jeneral,  ya  de  los  Gobier- 
nos le  los  Estados,  en  que  haga  intervenir  cualquiera  relijion  en  asuntos  de 
gobierno ;  pues  las  creencias  relijiosaa  constituyen  un  derecho  individual, 
oonforme  al  inciso  16  citade  del  artículo  15,  que  dice  así:  < La  profesión  li- 
bre, p&blica  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  he- 
chos incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  tur- 
bar la  paz  pública  f  de  manera  que,  como  queda  espresado,  solo  sobre  eStotf 
beohos  puede  lejislarse  por  la  Nadon  o  por  los  Estados  sin  menoscabar  el 
derecho  reconoddo  en  la  garantía  indicada. 

**  En  tai  virtud,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  jnstida  en 
fiombre  de  loa  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  Id,  i  usan- 
do de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo  72  de  la  Constitudon  nadonali 
tMelve;  suspéndese  la  ejecución  del  artículo  184  del  Código  CivO  del  To^ 
Gott,  i  la  dd  artículo  2.'  de  ta  lei  de  24' de  noviembre  de  1873,  espedida  por 

l>  Ii^islatora  del  mismo  Estado  i  qué  adidona  i  reforma  el  C6digo  (Svil. 
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^^  Notiffqoefe,  pablfqa6te  en  el  Diario  Qfieiatj  en  viese  si  Poder  Ejecu- 
tivo 4^1  Estado,  i  remítate  el  espediente  al  Senado»  dejindose  eo]tta  de  esta 
j^esolooion*'' 

Disentido  qne  fii6  dioho  proyecto»  se  aprobó  nnánimemente  por  It 
C!orte. 

Con  lo  cnal  i  no  habiendo  otro  asnnto  de  qn6  tratar,  se  di6  por  termi* 
nado  el  aoto,  que  firma  el  señor  Majistrado  Presidente  con  loa  demás  seño- 
res Majistrados,  por  ante  mí  el  Secretario,  de  qne  doi  fe. 

El  Presidente,  Makükl  W.  Cab^ajai— Juan  Agustist  UwoDiCHKá— 
SxcuNBiNo  Ályabez  M. — Manusl  EzaQUiEL  CobbjÜjeb — ^Jo8¿  M.  R6ja& 
Gabbido — ^El  Secretario,  JRafael  K  Santander. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  primero  de  noviembre  de  mil  oefaoeienloi 

setenta  i  cinco. 

^  El  Secretario,  JRafael  M  Santander. 


INFOBHBS  DB  LA  COLISIÓN  INePSCTOBA. 

Ciudadanos   Senadores. 

La  suspensión  que  acordó  la  Corte  Suprema  federal,  en  II  de  mano  de 
1873,  del  artícnlo  7.^  de  la  lei  de  Candinamarca  de  28  de  enero  del  misma 
año,  sobre  matrimonio,  i  la  posterior  anulación  del  propio  artículo,  resuelta 
por  el  Senado  en  15  de  marao  de  1874,  animaron  al  señor  José  Autonio  Co- 
rrea Delgado,  vecino  de  Ambalema,  a  denunciar  como  inconstitadonales 
dos  disposiciones  lejislativas  del  Estado  de  su  residencia»  que  seo  Itf 
siguientes : 

1.^  El  artículo  2.^  de  la  lei  de  24  de  noviembre  de  1875,  que  dice  así: 
<'  Son  válidos,  para  los  efectos  políticos  i  civiles,  los  matrimonios  celebrados, 
p  que  en  adelante  se  celebren^  ante  los  ministros  de  los  cultos»  conforme  i 
los  ritos  de  cada  uno  do  ellos,  respectivamente ; "  i 

2.^  El  artículo  134  del  Código  Civil  de  dicho  Estado  (que  es  el  mismo 
de  Cundiuamarca),  cuyo  tenor  es  este :  '<  Son  válidos,  para  los  efectos  oi?ile8 
i  políticos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los 
cultos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciooes  relijiosas  a  que  los  contra- 
yentes se  hayan  sujetado  al  celebrar  el  matrimonio." 

£1  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  sostuvo  ante  la  Corte  Su- 
prema el  pedimento  del  señor  Correa  Delgado;  i  s^un  se  ve  por  su  memo- 
.  rial,  él  opina,  ¡Qoea  rara!  que  esos  artículos,  que  aseguran  a  todos  la  libertad 
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4o  emne  tegan  los  ritos  de  sa  reKjioo,  son  viólateos,  nada  menos  que  del 
dereeho  qoe  a  naturales  i  eairanjeros  garantiza  el  ineiso  16,  artícaio  15  de 
k  GoostitiiGioD,  de  profesar  libre,  pública  o  privadamente  cnalqaiera  creen- 
oAjelijiosa.  Cómo  sea  i  en  qaé  consiste  esta  violación,  no  es  cosa  que  fficil- 
mente  se  advierta ;  pero  el  sefíor  Procurador  cita  eñ  apoyo  de  sa  opinión 
ID  scosrdo  de  la  Soprema  Corte,  de  fecha  2  de  noviembre  de  1874,  en  el 
^e  este  Supremo  Tribunal,  apoyándose  a  su  vez  en  las  opiniones  del  sefior 
IVocwrador,  que  textualmente  inserta,  suspendió  algunos  artículos  del  Có- 
digo Civil  de  Antioquia. 

Sobre  tales  antecedentes,  la  Corte  procedió  a  decidir  la  demanda  del 
señor  Correa  Delgado,  i  en  acuerdo  de  25  de  octubre  de  1875,  dijo :  *'  Sns- 
piodeie  la  ejecución  del  articulo  134  del  Código  Civil  del  Tolima  i  la  del 
articulo  2.°  do  la  lei  de  24  de  noviembre  de  1873,  espedida  por  la  Lejisla- 
tondei  mismo  Estado  i  que  adiciona  i  reforma  el  Código  Civil.'' 

Aunque  en  dicha  resolución  no  se  citan  las  dbposicionea  constitucioná- 
lee  qoe  hayan  sido  violadas  por  las  que  se  suspenden,  ellas  se  hallan  clara- 
mente indicadas  en  los  considerandos :  la  Corte  tuvo  por  violados  el  artículo 
24,  qne  prohibe  dar  a  las  leyes  efectos  retroactivos,  i  el  inciso  16  del  artículo 
15,  invocado  por  el  eefior  Procurador,  de  cuyos  escritos  anteriores  toma 
otra  vez  la  Corte  textualmente  los  argumentos  en  que  funda  su  fallo. 

La  retroactividad  la  encuentra  el  Supremo  Tribunal  en  aquellas  pala- 
bras del  artículo  2.°  de  la  lei  de  24  de  noviembre  de  1875,  que  dejamos 
SQbrayadas,  i  que  se  refieren  a  tiempo  pasado :  *'  o  que  en  adelante  se  cele- 
ktn.^  Oonforme  a  esta  disposición,  padarian  a  ser  lejftimos  ante  la  lei,  ma- 
triiñonios  que  no  lo  eran  sino  ante  la  moral  i  ante  la  opinión  unánime  de  la 
sociedad ;  esto  es,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  ministros  del  culto,  i 
se  lejitimarian,  por  conseenenoia,  muchos  hijos  venidos  al  mundo  con  las 
beodiciones  de  la  Iglesia  i  la  apTobaoioa  jeneral  del  pueblo,  en  perjuicio,  tal 
vez,  de  algunos  que  la  sociedad  tiene  por  esparios,  pero  que,  contra  ^lla  i  a 
penr  de  ella,  el  lejislador  ha  llamado  lejítimos. 

Etita  lei,  aunque  se  refiere  a  tiempo  pasado,  no  perjudica  a  nadie,  i 
aprovecha  a  muchos.  I  decüaro»  que  ño  perjudica  a  nadie,  porque,  según  las 
leyes  viientes,  los  esposos  unidos  ante  la  Iglesia  pueden  legalizar  su  matrimo- 
nio el  dia  que  quieran,  presentándose  ante  la  autoridad  civil ;  i  lejitimar  de 
eeta  manera  los  hijos  que  hayan  procedido  de  su  i^nion»  Si  loa  padrea  pueden 
lejitimar  a  sus  hijos  con  un  acto  posterior  al  nacimiento  de  éstos,  en  virtud 
de  ana  simple  dilijencia  ofieial,<^  ¿no  podrá  el  Estado  lejitimar  a  sus  duda- 
danos,  dispensando  a  los-  padres-  de  esa  dilijencia,  de  esa  simpTé  fórniula? 

PueAe  aaidgnrarse  que  do  ibil  toatrimoiños  celebrados  en  el  Tolima,  no 


llftbria  en  1875  ni  oqo  aiq^ena  oon^raula  Ojopjoroie  solo  •  la  lei  dfil,  pofqoi^ 
la  lei  qae  la  eatablepi^i  dxooaba  coa  la  ^piqioii  jenecal» )  iia^Q  la  obedaM 
Sata  lei  no  fné  lei,  como  no  lo  babria  aida  la  ^o  hubiera  ordenado  al  JUtag^ 
dalena  correr  para  ejl  9ar  i  nff  para  el  Noria, ;  pvm  apeaar  4^  ellai  él  habnft 
continuado  corriendo  por  donde  Dioa  Ip  p«ao« 

£1  principio  de  la  no  retí oaetiñdad  de  laa  leyes  ao  es  ooea  niieTa:.ñeM 
figorando  en  noestra  lejialadop  deade  el  tiempa  da  loa  romanoa,  i  ae  ha  repe» 
tido  en  todos  nuestros  códigc^  anteriores  i  posteriores  a  la  independenaia, 
sin  qae  jamas  haya  servido  de  obstáculo  al  lejislador  para  reparar  iniqnida^ 
des  e  injusticias  semejantes  a  la  que  la  leí  dd  ToUma  ae  ba  propuesto  en- 
mendar«  Dispensar  una  fórmula,  un  mero  procedimiento,  no  ea  alterar  al 
derecho,  ni  mucho  menos,  ^^dar  lo  pasado  en  daSo  de  oadie»  que  ea  lo  qoe 
constituye  el  efecto  retroaotlro  de  las  leyes* 

Respecto  del  artfoulo  Idé  del  Código  Cítü,  nos  referimos  a  lo  que  he<* 
mos  (Ucho  en  nuestro  informe,  que  reproducimos,  sobre  la  validea  de  la  leí 
281  espedida  por  la  Ijejislatara  de  Ántioqnia  en  sua  sesiones  de  1875.  IS'o  ea 
cierto  que  esté  prohibido  dar  efectos  oiriles  a  un  acto  rdi|ioao;  no  se  puede 
jamas  afirmar  que  reconocer  la  validez  de  un  matrimonio  xelijioso,  sea  coar- 
tar la  libertad  de  profesar  eata  ni  aquella  re^jiosi  i  por  lo  mismo,  el  artSeolo 
134  denunciado,  no  es  inconatítuoional. 

Por  todo  lo  espuestOi  os  propoaemoa  el  signiente  proyecto  de  reso- 
lución ; 

SU  Senedo  de  FlenipotencdarioSi  en  oso  de  la  fiM^uItad  que  le  confiere  el 
incuso  5.%  artículo  H  de  la  ConatitudioB,  decbuna  vilidoa  el  artículo  134  ást 
Código  C^vi^  del  Tolima  i  el  articulo  S*^de  la  lei  del  mismo  Satado^defeelMi 
24  de  noviembre  de  ]I895,    . 

Comuniqúese  a  la  Cotte  Suprema  fedetali  al  Poder  Ejeeutive  de  le 
Unioa  i  al  Gobernador  delEiftado  del  Telima» 

Bogotá,  mayo  18  dle  18T6# 
Ciudadanos  Senadorea. 


Honorablee  Senadoree/ 

Oenundadoa  ante  la  Corte  8«p«cmi^  fecleral  él  ertíoato  184  del  Cé* 
digo  Ciyil  del  Satado  soberano  del  Tollmei  el  artículo  2J^  de  la  lei  de  S# 
denoróffbire  de  I9?9t«<que  uáimmkknkmtk  diebo  Código  aviL'' la 
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Corte  Saprema  pronnnoi^  k  suspensión  de  los  artíonlos  denunciados,  por  el 
semrdo  deieoha  25  de  oetabre  de  1875« 

Estadiado  el  espediente  por  la  comilón  del  Senado  encargada  del  ezá* 
iB«n  de  los  actos  de  las  Lejislatoras  'de  tos  Estados  denundados  como  oon^ 
tnrioB  a  la  Constitodon  o  leyes  nacionales,  ba  encontrado  ftmdada  la  reso- 
Mon  de  la  Corte;  pdr  lo  qné,  gspt»dadeodo  eñ,  todas  sts  partes  «Kobo 
aeoerdo;  tiene  el  honor  de  ptflpoMMI.  éleijfttiiptt  proyecto  de 

bbboloceok: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerdendo  la  atribución  5.%  artículo 
•51  déla  Constitución,  declara  definitivamente  nidos  d  articulo  IZA  del  C6- 
digo  Civil  del  Estado  soberano  del  ToUma,  i  el  artículo  2*^  de  la  lei  de  24 
de  noviembre  de  1873,  espedida  por  la  Ligisbtura  M  mismo  Estado,  i  que 
adioiooa  i  r«tbrma  el  Código  Oivü. 

Co^nuoíquese  esta  resolución  al  Preñdi^sM  de  la  Uniota  i  al  €tobemador 
del  Estado  soberano  del  Tolima. 

Foblfquese  i  devuélvase  el  espedieato  a  la  Costa  Suprema  iedeftiL 

Bogotá;  2  de  junio  de  18Mé 

Emiliano  Rbstbepo  E.— -Por  obediencia  al  Ueglamento,  Sbbjio  Ab- 
aoucDÁ— Nabciso  Cadska— Bavabl  BodbSgubs. 


Senado  de  I^lení^oíeneiario$'----^vnio  tU 

Se  discutió  i  aprobó  en  primer  debate  la  anterior  resolución, 

J.  JR  Pérez. 


Senado  de  Flenipoieneiarioe'^wno  29^ 
Se  «p«ob4  en  seguflio  I  ftltimo  défaat^« 

J,  R.  Pirez. 
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VOLIDAD  de  los  articido8L%X',&%4M6.*delaU1281del8Wdel 


YIBTA  DltL  PBOCUSADOB  JSKXXAL» 

SefLores  Maj  letrados. 

Ese  Sopremo  Tribunal,  en  xtño  de  te  fitónltad  qae  le  otorga  el  artfool(^ 
12  de  la  Oonstitlicion  nacional,  snspendiói  por  ser  contrarios  a  dicha  Cons- 
titución, los  artículos  186  i  su  parágrafo,  el  187  i  el  parágrafo  del  209  def 
Código  Civil  del  Estado  de  Aotioquía. 

Estos  artículos  dicen : 

<<Art.  186.  Son  válidos,  páralos  efectos  civiles  i  políticos,  los  matrimo- 
nios celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  ios  ettUos,  conforme  a  los 
cánones  o  constituciones  relijiosas  a  que  loa  contrayentes  se  hayan  sujetado 
para  celebrar  el  matrimonio. 

'  **  La  lei  no  reconoce  como  válidos,  para  Tos  efectos  civiles  i  politioosjos 
matrimonios  de  católicos  que  no  se  hayan  celebrado  en  conformidad  eon 
este  artículo.  Para  tales  matrimonioa  no  se  observarán  las  formalidades 
prevenidas  en  los  artículos  121  a  185, 137  i  188,  los  cuáles  tampoco  tendrío 
lugar  respecto  de  aqjjellos  individuos  no  oi^tólicos  que  puedan  celebrar  bos 
matrimonios  conforme  a  los  ritos  de  su  respectiva  comunión  relijiosa. 

*<  Árt.  187.  Respecto  de  los  matrimonios  de  que  tratan  el  artículo  l^ 
i  su  parágrafo,  solo  la  autoridad  correspondiente  de  la  congregación  relijioo 
a  cuyos  ritos  se  hayan  sujetado  los  cónyufes  al  celebrar  su  matrimonio» 
podrá  decretar  la  separación  de^  los  esposos  informe  a  loa  cánones  respeo- 
tivos  i  quedando  subsistente  el  vínculo  matrimonial. 

*<  Art.  209.  Las  demandas  sobre  nulidad  del  matrimonio  se  propondrán 
ante  el  mismo  funcionario  i  en  los  mismos  términos  que  las  de  divorcio  segno 
el  artículo  181. 

«  EsceptAanse  de  esta  disponcion  las  demandas  sobre  nulidad  del  na 
trimonio  celebrado  conforme  al  articulo  186  i  su  inciso  2.^,  de  la«  coalea 
deberá  conocer  el  respectivo  ministro  o  funcionario  de  la  comunión  relijioaa 
a  cuyos  ritos  se  sujetaron  los  miamos  cónyujes  al  celebrar  el  matrimonio. 
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B  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  sus  seiionee  del  presente  afio,  no 
v\eua&  a  resolver  sobre  la  nulidad  de  dichas  disposiciones ;  pero  la  Asam- 
bleiLejislatiTa  del  Ebtado  de  Antioqaia  espidió  en  reemplazo  de  ellas  la  lei 
281,  qae  adiciona  i  reforma  el  Código  Oivil,  con  fecha  1  de  setiembre  de 
1875,  de  la  coal  os  acompaña  el  infrascrito  nna  copia  debidamente  aotenti- 
cada,  i  que  pasa  a  insertarla  en  este  memorial  para  qne  con  mas  facilidad  ae 
ptieda  comparar  con  los  artfcolos  del  Código  Civil  ya  suspendidos : 

*<  Art.  1."^  La  lei  reconoce  como  acto  Kcito,  válido  i  legal,  garantizado 
por  la  Constitución  nacional  i  la  del  Estado,  todo  matrimonio  celebrado  o 
que  se  celebre  dentro  o  fuera  de  él  conforme  a  la  relijion  de  los  contrayen- 
tes, con  tal  que  no  pngne  con  la  moral,  i  que  la  relijion  bajo  la  cual  se  haya 
otorgado  o  se  otorgue,  sea  de  las  admisibles  en  el  pais, 

*<  Art,  2.^  Cuando  los  que  quieran  contraer  matrimonio  en  el  Estado 
de  Antioquia  no  puedan  verificarlo  de  la  manera  indicada  en  el  artículo 
anterior,  lo  podrán  celebrar  conforme  al  artículo  121  del  Código  Civil  i 
coa  las  formalidades  prescritas  en  el  mismo  Código. 

'^ArU  3.^  La  lei  reconoce  como  separados  o  como  anulados,  en  sus 
respectivos  casos,  los  matrimonios  que  lo  estén  según  las  reglas  de  la  relijion 
qne  se  hubieren  observado  para  celebrarlos. 

'<  Art.  4.^  La  celebración,  la  separación  i  la  anulación  de  un  matrimo- 
nio de  los  espresados  en  los  artículos  1.^  i  3,*  se  probarán  con  la  atestación 
del  respectivo  ministro  del  culto,  sin  perjuicio  de  admitirse,  en  cuanto  a  su 
celebración,  las  pruebas  supletorias,  o  la  posesión  notoria,  en  sue  respectivos 
casos,  i  en  los  términos  establecidos  en  el  Código  Civil,  título  ^'Pruebas  del 
estado  civil.»* 

^Art.  5.^  Los  matrimonios  de  qne  trata  la  presente  lei  producen  los 
efiectos  que  las  leyes  del  Estado  atribuyen  al  contrato  de  matrimonio. 

**  Art,  6.^  Por  la  presente  lei  no  se  hace  novedad  en  los  artículos  104 
i  105  del  Código  Civil. 

*^  Art.  1.^  Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  contrarias  a  la 

presente  lei.'* 

Gomo  se  ve  por  esta  lei,  el  lejislador  de  Antioquia  insiste  en  dar  a  los 
actos  relijiosos  referentes  al  matrimonio  efectos  civiles,  i  en  prestar  a  las 
decisiones  de  los  ministros  de  los  cultos  sobre  separación  de  los  cónyujes  i 
solidad  de  los  matrimonios,  el  apoyo  de  la  autoridad  dvil,  reconociendo 
tales  dedriones  como  legales  i  válidas. 

Ese  Sapremo  Tribunal  suspendió  el  artíoolo  186  del  Código  Gvil  de 
Antioquia,  porque  consideró  -  qne  dar  efectos  civiles  a  los  matrimonios  qne 
los  ereyenies  celebrabaii  únicamente  ante  los  ministros  de  nn  caito,  era 
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contrariar  el  indao  16  del  artíoolo  15  de  la  Cooatítacion,  porque  la  lil)6nad 
relijiosa  ae  reatrinjia  desde  el  momento  en  que  el  lejielador  hidera  asa  de  h 
autoridad  para  hacer  efeotívae  oon  la  sancáoB  legal  las  obligaciones  relijioaai. 

I  eata  misma  doctrina,  de  ser  contraria  a  la  libertad  garantizad!^  por  d 
mencionado  inciso  16  del  artículo  15,  la  interyendon  del  lejialador  qne 
asigne  efectos  civiles  a  los  actos  relíjiosoSi  fué  otra  vez  invocadapor ese 
Suprema  Tribunal  para  suspender,  con  fecha  25  de  octubre  del  presente 
año,  el  articulo  134  del  Código  Civil  del  Tolima,  que  dice:  ««Son  válidos, 
para  los  efectos  civiles  i  políticos,  loa  matrimonios  celebrados  ante  los  respeo- 
tivos  ministros  de  los  caitos  conforme  a  loa  cánones  i  constituciones  reli- 
jiosas  a  que  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el  matrimonio'* 

En  dicha  resolución  la.  Corte,  después  de  insertar  los  argumentos  en 
los  enales  se  apoyó  el  infrascrito  pura  solicitar  la  suspensión  del  articalo 
189  del  Código  Civil  de  Antioquia,  agregó  lo  siguiente : 

*<  Estos  razonamientos  serian  bastantes  para  decidir  1a  cuestión ;  pero 
aun  hai  más :  Confoiime  al  artículo  16  déla  Constitución,  ^ todos  los  asuntoe 
fh  ffobiemo  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados  eapresa,  especial  i  cla- 
ramente al  Gobierno  jeneral,  son  de  la  escinsiva  competencia  de  los  mismos 
Estados.'  Como  se  ve,  esta  disposición  habla  de  asuntos  de  gobieroOji 
como  la  relijion  no  es  asunto  de  esta  dase,  sino  en  el  caso  de  que  en  el 
ejercicio  de  alguna  se  ejecuten  actos  incompatibles  con  la  soberanía  nscioiial, 
o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  p&Uicaj  es  fuera  de  duda  qne  es 
violatorio  de  la  Constitudon  cualquier  acto,  ya  del  Gobierno  jeneral,  ya  de 
los  Gobiernos  de  los^Estados,  en  que  se  haga  intervenir  cualquiera  relijion  ea 
asuntos  de  gobierno ;  pues  las  creencias  relijiosas  constituyen  un  derecho 
individual  oonlbrme  al  inciso  16  citado  del  articulo  15,  que  dice  así:  'La 
profesión  libre,  p4blica  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que  do 
se  ejecuten .  hechos  incompatibles  con  hi  soberanía  nacional,  o  que  tengaa 
por  objeto  turbar  la  paz  pública ;'  de  manera  que,  como  queda  espressdo, 
eolo  sobre  estos  hechos  puede  lejislarse  por  la  Nación  o  por  los  ¿Esvsdos, 
sin  menoscabar  el  derecho  reconocido  en  la  garantía  indicada." 

I  cpmo.  tanto  esta  cuestión  de  dar  efectos  civiles  a  los  matrimonios 
relijioaos,  comp  la  de  reconocer  las  decisiones  de  los  ministros  de  los  coitos 
aobre  nulidad  de  los  matrimonios  i  separaciones  de  los  cónynjes  como  viu- 
das i  legales,  eatán  resuelta»  en  sentido  negativo  por  ese  Supremo  Tríbansl, 
bastaria  referirse  el  infrascrito  a  los  acuerdóos  «n  que  están  resuelles,  para 
pediros  ahoíli  la^  saq>eii9Íoii.!d9  la  1^  ^9:1  del  Est^  de  Antíoquia,  agpe  ya 
ae  ha  h^o  refetencie^  .     . 

111%  oomo  el  bjislador  d#  Antiaqvia  poao  ean«4«r«adoa  &1a  espr^^ 
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W,  m  duda  oon  el  objeto  de  hacer  oomprendm*  qtte  al  insutir  bajo  otra 
íxm  en  las  miamafl  dispoflknooes  quo  la  Corte  Baprema  federal  habia  ana- 
pendido,  no  procedía  por  mera  hostilidad,  Bino  por  opiniones  razonadas,  es 
preoBO  entrar  en  el  examen  de  tales  oonsiderandoB  para  investigar,  con  la 
inpsroialidad  i  la  reotitnd  qoe 'estas  materias  ezíjet^  si  la  yeréad  se  halla 
oertsmente  de  parte  del  lejislador  de  Antioqnia. 

F^ra  haoer  ese  examen  con  la  claridad  apeteciblcí  el  iníraaorito  tratará 
i^sradamenie  los  dos  pantos  oomprendidos  en  la  Im,  a  saber: 

1.^  Bl  de  reconocer  como  válido  i  legal  el  matrimopio  calebradociMi- 
fonne  a  la  relijion  de  los  contrayentes ; 

2.^  Aceptar  como  válidas  ante  la  lei  civil  las  decÍBÍofles  de  ios  minis- 
tros de  los  caitos  sobre  naKdad  del  nuitrimonio  i  separadon  de  los  oónyi^ee. 

Los  tres  primeros  considerandes  dicen : 

"Qae  la  Constitacion  nacional  i  la  del  Estado  reconocen  i  garantizan 
la  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cnalqniera  relijion,  con  tal  que  no 
se  qecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  i  del  Bstado,  o 
qae  tengan  por  objeto  turbar  la*  paz  pública : 

*^Qae  la  Constitución  i  leyes  de  Is  Uoion  i  del  Estado  reconocen,  para 
los  efectos  civiles  i  polflicoB,  como  ministros  del  cnlto  a  las  personas  qoe, 
fl^fon  su  respectiva  relijion,  tengan  ese  carácter,  ñn  que  por  ello  haya  que 
ÍDoorporar  en. la  lejislaoion  los  cánones  de  todas  las  rel^iones  admisiUes  en 
d  país,  ni  dar  a  dichos  ministros  la  calidad  de  fancionarios  púUioos  civiles : 

^  Que  de  la  propia  manera  i  sin  que  se  dednzcan  las  consecaeiicfaa 
anotadas  al  fin  del  precedente  inciso,  pueden  también  reconocer,  para  los 
nüimos  efectofl,  como  anidas  en  matrimonio  a  las  personas  que  h>  estén 
«egan  las  reglas  de  sn  relijion*»' 

£1  infrascrito  no  halla  en  estos  considerandos  sino  dos  argamentoe  en 
&vor  del  reconocimiento  de  los  matrimonios  relijiosos  por  la  leicivU:  1.® 
Qoe  el  matrimonio  relijioso  no  es  un  hecho  incompatible  coa  la  soberanía 
fisoional  o  del  Estado,  ni  tiene  por  objeto  turbar  la  paa  pública;  2«^  Qoe 
sd  como  la  Cpnstitucion  i  leyes  de  la  Union  i  del  Bstado  reconocen,  para 
los  efectos  civiles  i  políticos,  como  ministros  del  culto  a  laa  personas  qoei, 
según  su  respectiva  relijion»  tengan  ese  carácter,  del  mismp  modo  se  puede 
reooaocer,  para  los  efectos  civiles,  la  anión  en  matrimonio  de  laa  persona» 
^le  se  hayan  casado  segvn  su  relijion» 

En  cuanto  al  primer  argumento,  es  cierto  que  la  OonsÜtttcioB  gaiislíin) 
la  p¡ro£BSÍon  Ubre,  púUii^  o  pri  vadaí  da  caalqweva  lelijion,  oon  tal*  qae  no  se 
^lee&teo  hechos  inoompatiblea  coa  la  a(^benM[»ia  nacional  i  dd  Batadn^  o 
tie  tengaii  por  cigoto  tanbat  la  paa.pAblioa }  peto^  édirid  lo- fié  máéBm» 
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M  qoe  el  lejislador  no  puede  impedir  qne  cada  cnü  ejecute  los  aotos  reli' 
jiMOa  que  a  biea  tenga,  oomo  resar,  oonfesarse,  oir  misai  i&^  que  no  teogtn 
aquellos  oaractéres,  i  qne  una  lei  de  ua  Estado  que  los  prohibiera  sería 
abiertamente  inooostitucionaU 

Pero  no  se  tratare  la  permidon  o  prohibición  para  ejecutar  los  setos 
relijiososy  sino  del  reconocimiento  de  esos  actos  por  el  l^islador  para  darles 
e£90t08  dyiles. 

La  lei  de  Antioquia,  aunque  en  su  artículo  primero  no  hubiera  diefao 
qne  reoonocia  oomo  acto  lícito  el  matrimonio  celebrado  por  los  contrsyenteé 
conforme  a  su  relijion,  siempre  lo  seria  por  la  garantía  del  inciso  16  del 
arifoulo  15  de  la  Constitución  nacional.  Así,  lo  que  se  discute  al  presente 
es,  si  pudo  en  el  artículo  5.°  de  la  lei  281  ordenar  que  los  matrimonios  reli* 
jioeos  produzcan  los  efectos  que  las  leyes  del  Bstado  atribuyen  aloontrnto  de 
matrimonio. 

La  cuestión  no  queda,  pues,  resuelta  en  ningún  sentido  di<ñendo  qne 
el  matrimonio  relijioso  no  es  un  hecho  incompatible  con  la  soberanía  o 
la  paz  pública,  porqae  no  se  trata  de  saber  si  como  acto  relijioso  se  puede 
o  nó  ejecutar,  sino  si  a  eso  acto  se  pueden  dar  efectos  civiles,  que  la  autoridad 
hará  cumplir  por  medio  de  la  sanción  legal,  annque  los  que  ejecutaren  el 
acto  relijioso  hayan  variado  de  creencias» 

En  este  terreno  es  que  ese  Supremo  Tribnnal  ha  planteado  la  caestioD 
que  se  debate  en  las  ocasiones  qne  la  ha  resnelto ;  i  en  el  mismo  también 
la  ha  tratado  el  infrascrito,  esponiendo  lo  siguiente,  qne  es  del  caso  repetirlo: 

<*Por  el  inciso  16,  artículo  15,  se  garantiza  a  los  habitantes  de  Colom- 
bia i  a  los  transeúntes,  "  la  profesión  pública  o  privada  de  cualquiera  relijioot 
con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o 
que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.'*  El  Estado  de  Antioqnia,  k) 
mismo  que  los  defnas  Estados,  solamente  puede  restrinjir,  por  medio  de 
an  lejislacion,  la  libertad  relijiosa,  impidiendo  la  ejecución  de  actos  relijioaos 
incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  puedan  turbar  la  paz  pública; 
pero  respecto  de  los  demás  aotos  relijiosos  no  les  es  permitido  haoerloa 
obligatorios  en  ningún  sentido,  porqne  desde  el  instante  en  qne  la  autoridad 
civil  emplee  la  fuerza  de  que  dispone  el  Gobierno  para  qnitar  la  esponta* 
neidad  a  ios  aotos  iqne  ee  tiene  derechc  a  ejecutar  en  uso  de  la  libertad 
relijiosa,  esa  libertad  se  limita,  i  la  profemon  de  la  relijion  no  es  libre,  bíbo 
fonsada  por  el  lejislador. 

^  La  libertad  relijiosa  es  una  garantía  tan  sagrada,  que  toda  interpre- 
iMion  qne  ae  qaiera  dar  al  inciso  16  ya  dtado,  en  el  sentido  de  que  la  auto» 
ridaS  >cifi  inl^nrenga' dando  »poyo  a  cierta  rel^on,  esa  InterpretaMoa  iisae 
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qoft  ser  reohazada  por  los  verdaderos  Bostenedores  de  tan  preciosa  garantía; 
poiqoe  la  libertad  relijiosa  no  solamente  consiste  en  poder  pertenecer  a 
detenmoada  oomonion  relijiosa,  sino  en  que  el  Gobierno  no  ponga  la  sanoioD 
Ifi^  al  servicio  de  la  sanción  relijiosa  para  estorbarle  qne  cambie  de  oreeiv> 
áas  i  para  comprometerlo  a  ejecutar  ciertos  actos  relijiosos  que  tal  vez  no 
Ids  ejecntaria  si  el  poder  civil  no  ezijiera  su  ejecución  para  alcanzar  d  goce 
de  derechos  civiles* 

^^Asi,  ea  claro  e  incontrovertible  que  unlejislador  que  tenga  obligación 
de  respetar  en  los  asociado»  la  libre  profesión  de  cualquiera  relimen,  no 
puede  espedir  leyes  que  tengan  por  único  fundamento  las  creencias  relijiosaa 
de  tales  o  cuates  asociados ;  al  lejislador  no  le  es  permitido  examinar  qnfi 
relijioD  profesan  los  miembros  de  la  asociación  civil,  para  según  ella  otor« 
garles  estos  o  aquellos  derechos  civiles,  i  La  profesión  libre  de  cualquiera 
relijioD  implica  qne  la  relijion  no  impone  ni  quita  obligaciones  civiles,  que 
ella  00  puede  entrar  como  elemento  para  dar  leyes,  i  que  asi  como  entre 
nosotros,  en  que  la  Constitución  no  hace  distinción  de  razas,  a  ninguno 
piede  el  lejislador  preguntar  si  es  blanco  o  negro  p«|ra  permitirle  ejecutar 
na  acto  civil,  del  mismo  modo,  existiendo  como  garantía  la  libertad  relijiosa, 
la  lei  no  puede. averiguar  si  el  asociado  es  católico  o  protestante  parase* 
meterlo,  en  atención  a  su  creencia,  a  determinados  deberes  relijiosos,  como 
medio  de  obtener  derechos  civiles. 

^<Dar  a  un  acto  relijioso  efectos  civiles,  equivale  a  convertir  en  lei 
dril  ese  acto ;  i  como  el  lejislador  tiene  que  hacer  reales  i  positivos  los 
e&otos  civiles  por  medio  de  la  sanción  legal,  si  el  que  ejecutó  el  acto  reU* 
jiofio  quiere  eludirlos,  resuka  que  por  esta  yia  injeniosa  de  dar  a  los  actos 
relifiosos  efectos  civiles,  se  puede  llegar  a  convertir  en  forzosa  la  profesión 
de  determinada  relijion,  incrustándola  en  el  derecho  civil  de  un  Estado, 

**  Para  acabar  de  hacer  patente  el  abuso  contra  la  libertad  relijiosa,  si 
M  declarase  constitucional  semejante  doctrina,  basta  presentar  algunos 
ejemplos  qne  hablarán  mas  alto  que  los  mejores  razonamientos.  En  un  Es- 
tado se  establece  que  los  padres  de  familia  católicos'  no  pueden  ejercer  la 
patria  potestad  si  no  comprueban  que  se  han  confesado  en  la  cuaresma ; 
qne  no  reconocen  con  derecho  a  la  herencia  a  los  hijos  que  no  hayan  sido 
baatizados ;  que  los  padres  pueden  desheredar  a  los  hijos  que  se  resistan  a 
ordenarse :  j  se  pretenderá  sostener  en  serio  que  estas  i  otras  disposiciones 
lemejantes  las  puedan  sancionar  los  Estados  en  su  lejisladon  civil,  sin  con- 
tnriar  una  Constitución  qne  garantiza  a  todos  los  asociados  la  libre  profe- 
liou  de  cualquiera  relijion  P  El  infrascrito  ha  meditado  mooho  sobre  la  tesis 
qne  se  acaba  de  desarrollari  de  que  es  incompatible  oou  la  libertad  relijiosa 
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él  dar  efeetcM  aviles  a  IO0  actos  rel^iosos,  i  a  so  entendimiento  se  preieátt 
tcm  tal  claridad,  qae  no  ha  vadlaáo  en  pediros  qne  saspendua  el  artículo 
106  i  BU  parágrafo  del  Código  Civil  del  Estado  de  Antioqnia,  por  esta  oob- 
flideracion  principalmente," 

El  segando  argumento  que  encierran  los  tres  primeros  considerandos 
es  todavía  mas  débil  Be  dice:  'Ma  Constituoion  i  leyes  de  la  ü&ion  i  dd 
Estado  reconocen  a  los  ministros  del  culto  en  su  carácter  de  tales  para  K» 
efectoa  civiles  1  políticos;  luego  también  se  puede  reconocer  para  los  mismos 
efectos  el  acto  relijioso  del  matrimonio.'' 

La  Constitución  nacional  no  reconoce  a  los  ministros  del  culto  con 
catttcter  de  tales  para  efectos  civiles  (hubiera  sido  oportuno  que  se  citara  el 
artículo  que  contiene  tal  reconocimiento) ;  i  en  las  leyes  namonales  poflte> 
ñores  a  la  sanción  de  la  carta  fundamental,  tampoco  existe  ese  reconoo- 
miento,  i  las  anteriores  que  hadan  derivar  efectos  civiles  de  ese  estado 
relijioso,  han  quedado '  virtualmente  derogadas  con  la  disposición  del  indw 
,16  del  artículo  15. 

Si  en  el  Et^tado  de  Antioquia  existen  leyes  que  confieren  6  quitan  de- 
rechos dviles  a  los  ministros  de  los  cultos,  únicamente  por  tener  ese  carác- 
ter algunas  personas  residentes  en  ese  Estado,  tales  leyes  son  evidente- 
mente contrarias  a  la  Constitudon  nacional,  como  lo  és  la  lei  281  que  eetá 
examinando  el  infrascrito. 

El  cuarto  considerando  dice : 

^  Que  al  estatuirse  una  disposidon  semejante  no  se  hace  distinción 
ninguna  eu  favor  ni  en  contra  de  los  que  profesan  tal  o  cual  relijion  de  lu 
admísibiea  en  el  pais,  paea  a  todas  se  les  trata  eti  este  asunto  sobre  el  pié 
de  la  mas  completa  igualdad." 

A  esto  contesta  el  infrascrito  que  a  la  presente  Id  no  se  le  objeta  de 
ifloonstitucional  porque  sea  violatoria  del  indso  10  del  artículo  tí  qno 
consagra  la  igualdad.  Esta  observación  la  hiao  el  infrascrito  en  otra  ocasión 
al  inoÍBO  del  artículo  136  del  Código  Civil  de  Antioquia,  pues  declaraba  qne 
la  Id  no  reeonoda  como  válidos,  para  los  efectos  d^Ies  i  políticos,  los  matri* 
fnonios  dé  católicos  que  no  se  hubieran  celebrado  ante  los  ministros  de  sn 
culto,  en  tanto  que  a  los  que  no  faéran  católicos  sí  les  permitía  dicho  Có- 
digo casarse  ante  el  notario  o  el  jues. 

Pero  como  el  inciso  dd  artículo  136  está  suspendido,  i  no  se  ha  voelto 
m  reprododr  en  la  iejislacioD  de  Antioquia,  no  hai  para  qné  ocuparse  dd 

citaito  d  tratar  de  la  lei  281. 

El  quinto  coMldérasido  dice : 

^Qw  la  tejialadon  dvil  de  km  Bitadoa  ea  m  negod^  de  stt  privativa 
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OptapeteDoU)  que  elloi  80  reiervaroo  al  espedir  la  Constitaeion  federal ;  1 
q|iei068  miima  lejisladon  oorreeponde  determioar  el  número^la  nataralesa 
i  iw  formalidades  de  los  contratos  que  a  ella  ocovienen,  i  de  los  actos  rela- 
tivoe  al  estado  civil/' 

Todo  esto  es  cierto  con  na  aditamento,  i  es  el  de  no  lejíalar  los  Estados 
ooDtnudando  la  ConstitnoioQ  i  leyes  nacionales ;  porque  si  las  espiden  asf , 
trssps8sn  esta  limitación,  aunque  sea  sobre  negodos  de  sa  esolusiva  compe^ 
teacia,  i  esas  leyes  son  snspendibles  i  analables. 

El  último  considerando  dice : 

*^  Qae  ninguna  disposición  del  pacto  federal  obliga  a  los  Estados  a  dar 
r^Ias  para  la  celebración  i  oomprobscion  del  contrato  de  matrimonio,  i  qtie, 
per  lo  mismo,  pueden  ellos,  a  virtud  de  su  soberanía,  abstenerse  de  reglamen- 
tarlo, si  así  lo  quieren,  i  adfnitirlo  como  un  acto  lejítimo  i  válido,  una  veír 
(pe  los  contrayentes  lo  celebren  según  sus  ritos  relijiosos." 

Es  cierto  que  ninguna  disposición  del  pacto  federal  obliga  a  los  Estados 
a  dar  reglas  para  la  celebración  i  comprobación  del  contrato  de  matrimonio, 
i  que  por  tanto  pueden  abstenerse  de  reglamentarlo  y  pero  si  no  se  abstienen, 
en  las  leyes  que  den  sobre  este  particular  no  pueden  concniar  la  Constitu? 
dea  i  leyes  nacionales. 

Un  Estado  puede  hoi,  ea  virtud  de  su  soberanía,  abstenerse  de  lejislar 
aobre  el  homicidio,  i  por  consiguiente  de  imponei;  penas  a  los  homicidas; 
pero  ú  lejisla  i  les  impone  penas  a  los  que  cometen  el  delito,  no  puede 
aplioarles  la  pena  de  muerte. 

Si  el  lejislador  se  ocupa  del  matrimonio,  no  puede,  como  se  ha  demoa- 
tiido,  hacer  derivar  los  efectos  civiles  de  este  contrato  de  un  acto  Telijioso,i 
únembargo,  bien  puede  dejar  de  reglamentar  dicho  contrato,  porque  al  ha- 
eer  esto  no  existirá  dbpodmon  alguna  que  ordene  producir  efectos  (aviles  al 
soto  rdijioBO  de  casarse  ante  un  ministro  de  un  culto,  i  en  ese  caso  tampoco 
húm  acto  lejblativo  que  fuera  suspendible  por  la  Corte  Suprema  federaL 

Pssa  el  infrascrito  a  ocuparse  del  segundo  punto,  a  saber,  si  el  legisla- 
iot  puede  aceptar  como  válidas  las  decisiones  de  los  mmistros  de  los  cultos 
Bobre  nulidad  de  los  matrímonipa  i  separación  ^e  los  oónyiqesi  para  dar  a 
Qitis  decisiones  efectos  civiles. 

£1  artícnlo  3.^  de  la  leí  de  Antíoqma  en  ooestionf  reconoce  como  sepa- 
rados o  como  anulados  los  oíatrimonios  que  lo  estén  según  las  reglas  de  la 
'dgion  que  se  hubiertii  observado  para  celebrarlos ;  de  suerte  que  las  de- 
<^aes  dictadas  pcnr  individuos  que  no  forman  parte  del  Poder  JudWaldel 
tttedo,  vienen  a  prodacir  efectos  dvilea  que  la  autoridad  pública  de  An» 
^^^  tiepe  d  deber  de  hacer  ampliré 
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I>08  cat¿lico9  casados  son  separados  por  el  Provisor  o  el  Jeft  d«  h 
Iglesia  católica ;  pero  uno'de  ellos  se  resiste,  despnes  de  la  deddoD,  a  eom* 
plirla;  entonces  la  aatoridad  dvil  lo  obliga  a  la  separación,  como  ú  estavim 
oampliendo  ona  sentencia  dictada  por  los  tribunales  del  Estado. 

1  ya  ese  Supremo  Tribunal  en  casos  semejantes  ha  dicho  que,  impli* 
cando  esta  manera  de  lejislar  el  reconocimiento  de  tribunales  dististofl  de 
los  que  forman  el  Poder  Judicial,  tribunales  sin  responsabilidad  por  sos  ded* 
filones  a  pesar  de  que  producen  efectos  civiles,  no  pueden  aceptarse  como 
constitucionales,  por  ser  contrarias  al  inciso  1,^  del  articulo  8.^  de  laüons- 
títuoion  nacional. 

I  como  en  ninguno  de  los  considerandos  de  la  lei  mencionada  se  de* 
muestra  que  uua  decisión  entre  partes  qtie  anula  un  contrato  como  el  de 
matrimonio  i  que  da  a  esa  decisión  efectos  civiles  tan  notables,  como  sooede 
en  la  separación  de  los  cóoyujes,  no  sea  una  decisión  judicial ;  i  como  ít 
Ck>nstitucion  nacional  quiso,  con  sobra  de  razón  i  de  republicanismo,  qae  la 
soberanía  de  los  Estados  no  alcanzase  basta  organisar  gobiernos  que  do 
tuvieran  oríjen  en  el  pueblo  i  que  fueran  irresponsables,  es  indudable  qae  el 
artículo  8.^  de  la  lei  de  que  se  trata  es  evidentemente  inconstitucional. 

Por  lo  que  deja  espuesto  el  infrascrito,  solicita  suspendáis  de  una  ma- 
nera absoluta  los  artículos  3,^  i  5.^  de  la  lei  261  del  Estado  de  Antioqnia, 
adicional  i  reformatoria*  del  Código  Civil j  i  los  artículos  1,^  2.^  i  4.^,  en 
cuanto  por  ellos  se  da  a  tos  actos  relijiosos  referentes  al  matrimonio  efectos 
civiles. 


Bogotá,  diciembre  10  de  18^5. 


RaMOK  GÓM£Z. 


ACOXBDO  DB  LA.  COBTB  6UPBEMA. 


El  infrascrito,  Secretario  de  la  Ootte  Suprema  federal,  certifióa:  qno 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  205  a  la  224^  hai  uso 
que  a  la  letra  es  como  sigue : 

'  En  Bogotá,  a  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  dnoo, 
se  constituyó  la  Corte  Suprenira  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asisteacia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  démas  se- 
ñorea Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  Uricoechea,  Manuel  Ezequiel  Co» 
rváles,  Rafhel  Martines  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido,  con  el  objeto  de  tomar 
eb  consideración  la  solicitud  que  ha  dirijido  a  la  Corle  el  Procurador  jeneral 
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delsKaeion,  para  qae  se  siupendan  k»  artículos  1.^,  2.®,  8.%  4^  i  6.^  áe 
blei  2fil  del  Estado  soberano  de  Antíoqaia,  que  adioiona  i  reforma  d  G6* 
digo  Civil,  espedida  por  la  Lejisiatora  de  ese  Estado,  ea  sos  sesiones  de 
187i^,  por  ser  contrario^  a  la  Constitacion  nacional.  El  señor  Majistrado 
doctor  Rojas  Garrido,  a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto,  presentó 
á  siguiente  proyecto  de  resolución,  al  que  se  le  dio  lectura  por  el  infrascrito 
Secretario: 

'*  Vistos :— Loa  artículos  1.®,  2.®,  d.%  4.'  i  6.®  de  la  lei  281,  que  adidona 
i  reforma  el  Código  Civil,  espedida  por  ¡a  Lejislatura  del  Estado  soberano 
de  Antioquia,  están  concebidos  en  estos  términos : 

*  Art.  1.°  La  lei  reconoce  como  acto  lícito,  válido  i  legal,  garantisado 
por  la  Constitución  nacional  i  la  del  Estado,  todo  matrimonio  celebrado  c 
que  se  celebre  dentro  o  fuera  de  él,  conforme  a  la  relíjion  de  loa  contrayen- 
tes, oca  tal  que  no  pugne  con  la  moral,  i  que  la  relijion  bajo  la  cual  se  baya 
otoigado  o  se  otorgue,  sea  de  las  admisibles  en  el  pafs. 

*Art.  2.^  Cuando  los  que  quieran  contraer  raatríraonio  en  el  Estado 
de  Afitioquia  no  puedan  verificarlo  de  la  manera  indicada  en  el  artículo 
anterior,  lo  podrán  celebrar  conforme  al  artículo  121  del  Código  Civil,  i 
000  las  formalidades  prescritas  en  el  mismo  Código. 

*  Art.  3.^  La  lei  reconoce  como  separados  o  como  anulados,  en  sos 
respectivos  casos,  los  matrimonios  que  lo  estén  según  las  reglas  de  la  relijion 
qoe  86  hubieren  observado  para  celebrarlos. 

'  Art.  4.^  La  celebración,  la  separación  i  la  anulación  de  un  matrimonip,- 
de  los  espresados  en  los  artículos  1.^  i  3.^,  se  probarán  con  la  atestación  del 
respectivo  ministro  del  culto,  sin  perjuicio  de  admitirse,  en  cnanto  a  su 
oetebracion,  las  pruebas  supletorias,  o  la  de  posesión  notoria  en  sus  respeo- 
ti?oa  casos,  i  en  los  términos  establecidos  en  el  Código-Civil,  título  ^^Prne- 
I^As del  estado  civil.'' 

<Art.  o.^  Los  matrimonios  de  que  trata  la  presente  lei,  producen  los 
efectos  que  las  leyes  del  Estado  atribuyen  al  contrato  de  matrimonio.' 

^Bl  señor  Procurador  jen  eral  de  la  Union  pide  la  suspensión  absoluta 
de  loa  artículos  S.^  i  5.^  i  la  de  los  artículos  1.^,  2.^  i  4.^  de  dicha  lei,  en 
eoanto  por  ellos  se  da  a  loa  actos  relijiosos,  referentes  al  matrimonio,  efectos 
oviles, 

'^Considerando:  que  la  Corte,  al  suspender  la -ejecución  del  artículo 
1S6  i  BQ  parágrafo,  la  del  187  i  la  del  parágrafo  del  209  det  Código  Civil 
^d  Estado  soberano  de  Antioquia,  relativos  al  mismo  asunto,  ee  espresó  en* 
€Kos  témninos : 

^  £1  señor  Procurador  jékieral  de  la  Nación,  por  escrito  dé  21  de  octn- 
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bre  Altimo^  hA  tsoÜdtñAo  de  éste  Sapremo  Tribmial  qae  deorate  la  fUipeonoB 
dé  los  efeeiOB  de  loe  artfoulos  136  i  stt  parágrafo,  187  i  del  parágrafo  del 
209  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Antíoqaia,  paesio  eo  obser* 
vapria  desde  el  1.^  de  enero  de  1865,  por  creerlos  evidentemente  oontrarios 
a. la  CoQstíiiioion  nadoaal. 

<  SI  tenor  de  dichas  dísposioionee  es  el  siguiente : 

<  Art.  136.  Son  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  poUtioos,  los  matrímo* 

*  níoe  celebrados  aüte  los  respectivos  ministros  de  Jos  emboe,  conforme  a  toa 

<  oáfiones  o  cobstitnciones  relijiosas  a  qae  los  contrayentes  se  hayan  sigetido 

<  para  celebrar  el  matrimonio. 

<Iia  lei  no  reconoce  como  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  polftioofl, 
*>lo8  matrimonios  de  católicos  qae  no  se  hayan  celebrado  en  conformidad 

<  000  este  artf calo.  Para  tales  matrimonios  no  se  observarán  las  formalidades 

*  preveoidaa  en  los  artículos  121  a  135, 137  i  188,  las  cuales  tampoco  tendían 

<  lugar  respecto  de  aquellos  individuos  no  catótioos  que  puedan  celebrar 

*  BUS  matrimonios  conforme  a  los  ritos  de  su  respectiva  comunión  relijioss. 

<  Art*  187.  Respecto  de  los  matrimonios  de  que  tratan  el  artioalo  136 

<  i  BU  parágrafo,  solo  la  autoridad  torrespondienta  de  la  congregacioQ  reli- 
^jiosa  a  cuyos  ritos  se  hayan  sujetado  los  cónyujes  al  celebrar  su  matrimo- 
'niOy  podrá  decretarla  separación  de  los  esposos  conforme  a  los  cánones 

*  respectivos,  i  quedando  aubóstente  el  vínculo^  matrimonial. 

<  Art.  200.  Las  demandas  sobre  úulidad  del  matrimcmio  se  propoBdián 

*  ante  el  mismo  fimcionario  i  en  los  mismos  términos  que  las  de  divorciOi 

*  s^on  el  artículo  181. 

«Bscept&an^e  de  esta  disposidon  las  demandas  sobre  nulidad  te  te 
^  matrimonios  celebrados  conforme  al  artículo  130  i  su  inmso  2.^,  de  los 
^  cuales  deberá  conocer  el  respectivo  ministro  o  funcionario  de  la  oomunioo 

<  relijiosa  a  cuyos  ritos  se  sujetaron  los  mismos  cónyujea  al  eeietoar  el 

*  matrimonio.' 

<La  Oorte^  paee»  entra  en  el  examen  de  cada  una  de  dichas  disposicio- 
nes».  para  deducir  si  en  efecto  ellas  violan  algunas  de  las  que  están  ooofli' 
gradas  en  la  Constitndon  federal. 

^Dedarari  como  se  declara^por  el  artículo  136  del  Código  CSvO  de 
Antioquia  que  queda  copiado,  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  polítiooi^  lO0 
matrimonios  celebrados  ante  lop  respectivos  ministros  de  los  cultos  réBpo80B¡ 
i  mas  que  esto^  negar  el  reconocimiento  o  la  valides  de  los  matrimoflioi  te 
los  catóBeos,  para  los  mismos  efectos,  cuando  los  contrayentes  no  lo  edrf)M 
ante  los  ministros  de  su  culto,  como  se  prescribe  terminantemesíta  por  d 
paiá¿hi&  o  la  segmida  parte  de  didio  artfoulo  186|  es  poner  en  pifftt^ 
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pimto  de  la  lejisladon  sostantiv^  4ol  Estado,  con  la  Constitadpn  naoional ; 
eSi  por  QB  lado»  oonferir  a  los  m¡DÍ9taps  do  tos  coitos  un  carácter  p&blioo  i 
ofioial  i  dar  a  los  actos  relijiosos  que  ae  cooloman  segon  los  cánones  o  oonsr 

« 

títttckmes  a  que  los  contrayentes  se  sujeten  para  celebrarlosi  efectos  civiles 
que  solo  pneden  nacer  de  la  Icjisladon  sostantivA  civil ;  eS|  en  fin,  incorporar 
6D  esa  lejislacion  los  estatutos  o  constituciones  relijiosas,  con  cuyo  procedi- 
mieoto,  como  muí  bien  lo  hace  conocer  el  seSor  Procurador  jenerali  <  se 
poede  llegar  a  convertir  en  forzosa  la  profeáon  de  determinada  relijioui 
ioonistándola  en  el  derecho  civil  de  un  astado.'  I  por  otro  lado^  es  obligar 
a  los  católicos  a  contraer  el  matrimonio  ante  sus  ministros,  i  no  ante  los 
notarios  o  jneoes  de  distrito,  como  lo  tiene  establecido  el  articulo  121  del 
mbmo  Código  Civil,  que  por  tal  rason  parece  sancionado  solo  para  los  que 
no  profesan  la  relijion  católica,  con  cuya  coacción  se  quebranta  la  garantía 
comprendida  en  el  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Constitución  federal,  es 
asaber: 

*Ia  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con  tal 
qoe  no  se  ejecuten  h^bos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que 
teogao  por  objeto  turbar  la  paz  pública,' 

*  El  lejislador  de  un  Estado  no  puede  incorporar  en  la  lei  los  cánones, 

estatutos  o  constituciones  relijiosas,  porque  aquélla  es  el  resultado  de  la 

volnntad  de  todos  o  de  la  mayoría  de  los  miembros  que  componen  la  Lejis- 

latnra,  que  para  ello  han  recibido  nüsión  del  pueblo,  espresada  conforme  a 

loe  trámites  determinados  en  la  respectiva  Constitución  municipal ;  en  tanto 

qne  para  la  discusión  i  sanción  de  los  estatutos  relijiosos  no  se  cuenta  con 

el  aaentimiento  del  lejislador,  ni  éste  lo  llega  a  prestar  en  caso  alguno.  Ni 

habria  razón  para  sostener  que  tales  estatutos  se  incorporan  en  la  lei  del 

míamo  modo  que  se  verifica  la  mcorporadon  de  un  código  espedido  por 

cualquier  otro  Estado  o  Nación,  relativo  a  un  ramo  o  asunto  de  la  adminis- 

tradon  pública,  como  sucede  con  el  Código  Civil  de  Cundinamarca,  por 

ejemplo,  que  ha  sido  adoptado  por  varios  listados  de  laünion  Colombiana; 

porque  ese  Código  fué  no  solo  conocido,  sino  que  pudo  ser  detenidamente 

examinado  antes  de  su  adopción  por  los  gobiernos  de  esos  mismos  Estados ; 

mi&itras  que  por  el  artículo  186  del  de  Antioquia  que  se  censura,  se  aoep- 

^  o  incorporan  todos  los  estatutos  i  constitndones  reiyiosas,  esto  es^ 

Ruellos  cuyos  textos  son  o  pueden  ser  bien  conocidos,  i  los  que  son  del 

tolo  desconocidoB,  como  también  las  reformas  que  esos  textos  pneden  ir 

raúiendo,  para  verificar  las  cuales  el  legislador  no  interviene,  ni  podria  inter» 

▼«dr,  ttn  violar  la  garantía  16  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

*Iia  obUgadoA  qne  por  el  parágrafo  del  citado  artículo  186  se  impone 

16 
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« los  cat5Roo0  reudentei  en  Antioqnia  qae  qmenm  ooiftraer  omtnmomi  dt 
•oeorrir  precuamente  a  loa  mirátros  del  caito  oatólíco,  para  qae  éste  bm 
qáien  autorioe  pl  acto,  no  conmderado  «oiiio  sacramento,  sino  eooio  na 
MQtrato  civil  de  los  qoe  reconcoe  el  derecho  suataattYO,  signifloa  tomtr 
injerencia  en  asontosqae  no  competen  al  lejislador,  i  coartar  la  libertad  de 
ejercer  coándo  i  como  se  qoiera,  ya  pública,  ya  privadamente,  caalqmen 
relijion ;  cayo  ejercicio  es  nna  de  las  mas  preciosas  garantías  de  qae  goaa 
los  habitantes  i  transenntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colomíbia,  formnde 
tu  reconocimiento  la  base  esendal  e  invariable  de  la  nnion  entre  los  Estados. 

<  Entrando  en  el  eximen  del  artículo  187  i  del  parágrafo  o  segaadi 
parte  del  artfcnlo  209  del  referido  Código  Civil  de  Antioqnia,  por  el  fXh 
mero  de  los  cuales  se  da  autoridad  i  jurisdicción  a  los  ministros  deleaenHoi 
relijiosos  a  cuyos  ritos  se  hayan  sujetado  los  xónyujes  ;al  celebrar  el  matriz 
monio,  para  decretar  la  separación  de  los  esposos  conforme  a  los  cáoonas» 
estatutos  respectivos ;  i  por  el  segando  se  confiere  también  jurisdicción  i 
los  ministros  menmonados,  para  declarar  nulos  los  matrimonios,  •  se  oon^ 
prende  &cilmente  la  inoonstitucionalidad  de  esas  disposiciones.  Con  ellas  se 
<x>nfiere  autoridad  a  funcionarios  que  ni  directa  ni  indirectamente  has  ádo 
dejidos  por  ol  pueblo  aatioqueño,  ni  hacen  parto  de  rama  alguna  del  poder 
público  en  que  éste  se  baya  dividido  para  su  ejercicio. 

^Los  Estados  carecen  de  facultad  para  establecer  cualquiera  forma  de 
gobierno  que  hubiera  de  rejirlos,  i  por  el  contrario,  están  comprometidas 
solemnemente,  en  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha  espedha 
de  la  Union  i  áe  las  relaciones  pacíficas  entre  los  mismos  Estados,  *a  Oija* 
<  nizarse  conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo,  represes, 
dativo, alternativo  i  responsable'  (articulo  8.%  inciso  1.^  de  la  Constítodon). 

<  El  pueblo  de  Antioqnia  no  elije  los  ministros  de  su  culto,  i  por  oooa^ 
guíente,  éstos  no  ejercen  sus  funciones  en  representadon  de  aqud  que  os 
08  su  comitente.  Los  ministros  de  los  cultos  no  alternan  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  relijiosas,  i  antes  bien,  alguno^  de  ellos,  como  los  del  coito 
católico,  consideran  sus  beneficios  colados  como  una  propiedad  de  qoe  so 
se  les  puede  privar  sino  en  mui  raros  casos,  de  modo  que  los  empleos  qoe 
ejercen,  son  o  pueden  ser  vitalicios.  Por  último,  los  ministros  de  los  ooltes 
no  son  responsables  por  la  manera  como  ejerzan  su  ministerio,  ante  el  poder 
dvil,  que  no  puede  darles  jueces  que  los  juaguen  como  tales  miniatroe^  ain 
quebrantar  abiertamente  la  garantía  de  la  lit^ertad  relgiosa. 

^  I  si  a  las  consideraciones  que  preceden,  se  agrega  la  de  que  no  ^endo 
los  ministros  de  cualquier  culto  relijioso,  elejiUes  para  los  puestos  públicos 
«del  Gobierno  jeueral  de  los  Estados  Uoidos,  conforme  al  artículo  3^de  b 


tibiufitadoQ  nacional,  i  qné,  a^gan  el  69  de  ta  miama,  loa  tritanales  i 
jQq;ach»  de  loa  Bstadoa  haoen  uparle  dd  Poder  Jadicial  federal ;  es  olaro 
-que  en  Antioqoia,  para  qae  pndieran  ser  jaeees  dichos  mioiatros,  aegon  el 
CidigoX^vil,  habría  qae^oonsiderarlosignalmente  oomojueees  de  la  Nación, 
segUD  la  Üiltima  de  las  citadas  di^posieiones  oonstitncionales,  no  obstante 
eareoer  de  las  condiciones  de  elejibiüdad  para  el  desempefio  de  fanoiones 
correspondientes  al  Gobierno  jeneral^  i  esta  doctrina  es  opuesta  a  la  Cons- 
litaoisQ,  Ni  se  diga  que  el  citado  artículo  60  de  la  Oonstitnoion  únicamente 
le  refiere  a  les  tribunales  i  juagados  del  Bstado  soberano  de  Antioqnia, 
(suMeoidos  ya  o  que  se  establezcan  con  arreglo  a  laa  leyes  de  organización 
jadicial  de  dicho  Estado ;  porque  si  esto  es  cierto,  como  lo  cree  la  Corte^ 
resalta  como  oonsecuencia  forzosa  de  >este  argumento  la  contradicción  pa- 
tente qae.  existe  entro  la  lejislacion  civil  sustantiva,  que  da  autoridad  i 
jariadiociou  a  personas  que  no  son  jueces  en  el  Bstado,  i  las  leyes  de  orga- 
nizados de  los  tribunales,  que  no  invisten  del  carácter  de  jueces  a  esas 
personas  que  funcionan  como  ministros  de  cultos^  según  determinados  ritos 
'riHjioBoe. 

*2n  virtad  de  las  consideraciones  que  quedan  eapuestas  i  las  de<)ue 
iiace  mérito  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  en  su  solicitud  arriba 
mencionada,  qae  la  Corte  reproduce,  por  ser  exactas  i  conformes  con  la 
,  ¡ostitQciones  establecidas  en  éí  país,  administrando  justicia  en  nombre  de 
loa  Batados  TJaidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  i  usando  I&  Corte 
4e  la  atríbudon  que  le  ha  señalado  el  artículo  72  de  la  Constitución  federal, 
nnpende  la  ejecución  del  artículo  136  i  su  parágrafo,  del  acticalo  187  i  del 
parágrafo  o  segunda  parte  del  208  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de 
Antíoqaia,  pueeto  en  observancia  dei^de  el  1.^  de  enero  de  1865,  por  c6nte- 
'Ber  diiposiciones  evidente  i  respectivamente  contrarias  a  los  artículos  8/, 
úciao  1,0 15,  inciso  16,  i  69  de  la  Constitución  política  de  la  Nación.' 

«(-Considerando :  que  al  suspender,  con  fecha  25  de  octubre  de  1875,  el 
^cnlo  IM  del  Código-Civil  del  Tolima,  qae  decia  aaí :  ^Son  válidos,  para 
^  €feetos  civiles  i  políticos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos 
nÚQístros  de  ios  cukos,  éonforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a 
fie  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  Cobrar  el  matrimonio,' -  se 
^reaÓ  la  Corte  en  estos  términos: 

'  Estos  razonamientos  serian  bastantes  para  decidir  la  cuestión ;  pero 
Aon  hai  más.  Conforme  al  artfoulo  16  de  la  Constitución,  ^  todos  los  asuntos 
^^  gobierno  cayo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados  espresa,  especial  i 
"^  claramente  al  Gobierno  jeneral,  son  de  la  esclusiva  competencia  de  los 
^adames  Satados,'  Como  se  ve,  esta  disposición  habla  de  asuntos  de  g^ 


Uenio,4  eomo  li^  nlijum  &o  es  «ramto  de  m^i  dase,  uno  en  d  caso  de  qn 
en  el  ejercido  de  algaaa  ae  ejeooMi  Mlei  iBOompatíUee  ocm  la  «obenoii 
nadooal,  o  qne  tengaa  por  objeto  lorber  la  pea  p^blioa,  m  fam  de  dadi 
qae  es  yiolatorio  de  la  OooaaiUMHoa  ciial<|oier  aoto»  ya  del  Gobieno  jeaeral, 
ya  de  loe  €k>bienMe  de  loe  Ealadoa,  ea  qne  baga.  íoterTeiúr  ^oelqníen  reli- 
jioQ  en  aaQotoa  de  gobíarao^  p«ee  laa  citaDoiaa  rdijioaaa  cQoetitoyen  no 
derecho  individual  coofonae  al  ioeiao  10  citado  del  arlfealo  15,  qee  ^oe  2¿'. 

*  La  profeeion  libre,  pública  o  privada^  de  oaak)aiera  rel^ioD,  ooa  tal  qae  no 

*  ae  ejecoten  hechos  iDCorapatiUes  con  la  aoberaola  oaeiooal,  o  que  (esgaa 
»por  objeto  tarbar  la  pee  pública  f  de  manera  qací  oooao  qaeda  eeprenda, 
solo  sobre  estos  becbos  paede  lejislarae  por  la  Naden  o  por  los  SstadM  no 
meaoeoabar  el  derecho  reconocido  eo  la  garantía  indiciada. 

^  Eki  tal  virtud,  la  Corte  Sopreauk  ftderal^  administrando  jqstióa  es 
nombre  de  los  Estados  iTnidos  de  Coloasbia  i  por  autoridad  de  la  leí,  i 
usando  de  la  facultad  que  le  concede  el  artioalo  72  de  la  Constitatíon  bI' 
clona!,  resnelve :  suspéadese.  la  ejecución  del  articulo  134  del  Código  Gn1 
del  Tolima^  i  la  del  artículo  S.""  de  la  lei  de  24  de  noviembre  de  18V3,  espe- 
dida por  la  Lejislatura  del  mismo  Estado  i  que  adidooa  i  reforma  elGid^ 
Civil.' 

*<  Considerando :  que  el  sefior  Procurador  jeneral  de  la  Naden,  en  bo 
actual  solicitud,  ha  espuesto  los  siguientes  razonamientos : 

« I  como  tanto  esta  cuestión  de  dar  efectos  dviles  a  los  matrioieoioi ; 
relijiosos,  como  la  de  reconocer  las  decisiones  de  los  ministros  de  los  eultoi 
sobre  nulidad  de  los  matrimonioa  i  separaciones  de  los  cónynjes  como  ySor 
das  i  legales^  están  resueltas  en  sentido  negativo  por  ese  Supremo  TriboM 
bastarla  referirse  el  inirascrito  a.  los  acuerdos  en  que  estáa  resueltas,  pm ' 
pediros  ahora  la  suspensión  de  la  Id  281  dd  Estado  de  Antioquia  a  que  f* 
se  ha  hecho  referencia^ 

<  Mas^  como  el  lojblador  de  AntioquiA  puso  oondderandos  a  la  espre* 
sada  lei,  sin  duda  con  el  objeto  de  hacer  comprender  que,  al  iasistír  bqo 
otra  forma  en  las  mismas  disposiciones  que  la  Corte  Suprema  ftderd  había 
suspendido,  no  procedía  por  mera  hostilidad,  sino  por  opinioBea  raionada^ 
es  preciso  entrar  en  el  examen  de  tales  oonsiderandos,  para  inyestigar  coa 
la  imparcialidad  i  la  rectitud  que  esUto  materiai  ecsyen^  m  ta  verdad  se  halla 
ciertamente  de  parte  del  lejislador  de  AntioqjBia^ 

*  Para  hacer  ese  e3Eámen  con  la  claridad,  lyetedtte^  d  infraaerifto  tratarf 
separadamente  los  dos  puntea  comptendidos  efi  la  lei^  a  saber : 

« 1.*  El  de  recoiioeer  como  válido  i  legal  el  toetraumio  odeteado  eo»' 
forme  a  la  relijion  de  los  eontrayenles } 
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<2.«  Aeeptar  eomo  váHdas  Imle  h  l6i  civil  Im  dedsionea  de  los  minis- 
troi  de  los  caitos  sobre  nulidad  dd  nkatrimonio  !  eepera^n  de  los  oótiyajes. 

*  Los  tres  primeros  considerfeados  dicen : 
<  Qae  la  Constitndon  nad onal  i  la  del  Estado  reeonocen  i  garantizan 

<la  profenon  libre,  pftblica  o  privada,  de  cnalqniera  relijion,  con  tal  que  no 

*  le  ejeoaten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  i  del  Estado,  o 

<  qae  tengan  por  objeto  turbar  la  pac  públioa : 
( Qae  la  Consthncion  i  leyes  de  la  TJnioñ  i  del  Estado  reconoeen,  para 

*  los  efectos  civiles  i  políticos,  como  ministros  del  caito  a  las  personas  que 

<  según  en  respectiva  rdijion  tengan  ese  carácter,  sin  qae  por  ello  haya  qae 
«ineorporar  en  la  lejisladon  los  cánones  de  todas  las  relijiones  admisiUes 

*  en  el  pafs,  ni  dar  a  dichos  ministros  la  calidad  de  fanclonarios  públicos 
^aviles. 

'Qae  de  la  propia  manera,  i  dn  que  se  dedazcan  las  consecaencias 
« anotadas  al  fin  del  precedente  indao,  pueden  también  reconocer,  para  los 
« mismos  ^9otos,  como  unidas  en  matrimonio  a  las  personas  qae  lo  estén 
^  segas  las  reglas  de  sn  relijion.* 

'El  iufrascrito  no  halla  en  estos  condderandos  sino  dos  argumentos 
en  &Tor  del  reconodmiento  de  los  matrimonios  reHjiósos  por  la  Id  civil : 

'1.*  Qoe  el  matrimonio  relijioso  no  es  un  hecho  incompatible  con  la 
floberanía  nadonal  o  del  Estado,  ni  tiene  por  objeto  turbar  la  paz  p&blioa ; 
1*  Qae  ad  eomo  la  Constitndon  1  leyes  de  la  Union  i  del  Estado  recono- 
f  eeOfpara  los  efectos  civiles  i  políticos,  como  tninistros  del  culto  a  las  personas 
^aesegQDsa  reflpectiva  relijion  tengan  ese  carácter,  del  mismo  modo  se 
paede  reconocer,  para  los  efectos  dviles,  la  unión  en  matrimonio  de  las  per- 
donas qae  se  hayan  casado  según  su  relijion. 

*Sa  cuanto  al  primer  argumento,  es  cierto  que  la  Constitución  garan- 
tiza Ja  profesión  libre,  p&blica  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que 
00  8e  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  i  del  Estado, 
o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública ;  pero  de  ahí  lo  que  se  de- 

¡doce  es  que  el  lejislador  no  puede  impedir  que  cada  cual  ejecute  los  actos 
relijiosos  que  a  bien  tenga,  como  rezar,  confesarse,  oir  misa,  &j^  que  no 
teogan  aqndtos  caracteres,  i  que  una  lei  de  un  Estado  que  los  prohibiera 
^  fleria  abíertnowente  inconstitucional. 

'  Pero  no  se  trata  de  la  permisión  o  prohibidón  para  ejecutar  loe  actos 
¡osos,  sino  dd  reconocimiento  de  esos  actos  por  el  lejislador  para  darles 
«fectoa  dviles. 

*  La  lei  de  Antioquia,  aunque  en  su  artículo  1.*  no  hubiera  dicho  que 
reooQoda  como  acto  lídto  el  matrimonio  celebrado  por  los  contrayentes 
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eonfb»mo  a  su  relijion,  riempre  lo  tana  por  la  garantía-  dal  inoiso  1^  del 
astíoalo  15  de  la  Ooostitúdon  nadonal.  Así,  lo  que  se  disqaie  al  preiente: 
es,  si  pado  en  el  artíonlo  5/  de  la  lei  281  ordenar  que  los  matríinomM 
relijiosos  prodozoan  loa  efectos  que  las  leyes  del  Estado  atr^ayen  si.  con- 
trato de  matrimonio.. 

*  La  caestioQ  no  queda,,  poes»  resnelta  en  niñean  sentido  dieiendo  qae 
el  matrimonio  relljioso  no  es  na  heoho  incompatible  oon  la  soberenia  o  la 
paz  pública,  porque  no  se  trata  de  saber  si  coino  acto  relijioso  se  puede  o 
nó  ejiecutar,  sino  si.  a  ese  acto  se  pueden  dar  efectos  civiles,  que  la  autoridad 
hará  cumplir  por  medio  de  la  sanción  legal»,  aunque  los  que  ejecutaren  el 
acto  relijioso  hayan  variado  de.  creencias. 

^  En  este  terreno  es^qoe  ese  Supremo  Tribunal  ha  planteado  la  caeetion 
que  se  debate  en  las  ocasiones  que  la  ha  resuelto ;  i  en  el  mismo  también  la 
ha  tratado  el  infrascrito,  esponiendo  lo  siguiente,  qiie  es  del  caso  repetirlo: 

<  Por  el  inciso  16,  articulo  15,  se  garantiza  a  los  habitantes  de  Colom- 
bia i  a  los  transeúntes  «  la- profesión  pública  o  privada  de  cualquiera  reli* 
(<  jion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  aobennít 
«  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.*'  El  Estado  de 
Antioquia,  lo  mismo  que  los  demás  Estados,.  B<^amente  puede  restrinjiívpot 
medio  de  su  lejtslacion,  la  libertad  relijiosa,  impidiendo  la  ejecucioa  de  setos 
relijiosos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,,  o  que  puedan  turbar  h 
paz  pública ;  pero  respecto  de  los  demás  actos  relijiosos  no  le  es  permitido 
hacerlos  obligatorios  en  ningún  sentido,  porque  desde  el  instante  en  qne  li 
autoridad  civil  emplee  la  fuerza  de  q^e  dispone  el  Gobierno  para  quitar  la 
espontaneidad  a  los  actos  que  se  tiene  derecho  a  ejecutáis  en  uso  de  la  liber* 
tad  relijiosa,  esa  libertad  se  limita,  i  la  profesión  de  la  relijion  no  es  libre,. 
sino  forzada  por  el  lejislador. 

^  La  libertad  relijiosa  es  una  garantía  tan  sagrada,  qae  toda  interpreta- 
ción que  se  quiera  dar  al  inciso  16  ya  citado,,  en  el  sentido  de  que  la  autori^ 
dad  dvil  intervenga  dando  apoyo  a  derta  relijion,  esa  interpretadon  tiene 
que  ser  rechazada  por  los  verdaderos  sostenedores  de  tan  predosa  garas» 
tía ;  porque  la  libertad  relijiosa  no  solamente  consiste  en  poder  pertenecer 
a  determinada  comunión  relij.iosa,,  sino  en  que  d  Gobierno  no  ponga  la  san- 
ción legal  al  servicio  de  la  sanción  relijiosa  para  estorbarle  qne  cambie  de 
ereencias  i  para  comprometerlo  a  ejecutar  ciertos  actos  relijiosos  qne  tal' 
vez  no  los  ejecutaria  si  el  poder  civil  no  ezijiera  su  ejecución  para  alcanzar 
el  goce  de  derechos  civiles. 

^  Así,  es  claro  e  incontrovertible  que  un  lejislador  que  tenga  obligaron. 
^  de  respetar  en.  loa  asociados  la  Kbre  profedon  de  cualqiiiera  relijion,.  n^ 


yaede oepedír  leyes  que  teoga»  por  único  fondamentolaa  creencias. reti^ 
}ÍQfHA  de  tales  o  cuales  asodadcs;  al  lejislador  no  le  es  permitido  examinar 
qa6  xeUjion  profesan  los  miembros  de  la  asociación  civil  para  segnn  ell& 
otoig^rles  estos  o  aquellos  derechos  civiles.  La  pnoíesion  libre  de  cnal- 
quiera  relijioa  impUea  qae  la  relijioo  no  impone  ni  qnita.  obligaciones* 
eivíles,  qne  ella  do  paede  entrar  como  elemento  fBití  dar  leyes,  i  que  así 
como  entre  nosotros,  en  qne  la  Constitución  no  hace  distinción  de  razas», 
a  niagono  pnede  el  lejislador  preguntar  si  es  blanco  o  negro  para  permi- 
tirle ejecutar  un  acto  civil,-^del  mismo  modo,  ezistíeodo  como  garantía  Isi 
libertad  relijiosa^  la  lei  no  puiede  averiguar  si  el  asociado  es  católico  o 
protestante  para  someterlo^  en  atención  a  su  creencia,  a  determinados 
deberes  relijiosos,  como  medio  de  obtener  derechos  civiles. 

*Dar  a  un  acto  relijioso  efectos  civiles,  equivale  a  convertir  en  lei  civil 
Meaeto;  i  como  el  lejislador  tiene  que  hacer  reales  i  positivos  los  efectos 
dviles.por  medio  de  la  sancien  legal,  si  el  que  e)ecut6  el  acto  relijiosO' 
qoíere  eludirlos,  resalta  que  por  esta  via  injeniosa  de  dar  a  los  actos  reli- 
jiosos efectos  civiles,  se  puede  llegar  a  convertir  en  íbrsosa  la  profesión  de 
determinada  relyion,  inorustándola  en  el  derecho  civil  de  xx^  Estado.. 

'  Para  acabar  de  hacer  patente  el  abuso  contra  la  libertad  relijiosa,  si 
s»  declarase  constitucional  semejante  doctrina,  basta  presentar  algunos 
templos  que  hablarán  mas  alto  que  los  mejores  razonamientos.  En  uu 
Estado  se  establece  que  los  padres  de  familia  católicos  no  pueden  ejercer- 
bt  patria  potestad  si  no  comprueban  que  se  han  confesado  en  la.  cuaresma  ^ 
qae  no  reconocen  con  derecho  a  la  herencia  a  los  hijos  que  no-  hayan  sido- 
bautizados;  que  los  padres  pueden  desheredar  a  les  hijos  que  se  resistaa 
a  ordenarse:,  ¿se  pretenderá  sostener  en  serio  qne  estas  i  otras  diiaposi- 
doaes  semejantes  Jas  puedan  sancionar  los  Estadps  en  su  lejislacion  civil,, 
8¡Q  eoDtrariar  una  Constitución  qioe  garantiza  a  todos  los  asociados  la  libre 
profesión  de  cualquiera  relijion  ?  £1  infrascrito  ha  meditado  mucho  sobre 
la  tesis  que  se  acaba  de  desarrollar,  de  que  es  incompatible  con  la  libertad 
relijiosa  el  dar  efectos  civiles  a  los  actos  relijiosos,.  i  a  su  entendimiento  se 
presenta  con  tal  claridad,  que  no  ha  vacilado  en  pediros  que  suspendáis  el 
sitioulo  106  i  su  parágrafo  del  Código  Civil  del  Estado  de  Antioquia,  por 
esta  conffideracion  principalmente.' 

*  El  segundo  argumento  que  encierran  los  tres  primeros  considerandos^ 
« todavía  mas  dóbil.  Se  dice :  <  la  ConstitucÍQn  i  leyes  de  la  Union  i  del 
*  letado  reconocen  a  los  ministros  del  culto  en  su  carácter  de  tales  para  loe 
*tfeotos  dviles  i  políticos  >  luego  también  se  pnede  reconocer  para  los  mis» 
^nos  efectos  el  acto  relijioso  del  matrimonio»* 
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<  La  Conftitaoion  atdonal  do  reoooooo  a  l«i  ndidttros  M  onlko  eon 
Cftrfcter  de  tales  para  efeetoa  dvUes  (hobiara  aido  oportaao  qoe  ee  citaia  d 
attícalo  qaa  oontíeua  tal  reoooooimieato) ;  i  en  las  leyes  Daeionsiet  posle- 
^ores  a  la  saodon  de  la  oaita  fendameatal,  tampoco  ente  ese  rseooooi« 
mientOi  i  las  a&terio^  qoe  hadaa  derivar  efectos  dviles  de  eie  esUdo 
rtelijiolM),  han  quedado  Tirtúalmente  derogadas  con  la  disposidoD  del  inciflo 
16  del  artíoalo  15. 

*  Si  en  el  Estado  de  Antioqnla  existen  leyes  qne  confieren  o  qmtiD 
derecboB '  dviles  a  los  ministros  de  los  onltos,  únicamente  por  tener  eie 
carioter  algunas  personas  rendentes  en  ese  Estado,  tales  leyes  son  evideo- 
temente  coutrariss  a  la  Ck>n8titnoion  nacional,  como  lo  es  la  leí  281  qae  está 
examinando  el  infrsscrito. 

*  El  cuarto  considerando  dice : 
*Que  al  estatuirse  una  disposición  semejante  no  se  hace  disUndoo 

<  ninguna  en  fiívor  ni  en  contra  de  los  que  profesan  tal  o  cual  rélijion  de  Its 

*  admisibles  en  el  pafs,  pues  a  todos  se  les  trata  en  este  asunto  sobre  d  pü 

<  de  la  mas  completa  igualdad.' 

*  A  esto  contesta  el  infrascrito  -  que  a  la  presente  lei  no  se  le  objeta  de 
inconstitucional  porque  bea  violatoría  del  inciso  10  del  artículo  15,  qoe 
consagra  la  igualdad.  Esta  observación  la  hixo  el  infrascrito  en  otra  oosaoa 
al  indso  del  artículo  136  del  C6d¡go  Civil  de  Ántioquia,  pues  declaraba  qae 
la  lei  no  reconoda  como  válidos,  para  los  efectos  civiles  i  politíceseos  mitri- 
monios  de  católicos  que  no  se  hubieran  celebrado  ante  los  ministros  de  sn 
-culto,  en  tanto  que  a  los  que  no  fueran  católicos  sí  les  permitía  dicho  Códi- 
go casarse  ante  el  notario  o  el  jaez. 

*  Pero  como  el  indso  del  artículo  186  está  suspendido,  i  no  se  ha  voeito 
a  reprodudr  en  la  lejisladon  de  Ántioquia,  no  hai  para  qué  ocuparse  del 
considerando  cuarto  al  tratar  de  la  lei  281. 

<  El  quinto  condderando  dice : ' 
'  Que  la  lejisladon  dvil  de  los  Estados  es  un  negodo  de  su  privstiva 

« competencia  que  ellos  se  reservaron  al  espedir  la  Constitución  federal,  i 

*  que  a  esa  misma  lejisladon  corresponde  determinar  el  número,  la  nstoia- 

*  leza  i  las  formalidades  de  los  contratos  que  a  ella  convienen,  i  de  los  sotos 
^  rdativos  al  estado  civiK' 

*  Todo  esto  es  cierto  con  un  aditamento,  i  es  el  de  no  lejislar  los  Esta- 
dos contrariando  la  Constitudon  i  leyes  nacionales ;  porque  si  las  espiden 
así,  traspasan  está  limitadon,  aunque  sean  sobre  negodos  de  su  esolosirs 
competencia,  i  esas  leyes  son  suspendibles  i  annlables. 

<  £1  último  considerando  dice : 
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<  Que  ninguna  cHiposioton  del  pftcto  federal  oUiga  á  lof  Sitados  á  dar 

*  reglas  para  la  oelebraoion  i  oomprobadon  del  contrato  de  matrimonio ;  1 

*  qne,  por  lo  miamo,  paeden  ellofl,  a  virtud  dé  aa  aoberknfa,  abatenerae  de 

*  rei^meniario,  ai  así  lo  quieren,  i  admitirlo  como  nn  acto  léjftimo  i  víClido, 
*uiá  vea  qae  los  contrayentes  lo  celebren  según  bus  ritos  relijiósos.^ 

*  Es  cierto  que  ninguna  disposición  del  pacto  lederal  obliga  á  los  Esta:- 
dos  a  dar  reglas  para  la  celebración  i  comprobación  del  contrato  de  matri* 
momo,  i  que,  por  tanto,  pueden  abstenerse  de  reglamentarlo ;  pero  si  no  se 
abstienen,  en  las  leyes  que  den  sobre  este  particular  no  pueden  conculcar 
la  Conatitudott  i  leyes  nadoaales, 

'  Un  Estado  puede  boi  en  virtud  de  su  soberanía  abstenerse  de  lejislar 
sobre  el  homiddio,  i  por  consiguiente  de  imponer  penas  a  loa  homicidas ; 
pero  si  lejisla  i  les  impone  penas  a  los  que  cometen  el  ddito,  no  puede  apli* 
earlea  la  pena  de  muerte. 

^Si  el  lejislador  se  ocupa  del  matrimonio  no  puede,  como  se  ha.  demos- 
trado, hacer  derivar  los  efectos  civiles  de  este  contrato  de  un  acto  relijioso, 
i  fiíoembargo,  bien  puede  dejar  de  reglamentar  dicho  contrato,  porque  ai 
hacer  esto  no  existirá  disposidon  alguna  qiie  ordene  ptodadr  efectos  dviles 
al  acto  relijioso  de  casarse  ante  un  ministro  de  un  culto,  i  en  ese  caso  tauK 
poco  habria  acto  lejislativo  que  fuera  suspendible  por  la  Corte  Suprema 
federal. 

*  Pasa  el  infrascrito  a  ocuparse  del  segundo  punto,  a  saber,  si  el  lejis* 
ladar  puede  aceptar  como  válidas  las  decisiones  de  los  ministros  de  los  cultos 
sobre  nulidad  de  los  matrimonios  i  separación  de  los  có^yujes,  para  dar  a 
estas  deddones  efectos  civiles. 

*  El  artículo  3.*  de  la  Id  de  Antioquia  en  cuestión,  reconoce  como 
pepaiados  o  como  anulados  los  matrimonios  qne  io  estén  según  las  regias 
de  la  relijion  que  se  hubieren  observado  para  celebrarlos ;  de  suerte  que*  las 
decisiones  dictadas  por  individuos  qne  no  forman  parte  del  Poder  Judicial 
del  Estado,  vienen  a  producir  efectos  civiles  que  la  autoridad  pública  de 
Antioquia  tiene  el  deber  de  hacer  cumplir. 

*Dos  católicos  casados  sou  separados  por  el  Provisor  o  el  Jefe  de  la 
Iglesia  católica,  pero  uno  de  ellos  se  resiste  después  de  la  dednon  a  cum- 
plirla; entonces  la  autoridad  civil  lo  obliga  a  la  separadon  como  si  estuviera 
compliendo  nna  sentenda  dictada  por  los  tribunales  del  Estado. 

^  I  ya  ese  Supremo  Tribunal  en  casos  semejantes  ha  dicho,  que  faupli- 
suido  esta  manera  de  lejifdar  el  reconodmiento  de  tribunales  distintos  de 
los  qae  forman  el  Poder  Judicial,  tribunales  sin  responsabilidad  por  sus 
decisiones,  a  pesar  de  que  producen  efectos  civiles,  no  pueden  aceptarse 


oc^CBO  coQBtita<ñonal60,  por  ser  cootrarias  al  iodao  1^  áel  artfciilo  8/  de  b 
Oonstituoion  naoionaL 

( I  oomo  OD  niogaDO  da  k»  ooosideraiidoa  de  la  lei  menoioiíada  se  de- 
maestra xynu  Qoa  dewioa  entre  partea  qite  aonia  na  eootrato^  oomo  el  de 
matrimonio  i  que  da  a  eaa  deciaion  efectos  ciyiiea  taa  notables,  como  saoede 
oa  la  separacioB  de  los  cóayajes,  no  sea  una  deeision  judicial,  i  como  la 
OoBStitadon  naoiooal  qniso,  con  sobra  de  razón  i  de  republieanismo,  qne  1» 
soberanía  de  los  Estados  no  alcanzase  basta  organizar  gobiernoi  qae  do 
tavieran  orejen  en  el  poeblo  i  qa^  faeran  irresponsables,  es  indodable  qae  el 
artículo  3/  de  la  lei  de  que  se  trata  es  evidentemente  inoonstitociooaL' 

^I  considerando:  que  lo  espuesta  en  las  aludidas  decisiones  de  la 
Gorte,  i  en  los  raaonamienios  preinsertos,  aducidos  per  el  ae5or  Procurador 
jeneral  de  la  Union,  lodo  lo  cual  se  reproduce,  militan  en  favor  de  laau- 
pensión  solicitada,  por  ser  contrarias  a  la  Constitución  nacional,  en  lo» 
términos  espoestos,  las  respectiras  díaposicioneB  de  ]a  mencionada  lei;  la 
Oorte,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  XJoidos  de  CoIo^ri)ü^ 
i  por  autoridad  de  la  lei,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el 
artículo  12  de  la  Constitución  naeiona),  suspende  de  noa  manera  absoluta 
la  ejecución  de  los  artículos  S.^  i  &.^  de  la  lei  281  que  adiciona  i  reforma  el 
Código  Ciyil,  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  de  Antioqwa, 
i  mandada  ejecutar  por  el  Presidente  de  diclH>  Estado  en  10  de  setiembre 
de  1875 ;  i  suspende,  ademas,  la  ejecución  de  los  artículos  }.%  2,^  i  4.^  de 
dicha  lei,  en  cnanto  por  ellos  se  da  a  los  actos  velijiosos  referentes  al  matri- 
monio,  efectos  cifiles. 

"  Publíquese  esta  resolución  en  el  Diario  Cficiai  de  la  Union  f  envíese 
copia  de  ella  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  soberano  de  Antioqnia,  i  remí- 
tase el  espediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  copia  de  la- 
presente  resolución.  Notitfquese." 

Discutido  que  fué  dicho  proyecto,  se  aprobé  unánimemente  por  la 
Ckute, 

Con  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  de  qué  tratar,  se  dio  por  tenm* 
nado  el  acto,  que  firma  el  seSor  Msjistrado  Presidente  oo»  loa  denuu  se* 
ñores  Majístrados,  por  ante  mí  el  Secretario^  de  que  c(oi  fe.. 

Bl  Presidente,  Manubl  W.  Cabvajjul— JuíiV  áousun  Ubícobchxí'^ 
Makusl  Ezbquiel  Cóbrales— Rafakl  MáxsÍKsa  IL-^-JoaJfe  H.  B^^ 
Gaxbhkh-EI  Secretario,  Itafael  M  SaMande», 

Ea  copia  conforme. — ^Bogotá,  tres  de  enero  de  mil  odiooientos  fli^tent» 

El  Secretario,  Itafad  JSL  SofUanderr 


/ 

CTFOBKBS  BB  LA.  COMISIÓN  nrSPSCTOKA-t 

Oiüdadazios  Senadores. 

TóoanoB  hoi,  oomo  n  tfiíembros  de  ta  oomiaion  inspectora  de  los  actos  l^ 

jislativoe  ñe  los  Estados,  informaros  sobre  la  eoestioD  que  ha  snrjfdo  de  los« 

dos  acuerdos  de  2  dé  noriembre  de  18'ií4  i  de  2^*  de  diciembre  de  1875,  ezr 

que  la  Oorte  Suprema  suspendió  los  artfcQJos  188,  187  i  parte  del  209  del 

C6digo  Civil  de  Antioqnia,  i  los  cinoO' primeros  artfoolos  de  la  lei  281  defr 

mismo  Estado,  relativos  todos  at  contrato-  de  Tttatrimonio.  Para  cumplir 

onestro  encargo  oomo  el  deber  lo  ezije,  hemos  procurado  conocer  antes  la^ 

lepalacion  (yie  sobre  tan  importante  negodo  rije  en  aquel  Estado,  tanto  en 

«ü  eoDJonto  como  en  su»  pormenores  ;  pues*  consideramos  qoe  no  es  posible 

Ivofu  con  acierto  de  la  constituoionalidad  o  inconstitucionalidad  de  dispo*^ 

¿dones  aisladas,  prescindiendo  de  su  relación  i  enlace  con  las  dornas  que  las 

oompiementen    o    espliqueor   Por  es^,.  sin  duda,  dispuso  la  lei  76  do 

1873  que  a  la  demanda  propuesta  ante  la  Corte  Suprema  sobre  suspensión 

de  ajgnna  lei^  se  acompañara  siempre  el  informe  del  ministerio  público  del 

respectivo  Estado,  con  copia  de  las  leyes  en  que  éste  fundara  su  concepto^ 

Tm  saludable  precepto  tropezó^  según  se  ha  dicho,  con  difipultades  en  la 

prictica,  i  fa¿  derogado  per  el  articulo  6."  de  la  lei  24  de  ;1874,  continuando,. 

por  eonsecuencia,  espuesta  la  Corte  Suprema  a  dar  palo  de  ciego  sobre  los 

nueve  soberanos  que  le  tienen  confiada  la  superior  inspección  de  sus  actos 

qislativos.  Posible  es,  por  lo  mismo,  que  al  decidir  sobre  las  disposicionea^ 

iCQsadas  del  Código  Civil  que  rije  en  Antioquia  desde  1865,  haya  íórmado 

dlinB  jiieio  inesaeto,  i  resuelto,  omI  de  su  grado,  sin  entero  conocimiento 

de  k  materia;  pues  parece  que  b6\o  tuvo  a  la  vista  unos  pocos  artioulos  del 

espresado  Código,  que  en  copia  figuran  en  el  espediente.  Permitidnos,  puesy 

qaeespoDgamos  aquí  con  brevedad  el  plan  qoe  ha  adoptado  i  las  reglas  que 

ba  seguido  dicho  Código  Civil  en  la  parte  relativa  a  matrimonios,         i. 

En  el  capitule  primevo  del  tftnio  cuarto  define  el  contrato  de  matrimo- 
úo,  o  sea  el  matrimonio  civil ;  en  el  capitulo  segundo  del  mismo  título,  de* 
termba  las  condicionea  de  este  oontrato  i  quiénes  pueden  contraerlo ;,  en  el 
oapftalo  tercero  que  le  sigue^  detalla  prolijamente,  desde  el  articulo  121 
hasta  el  135,  las  diligencias  i  formalidades  que  han  de  preceded  al  matrimonio 
i  la  manera  con  que  debe  celebrarse  ante  los  notarios  o  jjaeces ;  en  el  capi- 
tdo  primero  del  título  sesto  espone  lo  que  debe  entenderse  por  divorcio  (la 
■sparadon  de  los  oónyujes  sin  alteración  del  vinculo  matrimonial),  los  moth> 
vos  de  esta  separación)  cómo  i  cuándo  puede  solicitarse^  i'qué  antoridades. 
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'tivilM  han  de  decretarla ;  i  en  fio,  en  el  oapf talo  segando  del  títfdo  létimo, 
declara  lo  que  es  la  anulación  de  aqnel  contrato,  cuáles  son  sos  motivos  i 
cuáles  los  jaeces  oivHes  llamados  a  decidir  las  demandas  sobre  nulidad. 

A  los  preceptos  contenidos  en  los  capítulos  que  acabamos  de  meninonar, 
deben  someterse  todos  los  habitantes  del  Estado^  así  nacionales  como  es- 
traojeroSi  cualesquiera  que  sean  la  relijion  que  proftseo,  la  lengua  que  ha- 
blen i  la  tierra  en  que  hayan  naddo ;  mas,  en  cuanto  al  acto  mismo  del 
matrimonio,  o  sea  la  manera  con  que  se  ha  de  contraer,  la  fórmula  eou  qae 
los  contrayentes  deben  hacer  constar  que  se  comprometen  a  cumplir  todas 
las  obligaciones  dviles  que  el  Lejialador  les  impone,  el  Código  acepta  dos 
escepciones. 

La  primera  se  halla  consignada  en  los  artículos  104  i  105.  Por  ellos  el 
^matrimonio  contraído  en  otro  Estado  de  Colombia  o  en  nación  estraojera, 
conforme  a  las  leyes  del  Estado  o  de  la  nación  respectiva,  es  válido  eu  As- 
tioqnia ;  esto  es^  surte  allí  los  mismos  efectos  dviles  que  si  se  haUera  con- 
traido  ante  los  notarios  o  jaeces  del  Estado;,  bien  entendido,  sinembaí^, 
que  si  las  leyes  de  aquel  Estado  o  de  aquella  naden  difieren  de  las  de  Antio- 
quia  en  lo  sustancial  del  contrato  de  matrimonio,  en  esa  parte  en  que  difie- 
ren, uo  se  tiene  por  válido;  así,  los  artículos  218  i  219  del  Código  estaiajea 
que  el  matrimonio  contraído  en  países  que  admitan  la  disolubilidad  o  divor- 
cio absoluto  no  es  disoluble  en  Antioquia,  i  que  no  se  considerará  alK 
como  libres  del  vínculo  matritbonial  a  aquellos  que  hayan  obtenido  en  otro 
Estado  sentencia  de  divorcio  en  cuanto  al  vínculo,  mientras  sobreviva  el 
oóoyuje  primero. 

La  segunda  escepcion  es  semejante  a  la  anterior :  ^*  Para  los  efectos 
dviles  i  políticos,  dice  la  primera  parte  del  artículo  136,  son  válidos  los  msr 
trimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme 
a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a  que  lee  contrayentes  se  hayan 
sujetado  para  oelebrarios ;  '*  i  mas  adelante,  en  el  mismo  artículo,  esptiea  oon 
mayor  daridad  en  qoé  consiste  i  hasta  dónde  se  estionde  esta  esoepoion, 
diciendo :  **  Para  tales  matrimonios  (los  celebrados  ante  los  ministros  de  ios 
respectivos  cultos)  no  se  observarán,  dice,  las  formalidades  prevenidas  ea  los 
artículos  121  a  135 ; "  i  como  éstos,  según  arriba  queda  indicado,  se  refieren 
todos  a  las  dilijendas  previas,  fórmulas  del  matrimonio  dvil  i  manera  de 
oontraerlo,  queda  faera  de  duda  que  a  esto  i  no  a  otra  cosa  se  estiende  la 
mencionada  escepcion. 

Se  ve,  pues,  que  el  lejialador  de  aquel  Estado  quiso  dos  cosaS :  1.*  sim- 
plificar i  hacer  fildl  la  celebradon  del  matrimonio ;  de  este  Contrato,  el  mis 
común  entre  los  hombres  i  el  mas  trascendental  por  sus  consecuenctanata- 
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rales  en  el  orden  oitil,  i  al  coid  perjudica  toda  complioaoion  en  las  fórmaliü 
i  diiijeneias  ijieceAariae;  para  perfeoeionarlo ;  i  2.^  aoatar  eábiamente 
las  eostumbres  i  creencias  de  los  contrayentesi  aceptando  por  regla 
qae^  de  eaalqaiera  manera  qae  conste  la  voluntad  de  unirse  en  matrimonio  i 
vivir  en  él  sometidos  a  las  leyes  del  Estado,  es  válido  el  contrato  i  tan  per* 
fecto  oomo  sí  por  escritura  se  hubiera  otorgado  ante  notario. 

En  la  segunda  parte  del  mismo  articulo  136  sienta  el  Código  que  la  lei 
uo  reconoce  como  válidosi  psralos  eiectob  civiles  i  polfticos,  los  matrimonios 
de  católicos  no  celebrados  de  conformidad  con  los  ritos  de  su  relijicm*  En 
esto  quiso  sin  duda  el  lijislador  de  Antioquia  manifestar  su  respeto  a  la  opi- 
nión ^ue  domina  en  aquel  Estado,  casi  esclnsivamente  compuesto  de  cató- 
licos, la  cual  condena  a  quienquiera  que,  siendo  de  esta  Iglesia,  contrae  matri- 
monio puramente  civil ;  pero  este  precepto  no  tiene  significación  real  ni^ 
valor  positivo,  supuesto  que  el  católico  que  quiera  casarse  sin  los  ritos  de 
su  Iglesia,  está  en  libertad  de  abjurar  su  creencia,  i  la  abjura  aun  con  el  he* 
cho  mismo  de  rehusar  en  este  punto  la  obediencia  a  sus  cánones. 

Sobre  la  separación  de  los  esposos,  o  sea  divorcio  relativo,  i  la  nulidad 
de  los  matrimonios,  acepta  el  Código  reglas  análogas  a  las  anteriores.  Des- 
de luego,  se  respetan  en  Antioquia  las  sentencias  de  divorcio  dictadas  fuera 
del  Estado  i  se  tienen  allí  por  nulos  los  matrimonios  que  han  sido  anulados 
fuera  de  su  territorio  i  que  lo  hubieren  sido  también  en  Antioquia  conforme 
a  sus  leyes ;  i  a  la  par  con  esas  disposiciones,  corren  las  relativas  a  la  nuli- 
dad de  los  matrimonios  i  separación  de  los  esposos,  resueltas  en  la  respectiva 
congregación  relijiosai  Según  el  parágrafo  del  artículo  161,  lo  dispuesto  en 
el  articulo  18?  i  el  parágrafo  del  209,  la  autoridad  correspondiente  de  la  re- 
lijion  a  cuyos  ritos  se  hayan  sujetado  los  cónyujes  al  celebrar  el  matrimo' 
nio,  decide,  conforme  a  los.  cánones  respectivos,  sobre  la  nulidad  de  éste  i 
sobre  la  separación  de  los  esposos,  quedando  subsistente  el  víncnlo  matri- 
monial. 

La  regla,  pues,  que  ha  seguido  el  Estado  de  Antioquia  en  materia  de 
matrimonio,  ha  sido  aceptar  los  hechos  cumplidos  en  virtud  del  derecho  que 
a  cada  cnál  rije,  ora  en  el  foro  interno,  ora  en  el  estemo,  sin  perjuido  de  la 
sumisión  debida  a  las  leyes  del  Estado  3  equiparar  el  matrimonio  contraído 
en  enalquier  nación  i  bajo  cualquiera  culto,  al  contrato  otorgado  ante  los 
ootarioso  jueces,  i  aplicar  a  los  casados,  cualquiera  que  haya  udo  la  fórmula 
con  que  contrajeron  su  unión,  las  leyes  civiles  del  país.  £1  Estado  de  Antio- 
quia ba  salvado,  pues,  las  dificultades  que  el  arreglo  de  este  negocio  presenta 
de  ordinario,  i  prevenido  las  colisiones  que  pudieran  snrjir,  ya  de  la  diísreo- 
eia  de  cultosi  o  ya  de  la  oposidol^  entre  los  cánones  relijiosos  i  las  leyes 
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"^dhfSes,  por  la  tia  lioi  mas  adamada  en  política,  que  ea  la  de  la  Ebeitad,  U 
'del  dejar  hacer,  ia  de  no  gebemar  lo  qae  oo  ae  debe  gobef  nar.  ÁsA  ba  aca- 
tado él  'hasta  donde  era  porible,  a  la  par  de  su  propia  soberanía,  de  que  es 
-siempre  celoso,  el  derecho  garantido  en  el  indso  16,  articulo  145  de  la  Cons- 
titución, i  así  ha  puesto  a  cubierto  a  sus  propios  ciudadanos  de  los  gpraves 
perjuicios  que  Oundiuamarca  no  ha  sabido  evitar  a  los  suyos.  I  que  esta  so- 
lución ha  sido  sabia  1  acertada,  lo  prueban,  no  solo  rasonamientos  teSrioos, 
sino  la  esperiencia  de  diez  años,  durante  los  ouales  el  Código  Civil  de  An» 
tioquia  ha  regido  sin  que  se  haya  presentado  ni  un  caso  siquiera  de  choque 
o  cofision  entre  las  autoridades  civiles  i  políticas  con  las  congregadoaes  re- 
lijiosas,  que  han  gozado  de  ampfia  libertad  para  bendecir  las  aniones  matri- 
moniales de  sus  correliyioiiarios. 

Ko  obstante  esto,  al  cabo  de  diez  años,  en  21  de  octubre  de  1874,  el 
eeffor  Procurador  jeneral  déla  Nación  pidió  a  la  Corte  Suprema  que  sus- 
pendiese los  artículos  136  i  18Y  con  el  parágrafo  del  209  del  espresado  €&. 
digo  Civil ;  esto  es,  las  disposidones  que  aceptan  tanto  la  validez  de  los  ms* 
trimoirios  contraidos  con  las  fórmulas  relijiosas,  como  la  nulidad  i  el  divorde 
relativo  declarados  por  los  ministros  de  los  cultos.  Fundó  el  señor  Proca- 
Tador  su  pedimento  en  que  üíl  consideraba  aquellas  disposiciones  contrarias 
al  incbo  1.*,  artículo  «d.^,  i  al  16,  artículo  1$  de  la  Constitución,  o  lo  que  es 
lo  mismo,  al  deber  que  tienen  los  Estados  de  organizarse  conforme  a  los 
principios  del  gobierno  popular,  electivo,  representativo,  alternativo  i  res- 
ponsable, i  al  derecho  que  se  garantiza  a  todos  los  habitantes  de  Colombia» 
nacionales  i  estranjeros,  de  profesar  libre,  pública  i  privadamente  cualquiera 
relijion,  con  tal  de  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberaab 
nacional  (la  transeúnte,  porque  la  inmanente,  sobre  todo  en  materia  civilf 
corresponde  solo  a  los  Estados),  o  -que' tengan  por  objeto  turbar  la  pas 
pública. 

De  la  comparación  de  didias  disposiciones  constitucionales  con  los  artí- 
-culos  acusados,  no  aparece  oontradicdon  alguna,  ni  mucho  menos  esa  con- 
tradicción evidente  que  era  necesario  existiera,  según  el  artículo  14  de  Ift 
Constitución,  para  justificar  la  demanda  del  señor  Procurador,  i  que  es 
aquella  que  a  primera  vista  salta  a  los  ojos,  i  que,  según  el  diccionario  deis 
lengua,  debe  ser  clara^  manifiesta  i  tan percepHhle^  que  nadie  puedarcidO' 
Talmente  cluéhr  de  eüaé  E\  ñeñov  Proevtr^áoT  no  habla  siquiera  de  tal  evi- 
dencia, sino  que  deduce  la  inconstitndonalidad  de  los  artículos  que  denunaS) 
de  una  serie  de  razonamientos  que,  como  veremos  después,  está  mni  ^^^ 
de  soportar  un  análisis  lójico,  X  tan  persuadido  se  muestra  él  de  que  tal 
«evidenda  no  existe,  que  en  su  memorial  solamente  espresa  haberse  f^f^''^ 
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S  ta  eántíedon  de  g^e  dichos  artículos  cercenan  el  poder  civil  i  ponen  oor-^ 
t(^inza$  a  la  libertad  rel^ioea^  especiahD^nte  a  la  á%  los  cat¿licoB,  por  onyoB 
derechos  pareoe  el  buen  sefior  interesarse  de  preferencia.  Nt>  díice  que  tales 
disposiciones  sean  incompatibles  oon  1a  soberanía  naoionai,  ni  tampoco  qne 
tengan  por  objeto  tnrbar  la  paz  püblrca;  nó.  Aunque  empleado  de  ia  l^Tacioü. 
{encargado  especialmente  de  los  intereses  nacionales^  síe  muestra  de  prefo* 
reoeia  celoso  dt  que  el  Estado  de  Antioquia  no  cercene  su  autoridad  civü, 
que  es  propiedad  escusiTamente  suya  i  con  la  cual  nada  tiene  que  ver  la 
Corte  Suprema.  SI  de  lamentarse  que  tan  alto  funcionario  d«  la  Union,  el 
especial  defensor  de  la  Ici,  haya  creido  necesario  esponer  en  su  solicitud  que 
no  pide  la  snepeneion  de  los  arücnlos  citados,  porque  él  pertenezca  a  de- 
Ufmin(xda  escuela  potitica,  sino  en  mrtud  de  las  convicciones  que  ha  üega* 
io  a  formarse  i  en  t^mplimiento  de  un;deber  imprescindible  ;  i  es  esto  de 
lamentarse,  decimos,  porque  debe  presuponerse  que  un  empleado  público,  i 
tMbretodounProcurador  jeneral  de  la  NadoD,  no  procede  por  intereses 
iwooiares,  sino  que  obra  siempre  die  acuerdo  ooa  sus  deberes  legales,  i  que 
por  lo  mismo,  no  tiene  para  qué  abonar  su  impardalidad  con  escusas  i  pro 
testas,  las  cuales  le  espoaen  a. que,  según  la  sabida  regla  de  derecho  do  que 
eeonsaiio  pedida  equivale  a  acusación,  so  dude  de  aquello  mismo  de  que  él 
^luáera  «onvencer  a  eus  leoiores. 

La  Corte  Suprema,  por  unánime  acuerdo  de  2  de  noviembre  del  propio 
aSo  de  1874,  resolvió  de  conformidad  con  la  demanda  del  señor  Procurador 
por  haber  hallado  los  artículos  denunciados  en  oposición,  no  solo  con  el 
ÍDNSol.^,  artículo  8.®,  i  el  19,  artículo  15  de  la  Constitución,  sino  también 
con  d  artículo  69  de  la  misma,  o  sea  con  aquel  en  que  se  dice  que  <^  Bl 
Poder  Judicial  {el  de  la  Union  se  <entiende)  se  ejerce  por  el  Senado,  por  una 
Corto  Suprema,  por  los  tribunales  i  juzgados  de  loa  Botados,  i  por  los  que 
80  establezcan  ea  los  territorios  que  deben  rejirse  por  leyes  especiales.'* 
Cómo  resulte  violado  este  artículo  por  los  del  Código  Civil  de  Antioquia  no 
es  eosa  que  a  primera  vista  se  pueda  í¿cilmente  oonapreader  9  pero  mas 
adelante  veremos  eómo  el  sefior  Procurador  i  la  Corte  llegaron,  por  oaminos 
so  pensados,  a  descubrir  esta  inoonstitucionalidad  evidente. 

El  mencionado  acuerdo  de  la  Corte  Suprema  causó,  como  es  de  supo» 
Qoao,  honda  impresión  en  Antioquia  que  tan  celosa  se  ba  mostrado  siempre 
de  en  soberanía  i  de  sus  creencias  relijiosas.  La  sociedad  oatólioa,  que  es 
allí  nnoterosa,  repreaentó  luego  al  Senado  para  que  declarase  la  validez  de 
hs  artículos  suspendidos,  demostrando  que  en  nada  contrarían  la  Constitu* 
<^Q;  que  en  nada  se  oponen  al  indiso  1.^  de  su  artículo  8.^,  ni  m^nos  a  su 
^^^^0^9,  i  que,  Iqos  de  violar  el  inciso  16  del  tantas  veces  citado  aitfeulo 
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15y  elloi  aoD  la  eapresion  fiel  4el  respeto  qne  ese  Estado  tiene  por  aqoells 
garantía.  La  Lejisiatara,  por  sa  parte,  se  oreyó  en  el  deber  de  protestar 
solemnemeote  oootra  ese  aoaerdo  en  qae,  can  ir\fundada$  ciegadones^  hor 
biam  sido  eu^)endidos  lo»  mmcumadoé  arii(^  del  Código  Civil  del  Es- 
tado ;  i  en  sa  protesta  declara,  estimar  aqael  acto  de  la  Corte  Saprems 
como  una  vMaeion  patente  de  la  soberanía  del  Estado.  Dicha  protests, 
que  hemos  agregado  al  espediente  (fojas  22  del.  primer  cnademo),  es,  en 
nnestro  concepto,  bien  fundada,  aapaesto  que  a  los  Estados  corresponda 
lejislar  sobre  todos  los  asuntos  de  gobierno  cuyo  ^erdcio  no  haga  sido  der 
legado  espresa^  especial  i  claramente  al  Gobierno Jeneral  (artículo  16  deis 
Constitución),  i  que  no  aparece  en  parte  alguna  de  ella  que  la  lejislsdoo 
civil,  i  sobre  todo  la  relativa  al  matrimonio,  haya  sido  delegada  por  loi 
Estados  a  la  ünion.  Decir  contra  esto,  como  lo  hace  el  sefíor  Procarador, 
que,  no  siendo  la  relijion  materia  de  gobierno  sino  cuando  so  ejecutan  m 
el  culto  actos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  ob> 
jeto  turbar  la  pas  p&blica,  no  pueden  los  Estados  reconocer  como  vflidoi 
los  matrimonios  relijiosos,  porque  esto  seria  lejislar  en  relijion  i  en  materii 
que  no  es  de  su  competenda,-  es  hacer  un  raeonamiento  vidoso.  La  relijioB 
no  es  asunto  de  gobierno,  es  cierto ;  pero  hacer  efectivo  el  derecho  de  pro- 
fesar libremente  la  que  uno  quiera  i  garantisarlas  todas,  no  solo  ee  asonto 
de  gobierno,  sino  un  deber  que  la  Constitución  impone  espresamente  s  b 
Nación  i  a  los  Estados. 

No  obstante  la  mencionada  protesta  i  la  confianza  que  debió  abrigar  b 
Lejislatura  de  que  el  Senado  repararla  el  error  de  la  Corte  Suprema,  psra 
prevenir,  un  duda,  el  descontento  p&blioo  i  los  perjuicios  privados  qse  b 
suspensión  de  los  artículos  denundados  habría  de  causar  en  el  Estado,  M 
apresuró  a  espedir  un  nuevo  acto  lejislativo  (la  lei  281),  adidonal  i  refoma- 
torio  del  Código  Civil,  en  el  cual,  después  de  demostrar,  en  seis  considerao. 

dos  claramente  redactados,  el  derecho  con  que  lejislaba  en  la  materia  i  b 

• 

fiüta  de  derecho  con  que  hablan  sido  supendidas  las  duposiciones  antaño* 
res,  reconoce  por  el  artículo  primero  ser  un  hecho  válido  i  legal  todo  m** 
trimonio  celebnído  dentro  o  fuera  del  Estado  conforme  a  la  relijion  ds  les 
contrayentes ;  declara  por  el  segundo,  ser  del  propio  modo  válidos  los  matn- 
monioa  celebrados  según  las  leyes  civiles ;  da  por  el  tercero  como  separ^^ 
o  anulados,  eo  sus  respectivos  casos,  loa  matrimonios  que  hayan  sido  sefunf 
dos  o  anulados  aegun  laa  reglas  de  la  relijion  que  se  hulderen  observado  ti 
celebrarlos;  dispone,  por  el  cuarto,  que  la  oelebracioo,  la  separadoa  i  h 
anulación  de  loa  matrimonios  se  comprueben  con  el  certificado  del  raspM* 
tivo  ministio»  sin  pequiciOi  en  cuanto  a  la  celebiacioDi  de  las  pruebas  sopb- 
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tonas ;  oorrobora  por  el  coarto  las  dísposioioiiea  anteriores,  sobre  la  validez 
de  los  matrimonioB  hechos  ea  otro  Estado  de  la  Union  o  en  pafs  estranjero; 
ordena  por  el  qninto  qne  todos  los  matrimonios  de  qae  trata  esa  lei  prodni- 
cao  los  mismos  efectos  que  las  leyes  del  Estado  atriba;^en  al  contrato  de 
matrimonio;  i  por  el  sétimo,  en  fin,  deroga  todas  las  disposiciones  contrarias 
a  las  qne  aoaban  de  mencionarse. 

Con  este  acto  lejislativo  qaedó  derogada  la  seganda  parte  del  artículo 
136  del  Código,  que  tanto  i  tan  mal  habia  impresionado  al  señor  Procara* 
dor  i  a  la  Corte,  por  cnanto  en  ella  se  desconocía,  para  los  efectos  civiles,  la 
validez  de  loa  matrimonios  de  católicos  que  no  se  hubieran  celebrado  de 
oonformidad  con  los  ritos  de  su  iglesia,  i  ademas,  qnedó  correjida  la  redaos 
átm  del  artículo  187  i  del  parágrafo  del  209,  los  cuales,  por  el  empleo  que  en 
elloi  se  habia  hecho  de  frases  jurídicas,  tales  como  conocer  de  la  demanda^ 
deereksr  la  separación  de  los  esposos^  c¿/,  habian  dado  lugar  a  que  se  jua- 
gase qne  Antioquia  atribula  a  los  ministros  del  culto  funciones  judiciales  i 
ios  iotroducia  en  la  gobernación  del  pais.  Por  esta  nueva  lei  se  ve  con  toda 
claridad,  que  dichos  ministros  no  ejercen  función  ninguna  política  ni  civil. 
S^on  ella,  la  celebración^  la  separación  i  la  anulación  del  matrimonio  son 
hechos  que  se  deben  probar,  llegado  el  caso,  como  el  nacimiento  de  un  niño, 
la  muerte  de  un  hombre,  la  ruina  de  un  edificio  i  tantos  otros  que  las  cir- 
canstancias  snelen  ezijir  que  se  hagan  constar  ante  los  tribunales ;  i  que  los 
ministros  del  culto  no  tienen  mas  intervención  en  esto  que  los  testigos  o 
peritos,  a  cu7a8  atestaciones  o  certificados  reconoce  ía  lei  la  fuerza  proba» 
[  toria  que  no  les  podria  negar ;  reconodmiento  que  hace  en  virtud  de  un 
derecho  inherente  a  la  soberanía,  i  que  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  han 
declarado  indisputable  al  resolver  en  este  mismo  año  sobre  la  validez  de 
disposiciones  idénticas  del  Código  civil  del  Cauca. 

Apesar  de  todo  esto,  el  señor  Procurador  no  vaciló  en  denunciar  tam- 
hiea  como  inconstitucionales  los  cinco  primeros  artículos  de  la  nueva  lei,  en 
fin  solicitud  de  10  de  noviembre  de  1875,  i  la  Corte  Suprema  acordó  decla- 

Irarlos  tales  i  suspenderlos  con  fecha  20  del  propio  mes.  Los  argumentos  en 
que  el  señor  Procurador  i  la  Corte  apoyan  su  concepto  se  hallan  iojeniosa- 
mente  diluidos,  digámoslo  así,  en  largas  disertaciones ;  i  mediante  la  inte- 
fije&eia  con  que  aparecen  allí  espuestos  i  enlazados,  adquieren  ciertas  apa- 
ríenoias  de  unidad  i  fuerza,  que  producen  en  el  ánimo  del  lector  una  primera 
impresión  favorable  al  acuerdp.  Mas,  al  estraerlos  del  aquel  discurso,  des- 
pojados de  los  razonamientos  accesorios  para  darles  la  forma  lójioa,  saltan 
&  los  ojos  los  vicios  de  que  adolecen. 

Bn  «primer  lugar,  insinúan,  tanto  el  sefior  Procurador  como  la  Corte, 

17 
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que  6fl  prohiUdo  dar  efooU»  oíiriles  •  loa  aotoa  ^eooladoa  por  loa  numitni 
del  caito ;  pero  ni  ¿1  ni  ella,  oitan  el  anícalo  eooatítiiciooal  qae  tal  prokiü 
doo  oontenga.  Sata  parece  aer  nna  de  laa  convicoionea  qae  ae  ha  formaii 
el  aefior  Procurador ;  maa,  por  fDtimaa  i  profandae  qae  ellaa  aean,  no  menil 
cea  atención  ni  crédito  aigooo  ante  loa  tríbnnalea,  ai  no  tienen  el  apoyoéelii 
lei.  Si  el  derecho  de  profesar  cualquiera  relijion  ae  halla  ree(HU>cido  i  gins^! 
tisado  por  el  articulo  15  de  la  Conatítucion  a  la  par  ooii  loa  de  propiedad^, 
libertad,  aeguridad  penKwal,  &,\  no  ee  alcanaa  a  comprender  por  qaé  hftjt 
de  ser  aquól  de  peor  condición  que  éstos.  Por  otra  parte,  eata  nueva  teoiii 
no  ae  acuerda  bien  con  la  práctica  de  loa  tribunales.  Citareoioa  como  proebi 
un  ejemplo  de  loa  mas  comnnes,  que  debe  ser  caai  familiar  al  aeSor  PiooIp 
rador  i  a  la  Corte :  ios  Obispos  i  demás  superiores  de  congregaciones  leBp 
jiosas-  nombran  las  juntas  de  fábrica  i  los  sf  ndioos  o  personeros  que  defienda 
los  intereses  de  las  iglesias ;  éstos  son  actos  de  funcionarios  reiijiosos  qN 
han  surtido  i  surten  hoi  mismo  efectos  civiles. 

A  juzgar  por  los  razonamientos  del  Supremo  Tribunal  de  la  Repúbüci, 
i  del  alto  empleado  que  ante  él  habla  en  nombre  de  la  lei,  Golombis  o» 
garantiza  la  libre  ^profesión  de  todas  las  relijio^es,  que  es  lo  que  decían  el 
inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución,  sino  que  las  rechaza,  laa  despredl 
i  las  persigue  todas.  Esto  i  no  otra  cosa  significa  la  absoluta  presciDdencii 
que  ellos  afectan  de  todo  culto  i  de  todo  acto  relijioso.  La  relijion,  dioeo, 
no  es  asunto  de  gobierno,  sino  cuando  los  actos  del  culto  ae  considens 
incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  pbr  objeto  turbar  Ii 
paz  pública ;  en  todo  otro  caso,  se  debe  proceder  como  si  no  hubiese  reliiioi 
ninguna.  Esto  es  bien  claro :  el  Gobierno  no  debe  oouparse  de  larelgioa: 
sino  para  atacarla,  i  cuando  le  falten  pretestos  para  ello,  preacmdir  detodii 
creencia  relijiosa  i  despreciarlas  todas,  que  es  otro  modo  de  perseguirlaiji 
acaso  peor  que  el  primero.  ' 

Pero  vengamos  ya  a  la  esposioion  sencilla  de  los  argumentos  con  qM 
se  pretende  demostrar  que  la  lei  281  de  Antioquia  es  violatoria  del  iooúo; 
16,  artículo  15,  del  inciso  1.^,  artículo  8,^  i  del  artículo  60  de  la  ConstitacícD 
No  necésitareoios  hacer  contra  ellos  reflexión  alguna:  esponerlos  9&i\ 
rebatirlos. 

PEmBBo..— La  lei  de  Antioquia  reconoce  como  válidos,  para  los  efedoi 
civiles,  todos  los  matrimonios  celebrados  conforme  a  los  ritos  de  oaal^o^^r 
culto,  i  una  vez  comprobado  el  hecho  de  su  celebración,  los  equipi'*  ^ 
contrato  •  civil  de  matrimonio ;  si  los  equipara  a  contrato  civil,  oatndo 
uno  de  los  contrayentes  se  arrepienta  i  quiera  eludir  su  compromiso,  la  k^ 
o  sean  los  jueces  que  la  aplican,  le  forzarán  a  cumplir  loa  deberes  de  ^^^ 
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MDtrato ;  ésto  es,  loa  que  la  IojíbIacíob  olvQ  de  Antíoe[aift  impone  %  los 
os:  ioego  la  lei  fuersft  a  los  qoe  ooo  traen  matrimonio  a -respetar  el 
premiso  procedente  de  un  aeto  relijioso;  laego  esa  lei  presta  sa  sanción 
no  acto  relijioso  i  coarta  la  libertad  relijiosa ;  luego  tal  lei  es  eyidente* 
te  contraria  al  indso  10,  artículo  15  de  la  Constitución,  que  garantiza  el 
ho  de  pi^aotiear  cnaiquíera  culto. 

SsQUNDO. — ^Todos  los  asantes  de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  hayan  de. 
o  los  Estados  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno  de  la  UnioQ, 
de  la  competénda  de  los  mismos  Estados,  según  el  artfcnlo  16  de  la 
sütncion;  i  como,  segnn  el  inciso  10,  articulo  15  de  la  misma,  hai  dere- 
de  profesar  onalquiera  relijion,  con  tal  de  que  no  se  ejecuten  actos  in- 
ipatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la 
(az  p&bliea,  se  Bigae  qne  la  relijion  no  es  asunto  de  gobierno  sino  cuando 
(letntedeperseguir  esos  actos,  contra  la  soberanía  nacional  o  la  paz  pñ- 
}  bücL  Ahora  bien :  la  lei  de  Antíoquia  oonoede  al  acto  relijioso  por  el  cual 
le  anta  dos  esposos,  una  vez  oomprobado,  o  en  otros  términos,  concede  a 
docamentos  con  que  ese  acto  se  pruebe,  la  misma  fuerza  de  un  contrato 
;  luego  Ántioquia  ha  lejislado  sobre  relijion,  en  la  parte  que  no  es  de 
competencia  ni  de  la  competencia  de  ningún  gobierno ;  luego  su  lei  es 
ideDtemeíQte  contraria  al  indso  16,  artículo  15  de  la  Constitución. 

Tkbcsbo. — La  lei  281  de  Ántioquia  admite  como  un  hecho  lícito,  legal 

garantizado  por  las  instituciones,  el  matrimonio  oontraido  ante  un  ministro 

eaalqnier  culto,  i  en  virtud  del  documenta  o  demás  pruebas  qne  lo  hagan 

r,  le  da  la  misma  faerza  de  un  contrato  civil ;  luego  esa  lei  atribuye  a 

ministros  de  la  relijion  funciones  judiciales.  Los  que  ejercen  funciones 

Roíalos  son  jueces  o  tribunales;  los  tribunales  hacen  parte  del  Poder 

^dal;  el  Poder  Judicial  es  un  ramo  del  Gobierno ;  los  Estados  deben  or- 

{anizane  según  los  principios  del  Gobierno  popular,  representativo,  electivo, 

¿^nativo  i  responsable ;  los  ministros  de  los  cultos  no  son  de  elección 

pnlar,  ni  son  alternativos,  ni  son  responsables  ante  la  autoridad  civil,  por 

actos relijiosos  que  ejecutan;  luego,  la  lei  de  qne  se  trata  es  evidente- 

te  eontraria  al  inciso  1/,  artículo  8.®  de  la  Constitución. 

CuABTo.  La  lei  a  que  aludimos  reconoce  como  válida  la  unión  matri- 

ial  celebrada  conforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  a  que 

^contrayentes  se  hayan  sujetado;  i  oomo,.segun  los  principios  del  gobier- 

^  i^presentativo,  las  leyes  se  discuten  i  espiden  por  una  o  mas  asambleas 

^6  elección  j>opular,  se  sigue,^ qne  aqudla  lei  de  Ántioquia  es 

^vid^temente  contraría  al  inciso  I.%  artículo  B.^  de  la  Constitución,  por  el 
^  80  comprometieron  los  Estados  a  organizarse  según  los  principios  del 
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Gobierno  representativo.  Aqnl  haoemoe  osa  pregunta  ál  paso :  ¿  o6mo,  te* 
niendo  tales  conTiooiones  el  sefior  Procurador  i  la  Corte,  se  olvidaros,  i 
primero  de  pedir  i  la  segunda  de  aoordar,  la  suspensión  de  los  articulos  104 
i  105  del  Código  Civil  de  Antioquia,  que  veoonooen  la  valides  de  los  mttri. 
monios  oontraidos  en  otro  Estado  o  en  otra  nación  oonformea  sos  kyei 
respectivas,  las  cuales  tampooo  son  discutidaA  i  espedidas  por  la  ÁBsmbka 
lejislativa  de  Antioquia  ? 

Quinro.  (Este  es  argumento  de  la  Corte).— La  lei  de  Anüoqais  reco- 
noce como  hechos  válidos  i  les  da  la  fuerza  de  contratos  civiles,  Unto  ú 
matrimonio  celebrado  ante  una  congregación  relijiosa,  como  a  la  natidid  de 
él  i  a  la  separación  de  los  esposos  resuelta  por  los  ministros  del  onlto ;  eo 
otros  Estados  i  países  es  ftincion  de  los  jueces  hacer  el  matrimonio  i  decn* 
tar  su  nulidad  o  el  divorcio ;  luego  Antioquia  hace  de  los  ministroi  ¡A 
caito,  jaeces  del  Estado  para  conocer  en  una  materia  civil  que  es  den 
esclasiva  competencia.  Ahora  bien,  los  jueoes  de  los  Estados  hacen  parte, 
en  ciertos  casos,  del  Poder  Judicial  de  la  Union,  para  decidir  cuestiooes  di 
ia  competencia  de  ésta;  luego  Antioquia  introduoe'en  el  Poder  Jadioial  de 
la  Uoion,  tribunales  compuestos  de  los  ministros  del  culto;  pero  es  así,  qae 
los  ministros  del  culto  no  pueden  ser  funcionarios  de  la  Union,  segan  el 
artículo  33  de  la  Constitución ;  luego  la  lei  de  Antioquia  es  evidentemeote 
contraria  al  citado  artículo  69  de  la  misma,  en  que  se  halla  dispuesto  qae 
el  Poder  Jadioial  se  ejerce  por  el  Senado,  por  una  Corte  Suprema  fedeieif 
por  los  tribunales  i  jazgados  de  los  Estados  i  por  los  que  se  establezcan  es 
los  territorios. 

Afiije  positivamente,  ciudadanos  Senadores,  que  el  Supremo  Tritmoil 
de  la  República,  encargado,  como  poder  moderador,  de  Velar  por  la  eetiki' 
lidad  de  las  instituciones  i  por  la  conservación  del  equilibrio  político  entie 
la  Nación  i  los  Estados,  i  del  cual  no  deberían  salir  sino  oráculos  que  el 
pueblo  ]|:eoibiera  con  veneración  i  respeto ;  aflijo,  decimos,  que  ese  Sapremo 
Tribunal,  llamado  a  ser  el  Areópago  de  Colombia  i  a  distinguirse  por  sa 
imparcialidad  i  su  ciencia,  fande  sub  fallos  en  argumentos  i  raciocinios  como 
los  que  arriba  dejamos  espuestos.  No  por  esto  ponemos  en  dada  la  baeoa 
fe  del  señor  Procurador  ni  de  los  señores  Majistrados ;  pues,  como  ai  pris* 
cipio  lo  indicamos,  por  falta  de  datos  han  podido  incurrir  en  error.  Ademas, 
todos  los  hombres  pertenecen  a  su  época  i  a  su^  escuela  i  obran  de  ooD6^ 
midad  con  sus  ideas.  Tampoco  ponemos  en  duda,  contra  el  testimonio  de 
nuestro  lujoso  presupuesto  i  de  nuestras  leyes  sobre  mejoras  materiales,  que 
avanzamos  por  las  vias  del  progreso ;  mas,  por  lo  que  hace  a  la  dencis  del 
foro,  es  preciso  convenir  que  se  advierte  decadencia.  Si  un  jurisoonsnlto 
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OMio  don  Camilo  Torres,  o  un  jadx  como  don  Félix  Restrepo,  hubieran 
BQ8oritom«moriale8  parecidos  a  los  del  aetnal  sefior  Procarador,  o  acoerdos 
por  el  estilo  de  los  que  en  este  informe  examinamos,  no  serian  sus  preclaros 
nombres  una  de  las  glorias  de  nuestra  patria.  La  verdad  sea  dicha :  lo  que 
has  en  este  espediente  de  inconstitudónal  i  ann  contrario  a  la  equidad,  a  la 
jostiima  i  hasta  a  las  leye»  de  la  lójica,  no  es  la  lei  281  de  Antioquia  ni  los 
artículos  ya  derogados  de  su  Código  Civil,  sino  los  escritos  del  sefior  Pro- 
cmrador  i  los  dos  acuerdos  de  la  Corte  Suprema  federal. 

Existe,  por  desgracia,  en  nuestro  tiempo  una  escuela  política  con 
grandes  pretensiones  de  ser  alumbrada  por  la  ciencia,  la  caal,  dondequiera 
que  toma  el  poder,  aoomet^e  la  ardua  empresa  de  amoldar  la  sociedad  a 
«áeitas  teorías  que  ella  llama  sus  principios  i  doctrinas.  Esa  escuela  lejisla 
ñn  atender  para  nada  a  las  creencias,  costumbres  i  manera  de  ser  de  los 
pueblos  que  gobierna.  Todas  las  lejes  del  orden  físico,  del  orden  social,  del 
orden  moral  i  del  orden  relíjioso  han  de  ceder  a  su  soberana  voluntad,  a  su 
razón  iofidible :  no  parece  sino  que  ella  cree  seriamente  que  si  Dios  la  hu- 
biera llamado  a  sus  consejos  para  organisar  el  mundo,  lo  habría  hecho  mejor 
qae  lo  biso  sin  otro  auxilio  que  el  de  su  propia  e  infinita  sabiduría.  Mas, 
par»  desesperación  de  la  tal  escuela,  las  inmutables  leyes  de  la  naturaleza, 
oomo  se  advierte  en  la  materia  que  nos  ocupa,  no  consienten  en  ser 
derogadas. 

El  matrimonio,  considerado  como  medio  para  la  conservación  deljénero 
humano,  es  una  lei  del  ótáeu  físico,  que  el  lejislador  no.  puede  cambiar  ni 
modificar;  i  sinembargo,  no  faltó  un  emperador  romano  que,  anticipándose 
^gunos  siglos  a  la  escuela  moderna,  se  casara  con  su  favorito  e  hiciera  al- 
ternativamente los  papeles  de  esposo  i  esposa.  No  lo  estrafiemos,  que  aun  en 
mayores  estravagancias  inpurre  el  hombre  una  vez  infatuado  con  la  idea  de 
iu  propia  soberanía;  así  Jérjes,  irritado  con  el  mar,  ordena  azotarlo  i  en- 
cadenarlo. 

Ko  menos  incontrariables  son  las  leyes  del  orden  social,  moral  i  relijioso 
a  que  el  matrimonio  se  halla,  por  otra  parte,  sometido.  Este  acto  importan- 
[-  tfnmo  de  la  vida  del  hombre,  ha  sido  en  todo*  tiempo  i  en  todas  las  nacio- 

considerado  como  acto  del  culto  i  santificado  de  acuerdo  con  esa  lei 
que  rejía  a  la  humanidad  mucho  antes  de  que  hubiera  sociedad  civil 
i  política  :-^la  relíjion.  Sí,  la  retijion,  constituyendo  i  organizando  la  familia, 
etbS  los  fundamentos  de  la  sociedad  dvil,  la  creó  y  la  vivificó.  Los  Go* 
bienios  encontraron  la  familia  ya  constituida ;  i  las  leyes  morales  que  la  ri- 
jm  eetfo  tan  fuera  de  alcance  del  lejislador,  éomo  las  leyes  físicas :  las  creen 
eias,  las  ideas  se  escapan  a  sus  medios  coerdtivos,  como  el  mar  a  las  cadenas 
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de  Jérjes.  Todo  el  poder  de  loe  emperadores  romeaos  faé  ineepas  de  con* 
trareetar  la  f aerza  de  la  idea  oriatiaaa ;  i  la  historia  ensefia  que,  donde 
quiera  qae  8e  establege  la  l^^eha  entre  laa  ideas  i  la  faensa,  tríoniaii  siempre 
las  ideas ;  porque  el  espirita  puede  i  yale  más  que  la  materia.  El  medio 
cierto  i  seguro  de  hacer  trian&r  un  priudpio  i  arraigarlo  en  las  eoitiim- 
bres  es  emplear  contra  él  la  flieraa  física.  El  alma  hamana,  que  comprende 
su  grandeza  i  dignidad,  se  rebela  contra  la  persecución  i  ostenta  contra  ella 
todo  su  vigor  i  poderío.  Es  entonces  cuando  el  hombre  aspira  a  las  glorias 
del  martirio,  como  para  comprobar  que  su  espíritu  imperecedero  üene  aún 
sobre  la  tierra  derechos  a  la  inmortalidad.  Contra  las  costumbres  en  que  un 
pueblo  se  ha  formado»  contra  laa  ideas  de  que  esas  costumbres  nacieron,  el 
lejislador  nada  puede :  ai  emprende  conti:ariarlas,  sucumbe  mas  tarde  o  mas 
temprano,  i  consigna  su  nombre  al  oprobio  de  la  historia. 

El  lejislador  tiene  que  reconocer  la  existenda  de  la  familia  tal  como  se 
la  hayan  dado  constituida  la  relijion  i  las  costumbres,  i  a  lo  mas  puede,  poc 
medios  indirectos  (nunca  por  la  fueza),  fomentar  que  se  mejore  su  organi- 
zación si  ésta  fuere  defectuosa.  Suponed  que  al  organizar  el  matrimonio  ea 
vuestro  Código  Civil,  lo  hacéis  de  conformidad  con  teorías  que  chocan  de 
frente  con  las  doctrinas  i  prácticas  de  todas  las  relijiones  que  existen  en  el 
pais :  ¿  no  es  cierto  que  vliestra  lei  se  quedará  escrita,  porque  será  de  todee  j 
rechazada  ?  Suponed  que,  siendo  varias  las  relijiones,  vuestra  lei  adopte 
como  tipo  la  organización  dada  a  la  ¿amilia  en  una  de  ellas  con  presdndeoói 
de  las  otras :  ¿  no  es  cierto  que  todas  las  demás  se  darán  por  ofendidas,  qoe 
se  rehusarán  a  obedeceros  i  que  tendréis,  o  que  derogar  la  lei,  o  qne  perfil 
güira  los  inobedientes,  lo  cual  tanto  quiere  decir 'como  hacer  mártires  i' 
despertar  los  furores  del  fanatismo?  Imponed  a  los  musulmanes  la  lei  ^ 
una  sola  mujer,  ú  ordenad  la  poligamia  en  pueblos  cristianos,  i  prodneirai 
el  descontento ;  un  grito  uniforme  de  condenación  se  alzará  donde  qnisn 
contra  vosotros ;  no  lograreis  que  vuestra  lei  se  cumpla,  i  la  historia  os 
colocará  en  el  número  de  los  tiranos.  Las  creencias  i  costumbres  son  m»  ^ 
poderosas  que  las  leyes;  la  voluntad  popular  es,  en  último  análisiS)  1^  ^^' 
suprema  de  la  sociedad;  a  despecho  de  todo  poder  arbitrario,  Dios  w  | 
querido  que  la  democracia  impere  sobre  la  tierra,  i  sobre  la  democracia^  ^  j 
único  soberano  del  Universo.  Donde  son  varias  las  relijiones  i  donde  sé  ^  ^ 
resuelto  reconocer  a  todas  iguales  derechos,  htú  que  aceptar  el  matnmomo  ; 
tal  como  cada  una  de  ellas  lo  haya  constituido ;  porque  este  es  na  ^^^ 
del  orden  reUjioso  tan  estrafio  a  la  aodon  del  lejislador  como  el  mofimí^ 
de  la  luna.  Pretender  lo  contrarioi  ea  aceptar  la  intolerancia  por  priaeípi^^^ 
la  persecución  por  regla. 
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Pero  el  taatrimónio  esains  fuente  de  dece^hob  i  dbligacioneB  personales 
i  reales,  i  en  esta  fiarte  «ebaUa;  sin  duda  baja  bLacoion  del  I.ejielador»  Sia 
embargo,  ni  aan  allí  pnéde  él  ser  arbitrario:  sos  pseoeptos  no  han  deseí^ 
oonirarioa  a  la  nalaraleisa  i  fines  d^I  contrato,  ni  ponerse  en  Jaol^a  abierta 
con  las  coatambres  i  la  opinión  pública  ^  esta  es,  no  deben  contrariar  jamas 
el  principio  democrátiooj  vida  de  la  sooiedad,  de  que  la  opinión  es  el  órgano. 

Hé  aqnf  lo  qne  ha  comprendido  bien  el  Estado  de  Antioqnia.  Sin 
dada,  tenia  él  constitaoionalmente  el  derecho  de  determinar  la  manera  con 
que  hnbiera  de  contraerse  el  matrimonio,  la  fórmala  con  que  los  contrayen- 
tes habrían  de  espresar  sa  volantad  de  nnirse,  i  el  empleado  público  ante 
qaien  debieran  presentarse  para  hacer  constar  su  divorcio  relativo  o  la 
anulación  del  contrato ;  mas,  como  el  derecho  de  hacer  lleva  consigo  el 
derecho  de  abstenerse,  Antioqnia,  usando  de  este  derecho,  se  abstuvo  de 
Ujislar  en  la  materia.  Limitóse  a  dar  una  fórmala  civil,  útil  sin  duda  para 
los  qne  no  profesen  relijíon  ninguna,  según  la  cual  contrajeran  su  matrimo* 
QÍo  los  que  quisieran  observarla;  i  por  lo  demás,  dijo :  yo  acepto  los  hecboSi 
oraseadvily  ora  relijiosa  la  fórmula  que  haya  servido  para  consumarlos; 
pero,  entiéndase  bien,  que  los  contrayentes,  una  vez  unidos,  una  vez  divor- 
ciados, o  una  vez  desligados  por  la  nulidad  del  contrato,  quedan  sometidos 
a  las  obligaciones  qne  tengo  definidas  en  mi  Código  Civil  i  a  la  responsabi- 
lidad consigaiente.  No  bal  cosa  mas  clara,  4nas  sencilla  ni  mas  fócil  de  en- 
tender, i  adnaira,  por  lo* mismo,  la  confusión  en  que  han  incurrido  el  señor , 
Procurador  i  la  Corte. 

La  lei  de  Antioqnia  no  hace  obligatorio  un  acto  relijioso,  sino  el  cum- 
plimiento de  un  compromiso,  cuando  una  vez  conste  que  ha  sido  contraido. 
Esa  Id  es  la  aplicación  a  un  caso  dado,  del  célebre  principio  con  que  iueron 
desterradas  de  la  lejislacion  moderna  las  antiguas  ficciones  del  derecho 
romano:  "  El  hombre  está  obligado  a  cuanto  aparezca  que  se  quiso  obligar." 

La  sanción  legal  no  recae,  según  la  lei  que  nos  ocupa,  sobre  el  acto 
relijioso,  sino  sobre  la  obligación  civil  contraída  por  los  esposos ;  i  en  caso 
de  TÍolacion  de  alguna  lei,  no  es  responsable  el  ministro  de  la  relijion  por- 
^e  los  une  conforme  a  los  cánones  de  su  creencia,  ni  lo  son  tampoco  lo3 
contrayentes  por  haber  practicado  una  ceremonia  de  su  culto,  sino  que  lo 
derin,  cada  cual  en  su  caso,  por  ha]}er  violado  las  leyes  del  Estado  que  tenian 
obGgacion  de  conocer  i  observar. 

Ko  ha  lejislado  Antioqnia  en  materia  de  relijioni  sino  en  materia  civil  i 
A^  garantías  individuales,  al  reconocer  como  válidos  todos  bs  matrimonios, 
^quiera  que  haya  ddo  la  fórmula  empleada  para  oelebrarloa. 

No  ha  atsibnido  tampoco  (aunque  bien  pudiera  haberlo  hecho)  ííincio* 
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nea  dvilM  ni  {odioUles  «  loi  miiuBtroB  del  odio  omi  faáberlot  avUrnaido 
para  oertífioar  sobre  loa  matrimonioa  que  preaeDoien»  aapaeito  qae  ú  eiti 
facultad  loa  conatitayera  jneoea^  lo  serian  igoalmente  los  nouriosi  seoretarioe 
i  testigos  qae  dan  fe  o  declaran  sobre  lo  que  lea  consta.  Si  pertenederan  ti 
Poder  Jadi<ñal  del  Estado  los  ministros  del  coito  porque  dedaraa  entre  sos 
oorrelijionarios  sobre  la  nulidad  de  un  matrimonio,  a  él  pertenecerian  tam- 
bién los  funcionarios  de  cualquiera  asociación  o  compañía  que  deddieraa 
cuestiones  particulares  entre  los  socios  de  conformidad  con  sus  reglament08| 
i  pertenecerian  a  él,  en  fin,  los  cóoyojes  mismos  en  aquellos  Estados  donde 
se  ha  llevado  la  estravagancia  hasta  permitir  el  divorcio  absoluto  por  el 
mutuo  consentimiento  de  los  esposos. 

I  aunque  los  ministros  del  culto  fueran  en  Antioquia  jueces  en  las  cansas 
matrimoniales  (cosa  que  no  está  prohi()ida),  no  por  esto  pertenecerian  al 
Poder  Judicial  de  la  Union,  como  la  Corte  Suprema  lo  supone ;  sapaesto 
que  los  tribunales  de  la  Union  no  conocen  jamas  en  asuntos  tíviles  qne  aoo 
de  competencia  de  los  Estados. 

Es  un  error  craso  decir,  que  Antioquia  incrusta  en  su  lejislacion  todos 
los  c&nones  conocidos  i  por  conocer  de  todas  las  relijiones,  porque  declars 
válidos  los  matrimonios  conforme  a  tales  cánones  celebrados ;  ¿  a  quién  se  le 
ha  ocurrido  jamas  que  por  reconocer  el  matrimonio  celebrado  en  país 
estranjero,  conforme  a  sus  leyes,  se  haya  incrustado  en  nuestros  códigos  la 
lejislacion  conocida  i  por  conocer  de  todas  las  naciones  del  globo  ? 

Por  último,  no  puede  sostenerse  que  la  lei  suspendida  sea  violatoria  del 
inciso  1.*,  artículo  8.*  de  la  Constitución ;  porqae  éste  no  previene,  ni  podia 
prevenir,  que  todos  i  cada  uno  de  los  funcionarios  públicos  de  cada  Estado 
sean  de  elección  popular  i  alternativos,  sino  que  los  Estados  se  organioen 
conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular,  representativo,  electivo,  al- 
ternativo i  responsable ;  i  no  deja  éste  de  hallarse  organizado  conforme  a 
esos  principios  porque  algunos  empleados,  i  aun  la  mayor  parte  de  ellos,  i 
se  quiere,  no  sean  elejidos  por  el  pueblo,  o  duren  por  el  tiempo  de  su  bnena 
conducta.  Según  la  teoría  qne  hoi  invoca  la  Corte  Suprema,  no  habríamos 
tenido  nunca  en  Colombia  gobierno  de  esa  clase,  ni  lo  habria  habido  en  las 
demás  Repúblicas  de  América,  ni  en  nación  alguna  de  la  tierra.  ¿De  dónde, 
pues,  habrían  tomado  idea  de  aquella  forma  de  organización  política  los 
lejisladores  de  Rionegro  ? 

Desengañémonos,  una  vez  reconocido  el  derecho  de  profesar  cualquie- 
ra creencia,  o  mejor  dicho,  una  vez  puestos  todos  los  cultos  en  el  pió  de 
perfecta  igualdad,  las  dificultades  que  se  suscitan  en  la  materia  no  admiten 
otra  sola  don  ^ue  la  dada  por  la  lei  de  Antioquia:  cualqmaní  otra  oondaoe 


al  desoofltOQto  p&blioo  i  de  atU  a  la  rebeK<m  o  a  la  tiranía.  Sea  aolnoioB  no* 
esnaeva:  ae  iHreaoDta  nataralmente  al  eapfrita  como  la  úoioa  racional  i  poó- 
Ue.  Es  la  misma  de  tíerapo  atrás  aceptada  por  los  Estados  Unidos  de  Am6^ 
ea,  modelo  del  réjimen  democrático  federativo,  qae  hemos  adoptado  y  al 
aaal  procaramos  conformar  nuestras  costumbres  políticas.  En  esaBep&bliaa, 
formada  de  varios  Estados,  unos  católicos  i  otros  protestantes  de  diferentes 
sectas,  se  adoptó  por  regla  jeneral  en  los  códigos  particolares  qae  el  matri* 
monio  se  celebrara  segan  los  ritos  relijiosos  de  los  contrayentes,  sin  peijai* 
do  de  que  en  lo  sustancial  del  contrato  rijieran  la  leyes  civiles ;  las  cuales  en 
ese  pueblo  afortundo  reconocen  por  base  la  moral  del  cristianismo,  única 
relijioQ  propicia  a  un  tiempo  a  la  libertad  i  al  orden. 

Esa  misma  solución  debieron  tener  en  mira  los  constituyentes  de  Rio- 
negro  cuando,  imitando  las  constituciones  norte-amerioanas,   dejaron  la  le* 
iidadon  civil  a  cargo  de  los  Estados.  Demasiado  sabrán  ellos  que  nuestros 
paeblos,  educados  en  el  catolicismo,  estaban  acostumbrados  a  la  forma  del 
matrifflooio  católico  i  a  contraerlo  ante  los  ministros  de  su  culto,  i  debieron 
comprender,  por  lo  mismo,  que  la  familia  continuaría  organizada  en  todos 
loa  Estados  de  conformidad  con  los  cánones  i  enseñanzas  de  nuestra  iglesia. 
Si  otra  cosa  hubieran  ellos  querido  que  se  practicase,  lo  habrían  dicho  espre- 
B&mente,  i  con  esto  habrían  ahorrado  al  señor  Procurador  i  a  la  Ck>rte  la 
dora  tarea  intelectual  de  forjar  aquella  cadena  de  argumentos  cuyo  último 
eslabón  viene  a  ser  la  evidente  inconstitucioncdidad  de  la  lei  de  Antioquia. 
No  somos  nosotros  solos  quienes  ^así  interpretamos  la  intención  de  los 
lejisladores  de  Rionegro :  la  mayoría  de  los  Estados,  esa  mayoría  que  tiene 
d  derecho  de  anular  las  leyes  de  la  Union,  ha  opinado  del  propio  modo. 
CoDdinamarca,  el  Tolima,  Antioquia,  Panamá,  Carnea,  i  a  lo  que  entendemos, 
también  Bolívar  i  Boyacá  adoptaron  fundamentalmente  la  misma  lejislacion 
en  la  materia,  si  bien  la  de  Antioquia  es  mas  liberal  que  las  demás,  i  sin  la 
BQspension  i  anulación  que  Estado  por  Estado  se  viene  haciendo  de  ella,  es 
flegaro  que  continuarla  indefinidamente  vijente  en  toda  la  ostensión  de  Co- 
lombia. Los  soberanos  que  concurrieron  a  formar  el  pacto  de  unión  i  cuya 
mayoría  puede  darle  interpretación  auténtica,  son  sin  duda  autoridad  maa 
competente  para  fijar  la  intelijencia  de  sus  disposiciones  que  la  Suprema 
Corte  federal,  sobre  todo,  cuando  resuelve  en  lo  que  no  le  toca  resolver. 

Terminamos  ya  este  informe  pidiéndoos  perdonéis  que  nos  hayamos 
estendido  hasta  abusar,  tal  vez,  de  vuestra  benévola  atención.  Negocio  de 
tanta  gravedad  exije  que  no  se  reserve  nada  a  la  Nación,  que  no  solo  tiene 
interés  en  él,  sino  el  derecho  incuestionable  de  saber  cómo  se  conduce  i  se 
resuelve.  A  vosotros  toca  ahora,  ciudadanos  Senadores,  de  qué  lado  se 
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eoderaok  80  ataca  cxm  tipimentos  vieiosos»  so  protesto  de  impedirles  que 
ctfroenea  su  propia  autoridad  dvil,  o  do  parte  de  la  Corte  Saprema^  la  cosí 
(sia  voluntad  ni  malicia,  como  es  de  nuestro  deber  juzgarlo),  asumiendo  la 
tutela  de  los  nueve  soberanos  i  ootivirtiéndose  en  poder  constituyente  i 
lejislatívo,. modifica,  en  sus  acuerdos  las  instituciones,  desconoce  las  bases 
cordinalee  de  la  Union,  i  sacrifica  los  sagrados  deberes  que  la  )ei  de  las 
leyes  otorga  o  reconoce  i  garantiza  a  los  Bstados  i  a  los  individuos,  en 
obsequio  de  las  doctrinas  utópicas  i  disociadoras  de  cierta  escuela  política. 
La  Nación. espera  ansiosa  el  ¿illo  que  dicte  el  Senado,  este  Gran  Consejo 
de  Plenipotenciarios  a  quienes  los  Bstados  tienen  confiada  la  altísima  misión 
de  velar  a  un  tiempo  por  su  propia  soberanía,  por  los  derechos  jeneralesde 
la  República  i  por  las  garantías  de  los  ciudadanos.  Ella  se  promete,  como 
nos  lo  prometemos  también  nosotros,  que  esta  grave  cuestión  social  i  poUtica 
aera  considerada  desde  la  altura  de  los  principios  i  con  absoluta  prescinden- 
cía  de  toda  preocupación  de  escuela  i  de  intereses  de  partido,  que  hoi  son  i 
mañana  desaparecen;  ella  aguarda  que  el  fallo  que  va  a  dictarse  será  inspi- 
rado por  las  conveniencias  de  la  Nación  para  provecho  de  todos,  i  mas  qae 
esto»  ella  confia  en  que  ese  fallo  será  en  un  todo  conforme  a  la  Constitución 
i  a  las  inmutables  leyes  de  la  equidad  i  la  justicia. 

Concluimos,  pues,  proponiéndoos : 

1.'  El  Senado  se  abstiene  de  decidir  sobre  la  validez  o  nulidad  de  los 
artículos  136  i  187  i  del  parágrafo  del  artículo  209  del  Código  Civil  de  An- 
tíoquis,  por  haber  sido  ya  derogados  por  la  lei  281  espedida  por  la  lejisla- 
tura  del  mismo  Estado  en  1875. 

2.^  El  Senado,  en  uso  de  la  atribución  5.*,  artículo  51  de  la  Constíta- 
don,  declara  válidos  los  artículos  1.",  2.%  3.^,  i.^  i  5.<>  de  la  lei  281  qne 
adiciona  i  reforma  el  Código  civil,  espedida  por  la  Lejislatura  do  Ántioqma 
en  1875. 

3.*  Pásese  copia  de  los  dos  espedientes  que  motivan  esta  resolución  a 
la  Cámara  de  Representantes,  por  si  hubiere^  lugar  a  promover  un  juicio  de 
responsabilidad ;  i  hecho,  devuélvanse  a  la  Corte  Suprema. 

4.^  Pnblíquese  esta  resolución  i  comuniqúese  a  la  misma  CortSiftl 
Poder  Ejecutivo  de  la  Union  i  al  Presidente  del  Estado  soberano  de 
Antíoquia. 

Bogotá,  mayo  17  de  1875. 

Ciudadanos  Senadores.  , 

Sbbjio  Arboleda — Josa  M.  Mabiínbz  Pabdo. 
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Honorables  Senadores. 


Suspendidos  por  la  Corte  Saprema  federal  varios  artionlos  del  Código 
CítU  del  Estado  soberano  de  Antioqoia,  relaoionados  con  el  contrato  del 
matrimonio,  la  Lejislatura  de  dicho  Estado  espidió  la  lei  281,  sancionada  el 
10  de  setiembre  del  año  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco,  reformatoria  del 
Código  Civil  de  aqael  Estado. 

Esta  nueva  lei,  qae  paede  considerarse  como  el  resaltado  de  la  suspen- 
son  de  ciertos  artionlos  del  Código  CWil  de  Antioquia,  pronunciada  por  la 
Corte  Saprema  federal  con  íeoha  dos  de  noviembre  de  1874,  fué  den  andada 
sote  dicha  Corte  por  el  señor  Procarador  jeneral  de  la  Nación  con  fecha 
10  de  diciembre  de  1875,  qaien  pidió  la  suspensión  de  los  artí  calos 'I.""  a  5^. 
inclusive  de  ella. 

Estadiado  el  asunto  por  la  Corte  Saprema  federal,  esta  corporación, 
por  acuerdo  de  veinte  de  diciembre  último,  pronunció  la  suspensión  en 
absoluto  de  los  artículos  d.«  i  5.*  de  la  lei  denunciada,  i  la  de  los  artículos 
I.^  2.^  i  4.^  de  dicha  lei,  en  cuanto  por  ellos  se  da  a  los  actos  relijiosos  re- 
ferentes al  matrimonio,  efectos  civiles. 

Remitido  el  espediente  al  Senado,  para  los  efectos  constitucionales,  ha 
flido  estudiado  por  la  comisión  reglamentaria  encargada  de  revisar  los  actos 
lejislativoa  de  los  Estados,  denunciados  como  contrarios  a  la  Constitución  1 
a  las  leyes  nacionales ;  i  como  resultado  de  su  estudio,  ha  adquirido  la 
convicción  de  ser  estrictamente  arreglada  a  las  instituciones  la  suspensión 
pronunciada  por  la  Corte  Suprema  federal ;  i  por  lo  mismo  que  encuentra 
aatis&ctorios  i  concluyentes  los  razonamientos  contenidos  en  el  acuerdo 
mencionado  i  en  el  respectivo  memorial  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  . 
Nadon,  se  limita  a  reproducir  ambas  piezas;  i  os  propone,  en  consecuencia, 
et  siguiente  proyecto  de 

sbsoluciok: 

**  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerciendo  la  atribución  5.*  del  artí- 
cal9  51  dé  la  Constitución,  declara  definitivamente  nulos,  do  una  manera 
absoluta,  los  artículos  3.^  i  5.^  de  la  lei  281,  que  adiciona  i  reforma  el  Có- 
digo Civil,  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  i 
mandada  ejecutar  por  el  Presidente  desdicho  Estado  en  10  de  diciembre  de 
1B75 ;  i  dedara  igualmente  nulos  los  artículos  1.%  2.*  i  4/  de  dicha  lei,  en 
cuanto  por  ellos  se  da  a  los  actos  relijiosos  referentes  al  matrimonio,  efectos 
«viles. 
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<<  Comaníqaeae  mU  resolucáoii  al  Préndente  de  U  üoion,  al  Presideote 
del  Estado  soberano  de  Antioqoia ;  pablíqoeae,  i  devuélvase  el  espediente  a 
la  Ciorte  Suprema  federal.'' 

Bogotá,  2  de  junio  de  1876. 

Por  obediencia  al  reglamento. 

Sbbjio  Abbo£Xda«— Emiuako  Rbstbbpo  £•— Nábobo  Oadhna— Bá- 

FASL  RODBÍGUBZ. 

Senado  de  jPknipotenciairíoe—17  de  junio  de  1876. 
Aprobado  en  primer  debate  en  la  sesión  de  esta  fecha. 

£1  Secretario,  J.  üf.  Quijano  Otero. 

Junio  29. — Se  aprobó  en  segundo  i  último  debate. 

Julio  JS.  Pérez. 


XIX. 


NULIDAD  del  articulo  1.'  de  la  leí  26  de  1874,  del  Estado  soberano 

de  Oundlnamarca. 


VISTA   DBL  PBOCUBADOB  JENEBAL  DS   LA  NACIÓN. 

SeíLoreB    Majistrados. 

Ignacio  Franco  XT.  ha  solicitado  la  suspensión  de  la  lei  26  espedida  por 
la  Asamblea  de  Cundinamaroa,  en  23  de  enero  de  1874,  adicional  i  comple- 
mentaria de  la  de  10  de  noviembre  de   1870,  que  establece   nn  Lazareto. 

Aun  cuando  la  petición  se  refiere  a  toda  la  lei,  al  espooer  el  solicitaote 
los  fundamentos  en  que  la  apoya,  se  viene  en  conocimiento  de  que  sola- 
mente estima  sospensible  el  articulo  1.^,  por  ser  contrario  a  los  incisos  4.^  i 
5.^  del  articulo  15  i  al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional. 

El  artículo  1.^  de  la  citada  lei  dice: 

«*  Toda  persona,  corporación  o  entidad  a  qui(9n  un  testador  ^nbiere 
dejado  algunos  bijsnes  o  rentas,  ya  sea  por  herencia,  donación  o  Legado,  pa- 
gará el  impuesto  del  Lazareto,  por  lo  que  le  corresponda  en  las  proporoioo^ 
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qne  sefiala  el  artíonlo  8.^  de  lá  lei  de  10  de  novietnbre  de  1870,  qae  esta- 
blece mi  Lazareto  en  el  Estado." 

El  infrascrito  no  encuentra  motivos  para  sostener  que  el  artículo  tras- 
crito sea  contrario  a  la  seguridad  personal  r  a  la  propiedad  en  los  términos 
en  que  están  definidos  en  los  incisos  4.®  i  5.^  del  articulo  15  de  la  Constitu* 
oioD  naeiooa],  i  no  se  detiene  en  hacer  argumentaciones  sobre  el  particular, 
por  juzgar  que  basta  leer  dichos  incisos  i  compararlos  con  la  disposición  de 
qae  se  trata,  para  oonycnoerse  de  que  no  hai  oposición  entre  ellos. 

Pero  en  su  concepto,  no  sucede  lo  mismo  con  relación  al  artículo  24 
de  la  Constitución,  seg^n  el  cual  ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto 
retroactivo. 

El  artículo  1.°  de  la  léi  cundmamarquesa,  somete  al  pago  del  impuesto 
del  Lazareto,  a  toda  persona,  corporación  o  entidad  a  quien  un  testador 
kubkre  d^<xdo  algunos  bienes  i  rentas;  es  decir,  que  no  solamente  grava 
a  loa  que  se  les  dejen  herencias,  donaciones  i  legados  después,  de  la  espedi- 
doQ  de  la  lei,  sino  también  a  los  que  se  les  hubiere  dejado  antes  de  que  la 
lú  faera  conodda. 

I  como  dar  efectos  a  una  lei  sobre  hechos  anteriores  a  su  sanción,  es  lo 
qne  constituye  retroactividad,  es  claro  que  el  mencionado  artículo  1.^  de  la 
lei,  en  cuimto  grava  a  las  personas  i  entidades  a  quienes  se  les  dejaron  be- 
rendas,  donaciones  i  legados  por  testamento  antes  de  su  espedidon,  debe 
aer  suspendida  por  contrariar  lo  ordenado  en  el  artículo  24  de  la  Constitu- 
ción nacionak 

Pero  se  dirá  que  el  artículo  1.^  de  la  lei  26  está  en  relación  con  la  lei 
de  10  de  noviembre  de  1870,  que  establece  un  Lazareto  en  el  Estado,  i  que, 
en  consecuencia,  el  hubiere  dejado  se  refiere  al  tiempo  que  ha  estado  vijente 
dicha  lei  de  1870.  A  esto  es  iacil  responder,  fijándose  en'las  palabras  del 
arttculo  1.%  i  en  otra  consideración  que  sirve  para  determinar  el  verdadero 
alcance  de  las  dos  leyes. 

£1  artículo  1/  de  la  lei  de  1874,  en  lo  que  se  refiere  a  la  de  1870,  es  en 
la  rata  del  impuesto,  no  en  la  designación  de  las  personas  que  lo  han  de 
pagar,  ni  en  el  hecho  que  se  tomó  como  punto  de  partida  para  establecer  el 
gravamen.  Asi,  al  leer  con  detención  este  artículo,  no  se  puede  asegurar  que 
^i  para  cobrar  ^1  impuesto  solamente  comprenda  las  personas,  corporacionea 
o  entidades  a  quienes  un  testador  les  hubiere  dejado  bienes  o  rentas  después 
de  la  sanción  de  la  lei  de  10  de  noviembre  de  18^0.  En  este  particular  es 
indefinido  el  efecto  retroactivo  de  dicha  disposición. 

Tampoco  es- admisible  que  una  lei  no  tenga  efecto  retroactivo  porque 
ae  refiera  en  loa  beichos  anteriores  que  ella  abraza^  a  otra  lei  que  ha  estado 
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Tyente ;  porqae  l^  regla  es  qae  eade  lei  se  apUqae  a  loa  hedios  qae  ella  ks 
aloansado  durante  su  vijenoia.  En  el  caso  que  se  deliate,  el  impaeslo  de  La> 
lareto  deede  ta  espodioion  de  la  lei  de  10  de  noviembre  de  1870,  hasta  la  de 
23  de  enero  de  1674,  debe  hacerse  oon  arreglo  a  esa  lei ;  pero  laa  dispoa* 
clones  de  la  áittma  no  pueden  rcyir  para  hechos  que  hayan  tenido  logar  eo 
ese  lapso  de  tiempo,  por  la  sencilla  raaon  de  qae  todaria  no  era  oonooída 
como  hu 

Así,  aan  cuando  en  la  lei  de  10  de  noriembre  de  1870^  olvida  él  lejis- 
lador  decir  cuatera  la  rata  con  que  se  gravaba  lo  que  recibieran  por  testa- 
mentó  los  descendientes  o  ascendientes  naturales,  i  aunque  en  la  \á  de  18M 
se  ha  llenado  ese  vacío  en  su  artículo  2.*,  es  incontrovertible  que  se  daría  a  esta 
última  disposición  efecto  retroactivo,  aplicándola  a  los  bienes  i  rentas  que  se 
hubieran  dejado  por  testamento  antes  de  la  lei  de  1874  a  los  ascendientes  o 
descendientes  naturales,  aunque  se  refieran  al  tiempo  en  que  ha  estado 
vijente  la  lei  de  10  de  noviembre  de  1870. 

Por  último,  sú  detiene  el  infrascrito  a  contestar  la  observación  qoe 
hace  el  Propurador  del  Estado  de  Cnndinamarca,  para  que  no  se  acuerde  la 
suspensión  solicitada.  Dice  "  que  al  pedir  dicha  suspensión  se  apoja  el  petí- 
donarlo  en  la  manera  como  está  redactado  el  artículo  1.*,  temiendo  que  se 
interprete  dándole  un  efecto  retroactivo ;  pero  que  este  temor  parece  iofon- 
dado,  porque  hasta  ahora  no  ha  Negado  el  caso  de  que  la  lei  se  aplique  de 
tal  modo ;  porque  los  funcionarios  públicos  de  Cundinamarca  conocen  sufi- 
cientemente las  disposiciones  de  la  Constitución  nacional,  i  que  es  seguro  que 
al  aplicar  la  lei  que  motiva  el  reclamo,  la  considerarán  obligatoria  desde  so 
vijenóa,  sin  hacerla  ostensiva  a  casos  anteriores.'^ 

Que  hasta  ahora  no  haya  llegado  el  caso  de  que  lá  lei  se  aplique  a  hechos 
anteriores  a  su  sanción,  no  prueba  que  la  lei  no  comprenda  esos  hechos  por 
la  manera  como  está  redactada.  Respecto  a  la  observación  de  que  los  fon- 
donarlos  públicos  de  Cundinamarca,  teniendo  en  cuenta  el  artículo  24  de  la 
Constitución  nacional,  no  aplicarian  la  lei  a  casos  anteriores,  es  necesario 
convenir  que  si  tal  observación  fuera  decisiva,  seria  del  todo  inútil  la  ftcol- 
tad  de  la  Corte  Suprema  para  suspender  las  leyes  contrarias  a  la  Constitu- 
ción nadonal,  porque  es  de  suponerse  que  los  fundonarios  públicos  de  los 
Estados  preferirían  dar  cumplimiento  a  nuestra  carta  fundamental,*a  las  di^ 
posidones  lejislativas  que  le  sean  contrarias. 

Pero  nuestras  instituciones  no  han  confiado  únicamente  a  los  encalca- 
dos de  ejecutar  las  leyes  en  los  Estados  la  observancia  estricta  de  la  Consu- 
tncion  que  sirve  de  base  a  nuestra  organización  política,  dno  que-previeooo 
que  las  autoridades  locales  viéndose  en  la  dura  dtemativa  de  dar  ouDpb* 
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fflieoto  a  la  CSoniütomii  nadonal  o  a  una  lei  del  Esladoa  q«e  pertenedaa  * 
podían  molÍDarae  del  lado  de  la  última,  dio  firoolUd  al  Sapremo  Tribimal 
federal  para  qae  8aapendi«*a  laa  leyes  de  loe  Estados  eontrariaa  a  la  Cona- 
titaeioiiy  i  ai  Senado  de  PlenipoUmoiarios  la  de  anularlas.  Eo  oonseeoeneia^ 
cuando  eszaa  Corporadones  vayan  a  ejeroer  esa  faoaltad,  no  tienen*  para  qa6 
ayengnar  si  laa  autoridades  de  los  Estados  darían  o  nó  cumplimiento  a  las 
leyes  contrarias  a  la  Constitución,  sino  únicamente  luminar  si  dichas  leyetf, 
por  lo  que  ellas  ordenan,  salen  de  su  órbita  oonstitudonal. 

Por  lo  espuesto,  el  infrascrito  os  pide  que  suspendáis  el  artfeulo  1.^  de 
la  lei  de  Cundinamarca  de  23  de  enero  de  1874,  adicional  i  complementaria 
de  k  de  10  de  noviembre  de  1870,  que  establece  un  Lasareto,  en  la  parte 
qae  abrasa  bechoa  anteriores  a  su  espedidon.  Respecto  de  los  demás  bHU 
enlos  de  la  citada  lei,  no  encuentra  que  haya  motivo  para  decretar  la  sus* 
pensión  solicitada.  ; 

Bogotá,  julio  5  de  1874. 

Ramón  Gómbz. 


ACUEBDO  DB  LA  COXCTB  SUPBElfA. 

£1  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  p&jina  veintinueve  a  la 
treinta  i  tres,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

<^En  Bogotá,  a  quince  de  julio  de  mil  ochodentos  setenta  i  cuatro,  se 
cooatítayó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo  con  asistenda  del 
8«ñor  Majistrada  Preddente,  doctor  José  María  Villamiaar  G.  i  demás  sefio- 
resMajistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  César  Contó,  José  M. 
I^jas  Garrido  i  Manuel  M.  Ramírez. 

^Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  que  ha  elevado  Ignado  Franco 
U.  para  que  se  suspenda  la  lei  26  de  23  de  enero  de  1874,  espedida  por  la 
Aflamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i  espedalmente 
su  artículo  1.*» 

^^  El  señor  Majístrado  doctor  Ramírez,  presentó  el  siguiente  proyecto 
^6  resoludon : 

^*  A  esta  Superioridad  se  ha  dirijido  Ignacio  Franco  U.,  solidtando  la 
sospension  de  la  lei  26,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  sobe- 
nao  de  CuBdinamarcB,  ¿n  23  de  enero  del  corriente  año,  adicional  i  com- 
plementaria de  la  de  10  de  noviembre  de  1870,  que  establece  un  Lazareto 
^  el  Bfitado,  i  espedalmente  de  su  artículo  1/t  en  cnanto  a  su  efecto  retroac- 
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tivo  por  ser  contrario  a  los  números  4.^  i  5.^  dd  articulo  15  i  al  artfctilo  2i 
de  la  CoDstitQcion  nacional. 

^«Sostandada  la  petieion  en  la  forma  establecida  por  la  lei,  con  aadieo- 
jña  délProcnrador  jeneral  de  la  Nación,  éste  solicita  la  saspension  del  artícido 
1.*  do  la«oiÍada  lei,  en  la  parte  que  abraza  hechos  anteriores  a  sn  espedieion) 
i  manifiesta  qne  no  encaentra  que  haya  motivo  para  hacer  lo  mismo  respecto 
de  los  demás  artíonlos  de  la  propia  lei,  lá  cual  se  halla  inserta  en  el  JB^isiro 
del  JBktado^  número  300,  debidamente  autenticado,  agregado  al  espediente. 

^  Ninguno  de  los  artículos  de  la  espresada  lei  26,  en  concepto  de  la 
Corte,  es  violatorio  de  los  derechos  individuales  espresados  en  los  iodsos 
4.^  i  5.^  del  artículo  15  de  la  Gonstitucioki,  en  los  términos  en  que  ahí  estáa 
definidas :  ^  la  seguridad  personal '  i  Ma  propiedad ',  pues  basta  la  simple 
lectura  de  unas  i  otras  disposiciones  para  adquirir  la  persuacion  de  que  no 
existe  entre  ellas  antagonismo  de  ninguna  dase. 

"  Por  lo  qne  hace  a  la  violación  que  se  alega  del  artículo  24  de  la  Cons- 
titución, con  el  artículo  1.'  de  la  snpraoitada  lei  26,  la  Corte  no  está  de 
acuerdo  con  la  opinión  del  Procurador  nacional,  por  no  estimar  que  lo  que 
se  dispone  en  el  último,  sea  contrario  al  precepto  del  primero.  En  aquel  se 
establece  un  impuesto  sobre  los  valores  que  por  motivo  de  herénda,  legado 
o  donadon,  entren  a  formar  el  haber  de  algunas  personas ;  i  esto  lo  dispoio 
el  lejislador  cundinamarqués  con  el  mismo  derecho  en  virtud  dd  cual  hs 
estableddo  contribuciones  sobre  los  bienes  muebles  e  inmuebles  de  todas 
clases,  que  no  reconocían  obligaciones  o  gravámenes  al  tiempo  de  su  adqoi* 
sidon,  i  con  el  mismo  que  tendria  para  imponer  una  contribución  sobre  los 
bienes  que  tuvieran  determinada  procedencia,  como  los  adquiridos  a  título 
gratuito,  por  ejemplo ;  i  así  como  no  se  podria  alegar  contra  un  impuesto 
de  esta  clase,  que  los  objetos  sobre  que  recae  se  crearon  u  obtieron  antes 
de  la  espedicion  de  la  lei,  porque  en  tal  caso  dejaria  de  haber  materia  impo- 
nible para  el  establecimiento  de  las  contribuciones,  así  mismo  no  puede  ser- 
vir de  argumento  la  circunstancia  de  no  haber  comprendido  en  la  lei  candi 
namarquesa  la  de  10  de  noviembre  de  1870,  las  donaciones  por  causa  de 
muerte  i  los  legados,  para  estimarlos  con  el  privilejio  de  no  ser  matena 
imponible  de  contribución  por  una  lei  posterior. 

<^Por  otra  parte,  es  de  tenerse  mni  en  cuenta  en  el  asunto  de  qne  se 
trata,  para  fijar  bien  la  cuestión  de  <  efecto  retroactivo,'  que  el  artícalo  1* 
de  la  lei  26  que  se  examina,  no  establece  obligaciones  que  surjan  del  a^ 
de  la  testamentifacdon  o  de  otros  anteriores  a  dicha  lei  qne  queden  bajo  el 
imperio  de  sus  disposiciones,  mejor  dicho,  la  dtada  lei  no  vuelve  sobre  lo 
pasadO|  que  ya  no  está  pendientCi  i  lo  muda  con  violadon  de  algún  derecbo 
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qne  ha  entrado  en  el  patrimonio  de  alguno.  El  artículo  en  referencia,  en  su 
forma  mas  sencilla,  lo  que  ordena  siraplemeite  es^  *qiie  todos  aquellos  a 
quienes  se  les  hubieren  dejado  bienes  o  rentas  a  título  de  herencia,  donación 
o  legado,  pagarán  el  impuesto  del  Lazareto ; '  i  este  gravamen  se  puede 
imponer  por  Ibs  leyds,  tantoi  sobre  km  bijNies/O  eentus  que  se  posean,,  como 
iobref  los  que  se  adquievan  deanes,  por  ser  di^  eaenoia  de  laa  leyes  fisealei 
laooodicion  de  Míoaer  más' especiátmeote  sóbrela  riqueeaya  oreada  o  adqui- 
rida, es'deoír,  sobre  la  propiedad  anterior,  qne  es  la  que  está  mas  al  aloaboe 
ié  hs  previsiones  del  icgisladon  %  al  principio  de  la  ^  no  retroik^tividad '  se 
Je  diera  usa  esteosion  tan  lata^  que  según  él  la  leí;  no  pudiera  disponer  nada 
'respeéto  de  los  bienes  adquiridos  o  poseídos  antes  de  su  eapedieion,.  ningún 
utema  de  oontribnciones  podría*  establecerse  sobre  la  riqueza  de  los  parti- 
etiln«8,  lo  cual  no  es  posible  suponer  que  haya  querido  el  lejislador  consti- 
toyente,  porque  sin  oontribudon'es  es;  imposible  la  ezistenoia  de  cualquiera 
clase  de  gobierno. 

*^Por  los  anteeedentes  fundamentos,  la  Corte  Suprema  federal,  admi- 
niltmdo  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  da  Colombia  i  por  auto* 
ridad  de  la  lei,  decide :  que  no  suspende  la  leí  2A  espedida  el  28  de  enero 
del  eorriente  año,  por  la  Asamblea  LejislAtiva  del  Estado  de'  Ctmdínamarca, 
por  00  ser  contraria  a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Union. 

<^  Copia  de  esta  decisión  se  publicará  en  el  Diario  Oficial  i  se  enviari 
al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Cnndisamarca,  remitiéndose  lu^go  el  espe- 
diente oríjinal  al  Senado  para  su  resolución  ulterior." 

Discutido  que  fué  el.  anterior  proyeoto,  la  Corte  lo  aprobó  por  una- 
nimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  que  ocuparse,  se  concluyó  el  presente 

acaeido,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores  Majis* 

MoB  con  el  infrascrito  Secretario. 


Presidente,  7osf!  Mahía  Villáuizáb  G. — ^Manuel  Ezbqthel  Co- 
^Q^iiBS-^C&Ait  CoKTO— Mákukl  M.  RjLHÍBaBZ — Jos¿  M.  ROJAS  Oabbido— 
¡B  Secretario,  Itafáel  K  Santander. 

Es  copia  conforme. 

Bogotá,  veintisiete  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  ouatro. 

£1  Secretario,  Ita/ael  K  /Santander. 
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IHP0BHB8  DB  LA  OOmSlOS  XNSPBCrOBA. 


2£onorable8   Sexiadorecu 

£1  sefior  Ignado  Franco,  rendente  en  Ubaté,  en  el  EeUdo  Mberano  de 
Cnndinamarca,  pidió  en  24  de  marso  del  afio  próximo  pasado,  ante  la  Corte 
Suprema  federal,  la  soapenaion  de  la  lei  26,  espedida  por  la  Asamblea  Lqii- 
latira  del  mencionado  Estado,  en  28  de  enero  de  dioho  afio,  i  que  se  titali 
*^  adicional  i  complementaria  de  la  de  10  de  noviembre  de  1870,  que  esta- 
blece an  Lazareto  en  el  Estado ; ''  i  moi  especialmente  pidió  la  snspeiiBioD 
del  artícnlo  1.^  de  dicha  lei,  por  ser  contrario  a  los  números  4.^  i  5.^  del 
articalo  15  de  la  Constitadon  nacional,  i  a  la  disposición  del  articiüo  S4  de 
la  misma  Constitttcion. 

La  Corte  mandó  dar  vbta  al  sefior  Prooorador  jeneral  do  la  Ns€ÍeD|i 
este  funcionario  pidió  que  se  suspendiera  el  citado  artículo  1.^  de  la  lt¡d< 
Cundinamarca,  *<  en  la  parte  que  abrasa  hechos  anteriores  a  sn  espedioioD;^' 
i  respecto  de  los  demás  artículos,  manifestó  que  no  hallaba  motíros  pan 
decretar  la  suspensión  solicitada* 

En  15  de  julio  del  mismo  afio,  la  Corte  Suprema  decidió:  "qoe  no 
suspende  la  lei  26,  espedida  el  23  de  enero  del  corriente  año,  por  la  Asan- 
blea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  por  no  ser  contraria 
a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Union.'' 

Habiéndose  pasado  el  espediente  al  Senado  de  Plenq>otenciario8,  debe 
decidirse  defínitiramente  sobre  la  nulidad  o  valides  del  acto  lejislativo 
se  ha  denunciado  como  contrario  a  la  Constitución  de  la  República. 


£L  artículo  1/  de  la  lei  de  Cundinamarca  dice : 

^  Toda  persona,  corporación  o  entidad  a  quien  un  testador  húbien 
dejado  algunos  bienes  o  rentas,  ya  sea  por  herencia,  donación  o  legado,  pafj 
gara  el  impuesto  del  Lasareto,  por  lo  que  le  corresponda  en  las  proporcionea' 
que  sefiale  el  artículo  8/  de  la  lei  de  10  de  noviembre  de  1870,  que  esta- 
blece un  Lazareto  en  el  Estado." 

£l.artículo2.^dice: 

^'  Los  descendientes  i  ascendientes  naturales,  pagarán  el  medio  por 
ciento,  al  mismo  ramo,  del  capital  imputable  a  su  haber  en  la  herenoia,  do- 
nación o  legado.'' 

Las  demás  disposiciones  de  la  lei  tienen  por  objeto  dar  algunas  reglaa 
para  la  recaudación  de  aquel  impuesto. 


—  2Í5  ~ 

Unaa  de  las  diapofiicionet  oonatítacioMtes  qne  se  haa  oreido  violadas 
con  la  lei  de  Candinamaroa,  i  espeoialmenie  oon  el  artfcalo  1.%  son  los  d&* 
meroB  4.^  i  5.'  del  artículo  15  de  la  OonsUtaoioo,  qae  reoonooen  i  garantizan: 

"4.^  La  seguridad  personal ;  de  manera  qoe  no  sea  impunemente  ata* 
(ida  por  otro  individao  o  por  la  autoridad  públioa :  ni  ser  presos  o  deteni- 
¿01,  sino  por  motivo  enminal  o  pw  pena  correcoional :  ni  juagados  por  tri* 
banales  o  oomiaiones  estraordinarias :  ni  penados  ñn  ser  (Hdos  i  vencidos  en 
juicio ;  i  todo  esto  en  virtud  de  leyes  preexistentes,*' 

**  5.^  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por  pena  o 
ooDtríbncíon  jeneral,  oon  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  asf  lo  exija  un  grave 
motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado  i  previa  indenmi- 
adon." 

Tanto  la  Corte  Suprema  federal,  como  el  sefior  Procurador  jeneral  de 
la  Nación,  están  de  acuerdo  en  que  las  citadas  disposiciones  constitucionales 
no  Bon  violadas  por  ninguno  de  los  artículos  de  la  lei  de  Cundinamaroa,  i  de 
este  parecer  es  también  la  comisión  que  informa  al  Senado. 


Respecto  de  la  violación  del  artículo  24  de  la  Constítudon,  están  en 
completo  desacuerdo  las  opiniones  de  la  Corte  con  las  del  sefior  Procurador. 

El  artículo  24  dice : 

<<  Ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobier- 
no jeneral  ni  en  el  de  los  Estados ;  escepto  en  materia  penal,  cuando  la  lei 
posterior  imponga  menor  pena." 

Preciso  es  que  la  comisión  se  detenga  a  examinar  este  punto,  el  cual  es 
lalttse  para  resolver  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  la  lei 
eondinamarquesa. 

Como  el  artículo  1.*  de  esta  lei  sujeta  al  pago  del  impuesto  para  el  La- 
areto  a  toda  persona,  corporación  o  entidad  a  quien  un  testador  hubiere 
d^ado  algunos  bienes,  es  claro  que  cualquiera  funcionario  público  que  trate 
ie  aplicar  rectamente  aquella  lei,  no  tiene  sino  que  examinar  a  quien  se 
dgaron  bienes,  antes  de  la  espedicion  de  la  lei,  i  a  ese  cobrarle  el  impuesto. 
I  la  comisión  dice,  antes  de  ¡a  espedicion  de  ¡a  M,  porque  la  locución  Au- 
Kere  d^ado  algunos  bienes,  de  que  se  vale  la  misma  lei,  se  refiere  entera- 
niente  a  tiempo  pasado.  Si  la  lei  hubiera  querido  referirse  al  porvenir,  ha- 
Wa  dicho :  Toda  persona,  oorporadon  o  entidad  a  quien  un  testador  dé¡jare 
Uenes,€£.* 

Si  para  aplicar  la  lei,  entendiendo  las  frases  en  el  sentido  natural  i 
«l)vio,  según  la  estructura  de  la  lengusí  es  indispensable  tener  en  cuenta 


>  \ 
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hechos  ejeontados  o  qqeVuviegiwi  Ittgmr  intei  dé  la  espedidon  de  b  ki,  no 
hai  dada  que  ésta  tieae  cflPeDio  relroiOtiTO ;  i  estando  prohibido  por  el  artft 
dalo  24  de  la  Coostituokm  ti  efecto  reUñoactiTo  en  las  leyes,  no  paede  meaos 
dé  conyottirse  en  qne  es  inconstitaciotial  el  arlfcnlo^  1.^  de  la  leí  en  onestioD. 
I  no  pnede  éeciiraé  que  la  iáoonstktteionalidad  de  tal  artíoalo  sos  M 
óafnente  en  cnanto  abraia  hechos  anteriores  a  sa  espedidon,  porqae  esto 
Bupondria  qáo  compMiiSfta  también  taeahos  posteriores ;  cosa  quede  sa  coii- 
testo  no  se  dedace. 

t       Así,  paesy  la  ^comisión  cree  qoc^  dn  ^istÍBoion  ninguna^  elí  anioslo  1.^ 
¡es.  inconstitactonal. 


'  Las.  demás  disposidones  de  la  lei,  no  teniendo  ninguna,  de  ellas  efecto 
retroactivo,  i  podiendo  mui  bien  aplicarse  en  ejecudon  de  la  Id  de.  10  d( 
noviembre  de  187q,  ^  que  establece  un  Lasaroto  en  d  Estado,"  la  comiáoo 
no  tiene  por  qué  no  estimarlos  válidos. 


Es  oportano  entrar  a 'considerar  la$  raaones  en  que  se  apoyó  la  Corte 
Suprema  federal,  para  no  soq^endeír  los  artíoalos  que  la  comisión  ore$ 
anulables. 

Dice  la  Corte : 

<'  Por  lo  que  hace  a  la  violadon  que  se  alega  del  artículo  24  de  la  Con»- 
titucion,  con  el  artíoolo  1.^  de  la  supradtada  lei  26,  la  Corte  no  está  de 
acuerdo  con  el  parecer  del  Procarador  oaeioni^  por  no  estimar  que  lo  qne 
se  dispone  en  el  último,  sea  contrario  al  preCcípto  del  primero.  En  aquel  H 
establece  un  impuesto  sobre  los  valores  que  por  motivo  de  herencia,  legada 
o  donación,  entren  a  formar  el  haber  de  algunas  personas ;  i  esto  lo  disposo 
el  lejíslador  enndinamarquéa  con  d  mismo  derecho  en  virtud  del  cual  h% 
estableciido  contribudones  sobre  los  bienes  muebles  e  inmuebles  de  todas 
clases,  que  no  reconodan  oblignídones  ogrerv&menes  al  tiempo  de  su  adqai' 
ddon,  i  con  el  mismo  que  tendría  para  imponer  una  contríbucion  sobre  los 
bienes  que  tuvieran  determinada  procedencia,  como  los  adquiridos  a  títalo 
gratuito,  por  ejemplo ;  i  así  como  no  se  podría  alegar  contra  un  impuesto 
de  esta  dase,  que  los  objetos  sobre  que  reoae  se  crearon  u  obtuvieron  intes 
de  la  espedicion  de  la  lei,  porqae  e»  id  oaso  dejaría  de  haber  materia  impo- 
nible para  el  establecimiento  de  las  contribudones,  así  mismo  no  paede  ser- 
vir dé  argumento  la  drcunstanda  de  no  haber  eomprcMlido  en  la  Id  con- 
dinamarquesa  de  10  de  noviembre  de  1870,  laa  dotUKñooes  por  causa  de 


paMñ  i  los  legados»  para  eatimarioi  oqq  4  p|i?i|/qio  de  no  aer  materia  imr> 
poDÍble  de.coatribocion  por  mía  lai  poatarior^^  .  ^ 

La  oomiflion  o)>aenra  lo  sijpieiitci :  , 

En  el  artículo  1.^  de  la  lei  no  ae  eatableoQ  onimpi^eato  nobre  los  valores 
fie  por  mptivo  de^  herenoia,  legado  o  ^qacíon,  entren  a  formar  el  haber 
d0  algooaa  peraonas.  Si  así  fiíera^no  babria  retroactiivtdad  en  la  lei^  P^i^ola 
lue  dispone  éata  es :  qae  *<  toda  persona»  qorpqraoioa  o  entidad»  a  quiei;  na 
Resudor  hubiere  dejado  bienes. ..  ^ .  *  •..,'*  pagae  el  impuesto.  No  se  trata» 
pues,  de  bienes  que  eníren  a  formar  el  baber,  sino  ,de  bienes  que  húbieretk 
enirado  ¡  cosa  mai  distinta. 

Es  verdad  que  el  lejislador  tiene  derecho  para  establecer  oontríbucio- 
9€fl  sobre  loa  bienes  muebles  e  inmuebles,  aunque  antes  no  hubieran  tenido 
gravamen  alguno ;  pero  estas  contribu,ciones  afectan  el  ponrepir,  porque  eso 
«alo  natural  i  porque  para  eso  no  hai  prohibidon.  Del  derecho  do  imponer, 
contribuciones  para  lo  futuro,  esto  es,  del  derecho  de  determinar  lo  que  de- 

■ 

bao  pagar  los  bienes  en  el  tiempo  que  viene,  no  i^  deduce  ^1  derecho  de 
determinar  lo  que  esos  bienes  debieron  pagar  en  épocas  anteriores:  las  leyes 
deeaos  tiempos  debieron  decir  lo  que  debió  hacerse. 

I  no  es  que  el  lejislador,  para  imponer  contribuciones,  no  pueda  deter- 
minar la  procedencia  de  los  bienes.  Sí  puede,  pero  con  tal  <jue  loa  hechos  en 
fue  se  funde  esa  procedencia,  sean  posteriores  a  la  lei ;  porque,  de  otro 
modo,  la  lei  tiene  efecto  retroactivo,-  se  aplaca  sobre  hechos  anteriores.  La 
ki puede  decár:  las  fincas  que  se  can^bien,  pagarlo  el  tanto  por  ciento ;  las 
Socas  que  se  vendan,  causarán  tal  derecho ;  los.  bieldes  hereditarios,  tendr^ 
tales  gravánaenes ;  los  que  se  adquieran  a  título  ¿pratúito,  tales  otros.  De 
^  manera>  la  lei  va  aguardando  los  acontecimientos  i  aplicándoles  la  me- 
dida leígal,  sin  cansar  alarma  a  nadie,  sin  frustrar  esperamzaa,  ni  pretendiendo 
T^ar  ningún  acto  por  medio  de  disposiciones  desoopooidas.  Pero  lo  con- 
Uario  sucedería  si  el  lejislador  dyese :  laa  cosas  que  se  hubieren  cambiado, 
vendido,  heredado  o  adquirido  gratuitamente,  pagarán  el  iippnesto  que 
ahora  determino.  £n  este  caso,  en  ves  de  averiguar  los  hechos  posteriores 
a  la  lei,  no  habria  sino  que  rejistrar  loa  archivos  i  los  protocolos  para  tomar 
Qota  de  lo  que  en  tiempos  anteriores  se  vendió^  cambió,  d?.^ 

No  cree  la  comisión  que  legislando  para  I9  futuro,  en  materia  de  im- 
puestos,  dejara  de  haber  notoria  ipponible.  Exis^ria  la  misma;  sólo  que, 
pftra  lejislar  sobre  ella,  tendnamos  en  cuentii  los  bc^ohos  actuales  o  los  futu- 
lOi  que  la  previsión  del  kjislaflor  qnisie^  teiier  presente. 

Acercándose  un  poco  mas  a  la  lei  4e  %Z  de  enero  de  1874,  ^  comisión 
no  cree  que,  por  razón  de  no  haberse  sujetado  en  la  lei  de  10  de  noviembre 


de  1870,  las  dotiadoDes  por  otoM  de  muerte,  por  ejemplO|  al  pago  del  iffl« 
paeato  para  el  Lazareto,  tales  donaciones  no  podieran  laego  gravarse  ooa 
aquel  impaesto.  Cree  la  oomiñon  qae  sí  pueden  gravarse  las  doDiobnes 
futuras,  pero  no  las  anteriores. 

Meditando  algo  mas  sobre  la  lei  de  28  de  enero,  se  viene  en  eoood* 
miento  de  que  ella  no  impone  un  gravamen  real  sino  personal  a  *^  toda  pe^ 
sona,  corporación  o  entidad  a  quién  un  testador  hubiere  dejado  bienes.*^ 
Toda  persona  que  se  encuentre  en  estas  drcunstanoias,  es  dedr,  a  qmen  na 
testador  hubiere  dejado  bienes  por  herencia,  donación  o  legado,  tiene  qne 
pagar ;  i  puede  suceder  que  se  le  cobre  el  impuesto  aunque  haya  dejado  de 
ser  duefio  de  la  finca  heredada,  donada  o  legada ;  porque  el  impuesto,  legim 
la  lei,  no  se  radicó  en  la  cosa,  sino  que  se  estableció  sobre  la  persona.  I 
como  las  circunstancias  personales  ezijidas  por  la  lei  para  el  pago  ddim* 
puesto  se  refieren  a  tiempos  pasados,  por  eso  la  comisión  cree  que  la  lei 
tiene  efecto  retroactivo. 

La  Corte  Suprema  federal  cree,  ademas,  *«  que  el  artíouio  1.^  de  la]ei 
26  no  establece  obligaciones  que  surjan  del  acto  de  latestamenti&cdonodA 
otros  anteriores  a  dicha  lei,  que  queden  bajo  el  imperio  de  sos  Jüspo- 
Bidones.'* 

La  comisión  opina  que  la  obligación  de  pagar  el  impuesto  nace  preoin* 
mente  del  hecho  de  la  testamentifaccion,  puesto  que  se  cobraa  aquelaquea 
un  testador  hubiere  dejado  bienes.  Tan  cierto  es  esto,  que  si  los  bienes  hu- 
bieran sido  donados  entre  vivos,  o  comprados,  o  adquiridos  por  otro  tftnl(^ 
no  estarían  comprendidos  en  el  caso  de  la  lei. 

Las  contribuciones,  como  mui  bien  dice  la  Corte,  ^*  se  pueden  impoosr 
tanto  sobre  los  bienes  o  rentas  que  se  posean,  como  sobre  los  que  se  adqoM- 
ran  después,  por  ser  de  esencia  de  las  leyes  fiscales  la  condición  de  recaer  du 
especialmente  sobre  la  riqueza  ya  creada  o  adquirida,  es  decir,  sobre  la  pío- 
piedad  anterior,  que  es  la  que  está  mas  al  alcance  de  las  previüonesdel  lejv* 
lador.*'  Pero  de  que  se  puedan  imponer  contribudones  sobre  la  riqntf* 
creada  o  adquirida  ya,  no  se  deduce,  en  concepto  de  la  comisión,  qne  se 
pueda  volver  atrás  i  averiguar  el  modo  como  se  adquirió,  para,  segon  eso, 
imponer  las  contribuciones.  El  lejislador  puede  imponer  gravámenes,  ooma 
se  ha  dicho  antes,  sobre  la  riqueza  creada  i  sobre  la  que  en  lo  sucesivo  se 
cree.  El  campo  que  puede  recorrer  el  impuesto  es  mui  vasto  para  qoo  oQ* 
biera  habido  necesidad  de  permitirle  lejislar  sobre  lo  pasado. 

Si  la  retroactividad  del  artículo  l.^  de  la  lei  26,  es  manifiesta,  te  oonn^ 
sion,  en  cumplimiento  de  su  deber,  tiene  el  honor  de  proponer  el  rigú^^^ 
proyecto  de 
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n  Senado  deRenipotencátrioa,  6d  ejenümo  de  la  atribnoion  que  le  « 
diodsoS.'delartfcnlo  51  de  la  GonstitiuüoD,  declara  definitivamenti 
ti  attíonlo  1.**  de  la  lei  28  de  23  de  eoero  de  1674,  espedida  por  la , 
ÜM  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Condinamarca,  "  Iw  adidonal 
plemeataría  de  la  de  10  de  noviembre  de  1870,  qne  establece  nn  Lasar 
d  Estftdo,"  por  ser  contrario  el  menáonado  artíoolo  al  24  de  la  Conati 
udonal. 

Ko  eDooQtr£ndoBe  en  el  mismo  ouo  el  resto  de  la  eapresada  leí, 
■ido  la  considera  i  declara  válida  en  eaa  parte. 

Comunfqaeae  a  la  Corte  Suprema  federal,  al  Presideote  Atl  Esta 
benno  de  Cnndinamarca,  i  pablfqaese. 

HoDorables  Senadores. 

Bogotá, de  marzo  de  ISIB. 

601TZA1.0  A.  TA.TSBA. — ^D.  ViAiTA. — PíSLO  ABOssumTA — Jnxio  ] 
u—J.  DBL  C.  RoDBfonsz. 


Oiodadanos   Senadores. 

Se  solicitó  ante  la  Suprema  Corte  federal  la  suspensión  de  la  lei 
lfí4,  espedida  por  la  Asamblea  LejislatÍTa  del  Estado  soberano  de  ( 
BBiwia,  en  adición  de  la  de  10  de  noriembre  de  I8T0  que  estable 
I'velo,  por  eer  contraria,  espedalmente  en  sn  artículo  1.°,  a  los  i 
^'if.",  artlonlo  IC,  i  at  artfoalo  24  de  la  Constítnúon  oatHonal.  ! 
■nfado  eeti  redactado  en  los  siguientes  términos: 

"Toda  persona,  corporación  o  entidad  a  quien  un  testador  Auftíe 
¡"ito  ilgQDoe  bienes  o  rentas,  ya  sea  por  herencia,  donación  o  legado,  |i 
'Üopneeto  del  Lasareto,  por  lo  que  le  corresponda  en  las  proporción) 
laSilt  «1  artíoulo  8.°  de  la  lú  da  10  de  noviembre  de  1870  qae  establo 
I<areto  en  el  Estado," 

El  s^or  Procnrador  jeneral  opinó  que  la  dísposifüot)  copiada  no  ' 
nbt  «n  nada  los  incisos  i."  i  6°  del  anfoiilo  15  de  la  Constitadon,  per 
B  tn  eoDtraria  al  24,  en  cnanto  podia  referirse  a  heoboi  aoteriorc 
<^oioii  de  la  lei.  La  Suprema  Corte  aoeptó  oomo  esaeta  la  opmÍ< 
"^  Procurador  respecto  del  primer  panto,  mas  no  en  cnanto  al  seg 
P"  DO  omimderar  qae  la  disposidon  denanoiada  tenga  efecto  retroaoti 
'«iffa  senUdo. 
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Remitido  el  eapediente  al  Senado  en  el  affo  anterior,  la  comifioii  inspec' 
tera  de  loe  aetos  lejidativoe  de  loe  Estados  infbrmó  sobre  el  asonto,  proponieD- 
do  qoe  se  deelanura  oído  el  artf  (ndo  1.^  por  ser  ?ielatorio  del  34  de  la  Conatita- 
oUxByi  yflido  el  resto  déla )ei,i;Q7apropottcioDy  aunque  toé  aprobada  en  primer 
debata  por  el  Senado,  no  fiíé  considerada  en  ^  segundo,  por  lo  cusí  tíe&e 
q«0  0<japai3ie  nuevamente  esta  OorpQriKÚon  del  eximen  de  la  referida  1«« 

.  Estudiando  los  infrascritos  miembros  de  la  Comisión  inspectora  de  loi 
actos  I^pslatívos  de  los  listados^  el  informe  escrito  por  los  dadaduos  fie 
formaron  la  misma  comisión  en  d  año  anterior,  hemos  encontrado  eapaestas 
en  &,  ^n  toda  la  claridad  apetecible,  las  rabones  que  hai  para  no  esümar  la 
lei  denunciada  como  contraria  a  las  garantías  de  la  s^aridad  i  de  la  pio- 
piedadi  i  ai  mismo  tíen^K». refutadas  satisfactoriamente  en  nuestro  entender, 
las  consideraciones  en  que  se  apoyó  la  Suprema  Corte  para  declarar  qae 
aquella  disposición  no  tiene  efecto  retroactivo  en  ningún  caso ;  de  modo  que 
creemos  no  poder  hacer  otra  cosa  mejor  que  referirnos  al  espresado  iníonne 
p^ra  fundar  el  proyecto  de  resolución  que  propondremos,  en  la  parte  en  qae 
estamos  de  acuerdo  con  él,  pues  tampoco  podemos  aceptar  en  absoluto  sos 
Gondusiones. 

En  efecto,  creemos  que  se  comete  na- error  al  pensar  que  la  frase  ^*  hu- 
biere dejado,"  de  que  se  hace  uso  en  el  artículo  en  cuestión,  es  en  todo  caao 
una  locudon  de  pretérito  i  se  refiere  siempre,  por  lo  tanto,  a  hechos  pssaddí)' 
porque  se  olvida  que  la  clasificación  del  tiempo  en  pasado,  presente  i  finnro, 
es  relativa  al  acto  de  la  palabra,  i  que  tratándose  de  una  lei,  este  acto  no  «a 
instantáneo  sino  crónico  o  permanente  i  dora  tanto  como  la  yyencia.de, 
aquella ;  4e  suerte  quo  con  el  tcascorsO  del  tiempo^  aquella  frase,  apesar  deso^ 
sígoücadon  de  pretérito,  ha  venido  a  ser  estrictamente  aplicable  a  hecboa  qae 
son  futuros  con  referenda  a  la  fecha  de  la  espedicion  de  la  Id,,  i  pasados  Wr, 
peoto  al  momento  ea  que  debe  tener  aplioadon  lo  que  ella  prescribe.  Así  es 
que  no  puede  revocarse  a  dada  qiue  la  persona,  corporadon  o  entidad  a 
qmen  un  testador  hubiere  dyado  en  d  afio  de  1875  algunos  bienes  o  reotaa. 
por  herencia,  donación  o  legado»  está  boi  sujeta  al  pago  de  la  eontribocion. 
para  el  Lazareto  en  virtud  de  la  significación  literal  dej  artículo  \^  de  la  leí 
26^  lo  mismo  que  lo  estaña  ú  ea  lugar  de  la  frase  dtada»  se  huUera  em- 
pleado  esta  otra :  ««dejare.'' 

«  Pero  es  también  evidento,  qne  en  virtud  da  Ja  misma  disposidoB»  satfa 
hoi  sujetas  al  pago  del  impuesto  tedas  Jas  personas  o  entidades  a  quienea  ae, 
bebieren  dejado  hienas  o  rentas  pet  berenda,  donadon  o  legado,  en  todo  el, 
tiempo  trascurrido  antes  dd  M  de  añero  de  1874,  aunque  ^»  ese  tieoipo  |»o, 
estaba  establecida  la  contribudon. 


■ 
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Apoyados  en  estas  oonsideradones,  jcuEgamos  qne  el  medio  de  dar  nns 
soIqoioq  mas  acertada  a  este  asimto,  es  el  de  adoptar  el  signiente  pro- 
jeotode 

SBSOLUCIOK  : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  nso  de  la  atríbndon  que  le  oónflere 
elincÍBo  5.^  articulo  51  de  la  Constitaoion  nadonal,  declara  nalo  el  artfoalo 
1.^  de  la  lei  26  de  1874,  adicional  i  complementaria  de  la  de  10  de  noviembre 
de  1870,  **  qne  establece  un  Lazareto  en  el  Estado,''  espedida  por  la  Asam» 
blea  Lejislativa  de  Candinamarca,  en  cnanto  por  él  pueden  consideran» 
sojetas  al  impuesto  que  establece,  las  personas,  entidades  o  corporacioneB 
s  quienes  algún  testador  dejara  bienes  o  rentas  por  herencia,  donación  o 
legado,  antes  de  la  fecha  de  la  espedicion  de  la  misma  lei,  i  declara  yáUdo  el 
resto  de  esta. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Suprema 
Corte  federal."  . 

Bogotá,  mayo  31  de  1876. 
Ciudadanos  Senadores, 

SxBJio  Abbolsda — Nabciso  Cadena — ^Rafasl  RoDBfausss — ^Bmiua- 
xo  Restbepo  K — Jos¿  M.  Mastíkez  Pabdo. 


Senado  de  Plenipotendarios.^Junio  24. 
Se  aprobó  en  primer  debate  i  pasó  a  segundo. 


J.  JE  Pérez. 


Senado  de  Plenipotenciarios — Junio  29. 
Se  aprobó  en  segundo  i  último  debate. 


J.  K  Pérez. 


-•♦^ 
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la  lei  25  de  27  de  noviembre  de  1875,  adicional  i  reformatoria  de  la  An- 
tes citada ;  i  aun  cuando  en  esta  última  no  se  menciona  el  artículo  83 
de  la  primera,  que  la  comisión  iuformó  que  debia  anularse,  habiendo 
quedado  reformado  por  los  artículos  2.^  i  sus  parágrafos,  i  el  4.%  de  la 
que  la  adiciona  i  reforma,  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  se  halla 
en  el  caso  de  usar  de  la  atribución  que  se  le  concede  por  el  artículo  51 
de  la  Constitución,  respecto  a  la  inconstítucionalidad  de  loe  artículos  de 
la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar  a  la  que  se  refiere  esta  resolución. 
Devuélvase  el  espediente  a  la  Oorte  Suprema. 

£1  Presidente,  Emujaito  Eestrepo  £• 

El  Secretario,  Julio  J?.  Pérez. 

(Véase  U  pijioa  02.) 


IX. 

Bogoti,  17  de  abril  de  1676. 

Declárase  nula  la  lei  84,  de  17  de  noviembre  de  1875,  ^'  que  con- 
cede una  autorización  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá,"  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  en 
cuanto  ella  comprende  o  puede  comprender  el  carbón  mineral  de  pro- 
piedad  de  la  Nación  que  se  introduzca  en  aquella  ciudad. 

Comuniqúese  esta  resolución,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema  federal. 

El  Presidente,  Emiliano  Bestbepo  E. 
El  Secretario,  «/•  M.  Qtéijano  Otero. 

(Véase  la  pajina  97.) 


ito 


Bogotá,  17  de  abril  de  1876. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.^  del 
artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  nulos 
el  artículo  24  i  sus  dos  parágrafos  de  la  lei  52,  de  10  de  noviembre  de 
1874,  ^^  reformatoria  de  las  leyes  de  Hacienda,"  espedida  por  la  Asam- 
blea del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  por  considerarlos  contrarios 
al  inciso  4.^  del  artículo  15  de  la  misma  Constitución ;  i  declara  válidos 
loa  demás  artículos  de  la  misma  lei. 

Comuniqúese  a  la  Corte  Suprema,  al  Poder  Ejecutivo  de  la  TJnioni 
al  Gobernador  del  Estado  de  Cundinamarca^  i  publíquese* 

El  Presidente,  Ehiliano  Bestkefo  £. 

£1  Secretario,  Julio  K  Pérez. 

(Véase  la  pajina  107.) 


—  287  — 

XI. 

Bogotá,  24  de  mayo  de  16?$r 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  no  hallarse  en  el  casj)  de 
ejercer,  respecto  del  artículo  134  del  Código  Civil  de  Candinamarca, 
la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  61,  inciso  5.^  de  la  Constitución ; 
i  en  uso  de  esta  facultad,  declara  válido  el  articulo  1.^  de  la  lei  de  SO 
de  agosto  de  1864,  espedida  por  la  Asamblea  Legislativa  de  Cundi- 
namarca. 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese. 

El  Presidente,  Euseo  Patak. 

£1  Secretario,  Jvíio  E,  Pérez. 

(Véase  la  pinina  165. ) 


Bogotá,  24  de  mayo  de  1876. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los 
articules  138, 189, 190,  212,  218  i  218  de  la  lei  283  del  Estado  del 
Cauca,  e  igualmente  el  140  de  la  lei  120  del  mismo  Estado,  por  no 
hallarlos  contrarios  a  la  Constitución,  i  se  abstiene  de  decidir  sobre  la 
validez  o  nulidad  de  los  artículos  112, 118, 114, 116  i  119  de  la  lei  96, 
de  8  de  octubre  de  1859,  por  estar  ya  derogada. 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese. 

El  Presidente,  Elíseo  Payan. 

El  Secretario,  J.  M.  Quyano  Otero. 

(Véase  la  pajina  160). 


xm. 

Bogotá,  24  de  mayo  de  1876. 

£1  Senado  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  considerando  que 
los  artículos  224,  225,  281,  485,  447,  470,"486,  496,  526,  627,  629,  680, 
657, 602,  604  i  613  del  Código  Penal  de  Cundinamarca,  denunciados 
como  contrarios  al  artículo  15  en  su  inciso  2.^  de  la  Constitución  na- 
cional, por  cuanto,  según  ellos,  debia  imponerse  en  ciertos  casos,  ya  la 
pena  de  muerte,  ya  otra  pena  corporal  de  mas  de  diez  afios,  fueron 
reformados  por  disposiciones  constitucionales  i  legales  posteriores,  se- 
gún las  cuales  no  se  impone  en  Cundinamarca  ni  la  pena  de  muerte  ni 
otra  corporal  de  mas  de  diez  afios,  declara  i  resuelve  que  no  se  «itá  en 
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la  lei  25  de  27  de  noviembre  de  1875,  adicional  i  reformatoria  de  la  án* 
tes  citada ;  i  aun  cuando  en  esta  última  no  se  menciona  el  artícalo  88 
de  la  primera,  que  la  comisión  informó  que  debia  anularse,  habiendo 
quedado  reformado  por  los  artículos  2.^  i  sus  parágrafos,  i  el  é.^,  de  la 
que  la  adiciona  i  reforma,  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  se  halla 
en  el  caso  de  usar  de  la  atribución  que  se  le  concede  por  el  artículo  51 
de  la  Constitución,  respecto  a  la  inconstitucionalidad  de  los  artículos  de 
la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar  a  la  que  se  refiere  esta  resolución. 
Devuélvase  el  espediente  a  la  Oorte  Suprema. 

El  Presidente,  Emiliako  Eestbepo  £• 

El  Secretario,  Julio  JK  Pérez. 

(Véase  la  p&jina  02.) 


IX. 

Bogoti,  17  de  abril  de  1676. 

Declárase  nula  la  lei  84,  de  17  de  noviembre  de  1875,  ^*  que  coo* 
cede  una  autorización  a  la  Municipalidad  de  Cipaquirá,"  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cnndinamarca,  en 
cuanto  ella  comprende  o  puede  comprender  el  carbón  mineral  de  pro- 
piedad  de  la  Nación  que  se  introduzca  en  aquella  ciudad. 

Comuniqúese  esta  resolución,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema  federal. 

El  Presidente,  Emiliano  Bestbepo  E. 
El  Secretario, «/.  M.  Quijano  Otero. 

(Véase  la  pájiaa  97.) 


ito 


X. 

Bogotá,  17  de  abril  de  1876. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.*  del 
articulo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  nulos 
el  artículo  24  i  sus  dos  parágrafos  de  la  lei  52,  de  10  de  noviembre  de 
1874,  "  reformatoria  de  las  leves  de  Hacienda,"  espedida  por  la  Asam- 
blea  del  Estado  soberano  de  Cnndinamarca,  por  considerarlos  contrarios 
al  inciso  4.^  del  artículo  15  de  la  misma  Constitución ;  i  declara  v^dos 
loa  demás  artículos  de  la  misma  lei. 

Comuniqúese  a  la  Corte  Suprema,  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Union, 
al  Gobernador  del  Estado  de  Cnndinamarca,  i  publíquese. 

£1  Presidente,  Ehiliano  Bebtbefo  £. 

El  Secretario,  f/wZía  JE -P^^. 

(Véaae  la  pajina  107.) 
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XI. 

Bogotá,  24  de  mayo  de  167$. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  no  hallarse  en  el  caso  de 
ejercer,  respecto  del  artículo  134  del  Código  Civil  de  Candinamarcá, 
la  facultad  qne  le  confiere  el  artículo  61,  inciso  5.^  de  la  Constitución ; 
i  en  uso  de  esta  facultad,  declara  válido  el  artículo  1.°  de  la  lei  de  SO 
de  agosto  de  1864,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  de  Cundi- 
namarca. 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese. 

El  Presidente,  Elíseo  Payak. 

£1  Secretario,  JvHAo  E.  Pérez. 

(Véase  la  pinina  165. ) 

xn. 

Bogotá,  24  de  mayo  de  1876. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  inciso  5.^,  articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los 
artículos  138, 189, 190,  212,  218  i  218  de  la  lei  283  del  Estado  del 
Cauca,  e  igualmente  el  140  de  la  lei  120  del  mismo  Estado,  por  no 
hallarlos  contrarios  a  la  Constitución,  i  se  abstiene  de  decidir  sobre  la 
validez  o  nulidad  de  los  artículos  112, 118, 114, 116  i  119  de  la  lei  96, 
de  8  de  octubre  de  1859,  por  estar  ya  derogada. 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese. 

El  Presidente,  Elíseo  Payan. 

El  Secretario,  J.  M.  Qu^ano  Otero. 

(Véase  la  pajina  160). 


xm. 

Bogotá,  24  de  mayo  de  1876. 

/  £1  Senado  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  considerando  que 

los  artículos  224,  225,  281,  485,  447,  470,^486,  496,  526,  627,  629,  680, 
557^  602,  604  i  613  del  Código  Penal  de  Cundinamarca,  denunciados 
como  contrarios  al  artículo  15  en  su  inciso  2.^  de  la  Constitución  na- 
cional, por  cuanto,  según  ellos,  debia  imponerse  en  ciertos  casos,  ya  la 
pena  de  muerte,  ya  otra  pena  corporal  de  mas  de  diez  afios,  fueron 
reformados  por  disposiciones  constitucionales  i  legales  posteriores,  se- 
gún las  cuales  no  se  impone  en  Cundinamarca  ni  la  pena  de  muerte  ni 
otra  corporal  de  mas  de  diez  afios^  declara  i  reftoélve  que  no  se  «itá  en 
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él  eaeo  de  ejercer,  respecto  de  dichos  artículos,  la  atribución  5/  del 
artltmlo  61  de  la  Constitución  nacional. 

•     Comuniqúese  esta  resolución  a  la  CorteSui^^ma  federal,  al  Go- 
bernador del  Estado  isoberano  de  Cundinamarca,  i  publiquese. 

£1  Frmiidente,  Subbo  Facetan. 

£1  fi#cretari<»,  J.  M.  Quijano  Otero. 

(V¿Me  b  pajina  166.) 
Bogot¿v24  de  majo  da  1876. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  ITnidoa  de  Colom- 
bia, ejerciendo  la  atribución  5.%  artículo  51  de  la  Constitución  nacionali 
declara  nulos  el  caso  2.^  del  artículo  3.®  de  la  lei  de^2  de  enero  de 
1878,  *^  sobre  autorizaciones  a  la  Municipalidad  de  Bogotá,"  i  el  articulo 
4.^  de  la  iei  9  de  17  de  enero  de  1864,  *^  adicional  a  las  que  combinan 
tX  sostenimiento  de  dos  asilos  de  indijentes  en  esta  ciudad  con  la  amor- 
tización de  la  deuda  del  Estado,"  leye&  ambas  del  Estado  soberano  de 
Üundinamarca,  por  ser  contrarios  dichos  caao  i  articula  al  inciso  4^ 
artfcnlo  15  de  la  Constitución  nacional. 

PuUíqoese  i  comuniqúese  a  la  Corte  Suprema  &deral  i  al  Gfob^^ 
nador  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca. 

El  Presidente,  Eubbo  Fatah. 

El  Secretario,  J.  M.  Qvñjcmo  Otero. 

(Véase  k.pájÍMl7S«) 


XV. 

Bogotá,  27  de  mayo  de  1876. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulos  el 
Artículo  11  de  la  lei  de  28  de  enero  de  1&73  i  sus  parágrafos,  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislatira  de  Cundinamarca,  en  cuanto  por  ellos  se  gra- 
van, antes  de  habe;rae  ofrecido  al  consumo,  las  mercanciaa  estraojeM 
que Bon, materia  de  la  contribución  nacional  de  aduanas;  i  en  cuanto 
gravan  los  objetos  que  transitan  por  el  Estado  de  Cundinamarca  i  qae 
no  BÓn  destinados  a  su  propio  consumo* 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese* 

.^     El  Préndente»  Elihbo  PayaiR. 
El  fieeretario,  c/iiJio  iS /'árM» « 

(VéaN  la  p^iioa  ISa.) 


r 
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XV  (bis). 

Bogotá,  28  de  Janio  de  1876. 

El  Senado,  eo  uso  de  la  atríbncion  5/,  artícnlo  51  de  la  Constita- 
eion,  declara  definitívamente  válidos  todos  los  artfcalos  de  la  leí  de 
Oondiiiamarca  de  fecha  19  de  enero  de  1873,  aclaratoria  de  la  de  13 
do  agosto  de  1869,  sobre  impaesto  directo. 

Comnniqnese  a  quienes  corresponda,  i  pablfqnese. 

El  Presidente,  Joaquín  M.  Vekqoechea. 
£1  Secretario,  Julio  E.  Péree. 

[VéMO  la  pajina  210.] 


XVL 

Bogotá,  29  de  junio  de  1876. 

El  Senado  do  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  do  la  atríbncion  5.^ 
del  artícnlo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definiüvamente 
miloe  el  artícnlo  136  i  sn  parágrafo,  el  articulo  187  i  el  parágrafo  o 
cegnnda  parte  del  artículo  209  del  Código  Civil  del  Estado  soberano 
%e  Antioquia,.  puesto  en  observancia  desde  el  primero  de  enero  de  mil 
ochocientos  sesenta  i  cinco,  por  contener  disposiciones  evidente  i  res- 
pectiyamente  contrarias  a  los  artículos  8.^,  inciso  1.^;  15,  inciso  16; 
i  69  de  la  Constitución  nacional. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  do  la  Union,  al  Pré- 
ndente del  Estado  soberano  do  Antioquia ;  publíquese  i  devuélvase 
el  espediente  a  la  Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  Joaquín  M.  VENGOEcnsA. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

[Véaso  la  pajina  220  ] 


xvn. 

Bogotá,  29  de  junio  de  1876. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerciendo  la  atribución  5/,  del  artí- 
^  51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  nulos  el  articulo 
131  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  del  Tolima,  i  el  artículo  %"" 
de  la  lei  de  24  de  noviembre  de  1873,  espedida  por  la  Lejislatura  del 
mismo  Estado,  i  que  adiciona  i  reforma  el  Código  Civil. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  de  la  Union  i  al  Gober- 
nador dol  Estado  soberano  del  Tolima. 

19 
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Publíquesc  i  dcvuclvase  el  espodicnte  a  la  Corto  Suprema  íú'iX^l 

El  Presidente,  Joaquín  M.  Venooeghea. 
El  Secretario,  Jtdio  K  Pérez. 

[Véase  la  pájióft  229.] 


xvin. 

Bogotá,  29  de  jumo  de  1876. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerciendo  la  atribución  5.^  del 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  nulos,  de  ana 
manera  absoluta,  los  artículos  3.^  i  S.^  de  la  lei  281,  que  adiciona  i 
reforma  el  Código  Civil,  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano 
de  Antioquia,  i  mandada  ejecutar  por  el  Presidente  de  dicho  Estado 
en  10  de  diciembre  de  1875 ;  i  declara  igualmente  nulos  los  articolos 
1.%  3.^  i  4.^  de  dicha  lei,  en  cuanto  por  ellos  se  da  a  los  actos  relijiosos 
referentes  al  matrimonio,  efectos  civiles. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  de  la  Union,  al  Presi- 
dente del  Estado  soberano  de  Antioquia ;  publíquesé,  i  devuélvase  el 
espediente  a  la  Corte  Suprema  federal. 

£1  Presidente,  Joaquín  H.  Vbnooechea. 
£1  Secretario,  Jtdio  £.  Pérez. 

[Véafie  U  p^ina  26*7.] 


XIX. 

Bogotá,  30  de  jttnlo  de  1876. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  con« 
fiero  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulo 
el  articulo  1.^  de  la  lei  26  de  1874,  adicional  i  complementaria  de  la 
de  10  de  noviembre  de  1870,  <^  que  establece  un  Lassareto  en  el  Estado," 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  de  Cundinamarca,  en  cuanto  por 
él  pueden  considerarse  sujetas  al  impuesto  que  establece,  las  personas, 
entidades  o  corporaciones  a  quienes  algún  testador  dejara  bienes  o 
rentas  por  herencia,  donación  o  legado,  antes  de  la  fecha  de  la  espedi- 
cion  de  la  misma  lei,  i  declara  válido  el  resto  de  ésta. 

Comuniqúese,  publiquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Suprema 
Corte  federal. 

£1  Presidente,  Joaquín  M.  Vengoeohea. 
£1  Secretario,  JuUo  E,  Pérez. 

[Véftflo  lo  pajina  281.] 
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I. 


V 


UrriJÍDA]»  de  IM  «rtienlM  79,  90i  91  del  Cedido  FímaI  del 
Esteda  del  Toilina  (de  11  de  noviembre  de  l^VS),  1  del  Inelso 
••«"  «rtíenla  l.o  de  I»  leí  del  misma  Estedo  (de  iS  de  nevlem- 
lire  de  i91ft)  '<  «obre  Presdpiiestofl  de  rentes  1  (iMrtMi  par»  el 

periodo  de  i91«l  tSW»'' 


YlSTA  DEL  PrOCURADOH  JENIRAX. 
SeCores  Majistrados. 

Eieqafel  Navarro  solicita  la  saspenslon  de  las  dfsposf  dones  tyenfts  ^ 
d  Estado  del  Tolima  sobre  pasaje  de  los  ríos»  t  que  son  los  artículos  79, 80 
i  8i  de  la  lel  de  i  i  de  noviembre  de  i  878,  i  el  inciso  del  articulo  4. o  de  la  leí 
sobre  Presupuesto  de  Rentas  de  i3  de  noviembre  de  1875  que  calcula  en  ocho 
mil  pesos  el  producido  de  la  renta  denominada  **  Pasaje  de  los  ríos." 

La  Corte  Suprema  federal  se  abstuvo  de  suspender  el  año  próximo 
pasado  el  articulo  i. o* de  la  lei  62  de  1874  del  Estado  de  Gundinamarca  so- 
bre la  misma  renta  de  '^  Pasaje  de  los  r ios/'  fundándose  en  que  el  inciso 
t.o  del  artículo  i 7  de  la  Constitución  al  determinar  que  correspondía  al  Go* 
biemo  nacional  el  arreglo  de  la  navegación  de  los  rios  que  bañan  el  terrtto-^ 
rio  de  mas  de  un  Estado,  no  comprendía  el  pasiye  de  dichos  ríos  atravesán« 
dolos»  paes  esto  no  era  navegar  en  el  sentido  propio  de  la  frase,   **  navega* 


cion  de  un  rio*/'  lo  cual  también  babia  sido  entendido  por  el  Senado  de 
Plenipotenciarios  en  otra  ocasión  al  declarar  válida  una  leí  sobre  pasaje  de 
los  ríos  del  misino  Estado  de  Cundinamarca. 

Pero  como  el  Senado  de  Plenipotenciarios  del  presente  año  anuló  la  lei 
mencionada  del87l  del  Estado'de  Cundinamarca,  i  como  ellejislador  en  la 
leí  59  del  presente  año  ba  declarado  que  la  navegación  de  un  rio  comprende 
toda  operación  de  tránsito  sobre  su  aguas,  sea  atravesándolas,  o  descen- 
diendo o  remontando  su  curso,  es  fuera  de  duda  que  las  leyes  denunciadas 
deben  ser  suspendidas  por  ser  contrarias  al  inciso. 6.0  artículo  17  déla 
Constitución  jeneral. 

En  consecuencia  el  infrascrito  coadyuva  la  presente  solicitud  i  os  pide 
que  suspendáis  los  artículos  79, 80  i  81  de  la  lei  del  i  de  noviembre  de  4873, 
i  el  parágrafo  de  la  de  15  de  noviembre  de  1875  del  Estado  delTolimaen 
cuanto  dichas  disposiciones  se  reCeran  al  pasaje  de  los  ríos  que  bañan  ade- 
mas del  territorio  de  dicho  Estado  el  de  otro  Estado  de  la  Union. 

Bogotá,  agosto  2  de  1876. 

Ravon  Gomes. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica  que  en  el 
libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal  da  la  pajina  trescientas  diez  i  nueve  ala 
trescientas  veinticuatro  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  díet  de  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se  coos« 
tituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  ssla  de  acuerdo  con  asistencia  del  señor 
Majistrado  Presidente  doctor  José  M.  Rojas  Garrido  i  demás  señores  Hajis- 
trados  doctores  Manuel  Ezequlel  Corrales,  Rafael  Martínez  R,  Emlgdío  Pa* 
láu  i  Juan  Agustín  Urícoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  conside- 
ración la  solicitud  del  ciudadano  Ezequiel  Navarro,  para  que  ht  Cortesas* 
penda  los  efectos  de  varías  disposieíoiies  lejislativas  del  Estado  soberano  del 
Tolima>  por  las  cuales  se  grava  el  paso  de  ios  ríos. 

El  eeñor  Msjístrado  Corrales,  a  quien  tocó  sustanciar  el  asunto^  so- 
metió  al  examen  de  fa  Corte  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

*' Vistos:  el  ciudadano  Ezequiel  Navarro,  vecino  de  Ambalema^  ba 
dlrqldo  a  este  Supnemo  Tribunal  la  petición  que  encabeza  este  espediente, 
para  que  se  suspenda  la  ejecaclon  del  inciso  8.<>  del  artículo  S5  del  Código 
fiscaJdel  Estado  soberano  del  Tolinia,  de  11  de  novieeabredelSTS;  héd 
iBcisD  8;«  del  artículo  1  .<>  de  la  lei  del  mismo  Estado  fecha  i  3  de  noviembre 
de  1875,  sobre  Presupuestos  de  rentas  i  gastos  para  el  periodo  fiscal  de  iSt9 
i  1877 ;  t  la  de  los  articules  79,  »0  i  81  del  citado  Código,  vijentes  boi^n  d 
meneionado  Estado,  por  creer  que  dichas  disposiciones  son  contrarias  a  io 
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dispuesto  en  el  inciso  d.®  del  articulo  i  7  de  la  Constitución  nacional»  cuyo 
tenor  es  como  sigue : 

'Artículo  i7.  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  contienen  en  estable- 
cer un  Gobierno  jeneral  que  será  popular,  electivo,  representativo,  alterna- 
tíYoi  responsable,  a  cuya  autoridad  se  someten  en  los  negocios  que  yan  a 
eipresarse  ....  6.0  El  arreglo  de  las  vías  interoceánicas  que  existen,  o  que 
seabran,  en  el  territorio  de  la  Union,  i  la  navegación  de  los  ríos  que  bañan 
ei  territorio  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasan  al  de  una  Nación  limítrofe.'' 

'*  Sustanciada  la  solicitud  con  arreglo  a  lo  prescrito  en  los  artículos 
1278  i  1379  del  Código  judicial,  la  Corte  está  eíi  el  deber  de  dictar  su  reso- 
lución. 

'^Cuandose  espidieron  los  actos  lejíslativos  que  quedan  citados,  así 
como  cuando  se  dírijió  a  esta  Corte  el  ciudadano  Navarro,  con  el  fin  indi- 
cado, no  se  había  aprobado  por  el  Congreso  nacional  In  lei  59  de  1876,  que 
adiciona  i  reforma  la  35  de  19  de  mayo  de  1875,  adicional  al  Código  de 
comercio,  que  se  rejistra  en  el  Diario  Oficial  número  3771,  de  33  de  junio 
último,  la  cual  contiene,  en  desarrollo  de  la  disposición  constitucional 
preinserta,  la  que  se  copia : 

'Artículo  1.0  Parágrafo.  Se  entenderá  como  navegación  délos  men* 
donados  rios,  (que  bañen  el  territorio  de  mas  de  un  Estado  o  que  pasen  al 
de  ana  Nación  limítrofe,)  toda  operación  de  tránsito  sobre  sus  aguas,  sea 
atravesándolas  o  descendiendo  o  remontando  su  curso.  .  .  .' 

*'  Entonces  solo  pudo  consultarse,  para  conocer  la  doctrina  establecida 
relativamente  a  la  prescripción  del  inciso  6.»  del  artículo  17  déla  Constitu- 
ción nacional,  lo  resuelto  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios  en  sus  sesiones 
del  año  de  1866,  denegándose  a  anular  una  disposición  semejante  del  Esta* 
do  soberano  de  Antioquia  a  las  sancionadas  por  el  del  Tolima^  de  cuya  sus* 
psnsíon  se  trata  ahora ;  resolución  que  fué  aceptada  por  la  Corte  en  el 
acuerdo  celebrado  en  16  de  agosto  del  año  próximo  pasado  de  1875,  cuan* 
do  examinó  la  lei  62  del  Estado  de  Cundinamarca  de  33  de  noviembre  de 
1874,  en  virtud  de  la  petición  presentada  al  efecto  por  el  ciudadano  Guiller- 
mo Pereira.  Pero,  en  la  actualidad,  no  es  necesario  ocurrir  a  aquella  doc- 
trina, ni  a  la  consignada  en  el  informe  de  la  Comisión  inspectora  de  los  actos 
lejíslativos  fecha  24  de  marzo  último,  que  es  enteramente  contraria  a  laque 
el  Senado  adoptó  en  las  sesiones  de  1866,  pues  existe  la  disposición  del  pa- 
rágrafo del  artículo  l.o  de  la  leí  50  de  1876  que  fija  la  intelijencia  de  la  es- 
I>reskHi  o  f rase  ^navegación  de  los  rios'  de  que  hoce  uso  la  Constitución. 

^Mcomo  los  artículos  de  las  leyes  del  Estado  del  Tolima,  en  cuyo 
examen  se  ocupa  la  Corte,  por  consecuencia  de  lo  pedido  por  Ezequiel  Na* 
larro,  coadyuvado  por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  establecen 
volm^eaíto  por  el  paso  de  los  rios,  i  dan  bases  para  su  reglamentación,  sin 
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que  tales  artículos  se  limiten  a  los  pasos  de  los  ríos  interiores,  o  que  no 
bañen  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  es  indudable  que  ellos  (los  artícu- 
los de  que  se  trata)  son  víolatorios  de  la  Constitución  nacional,  en  cuanto 
pueden  afectar  la  navegación  de  los  ríos  cuyo  arreglo  corresponde  al  Go« 
bíerno  jeneral  determinar. 

'*£n  consecuencia  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio  de  la  refe- 
rida Constitución»  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos 
de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  resuelve  suspender,  como  suspende, 
la  ejecución  i  cumplimiento  de  las  siguientes  disposiciones  lejislativas  del 

Estado  soberano  del  ToHma: . 

<*  El  inciso  8."*  del  articulo  35  de  la  lei  de  11  de  noviembre  de  i87S 
(Código  fiscal)  que  dice  así:  *  Para  formar  el  activo  del  Tesoro  se  establecen 

las  rentas  i  contribuciones  siguientes. . .  8.*  El  producto  del  impuesto  sobre 

pasaje  de  los  ríos.* 

*  El  inciso  del  artículo  !.<"  de  la  lei  de  13  de  noviembre  de  1875  sobre 

Presupuesto  de  rentas  i  gastos,  para  el  período  fiscal  de  1876  I  l87T,  que 

es  de  este  tenor : 

Articulo  l.o  Calcúlase  aproximadamente  el  producto  de  las  rentas  i 

contribuciones  para  el  servicio  fiscal  de  1876  i  1877  en  la  suma  de  dosden* 

tos  cincuenta  1  dos  mil  trescientos  ociio  pesos  (^  352,508). 


De  pasaje  de  los  ríos i^  8000.' 

1  los  siguientes  artículos  de  la  lei  de  11  de  noviembre  de  1875  : 

CAPITULO  8.0 
'pasjue  délos  ríos. 

Artículo  79.  El  derecho  de  pasaje  sobre  los  ríos  que  limitan  el  Estado 
o  que  lo  atraviesan  es  una  de  las  rentas  con  que  cuenta  el  erario. 

Articulo  80.  £1  Poder  Ejecutivo  formará  oportunamente  la  tarifa  qae 
debe  rejir  para  el  impuesto  del  cobro  de  pasaje  de  los  ríos,  en  el  cual  se  ob- 
servarán estríotamente  las  disposiciones  del  titulo  5.o  del  Código  de  to- 
mento. 

.  Artículo  8l.  El  Poder  Ejecutivo  se  hará  dar  frecuentemente  informes 
sobre  la  manera  de  cumplir  sus  deberes  los  paseros,  bien  sea  que  el  pasóse 
encuentre  en  administración  o  en  arrendamiento/ 

•*  Esta  suspensión  se  decreta  por  la  Corte  en  cuanto  por  dichas  dis- 
posiciones se  afecte  la  navegación  de  los  rios  que  bañan  el  territorio  de  mas 
de  un  Estado,  de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  el  inciso  e.»  del  artículo  17 
de  la  Constitución  de  la  República,  i  en  el  parágrafo  del  artículo  l.»  de  la 
lei  59  de  1876  arriba  citada,  cuyo  arreglo  corresponde  al  Gobierno  nacional. 
<*  Poibliquese  esta  resolución  en  el  Diario  Oficial;  comuniqúese  al 
Gobierno  ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Tolima,  para  los  efectos  lega- 
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les  subsigaientes;  agregúese  copia  al  espediente^  i  remítase  éste  al  Senado 
de  PJenípotenciarios  en  su  próxima  reunión." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto^  la  Corte  lo  aprobó  por  unani- 
midad. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  6rman  los  señores 
Majistrados  por  ante  mi  el  Secretario. 

El  Presidente,  José  Maru  Rojas  Garrido— Manuel  Ezequiel  Córra- 
les—Rafael  Martiptez  R — Ehigdio  Palau«-Juaiv  Agustín  Uricoegbea— El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  once  deJiagoslo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  seis.— El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Corte  Suprema  federal  por  acuerdo  de  i  O  de  agosto  último,  i  a  so- 
licitud de  un  ciudadano  apoyado  por  el  Procurador  nacional,  suspendió  la 
ejecución  de  varias  disposiciones  legales  del  Estado  del  Tolíma  que  estable- 
cen un  impuesto  por  el  paso  de  los  rios,  sin  que  tal  impuesto  I  su  consi- 
guiente reglamentación  se  limite  a  los  rios  interiores,  sino  que  principal- 
mente someten  el  rio  Magdalena,  cuya  navegación,  por  bañar  mas  de  un 
Estado,  es  de  la  esclusiva  jurisdicción  nacional ;  i  habiendo  remitido  el  es- 
pediente para  la  resolución  definitiva  que  ha  de  dictar  el  Senado,  vuestra 
comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos,  que  ha  encontrado  perfecta- 
mente ajustada  a  la  lei  i  a  la  facultad  constitucional  la  suspensión,  os  pro- 
pone que  la  ratifiquéis  adoptando  la  siguiente 

RESOLUCIÓN^ 

*'  Senado  de  Plenipotenciarios. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  indso  5.o  articulo  5i  i  en  el 
articulo  72  de  la  Constitución  nacional,  decláranse  nulos  los  artículos  70» 
801 8i  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima  de  ii  de  noviembre  de  4873,  i  el 
inciso  del  articulo  i.o  de  la  lei  de  Presupuesto  de  rentas  deiSde  noviembre 
de  i 875  del  mismo  Estado,  en  cuanto  dichas  disposiciones  afectan  ose  es- 
tlenden  a  rios  que  bañen  el  territorio  de  mas  de  un  Estado." 

Bogotá,  13  de  febrero  de  1877. 

M.  lluRiLLO — ^Emiliano  Restrepo—Matias  Herrera— F.  pe  P.  Bor- 
da— Anbhes  Cerón. 

Se  aprobó  en  i.®  i  2.*  deba'es  en  19  i  90  de  febrero  de  1S77. 

El  Secretario  del  Senado^  Tomas  Rodríguez  Pérez. 
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11. 


m  Vlil  I» A  » «le  la  pt^rte  flual  elel  articulo  S.  o  de  la  leí  del  Estete 
delTolifliia  (de  t^deHovienibre  de  t»9ft)  ^^  que  aproeim ua 
eauYenio  i  autoriza  al  l*oder  EJeeutivo  para  dar  eunaneiie» 

la  instrueeion  primaria*" 


Vista  del  Procurador  jerbral. 

Se&ores  Miajistrados. 

Antonio  Landínes  solicita  la  suspensión  de  la  parte  final  del  articulo 
8.0  de  la  le!  de  12  de  noviembre  de  1875  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
soberano  del  Tolima,  que  aprueba  un  convenio  i  autoriza  al  Poder  Ejecuti- 
vo de  dicho  Estado  para  dar  ensanche  a  la  instrucción  pública. 

La  mencionada  leí  después  de  aprobar  el  convenio  sobre  instrucción 
pública  primaria  celebrado  el  16  de  febrero  de  1875  entre  el  Gobierno  jene- 
ral  i  el  del  Estado,  en  su  articulo  3.o  dispuso  lo  siguiente :  *'  El  Poder  Ejecu- 
tivo cuidará  de  que  los  nombramientos  de  Directores  de  las  E3cuelas  nor- 
males i  primarias  recaigan  en  personas  que  no  solamente  enseñen  bien  hs 
correspondientes  materias  de  instrucción,  sino  que  den  a  los  niños  ejemplos 
de  moralidad  i  buenas  costumbres;  procediendo  de  conformidad  en^todo 
con  las  creencias  de  la  roayoria  de  los  habitantes  del  Estado/^ 

Gomo  el  infrascrito  ha  juzgado  que  este  artículo  en  su  parte  final  en- 
volvía una  modificación  al  convenio  Celebrado  con  el  Gobierno  nacional 
sobre  Instrucción  pública,  solicitó  para  emitir  concepto  acerca  de  la  peticioo 
de  Landínes  que  el  Secretario  de  lo  Interior  i  Relaciones  Esteriores  enviara 
una  copia  del  espresado  convenio,  i  que  ademas  informara  si  el  Poder  Eje- 
cutivo de  la  Union  habla  aceptado  las  condiciones  adicionales  introducidas 
por  la  lei  del  Estado  del  Tolima  de  12  de  noviembre  de  i875. 

Con  fecha  S6  de  febrero  contestó  el  Secretario  manifestando  que  en  su 
despacho  no  se  tenia  conocimiento  de  tal  lei,  i  que  por  consiguiente  el  Po* 
der  Ejecutivo  nacional  no  ha  aceptado,  ni  podido  aceptar  las  condiciones 
introducidas  por  ella  al  convenio  sobre  instrucción  pública  primaria. 

Aun  cuando  es  discutible  si  el  mencionado  articulo  S.o  tiene  fuerza  de 
lei  una  vez  que  todavía  no  ha  sido  consentido  por  el  Poder  Ejecutivo  nacio- 
nal, como  una  adición  al  convenio  sobre  instrucción  pública,  el  infrascrito 
prescinde  de  entrar  en  el  examen  de  esta  cuestión  previa,  por  que  el  hecho 
es  que  dicha  lei  siempre  liga  la  voluntad  del  Poder  Ejecutivo  del  Estado  del 
Tolima,  quien  no  podrá  en  ningún  caso,  haya  o  nó  convenio,  dejar  decum- 
plir  con  las  prevenciones  que  en  dicho  artículo  le  ha  hecho  elleji3lador  del 
Estado. 
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El  ciudadano  que  ba  ocurrido  pidiendo  la  suspensión  de  la  última 
parte  del  artículo  S.""  ya  copiado,  dice  en  apoyo  de  ella,  que  esa  parte  pugna 
con  el  principio  de  la  separación  de  los  poderes  civil  i  eclesiástico,  i  \iola  la 
prohibición  constitucional  deque  los  Estados  intervengan  en  manera  al- 
guna en  asuntos  relijiosos. 

£1  infrascrito  encuentra  que  el  articulo  3.»  es  oscuro,  es  decir  que 
claramente  no  se  ordena  en  él,  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado  proceda 
en  el  asunto  de  nombramiento  de  Directores  de  las  escuelas  de  acuerdo  con 
las  ereeni^m  relijiosas  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado,  sinoúni- 
camente  con  las  creencias  de  esa  mayoría  sin  determinar  cuáles  sean,  si  las 
morales,  las  políticas  o  las  relíjiosas. 

En  cuanto  a  la  prevención  que  el  lejislador  hace  al  Poder  Ejecutivo 
del  Estado  de  que  los  nombramientos  de  Directores  de  las  escuelas  recaigan 
en  personas  que  no  solamente  enseñen  bien  las  correspondientes  materias 
de  instrucción,  sino  que  den  a  los  niños  ejemplos  de  moralidad  i  buenas 
costumbres,  nada  tiene  que  observar  el  infrascrito;  i  si  el  lejislador  del 
Tolima  tenia  motivo  de  temer  que  los  encargados  de  hacer  tales  nombra- 
mientos escojferan  para  maestros  de  escuela  a  hombres  inmorales  i  de  ma- 
las costumbres;  ha  estado  en  su  derecho  para  prevenir  que  no  se  hicieran 
semejantes  nombramientos. 

Lo  que  halla  sumamente  difícil  es  la  aplicación  de  la  regla  de  procedi- 
miento qu  e  el  lejislador  señala  al  Poder  Ejecutivo ;  esto  es,  que  cuide  de 
obrar  en  este  negocio  de  acuerdo  con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  ha- 
bitantes del  Estado ;  pues  ya  se  deja  indicado  el  primer  obstáculo  que  se  le 
presentaraí,  que  es  el  de  saber  cuáles  son  esas  creencias»  i  el  segundo  el  de 
calificar  las  costumbres  por  esas  creencias,  pues  probablemente  se  tendría 
como  persona  de  malas  costumbres  el  que  no  sometiera  sus  actos  estemos 
a  los  hábitos  o  exijenciasde  las  prácticas  relíjiosas  de  la  mayoría. 

El  infrascrito  os  indica  que  en  su  entender  el  alcance  í  propósito  del 
articulo  3,<>  es  el  de  prohibir  en  el  Estado  del  Tolima  que  sean  Directores 
de  las  escuelas  los  que  no  sean  católicos ;  apesar  de  que  en  el  convenio  con 
el  Gobierno  jen^ral  se  estipuló:  ^'que  el  Gobierno  en  observancia  delin-? 
ci30  i 6  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional  no  interviene  en  la  ins- 
trucción relijiosa,  pero  que  las  horas  déla  enseñanza  se  dlstribuirian  de 
modo  que  a  los  alumnos  quedara  el  tiempo  suficiente  para  recibir  en  el  local 
de  la  escuela  o  fuera  de  él  tal  instrucción,  a  voluntad, de  sus  padres,  o  délos 
preceptores,  que  éstos  designen/' 

Pero  impedir  que  sea  maestro  de  escuela  para  enseñar  a  leer  i  escribir, 
idiomas,  jeografía  i  aritmética  al  que  no  crea  en  materias  relijiosas  lo  que 
crea  la  inayorja,  no  solamente  es  un  absurdo  incalificable,  sino  un  acto  con- 
trario a  la  Constitución  nacional,  porque  siéndolos  Directores  de  escuela 
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empleados  públicos  no  se  puede  exjjír  condiciones  proyenientes  de  ios 
creencias  reHjiosas  para  ser  nombradosi  puesto  que  la  relijion  no  es  asunto 
de  gobierno. 

En  tal  Tírtud,  el  infrascrito  coadyuva  la  petición  de  LandlneSi  sobre 
suspensión  déla  última  parte  del  artículo  3.o déla  leí  de  It  de  noTiembre 
de  1876»  espedida  por  la  Asamblea  lejislatiTa  del  Estado  del  Tolima,  en  coan- 
to  que  por  dicba  parte  se  comprenda  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado  se 
someta  a  las  creencias  relljiosas  de  la  mayoría  de  los  tollmenses  para  de- 
terminar por  ellas  cuáles  personas  son  aptas  para  ser  maestros  de  las  escoe. 
las  primarias  i  de  la  normal. 

Bogotí^  marzo  i  3  de  i  876. 

Ramón  Goi 


Acuerdo  pe  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  correspondiente  al  año  en  curso^  de 
la  pajina  doscientas  cincuenta  i  cuatro  a  las  doscientas  cincuenta  i  ocho,  le 
baila  uno  que  a  la  letra  dice : 

vEn  Bogotá,  a  veintidós  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  sds,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  Uricoechea,  Manuel  Ezequiel  Corrales, 
Rafael  Martínez  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido,  con  el  objeto  de  tomar  en  con- 
sideración la  solicitud  que  ha  dirijido  a  la  Corte  Antonio  Landines,  para 
que  se  suspenda  la  ejecución  de  la  parte  final  del  articulo  3.<»  de  la  leí  dei3 
de  noviembre  de  i875«  que  aprueba  el  convenio  sobre  instrucción  publica 
primaria,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  del  Toli* 
ma;  i  después  de  leídas  por  el  infrascrito  Secretario  dicha  solicitud  i  la  vis- 
ta del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union,  el  señor  Majistrado  Martínez  R. 
leyó  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

**  Vistos— El  Gobierno  nacional  i  el  del  Estado  soberano  del  ToliiM 
celebraron  un  convenio,  con  fecha  quince  de  enero  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  cinco,  sobre  instrucción  primaria :  con  este  motivo  la  AsamUea  le- 
jislativa de  dicho  Estado,  espidió  una  lei,  el  doce  de  noviembre  del  mismo 
año,  que  lleva  por  título  el  siguiente :  **  Leí  que  aprueba  un  convenio  i  au- 
toriza al  Poder  Ejecutivo  para  dar  ensanche  a  la  instrucción  primaria."  Esta 
lei  después  de  aprobar  el  convenio  en  referencia  i  de  conferir  autorlsadooes 
al  Poder  Ejecutivo  para  fomentar  la  instrucción  primaria»  estableció  en  d 
artículos.»  lo  siguiente: 

^El  Poder  Ejecutivo  cuidará  de  que  los  nombramientos  de  Direetores 
délas  escuelas  normales  I  primarias,  recaigan  en  personas  que  no  solamente 
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enseñen  bien  las  correspondientes  materias  de  instrucción,  s{no  que  den  a 
los  niños  ejenuplos  de  moralidad  i  buenas  costumbres ;  procediendo  de  con* 
formidad  en  todo  con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del 
Estado/ 

'^  El  señor  Antonio  Landínes  ha  creido  incompatible  la  última  parte 
de  este  artículo  con  ^el  principio  de  la  separación  de  los  dos  poderes  cítíI  f 
eclesiástico»  i  víolatorio  de  la  prohibición  constitucional  de  que  los  Estados 
intervengan  en  manera  alguna  en  asuntos  relijiosos '  i  por  tal  motivo  ocu« 
rrió  a  este  Supremo  Tribunal,  solicitando  la  suspensión  de  dicho  articulo  en 
su  parte  final.  El  señor  Procurador  concluye  su  esposicion  coadyuvando  la 
solicitud  de  Landínes,  como  se  vé  en  la  siguiente  vista : 

*  Como  el  infrascrito  ha  juzgado  que  este  artículo  en  su  parte  final  en- 
volvía una  modificación  al  convenio  celebrado  con  el  Gobierno  nacional  so* 
bre  instrucción  pública,  solicitó  para  emitir  concepto  acerca  de  la  peticioa 
de  Landines  que  el  Secretario  de  lo  Interior  i  Relaciones  Esteriores  enviara 
una  copia  del  espresado  convenio,  i  que  ademas  informara  si  el  Poder  Eje* 
cotivo  de  la  Union  habla  aceptado  las  condiciones  adicionales  introducidas 
por  la  Id  del  Estado  del  Tolima  de  i2  de  noviembre  de  1875. 

*Gon  fecha  96  de  febrero  contestó  el  Secretario  manifestando  que  en 
SQ  despacho  no  se  tenia  conocimiento  de  tal  lei,  i  que  por  consiguiente  el 
Poder  Ejecutivo  nacional  no  ha  aceptado,  ni  podido  aceptar,  las  condiciones 
introducidas  por  ella  al  convenio  sobre  instrucción  pública  primaría. 

*  Aun  cuando  es  discutible  si  el  mencionado  articulo  5.*  tiene  fuer« 
a  de  lei  una  vez  que  todavía  no  ha  sido  consentido  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo nacional,  como  una  adición  al  convenio  sobre  instrucción  pública,  e| 
iofrascrito  prescinde  de  entrar  en  el  examen  de  esta  cuestión  previa,  porque 
el  hecho  es  que  dicha  lei  siempre  liga  la  voluntad  del  Poder  Ejecutivo  del 
Estado  del  Tolima,  qui&n  no  podrá  en  ningún  caso,  haya  o  nó  convenio,  de- 
jarde  cumplir  con  las  prevenciones  que  en  dicho  articulo  leba  hecho  el 
lejislador  del  Estado. 

'  El  ciudadano  que  ha  ocurrido  pidiendo  la  suspensión  déla  última 
parta  del  articulo  8.*  ya  copiado,  dice  en  apoyo  de  ella,  que  esa  parte  pugna 
coa  el  principio  de  la  separación  de  los  poderes  civil  i  eclesiástico,  i  viola  la 
prohibición  constitucional,  de  que  los  Estados  intervengan  en  manera  al- 
gana  en  asuntos  relijiosos. 

*  El  infrascrito  encuentra  que  el  artículo  3.^  es  oscuro,  es  decir  que 
claramente  no  se  ordena  en  él,  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado  proceda 
QQ  él  asunto  de  nombramiento  de  Directores  de  las  escuelas  de  acuerdo  con 
'as  creencias  relijiosos  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado,  sino  úni- 
camente con  las  creencias  de  esa  mayoría»  sin  determinar  cuáles  sean,  sf  las 
meralesy  las  políticas  o  las  relljiosas. 


'    s 
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*  En  cuanto  a  la  prereneion  que  el  lejislador  hace  al  Poder  Ejecutivo 
del  Estado  de  que  los  nombramientos  de  Directores  de  las  escuelas  recaigan 
en  personas  que  no  solamente  enseñen  bien  las  correspondientes  materias 
de  instrucción,  sino  que  den  a  los  niños  ejemplos  de  moralidad  i  buenas 
costumbres,  hada  tiene  que  observar  el  infrascrito;  isiel  lejislador  del 
Tolifna  tenia  motivo  de  temer  que  los  encargados  de  hacer  tales  nombra- 
roíentos  escojieran  para  maestros  de  esencia  a  hombres  inmorales  i  de  ma« 
las  costumbres,  ha  estado  en  su  derecho  para  prevenir  que  no  se  hicieran 
semejantes  nombramientos. 

*  Lo  que  halla  sumamente  difícil  es  la  aplicación  de  la  regla  de  proce- 
dimiento que  el  lejislador  señala  al  Poder  Ejecutivo;  esto  es,  que  cuide  de 
obrar  en  este  negocio  de  acuerdo  con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  ha* 
hitantes  del  Estado,  pues  ya  se  deja  indicado  el  primer  obstáculo  que  se  le 
presentará,  que  es  el  de  saber  cuáles  son  esas  creencias,  i  el  segundo  el  de 
calificar  las  costumbres  por  esas  creencias,  pues  probablemente  se  tendría 
como  persona  de  malas  costumbres  el  que  no  sometiera  sus  actos  estemos 
a  loSvhábitos  o  exijencias  de  las  prácticas  reiíjiosas  déla  mayoría. 

'  El  insfrascrito  os  indica  que  en  su  entender  el  alcance  i  propósito  del 
articulo  3,^  es  el  de  prohibir  en  el  Estado  del  Tolima  que  sean  Directores  de 
las  escuelas,  los  que  no  sean  católicos,  apesar  de  que  en  el  convenio  con  el 
Gobierno  jeneral  se  estipuló :  '  que  el  Gobierno  en  observancia  del  inciso  16 
'del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional  no  interviene  en  la  instrucción 
'  relijiosa,  pero  que  las  horas  de  la  enseñanza  se  distribuirían  de  modo  que  a 
*los  alumnos  quedara  el  tiempo  suGciente  para  recibir  en  el  local  de  la 
*  escuela  o  fuera  de  él  tal  Instrucción,  a  voluntad  de  sus  padres,  o  deles 
^preceptores  que  estos  designen/ 

Pero  impedir  que  sea  maestro  de  escuela  para  enseñar  a  leer  i  escri- 
bir, idiomas,  jeografía  i  aritmética  al  que  no  crea  en  materias  relijíosas  lo 
que  crea  la  mayoría,  no  solamente  es  un  absurdo  incalificable,  sino  un  acto 
contrarío  a  la  Constitución  nacional,  porque  siendo  los  Directores  de  escuela 
empleados  públicos  no  se  pueden  exijir  condiciones  provenientes  de  sus 
creencias  relijíosas  para  ser  nombrados,  puesto  que  la  relijion  no  es  asunto 
de  gobierno. 

*  En  tal  virtud,  el  infrascrito  coadyuva  la  petición  de  Landines,  sobre 
suspensión  de  la  última  parte  del  artículo  5.o  de  la  lei  de  18  de  noviembre 
de  1875,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  del  Tolima,  en 
cuanto  que  por  dicha  parte  se  comprenda  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
se  someta  a  las  creencias  relijíosas  de  la  mayoría  de  los  tolimenses  para  de- 
terminar por  ellas  cuáles  personas  son  aptas  para  ser  maestros  de  las  escue- 
las primarias   déi  a  normal.* 

"Alas  consideraciones  emitidas  por  el  señor  Procurador,  que  la  Corta 
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ftOepta,  se  agrega  lo  siguiente :  la  voz  creencia  en  su  acepción  lejítima  signf» 
flca  relíjiones ;  sectas,  según  el  Diccionario  de  la  lengua  de  la  Academia  es* 
pañola;  i  como  la  leí  acusada  emplea  dicha  voz,  es  claro  que  la  condición 
exijida  por  ella  para  poder  ser  nombrados  institutores  en  el  Tolima,  se  refiere 
a  la  creencia  relijfosa ;  mas  como  la  reí ij ion  no  es  asunto  de  gobierna,  la 
lei  que  se  ocupare  de  este  asunto  sale  de  la  esfera  constitucional  I  se  pone  en 
antagonismo  con  las  instituciones  federales. 

"  £1  artículo  legal  que  se  examina  es  contrario  a  la  bases/del  conve- 
nio aprobado  en  la  misma  lei :  allí  se  reconoce  el  principio  constitucional  de 
la  prescindencia  del  Gobierno  en  la  instrucción  relijiosa,  i  el  articulo  acusa- 
do exije  que  los  Directores  de  escuelas  tengan  la  condición  de  pertenecer  a 
las  creencias  de  la  mayoría  délos  tolimenses,  i  eomoesta  condición  envuel* 
ve  la  protección  a  determinado  -cultOy  es  evidente  su  antagonismo  con  la 
Constitución  nacional. 

"  En  mérito  de  lo  espuesto  i  administrando  justicia  en  nombre  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte,  en  ejercicio 
delaaUríbucion  que  leconGere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  sus. 
pende  la  ejecución  de  la  parte  final  del  artículo  3.°  de  la  leí  de  12  de  no. 
viembredel875,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano 
ddTolima,  que  dice  :  *  procediendo  de  conformidad  en  todo  con  las  creen- 
cias de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado.' 

'^Notifíquese,  publíquese  en  el  Diario  Oficial,  remítase  copia  de  esta 
resolución  al  Gobierno  Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Tolima,  i  envíese 
orijinalel  espediente  al  Senadode  Plenipotenciarios  para  su  decisión  ulterior/' 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unáni- 
me de  los  señores  Majistrados. 

Con  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  que  someter  a  la  consideración 
de  la  Corte,  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistra* 
do  Presidente  i  demás  señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

£1  Presidente,  Manuel  W.  Círvajal — Juan  Agustín  Uricoeguea — 

UaRCCL    EZEQUIEL   CORRALES— -^RaFAEL   MaRTINEZ   R. — JOSE    M.  ROJAS    GA- 

ERUK)— £1  Secretario,  Rafael  J?.  Santander. 

Es  copla  conforme.  Bogotá,  veintisiete  de  marzo  de  mil  ochocientos 
setenta  i  seis.  El  Secretario,  Rafael  E.  Santander, 


Informes  de  la  Comisión  inspectora. 

Honorables  Senadores.  * 

Con  fecha  is  de  noviembre  de  i875  espidió  la  Asamblea  lejislativa  del 
ISstado  soberano  del  Tolima,  la  lei  que  apruel^a  un  convenio  i  autoriza  al 
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Poder  Ejecutivo  para  dar  ensanche  a  la  instrucción  primaria,  i  el  artieutoS.^ 
de  esa  leí  se  espresa  asi :  **  El  Poder  Ejecutivo  cuidará  de  que  los  nombra- 
mientos de  los  Directores  délas  escuelas  normales  i  primarlas  recaiga  eo 
personas  que  no  solamente  enseñen  bien  las  correspondientes  materias  de 
Instrucción,  sino  que  les  den  a  los  niños  ejemplos  de  moralidad  i  buenas  eos* 
lumbres ;  procediendo  de  conformidad  en  todo  con  las  creencias  de  la  maigoría 
de  los  hMtantes.** 

El  señor  Antonio  Landines  solicitó  de  la  Corte  Suprema  de  la  Nación 
la  suspensión  de  la  parte  final  de  ese  articulo,  i  el  Tribunal  Supremo,  des- 
pués de  oir  al  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  por  acuerdo  tenido  el 
St  de  marzo  de  este  año,  decretó  la  suspensión  de  esa  parte  del  artículo, 
remitiendo  el  espediente  al  Senado  para  la  decisión  ulterior.  La  Comisión  de 
revisión  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  que  ha  examinado  estene* 
gocio,  cumple  con  el  deber  de  presentaros  el  informe  que  le  corresponde, 
proponiendo  como  consecuencia  de  él  la  resolución  que  estima  debe  adop- 
tarse. 

El  señor  Landines  funda  su  solicitud  en  que,  disponiéndose  en  toparte 
final  del  articulo  3.o  de  la  lei  ya  citada,  que  el  Poder  Ejecutivo  al  verificar  el 
nombramiento  de  los  Directores  de  las  escuelas  normales  i  primarias,  proce* 
da  de  conformidad  en  todo  con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  hdbitantesy  se 
viola  o  contraría  el  principio  de  la  separación  de  los  dos  poderes  civil  i  ecle- 
siástico, faltando  así  al  precepto  constitucional  que  prohibe  que  los  Estados 
intervengan  en  manera  alguna  en  asuntos  relljiosos.  El  señor  Procurador 
jeneral  de  la  Nación  estima  como  oscura  esa  parte  del  articulo,  i  tomando» 
una  de  las  acepciones  que  se  da  a  la  palabra  creencia,  opina  que  la  recomen- 
dación o  encargo  que  se  hace  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  del  Tolima  para 
proceder  al  nombramiento  de  los  Directores  de  las  escuelas  normales  i  prima- 
rías, se  refiere  a  la  creencia  relljiosa,  i  por  lo  mismo,  coadyuvando  al  señor 
Landines  en  su  solicitud,  pidió  a  la  Corte  Suprema  la  suspensión  de  la  eje- 
cución de  la  parte  final  del  artículo  3.°  de  la  lei  ya  mencionada.  Reconoce 
el  señor  Procurador  jeneral  que  difícil  seria  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
del  Tolima,  aplicar  la  regla  de  procedimiento  que  el  lejislador  le  señala,  al 
encargarle  que  al  obrar  en  este  negocio,  cuide  de  hacerlo  de  acuerdo  con  las 
creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado.  La  Corte  Suprema, 
aceptando  el  informe  del  señor  Procurador  jeneral,  acordó  la  suspensión  de 
la  parte  final  del  artículo  Z,^  del  cual  se  trata. 

La  Comisión  al  dar  al  Senado  el  informe  que  es  de  su  deber,  observa  en 
primer  lugar,  que  la  lei  del  Estado  t^erano  del  Tolima  tiene  por  objeto  la 
aprobación  de  un  convenio  celebrado  entre  el  Gobierno  de  la  Union  i  el  del 
Estado,  sobre  instrucción  primaria,  i  no  es  de  creerse  que  si  en  el  convenio 
se  hubiera  introducido  alguna  alteración,  o  que  se  hubiera  modificado  en  lo. 
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mas  mínimo  qae  hubiera  sido,  la  parte  que  do  interTino  en  eato»  que  en  el 
presente  caso  es  el  Gobierno  de  la  Union,  dejara  pasar  desapercibida  esa  no- 
YMad,  i  que  no  redamara  contra  ella,  con  tanta  mas  razón,  si  esa  alteración 
se  refiriera,  aun  cuando  fuera  mui  remotamente»  i  dándole  una  interpreta- 
ción forsadaí  a  un  punto  tan  grave  i  de  tanta  resonancia  bol»  como  es  el  que 
en  cualquiera  manera  se  hiciera  intervenirla  creencia  católica  en  el  Direc- 
tor de  la  enseñauEa,  como  condición  indispensable  para  ejercer  su  ministe- 
rio :  que  en  ninguna  manera  la  parte  final  del  articulo  3.^  de  la  leí  del 
Tolíma  tiene  tal  objeto,  se  comprende  sin  ningún  esfuerzo,  cuando  el  Go- 
bierno de  la  Union  no  hizo  ni  ha  hecho  después  que  se  le  pidió  informe, 
ninguna  observación,  i  menos  reclamación  sobre  el  particular.  Puede,  ade- 
mas, verse  el  informe  del  señor  Director  de  instrucción  pública,  muí  favora- 
ble respecto  al  Estado  del  Tolíma,  en  cuanto  al  cumplimiento  del  convenio 
en  virtud  del  cual  se  da  allí  la  instrucción  primaria. 

En  segundo  lugar  obsérvala  Comisión,  que  el  artículo  3.^  de  la  lei  del 
Tolima  en  todo  él,  no  contiene  nada  preceptivo ;  no  impone  obligación  nin- 
guna al  encargado  de  su  ejecución ;  al  Poder  Ejecutivo  se  le  advierte  que 
procure  que  los  Directores  de  las  escuelas  estén  adornados  de  cualidades» 
qae  a  mas  de  las  de  aptitud  parala  enseñanza,  les  den  respetabilidad  por  sa 
moralidad,  por  sus  buenas  costumbres,  i  que  proceda  en  todo  de  conformi- 
dad con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes.  No  se  halla  que  en 
manera  ninguna  se  imponga  una  obligación  al  encargado  de  velar  por  el 
cumplimiento  de  un  convenio  -,  se  deja  al  juicio  de  ese  empleado  el  cuidado 
de  no  proponer  para  institutores  o  maestros  de  la  enseñanza,  a  los  que  no 
tengan  requisitos  que  en  todo  pueblo  culto  se  estiman  en  alto  grado.  I  cabe 
aliora  preguntar  ¿Se  comprende  en  el  número  de  esos  requisitos  el  de  la  pro* 
fesíon  déla  relijion  católica,  para  poder  ser  Director  de  una  escuela  en  el 
Estado  del  Tolima,  como  lo  han  conjeturado  el  señor  Procurador  jeneral  ¡  la 
Corte  Suprema  déla  Nación  ?  No,  ciertamente,  i  si  a  esa  pregunta  no  puede 
darse  otra  respuesta,  evidente  es  que  el  fallo  de  la  Corte  Suprema,  por  mas 
respetable  que  sea  el  personal  del  cual  ella  se  compone,  carece  de  funda- 
mento, basado  como  se  halla  en  una  interpretación  de  la  palabra  creenctOf 
que  ha  indinado  el  ánimo  de  los  ilustrados  Majistrados  a  hallar  en  ella  la 
profesión  del  catolicismo,  como  condición  para  poder  rejentar  una  escuela. 
1  aun  suponiendo  que  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  del  Tolima  se  le  hubiera 
encomendado  que  cuidara  de  que  los  nombramientos  de  los  Directores  de 
las  escuelas  normales  i  primarias,  recayeran  en  individuos  que  porfesaran  la 
relijion  católica,  no  habría  razón  para  suspender  esa  advertencia,  aun  cuando 
86  encontrara  incluida  en  la  lei ;  si  nada  se  manda  que  se  presente  con  el  ca- 
rácter de  obligatorio  i  que  se  ordene  que  se  cumpla,  ¿  qué  es  lo  que  en  tal 
«"•aso  se  suspende?  Absurdo  mui  notable  seria  que  se  suspendiera  el  encargo 
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de  cuidar  el  que  una  cosa  se  haga  de  tal  o  cual  modo,  con  la  mira  de  pronN 
rar  al  ejecutor  el  mejor  acierto  en  el  modo  de  proceder»  ningún  efecto  ten- 
éria  semejante  suspensión,  i  la  que  ha  recaído  en  la  parte  final  del  artículo 
S.**delalei  delTolima,  la  cual,  como  ya  se  ha  copiado,  dice  así:  **procediea« 
do  de  conformidad  en  todo  con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes»'' 
llevada  a  efecto  porque  el  Senado  la  anulara,  ningún  resultado  positivo  ten- 
dría esto :  la  anulación  no  alcanzaría  a  obrar  sobre  la  voluntad  de  un  funcio* 
nario  público,  que  juzgara  que  en  el  nombramiento  de  Directores  para  las  es- 
cuelas debía  proceder  acatando  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes* 
Mo  puede  por  lo  tanto  caber  duda  acerca  derque  sobre  las  palabras  o  parte 
del  artículo  de  que  se  trata  no  puede  caer  suspensión  ni  anulación. 

La  comisión  no  debe  omitir  la  siguiente  observación  que  patentiza  mas, 
si  cabe,  que  de  ninguna  manera  puede  interpretarse  que  el  cuidado  qoe se 
encarga  al  Poder  Ejecutivo  del  Tolima  de  proceder  en  todo  (en  el  nombra- 
miento de  los  Directores  de  las  escuelas)  de  conformidad  con  la  creencia  de 
la  mayoría  de  los  habitantes,  se  refiera  o  tenga  en  mira  que  se  busque  en  esos 
Directores,  que  profesen  el  catolicismo  u  otra  cualquiera  relijion,  toda  vei 
que  se  ac^tó  por  el  Gobierno  del  Tolima  i  se  aprobó  por  el  de  la  Union,  la 
modificación  consignada  en  el  convenio  con  el  número  3."  del  articulóla 
que  dice  así:  **  £1  Gobierno  en  observancia  del  inciso  16  del  articuléis 
(nótese  bien)  de  la  Constitución  nacional,  no  intervendrá  en  la  Instrucción 
relíjiosa,  pero  las  horas  de  enseñanza  se  distribuirán  de  modo  que  a  los  alum* 
nos  quede  el  tiempo  suficiente  para  recibir  en  el  local  de  la  escuela  o  fuera 
de  ella  tal  instrucción,  a  volunud  de  sus  padres,  o  de  los  directores  que  éstos 
designen."  La  lectura  sola  de  esta  cláusula  del  convenio,  al  cual  se  refiérela 
leí  de  itl  de  noviembre  de  l875  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Es- 
tado soberano  del  Tolima,  debió  alejar  el  teihor  del  individuo  que  pidió  la 
suspensión  déla  parte  final  del  artículos.^  de  esta  lei,  como  violatoria  déla 
Constitución  nacional,  por  cuanto  ésta  prohibe  que  los  Estados  intervengan 
en  manera  alguna  en  asuntos  relijiosos ;  así  como  del  señor  Procprador  je- 
neral  i  de  la  Corte  Suprema  de  la  Nación,  que  estimaron  como  inconstitu- 
cional esa  parte  del  artículo  acusado,  sin  citar  el  del  Código  fundamental 
que  con  ella  se  viola,  acordando  la  suspensión  del  cumplimiento  de  dicha 
parte. 

En  conformidad  con  lo  espuesto  la  Comisión  inspectora  de  los  actos 
lejislativos  de  los  Estados  os  propone  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  ejercicio  de  la  atribución  5.*delartí' 
culo  51  de  la  Constitución,  declara  valídala  parte  final  del  articulo  5.^  de  lald 
espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  del  Tolítna  de  fecha 
iS  de  noviembre  de  1875,  aprobando  un  convenio  i  autorizando  al  Poder  Eje- 
cutivo para  dar  ensanche  a  la  instrucción  primaria,  por  cuanto  en  lo  que  esa 
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parte  se  contiene  no  se  viola  ninguna  disposición  constitucional  ni  legal  de  la 
UnloD. 

Comuniqúese,  publiquese,  devnéhase  el  espediente  a  la  Corte  Su- 
prema. 

Bogotá,  se  de  abril  de  i 876. 

Serjio  AiiD0L£D4 — JosB  M.  Mi^RTiNBz  Pardo— Fírmo  en  cumpHmiento 
del  Reglamento,  Narciso  Cadena — Firmo  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  88  del  Reglamento,  Rafael  Rodríguez. 


Esta  resolución  fué  negada  en  segundo  debate  el  91  de  febrero  de  1877. 


(Informe  de  la  minoría  de  la  Comisión.) 

* 

Ciudadanos  Senadores. 

La  mayoría  déla  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados  ha  juzgado  que  la  parte  Bnal  del  articulo  S.°  de  la  lei  de  IS  de  no- 
viembre de  i875  ''que  aprueba  un  convenio  i  autoriza  al  Poder  Ejecutivo 
para  dar  ensanche  a  la  instrucción  primaria,''  espedida  por  la  Asamblea  le- 
j  slativa  del  Estado  del  Tolima,  no  ataca  en  manera  alguna  la  Constitución 
nacional,  i  por  consiguiente  que  no  ha  tenido  fundamento  la  Suprema  Corte 
federal  para  suspender  su  ejecución ;  i  teniendo  la  pena  de  estar  en  desa* 
cuerdo  con  nuestros  ilustrados  colegas,  vamos  a  cumplir  con  el  deber  que 
nos  imponed  Reglamento  de  presentar  un  informe  separado. 

El  artículo  3.^  de  la  lei  citada  dice  lo  siguiente :  **  £1  Poder  Ejecutivo 
coidará  de  que  los  nombramientos  de  Directores  de  las  escuelas  normales! 
primarias,  recaigan  en  personas  que  no  solamente  enseñen  bien  las  corres- 
pondientes materias  de  instrucóion,  sino  que  den  a  los  niños  ejemplos  de 
moralidad  i  buenas  costumbres ;  procediendo  de  conformidad  en  todo  con  las 
creencias  de  la  mayoHa  de  los  habitantes  del  Estado.*^ 

Leyendo  con  atención  el  informe  de  la  mayoría  se  verá  que  las  razones 
que  en  él  se  esponen  están  reducidas  a  las  dos  siguientes  : 

i/  La  parte  del  articulo  suspendida,  que  es  la  testada  arriba,  no  con- 
tiene un  mandato  o  precepto  sino  solamente  una  recomendación  ; 

^/  La  opinión  de  que  por  esa  parte  de  la  lei  se  exije  la  condición  de 
que  los  individuos  en  quienes  recaiga  el  nombramiento  de  Directores  de  es« 
cuelas  sean  católicos  se  deduce  de  ella  por  medio  de  una  interpretación 
fonada,  pues  si  tal  disposición  fuera  esplicita,  ^lla  modificaría  el  convenio 
i  seria  contraria  a  la  cláusula  s.»  del  articulo  I. <>  de  ese  documei^to  en  que 


^ 
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•e  establece  que  el  Gobierno  no  intervendrá  en  la  educación  relijiosadelos 
alumnos,  cosa  que  el  Gobierno  nacional  se  habría  apresurado  a  recbaziri 
i  BO  lo  ha  hecho. 

De  la  exactitud  i  fuerza  de  la  primera  razón  se  puede  juzgar  obser- 
vando que  conforme  al  artículo  S66  del  Decreto  orgánico  de  la  instrucción 
primaria,  es  al  Poder  Ejecutivo  de  los  Estados  al  que  corresponde  hacer 
los  nombramientos  de  los  Directores  de  las  escuelas  primarias,  i  que  para 
el  del  Tolima  un  acto  de  la  Asamblea  lejislativa  en  que  se  le  d¡cequeciii« 
dard  de  que  aquellos  nombramientos  se  hagan  de  conformidad  con  ias 
creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado,  contiene  un  mandato 
espresOf  tanto  por  la  forma  esencialmente  imperativa  en  que  está  concebido, 
como  por  su  condición  de  ájente  de  la  Asamblea  i  aun  por  la  misma  signifi- 
cación literal  del  verbo  cuidar,  que  le  indica  que  debe  poner  especial  dilijen* 
da  i  atención  en  hacerlos  nombramientos  de  conformidad  con  la  condición 
establecida. 

Respecto  de  la  segunda  razón,  se  convendrá  en  que  al  entender  la 
disposición  suspendida  en  el  sentido  de  que  por  ella  se  quiere  que  loa  nom- 
bramientos de  Directores  de  escuelas  se  hagan  en  individuos  que  profesen 
la  relijton  católica,  se  le  da  aja  palabra  creencia  la  signiñcacion  en  que  sa 
la  ha  querido  emplear,  porque  esa  es  su  acepción  natural,  porque  estada 
acuerdo  con  el  espíritu  que  dominaba  notoriamente  al  tejislador  I  porque 
se  refiere  a  los  habitantes  de  un  Estado  que  son  no  solo  en  su  mayoría,  sioo 
casi  en  su  iotalidad,^^católicos. 

Si  el  Gobierno  nacional,  apesar  de  esto,  no  ha  rechazado  esa  disposi- 
ción como  contraria  al  convenio,  será  porque,  como  lo  dice  el  señor  Secre- 
tario de  lo  Interior  i  Relaciones  Estertores  en  la  nota  que  se  rejístra  al  folio 
6.^  del  espediente,  el  Poder  Ejecutivo  no  tenia  conocinilento  oficial  del  texto 
de  la  lei,  o  porque  no  estando  dominado  realmente  por  la  animosidad  i  las 
prevenciones  que  se  le  suponen  en  los  asuntos  que  se  rozan  con  las  creen- 
cías  católicas,  ha  creído  que  podía,  sin  faltar  a  sus  deberes,  pasar  por  alto 
una  disposición  que  por  la  naturaleza  de  las  cosas  i  de  circunstancias  noto- 
rias, tiene  tanta  fuerza  estando  consignada  en  una  lei,  como  no  estándolo, 
según  lo  insinúa  también  la  mayoría  de  la  Comisión. 

Quedan  pues  en  pié  los  fundamentos. en  que  la  Suprema  Corte  apoyó 
la  resolución,  la  fuerza  de  los  cuales  aparece  con  mas  claridad  refiexionan- 
do,  que  la  condición  impuestaTpor  la  lei  del  Tolima  establece  una  coacctoo 
mas  o  menos  fuerte  sobre  el  ánimo  de  los  individuos  qué  s^  han  dedicado 
o  quieran  dedicarse  a  la  profesión  de  la  pedagójia,  en  el  sentido  de  compe- 
lerlos a  abrazar  la  relijion  católica  o  de  mantenerse  en  ella  si  quieren  ser 
nombrados  Directores  de  escuelas  o  conservar  sus  destinos ;  i  por  consi- 
guiente, tales  individuos  sufren  una  restricción  en  la  amplia  libertad  que  ba 
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faerido  concederles  la  Gonstitacion  nacional  de  profesar  libremente  laie* 
lijioa  que  a  bien  tengan. 

Portales  motivos  concluimos  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

resolución: 

*'E1  Senado  de  Plenipotenciarios»  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le 
concede  el  inciso  h,^  articulo  5t  de  la  Constitución  nacional»  declara  nula, 
por  ser  contraria  al  inciso  16  artículo  i6  de  la  6onstltucfQn  nacional»  la 
parte  final  del  artículo  3.^  de  la  lei  de  12  de  noviembre  de  1875  '^que 
aprueba  un  convenio  i  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  dar  ensanche  ala 
instrucción  primaria/'  espedida  por  la  Asamblea  lejíslativa  del  Tolima»  i 
qae  dice:  ** procediendo  de  conformidad  en  todo  con  las  creencias  de  la 
mayoría  def  los  habitantes  del  Estado.^ 

Comuniqúese  i  publíquese»  i  devuélvase  el  espediente  de  la  Suprema 
Corte  federal. 

Bogotá,  junio  19  de  1870. 

Ciudadanos  Senadores. 

Narciso  Cadena — Rafael  Rodríguez. 


Fué  aprobado  este  proyecto  en  4.®  i  S.^  debates  en  los  días  21  i  S3  de 
febrero  de  1877.— El  Secretario  del  Senado,  T.  Rodríguez  Pérez, 


m. 


TAlilDEZ  de  los  artieulos  «/  S»t  i  A**  de  la  lelSfte  de  IMt 

del  Estado  del  Oauea,  *' sobre  minas.*' 


Vista  del  Procurador  jeneral. 

Señores  lidlajistrados. 

Primitivo  Valencia  ha  solicitado  la  suspensión  de  los  artículds  ),<»  S.» 
14.«de  la  lei  sse  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano 
id  Cauca  con  fecha  30  de  setiembre  de  1872. 

Estando  ya  bien  preparado  este  asunto  con  la  agregación  de  la  lei  856 
icón  la  66  sobre  minas,  ala  que  se  refiere  la  primenii  pasa  el  infrascrito  a 
emitir  su  concepto. 

El  artículo  2.o  de  la  mencionada  lei  dice  i  "  Los  dueños  de  minas  i 
mineras  que  hayan  sido  rejistradas  i  puestas  en  esplotaclon  desde  la  pubU- 
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cacion  de  la  leí  66,  i  de  las  que  en  adelante  se  rejistren  í  esptoten»  deberán 
indemnizar  tos  perjuicios  que  ocasione  la  esplotacion,  de  conformidad  con  las 
reglas  siguientes: 

V  Pagar  al  dueño  del  terreno  en  que  esté  situada  la  mina  o  mi- 
nera el  valor  de  los  terrenos  que  inutilice  el  laboreo,  de  la  depreciación  que 
les  cause  ide.cualesquiera  otros  daños  queél  ocasione. 

9.*  Pagar  a  los  respectivos  propietarios  los  daños  i  perjuicios  que  cau- 
sen las  aguas  empleadas  en  el  labóreoslos  terrenos,  semenieras,  pastales» 
cauces,  máquinas  i  animales,  bien  sean  de  particulares,  de  corporaciones 
o  del  común  de  algún  pueblo. 

Parágrafo.  Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  comprende  a  las  minas 
antiguas,  es  decir,  a  aquellas  cuyos  títulos  se  hayan  espedido  o  refrendado 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  titulo  V  de  la  leí  66  i  sus  adicionales. 

El  infrascrito  no  encuentra  motivo  alguno  para  que  el  nrtículo  S.^que 
se  deja  copiado  sea  inconstitucional,  considerado  como  un  ataque  a  la  pro* 
piedad,  pues  en  vez  de  atacarla  la  asegura  dando  reglas  para  cobrar  daños 
i  perjuicios  al  dueño  del  terreno  por  los  desfalcos  que  un  tercero  le  ocasione 
en  su  provecho. 

En  cuanto  a  la  disposición  contenida  en  el  parágrafo,  tampoco  la  en- 
cuentra contraria  a  la  misma  garantía,  porque  aun  cuando  respecto  délas 
minas  i  mineras  abiertas  i  elaboradas  antes  de  34  de  setiembre  de  i859,  que 
es  la  fecha  en  que  se  espidió  la  leí  66,  no  exija  el  dueño  del  terreno  los  per- 
juicios que  se  le  ocasionen  según  las  reglas  del  artículo  2,o  él  los  exíjirá  con 
arreglo  a  laiejislaclon  anterior  a  la  espedicion  déla  citada  lei  66,  sin  que  se 
pueda  alegar  que  se  peca  contra  el  principio  de  la  igualdad,  porque  el  lejis- 
lador  no  tiene  pauta  en  la  Constitución  a  qué  sujetarse  para  determinarla 
manera  de  hacer  efectivos  los  daños  i  perjuicios  provenientes  de  actos  civi- 
les en  que  sufra  la  propiedad  de  terceros. 

Se  ha  considerado  también  por  el  petioionario  la  disposición  conteni- 
da en  el  artículos.^  como  que  tiene  efecto  retroactivo,  i  en  consecuencia  como 
contraria  al  articulo  94  de  la  Constitución  nacional. 

Efectivamente  la  redacción  del  mencionado  artículo  3.**  da  lugar  a 
que  se  pueda  entender  que  los  perjuicios  que  tiene  derecho  de  reclamar 
jel  dueño  del  terreno  del  esplotador  de  una  mina,  i  que  se  hayan  causado 
durante  el  tiempo  trascurrido  desde  que  se  espidió  la  lei  66  hasta  la  san- 
ción de  la  lei  356,  es  decir,  desde  24  de  setiembre  de  4859  hasta  30  de  setiem- 
bre de  1872,  se  determinen  con  arreglo  a  la  última  lei. 

I  como  la  lei  66  en  el  titulo  7 .''  se  ocupó  de  señalar  las  obligaciones  i 
derechos  de  los  propietarios  de  minas  o  mineras,  es  indudable  que  basta  la 
espedicion  de  la  lei  556,  es  la  lei  66  i  no  la  última  la  que  debe  aplicarse  eo 
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lo  relativo  a  perjuicios  reclamados  por  los  dueños  de  terrenos  en  que  hai 
minas  esplotadas  por  otros. 

El  infrascrito  coadyuva,  pues,  en  esta  parte  la  presente  solicitud, 
para  que  suspendáis  el  artículo  2.o  en  cuanto  es  aplicable  a  hechos  ante* 
rieres  a  su  espedicion. 

Como  los  artículos  3. ""  i  4.o  no  contienen  sino  disposiciones  desarro- 
liando  el  pensamiento  del  lejislador  espresado  en  el  articulo  2»^  a  ellos  son 
aplicables  las  consideraciones  espuestas  respecto  del  citado  artículo  2.o 

BoRoti,  mayo  i. o  de  1876. 


Acuerdo  de  la  Corte 

£1  infrascrito  Secret'irio  de  la  Corte  Suprema  federal  certifica  que  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal  de  la  pajina  doscientas  setenta  i  tres  a 
la  doscientas  setenta  i  siete  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá»  a  doce  de  mayo  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se  cons- 
tituyó la  Corte  Suprema  federa]  en  sala  de  acuerdo  con  asistencia  del  señor 
Majistrado  Presidente,  doctor  José.M.  Rojas  Garrido,  i  demás  señores  Majis- 
trados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  Rafael  Martínez  R,  Emigdio  Pa- 
láu  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  consideración  la 
solicitud  que  ha  dirijido  a  la  Corte  Primitivo  Valencia  para  que  se  suspendan 
los  artículos  9,*  o.®  i  4.*  de  la  lei  356  sobre  minas,  espedida  por  la  Asamblea 
del  Estado  soberano  del  Cauca  el  20  de  setiembre  de  i87S.  El  señor  Majis- 
trado doctor  Rojas  Garrido,  a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto,  pre- 
sentó el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

**  Vistos :  El  señor  Procurador  jeneral  de  la  ünion  ha  espuesto  lo  que 
sigue : 

*  Primitivo  Valencia  ha  solicitado  la  suspensión  de  los  artículos  2,*  S.® 
i  4.Q  de  la  lei  556,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano 
del  Cauca  con  fecha  20  de  setiembre  de  1873. 

'Estando  ya  bien  preparado  este  asunto  con  la  agregación  de  la  leí  356 
ieoD  la  66  sobre  minas  a  la  que  se  refiere  la  primera,  pasa  el  infrascrito  a 
emitir  su  concepto. 

^El artículo  S.»  de  la  mencionada  lei  dice  :   *  Los  dueños  de  minas  i 

*  mineras  que  hayan  sido   rejistradas  i  puestas  en  esplotacíon  desde  la  pu- 

*  blicacion  de  la  lei  66,  i  de  las  que  en  adelante  se  rejistren  i  esploten,  debe* 
'finindemnizar  los  perjuicios  que  ocasione  la  esplotacion  de  conformidad 
'eonlas  reglas  siguientes : 

'  1  .*  Pagar  al  dueño  del  terreno  en  que  esté  situada  la  mina  o  minera 
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« el  Talor  de  los  terrenos  que  inutilice  el  laboreo,  de  la  depreciación  que  les 

*  cause  i  de  cualesquiera  otros  daños  o  perjuicios  que  él  ocasione ; 

'S*  Pagara  los  respectivos  propietarios  los  daños  i  perjuicios  que 
'  causen  las  aguas  empleadas  en  el  laboreo  a  los  terrenos»  sementeras,  paS' 
'  tales,  cauceSi  máquinas  i  animales,  bien  sean^de  particulares,  de  corpora- 
'ciones  o  del  común  de  algún  pueblo. 

*  Parágrafo.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  comprende  a  las  minas 

*  antiguas»  es  decir,  a  aquelKis  cuyos  títulos  se  bayan  espedido  o  refrendado 

*  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  título  V  de  la  lei  66  i  sus  adicío- 

*  nales/ 

'  £1  infrascrito  no  encuentra  motivo  alguno  para  que  el  artículo  S.o  qae 
se  deja  copiado  sea  inconstitucional  considerado  como  un  ataque  a  la  pro- 
piedad, pues  en  vez  de  atacarla  la  asegura  dando  reglas  para  cobrar  daños  i 
perjuicios  al  dueño  del  terreno  por  los  desfalcos  que  un  tercero  le  ocasione 
en  su  provecho. 

*  £n  cuanto  a  la  disposición  contenida  en  el  parágrafo,  tampoco  la  en- 
cuentra contraria  a  la  misma  garantía,  porque  aun  cuandu  respecto  de  las 
minas  i  mineras  abiertas  i  elaboradas  antes  de  1í4  de  setiembre  de  1859,  qae 
es  la  fecha  en  que  se  espidió  la  leí  66,  no  exija  el  dueño  del  terreno  los  per- 
juicios que  se  le  ocasionen  según  las  reglas  del  artículo  3,o  él  los  exijirá  con 
arreglo  a  la  lejislacion  anterior  a  la  espedícion  de  la  citada  lei  66,  sin  que  se 
pueda  alegar  que  se  peca  contra  el  principio  de  la  igualdad,  porque  el  lejía- 
lador  no  tiene  pauta  en  la  Constitución  a  qué  sujetarse  para  determinar  la 
manera  de  hacer  efectivos  los  daños  i  perjuicios  provenientes  de  actos  civi« 
les  en  que  sufra  la  propiedad  de  terceros. 

*  Se  ha  considerado  también  por  el  peticionario  la  disposición  conteni- 
da en  el  artículo  3.o  como  que  tiene  efecto  retroactivo,  i  en  consecuencia 
como  contraria  al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional. 

'Efectivamente  la  redacción  del  mencionado  articulo  t.»  da  lugar  a 
que  se  pueda  entender  que  los  perjuicios  que  tiene  derecho  de  reclamar  el 
dueño  del  terreno  del  esplotador  de  una  mina,  i  que  se  hayan  causado  du- 
rante el  tiempo  trascurrido  desde  que  se  espidió  la  lei  66  hasta  la  sanción 
de  la  let  356,  es  decir,  desde  24  de  setiembre  de  i 859  hasta  20  de  setiembre 
de  1873,  se  determinen  con  arreglo  a  la  última  lei. 

*  I  como  la  lei  66  en  el  titulo  7.o  se  ocupó  de  señalar  las  obligaciones  i 
derechos  de  los  propietarios  de  minas  o  mineras,  es  indudable  que  hasta  la 
espedícion  de  la  lei  356,  es  la  lei  66  i  no  la  tiltíma  la  que  debe  aplicarse  en  lo 
relativo  a  perjuicios  reclamados  por  los  dueños  de  terrenos  en  que  ha!  mi- 
nas esplotadas  por  otros. 

'  El  infrascrito  coadyuva  pues  en  esta  parte  la  presente  solicitud,  para 
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i|ue  suspendáis  el  artículo  S.»  en  cuanto  es  aplicable  a  liechos  anteriores  a 
su  espedicion. 

'Como  los  artículos  3.°  i  4.ono  contienen  sino  disposiciones  desarro- 
llando el  pensamiento  del  lejislador  espresado  eñ  el  articulo  %^  a  ellos  son 
aplicables  las  consideraciones  espuestas  respecto  del  citado  artículo  S.**' 

''Los artículos  3.°  i  4.<'  se  espresan  asi : 

*  Artículo  3. o  Si  los  interesados  no  se  convienen  en  el  valor  de  los  da- 
nos I  perjuicios  de  que  habla  el  articulo  anterior,  se  Ajarán  por  peritos  nom* 
brados  por  ellos  i  un  tercero  por  el  respectivo  Juez, 

'Articulo  4*"  Cuando  los  dueños  de  minas  que  estén  en  laboreo,  no 
paguen  el  todo  o  parte  del  valor  de  los  daños  i  perjuicios,  los  interesados 
que  han  sufrido  éstos,  tienen  derecho  de  pedir  al  Ju^z  que  obligue  al  minero 
a  dar  íiauza,  a  satisfacción  del  Juei,  de  pagar  oportunamente  dicho  valor. 
Si  dicha  fianza  no  se  prestare,  el  Juez  espresado  suspenderá  el  laboreo  de 
la  mina.' 

"  De  acuerdo  en  un  todo  la  Corte  con  la  anterior  esposicíon,  adminis- 
trando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autori- 
dad de  la  leí,  suspende  la  ejecución  de  los  artículos  S,^  3.®  i  4.«  de  la  leí  356 
espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  del  Cauca,  de  fecha 
I  veinte  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  dos,  en  cuanto  se  considera 
que  tienen  efecto  retroactivo ;  de  modo  que  dichos  artículos  no  podrán  ser 
aplicables  a  hechos  anteriores  a  la  espedicion  de  la  espresada  leí.  Publiqoe- 
se  esta  decisión  en  el  Diario  Oficial  déla  Union,  envíese  copia  al  Poder  Eje- 
cutivo del  EstadQ  soberano  del  Cauca  i  remítase  el  espediente  al  Senado  para 
sa  decisión  ulterior,  dejándose  copiado  esta  resolución.  Notinquese."' 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unáni- 
me de  ios  señores  Majístrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo  que  firman  el  señor  Ha- 
jistrado  Presidente  i  demás  señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 
£1  Presidente,  JoseM.  Rojas  Garrido — Manuel  Ezeqciel  Corrales — 
Rafael  Martínez  E.—EiiiGDio  Palau— Juan  Agustín  Uricoeghba. 
El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  diez  i  ocho  de  mayo  de  mil  ochocientos 
setenta  i  seis. 

El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  oe  la  Comisión  Inspectora. 

Honorables  Senadores. 

El  señor  Primitivo  Valencia  vecino  del  Estado  soberano  del  Cauca  re- 
presentó  a  la  Corte  Suprema  de  la  Nación  pidiendo  la  suspensión  de  los  ar* 
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tfculos  9,"  ^.  •  ¡  4. o  áa  la  Ici  356,  sobre  minas,  espedida  con  fecha  90  da 
^seiiembre  de  iS72  por  la  Asamblea  del  mismo  Estado.  Fonda  el  señor  Va- 
lencia su  petición  en  la  inconstituc'ionalídad  que  dice  él  contienen  los  tres 
artículos  citados,  teniéndolos  como  violatorios  de  la  garantía  1 0.«  del  arti- 
culo 15  i  del  24  de  la  Constitución  federal. 

La  Corte  Suprema  pidió  al  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  que 
diera  su  concepto,  lo  cual  hizo  este  empleado  con  fecha  i,^  de  este  mes» 
coadyuvando  en  pane  la  solicitud  del  señor  "Valencia,  por  .estimar  él  que  el 
artículo  S."  de  la  leí  que  se  acusa,  tiene  un  efecto  retroactivo,  en  cuanto  es 
aplicable  su  disposición  a  hechos  anteriores  a  la  fecha  de  la  espedicion  de  la 
leí.  De  acuerdo  la  Corte  Suprema  con  el  dictamen  del  señor  Procurador  je- 
neral, por  acuerdo  celebrado  el  dia  doce  del  mes  en  curso,  suspendió  la  eje- 
cución de  los  artículos  9,»  z.""  i  4.^  de  la  leí  356  citada  al  principio  de  este 
informe  "  en  cuanto  se  considera,  dice  la  Corte,  que  tienen  efecto  retroacti* 
vo,  de  modo  que  dichos  artículos  no  podrán  ser  aplicables  a  hechos  anterlo* 
res  a  la  espedicion  de  la  espresada  leí.'* 

La  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislatlvos  de  los  Estados,  para 
dar  el  informe  que  le  corresponde,  i  proponer  al  Senado  la  resolución  que  a 
su  juicio  conviene  adoptar,  copia  los  artículos  de  la  lei  en  cuebtion  :  son  los 
siguientes : 

Artículo  9.0  Los  dueños  de  minas  I  mineras  que  hayan  sido  rejistradas 
i  puestas  en  esplotacíon  desde  la  publicación  de  la  lei  66  i  de  las  que  en  ade- 
lante serejistren  iesploien,  deberán  indemnizar  los  perjuicios  que  ocasione 
la  esplotacíon,  de  conformidad  con  las  reglas  siguientes : 

i.<^  Pagar  al  dueño  del  terreno  en  que  esté  situada  la  mina  o  minera 
el  valor  de  los  terrenos  que  inutilice  el  laboreo,  de  la  depreciación  que  les 
cause,  i  de  cualesquiera  otros  daños  i  perjuicios  que  él  ocasione  ; 

S.*^  Pagar  a  los  respectivos  propietarios  los  daños  i  perjuicios  que  cau- 
sen las  aguas  empleadas  en  el  laboreo  a  los  terrenos,  sementeras,  pastales» 
cauces,  máquinas  i  animales,  bien  sean  de  particulares,  de  corporaciones  O 
del  común  de  algún  pueblo. 

§.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  comprende  a  las  minas  antiguas,  es 
decir,  a  aquellas  cuyos  títulos  se  hayan  espedido  o  refrendado  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  título  V  de  la  lei  66  i  sus  adicionales. 

Artículo  3.0  Si  los  interesados  no  se  convienen  en  el  valor  de  los  daños 
i  perjuicios  de  que  habla  el  articulo  anterior,  se  6jarán  por  peritos  nombra* 
dos  por  ellos  i  un  tercero  por  el  respectivo  Juez. 

Articulo  4.<>  Cuando  los  dueños  de  minas  que  estén  en  laboreo  no  pa- 
guen  el  todo  o  parte  del  valor  de  los  daños  i  perjuicios,  los  Interesados  que 
han  sufrido  éstos,  tienen  derecho  de  pedir  al  Juez  que  obligue  al  minero  a  dar 
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fianza^  a  satisfacción  del  Juez,  de  pagar  oportunamente  dicho  valor.  Si  dicha 
fianza  no  se  presentare»  el  Juez  espresado  suspenderá  el  lalx)reo  de  lamina. 

La  Comisión  contraerá  sus  observaciones  únicamente  al  articulo  3/ 
que  es  el  que  se  diüe  tiene  efecto  retroactivo,  i  que  por  lo  mismo  se  le  ha  te- 
nido como  en  pugna  con  la  disposición  constitucional  consignada  en  el  ar- 
ticulo S4. 

No  comprende  la  Comisión  de  dónde  puede  inferirse  la  retroactividad 
de  lo  que  se  dispone  en  ese  artículo,  ni¡cómo  sea  que  lo  que  en  él  se  ordena 
pueda  aplicarse  a  hechos  anteriores  a  la  fecha  de  la  sanción  de  la  cual  hace 
parte.  Se  dipe  en  él  que  los  dueños  de  las  minas  i  mineras  rejistradas  i 
puestas  en  elaboración  oesplotacion  desde  que  se  publicó  la  lei  M,  i  las  que 
en  adelante  se  rejistren,  deberán  indemnizar  los  perjuicios  que  se  ocasionen 
por  causa  del  laboreo  de  las  minas.  Como  se  ve,  el  sentido  o  intelijencia  que 
tiene  i  se  da  al  tiempo  empleado,  se  reOere  a  hechos  futuros  o  que  han  de  su  - 
ceder,  mas  no  puede  aplicarse  a  los  pasados,  sino  fuera  haciendo  una  inver- 
sión gramatical  ¡arbitraria  que  repugnan  o  no  admiten  los  principios  i  re- 
glas del  idioma.  ¿Cuáles  son  los  perjuicios  «por  los  que  se  puede  pedir  in- 
demnización por  daños  causados  por  el  laboreo  de  las  minas  i  mineras?  Los 
que  caúsela  esplotacion,  oque  ocasiónenlos  trabajos  emprendidos ;  los  que 
vengan  después  que  empezó  a  rejir  el  artículo  3.o  de  la  lei  556,  el  cual  fué 
que  suspendió  la  Corte  Suprema  en  los  términos  que  ánies  se  ha  dicho.  Si 
en  vez  de  emplearse  en  la  lei  el  tiempo  futuro,  se  hubiera  empleado  otro  de 
significación  pretérita,  como  la  hubieren  ocasionado ,  razón  tendría  la  suspen. 
sion,  porque  asi  tendría  el  acto  efecto  retroactivo. 

En  atención  a  lo  espuesto,  la  Comisión  de  inspección  de  los  actos  le- 
jislativos  de  los  Estados»  tiene  el  honor  de  proponer  al  Senado  el  siguiente 
proyecto  de 

RES0I.UGI0N: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  en 
ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el  articulo  51  de  la  Constitución, 
declara  definitivamente  válidos  los  artículos  2,"  S.""  i  4."  de  la  lei  356  de  %0  de 
setiembre  de  1872,  espedida  por  la  Convención  del  Estado  soberano  del 
Cauca. 

Publiquese,  con^uníquese,  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Su- 
prema. 

BogoH  ^^  ^^  mayo  de  1876. 

Seiuio  Arboleda — Ekiluno  Restrepo— Josb  M.  Martínez  Pardo — 
MiRaso  Cadena— Rafael  Rodríguez. 

Se  aprobó  el  proyecto  de  resolución  en  1.^' debate  en  24  de  junio  de 
i«76i  en  2.0  i  último  debate  en  22  de  febrero  de  1877.-  El  Secretario,  T. 
Hoiriguez  Pérez. 
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IV. 

ITAIilDEZ  del  «rtíenlo  S,o  i  de  la  fleg^unda  parte  del  inclae  I  .• 
del  artieulo  ft,o  de  la  leí  Sft  de  tSfft  del  Estado  de  C^uea,  <^  Mp 


bre  réjlmen  inuiilelpal. 


í» 


Vista  del  Procurador  jxneral* 

Se&ores  Majistrados. 

Varios  yecinos  del  distrito  de  Buga  han  solicitado  la  suspensión  del  ar« 
ticulo  3/  i  la  segunda  parte  del  inciso  !.<*  del  artículo  5,o  de  la  leí  35,  espe- 
dida  por  la  Asamblea  del  Estado  del  Cauca,  sancionada  en  4  de  setiembre 
de  1875. 

Las  disposiciones  contra  las  cuales  se  dirijo  la  solicitud,  dicen: 

^'Art.  3.0  Es  atribución  esclusiva  de  las  Municipalidades»  ademas  de 
las  establecidas  en  el  artículo  76  de  la  Constitución,  imponer  contribuciones 
jenerales  de  dinero  o  de  servicio  personal  sobre  las  propiedades  o  habitantei 
del  municipio,  sobre  los  consumos  del  mismo,  con  las  restricciones  que  es* 
tablezcan  layleyes»  siendo  prohibida  sobre  el  tránsito  toda  imposición,  con 
escepcion  de  la  que  represente  el  pago  de  un  servicio." 

''Art.  5.0  !No  obstante  la  prohibición  contenida  en  el  articulo  anterior, 
pueden  las  Municipalidades  imponer :  i.^  Hasta  sesenta  centavos  por  el  de. 
güello  de  cada  cabeza  de  ganado  vacuno  en  los  municipios  en  que  esté  grava* 
do  por  el  Estado,  i  hasta  la  cuota  que  a  bien  tengan  en  aquellos  en  que  no 
esté  gravado." 

Aunque  el  infrascrito  ha  leído  con  suma  atención  las  razones  espues* 
tas  por  los  solicitantes  para  demostrar  que  las  disposiciones  insertas  son  con- 
trarias a  los  derechos  individuales  garantizados  en  el  articulo  i 5  de  la  Con8. 
tltucion  nacional,  no  ha  podido  comprender  la  demostración,  pues  no  ba 
hallado  el  mandato  constitucional  que  prohiba  a  los  Estados  el  ejercer  esa 
parte  de  la  soberanía,  en  virtud  de  la  cual  pueden  crear  contribuciones  para 
los  gastos  públicos,  por  medio  de  las  Municipalidades. 

Todos  los  argumentos  que  contiene  la  solicitud  de  suspensión,  son 
contra  la  falta  de  idoneidad  en  las  Municipalidades  para  ejercer  acertada- 
mente las  facultades  que  se  les  dan  por  el  articulo  S.*»  i  el  inciso  i.""  del  S.""  de 
la  lei  citada;  pero  sean  o  no  poderosos  tales  argumentos,  ellos  no  sirven 
para  probar  que  son  inconstitucionales  las  disposiciones  que  otorgan  esas 
facultades  a  las  Municipalidades,  pues  a  lo  más  podría  probar  que  eran  in- 
convenientes. 
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Se  dice  que  las  Municipalidades  impondrin  contribuciones  exajerada^ 
i  caprichosas  que  volTerán  ilusorias  la  propiedad  i  la  seguridad ;  pero  mien- 
tras no  se  establezcan  esas  contribuctunes  con  semejantes  caracteres»  no  hai 
motivo  justo  para  calificar  de  esa  manera  lo  que  todavia  no  se  conoce. 

1  si  los  resultadosjustifícaran  las  quejas  de  los  solicitantes,  porque  én 
realidad  las  Municipalidades  del  Cauca  abusen  délas  facultades  que  lesotor' 
gala  lei,  entonces  el  remedio  debe  buscarse  en  el  mismo  lejislador»  pero  no 
en  la  Corte  Suprema,  que  solamente  tiene  facultad  para  suspender  los  actos 
lejislativosde  las  Asambleas  de  los  Estados  cuando  sean  contrarios  ala  Cons- 
titución i  lejes  nacionales. 

Por  estas  consideraciones  es  de  concepto  el  infrascrita  que  no  accedáis 
a  la  solicitud  mencionada. 

Bogotá,  noviembre  S5de  i875. 

Ramón  Gómez. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

£1  inrrascrito,  Secretario  déla  Corte  Suprema  federal»  certifica :  que  en 
el  libro  de  Acuerdos  de  este  Tribunal  bal  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue: 

En  Bogotá,  a  seis  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinca,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  Acuerdo  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  Uricoechea^  Manuel  Ezequiel  Corrales, 
Rafael  Martínez  R.  i  José  María  Rojas  Garrido,  con  el  objeto  de  tomar  en 
consideración  la  solicitud  que  han  dirijído  a  la  Corte  varios  ciudadanos  ve- 
cinos del  municipio  de  Buga,  en  el  Estado  soberano  del  Cauca,  para  que 
se  suspenda  la  ejecución  de  algunas  disposiciones  de  la  lei  55  de  9  de  se- 
tiembre de  1875,  sobre  réjimen  municipal;  i  después  de  leídas  por  el  in- 
frascrito Secretario  dicha  solicitud  i  la  vista  del  señor  Procurador  jeneral  de 
la  Union,  el  señor  Majistrado  Corrales  leyó  el  siguiente  proyecto  de  reso- 
lución : 

<<  Vistos :  varios  ciudadanos  vecinos  del  municipio  de  Buga,  han  diri» 
jido  a  este  Supremo  Tribunal  el  memorial  de  l.^'  de  noviembre  del  corriente 
año,  por  el  cual  piden  que  se  suspenda  la  ejecución  del  artículo  tercero  i  la 
segunda  parte  del  inciso  primero  del  artículo  quinto  de  la  lei  treinta  i  cinco 
espedida  por  la  Lejislatura  del  Cauca  i  sancionada  el  nueve  de  setiembre 
Altimo,  que  se  halla  inseru  en  el  número  i20  del  Rejistro  Oficial^  órgano 
del  Gobierno  de  dicho  Estado,  cuyas  disposiciones  consideran  contrarias  a 
la  Goostitooion  nacional,  porque  atacan  la  propiedad,  la  libertad  i  la  sega* 
ridad  individual. 
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El  texto  de  las  disposiciones  acusadas  como  inconstitucionales»  es  como 
sigue : 

*  Artículo  3.0  Es  atribución  esclusira  de  las  Municipalidades,  ademas 
'délas  establecidas  en  el  articulo  76  do  la  Constitución,  imponer  contribo- 
'  ciones  jenerales  de  dinero  o  de  servicio  personal  sobre  las  propiedades  o 
'habitantes  del  municipio,  sobre  los  consumos  del  mismo  con  lasrestric- 
'  ciones  que  establezcan  las  leyes,  siendo  prohibida  sobre  el  tránsito  toda 
'  imposición,  con  escepcion,  éde  la  que  represente  el  pago  de  un  serTicio/ 

*  Artículo  5.0  No  obstante  la  prohibición  contenida  en  el  artículo  tntd- 
'rior,  pueden  las  Municipalidades  imponer : 

'1.0  Hasta  sesenta  centavos  por  el  degüello  de  cada  cabeza  de  ganado 
'vacuno  en  los  municipios  en  que  esté  gravado  por  el  Estado,  i  bástala 
'cuota  que  a  bien  tengan,  en  aquella  (aquellos)  en  que  no  esté  gravado.' 

"  JLos  argumentos  en  que  se  fundan  los  que  han  representado  pidien- 
do la  suspensión  de  las  disposiciones  que  quedan  copiad.'is,  se  reGereoala 
falta  de  idoneidad  de  los  que,  en  lo  jeneral,  pueden  ser  el^jidos  miembros 
de  las  Municipalidades;  cuyas  corporaciones,  por  virtud  de  esas  mismas 
disposiciones,  ejercerán  una  gran  suma  de  poder,  que  puede  llegar  a  ser  no 
solo  arbitrario  sino  ipui  ruinoso  para  los  habitantes  de  los  respectivos  mu- 
nicipíos;  pero  no  han  demostrado,  como  han  debido  hacerlo,  la  inconsti- 
tucionalidad  de  la  parte  déla  lei  que  los  vecinos  de  Buga  han  sometido  al 
exiSmen  de  la  Corte,  pues  ésta  solo  debe  decretar  la  suspensión  de  los  actos 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  que  salgan  evidentemente  de 
su  esfera  de  acción  constitucional,  i  no  de  los  que  por  cualquier  motivóse 
juzguen  inconvenientes.  Para  estos,  el  remedio  está  en  las  manos  del  mismo 
lejislador,  a  quien  se  le  puede  representar,  poniéndole  de  manifiesto  lo  per- 
judicial o  inconveniente  de  la  lei,  para  que  la  derogue  o  reforme. 

"  En  materia  de  impuestos  o  contribuciones,  los  Estados  colombianos 
no  tienen  otras  limitaciones,  según  los  incisos  5,»  4,»  5.0  i  7.»  del  artículo 
8.0  de  la  Constitución  nacional,  que  las  siguientes : 

"No  restrinjir  con  impuestos  la  navegación  de  los  ríos  i  demás  aguas 
navegables  que  no  hayan  exijido  canalización  artificial ; 

"  No  gravar,  antes  de  ofrecerse  al  consumo,  los  productos  que  son 
materia  de  imposición  nacional,  ni  los  destinados  a  la  esportacion ; 

''No  gravar  los  productos  que  transiten  por  el  Estado  sin  ofrecerse  al 
consumo  en  él,  ni  las  propiedades  de  la  Union  colombiana. 

'^1  el  articulo  S.o  déla  referida  lei  cancana,  precisamente  restrinjela 
facultad  que  confiere  a  las  Municipalidades,  en  cuanto  hace  relación  a  los 
objetos  i  productos  espresados;  siendo  de'  advertir  que,  conforme  al  artí- 
culo 4.»  de  dicha  lei,  'no  pueden  tales  corporaciones  establecer  impuestos 
sobre  los  objetos  que  constituyan  las  rentas  del  Estado,  ni  sobre  las  propia 


-  29  - 

dad^  i  efectos  de  éste  I  del  Gobierno  de  la  Union»  ni  sobre  los  vehículos  en 
que  se  trasporten/ 

"De  esto  se  deduce  que  la  Lejislatura  del  Cauca,  al  autorizar  a  las 
Municipalidades  para  imponer  contribuciones  jenerales,  con  l;is  restriccio- 
nes especificadas  en  la  lei  que  se  examina,  no  ha  estralímitado  su  esfera  de 
acción. 

'*La  circunstancia  de  que  unas  Municipalidades  no  hagan,  i  otras 
puedan  hacer,  uso  de  la  facultad  que  les¡da  el  inciso  l*"*  del  artículo  5.''  de  la 
lei  citada,  de  gravar  el  degüello  del  ganado  vacuno ;  i  la  de  que  algunas  de 
esas  corporaciones  lo  graven  con  una  cuota  mayor  o  menor  que  la  que 
otras  prefijen,  no  quitan  a  los  mencionados  impuestos  las  condiciones  de 
igwMad  ijeneraiidad  que  la  Constitución  nacional  quiere  que  tengan  todos 
los  que  se  establezcan  pernios  cuerpos  lejislativos ;  porque  en  el  respectivo 
municfpfo,  o  sea  en  todas  las  poblaciones  que  lo  formen,  en  que  el  acto  de 
matar  el  ganado  no  se  grave,  sus  habitantes,  sinescepcion  alguna,  ejercerán 
esa  industria  libremente ;  asi  como  pagarán  una  cuota  igual  de  contribu - 
don  en  todas  las  poblaciones  que  compongan  el  municipio  cuya  Munici- 
palidad haya  gravado  o  intente  gravar  dicho  acto  u  operación. 

'*  Conforme  a  lo  que  acaba  de  esponerse,  el  resultado  será  siempre 
éste:  que  en  todo  el  municipio  estará  libre,  por  parte  de  la  Municipalidad» 
el  hecho  de  dar  muerte  al  ganado  vacuno;  o  gravado  en  todo  el  territorio 
qae  comprenda  el  municipio,  con  una  cantidad  igual. 

**  Varías  veces  se  ha  resuelto  por  esta  Corte  i  confirmado  por  el  Senado 
da  Plenipotenciarios,  que  para  considerar  como  jmeral  una  contribución, 
basta  que  se  imponga  sobre  las  propiedades  que  existan,  industrias  que  se 
ejerzan  i  personas  que  residan  dentro  del  territorio  sobre  el  cual  tenga  po- 
der la  corporación  que  lejisla  ;  porque  de  no  ser  asi,  las  corporaciones  le- 
jislativas  municipales  no  podrían  decretar  impuestos,  estando  limitada 
como  lo  está  su  esfera  de  acción  administrativa,  a  la  circunscripción  terri- 
torial, i  no  serles  lícito  gravar  las  personas  ni  ios  objetos  que  se  hallan  fuera 
de  ésta. 

*' La  Corte  Suprema  federal,  en  virtud  délos  fundamentos  aducidos  i 
délos  que  ha  espuesto  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  en  su  pre- 
cadente  vista,  que  se  reproducen,  administrando  justicia  en  nombre  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia,  i  por  autoridad  de  la  lei,  resuelve  que  no  está 
ea  el  caso  de  ejercer  la  atribución  que  le  da  el  artículo  73  de  la  Constitución 
aaciooal,  por  estimar  que  no  son  contrarias  a  ella  las  disposiciones  acusa- 
das de  la  lei  cancana. 

'^Notlfiquese,  publiquese  en  el  Diario  Oficial,  remítase  copia  de  esta 
resolución  al  Gobierno  Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  envíese 
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orijinal  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  su  decisión  ul- 
terior." 

Sometido  a  discusión  diclio  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unáai- 
me  de  losseAores  Majistrados* 

Con  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  que  someter  a  la  consideración 
de  la  Corte,  se  condujo  el  presente  acuerdo,  que  'firman  el  señor  llajistra- 
do  Presidente  i  demás  señores  Eajistrados,  con  el  infcaserito  Secretario. 

El  Presidente»  Manuel  W.  Carvajal— Juan  AousTm  Urigoecbsa*-^ 
Manuel  Ezequiel  Corrales — Rafael  Martínez  R — Josb  Haru  Rojas  Ga^ 
RRiDO — Gl  Secretario,  Rafael  E,  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  quince  de  diciembre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  cinco. — El  Secretario,  Rafael  E,  Santander. 


VisTi  DEL  Procurador  jbneral. 

8eñ.ore8  L^ajistrados. 

Los  miembros  de  la  Municipalidad  de  Popayan  solicitan  la  suspensión 
del  articulo  2.^  de  la  lei  55  de  9  de  setiembre  de  i875,  espedida  por  la  Asam* 
blea  lejislativa  del  Estado  del  Cauca,  qpe  reforma  la  66  de  30  de  octubrede 
4873  sobre  réjímen  municipal. 

Por  el  contexto  de  la  petición»  se  viene  en  conocimiento  de  que  lo  que 
se  quiso  solicitar  fué  la  suspensión  del  articulo  S.""  da  la  citada  lei,  i  no  del 
articulo  8,<^pues  éste  dice  lo  siguiente:  *' Artículo  2.<>  Las  ordenanzas  en 
que  se  establezcan  impuestos  o  contribucíenes,  no  pueden  llevarse  a  efecto», 
sino  dos  meses  después  de  su  promulgación,  i  la  fecha  de  ésta  ba  de  hacetse 
consUr  con  el  certificado  del  Alcalde  al  pié  de  la  ordenanza/' 

Como  se  ve,  ninguno  de  los  argumentos  que  se  hacen  en  la  petición» 
puede  referirse  a  este  articulo,  sino  al  3,^  que  es  el  que  da  a  las  Munici- 
palidades la  atribución  esclusiva  de  imponer  contribuciones  jenerales  de  di- 
nero o  de  servicio  personal. 

I  en  cuanto  a  este  articulo  3,o  ya  ese  Supremo  Tribunal,  en  el  acuerdo 
de  6  de  diciembre  de  i875,  al  considerar  la  petición  de  varios  vecinos  de 
B  ugB,  decidió  que  no  babia  lugar  a  la  suspensión  por  no  ser  inconstitudonsl. 

En  consecuencia»  el  infrascrito  es  de  concepto  que  igual  resolucton 
se  dicte  en  el  presente  memorial  de  los  miembros  de  la  Municipalidad  de 
Popayan. 

Bogotá»  enero  84  de  1876. 

Ramón  6oM£z. 
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Acuerdo  db  la  Corte  Sdpreha. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federa]  certifica:  .que  en 
el  libro  de  acuerdos  deeste  Tribuna],  déla  pajina  240,  a  la  849  hai  uno  que 
a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  once  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se 
cqnstituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  Acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente  doctor  Manuel  W.  Carvajal,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Juan  Agustín  [Iricoecbea,  Manuel  Czequiel  Corrales, 
Rafael  Martínez  R.  i  José  M.  Rojas  Garrido,  con  el  objeto  de  tomar  en  con- 
sideración la  solicitud  que  han  dirijido  a  la  Corte  los  miembros  de  la  Muni- 
cipalidad de  Popayan,  «n  el  Estado  del  Cauca,  para  que  se  suspenda  la  eje- 
cución del  articulo  2."*  de  la  lei  35  de  dicho  Estado,  fecha  9  de  setiembre 
último,  que  reforma  la  66  de  SO  de  octubre  de  1873,  sobre  réjimen  munici- 
pal ;  i  después  de  leídas  por  el  infrascrito  Secretario  dicha  solicitud  i  la  vista 
del  señor  Procurador,  jeneral  déla  Union,  el  señor  Majistrado  doctor  Carva- 
jal leyó  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

**  Vistos.  Varios  ciudadanos  del  Cauca,  miembros  de  la  Municipalidad 
de  Popayan,  han  representado  a  este  Supremo  Tribunal,  solicitando  la  sus- 
pensión del  articulo  i.""  déla  lei  número  35,  sancionada  en  el  Estado  sobe- 
rano del  Cauca  con  fecha  9  de  setiembre  de  i  87  5. 

*' Fundan  su  solicitud  en  que  dicho  articulo  confiere  a  las  Municipali- 
dades facultad  amplia  para  imponer  contribuciones  sin  sujeción  a  tasa  legal 
i  sin  recurso  ni  apelación  contra  sus  resoluciones  por  injustas  que  sean, 
estableciendo  asi  un  poder  omnímodo  que  puede  atacar  a  voluntad  la  pro- 
piedad de  los  ciudadanos  fundamentalmente  garantida  por  el  articulo  i5/ 
punto  5.0  déla  Constitución  federal,  en  cuanto  reconoce  el  derecho  indivi- 
dual de  no  ser  privados  de  ella  (la  propiedad),  sino  por  pena  o  contribución 
jeneral  con  arreglo  a  las  leyes. 

**  Como  el  artículo  citado  de  la  lei  cancana  dispone  que  las  ordenanzas 
en  que  se  establezcan  impuestos  o  contribuciones,  no  pueden  llevarse  a 
efecto  sino  dos  meses  después  de  su  publicación,  evidentemente  bal  error 
en  la  cita,  i  ésta  debió  ser  la  del  artículo  3,o  que  dice : 

*  Es  atribución  esclusiva  de  las  Municipalidades,  ademas  de  las  esta- 
blecidas  en  el  artículo  76  de  la  Constitución,  imponer  contribuciones  jene- 
rales  de  dinero  q  de  servicio  personal  sobre  las  propiedades  i  habitantes  del 
municipio,  sobre  los  consumos  del  mismo,  con  las  restricciones  que  esta* 
blezcan  las  leyes,  siendo  prohibida  sobre  el  tránsito  toda  imposición,  con 
escepcion  de  la  que  represente  el  pago  de  un  servicio.' 

'*  La  suspensión  de  este  mismo^rticulo  fué  solicitada  por  varios  vecí- 
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nos  dei  municipio  de  Buga,  i  la  Corte  Suprema  oo  accedió  a  ella,  fondín* 
doseen  las  consideraciones  aducidas  en  el  acuerdo  de  O  de  dlelembre  de 
i 87 5,  publicado  en  el  Diario  Oficial  número  3613. 

**  Allí  se  dijo  entre  otras  cosas  lo  siguiente: 

'En  materia  de  impuestos  ó  contribuciones,  los  Estados  colombianos 
no  tienen  otras  limitaciones,  según  los  incisos  3,<>  4,o  5.o  i  7.o  del  articulo 
S.°  de  la  Constitución  nacional,  que  las  siguientes : 

'No  restrinjir  con  impuestos  la  navegación  de  los  ríos  1  demás  agaas 
navegables  que  no  hsyan  exijido  canalización  artiOcial ; 

*  No  gravar,  antes  de  ofrecerse  al  consumo,  los  productos  que  ton 
materia  de  imposición  nacional,  ni  los  destinados  a  la  esportacíon ; 

'  No  gravar  los  productos  que  transiten  por  el  Estado  sin  ofrecerse  al 
consumo  en  él,  ni  las  propiedades  de  la  Union  colombiana. 

*  I  el  articulo  3.»  de  la  referida  leí  caucana  precisamente  restrinje  la 
facultad  que  confiere  a  las  Municipalidades,  en  cuanto  hace  relación  a  los 
objetos  i  productos  espresados;  siendo  de  advertir  que,  conforme  al  arti- 
culo 4.^  de  diclia  leí,  *  no  pueden  tales  corporaciones  establecer  impuestos 
'sobre  los  objetos  que  constituyan  las  rentas  del  Estado,  ni  sobre  las  pro* 
^piedades  i  efectos  de  éste  i  del  Gobierno  de  la  Union,  ni  sóbrelos  vehículos 
*  en  que  se  trasporten.' 

*  De  esto  se  deduce  que  la  Lejislatura  del  Cauca,  al  autorizar  a  las  Mi^ 
nicipalidades  para  imponer  contribuciones  jenerales,  con  las  restriecienes 
especificadas  en  la  lei  que  se  examina,'^no  ha  estrallmitado  su  esfera  de 
acción. 

'  Varias  veces  se  ha  resuelto  por  esta  Corte,  i  confirmado  por  el  Senado 
de  Plenipotenciarios,  que  para  considerar  comojmeral  una  contribocioo, 
basta  que  se  imponga  sobre  las  propiedades  que  existan,  industrias  que  se 
ejerzan  i  personas  que  residan  dentro  del  territorio  sobre  el  cual  tenga  po- 
der la  corporación  que  lejisla :  porque  de  no  ser  asi,  las  corporaciones  lejis^ 
lativas  municipales  no  podrian  decretar  impuestos,  estando  limitadas,  como 
lo  está  su  esfera  de  acción  administrativa,  a  la  circunscripción  territorial,  i 
no  serles  Helio  gravar  las  personas  ni  los  objetos  que  se  hallan  fuera  de  ésta.' 

''La  Corte  Suprema,  reproduciendo  los  fundamentos  anteriores  por 
ser  Idéntico  el  caso,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Uni- 
dos de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  resuelve  que  no  ha  lugar  a  la  sus- 
pensión solicitada,  por  estimar  que  no  es  contrario  a  la  Constitución  el  arti- 
culo acusado  de  la  lei  caucana. 

"Notifiquese,  publíquese  en  el  Diario  Oficial^  remítase  copla  al  Poder 
Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  envíese  oríjinal  el.  espediente 
al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  su  decisión  ulterior.'' 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  uná- 
nime de  los  señores  Hajistrados. 
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CoD  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  que  someter  a  la  consideración 
de  la  Corte,  se  concluyó  el  presente  acuerdo»  que  firmnn  el  señor  Majistra- 
do  Presidente  i  demás  señores  Majistrados»  con  el  infrascrito  Secretario. 

£1  Presidente,  Mílnubl  W.  Carvual-*Jüán  Agustín  Urigoechea — 

MlNVEL  ElBQUlBL   GORRALES — RaFAEL  MáRTIHEZ  R— JoSE   MáRIA   RoiJLS   GA- 
RRIDO—El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  febrero  veintidós  de  mil  ochocieol^s  se- 
tenta i  seis^EI  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  Inspectoba. 

Honorables  Senadores. 

Solicitaron  varios  vecinos  de  los  municipios  de  Popayan  I  Buga  la  sus- 
pensión I  anulación  del  articulo  3.»  i  parágrafo  i.»  del  artículo  5.o  de  la  I^i 
55  de  9  de  setiembre  de  1875,  reformatoria  de  la  66  de  30  de  octubre  de 
1973,  del  Estado  soberano  del  Cauca,  por  considerarlos  contrarios  a  los 
incisos  8:,o  d.*"  i  6.0  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

Puestas  ambas  solicitudes  al  despacito  de  la  Suprema  Corte  de  la  Union 
i  previa  audiencia  del  Ministerio  público,  declaró  que  las  disposiciones  de* 
nonciadas  no  son  opuestas  a  los  incisos  citado^  ni  a  otros  de  la  Constitución. 

Con  esta  resolución  pasó  el  espediente  al  Senado  para  que  en  uso  del 
inciso  5yO  artículo  51  de  la  Constitución,  resolviera  definitivamente  sobre  la 
validez  o  nulidad  de  los  artículos  materia  del  denuncio. 

£1  Senado  no  aprobó  el  proyecto  de  resolución  que  declaraba  nulos  el 
artículo  3.^  i  el  parágrafo  19  del  artículo  5.»  de  la  citada  leí  35  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  por  no  considerarlos  opuestos  a  la  Constitución. 

£1  señor  Procurador  nacional  i  la  Corte  Suprema,  el  primero  en  su  vista 
fiscal,  i  la  segunda  en  la  parte  motiva  de  la  resolución,  trasladaron  las  dia- 
posiciones denunciadas,  que  dicen : 

**  Ajctículo  3.*"  Es  atribución  esclusiva  délas  Municipalidades,  ademas 
'*de  las  establecidas  en  el  articulo  76  de  la  Constitución,  imponer  contris 
'' buciones  jenerales  de  dinero  o  deservicio  personal  sobre  las  propiedades 
'*o  habitantes  del  municipio,  sobre  los  consumos  del  mismo  con  las  restric- 
*^  clones  que  establezcan  las  leyes,  siendo  prohibida  sobre  el  tránsito  toda 
**  imposición,  con  escepcion  de  la  que  representa  el  pago  de  un  servicio." 

Parágrafo  !.<>  del  artículo  5.o  **  Hasta  sesenta  centavos  por  ei  degüello 
*'de  cada  cabeza  de  ganado  vacuno  en  los  municipio*  en  que  está  gravado 
"  por  el  Estado,  i  basta  la  cuota  que  a  bien  tengan  en  aquellos  en  que  no 
"esté  gravado." 

Son  estas  laadisposidoneis  que  los  denunciantes  consideran  opuestas  a 
los  incisos  3/  4.'>  i  S*""  de  la  GofikStbucion  nacional,  que  dicen ; 
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^*  Articulo  i6.  Es  base  esencial. ...  el  reconocimiento. ...  de  los  de- 
'<  rechos  Individuales. ...  a  saber : 

^'3.**  La  libertad  individual,  que  no  tiene  mas  limites  que  la  libertad 
«de  otro  Individuo;  es  decir,  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de 
''cuya  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  coma- 
''  nidad. 

"4.0  La  seguridad  personal,  de  manera  que  no  sest  atacada  impune- 
''  mente  por  otro  individuo  o  por  la  autoridad  pública :  ni  ser  presos  ni  de- 
'' tenidos  sino  por  motivo  criminal,  o  por  pena  correccional:  ni  juzgados 
«por  comisiones  o  tribunales  estraordinarios,  ni  penados  sla  ser  oídos  i 
**  vencidos  en  juicio;  I  todo  esto  en  virtud  de  leyes  preexistentes. 

**  6.0  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella,  sioopor  pena  o 
''contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  asi  lo  exija  oq 
"grave  motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado  I. previa  in- 
"demnizaclon.'* 

Gomo  se  ve,  el  articulo  3.^  denunciado  limita  su  sentido  a  un  hecho 
lejitimo  en  punto  a  administración  pública,  cual  es  el  de  dar  facultades  a 
las  corporaciones  creadas  por  la  Constitución  del  Estado  para  imponer  lai 
contribuciones  que  se  juzguen  necesarias  para  el  servicio  público* 

El  derecho  pare  dar  estas  facultades  o  imponer  este  deber  es  inmanente 
a  la  soberanía;  es  un  resultado  lójico  del  Poder  de  gobernar  con  solo  la . 
prohibición  de  violar  el  Pacto  de  Union ;  i  para  cumplir  esta  condición  in- 
dispensable dispone  el  citado  articulo  3,^  que  esa  facultad  se  ejercerA  coa 
las  restricciones  que  establecen  las  leyes,  siendo  prohibido  establecer  dere- 
chos de  tránsito. 

El  inciso  I.""  del  articulo  5.^  denunciado,  concreta  la  facultad  de  impo- 
ner determinada  contribución  a  una  cuota  en  un  caso,  i  a  lo  que  el  buen 
juicio  determine,  en  otro. 

Para  que  estas  dos  disposiciones  fueran  contrarias  a  los  tres  Incisos  ci- 
tados del  articulo  i  6  de  la  Constitución,  serla  preciso  que  primero  violaran 
los  incisos  8,''  A.""  i  5.''  de  la  Constitución  copiados  en  la  parte  motiva  dd 
auto  de  la  Suprema  Corte. 

En  efecto,  los  Estados  quedaron  comprometidos  en  el  Pacto  de  Dnion : 

"3«o  A  norestrinjir  con  impuestos  la  navegación  délos  rios...» 

"  4.0  A  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo» 
"  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  niacionales. 

"  5.0  A  no  Imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transiten 
"  por  el  Estado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo/' 

Son  éstas  i  no  otras  las  restricciones  únicas  que  establece  la  Constitu- 
ción en  materia  de  impuestos  en  los  Estados,  bien  se  determinen  esos  bn* 
puestos  por  la  Lejislatura  directamente,  o  por  las  corporaciones  que  oif  a* 
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Bice  eo  ejercicio  de  la  soberanía  para  la  buena  marcha  de  la  admlolstracioa 
púidica. 

S¡  la  facultad  de  imponer  la  contribución  no  es  incoostitucional  por  no 
ser  opuesta  a  ios  incisos  citados  del  articulo  8,*^  la  contribución  que  se  im- 
ponga tampoco  puede  llegar  a  ser  inconstitucional,  sea  cual  fuere  la  cuantía. 

Por  esto  el  señor  Procurador  no  halla  cómo  puede  ofenderse  la  libertad 
indifidua!  usando  la  Lejíslatura  del  poder  que  tiene  para  imponer  contri* 
baciones  por  s\,  o  por  las  corporadones  que  organice  ;  ni  cómo  con  el  ejer- 
cicio de  este  mismo  poder,  pueden  ofenderse  la  seguridad  individual  i  la 
propiedad,  después  de  salvar  en  el  artículo  S.*'  citado  las  únicas  restriccio- 
nes establecidas  en  el  articulo  8.„  de  la  Constitución. 

La  Corte  Suprema,  al  condensar  los  argumentos  de  los  denunciantes» 
halla  que  se  refieren  a  la  falta  de  idoneidad  de  los  municipales,  a  la  posibi- 
lidad  de  que  impongan  contribuciones  que  no  guarden  proporción  con  los 
aapitales  o  las  rentas,  i  que  elevándose  a  poder  arbitrario  puedan  llegar  a 
la  conGscacíon. 

La  oaisma  Corte  contesta  con  la  cita  del  artículo  3.<>  demostrando  que 
8ared;iccion  aleja  el  cargo  de  inconstitucionalidad,  siendo  notoria  ladelt-. 
cada  previsión  contenida  en  el  mismo  artículo  i  en  el  4.»  para  poner  la  so- 
ciedad a  cubierto  de  los  abusos. 

Ademas,  pretender  anular  el  derecho  por  la  probabilidad  del  abuso  es 
inmovilizar  la  sociedad  impidiendo  el  ^  reconocimiento  de  derechos  por  te- 
mores intempestivos  i  achacosos. 

Todo  el  contexto  de  la  argumentación  en  apoyo  del  denuncio  demues- 
tra que  los  artículos  denunciados  se  califican  de  inconstitucionales  porque 
son  inconvenientes.  1  son  ¡inconvenientes  porque  las  Corporaciones  muni- 
cipales pueden  hacer  mal  uso  del  derecho  quo  se  les  confiere  imponiendo 
contribuciones  escesivas.  Este  razonamiento  puede  halagar  a  los  que  abri« 
gan  el  deseo  de  ver  anulada  una  leí  que  ofende  a  sus  convicciones ;  pero  el 
Senado  limita  su  facultad  a  buscar  la  colisión  de  una  lei  con  la  Constitución 
nacional  i  declarar  la  nulidad ;  o  buscar  la  armonía  con  la  misma  Constitu- 
ción i  declarar  la  validez. 

Es  ya  un  punto  de  derecho  público  reconocido  por  la  Corte  i  el  Sengdo, 
que  la  jeneralidad  de  una  contribución  no  depende  de  que  ella  afecte  a  la 
totalidad  de  los  habitantes,  sino  de  que  se  estienda  a  las  personas,  a  las  in- 
dustrias i  a  los  capitales  existentes  dentro  del  territorio  a  que  estiende  su  ju- 
risdicción la  corporación  que  la  impone,  sin  distinciones.  Si  lo  contrario  se 
entendiera,  seria  imposible  toda  contribución  que  no  fuera  Impuesta  por  el 
Congreso  nacional,  i  semejante  raciocinio  nos  alejairia  del  sentido  común. 

Por  consiguiente,  la  nota  de  no  ser  jeneral  la  contribución  tao^poco  la 
hace  aparecer  contrariando  el  inciso  5.»  del  articulo  15  de  la  Constitución. 

Hai  una  observación  que  no  se  ha  hecho.  Los  denunciantes  dicen  que 
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000  las  faculudas  conferidas  a  las  MuDícIpaiidades  por  los  artículos  %^  i  5." 
quedaron  las  propiedades  de  todos  los  habitantes  sujetas  a  la  arbitrariedad 
de  esas  corporaciones,  sin  recurso  alguno,  supuesto  que  por  el  articulo  9 
de  la  leí  S5  de  1875  se  derogaron  Jos  artículos  que  servían  de  salvagiiardia 
en  la  leí  66  de  1875. 

Pero  debe  observarse  que  ni  aun  en  e$to  tienen  razón.  La  leí  35  deroga 
basta  el  artículo  34  i  pasa  al  66,  dejando  vijentes  los  artículos  46 1  siguienies. 

El  46  dice :  **  Las  ordenanzas  i  acuerdos  se  suspenden  i  anulan  en  todo 
o  en  parte  por  las  causas  siguientes  : 

*  <M/  Por  falta  de  autoridad  legal  para  dictarlos. 

**  S.«  Por  violación  de  la  Constitución  o  de  la  lei.*' 

Los  artículos  siguientes  establecen  la  tramitación  para  la  anulación. 

Por  consiguiente»  no  es  esacto  que  las  personas  i  propiedades  han  que* 
dado  sin  amparo  con  la  sanción  de  la  lei  35. 

Toda  Consiitucion  i  toda  lei  supone  ejecutores  que  se  encuentren  a  la 
altura  de  la  institución  para  no  pervertirla,  i  aquéllos  son  llamados  por  K» 
mismos  que  van  a  poner  bajo  su  amparo  sus  personas  i  sus  propiedades. 
Esta  es  la  importancia  del  principio  democrático,  que  en  la  lei  de  que  se 
trata  resulta  incontestablemente. 

Los  municipales  son  nombrados  por  los  electores  del  municipio,  i  nó 
en  pequeño  número,  sino  al  respecto  de  uno  por  cada  S^OOO  habitantes,  re- 
sultando así  Corporaciones  numerosas  a  donde  concurren  los  que  han  sido 
distinguidos  con  los  altos  puestos  de  la  Nación  o  del  Estado. 

Por  consiguiente,  este  cargo  es  injusto,  i  aunque  no  lo  fuera,  la  Inep- 
titud no  haría  inconstitucional  la  lei  denunciada. 

El  Senado  tiene  el  deber  de  amparar  las  garantías  individuales  cuando 
evidentemente  sean  violadas  por  las  Lejislaturas  de  los  Estados ;  pero  tam- 
bién tiene  el  imprescindible  deber  de  respetar  la  soberanía  de  éstos,  i  este 
deber  es  tan  delicado  como  el  otro.  Sí  no  lo  fuera  i  prodigara  la  facultad 
que  tiene  por  el  inciso  ü.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  para  anularlas 
leyes  de  los  Estados,  a  pretesto  de  defender  las  garantías  individuales,  bien 
pronto  vendría  a  quedar  anulada  la  soberanía  de  aquéllos  bajo  el  peso  de  la 
autoridad  del  Senado. 

Por  estas  consideraciones  os  propongo  el  siguiente  proyecto  de 

resolución: 

**EI  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  con- 
fiere el  inciso  5,»  artículo  Si  de  la  Constitución,  declara  válidos  el  articulo 
3.<»  i  la  parte  final  del  inciso  i.'^del  articulo  5.o  de  la  lei  del  Estado  soberano 
del  Cauca,  fecha  9  de  setiembre  de  1875,  número  35,  reformatoria  de  la  nú- 
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mero  66  de  i873y  sobre  réjímen  municipal,  por  no  bailarlos  contrarios  a  la 
Coostitucion/' 

Comuniqúese,  publiquese  i  circúlese. 

£1  Senador  nombrado  en  comisión  especiali 

Francisco  Usechx. 
Bogotií,  15  de  mayo  de  i  876. 


Se  consideró  i  fué  aprobado  en  los  dos  debates  reglamentarios. 
Bogotá,  SSde  febrero  de  1877. 

Tamas  Rodriquez  Pérez.   . 

Y. 

JVVIilDitD  del  InrlM  1 .»  de  la  lei  «S  de  i97S  del  Estodo  de 

Candlnaniarea,  en  que  fig^ara  una  partida  por  dereelio  de 

paso  de  los  ríos  ]?Iaa;dalei»a  I  Fusaü^Bugá. 


Vista  del  PaocuRADoa  jeneral. 

Sefióres  ]Maji.strado8. 

Gomo  el  Senado  de  Plenipotenciarios  anuló  el  articulo  de  la  lei  de 
Presupuestos  de  rentas  del  Estado  de  Cundínamarca  de  i874,  en  la  parte 
que  reco^nocía  como  renta  de  dicho  Estado  **  el  derecho  de  paisaje  en  los 
rioSy'*  i  como  en  el  Presupuesto  del  presente  año  se  halla  establecida  la 
misma  renta,  solicita  el  infrascrito  la  suspensión  del  inciso  del  artículo  i  •<> 
de  la  lei  93  de  i7  de  noviembre  de  4  875,  espedida  por  la  Asamblea  de  di- 
cho Estado,  que  reconoce  como  renta  dicho  Impuesto. 

Ya  en  la  petición  que  hizo  Ezequiel  Navarro  sobre  suspensión  de  una 
lei  del  Estado  del  Tolima  que  menciona  la  misma  renta,  os  manifestó  el 
Infrascrito  que  después  de  sancionada  por  el  Congreso  la  lei  69  de  1876,  en 
laque  se  declara  que  la  navegación  de  un  rio  comprende  toda  operación  de 
tránsito  sobre  sus  aguas,  sea  atravesándolas,  descendiendo  ó  remontando 

« 

su  curso,  era  incuestionable  que  las  leyes  de  los  Estados  que  imponían  de- 
rechos por  el  pasaje  de  los  rios  que  bañen  el  territorio  de  mas  de  un  Estado, 
eran  contrarias  al  Inciso  a.^del  artículo  i7  de  la  Constitución  nacional. 

Os  acompaña  el  infrascrito  copia  autorizada*  del  articulo  de  la  lei  9S 
<pie  sedeja  citada,  i  os  repite  que  solicita  lo  suspensión  del  inciso  del  citado 
artícok)  i,^  qne  reconoce  como  renta  del  Estado  de  Cundinamarca  el  de» 
rocho  de  pasaje  sobre  los  ríos  Fusagaaugá  i  Magdalena. 

Bogotá,  agosto  4  de  1979. 

Ramón  Gómez. 
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Acuerdo  DE  la  Corte  Suprema. 

El  inrrascrito  Secreurio  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica  qae  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  trescientas  veinticuatro  a 
la  trescientas  veinte  i  seis,  bai  uno  que  a  la  letra  escomo  sigue : 

En  Bogotá,  a  catorce  de  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  llajistrado  Presidente,  doctor  José  M.  Rojas  Garrido,  i  demás  seño- 
res Majistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  Rafael  Martínez  R, 
Emigdio  Paláu  i  Juan  Agustín  Urícoechea,  para  considerar  la  solicitud  pre* 
sentada  a  la  Corte  por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  con  fecha 
4  del  corriente  mes,  para  que  se  suspenda  la  ejecución  de  la  partida  de  tres 
mil  quinientos  cincuenta  pesos^  que  por  pasajes  de  los  ríos  Magdalena  i 
Fusagasugá,  figura  en  el  Presupuesto  de  rentas  para  el  servicio  dei8t6de| 
la  leí  93  de  17  de  noviembre  de  i875,  por  considerar  ese  derecho  como 
contrario  al  inciso  6.*  del  artículo  i7  de  la  Constítucíon  nacional. 

Con  este  motivo  el  señor  Majistrado  Corrales,  a  quien  tocó  en  repa^ 
timtento  dicha  petición,  presentó  el  proyecto  de  resolución  siguiente : 

*'  Vistos.  Indudablemente  es  asunto  de  la  esclusiva  competencia  del 
Gobierno  de  la  Union,  el  arreglo  de  la  navegación  de  los  rios  que,  como  el 
Magdalena,  bañan  el  territorio  de  varios  Estados,  de  acuerdo  con  lo  pres? 
crito  en  el  Inciso  6."  del  artículo  17  de  la  Constitución  federal,  desarrollado 
en  el  parágrafo  del  articulo  i,^  de  la  lei  59  de  1876 ;  i  como  figura  en  la  leí 
93  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  de  17  de  noviembre  de  1875, 
*  sobre  Presupuestos  de  rentas  i  gastos'  para  el  año  de  1876,  la  partida  de 
tres  mil  quinientos  cincuenta  pesos  (^  5,550)  por  pasajes  de  los  rios  Mag- 
dalena i  Fusagasugá,  el  derecho  que  por  pasar  estos  rios  se  exije  a  los  tran- 
seúntes, es  contrario  al  precepto  constitucional  arriba  citado.  En  su  conse- 
cuencia, por  las  razones  espuestas  i  las  que  se  adujeron  en  el  acuerdo  de 
esta  Corte  deijdia  10  de  los  corrientes,  relativo  a  disposiciones  lejislativas 
semejantes  del  Estado  soberano  del  Tolíma,  administrando  justicia  en  nom- 
bre de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  ¡  usando  de 
la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  7S  de  la  Constitución  nacional,  Is 
Corte  suspende  la  ejecución  de  la  partida  que  por  los  pasos  de  los  rios  Mag- 
dalena i  Fusagasugá,  aclarece  en  el  Presupuesto  referido  de  la  leí  93  del 
Estado  soberano  de  Cundinamarca,  de  17  de  noviembre  de  1875,  de  mane- 
ra que  no  continúe  cobrándose  el  derecho  por  los  pasos  de  dichos  rios 
mientras  el  Senado  de  Plenipotenciarios,  a  cuya  corporación  se  dará  cuenta 
al  efecto  con  remisión  del  espediente,  resuelve  lo  quefuere  del  caso. 

**  Ifotiñquese,  publíquese  en  el  Diario  Oficial  i  pásese  copia  de  esta 
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acuerdo  al  Gobierno  ejecutivo  del  Estado  de  Gundlnamarca  para  su  obser- 
vancia." 

Considerado  por  la  Corte  dicho  proyecto  de  resolución,  se  adoptó  t 
aprobó  por  el  voto  unánime  de  los  señores  Majistrados  que  suscriben  esta 
acta  con  el  infrascrito  Secretario,  de  que  da  fé. 

El  Presidente»  José  U.  Rojas  Garrido— M a nubl  Ezequiei.  Corrales. 
Rafael  Martínez  R.— Ehigdio  Palau— Juan  Agustín  Urigoechea— £1  Se* 
cretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme.-^Bogotá,  quince  de  agosto  de  mil  ochocientos  se- 
tenta I  seis. 

El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  be  la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Corte  Suprema  federal,  previa  la  tramitación  prescrita  para  ello» 
suspendió  la  disposición  contenida  en  el  inciso  único  del  artículo  i. <^  de  la 
leí  95  de  17  de  noviembre  de  1875,  del  Estado  de  Cundinaroarca^  que  reco- 
noce como  renta  del  Estado  el  producto  del  pasaje  sobre  los  rios  Magdalena 
i  Fusagasugá,  lo  que  es  contrario  al  Inciso 6,o  articulo  i7  de  la  Constitución 
nacional  i  a  la  lei  59  de*l876.  Dicha  suspensión  es  completamente  constitu- 
donaly  I  debe  confirmarse  con  la  resolución  definitiva  del  Senado»  por  lo 
cual  la  Comisión  os  propone  que  adoptéis  la  siguiente  : 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  visto  el  inciso  del  articulo  i.*  de  la 
Id  93  del  Estado  de  Cundinamarca  que  reconoce  como  renta  de  su  erario 
el  producto  del  pasaje  sobre  los  rios  Magdalena  I  Fusagasugá,  que  bañan  el 
territorio  de  mas  de  un  Estado;  i  en  ejercicio  de  la 'facultad  que  le  da  el 
número  5.''  artículo  5i  de  la  Constitución, 

resuelve: 

''  Declárase  nulo  el  inciso  i  .*  de  la  lei  93  del  Estado  de  Cundinamarca» 
por  ser  contrario  a  la  Constitución  i  a  la  lei  mencionadas/' 

Bogotá,  i 7  de  febrero  de  i 877. 

M.  MuRiLLO^EHaiANO  Restrepo  E— Matías  Herrera-*  Andrés  Cerón. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  i.»  i  S.o  debates  en  los  dias  Si  i  tt  de 
febrero  de  1977. 

El  Secretario  del  Senado,  Tomas  Rodriguex  Pérex. 


-  40  — 

YL 

]iTTJLII>AD  de  la  leí  SOilei97S  del  Estado  de  PanaiMd,  «m 
adleiona  el  título  tS,  libro  I  .o  del  Cedido  Jíadleial  del  mUiiie 

Kstado. 


Vista  del  Procurador  jeneral. 

Seilores    IMajistrados. 

Voi  a  emitir  concepto  acerca  de  la  petición  que  os  ba  dirijido  Pedro 
Yega  Ayato  paraq  ue  suspendáis  la  leí  50  de  SI  de  diciembre  de  1875,  qoe 
adiciona  el  Titulo  i 5,  libro  i. <>  del  Código  Judicial  del  Estado  soberano  de 
Panamá,  por  estimarla  el  solicitante  como  contraría  al  articulo  34  de  la 
G)nstitucion  nacional -que  establece  que  '* ninguna  disposición  lejislaiin 
tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral  ni  en  el  de  los  Estados; 
escepto  en  materia  penal,  cuando  la  lei  posterior  imponga  menor  pena;"' 
porque  juzga,  asi  mismo,  que  tal  lei  es  contraria  a  la  libertad  de  ejercer  toda 
industria  í  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria  de  otro,  según  el  inciso  9.» 
artículo  i 5  de  dicha  Constitución. 

La  lei  acusada  de  inconstitucional  está  concebida  en  estos  términos : 

**  Art.  i. o  Los  ai)ogados  reconocidos  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1 8,  libro  i.^  del  Código  Judicial  vijente,  i  otras  disposiciones 
anteriores  que  hayan  rejido  sobre  la  misma  materia,  deberán  ocurrir  a  la 
Corte  Superior  del  Estado,  solicitando  les  espida  un  título  profesional,  sin 
cuyo  requisito  no  podrán  ejercer  la  abogacía. 

'*  Art.  S.**  Los  títulos  profesionales  de  que  trata  el  articulo  anterior, 
serán  estendidos  en  papel  del  sello  S.'' i  en  ellos  deberá  hacerse  especial 
mención  de  los  conocimientos  jurídicos,  práctica  forense  i  demás  aptitudes 
que,  a  juicio  de  la  Corte,  posea  el  solicitante  para  ejercer  la  abogacía. 

*'Ari«  3.0  Los  títulos  de  que  se  trata  quedan  sujetos  al  derecho  de 
rejístro,  sin  lo  cual  no  serán  válidos,  i  pagarán  por  él  diez^pesos  cada  uno. 

**  Art.  4."*  Quedan  reformadas  en  este  sentido  las  disposiciones  que  se 
opongan  a  las  consignadas  en  esta  lei.'' 

Gomo  el  peUcíonarío  no  aduce  razones  justificativas  de  su  aserto,  sino 
que  apenas  se  limita  a  la  simple  enunciación  de  la  creencia  en  que  está  de 
que  la  lei  anteriormente  trascrita  debe  suspenderse  por  ser  contraría  o  vio« 
latoria  de  las  disposiciones  del  pacto  federal,  ya  citadas;  este  ministerio  se 
limita  a  sostener  lo  contrario,  dejando,  por  lo  mismo,  de  coadyuvar  la  solí* 
citud  de  suspensión,  bajo  este  respecto. 

GoQ  efecto,  i  en  cuanto  a  lo  primero,  la  retroactividad  de  la  lei  eo 
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examen,  aquella  no  se  deducen!  por  mera  iríduoeion  del  texto  del  artículo 
Í9*  porque  quiere  decir  que  las  nuevas  condiciones  exijidas  para  ejercer  I& 
abogacía  en  el  Estado  de  Panamá,  aunque  distintas  de  las  que  estaban  de« 
terminadas  en  el  Titulo  1»,  libro  l.^"  del  CÍódigo  adjetivo  de  dicho  Estado^ 
solo  tendrán  1  deben  tener  efecto  desde  que  la  nueva  leí  empiece  a  rejir ; 
quedando,  por  lo  tanto,  consumados  irrevocablemente  todos  los  actos  ante* 
ríores  ejercidos  por  los  que  en  Panamá  se  consideraban  i  tenian  cook)  abo* 
gados,  conforme  al  Código  Judicial  primitivo. 

I  porque,  de  que  una  lei  posterior  exija  mayores  i  nuevas  condieionea 
para  ejercer  la  abogada,  que  las  que  exijía  la  lei  anterior,  asi  innovada  o 
reformada  -  en  virtud  de  la  plena  potestad  lejislaiiya  a  este  respecto,  no  ae 
Infiere  ni  remotamente  que  aquella  lei  tenga  o  pueda  tener  efecto  retro- 

actíTo. 

En  lo  concerniente  al  segundo  capitulo  de  acusación  contra  la  nueva 
leí  panameña,  que  se  hace  consistir  en  la  violación  de  la  garantía  constftu* 
cional  de  la  libertad  de^  industria,  todavía  es  menos  sostenible ;  porque, 
aunque  es  indudable  que  la  abogacía  es  una  profesión  o  industria,  en  virtud 
de  la  cual  se  prestan  ciertos  servicios  que  suponen  preparación  i  conoci- 
mientos especiales,  en  cambio  de  una  remutieracion  determinada,  o  graiui* 
tamente,  si  se  quiere,  también  es  cierto  que  ei  lejislador,  sin  llegar  hasta  la 
proliibicion  absoluta,  puede  exijir  señaladas  condiciones  i  formalidades  para 
el  ejercicio  de  la  misma  industria,  mayormente  si,  como  administrador  i 
jerente  de  los  intereses  sociales,  juzga  que  ellas  redundan  en  bene&cio  de 
la  comunidad  cuyo  ínteres  representa  i  está  llamado  a  defender,  para  im* 
pedir  así  que  se  at&que  la  seguridad  de  las  personas  e  intereses  de  los  aso- 
ciados, por  falta  de  las  aptitudes  i  demás  condiciones  que  deben  concurrir 
en  el  abogado ;  puesto  que  la  libertad  de  industria  tiene,  según  el  texto 
constitucional,  esa  restricción  jenérica  :  **  la  seguridad." 

Si  la  garantía  de  la  libertad  de  industria  se  ha  de  entender  i  aplicar  en 
un  sentido  enteramente  lato  i  sin  la  restricción  de  la  seguridad,  en  la  osten- 
sión i  manera  como  defina  ésta  el  Poder  lejislativo  de  cada  Estado,  entonces 
es  preciso  suspender  i  anular  los  Códigos  seccionales  de  Comercio  en  cuanto 
exijen  i  determinan  varias  condiciones  para  ser  comerciante ;  i  anular  i  sus- 
pender también  muchas  disposiciones  lejislativas  referentes  a  los  requisitas 
que  se  necesitan  en  ciertos  casos  para  poder  ejercer  determinados  empleos 
o  fundones  públicas,  toda  vez  que  la  empleomanía  es  igualmente  un  ramo 
de  industria ;  como  asi  mismo  suspender  i  anular  las  disposiciones  penales 
de  los  Estados,  que  por  señalados  delitos  imposibilitan  a  los  ciudadanos 
para  ejercer  temporalmente  destinos  públicos. 

La  garantía  9^  artículo  15  de  la  Constitución  nacional  se  espresa  asi : 
*'U  libertad  de  ejercer  toda  industria  i  de  trabajar  sin  usvrpar  la  Muatria 
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de  otro,  cuya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  les 
autores  de  inventos  útiles,  ni  las  que  se  reserven  la  Union  o  tos  Estados 
como  arbitrios  rentísticos,  i  sin  embarazar  las  vias  de  comunicación  ni  ata- 
car la  seguridad  i  la  salubridad.'*  De  donde  se  deduce  que  esta  libertad,  coa 
las  restricciones  mencionadas,  no  es  tan  absoluta  como  las  de  los  incisos 
6.0  i  T.o.del  propio  articulo  16. 

Por  lo  mismo  que  la  palabra  seguridad  está  tomada  alli  de  un  modo 
jenérico,  comprende  tanto  la  seguridad  moral  como  la  seguridad  física,)  se 
la  debe  tomar  en  el  sentido  que  fe  da  el  Diccionario  de  nuestra  lengua,  en 
cuanto,  para  el  caso,  no  aparece  definida  legalmente.  Allí  se  dice  (última 
edición  de  la  Academia  española) :  ^^Seguridad. — Estado  délas  cosas qoe 
las  hace  firmes,  ciertas,  o  libres  de  todo  riesgo  o  peligro. — Certeza  que  bace 
que  una  cosa  no  falte  o  engañe.*^ 

.  Sí,  pues,  son  las  Lejislaturas  de  los  Estados  las  que  están  llamadas  a 
decidir  cuándo  el  ejercicio  de  un  ramo  de  industria  ataca  o  perjudica  la  se- 
guridad seccional ;  si  la  garantía  de  la  libertad  de  industria  no  es  absoluta, 
sino  que,  antes  bien,  tiene  entre  otras  esta  restricción :  la  de  la  seguridad; 
i. si  por  lo  demás  los  Estados  de  la  Union  tienen  la  plenitud  del  Poder  lejisia- 
tivo,  en  cuanto  no  invadan  la  órbita  de  acción  del  Gobierno  federal  (articulo 
16  de  la  Constitución  nacional),  con  las  escepciones  de  los  artículos  6.*  7.^ 
i  8.0  del  mismo  Código ;  es  fuera  de  controversia  que  la  Asamblea  constitu- 
yente de  Panamá  ha  podido  espedir  la  leí  en  examen. 

Pero  considerando  que  la  parte  final  del  artículo  i.»  de  dicha  lei,  en 
cuanto  establece  que  **  sin  cuyo  requisito  (el  del  titulo  profesional  espedido 
por  la  Corte  Superior  del  Estado)  no  podrán  ejercer  la  abogacía/*  es  con- 
traria al  inciso  iO.®  articulo  i5  de  la  Constitución  federal,  que  establece  la 
**  igualdad ;  i  en  consecuencia  no  es  lícito  conceder  privilejios  o  dístincio» 
nes  legales  que  cedan  en  puro  favor  o  beneficio  de  los  agraciados,"  etc; 

Por  ello  este  ministerio  solicita  que  os  sirváis  suspender  aqueHa  parte 
de  la  lei,  como  contraría,  en  ese  punto,  a  la  disposición  acabada  de  dtar. 

Bogotá,  abril  81  de  i  876. 

Gonzalo  A.  Tavera. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  doscientas  sesenta  i 
ocho  a  las  doscientas  setenta  i  una,  bal  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veintinueve  de  abril  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
Señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  m;.  Bójas  Garrido,  i  demás  stores 
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Mijiatrados,  doctores  Manuoi  fizequfel  Corrales,  Rabel  Martínez  R,  Emig- 
dio  Paláu  i  Juan  A.  Dricoechea»  con  el  objeto  de  tomar  en  consideración  la 
solicitud  que  ba  dirijido  a  la  Corte  Pedro  Vega  Ayaio,  para  que  se  suspenda 
la  leí  50«  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  soberano  de 
Panamá,  con  fecba  31  de  diciembre  de  i875,  adicional  al  titulo  IS,  libro  i.<» 
del  Código  Judicial  de  dicho  Estado.  El  señor  fliajistrado  doctor  Rojas  Ga- 
rrido, a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto»  leyó  el  siguiente  proyecto 
de  resolución : 

*^  Vistos :  los  cuatro  artículos  de  la  leí  50  de  Si  de  diciembre  de  1875, 
que  adiciona  el  título  13,  libro  i.<>  del  Código  Judicial,  espedida  por  la  Asam- 
blea constituyente  del  Estado  soberano  de  Panamá,  que  motivan  la  solici- 
tud de  suspensión  de  Pedro  Vega  Ayato,  están  concebidos  en  estos  tér- 
minos: 

*Art.  i.^  Los  abogados  reconocidos  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  articulo  13,  libro  l.*"  del  Código  Judicial  vijente,  i  otras  disposiciones 
anteriores  que  bajan  rejido  sobre  la  misma  materia,  deberán  ocurrir  a  la 
Corte  Superior  del  Estado,  solicitando  les  espida  un  título  profesional,  sia 
cayo  r^iquislto  no  podrán  ejercer  la  abogacía. 

'Art.  3.<>  Los  títulos  profesionales  de  que  trata  el  artículo  anterior , 
serán  estendidos  en  papel  del  sello  5.^;  i  en  ellos  deberá  hacerse  especial 
mención  de  los  conocimientos  jurídicos,  práctica  forense  i  demás  aptitudes 
que  a  juicio  de  la  Corte  posea  el  solicitante,  para  ejercer  la  abogacía. 

'Are.  3.0  Los  títulos  de  que  se  trata  quedan  sujetos  al  derecho  de  re- 
jistre,  sin  lo  cual  no  serán  válidos  i  pagarán  por  él  dies  pesos  cada  uno. 

'Art.  4.0  Quedan  reformadas  en  este  sentido  las  disposiciones  que  se 
opongan  a  las  consignadas  en  esta  leí.' 

'^Como  se  ye,  el  artículo  l.""  de  los  preinsertos  restrinje  el  ejercicio 
de  la  profesión  de  abogado  a  los  que  obtengan  un  título  profesional  espedido 
por  la  Corte  Superior  del  Estado.  Como  consecuencia  de  esto,  el  artículo 
1^  restrinje  la  mencionada  industria  de  abogado,  a  los  que  obtengan  el  tí- 
tulo espresado  estendido  en  papel  del  sello  3,o  con  especial  mención  de  los 
conocimientos  juridicos,  práctica  forense  i  demás  aptitudes  que  a  juicio  de 
la  Corte  posea  el  agraciado.  En  complemento  de  las  anteriores  disposicio- 
nes, el  articulo  3.®  restrinje  la  libertad  de  trabajar  en  la  profesión  de  abo- 
gado, concediendo  permiso  de  ejercerla  solo  a  los  que  hagan  rejistrar  el 
título  de  que  se  trata  i  paguen  el  derecho  de  diez  pesos ;  i  el  4.o  reforma  las 
disposiciones  anteriores.  El  ejercicio  de  la  profesión  de  abogado,  sin  los  re* 
quisitos  establecidos  en  los  artículos  anteriores,  no  usurpa  la  industria  de 
otro,  cuya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  los  au- 
tores de  l«ventos  útiles^  ni  la  que  se  reserven  la  Union  o  el  Estado  como 
arbitrio  rentístico ;  primero  de  los  dos  casos  en  que  únicamente  puede  res- 
trínjirse  o  limitarse  la  libertad  de  ejercer  toda  industria.  El  Estado  tiene 
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üiciillad  de  lejiftUr  determiiiando,  que  el  ejercicio  de  la  profesión  de  abo- 
gado, sin  los  requisitos  aludidos,  ataca  la  seguridad  i  la  salubridad ;  de 
modo  que  se  halla  en  sus  atribuciones  erijir  el  hecho  en  delito  o  en  itita 
contra  la  policía ;  pero  esto  no  es  lo  estatuido  en  la  lei  de  Panamá;  sino 
que  apenas  limita  o  restrinjo  el  ejercicio  de  la  industria  en  favor  de  los  que 
obtengan  el  título  llenando  las  formalidades  espresadas,  con  lo  cual  no  so- 
lamente se  Viola  el  inciso  9. <>  del  articulo  15  déla  Constitución,  que  garan- 
tiza la  libertad  de  ejercer  toda  indtutria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria 
de  otro,  con  las  únicas  dos  limitaciones  espresadas ;  sino  qoe  viola  también 
d  inciso  40  de  la  misma  Constitución,  que  garantiza  la  igualdad^  prohibien- 
do conceder  privilejios  i  distinciones  legales,  qoe  ceden  en  puro  favor  o  be- 
neficio de  los  agraciados ;  e  imponer  obligaciones  especiales  que  hagan  a 
los  individuos  a  ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los  demás,  como  sucede 
en  el  presente  caso ;  pues  la  lei  citada,  al  establecer  el  monopolio  de  la  in- 
dustria o  trabajo  del  abogado,  eñ  beneficio  de  los  individuos  a  quienes  la 
Corte  espida  los  títuloSi  otorga  privilejios  i  distinciones  legales  que  ceden 
én  favor  de  estos  agraciados,  e  impone  a  los  demás  la  obligación  especial  de 
no  ejercer  dicha  industria,  haciéndolos  de  peor  condición  que  los  privilejía- 
dos.  Ho  cree  la  Corte  que  las  disposiciones  de  la  lei  de  Pananrá  tengan  efec* 
to  retroactivo ;  pero  sí  que  son  evidentemente  contrarias  a  los  preceptos  de 
la  Constitución  nacional,  que  se  han  indicado.  Por  tales  fundamentos,  la 
Corte,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  Ti  de  la  Cena- 
titucion,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colom- 
bia i  por  autoridad  de  la  lei,  suspende  la  lei  30  (de  Si  de  diciembre  de  i875), 
que  adiciona  el  titulo  15,  libro  !.<>  del  Código  Judicial  del  Estado  soberano 
de  Panamá,  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  de  dicho  Estado,  por 
ser  contraria  a  los  incisos  9  i  iO  del  artículo  45  de  la  Constitución. — Notifi- 
quese  ;  publíquese  copia  de  esta  decisión  en  el  Diario  Oficial  de  la  Union ; 
envíese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Panamá,  i  remítase  el  espediente 
al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  la  copia  respectiva." 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  uná- 
nime de  los  señores  Hajístrados.  ^ 

Con  lo  cual,  i  no  habiendo  otro  asunto  que  someter  a  la  consideración 
de  la  Corte,  se  codcluyó  el  presente  acuerdo,  qoe  firman  el  señor  Majlstra- 
do  Presidente  i  demás  señores  Majistrados,  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  JoseM.  Rojas  Garrido — Manuel  Ezequibl  Corrales— 
Rafael  Martínez  R.— Ehigdio  Palau— Juan  Agustín  Ukigobchea. 

El  Secretario,  Rafael  E.  Santander, 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  mayo  cinco  de  mil  ochocientos  setenta 
I  aeis. 

El  Secretario,  Rafml  E.  SmimAer. 
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Informe  be  la  Comisión  Inspectora. 

Sonorables  Setiadoree. 

La  Asamblea  constitujen te  del  Estado  soberano  de  Panamá,  espidió 
la  leí  30  dé  fecha  31  de  diciembre  de  1875,  i  en  ella  3e  contienen  las  dlspo« 
sicíones  que  a  continuación  se  copian  : 

£1  artículo  i.''  dice  :  ''  Los  abogados  reconocidos  de  conformidad  coq 
lo  dispuesto  en  el  artículo  15,  libro  1/*  del  Código  Judicial  vijente  I  otras 
disposiciones  anteriores  que  bayan  rejido  sobre  la  misma  materia,  deberán 
ocurrirá  la  Corte  Superior  del  Estado,  solicitando  les  espida  un  título  pro« 
fesíonal,  sin  cuyo  requisito  no  podrán  ejercer  la  abogacía/' 

El  articulo  S.^  dice:  *'  Los  títulos  profesionales  de  que  trata  el  articu- 
lo anterior,  serán  estendídos  en  papel  del  sello  3,<>  i  en  ellos  deberá  hacerse 
especial  mención  de  los  conocimientos  jurídicos,  práctica  forense  i  demás 
aptitudes  que  a  juicio  de  la  Corte  posea  el  soliciíante  para  ejercer  la  abo* 
gacía/' 

£1  artículo  3. <*  dice :  ''Los  títulos  de  que  se  trata  quedan  sujetos  al 
derecho  de  rejistro,  sin  el  cual  no  serán  válidos,  i  pagarán  por  él  diez  pe« 
sos  cada  ano/' 

El  artículo  é,^  dice :  ''Quedan  reformadas  en  este  sentido  las  disposi- 
ciones que  se  opongan  a  las  consignadas  en  esta  lei." 

El  s€ñor  Pedro  Vega  Aya to  representó  a  la  Corte  S^iprema  déla  Na- 
ción solicitándola  suspensión  de  la  lei  preinserta,  acusándola  de  inconstitu- 
cional por  cuanto  en  su  concepto  ella  tiene  un  efecto  retroactivo,  i  ademas 
como  contraria  al  libre  ejercicio  de  la  industria  que  garantiza  tanto  la  Cons- 
titución federal  como  la  del  Estado  de  Panamá.  El  señor  Procurador  je- 
oeral  de  la  Nación  informó  al  Tribunal  Superior  con  fecha  fl  de  abril  lil- 
tímo,  que  la  lei  cuya  suspensión  se  pedia  por  el  señor  Vega  Ayato,  solo  debía 
suspenderse  el  artículo  i.^  en  su  última  parte,  única  que  él  estimaba  como 
contraria  a  la  Constitución,  no  hallando  que  dicha  lei  tuviera  un  efecto 
retroactivo,  solicitando  de  la  Corte  Suprema  que  así  lo  declarase  en  ejercicio 
de  la  atribución  a  ella  conferida  por  el  artículo  73  del  Código  de  Rionegro* 

La  Corte  Suprema,  por  acuerdo  celebrado  el  S9  de  abril  del  año  en 
curso,  después  de  hacer  un  análisis  esacto  de  los  cuatro  artículos  de  la  lei 
de  la  cual  se  trata^  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  so- 
berano de  Panamá,  i  de  comparar  las  disposiciones  en  ella  contenidas,  con 
las  correspondientes  de  la  Constitución  nacional,  dedujo  la  conclusión  que 
lifi}icafnente  se  infiere  de  las  justas  apreciaeíones  de  Su  trabajo,  declarando 
fa  Sfopension  de  la  lei  mencionada  al  principio  de  este  informe,  i  ba  pasado 
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el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  que  por  él  nfi  dicte  la  re- 
solución definitiva  que  le  corresponde. 

La  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejlslativosde  los  Estados,  cree 
quf  nada  más  puede  decirse  de  lo  que  ba  manifestado  la  Corte  Suprema 
para  persuadir  que  el  artículo  i. ^  de  la  lei  del  Estado  de  Panamá  es  con- 
trario a  los  incisos  9  i  40  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  por 
cuanto  por  ét  se  limiu  el  ejercer  un  ramo  de  industria  que  es  permitido  a 
todo  ciudadano  en  la  República,  i  se  establece  ademas  una  desigualdad  por 
cuanto  se  concede  un  príTílejio  ^  los  que  únicamente  tengan  un  titulo  o  uo 
diploma  que  no  se  concede  a  todos. 

1  como  los  artículos  restantes  de  la  leí  dependen  del  primero  I  son  un 
desarrollo  de  él»  declarado  nulp  este,  como  estima  la  Comisión  que  debe 
serlo,  los  demás  tienen  que  eorrer  la  misma  suerte. 

En  semejante  persuasión,  la  Comisión  de  mspeccion  de  loa  actos  lejls* 
latlvos  de  los  Estados  tiene  el  honor  de  someter  a  la  consideración  del  Se- 
nado  el  siguiente  proyecto  de 

rbsolocion: 

^*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  tiene 
por  el  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nula  i  sin  ningún 
valor  ni  efecto  la  lei  80  de  fecha  31  de  diciembre  del  año  de  1875,  que  adi- 
ciona el  titulo  15,  libro  i."*  del  Código  Judicial  del  Estado  de  Panamá,  espe- 
dida por  la  Asamblea  constituyente  del  mismo  Estado/' 

iPublíquese,  comuniqúese  i  circúlese:  devuélvase  el  espediente  ala 
Corte  Suprema. 

Bogotfí,  15  de  mayo  de  1876. 

Serjio  Arboleda^ Emiliano  Restrepo  E. — José  M.  Martínez  Pardo- 
Rafael  Rodríguez — ^Narciso  C/ídena. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  1.^  i  S."»  debates  en  los  dias  27  de 
febrero  i  14  de  mayo  de  iB77. 

El  Secretarlo,  Tomas  Rodríguez  Pérez. 


VIL 

ÜVlilDAD  del  inclflo  S.«  del  artíealo  Stt  del  Cédliro  polMeé  I 
■aanieipAl  del  Ewtado  de  Cvndluamareii. 


Vista  del  Procurador  jeneral. 

Seu.ores  IMajistradoB. 

Se  ha  solicitado  la  suspensión  del  inciso  3.o  del  artículo  322  del  Código 
político  i  municipal  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca»  por  ser  contra* 
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rio  a  la  garantía  de  Ist  propiedad,  establecida  en  el  articulo  i 6  de  la  Constí-' 
tucion  nacional. 

La  disposición  que  se  cree  inconstitucional  dice : 
^'Son  bienes  del  común  de  cada  ciudad,  ▼illa,  parroquia  o  aldea  : 
**d.°  Las  porciones  de  los  resguardos  que  después  de  diez  años  de 
haber  sido  éstos  repartidos,  hayan  quedado  como  sobrantes ;  o  que  babíen* 
do  sido  adjudicados  no  hayan  parecido  sus  dueños/' 

£1  infrascrito  no  es  de  opinión  que  sea  contrario  a  la  garantía  de  la 
propiedad  la  disposición  del  citado  Inciso  3.'>  del  articulo  5t3  del  Código  po- 
liUco  i  municipal,  porque  en  ella  el  lejíslador  lo  que  ha  determinado  es  una 
manera  de  uasmisíon  de  la  propiedad,  semejante  a  la  prescripción,  al 
alotion  i  a  otros  modos  reconocidos  en  la  lejislacíon  para  perder  por  utu^ 
parte  un  derecho  i  radfcarlo  en  otra  parte. 

Dn  sobrante  no  adjudicado  es  un  bien  mostrenco,  i  el  lejíslador  tiene 
facultad  para  disponer  a  quién  se  le  trasmite  en  propiedad.  Lo  mismo  su- 
cede con  los  bienes  adjudicados  a  ausentes  I  que  durante  un  cierto  término 
no  se  presenten  a  reclamarlos  aquellos  a  quienes  se  les  adjudicó. 

Estas  observaciones  son  bastantes  para  fundar  ellnfrascrito  su  con- 
cepto i  denegarse  a  apoyar  la  solicitud  que  se  ha  heclio  sobre  suspensión  del 
¡DCiso  5.«  del  articulo  ya  citado  del  Código  político  i  municipal  del  Estado 
deCundinamarca. 

Bogotá,  marco  SO  de  1B76. 

Ramón  Gómez. 


Acuerdo  de  l\  Corte  Suprema. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal  certiBca  que  en  el 
libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pijina  doscientas  setenta  i  tres  ala 
doscientas  ochenta  i  ocho,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  se  cons* 
titayó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo  con  asistencia  del  señor 
Kajlstrado  Presidente,  doctor  José  María  Rojas  Garrido,  I  demás  señores 
Majlstrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  GornUes,  Rafael  Martínez  R,  Emíg- 
dlo  Paláa  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  considera» 
cion  la  s^licitnd  que  ha  dirijido  a  e8.ta  Corte  Lorenzo  Félix  para  que  se  sus* 
penda  el  Inciso  3.<*  del  artículo  33S  del  Código  político  i  municipal  del 
Estado  soberano  de  Cundinamarca,  por  el  que  se  dispone  que  son  bienes  dp 
lis  entidades  municipales  los  terrenos  que  después  de  diez  años  de  repar« 
tidos  hayan  quedado  como  sobrantes.  El  señor  Majistrado  doctor  Martines, 
a^qnioQ  tocó  en  repartimiento  este  asunto,  leyó  el  siguiente  proyecto  de  re- 
solución: 


/ 
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'*  Vistos :  Lorenzo  Félix  ha  ocurrido  a  esta  Suprema  Corte  invocando 
la  facultad  constitucional  que  ella  tiene  para  suspender  las  leyes  de  los  £6^ 
tados,  a  Gn  de  que  la  ejerza  respeéto  del  inciso  S.o  del  artículo  3tS  del 
Código  político  i  municipal  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  que 
dice....  *Son  bienes  del  común  de  cada  ciudad,  villa,  parroquia  o  al- 
dea. ...  5.°  Las  porciones  de  los  mismos  resguardos  que  después  de  iO 
años  de  haber  sido  éstos  repartidos  hayan  quedado  como  sobrantes  ;  o  que 
habiendo  sido  adjudicados,  no  hayan  parecidp  sus  adjudicatarios/' 

Cree  el  solicitante  que  la  disposición  legal  copiada  es  contraria  a  los 
incisos  5,0  S.""  i  10  del  artículo  15  de  la  Constitución. 

El  Procurador  sostiene  que  no  hai  antagonismo  entre  dicha  leí  i  U 
Constitución,  i  por  tal  motivo  no  coadyuva  la  solicitud  de  Félix.  Apoya  aa 
opinión  en  los  razonamientos  siguientes :  ''El  infrascrito  no  es  de  opinión 
que  sea  contraría  a  la  garantía  de  la  propiedad  la  disposición  del  citado  in- 
ciso .  •  •  .  porque  en  ella  el  lejíslador  lo  que  ha  determinado  es  una  manera 
de  trasmisión  de  la  propiedad,  semejante  a  la  prescripción,  al  aluvión  i  a 
otros  modos  reconocidos  en  la  lejislacion  para  perder  por  una  parte  un 
derecho  i  radica  rio  en  otra  parte. 

^^  Un  sobrante  no  adjudicado  es  un  bien  mostrenco  i  el  lejíslador  tiene 
facultad  para  disponer  a  quién  se  le  trasmite  en  propiedad.  Lo  mismo  su« 
cede  con  los  bienes  adjudicados  a  ausentes  i  que  durante  un  cierto  término 
no  se  presenten  a  reclamarlos  aquellos  a  quienes  se  les  adjudicó." 

Para  decidir  este  asunto»  entra  la  Corte  a  considerar  algunas  cuestio- 
nes previas. 

L 

La  fi^cultad  constitucional  de  los  Estados  para  lejislar  en  materia  civil» 
está  restrinjida  por  la  misma  Constitución  en  todos  los  casos  en  que  se 
vulneren  las  garantías  individuales  de  que  trata  el  articulo  15,  i  ademas  en 
todos  aquellos  contenidos  en  la  sección  3,'  capítulo  %^  que  trata  de  loa  de* 
rechos  i  deberes  de  los  Estados ;  de  manera  que  toda  lei  sancionada  por 
éstos,  contradictoria  de  las  espresadas  garantías  o  alas  bases  del  Gobierno 
de  la  Union,  es  anulable  por  el  Senado  i  puede  ser  suspendida  por  la  Corte 
Suprema. 

La  propiedad  es  una  de  las  garantías  individuales,  cuya  protección  está 
encargada  al  Gobierno  nacional  i  al  de  cada  Estado.  Tbda  leí  seoclonal  que 
la  conculque,  cae  bajo  los  poderes  federales  para  ser  suspendida  o  anulada. 

Pero  como  la  propiedad  no  está  definida  en  la  Constitucioo,  es  predao 
determinar  previamente  en  qué  consiste,  en  vista  de  las  leyesvIjenCeaa  la 
época  en  que  se  espidió  la  Constitución  que  la  garantiza. 

La  propiedad  o  dominio  en  las  cosas,  no  pudo  referirae  en  laXjonalH 
tucion  sino  al  derecho  i  nó  a  las  cosas  en  que  se  tiene :  en  este  sentido»  el 


—  49  — 

dominio  es  un  derecho  que  reconoce  i  reglamenta  el  lejíslador,  porquo 
antee  de  la  lei  no  puede  concebirse  sino  una  mera  ocupación  precariai  por 
estar  sujeta  a  otra  ocupación  del  mas  fuerte.  Garantizada  la  posesión  i  goce 
délas  cosas  por  el  lejislador,  corresponde  a  éste  definir  esa  garantía,  darle 
la  estension  que  halle  conveniente,  i  establecer  las  restricciones  necesarias 
para  armonizar  los  intereses  sociales.  Según  esto,  la  propiedad  o  derecho  de 
dominio  es  mas  o  menos  estenso,  mas  o  menos  absoluto.  Todas  las  limi* 
taciones  del  dominio,  que  las.leyes  llaman  servidumbres,  usufructo,  uso» 
habitación  u  otras,  nacen  de  las  mismas  leyes ;  pero  cuando  el  dominio  no 
está  sujeto  a  estas  restricciones,  el  lejislador  no  puede  imponer  otras,  que 
no  sean  por  vía  de  contribuciones  jenerales.  Estos  principios  no  se  alteran 
por  la  calidad  del  sujeto  a  cuyo  favor  se  reconoce  el  dominio :  la  entidad  na- 
cional, el  Estado,  el  distrito,  las  personas  jurídicas  i  los  individuos,  son  ca* 
paces  de  poseer.  Cada  una  de  estas  entidades  puede  trasmitir  la  propiedad 
en  los  términos  i  modos  estatuidos  en  las  leyes ;  pero  respecto  de  la  pro- 
piedad individual,  que  la  Constitución  ha  garantizado  especialmente,  no  es 
potestativo  del  lejislador  trasmitirla  por  leyes  especiales,  diferentes  de  las 
sancionadas  en  el  derecho  común. 

11. 

Establecido  lo  que  precede,  es  del  caso  examinar  qué  clase  de  domi- 
nio  tenían  los  indios  en  los  resguardos,  i  qué  potestad  se  reservó  el  lejisla- 
dor en  esta  clase  de  bienes. 

Lo  anómalo  de  esta  clase  de  propiedad,  por  razón  de  su  orijen  I  modo 
de  adquirirse,  hace  preciso  remontarse  a  su  primitivo  estado  para  historiar 
las  trasmisiones  legales  desde  la  conquista  del  suelo  americano* 

El  Rei  de  España  declaró  en  sus  leyes  que  el  continente  americano 
i  sus  islas,  ocupado  por  los  descubridores  i  sometido  por  los  adelantados, 
pertenecía  al  patrimonio  real ;  de  manera  que  todos  los  terrenos  conquis- 
tados pasaron  al  dominio  civil  i  político  de  la  corona.  Establecido  este  prin* 
cipio  fundamental,  que  es  hoi  mismo  la  base  del  dominio  civil  de  la  Repú« 
blica  en  los  baldios,  se  procedió  a  efectuarse  enajenaciones  de  terrenos,  ya  a 
título  gratuito  entre  los  conquistadores  i  colonos,  ya  en  venta  i  composición. 
He  aquí  el  orijen  de  la  propiedad  raiz  en  América.  Respecto  delosabori- 
jenes,  se  estableció  que  los  grupos  de  ellos  que  se  redujeran  a  la  vida  civil, 
tendriaik  una  porción  de  tierras  que  se  denominaron  resguardos ;  es  decir, 
que  se  guardaban  o  reservaban  para  cada  parcialidad,  con  esclusion  de  loe 
colonos.  Estos  resguardos  eran  cultivados  en  común  por  los  indios,  hadan 
suyos  los  frutos  a  condición  de  pagar  un  tributo  a  las  arcas  reales.  Este 
dominio,  que  puede  llamarse  útil,  eonstituia  una  especie  de  enfiteusis,  en 
que  el  dueño  directo  era  el  Gobierno ;   pero  enflteusis  anómala,  porque  el 

7    • 
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gobierno  se  reservó,  a  título  de  protector,  facultades  estraordinarias  i  £»- 
crccíonaleSi  que  ejerció  de  varios  modos,  según  se  nota  en  las  leyes  de 
Indias,  cédulas  i  pragmáticas  comunicadas  al  consejo  de  Indias :  entre  éstas 
se  encuentra  el  establecimiento  del  tributo  que  los  naturales  pagaban  a  la 
corona  o  a  los  encomenderos. 

En  este  estado  de  cosas  vino  la  trasformacion  política,  i  el  lejislador 
colombiano  estatuyó  lo  que  pasa  a  copiarse,  en  la  célebie  le!  de  11  de  octu- 
bre de  i82i,  que  es  la  lei  i?  parte  O'^  título  i.®  Recopilación  Granadina. 

'Art.  i. o  Los  indíjenas  de  G)lombia,  llamados  indios  en  el  Código 
español,  no  pagarán  en  lo  venidero  el  impuesto  conocido  con  el  degradante 
nombre  de  íribuío ;  ni  podrán  ser  destinados  a  servicio  algu  no  por  ninguna 
clase  de  personas,  sin  pagárseles  el  correspondiente  salario,  que  antes  es- 
tipulen.  Ellos  quedan  en  todo  iguales  a  los  demás  ciudadanos,  i  se  rejirán 
por  las  mismas  leyes/ 

^Art.  3.°  Los  resguardos  de  tierras  asignados  a  los  indíjenas  por  las 
leyes  españolas,  i  que  hasta  ahora  han  poseído  en  común  o  en  poi clones 
distribuidas  a  sus  familias  solo  para  su  cultivo  según  el  reglamento  del  Li- 
bertador Presidente,  de  20  de  mayo  de  1830,  se  les  repartirán  en  pleno  io' 
mimo  i  propiedad  luego  que  lo  permitan  las  circunstancias. 

*  Art.  i.**  A  cada  familia  de  indíjenas,  hasta  ahora  tributarios,  se  asig- 
nará de  los  resguardos  la  parte  que  les  corresponda,  según  la  estension  de 
éstos  i  número  de  individuos  de  que  se  componga  la  familia. 

'Art.  5.<>  El  Gobierno  mandará  formar  inmediatamente  listas  muí 
esactasde  los  indíjenas  que  en  cada  pueblo  tengan  derecho  al  repartimiento, 
i  tomará  informe  de  la  estension  de  los  resguardos,  i  de  las  diGcultades  qoe 
ofrezca  la  división  i  de  los  medios  de  veri6carla,  de  los  gastos  que  deban 
hacerse  i  de  dónde  deban  abonarse.  De  todo  lo  cual  dará  cuenta  al  próximo 
Congreso. 

'Art.  6.^  Entre  tanto  los  resguardos  continuarán  poseyéndose  por 
los  naturales,  bajo  las  mismas  reglas  que  se  han  observado  basta  ahora; 
mas  en  donde  haya  terreno  sobrante,  o  que  no  sea  necesario  para  el  cuitíTO 
de  las  familias,  deberá  arrendarse  para  satisfacer  la  dotación  de  la  escuela 
de  primeras  letras,  conforme  a  lo  prevenido  o  que  en  adelante  se  prescriba.' 

*  Art.  9.<>  Hasta  que  los  resguardos  no  se  repartan  a  los  indíjenas,  en 
propiedad,  continuarán  teniendo  el  pequeño  cabildo  que  les  conceden  las 
leyes,  cuyas  funciones  serán  puramente  económicas  i  reducidas  a  la  mejor 
administración,  concentración  i  distribución  de  los  bienes  de  comunidad; 
quedando  sinembargo  sujetos  a  los  Jueces  parroquiales.' 

'Art.  is.  Quedan  espresamente  derogadas  las  leyes,  ordenanzas, 
cédulas  i  decretos  espedidos  sobre  indíjenas,  en  todo  lo  que  sea  contrario  i 
la  presente  lei.' 
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En  yirtud  de  esta  leí  se  modificó  el  derecho  de  dominio  que  los  indi- 
jeoas  teaian  en  los  resguardos,  i  se  dispuso  el  repartimiento  indÍTÍdual  de 
estos  bienes  entre  los  tributarios,  cuyo  impuesto  quedó  abolido;  pero  los 
resguardos  continuaron  en  común  hasta  que  se  dictaron  las  leyes  de  6  de 
marzo  de  i83S,  la  de  3  de  junio  de  1834  i  la  de* 23  de  junio  de  i843,  que  es- 
tablecieron reglas  para  todo  lo  concerniente  a  la  distribución  de  los  res- 
guardos. Fara  el  asunto  que  se  debate,  es  del  caso  copiar  los  artículos  10  i 
11  de  la  leí  últimamente  citada. 

'Art.  10.  En  aquellos  resguardos  de  indijenas  que  no  se  hubieren 
distribuido,  i  en  los  cuales  haya  algunos  terrenos  denominados  sobrantes^  se 
destinará  la  parte  de  estos  sobrantes  que  se  calcule  no  esceda  de  la  duodéci- 
ma de  todo  el  resguardo,  para  sostenimiento  de  la  escuela  de  primeras  le- 
tras, i  la  suficiente  para  el  área  del  poblado  i  gastos  de  medición,  conforme 
n  las  leyes  vijentes ;  i  el  resto  quedará  a  favor  de  los  indijenas. 

'  Art.  11.  Las  porciones  de  terreno  separadas  para  indijenas  que  es* 
taban  ausentes  al  tiempo  del  repartimiento,  se  depositarán,  i  lo  mismo  las 
cantidades  que  hayan  producido,  en  personas  de  probidad  i  responsabilidad 
que  las  administre  por  el  término  de  dos  años,  pasados  los  cuales  se  adjudi- 
carán a  los  herederos  forzosos  de  dichos  aumentes,  1  por  su  falta  a  todos  los 
indijenas  del  mismo  distrito  parroquial  conforme  a  la  lei.' 

£1  dominio  directo  que  se  reservó  el  gobierno  español  en  los  resguar- 
dos de  los  indios,  i  que  luego  pasó  a  la  República,  dio  a  estos  gobiernos  la 
potestad  legal  para  lejíslar  sobre  estos  bienes,  como  lo  hicieron  hasta  que  la 
República  atribuyó  a  los  Indijenas]  el  dominio  pleno  en  los  resguardos  que 
antes  poseian  en  común,  para  lo  cual  dispuso  su  distribución  entre  los  in- 
dijenas tributarios. 

Mas,  en  el  repartimiento  individual  de  los  terrenos,  han  podido  que- 
dar i  en  efecto  quedaron  algunos  terrenos  sobrantes,  i  sobre  éstos  determinó 
la  lei  cuál  era  su  aplicación,  es  decir  que  trasfirió  el  dominio,  como  se  ha 
visto,  ya  a  las  escuelas  de  primeras  letras,  ya  a  todos  los  indijenas  de' 
distrito. 

£1  lejislador  previo' así  mismo  el  caso  en  que  algunas  porciones  de 
terreno  adjudicadas,  i  cuyos  adjudicatarios  ausentes  no  parecieran  en  dos 
años,  se  aplicaran  a  los  herederos  forzosos  de  los  ausentes,  conforme  a  la 
leí,  i  en  el  caso  de  falla  de  herederos,  se  aplicaran  a  los  indijenas  del 
distrito. 

De  lo  espuesto  se  deduce  que  el  lejislador  se  desprendió  en  absoluto 
'e  los  derechos  que  tenia  el  gobierno  en  los  resguardos;  aplicó  una  duo- 
décioia  parte  a  la  instrucción  primaria,  otra  para  los  gastos  de  mensura, 
coando  los  indijenas  no  hicieran  de  su  cuenta  estos  gastos,  i  finalmente  de* 
terminó  claramente  a  quién  pertenecían  lo$  terrenos  sobrantes,  i  los  adju- 
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dictdos  a  partícipes  aasentes  que  no  comparecieron  a  reclamarlos ;  I  úlü- 
mámente  atribuyó  en  pleno  dominio  I  propiedad  el  resto  de  los  resguardos 
a  los  indíjenas  que  los  poseían. 

Nada  quedó  sin  darle  aplicación  i  designarle  dueño  en  estas  leyes  que 
puedan  llamarse  sustantivas  i  fundamentales. 

Después  de  las  leyes  que  se  han  citado  vino  la  de  S2  de  junio  de  i850, 
'^adicional  a  las  de  administración  i  réjimen  municipal»  cuyo  articulo  4.* 
dice:  ''Corresponde  a  las  Cámaras  de  provincia  arreglar  la  medida,  repartl- 
>iniento,  adjudicación  I  libre  enajenación  de  los  resguardos  de  indíjenas» 
pudiendo  en  consecuencia  autorizar  a  éstos  para  disponer  de  sus  propiedor 
des  del  mismo  modo  i  por  los  propios  títulos  de  los  demás  granadinos."  La 
^pedición  de  esta  lei  hace  suponer  que  a  su  fecha  todsvia  existisn  resguar- 
dos sin  dividirse»  i  para  practicar  esta  operación»  así  como  para  permitirla 
libre  enajenación  délos  divididos»  seautorizóa  las  Cámaras  de  provincia  para 
que  dispusieran  lo  conveniente;  pero  no  se  les  autorizó  para  reservar  por- 
ción alguna  de  los  resguardos  cuyo  dominio  estaba  definitivamente  adjudi- 
cado a  los  indíjenas. 

III. 

Establecida  la  Confederación  i  atribuido  a  los  Estados  el  poder  dele- 
jislar  en  materia  civil  i  penal,  el  Estado  de  Cundinamarca  dictó  su  código 
político  í  municipal,  cuyo  articulo  822»  inciso  5,<»  que  es  el  acusado»  atri- 
buyó el  dominio  de  los  sobrantes  de  los  resguardos»  i  las  porciones  de  los 
ausentes,  al  común  de  las  villas»  distritos  i  aldeas.  Aquí  es  preciso  saber 
de  qué  sobrantes  se  trató. 

El  artículo  6.»  de  la  lei  de  l82i  estatuyó  lo  siguiente:  **  Entre  tanto 
los  resguardos  continuarán  poseyéndose  por  los  naturales»  bajo  las  mismas 
reglas  que  se  han  observado  hasta  ahora;  mas  en  donde  haya  «abroii^  o 
que  no  sea  necesario  para  el  cultivo  de  las  familias»  deberá  arrendarse  piira 
satisfacer  la  dotación  de  la  escuela  de  primeras  letras»  conforme  a  lo  preve- 
nido oque  en  adelante  se  prescriba." 

Esta  es  la  vez  primera  que  el  lejislador  habla  de  sobrantes  de  resguar- 
dos ;  pero,  como  se  vé»  allí  no  dispuso  de  la  propiedad,  sino  de  la  manera  de 
administrarlos.  Luego  yino  la  lei  de  1839  í  dispuso:  "  Artículo  5.»  Antes  de 
verificarse  toda  distribución»  sé  separarán»  según  sea  mayor  o  menor  la  es- 
tension  de  los  resguardos»  de  ocho  a  veinte  fanegadas  de  tierras,  en  área  de 
la  respectiva  población  i  sus  contornos ;  las  cuales  serán  destinadas  para 
fomentar  i  aumentar  la  misma  población  i  sus  contornos»  vendiéndose  o 
arrendándose  en  pública  almoneda  los  respectivos  solares  para  edificar  en 
ellos.  — "  Articulo  4.<>  Las  tierras  de  los  resguardos  de  cada  eomwiiiad  debe* 
rán  distribuirse  en  doce  porción^  de  igual  valor.  Se  destinarán  dos  e  por  lo 
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menos  unti  de  estis  porciones  para  mantener  con  sus  productos  la  escuela 
parroquial,  según  sea  mayor  o  menor  la  estension  de  los  resguardos  relati- 
vamente al  número  de  indíjenas:  otra  de  estas  porciones  se  destinará  para 
cubrir  con  el  producto  de  su  venta  los  gastos  muí  predisos  e  indispensables 
de  medición  i  repartimiento ;  ¡  el  sobrante,  si  lo  hubiere^  acrecerá  al  terreno 
partible  entre  los  indíjenas.  Si  éstos  se  convinieren  en  pagar  dichos  gastos, 
la  porción  espresada  acrecerá  igualmente  a  dicho  terreno  partible  entre 
ellos." 

De  estas  disposiciones  se  deduce  que  el  todo  de  los  resguardos  es  pro- 
piedad de  los  Indíjenas,  menos  aquellas  porciones  de  que  dispuso  la  leí,  I 
si  de  éstas  hubo  sobrante,  éste  pertenece  a  la  Comunidad  de  bienes  de  los 
comuneros  llamados  indios. 

Ya  se  ha  observado  que  la  leí  de  1 843  conGrmó  esta  misma  doctrina 
sobre  sobrantes,  asi  como  determinó  que  las  porciones  adjudicadas  a  ausen- 
tes, fueran  a  los  herederos  forzosos  de  éstos  o  a  los  indijénas  del  mismo  dis- 
trito a  falta  de  aquéllos.  De  suerte  que,  cuando  se  dictó  la  lei  acusada  de 
inconstitucional,  las  porciones  llamadas  sobrantes  de  resguardos  pertene- 
cían en  dominio  i  propiedad  a  los  indíjenas  de  la  respectiva  comunidad.  La 
circunstancia  de  que  éstos  las  mantuvieran  en  común  o  sin  dividirse,  no 
hace  variar  en  nada  su  derecho  de  propiedad,  ni  ésta  deja  de  ser  protejida 
como  garantía  constitucional. 

lY. 

En  presencia  de  las  leyes  que  acaban  de  analizarse,  quedan  sin  objeto 
las  argumentaciones  del  señor  Procurador  jeneral.  La  trasmisión  delapro*- 
piedad  privada  no  puede  hacerse  por  medio  de  leyes  ad-hoc.  Si  como  está 
demostrado,  fos  sobrantes  de  los  resguardos  pertenecen  a  los  indios  de  la 
comunidad,  ellos  no  pueden  perderlos  sino  medíante  algunos  de  los  medios 
reconocidos  en  el  derecho  común,  en  cuyo  caso  el  asunto  se  decide  por  el 
Poder  judicial  i  nó  por  el  lejislador. 

Si  esos  bienes  pudieran  considerarse  como  mostrencos»  como  opina  efl 
señor  Procurador,  también  serian  aplicables  a  ellos  las  leyes  civiles  para 
comprobar  esa  calidad,  previo  un  juiciOi  i  darles  la  aplicación  determinada 
por  las  mismas  leyes. 

Por  lo  espuesto,  I  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados 
finidos  de  Colombia !  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte  Suprema  hace  uso  de 
fak  atribución  que  el  articulo  72  de  la  Constitución  le  confiere  para  suspen- 
te  la  ejecución  del  inciso  3.o  del  articulo  323  del  Código  político  f  muoi* 
<^pa]  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca/  por  ser  contrario  al  inciso  6.<» 
M  artículo  i  5  de  la  GottBtitiicioo«  NotíQquese»  publíquese,  déjese  copia  i 
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remítase  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los  efectos  cons- 
titucionales. 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  TOto  una* 
nime  de  los  señores  Majistrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  Orman  los  señores 
Majistrados  por  ante  mí  el  Secretario. 

£1  Presidente,  JoseM.  Rojas  Garrido — Manuel  Ezequiel  Corrales— 
Rai^ael  Martínez  R.— Emigdio  Palau-*Juan  Agustín  Uricoechea— El 
Secretario, ¡i^a/icie/  E.  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  treinta  i  uno  de  mayo  de  mil  ochocientos 
setenta  i  seis. 

£1  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Sonadores. 

Bajo  el  réjimen  colonial,  los  indijenas  de  cada  pueblo  poseían  en  co« 
mun  una  porción  de  terreno  llamada  resguardo^  de  la  cual  la  República  vino 
a  hacerlos  propietarios.  La  lei  de  ll  de  octubre  de  i8-2l  (que  es  la  1  .&  P.  6." 
T.  4.^R.  G.)  dispuso  que  los  resguardos  fueran  distribuidos  en  proporción 
a  su  estension,  al  número  de  familias  indijenas  del  pueblo,  i  al  de  miembros 
que  cada  una  de  éstas  tuviera.  Posteriormente,  en  6  de  marzo  de  1858  (L. 
3. «del  mismo  tratado  i  parte),  se  ordenó  que,  antes  de  distribuir  los  dichos 
terrenos,  se  separaran  de  ocho  a  veinte  fanegadas  para  el  rirea  de  la  respec- 
tiva población,  i  de  una  a  dos  dozavas  partes  de  la  totalidad  del  resguardo, 
para  pagar  con  el  precio  de  su  venta  los  gastos  indispensables  de  mensara, 
i  para  atender  con  sus  productos  o  rentas  al  sostenimiento  déla  escuela 
primaria  de  la  parroquia  que  formaran  los  indijenas.  La  misma  lei  agregó 
(articulo  4."^)  que  el  sobrante  de  esta  dozava  o  dos  dozavas  partes,  si  lo  iiu- 
biera,  acrecería  al  terreno  partible,  i  este  mismo  destino  dio  la  lei  de  SSde 
junio  de  i84S  {k^  de  la  misma  parte  i  tratado)  a  las  porciones  adjudicadas, 
cuando  no  parecieran  los  adjudicatarios  ni  los  i)erederos. 

Apesar  de  lo  terminante  de  estas  disposiciones,  el  Código  político  i 
n)unicipal  de  Cundinamarca,  en  su  artículo  522,  dijo:  ^*  Son  bienes  del  común 

de  cada  ciudad,  villa,  parroquia  o  aldea S.^  Las  porciones  de  los 

mismos  resguardos  (los  de  los  indijenas)  que  después  de  diez  años  de  haber 
sido  éstos  repartidos  hayan  quedado  como  sobrantes,  o  que,  habiendo  sido 
adjudicadas,  no  hayan  parecido  sus  adjudicatarios/' 

En  vista  de  los  perjuicios  que  con  motivo  de  esta  disposición  sufreo 
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lo6  Indfjenas  de  Ubaté,  quienes  ban  sido  recientemente  despojados  del  poco 
terreno  que  aún  les  quedaba,  uno  de  ellos»  el  ¡señor  Lorenzo  Félix,  pidió  a 
la  Corte  Suprema  que  la  suspendiera,  de  conformidad  con  los  preceptos 
constitucionales  que  garantizan  el  derecho  de  propiedad.  El  señor  Procu- 
rador se  mostró  adverso  a  esta  solicitud,  por  cuantp,  según  él,  el  lejislodor 
no  habia  hecho  otra  cosa  que  determinar  un  nuevo  medio  de  trasmitirla 
propiedad,  semejante  a  los  de  prescripción,  aluvión  etc;  pero  la  Corte,  en 
su  acuerdo  de  50  de  mayo  último,  fundándose  en  razones  tan  legales  como 
claramente  espuestas,  resolvió  de  conformidad  con  el  pedimento  del  señor 
Lorenzo  Félix ;  i  vuestra  Comisión,  reproduciendo  los  considerandos  de 
aquel  bien  razonado  acuerdo,  os  propone  la  siguiente 

A  esoldcion: 

**  E]  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  con- 
fiere el  inciso  5.<>  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente 
nulo  el  inciso  S.**  del  artículo  332  del  Código  político  i  municipal  del  Estado 
soberano  de  Cundinamarca, 

«  Comuniqúese  a  quienes  corresponda,  publiquese,  i  devuélvase  el  es- 
pediente a  la  Corte  Suprema  federal. 

Bogotá,  junio  5  de  4876. 

Ciudadanos  Senadores. 

Serjio  Arboledá^Jose  H.  Martínez— Emiliano  Restrepo  £— Rafael 
RoDRiGUftz — Narciso  Cadena. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  !.">  i  a.""  debates  en  los  dias  27  de 
febrero  i  14  de  marzo  de  1877. 

£1  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


VIII. 


iVlJIilUAD  de  la  lei  littde  «fí^ttS  deS  E«tado  del  rauea,'^»»* 
bre  estinelott  de  ciertas  ohlisaelbneii.  '^ 


Vista  del  Peocurador  jbneral. 

8eñ.ore9  Majistrados.  . 

* 

Julio  Gajiao  solicita  la  suspensión  de  la  leí  ii6  espedida  por  la  Lejisla- 
turadel  Estado  soberano  del  Cauca  con  fecha  IB  de  octubre  de  i 863,  sobre 
estiocion  de  ciertas  obligaciones. 
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Esta  lei  en  su  artículo  ünicodlce:  "Los  pagos  hechos  al  gobierno  ceas- 
titucional  del  Estado  por  los  deudores  de  personas  gravadas  con  emprís» 
tito  forzoso,  se  declaran  como  hechos  a  sus  acreedores^  quienes  no  podrán 
reclamar  de  dichos  deudores  sino  del  gobierno.'' 

''Parágrafo.  Lo  prevenido  en  este  articulo  se  estíende  a  los  pagos  he- 
chos en  todo  el  tiempo  en  que  las  autoridades lejítlmas  hayan  dominado  al* 
guna  porción  del  territorio  caucano,  i  no  obsta  para  su  cumplimiento  qae  se 
hayan  hecho  voluntariamente  por  los  deudores/' 

£1  infrascrito  es  de  concepto  que  esta  lei  tiene  efecto  retroactivo,  i  por 
tanto  es  contraria  al  artículo  34  de  la  Constitución  nacional. 

No  se  trata  en  ella  de  calificar  un  hecho,  el  hecho  de  pagar  al  gobier- 
no en  sustitución  del  acreedor  particular,  en  lo  futuro,  sino  de  pagos  ante- 
riores a  la  espedicion  de  la  lei,  i  entonces  es  claro  que  la  le!,  si  se  aplicara,  lo 
seria  para  actos  que  tuvieron  lugar  antes  de  ser  conocida,  lo  cual  demuestra 
que  tiene  efecto  retroativo. 

Los  pagos  que  se  hiecieron  antes  de  sancionar  la  lei  de  que  se  trata, 
por  deudores  de  particulares  al  gobierno  del  Estado  del  Cauca,  deben  apre- 
ciarse para  determinar  su  validez  por  la  lejislacion  vijente  cuando  el  pago 
se  efectuó,  pero  nó  por  una  lei  posterior,  porque  esto  es  precisamente  lo 
que  no  permite  el  precepto  constitucional  que  desconoce  en  las  leyes  el  po- 
der producir  consecuencias  sobre  actos  anteriores  a  su  sanción. 

Por  estas  consideraciones  el  infrascrito  coadyuva  la  solieitud  de 
suspensión  de  la  espresada  lei  146  de  42  de  octubre  de  1878,  espedida  por 
la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  del  Cauca. 

Bogotá,  13  de  febrero  de  1876. 

Ramón  Gómez. 


Acuerdo  de  la  Corte  Sdprema. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal  certifica  queso  el 
libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  doscientas  cua- 
renta i  nueve  a  la  doscientas  cincuenta  i  uno,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como 
sigue: 

En  la  ciudad  de  Bogotá,  a  diez  i  nueve  de  febrero  de  mil  ochocientos 
setenta  i  seis,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  Acuerdo, 
con  asistencia  del  señor  Majístrado  Presidente,  doctor  Manuel  W.  Carvajal, 
i  demás  señores  Majlstrados,  doctores  Juan  A.  Uricoechea,  Manuel  fiíequiel 
Córrales,  Rafael  Martínez  R.  i  José  María  Rojas  Garrido,  eon  el  objete  da 
tomar  en  consideración  la  solicitud  que  ha  dirijido  a  la  Corte  el  cUMkdwt^ 
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Julio  Gajiao  para  que  se  suspenda  la  ejecución  de  la  leí  ii6  que  espidió  la 
Lejlslatura  del  £stado  soberano  del  Cauca,  "sobre  estinclon  de  ciertas  obli* 
gaclones/'  por  considerarla  contraría  a  la  Constitución  nacional,  i  coya  so- 
iidtud  ba  sido  apoyada  por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union. 

El  señor  Majistrado  doctor  Corrales,  a  quien  tocó  en  repartimiento  la 
petición  espresada,  sometió  al  examen  de  la  Corte  el  proyecto  de  resolución 
que  se  inserta  i  que  fué  l^ido  por  el  infrascrito  Secretario: 

''  Vistos  :  La  Lejisiatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  espidió,  en 
doce  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres,  la  leí  ciento  diez  i  seis, 
'sobre  cstincion  de  ciertas  obligaciones,'  que  fué  publicada  en  el  número 
treinta  i  ocho  de  la  Gaceta  oficial  del  mismo  Estado.  Dicha  lei  es  del  tenpr 
siguiente: 

'  Artículo  Anico.  Los  pagos  hechos  al  Gobierno  constitucional  del  Es^ 
'tado  por  los  deudores  de  personas  gravadas  con  empréstito  fortoso,  se  de- 
'claran  como  hechos  a  sus  acreedores,  quienes  no  podrán  reclamar  de  di- 
'  chos  deudores,  sino  del  Gobierno. 

*  Parágrafo.  Lo  prevenido  en  este  articulo  se  estiende  a  los  pagos  he* 
'chosen  todo  el  tiempo  en  que  las  autoridades  lejitimas  hayan  dominado 
'alguna  porción  de  territorio  caucano,  i  no  obsta,  para  su  cumplimiento, 
^que  se  hayan  hecho  voluntariamente  por  ios  deudores.' 

**  Indudablemente,  cuando  se  espidió  esta  lei,  se  hablan  repartido  en- 
tre los  ca  tica  nos  empréstitos  forzosos,  i  se  habían  hecho  pagos  al  Gobierno 
del  Cauca  por  algunos  deudores  de  las  personas  gravadas  con  empréstitos 
o  incluidas  en  ios  decretos  o  listas  de  prestamistas ;  i  siendo  esto  asi,  es  evi« 
dente  que  la  referida  leí  dio  por  bien  hechos  tales  pagos,  no  obstante  que 
las  cantidades  de  dinero  en  que  éstos  consistieron  no  fueron  entregadas  a 
los  acreedores  respectivos,  sino  al  Gobierno  constitucional  del  Estado,  que 
entonces  no  era  acreedor,  ni  tenia  derecho  de  percibir  lo  que  no  le  corres- 
pondia.  Trató,  pues,  la  lei  de  dar  por  válidos  pagos  que  en  las  fechas  en 
que  se  verificaron  no  lo  eran,  i  de  convertir  al  Gobierno  en  acreedor  de 
sumas  que  le  fueron  entregadas  sin  tener  ese  carácter ;  con  lo  cual  se  in* 
frrnje  abiertamente  el  precepto  del  articulo  veinticuatro  de  la  Constitución 
nacional,,  que  no  permite  que  disposición  alguna  lejíslativa  tenga  efecto 
retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral  ni  en  el  de  los  Estados,  esceptoeo  mate- 
ria penal,  si  la  leí  posterior  impone  menor  pena. 

' 'Ocupándose el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union  en  coadyuvar 
la  petición  dirijida  por  Cajiao,  se  espresa  así:  'Los  pagos  que  se  hicieron 
'al  Gobierno  del  Estado  del  Cauca,  antes  de  sancionar  la  lei  de  que  se  trata, 
'por  deudores  de  particulares,  deben  apreciarse,  para  determinar  su  validez, 
'pof  la  lejislacion  vijente  cuando  el  pago  se  efectuó,  pero  nó  por  una  le^ 
^  posterior,  porque  esto  es  precisamente  lo  que  no  permite  el  precepto  cona- 

o 
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'tlDieío^al  qi|d  doeconoce  en  las  layts  el  poder  prododreaoscciieiicUsio* 
^  bre  aefcos  anteriares  a  «ttsancfon/  EbU  doctrina  es  estrictamente  eoBatí- 
taeiooal,  i  por  tanto  se  reproduce  por  la  Corte. 

''£n  consecuencia,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados 
Un^os  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  i  en  ejercicio  de  la  atribución 
<|ue  )e  delega  el  articulo  7S  de  la  Constitución  nacional,  la  Corte  suspende 
el  cumplimiento  de  la  n^encionada  lei  ii6,  espedida  por  la  Lejislaturs  dsl 
Estado  del  Cauca  eq  I S  de  octubre  de  1865,  *  sobre  estincion  de  ciertas  obli- 
gaciones/ por  ser  violatoria  del  artículo  S4  de  la  misma  Constitución. 

'^  Publíquese  esta  resolucioq  en  el  Diario  Oficial  \  envíese  copia  de 
ella  por  el  próximo  correo  al  Poder  Ejecutivo  de  dicho  Estado,  i  pisese  el 
es|)ediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior. 

Después  del  correspondiente  debate,  fué  aprobado  dicho  proyecto  por 
el  3É)lft  de  todos  los  señores  Majistrados,  quienes  para  constancia  firman  la 
presente  acta,  por  ante  mi  el  Secretario,  de  que  doi  fé. 

£1  Presidente,  Mancbl  W.  Carvajal — Juan  Agustir  Uriooschba— 
Manuel  Esequiel  GoRaALBS— Rafael  Martines  R^Josb  Maeia  Rojas  Ga- 
B#ipp— El  Secretario,  Rafael  ^.  Safitander. 

Es  copia  conforme— Bogotéy  veintiuno  de  febrero  de  mil  ochocientos 
solante  i  seis— El  Secretarlo,  Rafa^  E.  Santander. 


Informes  de  la  CoMisioif  imspegioea. 

Ciudadanos  Senadores. 

A  solicitud  de  Julio  Cajiao  la  Suprema  Corte  federe!,  eq  appet 4o  este* 
brado  el  19  de  febrero  del  presente  año,  resolvió  suspender  la  ejeouiiQii  ds 
la  )ei  116  espedida  por  la  Asamblea  lejisletíTa  del  Estado  soberano  del  Cvh 
ca  el  12  de  octubre  de  t803,  '^sobre  estincion  de  ciertas  obligaciones»"  cejo 
artículo  único  está  concebido  en  los  siguientes  términos : 

f<  Artículo  único.  Los  pagos  hechos  al  Gobierno  constilucleiial  dd 
Estado  por  los  deudores  de  personas  gravadas  con  empréstito  forsoao^  le 
declaran  como  hechos  a  sus  acreedores»  quienes  n(í  podrán  redeiPlf  <te 
dichos  deudores»  sino  del  Gobierno. 

^^  Parágrafo.  Lo  prevenido  en  este  articulo  se  estiende  a  losp^gos 
hechos  en  todo  el  tiempo  en  que  las  autoridades  lejitimas  hi^^aQ  ^asinsdp 
alguoa  porción  del  territorio  cauc^no,  i  no  obsta»  para  su  cumiilimiePto»  que 
se  hayan  hecho  voluntariamente  por  los  deudores.'' 

Como  las  consideraciones  en  que  se  apoyóla  Suprema  Corte  parasns- 
pender  la  ejecución  de  la  disposición  que  queda  copiada»  no  dejen  ditda  ^e 
que  ésta  tiene  efiM^to  retroactivo»  vuesira  Comisión  ^  inspecoieo  delfS 
actos  kjislativos  de  los  Estados  cree  suficiente  reprodudf  esiis  eonaideif- 
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dencii  fál9í  a^y»  el  fíígoieiiie  prrfeeto  de'  resolücíotí»  qué  Bdméte  respe* 
UMtDieiite  a  vuettro  examen : 

**Se  declara  nuh  la  leí  ii6  espedida  por  la  Lejíslatura  del  Estado 
soberano  del  Cauca  el  i  S  de  octubre  de  1863,  ^' sobre  estincíon  de  ciertas 
obligaciones,"  por  ser  contraria  a  la  disposición  contenida  en  el  articuló  94 
déla  Constitución  nacional.  Comuniqúese  esca  resolucloa  al  Poder  £jeclt- 
thodela  Union  tal  Gobernador  del  Estado  soberano  delGauca^  idevuél- 
tase  el  espediente  a  la  Suprema  Corte/' 

Bogotá»  abril  6  de  i  876. 

Ciudadanos  Senadores. 

SsBjio  Arboleda — EmillUio  Restbepo  E.^-Nirgiso  Cadena  «-Josi  M. 
UartihezP.-Rafael  Rodríguez. 


Esta  resolución  se  consideró  en  i."^  debate  i  fué  negada,  aprobándose 

en  su  lugar,  en  los  dias  13  de  febrero  i  iS  de  marzo  de  i  877,  la  inserta  en 

el  siguiente  informe. 

El  Secretario,  /.  E.  Pérez. 


HoxLoralDles  Senadores. 

Fué  denunciada  ante  la  Corte  Suprema  federal,  como  contraria  a  la 
Constitución,  la  lei  ii6  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado 
soberano  del  Cauca  el  i3  de  octubre  de  iSd3,  **  sobre  estincíon  dociertas 
^MigacioDes,''  la  cual  es  del  tenor  siguiente : 

^^  Artículo  único.  Los  pagos  hechos  al  Gobierno  constitucional  del 
Estado  por  W  deudores  de  personas  gravadas  con  empréstito  forzoso,  se 
dedaran  como  hechos  a  los  acreedores,  quienes  no  podrán  reclamar  de  dh 
cboB  deudores,  sino  del  Gobierno. 

**  Parágrafo.  Lo  prevenido  en  este  artículo  se  estiende  a  los  pagos 
hechos  en  todo  el  tiempo  en  que  las  autoridades  lejitnnas  hayan  domi- 
nado alguna  porción  del  territorio  cancano,  i  no  obsta,  para  su  eumpH- 
asiento»  que  se  hayan  hecho  voluntariamente  por  los  deudores.^ 

La  Corte  Suprema  federal  consideró  que  la  lel  inserta  tenia,  de  una 
luuier a  absolota,  efecro  retroactivo,  i,  en  consecuencia,  •  suspendió  su  eje- 
eocion. 

Pasado  el  espediente  al  Senado,  lo  estudió  la  Comisión  encargada  de 
revisar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  denunciados  como  contrarios  a 
la  CoostítuGlon  o  a  las  leyes  nacionales;  dicha  Comisión  aceptó  las  opinio- 
nes de  la  Corte  en  el  informe  respectivo,  i  propuso,  en  consecuencia,  un 
proyecto  deresoludon'del  tenor  siguiente : 
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*^  Se  declara  nula  la  leí  ii6  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  so- 
berano del  Cauca  el  43  de  octubre  de  1863,  '^  sobre  estincion  de  ciertas  oblt» 
gaciones,'*  por  ser  contraría  a  la  disposición  contenida  en  el  artículo  34  de 
la  Constitución  nacional.  Comuniqúese  esta  resolución  al  Poder  Ejecutivo 
de  la  Union  i  al  Gobernador  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  devuélvase 
el  espediente  a  la  Suprema  Corte.*^ 

Tomado  en  consideración  este  proyecto  de  resolución,  fué  Improbado 
por  el  Senado,  aprobándose,  en  su  reemplazo,  el  siguiente  projecto  de 

RESOL  UGION  : 

**  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5,«  arti- 
culo 51  déla  Constitución,  declara  nula  la  lei  1.16  de  12  de  octubre  de  1863 
del  Estado  del  Cauca,  en  cuanto  por  ella  se  declaran  válidos  los  pagos  he- 
chos con  posterioridad  al  8  de  mayo  de  1863  al  Gobierno  de  dicho  Estado 
por  los  deudores  de  personas  gravadas  con  empréstito  forzoso.  Declárase 
así  mismo  que  esta  anulación  no  comprende  los  pagos  hechos  con  anterio- 
ridad al  8  de  mayo  de  1863,  al  Gobierno  del  Estado  del  Cauca  por  deudores 
de  personas  gravadas  con  empréstito  forzoso.  Comuniqúese  esta  resolución 
al  Presidente  de  la  Union  i  al  Gobernador  del  Estado  soberano  del  Cauca. 
Publíquese,  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  federal." 

En  observancia  de  lo  dispuesto  en  el  reglamento  del  Senado,  se  nom- 
bró por  la  Presidencia  una  nueva  comisión  para  que  redactase  el  informe 
que  sirviera  de  fundamento  al  proyecto  de  resolución  adoptado;  i  para  tal 
efecto  fué  nombrado  el  infrascrito  Senador. 

Innecesario  parece  entrar  a  demostrar  que  es  fundada  la  primera  par* 
te  de  la  resolución  adoptada  por  el  Senado.  La  lei  116  citada,  tratando  de 
elevar  a  la  categoría  de  actos  válidos,  hechos  cumplidos  con  anterioridad  a 
su  espedicion  (de  la  lei),  tiene  evidentemente  efecto  retroactivo,  i  peca,  por 
tanto,  contra  la  doctrina  del  articulo  34  de  la  Constitución. 

Has  es  claro  que  la  lei  116  del  Cauca  no  ha  podido  pecar  por  retreac- 
tividad,  sino  en  cuanto  haya  pretendido  validar  actos  violatorios  de  las  ga- 
rantías individuales  consumados  con  posterioridad  a  la  espedicion  déla 
Gonsiitucion ;  pues  esos  mismos  actos,  ejecutados  durante  el  periodo  de  la 
revolución,  caen  bajo  el  imperio  de  una  lejislacion  distinta  déla  contenida  §n 
la  Constitución  federal  o  emanante  de  ella. 

Esto  esplica  la  segunda  parte  de  la  resolución  del  Senado ;  parteen  la 
cual  se  determinan  la  estension  i  los  alcances  de  la  anulación  acordada  por 
el  Senado. 

En  consecuencia,  vuestra  Comisión  es  de  concepto  que  aprobéis  en^ 
segundo  i  último  debate  el  proyecto  de  resolución  últimamente  citado. 

Honorables  Senadores. 

Emiliano  Rbstrbpo  E. 


6Í   - 


Tnlid^K  de  los  artíeatos  i  90  itjo  s.o  I  H,»  capítulo  i  t ,  «íialo  iO 
de  lalel  %9  de  i^^A  del  Kstado  de  Sattiander,  '•  sobre  i»olleia/' 


YfSTA    DEL    PrOCDRADOR    JENERAL. 
Seíiores    Majistrados. 

Aníbal  Gontreras  M,  vecino  de  Pamplona,  solicita  la  suspensión  de  la 
leí  99  espedida  por  la  Asamblea  lejlslaiiva  del  Estado  de  Santander  en  Si 
de  octubre  de  i 87 5,  sobre  espectáculos,  diversiones,  juegos  i  otros  actos 
públicos. 

La  lei  se  contrae  a  prohibir  en  el  Estado  los  juegos  de  suerte  i  azar,  i  a 
reglamentar  este  ramo  de  la  policía. 

Gomo  esta  misma  cuestión  se  ha  tratado  i  dilucidado  por  ese  Supremo 
Tribunal  i  por  el  infrascrito  con  motivo  de  haberse  solicitado  en  1874  la 
suspensión  xie  una  lei  idéntica  sancionada  por  la  Asamblea  del  Estado  de 
Candinamarca,  cree  conveniente  reproducir  aquí  lo  que  en  esa  ocasión 
.espuso : 

**  El  inciso  9.<>  del  articulo  16  de  la  Constitución  de  la  República  reco* 
noce  i  garantiza  como  uno  de  los  derechos  individuales  **  la  libertad  de 
ejercer  toda  Industria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria  de  otro,  cuya 
propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  in- 
ventos útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Union  o  los  Estados  como  arbitrio  ren- 
tistloo,  I  sin  embarazar  las  vías  de  comunicación,  ni  atacar  la  seguridad  I  la 
salubridad/' 

Parece  que  el  articulo  l."*  de  la  leí  de  Cundinamarca  es  la  base  que  el 
I^islador  estableció  para  poder  después  fundar  su  decisión  ;  pero  los  Es- 
tados por  medio  de  sus  lejisladores  no  tienen  facultad  para  definir  lo  que 
es  la  inéustria,  con  el  fin  de  dar  a  la  definición  efectos  que  no  caen  bajo  e] 
inapeiiodesu  lejislacion. 

Un  Estado,  por  ejemplo,  puede  decir  lo  que  es  industria,  para  señalar 
en  la  leí  de  Impuesto  lo  que  por  el  ejercicio  de  ella  se  deba  pagar;  pero 
cuando  se  trata  de  saber  cuál  es  el  alcance  de  una  disposición  constitucio- 
nal en  la  cual  el  lejislador  constituyente  empleó  esta  palabra,  no  está  auto- 
rizado el  lejislador  del  Estado  para  fijar  el  sentido  de  la  disposición  consti- 
tucional con  una  definición  mas  o  menos  esacta  de  lo  que  es  la  industria^ 
porque  eso  equivaldría  a  reconocer  en  los  Estados  la  facultad  de  interpretar 
«su  arbitrio  el  texto  de  la  carta  fundamental. 

**  En  este  particular  cada  funcionario,  al  aplicar  o  ejecutar  la  Cons- 
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titudon,  la  entiende,  bajo  su  responsabilidad,  conforme  a  su  propio  criterio, 
sin  que  la  inteltjencia  que  unos  le  den  sea  de  forzosa  aceptación  para  otros* 
En  el  caso  en  cuestión,  la  Asamblea  del  Estado  de  Cundinamarca  entiende 
por  industria  lo  que  se  dice  en  el  artículo  i."  de  la  leí;  pero  tal  deflnicicm 
no  les  obliga  a  la  Corte  Suprema  i  al  Senado  al  aplicar  la  garantía  del  in- 
ciso 9.**  del  artículo  15  de  la  Constitución  al  caso  especial  del  juego,  porque 
para  ello  seria  necesario  que  hubiese  otra  disposición  constitucional  que 
impusiese  a  estas  corporaciones  el  deber  de  conformarse,  en  el  ejercicio  de 
sus  atribuciones,  a  la  manera  como  las  Asambleas  de  los  Estados  entienden 
los  preceptos  constitucionales. 

''Noconieniendoelarticttto  i.^mas  que  una  definición,  que,  como 
se  deja  espuesto,  no  tiene  alcance  para  que  la  garantía  de  que  trata  el  inei* 
so  9.0  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional  la  consideren  la  Corte  So^ 
premaiel  Senado  limitada  por  esa  deGnicion,  no  cree  el  infrascrito  que 
deba  suspenderse ;  siendo  de  notarse  que  el  lejislador  cundinamarques  no 
ha  dicho  que  restrinje  la  garantía  del  libre  ejercicio  de  la  industria  a  los  li- 
mites de  esa  definición. 

*^  Se  ha  pedido  la  suspensión  del  artículo  2,o  que  prohibe  las  casa4  dé 
juego,  como  contrario  al  mi^mo  inciso  9,»  artículo  15  de  laCoiirtilacion,  que 
garantiza  el  libre  ejercicio  de  toda  industria. 

*'  Para  resolver  este  punto,  es  indispensable  examinar  previamente  si 
es  inconstitucional  la  disposición  del  artículo  3.®  de  la  lei,  que  ordena  a  las 
Corporaciones  municipales  que  en  ningún  caso  permitan  juegos  de  suerte 
i  azar. 

**  I  es  previa  la  solución  de  este  punto,  porque  siesta  bien  ordenado 
qae  no  se  juegue,  esto  es,  si  la  prohibición  de  jugarnoesíncanatliueioorit 
tampoco  lo  es  la  de  que  no  haya  casas  de  juego,  porque  seria  un  contraaen* 
tido  reconocer  como  lejitímoel  ejercicio  de  una  industria  que  tuviera  por 
objeto  la  ejecución  de  hechos  lejitimamente  prohibidos  por  el  lejislador* 

**  Es  de  observase  que  el  lejislador  cundinamarques,  aunque  eslablecíid 
penas  para  los  que  pusieran  casas  de  juego,  dejó  sin  sanción  la  profatUciod 
de  jugar;  pero  como  las  Municipalidades  lo  que  harán  en  este  caso  es  ioH 
pedir  con  la  policía  el  juego,  siempre  es  la  verdad  que  en  Cundtnsimarea  ai 
habitantes  ni  transeúntes  tienen  libertad  para  jugar. 

**  Yendo  a  la  cuestión:  ¿jugares  una  industria  ?  ¿Los  jugadorel  de 
profesión  ejercen  industria  ? 

*'  Industria  es  el  trabajo  que  se  emplea  en  la  agricultiirat,  artas,  ftbú» 
cas,  comercio  i  ciencias,  ha  dicho  el  lejislador  cundinamarques;  pefaesia 
definición,  si  se  va  a  aplicar  a  muchos  casos^  particulares  en  los  qtotadoa 
reconocen  el  ejercicio  de  una  industria,  se  hallará  que  no  quedan  eeiapreB* 
didosenella,  i  que  por  tanto  ne^  «8  esacta,  por  no  temet  toda  laeslenstoi 
qne  encierra  lai  Mea  de  lo*  q«6  es  kidustria^ 


.i 
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**  Joan  Bautista  Say  define  la  industria  diciendo  que  es  la  apUcacion 
de  nuestras  facultades  a  la  obra  de  la  producción* 

**  £1  diccionario  de  economía  política  la  define  de  esta  manera :  **  EX 
conjunto  de  trabajoso  esfuerzos,  de  cualquiera  naturaleza  que  sean»  que 
contribuyan  directa  o  indirectamente  a  la  satisfacción  de  las  necesidades  del 
hombre." 

**  Los  illtimos  economistas  de  nota  la  definen:  que  es  la  aplicación  del 
trabajo  humano  a  la  modificación  útil  délo  que  rodea  al  hombre  i  a  la  suya 
propia. 

**  Pero,  en  concepto  del  infrascrito,  no  ha¡  necesidad  de  hallar  una  de- 
finición que  nada  deje  que  desear,  sino  de  conocer  lo  que  es  la  cosa  defini- 
da, pues  iodos  los  que  combaten  esta  o  aquella  definición  de  la  industria  por 
Incompleta  o  inesacta,  es  porque  entienden  bien  lo  que  es  la  industria,  aun- 
que  no  puedan  dar  una  Idea  cabal  de  ella  dentro  de  los  límites  de  una  de- 
finición. 

'*  La  industria  encierra,  como  elementos  indispensables,  un  acto  del 
hombre  ¡  la  aplicación  de  ese  acto  a  un  hecho  económico. 

'^4  Cuál  es  ese  hecho  económico  a  que  aplicado  el  acto  humano  da  por 
resultado  la  industria?  La  producción^  es  decir,  la  creación  de  algo  que 
sirva  para  satisfacer  nuestras  necesidades. 

"  Por  este  motivo,  todo  el  que  alegue  que  ejerce  una  industria»  es 
necesario  que  demuestre  que  trabaja,  i  que  con  ese  trabajo  produce  algo  que 
es  útil  para  él  o  para  la  comunidad. 

**  Pero  la  industria  no  la  constituye  aisladamente  el  trabajo,  ni  la  ad- 
qoisidon  de  las  cosas  que  satisfacen  nuestras  necesidades^  ni  la  satisfaccioo 
misma  de  las  necesidades. 

*'  Rezar  cuesta  trabajo,  i  ninguno  sostendrá  que  una  persona  es  Indus* 
triosa  porque  pasa  todo  su  tiempo  de  rodillas  rogando  por  los  pecadores* 
Adquirir  riqueza  sin  haberla  producido  el  que  la  adquiere,  tatnpocose  tiene 
por  industria ;  por  eso  ningún  heredero  justificaría  que  era  un  hombre  in* 
dustríosotan  solo  porqueta  herencia  le  proporcionaba  conque  satisfacer 
sus  necesidades.  1  porsupuesto  que  el  que  satisface  una  necesidad  no  ejerce 
upa  industria  al  satisfacerla,  porque  eso  es  la  consumación  de  la  riquexaj,  i 
k  industria  no  figura  sino  en  el  hecho  económico  de  la  producción. 

*' Jugar  será  una  satisfacción  de  una  necesidad  en  el  sentido  de  la  eco* 
nomia  política;  jugar  será  un  medio  de  adquirir  para  algunos  'Jugar  será  uo 
esfuerzo  o  un  trabajo;  todo  esto  puede  ser,  pero  de  ahí  no  se  infiere  que  sea 
nn»  industria. 

^' Así,  au^ue  un  tahúr  de  profesioni  con  lo  que  adquiere  por  medio 
da}  jttego^  proporcione  la  subsistencia  a  su  familia,  no  podrá  convencer  a  la 
f<)cledad  que  ejerce  una  industria;  porque  ante  la  economía  política^  t  apto 
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el  sentido  coinun^  la  adquisición  de  riqueza  no  es  Gonnprobinte  del  ejercicio 
de  la  industria,  sino  cuando  la  adquisición  se  ha  obtenido  en  cambio  de  la 
prestación  de  un  servicio  útil. 

'*  1  bien  se  comprende  que  el  jugador  que  gana  una  suma  de  dineroa 
su  compañero,  no  adquiere  la  riqueza  del  que  pierde  porque  haga  a  éste  un 
servicio  que  le  reporte  utilidsid. 

*^  Aquí  es  del  caso  manifestar  que,  cuando  la  Constitución  ha  garan- 
tizado el  libre  ejercicio  de  toda  industria,  no  ha  permitido  ningún  actoin- 
moral  con  el  reconocimiento  de  esta  garantía,  porque  el  que  aplica  sus  fa- 
cultades para  crear  riqueza,  jamas  atenta  contra  la  moral.  La  inmoralidadi 
en  lo  que  tiene  relación  con  la  economía  polític»,  se  refiere  al  consumo;  es 
decir,  a  la  aplicación  de  los  objetos  creados  a  satisfacciones  ilícitas,  i  entón* 
ceSy  con  arreglo  a  la  verdadera  ciencia  de  la  moral,  que  funda  la  responsabi- 
lidad en  el  uso  de  la  libertad,  no  es  el  productor  el  responsable,  sino  el  que 
aplica  el  producto  para  alcanzar  un  placer  inmoral.  Así,  un  destilador  de 
aguardiente,  un  fabricante  de  dados,  ejercen  una  industria  I  no  se  les  puede 
calificar  de  inmorales;  los  que  vulneran  la  moral  son  los  que  beben  aguar, 
diente  hasta  adquirir  el  hábito  de  estar  siempre  embriagados,  i  los  que  c;pfl- 
\ierten  el  uso  de  los  dados  en  una  profesión. 

**  El  juego  no  está,  pues,  amparado  por  la  garantía  del  libre  ejercicio 
de  toda  industria,  consignada  en  el  inciso  9,°  articulo  15  de  la  Constitncíon. 

**  Ahora,  hai  que  examinar  si  lo  está  por  la  garantía  de  la  libertad  in- 
dividual, de  que  trata  el  inciso  3.o  del  articulo  4 5 ya  citado.tDice  este  inciso: 
**  La  libertad  individual,  que  no  tiene  mas  limites  que  la  libertad  de  otro  in** 
dividuo ;  es  decir,  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecu- 
ción u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad.** 

**l  El  que  juega  daña  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad  ? 

''La  primera  cuestión  que  se  suscita  al  aplicar  la  garantía  de  la  liber- 
tad individual  para  decidir  si  son  inconstitucionales  las  leyes  de  los  Estados, 
es  la  de  determinar  a  quién  corresponde  hacer  la  calificación  de  ios  actos 
individuales  que  dañan  a  tercero  o  a  la  comunidad.  En  otros  términos: 
I  Son  las  Asambleas  de  los  Estados  las  que,  en  uso  déla  soberanía  del  Es- 
tado respectivo,  determinan  definitivamente  cu:í]es  son  los  actos  que  dañan 
a  tercero  o  la  comunidad,  o  las  leyes  que  dicten  en  este  particular  están 
sujetas  a  corrección  por  la  Corte  Suprema  i  el  Senado,  cuando  estas  corpo- 
raciones ejercen  la  facultad  de  suspender  la  una  i  anularla  otra  las  leyes 
de  los  Estados  que  se  salgan  de  su  esfera  constitucional,  i  juzguen,  con  arre- 
glo a  su  propio  criterio,  que  no  daña  lo  que  el  lejislador  resolvió  que  dañaba? 

'M'erocomoen  laesposicion  que  hizo  el  infrascrito,  con  fecha  8 del 
presente  mes,  acerca  de  la  lei  sobre  cementerios  del  Estado  de  Santandari 
sé  ocupó  en  dilucidar  esta  cuestión  ;  aquí,  dando  por  reproducidas  las  ra- 
zones que  en  ella  emitió,  se  reduce  a  manifestar  que  su  concepto  es  el  do 
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que  la  Corte  Suprema  debe  hacer  uso  de  su  propio  criterio  para  saber  si  el 
jaego  daña  a  tercero  o  a  la  comunidad^  con  el  fin  de  decidir  si  es  un  acto  de 
libertad  individual  que  no  pueden  tocar  los  Gobiernos  seccionales  ni  el 
jeneral. 

^*  El  infrascrito  opina  que  el  juego  es  malo»  no  solamente  porque  daña 
al  qijie  juega,  sino  también  porque  daña  a  la  comunidad. 

''Para  hacer  la  demostración  de  que  el  juego  daña  a  la  comunidad, 
iMistaria  comparar  lo  que  pasaría  en  un  pais  donde  no  se  jugara,  con  otro 
donde  llegase  el  juego  a  ser  la  ocupación  habitual  de  una  gran  parte  de  sus 
habitantes. 

''Pero  como  el  infrascrito  teme  ofender  el  ilustrado  criterio  de  laGor^ 
te  Soprema  federal,  no  se  detiene  a  describir  los  resultados  de  la  compara- 
don,  i  solamente  hace  notar  que  en  todas  partes  se  esfuerza  la  comunidad 
por  contener  los  estragos  del  juego,  i  que  seria  necesario  cerrar  el  entendí- 
miento  a  la  evidencia,  para  no  apreciar  el  alarma  que  se  ha  apoderado  de 
nuestra  sociedad  con  el  ensanche  que  ha  ido  tomando  el  vicio  del  juego, 
como  el  síntoma  de  un  grave  daño  que  sufre  la  comunidad. 

"No  quiere  esto  decir  que  si  el  infrascrito  hubiera  sido  miembro  de 
la  Asamblea  de  Gundinamarca,  habría  apoyado  la  espedicion  déla  leicuya 
nulidad  se  ha  solicitado,  porque  es  evidente  que  ese  mal  no  se  remedia  con 
leyes,  i  la  prohibición  no  da  otro  resultado  que  hacer  retirar  la  enfermedad 
a  lo  mas  oculto  del  cuerpo  social,  para  que  sea  imposible  su  curación.  La 
escuela  liberal,  a  la  cual  pertenece  el  infrascrito,  tiene  plenamente  demos- 
trado que  los  vicios  no  los  puede  combatir  el  lejislador  con  órdenes,  sino  con 
enseñanzas,  i  que  su  misión  en  este  particular  no  es  la  del  déspota,  qué 
corta  el  nudo  con  la  espada  de  la  leí,  sino  la  del  hábil  cultivador,  que  para 
reeojer  opimo  fruto  riega  semillas  escojidas  i  procura  que  no  le  falte  ni  ca- 
lor ni  kii  ai  terreno  donde  siembra. 

'  "  Pero  como  la  cuestión  que  hai  que  resolver,  para  decidir  si  el  lejisla- 
dor puede  prohibir  el  juego  sin  atentar  contra  la  libertad  individual,  es  la 
de  saber  si  el  juego  daña  a  la  comunidad,  i  nó  la  de  si  son  buenos  o  malos 
los  medios  que  él  emplee  para  curar  el  daño,  el  infrascrito,  apesar  de  sus 
opiniones  acerca  de  la  lei,  no  coadyuva  la  solicitud  que  se  ha  dirijido  a  la 
Corte  Soprema  para  que  se  suspenda,  porque  a  ese  Supremo  Tribunal  no  le 
es  dado  suspender  la  leí  de  un  Estado  porque  sea  inconveniente,  sino  por- 
que sea  inconstitucional. 

"  El  alcance  del  Poder  Lejislativo  de  un  Estado  está  limitado,  por  la  li^ 
bertad  iudi  vidual,  a  los  actos  u  omisiones  que  no  dañan  a  tercero  o  a  la  comu- 
nidad. Siendo  cierto  que  con  el  juego  se  daña  a  la  comunidad,  la  facultad 
constitucional  en  las  Asambleas  de  los  Estados  para  reglamentarlo  prohi- 
biendo cierta  clase  de  juegos  i  permitiendo  otros,  o  para  disponer  cualquiera 

otra  cosa  acerca  de  él,  no  es  disputable;  i  si  lo  que  ellas  dispongan  es  in- 
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conveniente,  el  correctivo  no  hai  qoe  buscarlo»  en  este  caso,  en  la  Corle 
Suprema  ni  en  el  Senado^  sino  en  el  mismo  lejislador,  o  mejor  dichOieali 
opinión  pública,  para  que  ella  lo  obligue  a  derogar  la  leí. 

'*No  siendo  inconstitucional  el  articulo  Z.""  de  la  leí,  virtualmeote 
queda  demostrado  que  no  lo  son  los  artículos  S.°  i  4/  i  en  consecuencia,  el 
infrascristo  termina  pidiéndoos  que  declaréis  que  respecto  déla  lei  espedida 
por  la  Asamblea  de  Gundinamarca  con  fecba  7  de  noviembre  de  i874,  refor» 
materia  del  Código  de  policía,  no  podéis  bacer  uso  de  la  facultad  otorgada  a 
la  Corte  Suprema  federal  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional.'' 

Siendo  en  todo  aplicables  los  anteriores  argumentos  a  la  lei  de  Santan- 
der de  que  ahora  se  trata,  i  habiendo  ese  Supremo  Tribunal  decidido,  por 
unanimidad  de  votos,  que  la  lei  de  Gundinamarca  de  que  so  ha  hecho  men- 
ción no  era  suspendible,  el  infrascrito  os  pide  que  bagáis  igual  declaratoríi 
en  el  presente  caso. 

Bogotá,  junio  5  de  de  1876. 

Ramón  Gómez. 


Acuerdo  be  la  Corte  Suprema. 

El  Infrascrito,  Secretario  déla  Corte  Suprema  federal,  certifica  que  en  el 
libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  doscientas  noventa  i  tres 
a  la  trescientas  dos,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá^  a  diez  i  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  setenta  i  selSi  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Rojas  Garrido,  f  demás  seño- 
res Majlstrados,  doctores  Manuel  Ezequlel  Corrales,  Rafael  Martines  R,  EoHg- 
dio  Paláu  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  lomar  en  considera- 
ción la  solicitud  de  Anibal  Contreras  M.  para  que  se  suspenda- la  lei  rt  de 
policía,  fecba  Si  de  octubre  de  i876,  titulo  X,  que  trata  de  espectáculos,  di- 
versiones etc,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Santander.  £1  señor  Majistrado  Martínez  R,  a  quien  tocó  en  repartimleoto 
este  asunto,  leyó  el  siguiente  proyecto  de  resolución  : 

'* Vistos:  £1  señor  Anibal  Contreras  M.  ha  solicitado  de  esta  Suprema 
Corte  la  suspensión  de  la  lei  S9  de  policía,  de  fecha  Si  de  octubre  de  iSlS, 
espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Santander,  so- 
bre espectáculos  i  diversiones  públicas. 

«<  Oído  el  señor  Procurador  jeneral,  a  quien  se  pasó  este  negocio,  ha 
espuesto  lo  siguiente : 

'Anibal  Contreras  M,  vecino  de  Pamplona,  solicita  la  suspensión  de 
la  lei  39,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  de  Santander  en 
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31  de  octubre  dfi  1875,  «obre  espectáculos,  diversiones,  juegos  i  otros  actos 

piiblícos. 

'La  leí  86  contrae  a  prohibir  en  el  £stado  los  juegos  de  suerte  i  aiar  i 
a  reglamentar  este  ramo  de  la  policía. 

'Como  esta  misma  cuestión  se  ha  tratado  I  dilucidado  por  ese  Supre- 
mo Tribunal  i  por  el  infrascrito  con  motivo  de  haberse  solicitado  en  1874  la 
suspensión  de  una  leí  idéntica  sancionada  porla  Asamblea  del  Estado  de  Gun- 
dinamarca»  cree  conveniente  reproducir  aquí  lo  que  en  esa  ocasión  espuso : 

'  £1  inciso  9.0  del  artículo  16  de  la  Constitución  de  la  República  reco- 
'noce  i  garantiza  como¡uno  de  los  derechos  individuales  la  *'  libertad  de  ejer- 
'*cer  toda  industria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria  de  otro,  cuya  pro- 
('piedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos 
"  útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Union  o  los  Estados  como  arbitrio  rentística, 
"i  sin  embarazar  las  vías  de  comunicación^  ni  atacar  la  seguridad  i  la  sa- 
"lubrídad." 

'  Parece  que  el  artículo  i.""  de  la  lei  de  Cundinamarca  es  la  base  que 
«ellejislador  estableció  para  poder  después  fundar  su  decisión;  pero  los 
'Estados por  medio  de  sus  lejisladores  no  tienen  facultad  para  definirlo 
'que  es  la  industria  con  el  fin  de  dar  a  la  definición  efectos  que  no  caen  bajo 
'ellmperio  desu  lejislacion.  Un  Estado,[por  ejemplo,  puede  decir  lo  que 
'  es  industria  para  señalar  en  la  lei  de  impuesto  lo  que  por  el  ejercicio  de  ella 
'  se  deba  pagar ;  pero  cuando  se  trata  de  saber  cuál  es  el  alcance  de  una  dis- 
' posición  constitucional  en  la  cual  el  lejislador  constituyente  empleó  esta 
'palabra,  no  está  autorizado  el  lejislador  del  Estado  para  fijar  el  sentido  de  la 
'disposición  constitucional  con  una  definición  mas  o  menos  esacta  de 
I  lo  que  es  la  industria,  porque  eso  equivaldría  a  reconocer  en  los  Esta- 
dos la  facultad  de  interpretar  a  su  arbitrio  el  texto  de  la  carta  funda- 

'  mental. 

'En  este  particular  cada  funcionario,  al  aplicar  o  ejecutar  la  Consti- 
'tucioQ,  la  entiende,  bajo  su  responsabilidad,  conforme  a  su  propio  crite- 
'rio,  sinquelaintelijencia  que  unos  le  den  sea  de  forzosa  aceptación  para 
'otros.  En  el  caso  en  cuestión,  la  Asamblea  del  Estado  de  Cundinamarca 
'entiende  por  industria  lo  que  se  dice  en  el  articulo  1.»  de  la  lei;  pero  tal 
'definición  no  les  obliga  a  la  Corte  Suprema  i  al  Senado  al  aplicar  la  garan* 
'tía  del  inciso  9.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  al  caso  especial  del 
'  juegOy  porque  para  ello  seria  necesario  que  hubiese  otra  disposición  cons- 
'  titucional  que  impusiese  a  estas  corporaciones  el  deber  de  conformarse,  en 
'el  ejercicio  de  sus  atribuciones,  a  la  manera  como  las  Asambleas  de  los 
*  Estados  entienden  los  preceptos  constitucionales. 

'No  conteniendo  el  articulo  l  .<>  mas  que  una  definición,  que,  como 
'se  deja  espiiesto>  no  tiene  alcance  para  que  la  garantía  de  que  trata  el  in* 
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'ciso  9,0  del  artículo  15  de  la  Gonstiiudon  nadoDal  laeoniiderenlaCofCe 
'Suprema  i  el  Senado  limitada  por  esa  definición,  no  cree  el  infrascrito  que 
'deba  suspenderse ;  siendo  de  notarse  que  el  lejislador  cundinamarques  no 
'  ha  dicho  que  restrinjo  la  garantía  del  libre  ejercicio  de  la  industria  a  los 
*  limites  de  esa  definición. 

'Se  ha  pedido  la  suspensión  del  articulo  2»''  que  prohibe  las  casas  de 
'juego»  como  contrario  al  mismo  inciso  0.'' articulo  i  5  de  la  Gonstitodoiiy 
'  que  garantiza  el  Ubre  ejercicio  de  toda  industria. 

'  Para  resolver  este  punto,  es  indispensable  examinar  previamente  si 
'es  inconstitucional  la  disposición  del  articulo  S."*  de  la  lei,  que  ordena  a  las 
'Corporaciones  municipales  que  en  ningún  caso  permitan  juegos  de  suerte 
'laxar. 

'  1  es  previa  la  solución  de  este  punto,  porque  si  está  bien  ordenado 
'  que  no  se  juegue,  esto  es,  si  la  prohibición  de  jugar  no  es  incOnstitudona], 
'  tampoco  lo  es  la  de  que  no  haya  casas  de  juego,  porque  sería  un  contra- 
'  sentido  reconocer  como  lejitimo  el  ejercicio  de  una  industria  que  tuviera 
^  por  objeto  la  ejecudon  de  hechos  lejitímamente  prohibidos  por  elle- 
'jislador. 

'Es  de  observarse  que  el  lejislador  cundinamarques,  aunque  estable- 
'ció  penas  para  los  que  pusieran  casas  de  juego,  dejó  sin  sanción  laprohí- 
'bicion  de  jugar  ;  pero  como  las  Municipalidades  lo  que  harán  en  estecaao 
'es  impedir  con  la  policía  el  juego,  siempre  es  la  verdad  que  en  Gundina* 
'  marca  ni  habitantes  ni  transeúntes  tienen  libertad  para  jugar. 

'Yendo  a  la  cuestión:  ¿jugares  una  industria?  ¿Los  jugadores  de 
'profesión  ejercen  industria  f 

'  Industria  es  el  trabajo  que  se  emplea  en  la  agricultura,  artes,  fáltfí- 
'cas,  comercio  i  ciencias,  ha  dicho  el  lejislador  cundinamarques;  pero  esta 
'  definición,  si  se  va  a  aplicar  a  muchos  casos  particulares  en  los  que  todos 
'  reconocen  el  ejercido  de  una  industria,  se  hallará  que  no  quedan  coropren- 
'  didos  en  ella,  i  que  por  tanto  no  es  esacta,  por  no  tener  toda  la  estenalon 
'  que  encierra  la  Idea  de  lo  que  es  índustrid. 

'Juan  Bautista  Say  define  la  industria  diciendo  que  es  la  apIicaciOD 
'  de  nuestras  facultades  a  la  obra  de  la  producción. 

'  El  diccionario  de  economía  política  la  define  de  esta  manera: ''El 
"conjunto  de  trabajos  o  esfuerzos,  de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  que 
"contribuyan  directa  o  indirectamente  a  la  satisfacción  de  las  necesidades 
"  del  hombre/' 

'Los  últimos  economistas  de  nota  la  definen,  que  es  la  aplicación  del 
'trabajo  humano  a  la  modificación  útil  de  lo  que  rodea  al  hombre  i  a  lasoya 
'propia. 

'  Pero,  en  concepto  del  infrascrito,  no  hai  necesidad  de  hallar  una  dr 
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'finicioD  qae  oada  deje  que  desear,  sino  de  conocer  lo  qae  es  la  cosa  defl- 
'oiés»  pues  todos  los  que  combatan  esta  o  aquella  definición  de  la  industria, 
*por  incompleta  o  inesacta,  es  porque  entienden  bien  lo  que  es  la  industria, 
'aunque  no  puedan  dar  una  idea  cabal  de  ella  dentro  de  los  limites  de  una 
'definición. 

'La  industria  encierra, 'como  elementos  indispensables,  un  acto  del 
'iiombre,  i  la  aplicación  de  ese  acto  a  un  hecho  económico. 

'¿Cuál  es  ese  hecho  económico  a  que  aplicado  el  acto  humano  viene 
'a  dar  por  resultado  la  industria?  La  producción»  es  decir,  la  creación  de 
'algo  que  sirva  para  satisfacer  nuestras  necesidades. 

'  Por  este  motivo,  todo  el  que  alegue  que  ejerce  una  industria,  es  ne« 
'cesarioque  demuestre  que  trabaja,  i  que  con  ese  trabajo  produce  algo 
'que  es  útil  para  él  o  para  la  comunidad. 

'Pero  la  industria  no  la  constituye  aisladamente  el  trabajo,  ni  la  ad- 
'foiricion  de  las  cosas  que  satisfacen  nuestras  necesidades,  ni  la  satisfac- 
'don  misma  de  las  necesidades. 

*  Rezar  cuesta  trabajo,  i  ninguno  sostendrá  que  es  una  persona  indus- 
'triosa  porque  pasa  todo  su  tiempo  de  rodillas  rogando  por  los  pecadores. 
'Adquirir  riqueza  sin  haberla  producido  el  que  la  adquiere,  tampoco  se  tiene 
'por  industria;  por  eso  ningún  heredero  justificarla  que  era  un  hji^mbre  in- 
«dostrloso  tan  solo  porque  la  herencia  le  proporcionaba  con  qué  satisfacer 
'  sus  necesidades.  I  por  supuesto  que  el  que  satisface  una  necesidad  no  ejer- 
'  ce  una  industria  al  satisfacerla,  porque  eso  es  la  consumación  de  la  riqueza, 
'i  laindustria  no  figura  sino  en  el  hecho  económico  de  la  producción. 

*  Jugar  será  una  satisfacción  de  una.  necesidad  en  el  sentido  de  la  eco- 
'  Bomia  política ;  jugar  será  un  medio  de  adquirir  para  algunos ;  jugar  será 
'  un  esfuerzo  o  un  trabajo;  todo  esto  puede  ser,  pero  de  bai  no  se  .infiere 
^qae  sea  una  industria. 

'Asi,  aunque  un  tahúr  de  profesión,  con  lo  que  adquiere  por  medio 
'del  juego,  proporcione  la  subsistencia  a  su  familia,  no  podrá  convencer  a  la 
'  sociedad  que  ejerce  una  industria ;  porque  ante  la  economía  política,  1  ante 
'el  sentido  común,  la  adquisición  de  riqueza  no  es  comprobante  del  ejercicio 
'déla  industria,  sino  cuando  la  adquisición  se  ha  obtenido  en  cambio  de  la 
'prestación  de  un  servicio  útil. 

'  1  bien  se  comprende  que  el  jugador  que  gasa  una  suma  de  dinero  a 
*8u  compañero,  no  adquiere  la  riqueza  del  que  pierde  porque  haga  a  éste  un 
'servicio  que  le  reporte  utilidad. 

'Aqui  es  del  caso  manifestar  que,  cuando  la  Constitución  ha  garan- 
'tizado  el  libre  ejercicio  de  toda  industria,  no  ha  permitido  ningún  actoln- 
'  moral  con  el  reconocimiento  de  esta  garantía,  porque  el  que  aplica  sus  fa« 
^cakadespara  crear  riqueza,  jamas  atenta  contra  la  moral.  La  inmoralidad. 
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*  en  lo  que  tiene  relación  eon  la  economía  política,  se  refiere  al  consnmo;  es 

*  decir,  a  la  aplicación  de  los  objetos  creados  a  satisfacciones  ilícitas»  i  ent6ii- 
^  ees,  con  arreglo  a  la  verdadera  ciencia  de  la  moral,  que  funda  la  responsabi- 
'*  lidad  en  el  uso  de  la  libertad,  no  es  el  productor  el  responsable,  sino  el  qae 

*  aplica  el  producto  para  alcanzaron  placer  inmoral.  Asi,  un  destilador  de 

*  aguardiente,  un  fabricante  de  dados,  ejercen  una  industrial  no  se  les  puede 

*  calificar  de  inmorales ;  los  que  vulneran  la  moral  son  los  que  beben  aguar' 

*  diente  hasta  adquirir  el  hábito  de  estar  siempre  embriagados,  i  los  que  con- 

*  vierten  el  uso  de  los  dados  en  una  profesión. 

*  El  juego  no  está,  pues,  amparado  por  la  garantía  del  libre  ejercicio 

*  de  toda  industria,  consignada  en  el  inciso  9,°  artículo  16  de  la  Constítocion. 

*  Ahora,  hai  que  examinar  si  lo  está  por  la  garantía  de  la  libertad  ín- 
'dividual,  de  que  trata  el  inciso  S.^del  artículo  i  5  ya  citado.  Dice  este  inciso: 
**  La  libertad  individual,  que  no  tiene  mas  limites  que  la  libertad  de  otro  in- 
*'  dividuo ;  es  decir,  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecu- 
**  cíon  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad." 

*¿  El  que  juega  daña  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad  ? 

^La  primera  cuestión  que  se  suscita  al  aplicar  la  garantía  de  laliber- 

*  iad  individual  para  decidir  sisón  inconstitucionales  las  leyes  de  los  Estados, 
*e9  la  deideterminar  aquién  corresponde  hacer  la  calificación  de  los  actos 
individuales  que  dañan  a  tercero  o  ala  comunidad.  En  otros  términos: 
*¿  Son  las  Asambleas  de  los  Estados  las  que,  en  uso  de  la  soberanía  del  Es- 

*  tado  respectivo,  determinan  definitivamente  cuáles  son  los  actos  que  dañan 
'a  tercero  o  la  comunidad,  o  las  leyes  que  dicten  en  este  particular  están 

*  sujetas  a  corrección  por  la  Corte  Suprema  i  el  Senado,  cuando  estas  corpo- 
'  raciones  ejercen  la  facultad  de  suspender  la  una  i  anularla  otra  las  leyes 
'  de  los  Estados  que  se  salgan  de  su  esfera  constitucional,  i  juzguen,  con  arre* 

*  glo  a  su  propio  criterio,  que  no  daña  lo  que  el  lejislador  resolvió  que  dañaba? 

'  Pero  como  en  la  esposlcion  que  hizo  el  infrascrito,  con  fecha  8  del 
'presente  mes,  acerca  de  la  lei  sobre  cementerios  del  Estado  de  Santander, 

*  se  ocupó  en  dilucidar  esta  cuestión ;  aqui,  dando  por  reproducidas  las  ra- 
*zones  que  en  ella  emitió,  se  reduce  a  manifestar  que  su  concepto  es  el  de 
'  que  la  Corte  Suprema  debe  hacer  uso  de  su  propio  criterio  para  saber  si  el 
'juego  daña  a  tercero  o  a  la  comunidad,  con  el  fin  de  decidir  si  es  un  acto 
'  de  libertad  individual  que  no  pueden  tocar  los  Gobiernos  seccionales  ni  el 
'jeneral. 

'  El  infrascrito  opina  que  el  juego  es  malo,  no  solamente  porque  daña 
'al  que  juega,  sino  también  porque  daña  a  la  comunidad. 

'  Para  hacer  la  demostración  de  que  el  juego  daña,  a  la;  comunidad, 
'  bastarla  comparar  lo  que  pasaría  en  un  paia  donde  np  se  j  ugars^  coa  otra 
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Monde  llegase  el  juego  a  ser  la  ocupación  habitual  de  una  gran  parte  de 
'sus  habitantes, 

^       '  Pero  como  el  infrascrito  teme  ofender  el  ilustrado  criterio  de  la  Corte  - 

*  Suprema  federal^  no  se  detiene  a  describir  los  resultados  de  la  comparación, 
M  solamente  hace  notar  que  en  todas  partes  se  esfuerza  la  comunidad  por 

,   ^  contener  los  estragos  del  juego,  i  que  seria  necesario  cerrar  el  entendi- 
^  miento  a  la  evidencia  para  no  apreciar  la  alarma  que  se  ha  apoderado  de 

*  nuestra  sociedad»  con  el  ensanche  que  ha  ido  tomando  el  vicio  del  juego, 

*  como  el  síntoma  de  un  grave  daño  que  sufre  la  comunidad. 

*  No  quiere  esto  decir  que  si  el  infrascrito  hubiera  sido  miembro  de 
'  la  Asambtea  de  Cundinamarca,  habria  apoyado  la  espedicion  de  la  lei  cuya 

*  nulidad  se  ha  solicitado,  porque  es  evidente  que  ese  mal  no  se  remedia  con 
'leyes,  i  la  prohibición  no  da  otro  resultado  que  hacer  retirar  la  enfermedad 
'a  lo  mas  oculto  del  cuerpo  social,  para  que  sea  imposible  su  curación.  La 
'escuela  lil)eral,  a  la  cual  pertenece  el  infrascrito,  tiene  plenamente  demos- 
'trado  que  los  vicios  no  los  puede  combatir  el  lojislador  con  órdenes,  sino 
'con  enseñanzas,  i  que  su  misión  en  este  particular,  no  es  la  del  déspota 
'que  corta  el  nudo  con  la  espada  de  la.lei,  sino  la  del  hábil  cultivador  que 
'para  recojer  opimo  fruto  riega  semillas  escoj  idas  i  procura  que  no  le  falte 
'  ni  calor  ni  luz  al  terreno  donde  siembra. 

*  Pero  como  la  cuestión  que  bal  que  resolver,  para  decidir  si  el  lejisla- 
'dor  puede  prohibir  el  juego  sin  atentar  contra  la  libertad  individual,  es  la 
'de  saber  si  el  juego  daña  a  la  comunidad,  i  nóla  de  si  son  buenos  o  malos 
'los  medios  que  él  emplee  para  curar  el  daño,  el  infrascrito,  apesar  de  sus 
'opiniones  acerca  de  la  leí,  no  coadyuva  la  solicitud  que  se  ha  dirijido  a  la 
'Corte  Suprema  para  que  se  suspenda,  porque  a  ese  Supremo  Tribunal  no 
'lees  dado  suspender  la  lei  de  un  Estado  porque  sea  incodvenientei  sino 
'porque  sea  Inconstitucional. 

'  El  alcance  del  poder  lejislativo  de  un  Estado  está  limitado,  por  la 
'libertad  individual,  a  los  actos  u  omisiones  que  no  dañan  a  tercero  o  a 
'la  comunidad.  Siendo  cierto  que  con  el  juego  se  daña  a  la  comunidad,  la 
'  facultad  constitucional  en  las  Asambleas  de  los  Estados  para  reglamentarlo 
'  prohibiendo  cierta  clase  de  juegos  i  permitiendo  otros,  o  para  disponer 
'cualquiera  otra  cosa  acerca  de  él,  no  es  disputable;  i  si  lo  que  ellas  dis- 
*  pongan  es  inconveniente,  el  correctivo  no  hai  que  buscarlo,  en  este  caso, 
'en  la  Corte  Suprema  ni  en  el  Senado,  sino  en  el  mismo  lejislador,  o  mejor 
'dicho,  en  la  opinión  pública,  para  que  ella  lo  obligue  a  derogar  la  lei. 

'  No  siendo  inconstitucional  el  articuló  5.°  de  la  lei,  virtualmente  que- 
' da  demostrado  que  no  lo  son  los  artículos  3.o  ¡4,o  i  en  consecuencia,  el 
^nfrascristo  termina  pidiéndoos,  que  declaréis  que  respecto  de  la  lei  espe- 
'  dida  por  la  Asamblea  de  Cundinaoaarca  con  fecha  7  de  noviembre  do  i  874, 
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*  reformatoria  del  Código  de  policía,  no  podéis  hacer  uso  de  la  bcoltad  otor« 

*  gada  a  la  Corte  Suprema  federal  por  el  artículo  72  de  la  Constltodon 

*  nacional/  ,  • 

'  Siendo  en  todo  aplicabíea  los  anteriores  argumentos  a  ]a  leí  de  San* 
tander  de  que  ahora  se  trata,  i  habiendo  ese.Supremo  Tribunal  decidido,  por 
unanimidad  de  votos,  que  la  leí  de  Cundinamarca  de  que  se  ha  hecho  men* 
clon  no  era  suspendible,  el  infrascrito  os  pide  que  hagáis  igual  declaratoria 
en  el  presente  caso.' 

**  Esu  Corte  ha  resuelto  ya  la  cuestión  en  acuerdo  de  91  d^  dlciem. 
bre  de  1874,  respecto  de  la  lei  48,  de  7  de  noviembre  anterior,  adidonal  i 
reformatoria  del  capitulo  i,""  titulo  10,  libro  s.""  del  Código  de  policía,  espe- 
dida por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i 
como  son  aplicables  a  este  asunto  los  razonamientos,  trascritos  del  Procura, 
dor  jeneral,  que  entonces  reprodujo  la  Corte,  la  decisión  debe  ser  la  misms 
en  el  caso  presente.  En  mérito  de  lo  espuesto,  la  Corte  Suprema  federal,  admi- 
nistrando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  auto- 
ridad  de  la  lei,  resuelve  que  no  es  del  caso  suspender  la  lei  de  Santander 
aludida,  por  no  ser  contraria  á  la  Constitución  nacional.  Notifiquese,  publí. 
quese  en  el  Diario  Oficiálf  cópiese,  pásese  el  espediente  al  Senado  de  Ple- 
nipotenciarios, i  comuniqúese  al  Gobierno  de  Estado  de  Santander.*' 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  votouni* 
nimelde  los  señores  Majístrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Hajistrados  por  ante  mi  el  Secretario. 

£1  Presidente,  JoseM.  Rojas  Garrido — Uanuel  Ezequiel  Corrales- 
Rafael  Martínez  R.^Emigdio  Pal au— Juan  Agustín  UaicoECHSA— El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme---Bogotá,  veintiséis  de  junio  de  mil  ochocientos 
setenta  i  seis— El  Secretarlo,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  inspectora* 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Asamblea  lejislativa  de  Santander,  en  su  lei  S9  sobre  polfeia,  de 
fecha  '2i  de  octubre  de  1875,  prohibió  (artículos  4.o  a  i,^  cap.  4i,  tit.  tO) 
los  juegos  de  suerte  i  azar,  i  la  asistencia  de  los  hijos  de  familia  a  lascaras 
de  juego,  aunque  sean  de  los  permitidos,  imponiendo  multas  a  los  contra* 
ventores  de  dichas  prohi  biciones. 

El  señor  Aníbal  Contreras  demandó  la  suspensión  de  los  espresados 
artículos  de  dicha  lei,  como  Tiolatorios  de  los  derechos  que  la  GonstliucioD 
garantizai  i  la  Suprema  Corte,  de  conformidad  con  el  parecer  dd  señor 
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Procura4pr  jeoeral,  declaró,  por  acuerdo  de  17  del  corrieDte,  no  bailarse  ^n 
el  ca$o  de  ordenar  tal  suspensión,  por  no  ser  la  lei  denunciada  contraria  a 
ninguna  disposición  constitucional. 

Vuestra  Comisión  opina  del  propio  modo.  Nuestra  Constitución  ga- 
rantiza el  derecho  de  ejercer  cualquiera  industria,  pero  nó  el  de  practic|ir 
cualquier  vicio,  i  el  juego  no  es  industria  sino  yÍcío,  i  vicio  mui  funestQ  tantp 
para  el  individuo  como  para  la  comunidad. 

Por  tanto,  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

RESOLUCIÓN: 

'^EVSenado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5,*  ^tipolo 
61  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  válidos  los  artíci^los  i,^S,<^ 
S.""  i  4,''  cap.  11,  tit.  10  de  la  lei  S9  de  Santander  sobre  policía,  espedida  el 
SI  de  octubre  de  1875. 

Comuniqúese  a  quien  corresponda,  publíquese,  i  devuélvase  el  e9pe- 
diente  a  la  Corte  Suprema  federal. 

Bogotá,  junio  29  de  1876. 

Ciudadanos  Senadores. 

SsBJio  Arboleda — Emilumo  Rbstbepo  £.«— Narciso  Cadena— Rafael 
Rodríguez, 


<  < 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  1.»  i  9.o  debate^  en  los  di^  Vf^  f^, 
brero  i  15  de  marzo  de  1877. 

£1  Secretario  del  Senado,  Tamas  Modrigucsí  Pérez. 


X. 

VALIDEZ  de  la  lei  «O  de  19»»  I  ••  de  IS^S  del  Ef«Ml»  de  ttp* 

livftr,  *^  fle  limpueato  sobre  la  renta," 


Vista  del  Procijrador  jenjbral. 

8e:D.ores   Miaj letrados. 

Bl  señor  Roberto  A.  Joy  solicita  la  suspensión  de  las  leyes  tO  de  1873 
i  S5  de  1875,  ''  de  impuesto  sobre  la  renta,"*  espedidas  por  la  Asamblea  del 
Estado  de  Bolívar.  Esia  solicitud  se  ha  coadyuvado  por  el  señor  Bendlx 
Koppel. 

El  señor  Jíoy,  después  de  quejarse  de  lo  Inj  usto  del  impuesto  en  los  térmi> 
nos  establecidos  por  la  lei  de  1873,  en  la  parte  que  trata  de  su  inconstitucio* 

nalidad,  dice :  **  He  entrado  en  estos  detalles,  para  que  se  vea  que  el  sistema 
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o  procedimiento  establecido  es  monstruoso;  í  ahora  paso  a  demostrar  qoe  el 
modo  de  hacer  el  reparto  entre  los  contribuyentes,  ademas  de  ser  inicuo,  es 
iríolatorio  de  los  incisos  5.»  i  iO  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacíooal. 

*' Los  individuos  que  ganan  una  renta  bruta  que  no  baje  dej^liOal 
año»  deben  presentarse  a  declarar  su  renta  (articulo  18) ;  i  si  creen  injusta 
la  calificación  que  se  ks  haga,  tienen  el  derecho  de  reclamar  ante  la  Junta; 
pero  todo  esto  es  una  burla,  porque  debiendo  producir  forzosamente  el  im- 
puesto en  el  Estado  la  cantidad  señalada  en  el  presupuesto,  en  la  provlDcia 
la  fijada  por  la  Lejislatura,  i  en  el  distrito  la  designada  por  el  Poder  Ejecuti- 
vo, según  los  artículos  3, '  5.»  i  6,o  es  indiil  que  se  diga  que  la  contribucioQ 
es  el  10  por  100  sobre  la  renta;  inútil  que  cada  cuál  manifieste  honrada- 
mente la  suya,  e  inútil  el  derecho  de  reclamar  contra  la  calificación  que  se 
le  haga,  porque  de  todos  ilíiodos  la  Junta  tiene  que  repartir,  quiera  que  no 
quiera,  toda  la  suma  designada  al  distrito,  sea  que  haya  muchos  o  pocos  que 
deban  contribuir,  i  sea  que  el  10  por  100  de  la  renta  de  ellos  alcance  o  nó  a 
cubrir  la  cantidad.  1  si  la  Ju^ta  no  procede  asi,  sus  miembros  son  perso- 
nalmente responsables,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  isdelalei 
de  1873,  i  en  el  38  del  decreto  ejecutíYO  número  183,  fecha  !.<>  de  diciembre 
último,  cuyo  decreto  se  halla  inserto  en  el  '^Diario  de  Bolívar,"  números 
1897  i  i  298. 

"Contra  el  reparto  que  hace  la  Lejisla tura  entre  las  provincias,  de 
hecho  no  queda  derecho  alguno  a  reclamar,  porque  cuando  se  viene  a  sa- 
ber es  después  de  haberse  puesto  en  receso  dicha  Corporación;  i  de  rebajarse 
a  una  provincia,  habría  que  aumentar  a  otras.  Contra  el  reparto  que  veirifi- 
ca  el  Poder  Ejecutivo  entre  los  distritos,  se  puede  ocurrir  a  la  Junta  Supe* 
rior,  según  el  parágrafo  2,<»  articulo  50  de  la  lei  de  1873;  pero  ella  no  puede 
rebajar  mas  de  un  diez  por  ciento,  por  mas  justa  que  sea  la  solicitud,  por 
prohibirlo  el  artículo  34;  i  al  hacer  alguna  rebaja,  tiene  que  aumentara 
los  demás  distritos  de  la  provincia,  aunque  vea  que  no  es  justo  que  éstos 
paguen  mayor  suma,  para  que  siempre  produzca  el  impuesto  la  cantidad  fi- 
jada a  la  provincia,  como  terminantemente  se  previene. 

**  Contra  el  reparto  de  la  Junta  calificadora  se  puede  reclamar  ante 
ella  misma;  mas  sucede  lo  que  respecto  a  las  cuotas  de  los  distritos.  Oe  re- 
bajar a  un  individuo  hai  que  buscar  nuevos  contribuyentes ;  i  de  no  encon- 
trarlosy  bai  que  aumentar  las  rentas  de  algunos  de  los  otros,  aunque  la  Jun- 
ta esté  persuadida  que  la  cantidad  fijada  a  éstos  es  la  que  en  realidad  tienen 
de  renta;  porque  se  ha  dicho,  í  repito,  la  Junta  está  obligada  a  elevarlas 
rentas  de  manera  que  el  10  por  100  sea  igual  a  la  suma  fijada  al  distrito» 
para  que  quede  cumplido  el  mandato  espresado  en  el  artículo  6.°  de  la  lei 
de  1875 ;  pues  de  otro  modo  no  se  puede  obtener  que  el  impuesto  produzca 
la  cantidad  total  señalada  al  Estado. 


\ 
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*' Supongo  que  Juan»  Antonio  i  Diego»  comercianteSi  maniQesten 
honradamente  au  renta  en  4,000  pesos  cada  uno,  i  la  comprueben  coAipre- 
sentacion  de  sus  libros  i  balances,  para  no  dar  lugar  a  dudas ;  i  que  la  Junta 
los  califica  en  la  misma  suma.   Supongo,  igualmente  que,  después  de  for- 
mado el  catastro^  Pedro  reclama  ante  la  misma  Junta,  o  la  Superior,  contra 
la  calificación  de  su  renta,  acompañando  los  comprobantes  del  caso;  i  que» 
en  vista  de  ellos,  se  le  rebujan  3,000  pesos.  Entonces  la  Junta  que  tal  re- 
baja bace,  se  \e  forzada  a  cometer  la  iniquidad  de  aumentar  las  rentas  de 
Juan,  Antonio  i  Diego,  o  de  otros,  gravándolos  con  la  cantidad  rebajada  a 
Pedro,  resultando  que  aquéllos,  en  vez  de  abonar  el  iO  por  100  de  la  renta 
que  efectivamente  tienen,  es  decir,  400  pesos,  pagarán  500  pesos  cada  uno: 
en  sustancia,  lo  que  se  ha  heciio  es  gravarlos  con  un  13  i  medio  por  100  de 
la  verdadera  renta,  i  resulta  que  la  contribución  no  es  igual  para  todos.  Esto 
es  claro,  clarísimo. 

'^Debo  llamaros  la  atención  sobre  el  parágrafo  S,o  articulo  50  déla  lei 
de  1873,  i  el  parágrafo  S,<»  artículo  2.»  de  la  lei  de  1875.  En  ellos  se  atribuye 
a  las  Juntas  el  deber  de  llenar  los  deberes  que  les  señale  el  Poder  Ejecutivo, 
i  es  a  virtud  de  estas  disposiciones,  i  secundando  el  procedimiento  inicuo 
establecido  en  aquéllos,  que  se  impone  a  dichas  Juntas,  por  el  parágrafo  2»o 
articulo  39  del  decreto  ejecutivo,  el  deber  de  aumentar  la  suma  rebajada  a 
los  demás  contribuyentes,  'para  que  en  ningún  caso  deje  de  contribuir  cada 
distrito  con  la  suma  que  le  haya  sido  señalada.' 

**  Si  alguna  duda  hubiera  acerca  de  todo  lo  que  he  demostrado  sobre 
la  injusticia  o  desigualdad  del  impuesto,  queda  aclarada  con  semejante  dis- 
posición.'" 

Por  mas  esactas  i  fundadas  que  sean  las  anteriores  observaciones  con- 
tra la  lei,  ellas,  en  concepto  del  infrascrito,  no  demuestran  que  sea  inconsti- 
tucional, sino  inconveniente.  Ninguna  lei  sobre  impuesto  s^ria  posible  en 
los  Estados,  si  debiera  anularse  la  lejislacion  fiscal  por  tener  los  defectos 
enunciados. 

Obtener  en  la  práctica  una  relación  justa  entre  la  riqueza  1  la  cuota 
del  impuesto  será  una  de  las  mejoras  sociales  que  demostrarán  mas  civiliza- 
clon  en  los  pueblos ;  la  teoría  es  fácil  para  defender  la  proporcionalidad  del 
.impuesto  i  su  jeneralidad ;  pero  llegando  al  repartimiento,  cuando  los  ra- 
mos de  riqueza  imponible  son  tan  variados;  cuando  las  industrias  produc- 
toras en  un  territorio  son  desconocidas  en  otros;  cuando  los  medios  para 
evadirse  el  contribuyente  son  mas  multiplicados  que  los  que  tiene  la  auto- 
ridad para  descubrirle  lo  que  tiene  i  hacerle  efectiva  la  jusu  cantidad  que 
le  corresponda;  cuando  todos  estos  obstáculos  se  palpan  llegando  al 
repartimiento  1  exacción  del  impuesto,  entonces  se  comprende  que  los  in- 
ciso85.<>  i  10  del  artículo  8.o  de  la  Constitución  no  pueden  tener  toda  la  estén- 
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ftion  qae  el  peticionario  quiere  darles,  porque  al  dársela  Se  qaedariaa  loa 
Estados  sin  leyes  fiscales,  i  seria  acabar  por  este  motivo  con  todo  servicio 
pdblico  por  no  poderlo  remunerar. 

Vosotros  conocéis  diferentes  resoluciones,  de  ese  Supremo  Tribunal  i 
del  Senado,  declarando  que  las  dos  disposiciones  constitucionales  cítadae 
no  embarazan  a  los  Gobiernos  de  los  Estados  para  decretar  contribuciones 
como  la  que  se  establece  en  las  leyes  de  Bolívar  cuya  suspensión  se  solicita 
al  presente,  i  al  efócto,  para  terminar  esta  vista,  se  permite  el  infrascrito 
copiar  algunos  pasajes  del  inforine  de  la  comisión  cuando  se  discutió  en  el 
Senado  la  validez  del  articulo  l."»  de  la  leí  ssa  espedida  por  la  Lejislatura 
del  Cauca  en  1871,  sobre  rentas  i  contribuciones. 

'<£l  número  S.""  del  artículo  15  de  la  Constitución  dispone  que  la  pro- 
piedad del  colombiano  no  pueda  ser  tomada  por  la  autoridad  sino  por  pena 
o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes.  ¿  Quiere  esto  decir  que  todas 
las  penas  deban  ser  pecuniarias,  i  todas  las  contribuciones  iguales  ?  De 
ninguna  manera.  Lo  que  la  Constitución  ordena  claramente  es  que  las  pe- 
nas pecuniarias  i  las  contribuciones  tengan  el  carácter  de  jenerales  para 
todos  los  que  se  encuentren  en  idéntico  caso»  i  que  esas  penas  i  esas  contri* 
biiciones  sean  impuestas  por  las  leyes. 

''De  otro  modo,  seria  necesario  que  en  toda  la  República  rijiera  ua 
solo  sistema  tributario,  i  este  precepto  no  solo  baria  imposible  sino  absurda 
la  federación»  pues  una  de  sus  condiciones  esenciales»  como  una  de  sus  ven- 
tajas mas  preciosas»  es  la  amplitud  que  se  han  reservado  los  Estados  para 
establecer  i  cambiar  su  sistema  tributario. 

"  Si  la  igualdad  en  cuanto  a  la  cuantía  del  gravamen  hubiera  de  ser 
condición  precisa  de  las  contribuciones»  su  iniquidad  seria  tan  manifiesta 
como  insostenible.  ¿Có/no  pudiera  sostenerse  que  todos  los  colombianos» 
por  el  hecho  de  ser  iguales,  debían  pagar  una  misma  contribución  o  im- 
puesto  ? 

''Véase,  pues,  el  absurdo  a  que  seríamos  conducidos  si  en  materias 
económicas  adoptáramos  como  criterio  los  principios  de  la  ciencia  política ; 
O  tí  haciendo  una  evolución  inversa»  comenzando  por  la  econoihía  i  paskn* 
áo  a  la  política»  dijéramos :  supuesto  que  no  todos  los  colombianos  pueden 
pagar  la  misma  contribución»  no  todos  los  colombianos  pueden  ser  recono- 
cidos iguales  ante  la  leí/' 

■"  Ahora  pues:  si  las  garantías  de  la  propiedad  i  de  la  igualdad  de  de^ 
rechos  no  se  oponen  a  que  la  Nación  i  los  Estados  adopten  diferentes  siste- 
mas tributarios ;  si  esas  mismas  garantías  no  se  oponen  a  que  en  las  sec« 
clones  municipales  que  han  establecido  todos  los  Estados  se  cobren  diversos 
impuestos,  ¿cómo  puede  sostenerse  que  un  Estado  no  pueda  decretar  con* 
tribuciones  diversas  en  los  ¿íversos  municipios  que  lo  forman  ?  Ün  ksiado 
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.  que  carece  de  costas  marítimas,  de  ríos  i  de  lagos  navegables ;  un  fistado 
en  el  cual  predomina  el  comercio,  otro  en  el  cual  predominan  las  minas,  en 
éste  la  agricultura,  en  aquél  las  artes,  presentan  tan  variadas  condiciones 
económicas,  que  el  sistema  tributario,  equitativo  i  conveniente  a  uno,  podría 
ser  inicuo,  Imposible  I  absurdo  en  otro.  1  lo  que  se  dice  dé  los  Estados  con 
respecto  al  Gobierno  de  la  Union,  que  garantiza  a  todos  los  habitantes  de 
Colombia  la  propiedíid  i  la  igualdad,  eso  mismo  debe  decirse  de  las  dífe* 
rentes  secciones  territoriales  en  que  esté  dividida  la  administración  pública 
de  cada  Estado.^ 

Por  estas  consideraciones  el  infrascrito  no  coadyuva  la  presente  soli- 
citud sobre  suspensión  de  las  leyes  del  Estado  de  Bolívar  antes  indicadas; 
Bogotá,  enero  19  de  4877. 

Bamon  Gómez. 


Acuerdo  de  li  Corte  Suprema. 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal  certifica :  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  535  a  la  341,  hai  uno 
que  a  la  letra  es  como  sigue  : 

''En  ÍBogotá,  a  treinta  ¡  uno  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i 
siete,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asis- 
tencia del  señor  Majístrado  Presidente,  doctor  José  María  Rojas  Garrido,  i 
demás  señores  Majístrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  Rafael  Mar- 
tínez R,  Emigdio  PaláuiJuan  Agustín  üricoechea,  con  el  objeto  de  tomar 
en  consideración  la  solicitud  de  Roberto  A  Joy,  subdito  inglés  i  veoino  de 
Barranquilla,  sobre  suspensión  de  la  lei  del  Estado  soberanode  Bolívar,  nú- 
mero 20,  fecha  25  de  noviembre  de  1873^  relativa  al  impuesto  sobre  la  ren- 
ta ;  las  disposiciones  de  la  de  fecha  30  de  noviembre  de  1875,  número  25, 
adicional  a  la  anterior,  i  la  resolución  de  la  Asamblea  lejislativa  por  la  cual 
se  distribuye  dicho  impuesto  entre  las  provincias. 

El  señor  Majistrado  doctor  Rojas  G,  a  quien  tocó  sustanciar  el  asunto 
sometió  al  examen  de  la  Corte  el  siguiente  proyecto  de  resolución  : 

Vistos :  Roberto  A.  Joy  pide  la  suspensión  de  la  lei  del  Estado  sobera- 
no de  Bolívar,  número  20,  fecha  35  de  noviembre  de  1873^  relativa  alim- 
puesto  sobre  la  renta  ;  de  las  disposiciones  de  la  de  fecha  30  de  noviembre 
de  1875,  número  25,  adicional  a  la  anterior,  i  de  la  resolución  de  la  Asam- 
blea lejislativa  por  la  cual  se  distribuye  dicho  impuesto  éntrelas  provincias. 
Sustanciado  el  negocio  con  arreglo  a  la  \ei,  el  señor  Procurador  jeneral  de 
la  Union  espuso  lo  que  sigue : 

"  El  señor  Roberto  A  Joy  solicita  la  suspensión  de  las  leyes  2o  de  l87tS 
i  t5de  1875,  "  de  impuesto  sobre  la  renta/'  espedidas  por  la  Asamblea  del 
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Estado  de  Bolívar.   Esta  solicitud  se  ha  coadjuvado  por  el  señor  Bendlx 
Koppel. 

"  £1  señor  Joy,  después  de  quejarse  de  lo  injusto  del  impuesto  en  los 
términos  establecidos  por  la  leí  de  1873,  en  la  parte  que  trata  de  su  incoas- 
titucíonalídad  dice :  '  He  entrado  en  estos  detalles,  para  que  se  ye»  «jueel 
sistema  o  procedimiento  establecido  es  monstruoso;  i  ahora  pasoadeoios* 
trar  que  el  modo  de  hacer  el  reparto  entre  los  contribuyentes,  ademas  da 
ser  inicuo,  es  violatorio  de  los  incisos  5.<>  i  iO."  del  articulo  15  de  la  Cons- 
titución nacional. 

*  Los  individuos  que  ganan  una  renta  bruta  que  no  baje  de  ^  120  al 
año,  deben  presentarse  a  declarar  su  renta  (articulo  18);  i  si  creen  injusta 
la  calificación  que  se  les  haga,  tienen  el  derecho  de  reclamar  ante  la  Junta; 
pero  todo  esto  es  una  burla,  porque  debiendo  producir  forzosamente  el  im- 
puesto en  el  Estado  la  cantidad  señalada  en  el  presupuesto,  en  la  provincia 
la  fijada  por  la  Lejislatura,  i  en  el  distrito  la  designada  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo, según  los  artículos  3,^  5."  i  6,'  es  inútil  que  se  diga  que  la  contríbucioa 
es  el  diez  por  ciento  sobre  la  rent;a;  inútil  que  cada  cuál  manifieste  honrada- 
mente la  suya,  e  inútil  el  derecho  de  reclamar  contra  la  calificación  que  se 
le  haga,  porque  de  todos  modos  la  Junta  tiene  que  repartir,  quiera  que  no 
quiera,  toda  la  suma  designada  al  distrito,  sea  que  haya  muchos  o  pocos 
que  deban  contribuir»  i  sea  que  el  diez  por  ciento  de  la  renta  de  ellos  alean' 
ce  o  nó  a  cubrir  la  cantidad.  1  si  la  Junta  no  procede  asi»  sus  miembros  son 
personalmente  responsables,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  articulo  15  de  lá 
lei  de  1873,  i  en  el  58  del  decreto  ejecutivo  número  182,  facha  1  .">  de  diciem* 
bre  último,  cuyodecreto  se  halla  inserto  en  el  **  Diario  de  Bolívar,*'  números 
1297  i  1298. 

^Contra  el  reparto  que  hace  la  lejislatura  entre  las  provincias,  de 
hecho  no  queda  derecho  alguno  a  reclamar,  porque  cuando  se  viene  a  saber 
es  después  de  haberse  puesto  en  receso  dicha  Corporación  ;  I  de  rebajarse 
a  una  provincia  habría  que  aumentar  a  otras.  Contra  el  reparto  que  verifica 
el  Poder  Ejecutivo  entre  los  distritos,  se  puede  ocurrir  a  la  Junta  superior, 
según  el  parágrafo  2,^  artículo  30  de  la  lei  de  1873;  pero  ella  no  puede  re* 
bajar  mas  de  un  diez  por  ciento»  por  mas  justa  que  sea  la  solicitud,  por  pro- 
hibirlo el  artículo  34;  i  al  hacer  algur\a  rebaja,  tiene  que  aumentaralos 
demás  distritos  de  la  provincia,  aunque  vea  que  no  es  justo  que  éstos  paguen 
mayor  suma,  para  que  siempre  produzca  el  impuesto  la  cantidad  fijada  a  U 
provincia,  como  terminantemente  se  previene. 

'Contra  el  reparto  de  la  Juma  calificadora  se  puede  reclamar  ante 
ella  misma;  mas  sucede  lo  que  respecto  a  las  cuotas  dé  los  distritos.  Tk  re- 
bajar a  un  Individuo,  bal  que  buscar  nuevos  contribuyentes ;  i  de  no  encon- 
trarlos, hai  que  aumentar  las  rentas  de  algunos  de  los  otros»  aunque  h 
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Junta  esté  persuadida  que  la  cantidad  üjada  a  éstos  es  la  que  en  realidad 
tienen  de  renta  ;  porque  se  ha  dicho,  ¡  repito,  la  Junta  está  obligada  n  ele- 
var fas  rentas  de  manera  que  el  diez  por  ciento  sea  i^ual  a  la  suma  fijada 
al  distrito,  para  que  quede  cumplido  U  mandato  espresado  en  el  articulo  6.u 
de  la  leí  de  1873 ;  pues  de  otro  modo  no  se  puede  obtener  que  el  impuesto 
produzca  la  cantidad  total  señalada  ai  Estado. 

'  Supongo  que  Juan,  Antonio  i  Diego,  comerciantes,  manifiesten  hon- 
radamente su  renta  en  4,000  pesos  cada  uno,  i  la  comprueben  con  presen- 
tación de  sus  libros  i  balances,  para  no  dar  lugar  a  dudas ;  i  que  la  Júntalas 
califica  en  la  misma  suma.  Supongo  igualmente  que,,  después  de  formado 
el  catastro,  Pedro  reclama  'ante  la  misma  Junta,  o  la  Superior,  contra  la  ca- 
lificación de  su  renta,  acompañando  los  comprobantes  del  caso;  i  que^  en 
vista  de  ellos,  se  le  rebajan  s,000  pesos.  Entonces  la  Junta  que  tal  rebaja 
hace,  se  ve  forzada  a  cometer  la  iniquidad  de  aumentar  las  rentas  de  Juan» 
Antonio  í  Diego,  o  de  otros,  gravándolos  con  la  cantidad  rebajada  a  Pedro, 
resultando  que  aquéllos,  en  vez  de  abonar  el  diez  por  ciento  de  la  renta  que 
efectivamente  tienen,  es  decir,  400  pesos,  pagarán  500  cada  uno :  en  sus* 
tancia,  lo  que  se  ha  hecho  es  gravarlos  con  un  doce  i  medio  por  ciento  de  la 
verdadera  renta,  i  resulta  que  la  contribución  no  es  igual  para  todos.  Esto 
es  claro,  clarisimo. 

'Debo  llamaros  la  atención  sobre  el  parágrafo  3,''  articulo  30  déla  leí 
de  1873,  i  el  parágrafo  3,»  artículo  3.o  de  la  leí  de  i873.  En  ellos  se  atribu- 
ye a  las  Juntas  el  deber  de  llenar  los  deberes  que  les  señale  el  Poder  Eje* 
cutivo;  i  es  a  virtud  de  estas  disposiciones,  i  secundando  el  procedimiento 
inicuo  establecido  en  aquéllos,  que  se  impone  a  dichas  Juntas,  por  el  para- 
^afo  3,o  articulo  29  del  decreto  ejecutivo,  el  deber  de  aumentar  la  suma 
rebajada  a  los  demás  contribuyentes,  '  para  que  en  ningún  caso  deje  de 
contribuir  cada  distrito  con  la  suma  que  le  haya  sido  señalada/ 

*^Si  alguna  duda  hubiera  acerca  de  todo  lo  que  he  demostrado  sobre 
la  injusticia  o  desigualdad  del  impuesto,  queda  aclarada  con  semejante  dis- 
posición.' 

**  Por  mas  esactas  i  fundadas  que  sean  las  anteriores  observaciones  con- 
tra la  lei,  ellas,  en  concepto  del  infrascrito,  no  demuestran  que  sea  inconsti- 
tucional, sino  inconveniente.  Ninguna  leí  sobre  impuesto  seria  posible  en 
los  Estados,  si  debiera  anularse  la  lejislacion  fiscal  por  tener  los  defectos 
enunciados. 

*'  Obtener  en  la  práctica  una  relación  justa  entre  la  riqueza  i  la  cuota 
del  impuesto  será  una  de  las  mejoras  sociales  que  demostrarán  mas  civiliza* 
cien  en  los  pueblos ;  la  teoría  es  fácil  para  defender  la  proporcionalidad  del 
impuesto  1  su  jcneralidad;  pero  llegando  al  repartimiento,  cuando  los  ra- 
naos  de  rí<]ueza  Imponible  son  tan  variados;  cuando  las  industrias  produc- 
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toras  en  un  territorio  son  desconocidas  en  otros;  cuando  los  medios  para 
evadirse  el  contribuyente  son  mas  multiplicados  que  los  que  tiene  la  auto» 
ridad  para  descubrirle  lo  que  tiene  i  hacerle  efectiva  la  justa  cantidad  qoe 
le  corresponda;  cuando  todos|  estos  obstáculos  se  palpan  llegando  al 
repartimiento  i  exacción  del  impuesto,  entonces  se  comprende  que  los 
incisos  S.""  i  10.^  del  artículo  S.''  de  la  Constitución  no  pueden  tener  todaU 
estension  que  el  peticionario  quiere  darles,  porque  al  dársela  se  quedariaa 
los  Estados  sin  leyes  fiscales,  i  seria  acabar  por  este  motivo  con  todo  servi- 
cio público  por  no  poderlo  remunerar. 

*^  Vosotros  conocéis  diferentes  resoluciones,  de  ese  Supremo  Tribunal  i 
del  Senado,  declarando  que  las  dos  disposiciones  constitucionales  citadas 
no  embarazan  a  los  Gobiernos  de  los  Estados  para  decretar  contribuciones 
como  la  que  se  establece  en  las  leyes  de  Bolívar  cuya  suspensión  se  solicita 
al  presente;  i  al  efecto,  para  terminar  estadista,  se  permite  el  infrascrito 
copiar  algunos  pasajes  del  informe  de  la  comisión  cuando  se  discutió  en  e| 
Senado  la  validez  del  articulo  i.^  de  la  lei  S22  espedida  por  ia  Lejislaturadel 
Cauca  en  1871,  sobre  rentas  i  contribuciones. 

'El  número  5.o  del  articulo  15  de  la  Constitución  dispone  que  la  pro- 
piedad del  colombiano  no  pueda  ser  tomada  por  la  autoridad  sino  por  pena 
o  contribución  jeneral,  can  arreglo  a  las  leyes.  ¿Quiere  esto  decir  que  todas 
las  penas  deban  ser  pecuniarias,  i  todas  las  contribuciones  iguales  ?  De  nin- 
guna manera.  Lo  que  la  Constitución  ordena  claramente  es  que  las  penal 
pecuniarias  i  las  contribuciones  tengan  el  carácter  de  jenerales  par^  todos 
los  que  se  encuentren  en  idéntico  casb,  i  que  esas  penas  i  esas  contribucio- 
nes sean  impuestas  por  las  leyes. 

'De  otro  modo,  seria  necesario  que  en  toda  la  República  rijiera  on 
solo  sistema  tributario,  leste  precepto  no  solo  baria  imposible  sino  absurda 
la  federación^  pues  una  de  sus  condiciones  esenciales,  como  una  de  sos 
ventajas  mas  preciosas,  es  la  amplitud  que  se  han  reservado  los  Estados 
para  establecer  i  cambiar  su  sistema  tributario. 

'  Si  la  igualdad  en  cuanto. a  la  cuantía  del  gravamen  hubiera  de  ser 
condición  precisa  de  las  contribuciones,  su  iniquidad  seria  tan  manifiesta 
como  insostenible.  ¿Cómo  pudiera  sostenerse  que  todos  los  colombianos, 
por  el  hecho  de  ser  iguales,  debian  pagar  una  misma  contribución  o  im- 
puesto? 

''  Véase,  pues,  el  absurdo  a  que  seriamos  conducidos  si  en  materias 
económicas  adoptáramos  como  criterio  los  principios  de  la  ciencia  política ; 
o  si  haciendo  una  evolución  inversa,  comenzando  por  la  economía  i  pasaodo 
a  la  política,  dijéramos :  supuesto  que  no  todos  los  coloj^bianos  pueden 
p^gjarla  misma  contribución,  no  todos  los  colombianos  pueden  i^reccK 
nocidos  iguales  i^nte  la  let*'' 
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**  Abara  pues:  si  las  garantías  de  la  propiedad  i  de  la  Igualdad  de  de* 
rechos  no  se  oponen  a  que  la  Nación  i  los  Estados  adopten  diferentes  siste- 
mas  tributarios ;  si  esas  mismas  garantías  no  se  oponen  a  que  en  las  sec- 
ciones municipales  que  han  establecido  todos  los  Estados  se  cobren  diversos 
impuestos,  ¿cómo  puede  sostenerse  que  un  Estado  no  pueda  decretar  con» 
tribuciones  diversas  en  los  diversos  municipios  que  lo  forman?  Un  Estado 
que  carece  de  costas  marítimas,  dorios  i  de  lagos  navegables;  un  Estado 
en  el  cual  predomina  el  comercio,  otro  en  el  cual  predominan  las  minas, 
en  éste  la  agricultura,  en  aquéllas  artes,  presentan  tan  variadas  condiciones 
económicas,  que  el  sistema  tributario,  equitativo  i  conveniente  a  uno,  podría 
ser  inicuo,  imposible  i  absurdo  en  otro.  1  lo  que  se  dice  de  los  Estad9S,  con 
respecto  al  Gobierno  de  la  Union,  que  garantiza  a  todos  los  habitantes  de  Co- 
lombia la  propiedad  i  la  igualdad,  eso  mismo  debe  decirse  de  las  diferentes 
secciones  territoriales  en  que  esté  dividida  la  administración  pública  de  cada 
Estado/' 

^*Por  estas  consideraciones,  el  infrascrito  no  coadyuva  la  préseme 
solicitud^obre  suspensión  delasleyes  del  Estado  del  Bolívar  antes  indicadas/' 

La  Corte  reproduce  los  fundamentos  de  la  solicitud  del  señor  Procu* 
rador  en  la  vista  preinserta,  por  considerarlos  esaclos,  ien  tal  virtud,  admi- 
nistrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  auto- 
ridad de  la  lei ,  declara:  que  no  es  el  caso  de  ejercer  este  Supremo  Tribunal 
la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución,  i  por  tanto 
se  niégala  solicitud  indicada  de  Roberto  A.  Joy.  Publíquese  esta  decisión 
en  el  Diario  0/ictaI  de  la  Union ;  envíese  copia  de  ella  al  Poder  Ejecutivo 
del  Estado  soberano  de  Bolívar,  i  remítase  el  espediente  al  Senado  para  su 
decisión  ulterior,  dejándose  copia  de  la  presente  resolución/' 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unini- 
mede  los  señores  Majistrados;  aunque  el  Majistrado  doctor  Corrales,  en  el 
debate,  espuso  lo  siguiente :  que  el  artículo  2.<»  de  la  lei  de  20  de  95  noviem* 
bre  de  1873,  de  impuesto  sobre  la  renta,  que  se  rejistra  publicado  en 
el  número  880  de  la  ''Gaceta  de  Bolívar/'  de  que  se  ha  presentado  un  ejem- 
plar debidamente  autenticado,  debía  ser  ^spendído,  nó  en  absoluto,  sino 
en  cuanto  por  él  no  seesceptúa  del  referido  impuesto,  de  una  manera  clara 
i  terminante,  la  renta  que  se  deriva  del  capital  o  capitales  invertidos  en  los 
buques  que  navegan  las  aguas  de  los  ríos  sujetos  a  la  jurisdicción  nacional^ 
como  debiera  esceptuarse,  de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  la  lei  nacional 
púmero  56  de  39  de  agosto  de  1867,  en  el  inciso  i.»  de  su  artículo  i.»  Por- 
que, en  efecto,  el  peticionario,  señor  Roberto  A.  Joj,  en  el  penúltimo  párrafo 
o  acápite  de  su  escrito,  fecha  l9  de  setiembre  último,  espone  esto:  'Os 
llamo  la  atención  a  la  circunstancia  de  gravárseme  como  capitalista,  cuan- 
do la  lei  del  Estado  quiere  que  únicamente  se  grave  la  renta.  Todo  mi  ca- 
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piüri,  otHno€8  nobMfio,  lo  tengo  empleado  en  la  espresad^  eompaflia  (com- 
paftfa  de  navegación  por  vapor  en  el  rto  Magdalena),  f  no  oeapándóme  ea 
«tro  negocio»  es  evidente  que  no  debe  hacérseme  pagar  ana  contribución 
qae  no  me  comprende/  I  la  verdad  es  que  el  peticionarlo  Joy  6gara  como 
-capitalista  i  con  la  renta  de  10,570  pesos,  en  la  lista  definitiva  de  los  indivi- 
dnos  i  compañías,  vecinos  del  distrito  de  Barranqoilla,  obligados  a  pagar  el 
impuesto  sobre  la  renta  en  el  «año  de  iS76,  que  se  halla  inserta  en  el  ''Dia- 
rio de  Bolívar ''  número  1560. 

Si  se  tratase  de  capitales  puestos  en  jiro  o  invertidos  en  cualesquiera 
Otras  clases  de  propiedades  o  bienes  que  no  fuesen  buques  destinados  a  U 
navegación  de  los  rios,  nada  habría  que  objetar,  si  la  contribución  seexfjiera 
por  la  renta  que  produjesen  dichos  capitales  ;*  pero  si  es  que  se  exíje  la  con- 
tribución, como  lo  afirma  el  que  ha  representado  a  la  Corte»  de  lareota 
proveniente  de  un  capital  empleado  en  los  buques  que  navegan  las  aguas 
del  Magdalena,  que  es  un  rio  sujeto  a  la  jurisdicción  nacional,  entonces  no 
«olo  es  el  referido  impuesto  contrario  al  inciso  i.^  del  articulo  i.<>  de  la  leí 
56  de  1867,  sino  violatorlo  del  inciso  a.""  del  artículo  8.»  de  la  Goi^titudOB 
nacional ;  porque  la  prohibición  de  establecer  impuestos  sobre  los  buques 
mencionados,  implica  la  de  gravar  el  capital  representado  en  e9a  clase  de 
bienes. 

I  se  hace  constar  esta  opinión  del  señor  Majistrado  Corrales  en  la  pre- 
senté  acta  del  acuerdo,  que  se  ha  tenido,  por  espresa  indicación  suya. 

GoQ  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo  que  firman  los  seíions 
Majistrados  por  ante  el  infrascrito  Secretario. 

|S1  Presidente,  Jobs  M.  Rojas  Garrido^Manubl  Esequibl  GotRius. 
Rafael  Martínez  R.-^Emomo  Palau-^Juav  Agustín  Urigobcbba— El  Se* 
cretarioi  Rafael  t!.  Santander, 

Es  copia  conforme.-— Bogotá,  quince  de  febrero  de  mil  pcboeienios  se- 
tenta i  siete. 

El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


IlSFORME  DE  LA    CoMISION  INSPECTORA. 
Ciudadanos  Senadores. 

El  subdito  inglés  Roberto  A.  Joy,  establecido  en  Barranquilla  ¡ocupa» 
do  en  la  navegación  del  rio  Magdalena»  solicitó  de  la  Corte  Suprema  fede- 
ral suspendiese  la  ejecución  de  las  leyes  del  Estado  de  Bolívar,  301 S5,  de 
impuesto  sobre  la  renta,  en  virtud  de  las  cuales  su  capital  e  indusfría  esgra* 
vado  injustamente,  en  el  caso  de  considerársele  contribuyentei  como  por 
abrazar  un  ramo  que  no  es  imponible  por  el  Estado. 


-  83  - 

La  Corte,  previa  la  tramitación  legal  i  oido  el  Procurador  nacional, 
quien  dilucidó  eatensa  i  luminosamente  el  panto,  resolvió  contra  lo  solici- 
tado: que  las  leyes  mencionadas,  aun  cuando  se  demostrara  que  contuvieran 
un  sistema  injusto  o  defectuoso  de  contribución,  no  por  cuso  sallan  de  la  es^ 
fera  de  acción  constitucional  de  los  Estados,  I  que  por  lo  mismo  no  era  po- 
testativo de  la  Corte  suspender  su  ejecución. 

1  vuestra  Comisión  encuetitra  que  esta  resolución  es  perfectamente 
arreglada  en  cuanto  dichas  leyes  o  contribución  se  aplican  a  la  jeneralidad 
de  los  ciudadanos  del  Estado;  pero  si  han  de  estenderse  a  otros  residentes 
en  el  territorio  ocupados  en  los  diversos  ramos  del  tráfico  Interior  i  navega- 
don  del  rio,  la  inconstituclonalidad  del  impuesto  es  incuestionable. 

Asi,  si  la  renta  calculada  al  señor  Joy  proviene  del  trabajo  i  del  capital 
que  como  propietario  o  administrador  de  buques  de  vapor  emplea  en  la 
nevegacion  del  rio  Magdalena,  es  claro  que  conforme  al  número  3.^ 
articulo  8*'' de  la  Constitución,  que  prohibe  restrínjír  con  impuestos,  o  de 
otro  modo,  la  navegación  de  los  rios  i  demás  aguas  navegables,  no  puede  ser 
gravada,  como  no  puede  ser  la  de  los  demás  industriales  establecidos  en  los 
puertos  i  lugares  de  tránsito,  que  deriven  de  la  prestación  de  servicios  en  el 
comercio  de  importación  i  esportacion  de  los  otros  Estados  de  la  Un|on. 

Eo  tal  concepto,  i  debiendo  en  todo  caso  velar  por  las  esenciones  del 
tráBco  entre  las  diversas  secciones,  vuestra  Comisión  eree  que  debéis  adop- 
tar la  siguiente 

HBSOLOCION: 

**  En  uso  de  la  facultad  concedida  al  Senado  por  el  kiclso  5.o  at llculo 

5t  déla  Constitución,  decide  que  son  válidas  las  leyes  2o  i  25,  de  4873  i 

é9tB,  de  impuesto  sóbrela  renta  en  el  Esudo  de  Bolívar,  a  que  6e  refiere  Ifi 

solicitud  de  Roberto  A.  Joy,  en  cuanto  por  ellas  no  se  afectan  los  capitales 

ni  la  ñidostrialconsagrados  en  dicho  Estado  a  la  navegación  del  i^io  Mag- 
dalena.'' 

Camunfquese,  publíquese  1  devuélvase. 

H.  MuRiLLO— Matías  Herrera— F.  de!  P,  Borda— Andrés  CfiRok 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  i.«>^  debate  el  36  de  marso  de  i87t,  { 
M  I*  el  siguiente  dia. 

El  Secretario/  T.  Rodríguez  Pérez. 
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X. 


SUIíiDAIIdelartíeulo  e-odel»  leí  «9  de  i»7edel  EaUid#4e 
Boliiar ,  ^  *  sobre  Impuesto  de  eonsaiuo  I  sobre  la  Induslrls  4e 

eonBislon  I  trasporte «" 


Vista  del  Procurador  jeneral*» 

Seíiores  MIajistrados. 

Varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Bogotá  solicitan  la  suspensión  del0({ 
artículos  i^^  6.*  f  7.<>de.la  leí  29  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  da 
Bolívar  en  l.°  de  noviembre  de  1876. 

Los  artículos  i  .<>  i  7.^  están  en  íniima  relación^  i  de  ellos  se  ocupará  el 
infrascrito  ames  de  examinar  el  artículo  6.° 

'*Art.  i.°  Establécese  desde  el  l.»  de  enero  de  1877,  sobre  el  con- 
sumo en  el  Estado  de  los  artículos  de  procedencia  estranjera,  un  impuesto 
equivalente  al  15  por  100  de  los  derechos  de  importación  causados  por  di- 
chos artículos^  según  las  liquidaciones  respectivas»  esceptuando  la  harina, 
azúcar,  café  i  cacao,  por  tener  señalado  derecho  especial  por  la  leí/' 

^*  Art.  1.*^  Para  los  efectos  de  esta  lei  i  de  todas  las  que  gravan  el  coa- 
sumo, se  considera  verificado  éste  por  toda  operación  de  venta  o  traspaso 
que  se  haga  de  los  artículos  gravados  en  el  territorio  del  Estado.^ 

Se  solicita  la  suspensión  de  estos  dos  artículos,  por  creerlos  contrarios 
a  los  incisos  A.**  i  5,o  artículo  8.o  de  la  Constitución  nacional. 

Se  dice  que  la  definición  de  lo  que  es  consumo,  que  contiene  el  arti- 
culo 7,°  es  arbitraria,  i  que  con  ella  lo  que  se  propuso  el  lejislador  de  Bo- 
lívar fué  eludir  el  mandato  constitucional  que  se  deja  citado»  porque  si  por 
toda  operación  de  venta  o  traspaso  se  considera  verificado  el  consumo  délos 
artículos  de  procedencia  estranjera  a  que  el  gravamen  se  refiere,  pesará 
éste  sobre  objetos  destinados  al  consumo  de  otros  Estados.  Este  tema  se 
halla  dilucidado  con  brillo  i  ciencia  en  la  solicitud  mencionada. 

Pero  el  infrascrito  no  se  detiene  a  considerarla  en  sus  pormenores, 
porque  sobre  la  misma  cuestión  de  cómo  debe  entenderse  la  frase  *' antes 
de  haberse  ofrecido  al  consumo/'  empleada  en  el  inciso  A,^  artículo  B.'^de 
la  Constitución,  ya  ha  manifestado  su  concepto  en  varias  solicitudes  de  la 
naturaleza  de  la  presente,  concepto  que  ha  sido  acojido  por  ese  Supremo 
Tribunal ;  i  en  tal  virtud,  inserta  en  esta  vista  vuestro  acuerdo  de  24  de  fe- 
brero de  1875  relativo  a  la  solicitud  que  hizo  el  señor  Joaquín  Estrada  para 
que  se  suspendiese  una  lei  del  Estado  de  Santander. 

**  Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  de  Joaquín  Estrada  para  que 
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se  suspenda  el  articulo  i.»  i  parágrafos  de  la  leí  LV  fiscal,  espedida  por  la 
Asamblea  lejislatlva  del  Estado  de  Santander  el  2i  de  octubre  de  1874,  por 
la  que  se  crea  una  contribución. 

**  Gl  señor  Majístrado  doctor  Carvajal  presentó  el  siguiente  proyecto 
de  resolución : 

'Vistos:  Joaquin  Estrada,  vecino  de  Gúcut'i,  solicita  la  suspensión  del 
articulo  i.*"  i  sus  parágrafos  de  la  lei  LV  del  Estado  de  Santander,  de  84  de 
octubre  de  l874,  el  tenor  de  los  cuales  es  como  sigue : 

*' Artículo  i  ."^  Créase  una  contribución  de  un  peso  sobre  cada  carga 
''de  mercancías  i  efectos  estranjeros,  inclusive  los  licores  de  toda  especie, 
**  pero  con  escepcion  do  la  sal  que  se  introduzca  al  Estado  para  ofrecerla  en 
*' él  al  consumo. 

^*  Parágrafo  i  .'>  Para  los  efectos  de  este  artículo,  se  entienden  ofrecidas 
"al  consumo  todas  las  mercancías  que  entren  al  Estado,  salvo  prueba  en 
**  contrario;  i  por  carga  la  que  ordinariamente  conduce  una  bestia. 

*'  Parágrafo  S.^  Respecto  de  las  mercancías  I  efectos  que  se  introduz- 
*'  can  por  la  Aduana  de  Cúcuta,  se  tendrán  como  ofrecidas  al  consumo  las 
**  que  los  respectivos  dueños  o  introductores  no  declaren  en  la  Aduana  como 
*^  de  tránsito,  i  las  que  la  Aduana,  en  virtud  de  disposición  legal,  declare  de 
**  consumo," 

*  El  peticionario  sostiene  que  las  disposiciones  copiadas  están  en  pugna 
con  el  inciso  4.*  del  articulo  S.""  de  la  Constitución,  que  dice  asi :  *'(Los 
"  Estados  se  comprometen)  4.®  A  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haber- 
^'  se  ofrecido  al  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  na* 
**  dónales,  aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  impor* 
taclon,  cuya  libertad  mantendrá  el  Gobierno/' 

'Oído  el  señor  Procurador  jeneral,  dijo  en  su  esposicion  de  8  de  los 
corrientes  lo  que  en  seguida  se  copia : 

'*El  infrascrito  no  se  detiene  a  rebatir  punto  por  punto  las  esplicacio* 
**  nes  del  solicitante,  porque  ya  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  han  fijado  con 
'^  toda  claridad  la  intelljencia  del  inciso  4.^ artículo  8.o  déla  Constitución,  i, 
^'  para  no  coadyuvar  la  presente  solicitud,  le  basta  copiar  lo  que  en  un  caso 
"  idéntico  espuso  la  Corte,  en  el  acuerdo  de  S  de  djcíembre  de  i  874,  en  la 
^'petición  que  hicieron  José  María Núñez  i  Camilo  A.  Carrizosa  para  que  se 
**  suspendiera  el  articulo  1 1  de  la  lei  de  28  de  enero  de  1873,  espedida  por 
<*  la  Asamblea  de  Cundinamarca. 

'*En  la  parte  de  dicha  resolución  aplicable  al  presente  caso,  dijo  la 

Corte: 

*  En  cuanto  a  los  derechos  llamados  de  consumo  i  peaje,  también  está 
*  fijada  ya  la  doctrina  constitucional  por  las  dos  corporaciones  encargadas 
'de  examinar  los  actos  lejislativos  de  ios  Estados.  Guando  se  debatió  la 
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'constítuciQnalidad  de  varios  artículos  de  la  leí  259,  espedida  por  la  Lqiila* 
*  tura  del  Cauca»  por  la  cual  se  establecía  un  derecho  llamado  de  cootumo, 
'  sobre  las  mercancías  estranjeras,  por  el  hecho  de  ser  introducidas  en  el 
'territorio  del  Estado  (artículos  que  no  fueron  suspendidos  ni  anulados)» 
Ma  Corte  primero,  i  el  Senado  después,  desarrollaron  esta  doctrina:  que 
*el  impuesto  que  grava  la  introducción  grava  la  oferta  al  consumo;  que 
'como  no  está  esplicada  la  frase  constitucional  ''  antes  de  haberse  dado  a| 
'  consumo, '^  por  ninguna  lei,  no  puede  decirse  con  propiedad  cuándo  em- 
'  pieza  la  jurisdicción  üscal  en  los  Estados;  pero  como  toda  importación 
'que  no  se  declare  de  depósito  debe  suponerse  hecha  para  el  consumo»  es 
'de  sentarse  como  regla  jeneral,  salvo  declaración  en  contrario,  que  la 
'mercancía  importada  dette  tenerse  por  ofrecida  al  consumo  de  toda  la  Re- 
<  pública,  inclusive  el  Estado  P9r  cuyo  territorio  se  hace  la  introducción ;  i 
'  que  si  bien  es  cierto  que  los  Estados  no  pueden  someter  a  impuestos  las 
'mercaderías  estranjeras  que  no  están  destinadas  a  su  propio  constiniOi 
'no  loes  menos  que  por  la  Constitución  tienen  la  facultad  de  gravar,  sio 
'limitación  alguna»  a  su  juicio,  I  supuesto  que  no  ha  de  afectar  sino  asas 
'propios  habitantes,  el  consumo  de  toda  especie  de  producción  indíjeni o 
ealranjera,  i  que  a  esa  potestades  consiguiente  la  de  adoptar  el  sistema  mis 
'conducente  para  asegurar  el  cobro  del  Impuesto. 

'Tratándose  de  una  lei  del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones,  san- 
'sionada  en  1 858,  decía  la  Comisión  de  actos  lejislativos  del  Senado»  en  na 
'  informe  de  1867  : 

"Las  mercancías  introducidas  por  la  frontera  del  Ecuador  que  pasan 
"  a  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolima  para  ser  consumidas  en  ellos»  pagan 
"en  el  Cauca  el  derecho  de  consumo,  porque  siendo  los  introductores co- 
"  merciantes  del  Ecuador  o  del  Cauca,  para  que  éstas  puedan  salir  a  los  Es- 
"  tados  de  Antioquia  i  Tolima  se  han  ofrecido  antes  al  consumo  dentro  de 
"aquel  Estado.  Si  las  manufacturas  introducidas  del  Ecuador  vienen  a 
"consumirse  en  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolima,  primero  se  han  ofrecido 
"al  consumo  en  el  Estado  del  Cauca»  i  en  este  caso  se  ha  cumplido  con  Is 
"  condición  del  inciso  4,"^  artículo  8.o  de  la  Constitución." 

'Esto es  lo  que  jeneralmente  sucede  con  las  mercancías  que,  introda* 
'cidas  en  Cundinamarca»  son  trasportadas  después  a  Boyacá  i  Tolima;  res- 
'  pecto  de  las  cuales  dan  a  entender  los  peticionarios  que  Cundinamarca  cobra 
'  un  impuesto  por  el  mero  tránsito.  Para  la  Corte  son  dos  cosas  mui  distia- 
'tas  gravar  las  mercancías  por  el  solo  hecho  de  transitar»  ir  de  paso  por  el 
'territorio  de  un  Estado,  i  gravar  mercancías  que  se  introducen  en  el  Esta- 
'do,  se  sitúan  o  almacenan  eh  ^^n  lugar  de  él»  que  jeneralmente  es  ao 
'centro  comercial  importante»  como  Bogotá»  i  allí  se  venden  a  comerciantes 
'  que  bien  pueden  comprarlas  nó  para  revenderlas  en  éí  mismo  Candína- 
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*  marca,  sino  en  Boyacá,  Santander,  Tolima,  el  Territorio  de  San  Martin  o 
^cualquiera  otro  punto.  No  se  puede  entender  la  disposición  constitucional 
'de  tal  manera  que  ponga  a  cada  Estado,  para  poder  gravar  el  consumo,  en 
^la  necesidad  de  acechar,  por  decirlo  asi,  las  mercancías,  siguiéndoles  la 
'  pista  en  una  larga  serie  de  operaciones  comerciales,  para  saber  si  se  consu- 

*  men  definitivamente  dentro  de  su  territorio  o  si  pasan  al  de  otro  Estado/ 

**  Siendo  esactas  las  observaciones  i  citas  del  señor  Procurador  jene- 
ral,  i  enteramente  aplicables  al  caso  materia  de  esta  decisión ;  adminis- 
trando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  I  por  autori** 
dad  de  la  leí,  se  abstiene  la  Corte  de  decretar  la  suspensión  del  artículo  i. o 
1  sus  parágrafos  de  la  lei  LV  del  Estado  de  Santander.  Publíquese  en  el  pe- 
riódico oficial  de  la  Union,  envíese  copia  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
respectivo,  I  remítase  el  espediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  de- 
jándose la  correspondiente  copia/' 

El  articulo  6.^  dice :  ^' Los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores  pa- 
garán, por  el  ejercicio  de  esta  industria,  10  centavos  de  peso  por  cada  cin- 
cuenta kilogramos  de  mercancías  que  reciban  en  consignación," 

En  este  caso  si  es  evidente  que  se  gravan  con  un  impuesto  las  mercan- 
cías  que  son  objeto  de  un  impuesto  nacional,  antes  de  haberse  ofrecido  al 
oonsuroo,  puesio  que  basta  la  misma  lei  de  Bolívar  no  comprendió  en  la  de- 
finición de  lo  que  se  entiende  por  consumo,  las  operaciones  que  ejecutan 
los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores. 

I  aunque  el  articulo  6.^  dice  que  la  contribución  se  cobra  por  el  ejerci- 
cio de  la  industria,  también  pudo  decir  el  lejislador  que  la  cobraba  por  cual- 
quier otro  motivo,  sin  que  el  lenguaje  variase  la  sustancia  del  hecho,  que  es 
el  de  gravar  las  mercancías  estranjeras,  en  su  tránsito,  con  un  impuesto  de 
diez  centavos  por  cada  cincuenta  kilogramos  de  peso. 

Los  solicitantes,  en  este  particular,  esponen  con  mucha  razón  Jo  si- 
guiente: 

'*Exíjesea  los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores  un  impuesto  de 
diez  centavos  de  peso  por  cada  50  kilogramos  de  mercandas  que  reciban  m 
eoñMignacion,  Evidente  es,  pues,  que  el  gravamen  recae  sobre  los  objetos 
consignados,  sea  cual  fuere  la  forma,  mas  o  menos  rebuscada,  de  que  se 
haya  Talido  la  Asamblea  de  Bolívar  para  eludir  algunos  de  los  compromisos 
que  contrajo  por  el  articulo  8.^  de  la  Constitución. 

''Los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores  en  en  el  Estado  de  Bolí- 
var reciben  en  consignación  todas  las  mercaderías  que  se  importan  por  aquel 
Estado  con  destino  a  los  de  Antloquia,  Tolima,  Cundinamarca,  Boyacá, 
Santander  i  una  parte  del  Cauca,  i  los  efectos  nacionales  que  se  destinan  a 
la  esporteclon.  De  consiguiente,  exij ir  un  impuesto  p¿r  cada  kilogramo  de 
tales  efectos  que  reciban  en  consignación  los  comisionistas  o  ajentes  de 
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trasportes  en  el  Estado  de  Bolívar,  es  gravar,  antes  de  haberse ofreeiio al am* 
sumo  en  el  Estado,  las  mercancías  estranjeras  que  son  ya  materia  de  impues- 
to nacional,  i  los  producios  destinados  a  la  esportacion,  apesar  de  la  prohí* 
bícion  que  establece  el  inciso  4.<>  del  tantas  veces  citado  artículo  8."  de  la 
Constitución. 

''No  hace  al  casóla  cuantía  del  impuesto.  Ella  es  hoi  de  diez  centa- 
vos por  cada  50  kilogramos;  pero  si  el  derecho  a  establecerla  se  reconoce» 
ella  puede  elevarse  mañana  a  diez  o  veinte  centavos  por  kilogramo,  i  hacer 
por  este  medio,  al  comercio  del  interior,  tributario  de  los  Gobiernos  locales 
del  litoral." 

Por  último,  el  infrascrito  os  manifiesta  que  desde  el  año  de  1872  ha  so- 
licitado, en  sus  informes  anuales,  que  convendría  que  lalei  nacional  decla- 
rase que  era  lo  qué  se  debia  entender  por  ofrecer  al  consumo  para  los  efectos 
de  los  incisos  4.^  i  5.»  d^I  articulo  S,°  asi  como  se  ha  declarado,  por  una  lei, 
que  es  navegar  el  acto  de  atravesar  un  rio,  quedando  así  terminadas  las 
cuestiones  que  se  suscitaron  en  la  aplicación  del  inciso  6.°  del  artículo  17 
de  la  Constitución ;  pero  no  habiéndose  dictado  tal  disposición,  se  debe 
resolver  la  duda  en  favor  de  la  soberanía  de  los  Estados,  i  roáscuandoel 
artículo  14  toma  por  base  de  la  nulidad  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estsi- 
dos,  la  deque  salgan  emdentemeute  de  su  esfera  constitucional.  * 

Por  lo  espuesto,  el  infrascrito  coadyuva  la  solicitud  mencionada,  en  lo 
relativo  al  articulo  6.^  de  la  lei  de  Bolívar,  pero  nó  respecto  de  la  suspensión 
de  los  artículos  l.*"  i  7.o 

Bogotá,  enero  15  de  1877. 

Ramón  Gómez. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema,  certifica:  que  en  el  libro 
de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  Ú  pajina  544  a  la  362,  haí  uno  que  a  la  letra 
es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  dos  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete»  se  cons- 
tituyó la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del  señor 
Majistrado  Presidente,  doctor  José  M.  Rojas  Garrido,  i  demás  señores  Btajis- 
trados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  Rafael  Martines  R,  EniigdioPa- 
láu  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  consideración  la 
solicitud  que  han  elevado  varios  ciudadanos  para  que  se  suspendan  los  arti» 
culos  1,»  6.0  i  7. o  de  la  lei  39  de  l876,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa 
del  Estado  soberano  de  Bolívar,  i  sancionada  en  l  .^  de  noviembre  de  dícbo 
año,  por  la  que  establece  un  impuesto  sobre  las  mercancías  estranjeras  que 
seden  al  consumo  en  el  referido  EJstado. 
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El  Bisñor  míiatrado  doctor  Martilles  IV»  a  quien  tocó  suelaMar  d 
asunto,  aometió  a)  examen  de  la  Corte  el  siguiente  proyecto  de  resolücioa : 

Vistos :  Varios  ciudadanos  residentes  en  esta  capital  han  ocurrido  a 
la  Corte  Suprema  para  que  ella,  en  ejercicio  desús  facultades  constitucional 
les,  suspenda  la  ejecución  de  los  artículos  !,<>  6.0  i  7.»  de  la  lei  espedida  por 
la  Asamt>lea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar  en  25  de  octubre  úl- 
timo i  sancionada  en  i.»  de  noviembre  del  mismo  año. 

Dada  que  fué  la  tramitación  especial  establecida  por  la  lei  para  sus* 
tanciar  asuntos  de  esta  especie,  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación 
produjo  el  escrito  siguiente  : 

■ 

^*  Varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Bogotá  solicitan  la  suspensión  de  los 
artículos  l,°  6.^  i  T,'^  de  la  lei  S9  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de 
Bolívar  en  1.°  de  noviembre  de  1876. 

**  Los  artículos  i. o  i  t.""  están  en  intima  relación,  i  de  ellos  seocupasá 
el  infrascrito  antes  de  examinar  el  artículo  e.*" 

*Art.  i.^  Establécese  desde  el  i.»  de  enero  de  4877,  sobre  el  con- 
sumo en  el  Estado  de  los  artículos  de  procedencia  estranjera,  un  impuesíto 
equivalente  al  15  por  100  de  los  derechos  de  importación  causados  por  di- 
chos artículos»  según  las  liquidaciones  respectivas,  esceptuando  la  harina, 
aziicar,  café  i  cacao,  por  tener  señalado  derecho  especial  por  la  leí/' 

^  Art.  7.^  Para  los  efectos  de  esta  lei  i  de  todas  las  que  gravan  el  con- 
sumo, se  considera  verlGcado  éste  por  toda  operación  de  venta  o  traspaso 
que  se  haga  de  los  artículos  gravados  en  el  territorio  del  Estado/ 

^^Se  solicita  la  suspensión  de  estos  dos  artículos,  por  creerlos  contra- 
rios a  los  incisos  A.""  i  5,°  articulo  8.<'  de  la  Constitución  nacional. 

**  Se  dice  que  la  definición  de  lo  que  es  consumo,  que  contiene  el  arti- 
culo f  ,0  es  arbitraria,  i  que  con  ella  lo  que  se  propuso  el  lejislador  de  Bo« 
livar  fué  eludir  el  mandato  constitucional  que  se  deja  citado,  porque  si  por 
toda  operación  de  venta  o  traspaso  se  considera  verificado  el  consumo  délos 
artículos  de  procedencia  estranjera  a  que  el  gravamen  se  refiere,  pesará 
éste  sobre  objetos  destinados  al  consumo  de  otros  Eitados.  Este  tema  se 
halla  dilucidado  con  brillo  i  ciencia  en  la  solicitud  mencionada. 

**  Pero  el  infrascrito  no  se  detiene  a  considerarla  en  sus  pormenores^ 
porqiAe  sobre  la  misma  cuestión  de  cómo  debe  entenderse  la  frase  '*  antes 
de  haberse  ofrecido  al  consumo,''  empleada  en,  el  inciso  4.**  artículo  8.®  de 
la  Constitución,  ya  ha  manifestado  su  concepto  en  varias  solicitudes  de  la 
naturaleza  de  la  presente,  concepto  que  ha  sido  acojido  por  ese  Supremo 
Tribunal;  i  en  tal  virtud,  inserta  en  esta  vista  vuestro  acuerdo  de  34  de  fe- 
brero de  1875  relativo  a  la  solicitud  que  hizo  el  señor  Joaquín  Estrada  para 
que  se  suspendiese  una  lei  del  Estado  de  Santander. 

*  Se  tomó  en  consideración  la  solicitud  de  Joaquín  Estrada  para  que 
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96  suspenda  el  articulo  i.<^  i  parágrafos  de  la  leí  LV  fiscal,  espedida  por  la 
Asamblea  lejíslatlva  del  Estado  de  Santaoder  el  34  de  octubre  de  l874,  por 
la  que  se  crea  una  contribución. 

**  El  señor  Msjístrado  doctor  Gsrvajal  presentó  el  siguiente  proyecto 
de  resolución  : 

*  Vistos:  Joaquin  Estrada,  vecino  de  Gücuta,  solicita  la  suspensión  del 
articulo  I.""  i  sus  parágrafos  de  la  lei  LV  del  Estado  de  Santander,  deSAde 
octubre  de  1874,  el  tenor  de  los  cuales  es  como  sigue : 

^'Articulo  i  .^  Créase  una  contribución  de  un  peso  sobre  cada  carga 
"de  mercancías  i  efectos  estranjeros,  inclusive  los  licores  de  toda  especie, 
<<  pero  con  escepcion  de  la  sal  que  se  introduzca  al  Estado  para  ofrecerla  en 
*^  él  al  consumo.  ^ 

*^  Parágrafo  I  .^  Para  los  efectos  de  este  articulo,  se  entienden  ofrecidas 
"al  consumo  todas  las  mercancías  que  entren  al  Estado,  salvo  prueba  en 
^'contrario;  i  por  carga  lo  que  ordinariamente  conduce  una  bestia. 

*<  Parágrafo  3.^  Respecto  de  las  mercancías  i  efectos  que  se  introdui- 
'^can  por  la  Aduana  de  Ciicuta,  ae  tendrán  como  orrecidas  al  consuniolas 
'^que  los  respectivos  dueños  o  introductores  no  declaren  en  la  Aduana  como 
^*de  tránsito,  i  las  que  la  Aduana,  en  virtud  de  disposición  legal,  declare  de 
"consumo." 

*  El  peticionario  sostiene  que  las  disposiciones  copiadas  están  en  papa 
con  el  inciso  4.»  del  articulo  S.""  de  la  Constitución,  que  dice  asi:  ''(Los 
"Estados  se  comprometen)  4/»  A  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haber- 
**  se  ofrecido  al  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  oa- 
"  clónales,  aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  impor- 
tación, cuya  libertad  mantendrá  el  Gobierno.'^ 

'Oído  el  señor  Procurador  jeneral,  dí>o  en  su  esposicion  de  8  de  los 
corrientes  lo  que  en  seguida  se  copia : 

''El  infrascrito  no  se  detiene  %  rebatir  punto  por  punto  las  esplicacio- 
"  nes  del  solicitante,  porque  ya  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  han  fljadocon 
"  toda  claridad  la  intelijencia  del  inciso  4.'' articulo  B.o  de  la  Gonstítucloo,  f, 
"  para  no  coadyuvar  la  presente  solicitud,  le  basta  copiar  lo  que  en  uocaso 
"  idéntico  espuso  la  Corte,  en  el  acuerdo  de  S  de  diciembre  de  IS74,  en  la 
"petición  que  hicieron  José  María  Núñez  i  Camilo  A.  Carrizosa  para  que  se 
"  suspendiera  el  articulo  i  1  de  la  lei  de  28  de  enero  de  i873^  espedida  por 
"  la  Asamblea  de  Gundinamarca. 

"  En  la  parte  de  dicha  resolución  aplicable  al  presente  caso,  dijo  la 
Corte: 

'  En  cuanto  a  los  derechos  llamados  de  consumo  i  peaje,  también  está 
'  fijada  ya  la  doctrina  constitucional  por  las  dos  corporaciones  encargadas 
'  de  examinar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados.  Cuando  se  debatid  is 
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^constituetonaUdad  de  varios  artículos  de  la  leí  359,  espedida  por  la  Lejisla- 
Hora  del  Cauca»  por  la  cual  se  establecía  un  derecho  llamado  de  consumo, 
*sobre  las  mercancías  estranjeras»  por  el  hecho  de  ser  introducidas  en  el 
'territorio  del  Gstado  (artículos  que  no  fueron  suspendidos  ni  anulados), 
'la  Corte  primero,  i  el  Senado  después,  desarrollaron  esta  doctrina :  que 
'el  impuesto  que  grava  la  introducción  grávala  oferta  al  consumo ;  que 
'como  no  está  esplicada  la  frase  constitucional  "  antes  de  haberse  dado  al 
'  consumo»''  por  ninguna  lei,  no  puede  decirse  con  propiedad  cuándo  em- 
'  pieza  la  jurisdicción  fiscal  en  los  Estados;  pero  como  toda  importación 
'qiie  no  se  declare  de  depósito  debe  suponerse  hecha  para  el  consumo,  es 
'de  sentarse  como  regla  jeneral,   salvo  declaración  en  contrario^  que  la 
'  mercancía  importada  debe¡tenerse  por  ofrecida  al  consumo  de  toda  la  Re» 
« publica,  inclusive  el  Estado  por  cuyo  territorio  se  hace  la  introducción ;  i 
'que  si  bien  es  cierto  que  los  Estados  no  pueden  someter  a  impuestos  las 
'mercaderías  estranjeras  que  no  están  destinadas  a  su  propio  consumo, 
'no  lo  es  menos  que  por  la  Constitución  tienen  la  facultad  de  gravar,  sin 
'limitación  alguna,  a  su  juicio,  i  supuesto  que  no  ha  de  afectar  sino  a  sus 
'propios  habitantes,  el  consumo  de  toda  especie  de  producción  indíjena  o 
'eatranjera,  i  que  a  esa  potestades  consiguiente  la  de  adoptar  el  sistema  mas 
'conducente  para  asegurar  el  cobro  del  impuesto. 

'Tratándose  de  una  leí  del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones,  san- 
'sionada  en  i  858»  decia  la  Comisión  de  actos  lejislativos  del  Senado,  en  un 
'informe de  1867  : 

"Las  mercancías  introducidas  por  la  fror^tera  del  Ecuador  que  pasan 
"a  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolíma  para  ser  consumidas  en  ellos,  pagan 
"en  el  Cauca  el  derecho  de  consumo,  porque  siendo  los  introductores eo« 
"  merciantes  del  Ecuador  o  del  Cauca,  para  que  éstas  puedan  salir  a  los  Ea- 
"  tados  de  Antioquia  i  Tolima  se  han  ofrecido  antes  al  consumo  dentro  de 
"aquel  Estado.  Si  las  manufacturas  introducidas  del  Ecuador  vienen  a 
"consumirse  en  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolima,  primero  se  han  ofrecido 
"  al  consumo  en  el  Estado  del  Cauca,  i  en  "este  caso  se  ha  cumplido  con  la 
"  condición  del  inciso  4/  artículo  8.o  de  la  Constitución." 

'Esto es  lo  que  jeneralmente  sucede  con  las  mercancías  que,  introdu- 
'cidaa  en  Cundinamarca,  son  trasportadas  después  a  Boyacá  i  Tolima ;  res- 
'pecto  de  las  cuales  dan  a  entender  los  peticionarios  que  Cundinamarca  cobra 
'un  impuesto  por  el  mero  tránsito.  Para  la  Corte  son  dos  cosas  muí  distin* 
'tas  gravar  las  mercancías  por  el  solo  hecho  de  transitar,  ir  de  paso  por  el 
'territorio  de  un  Estado,  i  gravar  mercancías  que  se  introducen  en  el  Esta- 
ndo, se  sitúan  o  almacenan  en  algún  lugar  de  él,  que  jeneralmente  es  un 
'oentro  comercial  imporunte,  como  Bogotá,  i  allí  se  venden  a  comerciantes 
'  que  Uen.  pueden  eomprarlasi  nó  para  revenderlas  en  el  mismo  Gundioa» 
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*  vAttCíkp  sino  en  Boyacá»  Santander,  Tolima,  el  Terrítorto  de  $an  Harthi  o 
'  cualquiera  btro  punto.  No  se  puede  entender  la  disposición  constitucioDal 
^  de  tal  manera  que  ponga  a  cada  Estado,  para  poder  gravar  el  consumo,  en 
Ma  necesidad  de  acechar,  por  decirlo  asi,  las  mercancías,  siguiéndoles  la 
'  pista  en  una  larga  serie  de  operaciones  comerciales,  para  saber  si  se  consu- 

*  men  definitivamente  dentro  de  su  territorio  o  si  pasan  al  de  otro  Estado/ 

**  Siendo  esactas  las  observaciones  i  citas  del  señor  Procurador  jene- 
ral,  I  enteramente  aplicables  al  caso  materia  de  esta  decisión ;  admiois- 
trando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  porautori» 
dad  de  la  leí,  se  abstiene  la  Corte  de  decretar  la  suspensión  del  articulo  i.o 
i  Sus  parágrafos  de  la  leí  LV  del  Estado  de  Santander.  Publíquese  en  el  pe- 
riódico oficial  de  la  Union,  envíese  copia  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
respectivo,  i  remítase  el  espediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  de- 
jándose la  correspondiente  copia/' 

£1  articulo  6.<*  dice :  **  Los  comisionistas  i  ajenies  trasportadores  pa- 
garán, por  el  ejercicio  de  esta  industria,  40  centavos  de  peso  por  cada  cio« 
cuetita  kilogramos  de  mercancías  que  reciban  en  consignación.'^ 

En  este  caso  sí  es  evidente  que  se  gravan  con  un  im|;uesto  las  mercan- 
eias  que  son  objeto  de  un  impuesto  nacional,  antes  de  haberse  ofrecido  al 
Qonsumo,  puesto  que  hasta  la  misma  leí  de  Bolívar  no  comprendió,  en  la  de- 
finición de  lo  que  se  entiende  por  consumo,  las  operaciones  que  ejecutan 
los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores. 

1  aunque  el  artículo  6.°  dice  que  la  contribución  se  cobra  por  el  ejerci- 
cio de  la  industria,  también  pudo  decir  el  lejislador  que  la  cobraba  por  cual- 
quier otro  motivo,  sin  que  el  lenguaje  varíase  la  sustancia  del  hecho,  que  es 
el  de  gravar  las  mercancías  estranjeras,  en  su  tránsito,  con  un  impuesto  de 
•diez  centavos  porcada  cincuenta  kilogramos  de  peso. 

Los  solicitantes,  en  este  particular,  esponen  con  mucha  razón  lo  si- 
guiente: 

^'Exíjese  a  los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores  un  impuesto  de 
diez  centavos  de  peso  por  cada  50  kilogramos  de  mercancias  que  reciban  en 
consignación.  Evidente  es,  pues,  que  el  gravamen  recae  sobre  los  objetos 
consignados,  sea  cual  fuere  la  forma,  mas  o  menos  rebuscada,  de  que  se 
baya  valido  la  Asamblea  de  Bolívar  para  eludir  algunos  de  los  compromisos 
que  contrajo  por  el  artículo  8.'*  de  la  Constitución. 

'^  Los  comisionistas  i  ajentes  trasportadores  en  en  el  Estado  de  Bolí- 
var reciben  en  consignación  todas  las  mercaderías  que  se  importan  por  aquel 
Estado  con  destino  a  los  de  Antioquia,  Tolíma,  Cundinamarca,  Boyacá, 
Santander  i  una  parte  del  Cauca,  i  los  efectos  nacionales  que  se  destinan  a 
la  «aportación.  De  consiguiente,  exijir  un  impuesto  por  cada  kilogramo  de 
taha  efectos  que  reciban  en  tonsígnacion  los  comfifonistas  o  ajenVss  de 
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trasportes  en  el  Estado  de  Bolívar,  es  gravar,  antes  de  haberte  ofrecido  ai  con* 
sumo  en  el  Estado^  las  mercancías  estranjeras  que  son  ya  materia  de  impues- 
to nacional,  í  los  productos  destinados  a  la  esportacion,  apesar  déla  prohi- 
bición que  establece  el  inciso  4.°  del  tantas  veces  citado  artículo  S.""  de  la 
Constitución. 

**No  hace  al  casóla  cuantía  del  impuesto.  Ella  es  hoi  de  diez  centa- 
TOS  por  cada  50  kilogramos;  pero  si  el  derecho  a  establecerla  se  reconoce, 
ella  puede  elevarse  mañana  a  diez  o  veinte  centavos  por  kilogramo,  i  hacer 
por  este  medio,  al  comercio  del  interior,  tributario  de  los  Gobiernos  locales 
del  litoral/' 

**  Por  último,  el  infrascrito  os  maniíiesta  que  desde  el  año  de  i872  ha 
solicitado,  en  sus  informes  anuales,  que  convendría  que  la  leí  nacional  decla- 
rase que  era  lo  qué  se  debía  entender  por  ofrecer  al  consumo  para  los  efectos 
de  los  incisos  4.''  i  6.»  del  artículo  8,<>  así  como  se  ha  declarado,  por  una  leí, 
que  es  navegar  el  acto  de  atravesar  un  rio,  quedando  así  terminadas  las 
cuestiones  que  se  suscitaron  en  la  aplicación  del  inciso  G.""  del  artículo  41 
de  la  Constitución ;  pero  no  habiéndose  dictado  tal  disposición,  se  d^be 
resolver  la  duda  en  favor  de  la  soberanía  de  los  Estados,  I  más  cuando  el 
articulo  i 4  toma  por  base  de  la  nulidad  de  los  actos  lejislativos  de  los  Esta- 
dos, la  deque  salgan  evidentemenU  de  su  esfera  constitucional. 

*^Por  lo  espuesto,  el  infrascrito  coadyuva  la  solicitud  mencionada,  en  lo 
relativo  al  artículo  6. '  de  la  lei  de  Bolívar,  pero  nó  respecto  de  la  suspensión 
de  los  artículos  i. o  i  7*'*' 

Ta  desde  el  año  de  4879  el  señor  Procurador  se  ocupó  de  historiar  las 
leyes  i  resoluciones  que  sobre  asuntos  de  esta  naturaleza  han  llamado  la 
atención  de  la  Corte  i  del  Senado  de  Plenipotenciarios.  En  esta  pieza  oficial 
ae  lee  lo  siguiente: 

*'  Inciso  4,o  artículo  8.^" — A  no  gravar  con  impuestos  antes  de  haber- 
se ofrecido  al  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacio- 
nales, aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  importación; 
ni  los  productos  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad  mantendrá  el 
Gobierno  jeneral. 

**  b.^  A  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transiten 
por  el  Estado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo." 

** ¿Cuándo  se  entiende  que  se  ofrece  al  consumo  un  producto  que  sea 
materia  de  impuesto  nacional  f 

**  Este  punto  se  ha  debatido  muchas  veces  en  diferentes  peticiones  que 
se  han  hecho  sobre  suspensión  i  nulidad  de  leyes  de  los  Estados  por  ser 
contrarias  a  los  dos  incisos  que  se  dejan  copiados. 

''  El  Senado  de  §868  anuló  la  disposición  de  la  lei  del  Tolíma,  w^á*- 
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nica  del  sistema  rentístico»  de  n  de  enero  de  1868,  por  la  cual  se  ordenaba 
cobrar  impuesto  a  razón  de  un  peso  por  cada  res. 

**  El  Senado  de  4869  anuló  los  dos  incisos  del  articulo  i.»  de  la  lei  del 
Estado  de  Santander,  de  i868,  adicional  a  la  orgánica  de  rentas,  por  las 
cuales  se  imponía  un  peso  cincuenta  centavos  por  cada  res  gorda  que  se  lo* 
trodujera  en  el  Estado,  i  ochenta  centavos  por  la  introducción  de  cualquiera 
otra  de  ganado  mayor.  Dichos  incisos  fueron  anulados,  en  cuanto  la  con- 
tribución que  por  ellos  se  establece  grava  el  ganado  mayor  que  se  introdox- 
ca  al  Estado,  i  que  no  se  destine  a  su  propio  consumo. 

**E1  Senado  de  i87i  anuló  la  lei  del  Tolima,  de  4  de  diciembre  de 
1870,  en  la  parte  que  gravaba  con  un  peso  por  cabeza  la  introducción  de 
ganado  mayor»  i  las  disposiciones  de  la  lei  de  4  de  diciembre  del  mismo 
año,  gravando  la  introducción  de  licores  estranjeros  o  fabricados  en  otros 
Estados. 

*'La  doctrina  que  ha  servido  de  apoyo  a  estas  resoluciones,  es  la  de 
que  la  introducción  de  un  producto  a  un  Estado,  no  es  equivalente  a  ia 
operación  de  ofrecer  al  consumo  ese  producto.  El  consumo»  dice  la  comí*' 
sion  del  Senado»  en  su  acepción  jenuina,  se  veriflca  en  las  operaciones  en 
que  el  producto  consumido  desaparece,  descomponiéndose  o  cambiando 
austancialmente  de  forma  o  de  estado.  Los  actos  que  lo  destinan  a  estas 
operaciones,  son  los  que  constitucionalmente  son  susceptibles  de  ser  grava- 
dos con  impuestos  en  los  Estados.  Los  demás  actos  que  con  un  producto  se 
ejecutan,  están  esentos  de  contribuciones." 

^^Los  ganados  no  se  entregan  al  consumo  en  la  introducción  quede 
ellos  se  hace  al  territorio  de  un  Estado,  i  esta  sola  consideración  es  decisiva 
para  demostrar  la  contrariedad  entre  la  disposición  constitucional  del  inciso 
A.""  i  la  leí  que  establece  un  impuesto  sobre  la  introducción  del  ganado, 
(.uégo  otra  comisión  agregó  lo  siguiente :  <'E1  tránsito  es  el  paso  o  acto  de 
pasar  de  un  lugar  a  otro,  i  como  el  que  introduce  es  el  que  mete  o  da  en- 
trada, es  claro  que  la  introducción  puede  tenor  por  objeto :  o  dar  al  consa- 
mo  lo  introducido,  o  simplemente  transitarlo,  i  por  lo  mismo  la  leí  qoc 
grava  la  introducción  grava  el  producto,  i  en  un  caso  en  que  se  comprome- 
tió a  no  gravarlo. 

**  Mas  esta  doctrina  no  se  ha  aplicado  respecto  de  la  introducción  de 
mercancías  estranjeras  a  un  Estado,  i  cuando  se  solicitó  la  suspensión  i 
anulación  de  varios  artículos  de  ia  lei  2.n9  del  Estado  del  Cauca,  sobre  ren- 
tas i  contribuciones,  i  por  la  cual  se  establecía  un  derecho  llamado  consumo, 
a  las  mercancías  estranjeras,  por  el  hecho  de  ser  introducidas  en  el  terri- 
torio del  listado,  no  se  suspendió  ni  se  anuló  dicha  lei.  La  Corte  Suprema! 
el  Senado  de  i870  desarrollaron  esta  doctrina :  que  el  impuesto  que  grava 
la  introducción  grava  la  oferta  al  consumo ;  que  como  no  está  esplioada  Ia 
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frase  constitucional  '*  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,''  por  ninguna 
lei»  no  puede  decirse  con  propiedad  cuándo  empieza  la  jurisdicción  ñscal  de 
los  Estados  ;  pero  como  toda  importación  que  no  se  declare  como  de  depó- 
sito debe  suponerse  hecha  para  el  consumo,  es  de  sentarse  como  regla  je* 
neral,  salvo  declaración  en  contrario,  que  la  mercancía  importada  debe  te- 
nerse por  ofrecida  al  consumo  de  tuda  la  República,  inclusive  el  £stado  por 
cuyo  territorio  se  hace  la  introducción ;  i  que  si  bien  es  cierto  que  los  £s  - 
tados  no  pueden  someter  a  impuestos  las  mercancías  estranjeras  que  no 
están  destinadas  a  su  propio  consumo^  no  lo  es  menos  que  por  la  Constitu- 
ción tienen  la  facultad  de  gravar  sin  limitación  alguna,  a  su  juicio,  i  su. 
puesto  que  no  ha  de  afectar  sino  a  sus  propios  habitantes,  el  consumo  de 
toda  especie  de  producción  indíjena  o  estranjera,  i  que  a  esa  potestad  es 
consiguiente  la  de  adoptar  el  sistema  mas  conducente  para  asegurar  el  co- 
bro del  impuesto. 

He  presentado  las  razones  que  se  han  dado  en  los  casos  decididos  en 
el  Senado,  para  que  con  conocimiento  de  ellas  se  estudie  más  este  punto  | 
se  llegue  a  fijar  de  una  manera  clara  la  intelijencia  que  haya  de  darse  a  los 
incisos  4.<>  i  5."  del  artículo  8.";  porque,  en  materia  de  impuestos,  los  Es* 
tados  tienen  naturalmente  la  tendencia  de  hacerlos  pesar  sóbrelos  habitan- 
tes de  los  otros  Estados,  i  como  todos  no  se  hallan  en  condiciones  favorables 
para  hacer  uso  de  la  represalia,  es  preciso  que  en  la  práctica  las  disposicio* 
nes  mencionadas  se  cumplan,  según  el  propósito  que  tuvieran  en  mira  los 
que  las  pactaron. 

Yo  creo  que,  para  los  efectos  del  inciso  4,®  la  iei  nacional  puede  deter- 
minar el  sentido  de  la  frase  '^  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,"  porque 
el  Gobierno  jeneral  tiene  facultad  para  lejislar  en  todo  lo  relativo  a  la  orga- 
nización de  las  rentas  nacionales,  i  en  el  caso  en  cuestión  se  trata  de  saber 
cuándo  pueden  gravar  los  Estados  los  productos  que  sean  materia  de  im* 
puestos  nacionales,  lo  cual  influirá  notablemente  en  el  aumento  o  diminu- 
ción de  las  rentas  de  la  Union  i  en  la  facilidad  de  su  percepción.  Ademas, 
es  indispensable  el  fijar  de  una  manera  jeneral  i  clara  loque  sea  permitido 
hacer  a  los  Gobiernos  i  autoridades  de  los  Estados  en  este  caso,  como  se 
hizo  respecto  de  los  impuestos  sobre  los  vehículos  de  navegación  en  las 
aguas  nacionales ;  porque  si  nó,  los  Esfados  por  donde  pasan  las  mercan- 
cias  estranjeras,  pueden  hacer  completamente  ineficaz  el  compromiso  del 
inciso  3.^  con  solo  llamar  consumo  a  los  impuestos  con  que  graven  el 
tránsito. 

Como  se  ve,  el  asunto  sometido  a  la  decisión  de  la  Corte  no  es  nuevo: 
¿I  ba  dado  lugar  a  diversas  i  contradictorias  decisiones  por  esta  Corte  i  por 
el  Senado. 

Xá  le!  del  Estado  de  Bolivar  del. o  de  diciembre  de  1857,  sobre  *Me» 
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recbos  de  consumo  de  varios  efectos/"  dio  ocasión  a  la  Corte  para  espedir  sa 
acuerdo  de  S8  de  enero  de  1865,  en  el  cual  reconoció  el  principio  de  quebt 
Lejislaturas  de  los  Estados  carecían  de  facultad  para  imponer  Impuestos 
sobre  las  mercancías  gravadas  por  las  leyes  nacionales  i  sobre  losdeátiaados 
a  la  esporlacion ;  pero  se  abstuvo  de  suspender  esa  leí  por  creerla  derogada 
por  la  Constitución.  Cl  Senado  adoptó  la  misma  doctrina.  Igual  resolución 
fué  dada  respecto  de  las  leyes  de  22  de  febrero  de  1860,  que  establecen  un 
derecho  sobre  los  efectos  estranjeros*  i  la  de  i  i  de  febrero  de  1863,  eüa* 
bleciendo  un  derecho  sobre  las  mercancías  estranjeras. 

Posteriormente  la  Corte  i  el  Senado  han  dado  decisiones  diversas  80« 
bre  diferentes  leyes  acusadas  de  inconstitucionales»  cuya  historia  queda 
consignada  en  el  informe  del  señor  Procurador»  que  se  ha  trascrito. 

Pero  el  Senado,  apartándose  de  sus  anteriores  resoluciones,  anulóla 
]ei  de  Cundinamarca  espedida  en  el  año  de  i  870,  **  sobre  vias  do  comunict- 
cion,"  fundándose  en  la  doctrina  desarrollada  en  el  informe  de  la  respectin 
comisión,  que  en  la  parte  conducente  es  como  sigue: 

*^La  Asamblea  lejislativa  de  Cundinamarca  espidió,  en  i  4  de  noviem- 
bre de  1870,  una  '*lei  sobre  vias  de  comunicación»''  cuyos  artículos  23 i  14 
disponen  que  en  compensación  del  servicio  que  los  caminos  del  Estado  pres- 
tan al  tráBco,  se  paguen,  al  tiempo  de  la  intioduccion  de  las  mercancías  para 
el  consumo  del  mismo  Estado,  los  derechos  de  peaje  que  esa  lei  determine; 
i  como  adicional  i  reformatoria  de  ella,  sancionó  otras  en  28  de  enero  de  1813^ 

0 

en  cuyo  artículo  il  ¡  sus  dos  parágrafos  se  previene  que  todas  las  cargas  de 
mercancías  estranjeras  sean  sometidas  al  peso  en  determinados  puntos  del 
tránsito  por  los  ajentes  especiales  del  ramo  i  que  paguen  un  derechopro- 
porcional  llamado  de  peaje  i  consumo,  el  cual  es  próximamente  de  40  eeata. 
vos  por  cada  doce  í  medio  kilogramos. 

Los  señores  José  María  Ndñez  i  Camilo  Carrizosa  pidieron  la  suspen- 
sión del  citado  artículo  i  sus  parágrafos,  como  violadores  de  los  incisos  9.«  i 
10,  artículo,  i5  i  4.0  i  5,0  articulo  8,®  de  la  Constitución ;  mas  la  Corte  Su- 
prema los  declaró  exequibles  por  acuerdo  de  dos  de  diciembre  de  1874. 

Los  incisos  del  artículo  i5  que  los  reclamantes  invocan,  garantizan  Jos 
derechos  de  igualdad  i  libertad  de  industria,  i  parece  claro  que  la  disposición 
denunciada  no  aiaca  esa  igualdad  ni  esa  libertad,  sino  como  lo  hace  cual- 
quiera les;  pues  toda  lei  es  en  el  fondo  una  restricción  de  aquellos  dere- 
chos. Pero  no  sucede  lo  mismo  con  los  incisos  4.''  i  6."  del  artículo  8.^  Estos 
prohiben  a  los  Estados  gravar  los  productos  que  sean  materia  deÍR>puestos 
nacionales  (i  las  mercancías  estranjeras  se  hallan  en  este  caso)  ánies  de  ha- 
ber sido  ofrecidos  al  consumo,  e  imponer  contribuciones  sobre  las  productos 
que  transiten  por  el  Estado  sin  destino  a  su  propio  constmo. 

La  Corte  Suprema  apoya  su  £allo^  más  bi^n  qae  en  k  letra  4i  laCons* 
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títocion,  en  los  precedentes  sentados  ya  por  ella  misma  i  por  el  Senado  en 
reclamaciones  análogas  contra  ciertas  leyes  del  Cauca  i  Santander ;  i  sus 
argumentos,  formulados  en  breves  palabras,  pueden  reducirse  a  dos: 

i.^  Toda  mercancía,  por  el  hechodeser  introducida  aCundinamarca, 
es  ofrecida  a  su  consumo^  aunque  después  sea  llevada  de  aquí  a  Boyacá, 
Tolima  u  otro  Estado;  iCundlnamarca  puede  gravarla,  porque  se  ha  llenado 
el  requisito  constitucional  de  ser  ofrecida  al  consumo. 

1.0  £1  peaje  no  es  un  impuesto,  sino  la  remuneración  de  un  servicio 
que  paga  quien  quiere,  supuesto  que  a  nadie  se  fuerza  a  transitar  por  los 
caminos  del  Rstado. 

Los  precedentes  sentados  por  la  Corte  i  el  Senado  deben,  desde  luego, 
ser  atendidos,  tanto  más  cuanto  que  pueden  servir  para  sentar  la  intelijencía 
de  puntos  dudosos  de  la  Constitución;  mas,  si  por  desgracia  no  se  avienen 
con  el  sentido  literal  de  ésta,  o  abiertamente  la  violan,  la  existencia  misma 
de  tales  precedentes  es  una  razón  más  para  resolver  contra  ellos,  a  fin  de 
desvirtuarlos  i  que  no  sean  fundamento  de  nuevas  i  mas  graves  trasgresio- 
nes.  Una  sentencia  evidentemente  inicua  no  se  puede  alegar  como  raiOQ 
para  fallar  segunda  vez  contra  justicia. 

lx>s  dos  citados  argumentos  de  la  Corte  Suprema  no  parecen  muí  sólidos. 
Contra  el  primero  es  terminante  el  inciso  b."^  del  artículo  S.oal  prohibir  que 
se  impongan  contribuciones  sobre  los  objetos  que  no  se  destinen  al  propio 
cotmimo  del  respectivo  Estado;  i  es  claro  que  lo  que  de  Cundinamarca  se  lleva 
al  Tolima,  a  Boyacá  o  a  Santander,  no  se  destina  al  propio  consumo  de  Cun- 
dinamarca  

Este  aboso,  si  no  se  corta,  conducirá  a  resultados  funestos.  El  tránsito 
de  las  mercancías  por  cada  Estado  será  ocasión  de  verdaderas  hostilidades 
para  con  el  vecino ;  cada  cuál  de  ellos  tratará  de  vivir  a  espensas  de  los 
consumidores  del  Estado  confinante, o,  por  lo  menos,  de  hacerlos  indirecta- 
mente sus  tributarios ;  cada  impuesto  dará  oríjen  a  otro  por  vla^de  represa- 
IJa,  i  de  aquí  nacerán  rivalidades  i  odios  de  unos  pueblos  con  otros,  que 
canbíarán  en  discordia  la  unión,  contra  el  espíritu  i  la  letra  de  las  institu- 
ciones, las  cuales  evidentemente  han  querido  evitar  este  mal,  sentando  como 
principio  que  en  cada  Estado  el  uso  de  los  caminos  sea  gratiiito  para  ^dos. 
Por  lo  espuesto,  concluimos  proponiéndoos  : 

<*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  con- 
<*fiere  el  inciso  5,°  articulo  61  de  la  Constitución,  declara  nulos  el  artículo 
'*  ii  de  la  leí  de  S8  de  enero  de  1 875  i  sus  parágrafos,  espedida  por  la  Asam- 
**  blea  lejislativá  de  Cundinamarca,  en  cuanto  por  ellos  se  gravan*  antes  de 
''haberse  ofrecido  al  consumo,  las  mercancías  éstran  jeras  que  son  materia 
'*dela  contribución  nacional  de  Aduanas^ien  cuanto  gravan  los  objetos 
'^quetraosiian  por  el  Estado  de  Gundinamarca^l  que  no  son  destinados  aoiu 

'^  propio  consumo." 

^  AS 
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Lo  que  queda  inserto  está  demostrando  que  aún  na  se  ha  dadooiiHbr* 
me  intelíjencia  a  k)s  incisos  4.ols.<>  del  arlícn1o8.^delaGonstitucfoD,  tí 
por  la  Corte  ni  por  el  Senado,  en  los  asuntos  sometidos  a  su  decisión,  ys  qae 
estos  poderes  constitucionales  han  dado  decisiones  contradictorias. 

Los  Estados  de  Bolívar,  Cauca  i  Santander  han  espedido  leyes  impo- 
niendo contribuciones  sobre  los  efectos  estranjeros  que  entren  a  soterrito» 
rio.  Estos  impuestos  se  han  llamado  de  consumo,  de  introducción,  a cotf 
otros  nombres,  pero  que  en  el  f*  ndo  son  derechos  de  introducción,  tales 
como  los  que  cobra  la  República  en  las  aduanas.  Asi  lo  comprendió  el  señoif 
Procurador  en  su  vista  respecto  de  unalei  del  Cauca,  cuando  dijo:  qucf 
este  Estado  habla  establecido  sus  aduanas  detras  de  las  nacionales. 
La  leí  de  Bolívar  que  se  examina,  establece  lo  siguiente  : 
Articulo  i. o  Establécese  desde  el  i,^  de  enero  de  f877,  sobina  elóOD* 
ánmo  en  el  Estado  de  los  artículos  de  procedencia  estranjera,  an  impuesto 
equivalente  al  quince  por  ciento  de  los  derechos  de  importación  Causados 
por  dichos  artículos  segün  las  liquidaciones  respectivas,  esceptuándose  la 
harina,  el  azúcar,  café  i  cacao,  por  tener  señalado  derecho  especial  pof 
lalel. 

Articulo  6.^  Los  comisionistas  i  ajen  tes  trasportadores  pagarán,  pord 
ejercicio  de  esta  industria,  i  o  centavos  de  peso  por  cada  clncaeota  kildgni*' 
Inosde  mercancías  que  reciban  en  consignación. 

Art.  7.*"  Para  los  efectos  de  esta  leii  de  todas  las  que  graven  el  e6i^ 
sumo,  se  considera  veriBcado  éste  por  toda  operación  de  venta  o  traspáiO 
que  se  haga  de  los  artículos  gravados  en  el  territorio  del  Estado. 

£d  desarrollo  de  esta  contribución,  se  determina  que  el  impuesto  se 
aumente  año  por  año  en  uñ  cinco  por  ciento  hasta  que  llegue  alveifliei 
cinco  por  ciento,  considera  la  Corte  en  primea  lugafel  artículo  d.«^delalet 
acusada. 

Es  índtidable  que  los  Estados  tienen  amplias  facultades  para  impcmer 
contribuciones  sobre  los  bienes  i  sobre  las  industrias  que  se  ejerzan  en  €Í 
territorio  de  su  jurisdicción ;  pero  si  las  industrias  han  de  ejercerse  sobre 
objetos  de  tránsito,  o  sobre  mercaderías  ya  gravadas  por  la  leí  nacional,  a  Meñ 
sobre  frutos  destinados  a  la  esportacion,  los  gravámenes  que  se  esiáhffetean^ 
no  puede  decirse  con  propiedad  que  son  sobre  el  ejercicio  de  cierta  íodus- 
tria,  sino  sobre  la  mercancía  a  que  se  refiere. 

Sobreestá  materia,  la  Corte  acepta  los  Mzonamiento»  consfgitados en 
la  reclamación  que  motiva  esta  decisión,  que^acoje  í  reproduce  el  áeí^Aí 
Procurador.  I  de  ellos  deduce  que  el  articulo  6.<»es  suspendiUe,  por  cenle- 
nér  disposiciones  contrarias  a  los  incisos  4."  i  5.o  del  articulo  8.o  de  la  Cons- 
titución. 

Etitra la  Corte á considerar  en elftmdd  ha  áiapótieiooM^^Miirti^ 
culos  i.o  i  7.<>  de  la  leí  que  se  examina. 
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Como  se  ha  observado,  por  «I  i,o  39  BStablece  una  contribución  $obr^ 
jios  artículos  de  procedencia  estranjera  que  se  introduzcan  al  Esta<jio  para  su 
jconsumoy  i  por  el  7.o  define  el  lejislador  qué  se  entiende  por  consumo. 

'Háse  creido  que  bai  oscuridad  i  que  jno  -está  definida  ni  espUcadala 
fraye  constitucional  ''áqtesde  haberse  oDrecido  al  consumo/'  Verdad  ea 
que  la  lei  nacional  no  ha  esplicado  hasta  ahona  dicha  frase.;  pero  sino  lo  b^ 
hecho,  puede  hacerlo  el  Congreso  solamente»  i  nó  las  LejJslaiuras  secciona- 
les ;  porque  a  éstas  no  les  es  potestativo  interpretar  la  Constitución.  Deotro 
ipodOy  el  pacto  federal  quedarla  a  merped  de  lo  que  a  bien  tuvieran  dichas  I^e* 
jislaturas,  en  cuyo  caso  fácil  es  prever  una  disociación  política  por  ud  me- 
dio no  reconocido  en  la  C<»nstituc¡on.  Esto  es  tanto  mas  grave,  cuanto  que 
.ja  tas  Legislaturas  del  Cauca,  Bolívar,  Santander  i  Gundinamarca  han  dado 
definiciones  mas  o  menos  conducentes  sobre  lo  que  eUas  llaman  d  consumo ; 
confundiéndolo  algunos  con  la  introducción  délas  mercaderías  u  objetos  ¡en 
el  territorio  de  su  jurisdicción.  Bastaría  esto  para  anular  el  artículo  7.o  que 
se  examina,  I  por  el  cual  se  da  una  interpretación  a  la  Constitución  nacio- 
nal, saliéndose  así  evidentemente  el  lejislador  de  Bolívar  de  su  esfera  de 
acción  constitucional. 

Pero  la  Corte  no  cree  que  baya  oscuridad»  como  pasa  a  demostrarlo. 

En  la  interpretación  de  las  disposiciones  de  un  código  debe  estarse  a 
la  armonía  que  deben  guardar  entre  sí  esas  disposiciones.  Las  diversas  par- 
tes de  que  se  compone  el  articulo  8.0  $e  ^splican  unas  con  otras  i  sirven 
para  armonizar  su  contenido:  entre  ellas  se  halla  el  inciso  3,**  que  dice : 
'*A  no  restrinjir  con  impuestos  ni  de  otro  modo  la  navegación  délos  ríos  i 
demás  aguas  navegables  que  no  hayan  exljido  canalización  artificial. '^  Esta 
es  una  prohibición  a  los  Estados  en  beneficio  de  la  armonía  de  la  Union,  de 
suerte  que  los  Estados  no  pueden  impedir  de  ningún  modo  (siendo  uno  de 
ellos  el  poner  impuestos)  la  libre  navegación  de  los  ríos  comunes.  Con  esta 
.prohibición  se  armoniza  la  contenida  en  el  inciso  4,°  en  virtud  del  cual  no 
és  permitido  gravar  con  impuestos  los  objetos  comerciales  gravados  por  la 
Nación,  ni  los  productos  destinados  a  la  esporiacion.  De  manera  que  los 
articulos  del  comercio  de  importación  i  esportacion,  aunqne  no  estén  grava- 
dos por  la  lei  nacional,  están  fuera  de  la  acción  fiscal  de  los  Estados.  De  esta 
disposición  terminante  solo  queda  la  escepcion  de  los  impuestos  sobre  el 
consumo  local  relativo  a  los  objetos  ya  indicados,  es  decir,  de  aquellos  que 
efectivamente  se  destruyan  en  su  forma  o  se  les  dé  el  uso  a  que  están  desti- 
nados, que  es  lo  que  se  llama  consumo  ;  pero  los  que  se  introducen  en  un 
Estado  para  pasarse  luego  al  consumidor  efectivo,  quedan  exentos  de  todo 
impuesto.  Esta  doctrina  está  todavía  mas  esplicada  en  el  inciso  s,»  que  dice : 
**  A  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transiten  por  ej 
litado,  «tn  destinarse  a  su  propio  consumo.^  De  manera  que  si  los  objetos 
no  se  coasamen  dentro  4el  territorio  del  .jEstado,  ^^ste  no  puede  gravarlpa 
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eon  ningún  impuesto.  La  yúz  consumo  usada  en  la  Constitución,  debe  enten- 
derse en  el  sentido  técnico  de  la  ciencia  económica,  o  simplemente  como  la 
toma  la  lengua  en  que  se  escribió  la  Canstitucion ;  i  ya  se  ve  que  la  opera- 
cion  de  venta  o  traspaso  en  que  la  liace  consistir  la  leí  de  Bolivar,  no  es  acep- 
table. Eso  mismo  (del  tecnicismo)  se  nota  en  la  deBniclon  dada  por  la  leí 
de  Santander  a  que  se  ha  hecho  relación. 

Es  una  regla  de  hermenéutica,  de  segura  aplicación,  que  las  leyes  se 
deben  entender  i  aplicar  al  tenor  del  propósito  marcado  por  el  lejfslad(tr,de 
suerte  que  cuando  ésttí  ha  manifestado  la  razón  o  motivo  de  la  disposición, 
la  leí  debe  entenderse  de  acuerdo  con  ese  mdt'vo  que  lo  guió. 

Mas,  como  el  artículo  constitucional  que  se  examina,  espresa  el  mo- 
tivo para  limitar  a  los  Etados  su  soberaiii;!,  preciso  es  ocurrir  a  esa  fuente 
para  hallar  el  sentido  de  las  disposiciones  que  en  consecuencia  se  dictJiron- 
Dice  el  articulo  8.« :  *'En  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha 
espedita  de  la  Union,  i  de  las  relaciones  pacificas  de  los  Estados,  éstos  se  com- 
prometen"  etc.  Entre  los  compromisos  están  las  obligaciones  cno- 

tenldas  en  los  incisos  3. '  4."  i  5/  que  tienden  a  mantener  libr»  la  navegación 
de  las  aguas  nacionales;  ano  gravar  con  impuestos  los  artículos  quesean 
materia  deimpuest  >s  nacionales»  o  los  destinados  a  la  esportacion ;  i  a  no 
imponer  contribuciones  sobre  los  objetos  de  tránsito»  ano  ser  los  que  se 
destinen  a  su  propio  consumo.  Tan  previsoras  han  sido  estas  limitacionei 
del  poder  de  lo»  Estados,  que  no  podría  concebirse  cómo  podría  haber  armo- 
nia  entre  los  Estados,  si  cada  cual,  prevalido  de  su  pósicinn  jeográfica,  hielen 
tributarios  a  los  otros,  por  el  solo  hecho  de  pasar  por  su  territoiio  los  objetos 
que  los  otros  hubieran  de  consumir. 

Supóngale  que  el  Estado  de  Bolívar  establezca  un  impuesto  sobre  las 
mercancías  que  lleguen  a  su  territorio;  que  tos  Estados  r¡l)ereños  del  rio 
Magdalena  establecieran  otras  por  el  paso  del  rio,  i  que  luego  Gundínüraarca 
sujetara  a  otros  impuestos  las  mercancias  que  llegaran  a  su  suelo.  En  tal 
suposición,  las  mercancías  que  hubieran  de  consumir  los  Estados  del  inte- 
rior, pagarian  los  derechos  nacionales  de  importación  i  todos  aquellos  qae 
quisieran  establecer  los  Estados  del  litoral  i  los  ribereños  del  rio  Magdalena. 
Los  Estados  privilejiados  por  su  situación  vivirían  a  costa  de  los  menos  prí- 
vllejiados ;  pero  como  esta  situación  no  seria  aceptable  por  estos  últimos, 
las  relaciones  pacíficas  de  todos  no  podrían  concebirse,  ni  la  armonía  nacio- 
nal podria  subi»istir,  ni  aun  seria  fácil  conservar  la  integridad  de  la  Nación. 

De  esa  causa  mencionada  en  la  Constitución,  nacieron  las  prohibiciones 
que  en  ella  se  establecen. 

Un  Estado  que  diga :  gravo  las  mercancías  estranjeras  o  procedentes 
de  otros  Estados  que  se  consuman  en  mi  territorio,  está  en  su  derecbo  por- 
que pagarian  el  impuesto  sus  propios  ciudadanos ;  pero  si  agrega  que  todo 
lo  que  se  introduce  a  su  Estado  se  supone  destinado  a  su  propio  consumo. 


¡luego  define  este  hecho  económico  de  la  manera  que  juigue  conveniente 
para  hacer  la  exacción,  lejos  de  estaren  su  derecho,  contraviene  al  texto  cons* 
titucional  establecido  para  protpjer  la  libertad  del  comercio  icón  ella  la  jus- 
ticia de  los  otros  Estados.  C^tas  consideraciones  i  las  que  hacen  valer  los 
reclamantes,  asi  como  las  que  el  Senado  de  Plenipotenciarios  tuvo  en  su 
decisión  de  S7  de  mayo  del  año  pasado,  son  suíicientes  en  el  ánimo  de  la 
Corte  para  suspender  la  leí  acusada;  i  en  atención  a  ellas,  administrando 
justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la 
lei,  la  Corte,  en  uso  de  la  facultad  que  le  conGere  el  articulo  72  de  la  Constitu- 
ción, suspende  la  ejecución  de  los  artículos  i, o  6.»  i  7.»  de  la  lei  del  Estido 

* 

soberano  de  Bolívar,  sancionada  en  4.  de  noviembre  último,  "que  esta- 
blece un  inpuesto  sóbrelas  mercancías  estranjeras  que  se  den  al  consumo 
en  el  Esia<tii,  i  que  grava  la  industria  de  comisionista."  Publíquese  en  el  Dia* 
rio  Oficial^  notífiquese,  dése  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Bolí- 
yjir,  i  pánese  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios. 

Discutido  detenidamente  dicho  proyecto  de  resolución,  los  señores 
llajístrados  Rojas  Garrid(»,  Corrales,  Paláu  i  Uricoechea  no  convinieron  en 
la  suspensión  que  se  propone  de  los  artículos  i.""  i  7.'' de  la  referida  lei  de 
Bolívar,  p«>r  juzgar  que  sus  disposiciones  no  son  evidentemente  contrarias 
a  las  de  la  Constitución  nacional.  I  en  cuanto  al  artículo  6.''  déla  misma  leí, 
que  establece  el  impuesto  por  el  ejercicio  de  la  industria  de  comisionista  i 
destentes  trasportndores  de  ef«^ctos,  previa  una  larga  discusión,  la  Corte, 
administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por 
aatr»ridad  de  la  lei,  convino  por  unanimidad  de  votos  de  los  señores  Majis- 
trados,  i  en  uso  déla  atribución  que  leda  el  articulo  72  de  la  Constitución 
mencionada,  en  suspender,  como  suspende,  los  efectos  de  tal  artículo,  en 
cuanto  por  él  se  estiende  el  gravamen  o  impuesto  a  las  mercancías  i  produc- 
tAS  que  solo  transitan  por  el  Estado  de  Bolívar  1  son  destinados  a  los  otros 
Estados  de  la  Union  i  a  los  mercados  estranjeros;  dejando,  como  deja,  válido 
d  mismo  artículos,  por  lo  que  respecta  al  impuesto  que  grava  la  comisión 
i  el  ira<«porte  de  los  productos  i  mercancías  destinados  al  consumo  del  pro- 
pio Estado. 

Con  lo  cual  se  dio  en  estos  términos  por  concluido  el  presente  acuer- 
de, que  firman  los  señores  Majísirados  conmigo  el  Secretario;  haciendo 
constar  el  señor  Majistrado  Itfariínez  B.  que  persiste  en  sus  opiniones  res- 
pecto de  la  inconstitucionalidad  de  los  artículos  l.<»  i  7.^ ya  mencionados. 

El  Presidente/^iossM.  Rojas  Garrido — HUnuel  Ezequiel  Corrales — 
Rafael  Martínez  R.— Emigdio  Palau— Juan  Agustín  Urigobghba-»E1 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  veinte  de  febrero  de  mil  ochocientos 

tenia  i  siete. 

£1  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 
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Informe  de  la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

Varios  vecinos  de  esia ciudad,  importadores  de  mercancfas  estranjeras, 
solicitaron  de  la  Corte  Suprema  federal  la susfu^nsion  de  la  ejecución  délos 
artículos  I,  6.  i  7.  de  una  leí  del  Estado  de  Boliv»r,  99 de  l876,  '*que  es- 
tablece un  impuesto  sobre  las  mercancías  e>tranjera8  que  se  den  aí  consumo 
en  el  Estado,  i  que  gr^va  la  industria  de  los  comisionistas/'  La  Corte,  de 
acuerdo  con  la  opininn  espuesta  por  el  Procurador  nacional,  no  accedió  a  la 
suspensión  de  los  artículo»  i.^'i  7,^  que  versan  sobre  el  impuesto  de cnnsu- 
mOy  i  acordó  la  del  artículo  6,  que  establece  el  impuesto  sobre  los  comtsiO" 
nistas. 

Enviado,  con  el  espediente,  dicho  acuerdo  a  esta  corporación,  para 
que  resuelva  definitivamente  sobre  la  solicitud,  vuestra  Comisión  üe  ins- 
pección de  esa  clase  de  actos  juzga  que  debéis  ratificar  lo  resuelto  por  la 
Corte  en  ambos  puntos;  es  decir,  declarando  la  validen  de  las  disposiciones 
sobre  el  consumo,  i  la  nulidad  de  la  que  grava  la  industria  de  los  comisio* 
nistas  i  ajentes  trasportadores. 

La  materia  se  encuentra  tan  estensa  i  luminosamente  debatida  en  las 
piezas  del  espediente,  a  saber,  en  el  escrito  de  li»s  peticionarios,  en  la  espo- 
sícíon  del  Procura<ior  i  en  el  proyecto  de  resolución  de  la  Corte,  que  es  íd* 
necesario  que  nosotros  emprendamos  la  repetición  fastidiosa  de  los  mismos 
razonamientos. 

Por  tantOy  os  proponemos  que  adoptéis  la  siguiente 

resolución: 

'*E1  Senado  de  Plenipotenciarios,  examinados  los  artículos  i,'>  6.°  i  7.* 
de  la  lei  39  del  Estado  de  B"livar,  sancionada  el  1 .  *  de  noviembre  de  1875» 
sobre  Impuesto  de  consumo  i  sobre  la  industria  de  comisión  i  trasporte,  de- 
clara  válidos  el  l.""  i  7.»  i  nulo  el  6y* 

Comuniqúese. 

Bogotá,       de  marzo  de  1877. 

M.  Morillo— Uahas  Herrera— F.  db  P.  Borda«— Andrbs  Ciaoi. 


Esta  resolaclon  fué  aprobada  en  á.^  i  s.t>  debates  en  loe  días  9:J^  i» 
abril  de  1877. 

El  Secretario  del  Senado»  Tamas  Kodríguex  Pire%. 


.*• 


•  -i 
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NoTJi  i." — En  6  de  febrero  de  1878  resolvió  el  Senado  se  devolviera  el 
e  p**dieiite  Mibre  snspensiun  del  artículo  0.  de  la  leide  S4  de  noviembre  de 
i873  del  Estado  dv\  Tolima,  que  adiciona  i  ref(»rma  el  Código  Civil,  promo- 
vido a  solicitud  de  Antonio  Landínes,  por  haber  sido  derogada  esa  lei, 
como  también  fué  resuello  por  la  Corte  Suprema. 


PloTá  2/-»En  la  solicitud  de  Ramón  Collante  acerca  de  la  suspensión 
de  varios  artículos  de  la  leí  de  lO'de  octubre  de  4857,  espedida  por  la  Asam- 
blea del  Estado  soberano  de  B«»livar,  sobre  rentas  para  la  instrucción  pú- 
blica, resolvió  el  Senado,  en  S3  de  marzo  de  i878,  se  devolviera  el  espediente 
ala  Corte  Suprema,  por  haber  sido  derogada  la  leí  de  Bolívar,  según  lo 
resuelto  también  por  este  Supremo  Tribunal. 


I. 

]VlTIiiaA9  del  Articulo  i  i,  I  TaUdes  del  artieulo  tS,del* 
O^wMiaiaeloü  poliileü  del  KatsMlo  del  ToíIumi  MsiietoiiiMlÉ^  el  t« 

de  febrerwde  i979« 


Vista  del  Procurador  jb.neraIi* 

6lé&ores  Ifií£aji8tradoB. 

Se  solícita  la  suspensión  de  los  artículos  ií  i  15  de  la  Constitución  del 
Estado  soberano  del  Tulima,  espedida  en  SO  de  febrero  del  presente  año. 

''Art.  ii.  Son  electores  todos  los  ciudadanos  del  Estado,  i  elejiblea 
los  que  ademas  de  ser  ciudadanos  hayan  residido  en  su  territorio  por  un  año 
continuo  inmediatamente  entes  de  su  elección.  Esta  condición  no  com- 
prende a  los  que  por  razón  del  servicio  del  Estado  tienen  su  residencia  fue- 
ra de  él.*' 

**  Art.  i  3.  La  ciudadanía  se  pierde  por  el  hecho  de  adquirir  naciona- 
lidad en  pais  estranjero  i  por  domiciliarse  en  él  o  en  otro  Estado  de  la  Union ; 
i  86  suspende : 

*M.o  Por  enajenación  mental,  legalmente  declarada ;  i 

**  t.®  Por  estar  sufriendo  pena  corporal  o  de  suspensión  delosderechoa 
poUlicoe  en  virtud  de  sentencia  judicial." 

Se  cree  que  estos  articules  deben  ser  suspendidos  como  contrarios  a 
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lo  dispuesto  en  el  artículo  S5  de  la  Constitución,  que  dice :  **  Son  elejibks 
para  los  puestos  públicos  del  Gobierno  jeneral  de  los  Estados  Unidos  loi 
colombianos  mayores  de  Si  años,  o  que  sean  o  hayan  sido  casados;  con  es- 
cepcion  de  los  ministros  de  cualquiera  relijíoii." 

£1  artículo  43  se  cree  inconstitucional  como  contrario  al  principio  de 
la  Igualdad  reconocido  en  el  inciso  10,  artículo  i  5,  i  a  que  aplica  pena  a  un 
hecho  que  no  está  erijido  en  delito. 

El  infrascrito  coadyuva  la  solicitud  de  suspensión  del  artículo  il, en 
lo  que  se  refiere  o  comprende  elecciones  de  empleados  nacionales. 

Respecto  a  empleados  del  astado,  la  Asamblea  constituyente  del  To* 
lima  no  tenia  limitación  alguna,  en  la  Constitución  nacional,  para  deierminsr 
las  condiciones  de  elejibílidad;  ese  asunto  se  lo  reserfaron  por  compkfo 
los  Estados  en  el  pacto  federal,  i  es  por  tanto  en  uso  de  su  soberanía  qneé] 
Estado  del  Tolima,  para  los  efectos  que  le  conciernen,  como  lo  es  la  manera 
de  elejir  sus  empleados,  ha  sancionado  el  articulo  11. 

Pero  como,  por  la  amplitud  del»  disposición  contenida  en  dicho  artí- 
culo, se  colijo  que,  para  ser  elejldo  en  el  Estado  del  Tolima  para  un  empleo 
nacional,  se  necesitaría  ser  ciudadano  del  Estado  i  haber  residido  en  su  te* 
rritorio  un  año  continuo  inmerlíatamente  antes  de  1»  elección,  I  como  la 
facultad  para  señalar  las  condiciones  de  elejibilidad  p»ra  los  puestos  públicos 
de  la  Nacion^no  es  un  negocio  que  se  reservaron  los  Estadfis,  i  la  Conslito* 
cíon  jeneral,  en  su  articulo  33,  indicó  quiénes  podrían  ser  elej idos  para  loi 
empleos  de  la  Union,  es  fuera  de  duda  que  en  esa  parte  es  inconstitudooal 
el  artículo  H. 

En  cuanto  al  artículo  13,  el  infrascrito  no  halla  motivo  constituciosal 
para  que  sea  suspendido. 

Se  dice  que  es  imponer  pena  de  pérdida  de  la  ciudadanía  al  que  se  do- 
micilia en  otro  Estado.  El  exijir  condiciones  para  contlnua.r  gozando  de  un 
derecho  que  otorga  el  mismo  Estado,  no  puede  ser  CBlilicado  como  imposi- 
ción de  pena ;  si  así  lo  fuera,  también  seria  aplicable  el  argumento  h  los  que 
se  domicilian  en  pais  estrai»jero,  i  aun  a  los  que  se  les  niega  la  ciudadanía, 
como  las  mujeres.  £n  este  punto  relativo  a  la  ciudadanía  para  efectos  sec- 
cionales, los  Estados  tienen  libre  facultad  para  otorgarla,  retirarla,  e  impo- 
ner las  condiciones  que  a  bien  tengan.  Su  soberanía  no  tiene  limitación  en 
ese  negociado. 

Por  estas  consideraciones,  el  infrascrito  coadyuva  la  solicitud  de  sus? 
pensión  del  artículo  i  i,  pero  no  del  articulo  13,  de  la  Constitución  del  Es- 
tado soberano  del  Tolima. 

Bogotá,  |ulio6del87T. 

Ramón  Goma.     . 
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Acuerdo  de  la  Corte  Scprema. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica  que  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  cuatrocientas  cuatro  a  la 
cuatrocientas  seis>  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  diez  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete»  86 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
aeñor  Hajistrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores  Majis- 
trados,  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  José  M.  Ro- 
jas Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  conside* 
ración  la  solicitud  que  ha  elevado  a  esta  Corte  Suprema  Antonio  Landinez, 
sobre  que  se  suspendan  los  artículos  il  i  13  de  la  Constitución  política  del 
Estado  soberano  del  Tolima,  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  de 
aquella  sección  en  veinte  de  febrero  ultimo. 

El  señor  Majistrado  doctor  Martínez,  a  quien  tocó  en  repartimiento  este 
asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución,  que  fué  aprobado  uná- 
nimemente: 

**  Vistos.  El  señor  Antonio  Landínez  ha  solicitado  la  suspensión  de 
los  artículos^ll  i  4  8  de  la  Constitución  política  del  Estado  soberano  del  To- 
lima,  espedida  en  el  presente  año,  que  dicen  : 

'Art.  11.  Son  electores  todos  los  ciudadanos  del  Estado,  i  elejibles 
los  que,  ademas  de  ser  ciudadanos,  hayan  residido  en  su  territorio  por  un 
ano  continuo  inmediatamente  antes  de  su  elección. 

<  Art.  18.  La  ciudadanía  se  pierde  por  el  hecho  de  adquirir  naciona- 
lidad en  pais  estranjero,  i  por  domiciliarse  en  él  o  en  otro  Estado  de  la 
Union/ 

'^Coadyuva  esta  solicitud  el  señor  Procurador  jeneral,  solamente  res- 
pecto del  artículo  li,  i  deja  de  hacerlo  con  relación  al  18,  i  para  una  i  otra 
cosa  se  funda  en  deducciones  legales,  que  la  Corte  acepta. 

*'En  efecto,  el  artículoll  nada  tendria  de  objetable,  si  sus  disposición 
nes  hubieran  de  aplicarse  a  los  asuntos  electorales  del  Estado  únicamente ; 
pero  como  el  Estado  tiene  que  ejercer  actos  electorales  de  carácter  nacional, 
respecto  de  éstos  no  tiene  facultad  para  exijir  condiciones  de  elejlbilidad 
diversas  de  las  establecidas  en  el  artículo  33  de  la  Constitución  nacional,  que 
dice:  *  Son  elejibles  para  los  puestos  públicos  del  Gobierno  jeneral  de  los 
Estados  Unidos,  los  colombianos  varones,  mayores  de  veintiún  años,  o  que 
sean  o  hayan  sido  casados  ;  con  escepcion  de  los  ministros  de  cualquier 

relijton.' 

*<  El  Presidente  de  la  República,  los  Senadores  i  Representantes  al 
Congreso  nacional  son  empleados  federales,  para  cuya  elección  no  exije  la 
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Constitución  sino  las  condiciones  aludidas,  ni  establece  otra  escepdon  que 
la  de  no  ser  ministros  de  alguna>eIljíoR. 

*<  Pero  como  el  artículo  que  se  examina  exije  otras  condiciooes  o  esta- 
blece diversas  restricciones,  que  no  están  en  la  Constitución,  es  indudable 
que  se  pone  en  pugna  con  ésta. 

'*  Verdad  es  que  las  elecciones  para  los.  puestos  públicos  nacionales, 
deben  hacerse  de  acuerdo  con  las  leyes  de  los  Estados:  compete  a  ellas  el 
establecimiento  de  los  procedimientos  i  fórmulas  para  la  emisíoo  deHotoí 
la  declaratoria  de  la  elección,  asi  como  para  las  condiciones  que  deban  reu- 
nir los  electores ;  pero  tales  funciones  son  diversas  del  señalamiento  de 
condiciones  de  elejibllidad,  para  lo  cual  fué  que  se  estableció  el  citado  arti- 
culo 33.  Ki  se  concibe  qué  objeto  tendría  este  articulo,  si  los  Estados  tuvie- 
ran la  facultad  de  lejislar  libremente  en  este  asunto. 

<<  Basta  lo  espuesto  para  demostrar  el  antagonismo  que  bai  entre  el 
articulo  11  que  se  examina  i  la  Constitución  nacional,  por  cuyo  motivo  debe 
decretarse  la  suspensión  en  cuanto  se  refiere  a  elecciones  de  empleados  na* 
clónales. 

'*  Respecto  del  articulo  l3,  no  baila  la  Corte  que  sea  contrario  a  nin- 
guna institución  nacional.  Los  Estados  tienen  la  soberanía  que  se  reserva- 
ron para  su  organización  política,  con  solo  las  limitaciones  de  la  sección 
i)*  capítulo  S.o  déla  Constitución.  Los  derechos  i  deberes  políticos  que  los 
Estados  acuerden  a  sus  ciudadanos,  pueden  ser  mayores  o  menores,  según 
lo  crea  conveniente  cada  Lejislatura,  asi  como  pueden  establecer  causas 
mediante  las  cuales  se  pierdan  o  se  suspendan  esos  dereehos. 

*^  De  manera  que  la  pérdida  de  la  ciudadanía  en  el  Tolima,  por  cansa 
de  domicilio  en  el  estranjero  o  en  otro  Estado  de  la  Union,  no  puede  califi- 
carse como  pena,  como  lo  sostiene  el  solicitante.  Puede  ser  que  las  leyes 
penales  del  Tolima  repriman  algunos  delitos  con  esta  pena;  pero  como  con- 
dición de  la  subsistencia  de  la  ciudadanía,  siempre  será  un  acto  político  que 
no  ofende  derechos  individuales.  Tales  derechos  puede  darlos,  quitarlos  o 
suspenderlos  el  lejislador,  según  lo  estime  mejor.  Mas,  si  se  aplica  como 
pena  la  pérdida  de  la  ciudadanía,  por  domiciliarse  en  otro  Estado  déla 
i{Dnion,  tampoco  es  censurable  ese  actolejislativo,  porque  los  Estados  tienen 
el  poder  de  lejislar  en  asuntos  civiles  i  criminales,  sin  otras  limitaciones  que 
las  reconocidas  como  garantías  individuales  en  el  articulo  i  5  delaConstí^ 
tucion  de  la  Union. 

**  Por  estas  consideradones,  la  Corte,  administrando  justicia  en  nonbre 
de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  déla  lei,  suspende  la 
ejecución  del  artículo  i  l  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  delToUais» 
espedida  el  to  de  febrero  del  presente  año,  en  cuanto  pueda  comprender  a 
las  elecciones  de  carácter  nacional,  para  las  cuales  no  son  admisibks  oMs 
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eondlGionet  de  dejibitidad  que  las  establecidesen  el  articulo  S3  de  la  Coiis^ 
titucion  federal ;  i  se  declara  que  no  está  en  el  caso  de  sus(>ender$e  el  artP> 
culo  4  s  de  la  misma  Constitución,  por  no  ser  contrario  a  las  Institueiones 
federales. 

Notifíquese,  publiquese,  comuniqúese  al  señor  Presidente  del  Estado 
del  Tolima,  i  pásese  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Hajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Palau— Rafael  Martínez  R.— Hanusl  Eas* 
QuiBL  Corrales— José  U.  Rojas  Garrido— Juan  Agustín  Urigoechea— Por 
enfermedad  del  Secretario,  el  Oficial  Mayor,  Joaquín  Esquerra  O. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  diez  i  nueve  de  julio  de  mil  ochocientos 
setenta  f  siete* 

Por  enfermedad  del  Secretario,  el  Oficial  Mayor,  Joaquín  Esguerra  (X 


Informe  de  la  Comisión  Inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Corte  Suprema  federal,  en  acuerdo  de  iO  de  julio  de  i877,  sus- 
pendió la  ejecución  del  artículo  11  de  la  Constitución  del  Estado  del  Tolima, 
espedida  el  80  de  febrero  del  año  pasado,  en  cuanto  pueda  comprender  las 
elecciones  de  carácter  nacional ;  i  se  abstuvo  de  ejercer  la  atribución  que 
le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución,  respecto  del  artículo  IS  de  la 
Carta  fundamental  del  Tolima,  '^por  no  ser  contrario  a  las  instituciones 
federales.'' 

£1  articulo  11  de  la  Constitución  del  Tolima  dice :  **  Son  electores 
todos  los  ciudadanos  del  Estado,  i  elejibles  los  que,  ademas  de  ser  ciuda- 
danos, hayan  residido  en  su  territorio  por  un  año  continuo  inmediatamente 
4ntes  de  su  elección/' 

En  el  caso  de  que  este  artículo  fuera  aplicable  a  las  elecciones  para 
los  puestos  públicos  del  Gobierno  de  la  Union,  seria  evidentemente  contra* 
rio  al  artículo  70  de  la  Constitución  federal.  Según  la  Constitución  del  To» 
lima,  la  Asamblea  del  Estado  no  podría  proponer  como  candidato  para  la 
Corte  Siiprema,  sino  a  personas  que  hubieran  residido  en  el  territorio  de 
iqiiél  por  un  año  continuo  inmediatamente  antes  de  la  elección,  es  deciri 
a  dnco  individuos  que  fueran  ciudadanos  o  vecinos  del  Estado,  cuando, 
coaforme  al  articulo  70  de  la  Constitución  de  la  República,  en  la  Corte  Su- 
prema no  puede  haber,  a  un  mismo  tiempo,  mas  de  un  Hiajistrado  que  sea 
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ciudadano  o  vecino  del  mismo  £stado.  La  oposición  o  contrariedad  entre 
estas  dos  disposiciones  seria,  pues,  patente. 

Vuestra  Comisión  reproduce  los  razonamientos  en  que  la  Corte  se  fun- 
dó para  decretar,  en  parte,  la  suspensión  de  dicho  articulo  ii»  por  ser,  eo 
el  caso  de  que  se  aplique  a  las  elecciones  nacionales,  contrario  al  articulo 
35  de  la  Constitución  de  la  Union. 

Al  examinar  vuestra  Comisión  el  artículo  i 3  de  la  Constitución  del 
Tolima,  que  determina  los  casos  en  que  la  ciudadania  se  pierde,  se  refiere  a 
los  motivos  que  la  Corte  tuvo  en  cuenta  para  abstenerse  de  ejercer,  respecto 
de  dicha  disposición,  la  atribución  que  le  confiere  el  articulo  72  de  la  Cons- 
titución. 

£1  Gobierno  del  Tolima  ha  entendido  el  articulo  ii  de  la  Constitución 
del  Estado,  en  el  sentido  de  que  es  aplicable  únicamente  a  las  elecciones  de 
carácter  local.  Así  consta  de  la  nota  de  fecha  84  de  julio  del  año  pasado, 
número  Si,  dirij ida  por  el  Secretario  de  Gobierno  al  de  la  Corte  Suprema, 
i  de  la  circular  número  i5,  espedida  con  ocasión  de  las  elecciones  para  Re- 
presentantes i  Presidente  de  la  Union.  Esta  interpretación  puede  deducirse 
del  contexto  de  las  disposiciones  de  la  ya  citada  Constitución  del  Estado. 
Has,  con  el  fin  de  evitar  toda  duda,  vuestra  Comisión  os  propone  el  siguien- 
te proyecto  de 

RESOLUCIÓN: 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.* del 
articulo  51  de  la  Constttucion,  declara  nulo  el  articulo  ii  de  la  Constitución 
del  Estado  del  Tolima,  espedida  el  20  de  febrero  de  1877,  en  cuanto  dicbo 
articulo  pueda  comprender  las  elecciones  para  los  puestos  públicos  del  Go- 
bierno jeneral,  por  ser,  en  tal  caso,  contrario  a  los  articules  ss  i  70  de  la 
Constitución  de  la  Union  ;  i  válido  el  artículo  13  de  la  Constitución  de  dicbo 
Estado,  por  no  ser  contrario  a  la  de  la  Union." 

Comuniqúese  i  publiquese* 

Bogotá,  febrero  ^5  de  1878. 

» 

Manuel  Hurillo — Jil  Colunje— R.  Gomez^Climago  Iriarte— An- 
drés Bermudez. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  l.®  i  S.o  debates  en  Iosdiasi9iS<^ 
defebrerodel878.— El  Secretario  del  Senado,  Jfdio  E.  Pérez, 
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n. 


IVIJIíIDAD  de  los  artículos  9141  %  9tft  del  Códiso  Administra* 

ti¥0  del  Estado  de  Panamii. 


Vista  del  Procurador  ieneral. 

Sefi-ores  !Majistrados. 

Federico  Boy d  solicita  la  suspensión  de  los  artículos  8l4  i  815  del  Có- 
digo Administrativo  de  Panamá,  que  se  mandó  poner  en  ejecución  por  de- 
creto  del  Presidente  del  mismo  Estado,  de  i.»  de  noviembre  de  i870. 

Por  el  primero  de  dichos  artículos,  el  Estado  se  reserva  como  medio 
tributario,  i  para  cuando  se  juzgue  oportuno,  el  derecho  esclusivo  de  ven* 
der  hielo  en  su  territorio.  1  por  el  segundo  se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo 
para  que  ceda,  en  licitación  pública,  el  derecho  que  el  Estado  se  reserva  por 
el  articulo  anterior,  a  quien  ofrezca  mayores  ventajas  al  Tesoro,  aceptando 
ciertas  condiciones.    ' 

£1  infrascrito  coadyuva  la  solicitud  indicada,  i  os  pide  que  suspendáis 
los  espresados  artículos,  fundándose  en  las  razones  que  adujo  en  el  concepto 
que  emitió  con  fecha  Si  de  marzo  del  corriente  año,  i  en  la  resolución  de 
ese  Supremo  Tribunal,  de  fecha  4  de  abril  del  mismo,  que  recayó  a  la  peti- 
ción que  el  ya  citado  Boyd  elevó  a  esa  Superioridad  para  que  se  suspendiera 
la  lei  ti  de  i8T5,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Panamá,  que  esta- 
blecía el  monopolio  del  hielo. 

Bogotá,  julio  i 4  de  i  877. 

Ramón  Gómez. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certi6ca  que  en 
el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  cuatrocientas  siete  a  la 
cuatrocientas  once,  faai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veintiuno  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i^iete,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  I  demás  señores  Majis- 
trados,  doctores  Kafael  Martínez  R,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  José  María 
Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  consi- 
deración la  solicitud  que  ha  elevado  a  esta  Corte  el  señor  Federico  Boyd 
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sobre  que  se  suspendan  los  artículos  8i4  í  815  del  Código  Administnitiio 
del  Estado  soberano  de  Panamá^  mandado  poner  en  ejecución»  desde  pri- 
mero de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno,  por  decreto  del  Presidenta 
del  Estado,  de  primero  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta.  El  señor 
Majistrado  doctor  Urícoechea,  a  quien  tocó  sustanciar  el  asunto»  sometió  al 
examen  de  la  Corte  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

'Vistos:  Federico  Boyd  se  ha  presentado  solicitando  la  suspensión 
de  los  artículos  Si 4  i  815  del  Código  Administrativo  del  Estado  soberano  de 
Panamá,  cuyas  disposiciones  son  las  siguientes : 

*Artícn1o8i4.  El  Estado  se  reserva  como  medio  tributario»  i  para 
cuando  se  juzgue  oportuno,  el  derecho  esclusivo  de  vender  bielo  en  su  te- 
rritorio. 

'Articulo  8i5.  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  queceda,  en  licita- 
ción pública,  el  derecho  que  el  Estado  se  reserva  por  el  articulo  anterior,  al 
individuo  o  compañía  que  ofrezca  mayores  ventajas  al  Tesoro,  i  que  acepte 
las  condiciones  que  en  seguida  se  espresan : 

M/  La  cesión  se  hará  solo  por  el  término  de  cinco  años ; 

*  S."  El  hielo  no  podrá  venderse  a  mas  de  quince  centavos  kilogramo; 

*  5/  El  establecimiento  en  que  se  venda  el  hielo  estará  abierto  al  pd- 
blico  diariamente,  desde  las  siete  de  la  mañana  hasta  las  seis  de  la  tarde; 

*  4.a  Se  pagará  una  multa  de  oien  pesos  por  cada  día  en  que  deje  de 
suministrarse  hielo  al  público,  esceptuando  las  faltas  motivadas  por  casos 
fortuitos,  a  juicio  del  Poder  Ejecutivo; 

'5.^  Se  suministrará,  al  cincuenta  por  ciento  menos  del  precio  ordi- 
nario, el  hielo  que  se  necesite  en  los  hospitales,  adoptándose  las  precauciones 
del  caso  para  evitar  fraudes.' 

Estos  artículos  fueron  reformados  por  la  lei  24  de  30  de  diciembre  de 
i875,  ''estableciendo el  monopolio  del  hielo/'  Este  Supremo  Tribunal,  en 
acuerdo  de  cuatro  de  abril  del  presente  año,  suspendió  la  ejecución  de  tal 
lei,  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  la  anuló  definitivamente  {Diario  OjuÁd 
número  3938). 

El  acuerdo  suspendiendo  tal  lei  dice  asi : 

'  Vistos :  La  Asamblea  constituyente  del  Estado  soberano  de  PaodiA^ 
espidió,  en  sus  sesiones  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco,  la  lei  si  sobre  mo- 
nopolio del  bielo,  cuyas  principales  disposiciones  están  contenidas  en  sus 
dos  primeros  artículos,  que  dicen  asi : 

^  Artículo  1  .<»  £1  Estado  se  reserva  como  arbitrio  rentístico,  i,'para  cot»* 
de  lo  juzgue  oportuno,  el  derecho  de  vender  bielo  en  parte  de  su  territorio. 

*  Al tieido  2.»  £1  Poder  Ejecutivo  podrá  ceder  el  derecho  que  el  Estada 


se  reserva  por  el  articulo  anterior^  al  individuo  o  compañía  que  ofrezca  roa- 
yorea  ventajas  al  Tesoro  i  que  acepte  las  condiciones  que  en  seguida  se  es« 
presan,  etc,  etc.' 

*  Federico  Boyd  se  ha  dirljido  a  la  Corte  pidiendo  la  suspensión  de  ésta 
leiy  por  creerla  contraria  a  las  garantías  del  libre  ejercicio  de  la  industria,  que 
proteje  el  inciso  9.o  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  f  violatoria 
de  los  artículos  38  del  Código  Judicial  i  S.o  de  la  iei  S5  de  la  Union,  de  1899, 
sobre  patentes  de  invención  i  mejora  o  introducción  de  nuevas  industrias. 

'  La  casa  comercial  de  **Camacho  Roldan  i  Compañía,"  por  encargo 
de  varios  ciudadanos  de  Panamá,  según  lo  afirma,  aunque  no  puntualiza 
por  sus  nombres  i  apellidos  a  tales  ciudadanos,  ocurre  también  solicitando 
la  misma  suspensión,  reproduciéndolas  razones  de  Boyd,  i  sosteniendo, 
ademas,  que  también  aparece  la  leí  de  cuya  suspensión  1;^  trata,  como  vio- 
latoria del  inciso  4.<*  del  artículo  8«®  de  la  Constitución  federal,  por  cuanto 
el  hielo  está  incluido  en  la  tarifa  aduanera  de  la  República,  i  que  estándolo 
no  puede  ser  objeto  de  impuestos,  por  parte  de  un  Estado,  antes  de  haberse 
ofrecido  al  consumo.' 

*  £1  señor  Procurador  jeneral,  al  evacuar  la  vista  que  se  le  dio  de  ambas 
solicitudes,  cree  que  la  espresada  leí  no  es  violatoria  de  las  disposiciones 
constitucionales  en  que  se  apoyan  los  reclamantes;  pero  coadyuva  decidi- 
damente la  suspensión  de  ella,  por  encontrarla  en  oposición  con  el  artículo 
3.<>  de  la  Iei  55,  citada,  de  1869,  i  con  la  38  del  Código  Judicial. 

'La  Corte,  después  del  estudio  detenido  que  ha  hecho  sobre  el  parti- 
cular, estima  que  la  disposición  que  viola  eTídenteménte  la  leí  84?  de  Pana- 
má, cuya  suspensión  se  pide,  en  cuanto  incluye  en  la  venta  de  hielo,,  que 
reserva  ^sclusivamente  al  Estado  como  arbitrio  rentístico,  el  hielode  proce* 
dencia  estranjera,  es  la  del  inciso  5,o  del  artículo  17  de  la  Constitución  na- 
cional ;  porque  la  libre  venta  de  lo  que  se  importa  es  una  de  las  operaciones 
constitutivas  del  comercio  esterior,  i  el  réjimen  i  la  administración  de  este 
comercio  fué  uno  de  los  negociados  delegados  al  Gobierno  jeneral  con 
arreglo  a  dicho  inciso.  Si  un  Estado  pudiera  injerirse  en  la  venta  de  un  ar- 
ticulo importado,  para  atribuírsela  esclusivamente  u  otorgarla  a  un  particu- 
lar como  un  privilejio,  como  lo  ha  verificado  la  leí  que  se  exan^ina,  abarcan- 
do en  sus  disposiciones  también  al  hielo  que  pueda  venir  del  estranjerQ,  es 
evidente  que  se  sale  ese  Estado  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  para 
invadir  la  del  Gobierno  de  la  Union,  a  cuya  autoridad  quedó  sometido  en  los 
asuntos  que  le  fueron  reservados  conforme  al  artículo  17  de  la  Constitución, 
entre  los  cuales  está  la  administración  del  comercio  estertor. 

*  Verdad  es  que  el  parágrafo  9."^  del  artículo  15  de  dicha  Constitución 
f^Hcalta  a  loe  Estados  para  reservarse  algunas  industrias  como  recursos  fisca- 
les; pero  tapibienes  cierto  que  esa  facultad  no  puede  referirse  a  operacio- 
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nes  conexionadas  con  el  comercio  estertor,  porque  este  negocio  esdeesdo* 
sfva  competencia  del  Gobierno  jeneral»  I  en  él  no  pueden  injerirse  los  Ei- 
tados,  una  vez  que  se  desprendieron  de  su  manejo  para  encomendárselo  a 
aquél.  No  puede  concebirse  de  otra  manera  semejante  facultad;  porque,  si 
ella  hubicM'a  de  reputarse  omnímoda,  su  acción  dominadora  tocarla  con^ 
asuntos  del  Gobierno  jeneral,  rompiendo  el  equilibrio  federal.  Por  otra  par- 
te,  fácil  seria  comprender  la  precaria  situación  en  que  quedaría  colocado  el 
comercio  esterior,  i  la  inseguridad  e  ineficacia  de  las  promesas  i  estípulacio* 
nes  hechas  en  los  tratados  públicos  celebrados  por  la  Nación  con  los  países 
estranjeros,  sí  s«  permitiese  que  los  Gobiernos  de  los  Estados  monopolizaraD 
la  venta  de  una  o  varias  mercancías  importadas  del  estertor. 

*  En  cuanto  al  inciso  4.^  del  artículo  S.''  de  la  Constitución,  invocado 
por  el  representante  de  la  casa  de '  Camacho  Roldan  i  Compañía'  para  reca- 
bar la  suspensión  de  la  lei,  juzga  la  Corte  que  és  inaplicable  alcasoeocaes- 
tion  ;  porque  dicho  inciso  habla  del  gravamen  de  impuestos  sobre  los  pro- 
ductos objetos  de  contribuciones  nacionales,  1  la  leí  de  Panamá  no  decreta 
tales  impuestos,  sino  que  se  resérvala  venta  de  uno  délos  mencionados 
productos. 

*  Tampoco  cree  aplicables  los  artículos  3.o  de  la  leí  55  de  i 869  i  88  dd 
Código  Fiscal,  porque  ellos  se  refieren  a  la  introducción,  i  la  referidalei 
nada  habla  de  ésta  en  ninguno  de  sus  artículos." 

Siendo  en  el  fondo  idénticas  las  disposiciones  de  la  leí  34  i  las  délos 
artículos  814  i  815  del  Código  Administrativo,  de  cuya  suspensión  se  trata  boi, 
36  reproducen  los  fundamentos  del  acuerdo  copiado,  i,  de  conformidad  con 
la  opinión  del  señor  Procurador  nacional,  la  Corte  Suprema,  administrando 
justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  déla 
Ie¡9  resuelve  :  Suspéndese  la  ejecución  de  los  artículos  81 4  i  81 5  del  Código 
Administrativo  del  Estado  soberano  de  Panamá,  mandado  poner  en  vijencía 
desde  primero  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno,  por  decreto  eje* 
cutivo  de  primero  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta,  en  cuanto  esas 
disposiciones  incluyen  en  ese  monopolio  el  hielo  de  procedencia  estranjera. 
Particípese  al  señor  Presidente  del  mismo  Estado,  publiquese  este  acuerdo 
en  el  **  Diario  Oficial/'  i,;dejándose  copia  de  él,  pásese  el  espediente  al  Se- 
nado de  Plenipotenciarios  para  la  resolución  definitiva. 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  ^1  voto  anáni* 
me  de  los  señores  Majistrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Xajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Ehigdio  Palau— Rafael  Martínez  R.^MamuelEzbqiiibi. 
GoRaALES — José  María  Rojas  Garrido — Juan  Agustín  Urigoechea— Por  en- 
fermedad del  SacretariOi  el  Oficial  Mayor,  Joaquin  lEsguerra  O. 
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Es  copia  conforme— Bogotá,  cuatro  de  agosto  de  mil  ochocientos  se* 
lenta  i  siete.-*El  Secretario»  Rafael  E.  Santander. 


Informe  be  la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  ©enadores. 

'La  Corte  Suprema  federal,  en  cumplimiento  del  deber  que  le  impone 
el  adiculoTSdela  Constitución»  ba  dado  cuenta  al  Senado  del  siguiente 
acuerdo: 

En  Bogotá»  a  veintiuno  de  julio*  de  mil  ochocientos  setenta  ¡siete»  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo»  con  asistencia  del 
señor  Hajístrado  Presidente»  doctor  Emigdio  Paláu» !  demás  señores  Hajis- 
trados»  doctores  Rafael  Martínez  R»  Manuel  Ezequiel  Corrales»  José  María 
Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea»  con  el  objeto  de  tomar  en  consi- 
deración la  solicitud  que  ha  elevado  a  esta  Corte  el  señor  Federico  Boyd 
sobre  que  se  suspendan  los  artículos  8l4  i  815  del  Código  Administrativo 
del  Estado  soberano  de  Panamá»  n^^ndado  poner  en  ejecución,  desde  pri- 
mero de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno»  por  decreto  del  Presidente 
del  Estado»  de  primero  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta.  £1  señor 
Hajístrado  doctor  Uricoechea»  a  quien  tocó  sustanciar  el  asftnto»  sometió  al 
examen  de  la  Corte  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

'Vistos:  Federico  Boyd  se  ba  presentado  solicitando  la  suspensión 
de  los  artículos  81 4  i  815  del  Código  Administrativo  del  Estado  soberano  de 
Panamá»  cuyas  disposiciones  son  las  siguientes : 

'Artículo  81  A.  El  Estado  se  reserva  como  medio  tributario»  i  para 
coando  se  juzgue  oportuno,  el  derecho  esclusivo  de  vender  hielo  en  su  te- 
rritorio. 

'Articulo  8i  6.  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  que  ceda»  en  licita- 
clon  pública,  el  derecho  que  el  Estado  se  reserva  por  el  artículo  anterior»  al 
individuo  o  compañía  que  ofrezca  mayores  ventajas  al  Tesoro,  i  que  acepte 
las  condiciones  que  en  seguida  se  espresan : 

'  1/  La  cesión  se  hará  solo  por  el  término  de  cinco  años ; 

'  S.«  El  hielo  no  podrá  venderse  a  mas  de  quince  centavos  kilogramo ; 

'3.*  El  establecimiento  en  que  se  venda  el  hielo  estará  abierto  al  pú- 
blico diariamente»  desde  las  siete  de  la  mañana  hasta  las  seis  de  la  tarde ; 

'  4.*  Se  pagará  una  multa  de  cien  pesos  por  cada  día  en  que  deje  de 
suministrarse  hielo  al  público»  esceptuando  las  faltas  motivadas  por  casos 
fortáitos»  a  juicio  del  Poder  Ejecutivo; 

'  6.a  Se  suministrará»  al  cincuenta  por  ciento  menos  del  precio  ordi- 
nario» el  hielo  que  se  necesite  en  los  hospitales»  adoptándose  las  precauciones 

del  caso  para  evitar  fraudes.' 
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Efttúi  «rtícttlos  fbenm  refotmadoi  par  te  tei  M  de  8o  ^e  dioienibre  de 
i876,  '*  estableciendo  el  «Mopolfo  del  hiele.^'  Este  SaprelÉe  Trihunali  «a 
acuerdo  de  cuatro  de  abril  del  presente  año»  suspendió  la  ejecutíon  de  tal 
lei^  I  el  Senado  de  Plenipotenciarios  la  anuló  definitivamente  (Diario  Ofcid 
número  5938). 

El  acuerdo  suspendiendo  tal  lei  dice  asi : 

'Vistos:  La  Asamblea  constituyente  del  Estado  soberano  de  Panamá 
espidió,  en  sus  sesiones  de  mil  ochocientos  setenta  i  cinco»  la  lei  %i  sobre  mo- 
nopolio del  hielOy  cuyas  principales  disposiciones  están  contenidas  en  m 
dos  primeros  artículos,  que  dicen  asi : 

*  Articulo  i*o  £1  Estado  se  reserva  como  arbitrio  rentístico,  i  paracoaa- 
do  lo  juzgue  oportuno,  el  derecho  de  vender  hielo  en  parte  de  su  territorio» 

'  Articulo  S.o  El  Poder  Ejecutivo  podrá  ceder  el  derecho  que  A  Estado 
se  reserva  por  el  artículo  anterior,  al  individuo  o  compañía  que  ofreaca  ma- 
yores ventqas  al  Tesoro  i  que  acepte  las  condiciones  que  en  seguida  se  es- 
presan,  etc,  etc.' 

'  Federico  Boyd  se  ha  dirijido  a  la  Corte  pidiendo  la  suspensión  da  esta 
l0íi  por  creerla  contraria  a  las  garantías  del  libre  ejercicio  de  la  Industria,  que 
protejo  el  inciso  0.<»  del  artículo  i «  de  la  Constitución  nacional,  i  violaloria 
de  los  artículos  38  del  Código  Judicial  i  S.»  de  la  lei  S5  de  la  Union,  de  iM^ 
sobre  patentes  de  invención,  mejora  o  introducción  de  nuevas  Industrias. 

'La  casa  comercial  de  **  Camacho  Roldan  i  Compañía,"  por  encargo 
de  varios  ciudadanos  de  Panamá,  según  lo  afirma,  aunque  no  pautaallza 
por  sus  nombres  i  apellidos  a  tales  ciudadanos,  ocurre  también  soücftando 
la  misma  suspensión,  reproduciéndolas  razones  de  Boyd,  1  sosteniendo, 
ademas,  que  también  aparece  la  lei  de  cuya  suspensión  se  trata«  como  vio* 
atoria  del  inciso  ^.**  del  artículo  8."*  de  la  Constitución  federal,  por  cú^M 
el  hielo  está  incluido  en  la  tarifa  aduanera  de  la  República,  i  que  estindolo 
no  puede  ser  objeto  de  impuestos,  por  parte  de  un  Estado,  antes  de  haberse 
ofrecido  al  consumó. 

*  El  señor  Procurador  jeneral,  al  evacuarla  vista  que  se  le  dio  de  ambas 
solicitudes,  cree  que  la  espresada  lei  no  es  violatoria  de  las  disposiciones 
constitucionales  en  que  se  apoyan  los  reclamantes;  pero  coadyuva  deddi* 
damente  la  suspensión  de  ella,  por  encontrarla  en  oposición  con  el  articulo 
Z.""  de  la  tei  55,  citada,  de  i  869,  i  con  la  58  del  Código  Judicial. 

'  La  Corte,  después  del  estudio  detenido  que  ba  hecho  sobre  el  partí- 
eular,  estima  que  la  disposición  que  vida  evidentemente  la  lei  $4?  de  Paaa* 
m&,  cuya  suspensión  se  pide,  en  cuanto  Incluye  en  la  venta  de  biela,  que 
resorva  esdusivamente  al  Estado  como  arbitrio  rentístico^  el  bielodeproce* 
denda  estranjera,  es  la  del  inciso  5«o  del  artículo  17  de  laConstítvcion  99^ 
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cimal)  porque  la  Ubre  vdota  dd  lo  qtie  «^  (mporta  es  uoa  4a  las  op^ai^ioma 
QOHfMtutiTas  del  comercio  esterioii  J  el  r^imeo  i  h  administracioo  de  es^ 
comeroio  fué  uno  de  loa  negociados  delegados  al  Gobierno  jeoecal  oqu 
arralo  a  dfcbo  incUo.  Si  ua  Eatado  pudiera  injerirse  em  la  venta  de  ua  ar** 
tteulo  importado»  para  atribuírsela  esciusivamente  u  otorgarla  a  un  partieiUH 
lar  come  un  privilejio»  como  k)  ha  yeri&cado  la  leí  que  se  examina,  abaroaa* 
do  en  sus  disposiciones  también  al  hielo  que  pueda  venir  del  estranjero,  ea 
evidente  que  se  sale  ese  Estado  de  su  esfera.de  acción  coostitucionalt  para 
invadir  la  del  Gobierno  de  la  Union,  a  cuya  autoridad  quedó  sometido  en  loa 
asuntos  que  le  fueron  reservados  conforme  al  articulo  i7  de  laConsbtpicion, 
entre  los  cuales  está  la  administración  del  cemercio  esterior* 

*  Verdad  es  que  el  parágrafo  9.o  del  artículo  i  5  de  dicha  Constitución 
faculta  a  los  Estados  para  reservarse  algunas  Industrias  como  recursos  fisca- 
le^  pero  también  es  cierto  que  esa  facultad  no  puede  referirse  a  operacio- 
nes conexionadas  con  el  comercio  esterior,  porque  este  negocio  es  deesclu- 
ai  va  competencia  del  Gobierno  jeneral,  I  en  él  no  pueden  injerirse  los  Es- 
tados, una  ve«  que  se  desprendieron  de  su  manejo  para  encomendárselo  a 
aquél.  No  puede  concebirse  de  otra  manera  semejante  facultad ;  porque,  si 
ella  hubiera  de  reputarse  omnímoda,  su  acción  dominadora  tocarla  con 
asuntos  del  Gobierno  jeneral,  rompiendo  el  equilibrio  federal.  Por  otra  par» 
te,  fácil  seria  comprender  la  precaria  situación  en  que  quedaría  colocado  el 
comercio  esterlor,  i  la  inseguridad  e^  Ineficacia  de  las  promesas  i  estipulacio* 
nes  hechas  en  los  tratados  públicos  celebrados  por  la  Nación  con  los  países 
«stranjeros,  si  se  permitiese  que  los  Gobiernos  délos  Estados  monopolizaran 
la  venta  de  una  o  varias  mercancías  importadas  del  esterlor. 

*  En  cuanto  al  inciso  4.*  del  artículo  S."*  de  la  Constitución,  invocado 
por  el  representante  de  la  casa  de  ^amacho  Roldan  i  Compañía'  para  reca- 
liar  la  suspensión  de  la  leí,  juzga  la  Corte  que  es  inaplicable  al  caso  en  cues- 
tión ;  porque  dicho  inciso  habla  del  gravamen  de  impuestos  sobre  los  pro- 
ductos objetos  de  contríbeciones  nacionales,  i  la  leí  de  Panamá  no  decreta 
tales  Impuestos,  sino  que  se  resérvala  venta  de  uno  délos  mencionados 
productos. 

^Tampoco  cree  aplicables  los  artículos  3.»  de  la  lei  35  de  4869  i  88  del 
Código  Fiscal,  porque  ellos  se  refieren  a  la  introducción,  I  la  referida  lei 
nada  habla  de  ésta  en  ninguno  de  sus  artículos." 

Siendo  en  el  fondo  idénticas  las  disposlniones  de  la  leí  t4 1  las  de  los  ^' 

arfieolos  914  í  845  del  GcMligD  Administrativo,  decuyasuepension  se  trata  bot, 
se  reproducen  los  fundamentos  del  acuerdo  copiado.  I,  de  conformidad  con 
laépimea  del  señor  Proeaiador  nacional,  la  Corte  Suprema,  administrando 
juiWa  «n  acantee  de  loa  Estados  Unidos  da  Colombia  i  por  anloffldad  da  la 
ta^fasadves  Suapéadese la  (^eeudoa  de  les  art{eoloaSi4i8isd€flG4dí|a 
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Administrativo  del  Estado  soberano  de  Panamá,  mandado  poner  en  Tijend!* 
desde  primero  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno,  por  decreto  qe« 
catrvo  de  primero  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta,  en  cuanto  esas 
disposiciones  incluyen  en  ese  monopolio  el  hielo  de  procedencia  estranjera. 
Particípese  al  señor  Presidente  del  mismo  Estado;  publiqaese  este  acuerdo 
en  el  '^Diario  Oficial/'  i,  dejándose  copia  de  ól,  pásese  el  espedieate  al  Se* 
nado  de  Plenipotenciarios  para  la  resolución  definitiva. 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unáni- 
me de  los  señores  Majistrados» 

Vuestra  Comisión  de  inspección  délos  actos  lejislativos  de  los  Estados 
ha  examinado  este  acuerdo,  I,  encontrándolo  arreglado,  os  propone  el  si- 
guiente proyecto  de 

resolución: 

*<EI  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  qpe 
le  confiere  el  inciso  5»o  articulo  51  de  la  Constitución,  declara  nulos  los 
artículos  8i  A  i  8l5  del  Código  Administrativo  del  Estado  soberano  dé  Pana- 
má, en  cuanto  ellos  incluyen,  en  el  monopolio  que  establecen,  el  hielo  de 
procedencia  estranjera/' 

Bogotá,  i2  de  febrero  de  i  878. 

M.  Morillo— R.  Gomez^—Jil  Colonib— Glimjlco  lafARTC— Aiidrbs 
Bermudbz. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  i.»  i  s.^  debates,  en  los  dtas  i8  i  i9 

de  febrero  de  4878. 

Julio  E.  Pérex. 


m. 


VAIiIDEZ  de  la*  dUposlelones  de  te  lel  §•  de  i9yy   del  Eataáe 
del  Tollma,  reformatoria  del  Cedido  de  Foiatenfe* 


Vista  del  Procurador  jeneral. 

Sefíores  IMajistrados. 

El  señor  Manuel  Antonio  Anjel  soliciu  la  suspensión  del  íDeisot,<'ar- 
ticulo  S,""  i  de  los  artículos  ii,  36  i  37,  de  la  leí  13  de  4877  espedida  perla 
Asamblea  del  Estado  soberano  del  Tollma. 

Por  el  inciso  i.""  del  artículo  9,^  se  ordena  cobrar  sobre  cada  cargado 
quina  un  impuesto  de  peaje  de  dos  pesos,  i  como,  por  el  inciso  i.^'dol  artí- 
culo 8.0  de  la  Constitución^  los  Estados  se  comprometieron  a  no  gravar  los 
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productos  destinados  a  la  esportacfon,  es  claro  que  el  impaesto  deeretado^ 
en  la  Id  del  Tolfma,  sobre  la  quina^fque  es  un  producto  de  esportacion,  es 
contrario  a  la  Gonstíiucion  nacional. 

Aunque  al  gravamen  o  esaccion  se  le  bautice  con  el  nombre  de  peaje» 
la  disposición  constitucional  citada  es  jeneral  para  toda  clase  de  impuestos» 
i  las  razones  alegadas  en  favor  del  peaje  como  remuneración  del  servicio  que 
prestan  los  caminos,  pueden  liacerse  valer  para  adicionar  el  inciso  d.^'escep- 
tnando  diciio  impuesto,  pero  nó  para  que  se  declare  constitucional  el  inciso 
3.0  del  articulo  9.^  de  la  lei  del  Toiima. 

El  artículo  11  de  la  lei  dispone  que  los  efectos  gravados  con  el  derecho 
de  peaje  que  se  conduzcan  por  agua,  pagarán  el  peaje  en  el  lugar  de  donde 
sean  despachados.  I  a  este  artículo  se  le  hace  la  objeción  de  ser  contrario  al 
inciso  S.**  del  artículo  8.«  de  la  Constitución,  en  el  cual  se  comprometieron 
losSstados  ''ano  restrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación  de 
los  ríos  i  demás  aguas  navegables  que  no  hayan  exijido  canalización  arti- 
ficiaL^ 

Esta  objeción  de  inconstitucionalidad  es  fundada  en  la  parte  que  ten« 
ga  relación  el  inciso  ll  con  los  productos  destinados  a  la  esportacion  o  que 
liayan  de  consumirse  en  otro  Estado;  porque,  respecto  a  los  producios  que 
transiten  por  agua  sin  salir  del  Estado  del  Toiima,  no  es  aplicable  el  inciso 
3.<»  del  artículo  8.»  ya  citado,  porque  en  él  lo  que  se  adquirió  fué  un  com- 
promiso entre  los  Estados  para  mantener  la  marcha  espedíta  de  la  Union  i 
las  relaciones  pacificas  entre  ellos,  pero  nó  para  ponerse  trabas  en  su  réjl- 
meo  interior. 

El  artículo  36  dispone :  ''Es  prohibido  conducir  cargas  o  animales» 
sujetos  al  impuesto  de  peaje,  por  otras  vias  que  los  caminos  centrales  o  co- 
munales. Por  las  cargas  i  animales  que  se  conduzcan  contraviniendo  a  lo 
dispuesto  en  este  articulo,  se  pagarán  dobles  los  derechos  de  peaje  i  pon- 
tazgo. Los  dueños  de  tierras  que  no  tengan  servidumbres  de  tránsito  por 
donde  se  conduzcan  cargas  o  animales,  tienen  el  deber  de  estorbar  el  paso 
de  ellos  i  dar  aviso  a  la  respectiva  autoridad  para  que  persiga  el  contraban- 
do que  se  baga  a  la  renta.  Los  propietarios  que  a  sabiendas  faltaren  a  este 
deber,  serán  considerados  como  cómplices  de  los  defraudadores  de  la' renta 
de  caminos." 

El  Infrascrito  no  encuentra  motivo  para  ^zgar  que  sea  inconstitucio- 
nal este  ariículo,  una  vez  que  las  dos  disposiciones  ya  examinadas  de  la 
misma  lei  sean  suspendidas  en  los  términos  que  se  dejan  indicados. 

Iguales  reflexiones  cobijan  el  articulo  37,  por  el  cual  se  ordena  que  los 
individuos  que  variaren  de  via  con  el  objeto  de  eludir  el  pago  del  peaje,  i 
]<»^e  de  cualquiera  manera  hicieren  fraude  a  la  renta  de  caminos,  paguen 
triples  loa  derechos  que  causen,  sin  perjuicio  déla  pena  que  tuvieren  aeñár' 
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lada  dn  tf  Código  Peoal ;  pues  siendo  este  negoeio  de  los  asamos  reserm* 
dos  a  los  Estados,  ellos  pueden  arreglarlo  de  la  manera  que  lo  esttmeii  eon» 
veniente. 

El  infrascrito  solicita,  pues,  la  suspensioa  del  inciso  %^  arlieulo  1^,^  ila 
4el artículo  li,  en  los  términos  en  que  se  deja  hecha  esta  esposicioo. 

Bogotá»  julio  6  de  1877. 

Raiioiv  Gows. 


Acuerdo  de.  la  Corte  Süprexa. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  cuatrocientas  once  a 
la  cuatrocientas  catorce,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veintiuno  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete» 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencfn 
del  señor  Hajlstrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores 
Ministrados,  doctores  .  Rafad  Hartínex  R,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  José 
María  Rojas  Garrido  i  Juan  Agustin  Uricoecfaea, .  con  d  objeto  de  toeaar  en 
consideración  la  solicitud  de  Manuel  Antonio  Anjel  para  que  se  suspenda 
la  ejecución  del  inciso  %.^  del  articulo  ^^^  i  los  artículos  ü,  96  i  37,  de  la 
lei  19»  de  3  de  raarxo  del  presente  año,  espedida  por  la  Convención  cons- 
tituyente del  Estado  soberano  del  Tolima,  reformatoria  del  Código  de  Fo- 
mento. El  señor  Majistrado  doctor  Corrales,  a  quien  tocó  en  f  epartimiealo 
este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

*'  Vistos :  Manuel  Antonio  Anjel,  en  su  propio  nombre  i  en  el  de  la 
sociedad  de  ''  Duran,  Cuéllar  i  Compañía,"  ha  solicitado  de  esta  Corte  que 
suspenda  la  ejecución  del  inciso  S.»  del  articulo  9,«  i  los  artículos  ii,  86  i 
87,  de  la  leí  18,  de  tres  de  marso  del  presente  año,  espedida  por  la  Conven* 
don  constituyente  del  Estado  soberano  del  Tolima,  reformatoria  del  Códi- 
go de  Fomento,  i  que  se  halla  publicada  en  los  números  7  i  8  del  periódico 
titulado  El  7oKma,  órgano  del  Gobierno  de  aquel  Estado»  de  que  ba  pp&» 
sentido  un  ejemplar  con  la  debida  autenticación. 

Fúndase  la  solicitud  en  que  el  derecho  de  peaje  que  se  establece  por 
las  disposiciones  acusadas,  es  violatorio  de  los  incisos  8.o  i  4.°  del  articulo- 
8«o  de  la  Constitución  nacionü,  que  no  permiten  a  los  Gobiernos  de  los  Es- 
tados *'  ffestrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación  de  los  riee 
i  demás  aguas  navegables  que  no  bayaa  exijido  canaliíacion  artiQoial;  lii 
gravar  los  productos  destinados  a  la.  esportacion^  cuya  libertad  debe  inan- 
teoer  el  Gobierno  jeneraL'' 

Plspónene  efectivamente,  por  d  incisos.^  del  aaticulo  8.«  de  le  leí  d^ 
tadi^  lo  que  sigue; 
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*^  fil  impuesto  dt  ptajo  se  cobrará  en  los  caminos  .centrales  en  la  jpro^ 
porción  siguitoate....  •••  Do»  pero*  por  cada  carga  de  qoina,  de  mercan* 
das  estranjeras  i  de  armas  de  todas  clases.^ 

El  iiocho  de  grayarse  la  quina  que  transita  por  el  territorio  del  Estado 
del  ToKma»  no  apareja  violación  de  precepto  alguno  constitucional,  porque 
no  bai  producto  que  por  su  naturaleaa  baya  de  ser  indispensablemente  des« 
tinado  a  la  esportaclon ;  pues  si  es  verdad  que  la  quina  no  tiene  en  la 
actualidad  aplicación  en  la  industria  del  país,  mas  tarde^  con  los  adelantos 
industriales  de  que  éste  es  susceptible»  puede  tenerla;  i  en  ese  caso,  el  6o* 
Uemo  del  1'elima,  en  ejercicio  de  su  soberanía,  puede  gravar  ese  efecto 
espontáneo  de  la  natural^»,  como  cualquiera  otro,  que  no  se  destine  por 
su  dueño  a  la  esportaclon. 

Pero  como  la  disposición  que  se  examina  no  esceptda  del  gravamen 
la  quina  esportable,  ni  las  mercancías  estranjeras  que  transiten  por  el  £s» 
tado  del  Tolima  sin  destinarse  a  su  propio  consumo,  debe  de  ser  suspen** 
dída,  aunque  n|ó  en  términos  absolutos. 

La  misma  lei  consagra  la  siguiente  disposición : 

*' Articulo  ii.  Los  objetos  gravados  con  el  derecho  de  peaj^ique  se 
conduzcan  por  agua,  pagarán  el  peaje  en  el  lugar  de  donde  sean  despa- 
chados. 

'^  Parágrafo.  El  recaudador  de  peajes  del  lugar  a  donde  dichos  obje- 
tos vayan  destinados,  tiene  el  deber  de  reclamar  la  guia  tan  luego  como 
llegue  el  vehículo  en  que  se  conduzcan.''' 

Esta  disposición  se  ha  considerado,  por  el  peticionario,  como  contraria 
al  inciso  3.o  del  articulo  8.<»  de  la  Constitución,  porque  según  él  no  se  pue- 
de restrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación  de  los  ríos  i 
demás  aguas  navegables  que  no  hayan  exijido  canalización  artificial ;  i 
realmente  los  Estados  se  comprometieron,  entre  si,  a  no  establecer  seme- 
jante restricción,  con  el  fin  de  asegurar  la  integridad  nacional,  la  marcha 
espedita  de  la  Union  i  las  relaciones  pacificas  entre  los  mismos  Estados ; 
pero  es  entendido  que  tal  restricción  no  tiene  el  alcance  que  él  peticionario 
le  da,  hasta  comprenderla  navegación  de  las  aguas  interiores  de  un  Estado, 
porque  con  eHa  vendría  al  suelo  el  poder  constitucional  que  los  Estados  se 
han  reservado  para  imponer  contribuciones  i  sostener  con  sus  productos  la 
adoiiniatracion  pública  seeeional.  Es,  pues,  el  articulo  u  contrario  a  la 
Constitución,  en  cuanto  no  escepiüa  del  derecho  las  cargas  que  ae  coof- 
duzcan  por  las  aguas  sometidas  ala  jurisdicción  nacional. 

Los  artículos  86  i  S7,  acusados  ¡también  de  inconstitucionales,  esta- 
Mecen  puramente  la  sanción  de  la  lei  en  los  términos  que  se  copian : 

'*  Articulo  36.  Es  prohibido  conducir  cargas  o  animales,  sujetos  al 
Impuesto  de  peaje,  por  otras  vias  que  los  caminos  centrales  o  comunales. 


~^ 
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Por  las  cargas  t  aaimales  gae  se  condazcan  coatraTÍQÍeado  a  lo  dispuesto 
en  este  articulo,  se  pagarán  dobles  los  derechos  de  peqe  i  pontazgo. 

'*  Articulo  57.  Los  individuos  que  variaren  de  vía  con  el  objeto  de 
eludir  el  pago  del  peaje,  I  los  que  de  cualquier  manera  hicieren  fraude  ala 
,  renta  de  caminos,  pagarán  triples  los  derechos  que  causaren,  sin  perjuicio 
de  la  pena  que  tuvieren  señalada  en  el  Código  Penal." 

Por  consiguiente,  una  vez  esceptuados  del  gravamen*  los  producios 
destinados  a  la  esportacion  i  los  que  transiten  por  el  territorio  del  Tdliioa 
para  ser  consumidos  en  otros  Estados,  en  virtud  de  la  suspensión  que  da- 
creta  la  Corte,  las  disposiciones  de  los  artículos  preinsertos  se  referiráit  a 
las  cargas  de  efectos  que  si  pueden  considerarse  gravadas  con  el  peaje  este* 
blecido  por  la  lei  mencionada. 

La  Corte  Suprema  federal,  en  mérito  de  los  fundamentos  aducidos, 
de  acuerdo  con  la  opinión  manifestada  por  el  señor  Procurador  jeneral,  i 
en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  conflere  el  articulo  71  de  la  Constitocioo 
nacional,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Co- 
lombia i  por  autoridad  de  la  lei,  suspende  la  ejecución  del  inciso  S.«  dd 
artículo  9,o  i  del  articulo  11,  de  la'lei  13  arriba  mencionada»  espedida  por 
la  Convención  constituyente  del  Estado  soberano  del  Tolima,  reformatorii 
del  Código  de  Fomento,  en  cuanto  por  ellos  se  gravan  los  objetos  opeo- 
doctos  que  se  destinen  a  la  esportacion  i  los  que  transiten  por  el  territorio 
del  nriismo  Estado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo,  o  por  las  aguas  su- 
jetas a  la  jurisdicción  nacional,  por  ser  en  este  caso  contrarias  las  disposi- 
ciones de  la  lei  espresada  a  los  incisos  3,o  A."  i  5.o  del  artículo  8.°  de  h 
misma  Constitución ;  i  se  abstiene  de  decretarla  suspensión  de  los  artí- 
culos 3e  i  37  de  dicha  lei,  por  no  estimarlos  contrarios  a  disposición  algu- 
na constitucional. 

Publiquese  esta  resolución  en  el  Diario  Ofidál;  pásese  el  espediente 
con  copia  de  ella  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  i  remítase  otra  copia  al 
Gobierno  Ejecutivo  del  Tolima  para  su  cumplimiento. 

Discutido  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  nnánime  de 
los  señores  Majistrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  este  acuerdo,  que  firman  los  señores  Mqis- 
trados  con  el  infrascrito  Secreiarío. 

£1  Presidente,  Ehigdio  Palau-^Rifiel  MUetucez  R — ^Mahvsl  Eee- 
QuiBL  Cóbrales-' José  María  Rojas  Garrido— Juar  Acusnif  Uiicokcbea— 
Por  enfermedad  del  Secretario,  el  Oficial  Mayor,  Joaquín  Esguerra  O. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  cuatro  de  agosto  de  mil  ochocientos 
setenta  i  siete— £1  Secretarlo,  Rafael  E.  Sankmder» 
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InrORMES  DE  LA   CoMlSlOlf   iMSPECflORA. 

OiudadaxLOB  Senadores. 

Los  infrascritos  miembros  de  la  Comisión  de  inspección  de  los  actos 
lejlslativos  de  los  Estados,  han  examinado  los  artículos  denancíados  por 
inoonstttHCionales  haciendo  parte  de  la  lei  i  3  reformatoria  del  Código  de 
Fomento  ordenando  el  cobro  de  peaje  sobre  los  caminos  centrales  del  Esta* 
do  del  Tolima ;  i  tienen  el  deber  de  esponeros  las  consideraciones  que  los 
inducen  a  proponeros  declaréis  Tálidas  esas  mismas  disposiciones  im- 
pugnadas* 

Para  nosotros  hai  un  error  de  apreciación  en  el  modo  de  aplicar  el 
convenio  de  los  Estados  "de  no  gravar  con  impuestos  antes  de  haberse 
ofrecido  al  consumo  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  naciona- 
les» ni  los  destinados  a  la  esportacion,"  confundiendo  los  gastos  de  trasporte 
eoD  las  contribuciones  que  los  gobiernos  exijen  para  los  gastos  jenerales  de 
administración  i  seguridad.  El  peaje  que  se  propone  cobrar  el  Tolima  es 
simplemente  la  remuneración  del  servicio  que  el  Estado  hace,  por  ejemplo» 
a  los  especuladores  sobre  la  estraccion  i  esportacion  de  la  quina,  abriendo 
i  componiendo  los  caminos  por  donde  deben  conducirla,  construyendo  ca- 
minos» puentes,  etc,  servicios  parecidos  a  los  que  presta  el  dueño  de  los  ve* 
biculos  en  que  se  conducen  los  mismos  productos.  Si  un  particular  cual- 
quiera construye  por  la  heredad  un  puente  o  un  camino»  una  bodega  o 
cualquiera  otra  cosa  en  beneficio  del  tráfico»  a  nadie  le  ocurre  seguramente 
negar  a  ese  particular  el  derecho  de  exfjir  la  retribución  del  servicio  que 
presta ;  i  no  hai  razoo  para  que  se  niegue  al  Estado  el  mismo  derecho»  ya 
que  en  casi  todas  partes  tiene  por  necesidad  que  hacerse  empresario  de 
caminos  i  de  puentes.  Los  impuestos  que  un  Estado  no  puede  cobrar  sobre 
los  productos  de  que  habla  el  artículo  8.*  de  la  Constitución,  son  aquellos 
que  no  aparezcan  justificados  por  el  cambio  de  serTicios  o  por  la  reiribu- 
cioo.  Al  menos»  era  la  intelijencia  congruente  con  la  justicia  i  con  los  de- 
beres i  vida  de  los  Estados.  Absoluta  prohibición  de  cobrar  el  servicio  que 
se  presta»  es  absurdo»  I  condenarla  a  esas  entidades  a  la  inacción  i  al  desgo- 
bierno. 

Esta  dificultad»  que  es  necesario  correjir  a  todo  trance»  viene  de  otras  i 
el  Senado  está  llamado  a  correjírla  dictando  repetidas  resoluciones  confor- 
mes con  el  espíritu  de  federación  i  justificadas  por  la  ciencia  de  los 
cambios. 

Como  el  sistema  federal»  a  semejanza  de  la  emancipación  de  los  es- 
clavos de  raza  negra,  se  obtuvo»  entre  nosotroSi  arrancándolo  por  la  fuerza 

a  los  partidarios  del  sistema  colonial»  fué  preciso  aceptarlo  al  fin  con  con- 
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didones  onerosas,  dejándole  al  poder  central  la  parte  del  león,  oomoie 
dio  a  los  dueños  de  esclavos  una  fndemníaaeion  que  enjasUda  debía  dañe 
a  los  mismos  esdavos  por  tanto  tiempd  privados  del  uso  de  sus  facuiladea< 
Por  eso  quedaron  al  Poder  jeneral  las  tierras  baldías,  capital  inmenso  que 
él  \iene  derrochando  en  beneficio  de  unos  pocos ;  las  minas  de  sal  i  de  es* 
meraldas  i  los  ramos  de  ingreso  ya  bien  esiableeidos ;  i  a  los  Estados»  nada^ 
Impusiéronseles  estensos  deberes»  por  otra  parte  imprescindibles»  pues  fie 
solo  ellos  los  pueden  desempeñar  satisfactoriamente:  la  instrucción  pdbHcSr 
las  vías  de  comunicación,  la  peraecucíoa  i  castigo  de  los  (kllncuentes»  la 
paz  Interior  i»  en  fin»  la  parte  costosa  de  la  administración.  Quedaron  eo» 
pies  i  manos  atados  i  en  la  obligación  de  andar  como  jignntes  detras  M 
progreso  moral  í  material»  que  anda  de  tropel  en  cada  una  de  sus  manifes- 
taciones, so  pena  de  que  los  antiguos  enemigos»  en  asecho  de  una  reaecioa, 
les  griten :  ^Mneptos,  indolentes  o  bárbaros»  incapaces  de  gobernaros  por  ú 
mismos !" 

I>e  esto  depende  que  la  Gonstitudon  federal  haya  tropeudo  eon  ti»^ 
tas  dificultades  i  llevado  una  vida  tan  asaresa.  Casi  ningún  Estado  ha  pe* 
dido  fundar  un  sistema  tributario  i  fiscal  que  le  dé  holgura  para  el  dése»' 
peño  de  sus  deberes;  i  como  en  los  tiempos  que  eorren  el  dinero  es  foena  i 
ea  gobierno»  a  loa  Estados  se  les  ha  condenado  al  descrédito  I  a  hacer  ék 
triste  papel  de  satélites  opacos  i  retardatarios  al  rededor  del  Poder  federal. 
Por  eso  también  las  opiniones  gravitan  hacia  ese  centro,  i  las  nociones  po- 
Utíeas  se  pervierten  i  no  obtienen  los  opimos  frutos  qne  eran  de  esperarse  de 
su  fundación.  ^ 

Estas  consideraciones»  que  no  pueden  haber  escapado  a  vuestra  prle^ 
tica  en  los  Estados»  son  las  que  principalmente  nos  han  determinados  sos* 
tener  las  disposiciones  del  Tollma,  como  la  mas  recta  intelijeneia  de  lo  im« 
puesto,  i  lo  que  consulta  mejor  la  vfda  i  fecundidad  de  la  administracTonde 
los  Estados.  Acaso  nunca  se  habrá  dicho»  con  mas  propiedad»  que  la  letra 
mata  i  el  espíritu  vivifica. 

En  4870  el  Senado»  a  propuesta  de  una  comisión  compuesta  de  los 
señores  Manuel  de  J.  Quijano,  Ramón  E.  Paláu,  Antonio  Ferro  i  Jaste 
Arosemena»  declaró  válida  una  lei  del  Estado  de  Gundinamarca  que  impu^ 
so  diez  centavos  de  peaje  sobre  cada  carga  de  sal  que  transitara  por  las  vías 
centrales  del  Estado»  no  obstante  lo  dispuesto  en  los  incisos  4.*í9.<*del 
artículo  8.0  de  la  Constitución.  Las  razones  de  esa  comisión  del  Senado» 
enteramente  aplicables  a  la  cuestión  que  ahora  ventilamos»  fueron  hs  si- 
guientes» que  nos  permitimos  recomendar  a  vuestra  meditación: 

^^  Pero  como  los  particulares  compran  saT  al  Gobierno  nacional  en 
lassatinaffde  Gipaquirá»  Tauea»  Sesquilé»  Nemocon  i  Gacheta»  no  sofo  para 
el  consumo  dt  Gundinamarca»  sino  también»  í  en  m  mayor  partea  paf> 
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«oniUcirU  a  los  Estados  de  Saniaoder  í  Boyaoá,  Tolínu  i  <el  Cauca;  es  cla^ 
fo»  acaso  «vidente»  en  sentido  Ifterali  que  el  gravamen  de  que  se  trata  sal^ 
dríade  la  esfera  constitucional  de  los  actos  lej  isla  ti  vos  de  los  Estados»  si  se 
liuUese  impuesto  en  calidad  de  consumo.  Sinembargo,  en  atención  a  la 
aplícacien  especial,  laudable,  del  impuesto,  cual  es  la  mejora  i  conservación 
de  los  caminos  centrales  del  Estado  de  Cundinamarca,  vuestra  Comisión  es 
de  concepto  que  tal  impuesto  debe  considerarse  como  la  justa  retribución 
de  un  servicio  dtil  i  necesario  para  todos  los  pueblos  consumidores  de  la 
sal  que  producen  las  salinas  espresadas  antes,  porque  sin  recursos  no  pue^ 
de  haber  caminos,  pasajes  ni  puentes,  i  es  en  esta  clara  e imprescindible 
necesidad  que  se  fundan  los  privilejios  ausíliandola  construcción  i  conser- 
vación de  obras  semejantes  i  permitiendo  la  esaccion  de  ciertos  derechos. 
El  sentido  i  espíritu  de  la  Constitución  no  es,  pues,  el  dejar  en  abandono 
las  vias  de  comunicacjion  de  que  se  sirven  todos  los  Estados,  reciprocamen- 
te, para  su  comercio  en  el  interior  de  la  República  i  para  el  de  la  importa- 
ción i  esportacion  con  el  estranjero.'' 

Os  proponemos,  por  tanto,  adoptéis  la  siguien 

r^bsolucion: 

*^  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  déla  5.* de  las  atribu- 
ciones que  le  da  el  articulo  51  de  la  Constitución  federal,  declara  válidas 
todas  las  disposiciones  de  la  leí  i3de  i877  del  Estado  del  Tolíma,  refor- 
matoria del  Código  de  Fomento,  en  cuanto  cobra  un  derecho  de  peaje  sobre 
sos  caminos  centrales. 

Bogotá,  3  de  mario  de  i87é. 

Manuel  Hurillo~Clihaco  Irukte — Amdrbs  Bermudez. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  i.»  i  8.»  debates  en  los  diasOIT 
démarzo  dei878.— El  Secretario  del  Senado,  Julio  E.  PéreÉ. 


Ciudadanos  Senadores. 

Él  S  de  marzo  de  i877  se  sancionó  en  el  Estado  del  Tolima,  bajo  el 
número  i3  i  con  el  título  de  **  reformatoria  del  Código  de  Fomento,''  una 
lei  que  contiene  estas  disposiciones : 

■ 

*'  Art.  9.0  El  impuesto  de  peaje  se  cobrará  en  los  caminos  centrales 
en  la  proporción  siguiente : 

^'  8.0  Ih$  pesos  por  cada  carga  do  quina^  de  mercancías  estranjeras  i 
¿e  srmas  de  todas  clases."* 
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''Articulo  II.  Los  objetos  grabados  coo  el  derecho  de  pesje,  qarl6 
conduican  por  agua,  pagarán  d  peaje  en 'el  lugar  de  donde  seao  dsipi- 
cbados. 

'<  Parágrafo.  El  Recaudador  de  peajes  del  lugar  a  donde  dichos  obje- 
tos tayan  destinados»  tiene  el  deber  de  reclamar  la  guia  tan  luego  como 
llegue  el  vehículo  en  que  se  conduzcan/' 

'^  Articulo  56.  Es  prohibido  conducir  cargas  o  animales,  sujetos  al 
impuesto  de  peaje»  por  otras  Tías  que  los  caminos  centrales  o  comunales. 
Por  las  cargas !  animales  que  se  conduzcan  contraviniendo  a  lo  dispuesto 
en  este  articulo,  se  pagarán  dobles  los  derechos  de  peaje  i  pontazgo. 

''Los  dueños  de  tierras  que  no  tengan  servidumbres  de  tránsito,  por 
donde  se  conduzcan  cargas  o  animaleSi  tienen  el  deber  de  estorbar  el  paso 
de  ellos,  i  dar  aviso  a  la  respectiva  autoridad  para  que  persiga  se  el  contraban- 
do que  se  haga  a  la  renta.  Los  propietarios  que  a  sabiendas  faltaren  a  este 
deber,  serán  considerados^  como  cómplices  de  los  defraudadores  de  la  reata 
de  caminos.'' 

"Artículo  57.  Los  individuos  que  variaren  de  vía  con  el  objeto  de 
eludir  el  pago  del  peaje,  I  los  que  de  cualquier  manera  hicieren  fraude  ala 
renta  de  caminos,  pagarán  triples  los  derechos  que  causaren,  sin  perjuicio 
de  la  pena  que  tuvieren  señalada  en  el  Código  Penal." 

Un  ciudadano  solicitó  de  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión 
absoluta  de  la  ejecución  del  articulo  ii,  i  la  de  la  del  9,^  del  36  i  del  37  en 
cuanto  éstos  gravan  las  quinas  destinadas  a  la  esportacion ;  i  la  Corte,  en 
SI  de  julio,  resolvió:  suspender  la  del  inciso  t,*^  del  articulo  Oy^^ifadel 
articulo  ii,  ''en  cuanto  por  ellos  se  gravan  los  objetos  o  productos  que  se 
destinen  a  la  esportacion,  i  los  que  transiten  por  el  territorio  del  Estado  sin 
destinarse  a  su  propio  consumo,  o  por  las  aguas  sujetas  a  la  jurisdicción 
nacional ;"  í  abstenerse  de  suspender  la  de  los  artículos  s6  i  57. 

El  concepto  que  vuestra  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejisla- 
tivos  de  los  Estados  ha  formado  en  el  asunto,  es  el  que  ella  pasa  a  esponer 
aquí. 

Vuestra  Comisión  halla  que,  hasta  cierto  punto  al  menos,  la  primera 
de  las  disposiciones  trascritas,  es  opuesta  a  los  Incisos  4.o  i  5.*"  del  articulo 
8.<>  de  la  Constitución  federal,  porque  tal  disposición  no  esceptúa  del  peaje» 
por  circunstancia  alguna,  los  objetos  a  que  se  refiere,  i,  según  aquellos  in- 
cisos, los  Estados  se  comprometieron :  "a  no  gravar  con  impuestos,  antes 
de  haberse  ofrecido  al  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  Ioh 
puestos  nacionales,  aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derecbos 
de  imporuclon,  ni  los  productos  destinados  a  la  esportacion,''  cuya  liber- 
tad debe  el  Gobierno  jeneral  mantener;  i  '*a  no  imponer  contribuciones 
sobre  los  productos  que  transiten  por  el  Estado  sin  destinarse  a  su  propic^ 
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coasumo."  Las  mercancías  estrsnjeras  todas,  como  es  sabido,  son  materia 
linponiUe  par  a  el  Gobierno  jeneral ;  la  quina  es»  jener  símente,  producto 
colombiano  destinado  a  la  esportacion;  i  la  misma  quina,  las  mercancías 
estranjeras,  las  armas  de  todas  clases,  pueden  mui  bien  estar  tan  solo  de 
tránsito  en  el  territorio  del  Tolima,  para  ir  a  ser  consumidas  en  cualquiera 
otra  parte.  Hai,  pues,  que  introducir  en  la  disposición  alguna  salvedad, 
congruente  con  las  limitaciones  de  que  tratan  los  incisos  constitucionales 
citados,  para  que  aquélla  sea  perfectamente  exequible. 

No  se  detiene  vuestra  Comisión  en  el  examen,  yá  otras  veces  hecho, 
de  si  el  peaje,  mas  que  una  contribución  o  impuesto  propiamente  dicho,  es 
la  remuneración  de  un  servicio  especial  que  el  Gobierno  presta  como  po- 
dría prestarlo  un  particular  cualquiera,  porque  en  el  caso  presente  seme* 
jante  cuestión  no  tiene  cabida.  No  la  tiene,  porque  la  leí  tolimense,  en  ves 
de  limitarse,  como  lo  baria  un  particular,  a  exijír  algo  en  compensación  del 
uso  voluntario-de  loé  caminos  del  Estado,  hace  obligatorio  el  tránsito  por 
ellos  para  el  trasporte  de  mercancías,  a  ün  de  que  éstas  no  escapen  a  la 
esaccion.  A  este  respecto,  ninguna  duda  pueden  dejar  sus  artículos  36  i  37. 

En  cuanto  al  ii,  vuestra  Comisión  está  enteramente  de  acuerdo  con 
el  ciudadano  que  solicitó  la  suspensión  de  él  i  de  los  demás  de  que  se  viene 
hablando.  Ese  ciudadano  dijo,  sobre  el  punto  que  nos  ocupa  en  este  mo- 
menio,  lo  que  sigue : 

*'  £1  artículo  i  I  de  la  citada  leí  del  Tolima,  por  el  cual  se  exije  también 
el  peaje  por  los  productos  que  transiten  por  agua,  tiene  contra  si  una  obje- 
ción singular,  porque  es  contrario  al  inciso  3,^  artículo  8.^  de  la  Constitu- 
ción nacional,  que  prohibió  a  los  Estados  restrinjir  con  impuestos,  o  de 
otro  modo,  la  navegación  de  los  rios  i  demás  aguas  que  no  hayan  exijido 
canalización  artificial ;  i  según  este  precepto,  son  libres  en  el  Tolima  todas 
las  aguas,  puesto  que  hasta  hoi  ninguno  de  sus  rios  ha  sido  canalisado. 
Ademas,  es  notorio  que  el  rio  Magdalena  es  la  única  vía  acuática  que  se  em- 
plea en  el  Tolima  para  el  trasporte  de  las  quinas,  i  la  navegación  de  ese  rio, 
como  la  de  todos  los  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  es  un 
asunto  delegado  al  Gobierno  jeneral  de  la  Union  por  el  inciso  C,°  articulo  i7 
de  la  Constitución  nacional,  i  sobre  él  no  pueden  lejislar  los  Estados." 

Efectivamente,  las  dos  disposiciones  constitucionales  en  que  el  refe- 
rido ciudadano  se  apoya,  dicen  asi: 

<^Art.  i.°  En  obsequio  de  la  integridad  nacional,  déla  marcha  espe* 
dita  de  la  Union,  i  de  las  relaciones  pacificas  entre  los  Estados,  éstos  se 
comprometen : 

*^  3.^  A  no  restrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación 
de  los  rios  i  demás  aguas  navegables  que  no  hayan  exijido  canalización  ar- 
tificial.'' 
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*' Art.  17.  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  conYieneii  en  esti^Ueoír 
tto  Gobierno  jeneral  que  será  popular,  electívo,  representativo,  alternatlw 
i  responsable,  a  cuya  autoridad  se  someten  en  los  negocios  que  vana  es- 
presarse  : 

**€.^  £1  arreglo  délas  Tías  interoceánicas  que  existen,  o  que  seabrao, 
en  el  territorio  de  la  Union,  i  la  navegación  de  los  ríos  que  bañan  el  terri- 
torio de  mas  de  un  £stado,  o  que  pasan  al  de  una  nación  limítrofe.'' 

Pero  el  señor  Procurador  jeneral,  cuando  tuvo  que  emitir  su  dktt- 
men  sobre  la  solicitud,  sentó  esta  doctrina : 

**Esta  objeción  de  incoostitucionalidád  es  fundada'en  la  parte  ea  que 
tenga  relación  el  artículo  ii  con  los  productos  destinados  a  la  esportacion 
o  que  hayan  de  cousumirse  en  otro  Estado  ;  porque  respecto  a  los  prodno- 
los  qne  transiten  por  agua  sin  salir  del  Estado  del  Tolima,  nó  es  aplicable 
el  inciso  3.^  del  artículo  8.°  ya  citado,  porque  en  él  lo  que  se  adquirió  feé 
un  compromiso  entre  los  Estados  para  mantener  la  marcha  espedita  déla 
Union  i  las  relaciones  pacificas  entre  ellos,  pero  nó  para  ponerse  trabasen 
su  réjimen  interior." 

La  Corte  también,  a  su  vez,  sentó  igual  doctrina  en  el  fondo,  diciendo: 
**  Realmente,  los  Estados  se  comprometieron  entre  si  a  no  establecer 
semejante  restricción,  con  el  fin  de  asegurarla  integridad  nacional,  lama^ 
cha  espedita  de  la  Union  i  las  relaciones  pacificas  entre  los  mismos  Estadoi ; 
pero  es  entendido  que  tal  restricción  no  tiene  el  alcance  que  el  peticionario 
le  da,  basta  comprender  la  navegación  de  las  aguas  interiores  de  un  Estado, 
porque  con  ella  vendría  al  suelo  el  poder  constitucional  que  los  Estados  ae 
han  reservado  para  imponer  contribuciones  i  sostener  con  sus  productos 
la  administración  pública  seccional.  Es,  pues,  el  articulo  ii,  contrario  ala 
Constitución,  en  cuanto  no  esceptúa  del  derecho  las  cargas  quese  conduir 
caaporlas  aguas  sometidas  a  la  jurisdicción  nacional.'' 

No  se  ha  adherido  vuestra  Comisión  a  la  doctrina  del  Procurador  i  de 
Ift  Corte,  porque  esa  doctrina  importa  la  interpretación  de  un  texto  consti- 
tacfonal  que  no  ha  menester  ser  interpretado,  i  que,  por  lo  mismo,  no  se 
encuentra  en  el  caso  de  serlo.  Hai  lugar  a  la  interpretación  de  una  leí 
cualquiera,  cuando  su  sentido  es  oscuro ;  pero  nada  puede  haber  mas  daro 
que  el  sentido  del  inciso  en  este  instante  en  cuestión,  porque  no  solo  son 
claras  sus  palabras,  sino  terminantes,  perentorias:  ''Los  Estados  se  com* 
prometen  a  no  restrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación  de 
loa  rios  i  demás  aguas  navegables  que  no  bajan  exijido  canalización  artifi- 
cial." I  conviene  no  deje  de  notarse  que  el  objeto  de  este  inciso  no  pudo  ser 
otroqueel  de  prohibir  a  los  Estados  toda  restricción  en  la  navepcíonde 
sus  aguas  interioreSi  puesto  que  en  la  de  las  otras  ninguna  jurisdicción  lea 
quedaba,  según  el  tenor  de  esta  otra  disposición  constitucional  tambies: 
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''  A.rt.  iT.  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  convienen  en  establecer  ao 
Gobternojeneral....  a  cuya  autoridad  se  someten  en  los  negocios  qué  van 
a  espresarse:  0.^  El  arreglo  de  las  vias  interoceánicas  que  existen,  o  t|oe 
se  abran,  en  el  territorio  de  la  Union,  i  la  navegación  de  los  rios  que  bañan 
el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasan  al  de  una  nación  llmitroié.'" 
Para  mantener  la  integridad  de  la  Nación,  la  marclia  espedita  de  la  misma  i 
las  relaciones  pacificas  entre  los  Estados,  -  lo  cual,  en  su  todo  o  en  alguna 
o  algunas  dé  sus  partes,  constituye  la  razón  o  fundamento  de  cada  uno  de 
los  incisos  o  cláusulas  que  forman  el  artículo  8.^  de  la  Constitución  colom- 
biana,- puede  no  ser  necesario,  como  creen  el  Procurador  f  la  Corte^  el 
que  los  Estados  estén  privados,  por  completo/  de  la  potestad  de  gravarla 
navegación  de  sus  aguas  interiores  no  canalizadas  artificialmente;  mas  el. 
error  de  apreciación  ea  que  a  tal  respecto  incirrrieran  (sí  incurrieron)  los 
qae  celebraron  aquel  pacto  con  plenitud  de  poder  para  celebrarlo^  no  es 
enmendable  I  ejitimamen  le  por  otro  medio  que  el  que  la  misma  Constituí 
cioo  consagra  para  la  eotreccion  de  todos  sus  errores  i  defectos :  uk  wsr 

FOBHA. 

Juzga,  pues,  vuestra  Comisión- que  el  artículo  ii  delalei  acusada 
debe  ser  anulado  en  absoluto. 

En  cuanto  al  36  i  al  37,  opina  que  no  deben  serlo  en  manera  alguna ; 
porque,  a  causa  de  sus  términos  abstractos,  la  aplicación  de  ellos  no  podrá 
ir  mas  allá  que  hasta  donde  pueda  ir  la  de  los  otros,  para  cuya  eficacia  se 
han  dictado  con  el  carácter  de  sanción ;  así  es  que,  si  la  inconstítucionalidad 
da  esos  otros  artículos  ha  desaparecido  o  desaparece  por  cualquier  motivo, 
a  consecuencia  de  la  suspensión  parcial  ya  decretada,  o  de  la  anulación 
que  sfi  decrete,  han  quedado  o  quedarán  desde  luego  inobjetables,  al  méoos 
en  el  campo  que  abraza  la  solicitud,  los  que  apenas  son  ua  complemento 
de  los  mismos,  í  de  algunas  otras  disposiciones,  no  denunciadas,  de  la 
misma  leí. 

Termina,  por  tanto,  vuestra  Comisión  proponiéndoos  el  proyecto  de 
resolución  siguiente : 

^'E1  Senado,  en  ejercicio  déla  5.*  de  las  atribuciones  que  le  confiere 
el  articulo  51  déla  Constitución  federal,  declara  nulas  estas  disposiciones 
déla  leí  13 de  1877  del  Estado  del  Tolíma;  a  saber:  el  artículo  11,  con  su 
parágrafo,  en  absoluto;  i  el  inciso  2.°  del  articulo  9,»  en  cuanto  por  él  se 
gravan  objetos  o  productos  destinados  a  la  esportacion,  i  objetos  o  productos 
en  tránsito  por  el  territorio  del  Estado  no  destinados  a  su  propio  consumo.'^ 

Bogotá,  28  de  febrero  de  1878.    * 

Este  informe  lo  suscribo  solamente  yo,  por  no  haberlo  aceptado  los 
otros  miembros  de  la  Comisión. 

JiL  COLüNJir. 
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Oludadanofi  SexiadoreB. 

Mi  oploion  en  el  asunto  de  que  se  trata  en  los  anteriores  informea^  ei 
la  consignada  en  la  vista  que  di  como  Procurador  jeneral  de  la  Nsdoo 
cuando  sé  solicitó  la  suspensión  de  la  lei43  de  4877  espedida  por  la  Asam- 
blea del  Estado  del  Tollina,  i  la  cual  se  halla  agregada  a  este  espedieote. 

Bogotá»  febrero  de  i878. 

Ramón  Gomu« 


IV. 

VAIiIIIES  del  urSieolo  ft9  de  ím  ConsSItuelon  |i«lisl«i  «el  Esin¿ 
«•dlel  Tollina,detO  de  febrera  dle  1979  9  de  loe  artieiilee  tS 
I  •«  de  la  lei,  del  miemo  añe,  refennatorla  del  Cedido  pe- 
lifleo  I  manlelpal  9  1  de  loe  artiealoe  i»o  t,oS.oi4.o^lelAlel 
#»  *•  espedida  el  tt  de  febrero,  refbnnaSorla  del  fTédlgo  de 

Polleia. 


ViáTA  DEL  Procurador  jeneral. 

Se&ores  MaJ letrados. 

El  Reverendo  señor  Arzobispo  de  Bogotá»  doctor  Vicente  Arbeláér, 
ba  ocurrido  a  esa  Suprema  Corte  solicitando  la  suspensión  del  artlcaloS^ 
de  la  Constitución  política  del  Estado  soberano  del  Tolima,  espedida  en 
la  ciudad  de  Nefva  el  90  de  febrero  del  corriente  año ;  de  los  artículos  65  i  64 
déla  lei  n  del  año  en  curso,  t  de  la  lei  5/  fecha  SS  de  febrero  ultimo, 
reformatoria  del  Código  de  Policía»  por  ser  las  dos  primeras  disposiciones 
contrarias  a  los  incisos  5.^  ¡  i6  del  artículo  46  de  la  Constitución  déla 
Union»  i  la  última  a  los  incisos  i4  i  i6  del  citado  artículo.  Antes  de  esto 
babia  hecho  igual  solicitud»  sin  comprender  el  artículo  64  de  la  citada  leí 
$t»  el  señor  Hipólito  Yalenzuela. 

Los  actos  de  la  Convención  del  Tolima  a  que  se  refiere  la  solicitad 
de  suspensión,  i  que  en  copia  auténtica  se  rejistran  agregados  al  espediente, 
ban  sido  estudiados  por  el  infrascrito  con  la  meditación  I  seriedad  que  la 
gravedad  e  importancia  del  asunto  lo  exijen»  i  acerca  de  cada  uno  de  ellos 
ba  formado  el  concepto  que  pasa  a  emitir. 

h 

El  articulo  59  de  la  Constitución  del  Tolima  dice  textualmente :  **  El 
astado  no  reconoce  personería  jurídica  en  las  corporacioneSi  comunidades* 
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aeoclacloDes  i  entidades  relijiosas ;  en  consecuencia,  no  pueden  tener  bi^ 
nes  de  ninguna  clase/' 

£ste  artículoy  como  se  ve,  tiene  dos  partes :  por  la  primera  se  desco- 
noce o  niega  la  personería  jurídica  a  las  corporaciones»  comunidades,  aso- 
ciaciones i  entidades  relijiosas ;  i  por  la  segunda  se  les  prohibe  a  Iss  mis- 
mas corporaciones»  etc,  que  tengan  bienes  de  ninguna ,  clase.  Para  saber 
si  la  primera  es  violatoria  de  la  Constitución  de  la  Uníon^  se  hace  preciso 
resolver  previamente  la  siguiente  cuestión  :  ^'¿El  reconocimiento  i  la  ga- 
rantía de  los  derechos  individuales  que  consagra  el  artículo  i 5  déla  pre- 
dicha  Constitución  comprende  a  las  corporaciones,  comunidades,  asocia- 
ciones i  entidades  relijiosas  ?  Distintas  i  aun  opuestas  han  sido  las  opiniones 
que  se  han  emitido  sobre  tan  delicada  materia,  como  puede  verse  en  los 
Informes  de  las  comisiones  del  Senado  en  revisión  de  actos  lejislativos  sus- 
pendidos por  la  Corte  Suprema  federal,  lo  que  hace  que  con  desconfianza 
suma  el  suscrito  formule  su  parecer,  acerca  de  la  cuestión  propuesta,  en 
sentido  afirmativo. 

Los  que  sostienen  que  las  comunidades  i  asociaciones  relijiosas  están 
fuera  de  la  protección  del  artículo  15  de  la  Constitución,  aducen  en  su  apo- 
yo el  texto  literal  de  dicho  artículo,  en  el  cual  solo  se  habla  **  de  los  dere- 
chos individuales  que  pertenecen  a  lo$  habitantes  i  transeúntes  en  los  Es- 
tados Unidos  de  Colombia,''  deduciendo  de  aquí  que  es  a  las  personas  o 
individuos  particulares  a  quienes  se  les  reconocen  i  garantizan  los  derechos 
qae  en  el  citado  artículo  se  relacionan,  i  no  a  las  comunidades  ocorpora« 
dones  que  ellos  forman  o  de  que  son  miembros;  mas  para  el  suscrito  es 
de  todo  punto  indudable  que  lo  que  se  dice  de  los  habitantes  i  transeúntes 
comprende  a  todos  los  que  se  hallan  en  este  predicamento,  sea  cual  fuere 
el  oficio  o  profesión  que  ejerzan  i  sean  'cuales  fueren  sus  relaciones  políti- 
cas, morales  o  relijidsas  en  la  sociedad  colombiana*  Las  comunidades  i 
corporaciones  no  las  constituyen  entes  imajinaríos  o  cosas,  *en  el  sentido 
jurídico  de  esta  palabra :  ellos  se  forman  de  personas^  que  viven  unidas  i 
hs^o  ciertas  constituciones  o  reglas,  i  si  esas  personas  en  su  calidad  de  ta- 
les están  bajo  el  amparo  i  protección  del  supracitado  artículo  i 5,  no  se 
comprende,  ni  hai  razón  alguna  filosófica  o  de  equidad,  para  sostener  qiie 
dejan  de  estarlo  como  miembros  de  una  asociación  cualquiera.  La  inter- 
pretación restrictiva  que  se  le  diera  al  mencionado  artículo  i 5,  limitando 
808  disposiciones  a  los  individuos  aislados,  podría  llevarnos  al  punto  de  de- 
clarar que  estaban  fuera  de  su  protección  los  bienes  de  las  sociedades  mer- 
cantiles, de  instrucción  pública,  t)eneficencia,  etc,  lo  cual  serta  a  todas 
luces  evidentemente  insostenible.  Tan  fuertes  ban  sido,  i  son,  las  convic- 
ciones del  encargado  hoi  de  la  Procuraduría  jeneral  acerca  de  este  asunto 
qoe  no  vacila  en  repetir  que  te  cuestión  propuesta  debe  resolverse  afirma- 

tívaoiente. 
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Así,  pues,  el  artículo  59  de  la  Constitución  del  Estado  del  Tolíma,  ú 
no  reconocer  personería  jurídica  en  las  corporaciones»  comunidades,  aso- 
ciaciones i  entidades  relijiosas»  hs  declara  incapaces  de  ejercer  derechos  í 
contraer  obligaciones  civiles,  I  de  ser  representadas  judicial  I  estrajodidal- 
mente»  que  son  los  atributos  de  la  persona  jurídica- incapacidad  que  no 
solo  les  priva  de  adquirir  bienes,  sino  conservar  los  que  tengan,  por  carecer 
de  representación  I  de  derechos  para  defenderlos,  con  lo  cual  viola  él  inci* 
80  5.0  del  artículo  15  de  la  Constitución. 

La  segunda  parte  del  artículo  trascrito  que  dice :  ''en  consecuencia,  no 
pueden  tener  bienes  de  ninguna  clase,"  no  solamente  es  violatorio  dd  citado 
inciso  5,^  artículo  15  por  las  razones  espresadas,  si  que  también  del  artícolo 
S.o  de  la  leí  41  de  29  de  majo  de  i864,  que  esceptuó  de  la  desamortizacioo 
varios  bienes,  como  los  templos,  casas  de  los  párrocos,  etc,  los  cuales  debían 
oontinuap  a  cargo  de  sus  anteriores  administradores,  de  los  cuales  bienes,  I 
délos  demás  muebles  que  hayan  adquirido,  sin  quebrantamiento dd artí- 
culo 6.^  de  la  Constitución,  quedarían  privados,  con  violación  también  dd 
articulo  84  de  la  Constitución. 

II. 

Los  artículos  68  i  64  de  la  leí  st  de  1677,  reformatoria  del  Código  po* 
litico  i  municipal  del  Estado  soberano  del  Tolima,  están  redactados  en  los 
siguientes  términos : 

**  Art.  6%.  Cédese  el  uso  de  los  edificios,  alhajas,  bienes  I  demás  ob- 
jetos que  pertenecieron  a  las  personas  jurídicas  que  han  quedado  estingui* 
das  por  el  artículo  59  de  la  Constitución,  a  las  respectivas  comunidades 
relijiosas  para  el  servicio  de  su  culto  con  las  obligaciones  siguientes : 

''1/  Que  el  respectivo  ministro  del  culto  mantenga  en  buco  estado 
los  edificios,  alhajas,  muebles  i  demás  bienes  que  se  le  entreguen; 

'*S/  Que  no  preste  su  ministerio  relijiosoen  todo  lo  relativo  a  los 
nacimientos,  matrimonios,  .defunciones,  mientras  no  se  le  compruebe  con 
la  copia  respectiva  que  los  interesados  han  hecho  describir  la  partida  cones- 
pondiente  en  el  rejistro  del  estado  civil,  o  que  han  contraído  matrimoiiio 
conforme  a  la  leí. 

'<  Art.  64.  £1  ministro  del  culto  que  falte  al  deber  que  se  le  impone 
por  el  inciso  S.°  del  artículo  anterior,  será  condenado  como  trastornadfflr 
del  orden  público  i  castigados  por  el  Presidente  del  Estado  con  uno  a  des 
aftos  de  espulsion  del  territorio  del  Estado,  previa  comprobaron  sumaria 
del  hecho." 

El  primero  de  los  artículos  trascritos  (65),  que  no  es  otra  cosa  que  é 
desarrollo  i  complemento  del  artículo  59  de  la  Constitución  del  Salado, 
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dando  por  surtida  la  espropiacion  de  I03  bienes  qoe  allí  relaciona  a  las  co- 
munidades reí ij  ¡osas,  les  cede  el  uso  para  el  serTicio  de  su  culto  bajo  cier- 
tas obligaciones. 

Para  estimar  fnexequible  el  Procurador  de  la  Nación  el  artículo  deque 
iriene  hablando  no  solo  lo  ha  examinado  a  la  luz  de  las  doctrinas  constitu- 
cibnaleSy  sino  también  de  las  prescripciones  legales,  i  con  relación  a  éstas  no 
cr^  fuera  de  propósito  llamaros  la  atención  al  voto  de  nulidad  que  pronun- 
ció el  Senado  de  Plenipotenciarios»  con  fecha  S5  de  mayo  de  i87i^  sobre  la 
lei  85  del  Estado  de  Boyacá,  que  declaraba  ciertos  bienes  como  de  propie- 
dad de  los  distritos,  respecto  de  cuya  lei  estuvieron  de  acuerdo  en  decretar 
la  -suspensión  los  cinco  áeñores  Majistrados,  por  ser  contraria  al  inciso  6,^ 
articulo  15  de  la  Constitución,  siendo  oportuno,  por  la  identidad  de  casos, 
insertar  aquí  los  que  dos  de  dichos  señores  Majístrados  espusieron  en  el 
asunto. 

^'Lalei85  es  contraria  a  la  nacional  de  99  de  mayo  dei864,  ^  sobre 
bienes  desamortizados,'  porque  esta,  al  esceptuar  de  la  desamortiz^icion,  en- 
tre otras  cosas,  Mas  casas  de  ios  párrocos'  (inciso  i.^  articulo  2.^),  recono- 
ció, por  el  mismo  hecho,  la  propiedad  de  los  católicos,  o  de  su  iglesia,  sobre 
tales  edificios.  1  no  se  diga  que  el  mismo  artículo  S.^  declaró  que  los  bienes 
exceptuados  continuarían  *  a  cargo  de  sus  anteriores  administradores,  o  de 
ios  Estadosy  según  su  lejislacion,^  porque,  evidentemente,  la  libertad  de  ac- 
ción dejada  allí  a  esas  entidades  políticas,  según  las  palabras  marcadas,  no 
86  refiere  a  clase  alguna  de  los  objetos  eclesiásticos  que  allí  mismo  se  mea* 
cíQoan  (cosas  dichas,  casas  de  reunión  episcopales,  i  templos),  como  quiera 
que  todos  ellos  son  necesarios  al  servicio  del  respectivo  culto,  i  que,  pudien- 
do  disponer  de  ellos  los  Estados,  no  se  hallaría  debidamente  garantido» 
páralos  católicos,  el  derecho  que  consagra  el  inciso  i 6,  articulo  15 de  la 
Constitución  federal.  Tampoco  se  diga  que  las  casas  cúrales  no  pueden  sub- 
sistir como  propiedad  de  la  iglesia  o  de  los  respectivos  feligreses,  después  de 
declarada,  por  el  artículo  6.^  de  la  misma  Constitución,  *  la  incapacidad,  en 
las  comunidades,  corporaciones,  asociaciones  i  entidades  relijiosas,  para 
adquirir  bienes  raices;'  porque,  evidentemonte  también,  semejante  inca- 
pacidad no  se  refiere  sino  a  aquellos,  de  tales  bienes,  que  se  hallan  en  el 
comercio  de  los  hombres,  i  en  manera  alguna  a  los  que  el  servicio  délas  r^ 
Hjiones  requiere  como  indispensables.  A  no  ser  asi,  ni  aun  templos  podrían 
poseer  las  diferentes  sectas;  i  ya  se  ve  que  esto  equivaldría,  hasta  cierto 
punto,  al  desconocimiento  del  derecho  aludido,  que  incluye '  la  profesión 
publica  de  cualquiera  relijion/' 

Innecesaria  parece  al  suscrito  agregar  una  palabra  mas  sobre  la  ma«% 
tarta,  1  aunque  bien  pudiera,  sin  faltar  al  deber  que  tiene  de  espresar  su 
coocapto sobre  cada  una  de  las  disposiciones  cuya  suspensión  se  ha  solici- 
t|4ft9  litarse  a  espoper  que  la  nUsrna  suerte  del  artículo  deben  correr  la^ 
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Migaciones  que  él  impone  en  sus  dos  números  siguientes,  así  como  el  uti- 
culo  64,  por  la  correspondencia  i  aun  dependencia  que  estas  últimas  dispo* 
siciones  tienen  del  articulo  65,  no  será  por  demás  presentar  algunas  refle- 
xiones contra  aquellas. 

Sea  la  primera,  la  contradicción  manifiesta  en  que  incurrió  el  lejisla- 
dor  tolimense  imponiendo  a  las  comunidades  relijíosas  obligaciones  para  la 
cesión  de  los  bienes,  después  de  desconocerles  la  personería  jurídica,  que 
equivale  a  declararlos  incapaces  de  ejercer  derechos  i  contraer  obligacimes. 

*  Sea  la  segunda,  que  siendo  lacelebraclon  del  matrimonio  ante  el  mi- 
nistro de  un  culto,  un  acto  relfjioso,  no  pueden  imponerse  por  la  autoridad 
civil  otras  condiciones  que  hs  que  se  dirijan  a  prevenir  ataques  eonua  la 
soberanía  nacional  o  perturbaciones  de  la  paz  pública,  porque  estas  son  lu 
únicas  restricciones  impuestas  en  el  inciso  16  artículo  15  de  la  Constitudon. 
I  como  tal  no  es,  ni  puede  ser,  el  objeto  de  la  obligación  impuesta  enelod- 
mero  S.^  del  artículo  63  a  los  ministros  de  los  cultos  que  autorizan  losiaap 
trimonios,  es  visto  que  ul  disposición  afecta  la  libertad  relljiosa,  tanto  mas 
euantoque  el  artículo  64  siguiente  establece  el  medio  coercitivo  de  la  pena 
de  espulsion  para  asegurar  el  cumplimiento  de  la  obligación  impuesta. 

111. 

La  leí  5/  reformatoria  del  Código  de  Policía,  espedida  por  la  GoD?eD' 
cion  del  Estado  del  Tolima,  es  del  tenor  siguiente: 

Art.  1.^  La  administración  i  réjimen  de  los  cementerios  corresponde 
única  i  esclusivamente  a  las  Corporaciones  municipales  de  los  distritos  I 
aldeas.  En  consecuencia,  en  ningún  distrito  habrá  mas  cementerios  qaelos 
que  determínala  respectiva  Corporación  municipal. 

''Art.  3.°  Por  las  plazas,  calles  i  demás  vías  públicas  deles  distritos 
i  aldeas  es  prohibida  toda  procesión  o  reunión  de  jentes  con  cualquier  fin  u 
objeto  relijioso. 

''Los  que  contravinieren  a  lo  dispuesto  en  este  artículo,  pagarán  oaa 
multa  de  cinco  a  diez  pesos. 

"  Art.  3.^  La  policía  tiene  el  deber  de  disolver  las  reuniones  de  qae 
trata  eí  artículo  anterior,  haciendo  uso  de  la  fuerza  si  fuere  necesario. 

"Art.  4.^  Quedan  espresamente  derogados  los  artículos  358,  410  i 
4iT  del  Código  que  se  reforma  por  la  presente  leí.'" 

Tocante  al  artículo  1.°  escusareis  al  que  habla  que  sea  breve  en  su 
esposicion,  atendido  el  corto  tiempo  que  la  IcI  señala  al  Procurador  para  el 
estudio  i  despacho  de  los  asuntos  de  esta  clase.  £1  concepto  del  Ministerio 
público  es  que  se  declare  válido  dicho  articulo  en  cuanto  no  comprenda  los 
cementerios  de  propiedad  particular,  para  dejar  salvo  el  inciso  5.^  del  artl- 
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culo  i 5  de  la  Constitución.  En  este  sentido  ejerció  el  Senado,  con  fecha  i  6 
de  mario  de  i  869,  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Consti- 
tociony  respecto  de  la  lei  cundínamarquesa  de  10  de  agosto  de  1868,  sobre 
administración  de  los  cementerios ;  I  si  bien  es  cierto  que  en  esa  Corte  Su- 
prema no  hubo  acuerdo  entre  sus  miembros  cuando  se  discutió  el  asunto, 
hai  que  reconocer  que  son  mas  satisfactorias  las  demostraciones  que  se  die- 
ron en  favor  de  la  validez  i  las  que  se  presentaron  como  concluyentes  en  el 
Senado  para  dictar  su  resolución  en  los  términos  que  lo  iiizo. 

Bien  quisiera  el  suscrito  poder  emplear  el  mismo  lenguaje  con  reía» 
cioo  a  loil  dos  siguientes  artículos  de  la  lei  que  viene  examinando,  porque 
la  solicitud  de  suspensión  lleva  consigo  un  voto  de  censura  contra  el  acto  o 
actos  que  separándose  de  las  prescripciones  constitucionales  obligan  alo^ 
habitantes  de  la  República  a  buscar  la  reparación  de  los  agravios  que  ellos 
les  causan  i  en  el  punto  a  que  se  contraen  los  artículos  %°  i  3.^  justo  es  re- 
conocer que  el  lejislador  ha  sido  guiado  por  motivos  elevados  i  con  los 
fines  mas  plausibles,  cuales  son,  sin  duda,  los  de  evitar  la  repetición  de  tos 
escándalos,  algasaras  i  motines  que  han  presenciado  muchas  poblaciones 
con  motivo  de  los  desacatos  a  la  Majestad,  de  unos  pocos,  i  de  la  atrevida 
intolerancia  de  los  mas;  pero  como  tales  artículos  son  evidentemente  con- 
trarios a  los  incisos  14  i  16  de  la  Constitución,  que  garantizan  la  libertad  de 
asociación  sin  armas  i  la  profesión  libre  pública  o  prtyada  de  cualquiera  re- 
lijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  a  cuyos  fines  no  se 
dirijen  espresamentelas  prescripciones  de  la  lei  5/  es  indeclinable  el  deber 
que  tiene  el  Procurador  de  coadyuvar  la  solicitud  del  Reverendo  Arzobispo 
en  lo  que  toca  con  los  artículos  de  que  viene  hablando. 

Tocante  al  artículo  A,^  que  deroga  los  artículos  S58,  4i6  i  417  del 
Código  d#Policia  del  Tolima,  juzga  el  suscrito  que  con  él  no  se  viola  nin- 
guna disposición  constitucional  o  legal. 

Apoyado  el  infrascrito  en  las  consideraciones  que  deja  narradas,  con- 
cluye coadyuvando  en  parte  la  solicitud  del  Reverendo  Arzobispo  de  Bogotá 
i  del  señor  Hipólito  Valensuela,  pidiéndoos  que  decretéis  la  suspensión  de 
los  actos  lejislativos  a  que  tales  solicitudes  se  refieren,  con  escepcion  de  los 
artículos  1.^  i  4.°  de  la  lei  6.^  reformatoria  del  Código  de  Policía,  con  la 
espresa  declaratoria  de  que  la  validez  del  artículo  i.^  se  entiende  en  lo  que 
no  comprenda  los  cementerios  de  propiedad  particular ;  i  que  la  suspen- 
sión del  artículo  59  de  la  Constitución  del  Tolima  no  se  estiende  a  lo  que 
ordena  respecto  de  las  entidades  relijiosas.    . 

Bogotá»  setiembre  3  de  i877. 

Manuel.  M.  Rahibez. 
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Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

En  BogQtáy  a  quince  de  setiembre  de  mü  ochocientos  setenta!  sfete, 
se  reunió  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
eefior  Majistrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores  Majis- 
tradosy  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  JoséH.  Ro- 
jas Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoecbea,  con  el  objeto  de  tomar  en  conside* 
ración  la  solicitud  que  ha  elevado  a  esta  Corte  el  Reverendo  señor  Am- 
blspo  de  la  Arquidiócesis  de  Bogotá  i  Ensebio  Castilla  H.  e  Hipólito  Valen- 
zuela  sobre  que  se  suspendan :  .1  .^  El  artículo  59  de  la  Constitución  poUtici 
del  Estado  soberano  del  Tolima,  espedida  por  la  Convención  constitayeoto 
el  SO  de  febrero  último,  i  por  el  cual  no  se  reconoce  personería  jurídica  en 
las  corporaciones  relijiosas :  3.°  Los  artículos  63  i  64  de  la  léi  93  de  «ta 
'  añOy  reformatoria  del  Código  político  i  municipal  de  dicho  Estado;  i  9.^  la 
lei  5.*  sancionada  el  2S  de  febrero  citado,  reformatoria  del  Código  de  Poti- 
cía.  £1  día  15  comenzó  la  discusión,  hirviendo  de  base  para  ella  el  proyecto 
de  resolución  presentado  por  el  Majistrado  sustandador,  i  el  debate  se  cerró 
el  veintidós  de  los  mismos  i  dio  por  resultado  la  decisión  siguiente : 

'^Vistos :  Los  señores  Arzobispo  de  Bogotá,  Eusebio  Castilla  H.  e Hi- 
pólito Valenzuela,  solicitan  la  suspensión  de  varios  actos  lejislativos  espedi- 
dos por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  soberano  del  Tolima,  a  saber: 

*i.^  El  artículo  59  de  la  nueva  Constitución  política  de  dicho  Estado 
del  Tolima,  dada  en  Neiva  el  30  de  febrero  del  presente  año,  que  dice  asi: 

*£1  ^stado  no  reconoce  personeria  jurídica  en  las  corporaciones,  co- 
munidades, asociaciones  i  entidades  relijiosas ;  en  consecuencia,  no  pueden 
tener  bienes  de  ninguna  clase/ 

*  3,^  Los  artículos  63  i  641  de  la  lei  S2  de  este  mismo  a&o,  i%formata« 
ría  del  Código  político  i  municipal,  que  dicen  asi : 

.  *  Artículo  63.  Cédese  el  uso  de  los  edificios,  alhajas,  bienes  i  demás 
objetos  que  pertenecieron  a  las  personas  jurídicas  que  han  quedado  eslío* 
guidas  por  el  artículo  59  de  la  Constitución,  a  las  respectivas  ¿omooldades 
relijiosas  para  el  servicio  de  su  culto  con  las  obligaciones  siguientes: 

'  1/  Que  el  respectivo  ministro  del  culto  mantenga  en  baen  estado 
los  edificios,  alhajas,  muebles  t  demás  bienes  que  se  le  entreguen ; 

*  S/  Que  no  preste  su  ministerio  relijioso  en  todo  lo  relativo  a  los  na- 
cimientos,  matrimonios  i  defunciones,  mientras  no  se  le  compruebe  coa  la 
copla  respectiva  que  los  interesados  han  hecho  describir  la  partida  corres- 
pondiente en  el  rejistro  del  estado  civil,  o  que  han  contraído  matrimonio 
conforme  a  la  lei. 

'Articulo  64.  El  ministro  del  culto  que  falte  al  deber  que  M  le  inv<^ 
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fie  por  el  inciso  9.^  del  articulo  anterior»  será  considerado  como  trastorna-  \ 

dor  del  orden  pdblico !  castigado  por  el  Presidente  del  Estado  con  uno  a  dos 
ates  de  espalsion  del  territorio  del  Estado,  previa  comptobaclon  sumaria 
dd  beebo. 

*3.^  La  leí  5/  espedida  el  ts  de  febrero^  reformatoria  del  Código  de 
Policia  que  dice  asi : 

'Artículo  i.^  La  administración  i  réjimen  de  los  cementerios  corres- 
ponde única  i  esclusivamentea  las  Corporaciones  municipales  de  los  distri- 
tos i  aldeas.  En  consecuencia,  en  ningún  distrito  habrá  más  cementerios 
que  los  que  determine  la  respectiva  Corporación  municipal. 

*  Artículo  S.^  Por  las  plazas,  calles  i  demás  vias  públicas  de  los  dis- 
tritos i  aldeas  es  prohibida  toda  procesión  o  reunión  de  jentes  con  cualquier 
fin.ii  objeto  relijloso. 

*  Los  que  contravinieren  a  lo  dispuesto  en  este  articulo  pagarán  una 
multa  de  cinco  a  diez  pesos. 

'Articules.^  La  policia  tiene  el  deber  de  disolver  las  reuniones  de 
que  trata  el  artículo  anterior,  haciendo  uso  de  la  fuerza  si  fuere  necesario. 

*  Articulo  4.^  Quedan  espresamente  derogados  los  artículos  385,  416  f 
417  del  Código  que  se  reforma  por  la  presente  leí/ 

'*  La  Corte  para  resolver,  oido  el  Ministerio  público  en  la  sustancia* 
cien,  considera : 

**i.^  Que  examinadas  lastres  solicitudes  que  se  acumularon,  sobre 
la  suspensión  de  los  actos  lejislativos  de  que  trata,  los  Majistrados  emitieron 
diversas  opiniones  durante  el  debate  que  duró  desde  el  quince  basta  el  st 
de  ios  corrientes: 

««2;0  Que  en  definitiva  los  Uajistrados  Paláu  i  Rojas  Garrido  votaron 
porque  n^  se  suspendiera  ninguno  de  los  artículos  aludidos.  Los  Majistra- 
dos Martínez  R,  Corrales  I  Uricoechea  votaron  por  la  suspensión  del  artí- 
culo 69  de  la  Constitución  del  Tolima,  en  referencia,  i  los  artículos  63  i  64 
de  la  lei  S3.  Ademas,  el  Majistrado  Martínez  R.  votó  por  la  suspensión  de 
los  arliculoB  %""  i  S.""  de  la  lei  5  ';  i 

''3.^  Que  conforme  al  articulo 72  de  la  Constitución,  se  necesita  una« 
ninridad  de  votos  para  suspender  cualquiera  acto  lejislativo  de  las  Asam- 
bleas de  los  Estados,  la  cual  no  existe  en  el  presente  negociado. 

**  Por  tales  fundamentos,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Es- 
tados Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  se  resuelve:  no  es 
Regado  el  caso  de  ejercer  la  atribución  que  a  la  Corte  confiere  d  articulo  7S 
déla  Constitución  nacional  para  decretar  la  suspensión  de  ninguno  de  los 
aoles  lejislativos  preinsertos,  que  espidió  la  Asamblea  constituyente  del 
Tokoiai  i  cuya  suspensión  han  soliciudo  respectivamente  los  señores  Ano^ 


fafapo  do  Bogotá,  Ensebio  Clastilla  M.  e  Hipólito  Valeocuela.  Segad  lo  ha 
dispuesto  el  Presidente  déla  Corte,  los  votos  razonados  de  los  Majfsfradoa» 
se  estenderán  en  seguida  de  esta  resolución,  como  parte  del  acuerdo.  Notí- 
fíquese,  cópiese^  ptiblíquese  en  el  Diario  Oficial  esta  decisión;  en  copia 
envíese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Tolima  i  remítase  el 
espediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  conforme  a  los  artículos 
ii80  i  1881  del  Código  Judicial/' 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Hajistrados  junto  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  EhigdioPalad— Rafael  Martínez  R.— Manuel  Esequiei. 
Corrales — José  María  Rojas  Garrido — Juan  Agustín  üaicoechea-^EI  Se* 
cretario,  Rafael  E,  Santander. 


VOTO  de  los  seftores  Majístrados  doctoreí  Emigdio  Paláu  i  Jote  M.  Rojas  Garrido. 

L 

Los  infrascritos  opinan  que  el  articulo  59  de  la  Constitución  del  Tolw 
ma  no  es  contrario  a  la  Constitución  ni  a  las  leyes  nacionales. 

Para  examinar  debidamente  este  punto,  i  desvanecer  las  dificultado» 
que,  a  su  solución  puedan  ofrecerse,  es  preciso  recordar  que  en  17  de  di- 
ciembre de  i 864  espidió  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  de  Boyacá  ana 
lei  *^  sobre  réjimen  de  los  distritos/'  en  la  cual  se  consignaron  dos  artículos 
que  motivaron  la  solicitud  de  suspensión  de  ellos,  elevada  a  la  Corte,  por 
el  Arzobispo  de  Bogotá,  i  son  como  siguen : 

<<  Articulo  i  5.  Decláranse  como  propiedad  de  los  distritos  las  áreas 
de  población,  los  cementerios  públicos  que  hasta  ahora  se  han  destinado 
para  inhumar  cadáveres  de  católicos,  las  casas  de  los  párrocos  i  loAemplos^ 
adoratorios  con  todos  sus  enseres  i  paramentos,  que,  no  siendo  de  particu* 
lares,  hayan  sido  construidos  para  el  ejercicio  del  culto. 

"§.°  Los  cabildos  dictarán  las  providencias  más  convenientes  a  fia 
de  que  estos  edificios  i  sus  adornos  no  sean  distraídos  del  objeto  a  que  es- 
tán destinados. 

*' Artículo  i6.  Los  bienes  i  rentas  pertenecientes  a  los  templos  I  que 
no  estén  comprendidos  en  los  bienes  desamortíiados,  serán  administrados 
por  los  cabildos  para  que  tengan  su  debida  inversión.'*' 

Gomo  se  ve,  los  bienes  mencionados  de  propiedad  partícolar  ios  es* 
ceptuó  el  artículo  15.  Con  tal  motivo  la  Corte  se  concretó  a  resolver  la  cues- 
tión respecto  de  aquellos  que  se  hallaban  incluidos  en  tales  disposlcioiiesy 
i  teniendo  en  cuenta,  que  las  casas  de  los  párrocos  i  los  demás  bienes  ea* 
duidos  de  la  desamortización,  los  cuales  no  pertenecían  a  las  comunidades 
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que 6e  hablan  suprimido^  eran  propiedad  de  las  ddttdadee  jurídicas  dala 
comunión  católica,  ^ue  no  quedaban  estinguidos  por  dicha  leí,  8uspendi<} 
los  mencionados  artículos  15  i  16,  en  /o  que  en  ellos  se  ordena  respecto  de  la$ 
úreas  de  población^  cementerios^  casas  de  los  párrocos  i  templos^  adoratorios 
€on  sus  enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas  que  no  son  de  propiedad  particu^ 
lar;  esceptuando  de  la  suspensión  las  disposiciones  de  estos  artículos,  en  lo 
que  tienen  relación  con  los  templos,  adoratorios,  enseres  i  paramentos  que  tfn- 
tes  pertenecian  a  las  comunidades  relijiosas  que  han  quedado  suprimidas. 

La  Comisión  del  Senado  de  Plenipotenciarios  estuvo  en  desacuerdo 
entre  sí :  la  mayoría  opinó  por  la  validez  de  los  artículos,  i  la  minoría  por 
la  nulidad  en  parte :  el  Senado  adoptó  la  opinión  de  la  mayoría  ;  pero,  ai 
año  siguiente,  en  1866,  dio  una  aclaratoria  en  el  sentido  que  los  artículos 
i5  i  16  citados,  no  se  referían  a  otorgar  a  los  cabildos  la  administración  de 
los  templos,  adoratorios,  con  sus  enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas  quéper^ 
tenezcan  a  una  relijion  ctmlquiera,  a  la  cual  según  la  Constitticion  i  las  leyes 
de  la  Union,  corresponden  en  propiedad. 

De  esta  suerte  el  Senado  vino  en  definitiva  a  adoptar  el  principio  es- 
tablecido entonces  por  la  Corte,  a  saber,  que  respecto  de  los  bienes  perte- 
necientes a  la  comunión  católica,  la  cual  tenia  personería  jurídica,  ñopo, 
dian  cumplirse  los  artículos  15  i  16;  pero  sí,  respecto  de  las  comunidades 
relijiosas  suprimidas,  las  cuales  no  tenían  ya  personería  jurídica,  en  aten- 
ción a  que  los  bienes  de  ellas  que  no  se  incluyeron  en  la  desamortización, 
quedaron  sin  dueño  al  desaparecer  legalmente  dichas  comunidades,  i  era  el 
caso  de  que  el  lejislador  de  Boyacá,  en  virtud  de  la  soberanía  del  Estado, 
determinara  lo  conveniente  respecto  de  dichos  bienes  que  a  nadie  perte-. 
necian. 

Pero  el  caso  actual,  relativo  al  artículo  59  de  la  Constitución  del  To- 
lima,  es  enteramente  diverso ;  porque  esta  disposición  comienza  por  no 
reconocer  personería  jurídica  a  las  corporaciones,  comunidades,  asociacio- 
nes i  entidades  relijiosas;  i  luego  en  consecuencia  dispone  que  no  pueden 
tener  bienes  de  ninguna  clase. 

La  cuestión,  pues,  queda  reducida  á  saber  si  la  Constitución  del  To- 
lima  ba  podido,  sin  yioUv  evidentemente  la  Constitución  ni  las  leyes  nacio- 
nales, desconocer  la  personería  jurídica  a  las  mencionadas  entidades  reli- 
jiosas, estinguiéndolas  legalmente  para  los  efectos  civiles,  aunque  se  reco- 
nozca su  existencia  bajo  el  concepto  de  un  hecho  social  que  se  verifica.  Si 
la  Ck)n$tituyente  del  Tolima  pudo  decretar  dicha  estincíon,  como  lo  hizo  en 
la  parte  primera  del  articulo  59,  la  consecuencia,  de  la  segunda  parte,  es 
lójiea,  por^ser  clare  que  no  pueden  tener  bienes  las  entidades  jurídicas  que 
deben  su  existencia  a  la  lei,  cuando  ella  las  suprime. 

Para  resolver  esta  cuestión,  es  preciso  considerar  que  las  corporacio- 
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nos,  comunidades,  asociaciones  i  entidades  relijlosas  no  tienen  derecto 
indiciiuálei ;  sino  aquellos,  simplemente,  que  la  leí  les  otorgue  com&pe^ 
aonas  jurídicas,  cuando  quiera  reconocerlas ;  porque  el  articulo  IS  de  li 
Constitución  establece,  terminantemente,  la  garantía  de  los  dereehoimli' 
viduales  qi4e  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  UnÜM 
Í€  Colombia  ;  pero  no  garantiza  ni  podia  garantizar,  dereciios  indiciiuaks 
a  entidades  jurídicas  que  no  son  individuos  sino  personas  ficticias  qwms- 
ten  i  desaparecen  legalmente  a  voluntad  del  lejislador,  a  las  cuales  solo  co- 
rresponden los  derechos  que  la  lei  quiere  otorgarles,  en  tanto  que  tiene  a 
bien  reconocer  su  existencia. 

La  naturaleza,  únicamente,  crea  individuos^  i  por  esto,  ellos  tienen 
derechos  individuales^  que  constituyen  el  limite  del  derecho  público,  i  qae 
no  les  otorga,  sino  que  les  garantiza  el  l^islador:  las  entidades  llamadas 
corporaciones  o  comunidades  relijiosas;  así  como  los  hospitales,  colejios^ 
distritos,  iglesias  i  congregaciones  no  son  creadas  por  la  naturaleza,  es  de* 
cir,  no  son  individuos,  que  es  lo  único  que  ella  crea ;  son  obras  de  los  hom- 
bres, como  particulares,  lejisladores,  creyentes,  sacerdotes  o  de  cualquier 
otro  carácter,  esto  es,  son  productos  del  esfuerzo  humano,  i  por  tal  raion, 
cuando  la  lei  quiere  reconocer  tales  creaciones,  como  entidades  jurídicas, 
calificalas  de  personas  ficticias,  i  así  lo  dice  el  articulo  633  del  Código  GitQ 
de  la  Union,  en  estos  términos :  Se  llama  persona  jurídica  una  persona  fdi' 
da  capaz  de  qercer  derechos  i  contraer  obligaciones  civiles,  i  de  ser  reprete^ 
tada  judicial  i  estrajudicialmente.  Una  persona  fiáitida  no  es  inávciduio^yi!^ 
hitante  o  transeúnte,  i  es  a  éstos,  únicamente,  a  los  que  garantiza  el  articulo 
15  de  la  Constitución  los  derechos  individuales. 

Ademas,  el  articulo  63i  del  Código  Civil  de  la  Union  declara,  qaefu» 
son  personas  jurídicas  las  fundaciones  o  corporaciones  que  no  se  haym  uUh 
blecido  en  virttid  de  una  M»  i  el  637  dispone,  que  lo  que  pertenece  a  una  cof- 
poracion^  no  pertenece  a  ninguno  de  los  individuos  que  la  componen;  i  red' 
procamente,  las  deudas  de  una  corporación  no  dan  a  nadie  derecho  pora  <b- 
mandarlaSf  en  todo  o  en  parte,  a  ninguno  de  los  individuos  qu&compotm  la 
eorporadony  ni  dan  acción  sobre  los  bienes  propios  de  ellos,  sino  sobre  lot  U^ 
nes  déla  corporación. 

Este  articulo  esceptüa  las  sociedades  industriales  I  las  fundaciones 
de  derecho  público,  que  se  rijen  de  otro  modo,  según  el  artfeulo  6S5.  Se 
ve,  pues,  con  toda  claridad,  que,  conforme  a  la  lei,  aunque  las  comunida- 
des i  corporaciones  relijlosas  no  las  constituyen  entes  imajinarios  o  cosas, 
en  el  sentido  jurídico  de  estas  palabras,  de  aquí  no  se  deduce,  que  tales  en* 
tidades  tengan  los  derechos  de  los  individuos  ^ue  las  componen,  i  que  les 
garantizad  articulo  15  de  la  Constitución.  La  diferencia  respecto  de  las 
sociedades  mercantiles  se  halla  en  que  los  individuos  que  las  forman  no 
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trasfieren  sos  bienes  a  la  entidad  mercantil»  como  sucede  en  las  relijiosas, 
8ÍII0  que  cada  miembro  conserva  el  devecho  individual  de  la  propiedad  con 
la  cual  86  asocia  a  otros  para  trabajar,  de  modo  que,  cuando  se  acaba  la 
compañía,  cada  uno  retira  lo  que  le  corresponde  como  propiedad  indidducd^ 
según  las  estipulaciones  de  la  asociación.  Respecto  de  los  establecimientos 
de  instrucción  i  beneficencia,  i  de  las  entidades  municipales  la  cuestión  es 
de  conveniencia  pública,  lo  mismo  que  tratándose  de  comunidades  relijio- 
sas.  Toca  al  lejislador  respectivo  determinar  si  reconoce  la  existencia  de 
tales  entidades,  i  si  les  otorga  personería  jurídica  para  qne  puedan  adqui- 
rir  bienes.  Las  disposiciones  citadas,  en  lo  que  se  refiere  a  la  nacional,  de* 
muesuan  que  se  puede  lejislar,  deesa  manera,  sin  que  se  infrinja  el  artí- 
culo 15  de  la  Constitución,  que  garantiza  los  derechos  de  los  individuos  i 
DÓ  los  de  las  entidades  jurídicas,  cuya  existencia  por  ser  personas  ficticias 
puede  suprimir  el  lejislador.  El  artículo  i  5  déla  Gonsiitudon  establécelas 
únicas  restricciones  que  con  respecto  a  los  derechos  individuales  tienen  los 
Elstados  para  lejislar,  de  lo  cual  se  deduce,  que  en  el  articulo  69  que  se 
examina,  déla  Constitución  del  Tolima,  no  estralimitó  aquel  lejislador  sus 
facultades,  pues  no  aparece  violado  ninguno  de  esos  derechos.  Aunque  es 
Tcrdad  que  el  artículo  6.o  de  la  Constitución  nacional  solo  prohibe  a  las  en- 
tidades relijiosas  adquirir  bienes  raices;  de  aquí  .apenas  se  deduce,  que  los 
Estados  en  su  lejislacion  no  deben  autorizar  dichas  adquisiciones;  pero  de 
ninguna  manera,  que  no  puedan  prohibir  a  tales  entidades  la  adquisición 
de  otros  bienes;  puesto  que  tienen  facultad  de  lejislar  en  todo  loquees 
asunto  de  gobierno,  i  no  se  ha  delegado,  como  el  establecimiento  de  enti- 
dades jurídicas  i  la  adquisición  por  éstas  de  bienes  muebles.  £1  articulo  3.o 
de  la  leí  41  de  89  de  mayo  de  1894,  sobre  bienes  desamortizados,  dispuso 
que  los  esceptuados,  continuaran  a  cargo  de  sus  anteriores  administradores» 
o  de  los  Estados  según  su  lejislacian;  de  lo  cual  se  deduce,  que  la  lei  reco- 
noció, en  las  Lejislaturas  el  derecho  de  determinar  lo  que  juzgaran  conve- 
niente respecto  de  los  templos,  cementerioSf  casas  de  reunión  episcopales  i 
municip€des,  eolejios,  hospitales  i  demás  que  constituyen  la  escepcion  a  lo 
desamortizado.  Tampoco  hai  violación,  por  efecto  retroactivo,  del  artículo 
S4  de  la  Constitución  nacional,  pues  no  se  refiere  el  59  de  la  del  Tolima  a 
los  hechos  cumplidos,  mientras  los  bienes  fueron  de  las  entidades  relQiosas 
reconocidas  por  la  lei,  sino  a  disponer  que  en  lo  futuro  no  les  pertenecen 
dichos  bienes,  ya  que  desaparecen  tales  entidades  jurídicas  por  ministerio 
del  mismo  artícido  • 

De  otro  modo,  una  vez  que  el  distrito,  el  colejio,  el  hospital  i  cuales- 
quiera otras  entidades  creadas  por  la  1^,  adquiriesen  alg^unos  bienes,  seria 
imposible  darles  otra  inversión,  aunque  fuera  de  conveniencia  pública» 
porque  habría  efecto  retroactivo,  i  lo  tendrían  también  el  articulo  9.^  de  la 

naciond  en  lo  referente  a  adquisición  anterior  de  bienes  raí-. 
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ees,  f  todas  las  leyes  de  desamortización,  doctrina  que  no  pueden  aeeptar 
los  Infrascritos. 

Debe  tenerse  presente  que  en  este  Supremo  Tribunal  no  se  examina, 
si  el  articulo  59  de  la  Constitución  del  Toiima,  es  o  no  conveniente  a  sus 
habitantes,  o  a  la  comunión  relijiosa  a  que  pertenecen.  Solamente  el  Cuer- 
po lejislativo  de  aquel  Estado  tiene  esta  facultad,  en  virtud  de  su  sobe- 
ranía. 

A  la  Corte,  únicamente,  cumple  la  atribución  de  suspender  los  actos 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  en  cuanto  sean  evidentemente 
contrarias  o  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Union,  porque  salgan  dichos 
actos  con  evidencia  de  la  esfera  de  acción  constitucional  que  corresponde  a 
los  Estados,  la  cual  se  estiende  a  tod^  lo  que  es  asunto  de  Gobierno,  como 
el  reconocimiento,  la  creación  i  la  supresión  de  las  personas  jurídicas  (ar- 
tículos 14, 16  i  72  de  la  Constitución  nacional). 

Esta  cuestión,  pues,  se  resuelvo,  teniendo  presente  que  el  artículo  16 
de  la  Constitución  dispone,  que  todos  los  asuntos  de  Gobierno  cuyo  ejercicio 
no  deleguen  los  Estados  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno  jenerolf  soa 
de  la  esclusiva  competencia  de  los  mismos  Estados,  Nadie  puede  negar  queel 
reconocimlentoi  supresión  de  las  persono^ /ic(tcia5,  como  entidades  jurídicas, 
es  asunto  de  gobierno ;  i  como  en  las  delegaciones  que  por  el  artículo  17 
de  la  Constitución,  hicieron  los  Estados  al  Gobierno  de  la  Union,  no  se  en- 
cuentra este  asunto,  es  claro  que  corresponde  al  de  los  Estados  determinar, 
sf  las per^onoj/ic^tcio^,  alas  cuales  pertenecen  las  entidades  relijiosas,  se- 
gún el  Código  Civil  de  la  Union,  se  reconocen  o  nó  como  personas  jurídicas. 
En  tal  caso,  la  cuestión  es  de  lejislacion  civil,  i  la  Constituyente  del  Toüma, 
sin  estralimitar  sus  facultades,  ha  podido  espedir  el  articulo  59  de  la  Cons- 
titución del  Estado. 

Pero  se  dirá :  es  cierto  que  este  artículo  no  viola,  con  relación  a  la 
entidad,  como  individiu),  que  no  lo  es,  el  15  de  la  Constitución  nacional, 
que  garantiza  los  derechos  individuales ;  i  también,  queel  reconocimiento 
de  las  personas  ficticias,  como  personas  jurídicas,  corresponde  en  cada  Es- 
tado a  la  Lejislatura ;  pero  que  dicho  articulo  59  de  la  Constitución  del  To- 
üma sí  vulnérala  garantía  16  del  espresado  articulo,  no  respecto  deiaen* 
tidad,  sino  de  \os  individuas  que  de  hecho  la  componen,  aunque  carescade 
personería  jurídica,  en  virtud  de  que  al  estatuir,  en  su  segunda  parte,  que 
no  puede  la  mencionada  entidad  tener  bienes  de  ninguna  clase,  priva  a  los  in- 
dividuos que  la  componen  de  los  medios  de  profesar  su  relijion,  quitándole 
a  aquella  los  templos,  ornamentos,  vasos  sagrados  i  demás  objetos  indis- 
pensables para  el  ejercicio  del  culto.  Ademas,  si  las  entidades  relijiosas  no 
pueden  tener  bienes  de  ninguna  clase,  como  lo  dispone  el  artículo  69 .qm 
se  examina,  no  perciben  los  suministros  vohintarios  de  los  respectHos  fie- 
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les  para  el  sostenimiento  del  culto,  i  así  se  viola  el  parágrafo  del  artículo 
S5  de  la  Constitución,  haciendo  nugatoria  la  profesión  libre  de  la  relijion, 
que  consagra  la  citada  garantía  16  del  articulóla.  Para  responder  a  esto, 
debe  considerarse,  en  primer  lugar,  que  los  indtmduo5  pueden  profesar  li- 
bremente su  relijion,  sin  organizarse  en  corporaciones  o  asociaciones  que 
formen  personas  ficticias,  con  personería  jurídica.  El  articulo  2.°  do  la  leí 
de  14  de  majo  de  1855,  declaró  incorporadas  las  iglesias  i  congregaciones 
que  entonces  existían,  i  les  dio  personería  jurídica;  principio  adoptado  des. 
pues  por  las  leyes  de  los  Estados;  pero  no  por  esto,  los  individuos  que  do 
pertenecían  a  dichas  iglesias  i  congregaciones,  han  dejado  de  profesar  li- 
bremente su  relijion,  en  virtud  de  la  libertad  de  cultos,  sinembargo  de  no 
estar  organizados  en  congregación  relijiosa  con  personería  jurídica.  Esta 
personería  nada  tiene  qué  ver  con  las  creencias  relijiosas  del  individuo,  ni 
con  el  ejercicio  del  culto,  i  por  consiguiente,  bajo  este  aspecio,  no  puede 
decirse  que  el  artículo  59  que  se  examina,  viole  la  garantía  individual 
aludida. 

En  segundo  lugar,  si  es  verdad,   que  desconocida  la  personería  jurí- 
dica de  las  entidades  relijiosas,  éstas  no  pueden  percibir  los  suministros 
ipolantaríos  de  los  fíeles  para  el  sostenimiento  del  cuito,  también  lo  es,  que 
sas  suministros,  en  calidad  de  particulares,  si  pueden  percibirlos,  lo  mismo 
que  fes  personas  encargadas  al  efecto,  en  su  calidad  de  individuos,  como 
puede  cualquiera  a  su  costa,  o  asociado  a  otros,  construir  templos,  comprar 
ornamentos,  vasos  i  demás  objetos  para  el  servicio  del  culto,  en  toda  la 
amplitud  constitucional,  sin  que  ningún  funcionario  esté  autorizado  para 
disponer  de  dichos  bienes,  porque  de  esta  manera  constituyen  una  propie- 
dad particular  garantizada  a  los  individuos  por  el  número  5.^  del  artículo 
16  de  la  Constitución  nacional,  i  esto  es  suficiente  para  que  el  culto  se  sos- 
tenga con  suministros  voluntarios  conforme  al  parágrafo  del  artículo  2o  de 
la  Constitución,  sin  que  se  restrinja  en  lo  mínimo  la  profesión  libre  de  la 
relijion,  consagrada  por  la  garantía  16  de  dicho  art.oi5.  De  esta  suerte  los 
retíjionarios  que  en  su  calidad  de  particulares  hacen  al  cura,  como  indivi- 
duo, el  suministro  voluntario  para  una  fiesta  relijiosa, .pueden  obligarlo  per- 
sonalmente, cual  acontece  con  un  mandatario,  a  que  cumpla  el  compromiso 
que  al  aceptarel  suministro  contrajo  con  ellos,  como  mandantes,  i  de  esta 
manera  se  sostiene  el  culto,.sin  necesidad  de  que  el  ministro  respectivo  tenga 
personería  jurídica,  ni  que  los  relijionarios  asuman  este  carácter  legal  bajo 
el  concepto  de  personas  ficticias,  DeotVo  modo,  seria  preciso  sostener,  que 
cuando  los  individuos  no  se  hallan  en  este  predicamento,  les  es  imposible 
de  hecho  la  profesión  libre  de  su  relijion,  o  el  ejercicio  del  culto,  lo  cual» 
a  primera  vista,  se  comprende  qué  es  un  absurdo.  Bajo  ningún  aspecto» 
pQi0S^  el  articulo  59  de  la  Constitución  del  Tolima»  es  contrario  a  la  Coas- 
tíiiieion  ni  a  las  leyes  nacionales. 
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Opinan  igaalmente  los  infrascritos  que  los  artículos  68  i  64  de  b  lei 
Si  de  1877,  cuya  suspensión  se  solicita,  tampoco  son  contrarios  a  la  Comp 
tituclon  ni  a  las  leyes  nacionales. 

Para  dilucidar  bien  este  punto,  es  preciso  distinguir  el  carácter  déte 
ministros  del  culto,  del  que  se  les  reconoce  como  individuos.  El  artícaio4S 
de  la  Constitución  no  garantiza  dereciios  individuales  a  los  ministros  de' 
culto,  sino  a  los  habitantes  i  transeúntes,  es  decir  a  los  particulares,  ceráC' 
ter  que  tienen  también  dichos  ministros,  por  lo  mismo  que  son  individaoi. 
En  este  caso,  gozan,  como  los  demás»  de  la  garantía  16  del  articulo  16»  de 
'Ma  profesión  iii>re  pública  o  privada  de  cualquiera  relijion  con  tal  fue  ím 
se  ejecuim  hechos  incompatibles  con  ía  soberasUa  nacional  o  que  tengen  por 
objeto  turbar  la  paz  pública.*'  Esta  disposición  comprende  a  todos  los  iodi- 
viduoSy  i  los  ministros  del  culto  quedan  inclilidos  en  ella,  no  como  minis- 
tros, sino  como  simples  particulares.  Cuando  asumen  aquel  carácter,  no 
ya  para  profesar  su  relijion,  como  cualquier  individuo,  sino  para  qerdtir 
actos  del  culto  relljioso  en  servicio  de  los  creyentes  que  consideran  some- 
tidos a  la  potestad  de  la  iglesia  de  que  son  ministros,  entonces  están  sujetas 
a  las  obligaciones  que  el  Gobierno  nacional  i  el  de  los  Estados,  en  su  caso, 
según  lo  determine  la  lei,  les  impongan,  en  ejercicio  de  la  suprema  ini- 
peccion  de  cultos,  para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantener  la  segu- 
ridad i  tranquilidad  públicas,  conforme  al  artículo  33  de  la  Constítodon 
nacional.  La  verdad  de  esta  doctrina,  que  vino  a  ser  constitucional  desde 
el  8  de  mayo  de  1863,  en  que  se  distinguió  el  carácter  del  individoo,  dei 
qne  tiene  el  ministro  del  culto,  fué  reconocida  de  antemano  por  la  Conven- 
ción, en  la  lei  de  Policia  nacional  en  materia  de  cultos,  espedida  el  13  de  abrH 
del  mismo  año,  la  cual  estuvo  vijente  hasta  el  17  de  mayo  de  1864  en  406 
se  espidió  la  lei  34  sobre /fi^peccton  de  cultor,  que  reconoció  también  la  di^ 
ferencia  entre  el  individuo  i  el  ministro  del  culto,  imponiendo  a  éste  debe* 
res  especiales  por  el  ejercicio  de  su  ministerio;  reconocimiento  quesehitt^ 
todavía  más  esplícito  en  la  lei  35,  vijente,  espedida  el  9  de  mayo  del  año  en 
curso,  sobre  inspección  civiltn  materia  de  cultos^  en  la  cual  se  imponen  s  los 
ministros  obligaciones  especiales  por  razón  del  ejercicio  de  su  minislario, 
que  no  habría  sido  lícito  estatuir  respecto  de  los  individuos,  mediante  la  ga- 
rantía de  los  derechos  establecida  en  el  artículo  15  de  la  Constitución  na- 
cional En  el  sentido  de  esta  doctrina,  se  hallan  los  artículos  63  i  64  de  la 
lei  tt  de  1877  espedida  por  la  Convención  del  Tolima,  que  impone  obliga- 
dones  a  los  ministros  del  culto  en  ejercicio  de  su  ministerio,  conminándolos 
con  la  pena  deespulslOD,  previa  la  prueba  sumaria  del  hecho ;  obligaciones 
que  provienen  de  haber  cedido  el  uso  de  los  edificios,  albiyasi  bienes  i  de» 
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mas  objetos  que  pertenecieron  a  las  personas  jurídicas  estinguidas,  en  fa- 
vor de  las  respectivas  comunidades  relijiosas  para  el  servicio  del  culto.  Esta 
cesión  pudo  hacerse  mui  bien  a  dichas  comunidades»  aunque  no  tengan 
personería  juridicay  pues,  apesar  de  esta  circunstancia,  el  hecho  social  de 
su  existencia  no  puede  desconocerse;  así  como  a  los  menores  de  i 4  años  i 
a  los  qne  se  bailan  en  interdicción  judicial  puede  prestírseles  el  servicio  de 
que  hagan  uso  de  ciertas  cosas,  aunque  carecen  de  dicha  personería.  Por 
otra  parte,  no  es  menester  que  los  ministros  de  los  cultos  sean  personas  ju- 
rídicas para  que  en  ejercicio  de  la  suprema  inspección  de  cultos,  el  Gobier* 
no  nacional  i  los  de  los  Estados,  en  su  caso»  según  lo  determine  la  lei,  pue* 
dan  imponerles  ciertas  obligaciones  con  la  sanción  respectiva  para  hacerlos 
eficaces. 

I  no  se  diga»  que  de  este  modo  se  restrinje  a  los  ministros  [del  culto  el 
libre  ejercicio  de  su  ministerio,  i  a  los  particulares  la  profesión  libre  de  sa 
relijion ;  pues  es  preciso  no  olvidar»  que  estos  derechos  llevan  la  restríc- 
don»  en  uno  i  otro  caso»  de  que  no  sé  ejecuten  hechos  incompatibles  con 
la  soberanía  nacional  o  que  tengan  por  objeto  turbar  el  orden  público.  La 
calificación  de  estos  hechos  corresponde,  sin  duda»  al  Gobierno  jeneral  la 
los  de  los  Estados»  en  su  caso»  según  el  articulo  85  de  la  Constitución»  que 
les  atribuye  la  suprema  inspección  de  cultos ;  i  el  articulo  64  de  lei  del  To* 
lima»  que  se  examina»  declara,  que  el  ministro  del  culto  que  falte  al  deber 
Impuesto  por  el  número  t.°  del  artículo  63»  será  considerado  como  trastor* 
Bador  del  orden  público,  por  lo  cual  le  impone  la  pena  de  espulsion,  decía* 
rando  así  el  lejislador  de  aquel  Estado»  en  la  órbita  de  sus  facultades»  que 
el  ministro  del  culto  perturba  la  tranquilidad  pública»  cuando  ejecuta  los 
hechos  de  prestar  $u  ministerio  relijioso  en  todo  lo  relativo  a  los  nacimientos, 
matrimonios  i  defunciones,  sin  que  se  le  comprube  primero,  qw  los  interesa» 
dos  han  hecho  describir  la  partida  correspondiente  en  el  Rejistro  del  estado 
eiml,  o  que  han  eontraido  matrimonio  conforme  a  la  lei.  La  Constituyente^ 
pues»  delTolima,  no  ha  violado,  al  espedir  las  disposiciones  de  que  se  trata, 
la  Constitución  ni  las  ley  es  nacionales.  I  no  se  observe  en  contra  de  esto, 
que  los  actos  indicados  son  simplemente  relijiosos;  pues  una  vez  estable- 
ddoel  Rejistro  para  ellos,  porque  producen  efectos  civiles  de  suma  impor- 
tancia» todo  lo  que  contribuya  a  eludir  el  mandato  de  la  lei»  a  ese  respecto, 
es  un  hecho  que  perjudica  al  orden  civil,  i  que»  prescindiendo  del  carácter 
relijioso,  está  bajo  la  jurisdicción  de  la  Lejislatura  del  Estado»  la  cual  puede 
declarar  perturbador  del  orden  público  al  que  lo  ejecute»  como  podría  eri* 
jirlo  en  delito»  bajo  cualquier  otro  aspecto. 

Nadie  negará  que  el  lejislador  al  dictar  sus  disposiciones»  debe  tener 
en  cuenta  los  hechos  tales  como  se  cumplen  en  la  sociedad»  i  que»  notoria- 
mente»  se  elude»  en  el  mayor  número  de  casos»  la  lei  de  rejistro  de  nacimien- 
tos i  defonctoneS)  lo  mismo  que  la  de  matrimonios»  cuando  los  ministros 
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del  culto  ejercitan  8u  ministerio  en  estos  actos,  antes  de  darse  oumpHmleih 
to  a  dichas  leyes.  El  lejislridor,  en  virtud  de  la  soberanía  del  Estado»  poede^ 
en  el  punto  de  que  se  trata,  imponer  obligaciones  al  ministro  del  culto  pan 
que,  por  sus  actos,  no  sean  nugatorias  las  leyes,  ni  se  trastorne  de  este  modo 
el  orden  público.  Lo  mismo  acontece  respecto  délos  particulares,  sinqoe 
la  sanción  legal  para  obligarlos  a  ejecutar  los  actos  buenos  prescritos  por  el 
lejislador,  pu^da  considerarse  como  restricción  de  la  profesión  relijio»,  bí 
del  ejercicio  del  culto. 

111. 

En  cuanto  a  la  lei  S,*"  que  por  el  artículo  d.^  pone  los  cementerios  bajo 
la  administración  i  réjimen  de  las  Gorj>draciones  municipales,  i  prohibe 
que  haya  otros  fuera  de  los  que  ellas  determinen,  hallan  los  infrascritos, 
que  ademas  de  haber  el  Senado  en  dos  casos  análogos  declarado  Tálídaslas 
leyes  que  contenían  disposiciones  semejantes,  los  cementerios  particulares 
de  nacionales  o  estranjeros,  luego  que  se  construyan  con  permiso  de  la  Mu- 
nicipalidad, único  modo  como  pueden  hacerse,  según  el  mismo  artículo,  es 
claro  que  son  propiedades  particulares  i  que  no  pueden  quedar  bajo  la  es- 
elusiva  i  única  administración  de  las  Municipalidades:  como  el  artículo  oo 
espresa  que  tenga  este  alcance,  debe  entenderse,  lo  mismo  que  en  toda  dis- 
posición legal,  que  no  se  refiere  a  cementerios  particulares  construidos  con 
permiso  de  la  autoridad  pública,  i  en  este  caso  no  es  evidente  que  sea  con- 
trario a  la  Constitución  ni  a  las  leyes  nacionales  dicho  artículo. 

En  cuanto  n  los  artículos  3.^  i  5.^  de  dicha  leí,  que  probibea,  por  las 
calles,  plazas  i  demás  vías  públicas  de  los  distritos  i  aldeas,  toda  procesión 
o  reunión  de  jentes  con  cualquier  fin  u  objeto  relijloso,  aplicando  penas  i 
autorizando  el  uso  de  la  fuerza  para  hacer  efectiva  la  prohibición,  tampoco 
hallan  los  infrascritos  que  sean  contrarias  a  la  Constitución  ni  a  las  leyes 
nacionales ;  pues  la  profesión  pública  de  la  relijion  debe  ejercitarse  en  los 
templos,  como  se  ha  estipulado  en  los.  Tratados  públicos,  i  no  en  las  plazas 
i  demás  sitios  que  pertenecen  al  uso  común  de  los  habitantes  i  transeúntes, 
según  las  prescripciones  de  la  policía  para  evitar  desórdenes  i  las  molestias 
que  el  uso  de  este  derecho  pudiera  ocasionar  a  los  particulares,  con  las  pro- 
Cesiones  relijiosas  en  que  la  intolerancia  de  unos  puede  mortificar  a  otros, 
obligándolos  a  ejecutar  actos  de  reverencia  que  no  están  de  acuerdo  con  sus 
Ideas  relijiosas,  las  cuales  deben  ser  respetadas  también,  como  las  de  aque- 
llos, sin  que  se  estorbe  el  derecho  de  transitar  libre  i  pacíficamente  por  di- 
chos sitios  públicos,  mediante  la  libertad  de  conciencia  i  de  cultos  relijiosos 
garantizada  por  las  leyes. 

En  tal  virtud,  los  infrascritos  votan,  porque  no  se  suspenda  ninguna 
de  las  disposiciones  aludidas  qne  espidió  la  Asamblea  constituyente  delTo- 
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lima,  i  cuya  suspensión  han  sólrcitado  tos  señores  Arzobispo  de  Ihxgdtít, 
Eotobfo  Castilla  M.  e  Hipólito  Valenzuela. 

Bogotá,  veintidós  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  óietét. 

Estonio  PAtiV'-JosB  M.  Rojas  Garrido—- El  Secretario,  ítafaél  ISi 
Santander. 


VOl'O  de  los  se&ores  MAJistrados  doctores  Rafael  Martínez  R,  Mandel  Éiteqiiiel  Corra- 
les i  Juan  Agustin  Uricoeehea. 

Estando  en  desacuerdo  con  nuestros  honorables  colegas,  en  todo  lo 
qne  hace  relación  a  los  artículos  59  de  la  Constitución  política  del  Tollma^- 
i  65  i  64  de  la  lei  22  de  1877,  reformatoria  del  Código  político  i  municipal 
del  mismo  Estado,  que  han  sido  acusados  como  contrarios  a  la  Constitución 
nacional,  porque  somos  de  opinión  que  respecto  de  dichas  disposiciones 
debe  la  Corte  ejercer  la  atribución  de  suspender  su  cumplimiento, -«es  in^ 
dispensable  que  espongamos  las  razones  en  que  se  apoya  nuestro  conceptOg 
después  de  mui  maduras  reflexiones  i  de  haber  discutido  el  asunto  con  todo 
el  detenimiento  que  merece. 

Gomo  los  artículos  59  de  la  Constitución  tolimense  1  63  de  la  lei  2S 
citada,  tienen  una  relación  intima,  de  tal  manera  que  el  segundo  da  desa* 
rrollo  al  primero,  nos  ocuparemos  a  la  vez  de  ambas  disposiciones ;  i  para 
dar  la  mayor  claridad  posible  a  nuestra  esposieion,  estableceremos^  ¥aría» 
proposiciones,  a  las  cuales  daremos  solución  por  el  orden  en  que  sonpre* 
gentadas. 

1/  ¿Aunque  los  Estados  lejíslen  en  materia  civil  i  penal^  que  no  han 
delegado  al  Gobierno  jeneral,  pueden  baperlo  con  prescindencia  de  cual- 
quiera disposición  de  la  Constitución  federal  ? 

S.»  ¿  Las  asociaciones  relijíosas,  como  las  de  cualquier  otrocaricter,' 
goaan  de  las  garantías  que  determina  el  artículo  15  de  la  Constitución  naeio- 
nal,  i  que  separadamente  se  reconocen  a  cada  uno  de  los  individuos  que  Ia9 
componen  t 

3/  ¿De  qué  corporaciones,  comunidades,  asociaciones  o  entidades' 
relijipsas  tratan  los  artículos  de  la  Constitución  tolimense  i  63  de  la  le} 
22dei977? 

4/  ¿Son  o  no  contrarias  dichas  disposiciones  del  Tolima  a  los  incisos^ 
3,^  5.^  i  16  del  articulo  15  i  parágrafo  del  artículo  23  de  la  Constitucioff 
nacional? 

I. 


Esacto es  que,  conforme  al  artículo  16  de  la  Constitución  nacional, 

^^tcdbslos  asuntos  de  gobierno,  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados 

49 
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espresi»  especial  i  claramente  al  Gobierno  jeneral,  son  de  la  esdusin  com' 
petada  de  los  mismos  Estados/'  i  que  el  articulo  17  qae  determina  todos 
los  negocios  de  gobierno  a  que  los  Estados  se  hallan  sometidos  al  Gobierno 
jeneral,  no  comprende  la  facultad  de  espedir  leyes  civiles  i  penales,  asi 
sustantivas  como  adjetivas,  respecto  de  las  materias  que  no  han  sido  dele- 
gadas. De  consiguiente,  los  Estados  pueden  mui  bien  lejislar  sobre  aque- 
llos asuntos;  i  nadie  les  negarla,  con  razón  a  lo  menos,  la  potestad  que  ellos 
tienen  de  fijar  cuanto  sea  relativo  al  modo  de  adquirir,  conservar  i  trasmitir 
la  propiedad;  al  reconocimiento  de  la  personería  jurídica  en  las  individua- 
lidades  naturales  i  ficticias ;  al  establecimiento  de  los  derechos  i  obligacio- 
nes que  nacen  délos  contratos;  §  la  permisión  o  prohibición  de  ciertas 
acdones;  al  señalamiento  de  las  penas  que  hayan  de  infiijirse  a  los  iDfra^ 
tores  de  las  leyes ;  etc.  etc. 

Pero  de  esto  no  se  deduce,  que  de  los  negocios  de  gobierno  que  los 
Estados,  por  ser  de  su  competencia,  no  han  delegado  a  la  entidad  federal, 
lesea  licito  lejislar  libremente;  esto  es,  sin  sujeción  a  los  preceptos  conte- 
nidos en  la  Constitución  nacional. 

Algunos, ejemplos  que  nos  permitimos  presentar  respetuosamente, 
demuestran  la  evidencia  de  esta  doctrina. 

a.  El  modo  de  trasmitirse  la  propiedad  |>or«ficef{on,  es  negocio  acera 
del  cual  los  Estados  pueden  lejislar,  porque  no  lo  han  delegado  al  Gobierno 
jeneral ;  mas  si  los  Estados  lo  hicieran  dando  a  sus  disposiciones  efecto 
retroactivo,  ellas  quedarían  sujetas  a  suspensión  por  la  Corte,  i  anulación 
por  el  Senado  de  Plenipotenciarios ;  nó  porque  procediendo  asi  las  Lejisla- 
turas  se  invadiese  la  esfera  de  acción  de  dicho  Gobierno  jeneral,  sino  por- 
que con  esto  se  infrinjía  el  artíoulo  84  de  la  Constitución  nacional,  que 
prohibe  dictar  leyes  con  retroactividad,  vulnerando  derechos  adquiridos. 

i.  Los  Estados  pueden  erijir  en  delito  el  ejercicio  de  ciertas  acciones 
i  señalar  las  penas  aplicables  por  la  comisión  de  los  hechos  punibles,  res- 
pecto de  todos  los  asuntos  que  son  de  su  esclusiva  competencia ;  mas  si  los 
Estados  señalaran  en  sus  Códigos  la  pena  de  muerte,  o  una  corporal  por 
veinte  años,  para  castigar  algunos  delitos  atroces,  esas  disposiciones  penales 
estralimitarian  la  órbita  constitucional  que  se  ha  trazado  a  las  entidades  re- 
feridas, i  por  tanto,  serian  suspendibles  en  su  ejecución  por  la  Corte  fede- 
ral ;  nó  porque  los  Estados  hubiesen  lejislado  sobre  esa  materia  no  delegada 
a  la  Nación ;  nó  porque  ella  fuese  asunto  de  la  competencia  del  Gobierno 
jeneral ;  sino  porque  quedarían  de  esta  suerte  violados  los  derechos  indi* 
viduales  consagrados  en  los  incisos  i.^  i  t.^  del  artículo  i 5  de  la  Constlto- 
cion  nadonal. 

Se  deducen  de  lo  espuesto,  dos  consecuencias  mui  importante  que 
conviene  no  olvidar,  a  saber:  primera,  que  no  basta  que  una  materia  de 
administración  pública  no  baya  sido  delegada  a  la  entidad  federal,  para  que 
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ios Estados  lejislen  sobre  ella  sin  restricción  alguna ;  sino  que  es  preciso» 
ademas,  que  en  la  facultad  de  espedir  leyes,  entre  como  correlativo,  el  de^ 
ber  de  ceñirse  a  los  preceptos  constitucionales;  i  segunda,  que  aun  cuando 
los  Estados  lejislen  Sobre  asuntos  de  su  esclusiva  competencia,  las  leyes 
que  se  espidan  podrán  ser  suspendidas  i  anuladas  por  los  Poderes  federales 
respectivos,  en  todos  los  puntos  que  estralimlten  la  esfera  de  acción  seña* 
lada  a  los  mismos  Estados. 

II. 

¿Las  asociaciones  relijiosas,  como  las  de  cualquiera  otro  carácter,  go* 
san  de  las  garantías  que  determina  el  articulo  15  de  la  Constitución  nació* 
nal,  i  que  se  reconoce  a  cada  uno  de  los  individuos  que  las  componen  ? 

Esto  nos  parece  incontro vertí ble« 

imposible  es,  en  nuestro  sentir,  establecer  una  separación  absoluta 
en  Ins  relaciones  que  existan  entre  cada  miembro  o  individuo  de  una  aso* 
eiacion  cualquiera  i  el  cuerpo  o  entidad  a  que  pertenezca,  de  manera  que 
cuandpel  individuo  funcione  con  su  propio  carácter  goce  de  garantías,  i  de 
estas  no  goce,  cuando  lo  hiciere  en  nombre  o  en  asocio  de  otros.  Compren- 
demos perfectamente  que  los  derechos  civiles  de  cada  socio,  son  distintos  i 
separados  de  los  de  la  asociación,  pues  conforme  a  los  principios  jeneral- 

I 

mente  aceptados  en  la  lejislacion  de  los  paises  civilizados,  cualquier  miem- 
bro de  la  asociación  no  puede  disponer  de  los  bienes  sociales,  ni  ésta  de  los 
que  pertenecen  a  cada  asociado;  pero  ahora  no  se  trata  sino  ie  derechos' 
constitucionales,  de  que  no  se  ocupan  los  Códigos  civiles  sustantivos,  como 
la  libertad  en  la  espresion  del  pensamiento,  la  profesión  libre  de  cualquiera 
relíjion,  etc. 

En  tal  virtud,  convenir  en  que  el  inciso  12  del  articulo  15  de  laCons* 
titucion  nacional,  reconoce  a  cada  individuo  el  derecho  de  obtener  pronta 
resolución  en  las  peticiones  que  por  escrito  dirijan  a  las  corporaciones  i 
empleados  públicos,  sobre  un  asunto  que  a  él  esclusivamente  interese;  i 
en  que  dicho  inciso  no  concede  ese  derecho,  cuando  el  mismo  individuo 
represente  en  nombre  o  como  miembro  de  una  sociedad,  o  represente  en 
unión  de  otros  socios,  sobre  un  negocio  de  interés  social  o  común,  en  cuyo 
asunto,  no  por  ser  de  esta  especie,  deja  el  individuo  espresado  de  estat  in- 
teresado  como  en  él  primer  caso,  es  en  cuahto  a  lo  segundo,  una  doctrina 
que  nos  parece  inadmisible  • 

Convenir  igualmente,  en  que  el  inciso  13  consagra  la  inviolabilidad 
délos  escritos  privados,  de  modo  que,  si  éstos  pertenecen  a  un  individuo, 
no  pueden  ser  interceptados  ni  rejistrados,  sino  por  la  autoridad  compe« 
tente,  para  los  efectos  i  con  las  formalidades  establecidas  en  la  leí ;  i  en  que 
8i  los  escritos  pertenecen  a  una  asociación,  como  la  masónica,  por  ejemplo» 
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pqpdi^Q  ser  interceptados  i  rejistrados,  9in  formalidad  alguna,  f  por  todoe) 
qi|j9t§nga  o  nó  autoridad,  es,  respecto  de  lo  últimoi  una  doctrina  que  Um* 
bjeo  Juzgamos  inadmisible. 

3i  se  tratase,  en  fin,  de  establecer  una  vía  férrea  en  tiempo  de  pii,  i 
Npor  dopde  se  hubiera  de  construir  se  hallaran  situadas  varias  propiedades 
rurales,  pertenecientes  unas  a  individuos  particulares,  i  otras  a  institutos 
públicos  de  instrucción  o  de  beneficencia;  en  este  caso,  no  solamente  los 
primeros  tendrían  derecho,  en  nuestra  opinión,  a  la  indemnización  frtm 
del  valor  del  terreno  que  se  les  espropiase  con  motivo  a  la  construcción  de 
la  obra  mencionada,  declarada  de  utilidad  pública,  i  asi  mismo  a  que  la  es- 
propiacion  se  ordenase  por  la  autoridad  judicial  respectiva;  sino  que  lo  ten* 
drian  también  los  establecimientos  referidos.  No  creemos,  por  tanto,  qae 
86  sostuviera  que  a  estos  institutos  se  les  podría  espropiar  sus  terrenos,  por 
providencias  administrativas,  o  diferir  indefinidamente  el  pago  del  valor  de 
los  b)enes  que  les  fuesen  espropiados. 

Estas  razones,  i  muchas  otras  de  que  prescindimos,  nos  persuaden  de 
que  las  garantías  consagradas  en  el  artículo  15  de  la  Constitución  nacional, 
son  comunes  o  estensiyas  a  las  asociaciones  de  cualquier  jénero,  licit;imente 
organizada^  en  el  pais. 

III. 

Es  indudable  que  el  articulo  59  de  la  Constitución  i  el  65  de  la  lei  SS 
del  Tolíma,  no  tratan  de  las  corporaciones  i  entidades  relljlosas  que  han 
sido  ja  suprimidas  por  la  lejislacion  nacional,  sino  de  las  que  existían  en 
el  territorio  de  aquel  Estado,  at  tiempo  de  sancionarse  dichas  disposiciones; 
supuesto  que  por  éstas  se  dispone  ceder  a  las  mismas  comumdeukirelijio- 
sas,  el  uso  de  los  bienes  que  les  pertenecian  hasta  entonces. 

Mas  claro:  esas  disposiciones  se  refieren  a  las  asociaciones  relijlossis 
establecidas  en  cada  una  de  las  localidades  correspondientes  al  Tolima,  en 
cuyas  asociaciones  están  comprendidas,  las  que  en  cada  parroquia  eciesiis- 
tlca  han  venido  formándolos  vecinos  que  profesan  la  relijion  católica,  I 
siendo  esto  cierto,  según  los  términos  de  las  referidas  disposiciones,  debe- 
mos pasar  al  examen  de  la  siguiente  proposición,  sin  detenernos  a  conside- 
rar, por  no  ser  mui  conducente,  la  oposición  que  en  nuestro  concepto 
existe,,  entre  el  artículo  59  de  la  Constitución  tolimense,  que  no  reconoce 
personería  jurídica  en  las  entidades  relijiosas,  i  el  63  de  dicha  lei  que  les 
cede  el  uso  de  los  bienes  que  poseían,  con  ciertas  condiciones,  que  una  vez 
aceptadas  í  produciendo  obligaciones  civiles,  pueden  orijinar  controversias 
judiciales  sobre  el  cumplimiento  de  aquellas,  entre  el  Ministerio  público  i 
la  respectiva  asociación  parroquial,  o  el  ministro  del  culto  en  su  represen- 
tacion,  por  hacerse  la  cesión  a  la  entidad  relijiosa;  necesitando  para  ^Uo 
nada  menos  quede  personería  jurídica. 
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IV 


¿Son  o  no  contrarias  bs  dísposictones  del  Estado  soberano  del  Tbii- 
ma,  de  que  yenímos  tratando,  a  los  incisos  3,0  6.0  i  46  del  aitículo  15  i  pa« 
rágrafo  del  articulo  S3  de  la  Constitnclon  nacional  ? 

Nosotros  creemos  que  efectivamente  lo  son  ;  i  que  para  dilucidar  este 
punto,  copviene  copiar  enceste  lugar  los  incisos  que  consideramos  viola- 
dos, ya  que  en  el  texto  de  la  resolución  adoptada  por  la  Corte,  se  ha  hecho 
do  los  que  han  sido  acusados  como  inconstitucionales. 

£1  articulo  i5  de  la  Constitución  nacional  estatuye  lo  siguiente : 

"£s  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  entre  los  Estados,  el  reco-- 

'^nocimíeoto  i  la  garantía  por  parte  del  Gobierno  jeneral  í  de  los  Gobiernos 

''de  todos  i  cada  uno  de  los  Esiados,  de  los  derechos  individuales  que  per^ 

'rtenecen  a  los  babitfintes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 

**  a  saber : 

''3»<^  La  libertad  individual  que  no  tiene  mas  límites  que  la  libertad 
''de  otro  individuo ;  es  depir,  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de 
'*tl^y&  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comu- 
•*nidad/\. 

-'^S.o  La  propiedad,  no  podiendo  ser  privados  de  ella,  sino  por  pena  o 
''contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  así  lo  exija  un 
"grave  motivo  de  necesidad  pública  judicialmente  declarado  i  previa  in- 
'^demnízacioQ.  E^  caso  de  guerra  la  indemnización  puede  no  ser  previa,  i 
"  la  necesidad  de  la  espropiacion  puede  ser  declarada  por  autoridades  que 
''no  sean  de  orden  judicial • 

'M6.  La  profesión  libre,  pública  o  privada  de  cualquier  relijion,  con 
"tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o 
que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública 


4t 


"Articulóos §,  Para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  o 

"  que  se  establezcan  en  los  Estados  Unidos,  no  podrá  imponerse  eontribu* 
"  cion« — ^Todo  culto  se  sostendrá  con  lo  que  los  respectivos  relijionaríos 
"suministren  voluntariamente/' 

Vemos  mui  clara  la  diferencia  que  hai  entre  dar  a  reconocer  persone-* 
Yia  jurídica  a  las  entidades  individuales  o  colectivas,  que  nunca  la  han  teni- 
do, i  retirar  o  privar  de  la  misma  personería,  a  quien,  la  ha  ejercido  por 
haberla  adquirido  con  arreglo  a  las  leyes*  I^o  negamos  a  los  Estados  el 
perfi^to  dei^ho  quja  tienen  para  tío  conceder  personería  a  cualquiera  aso^ 
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elación  reiljiosa  o  de  otra  especie,  que  trate  de  establecerse  o  te  hubiere 
establecido  en  este  pafs,  si  no  hai  utilidad  ni  conveniencia  publica  en  reco- 
nocer dicha  entidad  i  ampararla  legalmente.  Ese  derecho  es  obvio. 

íjos  que  tienen  personería  jurídica  conforme  a  las  leyes»  i  por  teoerh, 
adquieren  i  ejercen  ciertos  derechos  civiles,  no  pueden  perderla  por  man- 
dato de  una  lei  municipal.  Verdad  es  que  ésta  puede  suprimir  algunas  en- 
tidades, i  disponer  lo  conveniente  respecto  de  sus  bienes ;  ya  adjudicándo- 
los al  Estado,  o  dándoles  otra  aplicación  o  destino;  pero  esto  se  entiende 
únicamente  con  las  entidades  que  la  misma  leí  haya  creado,  como  los  dis- 
tritos, juntas  o  corporaciones  que  deban  a  ella  su  oríjen,  I  de  ninguna  ma- 
nera con  las  asociaciones  que,  como  las  relijíosas  de  cada  distrito  o  parro- 
quia, la  lei  no  podría  privarlas  de  su  existencia. 

De  consiguienre,  aceptamos  la  doctrhia  de  que  la  leí  puede  o  no  reco- 
nocer personería  jurídica  a  las  entidades  que  no  la  tienen  adquirida,  i  que 
no  le  es  permitido  privar  de  esa  personería  a  qtifen  la  haya  ejercido.  La 
doctrina  contraria,  que  consiste  en  considerar  al  Estado  con  autorización 
bastante  para  suprimir  entidades  que  él  no  ha  fundado,  i  en  retirarles  d 
ejercicio  de  la  personería  jurídica,  seria  la  amenaza  permanente  contra  la 
existencia  de  tales  sociedades. 

Así  es  que,  aunque  los  Estados  pueden  lejíslar  en  la  materia  civil  sus- 
tantiva, referente  a  la  capacidad  de  ciertas  personas,  naturales  o  ficticias, 
para  adquirir  i  conservar  bienes  i  ejercer  otros  derechos,  porque  este  asun- 
to de  gobierno  no  lo  han  delegado  al  Poder  federal,  solo  le  es  potestaUfo 
hacerlo,  para  reconocer  o  dar  personería  jurídica  a  los  que  no  la  tengan; 
porque  con  tal  concesión  no  se  atacan  las  garantías  consignadas  en  el  artí- 
culo 15  de  la  Constitución  federal;  en  tanto  que,  sí  se  violan  por  las  leyes 
que,  al  desconocer  dicha  pere»oner¡a  en  las  entidades  que  la  hubiesen  obte- 
nido, las  privan  de  sus  derechos  i  bienes.  1  la  violación  se  hace  mas  paten- 
te, cuando  se  trata,  como  en  los  actos  lejislatívos  del  Tolima  que  se  exami- 
nan, de  las  corporaciones  i  asociacionss  relijíosas  formadas  por  los  vecinos 
católicos,  cuja  existencia  siempre  ha  sido  reconocida  por  la  lejislacion  na- 
cional ;  sio  que  para  nosotros  tenga  fuerza  la  observación  que  se  hace  *'de 
que  los  individuos  pueden  profesar  libremente  su  relíjion,  sin  organizarse 
en  corporaciones  o  asociaciones  que  formen  personas  Octlcias  con  persone- 
ría jurídica."  * 

Que  puedan  profesar  la  relíjion  de  este  modo,  porque  esa  sea  bi' vo- 
luntad de  los  individuos,  es  cosa  que  admitimos  sin  replicar,  porque  esos 
relijionarios  estarían  en  pleno  derecho,  conforme  al  inciso  10  del  articulo 
15  de  la  Constitución,  para  proceder  así.  Que  profesasen  la  relíjion  de  este, 
modo,  todos  los  vecinos  del  Tolima,  porque  no  lo  pudiesen  hacer  allí  como 
en  Cundinamarca,  Boyacá  etc,  es  decir,  en  comunidad  o  corporación  regu- 
l^irmente  organizada,  porque  las  leyes  del  Tolima  no  les  ceden  los  templos 
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i  bienes  que  basta  ahora  tenían  las  iglesias,  sino  con  condiciones  que  no  les 
parezcan  aceptables,  en  este  supuesto,  es  evidente  que  no  hai  en  dicho  Es-  , 
tado  una  completa  garantía  para  profesar  la  relijíon,  como  lo' permite  el  in- 
ciso 16  mepcionado. 

Nosotros  no  sostenemos  que  la  personería  jurídica  tenga  que  ver  con 
las  creencias  relijiosas  del  individuo ;  pero  sí  la  tiene  con  el  ejercicio  del 
culto,  cuando  se  priva  a  la  comunidad  de  los  bienes  necesarios  para  la  ce- 
lebración de  los  actos  relijiosos. 

En  resumen,  para  adquirir  la  persuasión  de  que  las  cosas  en  el  Toli* 
ma,  en  lo  relativo  a  los]  negocios  relijiosos,  no  se  encuentran  en  el  mismo 
pié  que  tenían  al  tiempo  de  sancionarse  la  Constitución  de  que  tratamos, 
bastará  tener  presente  que,  antes  de  espedirse,  tenían  los  tolimenses  liber- 
tad de  profesar  su  relijion,  privada  o  públicamente,  asistiendo  a  los  templos 
que  poseían  todo  lo  necesario  o  lo  mas  indispensable  para  la  celebración 
délos  actos  relijiosos;  I  rendían  culto  a  la  Divinidad,  individual  o  colecti- 
vamente, según  la  naturaleza  de  dichos  actos.  Hoi  carecen  de  templos  a 
donde  asistir,  i  de  los  paramentos  i  enseres  precisos  para  las  funciones  re- 
lijiosas que  debieran  o  quisieran  celebrar ;  I  esta  variación  en  el  orden  de 
cosas  que  se  hallaba  establecido,  de  acuerdo  con  las  leyes,  i  a  que  los  res- 
pectivos relijlonarios  no  han  prestado  su  aquiescencia,  para  nosotros  signi- 
fica una  violación  de  la  garantía  constitucional  ya  espresada. 

En  el  Tolima,  como  en  toda  la  República,  la  existencia  de  las  asocia- 
ciones i  entidades  relijiosas  ha  sido  reconocida  de  hecho  i  amparada  por 
el  derecho. 

El  hecho  es  tan  patente  i  secular,  que  puede  aOrmarse  con  la  histo- 
ria— que  la  base  de  las  poblaciones  de  la  colonia,  fué  la  capilla,  fundada 
para  congregar  a  los  infieles  e  inculcarles  sus  deberes  relijiosos  i  civiles. 
Esas  congregaciones  puramente  relijiosas  en  sus  principios,  dieron  oríjen 
a  las  entidades  políticas  llamadas  ciudades  i  parroquias,  de  donde  mas  tar- 
de nació  la' Municipalidad,  o  entidad  distritorial.  Los  bienes  de  esas  con- 
gregaciones relijiosas  llamadas  parroquias,  tuvieron  desde  su  oríjen  pro- 
tección legal,  en  tales  términos  qne  gozaban  de  esenciones  i  privilejíos 
civiles  que  no  se  acordaron  a  las  personas  naturales. 

La  trasforlnacion  política  de  las  colonias  americanas  dio  por  resultado 
la  formación  de  nacionalidades  que,  como  la  nuestra,  continuaron  otor- 
gando a  las  asociaciones  relijiosas  los  mismos  privilejíos  que  tenían  en  el 
réjimen  colonial.  La  República  espidió  leyes  esplicitas  en  este  sentido, 
teniendo  por  base  el  patronato  eclesiástico  que  antes  ejercieron  los  reyes 
de  España  hasta  que  se  creyó  necesaria  la  separación  de  la  Iglesia  del  • 
poder  civil,  i  se  consagró  en  la  Constitución  del  año  de  1853. 

Desde  entonces  las  iglesias  parroquiales,  los  cabildos  eclesiásticos,  co- 
fradías etc.,  continuaron  administrando  sus  bienes  propios,  al  emparo  de 
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las  leyes  citiles  vijentes,  coroo  entidades  capaces  de  adquirir  i  adfflidii- 
trar  sus  intereses^  como  personas  jurídicas,  cuya  calidad  les  reconocieron 
eapresamente  varias  leyes,  como  pasa  a  demostrarse. 

La  de  4  5  de  junio  de  1853  sobre  separación  de  la  Iglesia  I  del  Esta* 
do  estatuyó  esto :  "  Arifculo  4.®  Los  templos  católicos  que  hor  exis- 
ten, asi  como  los  bienes  I  rentas  que  les  pertenecen,  eorrtsptmden  a  lot 
veciúús  eaiólicos  de  la  respectiva  parroquia,  con  escepcfon,  i.»  de  las  ctla« 
dfáles,  que  pertenecen  a  los  vecinos  católicos  de  las  diócesis,  iúclusins 

■ 

sus  bienes  i  rentas.  S.^  de  los  que  tengan  patronato  especial  etc.'* 

lel  articulo  2.<>  de  la  lei  de  i  4  de  mayo  de  i  855,  corroboró  esta  doc- 
trina, en  los  términos  siguientes :  **  Las  respectivas  iglesias  i  las  congre^ 
gaciones  de  cualquiera  comunión  que  sean,  serán  incorporadas  por  una  leí 
que  les  dé  carácter  i  personería  para  manejar  sus  rentas,  bienes  muebles  e 
inmuebles,  siempre  que  guarden  las  reglas  establecidas  por  la  lei  psri 
adquirir  o  que  hayan  sido  adquiridas  legalmente,  en  cuya  posesión  se  mofi- 
tienen  a  las  que  hoi  existen,  con  absoluta  independencia  de  todo  poder  estrúSbf 
i  con  personería  conforme  a  sus  instituciones  i  estatuios.** 

Verdad  es  que  las  leyes  últimamente  citadas,  no  están  víjentes ;  i  no 
ks  hemos  mencionado,  skio  para  demostrar  que  la  Constitncron  naeioaii, 
que  en  la  actualidad  rije,  encontró  reconocidas  las  asociaciones  relí|i05is 
que  profesan  el  rito  católico,  con  personería  conforme  a  sus  estatutos,! 
ton  capacidad  para  conservar  los  bienes  esceptuados  de  la  desamortiía- 
cion  decretada  el  9  de  setiembre  de  186f ,  i  aun  para  adquirir  otros  bienes 
de  la  misma  especie,  destinados  a  iguales  objetos. 

La  lei  de  S9  de  mayo  de  i864  sobre  bienes  desamortizados,  también 
babló  de  ios  esceptuados  de  la  desamortización,  í  dispuso  que  los  destina- 
dos inmediatamente  al  servicio  u  objeto  de  la  fundación  o  instituto,  i  1<M 
que  por  razón  de  su  o6cio  sirven  al  objeto  de  la  mfsma  fundación,  conti- 
nuaran a  cargo  de  sus  actuales  administradores,  o  de  los  Estados,  segon  ia 
lejisliacion.  Icomo  entre  esos  bienes  esceptuados  de  la  desamortiíadoo, 
haí  algunos  cuya  administración  corresponde  a  la  autoridad  publica,  como 
las  cárceles,  los  colejios  etc.  acerca  de  los  cuales  las  leyes  de  los  EsCitfos 
deben  disponer  el  mpdo  de  administrarlos ;  i  hai  otros  bienes  que  pertend* 
cen  a  asociaciones  i  entidades  relljiosas,  como  los  templos  i  enseres  que 
les  corresponden,  tuvo  necesidad  la  lei  citada  de  espresar  que,  respecto  de 
les  primeros  dispusiese  el  Estado  respectivo  lo  que  tuviera  por  conteni^it' 
te  según  su  lejísiaclon  ;  I  en  cuanto  a  los  segundos,  continuaran  d  carjgo 
de  8U6  administradores ;  porque  en  las  manos  i  al  cuidado  de  estes  se  en- 
«contraban  dichos  bienes,  cuando  se  adoptó  la  medida  de  desamortbaí' 
las  propledadea  ée  manos  muertas ;  haciendo  por  medio  de  esa  H  'n 
resttiucion  de  la?  cosas  no  desamortizadas,  a  sus  dueños  o  adflulirf^n- 
dores. 
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Otra  (nterpretacioti  no  puede  darse  a  dichas  dfsporiófones  fiacloiiale»» 
porque  la  contraria  conduciría  a  un  resultado  de  snyo  inaceptable,  a  saber:' 
que  el  Estado  administrara  los  templos,  ornamentos  i  toda  clas^  d&  Meáét 
perteneqientes  a  las  iglesias^  destinados  directa  e  Indirectamente  al  servicio 
díel  culto. 

La  circunstancia  de  haberse  lejislado  por  el  Poder  federáf  sobre  é^ 
<^a9Q  de  bienes  perteneciente  a  las  asociaciones  relljfosas,  en  el  áfio  delM^ 
^to  ^  después  de  espedida  i  promulgada  eh  toda  la  llepública  la  Obnsti* 
tucloQ  nacional  hoi  vijente,  no  eo  lo  que  respecta  al  modo  de  adfntínistraf 
i  ^nigenar  loe  bienes  desamortizados,  ( que  ya  no  eran  de  fas  asociadooeiEí 
referida^),  sino  aobre  ios  esceptuados  de  la  desamortización,  pero  qne  co» 
rresponden  a  entidades  relíjíosas ;  i  la  circunstancia  también  de  haberse  es- 
pedido la  lei  8/  do  i877,  adicional  a  las  de  crédito  público,  por  la  coa)  ^^ie 
declara  cancelada  toda  la  renta  nominal  perteneciente  a  iglesias,  cofradiaa, 
archicofradias,  patronatos  I  capellanías,,  i  en  jéneral  a  todas  las  entidades 
fdtjíosas  o  eclesiásticas  de  cualquiera  clase  í  denominación  que  sean,'' 
(jaramente  indican  que  los  Estados  no  deben  lejislar  sobre  la  propia  mate- 
ria ;  porque  no  hai  asunto  de  gobierno  sobre  el  cual  tengan  facultad  (fe 
dictar  leyes  ambas  entidades,  (nacional  i  municipal),  sino  de  los  cuatro 
qoe  menciona  el  artículo  18  de  la  Constitución  federal,  cuya  competencia 
no  es  esclusiva  de  ninguno  de  los  dos  poderes,  es  decir :  ''del  fomento  db 
la  instrucción  pública;  del  servicio  de  correos;  de  la  estadistida  I  lafs  cat^ 
%B»  jeográficas  o  topográficas  de  los  pueblos  i  territorios  de  los  Estados 
Vnidos ;  1  de  la  civilización  de  los  indijenas.^ 

1^0  es  de  suponerse  que  el  poder  federal,  al  lejislar  sobre  la  eapacMad 
de  las  asociaciones  relijiosas,  para  adquirir  cierta  especie  de  bfeñesl  eotr* 
servar  los  escltiidos  de  la  desamortización,  hubiese  estralimitado  su  esfera 
de  acción  constitucional,  e  invadido  la  señalada  a  los  Estados;  niienemos 
conocimiento  de  que  por  la  Lejislatura  de  alguno  de  ellos,  se  haya  emllMo 
iroto  de  nulidad  de  las  leyes  federales  que  h%n  tratado  sobre  dichos  nelgo^ 
cios  i  siendo  por  el  contrarío,  la  conducta  observada  hasta  ahora  p^  lai 
Asambleas  de  los  Estados,  un  fuerte  argumento  en  favor  de  Tos  que  optfta^ 
mos  que  lá  Union  ha  dictado  esas  leyes  con  perfecto  derecho. 

De  todo  lo  espuesto  deducimos : 

Que  el  Estado  soberano  del  Tolima,  habiendo  lejislado  acerca  4e  la 

existencia  de  las  asociaciones  I  corporaciones  relijiosas,  i  sobre  los  bledos 

que  pertenecen  a  éstas,  ha  conlfrarlado  lo  dispuesto  en  e!  articulo  6.^  déla 

Constitución  nacional  i  en  las  leyes  de  desamortización  referidas,  que'  esta- 

tayen  el  principio  de  incapacidad  de  las  asociaciones  relijiosas  'íóU^wbl 

adqt|(rlr  bienes  raíces,  no  destinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto ; 

íiopudiendo  entenderse  que  esa  incapacidad  sea  eistensiva  a  los^bleiieB 

muebles»  supuesto  que  lá  misma  Constitución  reconoce  en  los  fesp^eHttss 
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\t  el  derecho  de  suministrar  volantarfameote  a  k  asotíadoii 
v^fposa  los  biepes  necesarios  para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  o 
que  se  establezcan  en  el  pais; 

Que  habiendo  privado  a  las  entidades  relijiosas  de  los  bienes  qoe jis 
leyes  de  desamortización  han  dispuesto  que  se  mantengas  en  poder  de  nu 
míuúks  admmiiiradareif  ha  infrinjido  dichas  leyes^  i  el  incisos.^  del  arti- 
culo 15  de  la  Constitución  nacional»  que  garantiza  la  propiedad; 

Que  habiendo  prohibida  a  las  asociaciones  relijiosas  adquirir  irfenea 
para  el  servicio  del  culto,  ha  violado  los  incisos  z.°  i  16  del  citado  articdo 
15,  i  el  parágrafo  único  del  artículo  33  de  la  propia  Constitución,  según  los 
cuales,  los  relijionairios,  como  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Uní* 
dos  de  Colombia,  tienen  libertad  individual,  pueden  profesar  libre;  pA* 
Uica  i  privadamente  cualquiera  relijion,  I  suministrarlos  bienes  que  qoie^ 
ran  destinar  al  sostenimiento  de  los  cultos  respectivamente  establecidos. 


Ocupándonos  ahora  délos  dos  incisos  del  articula  WdSe  la  leiStdd 
Tolima^  observamos  que  ellos  también  están  en  pugna  con  la  GonstitadOD 
nacional. 

'El  mantenimiento  en  buen  estado  de  los  bienes  que  corresponden  a 
las  iglesias  o  asociaciones  relijiosas,  es  asunto  que  compete  a  ellas  mismatt 
t  no  al  Estado  que  no  es  dueño  ni  tiene  en  administración  esa  clase  de 
bienes. 

Los  Estados,  en  nuestra  opinión,  no  están  facultados  para  prescribir 
a  los  ministros  de  los  cultos,  cuándo  es  que  deben  o  nó  celebrar  i  autorizar 
los  actos  reUjiosos ;  de  suerte  que,  prevenirles  por  medio  del  inciso  V  V^^ 
no  presten  su  ministerio  relijioso,  cuando  se  les  requiera,  en  lo  relativo  a 
los  nadniientos,  matrimonios  i  defunciones,  mientras  no  se  les  compruebe 
con  el  documento  del  caso,  que  los  interesados  han  hecho  describir  la  pa^ 
tida  correspondiente  en  el  Rejistro  del  estado  civil,  o  que  han  contraído 
previamente  matrimonio  conforme  a  la  leí,  es  intervenir  directamente  eá 
negocios  que  no  son  de  la  incumbencia  del  Estado. 

Muí  cierto  es  que  el  lejislador  tolimense  al  sancionar  esa  disposi- 
ción, se  propuso  obtener  con  esaetitud  un  dato  estadístico,  cuyo. conoci- 
miento juzgaba  necesario  para  la  buena  administración  pública,  i  obligar 
asi  a  los  particulares  al  cumplimiento  del  deber  impuesto  de  hacer  rejistrar 
los  actos  de  matrimonio,  bautismo  I  defunción ;  pero  por  plausible  que 
sea,  como  reconocemos  que  es,  el  objeto  que  tal  disposición  trata  de  alcan- 
zar, no  la  consideramos  sino  como  inconstitucional  a  todas  luces. 

No  habría  cosa  mas  fácil  i  sencilla  para  el  lejislador,  cuando  quisiese 
recabar  el  pago  délas  contribuciones  p\iblicas  i  obligar  a  los  habitantes  a 
cumplir  todos  los  demás  deberes  que  se  les  impusiesen  por  las  leyes,  que 


prefenir  a  los  ministros  de  los  cultos,  con  penas  severas,  no  permitieran 
asistir  a  los  templos  ni  prestaran  su  ministerio  relijioso»  a  los  individuos 
que  no  llenasen  o  hubiesen  llenado  en  su  oportunidad  aquellos  dd)eres; 
i  con  el  empleo  de  esos  medios  indirectos»  no  hai  duda  que  la  marcha  de 
I^  administración  pública  seria  regular  i  satisfactoria,  bajo  ciertos  respeo- 
tos.  Sinembargo,  la  garantía  que  consagra  el  inciso  i6  del  articulo  15  de  la 
Constitución  naeional,  en  el  caso  supuesto,  quedaria  del  todo  anulada, 
como  ha  quedado  en  fuerza  de  lo  estatuido  en  el  Inciso  a.«>  referido. 

Dos  restricciones  únicamente  son  admisible8,,tratándose  de  la  garan« 
tía  de  profesar  libre  i  públicamente  la  relijion  que  se  quiera :  la  una  con- 
siste en  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacioqal ;  • 
I  la  otra  en  que  esos  hechos  no  tengan  por  objeto  turbar  la  pas  pública.  En 
consecuencia,  el  lejislador  no  puede  prescribir  otra  cosa  que  se  roce  con 
esta  garantía. 

« 

Por  último,  nos  contraeremos  al  examen  dd  artículo  64  de  la  lei  tSl, 
que  dispone  lo  que  sigue : 

'*  Art  64.  £)  ministro  de)  cuito  que  falte  al  deber  que  se  le  impone 
por  el  inciso  S.^  del  artículo  anterior,  será  considerado  como  trastornador 
del  orden  público  i  castigado  por  el  Presidente  del  Estado  con  uno  a  dos 
años  de  espulsioñ  del  territorio  del  Estado,  previa  comprobación  sumaria 
del  hecho." 

Una  vez  que  hemos  ensayado  demostrar  la  incopstitucionalidad  de 
'  todo  el  artículo  63,  la  del  64,  que  es  una  consecuencia  de  aquel,  parece 
evidente.  Si  el  Estado  del  Tolima  se  halla  privado  de  potestad  para  deter- 
minar que  los  ministros  de  los  cultos  no  presten  su  ministerio,  en  lo  refe- 
reote  a  matrimonios,  defunciones  i  bautismos,  sino  después  que  se  hayan 
eamplido  los  deberes  que  las  leyes  civiles  imponen  a  los  interesados,  re* 
ladonados  con  aquellos  actos  relijiosos ;  con  más  razón  está  desnudó  de 
potestad  para  señalar  penas  a  los  ministros  de  los  cultos  que  no  obedez- 
can aquel  precepto.  \ 

No  tenemos  para  qué  examinar,  por  no  ser  de  nuestra  incumbencia, 
8i  bajo  el  aspecto  filosófico  puede  un  Estado  declarar  que  toda  infracción 
de  lei  o  falta  de  cumplimiento  de  un  deber  legal,  trastorna  el  orden  público. 
Cualquier  argumento  que  sobre  este  particular  hiciéramos,  saldría  de  los 
limites  señalados  a  la  Corte.  Empero,  sí  es  de  notarse,  que  solo  el  Poder 
federal  está  llamado,  en  nuestro  concepto,  a  determinar  qué  actos  relijio- 
sos atentan  contra  la  soberanía  nacumalf  i  cuáles  tienden  a  turbar  la  paz  pú* 
íiica ;  i  efectivamente,  para  disipar  las  dudas  que  asistiesen  en  este  parti- 
cular. Seria  suficiente  traer  a  la  vista  i  comprender  el  alcance  de  la  lei  fe- 
étttH  86  de  9  de  mayo  de  1677,  **  sobre  Inspección  civil  en  materia  de 
Mltoa/: 
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Hasta  aquí  las  razones  de  los  Majisuados  Martínez  R»  Uricoecbea  ! 
Ciof  rileg^  con  relación  al  articulo  59  de  la  Gonstitucf  on  del  Tolima,  I  a  los 
articidos  63  i  64  déla  leí  3?  de  i 877,  del  mismo  Estado,  respecto  de  los 
cuales  disentimos,  con  gran  pena»  de  la  opinión  de  los  señores  Hajlstradós 
l^aláu  i  Rojas  Garrido ;  i  los  últimos  de  los  tres,  cedemos  la  ÍMilabra  al 
sejuof  Mujistrado  Martínez  R,  que  por  lo  tocante  a  los  artículos  ^.«  1 8.<*  de 
)a  leí  5/  del  Estado  susodícbOy  se  separa  de  nosotros,  1  pasa  a  consignar 
en  seguida  los  fundamentos- en  que  apoya  su  concepto. 


Vot(i  el  infrascrito  también  por  la  suspensión  de  los  artículos  9.^  i  8.^ 
de  la  lei  5/  í  para  ello  ha  tenido  las  consideraciones  siguientes : 

Prohibe  la  leí  citada  el  ejercicio  del  culto  público  o  esterno  que  Ite 
creyentes  tributen  a  la  Divinidad  en  las  calles,  plazas  i  vías  públicas»  i 
MStiga  con  penas  a  los  que  pretendan  ejercerlo. 

Esta  limitación  a  una  garantía  constitucional  espresaménte  recono- 

'  Cída»  es  contraria  al  inciso  16  del  artículo  i  5  de  ía  Constitución  nacioiMil, 

^ue  dice:  ''La  profesión  libre,  pública  i  privada  de  cualquier  reAljion,  con 

tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nación^,  e 

^iie  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.'' 

iLa  primera  cuestión  que  se  ocurre  es  esta :  Qué  potestad  está  Haflw* 
da  a  señalar  los  hechos  que  tengan  tendencia  a  menoscabar  la  sétiemda 
nacional  o  turbar  la  paz  pública?  El  mantenimiento  de  ta  soberanía  na- 
cional  i  dé  la  paz  pública  corresponde,  indudablemente  a  los  poderes  «a- 
i^ionales  llamados  por  la  Constitución  a  mantener  la  Integridad  de  k»  fae- 
ros  de  la  Nación.  Si  cada  Estado  tuviera  potestad  para  declaritr  liec^ios 
c(Ue  él  juzgara  ¡ncompatibleá  con  la  soberanía  nacional,  no  se  condbe 
cómo  pudiera  mantenerse  el  orden  púl)Hco,  ni  menos  qué  pudiera  enVte- 
derse  por  esa  soberanía. 

El  artículo  23  de  la  Constitución  atribuye  al  tióbiemo  tiaeioaal  i  a 
los  de  los  Estados  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  caitos  reili* 
jiosos,  según  lo  determine  la  lei.  La  suprema  inspección  sobre  una  cosa, 
jio  es  la  destrucción  de  ella,  si  se  inspecciona  el  ejercicio  de  nñ  deredho» 
no  se  debe  aniquilar  ese  derecho,  porque  entonces  no  hai  materia  para 
ejercer  la  facultad  o  poder  para  inspeccionar.  Por  otra  parte,  la  lei  a  €|ue 
se  refiere  la  Constitución,  es  la  lei  nacional,  i  no  las  que  dicten  les  Es^taV 
jáQS..Esta  doctrina  es  la  que  el  Congreso  ha  venido  estableciendo  desde 
.el  año  de  isas.  En  aquel  año  se  sancionó  la  lef  de^  de  ábrfl,  sefcre  po- 
licía nacional  en  materia  de  cultos.  En  el  año  siguiente  se  e^^piAd  9á  le^ 
de  yj  de  m^yo,  ''sobre] inspección  de  cultos  dada  en  ejecQCton' del -aur- 
ticnlo  23  i  el  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Constitución.^  %sta  iél  'fiió'de- 
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wgad^  por  la  espedida  en  iS  de  julio  de  tetv^  eobre  el  aiismo  avinto* 
nnatmente,  h'  tei  5$  dd  presente  año,  se  lOompó  fNor  esteoso  en  leoakr 
toe  heehos  que  consideró  e)  lejfelador  oomo  incompatiUea  cea  la  sebe- 
raofa  ilacloBal  i  la  pni  pública. 

Dice  0Í  artículo  i.''  de  esta  hiz  '^Para  soeteBier  la  soberaoia  Aacie* 
nal  i  mantener  la /seguridad  i  traiMjnMidad  públicas  según  lo  dispuesto 
en  el  articulóos  de  lá  GonsilHuclo»»  la  supreiEUi  Haspeccioii  .sobre  los  cul* 
tos  estaMeddos  o  que  se  establezcan  en  iColoiMl>ia,  ae  ejerceré  por  el  Go^ 
hiemo  de  la  üniarifen  los  términos  de  la  presetUe  lei."  Lo  arascrfto  demues- 
tra ^e  los  üstades  no  4leoeh  facultad  constitucional  para  lejislar  en  esta 
«aatem,  i  ai  lo  iiacen^  como  lo  ha  verificado  el  del  Tolima  —  en  la  leí  acu- 
sada, estralimitan  la  esfera  de  sus  funciones  lejislativas. 

De  esta  relación  resulta  que  es  el  Congreso  nacional  i  no  los  Estados^* 

la  entidad  que  puede  definir  i  señalar  las  limitaciones  que  tiene  la  libertad 
de  conciencia  relijiosa  en  Colombia. 

Observa  el  infrascrito  que»  todas  las  leyes  citadas  hacen  relación  a 
los  ministros  de  los  cultos,  i  ninguna  se  refiere  a  los  creyentes,  respecto  de 
estos  es  que  se^MSupa  la  lei  del  'Falima,  para  limitar  la  garantía  individual 
que  por  la  Constitución  tienen  los  tolimenses  de  profesar  la  relijion  que 
tengan  a  bien.  De  lo  espuesto  se  deduce  que  k  lei  acusada;  «o  solo  pugna 
coQtra  la  Constitución  sino  contra  la  léi  nacional  espedida  en  el  presente 
año.  Decir  que  los  Estados  pueden  lejislar  en  asuntos  de  policía,  i  en  su 
virtud»  pueden  prohibir  las  procesiones  i  otros  actos  del  culto  esterno»  equi- 
vale a  decir  que  por  via  de  policía  se  pueden  limitar  las  más  preciosas  ga« 
.rantias  constitucionales  con  solo  dat  a  las  leyes  ese  nombre.' 

Los  colombijEinos  i  transeúntes  tienen  el  derecho  de  ejercer  la  TeMffoñ 
que  a  bien  tengan ;  la  mayoría  de  los  tolimenses  profesan  la  relijion  cató- 
lica» ^n  cuyos  ritos  existe  el  culto  'público  o  esterno  que,  según  el  Diecio- 
nafie  de  la  lengua,  consiste  en  los  actos  de  adoración  que  los  creyentes 
elevan  a  la  Divinidad,  en  los  templos,  calles  i  plazas,  en  procesiones  etc. 
Según  esto»  no  es  admisible  la  opinión  de  que  el  culto  público  es  aquel  que 
se  ejerce  en  las  capillas  o  templos,  tal  como  está  estipulado  en  los  tratados 
públicos» 

£1  culto  público  supone  más  o  menos  rellijionarlos»  ya  en  quietud  o 
en  movimiento»  según  las  ceremonias  de  su  creencia;  la  lei  que  impide 
esas  reuniones  públicas,  contraría  al  propio  tiempo  la  'libertad  deasoela- 
cion  i  locomoción  sin  armas. 

Una  procesión  relijiosa»  por  ejemplo»  no  es  más  que  una  reunión  de 
ciudadanos  en  movimiento,  i  la  Constitución  no  limitó  lá  libertad  de  aso- 
ciación» cuapdo  los  asociados  se  muevan  en  cualquier  dirección. 

Cree  el  infrascrito  haber  demostrado  que  los  Estados  no  pueden -espo» 
dir  leyes  limitando  las  garantías  individuales  que  la  Gonstitudon  esfdUe» 
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ce  i  que  respecto  del  ejerdoto  de  los  cultos  relQiosoa»  no  pueden  taoer 
otras  füociones  que  las  que  les  delegan  las  leyes  nacionales  en  los  tériiil> 
nos  que  lo  ba  practicado  el  Congreso  en  los  años  de  i863»  Gl»  67  i  77.  Qqa 
por  las  leyes  espedidas  en  estos  años  sobre  inspección  de  cultos,  neseha 
limitado  ninguna  garantia  índiyidual  —  en  materia  de  cultos,  sus  disposi- 
ciones se  han  referido  a  los  ministros  de  esos  cultos.  En  vista  de  esto,  la 
lei  que  se  examina,  no  solo  es  inconstitucional  sino  contraria  a  las  leyes 
nacionales  sobre  inspección  de  cultos,  por  lo  cual  votó  dI  infrascrito  por- 
que se  suspendan  sus  efectos. 

Bogotá»  veintidós  dé  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete. 

Rafael  MARTiifEzR.— Manuel  EsbquielCorbalbs—Jüaii  AGOSm  6aip 
GOBCBEA — El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  diez  de  octubre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  siete» — El  Secretario»  Rafael  É.  Santander. 


InrORMES  DE  LA  COMISIGR   IMSPECTOEA. 

Ciudadanos  Senadores. 

Por  pedimento  de  tres  colombianos,  coadyuvado  en  parte  por  el  Fro* 
curador  nacional,  se  ocupó,  con  mucho  detenimiento,  la  Corte  Suprema 
federal,  en  examinar  si  debía  suspender  la  ejecución  de  varias  disposicio- 
nes lejislatiyas  dictadas  por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  del  Toli- 
ma,  todas  del  último  año,  i  que  envuelven  puntos  mui  importantes  de 
nuestra  organización  constitucional.  Únicamente  sobre  la  que  atribuye  a 
las  corporaciones  municipales  de  los  distritos  i  aldeas  la  administración  i 
réjimen  délos  cementerios,  hubo  unanimidad  de  votos  para  declarar qoe 
no  podia  suspenderse,  considerándola  válida.  Sobre  todas  las  otras  dispo- 
siciones denunciadas  no  pudo  obtenerse  unanimidad  en  un  sentido  ni  en 
Otro,  i  el  espediente  lia  venido  al  Senado  de  conformidad  con  el  artieaio 
l,t81  del  Código  judicial  i  para  los  efectos  del  73  de  la  Constltuólon. 

Vuestra  Comisión  de  actos  lejislativos  de  los  Estados  ha  tenido  por 
tanto  que  consagrarse,  con  toda  la  detención  del  caso,  al  estudio  de  esas 
cuestiones,  llegando  felizmente  por  la  discusión  a  opinar  uniformemente 
sobre  cada  una  de  elhs,  i  pasa  en  este  escrito  a  esponeros  lo  que  cree  que 
cumple  hacer  al  Senado. 

.  Articulo  59  de  la  Constitución  del  Estado  del  Tolima,  denunciado : 
«El  Estado  no  reconoce  personería  jurídica  en  las  corporaciones,  comuni- 
dades» asociaciones  í  entidades  relijiosas}  en  consecnenciai  no  pueden  te- 

bl^oea  de  ninguna  dase." 
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Dfc^  que  esta  disposición  es  contraria  a  h  del  inciso  f^,^  artículo  i  9 
de  Ti  Constitución  nacional»  que  garantiza  la  propiedad  en  estos  términos  : 
*'La  propiedad,  no  podiendo  ser  privados  de  ella  sino  por  pena  o  contri- 
bacion  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  coando  asf  lo  exija  un  grave  mo« 
tivo  de  necesidad  pública,  jodlcialmente  declarado  i  previa  Indemnización;^' 
{  a  la  del  inciso  i6  que  garantiza  **U  profesión  libre,  püirtica  o  privada  de 
cualquiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  heciios  incompatibles  con  la 
soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  publica."  Ade* 
mas,  para  el  caso  de  que  se  reconocieran  derechos  individuales  a  las  perso* 
ñas  jurídicas,  se  adujo,  como  argumento,  que  están  reconocidas  como  ta- 
les las  comunidades,  corporaciones,  asociaciones  i  entidades  rel^iosas.  El 
artículo  664  del  Código  civil  de  la  Union  dice  asi :  **  Las  comunidades, 
corporaciones,  asociaciones  i  entidades  relijlosas  son  absolutamente  Inca- 
paces para  adquirir  bienes  raices,  aunque  tales  comunidades,  corporado* 
nes,  asociaciones  o  entidades  tengan  el  carácter  de  personas  jurídicas/'  De 
donde,  se  dijo,^se  desprende  el  reconocimiento,  por  una  lei  nacional,  de 
personarla  jurídica  a  las  congregaciones  relijlosas,  i,  en  consecuencia,  a  la 
que  forma  la  Iglesia  católica." 

La  priméis  parte,  o  fondo  del  artículo  69,  es  inatacable  ;  i  no  lo  ban 
ensayado  los  mismos  impugnadores,  porque  no  podia  escapar  a  su  pene- 
tración que  entra  completamente  en  el  Poder  lejlslativo  del  Estado.  Así  lo 
reconocieron  perentoriamente  los  Hajistrados  que  en  la  Corte  sostuvieron 
la  validez,  I  los  tres  de  la  mayoría  que,  por  otras  consideraciones,  opinaron 
por  la  suspensión.  **  Esacto  es  que,  dijeron  éstos,  conforme  al  artículo  i6 
de  la  Constitución  nacional,  todos  los  asuntos  de  gobierno,  cuyo  ejercicio 
no  deleguen  los  Estados  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno  jene* 
ral,  son  de  la  esclusiva  competencia  de  los  mismos  Estados,  i  que  el  artt* 
culo  17,  que  determina  todos  los  negocios  de  Gobierno  en  que  los  Estados 
se  hallan  sometidos  al  Gobierno  jeneral,  no  comprende  la  facultad  de  espe* 
dir  leyes  civiles  I  penales,  asi  sustantivas  como  adjetivas,  respecto  délas 
materias  que  no  han  sido  delegadas.  De' consiguiente,  añaden  dichos  tres 
Uajistrados,  los  Estados  pueden  muí  bien  lejislar  sobre  aquellos  asuntos  ; 
i  nadie  les  negaría,  con  razón  a  lo  menos,  la  potestad  que  ellos  tienen  de 
6jar  cuanto  sea  relativo  al  modo  de]  adquirir,  conservar  I  trasmitir  la  pro- 
piedad ;  al  reconocimiento  de  la  personería  jurídica  en  las  individualidad 
des  naturales  i  ficticias  etc.'' 

De  manera  que  la  Corte,  por  unanimidad,  cree  que  el  poder  constituí 
donal  del  Estado  del  Tolima  para  crear,  dar  forma,  determinar  las  facultad- 
des  I  las  obligaciones  de  las  Acciones  llamadas  personas  jurídicas,  es  Ifei?- 
coestionable,  con  razón  al  menos,  según  la  frase  de  la  mayoría.  Así  es,  en 
efecto.  Las  personas  jurídicas  que,  como  dice  el  Código  civil  de  la  Union 
(articulo  693),  son  personas  ficticias,  deben  su  existencia  í  proporciones  a 


lá  tei,  i  paedett  tMttUen  desaparecer  por  ella.  Soa  una  de  taatas  fiedpnei 
usadee  eat  el  féret  para  TaciUlef  los  juicioa  i  laa  Uanaaccionea  ea  a^jo  aspe- 
chilaiente  del  deraeho  de  asociecioD,  indíspeosable  al  progrese  material. 
l^ara  la  sola  eartrega  o  Iradicioa  de  las  eo8as>  el  derecho  reconoce  las  Ua* 
madas  aiaabóUcas  i  de  breve  mano.  La  parte  primera  del  articulo  some* 
tido  a  escamen  es*  pMes»  del  dominio  de  la  leíialaiCion  ciicil|  i  está  poc  cqq* 
algtrfeate  comprendida  en  la  autoridad  del  Elsiado, 

La  segsinda  parte»  o  aea  la  consecuencia  natural  del  pxincifúc  seoti4a 
€»  la  priiaera»  ea  la  que  propiamente  se  ba  Impognado  en  la  deaaocia.  i  la 
que  ae  ofredó  al  espíritu  da  la  mejoría  de  la  Corte,  como  contraria  a  la 
Constitución  naetonal,  para  no  cottvenif,  coa  la  miaosia,  en-  negar  la  aos- 
pensión. 

yuestta  Comisión  atribuye  é$te»  que  a  sus  ojoa  es  el  error  fandamea- 
tal»  a  haberse  aceptado  para  el  raionamiento  una  paridad  que  oo  tíeoe 
nhigun  verdadero  fondamento  en  la  Constitución  ni  en  los  antaoedentes 
del  derecho  público»  1  que  es,  por  lo  mismo,  inaostenible* 

Consiste  en  sentar  que  las  personas  jurídicas  están  comprendidas  o 
protejidas  por  la  garantía  de  derechos  que  la  Union  i  cada  une  de  los  Es- 
fados  tienen  prometida  a  los  individuos,  habitantes  o  transeúntes. 

Mas  esta  auposicion  o  asImUaciOo  no'  reposa  siquiera  sea  aohre  ana 
palabra  o  frase  ambigua  de  la  Constitución;  ni  puede  llamar  en  su  apojo 
sino  las  simpatías  que  despierte  el  culto  dominante.  Para  ofrecerla  a  la 
disensión  ea  necesario  sacar  de  su  natural  i  castiza  significación  el  párrafo 
eonstitoelonal ;  ^^  Bs  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  entre  los  Esta- 
dos el  reconocimiento  i  la  garantía»  por  parte  ddi  Gobierno  jeneral  í  de  los 
Gobiernos  de  todos  1  cada  uno  de  los  Estados»  de  loa  derechos  indiMwiks 
9ss  ptr^mcesn  a  lar  fcabi^oníes  i  tronseunto  en  los  Estados  Unidos  de  Colom- 
bia, a  saber,  ete.  etc."  £1  espíritu  menos  que  la  letra»  de  este  encabesa* 
miento  puede  presentarse  para  decir  que  las  personas  jurídicas  gozan  tam- 
Men  de  los  derechos  garantizados  por  la  Uoion.  Seria  absurdo  llamar  a 
esas  entidades  ftctícias^  irammniez  a  }ia\Áiani%s ;  i,  además,  atribuirles  de* 
reeboa  de  ^da»  de  eseneion  de  pen^i  corporal  de  más  de  diez  años  i  oíros 
semeiiantes. 

Los  publicistas  saben  que  el  hombre  natural,  antes  aún  de  entraren 
sociedad»  tiene»  por  las  condiciones  de  la  existencia»  facultades  correlati- 
vas con  las  necesidades, !  que  el  ejercicio  de  esas  facultades  constituye  Iqs 
decaehos  inaiananto,  reconocidos  a  prtori,  como  perten^cten^  al  individuo 
por  el  sólo  hecho  de  existir.  La  organización  social  i  política  tieae  por 
ofcjefto  protejec  esos  derechos,  darles  seguridad  i  desarrollo»  cultívar  las 
iMultades  i  facilitar  la  satisfacción  de  las  necesidades.  Es  buena  organiza- 
ciSn  aquella  fue  se  ancredita  por  la  guarda  i  protección  que  ofrece  a  esos 
datechos  \  asi  como  loa  Individuos  conaecuencialniente  tienen  el  debeTi 
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como  dice  la  Constitución,  de  servir  a  la  Nación  basta  hacerte  di  saoriftcio 
de  la  Tida  si  fuere  necesario  para  la  defensa.  Nada  de  esto  es  aplicable  a  laa 
personas  jurídicas,  las  cuales  son  a  las  reales  lo  qne  la  pintura  al  brijinal. 
OI)ra  esclusiiramente  de  la  lei,  le  deben  su  aparición.  Su  cohsenraoloni  sus 
poderes. 

Las  otras^  los  seres  humanos,  son  anteriores  a  toda  organlaacion  so« 
eial.  Fué  por  una  solemne  declaración  de  esta  verdad  fundamental,  de 
prioridad  del  derecho  individual,  que  la  revolución  francesa  de  i789,  este 
acontecimiento  que  por  su  grandeza  moral! su  cosmopolitismo,  tanta  in* 
fluencia  ha  ejercido  sobre  los  pueblos  del  nuevo  mundo,  inició  sus  refor-» 
mas.  En  96  de  agosto  la  Asamblea  nacional  declaró  que  antes  de  hacef 
una  constitución  para  organizar  los  poderes  públicos,  haría  la  declaración 
4e  los  derechos  naturales  e  inenajenables  del  hombre,  i  lo  resumió  asi  3 
^Ma  libertad,  la  propiedad,  la  seguridad  i  la  resistencia  a  la  opresión.'*' 

La  declaración  de  independencia  de  las  colonias  inglesas  en  1776,  co« 
menzó  por  la  de  los  derechos  individuales,  i  las  constituciones  de  cada  uno 
de  los  Estados  de  esa  Union,  la  coniienen  poniendo  estos  derechos  fuera 
del  alcance  de  la  lei.  Fué  asi  también  que  comenzó  la  constitución  ingle* 
aa,  pues  la  magna  carta  no  se  ocupó  de  organizaría  monarquía,  sino  de  rei« 
vindicar  los  derechos  imprescriptibles  del  individuo.  Puede,  por  tanto, 
afirmarse  sin  vacilación,  que  el  carácter  sagrado  de  los  fueros  específica* 
dos  en  la  Constitución  no  abraza  ni  ha!  razón  alguna  para  que  abrace  a 
las  entidades  jurídicas  de  que  venimos  hablando ;  que  aquellos  no  son 
materia  de  leí,  i  éstas  lo  son  en  todo  lo  que  les  concierne ;  que,  por  tanto, 
toca  a  los  poderes  lejislativos  crearlas,  suprimirlas,  permitirles  o  negarles 
la  capacidad  de  poseer,  etc.  etc. 

£1  mismo  articulo  644  del  Código  civil,  citado  en  apoyo  de  la  denun* 

cia,  estatuyendo  la  Incapacidad  de  las  corporaciones  relijiosas  para  adqui* 

rir  bienes  raices,  en  armenia  con  el  artículo  6.^  de  la  Constitución  na« 

cional,  ofrece  una  demostración  concluyente  de  la  potestad  que  existe  en 

los  Gobiernos,  en  los  limites  de  su  jurisdicción,  para  crear,  dar  forma  o 

eatlnguir  las  personas  jurídicas.   Todo  el  título  56  de  ese  Código,  cuya 

constitucionalidad  nadie  ha  controvertido,  es  una  revelación  de  esa  verdad. 

liojlslando  en  lo  civil  la  Union,  no  puede  ir  mas  lejos  que  los  Estados* 

Tendría  que  respetar  también  los  derechos  individuales  especificados  eií  el 

artículo  15  de  la  Constitución ;  i  si  ella  ha  podido  decir  para  los  Territorios 

i  para  los  asuntos  estrictamente  nacionales  esto  o  aquello,  a  este  respecto, 

sin  viplar.o  sin  ser  acusada  de  violar  las  garantías  individuales,  lo  raisme 

esactamente  pueden  decir  los  Estados  en  sus  Códigos  civiles  para  los  asun- 

toa  sometidos  a  la  jurisdicción  local.  Si  la  Union  ha  podido,  por  ejemplo, 

daclr :  **  No  son  personas  jurídicas  las  fundaciones  o  corporaciones  que  lio 

se  hayan  establecido  en  virtud  de  una  lei;"  ''Lo  que  pertenece  a  una 

2M 
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«orporaciODy  no  pertenece  ni  en  todo  ni  en  parte  a  ninguno  ie  h^iniMim 
916  la  componen  etc. ;  ^  *^  Laa  Corporaciones  no  pueden  coniervas^  It  poM- 
aion  de  lot  bienes  raices  que  adquieran,  sin  permiso  especia]  del  Gengreeo 
de  la  Union ; ''  lo  mismoi  o  cosas  semejantes,  pueden  decir  los  Estados. 
Finalmente,  la  misma  prohibición  del  articulo  644,  de  adquirir  bienes  raí* 
ees,  aun  en  el  supuesto  de  que  tengan  personería  jurídica,  qne  es,  como 
las  otras,  limitación  del  derecho  de  propiedad  garantizado  a  lostiudadass^ 
no  podría  conciliarse  con  la  teoría  de  que  las  personas  jurídicas  gOEsn  de 
la  garantía  constitucional  de  la  propiedad.  Si  la  Nación,  en  sus  leyes  dil- 
les aplicables  a  los  territorios,  ha  podido  i  puede  restrinjir  esos  derechos, 
con  mayor  razón  pueden  hacerlo  los  Estados  ejerciendo  su  potestad  propia, 
no  delegada,  de  lejislar  en  todos  los  ramos  de  derecho  ci^  i  criminal.  La 
autoridad  de  la  Union  en  los  territorios,  en  lo  ciyil,  es  esactamente  la  mis- 
ma de  los  Gobiernos  seccionales. 

Tampoco  halla  vuestra  Comisión  que  sea  fundada  la  objeción  que  ha 
querido  deducirse  de  la  garantía  de  profesión  libre,  pública  i  privada  de 
cualquiera  relijíon.  No  se  comprende  por  qué  una  relijion  haya  de  necesi- 
tar de  organizarse  bajo  el  privilejio  de  la  personería  jurídica  para  subsistir, 
ni  menos  que  cada  relijfonario,  que  por  sí,  en  calidad  de  colombiano,  tieoe 
la  plenitud  de  les  derechos  individuales,  tenga  necesidad  de  gozarlos  por 
duplicado,  es  decir,  tanto  individual  como  colectivamente.  Acaso  sola* 
mente  entre  los  católicos  ha  asomado  tal  pretensión.  La  relijion  cristiana, 
en  su  período  más  exelso,  en  los  tres  primeros  siglos,  hasta  su  trasforma- 
don  en  catolicismo^  no  pudo  contar  siquiera  fuese  con  seguridad  para  m 
adeptos.  Sinembargo,  es  iu  período  glorioso  i  verdaderamente  edificante. 
Fué  aquel  en  que,  siguiendo  las  inspiraciones  filosóflcas  del  evanjelio,  se 
hizo  el  iniciador  i  propagador  de  las  ideas  de  justicia,  de  igualdad  i  de  fra- 
ternidad de  que  estaba  sediento  el  mundo.  Cuando  tentó  la  ambición  a  los 
prelados,  i  el  Emperador  Constantino  comprendió  sagazmente  el  partido 
que  para  su  autoridad  podía  sacar  de  la  nueva  relijion  al  estinguirse  la  pa- 
gana, verificóse  aquel  consorcio  del  cual  han  manado  los  prívilejios  que, 
como  éste,  no  son  sino  restos  de  la  preponderancia  en  el  Gobierno  del  po- 
der teocrático.  I  es  oportuno  hacer  notar  aquí  que  desde  que  la  relijion 
cristiana  cedió  su  alba  vestidura  para  hacerse  instrumento  de  un  poder 
político,  o  asumir  ella  misma  ese  poder,  descendiendo  a  la  arena  de  las 
luchas  profanas,  la  equidad  no  consiente  que  se  le  concedan  prívilejios  i 
armas  especiales  de  que  solo  hará  uso  para  combatir  los  progresos  de  la 
civOizacIon  moderna. 

Se  puede,  pues,  sentar  como  principios  demostrados  que  las  perso- 
nas jurídicas  son  del  esclusivo  dominio  de  la  lejislacion  civil,  i  que  a  ellas 
no  se  estíende  la  garantía  de  derechos  individuales  prometida  por  la  Cons- 
titución nacional ;  i  en  consecuencia,  que  la  declaratoria  contenida  en  el 
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vticulo  69  de  la  Constitución'  del  Tolima,  ha  sido  hecha  con  perfecto 
derecho. 

El  articulo  63  de  la  lei  23  del  mismo  Estado,  igualmente  denunciado 
en  oposición  a  la  Constitución  federal,  dice  asi :      i 

'^Articulo  65.  Cédese  el  uso  de  los  edificios,  alhajas,  bienes  1  demás 
objetos  que  pertenecieron  a  las  personas  jurídicas  que  han  quedado  estin- 
guidas  por  el  articulo  59  de  la  Constitución,  a  las  respectivas  comunidades 
relijiosas  para  el  servicio  de  su  culto,  con  las  obligaciones  siguientes: 

''i/  Que  el  respectivo  Ministro  del  culto  mantenga  en  buen  estado 
los  edificios,  alhajas,  muebles  i  demás  bienes  que  se  le  entreguen ;  i 

^'2/  Que  no  preste  su  ministerio  relijioso  en  todo  lo  relativo  a  los 
nacimientos,  matrimonios  i  defunciones,  mientras  no  se  le  compruebe  con 
la  copia  respectiva  que  los  interesados  han  hecho  describir  la  partida  co- 
rrespondiente en  el  rejistro  del  estado  civil,  o  que  han  contraído  matrimo- 
nio conforme  a  la  lei/' 

Desapareciendo  el  que  era  o  se  decía  dueño  de  aquellos  bienes,  I 
quedando  éstos  vacantes  o  mostrencos  según  su  clase,  en  la  condición  de 
reí  mUliuSy  entraron  por  el  mismo  hecho  bajo  la  jurisdicción  de  la  lei  del 
Estado,  que  abraza  todo  lo  relativo  al  derecho  civil*  £1  Estado  ha  podido 
apropiarlos  a  los  usos  públicos  estimados  más  convenientes,  o  ceder  su  uso, 
con  o  sin  condiciones,  a  ésta  o  a  aquella  entidad  o  asociación,  con  éste  o 
aquel  motivo.  I^  defectuosa  designación  de  la  persona  o  entidad  agracia- 
da, no  altera  en  nada,  por  lo  que  hace  al  cedente,  la  potestad  para  hacer  la 
cesión.  Al  Senado  le  basta  saber,  cuando  se  le  pide  la  intervención,  que  la 
disposición,  buena  o  mala  en  el  fondo,  procede  del  poder  soberano  corres- 
pondiente sin  traspasar  en  nada  los  límites  señalados  a  su  poder.  Estiman* 
se  bienes  cacantes,  dice  el  articulo  106  del  Código  civil  de  la  Union,  los 
bienes  innauebles  que  se  encuentran  dentro  del  territorio  respectivo  a  car- 
go de  la  Nación,  sin  dueño  aparente  o  conocido ;  i  mostrencos  los  bienes 
muebles  que  se  hallan  en  el  mismo  caso. 

*^  Articulo  707.  -  Los  bienes  vacantes  i  los  mostrencos  de  los  Territo- 
rios fertenecen  a  la  Union. 

*'  La  enajenación  i  aplicación  de  tales  bienes  se  arreglarán  a  lo  que 
sobre  la  materia  disponga  el  Código  fiscal." 

Estas  disposiciones  no  han  sido  anuladas  por  el  voto  de  los  Estados» 
ni  siquiera  se  sabe  que  se  haya  denunciado  el  vicio,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  S5  de  la  Constitución  nacional ;  de  suerte  que  por 
este  mismo  asentimiento  han  quedado  en  nuestra  lejislacion  como  reglas 
generalmente  convenidas. 

Las  del  Tolima  en  examen,  tienen  ademas  el  mérito  de  ejercitarse  en 
proveer  a  la  conservación  de  los  bienes  i  a  la  esactitud  de  los  rejlstros  del 
estado  civil,  dato  precioso  para  la  admmistracion  pública,  que  solo  puede 


»  . 


-  464¿- 

Bdgarse  por  odiosidad  a  las  leyes.  Considerado,  sin  preTencion,  lo  dbpoM- 
to  a  este  respecto,  se  miraria  [como  una  concesión  jenerosa,  porque  bs 
condiciones  son  relativamente  insignificantes  en  cambio  de  una  posedon 
tranquila  y  de  duración  indefinida. 

El  artículo  6B  de  la  misma  lei  dispone  que»  **  £1  ministro  del  coito 
que  falte  al  deber  que  se  le  impone  por  el  inciso  t.°  del  artículo  anterior, 
será  considerado  como  trastornador  del  orden  público  i  castigado  por  d 
Presidente  del  Estado  con  uno  o  dos  años  de  espulsion  del  territorio  dd 
Estado»  previa  comprobación  sumaría  del  hecho." 

Para  convencerse  de  la  validez  de  esta  disposición,  basta  ponerla 
ea  presencia  de  la  lei  nacional,  85  del  último  año,  sobre  inspección  ci- 
vil en  materia  de  cultos ;  de  la  que  rijió  desde  1864  hasta  1867  sobre  h 
misma  materia,  ambas  espedidas  en  virtud  de  las  facultades  con  que  en  d 
articulo  n  de  la  Constitución  política  de  la  Union  quedaron  sabiamente 
investidos  el  Gobierno  nacional  i  los  de  los  Estados,  en  su  caso,  para  ins- 
peccionar los  cultos. 

Siendo  idénticos  los  poderes  que  ejercitan  en  la  materia  el  Gobierno 
nacional  i  la  Lejislatura  de  cada  Estado,  lo  hecho  por  el  primero  es  de  ana 
autoridad  Irrecusable  en  el  juicio  a  que  se  somete  lo  que  hagan  los  segundos. 
La  lei  nacional,  espedida  en  el  último  año,  es  de  una  comprehension  I  de 
una  severidad  infinitamente  mayor  que  la  que  se  advierte  en  la  lei  del  To- 
lima,  supuesto  que  se  somete  a  los  ministros  del  culto,  cuando  propenden 
a  causar  el  desobedecimiento  de  una  lei  nacional,  a  juicios  breves  i  soma- 
ríos  la  multas  que  van  hasta  la  suma  de  ocho  mil  pesos  i  a  las  penas  de 
confinamiento  i  de  estrañamientd  del  país  hasta  por  dtes  años,  i  bastaje 
el  tiempo  que  fuere  necesario  para  impedir  que  su  influencia  pertwfiodera  se 
haga  sentir  en  daño  de  leu  pobUidones.^ 

La  lei  del  Tolima  se  propuso,  con  el  mas  laudable  objeto,  obligara 
los  curas  a  concurrir  a  un  bien  de  grande  trascendencia  en  ei  drden  civil» 
armonizando  la  libertad  relijiosa  con  la  regolarizaclon  del  servicio  público. 
I  esto  tiene  antecedentes  que  vienen  a  justificar  esas  providencias.  1>esde 
que,  por  interés  mismo  del  clero  católico,  se  consagró  en  nuestra  lejisla** 
clon  la  abstención  del  Gobierno  en  las  materias  relijiosas,  o  lo  que  por  en- 
tonces se  llamó  la  separación  de  las  dos  potestades  que  hablan  estado  ani- 
das desde  siglos  atrás,  el  Gobierno  tuvo  que  proveer  a  la  creación  de  los 
rejistros  del  estado  civil,  a  la  manera  de  reconocer  el  matrimonio  para  sos 
efectos  civiles,  i  a  la  manera  de  dar  sepultura  a  los  cadáveres  consultando 
la  salubridad  i  seguridad  de  las  poblaciones.  Nada  parecía  mas  natnrali 
mas  propio  de  la  administración  pública,  una  vez  verificada  la  separación 
de  las  potestades ;  pero  a  nada  se  han  opuesto  con  mas  tenacidad,  con  ma- 
yores abusos  i  major  rebeldía,  los  elesiásticos.  Abusando  del  poder  de  la 
costumbre  i  del  prestljio  de  la  relijion,  han  contrariado,  de  cuantos  modos 
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han  estado  a  su  alcance/el  cumplimiento  de  las  leyes  sobre  rejístro,  matrt- 
«nonío  i  sepultura,  poniendo  a  prueba  la  tolerancia !  moderación  de  la  po» 
testad  cíTil  hasta  causar  graves  daños  a  las  familias  i  una  perturbación  com* 
pleta  en  ia  moral  de  la  sociedad.  Los  abusos  han  llegado  en  los  Estados  a 
tal  punto,  que  la  tolerancia  ha  venido  a  ser  una  abdicación  del  poder  públi- 
co en  los  negociados  mas  trascendentales,  i  ha  sido  forzoso  que  la  inspec- 
ción de  los  cultos  se  ejercite  principalmente  en  impedir  que  se  siga  contra- 
riando el  cumplimiento  de  tan  imprescindibles  leyes. 

Se  recordará  que  no  obstante  la  previsora  disposición  del  articulo  tS 
de  la  Constitución,  i  de  que  el  clero  jamas  quiso  someterse  a  las  leyes  de 
esta  categoría,  a  protesto  de  ser  contrarias  a  las  de  la  Iglesia,  el  Congreso 
de  1867  llevó  su  magnanimidad  basta  derogar  la  leí  de  inspección  decul* 
tos  de  4864,  quedando  la  (acuitad  constitucional  como  letra  muerta  en 
nuestras  prácticas  de  gobierno.  Fueron  necesarios  los  escándalos  de  los 
últimos  años  en  que  se  disputó  palmo  a  palmo.a  las  autoridades  d  poder 
ao  materia,  no  ya  solamente  de  matrimonio  i  de  sepultura,  sino  de  ins* 
tmccion  i  educación,  pretendiendo  cerrar  las  escuelas,  para  que  se  desper- 
tara el  celo  i  la  enerjfa  de  la  administración  en  el  cumplimiento  de  sus 
deberes,  en  algunos  Estados.  Los  poderes  especiales  de  que  la  Conven, 
cion  constituyente  dejó  armados  a  los  Gobiernos  para  hacer  frente  a 
esa  conspiración  permanente,  con  tanta  eficacia  proseguida,  no  menos 
que  la  historia  de  los  últimos  años,  demuestran  que  la  denunciada  dispo- 
sición del  Tolima  no  solo  es  estrictamente  constitucional,  sino  de  todo 
punto  indispensable  i  benéfica. 

Poco  mas  ó  menos,  las  mismas  facultades  constitucionales,  i  las  mis- 
mas o  semejantes  reflexiones,  justifican  las  disposiciones  déla  lei*  S.'  del 
mismo  Estado,  reformatoria  del  Código  de  policía.  Son  las  siguientes : 

'  Art.  1.^  La  administración  I  réjimen  de  loi9  cementerios  correspon- 
de única  i  esclusivamente  a  las  corporaciones  municipales  de  los  distritos 
I  aldeas.  En  consecuencia,  en  ningún  distrito  habrá  otros  cementerios  que 
los  qul  determine  la  respectiva  Corporación  municipal. 

'  Art.  2«^  Por  las  plazas,  calles  i  demás  vías  públicas  de  los  distritos 
i  aldeas  es  prohibida  toda  procesión  o  reunión  de  jentes  con  cualquier  fin 
a  objeto  relljloso. 

'Los  que  contravinieren  a  lo  dispuesto  en  este  artículo,  pagarán  una 
multa  de  dnco  a  diez  pesos. 

'  Art.  3.0  La  policía  tiene  el  deber  de  disolver  las  reuniones  de  que 
trata  el  articulo  anterior,  haciendo  uso  de  la  fuerza  si  fuere  necesario. 

<  Art.  4.^  Quedan  espresamente  derogados  los  artículos  368,  416  i 
419  del  Código  que  se  reforma  por  la  presente  leí.'' 

Acaso  en  ningún  otro  asunto  resalta  mas  la  sinrazón  f  hasta  el  ab« 
Mdrdo  de  las  pretensioneB  del  clero,  como  el  de  sepultara  de  los  cadáveres. 
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I  desde  luego  que  es  Indispensable  para  la  claridad  hacer  notar  que  soa 
cosas  distintas  la  propiedad  sobre  el  terreno  o  sobre  el  edificio  que  ha 
tenido  o  tiene  el  dqstino  de  cementerio»  i  la  potestad  de  determinar  dónde  i 
cómo  debe  hacerse  la  inhumación  o  la  exhumación,  dentro  de  qué  tiempo 
i  según  lo  exija  el  aseo»  la  salubridad»  el  respeto  debido  a  los  muertos,  i 
las  exíjencias  de  la  acción  criminal.  Cs  tan  claro  este  deber  de  parte  de  la 
autoridad»  que  ni  a  las  familias  puede  ser  permitido  oponer  la  menor  difi* 
cuitad;  i  apenas  es  concebible  que  haya  habido  tiempos  en  los  que  se  hayan 
tolerado  cementerios  particulares  o  cementerios  al  cuidado  de  individuos  o 
congregaciones  Irresponsables.  Nada  de  lo  que  con  esta  operación  se  rela- 
ciona puede  estar  fuera  de  la  autoridad  i  víjilancia  de  la  policía»  desde  el 
mismo  momento  de  la  muerte,  i  algunas  veces  desde  antes  si  hai  motivo 
para  tener  la  comisión  de  un  crimen  aunque  no  sea  otro  que  el  de  estafa. 

La  propiedad  sobre  el  terreno  o  el  edificio  es  cosa  enteramente  dis- 
tinta :  ésta  puede  reinvindicarse  por  los  trámites  i  ante  los  Jueces  i  Tribu* 
nales  comunes»  i  la  lei  del  Tolima  que  examinamos»  nada  ha  dicho  ni 
debía  decir :  ella  ha  hablado  únicamente  de  la  potestad  de  administrar  i 
rejimentar  los  lugares  que  tengan  aquel  destino.  Si  judicialmente  se  decía* 
rase  que  el  cementerio  del  distrito  A»  por  ejemplo»  es  de  propiedad  parti- 
cular» el  respectivo  Cabildo  se  vería  obligado  a  designar  otro  lugar,  sobre  €Í 
cual  tuviese  dominio»  para  darle  ese  destino»  i  el  que  antes  servia  se  entre* 
garía  a  su  dueño,  sin  que  pueda  después  tener  el  mismo  destino. 

Esta  cuestión  fué  así  resuelta  por  el  Senado  en  45  de  marzo  de  tW9, 
declarando  válida  la  lei  de  10  de  agosto  de  1868,  del  Estado  de  Gundina- 

marca»  que  dijo:  ^^La  administración  de  los  cementerios  como  objeto 
de  policía  especial  de  cada  distrito»  corresponde  a  las  Corporaciones  muni* 
cipales."' 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  s.o  i  3.<»  son  de  mera 
policía,  que  entrando  completamente  en  la  facultad  lejislativa  del  Estado» 
aunque  pueda  disputarse  su  conveniencia»  a  este  u  aquel  respecto»  están 
fuera  de  la  Jurisdióíon  del  Senado»  porque,  éste  tiene  que  limitarse  en  el 
ejercicio  de  su  facultad  de  anular»  a  examinar  si  proceden  de  facultad  le* 
jitima»  i  si  no  son  contrarias  a  disposición  alguna  constitucional  o  legaU 

En  fuerza  de  las  demostraciones  que  vuestra  Comisión  cree  haber  he* 
cho  con  claridad  i  esactitud»  se  considera  en  el  deber  de  proponeros  adop* 
teis  la  siguiente 

RESOLUCIÓN: 

<'fil  Senado  de  Plenipotenciarios»  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  5»°  articulo  51  de  la  Constitución  de  la  Dnion»  (¿clara 
válidas  las  siguientes  disposiciones  lejislativas  del  Estado  soberano  del  To- 
Uma,  a  saber :  el  articulo  59  de  la  Constitución  polilica  de  20  de  febrero  de 


— -167  - 

4IIT7,  Io8  articttios  68  i  64  de  la  lei  n  del  mismo  año,  reformatorio  del  Cd* 
digo  polfttco  i  municipal,  t  los  artículos  i,^  t,^  8.^  i  4.^  de  la  lei  6/  espe- 
dida el  13  de  febrero,  reformatoria  del  Código  de  Policía.'" 

Bogotái  6  de  marzo  de  i87S. 

Ciudadanos  Senadores. 

Manuel  HuRaLO— R.   Gómez— Jil  Golunjb— Climago  Irurts — Am- 
DRBS  Bermudbz. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  i.o  ¡  2.0  debates  en  los  diasi3l 
la  de  marzo  dei878.—- El  Secretario  del  Senado,  Jtdio  E.  Pérez. 


/«  Saho  en  parte  mi  voto,  como  se  vé  por  el  breve  informe  indivi- 
dual que  escribo  a  continuación— Colunje. 


Oludadanos  Senadores. 

Aunque  be  suscrito  el  informe  que  precede,  no  estoi  de  acuerdo  con 
mis  honorables  compañeros  de  comisión  en  todos  los  puntos  que  él 
abraza. 

Reconociendo,  como  reconozco,  que  siendo  la  personería  jurídica 
mera  creación  de  la  lei,  ésta  puede  hacerla  desaparecer  del  mismo  modo 
que  la  crea,  tengo  que  reconocer  también,  como  consecuencia  lójica,  que 
desapareciendo  una  personalidad  jurídica  no  constituida  por  personas 
naturales  asignables,  sus  bienes  pasan  a  ser  res  núHius,  i  puede  desde 
luego  el  lejislador  disponer  de  ellos,  puesto  que  no  queda  quién  pueda  de- 
cirse sucesor  de  la  persona  que  desaparece.  Tal  seria  el  caso,  por  ejemplo, 
si  se  retirase  la  personería  jurídica  a  los  establecimientos  públicos  de  ins* 
tracción  o  beneficencia,  i  tal  lo  es  st  se  la  retira  a  las  entidades  relíjiosas. 

No  contesto,  pues,  la  potestad  de  la  Lejislatura  del  Estado  del  Tolima 
para  disponer  de 'Mos  edificios,  alhajas,  bienes  i  demás  objetos^  de  esas 
entidades,  una  vez  que  se  las  privó  de  la  personería  jurídica ;  pero  juzgo 
indefensable  la  cesión  sobre  que  versa  el  artículo  88  de  su  lei  82.de  1877, 
porque  ese  acto  envuelve  una  positiva  intervención  del  Gobierno  en  el 
ejercicio  de  un  culto  relijioso,  intervención  enteramente  opuesta  al  princi* 
pió  de  prescindencia  oficial  que  consagra  en  la  materia  la  Constitución  de 
la  Union,  i  que  debe  consagrar  también,  i  consagra  sin  duda,  la  Constitu- 
ción particular  del  referido  Estado.  Si  el  lejislador  tolimense  creyó  que  los 
objetos  de  que  se  trata  no  podían  tener  otra  aplicación  aceptable  que  la 
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» 

mbma  que  antes  tenían,  preferible  era  dejar  en  ese  punto  las  cosas  coma 
estaban  (para  no  tropezar  con  ambas  constitución^,  como  ba  aucedido)»  I 
procurar  por  otra  vía  la  consecución  del  fin  serio  del  articulo,  que  es  el  que 
revela  su  inciso  S.o  Ojalá  se  quisiese  volver  sobre  lo  hecho  en  el  particular, 
reemplazando  el  articulo  constitucional  denunciado  con  disposiciones  eual 
las  que  contiene  la  lei  33  de  1877  del  Estado  de  Gundínamarea»  i  redu- 
ciendo el  articulo  03  de  la  leí  n  a  la  disposición  de  su  inciso  9^^  comple- 
mentada con  la  del  articulo  04. 

Por  lo  demás,  sólo  tengo  que  deciros  que  yo  no  participo  de  la  opinioa 
de  mis  honorables  compañeros  espresada  o  insinuada  en  estas  palabras : 
'*No  se  comprende  por  qué  una  relijiofi  haya  de  necesitar  de  organizarse 
bajo  el  privilejio  de  la  personería  jurídica. •  •  ni  menos  que  cada  relijioiía- 
rio,  que  por  si  tiene  la  plenitud  de  los  derechos  individuales,  tenga  nece- 
sidad de  gozarlos  por  duplicado,  es  decir,  tanto  indíTídual  como  colectiva- 
mente." Si  bien  creo,  como  ellos,  que  no  es  indispensable,  para  que  una 
relíjion  pueda  subsistir,  el  que  la  respectiva  [comuníon]goce  del  que  ellos 
llaman  privilejio  de  personería,  no  puedo  dejar  de  reconocer  que  el  ejer- 
ciclo  de  una  relíjion  cualquiera,  el  cual  comprende  tanto  el  culto  eolectioo 
como  el  individual,  no  es  verdaderamente  libre  en  el  primer  modo  de  ma- 
nifestación, si  no  cuentan  los  correlijionaríos  con  aquel  medio  de  hacer  efi- 
caces los  derechos  que  entre  sí  estimen  comunes.  Por  eso  yo,  en  el  puesto 
de  lejislador,  no  me  inclino  en  caso  alguno  a  rehusar  la  personería  jurídica 
a  las  entidades  relíjiosas,  i  juzgo  bastante,  para  el  efecto  de  mantenerlas 
dentro  de  los  límites  de  la  razón,  de  la  justicia  i  de  la  conveniencia,  el  que 
la  lei  defina  qué  es  lo  que  ellas  pueden  poseer. 

Lo  dicho  en  el  tercer  párrafo  de  este  informe  me  conduce  natural- 
mente a  proponeros  por  mi  parte,  como  os  propongo,  este  otro  proyecto 
de  resolución : 

''Declárense  válidas  estas  disposiciones  lejislativas  del  Estado  del  To- 
lima,  a  saber :  el  artículo  59  de  la  Constitución  de  so  de  febrero  de  i877  ; 
el  inciso  2.^  del  artículo  65  i  el  artículo  64  de  la  lei  23  del  mismo  ano> '  re- 
formatoria del  Código  político  i  municipal ; '  i  los  artículos  i,^  3,^  3.^  i  4.<» 
de  la  lei  5/  de  4877  también,  *  reformatoria  del  Código  de  policía/  I  de- 
cláranse  nulos  la  parte  principal  i  el  inciso  i •«  del  mismo  citado  articulo  n.*' 

Bogotá,  6  de  marzo  de  1878. 


•  V 


Ciudadanos  Senadores. 

Jn.  GoLUiusí 
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VAIilOESEtloIosartíealofi  €0«,  !»es,  904,  Mi,  SfBQp  907,  970Í 
971  d,el.€ó(Usp  S*iseal  del  Kstado  de  Boyae^i,  sanclooaiio  eí 

9  de  noviembre  de  1H74. 


i\ 


\ 


Sefioree  Mejistra'clos..  ..' 

El  señor  Piíntaleon  Ballesteros  sollcfla  de  ess  Corte  Siipnema  una 
resolución  que  declai^e  no  exct]urbteS  i  qufé,  por  cdnstguiente,  no  deben 
cumplirse  por  los  funcionarios  públicos  del  Estado  cfeBoyacá  los  artículo^ 
$62  a  ili  del  Cddígo  JFiscal  de  dicho  Estido/sancíonado  el  4  de  noviembre 
de4S74¡  mandado  publicar  i  ejecutar  el  7  de  l6S'  mismos,  estimándose' 
virtualmente  atvulados  por  la  résolucídn  det  Senado  dé  &0>  de  marzo  de 
4874;  o  que  si  esto  no  fuere  admisible  se  decrete  la  suspensión  der dichos 
artículos»  comb  contrarios  al  inciso  43,  artfcblo  46  dé  ía  GonsticuctoD'  de  la 
Union,  que  garantiza  el  derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  las  prtldo* 
fies  ^ué  por  escrito  se  dirijan  a  las  corporaciones,  autoridades  o  funciona^' 
lios  públicos  sobré  cualquier  ásuhto  de  interés  jenerál  a  particular*' ' 

Atinqüe  el  peticionario  Se  limitó  a  pri?señtar  el  memorlal'que  contiene 
la  petición  espresada,  hace  ya  parte  del  espediente  la  copia  certificada  de 
ios  árticulos  a  que  se  refíbre  el  señor  Ha1lest!éros  enrviadá  dela'Sécretária 
jénerdl  del  Estado, de  Bóyacá  por  disposición  de  lá  Corte,  Estitfdiadofr  esoB 
artículos  por  él  Procurador  i  habiéndose  heclio  dáfgo  de  SU  cbiitenido,  pasM 
ú  ésponer  su  concepto. 

Ko  Irabiéndo^e  atribuido  a  la  Corte  por  la  Constitucton  o  las  leyes  fa- 
cultad para  dictar  la  resolución  en  el  sentido  de  que  trata  la  primera  parte, 
de  la  solicitud,  creo  que  la  Corte  debe  ocupáVsé  únicamente  de  \á  segunda» 
relaihá  a  hi  sospénstbn.  '      :  ^ 

Por  panto  jenerai,  loque  prescriben  las  dí^osicí<^nes  que  se  objetan, 
por  el  señor  Ballesteros  como  inconstitucionales  es,  que  no  se  otorguen 
esci'itui'as  porlósNdtarios,  ni  sé  inscriban  aquéllas  en  el  réjistro  por  los 
Bejistradores,  ni  se  presten  por  lOs  empleados  del  raníbjudici&Moseerti- 
cios  a  que  est^hi  ol)llsados,  en  asuntos  civiles,  sin  que  los  interesados  ooin* 
prueben  haber  pagado  el  •*  impuesto ''  o  no  ser  contribuyentes. 

'tantas  han  sido  las  leyes  que  en  Idéntico  sentido  •  han  espedido  las 

Lejislaturas  de  los  Estados  i  tan  distintos  los  pareceres  <que  acerca  de  ellas 
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han  jBinltido  los  miembros  de  bs  corporaciones  que  se  han  ocopado  de 
sa  examen  que  el  espirita  vacOa  para  darle  solución  definítiYa  a  una  cues- 
tión de  suyo  grave  i  delicada.  No  será,  por  tanto»  fuera  de  este  lugar  recor- 
dar .los  antecedentes  relacionados  con  el  asunto  sujeto  actaalmente  a  mes- 
tro  estudio  i  decisión. 

£l  primer  caso  ocurrido»  Idéntico  al  presente»  tuvo  lugar  por  la  soMcf • 
tüd  que  varios  vecinos  del  Estado  de  Santander  hicieron  para  qoe  se  sus- 
pendieran el  articulo  SO  de  la  leí  de  3i  de  diciembre  de  1860,  sobre  "im- 
puesto/' i  los  artículos  i,^  S.»  i  3.o  de  la  de  5  de  octubre  de  f  864  <^  acla- 
rando i  determinando  los  efectos  de  aqnel.''  La  Corte  Suprema  suspendió  1 
el  Senado  anuló  los  últimos  tres  artículos»  por  estimarlos  contrarios  al 
inciso  5,^  articulo  f  5  de  la  Constitución,  i  se  abstuvieron  aquellas  Corpora- 
ciones de  ejercer  sus  respectivas  facultades  respecto  del  articulo  30,  porque 
siendo  anterior  e  la  Constitución  ha  sido  abrogado  por  ésta. 

Los  articules  40  i  ioe  de  la  lei  de  19  de  diciembre  de  1864»  orgánica 
de  las  contribuciones  i  rentas  dd  Estado  deBoyacá.  fueron  también  obje- 
to de  solicitud  de  suspensión  por  algunos  vecinos  de  Sogamoso.  La  suspen- 
sión no  se  decretó,  por  no  haberse  obtenido  en  la  Corte  la  unanimidad  de 
"votos  que  exije  la  Constitución ;  pero  el  Senado  declaró  nulos  dichos  artí- 
culos, por  resolución  de  i  4  de  noviembre  de  4807. 

Con  reladon  al  articulo  i  05  de  la  lei  de  Boy^cá,  de  4  S  de  noTiembre 
de  1807,  cuya  nulidad  solicitaron  varios  vecinos  de  Cbiquinquirá,  la  comi- 
sión del  Senado  compuesta  de  cinco  miembros,  presentó  el  98  de  majo  de 
1808  un  proyecto  de  resolución  declarando  la  validez  de  dicho  articulo,  sin 
que  se  sepa,  al  menos  por  el  que  habla,  la  suerte  que  corriera  el  proyecto 
referido. 

Solicitóse  después  por  el  señor  Antonio  de  J.  Toro  la  suspensión  del 
articulo  SO  de  la  lei  de  10  de  noviembre  de  48o8,  **  de  impuesto  sobre  la 
renta,'*  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  de  Bolívar;  i  tanto 
el  Procurador  i  la  Corte  como  el  Senado  discurrieron  en  sentido  favorable 
a  la  disposición  consignada  en  el  citado  artículo  90,  por  lo  cual  no  fué  éste 
suspendido  i  anulado. 

También  se  pidió  a  la  Corte  por  el  señor  Enrique  Camacho  la  suspen- 
sión del  artículo  32  de  la  leí  de  Cundinamarca,  *'  sobre  injpuesto  directo,'' 
deis  de  agosto  de  4809.  La  Corte  no  acordó  la  suspensión,  pero  el  Senado 
declaró  la  nulidad. 

Como  último  caso,  de  idénticas  condiciones  al  presente,  tiénese  la 
solicitud  del  señor  Bonifacio  Torres  con  relación  al  articulo  i3  de  la  lei  49 
de  1009,  espedida  por  la  Lejíslatura  de  Boyacá,  respecto  de  cu  jo  articulo 
la  Corte  resolvió  por  unanimidad  no  suspenderlo,  i  el  Senado  lo  anuló,  con 
fecha  30  de  abril  de  4874,  por  estimarlo  contrario  al  inciso  i2  del  artículo 
i5dc  la  Constitución. 
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Las  citas  <)tte  deío  hedías  demuastratt  coa  bastante  claridad  que  ni  la 
Corte  tú  él  Senado,  ni  el  personal  de  óste  ban  estado  de  aenerdo  en  sns 
respectivas  decisiones  acerca  de  la  constitucionalidad  de  Jas  leyes,  apunta* 
das,  siendo  del  todo  cierto,  como  lo  eostüve  en  onro  lugar»  iqne  aun  no 
puede  decirse  cuál  sea  la  doctrina  constitucional  reconocida.  Verdad  m 
que  es  mayor  el  número  de  casos  en  que  se  ba  decretado  suspensión  i  nuU« 
dad  de  las  disposiciones  sancionadas  por  los  Estados  que  exijen  oomproba- 
eion  del  pago  de  los  impuestos  para  obtener  los  servicios  de  les  Notarios; 
Hejistradores  i  Jueces,  qué  aquellos  en  que  tales  disposiciones  ee  ban  esti* 
mado  Mequibles ;  pero  no  por  eso  he  podido  adquirir  una  convicción  con« 
traria  a  la  que  tenia  i  he  conservado  desde  que,  como  Majistrado  de  esa 
Suprema  Corte,  estudié  i  redactó  el  proyecto  de  resolución  que  ella  aprobó 
tinánfmeinente,  con  fecha  5  de  enero  de  i874,  recaído  en  la  solicitud  del  se» 
ñor  Bonifacio  Torres  para  que  se  suspendiera  el  arf.  i3de  la  lei  4Side  i869t 
espedida, por  la  Asamblea  del  Estado  de  Boyacá;  siendo  oportuno  mani- 
festar ahora  en  defensa  de  la  citada  resolución,  que  los  ejemplos  alli  pro» 
sentados  no  se  dirijian  a  establecer  una  completa  i  absoluta  paridad  con  el 
caso  que  se  ventilaba,  sino  únicamente  a  poner  de  manifiesto  las  ttmUdanei 
de  distinta  naturaleza  que  se  Imponían  en  varias  leyes  para  dlrij¡r,peticio« 
flies  a  las  autoridades  i  funcionarlos  públicos  de  los  Bstadoa;  i  que  siendo 
también  una  condición,  para  obtener  resolución,  la  de  compi'obar  el  pago 
del  impuesto,  como  lo  es'  la  de  pagar  el  derecho  de  registro  para  que  se 
otorgue  una  escritura,  i  la  de  estender  el  n^emorial  en  papel  tinibradot  para 
hacer  peticiones  a  los  funcionarios  públicos,  debia  ser  tan  exequible  aque- 
lla como  estas  condiciones,  contra  las  cuales  no  ba  llegado  a  hacerse  olv/^r 
clon  alguna. 

Disimúleseme  que  en  apoyo  de  la  doctrina  que  vengo  sustentando  re« 
produzca  una  parte  del  informe  que  los  ciudadanos  Senadores  EstanisIaQ 
Silva,  A.  González  Garazo,  Jacobo  Sánchez,  Miguel  Velasco  i  Velasco  } 
Januario  Salgar,  presentaron  con  el  proyecto  de  resolución  declarando 
valido  el  articulo  i05  de  la  lei  de  Boyacá  de  iS  de  noviembre  de  4807,  cuyo 
tenor  es  el  siguiente : 

'*  Los  derechos  individuales  que  deben  reconocer  i  garantizar  el  Go- 
bierno jeneral  i  los  Gobiernos  de  los  Estados  conforme  al  articulo  15  de  la 
Constitución,  ¿podrán  ser  eficaces  sin  el  cumplimiento  de  los  deberesj^ue 
la  misma  Constitución  impone  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  el  territo- 
rio de  ta  Nación  ? 

''^Basta  enunciar  esta  cuestión  para  resolverla. 

*'  No  se  puede  concebir  gobierno  alguno  sin  la  obedieneia  a  las  Ie;^es ; 
ni  puede  existir  asociación  alguna  en  que  los  asociados  no  tengan  que  cum- 
plir con  los  deberes  correlativos  a  los  derechos  de  que  quieran  disfrutar, 

I*  La  eficacia  de  los  derechos  individuales  consignados  en  elartíoulo 


>  •( 
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l6d6ta:CkMietítüdoiieleorc«Uttwal4uiinpUniten^^  deberes  á  qae 

«BBtán  somelléoe.  loa  luickMuiIes  I  estranjeros  oonforoie  a  loe  artículos  84  í  35 
de  la  misma  Constitución^ 

'  ^^  La  libertad  individoal^  la  seguridad  personal»  la  pro|tiedad,  la  Igual* 
dad;  el  dereeÍ20de*oIiterier  pcoma  resoUidon  en  tedas  láspeifelones  que  se 
dir^n  pee  escrito  a  los  fonoíooarios  pdblíoos,  i  todos  los  dunas  dereclios 
individuales,  spponen  la  exieteneia  del  Gobierno  que  lo3,recpqoce  f  gsran* 
Usa;  peroeste Gofatemo no  podria. llenar  su  objeto  si  tosciudadaeoeno 
oontcibuyeraa  para  los  gastos  públicos,  i  no  pres^sdn.susserYlcioepeí^ 
sonales»  haciendo  basta.el  seccIQpio  déla  vida  si  (uere  necesaria»  eooio  W 
prescriba  el  artiGMlo.94  de  la:  GonaOtacion  que  se  ba  citado» 

V.Para  baeer  cumplir  las  leyes  qiie  bagati  efectiva  la  garanUü  de  loe 
der6obes.ind«yidtia¿es»,6a.nec^ta  de  la  fuersa  pábUca  i  de  los  requisos  oe^ 
pesarioSt  para  nUnfisaer  loa  funcionarios,:  de  consjiguiente  son  indispensar 
bles.los.servieioaL personados  de  loft  ciudadanos  i  el  pago  de  la^  contrlr 
luiciones, 

^^  La  Hi  qqe  obliga  a.to^.los.  cíu^ad^ínos  a  ^eryir,^  la  {Mema  pú^ 
i>  o  qua  e$tablece  ^  sortfi^t  no^  puede  asacarse  coibo  incoas titu/i^onal  o 
violaiofiihdfilasgarai|(ia^iQdiivldMalq^.  porqii^  no.  se  podcia  ixMíotener  a 
élloftsiiel  Go^ifirKM)  cai^ecie^  dé  la  fueras^  necesaria  par^  haeer  cuippUr 
laaley^S'  ,, 

^' Del  mismo  modelas  leyes  que  estaiblezcfth^itíédios  oocrcftivos  para 
que  Jos  Ciudadanos  cutnptan  con  los  deberes  qué  léé  impone  el  articulo  94 
déla  Gonstiloeiofi»  no  puedeh  objetarse: de  incenstitu^úonales/  mientras  no 
violen  especialmente  algún  principio  o  disposición  consonado  ead  misnao 
Código. 

^^%n  jenerál  todas  Ia$  leyes  qué  reglamentan  ét  ráodo  de  hacer  efec- 

tivbs  los'deréchos  individuales  exljen  el  cumplimiento  dé  los  deberes,  sfn 

lok'cuale^  Serla  ilusoria  lá  garantía  de  esos  mismos  derechos. 
'     '■  •        ...  *   •  ,  ,      . 

*'  Pretender  el  establecí mientp  dé  una  sociedad  donde  los  respectivos 

asociados  gozacen  de  derechos  sin  sanción  alguna  para  cumplir  con  sus  de* 

befes  correilativos.  seria  algo  masque  un  absurdo,, uña  iniquidad.. 

'*  Mf ,  leyes  que^  cpi^p  la  de  Boyacá,  preyi^en  a  clerips  fi^^oioi^ríoe 
d^U^n^Q  ju^ici^i  :^los  Nptar^ps  i  Rejistradores  de  instrun^entps  públicos-  i 
prhradps  que  se  abstengan  de  prestar  sus  sqrvicios  oficiales  a  los  individuQ» 
que  no  comprueben  haber  pagado  las  contribuciones,  equivalen  a  las.disr 
posiciones  queestablecepél  usp  ádpap^sdladQ  o  de  Qstaptf pillas  para  todas 
las  petíciones  que  par  escrito  se  dirijan  ajos  funcionarios, públicos. 

.  '<£si  sabido,  que  en  muchos  Estados  de  la  Unfen  está  víjeate  el  im«^ 
puestOide  etí^mpíUas  adepap^i  sellado  para  tqds^  las  peticiones  qtie  se  ba«- 
gw  A  1^9 .corpoíMiones i  empleados  públicos;  i  sinembargo  basta  hoí  no 
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ballegado  eltCasodé  q4i6  S(e  dQomieíeD  como  Jucoi^títq0oBiMe&  las  leyes 
q«e  bao  Qslablecklo  ese  jmpuetto^       '  .1.  :  n 

Bace  mas  de  qqínce  años  quB.se  hacen  grandes  esfuerzos  j^or  esjU,l:^ec^ 
el imppesto. directo  como  ^1  úníqo  equitativo;  pc^o  siempre  se  ba  t^ope- 
za^«iq9ffklaresístencia9Mebafihech9  pierias. cl((&QP  de  la  soi^^dad,  ^bva 
las  cuales  apéoas  pasan  las  eoi^tribijvcionas  indirectají»  J^oeralfi^eot^  en  la^ 
listas  de  deudores  por  impuesto  directo,  figuran  |adivi4uos  do  Ip&mas  ^^ 
modados,  porque  son  los  fll^e  pi^eden  Jadiar  con  mas  eficacia  el  pago,  re* 
si8|ieBdQ.Ios.apr«mÍM^  defen/ijiéodqse'^de  1^3;  ejecuciones  qu^oontra  ellos 
86  sigan,  o  haciéndolas  enteramente  nugatorias,  ^        >         :       i 

VA  fin  de  que  casíe'iesta,especie  ^  priv|lejia  es.qiie  la  LejisMura  del 
'  Eslado  de  Boy  acá  i  las  de  ptros  EsU^os^an  encontré  los  medias  dsi  ha- 
C0r  igiifdi  equitativo  i  jeporal  el  pago  de  laa  contcilpuciones  sawúopiiBdo  lo* 
yes  que,  como  la  que  se  ha  denunciadoi  lejos  de  violar  la  Coo^tit^cipn.  nfr 
cíonal^  poiis«)(an,eVpi;w^H^c9psignadp  en.el:inQisQ^4^  de),arti«ulai5  del 
nM^moCód^/r'       .      .        ;     .. 

.  Por  Us  consideración^  ^Spu^tas  i  reproduciqodo  los  fuiídamentos 
cpnsigo^idos  por  ta  Cotter^prepia.en  si^  acuerdo  de  5  de  ejperp,{}ei87^ 
80i  de  conceptQ  qpe  Bp,deben  suspenderse  loa. artículo^  del  Ccüdi^p. Fiscal 
de  Boyacá  a  que  se  refiere  la  solicitud  del  señor  Patxialeon  I^lest^ros..| 
Bogotá,,  9eUeiwbí€i2a,dí|íi8i  7..       ... 


ACU£RD0  Dfe    LA    CoRTÉ    SuPREMA. 

£1  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Süprema!f6deral^otlrtifio»:^4u0eo 
oí  libroBe acuerdos áb es(e Tribuna^  de  kt  pajina  do»  a  la^siete,; bal  uno 
que  a  la  letra  es  como  sigue :  .... 

««AnftQgotái  a  dos  de  oetubre  d9  m^l  ochocientos  setenta  í  stete,  se 

• 

constituyó  la  Corte'  Suprema  Ijsderal  én  saldfdeaouenlo,  con  ásisterieili  del 
señor  Majlstrado  Presidente,  doctohr  £mlgdioPaláñ,J  demás  Mñoro»]|li^ 
tradosy  doctores  HaCáelVkrtÁnez  R,  Manuel  £Koqaiel(Corrál«cí;Joké'll..{UV 
ja$  Garrido  i  Joan  Agustín  UHooechea,  con  el  objetodé  tomar  eh^cooaider 
radon,  la  solicitud  iqué' Pan  taléon  Ballesteros  ha  elevaJdoa  esta  OorteH  piara 
que  se]9ospendan  los  articules  992 1'  siguientes  hasta  el*3Ti  del  Código  Fis- 
cal  del  Estado  soberano  de  BoyaCá;  leí  9^9,  t  están  en  el  capítulo  A  o,  parái- 
grafo  3.^  *' sobre  medios  indirectos  de  hacer  efectivo  el  impuesto  díreeto.-' 
El  señor  Majistrado  doctor  Paláo^  a  quién  tocó -en  repartimiento  este  asun- 
tO;^  presentó  el  siguiente  proyecto-  de  resolución,  que 'fué  aprobado  uná0í« 
raemente. 


*^  Vistos.  Hi  pedido  Panuleon  Ballesteros  que  este  Supremo  TrUm* 
nal  dedare  qae  no  son  exequibles»  tii  deben  cumplirse  por  los  fuodoiiarlos 
públicos  de  Boyacá,  los  artículos  U%,  t63»  261,  165,  t66,  S67,  tro  i  97i 
dél  Código  Fiscal  del  mismo  Estado,  por  estar  vlrtualmente  anulados  por 
la  resolución  del  Senado  dictada,  en  80  de  marsodelS74  i  suspendidos  por 
la  Corte ;  i  quersf  esto  no  pudiere  determinarse,  se  suspendan  dichos  artí- 
ctiios  por  inconstitucionales.  ^ 

'*  Según  la  copia  auténtica  que  ha  remitido  el  señor  Presidente  de 
aquel  Estado,  los  artículos  sobre  que  versa  la  soUcfcud  de  Ballesteros,  son 
los  siguientes  .* 

^  <' Art.  tai.  Los  Notarios  públicos  no  prestarán  Su  oBde  a  losÍndiTi- 
dúos  que  no  les  presenten  el  comprobante  de  haber  pagado  el 'impuesto,  o 
la  certificación  de  no  ser  contribuyentes,  documento  que  se  copiará  al  fia 
de  la  misma  escritura. 

*'Art.  f69.  Los  Rejistradores  de  instrumentos  públicos  tampoeo 
prestarán  so  oficio  a  los  individuos  que  les  presenten  documentos  priva- 
dos para  el  rejistro,  si  no  exhiben  el  comprobante  de  haber  pagado  el  im- 
puesto o  la  certificación  de  no  ser  contribuyentes ;  I  de  este  docnmento 
se  hará  referencia  en  la  dilijencia  de  rejistro  i  en  la  nota  que  se  pongn 
al  documento  rejistrado. 

**  Art.  a64»  Toda  vez  que  un  functonario  público  observe  que  en  una 
escritura  pública  o  docqmento  privado  que  se  le  haya  presentado»  no  apa- 
rece que  se  haya  cumplido  por  el  Notario  que  autoriió  la  primera  con  lo 
prevenido  en  el  articulo  tfis,  o  por  el  Rejistrador  con  lo  que  dispone  el 
Üculo  anterior,  dicho  funcionario  les  impondrá  a  Ips  empleados  calpabl 
una  multa  de  veinte  pesos  a  favor  del  Tesoro  del  Estado,  i  dará  cuenta  al 
Poder  Ejecutivo  con  el  fin  de  que  sean  removidos  dichos  empleados  por 
falta  de  cumplimiento  en  sus  deberes* 

<'EsUi  remoción  se  decretará  por  el  Presidente  del  Estado  Irremisi- 
blemente. 

^*Art.  5160.  Los  individuos  que  sean  contribuyentes  para  los  ^stos 
del  Estado  al  soUcttar  servicios  de  los  empleados  en  el  ramo  judicial,  en 
asuntos  civiles,  acompañarán  a  sus  solicitudes  el  comprobante  de  haber 
pagado  el  impuesto.  En  consecuencia,  es  un  deber  de  dichos  empleados 
prestar  a  los  contribuyentes  el  apoyo  de  sus  funciones  legales»  siempre  que 
se  les  presente  por  el  interesado  respectivo  el  comprobante  indicado. 

**  S  La  presentación  del  comprobante  de  haber  pagado  el  impuesto, 
se  hará  constar  en  copia  en  los  autos,  devolviendo  el  oríjinal  al  iiiteresado 
o  interesados. 

'^  Art.  266.  Los  individuos  no  contribuyentes,  al  solicitar  el  servicio 

de  que  trata  el  artículo  anterior,  acompañarán  a  sus  solicitudes  una  cer tifi* 

•cacion  de  que  no  son  contribuyentes ;  ¡  los  empleados  mencionados  en  el 
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articulo  anterior  les  prestarán  su  oGcIo  en  vista  de  esta  certificación.  Esta 
circnnstamcia  se  hará  constar  en  los  autos. 

« 

**  El  comprobante  de  que  trata  este  artículo  se  dará  de  oficio,  en  pa« 
peí  común  i  sin  remuneración  alguna»  por  el  Ájente  o  Recaudador  de  Ha- 
cienda» V 

'*  Art.  t67.  Guando  no  se  acompañe  por  los  interesados  el  compro* 
bante  de  haber  pagado  el  impuesto  o  de  no  ser  contribuyentes»  el  Tribu- 
nal i  los  Juzgados  les  señalarán  un  término»  que  no  escederá  de  seis  dias 
para  que  se  les  presente  dicho  comprobante»  apremiándolas  con  multas  de 
cinco  a  diez  pesos»  si  el  Juez  de  la  causa  lo  fuere  el  de  Distrito»  i  de  diex 
a  cincuenta  pesos»  si  lo  fuere  el  Juez  del  Circuito  p  el  Tribunal.  Dichas 
multas  se  llevarán  a  efecto  si  no  se  cumple  con  tal  deber,  con  el  fin  de  que 
DO  se  demoren  los  juicios  entre  los  particulares. 

**  Art.  S70.  ,Los  individuos  vecinos  de  un  circuito  que  soliciten  en  otro 
los  servicios  del  Notario»  Eejistrador  de  instrumentos  públicos  i  de  los  em- 
pleados del  ramo  judicial»  para  asuntos  civiles»  tienen  el  deber  de  compro- 
bar  que  están  a  paz  i  salvo  oon  el  Tesoro  del  Estado  o  que  no  son  contribu- 
yentes en  el  circuito  de  su  vecindad. 

^*Ix)9  empleados  mencionados  tienen  la  obligación  de  exíjir  dichos 
comprobantes,  i  de  ellos  se  dejsrá  la  debida  constancia. 

.  ''Art.  27i.  Los  Rejistradores  de  instrumentos  públicos  tienen  el  im- 
prescindible deber  de  ex^ir  a  los  individuos  que  les  presenten  para  el  rejis.* 
tro»  copia  de  escrituras  públicas  otorgadas  fuera  del  Estado,  conSprando^ 
tendiendo  o  hipotecando  bienes  raices  ubicados  en  territorio  boyac^nse»  el 
comprobante  de  haber  pagado  el  impuesto»  tanto  de  los  bienes  que  poseían, 
como  de  las  fincas  que  compran»  venden  o  hipotecan,  según  aparezca  de  la 
copia  de  la  escritura  que  se  les  presente.  Si  los  Interesados  no  presentan 
dicho  comprobante»  los  Rejstradores  no  les  prestarán  su  oficio»  pues  de  otro 
modo  incurrirán  en  las  penas  de  que  trata  el  articulo  S64. 

''  Las  escrituras  i  demás  documentos  públicos  otorgados  fuera  del 
Estado  que  no  sean  rejistrados  en  la  oficina  de  Rejístro  del  circuito  donde  se 
hallen  los  bienes  a  que  se  refieren  dichas  escrituras  o  documentos,  no 
tendrán  ningún  valor  ni  efecto  ante  e(  Tribuna]  ni  los  Juzgados  de] 
Estado.'' 

Gomo  la  Corte  carece  de  facultad  para  declarar  los  alcances  de  las  re- 
aoluciones  del  Senado  relativas  a  la  nulidad  de  los  actos  lejislatlvos  espedid 
dos  por  las  Lejislaturas  o  Asambleas  de  los  Estados»  no  puede  determinar 
que  los  artículos  preinsertos  del  Código  Fiscal  de  Boyacá  están  vlrtualmente 
anulados  por  ministerio  de  lo  que  aquella  Corporación  resolviera  en  80  de 
marzo  de  4874,  algunos  meses  ¿intes  de  la  espedlcion  del  citado  código.  Sus 
atribuciones»  en  el  particular,  están  espresadas  claramente  en  el  articulo  7a 
de  la  Constitución  nacional ;  i  es  con  arreglo  a  esta  disposición»  que  debe 
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contraer  su  examen  a  los  artículos  cuya  suspensión  se  pide  para  saber  si  se 
está  o  no»  en  el  caso  de  decretarla. 

La  cuestión  de  constítuclonalfdad  o  InconstitucionaHdad  de  las  leyes 
que  han  espedido  los  Estidos»  semejantes*  a  las  disposiciones  '^ué  se  exami* 
nan,  se  ba  debatido  detenidamente,  i  en  diferentes  ocasiones,  tanto  en  esta 
Corte^como  en  él  Senado  de  Plenipotenciarios;  i  es,  por  lo  mismo,  inútil 
repetir  los  yariós^argümcntos  que' sé  bah  consignado  para  Sostener,  en  csda 
caso,  el  pro  o  el  contra  de  las  opiniones  emitidas,  por  estar  publicados  esteo- 
SQ  i  oficialmente  por  ía  prensa..  Basta  obsertar  hoi,  pdra  la  decisión  del 
punto  sometido  a  actual  examen,  que  en  casi  todos  esos  casos,  el  Senado 
ba  resuelto  que  dichas  leyes  atacan  la  garantía  individual  que  otorga  el  in- 
ciso IS  del  artículo  i  5  de  la  Constitución  federal.  En  dos  veces  anuló  dis- 
posiciones Icjislativas  del  mismo  jSstado  soberano  de  Boyacá  de  idéntica 
naturaleza  i  de  idénticos  preceptos  de  las  que  se  tratan.  Anuló  también  otras 
de  igual  carácter  de  los  Estados  soberanos  de  Santander  I  Cundioamarca ; 
i  en  1876  acaba  de  anular  otra  )ei  del  ultimo  de  los  Estados  enunciados, 
por  la  cual  se  daban  autorizaciones  a  la  Municipalidad  de  Bogotá  para  qne 
midiera  prescribir  a  los  Notirios  que  no  prestaran  su  oficio  a  los  que  no 
pagasen  las  contribuciones.  Estas  decisiones  repetidas  ya  por  el  Senado  en 
años  sucesivos  como  Ins  que  ba  dictado  en  el  mismo  sentido  en  mil  ocho- 
cientos  setenta  í  cuatro,  respecto  de  la  leí  49  del  Estado  de  Boyacá  de  7  de 

setiembre  de  4S69  !  en  1876  respecto  de  la  del  Estado  de  Cundinamarca;  de 

•     •  •  •  ' 

qpp  se  ha  haUadp,  concurren  a  formar  la  doctrina  constitucii:)nal  dequelaa 
leyes  sahcíonadas  por  los  Estados  que  exijan  previa  comprobación  del  pa^o  . 
djB  los  in^puestos  para  obtener  de  los  Jueces,  Notarios,  'Bejistradores  i  otros 
epopleados  sjiis  servicios  en  las  solicitudes  que  les  hagan  o  asuntos  para  que 
sele|^  busque,  son  contrarias  al  inciso  42  del  articulo  i5  de  la  Constitución 
nacional,  que  gnranüza  a  lojs  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos 
dp  Co)on^,bÍ9  el  derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  que 
ppr  escrito  dirijan  a  las  Corpors^cíones,  autoridades  o  funcionarios  públicos 
sabré  cu»n)quier  s|sunto d^a  ínteres  jenera]  o  particular;  porque  correspon- 
díeridqal.Se'nado la  determinación  definitiva  i, ulterior,  en  cada  casoqno 
ocurra  sobre  la  estimación  de  tales  leyes,  según  el  citado  artículo  7S  de  la 
Constitución  i  el  i28i  del  Código  Judicial,  sus  resoluciones  sostenidas  ísuce- 
sivas,  en  un  mismo  sentido,  fundan  también  determinaciones  definitivas  en 
puntos  gonstituciopalcs.  En  tal  virtud,  la  Corte,  acatando,  en  el  caso  pre- 
sentid,, esas  deterniinacione^  repetidas,  sean  cuales  fueran  las  opiniones  que 
ppeilan  tener  alj^unos  de  sus  Majistrados  en^el  asunto,  se  decide  a  decretar 
la  suspensión  de  los  artículos  a  que  se  contrae  la  solicitud  de  Pantaleon  Ba- 
llesteros. I  en  su  consecuencia,  por  los  fundamentos  espuestos,  oídoel  señor 
Procurador  jcneral,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  üni- 
tlos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  Ici.  resuelve:  i.^  Que  no  está  en  sus 
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flcttHades  legales  declarar  que  los  artículos  M  CóiiigQ  Fl^l  44  f^stado 
soberaoo  de  Boyticá«  citados  por  el  reclamante»  est&n  vfrtifi^lflieiif^  wvim 
dos  por  la  resolucioo  del  Senado  de  50  de  m^Tzp.  de  1874;  í  3^^  4^CilMl 
por  unanimidad  de  TOtos,  la  suspensión  de  los  articqlcis  teS,  MP,  9Mt  996$ 
S^e,  267,  970  i  n  del  Código  Fiscal  del  mismo  EsMdP  aob^miio  4?  9pyiir 
cA  de  7  de  noviembre  de  i874, 

*  Envióse  copia  de  esta  decisión  al  Poder  Ejecutivo  del  jreferidp  Sfifi^ 
do  de  Bojacá,  i  publíquese  en  el  Diario  Oficial.  I  remítase  el  espedi^iila 
al  Seni^do  para  los  fines  constitucionales,  dejándose  otre  iCop|a  de  |a  vpiffma 
decisión. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  «l^por^s 
Kajistrados,  junto  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Ehigdio  Palau— Rafael  muTuqej;  ü.-p-l^l^^pi^  Ezb- 

QOIEL  CORKf  LES— JOSB  U.  RoiAS  GARRIDO— JfUAlf   AGUST^M  jUfjUGOBCKi^.— El 

Secretario,  Rafael  E.  Santander, 

Es  copia  conforme— Bogotá,  diex  i  nueve  de  octubre  de  jqj)  qc||0^ 
cientos  setenta  i  siete. — El  Secretario,  Rafael  E.  San$anfier. 


OliKiadanoe  Senadores. 

El  Código  fiscal  de  Boyacá,  en  sus  artículos  163  a  307,  i  t70  a  mi^ 

prohibe  a  los  Notarios,  a  los  Rejistradores  de  Instrumentos  püUicos,  I  a.  los 

empleados  del  ramo  judicial  en  asuntos  civiles,  prestar  sus  oficios  a  los  In*^ 

díviduos  que  no  les  presenten  el  comprobante  de  estar  a  pas'i  salvo  con  el 

Tesoro  del  Estado,  o  de  no  ser  contribuyentes;  Un  ciudadano  solidtó  de  • 

la  Corte  Suprema  federal  que  se  suspendiese  la  ejecuciop  de  tales  artieifr» 

los,  por  contrarios  al  Inciso  13,  articulo  15  de  la  Constitución  de  la  Aepú«« 

blica>  o  sea  al  *' derecho  de  obtener  fronia  resolución  en  las  peticiooes  que 

por  escrito  se  dirijan  a  las  corporaciones,  autoridades  o  funcionarios  pübli« 

eos,  sobre  cualquier  asunto  de  interés  jeneral  o  particular,*^  i  la  Corte,  por 

acuerdo  del  t  de  octubre  último,  decretó  la  suspensión  pedida,  cediendo  a 

consideraciones  que  espuso  así :  **La  cuestión  de  constitueíooalidad  o  in- 

coostitMCionalídad  de  las  leyes  que  hau  espedido  Ips  Estados,  semejantes  a 

las  disposiciones  que  se  examinan,  se  ha  debatido  detenldamentey  i  en  dí^ 

fereotes  ocasiones,  tanto  en  esta  Corte  como  en  el  Sopado  de  Plenipote»* 

ciari99,  i  es  por  lo  mismo,  inútil  repetir  los  varios  argumentos  ^e  se  han 

consignado  para  sostener  en  cada  caso  el  pro  f  el  contra  de  las  opiniones 

emitidas,  por  estar  publicadas  estensa  i  oficialmente  por  la  prensa.  Basta 

observar  boi»  para  la  decisión  dd  puoto  sometido  a  actual  examen,  que  en 

CM9  todos  esos  casos  el  Senado  ha  resuello  que  dichas  leyes  atacan  )a  garait- 

tiía  ;t9/^vjUlual  ^que  otorga  el  inciso  13  del  artícido  IS  de  la  Ceostitudon 

federal.'* 

25 
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Vuestra  (Somtoion  de  tnspeccion  de  los  actos  lejlslalitos  de  los  Estado^ 
baMétidose  hecho  cargo  de  todas  las  doctrinas  que  se  han  espaesto  en  el 
largo  debaten  que  esta  materia  ha  dado  lugar,  no  ha  podido  menos  de 
adbtrtrse  a  ios  que  en  la  Corte  Suprema  i  en  el  Senado  han  sustentado  b 
doctrina  de  la  potestad  de  los  Estados  para  adoptar,  como  medid  coercitivo 
de  hacer  efectivas  las  contribuciones  públicas,  el  de  rehusar  el  servido  de 
Stts  funcionarios  mientras  no  se  hayan  pagado  aquéllas.  Para  no  hacer  mni 
estenso  i  fastidioso  este  informe  escrito,  los  miembros  de  la  Comisión  se 
proponen  dar  de  palabra  todo  el  desenvolvimieiito  que  esa  doctrina  exije,  i 
todas  las  respuestas  que  su  perfecta  justificación  implica;  contentándosOt 
por  abora,  con  resumir  los  fundamentos  que  abonan  el  poder  de  los  Esta^ 
dos  en  el  particular. 

Esos  fundamentos  son : 

i.^  Que  la  enunciación  de  los  derechos  individuales,  tal  como  se  en- 
cuentra en  la  Constitución  nacional,  envuelve  el  reconocimiento  de  loe  de- 
beres consiguientes  al  estado  social  i  a  la  existencia  del  Gobierno,  pues  que 
éste  no  podría  subsistir,  ni  menos  llenar  siquiera  fuese  imperfectamente  sos 
deberes  primordiales,  sin  los  medios  necesarios  para  ello;  siendo  córrela* 
tivos  los  derechos  con  los  deberes.  El  impuesto  es,  en  una  sociedad  bien 
organizada,  la  prima  de  la  seguridad  que  el  Gobierno  da;  i  hasta  para 
tribuir  a  la  recta  educación  del  pueblo  conviene  Inculcar  de  todos  modos  < 
correlación  del  derecho  con  el  deber,  i  condenar  la  doctrina  del  egoísmo 
que  nace  de  vivir  en  la  confianza  de  los  beneficios  de  la  sociabilidad  sin  fat 
consiguiente  obligación  de  las  cargas. 

3.^  Que  es  bastante  arbitrario  sentar  que  hal  denegación  de  pronta 
resolución  a  las  peticiones,  porque  se  exija  que  éstas,  cuando  no  vienen  de 
personas  pobres,  vengan  acompañadas  de  comprobante  de  que  el  pettdo» 
nario  ha  cumplido  con  el  deber,  de  todo  buen  ciudadano,  de  contribuir 
para  los  gastos  públicos  con  la  cuota  previamente  señalada ;  puesto  que  si 
alguna  dificultad  o  demora  esperlmenta  el  peticionario,  dependerá  de  su 
propia  Incuria,  como  quiera  que  en  su  mano  estará  hallarse  siempre  al  co- 
rriente en  su  cuenta  con  el  Estado,  pagando  puntualmente.  Si  hubiera  de 
darse  al  adjetivo  pronto  la  rigurosa  acepción  pretendida,  resultarla  que  ba* 
bria  que  considerar  conculcado  el  derecho  porque  los  funcionarios  se  to* 
maraneitiempo  necesario  para  estudiar  el  negocio  sobre  que  versara  la 
petición,  i  la  intelijencia  dada  en  tal  caso  a  la  disposición  conduciría  al  oaa- 
yor  de  los  absurdos :  a  resolver  sin  reflexión  ni  estudio. 

8.0  Que  la  misma  variedad  de  opiniones  exhibida  en  este  largo  de- 
bate, en  el  cual,  seguido  con  atención,  principalmente  en  tos  acuerdos  de 
la  Corte  Suprema,  se  percibe  una  mayor  fuerza  de  razonamiento  al  seirV^ 
eio  dd  poder  de  los  Estados,  está  demostrando  que  por  lo  menos  no  paedé 
sustentarse  que  los  actos  espedidos,  en  mas  de  cinco  de  ellos,  en  el  sentí- 
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do  indicado,  salgan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional» 
como  la  Constitución  lo  exije  para  que  sean  anulables.  i  Cómo  puede  de^ 
drse  que  una  doctrina  es  evidentemente  viciosa,  cuando  es  sostenida  o  pro« 
fosada  por  tantas  Asambleas  de  Estado»  i  tantos  jurisconcultos  i  publicistas 
de  la  Corte  i  del  Senado  ?  1  bastando  que  no  haya  evidencia  en  la  oposición 
del  acto  con  la  disposición  constítuciopal,  para  que  la  potestad  del  Estado 
sea  sostenida»  parece  incuestionable  que  en  esie  caso  debe  serlo»  en  reli- 
jioso  obedecimiento  a  la  Constitución ;  i 

4.0  Que  esta  consideración  es  tanto  mas  imperiosa»  cuanto  que  se 
trata  de  la  vida  i  fecundidad  del  Gobierno  propio  de  secciones  autonómicas, 
recargadas  de  deberes  i  con  escasísimos  medios  de  hacerles  frente»  lo  cual 
1«8  apareja  descrédito  entre  las  jentes  superficiales  o  mal  intencionadas,  ¡ 
compromete  la  coofiapza  i  la  tranquilidad ;  teniendo  en  ello»  quizás»  mas 
que  en  otra  alguna  causa»  oríjen  de  los  disturbios  locales  contra  los  cuales 
tanto  se  ha  declamado. 

En  fuerza  de  estas  podélrosas  consideraciones,  la  Comisión  concluye 
sometiendo  a  vuestro  ilustrado  juicio  la  siguiente 

rbsolugiom: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  da 
el  inciso  3/^  articulo  51  de  la  Constitución  de  la  Union»  decide  definitiva* 
miente  que  son  válidos  los  artículos  262»  263»  264»  366»  S66»  S07»  370  i  871 
del  Código  fiscal  del  Estado  de  Boyacá»  sancionado  el  7  de  noviembre  de 
1874. 

Bogotá»  19  de  mano  de  i878. 

M.  MimiLLO— Glimago  Irurte— Jil  Colunjb-— Akdrxs  BsRiitJpBs» 


Esta  resol  ación  fué  aprobada  en  i  .o  i  S.o  debates  en  los  diasSi^i 
96  de  marzo  de  1878.— El  Secretario  del  Senado,  Mió  E.  Pérez. 


OludadanoB  Senadores. 

Aunque  el  infrascrito  está  convencido  que  los  Estados  para  hacer 
efectivas  las  contribuciones,  necesitan  usar  de  apremios»  como  los  estable- 
cidos en  la  lei  del  Estado  de  Boyacá»  sometida  al  Senado  para  declarar  si 
es  o  no  válida»  no  está  de  acuerdo  con  sus  compañeros  de  comisión  en  qué 
sea  inconstitucional»  por  las  razones  que  espresó  como  Procurador  jeneral 
d^la  Nación  en  el  informe  que  pasó  al  Poder  Ejecativo  en  1873»  i  que  re* 
produce  en  la  parte  aplicable  al  caso : 

*'  Para  terminar  lo  relativo  al  artículo  1 5  de  la  Constitución,  paso  a 
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ékt  tttiedta  de  las  decisiones  dsdas  por  la  Ciorte  Suprema  i  el  Senado  lobn 
las  leyes  qoe  retiran  la  garantía  de  algunos  de  los  derechos  Indhidüálss  a 
lóS  que  no  paguen  los  Impuestos.'^ 

La  leí  de  ti  de  dicieníbre  de  i858»  orgánica  del  impuesto»  del  Bstado 
dé  Santander,  dispuso  en  su  articulo  36 :  **Qne  el  Estado  nogaraotittnl 
próteje,  al  tenor  de  sus  leyes,  la  riqueza  í  propiedad  de  los  individuos  que, 
úo  (BStanrdo  declarados  insolventes,  no  paguen  la  contribnclon." 

En  consecuencia,  dispuso  que  no  tendrían  valor  las  escrituras  otor- 
gadas por  los  que  no  hubieran  pagado  el  impuesto ;  que  no  se  consideráis 
poseedor  de  una  finca  sino  el  que  no  fuese  deudor  per  impuesto ;  i,  en  fin, 
4üé  úO  se  le  adminístrase  Justicia  al  que  constase  que  no  habla  cubierto 
lat  contribuciones  del  Estado. 

I^ra  adarar  la  leí  mencionada,  se  dictó  otra  en  el  mismo  sentido  en 
iíéi  i  iáe  una  f'otra  se  solicitó  la  suspensión  i  nulidad. 

La  Corte  Suprema  suspendió  la  lei  de  i864,  i  aunque  estimó  que  era 
blcdnstifucíonal  el  artículo  te  de  la  de  i  869,  no  lo  suspendió  por  ser  ante- 
rior a  la  Constitución  i  estar  derogado. 

El  Senado  de  iSa5  anuló  la  lei  de  iSGlt  i  declaró  que  el  artícalo  9fi 
de  la  de  i859  era  contrario  a'  la  Constitución,  i  que  estaba  virtualmeots 
abrogado.  La  Comisión  que  informó  en  este  sentido  se  componía  de  los 
Seíládbres  toftót'es  Marco  A.  Estrada,  Guillermo  Perelra,  Teodomlro  Llanca 
ttíiticXfíeo  i.  Zaldüa  i  Santos  Gutiérrez. 

En  dleieníitré  iJié  4864  la  Asamblea  del  Estado  de  Boyacá  espidió  uaa 
lei  orgánica  de  contribuciones,  la  cual,  en  su  articulo  10,  dispone :  ''La 
Corte  del  Estado,  los  Jueces  de  circuito,  los  de  distrito,  los  Notarlos  i  los 
Kejistradorea  de  instrumentos  públicos  i  privados,  no  prestarán  su  oido  a 
loa  contribuyentes  que  no  comprueben  haber  pagado  el  impuesto.'' 

Se  solicitó  la  suspensión  i  nulidad  de  este  artículo,  i  la  Corte  Supro- 
XPé  no  lo  suspendió,  porque  el  señor  M^ístrado  Restrepo,  que  entró  a 
reemplazar  al  señor  Mijistrádo  Rojas,  no  opinó  que  fuera  inconstituclonali 
El  Senado  de  i867,  previo  Informe  del  Senador  señor  Manuel  W.  Carvajal, 
anuló  el  espresado  artículo  40. 

En  noviembre  de  1868  espidió  la  Asamblea  del  Estado  de  Bolivar 
una  lei  de  impuesto,  que  en  su  artículo  10  dispone :  que  los  tribunales  q6 
oirán  en  juicio  a  los  deudores  del  impuesto,  ni  los  Notarios  les  prestarán 
stuí  Oficios. 

Se  solicitó  la  suspensión  i  nulidad  de  este  articulo,  i  la  Corte  Soprema, 
por  unanimidad,  dicidió  que  no  debía  suspenderse.  I  el  Senado  de 
€870  lo  declaró  validó. 

La  Asamblea  del  Estado  de  Cundina  marca  dictó  una  lei  sobre  eootri* 
boekHies  en  i869,  que  en  su  artículo  3^  dice :  "  Ningún  deudor  por  eonirt* 
MeiM  éo  fltvor  del  Estiído  o  db  loa  distritos,  tendrá  derecho  a  jestionar  ni  a 


otrtetter  despacho  algano  eo  las  peticiones  que  dirija  a  los  funcionarios  o 
empleados  públicos  del  Estado  o  de  los  distritos,  en  favor  de  su  persona 
o  bienes.'* 

Se  solicitó  la  suspensión  i  nulidad  de  este  artículo ;  la  Corte  Suprema 
no  accedió  a  la  suspensión,  i  el  Senado  de  1870  negó  el  proyecto  de  resolu- 
cion,  anulando  este  articulo,  presentado  por  los  Senadores  señores  Manuel 
de  J.  Quijano,  Marco  A.  Estrada  i  Justo  Arosemena ;  i  también  negó  el  pro- 
yecto de  resolución  declarándolo  válido,  presentado  por  los  Senadores  seño- 
res Antonio  Ferro  I  Ramón  £.  Paláu. 

Como  se  \e,  el  Senado  unas  veces  ha  anulado  las  leyes  de  los  Estados 
qoe  privan  del  ejerdcio  de  los  derechos  civiles  a  los  que  no  paguen  los  im- 
puestos ;  otras  veces  las  ba  declarado  válidas,  i  basta  ha  llegado  a  no  de* 
clarar  válida  ni  nula  una  leí  de  esta  clase. 

Pero  como  es  muí  conveniente  que  la  discusión  ponga  en  claro  la  ver- 
dadera doctrina  constitucional  en  materia  de  tanta  trascendencia,  me  per* 
mito  consignar  las  razones  alegadas  en  pro  i  en  contra  de  esta  cuestión. 

Los  que  sostienen  la  validez  de  las  leyes,  se  fundan  principalmente:  I  «^ 
Bu  que  los  Estados,  por  pertenecerles  la  lejislacion  civil,  tienen  facultad 
para  dictar  las  condiciones  con  las  cuales  les  asociados  pueden  hacer  uso 
de  UfB  derechos  civiles ;  i  así  como  al  menor  no  se  le  permite  entablar  una 
demanda  sino  por  medio  de  un  tutor,  I  a  la  mujer  casada  contratar  sin  per- 
miso de  so  marido,  así  a  los  contribuyentes  no  se  les  permite  ejercer  ciertos 
derechos  civiles  sin  justificar  que  han  pagado  el  impuesto;  9.^  Obelos 
ciudadanos  no  pueden  exijir  con  justicia  los  servicios  que  les  presta  la  so-^ 
ciedad,  si  se  deniegan  a  pagar  el  valor  de  esos  servicios  en  la  proporción 
establecida  por  las  leyes  fiscales;  i  que,  así  como  un  Estado  tiene  é\ 
deber  de  organizar  í  mantener  el  servicio  publico,  tiene  el  derecho  para 
buscar  f  emplear  los  medios  coercitivos  que  sean  indispensables  para  cobrar 
loe  impuestos  con  los  cuales  se  sostiene  ese  servicio  público ;  i  8.<»  Que  ad« 
mitiendo  la  doctrina  contraria,  se  restrinjlría  el  poder  de  los  Estados  en 
materia  de  impuestos,  de  tal  modo  que  la  mayor  parte  de  los  conocidos, 
como  el  del  papel  sellado,  rejistro  de  instrumentos,  etc,  caerían  por  incons- 
títudonalea. 

Los  que  sostienen  la  nulidad  de  las  leyes  mencionadas,  se  fundan :  i.^ 
En  que  el  reconocimiento  i  garantía  de  los  derechos  individuales  lo  hicieron 
liaa  i  llanamente  los  Estados  en  el  artículo  15,  para  habitantes  i  transeúntes, 
dn  someterlo  a  la  condición  del  pago  de  los  Impuestos ;  t.»  Que  el  pago 
del  Impuesto  no  es  una  garantía  de  los  derechos  civiles ;  pero  el  prohiMt 
el  1180  de  los  derechos  civttes,  por  no  pagar  el  impuesto,  es  un  ataque  a  loa 
deMsbos  ifndividaales,  con  el  esdusivo  objeto  de  asegurarse  el  Gobierno  el 
edttcétíí  Impuesto ;  s.°  Que  la  propiedad  está  gaiantiBada  por  el  IdcIbO 
5^^  i  Cal  Uídso  ee  permite  que  la  autoridad  la  desampare,  negando  au  pito^ 
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teccioi)  cuando  el  propietario  sea  deudor  del  impuesto ;  4.^  Que  si  se  rees* 
noce  en  los  Estados  la  facultad  de  privar  a  los  asociados  de  la  administraeioa 
de  justicia,  i  de  los  demás  medioj  de  amparar  sus  derechos  cítíIss,  seria 
completamente  ilusorio  el  articulo  15  de  la  Gonstituciony  porque  el  goce  de 
tales  dereciios  no  se  obtendria  por  ser  habitantes  i  transeúntes  en  Colombia, 
sino  por  la  índole  del  partido  politico  que  gobernase  el  Estado,  puesto  que 
dependeria  la  garantía  de  los  derechos  individuales,  no  de  la  dispotlcioo 
constitucional  citada  i  bajo  la  cual  se  firmó  el  pacto  de  Union,  sino  de  las 
condiciones  mas  o  menos  caprichosas  que  estableciesen  los  gob^rnantei 
para  permitir  su  uso ;  i  5.^  Que  en  caso  de  duda  se  debe  entender  la  Coos- 
tiluclon  en  el  sentido  de  limitar  el  poder  de  los  gobiernos  sóbrelos  indín- 
dúos,  poniendo  los  derechos  de  éstos  a  cubierto  de  la  acción  de  la  autoridad 
en  cuanto  pueda  menoscabarlos. 

Como  opino  de  acuerdo  con  los  que  creen  que  las  leyes  en  cuestión  son 
inconstitucionales,  agregaré  otras  reflecciones  para  que  se  tengan  en  cuaata 
en  este  importante  debate. 

Según  mi  opinión,  no  es  admisible  la  doctrina  que  venga  a  fundar  el 
reconocimiento  i  garantía  de  los  derechos  individuales  en  el  pago  del  im- 
puesto, porque  tales  derechos  los  tiene  el  asociado  por  ser  miembro  de  la 
sociedad,  i  no  por  figurar  en  la  lista  de  los  contribuyentes.  La  base  del 
impuesto  es  la  riqueza ;  el  que  nada  tiene,  nada  debe  pagar ;  pero  el  pobre 
tiene  derechos  que  le  vienen  de  ser  hombre,  i  esos  derechos,  nuestia 
Constitución  ha  querido  que  tanto  el  Gobierno  jeneral  como  los  de  los  Es- 
tados se  los  reconozcan  i  garanticen,  sin  atender  a  su  bolsillo,  o  a  la  canti- 
dad de  materia  con  valor  que  haya  adquirido.  Sentar  como  acatable  que 
los  Gobiernos  puedan  sacrificar  los  derechos  individuales  para  obligar  al 
pago  de  una  deuda,  es  reconocer  en  ellos  algo  más  que  el  bárbaro  derecho 
que  antes  tenían  los  acreedores  para  hacer  reducir  ^  prisión  a  los  que  les 
debían.  Hoi  se  priva  en  un  Estado  de  la  administración  de  justicia  a  ios  que 
DO  hayan  pagado  el  impuesto;  pues  mañana  se  les  privará  de  vivir  en  su 
bogar  i  de  ejercer  su  industria,  porque  son  deudores  del  Tesoro;  de 
suerte  que  todos  los  derechos  que  pudieran  ejercer  sí  fueran  mendigoSi 
no  se  les  permite  ejercerlos  teniendo  algo  que  llevar  a  las  arcas  délos  re- 
caudadores de  impuestos. 

La  Constitución  cercena  la  garantía  de  la  propiedad  cuando  se  pide  al 
propietario  una  parte  por  vía  de  contribución  jeneral:  esa  parte  la  pide  el 
Gobierno  para  los  gastos  públicos,  i  si  voluntariamente  no  se  le  da,  la  puede 
tomar,  ya  sea  por  medio  de  una  ejecución,  o  por  otro  medio  cualquiera  que 
ünicamente  afecte  a  la  propiedad ;  porque  la  propiedad,  i  solamente  ella, 
debe  responder  de  los  gravámenes  impuestos  a  la  propiedad.  Pero  prohibir 
al  asociado  el  uso  de  sus  facultades  o  el  ejercicio  de  su  industria,  oeigando 
la  proteccioa  a  sus  derechos,  do  dejándole  contratar^  testar  ni  reclamar 
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(Contra  los  ultírajes  a  su  persona,  porque  el  Gobierno  es  incapaz  de  cobrar 
k)  qsesele  deba  del  impuesto,  es  atentar  no  solanaente  contra  la  garantía 
de  la  propiedad,  estableciendo  un  caso  mas  en  que  no  se  garantiza,  sino 
atentar  contra  la  libertad  individual  i  la  seguridad  personal,  las  que,  por 
la  GoiiStituclon»  no  pueden  ser  desconocidas  por  el  lejislador,  para  obtenet 
por  este  medio  que  se  lleven  a  efecto  ios  gravámenes  impuestos  a  la  pro- 
piedad, porque  el  que  no  pague  una  contribución  no  comete  delito. 

Es  cierto  que  el  lejíslador  puede  poner  condiciones  al  uso  de  los  dere* 
chos  civiles,  i  que  en  tal  virtud  puede  ordenar  que  los  menores  i  las  muje* 
res  casadas  no  los  ejerzan  sino  con  anuencia  de  un  tutor  o  del  marido; 
pero  taiescondlciones  deben  tener  por  objeto  dar  garantía  al  derecho,  es 
decir,  completar  en  la  práctica  lo  prometido  en  el  articulo  15.  Has,  como 
en  las  leyes  de  que  se  trata  no  se  propone  el  lejislador  asegurar  los  derechos 
civiles  del  deudor  del  impuesto,  sino  negárselos,  es  evidente  que  los  casos 
son  mui  distintos  para  sacar  argumentos  en  favor  de  las  leyes  fiscales. 

Se  diée'quela  contribución  del  papel  sellado  i  otras  semejantes  caerían 
como  inconstitucionales,  i  que  es  justo  que  los  ciudadanos  paguen  los  ser* 
vicios  que  les  presta  la  sociedad,  dando  el  impuesto  que  se  les  reparte  con 
este  objeto.  Tono  hallo  inconveniente  en  que  la  contribución  del  papel 
sellado  i  sus  semejantes  sean  anuladas ;  porque  no  es  digno  de  la  Kepúbli* 
ca,  ni  está  en  consonancia  con  el  espíritu  de  nuestras  instituciones,  que  los 
asociados  dejen  de  hacer  valer  sus  derechos  i  de  obtener  la  protección  de  la 
lei  i  de  la  justicia,  porque  no  tengan  con  qué  comprar  unos  pliegos  de 
papel  a  los  cuales  el  Gobierno  les  ha  dado,  por  medida  fiscal,  un  subido 
precio  forzoso.  Esa  teoría  de  que  solo  el  que  pague  el  servicio  de  la  auto- 
ridad debe  tener  el  amparo  de  ese  servicio,  encierra  una  doctrina  Inacep- 
table bajo  cualquier  forma  de  Gobierno,  i  mas  de  la  nuestra,  en  la  cual  el 
hombre  pobre  o  rico,  vestido  de  púrpura  o  de  harapos,  es  el  soberano,  con 
iguales  derechos  ante  la  lei :  i  la  autoridad  es  la  protectora  de  los  derechos 
individuales,  sin  distinción  de  clases,  sin  fueros,  sin  privilejios  para  nadie. 
Permítaseme  decir  que  seria  un  insulto  a  la  República  sostener  que  ella 
vende  a  sus  miembros  las  garantías ;  que  al  banquete  de  los  derechos  indi- 
viduales no  deja  asistir  sino  al  que  paga  ia  boleta  de  entrada.  La  República 
reputa  a  todos  los  asociados  como  a  sus  hijos,  i  sea  que  el  Tesoro  público 
esté  repleto  o  vacío,  ella  no  permite  que  se  trate  como  a  parias  a  los  que  no 
paguen  el  servicio  público ;  al  contribuyente  se  le  cobra,  se  le  remata  su 
propiedad ;  pero  volverlo  cosa,  privarlo  de  los  beneficios  de  la  sociedad  tí* 
vil,  porque  el  recaudador  es  inepto,  es  levantar  el  poder  de  los  Gobiernos 
de  los  Estados  sobre  los  individuos,  hasta  alcanzar  el  borrar  con  una  lei  fis- 
cal el  sagrado  capitulo  de  los  derechos  individuales,  consignados  en  el  artl« 
culo  i 5  de  nuestra  carta  fundamental.'" 

Por  estos  motivos  propongo  al  Senado  la  siguiente  resolución : 
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^*  El  Senado  de  PlenipoteDciarios,  en  uso  de  la  facultad  qoe  le  confiere 
el  inciso  5.°  del  articulo  5i  de  la  Constitución  nacional»  declara  nula  la  lA 
sobre  reformas  fiscales,  del  Estado  de  Boyac^,  en  los  términos  ea  que  faó 
suspendida  por  la  Corte  Suprema  federal.'' 

Rahon  Goua» 


YI. 

BíVEiIDAD  de  IO0  arÜcalM  t  «o  |  «.o  de  la  leí  a.^  del  Eatada  del 
Cauea,  de  9  de  aaaato  de  1977,  I  validez  del  arSiealo  a.<»  de  to 
eltada  leí,  ''awbre  e«ilnelon  de  elerUup  obllsaelonea« 
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Vistas  del  PaocuRADoa  jkneral* 

'Señores  Majistrados. 

En  observaaciade  las  disposiciones  legales  se  ba  pasado  al  estudia 
del  infrascrito  el  memorial  dirijldo  por  el  señor  Miguel  Guerrero,  Jerenle 
del  Banco  del  Cauca  en  Cali»  en  que  solicita  de  ese  Supremo  Tribunal  la 
suspensión  de  la  leí  9/  fecha  7  de  agosto  del  corriente  año»  espedida  por  la 
Léjislatura  del  Estado  del  Cauca.  Al  citado  memorial  acompaña  el  peticfo« 
narlo  copia  auténtica  de  la  esp'resada  leí,  de  la  de  SO  de  setiembre  de  1873» 
número  ai,  sobre  Bancos  I  déla  nota  impresa  que  el  mismo  gerente,  la 
pasó,  con  fecha  23  de  junio  último,  al  señor  Secretario  de  Hacienda  del  £»• 
tado,  con  el  objeto  de  llamar  la  atención  del  Gobierno  a  la  medida  que  se 
proyectaba  I  que  se  realizó  con  la  espedicion  de  la  antedicha  leL 

Desde  que  en  esta  capital  se  tuvo  conocimiento  de  la  existencia  déla 
espresada  leí,  la  prensa  se  ocupó  de  ella,  ya  para  justificarla  I  ya  páhi  censu- 
tarla ;  I  aún  el  infrascrito,  en  vista  de  las  publicaciones  que  se  hicieran» 
creyó  conveniente  pedir,  como  pidió,  al  señor  Secretarlo  de  lo  Interior  i  Rst- 
laclones  Esteriores  que  solicitara  i  le  proporcionara  una  copia  de  aquella 
leí,  para  ejercer,  respecto  de  ella,  la  facultad  que  le  otorga  el  artículo  73  de 
la  Constitución,  si,  con  el  estudio  de  ella,  se  persnadia  de  que  estaba  en  el 
caso  de  solicitar  la  suspensión. 

Antes  de  pasar  adelante  será  bien  trascribir  los  artículos  i.^  i  a.»  de  la 
citada  lei  9,*  por  ser  a  ellos  a  los  que  el  suscrito  contraerá  sus  obseryacionea. 
Dicen  así : 

'*  Art.  i.<»  En  el  contrato  de  mutuo  o  sea  préstamo  de  dinero,  no  habri 
obligación  de  pagar  los  intereses  vencidos,  sean  los  estipulados  o  de  l^i, 
como  tampoco  los  provenientes  de  otra  deuda  o  contrato  dnomte  el  tiempo 


r 


éágmrtaiiontadoiléiilédit^  jijiiod8>i§76,  tmtatoilwliadeto  prooraK 
gadon  de  esta  leí. 

*'.¥%/>  i4i'dt9poBicion.dé«telwtk:aloiola«Mnteeoiiifremlelo^^ 
totcdébradqsdeoIradelTerriloMddel  Bat»)iiK  • 

ArL  t.^  Talnpdco  podffi  obligarse  a  loa  ookmos  o  artendatarios  de 
tierras  o  predios  rüsficosl  urbanos  al  pagó  de  los  aarrendamientos  estipula- 
dos o  de  oostambre,  tedcidos  dareilte el  tfiempo  a  queso  refiere  «1  arti- 
culo 1.°" 

'  fie  ha  heoko  k.  défeqsa  dé  esta»  díaposIcioDes  por  algunos .  escritores, 
no  solo  end  térreao'de  la  conTenlenct'a,  mirando  la  lei  caucana  por  el  lado 
de  las  relaciones  entré  deudor  i  acreedor  circunsorttas  é  la  situación  creada 
én  la  ilkimá  guerra  i  i  lo  ImposIbtildÉé  de  cumplir  los  contratos,  por  fuérsa 
mayor  o  ccMofoffutto,  si  ctue  también  Invocando  en  su  favor  precedentes 
^  iejIsfartitoÉ»  tales  como  la  lei  colombiana  *' sobre  4redttec¡on  de  cenaos,'' de 
4i  de  agosto  de  48Si»  i  la  I^l  i  16  espedida  por  la  Lej^lalíiva  del  Cauca* 

ISeBstauprafuÉdi  Qonvibcioa el  suíBcrito  deque  los  (artículos  fara^ 
crltosdéte  leidbucana  son-  iocontíitucronales  i  ademas  inconveoieniea» 
qué  no  ba  podido  hádeme  cargo  deJafíi^ma'' que*  tangen  loa  argumentos 
presenlídoéén  «I  Joaiificacfea.  La  fnooastitilcionalidad  es  tan  flagranleque 
para  descÉbrirlarbésta  él  sentido  común  al  hacerse  la  comparación  d^  las 
disposiaiooes'dé  la-lelOi.*  con  ellndsd  5.^  attioulb  i&de  la  Constitución  de 
laBoElon^  qoégavéntiatel  derecho  de  propiedad^  i  boa  el  .aHicplo  M  de  lé 
njama' que  establece  él  prfticÍpio«tte  la  no^retvoaottvidad  doJas  leyes*. 
'  (  !filioé  hrfbibiniasil^lmséuntes  un  kff  Eslsdbs  linidd^da  Colqtnbia  no 
jjMMdonser  privados  de  fo  firoptsdiid,  sino  por  pena  o*  contribución  jeneral, 
con>arreglo  a  Us:fcyeay  o  cuando  así  lo  esijá  iin  grave  motivo  d^  necesidad 
pittriiéa^  judfdaltnenteiledarada'JpfMa  m^^  i  silos  artículos 

4.^  i  fi^  de  lo  lei  caucana -declaran  >e8tíñguida'  la  «faftgaeion  de  pagar  los 
intereses  i  arrendamientos  causados  a  deber  desde  el  iS  de  julíodoiSTO 
Ikastaei'.T  de  agosto-ultimo,  'el  mtagonisiAa:  entlvf  aquella  ganante  i  estos 
•VtieOfos«i  tan  manifiesto  qifo el' trabajo  que  -se'  empleara*  ei»  w  .demos* 
aracion  seria  ooro{>letamdnte  superfluo;  Tai:  ves  por  esto  ninguna  da  los  que 
ae  han'Oóopadadé  jasUficar  táespresadalélaeha<  atrevido  a' presentarla  en 
armoniécOn.bi'dbpoft1doii  consUtocional  que  garantiza  ta^  pitepied4d-ai 
tal  propósito,  si  alguno  lo  tuviera,  podría  llebarse  con  la  seriedad  i;lucides 
^ua-el  asunto  requiere»;   :'•  •  '.'):*  .     •  >'   t 

.     Sí  laespreséda  lei  Bo>re8Hte.el'anállais-de4ínacttti€ajeyora.e.impor- 
*'  cíál  bajo  el  punto  de  vista  fonstitnciooal,  meaos  le  son  aplioaUes  tosisalífi- 
'  cativos  de  jlísiai'COfimiífffts,  Lajuáticia  es  una  virtud 'que  indina  a. dar 
a  cada  uno  lo  ^ue  le  perteneee;  ictm^enieútéy  es  lo  útil,  oportuno,  prove- 
choso, conformé,  decente,  proporcionado ;  i  ninguno  de  estos  atributos, 

aitto  loa  contrarios,  marcan  con  notable  precisión  las  díaposídones  de  la 
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McBU«iii,'4uBpihBli'd«rl6a1fMra8es  i  á^^  ^aCMiadmaMt 

lejitímos  daeños  de  ellos.  '  «  . 

'La  doihrenlfacia  dünoe  M  nb  pdtde  «itMiMcae  ^ar  U  {irotadlo  pw* 
ticular  que  de  ella  deriven  algMds  fbdftvidms  &  l^a  dé  eaof  an*  boirfad 
depente  dr qaren  avs  di8fMMlcioiiea>  se  hayan  «onsnltaido  tos  fn-lncipios  de 
justlBta,  de  tnonilklad»  de  otilldad  pAbUea  jvaeral  i  de  respétotiroAiiido  H 
K^dereehoe de  los aaedadoa;^  f en lalei  eáueabalodo estoi  linas,  ai cabe^ 
se  ha  desatendido,  introduciendo  el  alarma  i  la  desconflanta  en  todos  los 
4^f»trate8  a  <que  eBa  seTe6er%  i>artiéndo  de  lá  sapoUüaá  t#éiilhfidar)de  que 
los  arrendatarios  o  éolonos  i  kn  mutoatarioB  fueron Maf«ilnieab«tfetiéMs<  de 
los  desastres  de  U  áWara^guerra,  i  de  que  en  eáta  riada  perdieroii  loe  arroi^ 
dadorea  i*  miftuaiiaes^  16  cüali  no  aleado  ñí-  ireminlil  tqne  «ocediéii,  Ib  ^ 
a 'te  id  caracteres  de  oina  parcialidad  itijüstíftcabie. 

Mol dlslínlas fueiroa  las cí itunslanotes  en ' qde  ae espftHÓfar M aobrb 
redneckm  de ceoBoa  por  el  Congreso  de  «Mé^'  í  mui  di^retfso  tansbien  él 
contenido  db  sus  disposicionea.  El  país  había  sufcMarMa  gaemrdt  ester- 
tttMo  por  el  espacio  de  catoMe  años,  duiaaM  hi  cual  los'  diiedoa  iMiaa  toi- 
i»s  urbanas  I  rumies  estuvlaroa  por  hr^o  'lienpo  pH^afloa* de  aa  poBeaie% 
7a  potqttü  emigraron,.  aboeuUarirao>A>nilaiMrBii1aarfliaa'del  ejéacito^i 
vk  por  tas  conflscaciohes  1  esprbpiaieiones  deoretádaar^flraiite^la'gbemí? 
t  apesar  de  esto  la  lei  «íe  llnribí  a  declarar  la  eattnCia*  Be:  Ms  '■  womm*  isfiffm 
hipoteca  especial  aeiiabia.ttabtKqfde[eiirterámente,  ii«  tedadrlos  oosado  lli 
destrucción  habib  sido  paramente  pardal,- équidQ  dbi  eaaa  hacer  nplavi^oe 
esta  tel,  én  la  éual  im|flicitkinaeateécmeotioola-elikMMfpió  Be^  de^edbo,  de 
que  en  la  constitución  del  ciensq  no  se  contraía  Migáeim  aifpma 
no  pfoéajo  otro  etode  que  el  de  ratificar  la disposicionvdb.lá  kjiMádon 
páñola'qoé  dispom  ^*  que  pereciendo  la  üSosa  beilslda^  iiéreeé':taiabhm  el 
•céciso,  a  hr' manera  qna  pereciendo  el  predio  ebtiente^  pérecd  la  sei^vl* 

dotaibve« 

' '  Tocttiie  a  la  laM^B^del*  Canea»  que  sb  ha  citado  cmnoai^iÉeatekdla 

autoridad,  el  suscrito* nad»  puede  agregar  a  las  adKdaa  einoobleslifeleá  de- 

tnosti^ielonesen  que  esa  Suprenia  Corte  apoyó  el  veto  de  suspensión,  qve 

pronunció  el  4^9  de  enerode  «fiS4,  de  acuerdo  oon  la  pétibion  del  f  rcnbre- 

dor  Jeneral ;  i  te  Umita  a  pediros  que  Idftr  tengáis  présenlas  en  la  discvahm 

d«la4ei9/  '"  '  ' 

Esta  es  no  solo  \tolatoria  del  derecho  de  propiedad^  que  oonsa)pra^de 
una  manera  tan  espresa  la  Cooatltuoión,siboi|oe  taodileii  pogria  leon  la 
doctrina  del  artículo  M  de  la  .Constitución,  que  prohibe  3a  f  elreactl^MBd  de' 
las  leyesen  el  GoMemo  jenerriJ  en  el  de  los  fistadosv  Para  demostrar  el 
efecto  reiroaetiffo  de  la  citada  leí  9/  essudeiente  imponerse  de  su  ooatenido 
i  ver  que  ella  comprende  el  tiempo  anterior  corrido  desde  el  M  de  ¡ulio 
d^AWO  hast^  la  fecha  de  la  espedicion  de  la  lei;  i  como  en  lejislacloo. 


mí9l«Qioa4o  todos  Jos  pai 808  aiU9»i  cpino  coiiMvad^  4e  :lii  lortuiui»  del 
honor  i  <)•  Ja  imbí  tfé  lot  lioiabres.  Por  estA.  sm  diid^.  ae  b«  jücbo  9110  *'  st 
btiibiMQ4iA4Miiltín90i«afPiidodoiide6#tuy¡^  admIUda  U  r aUoae<staá , d^ 
lMtoy^^i»<^^btte^<él  ni  ai49  sombra .  da  p^uridud.^  Hi^UaiMl^  M^ 
dicQV^pwitp:  ^*i;«^pc¡QGjp¡j» (da la jio r^oactUídad da laa loyo#)»W3^f^ 
6IMÍU4  w44^(ftl^|sI^oiQ  dejos  C(Migo6  rpp^ii^  tda  loa  imasti;ocit  fH^4 
¡Murii aar^ d^imiariratfKa a loa^^iii4í^¥l«iQeda  Ift  «qolM^d  aootia  lof  «f;^ 
{NTKlios  dal  l^jiala4Qri49ie9^M^  t^n  iowodiriaiwa^  niiastca.  isag^jridM 
feíiMflJ»  liaaíAMlMOi  castígac^doíim  no  bestia  da,  ajov  <im9  iw>  osta^ 
vodadp^euaiKip  io>4«Wl4«ii.da^  Moer  por  pevipiífdo^  o  qva  staote  vM^ 
trariamanta  wt^^mMr^VtvlMéfi  d^ifff^j^MUmo^  bÍ!mm^i4r4úh^,qH$ 
kabhfff^jodqpki^ihífiolQt  ^^i^fpicÍQ$d^  ¡eyet  mteri^  Pafifiiendo  des- 
pués el.mlsino  escritor  loa  áfirechoélfl^  dice :  ' 'Perecboa  adwlfido^ 
pgfi  los  que  b|^i|  eptrado  e^  oue^tro  patriipoplo  i  h^^cen  parte  de  ^él^  ^f  que 
yai^opiiedep^.iyiüáfseooa.jpor  el  oii^mo  d^  quiem  los  bc^o^pf^  ip|l^ienido • 
Tales  son  |of^f^|era<)boaiq!^  ae .  derly^i^  toaaediatamente  de  m  contra)^» .'' 
JMb^  a4/9lal!^^  agjCifgfL  VMaeiíiecta^^^  de  ufi  contr^tOi^  ^st&alemp 
|^ofueipi<()ie  tirode  laa  leyes. posterípreaf.  porque  foda'  contrato  (orna  «m^ 
i?(ficHlo I^^tie  jKwe  alosque^lo  iufcribenp^  la,nc^9iM  i^  dar  a]^^ 
aq^dh  ^  ^  Mp  haiíp!^ligaia.'\  1  para  oo  ^osar  con  oitaa  ae.^osertari.caiQp 
última  la  siguiente :  **  D^dee}  uíomefij^,  eq  quo  se  ,ba  foirfpadq  el.x{pcu|p 
da  un  contrato»  resulta  para  los  conuayentes  derechos  i  obligaciopes  que 
to  Iqfer^l^ryrfjr  no|^d|Sti  yo  ^ttítorfef/' 

La  Comisión  del  Senado,  sinembargo,  estampó  en  su  informe  refe« 
.rente  a  la  lei  128  del  Cauca,  los  siguiaotes  conceptos.  **  El  fundamento  de 
que  la  lei  no  puede  tener  efecto  retroactivo  en  este  caso,  es  absurdo,  porque 
Ja  leí  es  para  esplicar  cuales  son  los  derechos  de  las  partes  en  materia  de 
«MtrMdSiettaiidO'iíiarsa  mayor  i  'Un  éatadiamo  fotitiooi  ba  traat6rnado 
todoi  el  pais/  siandO;neceaario  qtia  el  laflslador  detenmtnava  ^inO'Sa*  dobla 
«-eabl^aran^al  paMlCHlarcmlquiara*  disputa  anteé  paites/'  Aeafeiñd6i9omt> 
4»  debido  la  opínita  bóforabia  de>;tan  ^spetaUar  CiDUiíaiob,  Af  itafcAaOBÍlp 
4Í6MI  bu  pena  de  no  couformarae  coft  ella,  i  adamas  juagalqüe  loa  'Oonoqpliaa 
4raaorltos  no  la  aon  aplioaUesa  la  lei  9,*^  par.que<  esta«iio  aqifiaa  ios  4M^m 
4e/laa  parl^  en  materia  de. contratos, tsinp  que  declUra  eaUnguidoa  Jos;  cté* 
ditos  de  los  acreedores  causados  durante  cierto  periodo  de  tiempo.  Crea 
ade^iaa  ^l^jiuiMicito  q9e  )a9  disputas  que  puedan,  ocurrir  en^e. partes,  des- 
;¡fiffis  de.  up  cataclismo  politicQ  o  de  otra  suceso  cua)quiera|  por  loa  cooj^ra- 
,tqa.  c^lebra^os  anteriormente  deben  jresolv^ao  de  acuerdp  con  las  diaposi- 
pfone^ que rejian al.tjefnpo deau  celebración  i.jao por  )ej(es ex-post^facto^ 


parque  esto  nato  pmnitti  él  Miado ^4 de* la  CoosMttMiM  «i  idagmicaao. 
Por  lo  que  ae  4eja  aponUdí»  ae  coaDpfrendéM  que  d  iofraacariio  üatte 
fcittmaperauaaíoii  de  quesea  arliaoloai^^l).^  d<>k1ei'9.*  ea|iadlda*por  la 
Lé)ialtttttt-a -del  Cauca,  msnánen  eooif^at»  pugna  ootí  el  inciso  5^^  arlieolo 
a5'rarlieulo  f4de  la  Constítacion  de  la  Union -con  d  ^pifoiero^  fwrqve 
eirimíéudoae  a  loa  deodores  del  pago  de  ¡nléreáea  I  aráanídaflMl«iiaoa,  ae  ala* 
cfreFdeveehoqoé  los  acreedores  lienen  a  ser  cabiertos  'de  wtA  reapemiioé 
cfédft6s*i  con  «I  segando,  porqne.  eslendiéndoae  el  aMiídáto  de  la  M  a  ton 
contratos  celebrados  -áátes  de  an  aancion¿  *  se  le  da  a  aqoeltaí  etécffe  retreiae* 
titt>;  todo  lo  euál  tofoca  al'snscrlto  en  el'  mdecllnabte'delMr  de^soadyavMr 
te  parté/la  aoKeifüd  ¡iáf  Seftor  lereme  del '  BafiCo  del  OÉ«ca^  I  dé  pédlrasi 
CÓMAOS  pid^,*qud  decretéis  la  auspenaba' denlos wpraeüaéoaaftanitoaé  lo 
mal  pronto *ixMHe,  edñ  d  Sn.de  evitar  qae  ekos  áitnaa^aiía  aataraleo  eCse» 
toa  en  las  ctaésdonés  que  se  saseiten  i  |i^áli  eel^  lé|Meados.^ 

'  Díjose  qué  sé  coadyuvaba  «n  paW^  la  solicitud  dÜ  lei^éhte  d^  Banco, 
porgue  este,  tí  bien'  sustobservaclonés  aédirijeó  únióáméñte  cbhtni'él'artt* 
ciiíp'i,'^  bií^o  Jástéiiskyá'  á  toda  la  leí  la' petición'  dé  sittpfettston;  i  él  suscrito 
no  esifehidé  \¿8úji  á1  ártlcnló  Y,^  en  qlie  se  ¿tibe  a  l6s  déudo^es'de  con  - 
tribocibnés  personales  ó  de  trabajo  pei'sóteaT^  lAér'lá  óblf^ioii  depájgsfr 
aquéllas  i  esté;  {k^rqtié  nó  siéndola  éiéncibn  deérétaílá  en  el  Wtini&  attf* 
culo  otra  cosa  que  una>fmiíion-o  icóniíotetéíoii  de  la  deuda,  becHá  por  él 
léjifldio^aóréedór;  ñí  es  disputable  el  derecho  dé  hi  Lejfslaturapifa  hacerlo; 
como  representante  déla  entidad  a  quien  Corresponden  las  coníttíbuclones, 
lil'cotf'eiro  se  viola  ntn¿ün  precepto  constiidéional.'      '  •  ^ 

Bogotá,  octubre  2  de  i877« 

Seiiores  Májistradoa.  . 

{  Jjoaieanorftfr  Gaaf  lenend  Jomas  Giprianade  JMoaquérarBelisario 
ZaniocanQiiNepeoiuoeno.Garciajbafli:dir¡jidpaesa  Suprema  porte,  deada 
laidudaddeGali,  coniqcba.ta  de  setiembre  últhaio»  laaoUeitod.quahaMa 
paaado  al  estudio  del  suscrito,  la .  cual  tiene  por  obfeta  el  qae  aa  decrale  la 
aiispenaion  de  laletQ/íécha^T  de  agosto  del  presente  año,  eapedida  por  la 
Lejisiatura  del  Estado  del  Gauca,  por  ser  éontrarla  al  iadso  a*°  artiealo 
fado  la  Gonstitocíon  de  la  Union,  i  por  el  efecto  retroactivo  que  éUa  ea^ 
■cárba.  u 

Como  iá^éhtica  solicitud  hízoeTseñoir  lerertte  del  Báuco  del  Cauca,  i 
acerca  de  ella  el' suscrito  tiette  éspresadó  su  concepteen  la  vista  qué  paaó 
con  fecha  3  del  presente,  te  limita  por  abora  a  reproducir  lo  que  ya  tiene 
manifestado  sobre  el  tñismoasttntó,  i  a  pediros  qué'- os  Whais  disponer  la 
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iMttMdatloii cki08U  pQtieton  a lidel  Mter  Jerenttfdel  Baneo  {Ma.qiie te 
odai|ireiMfai  umf  M»la  veidlieilm. 
Bogotá^  ddtobre^aéitiv.' 


>   * 


JSieíloree  Majistirados^ 

En  44lieion  al  loopcepio.  q^^ps  ip^iilCasté  en  la  aoUcitud  gve  <w  dicíjió 
€l  Jetante  del  Baneod^lGaucat  i  Iqb  .se&orea  Gtan- Jeneral  T.  C  de  Moa< 
SMf a^'Belieark)  Zainor|ia<K  i  Nepomacena  García  desde  Cali,  para  que  de^ 
creieista  siiapensioa  deiIosatMeutos.i.?l9.«d^.laleiQ/.fe^l)a.7  de  atóalo 
Altimo,  espedída.por  la KiejialftiuFii  del  Estado^lelCaiuffi^  meJ.periD)^  IHHíe^ 
rosalguBia  reflexiones  mesen  jealifieapion  del  motivo  qap  mfi  guiara  pai» 
peáires  la  sa8peDei0Qde<loi:artiaa)c#ci4adoa.,  ?  . 

Tres  ü«koa  caaee.eslablece  el  Ineiso  6*^  eriicplo  i5  de  la .  Consltto^n 
yava peder  leripriNid^dereuj^oiMedadiflgwn individuo:  pefie*  oonuibucfpa 
jeneral  í  cuando  asi  lo  exija  un  grMve  190^1  vo  de  necesidad  p4bUea»  perp  en 
aaleúltfmocasoceaJBdenwiíacionpreviaiO.  iK>aferJormenle#iegiio  le  de- 
cietelaespropiaciQnentíempode.paaoenelde.giierní»    , 

Leaartíeuloai«<»LS*^dolalei.9»^quedeclaran  411e.no  bal  obligación 
de  pagar  loé  intereses.de  los  eapitalea  recÁbidoe  en  jmutuo  o  pr^Ntaii^Oft  ni  lof 
cánones  o  pensioaei  de  las  fincaa  urtenaa.o  riiralea  reeibidaa  en  acrénda^ 
miento  durante  ^sierto  peciodo  de,  tiempo .  oni^rtor  0  la  e^f(idicim  ^  to  M 
priva  a  leaaraftuentes 0Mren4aderei,..de. laprppledad de loBjkpf^.nf^fbkn 
enqoe^debe  bacérairiea  d  pago»  por  no  poUvp  que  no  eá  ninguno  de  loa 
espraaedas  en  el  anlíodicfao  inciso  6/  artíciilo  «6de;la  Coipsilt^cjon,  puea  se 
lea  doapC9a¡de  su  propiedad,  no  por  pena,  ni  por  conlribweloo  jenerpln  ni  por 
exijfrk)  un  grave  motivo  de  necesidad  pdblica  presupueste  W^  ju^  ipdem- 
niíadon* 

Los  mutuantes  o  arrendadores  tienencontra  los  mutnaripe  i  arrenda- 
tnitot  los  derúbbos  personofer  oorádítof  que  lee  reconoce  el  articulo  100 .  del 
Cddigo  civil  del  Estado.  Bstos  derechos  i  aedonei  de  loa  acreedpref^  rpco* 
ooddoé  como  iimei  muMe$,  par  el  articulo  70t  [del  mismo  eddigp,  fbrnmi 
pértedel  patrimonio  de  aquellos,  i  no  pueden  arrebet^itseles  sin  su  eonipn- 
lioiientD,  ni  confornie:  al  Código  dvil  del  Cauce,  ni  ménoeflaerespe|a.la 
disposición  constítoclonal  citada. 

La  prensa  periódica  que  se  ha  ocnpado  de  justificar  las  diaposipiones 
délalef'O.%  poco  o  nada,  que  yo  haya  visto  hasta  boiy  ba^  disenrridp  en  el 
terrenode  la  eonstltucionalídad,  Ps  la  amtemmciaf  atendidos  los.  efeetof 
fanestoaque  (Produjo  en  el  Gaueb  Ja  ultima  guerra^  k)  que  ha  servidode  lema 
I  fondamente  para  prestarle  ápoyd  a  aquella  lei:;  i  aunque  b  conveniencia» 

ni  Ja  neceiidad  pueden  jii$tii«ar  en  ningún  caso  la  infrapoionde  la  Coasti^ 
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tuéioiHiiilNiroioiittnto  mtiidiÉr majóte iCÉaiiloi|Be.iá<^ 
garantías  Individuales,  ereoqoe  ni  bajo  el  piiatD^daYítUdt  kf90MwiieMiÍA 
esdefensaUe  la  lei  deque  se  trata,  como  wiai dftmoaftflte» invirtfepdo el 
órdeo  de  tos  artículos. 

Trata  el  2.*  de  los  arrendamientos  o.cinottes  causados  a  deber  por  los 
inquíUnos  O  colonos,  que  no  deben  pagarse  a  los  arrendadores.  Ocurre  des- 
de luego  esta  pregunta:  i  por  qué  no  deben  pagarse  los  arrendamientos  do 
los  predios  urbanos  f  No  estuTieron  los  f nquiKnes;  durante  la  gaer^aa,  lo 
inismoqué  eh  tiempo  dé  pas,  bsando  las- casas  de  los  arrendadores,  al  akrigo 
del  sol,  dé  H  lluvia,  de  los  vientos  i  goaandé  de  los  bonefieios  de  la  sa^srli» 
dad  que  les  daban  sus  techos  o  paredes  f  Bbire  estar  a  la  pampa,  ste  seg«i- 
Máá  ni  abrlgé,  I  habitar  ud  edileio  {toe^  hai  gvaodishna  dilsmiciat  ai»  la 
mfimiá  queeatrela  vldadel«ilvs]e  i  la  del  hombre  civllitadok  Asi,  púas, 
si  el  servicio  que  prestaron  lareisltt  a  los  ittqtiiiiMS  fué  el  misino  e»lai 
guerra  queeb  te  ^,  f  aun  de  mayor  importancia  en  aqoel  tíeaqpo,jio -puede 
decir,  con  Justicia,  quentaguna  Mlidad  recIbieMm  aqMHosaNi  d  usp  del 
eopiirw,  representado  en  una  casSi  por  oooieciieneta^  de  la  goerra. 

*  DirilMi  acaso  Menr  que  los  predlds  urbanos  praslavoa  a^rvidoalos 
inquilinos  durante  la^ guerra;  pero  no  «lí  los  rustióos^  portas  dificultadas 
para  las  siembras,  reoojidas  de  las  asechas,  anantancidn  de  aniaades,  etc. 
Esta  proposición  Ée  presta  a  las  siguientes  reOeziones :  4/  que  si  Men  ppe*- 
de  ser  derlo  que  muchos  telones  estuvieron  impedidos,  dompt^  la  guerra, 
dé  ustt^utuar  los  predios,  sin^  sacar  de  Moa  iringan  proveehoi  es  casisa» 
guro  <)tié  otrtts%i  pudieron  titlliiterse'dé  loé  ^  léolan  eaarvendamlento, 
{ en  tal  caso/péráque  la  Id  ftiei«  Jusia;  aiu'  de]a¡r  de  ser  ineonstiiuciopal, 
debía  haber  cfitfmido  áét  pdgotte  losarréndamioniosáfiibamente  a  aquoMoa 
que¿  cofjóiéMdiniimdiéhM^ib/probal^áa  qve,  püroattsa.dela'guáifib^ibiaik 
estado prfvédM*^lél«stilhicte ide  ioepre^iée^ aiffeadadosr :t^^ qif  ailos.oo» 
lonos  estuvieron  privadosdel  usufructo  de  los  predios,  también  loastavia^ 
ron  lofs  arrendadores  por  tirtod  dé  un  'eeiilrato'«en  qoe  lo  traspasaron  a 
aqúettos-i- toí»  hai  MÑüfnfard  hacePíreeaér  toda  la  pérdida  del. aa  usafrneto 
flniiáiineütfe' sobre  tos  arrendadores;  I  8v'''>qoe  él  argumento  ideqae  los 
ÉrréA«&doMS'9M'K00if  I  los 'colonos  fHre$  carece  da  asáclilnd,  basta  el 
estrémó  8e  suceder  éte  muohéS'casos  precisamente  lo  contsas io.  Ia  adoii*» 
histfaákrii ^ílerrene% feíaponesiempriQ la  éjilslebtfajle aigui»  oapitai  para 
sacarle  algún  producto  a  la  finca  •  la  preparación  de  las  tierras  para  las 
lAemíbras  <pi^ssiipoM  gastos  en  ka  desmontes  a  barfaecbesi  aeoiiHaSf  siem- 
bras, técoflda  I  préparáclott  de  los. frates  hasta  ponerles  a .  díspoaieion  dol 
coosamfldér» para  poner  saíaMiles  decria  ^da  ceba»  sa  necesita  el  capital 
aafioiéitte'  para  comprarlos^  asá  es  que  cas  ^frecueads  sq  wn  familias  pobres 
eottipwsstas  de  huéifiaos^  que  fw  las  dificultades  que  las  leyes  ofco^wi 
para  Ténder  sus  bieao»  raloesi  no  tcoiendo  capital  pata  sscadoi  i\lgua  F«* 


vééM  deúf teñí  nY  irtttf fcy  id  krtñniw  IM'  tWff »-  H  tni  dA^tlcflMf  ^ára  ase* 
gtinirse  iiha  tenfá'  qoe  Ié»Mlire  de  morir  de  haMbre ;  t  y»ae  te  que  empatie 
caáo la lei cáitcana ^adé plomo »(rt>M  aqu^Hos ñifclieea'qiifeiilrtoivbtMrfi 
toñ  otros  rj9Cifraos  fMMr a  \il1f  qMioa  protenfentea  de  k  ilDCt  arrendada, 
loa  cuales  recursos  pasan  a  aumentar  la  caja  del  ricú. 

'  El' articula  l.^  de  lá  lei  0/  que  trata  de  los  intereses  provenientes  del 
contrato  de  mutuo  o  préstamo  de  dinero,  es  el  que  ha  proporcionado  ma* 
jor  numero  de  materiales  a  los  escritores  públicos  que  se  han  ocupado  de 
su  defensa,  i  aun  puede  decirse  q«e'toda  :1a  apolc^la  qile  se  ha  hecho  a  la 
lei,  parece  que  ha  sido  bajo  la  impresión  del  contrato  de  mutuo,  al  cual  le 
retira  aquella  su  sanción.  '*'"  *        * ',  . 

Un  capital  en  dinero  representa/  ló  mismo  que  en  cusTqiüerá  ollra 
especie,  un  servicio  que  debe  remunerar  el  que  lo  recibe.  ÉstoTo  reconocen 
los  apolojístas  de  la  lei,  pero  dicen:  '*' durante  la  guerra  en  el  Caúca  el  di- 
nero no  pudo  emplearse  reproductivamente,  los  mutuatarios  no  reportaron 
de  él  ninguna  utilidad  pecuniaria,  por  consiguiente  no  deben  pagar  interés 
o  réditos  de  ese  capital.^  Ocurren  de^de  luego  al  espíritu  menos  avisado, 
contra  esta  aseveración,  las  observaciones  siguientes^  i/^que,  por  )ds  fér« 
miqos  jeneraTes  I  absolutos,  el  artículo  i/  déla  citada  lei' contiene  la  iñis- 
ma  censurable  injusticia  que  el  artículo  t,<>  porque  aun  cuando'  sea  cierto 
que  algunos  o  muchos  capitales  en  dinero  no  pudieran  tener  aplicación  con 
provecho  pecuniorxo^  durante  la  guerra,  ésto  no  puede  sostenerse  de  lá 
jeneralidad  de  los  capitales,  porgue  para  ello  serla'  preciso  que  se  hubieran 
cerrado  todos  los  almacenes  i  tiendaá,  que  ríinguna  industria  se  hubiera 
ejercido,  que  ningún  trabajo  seíiubiera  ejecutado,  que  no  se  éfectuarak 
mportaciones  ni  esportaciones  &c.  pues  en  todas  estás  operaciones  se  em- 
plea dinero  recibido  en  mtuuo,  t  lió  es  posible,  ni' stquieríi  probable,  qué 
todo  esto  sucediera  durante  la  guerra ,  porque  para  ello  era  necesario  que  1<m 
habitantes  del  Cauca  hubieran  dejado,  en  todo  ése  tiempo,  de  alimentarse, 
vestirse,  trabajar,  &c.  t  eso  no  se  ha  visto  en  ningún  tiempo,  ht  en  ningún 
país  del  mundo,  cualquiera  que  haya  sidb  la  clase  dé  guerra  qué  lo  aliijiera: 
S/  que  si  los  mutuatarios  no  pudieron  recojer  provecho  peeuniário  del  dine- 
ro recibido  en  mutúb;  dé  elfo  no' son  cfilf^aUes  los'  mutMtite»,  ni  *és  de  la 
¿senda  de  ese  contrato  la  circunstancia  de^qneé)  que  reclbeetdliieré*  hayh 
de aunhentarld paratener obligacioti  de  pagar  Ids  respeeiiVoa  ltitelf«sas ; i 
3/  que  habiendo  estado  privados  los  nlititnante»  'del  uso  de^su  dinero,  por 
estar  en  poder  d&léa  mirtaatarios,  aunque  éatoa  no  hayan  faealMiganandas 
con  él«  han  podida  emplearle  en  la  satisfoccion .  4e  sus  necesidadesi  cuyo 
servicio  no  deja  de  tener  grande  importa ncía,  p^f a  n^eMimarlo,  i  haoer  que 
todo  e)  nial  recaiga  sobre  los  mutuantes,  quienes  pueden  ser  personas  des* 
validas  que  no  cuentan  para  atender  a  susiieeestdades'  con  otra  renta  que 
la  proveniente  del  capital  colocado  a  ínteres. 


-  4tó  - 

AwMtiio  mocho  puéiem  eaeribir  .^««defeiiMi  te  la  docKioa  qii»h« 

•«•tentado, poogoptnto li ai ^poaieton solieitando de  nveife  qae  deoe* 

léiBl»«««pea«íOB  qm  tengo  pedida  da  kweitiottlo6.i.^it«^  delalei9/ 

fecha  1  de  agotto  «fel  corriente  aüo^  espedida  por  la  k|)ialaliira  del  Ciact. 

Bogotá»  octubre  8  de  ia77.. 

Maecbl  H;.  Ralirbs. 


AcVBIiDO  DE   tk   COKTB   SePRCMA. 

t 

«  'i 

El  infrascrito  Secretarlo  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  qoe 
cm  el  libro  de  acuerdos  de  esta  Tribunal»  de  la  pajina  sieta  a  la  nuete  bai  ono 
que  a  la  letra  ea  como  sigue : 

'*  l^n  Bogotá  a  once  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete,  se 
constituyó  la.  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo  con  asistencia  del 
señor  llajistrado  Presidente*  doctor  £migdio  Palau,  1  demás  señores  Ma- 
JistradoSt  doctores  Bafael  MartineE  B,  Manuel  Esequíel  Corrales,  losé  M. 
B<ijas  Garrido,  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  cod- 
aidera^on  las  solicitudes  del  Gran  Jeneral  de  la  Ünion  Tomas  C.  de  Mes* 
quera  i  de  los  señores  Miguel  Guerrero»  Jerente  del  Banco  d^l  Cauca,  Beli- 
sario  Zamorano  i  i.  (f^pomuceno  García,  sobife.  que  se  suspenda  la  leí  9 
espedida  por  la  Asamblea  LejíslaUva  del  Estado  S.  del  Cauca  i  sancionada 
el  ^  de  agosto  último,  *  sobre  estlnclon  de  ciertas  obligaciones/' 

*'  El  señor  Majisfradp,  doctor  (tartanes  h,  a  qiilen  tocó  efi  repartí* 
miento  este  asunto,  presentó.el  siguiente j)royectq  d(8  resolución. 

**  Vistos. — El  Jerenta  del  Banco  de  Cali  ocurrió  a  esta  Suprema, 
Corte'sollcitando  la  suspensión  de  |a  let  9/  de  7  de  agosto  último,  espedida 
jpotM  Legislatura  d^V^^^^^  soberano  del  Cauca ., 

**  Dióse  el  curso  legal  a  esta  jsotícitud,  median te.e]  cual,  el  señor  Pro- 
curador  jeneral  presenil^  dos  espoaicípnes  cordyuvapdo  la  suspensión  d?1os 
artículos  f.^  i  tv  i  absteniendo^  de  hacerlo  respecto  del  9.^  i  újtimo  que 
contiene  la  lei«  . 

**  pastar ioraaenta  llegó  al^oonoelmientode  la  Corte  ta  aoUcitad  qee 
haoen loa aejk^res  Jeneral  Toaaas  C..de  Mosquera,  Belísario  Zamorano  i  i. 
Nepomuceno  García,  escrita  en  Calf,  por  la  cual  denuncian  ¡como  íncona- 
titii^nell  piden  la  suapensiosi  de  la lei  en  refsrencnu.  . 

^*  AoaímuAadaa  éstas  peticiones,  para  qoe'soére.  ettis  recaiga  aaa  sola 
decisión,  la  Corta  halla  que  es  conveniente  4X)pÍar  aquí  texinalmenta  la  leí 
contra  la  cual  sedirijen  estas  reclamaciones. 

^*Art.  4.^  Ett>  el  contralx^  de  iñütuo,  o  sea  préstamo  de  dinsro,  no 
habrá  obligación  de  pagar  los  intcreses^  "vencidos,  sean  los  esttpnlados  ode 
leí,  como  tampoco  los  provenientes  de  otra  deuda  o  contrato  durante  el 


<  l« 


i   >*^|viU4li«MM9ÍMd0^ile«r({<riiloMto 
tos  celebrados  dentro  del  territorio  del  Estado.  , 

:^f Aíit.  «.^  Ta«ipom  pod^A  obllgacse  a Jóf fokniqs  o  la^ r^SM&Mirios  de 

tierras  o  de  predios  rústicos  i  urbanos,  al  pago  de  los  arretiflanMooitps  est)- 
«pnlados  o  de  cQSMinslMreí  veoeídos  durante  él  tiempaa  qii^..f  friere  el 
articoloi.^    ' 

-**  Art«  8.^  -Los  dendon^  de  eontríbudQoes  perscumles  o  jd^  trabajo 
peramaif  qísedají  lambi^p  eximidoa  de  la  pbilga9i0n.de  pagar,  é^Us  durante 
el  mismo  período  señalado  en  el  primer  artículo.     - 

.  **{.  Noqaedaacpmprendidas  en  la  anterior dÍspQS^O#.Ias:deadas 
por  empréstitos  fortosos,  decretajlos  o  que  se  decretep  por  el  Itojder  i^ecM- 
tiiro  del  Estado." 

Mo  entra  la  Corte  a  calIScar  los  motivos  mas  o  menos  plausibles  que 
Ileirara  en  mira  el  lejlslador  del  Cauca  al  espedir  la  leí  espresada»  ni  a  con- 
siderar  el  alcance  de  sus  di^osiclones  eú  el  orden  social  1  económico,  por. 
que  00  le  incumbe  sino  juzgar  si  está  o  no  en  pugna  oob  lae  ioslttuolones 
naekHial^ ;  por  tal  motivo  sdo  a  /este  punto  dirija  sus  obseryaQiOBf^. 

Lop  arlicttlos  s  .^  i  S,^  de  la  Ui  que  se  osaoilpa»  4^otienei|  disppsÍcto« 
nos  aemejantes  a  la  leí  del  Cauca  espedida  en  el  año  de.  f^S^  tejo,  el  njtr 
merf»  «18.  M  Corte  suspendl<^  aquelfa  lei  por  su  anUfgonfsii^o  qon  ^a,  Cons- 
titución nacional,  1  los  fundamentos  para  fundar  esa  determinación^  fpn 
jipli^ables  al  caso  presente.  .:;,     y 

El  lei^to  mismo  de  |a  lei  alisada  presenta  con  toda  evid^ucb^miCfi- 
,récler  retroactivo ;  porque  del^  surtir  c^fsctos  posteriores  a  su  f  ancioo»  |Mir 
hechos  consumados  antes  de  ella  ;  o  lo  qiiees  igua),  asigna  derechos  a  .tos 
.«ud^sep  vserificados.^ntes  de  la  lei..  L^s  efeptos  retroactf vos, ,  qqe  en  este 
caso  aparecen  hieren  derechos  individuales  adqutriclos  qineJa  Constítui^iQpi 
fiarantisa;  i  que  las  leyes  dfben  amparar.  .      >     f 

f^Elicarácter  retroactivo  que  tienen  loa  artículos,  i»^. i.  V  copiados» 
bace  que  sus  disposiciones  no  sean  exequibles,  comparadas  con  el  «iitieu^ 
SSd^laCDnstitucioii  que  dice:  *  Ninguna  disposición  lejislattva  tendrá 
efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral  ni  en  el  de  loa  Estadoa  i  esceplo 
en  materia  penal  cuando  la  lei  posterior  Imponga  menor  pena.''  / 

'^Nosonaplicablosestas.dlsposicíones  a  lo  estatuido  en  el  articulo 
St.^  Tratase  allí  de  condonar  una  contribución  pública  representada  en  ser- 
-vicicios  personales,  i  no  hai  duda  que  la  autoridad  que  establece  uti  hki- 
pueato,  tiene  potestad  para  condonarloír 

Por  loespttesto,;de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador 

nacional  i  administrando  justicia  en  noinbne  de  los  Estados  Unidos  de  Co. 

lombta  í  por  autoridad  de  la  lei,  se  decreta  la  suspensión  de  los  artículos 
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« 

'4.^  t>^*i4ei  4  Apéfliáii  por  M  léftstaUíni  ^  SM«é«óMfiftooMCMe9[  ^ 

con  fecha  siete  desgasto  ultimo,  por  ser 'contrarios  al  itttDilo<t44«t«€)émh 

HlUitlft»l<ai<Mrá1¿  <  ii(f  ^^f^aáci^»  ar^ 

tíeulo  3.0  de  la  citada  lei.     .'»'•••  •.-^t  i..'Mr,;i  •  ..-»'.•.♦:*  ;     !.'»j  ,  * 

"^9té¿iftld^«rQiMriérpn>y«<^fé¿«pMÍí^  mMUmede. 

lb<>«íi!fcréS'MtjlsfiW<JS,  í    -    .1  t«.    •  .^    *    ^     f      i.^», 

' '  '^^  '^¿lílo'eúsiTtfe  eoncluyó^I  p^éiséiife  acuerda  ^'thnaW  Ms^seiorw 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario.  f,:*     ' 

El  Secretario,  Rafael  E.  SárkiaÜéir.^  •'     í ;  >  •     - •  ''  ^'   .  •  •'     "*  " 

' '  *      Es  iQo^iá  conforníe-^Bo^táfy  Aiézl  ntieYé  Ae  oduWé  dé  nffl  ^tiocien- 
tos  tóteiita i  sfeté^ei  Secretairio,  Máfael'*El  SáníaMer.  -  *        ^^  • 

% 

•  •■    '  í    i^  ,    r.    •:  '  •     '  '^        ■  \'       :!»•     ''.■•••.  ^^     ^       •  .11     >  ». f   ^  .. 

IWFORME  DP   .LA  CpM^SION   lN6P£CT0flA. 

T%?los  Yédfios  del  Estado  del  Cática  s6ttdtari)n  antélaCbrie  Septé^ 
nia  féiSeráfl  Ik  siispénsíónr  de  Ki  lei  9/  es)^íd%l  por  la*  Asamblea  lejisIatíTJi 
dé  actuél '  Éstadól  con  fecha  7 '  de  a^stt^  de  íÍtt:  La  Gol'te  suspérídfó  loa 
ani^lis  l.^^i  i:"  dé  la  ¿ttadá  fei,*  i  éé  absItuVD  éé  hacerlo  Vespectt^dd 
íñiédlo^.'*       •■"    '      "    "•  '    ••'  -  '•'*"•  •'•■'      '  ^^   i-   '      ••   '"- 

Vuestra  Comisión  de  inspección  délos  actos  léji^lltivos  délos  Esta- 
dé!^;eAipieui  per  copiar  Tos  artfeultfs  ée  ia  léi*  en  ¿uMlon;  pata  emitir  sit 
edhcéjpfto  iparti'qáe'vosotr6*fofihefs''<ióh  $tí  leéttfráT  bh  jtiWto  completa 
'íréefcadelamiBdádódélavülidflfctfiídíchiileiv  -  •  •  -'•  ^  ' 
^  ^'«'AHíiii^  Éhél bodti^fto  de  iMtd<y  cr  %«á>^»iMio  de  dfharo»  M 
•MM  obligación  (te  paga^f^  lnteKsés'v^tibid<ys,'^eati;  )«s  e^ipsMteodé 
lei»  como  tampoco  los  provenientes'^ dra  déudá  dCbnií^tt^V  ^«raaid  ar 
tiemi^b  de glierra -contado de«déel'«rde:JáKo«^»87(^/^^^^  la  fecha  déla 
•pro*l¡Ul¿addíi»d«é!íWlét.  ••••"■«  i-  •••.  ■    v  r-    •  r.-  /  •  ;^ '.,,  ■ 

.  '    <'<«>fiiLÍi<líijpeslclóri  de'festearfféSlbskilameátei  camprénde  los-contrab- 
'<(»Mieb)radbS'dentvbd¿1terrrtot1b*d«IEatádo.  '       <        :    u 

"ArtV  f  j^  Táffipoo9podffli('cA)1fga9SeaílM  cóKmhm  o;«fr«tiilartariOB  de 
«íerrMsf'ddefpredloé'#dBticos1  urtenos/aKpagt) delosarréadáMiieiítóS  estí- 
piriadDS  o  dd^stiimbre;  vencidos  daraiKéer(<eiDpOtfqiiap«d  infiere  ^  m» 

'<Art.  3.^  Los  deudores  doobntribuoíOAespefkoiiolBa'Ode  trabajo 
'persotMl;  quedan  tamliief  esóiiiidosdela  obKgaclon  dcrpagar^óaus^dbrante 
^l'ml8mo(>e«Udo1leflaládo'en*elprímer^artfoulo*  « 

*^  No i|u4dan 'eoanprendídae'en  la  anterior  disposición'  hur  deudaa  por 


—  495—. 


'•»»» 


empréstitos  torzosos  decretadas  o  que  se  decreten  por  el  Poder  Bjecutito 
del  Estado/'  \'..\ 

» 

1ospríndpio8deiacieQei«,ManeAr^(|«»|KHt94tenen  efectq  retroacttvo  i, 
que  por  tanto  son  coniraci^  aKarticiüQJliideila  Constitución,  según  el  cual 
ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto,  retroactivo  ^n  el  Gobierno  je- 
«eral  ni  en  el  de  los  Estados?  ''  ' ''  '         '   ' '  ^     • 

Es  un  principio  de  jurisprudencia  universal  qo^ke .  COatiGitos  id^tea 
irpjírse  por  las  ley;e^  yJj^^)IAl*lierapft.4W  (»(5elebi¥»wn„í9¡t9}Wí,ft|j:  «ít.lejis- 
lador. pudiera  fjterai-lo»  p,»uli£tftir|<»t,i5Qa4i8wsiplpi|ef¿i}e^^  l9« 
coiítratafjtes  no. podjriá^liifd^ ^fiSVQzas ¡^ li)ftSP«>?F9W|f08  Áf  M.W^i 
«e  obligaran. con .elV»,.iept^l}ceííu  pr9piedad|an.porvínjr.  qHCiíjifl^  sío 
seguridad  a,ínerp^d  del  iKip^iC!Wde.íaa.A|j»wbléaíÍejiíaa^^  j       .    ;  ^ 

u¡^¡  f'íí»i>.M<tn9:R''Pde«er  quí  io  paip  .4a\,gq9ira  .-«os^ipiigi^  iptéjf^.éq^, 
^'^W0,'«»*íd9enwtMP^flijprctw«íida»ipn^  de  lj|8,^pcf«.>u:^a8, 
iriirale?;^eroeyejiijljflpr,en.  wptj^a.  ¿oj^íbft  diptor  4}«tap  difl^icjop,^ 
sino  parajps  contrato»  que;  se  ^ebr^.  d^pu^sjqiiií^llaa  seaócoñéc^das^ 
a  fin  de  ^^e^^s  diseños  de, finca?  94«[^nero  sd  *j<ína|^  de  d^^pijendase  del 
uso  de  sus  cosas,  no  funden  esperanzas  en  su  producido  si  viniere  un  traa-,, 
torno  del  órden/piSiblico.-        ,  ,     r    ,   ;,     (" " 

.      ,, Siendo  ipouertio9;ibIep^fiÍ^,jlIs^9¡OT^  V?-^  ''* 

delaleide^Caucacoujpreijdíja,  bachos  anteriores  a  .fluiS|>«4¿«on,«ienda, 
también  <Iaro  qqe^el  ^Ijíf ¿bj  «>.ío,que.or.^efla; ,¿  hia<«ir .qp^;, ,cop4wwe¡p!» 

RftííH!?«J'Wí»Rí|«i,;<|e50^fg*rl^,ii<M8tFa;pon>í6Í»p.as  mm» i»  »«: • 
guien  te: 


■«     .<      /. 


'''\   ÍÍM      .,   I    •       "'     • 


BV8^0L:0CÍ0ei^t'^ 


espedid?  por  ía  Afeáipblea'  l^jisliátiva  _. ^ 

rañó  del  Cauca  con  íecHa  7  iíé  agosto  de  í  fifí 7,  por  scir  contraírtoe^ta' Cons- 
titución nacional,  i  declara  Válido  el  artículo  5.°'de  la  diada  íel."'  ¿  >  >> 
Bogotá,  abrilde  i877.        .   ,.  ,  .  Iní.i  vi   \ 
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.    ,  i^ta^esql^pipi^ae^qbóeii^.prjmerojsegiindp  de))ate|eD;^ 
Sta  i  27  de  abril  de  1878.  v.: 


£1  Seereearío>dcI  jSenade 


JWiD  JJ,  f  ere*. 
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•  I 


Vista  DEL  PaoccRADOR  lEüEHUv 

Sé  bio  pMf6»tad6  •  ett  Soimtmím  .  Coirtó  <k«  metnoriáíds  diríjido  el 
uno  por  et  tenor  Htiittel  ds  latus  Barrer»,  í  él  otro  por  el  mbmo  leior 
Barrera  i  los  séflóres  Alberto  Góméi^  Pedro  B.  BSthidá  I  Pédró  Rítftrepo 
X»,  Mpótidos  ala  Goniiencíoa  constítüyebte  del  Estado  soberano' dé  An« 
tioquii,  en  cuyos  memoriales  solKdUn  losqiiéloil  suscrlbeii,  que  Stti()ien- 
^iíél  artíbulo  laUéla  ConStRiickMi  de  díého  Estado»  sabdtorisda  el  isdo 
oetnbre'tid  tiofrlente  afto»  i  ledo  aqaeRO  p6r  Haber  sido  espedida  eü  sltüa- 
ctoo  de  gaerrá,  i  por  haberse  arrebatado' en  elle  sus  derechos  sa'puébloV 
pi^iváDdoló  d¿  la  elecdidñ4e  Presidente  del  Estado!  I&presentantés  al  Cqíi< 
gr^o  piará  el  próxtootterlodó»  con  la  dfspósléibh' consignada  én  él'  sft'Co- 
loloí  • 

El  artiottloio  a  ^ue  se  dirijo  la  reclamación  dléehsT:  **Son  cíimÍ^ 
iioi  del  Esfiuló  los  cotombianos  varones  riuiidentes  en  éf«  mayores  de'veíD* 
tfuH  sA'os,  o  que  seánf  o  hayan  sido  casados  ó  «jiie  hayan  entrado  legatméáfs 
en  el  Kbré  niánéjb 'i  ádMÍntttráción  de'süsblene^.'Todbt ellos,  con  escép- 
clon  A  los  ministros  de  loii  cultos,  ^on  ^le^stores  f  tf  ¿]1ÚeS  para  el '  desesli- 
peAo  de  los  puestos  públicos. 

*'  Son  también  elejlbles  loa  demás  oolonrirfanos  en  quienes  cenearnn 
las  condiciones  espresadas/' 
^      Este' ahículo  que  establece  entre  lais  condiclQ^^ 
el  desempefiq  <|e  los  puestos  públicos,  ademas  de  las  que  señala  el  artículo 
as  (día  la  Coiái^ucíob  de  la  Unían,  láá  de  residir  en  el  Estado,  debe  ser  sus» 
VmiáUíden  ¿usnto  pueda  comprender  á  las  elecciones  de  carácter  nacional, 
para  las  cuáles  no  se  requieren  otras  condiciones  que  las  determinadas  eu 
el  citado  articulo  sa.  No  así  en  lo  que  se  reQere  a  eleécíoiiía!»  paira  tos  pae$tss 
pdldltasdel  Estado^ aofara«uyamatería ios  Gobíemoí^  lécalos^  eaejálel* 
cío  de  la  soberanía  que  se  reservaron  para  su  organixacioo  politícs,  tieaen  • 
completa  libertad  para  estatuir  lo  que  Juaguen  convenienie,  i  conceder  a 
sus  chidadMIos  mayores  eáneoóres  derechos  i  deberes  politicoa,  sin  que 

iifnfuA  otro  poder  «engadftfaoMsipara  lucirse  en  Ids'actoá  dé  está  ns< 
turalesa. 

UMibeehos  que  han  venido  ciimpliéndpse,  con  aprobaciqn  ddesa 
^**;^?^¿^^^'''rwi«igeQidodePlealp0Ía^  oo^  la  RepúbUca 
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taoonstitiiyó  eo  EilMosfad^rales,  oo  penniten  que  se  higa  i^lo  mi  .  ki  dis- 
poftickm (teiMticalo  modela  CouBütueion  de  Aotioquia^  legun  la  ciial,  la 
Cooteacion  aauíoeiBl  carieler  de  jcorporac^m  electorpl  para  ekjir  los  $eiia« 
dores,  i  RctpresenUqIes  al  Coogreso  hfKáoqal  pata  d  pi ds^iioo  períodcí ;  por- 
que iguales  facultades  se  Me  re^servad^ptras  const¡|uy entes»  i  la  disc^slpn 
qoecoq  ulmotifo  se.  ha  abierto  aole  lea  altas . cprpoiaciioiies  llamadas  a  ^ 
misar  losai:toslejísia|tivos  de  los  B9tll4<^  Ifta^emostra^p  que  las  elecciones 
deqppese  t,rateDp  son  víolatoriasdeJaCoostitucio»  de  la  Uoion. 

EL  haber  sido  espedida  la  Goostttucíoe  de  Antioquia  en  situación  de 
guerra,  ciHpQ  se^díce^  np  e^  razón  qiji^  pMeda  tenerse  en  cuenta  por  la  Corte 
alejescer  la  facultad  quele,c^.^0qre  d  afíiculo  72 de  la.Gonstitucioii  de  ^a 
I}j9(anp  i;ef{^cio  t^q  los  actos  lejisl^vps  que  sean  contrarios  a  esla  dUima. 
0>pst^ucionQ^l«gi  leyes  nscionalM;!^^:  bal  dí^  alguna  qu^lfs. auto- 

rice parif  decretar  la  .suspensión,  ^bfolujbi  i  jenersl  de  uo  9/01^  lejislatiyop^. 
Uifi^ndP solo  en  cuenUla^dUffidondd  Estado  en  que  t(ü.act9  8^  espidiere^. 

Estas  breves  observaciones  las  estimo  suficientes  piM^a  solicitar  CÓraa. 
solicito,  que  decrjetels  la  suspensión  del  artículo  ÍQ  de  la  Constitución  del 
Estado  de  Antioqufa,  copiado  ál  principio  de  éste  escrito»  en  cuanto,  pueda 
comprender  a'Ms  eleceiones  de  carácter  nacional,  para  las  cuales  no  se  exi« 
jéQ  Was  cotfdicíóiies  de  éJiJtbtIidad  q^  en  el«rticulósisdela 

Goiístítüddó  de  la  Üoibtt i  '  '  • 

Bogotá,  diciembre  7  de  187T. 


'AtíuKáDÓ  DB  lA  CoBTE  ScraiEVA. 


El»  JBogetí»  a  i?  /tediad nshre.  4e  iniil  ochpcifíitps,  semita  i  siete»  se 
eoiislttuy^la,Gprte«qpfpii^)feleral  enSd^  da  aQimdo^^m.eiistenciiiid»! 
ae0<w,l|tJjitiii#M^identqi.doct^  ^igf|ipl?alau»J^demaa. señores  Majísr. 

trados  dooones  ftafrel  Martinei  R»  Manuel  Eiequiel  Corrales,  José  H.  flMíias. 
GncfídlD  UiMii  Aiusttn  J^rieoe^hea»  iQQn4.ohjeto(¿e  tofoer  «ncoeiUlerecion 
iW4tdie|feudes;qee,handiriJi4o.a  la. Corte  les  seAores  ManMde  ¡w».^t: 
fr«ra,  Alheño  fiómez,  PedcaJDr  Estrada.!  Pedro  Reampo  M,  pare  que  sjas? 
pehdit  la  i|ecucion  ,de  toda  le .  Constítucion-  politiea  dd  Estada,  sobeseoo  de , 
A«lio4uiayespedida[pocIa.GonveDeiC)n.oonsiitiiyeoteJ  saneioiiede  el.  tvece 
deoctttbrp  del  presente  año.  El  señor.  Ib^iatrado  Corrales,  a  quien  fX)c6ea 
feparttoíeoto  esteasunto^  leyó  el  eiguiente  proyecto  de  resokicieii : 

M VJtttos r-*-En  laaoltcltud  de  vaflos.dudadanos«  queso  ^le^  a  le 
^viata,.para  que  se.  suspended  cumpUipiento  de>  la  CeBsdtucion  del^fMfidto 
Boheraiio  de  Anitoquia,  el  señor  Psocurador  jeoeral  de  1  Union  ba  eq^v ésio 
loetgDifiite: 


^S«  han  pi'edéiDaidá^  eéá  SoprénmA  Corte  dds  memoriales»  dfl^idí» 
el  uiio  por  el  ééñúf  Mitftiel  4é  1.  iBarreri,  1  el  óiix>  pir  él  hiülM  señor  B»- 
TKti^  f  los  seáo^eft  Albéito'C^M^»  Pisdm^^'D^  1  MArd  Ré8ito|f&  M^ 

Diputado^  a  la  CoÁienelob  éohátttáyé'iité  del  fistadd^lKibéráiló  de  Axitíokjfif»^ 
eti  cotdi  toéniortálé^  eOlitiitlkfi  Iba  qó¿  Ib»  eü8t!r?l>éii  qiíediií^odáíe  el  »^ 
ificóló  10  de  fá  CoriSfitüdMi  Vé  díéK¿  fótáfdo^  sáÁrcióefadá  »t3;débétabre 
d^^orri^JiUi'i/rio;')  tddo  á^u»lb  pét  *hibÁr  M&éétféfñka.eñ  kituad^óftdé 
guerra,  I  por  haberse  att'ébatadó  en  eílá  sáfs  defr^hi)8  tí  fmoMé,  pií ViMMo 
dé  laeTecctórí  dé  Présideñie  del  &ládo  1  Képrésfeníanteá  al  Có'ngréao'  para 
el  prókíÁiÓ  pGTidio,  don  1á  di^^^icióii  txM^f ^dá  iert  el  áírtíciAo  1*. 

dhnoi'  M  fcáfuñfó'lós  cblómbiálhé^  várüiiés  t^afdeifites  ék  »,  ¿liayóréá  Ae 
VéT&ttod  arfios;  o  ^piéséá'n  ó  tayári's^cásáddá  tinqué  KaV^  ''^trád«^i;a|. 
néA^  ien*^  ftí^fe ráandjd'í ^dV^iíiiirá^oiJi  de  sus  biéfiés.  %dos^lf(KÍ,  cóit 
68té'|icMA  dé-  Ids  inin7sti'o¿  dé  1d&  cúittós,  soti'élefatóres'f  élejib^es  pÉhi  el 
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désétif<p>jfíó  de  !ob  *pue3tok  públicos. 

*^Son  también  elejibles  losdemaá  colombianos  en  qmehíescoYiciirrau 
Jas  condiciones  espr^adas.? 

•  Estej^irH<?49  qua.¿»i?hlep^^ntr(9íift  cpff^fcjones  ,4e  eleí¡Wlldad,para 
el  desempeño  de  los  puestos  públicos,  ijídemaa  de  laf^que, señala  el  ar^ulo 
33  de  la  Constitución  de  la  Union»  las  de  refidir  en  el  Estado  debe  ser.  sus- 
pendido §i|.Qi}apt^pu^iJl%  comprender  a  las  elecciones  de  carácter  D&cibnal, 
para  las  cuales  no  se  requieren  otras  condiciones  que  las  determinadas  en 
el  citado  articule  S3.  No  así  en  lo  qíTé  sé  refiere  a  elecciones  para  los  pu^s* 
tos  públicos  de  los  Estj^dos^  ssbr^  9(\yfi  mat^i^  lof  ,<^9biernos  locales,  ea 
ejercicio  de  la  soberanía  que  se  reservaron  para  su  organización  politicap 
tietieitf  oomfpléta  <ttbeitBid  paira  estaftuir  lo  que  fíiagu^eHi  doliv«ttlirirtr,  f  con- 
cediera sustiiMMÉfnóS'máydTe^o'flíiiéhOird^  qtts 
giífi  dfr(^ poder  tefíga  dlsrK(;bo-  para  MjeHrse  'eA  los  ^t'ds  '^  «te^ 

'  ^lÁirtiéeilO^  que  b^^  Venfdóystttíiplfé^aose/daft  aprdbaoioii  dé 
Supi^éiM  Corte»  i  «del  Refiado  dó  n¿nlf)Otelndiáriós,  dcisde  qoe  la  ftei^bllov 
se eooacltiiyó en*£stfldo^ i)9der|ilei^  nó  pérrhíttb qbe'ée b&t^ atojen Hi  dls^ 
pesiciwff  dél^rtloiíio'T^ido  ta'GoiiMtttOidn  dé  Aátibqiiii^,  ségun  la  eáal,  la 
Cón^énbiotí  afiMmeelicaháetéi^tdOMOofiporactott^lebtDrat  pársi  eleJfeSeáfaK' 
dores  r  Hepreseiitdntes  'al  iGoligréto  ^tiáciohül  para  él  ptteiaió  periodo^ 
porque  iguales  Ihmiltades  se.  'b^n  resQittada  otris  tonsftiíayenlesi^iia'dia^ 
cübiOn  -que  con  tal'  raotlvd  sé  ha  abierto  attte  lafe  ültas^ortloraonroéií  Yhma- 
déJi  d'révíslElr  fo&aosos>leJisflhtiVo^  de  l(is  íBStddosi  ha  demostrado  ^ue^aa 
déOlBiOtíéB  ák  qtie  ie  trata  m  sotí  ^vMátorlas  de  la  Cbniíütaoibn  de  la  Dnion; 

*  El  haber  sido  espedida  la  Gonstitucioa  del  Estado  de  ABtiiq^6i  en 

w 
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situación  dlPguflm,*4oiM'««íiee^  bo'  es  rittanr9ae.9qaAá1»iiefsclM  óueDtn 
^  IfDCaittfiriie^ecGteiÁJaoiillád  4110  latoimflenecl  Jvii^vh^MJbt  la  Cons* 
« tttofilms  4e  lfliilléÍBiiyir^f|mto«d«í^lo^  wfBS»ltfíslofivti£qhá'acaii  obntrásisltii 
esta  última  Coiistitucióh!fl»iá8.1p9eb«bafD6nal8S  pm  tt^düs^teion  alfuita 
quérArkrtOf]fceí|nlta?<j«dnA^rfarAtM^pcb8^  Jei4tifal;40iun  aeto 

lejislativo^  teniendo  solo  en  cuenta  la  situación  del  Estado  en.  vQner  tul  HCfo 

'Estas breves observactones.  tos  estimo suQeíeot^sparp.soiícitaiKXí- 

inoi80lícittí<)ue decretéis*  ki  suspensión idd^riicuV»  IQ  de  Ja-fis^^dtucíon 

.dal  Es«sito^.Aiitíoqms4KCfi|iifldo^'j^'  prji^i^.dQ'p^M  :esctítcu.mcitM^ 

pueda  comprender  a  las  elecciones  de.psjráetsfiasicloiiaíy  pirataseusU? 

?^?.»?^eWP1^Ta^PW^W?^4P'^fi^^  íf^T^íííW^^Í^.^??^^'  ar- 

tículo 33dela  Constitqciop  de  I?  Uf^Q^t,';  .  >  :rJ     '  ^  V -.  .  ^<l^    i  ,  ^r  .-4 
''La  Corte  encuentra  que  las  razones  aducidas  por  el  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Union,  son  esactar  i  conformes  con  las  disposiciones 
respectivas  déla  C903f|t^(4qi)  cp^^ii^})ji,ai)a  '^  .pp^  C}^yo  cpp|tivo  las  reproduce. 
I  teniendo,  ademas,  presente  lo  que  la  Corte  ha  resuelto  en  acuerdo  4^  i9 
de  noviembre  último,  publicado  en  el  número  4, 066  del  Diario  Ofi&iál  reía^ 
titos  h' pkMM'fié suspensión 4el decMOiJÍúméro  XUld^ii^^de octubre 
^iH€^79,pbr  el  cual  se  décbra  turbado  fet  urden,  publico  eirel  Estado  sqbe^ 
iPW^deAolioquiaí/aeiij^idepretd baoértfereficíaelrpQxá^rafo  d^l  articulo 
-Ortte.la  Gonstltaoion  ttumicípal  qti^se'^exsmiila;!  ildmittfatraiüdcijiisttoit 
cti  pomíbse dchlos  GstaiosUnidosde  Colombio  i  fipr  ,fiiilMídad  de  la lef^  í 
jrfn^eieréldflídeJa  atribución K}oe le eonfibrii  fsl . artícete  7d  deila  Constitnoion 
sMckdiaV^  ;•'.''■•  i     '.     ..  I'-.    -.:  .    ^'.i 

'.'•■■  -''}■  «J    "  ••'  t*  •     ^  "*■:       *.: 
.,        .   RESüBLyB: 

'}4.^  Slisfieoder,  cottiQ  suspende/ Ue|ecpedc>Qd«j9.4ísiP4i)^^:^) 
ártütSul^  so  djs  la^Ciolfsliítncion  política  del*Esta4p'0otier9i|j9ide.Ai|ti9qa^| 
jBaaUonada  d'Sñes  deectiMHittdeitiloeiiocienios^et^otaJ  sj^ie^^y^  chanto 
tes'jsottijicionesquéfor^él  se'eBijen^  para  sior  eleJHJes,  .$eTeiifrta^«4QS 
ésnpUosó  eárgos  tocitivaM  ^  por:  ser  ídd  éste  mpdPiYÍQjieJtorlQAel'Arit^PnlP 
a8ésíareferMa€on|títucioDnadDfial.  -,  ^  >   .,.  :  i  v  ;,; 

'  *.  ii^*fÍJR Sospendet cdn»o Su^peode^eKparisivatfdjdeíaíAhSiriQ  1^  A)í^ 
ti^MtíMiite  antÜM^MñÍBCÍtada^ieii  Ips  caíchnlos . '  tér  miniDa' :  e9^  4M^' ,  lo  /p^^Plf 
eft^paffighirodél  stiftaiiorli^ií  elariíeiild s^^  dei  dflcretoD)iuoaeirQ  KMI»'  ^ecba 
^¿^^dewtiibre  «Uiií)09:i^r  d.  euat  aeitec)aca:turl:^atel  <Mrflen>piji^i|^.o  en 
el  Estado  de  Antioquía,  i  a  cuyo  decreto  se  fiaíiere  el  plkr¿grsí(^.cQnf[tl^c^QT 
4iM»€nÍBi¿nadoi  4ue  dispone  IbUlguíeiite:  >  §.  JVd  ^^iátint^híUéífti^sío  en 
^gi0ártíetth  q%tide9ien  vijensiafel  éusr€to  fwmm!0[,X¡H,M'A.^4f9QtíSí^fi,ef$ 
'^mrwhiuéaqf^fi  froáuzoam»  efectos  \*  V  .       ..;>.} 

^*^^:^  INo  s^spiendeí  \h  6jeeHdon>détaS'domM4U9pp»ii€f^/e4v<^'^ 
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CottMitMlon  aeaMdat  poi  no  «sMmarki  qoDCrtrias  rít  naeionall' 

'  ««Pübüqúeie Mta resoIiMion  mdí DUm  0/iéká^ '#oiUlMe^O|Ha  óé 

%1U  al  GoUeraodel  Eflado  •ohonmo  da  Aiitioqwla^  ¡wm  loilaaéa«r(o>  i 

déaa  cuenia  al  Senado  oan  remialoii  del  esfiediente  .** 

^  IKacátído  deteoidáoBenla  diobo  proyabUh  Aié  atirobado  por  iffiHÍDimi» 

«daddewloi. 

Ck>n  lo  cual  Ée  condayó  el  presente  acuerdo  que  firman  k»  áeioces 

*llaJí8lrados»  Junto  eon  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Eaiomo  P^laii^IUfasl  ÜAaTfiísz  R.'^lbiiciL  Eib« 

^Oamr»  GoaaALiís^Joss  M.  Rotas  6ariu0o^««Iuaií  >  Atootna  OkidoiMkA.~EI 

Secretario,  Jla/aetJ?.  S^mlMifar; 

¿s'copia  conforme-^Bogótá,  Tetnte  de  diciembre  de  tñll  oohbcieiitoe 
aetenU.  i  siete.— El  SecreUrio,  Rafiet  É.  Santander. 


•^-^  .  *    •   • 


IfIFÓRMtt  DE  U   CoMtSIOR  IÍÍÍVKCtOÍU. 

Oii;idAdanoe  Senadores* 

Ooairo  eiadadános  del  Estado  de  Antioqola  aolMitatOH  do  lar  Gorté 
Sapreoia  la  siispenston  del  articulo  i  T  de  la  ConStHMoA  de  dleiw  Estadoi» 
i  de  toda  ésta  por  haber  sido  espedida  en  tiempo  de  guerra,  euando  las  ga- 
f antias  indli^ldiiales  se  bailaban  en  suspenso  á  irirtnd  de  un  deorétoamanui 
do  de  la  Convención,  i  porque  dicha  lei  fundamental,  según  diten,  loe  peti- 
cionarios, **  ha  arrebatado  al  pueblo  sus  derechos  en  Ms  eleoclancsdn 
Presidente  del  Estado,  Representantes  al  Congreso  i  muchas  otral  eleeeia- 
nes  de  carácter  popular.'' 

La  Corte  Suprema  en  acuerdo  de  il  de  diciembre  del  aiio  pasado, 
suspendióelanfculoiode  laConstilodon  det  Estado  de  ADtiópuia;'sancio« 
n«<idael  íb  de  octubre  de  i^7,  <<  en  cuanto  las  condlciéiies  ^e  pot  tí  9% 
exijen,  para  ser  eleiibles,  se  refieran  a  >  tos  eaapleoe  é  cargos  nádonales  ( 
por 'Ser  de  éste  modo  Violaiorfo  del  articulo  8»  de  la<  seCtrida  Constüncin* 
natíonal.  Igualmente  suspendió  <'  el  perágrafa  del  attieuloSO  de  la  Consti* 
tucion  antioqueña  eluda,  en  Tos  roisndos  términos  en  que  loiíierOn  el  fnr*« 
grsfodel  articulo  i  «^  del  decretpnúoaero  43,  fecha  >%<^.de  octubre  üMmo, 
por  el  cual  se  declara  turbado  el  orden  piMioo  en  ^el.  8alado.de  AntioqninwT 

Vuestra  Comisión  entra  a  examinar  separadaihente^  ion  el  miaite 
orden  en  que  quedan  espresados;  los  motivos  de  nuHded.que  ae  niegan'con» 
tira  la  GonsiStnclen  de  Antioquia. 

El  articulo  10  de  laOonstitucion  citada  diee  asi :  '<  Son  oindádanos del 
Estadolos  colomlilaiibsiarones  residentes -en  él,  mayoires  de  Ydnteaftna^ 
o  que  sean  o  hayan  sido  casados,  p  que  layan  entrado  legalmente  en  d 
libre  ftianejo  i  administración  de  si/s  bienes.  Todos  ellos,  con  escepcion  do 
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lo*  ministros  de  toseultos,  son  electores  i  elejfblcs  para  el  desempeño  da 
los  puestos  péblfeos.  ' 

•  « 

*«  Sóa  támbüsn  eléf fbles  los  demás  colombianos  en  quienes  concurran 
las  condiciones  espresadas." 

Por  tá  príniéifa  parte  del  artículo  copiado,  en  Antloquia  son  dectores 
I  elejibles  para  los  puestos  públicos,  únicamente  los  colombianos  residentes 
en  aquel  i  que  reunett,  adeáiss,  íos  requisitos  que  aHi  se  espresan.  Mas» 
por  la  segudda  parte  del  mismo  articulo,  se  declaran  élejíbleá  "  los  demá* 
colombianos  en  quienes  concurran  las  condiciones  espresadas ; '*  es  decir 
loa  colombianos  que  no  residiendo  en  territorio  antioqueño,  sean  mayores 
de  veintiún  años,  o  que  sean  o  hayan  sido  casados,  Ac." 

Hablándose  enlaparte  principal,  osea  en  el  inciso  primero  de!  ar- 
ticulo, de  ios  colombianos  que  residen  en  territorio  de  Antioquia,  es  claro 
que  al  mencionar  el  inciso  segundo  a  los  demás  colombianos,  se  refiere  a 
los  que  no  residen  en  el  espresado  territorio.  Esto  es  tan  cierto  cuanto  que 
los  colombianos  no  residentes  en  Antloquia  son  solamente  elejibles  i  no 
efectoresí  como  los  que  residen  eñ  dicho  Estado.  ' 

No  exijtendo,  pues,  el  artículo  10  de  la  Constitución  de  Antíoquia  la 
residencia  Como  condición  de  elejlbilídad,  no  es  contrario  al  artículo  33  de 
ladelaOniou. 

Que  la  Constitución  de  Antloquia  fuera  espedida  en  tiempo  dé  guerra, 
i  cuando  se  hallaban  las  garantías  individuales  suspendidas  por  un  decretó 
de  la  Convención,  anterior  a  la  Constitución,  no  es  motivo  para  anular  ésta, 
8í  por  otra  parte  no  contiene  disposiciones  que  sean  contrarías  a  la  Constl' 
tuición  I  leyes  federales.  La  situación  anormal  en  que  una  Asamblea  se  reú- 
ne i  lejlsla  no  da  ni  quita  valor  a  sus  actos.  Lo  que  hace  a  estos  exequibles 
es  que  no  salgan  de  la  esfera  de  acción  constitucional  de  los  Estados. 

Ni  es  tampoco  motivo  de  suspensión  por  la  Corte  ni  de  anulación  por 
el  Senado,  el  que  la  Constitución  üe  Antloquia  atribuya  a  la  Convención  la 
facuHad  transitoria  de  elejlr  el  Presidente  del  Estado  í  los  Representantes 
en  el  Congreso  de  la  Union. 

Los  Estados  tienen  amplia  facultad  constitucional  para  determinar 
como  i  por  quién  se  hace  el  nombramiento  de  sus  funcionarios  públicos. 
Pueden,  sí  así  lo  creen  conveniente,  atribuir  este  derecho  al  pueblo,  como 
con  carácter  permanente  ge  le  ha  atribuido  en  A nlioqula,  o  reservarlo  a 
las  Asambleas,  como  transitoriamente  se  dispuso  en  el  mismo  Estado,  sin 
que  por  esto  el  Gobierno  deje  de  ser  popular  en  el  último  caso.  No  hai'  ra- 
zón para  decir  que  los  Estados  donde  se  ha  privado  de  la  facultad  de  elejlr  a 
loe  que  no  saben  leer  ni  escribir,  a  los  clérigos,  ni  a  las  mujeres,  no  están 
organizados  conforme  al  inciso  4. o  artículo  8.°  de  la  ConMIluclon  de  lá 
Union. 

26 
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Lq  dicho  del  Presidente  delEstado  4S  aplicable  a  la  elección  de  los 
Representantes»  con  solo  la  variación  de  que  respecto  de  áito8«^la  Constito* 
clon  naclpnal,  ha  d,etermiáado  quiénes  sop  eleJiUes;  pera  corresponde  ai 
Estado  determinar  quiénes  son  electores. 

&  paráf[raf6  del  artículo  frl  dfi  la  ConstUucion  de  Ántioquia,  sus- 
pendida por  la  Corte,  dice : 

VNo.ptotante  lo  dlspu^stpen  esle art|pulo,  qu^ari  en  vigor  el  de* 
ICfeto  niimero.43  de  1,^  de  octubre  en  curso,  hasta  que  prodnxca  sos 
eíectos/' 

Vuestra  coniision  creq  que  esta  disposición  na  debe  ser  anulada,  por 
cuanto  que  es  de  la  privativa  competencia  de  los  Estados  espedir  i  4erogar 
Ijbreoiénte  ley^  ^n  Ips  asuntos  que  caen  boyo  su  jurisdicción.  Una  lei  qae 
.se  limita  a  declarar  la  vijencia  da  otra»  no  es  por  ese  solo  hecho  eontrsrii 
a  la  Constitución  nacional,  aun  cuando  la  lei  revivida  lo.  sea.  £sla  queda 
sujeta  a  suspensión  o  anulación ;  pero  el  vicio  que  contenga  no  se  hace  es- 
tensivo  a  la  que  .le.  da  v¡i(or.  Así,  en  el  ca^o  presenta,  el  decreto  número 
i3,  declarado  vijente  por  la  Constitución  de  Antioquia,  puedo'ser  o  |io 
contrario  a.  la.  Constitución  i  leyes  nacionales.  Averiguar  esto  será  materia 
de  un  estudio  separado.  Mas,  el  parágrafo  del  articulo  8i  que  se  examina, 
considerado  aisladamente,  no  pugna  con  ninguna  disposición  del  Gobierno 
d^  la  Union,  i,  por  lo  tanto,  no  debe  anularse. 

£n  consecuencia^  vuestra  comisión  os  propone : 

RESOLÜCIOIt: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5/  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución,  declara  válidos  el  artículo  iO  i  el  parágrafo  del 
artículo  81  de  la  Constitución  del  Estado  de  Antioquia,  sai^cionada  el  i3de 
octubre  de  i 87 8. 

Bogotá,  marzo  il  de  1878. 

M.  MuRiLLO— n.  GoiiBz— Clihaco  Iriarte— AifDEEs.  Berhdubs. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  I.»  i  S.„  debates  en  los  días  31  f 
K  de  marzo  de  i 878.— El  Secretario  del  Senado,  Julio  E.  Pérez. 


YoTO  BEL  G.  Senador  Jil  Colunje. 
CiucLadaxxQs  Sonadores^ 

No  estol  de  acuerdo  con  mis  honorables  compañeros  de  comisión  en 
todas  las  opiniones  q«e  ellos  emiten  en  el  informe  que  precede. 

Se  dice  allí  que  "  no  es  motivo  de  suspensión  por  la  Corte,  ni  de 
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anulación  por  el  Senado»  el  que  la  Gonatitucton  de  Antioguia  atribuya  a  b 
Convención  la  facultad  transitoria  de  elejir  el  Presidente  del  Estado  i  loa 
Representantes  en  el  Congreso  déla  Union  ;^  i'  yo  opinio  lo  contraigo  pét 
loque  respecta  a  lá  facullad,  sea  transitoria  o  permanente/ de  élefir  los 
Representantes,  pOr  estas  dos  razones  capitales:  1/  porque  el  artículo  i.<> 
del  acto  constitucional  transitorio  de  «de  mayo  de  4863  dejó  fijada  la  inte* 
líjencia  de  la  Constitución  espedida  el  mismo  dia^  en  el  sentido  d.e  que  de- 
bían ser  papulares  las  elecciones  de  Representantes  lo  mismo  que  la  de  Pre- 
sidente de  la  Union  i  las  de  Senadores ;  i  2/  porque  componiéndose  la  Gá« 
mará  de  Representantes  de  miembros  no  elejidos  popularmente,  el  Gobier- 
no de  la  Union,  según  la  noción  uiiiversal  de  lo  que  es  o  debe  ser  un  Go- 
bierno popular  representativo,  careceria  del  carácter  de  popular,  que  e3 
uno  de  los  que  el  artículo  i7  de  la  cltiada  Constitiicion  ha  querido  que  tenga. 
Es  cierto,  como  lo  observan  mis  honorables  compañeros,  que  si  bien  lá 
Constitución  nacional  ha  determinado  quiénes  son  los  elejíbles  para  los 
puestos  públicos  del  Gobierno  jeneral,  a  los  Estados  corresponde  deteríni- 
nar  quiénes  son  los  electores  para  los  ihismos  puestos ;  pero  es  claro  que, 
8¡  para  el  puesto  de  que  se  trata  la  elección  ha  de  ser  popular  precisamente, 
los  Estados  no  pueden  encomendarla  a  un  cuerpo  particular  de  electores 
adhoCjSlno  al  gran  cuerpo  jeneral  de  electores,  compuesto  de  todos  los 
individuos  en  quienes  sus  Constituciones  respectivas  reconozcan  la  capaci- 
dad de  elejir.  En  Antíoqulá,  visto  el  articulo  10  de  la  suya,  esos  individuos 
tienen  que'ser  todos  los  *'  colombianos  varones  residentes  en  el  Estado,  ma^ 
yores  de  veintiún  años»  o  que  sean  o  hayan  sido  casados,  o  que  bajan  en*; 
irado legalmente  en  el  libre  manejo  i administracioade  sus  bienes;  con  es- 
cepcion  dejos  ministros  délos  cultos*'' 

Por  tanto^  os  propongo  por  mi  parte  el  siguiente  proyecto  de 


,    RBSOLÜilON. 

^^ElSenado^  en  ejercicio  déla  atribución  5?  articulo  5f  de  !a  Gonsti- 
cion  nacional,  declara  válidos  el  articulo  10  i  et  parágrafo  del  artículo  tí 
de  lá  Constitución  del  Estado  de  Antioquia,  sancionada  el  13  de  octubre  de 
1877 ;  I  nulo  el  artículo  79  del  mismo  código,  en  cuanto  se  refiere  a  la  elec- 
ción de  Representantes. 

*^  El  Senado  no  declara  nulo  el  mismo  articulo  79  en  cuanto  se  refiere 
a  la  elección  de  Senadores,  por  falt^  de  solicitud  t|l  efecjto." 

Bogotá,  17  de  marzo  de  1S18. 

Ciudadanos  Senadores.    '  >   <  , 


}íL  GoiiUNnt^ 


■ 


—  204  - 
IX. 

VAUPEX  de  Im  artf ciiIm  ^.  <>  t.o  •.<>  i«,  «i  1 4M  de  ln  lei  «1  del 
Eetade  del  Vollma,  de  «4  de  nuirxo  de  i§99y  *'  eelire 

referatas  lleeAlee.'* 


^** 


Vista  del  Procurador  j^NERALt 

SeAorea  Maj letrados.  "^ 

4 

Los  señores  S.  Koppelí  José  Joaquín  I  José  Manuel  París  han  pre- 
sentado a  esa  Suprema  Corte  un  memorial  en  que  solicitan  la  suspensión 
de  los  lartlculos  6,""  T»""  9,"  i6^  ti  (Incisos  1."  i  4.'')  i  46  de  la  lei  37  def  co- 
rriente afto,  espedida  por  la  Convención  del  Estado  del  Tollma,  por  ser  las 
disposiciones  contenidas  en  dichos  artículos  contrarias  a^la  Constitución  de 
la  Union,  a  los  tratados  existentes  con  algunas  naciones  estranjeras  i  a  los 
principios  de  libertad  e  igualdad  que  reconocen  nuestras  instituciones. 

Con  el  propósito  de  facilitar  la  lectura  de  este  escrito,  sin  necesidad 
de  ocurrir  a  otra  paite  a  buscar  las  disposiciones  a  que  él  se  refiere,  se 
disimulará  que  principie  por  trascribir  los  artículos  sobre  que  debe  rodar  la 
discusión.  Dicen  así : 

r 

'    **  Art.  5.^  £l  impuesto  sobre  licores  consiste  en  la  producción  i  Tente 

de  aguardiente  i  rom  que  se  reserva  eí  Estado  como  arbitrio  rentístico,  i  en 

el  derecho  que  se  cobra  sobre  la  introducción  al  Estado  de  los  licores  nado» 
nileft  O  ^tran{eros  que  se  destíneúpigra  sú  ctíMumú  énit.** 

*^  Árt.  1.^  En  el  Estado  solo  d  Gobierno  puede  prodactr  aguardlenta 
i  rom.  En  cada  distrito  o  aldea  habrá  on  ajeiite  especial  de  fiacienda  etrcar^ 
gado  de  la  Venta  de  esto6  licores. 

'' Art.  9.°  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  la  producción  i  compra  de 
aguardiente  i  rom  Ajando  el  preció  lias  condiciones  a  que  los  productores 
deban  quedar  sometidos.  Todo  contrato  que  celebre  en  •  tales  casos,  ser4 
publicado  inmediatamente  por  la  prensa. 

*'Art.  i6.  Es  absolutamente  prohibido  a  los  productores  de  aguar-» 
diente  i  rom,  por  cuenta  del  Estado,  venderlo  en  otra  parte  que  en  la 
ajencia,  i  no  pueden  tener  ventas  por  menor. 

'^  Art.  SI.  Son  defraudadores  a  la  renta  de  licores : 

*'ij^  Los  que  los  produzcan  i  vendan  's(d  previa  habilitación. 

**  4.°  Los  prodoctortM  que  los  vendan'  por  mayot  o  por  menor. 

*<  Art.  46.  La  renta  o  impuesto  sobre  Kcofes  se  oobraiA  en  «I  plísente 

año  conforme  al  sistema  que  en  la  actualidad  se  baile  establecido  en  cada 
departamento.'' 

Los^arUcuIo6  5«^  i  7.^  son  el  nervio  de  la  cuestión.  Los  otros  no  con- 
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H^nen  qíoo  dQsarroUoft  día.  la  idaa  caidinal  que  aquellos  espresan ;  de  forma 
quedelaauerte que ésioaeorrantíenen necesariamente  que  participarlas 
otras  disposiciones,  que  no  son  sino  su  complemento,  tales  CQino  las  que 
reJBilamentanel  modo  de  liacer  eficaz  el  im|^uQSto,  reservado  por  el  Gobier* 
no,  sobre^  la  producción  i  venta  del  aguardiente  i  del  rom. 

Anticipadas  las  anteriores  observaciones  jenerales,  paso  a  ocuparme 
del  asunto,  dividiéndolo,  para  mayor  i,iar idad  i  orden  en  la  esposicion,  en 
tres  partes»  por  ser  tres  las  objeciones  principales  que  se  han  hecho  a  los 
artículos  a¿que  se  refiere  la  esposicion  de  los  reclamantes,  tratando  siepj^ 
radaimnte  cada  una  de  ellas4 

L 

Contra  la  inconstituctonalidad  alegada  existen  precedentes  de  auto* 
ridad  irrecusables,  que,  aceptados  por  mí,  no  solo  por  la  fuente  de  donde 
proceden,  sino  por  la  fuerza  i  vendad  del  razonamiento,  me  escusan  de  po- 
ner de  tní  parte  el  continjente  de  mis  recursos  intelectuales,  supuesto  que 
no  podría  hacer  otra  cosa  que  espresar  con  distintas  palabras  las  mismas 
ideas»  sin  darle  mas  luz  a  la  cuestión.  Veamos  esos  antecedentes. 

£1  artículo  1  ."^  del  decreto  ejecutivode  i6  de  junio  de  i864,  arreglan- 
do la  renta  de  licores  destilados,  espedido  por  el  Gobierno  provisorio  del 
Esiado  de  Anttoquia  (el  cual  decreto  tiene  fuerza  de  lei  en  dicho  Estado), 
que  <ií6e :  **  Declara  se  renta  del  Estado  la  produecum  i  í^enta  de  licores  des* 
tiladosasi  extranjeros  como  del  pais,  i  la  Introducción  de  los  mismos  al 
Esiado^'^  fué  declarado  nulo  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  reso^ 
Ivcfon  de  37  de  abril  de  1866,  solo  en  la  fork  ^ue  monepolisui  los  licores 
iutUaios  estraf^eros:,  quedando  subsistente  en  lo  que  trata  de  licores  del 
paifl,  a  virtud  del  perfecto  derecho  que  tienen  los  Esticos  para  crear  las 
reatas  i  contribuciones  quejuzguen  convenientes  para  el  sostenimiento  de 
sus  Gobiernos. 

Al  considerar  la  solicitud  de  suspensioo  de  la  lei  448  del  Estado  de) 
Canea,  estableciendo  el  impuesto  sobre  destOscion  de  aguardiente,  i  con 
especialidad  la  del  artienlo  41  i  de  los  incisos  4.""  í  s.""  del  ariiculo  54  del 
deerelo  ejeentivo  de  m  de  diciembre  ^e  i  «59^  apandado  observar  para  la 
reeandaclon  de  dicho  impuesto^  tanto  la  Corte,  en  su  acuerdo  de  1$  de  Ce- 
brerodei867,  como  el  Senado  de  Plenipotenciarias,  en  U  resoluctonda 
5  dtt  abril  del  mismo  eao^  consignaron  esta  doctrina :  '^  que  las  únicas  dis- 
posicieiies  ^e  el  mismo  soVicf tante  ha  bailado  qye  pueden  eer  contrarias  a 
la  garantía  de  la  propiedad,  90a  las  contenidas  en  el  articulo.4lienlos 
Incisos  4.^i¿5.5'dielaPticoIo  54;  pero  basta  {eerlas  para  compreo>der  que. 
Emienda  fmctílUid  los  Estados  para  esiaUecer  el  monopolio  del  a§uúrdi$níet 
también  la  tienen  para  imponer  Jas  restricciones  que  juzguen  necesarias 
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,  con  el  objeto  dé  organizar  i  recaudar  como  lea  eonTeng:a  ^la  renta»  i  que 
aunque  tales  disposicfones  sean  contfarias  a  la  libertad  de  industria»  aepor 
tal  motivo  sé  putsden  suspender ;'  pues  por  el  inciso  9J°  del  articulo  15  de  la 
Constitución,  esa  libertad  está  limitada  cuando  ios  Estados  quieran  este- 
blecec  impuestos  para  subvenir  a  sus  propios  gastos ; "  i  de  acuerdo  con  ti) 
doctrina  la  Corte  se  abstuvo  de  hacer  uso  de  la  facultad  que  le  oonéereel 
articulo  78  dé  la  Constitución»  f  el  Senado  declaró  válidas  las  disposidones 
de  la  citada  leí  148  i  las  del  articulo  41  i  de  los  incisos  ,4.»  i  5.o  4el  artículo 
54  del  decreto  ejecutivo  ya  indicado.  ^ 

La  lei83  del  Estado  del  Magdalena,  sancionada  el^  38  de  oetubreée 
1868»  con  el  titulo  de  ^^  orgánica  de  los  bienes,  rentas  i  contribuciones  del 
Estado/'  contiene  el  siguiente  artículo : 

^*Árt.  81.  La  producción  del  aguardiente  der  caña,  la  reestllacion  de 
este  mismo  aguardiente,  la  introducción  del  estranjero,  i  deestrañoE^ 
tadOi  de  toda  clase  de  aguardiente  i  de  licores  estraidos  de  la  caña,  de  lá 
uva  i  de  todos  los  frutos,  que  contienen  azdcar  i  que  son  susceptibles  de  fer* 
mentación,  i  la  introducción  de  un  distrito  á  otro  del  Estado,  de  los  mismos 
licores,  son  operaciones  que  se  reserva  el  Gobierno  del  Estado,  como  arbi- 
trio rentístico,  í  que  níngunindividuo  puede  ejecutar,  dentro  del  territorio 
del  Estado,  sin  autorización  espresa  del  Gocierno/' 

Sometido  este  articulo  al  estudio  i  decisión  de  la  Corte  Suprema  i  del 
Senado  de  Plenipotenciarios,  por  la  solicitud  que  presentó  el  Procurador 
de  la  Nación  para  que  se  suspendiera,  en  lo  que  se  reGere  al  comercio  este- 
rior  i  a  la  introducción  de  licores  de  otros  Estados^  por  ser  en  estos  puntos 
contrarío  al  inciso  5.^  del  artículo  17  i  al  inciso  6.^  del  artículo  8Ade  la 
Constitución,  la  expresada  Corte,  con  el  voto  de  uno  de  los  actuales  señorea 
Májistrados,  suspendió,  en  acuerdo  de  ío  de' juHo  de  1870,  i  el  Senado  anu- 
ló, por  resolución  de  9  de  marzo  de  1871,  elsupracitado  artículo,  ifnt^ 
mente  en  cuanto  él  se  refiere  a  licoree  estranjeroe  que  no  sean  d  aguardiente 
de  caña  iius  compuestos,  aipoyMdo  ambas  Corporaciones  aus  respecfilas  de- 
cisiones en  sólidos  fundamentos. 

Después  de  esto,  la  Corte  Seprenáa  I  el  Senado,  pof  solicitud  de  siis^ 
pensión,  revisaron  el  arti<julo  35  de  la  leí  38  del  Estado  de  Boyacá,  orgaai» 
zando  i  fijando  el  sistema  rentístico' del  Estado,  eaneionadá  el  i  8  de  setiem^ 
bre  de  1868,  i  cuyo  articulo  es  del  tenor  siguiente : 

<*Art.  85v  La  producción  del  aguardiente  no  es  libre  en  el  Estado. 
No  puede  obtenerse  el  derecho  a  destilar  i  vender  aguardleonte  ikio  pot 
medio  de  remate  público  conforme  a  esta  let. 

*'  Parágrafo.  Compréndese  en  éste  derecho  la  facultad  de  cobrar  un 
impuesto  de  lo  centavos  por  cada  ocho  litros  de  licores  alcohólicos  qas  ^ 
den  a  la  venta/' 


La  primera  de  dichas  Gorporacionea,  con  la  firtiia  de  uno  de  los  ac- 
tuales señores  Majistrados»  declaró  §n  acuerdo  de  i.*  de  dicien^l^re  de  i 875^ 
que  tío  M^Ataba  en  vi  casode ejercer, respecto  de  la  diada  lei  38,  la  atribu* 
cíen  que  le  oooQere  el  artíOMlo  ?)  de  la  Gonstitu<»on ;  i  el  Senado»  confor- 
mándase  con  la  opinión  de  laG^misfon,  d€(  que  hacia  p^rte  otro  d^  los  se* 
ñores  actuales  Majistrados»  declaró  Tálidos»  por  resolución  de  51  de  marzo 
de.  1874,  el  articulo  55  i  los  d^maa  que  se  refieren  al  ramo  de  aguardientes 
de  la  9upracitada  lei.38. 

En  todas  las  decisiones  apuntadas,  en  las  cuales  han  tenido  parte  dís« 
tloios  Majistradós !  diversos  miembros.del  Senado,  se  ve  la  mas  perfecta^ 
armonía,  lójica  severa,  en  el  reconocimiento  esplicUp  de  la  facultad  que  los 
Estados  tienen  para  gravar  í  aun.monopolí^ar.  CMal^uiera^  industria,  como 
arbitrio  rentístico»  en  virtud  de  lo  que  establece,  el  inciso  9.^  del  articulo  iü 
de  la  Constitución. 

Nada»  absolutamente  nada,  tiene  de  mas  la  lei  de  que  roe  estol  ocu* 
pando,  de  las  disposiciones  que,  con  ilustrado  criterio,  han  sido  callGcadas 
de  ajustadas  a  la  Constitución,  por  la  Corte  Suprema  i  por  el  Senado.  Ni 
aun  siquiera  és  aplicable  al  caso  la  escepclpn  de  licores  eetranjeros  que  se 
hizo  en  dos  de  las  resoluciones  enunciadas,  porque  el  Lejislador  tolímense 
solo  impuso,  en  el  artículo  5.°  de  la  citada  leí  38,  derecho  a  los  licores  que 
se  iDirodtifccan  en  el  Estado  pfira  $u  t<m$umo  en  él,  lo  cual  es  permitido  se- 
gún los  incisos  4.^  i  5.^  del  articulo  8.^  de  la  Constitución. 

No  teniendo  cosa  alguna  que  añadir  a  lo  que  la  Corte,  en  sus  acuer^ 
dos»  i  Ida  coifristones  del  Senado,  en  sus  informes,  han  espuesto  con  rela- 
ción a  las  leyes  que  espresamente  he  mencionado,  a  cuyas  piezas  llamo 
vuestra  atención,  paso  a  ocuparme  de  la  segunda  de  las  objeciones  hechas  a 
loe  artículce  suscritos.         - 

II. 

'.  Verdad  es  que  los  Tratados  públicos  son  leyes  de  la  Union;  i  lo  es 
también  que  cuando  con  éstas  están  en  pugna  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados  son  suspendibles  por  la  Corte  federal  i  anulables  por  el  Senado  de 
la  República;  pero  los  Tratados  públicos  descansan  sobre  el  pié  de  igualdad 
enue  estranjeros  i  nacionales,  sin  que  aquellos,,  por  razón  de  su  nacionali- 
dad, puedan  alegar  privilejios  que  ni  están  concedidos  a  éstos,  ni  se  han 
reconocido  espresamente  a  los  estranjeros  que  pisen  nuestro  territorio. 

La  libertad  de  industria  en  Colombia  no  es  absoluta.  Los  hat^itantesi 
transeúntes  en  el  país  tienen  por  límite,  para  ejercerla,  no  usurpar  la  que 
se  reserven  la  Union  o  los  Estados,  como  arbitrio  rentístico,  según  el  inciso 
9.0  del  articulo  45  de  la  Constitución.  Este  inciso  no  hace,  ni  pedia  hacer 
escepcion  en  favor  de  determinadas  personas,  con  menoscabo  de  los  dere- 
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chos  i  de  los  Intereses  de  los  Gobiernos  respecU?08|  no  menos  que  de  los 
de  ios  ciudadanos  escluldos  de  la  gracia. 

El  reconociniiento  de  los  derechos  individuales  a  lok  habitantes  i  trao* 
seuntes»  Implica  el  propósito  de  uita  perfecta  igualdad  entre  onosi  otros» 
en  materia  de  garantías.  Así  lo  declara  la  leí  51  de  l866|  deiniendo  taeon- 
dlclon  de  estranjeros,  sus  dereehos  i  obligaciones;  i  por  eso  loa  estranjeros 
que  vengan  al  territorio  deben  proceder  en  la  intelíjencia  de  que  sus  gana* 
tías  i  derechos  civiles  no  pasan  mas  allá  de  los  que  disfrutan  los  colembía- 
nos,  estando  sujetos  a  las  mismas  obligaciones  que  éstos  en  sus  personas  i 
propiedades,  salvas  las  esenciones  acordadas  por  Tratados  pübltoos  i  de Iss 
que  disfruten  los  colombianos  en  iguales  casos  por  las  leyes  I  prácticas  del 
pais  a  que  pertenezca  el  estranjero ;  pero  como  al  presente  no  se  redama 
ninguna  esencion,  la'  Corte  no  puede  fundar  en  los  Tratados  públicos  la 
suspensión  de  las  disposiciones  fiscales  que  se  ha  dado  el  Kstado  del  Toli- 
"ma,  en  consideración  a  los  perjuicios  que  ellas  puedan  causar  a  tos  estran- 
jeros» lo  mismo  que  a  los  nacionales. 

111. 

;  La  lei  de  que  me  estoi  ocupando  puede  tener  todos  los  defedosqaese 
le  atribuyen.  Gomo  a  mí  no  me  corresponde  examlnarla^n  el  campo  de  li 
filosofía  o  de  la  economía  politice,  debo  pasar  por  alto  cuanta  censura  se  le 
haga  como  Iliberal,  vejatoria  i  contraría  al  espíritu  de  nuestros  lostiuiciaQes. 
Todo  esto»  así  como  el  concepto  del  señor  Secretario  jeneral  del  Gobierne 
de  Gundinamarca  i  la  juiciosa  doctrina  desarrollada  en  el  número  a6  de  El 
Progreso^  agregado  a  la  actuación»  será  muí  bueno  para  hacerlo  valer  ante 
la  Lej  isla  tura  del  Estado»  porque»  en  efecto»  el  pensamiento  espUcado  por 
aquel  funcionario  i  en  el  periódico  citado  consulta  los  principios  de  equidad 
i  de  justicia,  i  convendría  mucho  que  se  tuviera  en  cuenta»  ya  para  que  les 
Estados  se  abstuvieran  de  monopolizar  algún  ramo  de  industria  en  el  que 
loa  particulares  que  han  puesto  sus  capitales,  costeando  los  establecimientos 
necesarios»  tienen  que  sufrir  las  pérdidas  consiguientes  a  la  Inutilidad  en 
que  quedan  esas  fincas  por  razón  del  monopolio»  f  ya  para  que»  en  caso  de 
no  abstención»  decretaran  las  correspondientes  Indemnizaciones  o  la  com- 
pra de  los  citndos  establecimientos;  pero  el  que  los  Estados  se  separen  de 
estos  principios  para  lejislar  acerca  de  las  industrias  que  se  reservan  como 
arbitrio  rentístico»  no  es  suficiente  motivo  para  suspender  sus  actos  i  pri* 
varios  de  los  recursos  necesarios  para  el  sostenimiento  de  sos  Gobiernos» 
teniendo  la  Corte  que  apoyar  au  decisión  en  la  oposicfOn  clara  i  maniliesta 
qiie  haya  en  dictar  actos  con  la  Constitución  o  las  leyes  de  la  Unidn, 

CONCLUSIÓN. 

No  debo  poner  punto  a  este  escrito  sin  hacer  dos  espllcaciones»  cuya 
omisión  dejarla  incompleta  esta  esposicion. 
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i/  Que  ningoa  concepto  he  manffesiado,  ni  puedo  manifestar  con 
relación  al  articulo  46  de  la  citada  lei  t7»  porque  siendo  sus  preceptos  de 
referencia  al  sistema  que  en  la  actaalMbd  se  halle  establecido  en  cada  de- 
partamento^ i  no  teniendo  a  la  tista  las  disposiciones  a  que-  se  refieren, 

• 

es  imposible  que  me  avance  a  dar  opinión  sobre  materia  que  me  es  des- 
conocidas i 

S/  Que  si  bien  es  derto  que  se  nota  falta  de  armonía  en  hs  dispo- 
siciones de  la  citada  leí  S7»  sobre  lo  cual  llaman  U  atención  los  peticiona- 
rios i  deducen  inconstitucionalidad  e  Inconveniencia»  esa  falta»  en  tanto 
que  solo  afecte  el  desarrollo  i  claridad  del  pensamiento  del  lejisládor,  como 
sucede  .en  el  caso»  sin  e&tralimitar  el  derecho  que  a  loís.  Estados  les^  recono- 
ce el  inciso  9,*  del  articuló  45  de  la  Consiituoiony  no  debe  ser  tenida  en 

» 

cuenta  para  pronunciar  el  voto  de  suspensión  que  solo  puede  dictar  la  Cor- 
te en  el  caso  del  articulo  73  de  dicha  Constitución.  £n  prueba  de  la  falta 
de  armonía'que  se  ha  hecho  notar  vienen  los  articules  7»^  9.^  i  46  de  la 
citada  leí ;  pues  en  el  primero  se  dice :  f*  qae  solo  el  Gobierno  puede  pro» 
ducir  i  vender  aguardienie  i  rom  "  en  el  Segundo ;  .*^  que  el  Poder  Ejecu- 
tivo reglamentará  la  producción  i  compra  \  t  en  el  .tercero»  '*qae  es  prohi- 
bido a  los  productores  de  aguardiente  i  rom»  por  cuenta  del  Estado.  •  •  •-.  .^ 
Sinembargo»  bien  se  comprende  con  la  lectura  de  estos  artículos  <^ue»  no 
obstante  los  términos  absolutos  del  primero  que  se  ha  citado»  el  propósito 
del  lejisíador  es  que  el  Gobierno  produzca  por  sí  u  obtenga  por  contrato 
el  aguardiente  1  rom  necesarios  para  la  venta  pública/<:uyo  asunto  regla- 
menta el  Poder  Ejecutivo  en  virtud  de  las  facultades  que  le  di  el  articulo 
9.^  déla  citada  lei»  siendo  indiferente  el  medio  que  se  adopte  en  la  organi- 
zación del  ramo»  desde  que  se  reconozca»  como  se  ha  reconocido  el  d^re« 
cha  eonstítuctonal  que  tienen  los  Estados  para  gravar  o  monopoliaar  la 
producción  i  venta  del  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos. 

Por  lo  que  dejo  relacionado  comprendereis  que  lejos  de  coadjuvar 
la  petición  aludida»  juzgo  que  no  se  halla  la  Corte  en  el  caso  de  ejercer 
la  faoifltad  que  le  confiere  el  articulo  72  de  la  Constitución»  con  relación  a 
los  ariiculos  copiados  al  principio  de  esta  esposicion,  i  asi  os  pido  lo  de- 
claréis. ' 

Bogotá»  noviembre  30  de  4S77« 

Manl'el  U.  Ramírez. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 


En  Bogotá»  a  quince  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete» 
constituyóla  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo»  con  asistencia 

27. 
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del  señor  Hajístrado  Prosidente,  dootor  Emifidio  PaláOt  i  déons  tefiores 
MajistradoSi  doctofes  Rabijel  Martínei  R,  Masuel  Eiequfel  Cerriles,  José 
H.  Rojas  Garrido  i  Juan  Águstia  Uricoecbea»  eon  el  objeto  de  tomar  en 
consideración  la  solicitud  que  Salomón  Koppel,  José  Joaquín  i  José  lUnod 
París  han  dirijido  a  la  Corle  pidiendo  la  snspensioii  de  los  artículos  s,°  7,^ 
9,^  16»  21  i  46  de  la  lei  27,  **  sobre  reformas  fiscales,''  espedida  por  la  Con* 
irencioq  ^1  Estadp  sobeíano  del  Tolíma  en  23  de  mano  del  presente  año,  t 
sancionada  el  S4  de  los  miamos.  El  señor  Majislrado  doctor  Urleoeehea,a 
quien  tocó  en  repaitíiniento  este  asunto»  presentó  el  siguiente  proyecto  de 
resolución : 

**  Vistos :  —  Salomón  Koppel  en  calidad  de  apoderado  de  la  GoQpa- 
ñia  agricola  angla-colombiana  establecida  en  la  República,  José  Manuel  i 
José  Joaquín  Parla  propietarios  en  el  Estado  del  Tolima,  se  han  presentado 
solicitando  la  suspensión  de  \arios  artículos  de  la  lei  27  sobre  reformas  fis- 
cales, espedida  por  la  Convención  del  Estado  del  Tollma  en  S3  de  mano 
del  corriente  año  (i877),  sancionada  el  ti  del  mismo  mes.  Á  esta  solicitud 
se  ha  adherido  posteriormente  Nicolás  Krobne,  en  calidad  de  ájente  de 
Jet je«  Joaquín  i  Garlos  Hermán  Goschen,  subditos  británicos,  domiciliados 
en  .Londres  1  propietarios  en  Colombia. 

'^Las  disposiciones  acusadas,  son  las  siguientes: 

'  Art.  5.^  El  impuesto  sobre  licores  consiste  en  la  producción  i  tenta 
de  aguardiente-i  rom  que  se  reserva  el  Estado  como  arbitrio  rentisüco,  iea 
el  derecho  que  se  cobra  sobre  la  introducción  al  Estado  délos  licores  nadO" 
nales  o  estranjeros  que  se  destinen  para  su  consumo  en  éU 

*  Art.  7.^'En  el  Estado  solo  el  Gobierno  puede  producir  i  vender 
aguardiente  i  rom.  En  cada  distrito  o  aldea  habrá  un  ájente  especial  de,  Ü9n 
ctenda  encargado  de  la  venta  de  estos  licores. 

'Art.  9.^  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  la  producción  i  compra  de 
aguardiente  i  rom  fijando  el  precio  lias  condiciones  a  que  los  productores 
deban  quedar  sometidos.  Todo  contrato  que  celebre  ep  tales  casos»  será 
publicado  inmediatamente  por  la  prensa. 

'Art.  16.  Es  absolutamente  prohibido  a  los  productores  de  aguar* 
diente  i  rom,  por  cuenta  del  Estado,  venderlo  en  otra  parte  <  que  en  la 
ajencia,  i  no  pueden  tener  ventas  por  menor. 

*  Art.  SI.  Son  defraudadores  a  la  renta  de  licores : 

'  1.°  Los  que  los  produzcan  i  vendan  sin  previa  habilitación. 

*  2.0  Los  que  introduzcan  aguardiente  o  rom  sin  las  fornuilidades  es- 
tablecidas en  los  articules  10,  ll,  IS,  13  i¡l5  de  esu  lei. 

<  3.0  Los  que  loa  vendan  por  menor  sin  haber  obtenido  el  correspon* 
diente  certificado. 
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^4^^  Loa  productores  que  los  vendan  por  major  lO  por  menor. 

^Art  46.  Larenu  o  impuesto  sobre  licores  se  cobrará  en  el  presente 
año  conforme  al  sistema  que  en  la  actualidad  se  baile  establecido  en  cada 
Departamento/ 

"  Examinados  los  artículos  li.^  i  7>®  quedarán  examinados  los  otros^ 
toda  \ex  que  estos  son  consecuencia  i  desarrollo  de  I9S  primeros. 

*'  Entre  los  derechos  cuyo  reconocimietito  i  gaí^aiktia  pok  parte  del 
Gobierno  jeneral  i  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  da  los  Estados,  son 
base  esenci/il  e  invariable  de  la  Union,  conforme  al  articulo  i  1^  de  la  Ooos- 
titucion  pacional,  está  el  marcado  con  el  número  9,^  que  dl^e : 

*  9.0  La  libertad  de  ejercer  toda  industria  i  de  trabajar  sin  usurpar 
la  industria  de  otro,  cuya  propiedad  bajan  garantissdo  temporalmente  las 
leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Union  o  los 
Estados,  como  arbitrio  rentistico,  1  sin  embarasai;  las  vias  de  cemunií^acion, 
ni  aucar  la  seguridad  i  la  salubridad/ 

**  Esta  disposición  a  la  par  que  garantlss  la  libertad  de  InduMrla,  la 
Umita  dejándola  tsn  solo  para  las  industrias  que  el  Gobierno  jeneral  i  el  de 
los  Sstadosnosehajfaii  reservado.  Pueden,  pues,  la  Union  I  los  Estados 
reservarse  lasúidustriss  que  quieran,  en  cuyo  caso  las  reservadas  no  son 
libres.  En  tal  virtud  se  puMeil  establecer  monopolios,  í  reglamentarse  la 
producción  respectiva  como  paresea  mas  conveniente.  Esa  producción 
puede  hacerse  por  el  Gobierno  mismo,  puede  hacerse  por  ouos  por  virtud 
de  contratos,  sin  que  en  ningún  caso,  sea  admisible  la  ol^ion  de  que  el 
Gobierno  no  ejerce  la  industria  reservada  sino  que  otros  la  ejercen  para  él. 

^*  Estos  principios  que  son  de  incontestable  esactitud,  atendida  la  dis- 
posición constitucional  citada,  pueden  servir  para  demostrar  que  el  Go^ 
bierno  de  un  Esudo  al  monopolizar  una  industria  puede  atacar  éL  derecho* 
de  propiedad  adquirido  antes  del  monopolio  i  sobre  ol^etos  relacionadoii 
con  la  industria  monopolisada  ?  IndudaUemente  que  no. 

'*  El  inciso.  Brji  del  srtículo  i^  de  la  Constitución,  garantiaa  la  pro- 
piedad en  estos  términos : 

*  La  propiedad,  no  pudiendo  ser  privados  de  ella,  sino  por  penj  ó 
coDlribudon  jeneral,,  con  arreglo  a  las  leyes  o^cuando  así  lo  exija  un  grave 
motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado  i.  previa  indemnV» 
xacion.* 

'^  En  el  Estado  del  Tollma  fué  absolutamente  libre  la  fabricación  i 
venta  del  aguardiente,  i  Su  introducción  i  traslación  hasta  el  año  de  i868. 
Be  este  año  para  adelante,  hubo  diferentes  disposiciones  gravando,  mas  o 
méDO^,  esa  industria.  En  el  mismo  año  de  68  se  espidieron  las  de  S3  de 
enero  US  de  noviembre^  en  30  de  noviembre  de  1S69 ;  en  i  de  diciembre 
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de  ISTO ;  en  «S  de  Doriembfe  de  i87t ;  el  Código  fiscal  de  «8Ts»  I  li  lei  de 
15  de  noviembre  de  4875. .  ! 

*'  Desde  antes  de  iB68,  se  reconoció  el  derecho  en  el  ToIIma  de  fun- 
dar establecimientos  para  la  fabricación  del  aguardiente»  i  eñ  consecuen* 
ora  el  de  adcfuirir  propfedades  de  todo  jónero  relacionadas  con  esa  Indus- 
tria. Después  de  ese  a ñOy  ha  sido  mas  o  menos  gravada ;  pero  reconocien- 
do siempre  la  libertad  de  producción. 

''SI,  pues,  en  virtud  dé  leyes  preexistentes  que  daban  libertad,  se 
adquieren  propiedades,  éstas  no  pueden  ser  atacadas  sin  que  el  Gobierno 
que  las  ataca  por  una  necerfdad  publica  i  autorizado  por  lá  Cónstltucton, 
esté  en  el  Imprescindible  debeir  de  Indemiilzar  a  los  propietarios.  De  otro 
modono  podría  concebirse  que  en  el  pafs  pudiera  desarrollarse  ningún  jé- 
ñero  de  Industria,  sujetas  todas  al  capricho  o  a  las  necesidades  de  loe  Go- 
biernos de  la  Union  i  de  los  Estados. 

**  £1  Gobierno  del  Tolima  ha  estado,  pues,  en  su  derecho  para  esta* 
blecer  el  monopolio  del  Aguardiente,  pero  no  |o  ha  estado  para  atacarla 
propiedad  adquirida  bajo  el  empato  de  leyes  que  daban  libelad. 

'f  Cuando  en  la  misma  lei  de  que  se  trata  el  L^islador  no  ba  recono- 
cido el  deber  de  indemniaar  a  los  propietarios,  i  ha  establecido  el  modo  I 
los  términos  de  tal  indemnización,  ha  violado  el  derecho  de  propiedad,,  I 
en  consecuencia  la  Constitución  que  lo  garantiza.  . 

^'Envista  de  las  consideraciones  espuestas,  la  Corte,  en  uSodela 
facultad  que  le  confiere  el  articulo  7i  de  la  Constitución  nacional,  admi- 
nistrando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  auto- 
ridad de  la  lei,  resuelve  suspender  los  artículos  quinto,  sétimo,  noveno, 
diez  i  seis,  veintiuno,  i  cuarenta  i  seis  de  la  lei  velntísiete  de  veinticuatro 
de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete,  '^  sobre  refoírmas  fiscales,^  es- 
pedida píor  ta  Convención  del  Tolima  en  dicho  año,  i  se  suspenden  por 
.  cuanto  en  ellos  no  se  establece  la  indemnización  i  el  modo  i  términos  de 
hacerlo  a  los  propietarios  de  establecimientos  para  la  p^oduccibn  def  aguar- 
diente, organizados  antes  de  la  espedicion  de  las  disposiciones  cuya  sus-  - 
pensión  se  decreta. 

*' Comuniqúese  al  Gobierno  del  Estado  del  Tolima,  publiquese  en  el-' 
Diario  Oficial^  i  pásese  el  espediente  con  la  copia  respectiva  al  Senado  dé 
Plenipotenciarios  en  sus  próximas  sesiones.'' 

'^Discutido  el  anterior  proyecto  fué  aprobado  por  el  voto  unáni^ie  de 
los  señores  Majistrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo  que  firman  los  señores 
Majistrados  con  el  Infrascrito  Secretarlo. 


-  Sis  - 

QUIEL  CORRALBS— JOSB    H.    RoiáS   GARRIDO — ^lüAN  AgiÍSÁR  '  UntCéflCMBá^^ 

IÍ8etféíwtio,nafaelE.S(mtimáer. 

Es  copia  conformeT- Bogotá^  diez  i  nue\e  de  diciembre  de  lóil^  oclio- 
cientos  setenta  i  8lele--El  secretario,  Jla/oel  ^.  5ati(afider. 


hFpiuiE  DE  hA  Comisión  Insi^ectorí.  .   . 


Ciudadanos  Senadores.  ^         > 

•    ,..;;.  ,         -     ■  ■       ■ .  .  .  ' .  ■         ,....>,;• 

I 

Vaestra'eomisforn  inspectora  de  actos  léjislativos  de  los  Estados,  Mi 
examinado  la  suspehsióiidlctadtf  por'la'  Gortfi  Sdpréma  federal -dé 'los  ^t-* 
ticulos  5;^  7¿°  0;^  f6y  ti  i  4ff  de  la  tei  sobre  reformas  fiscales  espedida  por 
h  ConTcncion  del  Estado  soberano  del  Totima  en  asde  maíao  de'487V^. 

'  Los  <clnco  artículos  suspendidos  por  la  Corte  Suprema  se  refieren  a  la 
créactén  del  Impuesto  sobre  la  produccloi»  1  renta  del  aguardiente  i  rom,  á' 
la  declaratoria  de  que  estos  licores  solamenti^'  el  Estado  puede  'p^odueirloa 
i  Tenderlos;  la  determinar  a  quiénes  seisonsidera  como  defraudadores  dé 
la  renta.  La  inconstitucionalidad  de  las  disposicionescoñfénidas  en'  los 
cíoGO  artículos'  citados  no  sebdla  en  lo  ordeoadiO  poi  ellos»  sinoféfi  lo  que 
se  dejó  de  ordenar  con  relación  a.  los  perjiíicioB  de  los  parfieular<es  por  .ñor 
poder  segair . e>ereiendó  esa  industria .  que  :se ,ba  resertado  ^  QrQUemo  dd 
Estado  del  Tolíma  como  arbitrio  rentístico.       '  r  .  . 

En  tal  virtud « la  cuestión  :  que .  tiene  que  resolver  tn^  definilif  a  el  Se-» 
aado^  es  la  de  si  él  sabieroo  de  ^n :  Eaiado,  ^ed^'ConMItwlenrittente  rov 
servarse  el  ejercicio  de  una  industria  como  arbitrio  rentístico»  sin  decratar* 
en  el  mismo  a^to  legislativo  en  que  baga,  la  Toser  ya,  Is  imiempiíacion  co- 
rrespondiente a Jof  partiqulaiies  q^e  estaban  ejf rcijdpdo  la  .|f»dPStf  ja  qf^e^ 
pasa  a  manos  disl  Gojpiierno.  .  ,  !     .  .     .;»•«»      í.  ♦ , 

La  Corte  Suprema  bf  razonado  de  la  siguiente  maqer^.para  denfr^^s^ 
la  suspensión:  .,  ,,       . 

''Entre  los ;de^echoscuj'o  reconocimiento  i  ji^raptía  por  pacte  del 
Gobierno  jeneral  i  de  los  Gobiernps.de  todos  i  cada  uao  dfi  los,  Ést^^dpSi  soii,. 
base  esencial  a  invariable  de  la  Union,  coíiibrme  a)  a^'tícul^  jÍ5  de  la^Cppfi- 
titudon  nacional»  está  el  marc2|do  con  el  niimerp  9^^  que dico;,,''M(ia  liber- 
tad de  ejercer  toda  industria  i  de  trabajar  sin  us^i^j^ar  la.  industria  ^e^  pt^o» 
cqya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  A  los  autores 
de  inventos  útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Unfon  o  los  Estados  como  arbi- 
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tri0  renltoiioe,  i  sin  anilwiwr  Ifu»  ^'m  de  OQqmnioMiQo^  ni  atactr  \m  sega- 
rid»4  i  wkibrMtd."       . 

'<  Esta  disposición  a  la  par  que  garantida  te  libertad  de  indaslnai  la 
Umita  dejáodola  tan  solo  para  las  industrias  que  él  Gobierno  jen^ral  i  d 
de  los  Estados  no  se  hayan  reservado.  Pueden,  pues»  la  Union  i  los  Esta- 
dos reservarse  laís  industrias  que  quieran»  en  cuy6  casó  las  reservadas  no 
Bon  libres.  En  tal  virtud  se  pueden  establecer  monopolios,  i  reglamentarse 
la  producción  respectiva  como  parezca  mas  conveniente.  Esa  produociou 
puede  hacerse  por  el  Gobierno  mismo,  o  por  otros  a  virtud  de  contratos, 
sin  que  en  ningún  caso,  sea  ádmisíííle  fa  objéóion  dé  que  el  Gobierno  na 
ejerce  la  industria  reservada,  sino  que  otros  la  ejercen  por  él.^ 

**  Estos  principios  que  son  de  incontestable  esactitud  atendida  la  dia* 
posiakm  oonstttucipnaltSíladay  pueden  servir  ¡M^a  4aKnQstrfif  que  el  go- 
bierno de  >un  Estado  al  monopolizai;  una  indiis^  pixede  atacar  el  deiiiQbo 
de  propiedad  adquirido  totes .  d^  moooppUe.  i  sobse  ofijetos  relaciooados 
con  to  Muatri^  inpoDpcdiaadaT  lodudaUemen^  qiie  «VV 

^  El'  inciso  j^,°  articulo  i  1^  de  la  ConsUtuoion  garan^i^  U  propiedad 
en  éstos  tórminoa:  V^  propiedad  no  p^idieqda,  {^.priva^^M^  de  .eUa  siao^ 

» 

por .  pena  «^(Contribución  jeperal,  con  arr^gliO  a  las  leyef»  poicando»  asi  la 
eiqaimiira ve  inetivo  de  necesidad  pública  jt^ícli^lmente.  declarado^  i  pri- 
a^  Índemniaaoio»«^ 

''  En  el  Estado  del  Tolloia  fué  absolittánaente  lAré  la  liMcacloB  i 
'Venta  del  aguardiente  i  sa  introducción  ilpaslacíoh,  hasta  el  aJk>4e48B8. 
Be  este  aftopaira  adelante  hnbo  difef  entes  dtsposieioiieB  gravendo  aoas  o 
menos  esa  industria.  En  el  misnso  año>de  6S  se  espidieron  las  ief  i8  de 
eneros  tade  noviembre  de  1889$  en  A  de  diotensbro  de  i8T0;í  e¿  tade  do- 
iriembrede  ««9t  $  él  Gúdigo  teoa}  de  ia96  i  h  tei  de  ^6  áé  noviembre 

*^l)esdéátitéSdél6é8sé'récóno€!i¿et;  dér^ebhóén  eíTolMia dtí faa- 
dar  establedimiéntoá  para  la  fabricación  del  aguardiente;  ÍM  eoMbctteacia 
el  de  adquirir  propiedades  de  todo  jénero  relatiobacíás  con  esa  induütrfa. 
Desptied  dé  ese  año,  6a  sidío  mas  ó  menos  gravada,  |iet<>  re^onodendo 
siempre  la  libertad  de  producción." 

^' SI  pués  en  virtud '  dé  leyes  preexistentes  qué  dabáti  Ilbéi^d,  se 
adquieteh  propiedades,  éstas  no  puedéri  ser  atác»das^  stn  ¿|utí  el  |(ó1iierao 
que  las  ataca  pot  uha  hécealídád  pdblica  t  áatorhado  poMá  Consfitñision, 
esté  en  él  impreácthdibte  deber  dé  indeímnlzár  a  los  propietarios,  tk  otro 
modé  no  podría  concebirse  qué  en  el  pais  pudiera  désafrroltárse  nftígtin  je- 
bero de  industria»  áujeCas  todas  al  ¿apriebd  o  a  Ía&' nétíésidatfes  delo^ 
Gobiernos  de  la  Union  i  los  Estádoij.'' 
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**E1  Gobierno  del  Toltmá  ha  estado»  pues,  en  tú  dereeho  pam  esta^ 
bleeer él  monopolio  del  aguardiente;  pero, no  lo  ha  estado  para  atacarla 
propiedad  adquirida  bajo  el  amparo  de  leyes  que  daban  libertad.^ 

'*  Cuando  én  la  misma  lei  de  que  se  trata  el  lejíslador  no  ha  reco- 
nocido el  deber  de  {ndemoDsar  a  los  particulares  i  ha  establecido  el  modo  í 
los  términos  de  tal  indemnización»  ha  \¡()Iado  el  derecho  de  propiedad^ 
i  en  consecuencia  la  Constitución  que  lo  garantita." 

Vuestra  comisión»  apesar  del  respeto  qué  merecen  las  opiniones  de 
la  Corte  Suprema  federal»  es  de  concepto  que  la  \tí  de  que  se  trata»  no  debe 
anularse: 

1.*^  Porque  los  artículos  de  la  citada  lei  que  han  sido  suspendidos, 
nocontrenen  cosa  alguna  que  sea  contraria  a  la  Cofistitocion  nacioi^al, 
puesto  que,  como  la  Corle  Suprema  lo  reconoce,  los  Estados  en  virtud  de 
su  soberanía  pueden  crear  las  renUs  que  a  bien  tengan  i  reservarse  como 
arbitrio  rentístico  cualquiera  industria  ; 

.«.°  Porque  no  existe  disposición  constitucional  que  haga  depender 
ésa  facultad  de  reservarse  una  industria  como  arbitrio  rentístico,  del  re- 
sarcimiento de  ios  daños  i  perjuicios  que  los  Estados  puedan  causar  a  los 
particulares  no  permitiendo  que  continúan;  ejerciendo  la  Industria  que 
ellos  se  reservan.  El  inciso  9.*>  artículo  45  de  la  Constítucion  nacional  se 
refiere  a  los  individuos  i  no  a  los  gobiernos  de  los  Estados»  i  es  a  los  prime- 
tcé  a  quienes  impone  condiciones  en  el  ejercicio  de  su  industria,  no  reco- 
neciéndoles  libertad  para  ejercer  las  que  se  reserven  los  Estados  como 
arbitrio  rentístico ; 

1*  Porque  la  lei  de  que  se  trata  ha  sido  suspendida  no  por  lo  que 
ordena  i  manda»  sino  por  lo  que  dejó  de  decir  i  ordenar»  I  la  facultad  que 
tieiie  el  Senado  es  para  anular^  act^s  l^jislativos.  mandatos  expresos  de  los 
Estados  que  salgan  evidentemente  de  la  esfera  constitucional.  1  como  el 
lejislador  del  Tolima  nada  ha  determinado  acerca  de  las  indemnizaciones  a 
los  particulares  por  los  perjuicios  que  hayan  podido  sufrir  por  no  contt- 
nuar  ejerciendo  la  industria  que  se  reservó  el  gobierno  como  arbitrio,  es 
claro  qiíef«n  este  panto  lo  que  existe  es  torencía  de  acto  léjislatito,  i  por 
consiguiente  materia  sobre  la  cual  se  pueda  ejercer  la  facultad  de  anular; 

4.^  Porque  el  inciso  5,*»  artículo  16  de  la  Constitución  no  es  aplica- 
ble al  caso  en  cuestión.  El  lejislador  del  Tolima  eá  la  lei  de  qué  se  trata 
no  ordena  privar  de  su  propiedad  a  ningún  parücular»  ñt  menos  espro- 
piársela  para  aplicarla  a  uso  público ;  lo  que  ha  hecho  es  usar  de  una  fa- 
cultad para  prohibir  el  ejercicio  de  una  Industria ;  prohibición  de  la  cual 
no  tienen  derecho  de  quejarse  los  particulares  porque  el  inciso  9.*^  del  ar- 
tículo 16  les  reconoce  la  libertad  de  ejercer  toda  Indusiria,  menos  las  que 
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88  ff«3QP¥^/kOvCrobtQrA^  ^...la  Union  1  dejos  E;atad<^  como  afbitrio  ten- 

6.^  forqu^como  lo  hace  notar  el  señ.or  Procurador  |eneral  de  i« 
I<acÍ909:C^.varfos  casos  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  de  PleoipotencUrios 
(lan  recoQoqidp  i  declarado  válidas  Jas  Jeyes  de  los  Estados  en  que  se  esU- 
bieoia  ,el  mof^oppMo.  del  agiiardietite.  como  arbitrio  rentístico,  no  conte- 
niendo dichas  leyes  disposición  alguna. para  indemnizar  a  los  que  estaban 
cjierciendo  la.  industria  i^a  producir  eise  artículo.  I  como  esto  ha  sucedido 
con  una  leí  del  Est^dp  de  Antioquía,  con  otra  del  £s.tado  del  Cauca^  coa 
otra  del  Estado  del  Magdalena  i  con  otra  del  Estado  de  Boyacá,  vuestra  co^ 
misión  halla  en  las  opiniones  repetidas,  dala  Corte  Suprema  i  d^l  Senado» 
ün  poderoso  apoyó  a  la  doctrina  constitucional  que  deja  espuestai  de  que 
fó  facultad  de  los  Estados  para  reservarse  una  industria  como  arbitrio 
rentístico,  la  pueden  ejercer  lejití  mamen  te,  aun  cuando  en  la  leí  eo  que 
h^gan  uso  de  esa  facultad,  no  decreten  indemnización  a  los  particulares 
que  estaban  ejercícndlo  la  industria  á  que  se  refiera  la  lei. 

Por  estáis  razones,  vuestra  comisión  inspectora  de  los  actos  Jejislati* 
voSy  os  propone  t 

'  '  '  RESOLUCIÓN: 

.     •  .  .   .        ■   '  '  ,  i  .      •  i  '  ,  >  ■     • 

'*  El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  uso  d^  la  ati:ibuc¡on  ^/  ar- 
tículo 51.  de  la  Constituciojí  nacional»  declara  válidos  los  artipulos  6,^ 
7,^  9,°  i6,  21  i  46  de  la  leí  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  del 
Estado  soberano  d^  Tolima,  sobre  reforn^s  fiscales,  de  fecha  37  de  mano 

I  ■  ,        •      •<    .  •  •• .  ¡       . t    •       .        •  , 

'        1K«    Küf»LLdr-^R.  GOilBt-^ANDRtiS   BEltMbDÉZ— ilL   COLURIB— CLUaCO 

Iaurte.    '    • 


•T»  ' 


;.      .  ♦  ■•'  •        .-*<  •'• 


"  I  ■ 


i  i 


,  Esta  resolución  se  aprolxi  en.  primero  i  segundo  debatea. en  los  dias 
11  i  15  de  marzo  de  187^^. 


■• ,  f  • 


El  Secretario  del  Senado^ , 

Mío  e.Pim. 


. » 


I  I 


VJLLlAEXd^lA  Ul  iO  Miftedlda  por  la  AmihUm  lieltolailTH 
del  Csiade  Belbeninb  dé  iBújmeá  en  M'de  óeiubre  de  1^71« 
*<  refermatorl*  Úé  la  dé  14  de  a^osia  de  IMS»  que  eüniliia 
an  dl««rlto«'* 


Vista  del  Pbogcr^dor  ienerau 

66Ílo)^^8  ídtajis irados. 

£1  Personero  del  distrito  de  Siilva-sur  i  varios  vecinos  de  la  misma 
localidad  se  han  dirijido  a  esa  Suprema  Corte,  pidiendo  que  decretéis  la 
suspensión  de  la  lei  iO/  de  00  de  octubre  ultimo,,  espedida  por  la  Lejisla* 
tura  del  Estado  de  Boyacá ;  i  han  acompañado  al  periódico  oficial  titulado 
El  BoxfQceme,  número  44i,  en  que  se  halla  publicada  la  citada  lei  10/ 

Los  peticionarios^  después  de  presentar  a  la  consideración  de  esa 
Corte  Suprema  motivos  de  conveniencia  pública  para  la  subsistencia  del 
distrito  de  Sátiva-sur,  eliminado  por  el  articulo  8,^  de  la  citada  lei,  le  ha- 
cen a  esto  la  objeción  de  ser  contraria  a  la  Constitución  de  la  Union  i  a  la 
lei  L  del  Estado  de  Boyacá. 

« 

La  oposición  de,  la  antedicha  lei  10  con  la  L,  aunque  sea  cierta,  no 
tiene  para  qué  averiguarla  el  suscrito,  desde  luego  que  la  Corte  Suprema 
solo  puede  suspender  la  ejecución  de  los  actos  lejislati vos  de  los  Estados» 
en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Constitucum  o  alas  leyes  de  la  ünion.  La 
oposición  de  una  lei  del  Estado,  con  otra  del  mismo  o  coa  su  Constitución, 
no  es  asunto  de  examen,  ni  de  decisión  de  la  Corte. 

No  espresan  los  peticionarios  la  disposición  constitucional  con  la 
cual  pugne  la  citada  l^i  10,^  ni  podian  espresarlii,  porque,  ni  con  esta  se 
afecta  ninguna  de  las  garantías  individuales»  ni  el  negociado  de  crear  i  su« 
primir  distritos,  para  el  Gobierno  propio  de  los  Estados,  i  dictar  reglas 
para  el  réjimen  i  administración  de  aquellos,  está  comprendido  entre  los 
especificados  en  el  articulo  i  7  de  la  Constitución ;  siendo,  por  el  contra- 
rio, dicho  asunto  de  la  competencia  esclusiva  de  los  Estados,  conforme  al 
articulo  i6  de  la  misma. 

Las  razones  consignadss  en  los  memoriales  que  se  os  han  dirijido  no 

carecen  de  importancia  a  la  luz  de  los  principios  de  administración  públí* 

ca ;   i  eso  lo  reconoció  el  Presidente  del  Estado  en  las  observaciones  que 

presentó  a  la  Asamblea  i  que  se  publicaron  a  continuación  de  la  supracl- 

tada  lei ;  pero  razones  de  esa  clase^  ni  motivo  alguno  de  alta  política,  que 

28 
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no  sea  de  los  espresados  en  los  artículos  14 1 7)  de  la  Cónstitucton,  pueden 
servir  de  fundamento  a  la  Corte  para'  ejercer  la  atribución  que  estos  sn 
tículos  le  confieren. 

Así»  pues»  el  suscito  se  abstiene  de  coadyuvar  las  peticiones  alu« 
didf^i;Ant6S  bien  os  pide  que  declaréis  que  esa  Suprema  Corte  no  se  en- 
cuentra en  el  caso  de  ejercer  las  atribuciones  que  le  señala  ía  Constitucíooi 
con  respecto  a  la  lei  deque  se  ha  hecho  referencia. 

Bogotá,  noviembre  3idei877. 

Uanoel  V.  Rahirez. 


r  •  *  • 

AcukKto   DE  Li¿  CORf E  SlipREtfA. 

En  Éogotáy  a  cuatro  de  diciembre  de  mil  óchoeieñtos'séteiita  isíete, 
se  cotistituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala-  de  acuerdo  con  asisteoda 
del  señor  Ha) istrado  Presidente  doctor  ETmigdio  Paféu,  i  demás  señores 
Majistrados  doctores  Rafael  Marthiéi?  R.,  Hahuel  Ezeqaiel  Córrales,  José 
M.  Rojas  Garrido  í  Juan  Agustín  UrTCoéchéS»  con  ét  objetó  de  tomar  eii 
consideración, una  Solicitud  que  el  P<ertónero  del  distrito  dé  Sátirá-snr  lia 
elevado  a  la  Corte  ^ará  qae  se  silspendá  lú  íel  46  dé  i^rt^  eS^edüda  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  deBo^aCá  d  S^de  octubre  pt^x^ 
mo  pasado  í  sancionada  el  30  de  los  mismos,  reformatoria  de  la  lérdeU 
de  agosto  de  1863  i  que  elimina  un  distrito.  El  señor  Iftajistrado  doctor 
Martines  Ry  a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asufnto»  presentó  el  si* 
güiente  pfoyecto  de  resolución : 

**  Vistos :  El  peirsonero  i  Tarios  vecinos  del  distrito  de  Sátiva*8ur,  en 
el  Estado  soberano  de  Boyacá»  solióitan  la'  suspensión  de  la  lei  espedida 
polola  Lejíslatura  de  aquel  Estado  en  e!  presente^año,  por  la  cual  seelí- 
mida  el  éspresado  distrito  I  se  agrega  su  territorio  af-de  Sátívo-nort». 

><  Los  Solicitantes  agregan  a  su  petición  el  número  éli  del  perió- 
dico oficial  de  Boyacáy  en  el  que  está  publicada  la  leí  1:0,  cu}ó  articaloS.o 
contiene  la  supresión  del  distrito  ^a  espresado,  i  annque  los  postulantes 
no  esprésan  el  número  dé  la  le!,  sfno  svi  objeto,  éFáeñór  Proearador  ba 
Juzgado.que  es  la  lei  10  del  presente  año  contra  la  cnal  ^e  ba  bécbola 

jestion.. 

**  Partiendo  de  esto,  la  Corte  considera  que  las  Lejislaturas  délos  Es- 
tados tienen  facultad  constitucional  absoluta,  para  su  réjlmen  administra* 
tivo.  La  existencia  de  las  entidades  distrítoriales,  o  cualquiera  otra  de  ca« 
ráctér  político  o  administrativo  depende  de  la  lei.  Cómo  no  puede  negarse, 
que  el  Estado,  en  virtud  dé  su  soberanía,  puede  crear  los  distritos,  aldeas 
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u  otrai  entidades.  senn^jaoteSt^nQ  se  leppjede  diq^^r  ta  poies^d  desur 
priink  p  alterar  e^as  eotídades^ 

*',I!aede  si^r,  coii|i>  lo  afirman  1^  apIicítaAtes»  gna  U  lei facuaadli»  w 
esté  de.aCMe;;do  coo  otrad^l  miaiíao.  &utdo»  o  con  su  Con^tititGim.p^HIt' 
ca;  mas  a  la  Gorfe  Suprema  no  le  incumbe  determinar  nada  sobre ^eale 
plinto^  porque  819  fi^nciones  CQUstitucioiiajfs  se  lUnikan  a  suspender  las 
leyes  seccionales^  en  cuanta  ellas  pu^en  con  tas  insiílxiuúones  nseionales. 

''£n  fuena  de  lo  ^apuesto»  i  de  acuerdo  eoin  el  aefior  Procurador, 
la  Corte  administrando  justicia  en  nombre  de  los  ]S«tados  Unidos  de  Gelom^ 
bia  i  por  autoridad  de  la  lef*  dedara  que  no  es  d  caso  de  suspender  la  lel 
10  que  en  el  pre^nte  año  espidki  la  I^tslatuf  a  4el  Estado  soberano  de 
Boy  acá;  p<>r  la.  ciial  auprúi^e  el  disirjitode  SátiyafAur. 

**  Motifiquese,  publiquese»  comuniqúese  al  Gobierno  del  Estado  sobe« 
ranodeBoyacá  i  agregúese  copia  al  espediente  respecÜTO,  el  cual  debe 
enviarse  al  Senado  d^  Plenipotenciarios  para  su  decisión  ulteripr/*    . 

Discutido  el  anteripr  proyecto»  fué  aprpbado  ppr  el  vpto  upinin^  d^ 
los  señprés  Majístrsdos. 

Con  jo  cual  se  concluyó  el  presente  acue^rdp^  que.firínan  íos  señora 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente.  Emigdio  Palau-^Kafael  Martines  R — ^Manuel  Ez£« 
QU1EL  C!oaáALES-'!lo^3t.  Rojas  GAftaiDO— Joan  Agustín  Ubigoecbea. — 1^ 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

£s  copia  eonfentfe— Bogotá,  veintiuno  de  dicieinbfe  de  mil  ocho- 
cientos setenta  i  siete-^El  Seeretarfo,  9afaelE\  ¡Üntanütr. 


Informe  de  la  Coiíision  inspegtoka. 

CiudctdaxxoB /Senadores .  ....  * 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Boyacá  espidió  la  lei 
iO,  <*reformatoriadeladeia  dcagosto  de  4863/' i  que  elimina  un  dis- 
trito. 

El  distrito  que  por  dieha  9ei  f oé  ^liníinÉdo,  es  el  de  Sitiva-sur,  i  su 
territorio  fué  agregado  al  distrito  de  Sátiva-norte. 

Por  consecuencia  de  esto,  el  Personero  i  'varios  Vecinos  del  primero 
de  Jes  félidos  v^stcitosaolicMat  Pl»  de  la  Cprte  :S4preq9fS(  fe4ei9d  M'  a^spen- 
sioii.deJamep»pionadailei;masiUCortefdeobEónoAsr  ^  <»aso  deaispi^ac 
tal  suspepsioay  i^SB  fundó  ^n  Jas  coiiisideKapiooes  siguiente»: 

«'  M  €orte  «QUftidera  que  las  Iiesíslaturas  ^  los  ]$a<ad(9Svtíenp9i  bAul- 
tad  coasitltttQiopal  ftbiiolttta  para  smFéjjii^n  cidmUiistrattvp.  M  ^atsalftp^ 
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da  las  entidades  distritoriales,  o  cualquiera  otra  de  carácter  político  o  admi- 
nistrativo depende  de  la  le!.  Conao  no  puede  negarse  que  el  Estado,  en 
virtud  de  su  soberanía  puede  ci^ear  Tos  distritos,  aldeas  u  otras  entidades 
sem^antes,  no  se  le  puede  djsputar  la  potestad  de  suprimir  o  alterar  esas 
entidades/' 

'<*  Puede  ser,  como  lo  aflrnian  los  solicitantes,  que  la  lei  acusada  no 
esté  de  acuerdo  con  otra  del  mismo  Estado,  o  con  su  Constitución  política; 
masa  la  Corte  Suprema  no  le  incumbe  determinar  nada  sobreesté  punto, 
{Mrqua  sus  funciones  constitucionales  se  limitan  a  suspender  las  leyes  sec- 
cionales, en  cuaAto  ellas  pugnen  con  las  instituciones  nacionales.*^ 

Vuestra  comisión  está  de  acuerdo  con  la  Corte  Suprema  federal  en 
este  asunto,  i  concluye  proponiéndoos  el  siguiente  projfecto  de 

I 

ABSOLUCIÓN. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.*  ar- 
tículo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la  leí  10  espedida  por  la  Asam- 
blea Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Boyacá  en  SO  de  octubre  de  i877^ 
'^  reformatoria  de  la  de  i4  de  agosto  de  i863,  i  que  elimina  un  distrito.^ 

Bogotá,  Si  de  febrero  de  i  878. 

V.    MURILLOr-CuKACO  lRfAI^TE--R.  GOHES-^llt  COLDNIB — AlUlRES 

Berhupez. 

.  Esta  resolución  fué  aprobada  en  i.°  i  t.^  debales  en  los  diasssi 
36  de  febrero  de  i  87  8.— El  Secretario  del  Senado,  Jutto  J^..  Pérez, 


Tai**  I 


XI 

TAEilDEZ  del  nrtíeulo  SSi  del  Código  penal  vijente  en  el  En* 

tado  soberano  del  Tollnia. 


Vista  bsl  Paocuradqr  ien^ral*       .  . 

Sé&oree  Majistrados. 

.  Se'os  ha  pedido  la  suspensión  del  articulo  531  del  Código  penal  del 
Estado  de  Gundlnamarca  vijente  en  el  Tolíma,  el  cual  está  redactado  asi : 

'^Ari.  33i.  Las  personas  de  diferente  sexo,  que  sfn  ser  casadas  hi« 
cieren  vida  como  tales  en  una  misma  casa  de  una  manera  pública,  serán 
eonfif|adas  por  uno  a  tres  años  « lugares  distantes  entre  si  por  lo  menos 
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diez  miriámetros :  salvo  el  oaso  da  queae  hubreren  casado  antes  de  pro*- 
nuiíclarse  senteticia.''  ' 

£1  peticionario^  señor  Ricardo  Neira  Diago,  caliBca  el  anterior  artí- 
culo de  TÍólátorio  del  inciso  3.^  del  artículo  15  de  la  Constitución,  que  ga- 
rantiza la  ^Mibertad/'  i  agrega  que  el  Código  penal  de  la  Union  no  eríje  en 
deltto  el  hecho  de  que  trata  el  articulo  trascrito. 

El  encargado  del  Ministerio  público,  para  emitir  su  concepto  sobre  la 
disposición  reclamada,  tiene  que  prescindir,  i  prescinde,  de  consideracio- 
nes abstractas  dirijidas  a  establecer  la  conveniencia  o  inconveniencia  social 
de  aquel  acto;  i  se  contrae  únicamente  a  examinarlo  en  lo  que  él  pueda 
estar  en  pugna  con  la  Constitución  i  leyes  de  la  Unión.  * 

Desde  que  sé  sancionó  el  Código  penal  de  la  Nueva  Granada  el  d7  de 
Junio  de  i837,  que  contiene  una  disposición  semejante  en  el  articuló  46S; 
a  la  que  ahora  reclama  el  señor  Neira  Diago,  ha  estado  rijiendo  en  el  Go* 
bíerno  jeneral  hasta  el  ^6  dé  junio  de  1873,  en  que  fué  espedido  el  que 
actualmente  está  en  observancia,  i  en  los  Estados  de  la  Union  hasta  que  lo 
reemplazaron  por  el  que  ellos  espidieron  eo  virtud  de  la  facultad  que  se 
reservaron  para  lejislar  en  materias  civiles  i  criminales  en  la  Constitución 
de  9S  de  mayo  de  1858,  i  en  la  de  8  de  mayo  de  1865,  sin  que  haya  llegado 
a  objetarse  tal  articulo,  como  contrario  a  las  garantías  individuales,  no 
obstante  que  el  Indso  1.^  del  articulo  5.o  de  lá  Constitución  de  Si  de  mayo 
de  1863,  garantizaba  la  'Mlbertad  individual"  en  términos  mas  jenerales 
que  el  inciso  3.^  del  articulo  15  invocado  en  apoyo  de  la  petición.  1  todo 
esto  inclina  el  ánimo  a  pensar  que  nadie  ha  puesto  en  duda  que  el  concu'^ 
binato,  que  es  el  hecho  que  castiga  el  artículo  381  copiado,  no  está  com- 
prendido en  la  libertad  que  teconoce  í  garantiza  la  Constitución,  sino  que 
por  el  contrario,  siendo  un  acto  que  se  separa  de  las  buenas  costumbres  i 
que  la  ética  condena,  sé  ha  considerado  bajo  la  jurisdicción  del  lejislador 
para  prohibirlo  i  establecer  penas  contra  los  contraventores.'  * 

La  libertad  que  consagra  el  Inciso  3,^  no  es  tan  jenéral  i  absoluta, 
como  la  que  reconocen  losinci8os6,®  7.^  114  del  supracitado  artículo  15 
de  la  Constitución,  aquella  no  puede  ir  hasta  ejercerse  con  daño  de  otro 
individuo  o  de  la  comunidad ;  i  este  daño  lo  califica  el  respectivo  Gobierno 
local  eñ  virtud  de  la  soberanía  inmanente  i  del  derecho  de  los  Estados 
dé  la  Union  para  lejislar  sobre  materias  civiles  i  criminales,  no  compren- 
didas en  el  articulo  17  de  la  citada  Constitución,  sin  que  lal  calificación, 
buena  o  mala,  justa  o  injusta,  esté  sujeta  a  revisión  de  ninguna  oTta  auto- 
ridad. 

La  circunstancia  de  que  el  Código  penal  de  la  Union  no  haya  erijido 
en  delito  el  hecho  de  que  se  trata,  de  ninguna  manera  puede  servir  de 
fundamento  para  desconocer  en  los  Estados  la  facultad  de  lejislar  en  sen- 
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tído  contrario,  r^gu^nes  especiales  pueiJen  haberse  tenido  en  cuenta  poi  d 
lejislador  nacional  que  no  existen»  para  que  los  gobiernos  locales  pioeedin 
del  mismo  modo ;  i  esta  diverjencia  es  tanto  anénos  notable  cuanto  qae  te 
nota  igualmente  en  .la  lejislacíon^de  los  mismos  Estados,  pues  al  paso(|Q6 
los  Códigos  de  Aatioquía,  Bpyacá,  Cundinamarca  i  Tolima  establecen  pe- 
nas contra  los  que  hacen  vida  como  casados  sin  serlo,  nada  dicen  a  ese  res* 
peciolos  de  Bolívar,  Cauca,  Panamá  i  Santander;  i  unos  i  otros,  «o  con* 
ceptodel  suscrito,  ban  estadoen.su  derecho  constltueípnal  para  proceder 
ex;  el  sentido  que  lo  ban  hecho. 

Aai,  pues»  el  infrascrito  se  abstiene  de  coadyuvar  la  petictOB  de  que 
se  está  ocupando,  i  os  pida  que  declaréis  jque  la  Corte  no  se  encuentra  en 
el  caso  de  acordar  la  su^penaioA  del  citado  ^fículo  991  del  Código  penal 
de  Cu9diaaiparc^víjenteeneÍ,Tolima« 

3pgotá,  dioiembre  alide  4#77. 


I  in   IIM  n 


AgUSRDO  de  liJL   GORTX   SuPHBHá. 


i  < 


En  Bogotá,  a  doce  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ochoise 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo^  cpo ,  asiatepcta  de 
todos  los  señores  Majistcados  i  del  inXra8<;r{to  SecretariQ,>coii  el  objeto  de 
lomar  en  consideración  la.  solicitud  del  cjudadaqo,  Ricardo  NeJjra  piag^  para 
que  la  Corete  suspenda  la  ^ecucion  del  articvlo  3?I  ^el  Código  p<^al  qoe 
ríje  en  el  Estado  spberano.  del  Tolima,  por  coujíiderarto.  coolrario  al,  incíiw 
3.*  del  artículo  i  ^  de  la  Constitución  nacional ;  i  eo  tal  virtud  sCl  señor  Xa- 
jistrado  doctor  Corrales,  como  sustapqfidor.  pr^eíató  i .  I^yó  el  sigoi^o^ 
proyecto  de  resolución,  que  después  de  la  4ebida  dlsgiialon,  Xué  aproM^ 
por  el  voto  unánime  d^  loa  señoriesJt$yÍstradpa« 

**  Vistos :  £n  $1  Código  penal  vijepjte  en  el  Estado  soberado  dpi.  Toli- 
ma, se  halla.el  articulo  33X  qvi^  prescribe  loji^i^ui^nte: 

<Las  pjsrsopas  de  diferente  sej^o,  que  a^in  ser  casadas  ^hi(f¡ereB  tida 
como,  tales,  en  una  jmüsfua  4iaj9a,  de  .yna  ouieera  pjóbUpa*.seifráB  /^fioadas 
por  uno  a  tpes  años,  a  lugares  distantes  isntre  si  porJo.m^nwd^cs^i'^* 
metros:  salvo  el rcaso  de  que  se  hubieren,  casado iiates  dfi  pronm^^r^ 
sentencia.' 

'*  Aicprdo  Neira  DiagOri^n  el  derecho  que  la  Constitución  nacional 
otorga  a  todo  ciudadano,  ha  pedido  a  la  Corte  que  suspenda  la  ejecucioa 
de  la  disposición  legal.cp|)iada,.por  jusgarla  en  abierta  •contradicción  son  el 
inciso  tercejpo  del  articulo  15  de  la  referida  Constitución,  que  copsagra 
como  garantía  individua],  perteneciente  a  los  habitantes  i  trancantes  en 
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los  fistádos  Unidos  colombianos,  la  libertad  indimdual,  que  no  tiene  más  Jí* 
miUs  que  la  libertad  ie  otra  xndiiMuo ;  es  decir ^  la  facultad  de  hacer  u  amitir 
todo  áqudlo  de  cuya  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a 
ía  comunidad. 

*' La  Corte  Considera  qué  tos  Estados  tienen  faculta:d  bastante  para 
eríjtr,  éti  deülo  el  ejercicio  de  éiefrtas  acciones,  o  Isl  comisión' 'de  algunos 
hechos  de  los  respectivos  asociados,  supuesto  que  lo  relativo  a  la  lejisfa- 
cion  crvft  i  pénaly  que  no  afecta  los  intereses  de  la  Nación,  es  de  competen- 
cta  esclusiva  de  los  nnifófaioá  Estados.  El  Tolima,  .pues,  ha  podido  constt* 
tolr  en  hecho  criminoso  o  punible  el  de  que  dos  personas  de  diferente  éexo 
lleven  vida  de  la  mañera  que  lo  espresa  el  artículo  Inserto, 

*'La  atribución  que  la  Corte  Suprema  tiene  conferida  para  decretar 
la  suspensión  de  los  efectos  de  los  actos  lejislativos  que  hayan  espedido  o 
espidan  los  Estados  confornief  al  articulo  n  de  la  Constitución  nacional^ 
solo  puede  ejercerla  én  los  casos  en  que  esos  actos  sean  contrarios  a  la 
misma  Constitución  o  a  las  leyes  nacionales,  i  de  ningún  modo,  en  aquellas 
que  el  criterio  particular  estimólos  dicüos  actos  lejislatÍYOS  como  incon« 
venieatea  ó  en  desacuerdo  con  algunas  doctrinas. 

^'I  conio  el  citado  articulo  331  del  Código  penal,  que  rije  en  el  To« 
iima,  no  quebranta  ningún  precepto  federal^  la  Corte  Suprema,  ádminis* 
trando  justícijaen  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  ¡  por  auto- 
ridad de  la  léf,  resuelve  que  no  se  está  en  el  caso  de  suspender  la  ejecu- 
ción del  artículo  acusado. 

<^  Publíquese  esta  determinación  en  el  diario  Oficial,  remítase  de 
«Ha  copla  al  Gobierno  ejecutivo  del  follma,  i  pásese  el  espediente  al  Sena« 
do  para  los  fines  constitucionales-'* 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  acuerdo  que  firman  el  señor  Majistrado 
Presidente  i  los  demás  señores  Majistrados  por  ante  mi  el  infrascrito  Se- 
cretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Palau-^Rafael  MAiiTimcx  R.— Manuel  Eze- 
Qvna.  CoBiRÁL¿s-^3os£  n.  Rojas  Gárriúo — Juan  Agustín  Urico£chea.<-E1 
Secretario;  Éafael  E.  Santander. 

Es  copia  conformé— Bogotá,  veintitrés  de  enero  de  mil  ochocientos 
setenta  i  ochó. — El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  Inspectora. 

Citxdadanos  Senadores^ 

El  dia  doce  del  mes  de  enero  del  corriente  ano,  la  Corte  Suprema 
federal  se  constituyó  en  sala  de  acuerdo  i  aprobó'  la  resolución  siguiente : 


^  224  — 

''  Vistos :  En  el  Código  penal  vijente  en  el  Estado  soberano  del  Tolí- 
ma»  se  halla  el  articulo  331  que  prescribe  lo  siguiente : 

**  Las  personas  de  diferente  sexo,  que  sin  ser  casadas  hicieren  vida 
como  tales,  en  una  misma  casa,  de  una  manera  públícaí  serán  confinadas 
por  uno  a  tres  año^»  a  lugares  distantes  entre  si  por  lo  menos  diez  mirii- 
metros :  salvo  el  caso  de  quQ  se  hubieren  casado  antes  de  pronunciarse 
sentencia.'* 

**  Ricardo  Neira  Díago,  con  el  derecho  que  la  Constitución  nacional 
otorga  a  todo  ciudadano»  ha  pedido  a  la  Corte  que  suspenda  la  ejecución  de 
la  disposición  legal  copiada^  por  juzgarla  en  abierta  contradicción  coq  el 
inciso  3.^  del  artículo  i5  de  la  referida  Constitucioni  que  consagra  como 
garantía  individual,  perteneciente  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Es- 
tados Unidos  colombianos,  la  libertad  individual^  que  no  tiene  más  limüa 
que  la  libertad  de  otro  individuo ;  es  decir ^  la  facultad  de  hacer  u  omitir  ioio 
aquello  de  cuya  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individtu)  o  ala 
comunidad.** 

"  La  Corte  considera  que  los  Elstados  tienen  iacuUad  bastante  para 
érijif  en  delito  el  ejercicio  de  ciertas  acciones,  o  la  comisión  de  algunos 
hechos  de  los  respectivos  asociados,  supuesto  que  lo  relativo  a  la  lejisla- 
cion  civil  i  penal,  que  no  afecta  los  intereses  de  la  Nación,  os  de  competen- 
cia esclusiva  de  los  mismos  Estados.  £1  Tolima,  pues,  ha  podido  consti- 
tuir  en  hecho  criminoso  o  piinible  el  de  que  dos  personas  de  diferente  sexo 
lleven  vida  de  la  manera  que  lo  espresa  el  artículo  inserto.'' 

**  La  atribución  que  la  Corte  Suprefkia  tiene  conferida  para  decretar  la 
suspensión  de  los  efectos  de  los  actos  lejislativos  que  hayan  espedido  o  es- 
pidan los  Estados  conforme  al  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  solo 
puede  ejercerla  en  los  casos  en  que  esos  actos  sean  contrarios  a  la  misma 
Constitución  o  a  las  leyes  nacionales,  i  de  ningún  modo  en  aquellas  que 
el  criterio  particular  estime  los  dichos  actos  lejislativos  como  inconvenien- 
tes o  en  desacuerdo  con  algunas  doctrinas/'. 

^  "  1  como  el  citado  artículo  S3i  del  Código  penal  que  rije  en  el  Toli- 
roa,  no  quebranta  ningún  precepto  federal,  la  Corte  Suprema,  adminis* 
trando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autori- 
dad de  la  lei,  resuelve  que  no  se  está  en  el  caso  de  suspender  la  ejecución 
del  articulo  acusado.'' 

De  esta  resolución  ha  dado  caenta  al  Senado  la  Corte  Suprema  ;  i  es- 
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timándola  arreglada  vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos 
de  los  Estados,  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

RESOLUCIÓN: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  ejercicio  de  la  atribución  o/  dej 


articulo  5t  de  la  GonstitaciOBy  declara  válido  él  articulo  331  del  Có- 
digo penal  vljente  en  el  Estado  soberano  del  Tolima. 
Comuniqúese  1  publiquese. 
Bogotá,  4  de  marzo  de  1878. 

Ciudadanos  Senadores» 
M.  MuRiLLo— R.  Gomez-^Climágo   Irurte-^ Andrés  Bbrküdiz— Jil 

GOLURJB. 


Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  segundo  debates  en  los  dias 

11  i  13  de  marzo  de  i8?8. 

El  Secretario  del  Senado» 

/tifio  E.  Pértx. 


IIL 


VüIilOI^  de  toñ  flrtíctlloé  47  de  I»  Coiisliéiieien,  tSft  «le  la  let 
60dei»7SlG.odctolel6S  de  t«77y  del  Estado  del  Cauea. 


■■M*^i^ 


Vmi  DEi  Progdrador  jeneral,; 

6e¿.oreB  Majlstradoa. 

Solicitase  de  ese  Supremo  Tribunal»  por  los  señores  Salomón  Delgado» 
i>eikietr!o  Pérez,  Leónidas  Sarmiento  i  otros,  la  suspensión  de  los  artículos 
47  de  la  Constitución,  259  de  la  le!  50  de  i8Y3  i  6.^  de  la  leí  65  del  año  en 
curso,  cuyos  actos  han  sido  espedidos  por  la  Lejislatura  del  Estado  sbbera* 
no  del  Cauca,  i,  en  el  orden  en  que  se  han  enumerado,  están  redacta* 
•dos  asi : 

<'Art.  47  de  la  Constitución.  El  Presidente  del  Estado  durante  el 
periodo  de  su  elección,  no  puede  ejercer  los  destinos  de  Representante  al 
CJoogreso  federal.  Senador  Plenipotenciario,  ni  ningún  otro  destino  del 
Estado.'' 

^*Art.  259.  No  pueden  ser  elejidos  Senadores  Plenipotenciarios  ni 
Representantes,  el  Presidente  del  Estado,  sus  Secretarios,  el  Procurador 
jeneral  í  los  Majistrados  del  Tribunal  Superior  duróme  el  período  para  que 
hayan  sido  nombrados.  Tampoco  podrán  serlo  el  Presidente  de  la  Uníon^ 
sus  Secretarios,  los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal,  ni  el  Procura- 
dor de  la  Nación ." 

**kfX.  6.^  No  pueden  ser  elejidos  Senadores  Plenipotenciarios,  ni 

Representartites  al  Congreso  nacional,  el  Presidente  de  la  Union,  sus  Secre* 
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tiriMy  los  lla|¡strados  de  la  Corte  Suprema  federal,  los  Majlstradoa  délos 
Tribunales,  los  Procuradores- Jeneral  de  la  Nación  i  jeneral  del  Estado^  ni 
los  empleados  de  instrucción  pública  que  ejenan  jurisdicción  en  mas  de  od 
municipio.'' 

**  Queda  reformado  en  estos  términos  ^1  artículo  139  de  la  lei  nú- 

El  primero  de  los  artículos  copiados  prohibe  al  Presidente  del  Estado 
ejercer  los  destinos  de  Senador  i'  Representante  al  Congreso  federal  i  cual- 
quiera otro  del  Estado ;  i  esa  prohibición  que  se  estatuye  en  ejercicio  de  la 
soberanía  inmanente,  i  con  relaf^ion  a  un  funcionario  público  del  Estado» 
para  el  mejor  servicio  de  éste,  no  puede  estimarse  vlolatoria  de|  artículo  35 
de  la  Constitución  de  la  Union ;  pues  en  éste  no  se  hito  otra  cosa  que  fijar 
las  condiciones  o  cualidades  de  elejibilidady  para  \oi  puestos  públicos  dd 
Gobierno  jeneral»  sin  impedir  a  los  gobiernos  locales  que  por  razones  del 
mejor  servicio  público  i  de  alta  moralidad»  establecieran  incompatibilidades 
de  la  naturaleza  de  la  de  que  se  trata»  para  evitar  que  sea  el  influjo  de  los 
mandatarios  i  nó  la  opinión  del  pueblo  el  que  designe  las  personas  que  hao 
de  representarlo  en  el  Congreso  nacional. 

Muí  distinto  es  este  caso  del  que  se  resolvió»  acerca  del  artículo  ii  de 
la  Constitución  del  Estado  del  Tolima ;  i  del  que  debe  resolverse  con  rela- 
ción al  artículo  40  de  la  Constitución  de  Antioquia ;  porque  una  cosa  es  que 
se  agreguen  condiciones  de  elejíbilidad  a  los  que  detalla  el  artículo  33  de  li 
Constitución  de  la  Union»  i  otra  que  se  establezcan  incompatibilidades  en  el 
ejercicio  de  dos  o  mas  funciones  o  empleos.  El  citado  artículo  ii  debía  sus- 
penderse i  se  suspendió»  porque  añadía  a  los  requisiios  de  ser  varón»  ma- 
yor de  veintiún  años  o  ser  o  haber  sido  casado»  el  de  la  residencia  en  el  j^t* 
tadOf  para  obtener  empleos  públicos»  lo  cual  evidentemente  se  opone  al 
catado  artículo  33»  tratándose  de  funcionarios  del  Gobierno  jeneral. 

El  artículo  47  de  la  Constitución  del  Cauca»  no  agrega  ninguna  con- 
dición de  elejtbilidadi  que  pugne  con  el  artículo  33  de  la  Constitución  de  la 
Union.  Declara  al  Presidente  del  Estado  incapaz  de  ejercerlos  destinos  de 
Senador  i  Kepreseptante»  i  esta  declaratoria»  respecto  de  un  funcionario 
local»  i  que  tiene  elevados  motivos  de  moral  política  i  de  buen  gobierno, 
merece  que  se  la  respete  antes  que  censurarla  i  darle  la  calificación  de  in- 
constitucional. 

Escepcion  hecha  del  Presidente  de  la  Union»  'sus  Secretarios  de  Es- 
tado, el  Procursdor  jeneral  i  los  Majistrsdos  de  la  Corte  Suprema  federal, 
^uyos  funcionarios  aunque  nada  dijeran  las  leyes  cancanas»  no  pueden  ser 
elejidos  Senadores  ni  Representantes»  conforme  al  artículo  81  de  la  Cons- 
titución» a  los  otros  dos  artículos»  copiados  al  principio  de  este  escrito»  les 
son  aplicables  las  observaciones  anteriores»  supuesto  que  la  prohibición  de 
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eleiíibilidad  se  refiere,  no  a  los  ciudadanos  o  GoIombtenoB  en  iil  eatidad  de' 
tales,  sino  a  ciertos  empleados  públicos»  coyas  fundones  considera  la  lei' 

» 

incompatibles  con  las  de  miembros  del  Congreso* 

Apoyado  en  estas  consideraciones  sol  de  conoeplo  que  no  se  encuen- 
tra  la  Corte  en  el  caso  de  ijercer  1^  facultad  que  le  ooniereel  artículo  1%  de 
la  Constitución,  i  asi  os  pido  lo  declaréis. 
Bogotá,  diciembre  7  de  i877. 


AcCERnO  DE  LA  CoRTE  SUPREHA. 

• 

En  Bogotá  a  catorce  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete, ' 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acnetdo,  con  asistencia ' 
del  señor  Ma jístrado  Presidente  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores 
Hajistrados  doctores  Rafael  Martínez  R,  Blanuel  Ezequiel  Corrales»  José 
Haría  Bójas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  para  considerar  la  solicitud^ 
que  varios  ciudadanos  residentes  en  el  Cauca  han  dirij ido  a  la  Corte,  para, 
qoe  suspenda  las  disposiciones  constitucionales  i  legales  que  mas  adelante, 
se  mencionarán,  por  juzgarlas  víolatorias  de  la  Constitución  nacional.         , 

Abierta  la  discusión,  el  señor  Majistrado  doctor  Corrales,  como  sus»» 
tanciador,  presentó  i  dio  lectura  al  siguiente  proyecto  de  resolución : 

'*  Vistos:  los  ciudadanos  Salomón  Delgado,'  Deitietrio  Pérez,  Leóni- 
das Sarmiento  V,  Alberto  Velazco»  Salvador  Valencia  Fernández  i  Antonio 
W.  Velazco,  por  un  escrito  fechado  en  Popayan  el  i  4  de  noviembre  del  co-> 
rriente  año,  que  han  dirijido  a  la  Corte,  solicitan  de  ésta  que  decrete  la  sus-> 
pensión  de  los  artículos  47  de  la  Constitución  de  aquel  Estado,  2S0  de  la  lei, 
50  de  i873  i  6.°  de  la  lei  65  del  año  en  curso,  cuyas  disposiciones  han  sido, 
espedidas  i  QStán  vijentes  en  el  Estado  soberano  dd  Cauca^  según  los  docu-» 
mentes  que  acompañan  la  petición.  > 

''Los  solicitantes  no  espresan  en  el  esctífo  cuál  o  cuáles  son  los  artí- 
culos de  la  Constitución  nacional,  que  consideran  violados,  pues  se  limitan* 
a  esponer  esto :  '  Inútil  esdetmemos  en  manifestar  la  incMstitueumalidad 
de  dichas  disposidanesy  qw  el  mismo  tiempo  que  violan  la  Ccnstitucion  wh- ^ 
cionalp  metiéndose  en  la  organización  de  los  Poderes  federales,  hacen  de  peor 
condición  a  los  colombianos  que  vidmos  en  este  Estado.*  La  Corte  considera . 
que  son  los  artículos  83  i  8i  de  la  referida  Constitución  nacional,i  los  que  s^ . 
consideran  infringidos  por  las  disposiciones  del  Estado  soberano  del  Cauca, 
que  han  sido  asusadas,  si  atiende  a  la  relación  que  ellas  tienen  con  aquellos 
artículos ;  i  fundada  en  esta  supoalcion  entra  en  el  examen  del  asunto. 

''El articulo 33 citado  dispone  lo  siguiente;  ' Son ekjlbles  páralos* 
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'pu68tóé  púMieos  del  Gobierno  jeneral  de  los  Estados  Unidos,  los  colom- 
' J)iaiios  mayores  de  ireintfun  años,  o  que  sean  o  hayan  sido  casados ;  con 
•escepcion  de  los  ministros  de  cualquiera  relijíón/ 

''  I  el  8i  de  la  misma  Constitución  nacional  establece  esta  incompa- 
tihilldad:  '  No  podrán  ser  elejldos  Senadores  ni  Representantes,  el  Presí- 
'  dente  de  la  Union,  sus  Secretarios  de  Estado,  el  Procurador  jeneral  i  los 
'  Hajistrados  de  la  Corte  Suprema  federal/ 

**  Las  disposiciones  de!  Cauca  que  son  objeto  del  presente  eximen  se 
copian  en  seguida : 

*  Artietdo  47  ie  la  Constitución  dd  Estado. 

*  El  Presidente  del  Estado  durante  el  perfodo  de  su  elección,  no  pue- 
*  de  ejercer  los  destinos  de  Representante  al  Congreso  federal»  Senador  ple- 
f  nlpoteociário»  ni  ningún  otro  deatino  del  Estado/ 

^  Artículo  K9  de  la  lei  SO  de  i873. 

'No  pueden  ser  elejidos  Senadores  Plenipotenciarios  ni  Representan* 
"^tes,  el  Presidente  del  Estado,  sus  Secretarios,  el  Procurador  jeneral  i  los 
'  Majistrados  del  Tribunal  superior,  durante  el  periodo  para  que  hayan  sido 
'nombrados.  Tampoco  podrán  serlo  el  Presidente  de  la  Union,  sus  Secre- 
'tarios,  los  Hajistrados  de  la  Corte  Suprema  federal  ni  el  Procurador  jene- 
^Val  de  la;Nacion/ 

<  Articido 6.^ de  laleiézde  1877. 

*  Ño  pueden  ser  elejidos  Senadores  plenipotenciarios  ni  Representan* 
'tes  al  Congreso  nacional,  el  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios,  los 
'Hajistrados  de  la  Corte  Suprema  federal,  los  Hajistrados  de  los  Tribuna- 
'  les,  los  Procuradores  jeneral  de  la  Niiclon  i  jeneral  del  Estado,  ni  los  em- 
'  picados  de  Instrucción  pública  qoe  ejerzan  jurisdicción  en  mas  de  un  Mu- 
'nicipio.  Queda  reformado \'en  estos  términos,  el  articulo  2Í39  4e  la  lei  nú- 
'  mero  60.' 

<'En  sustancia,  las  disposiciones  que  se  han  copiado  establecen  esus 
Incompatibilidades  o  prohibiciones : 

'<  1/  Respecto  del  Presidente  del  Estado  del  Cauca,  para  ejercer  otro 
destino  del  Estado ; 

**  3.^  Respecto  del  Presidente  del  Estado,  de  los  Hajistrados  de  los 
Tribunales,  del  Procurador  jeneral  del  Estado  i  de  los  empleados  en  el 
ramo  de  la  Instrucción  pública  que  ejerzan  jurisdicción  en  mas  de  un  Mu- 
nicipio del  Cauca,  para  ser  elejidos  Senadores  Plenipotenciarios  i  Represen* 
tantos  al  Congreso  nacional ;  i 

**  3.^  Respecto  del  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios,  los  Hajis* 
trados  de  la  Corte  Suprema  federal  í  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
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para  É^t  eléjídos  Senadores  plenipotenciarios  i  Representantes  al  Congreso 
ée  la  misma. 

'^£n  cnanto  ala  primera  prohibición»  la  Corte  no  la  jiizga  inconsti» 
tueional ;  ya  porque  en  la  Constitución  nacional  no  se  prescribe  que  un 
mismo  indivídoo  puedadesempeñar  dos  o  mas  destinos  públicos  en  el  Es- 
tado, en  cuyo  solo  caso  seria  contraría  la  disposición  caucana ;  ya  porque  la 
organización  del  Poder  seccional  es  asunto  de  gobierno  de  la  esclusiva  com- 
petencia de  los  Estados,  por  no  haber  sido  delegado  al  Gobierno  jeñeral. 
Raaonesque  consultan  el  mejor  servicio  oücial  i  otras  de  alta  morplidad, 
que  no  es  preciso  determinar  en  este  lugar,  hacen  la  defensa  de  esta  probí* 
bicion. 

'*  No  sucede  lo  mismo  en  Cuanto  a  la  segunda,  pues  ésta  és  evidente-* 
mente  opuesta  a  \ó  que  con  suficiente  claridad  estatuye  el  artículo  53  de  la 
Constitución  nacional.  Según  él  basta  que  un  colombiano  haya  cumplida 
veintiún  años  de  edad,  o  que  sin  tenerlos  sea  o  haya  sido  casado,  para  que 
sea  elejible  para  todos  los  puestos  públicos  del  Gobierno  jeneral  de  los  Es- 
tados Unidos;  a  menos  que  el  colombiano  funcione  como  Ministro  de  una 
relijiOQ  cualquiera,  porque  con  ese  carácter  pierde  o  no  adquiere  el  dere- 
cho de  elljibilidad.  No  se  necesita  otra  cosa  para  ser  elejible  i  desempeñar 
eualquier  destino  nacional,  como  el  de  Senador  o  Representante:  es  sufi«e 
cíente  la  edad  indicada  o  la  circunstancia  de  haber  contraído  matrimonio, 
civil ;  i  de  consiguiente,  será  tan  inconstitucional  cualquiera  disposicioa 
que  aumente  el  número  de  las  condiciones  de  elejibflidad,  v.  gr.  ser  vecino 
o  residente  eo  el  Estado  quelejisla;  como  la  que  por  cualquier,  motivo  trate 
de  privar  a  los  colombianos  mayores  de  veintiún  años  de  edad,  o  que  son  o 
han  sido  casados  aunque  no  tengan  dicha  edad^  del  derecho  de  ser  elejibles 
paia  servir  los  destinos  del  Gobierno  federal;  con  esta  diferencia:  que  la 
inconstitucionalidad  déla  primeramente  supuesta,  consistiría  en  el  aumen- 
ta de  circunstancias  o  condiciones  de  elejibilldad ;  i  la  de  la  segunda,  de- 
pendería de  la  privación  de  ese  derecho  que  la  Constitución  nacional  con- 
iere  a  los  colombianos  que  reúnen  cualquiera  de  los  dos  requisitos  del  ar- 
tículo n. 

<^£1  señor  Procurador  jeneral  en  el  dictamen  que  ha  dado  con  oca- 
Bion  a  lá  solicitud  de  que  se  ocupa  la  Corte,  manifiesta  que  no  juzga  in- 
constitucionales las  disposiciones  acusadas,  porque  ellas  no  agregan  con- 
diciones para  ser  elejibles,  sino  que  establecen  incompatibilidad  en  el  ejer- 
cido simultáneo  de  dos  o  mas  funciones  o  empleos.  Verdad  es  que  ningu- 
na de  las  disposiciones  cancanas  que  se  examinan  aumentan  los  requisitos 
de  elejlbilidad  para  el  desempeño  de  los  destinos  nacionales,  pero  si  la  in- 
constitucionalidad no  se  mira  por  ese  lado,  si  se  la  vé  de  un  modo  claro 
por  otro^  porque  ellas  prohiben  que  algunos  colombianos,  que  no  son  mi- 
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'  nistros  de  eolios  relijíosog,  i  que  son  casados  o  Üeñtm  mas  d^  Teintion 
años  de  edad,  sean  elejídos  para  los  puestos  públicos  del  Gobierno  jeoe* 
ral^  solamente  porque  ejercen  ciertos  destinos  en  el  Estado  del  Canea. 

**  Sí  el  Estado  soberano  del  Cauca  tiene  por  conteniente  prohibir 
que  una  misma  persona  ejerza  a  la  ves  las  /aneiones  áe  Senador  Plenipo- 
teneiario  i  de  Presidente  o  Procurador  jeneral  del  Estado,  por  ejeicipló: 
la  incompatibilidad  la  puede  establecer  de  una  manera  distinta  de  como 
la  ha  declarado  por  las  disposiciones  acusadas.  Asi,  «n  Estado  esti  sa 
su  perfecto  derecho  para  prescribir  que  los  Senadores  f  Represenuntes  al 
Congreso  de  la  Unioni  no  sean  elejibles  para  el  desempeño  de  ciertos  en* 
pieos  de  elevada  categoría  en  el  mismo  Estado :  puede  disponer  que  cmiH 
do  el  Presidente,  los  Majistrados  de  los  tribunales  i  el  Procurador  del  Es- 
tado sean  elejidos  Senadores  i  Representantes  1  acepten  la  elecdon^  deja- 
rán vacantes  los  empleos  que  sirven  en  el  Estado.  Dna  incompatibilidad 
establecida  en  estos  térniinos  o  en  cualesquiera  otros  semejan tesquefat 
sabiduría  del  lejislador  tenga  a  bien  adoptar»  no  pugnarla  con  la  Consti- 
tución federaU 

*'  Como  en  el  Cauca,  el  Presidente  del  Estado,  el  Procurador  jeaé^ 
ral,  los  Majistrados  de  los  tribunales  i  los  empleados  en  la  Instrucción  pü-' 
blica  que  ejercen  jurisdicción  en  mas  de  un  municipio^  por  el  hecho  de 
ejercer  las  funciones  de  tales,  no  dejan  de  ser  colombianos,  ni  de  tener 
veintiún  añoS  cumplidos,  las  disposiciones  acusadas  los  privan  dei  derecho^ 
que  les  otorga  el  articulo  as  de  la  Constitución  nacional.  Sh  la  priva-' 
cien  o  suspendion,  pues,  de  ese  derecivo,  se  hace  consistir  índndaMenenta 
la  inconstituoionalidad  de  las  referidas  disposiciones. 

**  Por  último,  en  cuanto  a  la  tercera  prohibición,  la  Corte  no  ea^^ 
cuentra  que  día  sea  contraria  a  lo  prevenido  en  el  articulo  81;  de  la  Censti*' 
tucion  colombiana,  pues  solo  repite  lo  que  en  él  se  prescribe,  a  saber: 
que  el  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios  de  Estado,^  el  Procurador  ja* 
neral  i  los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal,  no  puedan  ser  Mk^ 
dos  Senadores  Pienipoieneiarios  ni  Representantea.  Les  infracciones  de  hi 
Constitución  consisten  en  contrariar  su  texto,  i  nó  en  reproducir  le  qoe 
ella  estatuye. 

'*  Por  los  fundamentos  que  preceden,  i  oído  d  concepto  del  señor 
Procurador  jeneral  de  la  Union,  la  Corte  administrando  justicia  es  nom- 
bre de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  M,  enejer* 
cicio  de  la  facultad  que  le  oonflere  el  artículo  1^  de  la  Constítoeién  sa-» 
cional> 

rescblvb: 

^'i.^  Suspender^  como  suspende  la  ejecución  del  artículo  47,  de  la 
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Constitución  política  del  Estado  soberano  del  Cauca»  que  prohibe  al  Presi- 
dente del  mismo,  ejercer  los  destinos  de  Representante  al  Congreso  federal 
1  de  Senador  Plenipotenciario,  durante  el  período  de  su  elección  ;  i  no  sui* 
pender  la  parte  del  referido  artículo  que  establece  incompatibilidad  en  el 
ejercicio  simultáneo  del  destino  de  Presidente  i  de  otro  destino  del  Estado. 

**!.<»  Suspender,  como  suspende  la  ejecución  del  artículo  239  de  la 
iei50deiS73,  del  Estado  soberano  del  Cauca,  en  la  parte  que  prescribe 
que  no  ptíeden  ser  elejtdos  Senadores  Plenipotenciarios  ni  Representantes» 
el  Presidente  del  Estado,  sus  Secretarios,  el  Procurador  jeneral  i  los  Majis* 
irados  del  Tribunal  superior,  durante  el  período  para  que  hayan  sido  nom- 
brados ;  I  no  suspender  la  última  parte  de  dicho  artículo  239  que  se  refiere 
a  los  empleados  nacionales. 

**S.^  5ii«pffi¿0r,  como  suspende  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  6.^  de  la  lei  63  de  i9n,  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  en  cuanto  declara  que  no  pueden  ser  elejfdos  Senado^ 
rea  Plenipotenciarios  ni  Representantes  al  Congreso  nacional,  los  Majistra- 
dos  de  los  Tribunales  de  aquel  Estado,  el  Procurador  jeneral  del  mismo  i 
los  empleados  de  Instrucción  pública  que  ejerzan  jurisdicción  en  mas  de 
vn  Municipio ;  por  ser  esa  parte  de  dicho  artículo  6,°  como  las  demás  dís-* 
posiciones  que  se  suspenden,  opuestas  al  artículo  85  de  la  Constitución  ndf 
cional ;  i  no  suspender  la  parte  del  citado  artículo  6.^  de  la  leí  63  de  1877, 
que  se  refiere  al  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarlos,  los  Majistrados  de 
la  Corte  Suprema  federal  i  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  por  no  ser 
contraría  al  artículo  8l  de  la  Constitución  federal. 

'^  Publíquese  esta  resolución  en  éí  Diario  Oficial ;  remítase  copia  de 
ella  al  Gobierno  ejecutivo  del  respectivo  Estado,  i  pásese  el  espediente  con 
otra  copia  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  para  los  fines  constitucionales.'* 
^  Terminadas  la  lectura  del  proyecto  que  queda  Inserto,  i  la  discusión 
sobre  el  asunto,  los  señores  Majistrados  por  unanimidad  de  votos  aproba* 
ron  el  proyecto  referido  en  todas  sus  partes. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  acuerdo  que  se  firma  por  los  señores  Ma« 
jistrados  con  el  Infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Ehigdio  Palau— :.Rafael  Martínez  R.— Manuel  Eze- 
QuiEL  Corrales— JosB  M.  Rojas  Garrido— Joan  Agustín  Urigoeghba— ^ 
El  Secretario,  ñafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme-*  Bogotá,  diez  I  nueve  de  diciembre  de  mil  ocho* 
cientos  setenta  i  slete-^El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 
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Inforhe  de   Lk  Comisión  inspectora^ 

OiUdadaiios  Sejaadores, 

Varios  vecinoé  de  Popayan  solicitaron  de  la  Corte  Suprema  la  auspen* 
sion  de  los  artículos  47  de  la  Constitución,  So9  de  la  leí  50  de  1875  i  a.^  de 
la  lei  63  de  467T,  del  Estado  del  Cauca,  i  aquella  corporación  suspendió  d 
primero  de  dichos  artículos  en  cuanto  prohibe  al  Presidente  del  Estado 
ejercer  los  destinos  de  Hepresenunte  al  Congreso  federal  i  dé  Senador  Pie* 
ni  potenciarlo,  durante  el  período  de  su  elección  ;  i  los  otros  en  la  parte 
que  prescriben  que  no  pueden  ser  elejidos  Senadores  ni  Representantes  el 
Presidente  del  Estado,  sus  Secretarios,  los  Uajistrados  de  los  Tribunales, 
el  Procurador  i  los  empleados  de  Instrucción  pública  que  ejer^n  jurisdic- 
ción en  maS'de  un  Municipio.  i 

Fundóse  la  Corte  para  decretar  la  suspensión  de  los  citados  ártico^ 
los  de  la  Constitución  i  leyes  del  Cauca,  en  que  según  el  artículo  dZ  de  la 
Constitución  nacional,  basta  que  un  colombiano  haya  cumplido  Teintiuo 
años  de  edad,  o  que  sin  tenerlos  sea  o  haya  sido  casado,  para  que  sea  ele* 
Jlble  para.todos  los  puestos  públicos  del  Gobierno  jeneral ;  a  menos  que  el 
colombiano  funcione  como'ministro  de  una  relijion  cualquiera,  porque  coa 
ese  carácter  pierde  o  no  adquiere  el  derecho  de  elejlbilídad.  No  se  necesita 
otra  cosa  para  ser  elejible  i  desempeñar  cualquier  destino  nacional,  oomo 
el  de  Senador  o  Representante:  essuGciente  la  edad  indicada  o  la  circuns- 
tancia de  haber  contraído  matrimonio  civil ;  i  de  consiguiente,  será  tan  in- 
constitucional cualquiera  disposición  que  aumente  el  número  de  Jas  con- 
diciones de  elejibilidad,  como  la  que  por  cualquier  motivo  trate  de  privara 
los  colombianos  mayores  de  veintiún  años,  o  que  son  ban  sido  casados 
aunque  no  tengan  dicha  edad,  del  derecho  de  ser  elejibles  para  servir  los 
destinos  del  Gobierno  federal ;  cqn  esta  diferencia,  que  la  inconstitucional 
lidad  déla  primera  supuesta,  consiste  en  el  aumento  de  circunstancias  o 
condiciones  de  elejibilidad,  i  la  de  la  segunda,  dependería  de  la  privación 
de  ese  derecho  que  la  Constitución  nacional  conGere  a  los  colombianos  que 
reúnen  cualquiera  de  los  dos  requisitos  del  artículo  33. 

Los  razonamientos  de  la  Corte,  que  quedan  trascritos,  tienden  a  de- 
mostrar que  es  inconstitucional  la  prohibición  que  las  lejes  del  Cauca  es- 
tablecen para  que  algunos  empleados  del  Estado  puedan  ser  elejidos  Sena- 
dores i  Representantes ;  pero  no  espresan  los  motivos  que  aquella  corpo- 
ración tuvo  para  suspender  el  artículo  47  de  la  Constitución  cancana,  en  la 
parte  que  dispone  que  el  Presidente  del  Estado,  durante  el  período  de  su 
elección,  no  puede  ejercer  los  destinos  de  Representante  i  de  Senador. 
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Eo  oonceplQ  de  los  infrascritos»  el  referido  artículo  47  no  es  contrario 
a  la  Goostitucion  federal ;  porque  en  ésta  no  existe  disposición  alguna  que 
diga  que  los  funcionarios  públicos  de  los  Estados  deban  o  puedan  ser  em* 
pleados  nacionales.  Los  artículos  33  i  8i  de  la  Constitución  <Je  la  Union, 
que  parece  ser  en  las  que  la  Corte  se  fundó  para  suspender  la  disposición 
de  que  se  trata,  no  tienen  relación  ninguna  con  la  Incompatibilidad  que  la 
Lejislatura  del  Cauca  lia  establecido  entre  el  ejercicio  de  las  funciones  de 
Presidente  del  mismo  i  las  de  Senador  o  Representante ;  no  son,  pues,  apli- 
cables al  caso  en  cuestión. 

La  Corte  ha  dicho  con  mucha  rason,  en  el  acuerdo  a  que  se  re6ere 
este  informe,  que  *Ma  organización  del  poder  seceíooal  es  asunto  de  go- 
bierno de  la  escluslva  competencia  de  los  Estados  por  no  haber  sido  dele- 
gado al  Gobierno  jeneral.''  Los  Estados  en  ejercicio  de  la  soberanía  que  se 
han  reservado,  pueden  pues  establecer  las  prohibiciones  que  crean  conve- 
nientes a  los  empleados  locales,  porque  son  creación  suya,  obra  de  su 
propia  soberanía»  i  porque  respecto  de  incompatibilidades  de  los  empleos 
públicos  nacionales  con  los  de  los  Estados  nada  ha  previsto  la  Constitución 
de  la  Union,  no  pudiendo,  por  este  motivo,  las  leyes  que  aquellos  espidan 

sobre  el  particular  ser  contrarias  a  disposiciones  nacionales  que,  como  se 
ha  dicho,  lio  existen. 

Resp*^ctó  de  la  suspensión  de  I09  artículos  t39  déla  leí  50  de  18731 
6.0  de  la  leí  6  3  de  1877,  que  prohiben  a  varios  empleados  públicos  del 
Cauca  ser  elejidos  Representantes  i  Senadores,  los  infrascritos  tienen  tam. 
bien  la  pena  de  disentir  del  fallo  de  la  Corte  Suprema,  1  de  la  respetable 
opinión  ^de  sus  honorables  compañeros  de  comisión. 

El  articulo  33  de  la  Constitución  nacional  no  establece  derecho  de 
elejibilidad  en  favor  délos  individuos  que  reúnan  las  condiciones  que  dicho 
artículo  determina,  ni  derecho  en  favor  de  los  que,  según  la  lejislacion  de 
los  Estados,  sean  electores  para  elejir  a  los  que  se  hallen  en  el  caso  del  ar- 
ticulo 33  citado;  mejor  9icho,  la  Constitución  nacional  no  reconoce  ni  ga- 
rantiza el  derecho  de  elejir  I  de  ser  elejido.  En  ella  no  hai  frase  alguna 
de  la  cual  pueda  deducirse  el  reconocimiento  del  derecho  que  la  Corte  cree 
conculcado  por  las  leyes  caucanas  que  han  sido  acusadas.  Conforme  al  de- 
rocho  público  federal  tal  garantía  no  existe*  1  si  la  elejibilidad  no  es  un  de. 
recho,  el  articulo  33  de  la  leí  fundamental  de  la  Union,  lo  único  que  en 
realidad  dice  es  que  no  son  elejibles  para  los  puestos  públicos  fedérales  sino 
los  colombianos  que  reúnan  las  condiciones  que  allí  se  determinan ;  mas 
DO  que  el  que  las  tenga  deba  ser  elejido. 

Las  Lejislaturas  de  los  Estados,  como  la  Corte  dice,  no  pueden  añadir 

dL  quitar  condiciones  a  las  que  el  articulo  33  de  la  Constitución  ha  estable* 

cido  para  poder  ser  elejible  para  los  empleos  de  la  Union ;  pero  esto  es 
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iñtl  distfriiode  imponer  prohfblciones  a  los  empleados  def  Estado,  a  lod(- 
vfiduos  qtiel,  ademas  de  los  reqoísitos  diebos,  reúnen  otros  que  derftan  no 
de  la  naturtilezaf  ni  del  propfo  esfaerzo  sino  de  la  let.  Es  tncueStlonaUe  que 
un  colombiano  mayor  de  veintiún  años,  investido  de  autoridad  o  jurladic** 
cion,  no  es  lo  mismo  qae  el  que  reúne  solo  condición  de  ser  o  haber  sMo 
casado.  El  Código  penal  de  la  Union,  las  leyes  todas,  hacen  distinción  en* 
treel  uno  i  el  otro.  No  es  lo  mismo  el  empleado  que  el  ciudadano.  1  tra* 
tándose  de  la  elejibilidad  la  diferencia  es  aún  mas  notable  i  marcada.  Eú 
lucha  electoral  de  un  lado  la  autoridad  1  de  otra  el  mérito,  aquella  lleva 
ventajas  a  éste.  Un  Presidente  de  Estado  puede  recomendar  sa  candida- 
tura por  medio  de  ajentes  remunerados,  popularizarla  ^cón  las  contribuelo« 
nes  públicas  i  hasta  imponerla  empleando  la  fuerza  armada  que  a  su  serví» 
c?o  tenga.  Estas  ventajas  que  hacen  a  unos  colombianos  mas  fácilmente 
elejibles  que  a  otros,  no  son  resultado  de  merecimientos  para  con  la  Pa- 
tria ni  manifestaciones  del  saber  i  de  la  \\rt\id  personales :  son  obra  dd 
Estado,  emanación  de  la  lei  que  crea  la  majistratura.  Luego  el  Estado,  en 
compensación  de  estas  ventajas,  puede  establecer  las  precauciones  que 
crea  convenientes  para  hacer  efectiva  en  favor  de  los  colombianos  que  ne 
se  hallen  en  las  mismas  condiciones  la  posibilidad  de  ser  elejidos.  Si  esta 
no  fuera  asi,  serian  inconstitucionales  las  leyes  de  los  Estados  que  prohi- 
ben  a  sus  empleados  ejecutar  hechos  qu^  en  los  particulares  constituyen 
un  derecho. 

.  Los  Estados  en  uso  de  la  plenitud  de  la  soberanía  que  Se  reservaron 
por  el  articulo  16  de  la  Constitución,  i  de  la  facultad  que  tienen  para  deter- 
minar la  forma  i  el  modo  de  hacer  las  elecciones  de  Senadores  i  Represen^ 
tantes,  pueden  establecer  las  prohibiciones  que  sean  necesarias  para  que  el 
sufrajio  sea  libre.  No  se  concebiría  cómo  siendo  éste  la  base  de  nuestro 
sistema  de  gobierno,  i  cómo  correspondiendo  a  los  Estddos  la  manera  de 
elejír  los  empleados  federales,  no  tuvieran  aquello^  la  facultad  de  disponer 
lo  necesario  para  la  consecución  de  este  fin.  No  se  esplicaria  por  qué  los 
Estados  pueden  prohibir  a  los  particulares  que  concurran  con  armas  a  lo» 
comicios  electorales,  i  por  qué  no  podrían  prohibir  a  los  funcionarlos  pú- 
blicos jestionar  en  sus  propias  candidaturas,  que  tanto  desvirtúa  la  liber- 
tad del  sufrajio  el  cohecho  i  las  influencias  oficiales,  como  dispersar  por  la 
fuerza  a  los  votantes. 

Para  que  acto  alguno  de  las  Asambleas  de  los  Estados  quede  sujeto  a 
suspensión  por  la  Corte  i  anulación  por  el  Senado,  es  indispensable  que 
sea  evidentemente  contrario  a  la  Constitución  o  a  las  ftyes  de  la  Union ;  i 
en  el  caso  presente  no  hai  contrariedad  alguna,  antes  bien  se  abunda  en  el 
pensamiento  del  Lejislador  constituyente.  Abundar  no  es  contrariar.  En 
la  Constitución  m  han  señalado  algunas  de  las  condiciones  de  etejíbilidad, 
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J.la  tel  .4el  Estidp  flia  contrariar  esas»  señala  otras»  )a8  qua  a  )as  peculiares 
condiciones  de  su  Estadp  son  iodispeas^tdes  pan^  moralizs^r  i  depurar  ^1 
mto»  if ueote  4el  poder  público.  A  Jos  £stados  no  les  está  joi  ppdia  estar 
prohiibido  bei>er  en  la  fuente  d^l  dereciio  constitucional  las  inspiraciones 
de  Stt  lejislacioa  interior. 

Teniendo  pues  en  cuenta  las  consideraciones  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  ¥uestra  colisión  tiene  el  honor  de  proponeros : 

resolución: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  inciso  5.^  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los  ar- 
tículos 47  d^  la  Constitución,  3S9  de  la  lei  50  de  1875  i  6.''  de  la  lei  63  de 
4877,  del  Estado  del  Cauca. 

Comuniqúese  i  publiquese. 

Bogotá,  marzo  i.»  de  i878. 

M.   MuRaLO— Climago  Irurte— R.  Gómez. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  1.^  i  3.°  debates  en  los  d¡asi5i 
10  de  marzo  del878.--^£l  Secretario  del  Senado,  Julio  E.  Pérez. 


Voto  del  C.  Sbmador  Jil  Colum je. 

if  Oiudadanos  Senadores. 


j^n  desacuerdo  con  los  otros  miembros  de  vuestra  comisión  de  ins- 
pección de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  acerca  de  algunos  corres- 
pondientes al  del  Cauca,  los  cuales  han  sido  denunciados  como  contrarios 
a  la  Consittucion  federal,  yoi  a  esponeros  separadamente  mi  concepto,  de 
la  manera  mas  breve  que  me  9ea  posible. 
JLos  actos  aludidos  son: 

La  Constitución  política  del  Estado  en  su  artículo  47^  cuja  letra  es 
ésta:  ^^El  Presidente  del  Estado,  durante  el  período  de  su  elección,  no 
|)pede  ejercer  los  destinos  de  Representante  al  Congreso  federal.  Senador 
i*^'  plenipotenciario,  ni  ningún  otro  destino  del  Estado; " 

'^'  i.a lei 50 de  1873  en  su  articulo  31)9,  que  dice  así:  ''?io  pueden  ser 

"*  el^jidos  Senadores  plenipotenciarios,  ni  Representantes,  el  Presidente  del 

^^         .Satado,  aus  Secretarios^  el  Procprador  jeneral  i  los  91ajistrados  del  Tribu- 

^^         4)al  ^ui^ior^y  durante  el  ^período  para  que  hayajn  sido  pom^rados.  Tampoco 

fifi  '        « 
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podrán  serlo^l  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios»  los  Majistrados  de 
la  Corte  Suprema  federal,  ni  el  Procurador  de  la  Nación ;" 

1  la  leí  63  de  1877  en  su^artioulo  6,^  que  dice :  **  No  pueden  ser  eleji- 
dos  Senadores  plenipotenciarios,  ni  Representantes  «I  Congreso  nacional, 
el  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios,  los  Majistrados  de  la  Corte  Su- 
prema federal,  los  Majistrados  de  los  Tribunales,  los  Procuradores  jeneral 
de  la  Nación  i  jeneral  del  Estado,  ni  los  empleados  de  Instrucción  pública 
que  ejerzan  jurisdicción  en  mas  de  un  municipio/' 

De  las  disposiciones  trascritas,  unas  han  sido  suspendidas  por  la  Corte 
Suprema,  otras  nó. 
Lo  han  sido: 

La  que  en  el  articulo  47  prohibe  al  Presidente  del  Estado  ejercer,  du- 
rante el  período  de  su  elección,  el  destino  de  Representante  i  el  de  Senador; 
La  contenida  en  la  primera  parte  del  articulo  i39 ; 
1  el  artículos,^  en  cuanto  declara  que  no  pueden  ser  elejidos,  para 
Senadores  ni  para  Representantes,  los  Msgistrados  de  los  Tribunales,  el 
Procurador  jeneral  del  Estado  i  los  empleados  de  Instrucción  publica  que 
ejerzan  jurisdicción  en  mas  de  un  municipio. 

La  suspensión  se  fimda  en  que  todas  ellas  son  opuestas  al  articulo  3S 
de  la  Constitución  nacional,  articulo  cuyo  tenor  es  como  sigue : 

**  Son  elejibles  para  loé  puestos  públicos  del  Gobierno  jeneral  de  los 
Estados  Unidos,  los  colombianos  varones,  madores  de  veintiún  años  o  que 
sean  o  hayan  sido  casados ;  con  escepcion  de  los  ministros  de  cualquiera 
relljion." 

A  mi  modo  de  ver,  bal  oposición,  efectivamente,  entre  las  disposicio- 
nes suspendidas  i  ésta,  que  en  la  misma  Constitución  de  la  Union  no  se  halla 
restrfnjida  sino  por  esta  otra  :  *' Art.  81.  No  podrán  ser  elejidos  Senadores 
ni  Representantes  el  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios  de  Estado,  el 
*  Procurador  jeneral  i  los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal;*'  pues 
vemos  que,  unidos  el  articulo  33  i  éste,  dicen  precisamente  que  podrán  ser 
elejidos,  para  Senadores  i  para  Representantes,  todos  los  colombianos  varo- 
nes, mayores  de  veintiún  años  o  que  sean  o  hayan  sido  casados,  escepto  los 
ministros  reüjíosos,  i  escepto  también  los  ciudadanos  que  a  la  sazón  estén 
ocupando  los  puestos  de  Presidente  de  la  Repi^blica,  Secretarios  de  Estado, 
Procurador  jeneral  de  la  Nación  i  Majistrados  de  la  Corte  Suprema;  i  sien- 
do asi,  resulta  que  las  disposiciones  acusadas  ensanchan  la  escepcion,  es- 
tendiéndola al  Presidente  del  Estado,  a  sus  Secretarios,  al  Procurador  del 
Estado,  a  los  Majistrados  del  Tribunal  Superior,  a  los  Majistrados  de  otros 
Tribunales  i  a  los  empleados  de  Instrucción  pública  que  ejerzan  jurisdicción 
en  nías  de  un  municipio ;  o,  lo  que  es  lo  mismo,  resulta  que  las  disposicio- 
nes caucanas  inhabilitan,  para  ser  Senadores  o  Representantes,  a  personas 
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liabiliudas  para  ello  por  las  citadas  disposidones  conaUlucioiíaleftde  la  Na- 
cíoD.  1  ahora  bieo:  si  esto  no  signifioa  que  aquellas  contrarían  a  éstas,  no 
sabemos  qué  pueda  significar. 

Jusgamos,  pues,  que  la  suspensión  acordada  por  la  Corte  debe  con- 
vertirse en  anulación  decretada  por  el  Senado. 

Pero  creo  que  eso  no  es  bastante.  £n  mi  opinión,  la  anulación  debe 
comprender  igualmente  la  segunda  parte  del  artículo  ^9  de  la  lei  60,  asi 
como  todo  loque  ha  dejado  de  suspenderse,  del  articulo  6.°  de  la  lei  65.; 
porque»  si  bien  en  la  una  i  en  lo  otro  no  se  hace  sino  repetir  la  misma  pro- 
hibición estatuida  en  el  articulo  SI  de  la  Constitución  federal,  ese  hechOi 
ejecutado  por  el  Estado,  envuelve  arrogación  de  una  facultad  privativa  del 
Crobierno  de.  la  Union,  cual  es  la  de  proveer  a  su  org^nixacion  propia,  de- 
terminando qué  funcionarios  suyos  están  impedidos  o  no  para  ejercer  cua- 
lesquiera funciones  de  las  que  requiere  el  servicio  del  mismo  Gdbierno. 
Admítase  que  a  los  Gobiernos  de  los  Estados  les  es  lícito  establecer  prohi- 
biciones como  la  de  la  segunda  parte  del  articulo  i39  de  la  leí  caucana  nú- 
■iero60dei875,  i  será  forzoso  admitir  que  les  es  licito  establecer  igual- 
mente todo  lo  contrario ;  i  asi  como  hoi  el  del  Cauca  dispone  (aunque  no  sea 
sino  repitiendo  lo  que  la  Constitución  nacional  dice)  que*  no  puedan  ser  ele- 
jidos  Senadores  ni  Hepresentantes  el  Presidente  de  la  Union,  los  Secreta- 
rios de  Estado,  los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  ni  el  Procurador  jene- 
ral,  podrá  mañana  ese  mismo  Gobierno,  o  cualquiera  otro  de  los  Gobiernos 
de  Estado,  disponer  que  si  puedan  estos  altos  funcionarios  ser  elejldos  para 
tales  puestos. 

Es  en  la  materia  toda  la  verdad  constitucional,  debo  decir  en  resú* 
men,  que  ni  los  Gobiernos  de  los  Estados  pueden  establecer  restricciones 
que  afecten  la  organización  o  la  marcha  del  Gobierno  de  la  Union,  fuera  de 
aqaellas  que  la  misma  Constitución  nacional  permita,  ni  al  contrarío.  Para 
lo  uno  o  lo  otro,  seria  preciso  reformar  ese  Código ;  i  en  tanto  que  no  se 
reforme,  asi  puede  verse  al  Gobernador  de  un  Estado  pasar  de  su  bufete, 
dentro  del  periodo  de  su  elección,  a  ocupar  una  curul  en  la  Cámara  del 
Senado  o  en  la  de  Representantes,  como  puede  verse  al  Presidente  de  la 
República,' dentro  del  período  de  su  elección  también,  pasar  de  su  sillón  a 
sentarse  en  los  modestos  bancos  de  una  Lejislatura  local.  En  vano  seria  que 
por  Constitución  o  lei  local,  o  por  lei  nacional,  se  les  prohibiese,  teniendo 
ellos  voluntad  de  aceptar  el  mandato ;  pues  ahí  vendría  la  prerogativa  de  la 
inmunidad  a  garantir  su  completa  libertad  de  acción.  Medios  indirectos  tan 
solo,  que  son  los  que  en  el  asunto  caben  en  las  facultades  respectivas  de  las 
dos  entidades,  podrían  acaso  ses  los  eficientes  en  el  sentido  apetecido.  ¿Por 
qué  no  ha  apelado  a  ellos  el  Cauca  T  Tales  medios  pueden  ser  desde  la  sim- 
ple conminación  de  pérdida  del  empleo  ejercido  a  la  sazón  de  las  eleedones. 
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-haslt  la  iBÍialHl>ítaGl(Mi  abadoiu  paia  d  ejercicio  del  niMM»  i  de  todo  oM  da 
4mcicler  oficieL 

Yo  prescindo  de  todas  las  consideracioaes  de  oon^veAiettcia  púUkSi 
•de  filosofia  i  de  mond  política  que  nuestros  booorables  compañeros  de  co- 
misión aducen  en  sostenimiento  de  las  disposiciones  acusadas;  porque,  muí 
buenas»  sin  duda,  para  conducir  a  una  reforma  constitucional  en  el  punto 
innegablemente  yolperable  qoe  el  Le jislador  cancano  se  propuso  euMc, 
carecen  de  aplicacloni  en  verdad,  tratándose  tan  solo,  como  ahora,  de  «os 
atmpleconfrontacion  de  una  Constitución  con  otra,  o  de  aquella  con  uds 
lei,  para  ver  si  son  o  nd  contrarias  las  segundas  a  la  primera. 

Pongo,  por  tanto,  término  a  este  escrito,  ciudadanos  Senadores^  i  es 
peeaento  este  proyecto  de  resolución : 

^^  Anuíanse  las  siguientes  disposiciones  lejislativas  del  Estado  dd 
Gaiica ;  a  sab^r : 

^*\J^  Las  que  en  el  articulo  i7  de  la  Goristitucíop  poliücn  del  Estado 
probíbe  al  Presidente  de  él  ejercer,  durante  el  periodo  de  su  elecdoa,  d 
destino  de  Representante  al  Congreso  federal  i  el  de  Senador  plenipolaa- 
«lario; 

^<  i.^  El  articulo  tSO  de  la  lei  50  de  i875;  I 

'^  a.^  El  articulo  6.^  de  la  lei  63  de  4877/' 


Bogotá,  i.^  de  marzo  de  4^8. 


JiL   COLUNJE. 


Voto  del  G.  Senador  Beahudbi. 

Ciudadanos  Senadores. 

Eslof  de  acuerdo  con  la  Corte  Suprema  federal  m  el  asunto  de  que  se 
taata^n  los  informes  que  preceden ;  i  en  tal  virtud  os  propongo  el  siguiente 
psoyeoto  de 

EBSOLUGIOK: 

'El  Senado  dsPlenipotencíarios  en  ejercicio  de  Ja^aiitbucion  6.*  que 
.teoonAere«]  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  t 

ti.""  Nula  la  parte  del  articulo  47  de  la  Constituctoo  d^l  Eslado  soharpir 
«M>  dd  Cauca,  que  prohibe  al  Presidente  del  mismo  ejercer  ^los  destinos  de 
Representante  al  Congreso  federal  i  de  Senador  pkntpotencisrio^  dursol^al 
iperiododesufelecdon ;  i  válida  la  parte  del  referido  «artieulo  ./que  «esUbleoe 
.inooaspatibflidad  ao  el  ejersaício  siramltáneo  del  desuno  dis  Pxesidentsids 
^Mtroídestino  del  Estado. 
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%.^  Nttbi  la  parte  del  artieulo  139  de  la  lei  50  de  i8l3»  del  Ealado  so- 
berano del  Cauea»  que  prescribe  qne  no  pueden  ser  elejídos  Senadores  Ple- 
nipotenciarios ni  Representantes,  el  Presidente  del  Estado,  sus  Secretarioe, ' 
el  Procurador  jeneral  i  los  Majistrados  del  Tribunal  Superior,  durante  el 
periodo  para  que  hayan  sido  nombrados;  i  válida  la  última  parte  de  dicho 
articulo  139  que  se  refiere  a  los  empleados  nacionales. 

3.°  Nula  la  parte  del  artículo  6.°  de  la  lei  03  de  1877,  espedida  por  la 
Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca,  en  que  se  declara  que  no  pueden 
ser  elejidos  Senadores  plenipotenciarios  ni  Representantes  al  Congreso  na* 
dooal,  los  Majistrados  de  los  Tribunales  de  aquel  Estado,  el  Procurador  je- 
neral del  imsme  líos  empleados  de  Instroecion  pública  que  ejeraan  joris-* 
dicción  en  mas  de  un  municipio,  por  ser  esa  parte  de  dicho  articulo  6,^ 
como  las  demás  disposfcíones  que  se  anulan,  contrarias  al  articulo  S9  de  la 
Constitución  nacional;  i  válida  la  parte  del  citado  articulo  6,^  quesereBere 
al  Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios,  los  Majistrados  de  la  Corte  S«»* 
prema  federal  i  el  Procttrador  jeneral  de  la  Nación^  por  no  aet  contraria  af 
artículo  84  de  la  Constituelon  federal. 

Comuniqúese  i  publiquese,  junio  con  el  acuerdo  de  h  Corte  Suprema 
federal  a  que  se  refiere  esta  resolución. 

Bogotá,  1.°  de  marzo  de  f  878. 

AMnaBs  BsEHVDBa. 


xm 


Seiiüdl*  hall»  |aal»  Im  rMOiucton  de  \m  C^rfe  Mbre  ln  mM^ 
clSod  de  easpeneioii.del  arSienio  e»^  de  la  lei  de  •d  de  »•• 
^'leHibre  de  t^YS  del  £eSado  del  Tollaaa,  |Kir  eeter  devetsa» 
da  la  leí  de  que  Itaela  parte  la  diepoeielou  dennneiada* 


Vista  du.  Paogurador  íenehal* 

Sefiores  Majistrados. 

.  Antonio  Landinee  solicita  k  suspensión  del  airticolo  e.^  de  la  lei  de 
U  de  dovienibré  de  f 878  espedida  por  la  Asamblea  léftsIatWa  del  £stad^ 
del  fbüina,  qtie  adiciona  i  reforma  el  Código  ciyll. 

Gomo  aegun  la  nota  número  49,  de  la  Secretaría  áe  GoMerae  del 
náame  BsMdé,  dlcbo  atticolo  está  derogado  por  la  M  n,  refiarmalorla  del 
Código  civili  espedida  por  la  Goavendoa  eoastttvjisDte  d«  aquél  laiadoi  I 
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como  lo  derogado  oo  eslá  sujeto  a  suspensión,  el  infrascrito  es  decóoeepco 
que  declaréis  que  no  se  puede  acceder  a  la  solicitud  de  que  se  trata. 

Bogotá,  agosto  32  de  i  87  T . 

Ramón  Goxsz. 


ACDERDO  DE  LA  CORTE  SCPREMA- 

El  infrascrito  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal  certifica  que  en 
el  libro  de  Acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pinina  AU  a  la  426,  hai  nno 
que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veintinueve  de  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo  con  aslsteocii 
del  señor  Majistrado  Presidente  doctor  Emlgdio  Paláu,  I  demás  señoreí 
MajistradoSt  doctores  Rafael  Martines  R..  Manuel  Eiequíel  Corrales,  Joié 
H.  Rojas  Garrido  I  Juan  Agustín  Uricoecbea,  con  el  objeto  de  tomar  ea 
consideración  una  solicitud  de  Antonio  Landlnez  en  que  pide  se  suspendí 
el  artículo  6.^  de  la  lei  de  i4  de  noviembre  de  4873,  espedida  por  la  ASim- 
blea  lejislativa  del  Estado  soberano  del  Tolima,  que  adiciona  i  reformí  el 
Código  civil. 

El  señor  Majistrado,  doctor  Uricoechea,  a  quien  tocó  en  repartimíeo* 
to  este  asanto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución»  que  fué  apro- 
bado por  el  voto  unánime  de  los  señores  Majistrados. 

''Vistos:  Antonio  Landínez  solicita  de  este  Supremo  Tribunal  li 
suspensión  del  articulo  6.^  de  la  lei  de  S4  de  noviembre  de  1873»  espedida 
por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  del  Tolima,  que  adiciona  i 
reforma  el  Código  civil  de  aquel  Estado. 

^  Sustanciada  tal  petición  i  obtenidos  los  comprobantes  del  caso,  re- 
sulta que  la  lei  de  cuya  suspensión  se  trata  ya  no  es  leí  del  Tolíma,  paes 
fué  derogada  por  la  is  del  mismo  Estado»  sancionada  el  día  38  de  febrero 
lUtimo,  cuyo  artictilo  i.»  dice : 

*  ei  Código  civil  de  Cundinamarca,  tal  como  se  halla  en  la  edición 
oficial  de  i859,  continuará  vijente  en  el  Tolima,  dntcamente  con  las  refor- 
mas que  se  le  introducen  por  la  presente  lei/ 

Si,  pues,  no  bal  en  el  Tolima  otro  Código  civil  que  el  de  Cundina- 
marca, ni  otras  reformas  a  61  que  las  que  contiene  la  leí  de  S8  de  febrero, 
no  es  ya  leí  del  Tolima,  la  acusada  por  Antonio  Landinei,  i  en  conaecaen- 
cía  no  está  stgeta  a  suspensión  ;  asi  se  resuelve.  Comuniqúese. 

Con  lo  cusiese  oonclqy4S  el  acuerdo  que  se  firma  para  constancíSi 
de  que  oertificQ  ^o  elJnfrascrito  Secretarlo* 
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El  Presidente,  Ekigdio  Piliu^Rafakl  Ma&tinbe  R«— IMUnubl  Esb« 
QUiHL  Cmulalcs— JosB  M.  RojAs  Gareido-^Juau  Aovmir  UucesGHisA.-— El 
Secretario,  Rafad  E.  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  ocho  de  setiembre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  siete— El  SecretarlOi  Rafael  E.  Sa$Uander. 


Informe  de  la  CoHisioif  Inspectora. 

6e£Lored  Senadores. 

La  Corte  Suprema  federal  a  la  cu^I  se  pidió  la  suspensión  del  articulo 
6.^  de  la  lei  de  S4  de  noviembre  de  i873  del  Estado  del  Tolima»  resolvió  en 
se  de  agosto  de  i  877  que  estando  derogada  la  iei  'de  que  hacia  parte  la  dis- 
posición denunciada,  no  había  sobre  qué  ejercer  la  facultad  reclamada. 
I  examinado  el  espediente  por  vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  le- 
jislativos  de  los  Estados,  i  hallado  justa  la  resolución  de  la  Corte,  os  propo* 
ne  simplemente  lo  que  sigue : 

**  Devuélvase  el  espediente  para  que  se  archive.*' 

Bogotá,  6  de  febrero  de  4878. 
M.  MuRiLLO— R.  Gómez— Andrés  Bermudez—Clihago    Iriartb— Jil 

GOLUNJB. 

Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  segundo  debates  el  día  6  de 

febrero  de  i  878. 

El  Secretario  del  Senado, 

Julio  E.  Pértz. 


XIV.. 

ir AIiIDEZ  de  I»  let  ••  de  %%tt  del  IMado  de  Candi namiireii, 
por  I»  eaai  «e  manda  reintegrar  el  edlfleio  de  San  Barto- 
lomé, de  eata  cladad  eon  el  loeal  que  en  ella  misma  air- 
óle de  Seminarlo  Coneliiar. 


VisTi  DEL  Procurador  lEiiERáL. 

Señores  Majistrados. 

El  Reverendo  Arzobispo  de  Bogotá,  doctor  Vicente  Arbeláez,  ba  pre* 

sentado  a  esa  Suprema  Corte  un  memorial  en  que  se  solicita  que,  en  cum- 

34 
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plímieoto  de  los  artículos  44  i  7i  de  la  Gonstítocion,  suspendáis  la  lei  tf 
delSTT  (deS7  de  noviembre),  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de 
Gundinamarca»  la  cual  lei,  publicada  en  el  Rgjittro  id  ^stado^  núinera 
731^  contiene  un  solo  arlculo,  redactado  asi : 

*' Articulo  único.  Reintégrase  el  edificio  de  San  Bartolomé  con  el 
local  que  ha  servido  de  Seminario  conciliar.  En  consecuencia,  el  Poder 
Ejecutivo  diciará  todas  las  disposiciones  i  hará  todo  Lo  que  sea  necesario 
para  el  pronto  i  fíel  cumplimiepio  de  lo  dispuesto  en  esta  lei." 

El  pet'cionarii»  califica  la  disposición  trascrita  de  violatoría  del  derecho 
de  propiedad  que  reconoce  i  garantiza  el  inciso  5.^  del  ariksulo  i6  de  la 
Gon^titucipn,  i  en  su  larga  i  razonada  esposicion  traza  a  grandeis  rasgos  la 
bisaría  del  Colejío  Seminario  de  San  Bartolomé,  desde  su  fundación,  eo 
iS  dp  octubre  de  1605,  por  el  Reverendo  ^eñor  Bartolomé  Lobo  Guerrero» 
basta  qpe  por  el  artículo  3.^  de  la  lei  5/  de  i865,  de  iSide  marzo,  el  cuerpo 
soberano  de  la  Piacion  le  atribuyó  al  Gobierno  del  Estado  de  Gund ¡ñamares 
la  administracim  del  Colejio  de  San  Bartolomé  de  Bogotá,  eo  situación  ^de 
bailarse  separados  los  edificios  denominados  Colejio  de'*  San  Bartolomé" 
t  ^''Seminario  Conciliar/'  desde  que  se  dictó  el  deqreto  ejecutivo  de  99  de 
julio  de  I85S,  que  se  rejístra  en  la  G<iceta  Oficial  de  3  de  agosto,  número 
i, 577,  en  ejecución  de  la  leí  de  15  junio  del  mismo  año,  cuyo  decreto,  en 
su  artículo  i 9,  dice  lo  siguiente : 

*'Art.  i3.  El  edificio,  los  bienes  fias  rentas  del  antiguo  Seminario 
de  la  Arquidiócesis  serán  devueltos  el  día  i.^  de  setiembre  venidero  al  ecle- 
siástico que  en  calidad  de  Arzobispo  dirijia  i  reglamentaba  su  administra- 
ción antes  de  sancionado  el  decreto  lejíslativo  de  20  de  marzo  de  i85S  que 
los  incorporó  al  Colejio  de  San  Bartolomé  ',  i  en  su  defecto,  al  qué  baga  sus 
veces ;  i  quedarán  sometidos  a  la  condición  en  que  se  encontraban  antes  de 
espedido  dicho 'decreto,  i  por  consecuencia  de  las  disposiciones  contenidas 
en  la  leí  9/  parte  2/  tratado  3.^  de  la  Recopilación  Granadina.  Pero  sí  la 
aplicación  de  alguno  de  esos  bienes  i  rentas  hubiese  sido  reglamentada  por 
fundación  especial,  se  estará  preferentemente  a  lo  que  en  ella  se  establezca» 
respecto  de  los  bienes  i  rentas  que  se  encuentren  en  tal  caso,  de  conformi- 
dad con  lo  que  estatuye  el  inciso  %^  artículo  4.o  de  la  I&i  de  i5  de  junio 

citada/' 

Si  la  fundón  de  esa  Suprema  Corte,  en  el  caso,  fuera  la  de  dictar  rer 
solución  acerca  de  los  derechos  que  en  los  citados  edificios  tenga  el  Go- 
bierno de  la  Nación  I  la  autoridad  eclesiástica,  el  suscrito,  debiendo  con- 
traer a  ese  asunto  su  esposicion,  se  abstendría  de  formarla  sin  traer  a  la 
vista  las  reales  cédulas  de  2i  de  diciembre  de  1753  i  SO  de  noviembre  de 
1801,  las  resoluciones  de  la  Junta  euperior  de  aplicaciones  i  las  relaciones 
de  mando  de  los  Vireyes  de  Santafé,  a  que  se  bace  alwsioD  eo  el  memorial 
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del  Re¥^reaAo  seAor  Anobis^;  pero  como  al  presente  no  se  trata  de|»ro- 
imnciar  sobre  la  propiedad  éo  aquellas  finícaa»  i  para  formar  juicio  aicetca 
de  la  leí  de  Cufadiútrnarca  reclamada,  en  sos  relaciones  con  el  inciéo5.^ 
del  artículo  15  de  h  Constitución,  no  es  necesario  el  estudio  de  los  docu- 
mentos mencionados,  traídos  a  este  debate»  como  títulos  en  favor  del  Me* 
tropolitano  de  esta  Arquidiócesis  respecto  del  Seminario»  no  debe  estra- 
garse que  prescinda  de  ellos  i  proceda  directamente  a  esponer  su  concepto 
en  apoyo  de  la  solicitud  que  se  os  ha*  heciio»  situando  la  cuestión  en  el  te- 
rreno en  que  debe  ser  resuelta. 

Es  indiferente,  para  discurrir  en  la  materia  de  se  que  trata,  que  el  edf* 
flcío  del  Colejio  de  San  Bartolomé  i  el  del  Seminari^o  Conciliar  fiajan  per« 
tenecMoi  pertenezcan  a  la  Nación,  o  que  el  último  de  ellos  corresponda  a 
la  autoridad  eclesiástica,  atendidos  todos  los  actos  del  Congreso  nacional, 
referentes  a  dichos  edificios,  desde  la  lei  9,*  parte  3/  tratado 3.^  déla  Re- 
eopiiacioii  Granadina,  hasta  el  Código  fiscal  de  la  Union,  siendo  eiridente, 
como  es,  que  son  dos  los  edificios,  distintos  i  separados,  i  que  ni  el  uno,  ni 
el  otro,  ha  pertenecido  por  ningún  titulo  al  Estado  de  Cundlnamarca,  cuyo 
Gobierno  no  tiene  mas  derechos  que  los  conferidos  en  el  art'culo  -2.^  de  la 
lei  5/  de  1865,  únicamente  respecto  del  Colejio  de  San  Bartolomé. 

Ahora  bien :  ¿  qué  derechos  adquirió  el  Gobierno  de  Gundinamarca 
por  la  lei  últimamente  citada  ?  El  articulo  3.o  contesta:  los  de  *Ma  admi- 
nistración del  Colejio  de  San  Bartolomé  de  Bogotá;  **  es  decir,  la  dirección, 
gobierno  i  cuidado  del  establecimiento,  con  las  obligaciones  I  derechos  del 
mandatario,  porque  la  administración  es  en  realidad  un  mandato. por  cu« 
yas  reglas  se  rije  aquella.  1  como  en  la  dirección,  gobierno  i  cuidado  del 
Colejio  no  se  comprende  la  facultad  de  incorporar  a  él  otro  u  otros  edifi?- 
cios,  la  lei  que  tal  cosa  dispone,  respecto  del  [Seminario  Conciliar,  atiaca  la 
propiedad  de  quien  sea  su. dueño,  ya  Se  considere  tal  al  Gobierno  de  la  Na- 
ción, o  ya  a'cualquíera  otra  entidad  o  persona  determinada. 

Aun  concediendo  que  la  citada  lei  5/  de  i865  dispusiera  otra  cosa,, 
aun  en  la  suposición  de  que  ella  hubiera  trasmitido  al  Gobierno  de  Cundl- 
namarca el  dominio  del  edificio  conocido  con  el  nombre  de  ^'  Colejio  de 
San  Bartolomé,^' ¿  qué  principio  de  lejislacion,  qué  lei,  regla  de  derecho  o 
documento  puede  exhibirse  para  sostener  que  la  adquisición  del  Col^io 
implica  necesariamente  la  del  Seminario,  i  que  quien  es  dueño  de  aquél 
debe  serlo  precisamente  de  éste,  aunque  para  nada  se  mencionara  en  ^1 
acto  por  el  cual  se  aerificó  la  trasmicion  del  Colejio  ? 

Separados,  como  están,  los  dos  edificios  mencionados  no  solo  mat^ 
fjalmeiite,  sino  por  reconocimiento  espUcito  d^  tas  layes  nacíeoalea  que  ae 
ban  ocupado  de  eHos,  teputándoloa  aiempre  disliBloa,  el  &sJbiertio  de 
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CundíDamarca,  ni  como  admíDistrador  del  Colejio  (que  e«  el  derecho  qae 
le  dá  la  citada  leí  5/),  ni  como  dueño,  ba  tenido  faculud  para  iooorponr 
al  Colejío,  por  medio  de  una  lei  de  reintegro,  el  edfOcio  del  Seminario. 
Beintegrarf  según  el  diccionario  de  la  lengua,  **  es  restituir  o  satisfacer  ía- 
tegramente  alguna  coas,  recobrarse  enteramente  de  lo  que  se  babia  per» 
dido."  La  leí  objetada»  número  S9,  decreta,  pues,  la  restitución  o  el  reco- 
bro del  edificio  del  Seminario,  considerándolo  parte  integrante  del  Colejio 
de  San  Bartolomé  i  que  se  babia  perdido ;  i  para  ello  no  ha  tenido  facul- 
tad el  lejislador  cundinamarques,  ya  porque  el  Gobierno  nacional  no  en- 
tregó  al  de  Gundínamarca  sino  el  edificio  del  Colejio,  ya  porque  sobre  éste 
no  adquirió  el  último  de  los  gobiernos  apuntados  sino  el  derecho  de  admi- 
nistrarlo, tal  como  se  encontraba  a  la  fecha  de  la  espedícion  de  la  suprid- 
tada  leí  5/  i  ya  en  fin,  porque  los  derechos  adquiridos  sobre  el  Colejio  no 
pueden  hacerse  valer,  por  ampliación,  respecto  del  edificio  vecino.  Por 
otra  parte,  una  cuestión  de  propiedad  o  posesión,  como  la  que  nataral* 
mente  se  desprende  de  las  alegaciones  del  Reverendo  Arsobispo  de  Bogotá, 
no  se  resuelve  por  medio  de  una  lei  de  restitución  de  lo  que  no  ha  sido  ja- 
mas del  Gobierno  de  Gundínamarca.  ¿A  qué  quedaría  reducido  el  derecho 
de  propiedad  si  fuera  permitido  decretar,  por  medio  de  lejes,  restitucio- 
nes o  recobros,  sin  oír  i  convencer  en  juicio  a  los  poseedores  de  las  fincas 
restituidas  o  recobradas?  Para  qué,  entonces,  el  Poder  Judicial  ? 

« 

El  suscrito  ha  hecho  abstracción,  como  lo  tiene  manifestado,  de  exa« 
minar  los  títulos  en  virtud  de  los  cuales  el  Gobierno  de  la  Nación  ha  ocu- 
pado los  edificios  conocidos  con  los  nombres  de  Colejio  de  San  Bartolomé 
i  Seminario  Conciliar  unas* veces,  i  otras  solamente  el  primero,  dejando  el 
segundo  al  Metropolitano  de  esta  Arquidiócesís,  porque  para  la  calificación 
de  la  leí  reclamada  le  basta  apuntar,  como  lo  ha  hecho :  i.°  Que  a  la  fecha 
de  la  espedícion  de  la  lei  5.*  de  i865,  aquellos  dos  edificios  estaban  sepa- 
rados material  f  legalmente,  i  a  cargo  de  distintas  entidades ;  2.°  Que  el 
Colejio  de  San  Bartolomé,  que  era  el  gobernado  por  la  Nación,  fué  el  que 
se  dio  en  administración  al  Gobierno  de  Gundínamarca  ;  3.^  Que  este  Go- 
bierno no  adquirió  otro  derecho,  por  virtud  de  la  citada  lei  5/  que  los  de 
la  administración  del  Colejio,  como  lo  dice  el  articulo  t.»  de  dicha  lei ;  4.° 
Que  esos  derechos,  ni  los  de  propiedad  en  el  Colejio,  autorizan  al  Gobierno 
de  Cundinamarca  para  disponer  cosa  alguna  respecto  del  Seminario;  5.« 
Que  sí  el  Gobierno  de  Cundinamarca  considera  tener  algunos  derechos  so- 
bre el  edificio  del  Seminario,  por  razón  de  la  supracitada  lei  5,^  o  por  cual- 
quier otro  motivo,  debe  hacerlos  valer  afite  el  Poder  Judicial,  que  es  el 
llamado  por  nuestras  leyes  a  decidir  las  controversias  sobre  posesión  i  pro- 
piedad de  toda  clase  de  bienes ;  i  0.^  Que  la  leí  S9  de  4877,  del  Estado  de 
Cundinamarca,  al  decidir,  como  decide,  sobre  un  punto  de  propiedad,  de- 
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creUndo  la  restitución  o  el  recobro  del  Seminario  GoncUiar,  es  violatoria 
del  inciso  5.^  articulo  15  de  la  Constitución. 

A  mérito  de  las  consideraciones  apuntadas,  el  suscrito  coadyuva  la 
petición  aludida  i  os  pide  que  decretéis  la  suspensi'on  de  la  referida  lei  99 
de  i877  (de  27  de  noviembre)  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del 
Estado  de  Cundinamarca. 

Bogotá,  enero  %Z  de  i878. 

MáMCEL  M.  RáHlREZ. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

Cn  Begotá,  a  doce  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo  con  asistencia 
de  todos  los  señores  Majistrados  i  del  infrascrito  Secretario»  con  el  objeto 
de  tomar  en  consideración  la  solicitud  del  señor  Arzot)ispo  de  Bogotá,  Vi- 
cente Arbeláez,  sobre  que  se  suspenda  la  lei  29  del  Estado  soberano  de 
Cundinamarca,  fecha  v&intisiete  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta 
i  siete,  que  reintegra  el  edificio  de  San  Bartolomé  restituyéndole  el  que  ha 
servido  de  Seminario  Conciliar.  El  señor  Majistrado  doctor  Paláu,  a  quien 
tocó  en  repartimiento  este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  re- 
solución : 

**  Vistos :  La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundina- 
marca,  espidió  la  lei  99,  de  27  de- noviembre  de  1877,  reducida  a  un  solo 
articulo,  que  a  la  letra  dice  así : 

'Reintégrase  el  edificio  de  San  Bartolomé  con  el  local  que  ha  servi** 
do  de  Seminarlo  Conciliar.  En  consecuencia,  el  Poder  Ejecutivo  diciará 
todas  las  disposiciones  i  hará  todo  lo  que  sea  necesario  para  el  pronto  i  fiel 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  esta  lei.' 

**  El  señor  Arzobispo  de  Bogotá,  por  medio  del  estenso  i  razonado 
memorial  que  ha  dirijido  a  este  Supremo  Tribunal  en  16  del  prótimo  pasa- 
do mes,  pide  la  suspensión  de  la  enunciada  lei,  estimándola  violatoria  del 
inciso  5.^  del  artículo  i  5  de  la  Constitución  nacional ;  i  para  apoyar  su  pe- 
tición hace  la  historia  del  Colejio  Seminario  desde  su  fundación  en  1605, 
dtando  las  cédulas  reales  de  1753 1 ISOI,  i  las  leyes  de  la  República,  que 
hablan  acerca  de  él,  desdóla  9/  Parte  2/  Tratado  3.^  de  la  Recopilación 
Granadina,  hasta  la  5.^  de  1865,  que  fué  la  última  que  trató  de  dicho 
asunto. 

''El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union  coadyuva  la  suspensión 
solicitada ;  i  la  Corte  entra  a  considerar  si  la  debe  decretar  o  no. 

''Para  ello  juzga  de  necesidad,  qoehaf  que  poner  la  lei  de  que  se 
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trata  en  rehcíoA  con  otra  lei  espedida  por  la  misma  Asamblea,  casi  san 
tiempo  que  la  acusada»  para  poder  estimar  ésta  debidamente  en  sa  órbHa 
de  acción  constitucional.  Con  la  lei  3S,  de  S8  del  mismo  mes  de  noviem- 
kre,  reformatoria  del  Código  civil  del  Estado»  que  copiada  textualmente» 
es  como  sigue : 

^Artículo  único.  Las  entidades  relijiosas  son  incapaces: 

'  i  .^  De  suceder,  por  causa  de  muerte,  i  de.  recibir  donaciones  entre 
vivos  a  título  universal ; 

'  8.^  De  poseer  otros  bienes  inmuebles  qiie  templos,  capillas,  casas  de 
reunión  episcopales  i  casas  de  párrocos ; 

*3.^  De  poseer  otros  bienes  muebles  que  ornamentos,  alhajas  i  de- 
mas  objetos  destinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto,  asi  como 
también  el  dinero  procedente  de  los  suministros  voluntarios  a  que  se  re- 
fiere  el  parágrafo  del  artículo  9S  de  la  Constitución  naclonaL 

*  Parágrafo.  Tampoco  podrán  poseer  bienes  Inmuebles  ni  muebles  de 
los  que  tenían  las  entidades  xelíjiosas  estinguidas  por  el  articulo  6.°  delt 
leí  nacional  de  95  de  abril  de  i  863.' 

'^Gomo  la  Corte  no  puede  entrar  por  ahora  en  el  examen  i  califica- 
4(ion  de  esta  última  lei»  porque  no  se  trata  actualmente  de  saber  si  debí 
suspenderse  o  no,  tiene  que  respetarla  i  partir  de  ella  para  apreciar  laS9t 
sujeta  a  su  censura.  1  si  dicha  lei  no  permite  a  las  entidades  relijiosas,  ta* 
les  como  el  Arzobispo,  la  Arquidiócesis  etc.  poseer  mas  bienes  inmuebles 
que  templos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopales  i  casas  de  párrocos,  es 
claro  i  evidente  que  en  el  Estado  de  Cundlnamarca^  no  pueden  esas  mil* 
mas  entidades  poseer  locales  i  edíGcios  de  Colejios,  porque  estos  bienes  ne 
están  incluidos  entre  los  que  le's  consiente  tener  la  h  lei  33  citads.  De  lo 
cual  86  sigue,  que  no  siéndoles  lícito  poseer  colejios,  el  local  del  Seminario 
queda  sin  poseedor  lejitimo.  1  quedándolo,  puede  la  Id  i9,  que  se  ett« 
mina  dar  destino  a  tal  local  o  edificio,  como  de  la  lejislacion  civil  deis  es* 
elusiva  competencia  de  los  Estados ;  i  entonces  esta  lei,  juzgada  en  reía- 
ciOQ  con  la  33  preinserta,  no  es  violatoríade  pinguna  de  las  disposiciones 
da  la  Constitución  i  leyes  nacionales ;  i  por  lo  mismo  no  puede  suspen- 
derse* 

**  En  su  virtud,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados 
Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte  Suprema  federal  de- 
clara, que  no  se  está  en  él  caso  previsto  en  los  artículos  4  4  i  72  de  la  Cons* 
lituoion  nacional,  para  decretar  la  suspensión  de  la  lei  f9,  de  27  de  no» 
viembre  de  i 877  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberaao 
da  Cundinamarca ;  i  no  la  decreta,  en  efecto»  por  tal  razón. 

<*  Partioipese  este  acuerdo  al  Goberaador  de  dicho  Estadew  PabU* 
^piaae  adeaaas  «n  al  ¿Mario  O/kM ;  i  poniéndose  oojpia  de  él  en  al  espedien- 
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te,  pásese  éste  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  la  resolución  ulterior  i 
definitiva  del  asunnto." 

Puesto  en  discusión  el  anterior  proyecto,  el  señor  Majistrado  Rojas 
Garrido,  a  las  razones  anteriores  agregó :  que  no  está  por  la  suspensión  del 
acto  lejíslativo  aludido,  por  los  mismos  fundamentos  que  en  unión  del  se- 
ñor Majistrado  doctor  Palán  espuso  en  el  acuerdo  de  quince  de  setiembre 
de  mil  ochocientos  setenta  i  siete,  en  el  cual  consignaron,  entre  otros,  estos 
conceptos:  **Fara  resolver  esta  cuestión  es  preciso  considerar  que  las  cor» 
poractones,  comunidades,  asociaciones  i  entidades  relijiosas  no  tienen  de* 
techos  tndttndtiale5 ;  sino  aquellos,  simplemente,  que  lá  lei  les  otorgue 
como  personas  jurídicas,  cuando  quiera  reconocerlas;  porque  el  ariiculo 
45  de  la  Constitución  establece  terminantemente  la  garantía  de  los  derecho» 
individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Uni^ 
desde  Colombia:  pero  no  garantiza,  ni  podía  garantizar  derechos  individua» 
les  a  entidades  jurídicas  que  no  son  individuos^  sino  perfsonas  ficticias  que 
existen  i  desaparecen  legalmente  a  voluntad  del  Lejislador,  a  las  cuales  solo 
corresponden  los  derechos  que  la  leí  quiere  otorgarles,  en  tanto  que  tiene 
a  bien  reconocer  su  existencia.  Como  la  Arquidiócesis,  el  Seminario  i  el 
señor  Arzobispo,  en  su  calidad  de  Ministro  del  culto,  son  entidades  ficti- 
cias, según  los  términos  del  Código  civil,  a  las  cuales  puede  la  lei  otorgar 
personería  jurídica,  según  lo  crea  conveniente,  es  claro  que  al  dar  la  lei 
al  edificio  del  Seminario  cualquier  destino,  eomo  el  de  agregarlo  al  Golejia 
de  San  Bartolomé,  no  atacó  el  derecho  individual  de  la  propiedad,  por  no 
haberse  asegurado  éste  a  las  entidades  ficticias,  que,  como  las  indicadas, 
no  gozan  de  la  garantía  de  los  derechos  individúale^.'* 

El  señor  Majistrado  doctor  Uricoediea,  espuso :  **  que  está  de  acuer- 
do er^  que  la  Corte  no  puede  en  el  presente  caso  ejercer  la  facultad  que  le 
concede  el  artículo  79  de  la  Constitución,  Acepta  en  consecuencia  i  vota  por 
la  resolución  con  que  termina  el  proyecto  del  señor  Majistrado  doctor  Paláu; 
pero  no  acepta  la  razón  en  que  se  apoya. 

**  La  lei  cuya  suspeusíon  se  ha  solicitado  fué  espedida  el  37  de  noviem- 
bre de  1877,  i  la  53  que  declaró  incapaces  a  las  entidades  relijiosas  de  poseer 
otros  bienes  inmueblejs,  'que  templos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopa*' 
les  i  casas  de  párrocos^'  se  sancionó  el  28  del  mísnK)  mes,  es  deeír,  vta-  dia* 
tqas  tarde.  No  puede,  pues,  derivarse  la  constitucionalidad  de  la  lei  Su,  dOr 
una  leí  posterior  que  no  pudo  tenerse  en  cuenta  para  espedir  la  anterior." 

La  razón  en  que  el  señor  Majistrado  espresadb  apoya  su  voto,  es  éste  : 
**  no  es  bien  claro  quién  sea  el  verdadero  dueño  del  edifi«ia  que  ha  senrida 
pMra.Culejia  Seminario  i  que  por  mucho  tiempo  formó  un  solo  ctteipo  con  el 

da  de  San  Banelomé;  i  st  esto  no  seeonnce  con  bastante  dtrfdad»  no 
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puede  saberse  si  la  A^ajmblea  de  Cundinamarca  al  espedir  la  lei  99  de  I8n, 
se  salió  de  su  esfera  de  acción  constitucional.  Faltan  datos  indíspenublst 
para  fijar  i  caracterizar  bien  la  propiedad  que  se  dice  atacada  por  dicha  lei» 
porque  haciéndose  depender  esa  propiedad  de  Jeyes  que  unas  veces  bsn 
mandado  separar  del  edificio  de  San  Bartolomé  el  local  suficiente  para  un 
Colejio  Seminario,  i  otras  han  ordenado  que  vuelva  tal  local  a  hacer  parte 
de  aquel  edificio  incorporándose  en  él  i  reintegrándolo,  la  Nación  ha  ejer* 
cido  sobre  todo  él,  actos  de  dominio  que  hacen  presumir  que  no  ha  tenida 
ánimo  de  desprenderse  definitivamente  de  su  propiedad,  aunque  en  alguno 
de  esos  casos,  como  en  el  de  la  desamortización,  hubiérase  manifestado 
mas  esplicito  en  favor  del  Seminario.  £ste,  por  otra  pane,  las  ha  ejercido 
juzgándose  dueños  del  local.  £1  Estado  de  Cundinamarca  a  su  vez  se  ha 
creido  dueño  del  Colejio  de  San  Bartolomé,  del  cual  se  ha  juzgado  ser  una 
anexidad  el  edificio  del  Seminario.  Este  Estado  espidió  la  lei  de  11  de  maio 
de  1864^  en  la  cual  dispuso  del  Colejio  de  San  Bartolomé,  derogando  ¡mpU« 
citamente  el  decreto  del  Presidente  provisorio  que  mandó  establecer  Escuela 
politécnica  en  los  Colejios  del  Rosario  i  San  'Bartolomé.  En  esta  contrarie- 
dad de  pretensiones,  para  la  determinación  clara  de  la  propiedad  que  se 
juzga  violada,  se  necesitaría,  la  previa  controversia  judicial  de  hechos  sobre 
los  cuales  pudiera  descansar  una  decisión  que  la  fijara  i  definiera.  Mas,  ésta 
no  puede  ser  materia  de  un  acuerdo  sobre  suspensión  de  una  leí  porque 
habría  que  prejuzgar  cuestiones  que  no  se  han  ventilado,  resolviendo  pun- 
tos de  propiedad  fuera  de  un  juicio  contradictorio.  Hai  casos  en  que  se 
puede  decidir  legalmente,  que  una  lei  cuya  suspensión  se  demande,  ataca 
una  propiedad  que  aparece  clara  i  perentoria ;  pero  hai  otros  en  que  no  se 
puede  verificarlo  en  una  simple  jestion  de  esa  clase,  sino  en  una  litis  trami* 
tada  i  ordinaria.  Gomo  en  el  caso  de  que  se  trata,  faltan  los  datos  espre- 
sados, la  leí  29  de  Cundinamarca,  no  se  puede  colocar  en  el  campo  dd  in- 
ciso 5.^  del  articulo  i 5  de  la  Constitución  federal." 

Los  señores  Majistrados  doctores  Martínez  R.  í  Corrales,  espusíeron 
su  concepto  en  estos  términos  : 

**  Los  infrascritos  no  aceptan  la  teoría  en  que  se  funda  el  proyecto  del 
señor  Majistrado  sustanciador,  porque  la  lei  27  que  se  examina  contiene  la 
disposición  de  privar  a  la  entidad  denominada  "  Colejio  Seminario  Conci- 
liar/' del  edificio  que  por  leyes  preexistentes  po«oin  ¡  cuya  posesión  i  admi- 
nistración le  conservó  la  lei  nacional  sobre  bieiitís  desamortizados  espedida 
en  el  año  de  1864.  Cuando  se  espidió  la  leí  que  se  discute,  la  referida  en- 
tidad, tenia  la  personería  jurídica  que  las  leyes  le  han  atribuido,  i  esa  per- 
sonería no  ha  sido  quitada  sino  limitada  por  una  lei  posterior.  El  vicio  de 
inconstitucionalídad  que  tiene  esa  lei,  no  ha  podido  revalidarse  por  otras 
leyes  del  mismo  Estado»  i  como  este  es  el  fundamento  en  que  se  apoja  el 
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proyecto  de  acuerdo  que  se  discute,  es  eridente  que  la  leí  conserva  ese  vicio 
i  debe  suépenderse. 

'  Los  infrascritos  espusieron  estensamente  en  el  acuerdo  de  la  Corte  dé 
iS  deseitembre  delSlT^  en  la  suspensión  de  las  leyes  del  Estado  del  Tolí- 
nuiy  que  la  propiedad  garantizada  por  la  Constitución,  es»  i  debe  ser  toda 
aquella  que  se  ha  creado  en  virtud  de  leyes  preexistentes. 

*^  Pretender  que  solo  la  propiedad  individual  esté  garantizada  en 
nuestras  Instituciones,  es  declarar  re^nulius  toda  aquella  que  se  ha  poseído 
en  común,  i  declararla  del  primer  ocupante.  Semejante  doctrina  no  ha 
podido  establecerse  en  la  Constitución»  porque  ella  no  está  de  acuerdo  con 
loa  principios  de  justicia  que  todo  pueblo  regularmente  constituido  aspira 
a  establecer. 

**  Seria  estraño  que  nuestras  instituciones  calcadas  en  los  mas  a^e« 
lantados  principios  de  gobierno,  dieran  lugar  a  interpretaciones,  que  si 
hubieran  de  servir  de  regla,  conducirían  al  pais  a  situaciones  deplorables  de 
barbarie.  Por  esto  han  juzgado  Inadmisible  esa  teoría,  i  han  sostenido  en 
Tarfos  acuerdos,  que  la  propiedad  garantizada  por  las  instituciones  colom- 
bianas, se  refiere  ja  a  la  individual  i  a  la  colectiva  adquirida  al  amparo  de 
las  leyes. 

**  La  propiedad  poseída  en  común  por  una  reunión  mas  o  menos 
grande  i  para  fines  lejitimos,  es  en  último  término  propiedad  individual 
porque  son  individuos  o  personas  naturales,  las  que  han  formado  el  fondo 
común. 

**  Verdad  es  que  corresponde  al  Lejislador  seccional  dar  la  persone- 
ría jurídica  que  en  muchos  casos  adquieren  las  sociedades  privadas ;  pero 
esa  potestad  no  incluye  la  de  suprimir  esas  personas  jurídicas,  porque  con 
eato,  les  podría  la  leí  privar  luego,  a  los  individuos  que  las  componen,'  de 
la  propiedad  de  que  gozaban. 

*^  Las  entidades  colejios  tales  como  el  del  Rosario  i  Seminario,  que- 
darían en  adelante  privadas  de  los  edificios  en  donde  daban  •enseñanzas,  si 
una  lei  quitara  to  personería  a  esos  establecimientos ;  i  no  solo  los  edificios 
sino  todos  sus  bienes  i  rentas.  Por  ostensión,  podría  aplicarse  esta  doctri- 
na a  las  sociedades  industriales  de  cualquier  clase,  hasta  que  la  libertad  co- 
mercial quedara  anulada.  A  tales  estremos  conduce  la  admisión  de  princi- 
pios absolutos  en  materia  de  lejislacion. 

**  El  Arzobispo  de  Bogotá,  como  administrador  del  Golejio  Seminario, 

ha  reclamado  la  nulidad  de  una  lef  que  priva  a  dicho  establecimiento  de 

instrucción  pública,  de  un  edificio  que  le  pertenece,  en  virtud  de  leyes 

preexistentes,  i  de  escrituras  o  títulos  de  compra.  Es,  pues,  claro  que  la 

lei  que  hiere  asi  una  propiedad  legalmente  constituida,  es  contraria  al 
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Inciso  5.^  artículo  10  de  la  Constitución  i  debe  ser  suspendida;  por  locvil 
los  infrascritos  dan  sju  voto  de  suspensión  a  la  lei  que  se  examina.'* 

Por  tanto,  no  habiéndose  obtenido  la  unanimidad  de  votos  deles  se- 
ñores Majistrados,  requerida  por  la  Constitución  nacional,  la  Corte  admi- 
nistrando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  í  por 
autoridad  de  la  lei,  resuelve  por  la  circunstancia  espiresada,  no  auspender, 
eomo  no  suspende,  la  lei  29  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  fecha 
veinte  f  siete  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete,  que  reinle» 
gra  el  edificio  de  San  Bartolomé  restituyéndole  el  que  ha  servido  de  Semi- 
nario Conciliar. 

Comuniqúese  esta  determinación  al  Gobierno  ejecutivo  del  referido 
Estado»  publiquese  ademas  en  el  periódico  oficial  de  la  Union,  i  ponién- 
dose copia  de  ella  en  el  espediente  respectivo,  pásese  ésta  al  Senado  de 
Plenipotenciarios  para  la  decisión  definitiva.  Notifiquese  i  déjese  copia. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señorea 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretarlo. 

El  Presidente,  Ehigdio  Palau — Rafael  Martínez  R. — Mancbl  Eze- 
QUiEL  Corrales— José  M.  Ro/as  Garrido — Juan  Agustín  Urigoeghka* 
El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme  tomada  de  la  pajina  88  a  la  95  del  libro  de  acuer- 
dos de  la  Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  veintisiete  de  febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  i  ocho.— El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


'Informe  de   lí  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Senadores.  ' 

Por  lei  de  37  de  noviembre  último,  marcada  con  el  número  20,  dispu- 
so la  Asamblea  Lejislativa  de  Cundinamarca  que  '^el  edificio  de  San  Barto- 
lomé/' de  esta  ciudad,  el  cual  es  i  ha  sido  siempre  propjedad  del  Estado, 
**8e  reintegrase  con  el  local  que  ha  servido  de  Seminario  Conciliar.*^ 

Esas  palabras  de  la  lei  revelan  que  el  Lejlslador  cundinamarqués  re- 
putó propiedad  antigua  del  Estado,  no  solo  el  primer  edificio,  sino  tambiea 
el  segundo,  i  que  por  esto  ordenó  simplemente  la  reintegración^  no  otra 
co^a.  Son  contiguos,  formaban  antes*  uno  solo,  inohabia  mas  qué  hacer 
que  unirlos  de  nuevo,  si  tal  era  la  voluntad  del  dueño  de  ambos. 

Pero  el  Arzobispo  de  Bogotá,  creyendo  a  su  Iglesia  con  derecho  de 
dominio  sobre  el  que  ha  servido  de  Seminario,  ocurrió  a  la  Corte  Suprema 
federal  pidiéndole  suspendiera  la  ejecución  de  la  citada  leí»  en  ejercicio  de 
la  ficultad  que  le  da  el  articulo  73  de  la  Constitución  de  la  Union. 
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,  SI  Procurador  nacional  coadyuvó  el  pedimento ;  mas  la  Corte  no  acor- 
•dó  la  suspensión  pedida,  porque  los  Majlstrados  ee  dividieron  en  opiniones* 

£1  señor  Palau  sost^uvo  que  no  era  el  caso  de  suspe!:)der  la  leí,  porque 
atando  prohibido  en  el  Estado»  a  las  entidades  relijiosas,  el  poseer  otros 
bienes  inmuebles  que  templos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopales  i  casas 
4e  párrocos,  no  podían  ellos  pretender  derecho  a  locales  o  edtücios  para 
colejios :  que  el  de  que  se  traiab.a  estaba  sin  poseedor,  i  el  Estado  habia  po* 
dido  muí  bien  darle  destino  como  a  vacante. 

El  señor  Rojas  Garrido,  conviniendo  en  la  esactitud  de  la  observación 
anterior,  añadió:  que  no  pudiendo  las  entidades  relijiosas  reclamarla  ga- 
rantía de  derechos  individuales,  no  podía  el  Arzobispo  de  Bogotá  abogar  en 
favor  del  instituto  del  Seminario,  o  de  la  Iglesia,  el  derecho  de  propiedad 
sobre  el  editício  de  aquel  nombre,  i  que  la  leí,  al  dar  destino  al  mismo  edífi* 
cío,  no  atacó  derecho  alguno  reconocido. 

El  señor  Ur icoechea  opinó  también  en  contra  de  la  suspensión  por 
esta  otra  consideración,  a  saber :  por  no  ser  bien  claro  quién  sea  el  verda- 
dero dueño  del  edificio  del  Seminario,  i  no  poderse,  por  lo  mismo,  decir 
que  se  haya  atacado  la  propiedad  de  alguno  con  el  hecho  de  dar  aplicación 
a  tal  edificio,  el  cual  puede  mui  bien  ser  del  Estado,  o  por  los  anteceden- 
tes, o  por  vacante,  conforme  al  Código  civil ;  i  por  ser  indispensable,  en  todo 
caso,  una  previa  decisión  judicial  sobre  la  propiedad  de  él. 

Los  señores  Martínez  R.  i  Corrales  votaron  por  la  suspensión,  fundán- 
dose en  qué  la  garantía  de  derechos  de  que  habla  la  Constitución,  compren* 
de  toda  propiedad  creada  en  virtud  de  leyes  preexistentes,  asi  de  los  indi- 
viduos como  de  las  entidades  con  personería  jurídica;  i  concluyeron  di- 
ciendo: **  El  Arzobispo  de  Bogotá,  como  administrador  del  Colejio  Semina- 
rlo, ha  reclamado  la  nulidad  de  una  lei  que  priva  a  dicho  establecimiento  de 
instrucción  pública  de  un  edificio  que  le  pertenece  en  virtud  de  leyes  pre- 
existentes i  de  escrituras  i  títulos  de  compra.  Es,  pues,  claro  que  la  lei  que 
tiiere  así  una  propiedad  legalmente  constituida,  es  contraria  al  inciso  i,^ 
articulo  i5  de  la  Constitución,  i  debe  ser  suspendida/' 

Pasó  luego  el  espediente  al  Senado,  i  habiendo  vuestra  respectiva  co- 
misión estudiado  el  asunto,  observa :  ' 

i.^  Que  aunque  la  jestion  del  Arzobispo  tiene  la  forma  de  una  solici- 
tud de  suspensión  i  anulación  de  la  lei  a  que  se  refiere,  lo  que  hai  en  el  fon* 
do  de  ella  es  una  disputa,  con  el  Estado  de  Cundinamarca,  acerca  de  la 
propiedad  o  dominio  sobre  el  edificio  mandado  reincorporar  al  de  San  Bar- 
tolomé ;  i  siendo  así,  a  quien  se  debió  t)currir,  ante  todo,  fué  a  los  Tribuna- 
les del  mismo  Estado,  supuesto  que  de  la  simple  enunciación  de  la  lei  no 
INiede  deducirse  ninguna  violación  de  la  propiedadde  otro. 

9,^  Que  auo  cuando  se  hubiese  ocurrido  a  esos  Tribunales,  í  ellos  bu- 
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Uesen  decidido  la  cuestión  de  propiedad  en  favor  del  áemandantei  no  por 
eso  estaría  el  Senado  en  el  caso  de  anular  la  lei ;  pues  se  lo  impedírisD,  por 
una  parte,  el  artículo  6.^  de  la  Constitución  de  la  República,  según  el  eoal 
las  entidades  relijiosas  no  pueden  adquirir  propiedad  sobre  bienes  raices,  i 
por  otra  la  inteiijencia  dada  al  artículo  1 5  del  mismo  Código,  en  el  sentido 
de  que  él,  cuyo  inciso  5.^  es  la  disposición  que  se  dice  violada,  no  alcana 
a  garantizar  otros  derechos  que  los  de  las  personas  naturales. 

Por  tanto,  vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislati^osde 
los  Estados  tiene  que  proponeros,  como  os  propone,  el  proyecto  de  resolu- 
ción que  sigue : 

EBSOLÜCIOIf  . 

'•'El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  qoele 
con6ere  el  inciso  6,^  articulo  5i  de  la  Constitución  d^la  Union,  decide  que 
es  válida  la  lei  S9  de  i877  del  Estado  de  Cundinamarca,  por  la  cual  se  maa* 
da  reintegrar  el  edificio  de  San  Bartolomé,  de  esta  ciudad,  con  el  local  que 
en  ella  misma  sirvió  de  Seminario  Conciliar/' 

Bogotá,  18  de  marzo  de  1878. 

Ciudadanos  Senadores. 

M.   HCRILLO— R.    GÓMEZ — JlL   CoLUIfJB  —  ANDRÉS  BeRMÜDBZ— Cu- 
MACO  llUAETB. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  primero  !  segundo  debates  en  los 
dias  21  de  marzo  i  8  de  abril  de  i878. 

El  Secretario  del  Senado,  Julio  E.  Pénsu 


XV. 

T AI.IDE2E  d*  los  articulos  Sft  i  48  del  Cedido  de  BeneflceMl» 

del  Estado  de  Santander. 


Vista  del  Procurador  jeneral* 

SefLores  Maj letrados. 

El  señor  Ramón  Vásquez  se  ha  dirijido,  desde  el  Socorro,  a  ese  Su- 
premo Tribunal  solicitando  voto  de  suspensión  a  los  artículos  85  i  is  del 
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Código  de  Beneficencia  del  Estado  de  Santander,  por  estimarlos  contrarios 
a  ios  incisos  S»^  4.^  i  i 3.°  del  artículo  15  de  la  Constitución. 

Los  artículos  a  que  alude  el  peticionario,  según  la  copia  compulsada 
por  el  Secretario  de  esa  Suprema  Corte,  están  redactados  así : 

*'Art.  35.  £1  reconocimiento  seyeri6cai;á  por  dos  facultativos,  o  por 
lo  menos,  por  un  facultativo  i  un  perito,  i  si  por  la  opinión  conteste  de  am- 
bos resulta  que  los  individuos  reconocidos  sufren  la  elefancía  en  los  térmi- 
nos del  articulo  anterior^  los  hará  conducir  el  Jefe  departamental  al  Laza- 
reto/' 

*'Art.  43.  Es  prohibido  a  las  personas  atacadas  de  elefancía  demorar 
en  los  poblados  i  caminos  públicos.  El  leproso  que  se  encuentre  en  uno  de 
estos  puntos  será  recojído  i  enviado  al  Lazareto/' 

fcstas  disposiciones,  dirijidas  a  establecer  una  completa  separación 
entre  las  personas^que  sufren  la  elefancía  i  las  que  no  participan  de  esta 
croel  enfermedad,  tienen  por  objeto  no  solo  precaver  a  las  últimas  del  conta* 
jiOy  sino  evitarles  la  mortificación  i  el  dolor  que  produce  la  presencia  de 
aquellos  seres  desgraciados,  particularmente  cuando  la  lepra  ha  tocado  su 
último  grado. 

No  habiendo  llegado  la  ciencia  médica  al  estado  de  perfección  bastan- 
te a  establecer  que  la  enfermedad  conocida  con  el  nombre  de  elefancía  no 
es  eontajiosa,  i  siendo,  por  otra  pane,  muí  jeneral  la  creencia,  o  la  preocu- 
fMielon,  de  que  sí  lo  es,  mui  en  razón  han  estado  las  Lejislaturas  para  dictar 
providencias  a  propósito  de  mantener  retirados  de  las  poblaciones  i  parajes, 
públicos  a  los  individuos  atacados  de  aquella  terrible  enfermedad.  Para  ha- 
cerlo así,  han  tenido  i  tienen,  en  mi  concepto,  el  mismo  derecho  que  para 
asegurar  a  los  locos,  para  impedir  que  los  hijos  de  familia  permanezcan  en 
los  garitos,  para  hacer  recojer  a  los  beodos  que  se  encuentren  tendidos  en 
las  calles,  i  para  otras  cosas  semejantes. 

No  obstante  esto,  creo  que  las  medidas  que  se  dicten  para  la  separa- 
ción o  retiro  de  los  elefanciacos  de  la  comunicación  con  la  demás  jente,  no 
deben  pasar  de  ciertos  límites,  es  decir,  no  deben  ser  tan  duras  i  jenerales 
que  apuren  sus  conflictos  i  comprendan  a  aquellos  que  teniendo  medios  de 
vivir  en  las  mismas  condiciones  de  aislamiento  que  en  el  Lazareto  sosteni- 
do con  fondos  públicos,  se  les  obligue  a  permanecer  en  ésie,  haciéndoles 
mas  grande,  si  cabe,  la  desgracia  en  que  se  hallan  sumerjidos.  En  hora 
buena  que,  reconocido  un  individuo,  i  declarado  elefanciaco,  se  le  intime 
la  separación  del  poblado  i  aun  se  le  haga  conducir  al  Lazareto,  si  el  inti- 
naado  no  tiene  localidad  propia  en  donde  pueda  permanecer  aislado ;  pero 
teniéndola,  i  dando  seguridades  del  cumplimiento  de  la  intimación,  queda 
conseguido  el  objeto  de  la  separación,  i  en  este  caso  me  parece  una  tiranía 
i  una  violación  dé  los  incisos  8,^  i.^  i  13  del  articulo  15  de  la  Constitución 
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«rranoarlo  de  esa  localidad  i  obligarlo  a  residir  en  el  establecíniento  p&- 
Mico,  sin  la  asistencia  f  cuidados  que  acaso  querrán  dispensarle  los  miem* 
bros  de  su  familia  identificados  con  su  suerte,  por  lo  cual  opino  que  debe 
suspenderse  el  articulo  35,  que  es  el  primero  a  que  se  refiere  la  solicitud 
del  señor  Vásques. 

Pero,  por  la  doctrina  que  dejo  establecida,  se  comprenderá  que  no 
participo  de  la  misma  opinión  re3pecto  del  articulo  43.  Reconocida  en  el 
Gobierno  del  Estado  la  facultad  para  dictar  providencias  en  el  sentido  de 
impedir  el  contajío  de  la  elefancía,  cortando  la  comunicación  de  los  enier* 
mos  con  el  resto  de  las  jentes,  por  medio  de  la  separación  voluntaria,  o 
forzosa  en  determinados  casos,  de  aquellos,  la  prohibición  de  demorar  ea 
los  poblados  i  cansinos  públicos,  a  las  personas  ataca'das  de  elefancia,  I  la 
medida  de  conducir  al  Lazareto  a  Jos  infractores  de  aquella  probibicioo,  es 
consecuencia  obligada  de  la  facultad  que  le  reconozco  al  Gobierno»  sin  que 
de  tales  providencias  tengan  motivo  de  queja  sino  aquellos  que,  desobe- 
dientes a  la  autoridad,  o  no  permanecen  aislados  en  localidad  propia,  o  no 
quieren  someterse  a  residir  en  el  establecimiento  público,  i  en  tales  casos 
unos  i  otros  necesitan  el  empleo  de  medidas  coercitivas  para  premunir  a 
la  sociedad  de  los  males  que  la  comunicación  con  los  enfermos  puede 
causarle. 

Con  el  apoyo  de  las  consideraciones  que  dejo  apuntadas  coadyuvo  ea 
parte  la  solicitud  del  señor  Vásquez,  pidiendo,  como  os  pido,  que  decretéis 
la  suspensión  del  articulo  35  del  Código  de  Beneficencia  del  .Estado  sobe* 
rano  de  Santander ;  pero  no  la  del  articulo  42  del  mismo  Código.   « 

Bogotá,  noviembre  17  de  1877. 

Manuel  M.  RiMiRBZ. 


Acuerdo  de  la  Corte  Scprema. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  qae 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal»  de  la  pajina  14  a  la  18»  hai  uno 
que  a  la  letra  es  como  sigue : 

*^  En  Bogotá,  a  veintinueve  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  i 
siete,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asís* 
tencla  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás 
señores  Majistrados,  doctores  Rafael  Martínez  R.,  Manuel  Ézequiel  Corra- 
les» José  M.  Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea»  con  ei  objeto  de 
tomar  en  consideración  la  solicitud  de  Ramón  Vásquei  sobre  que  ae  sos- 
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pendan  los  artículos  35  i  42  del  Código  de  Benefióencia  del  Estado  soberano 
de  Santander.  El  señor  Dlajístrado  doctor  Martines  Hi  a  qu¡en  tocó  en  re- 
partimiento este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución  : 

"  Vistos :  El  señor  Ramón  Vásquez  ha  promovido  la  suspensión  de 
los  artículos  35  i  43  del  Código  de  Beneficencia  del  Estado  soberano  de 
Santander,  que  a  \fi  letra  dicen : 

'  Artículo  31.  £1  reconocimiento  se  verificará  por  dos  facuftativos,  o 
por  lo  menos,  por  un  facultativo  i  un  perito,  i  si  por  la  opinión  conteste  de 
ambos  resulta  que  los  individuos  reconocidos  sufren  la  elefancía  en  los  tér- 
minos del  artículo  anterior,  los  hará  conducir  el  Jefe  departamental  al  La- 
sareto/ 

'Artículo  42.  Es  prohibido  a  las  personas  atacadas  de  elefancía  de* 
morar  en  los  poblados  i  caminos  públicos.  El  leproso  que  se  encuentre  en 
uno  de  estos  puntos  será  recojido  i  enviado  al  Lazareto/ 

.''Coadyuva la  solicitud  de  Vásquez  el  señor  Procurador,  solamente 
respecto  del  artículo  85,  i  sostiene  que  el  42  no  es  suspendible. 

**  Las  garantías  individuales  enumeradas  en  el  artículo  15  de  la  Cons- 
titución, i  especialmente  la  4,*  prolejen  al  individuo  en  su  seguridad  perso- 
nal, contra  los  ataques  privados  o  de  la  autoridad  piiblica,  sin  otra  restric- 
ción que  la  que  provenga  de  algún  hecho  criminoso  o  por  vía  de  pena  co« 
rreccional.  Comparada  esta  doctrina  con  lo  que  dispone  el  articulo  34  que 
se  examina,  se  nota  sin  dificultad  la  oposición  entre  ambos  textos.  No  cabe 
duda  que  el  confinamiento  decretado  por  la  leí  contra  una  persona  por  solo 
el  hecho  de  tener  cierta  enfermedad,  está  en  pugna  con  la  seguridad  personal 
ofrecida  a  los  colombianos  en  la  Constitución  ;  por  mas  que  la  disposición 
legal  lleve  en  mira  precaver  a  la  sociedad  de  males  que  el  lejislador  estime 
como  graves.  En  7ista  de  esto,  el  citado  artículo  35  debe  ser  suspendido. 

'' El  artículo  42  contiene  una  disposición  de  policía  de  salubridad 
publica,  en  cuya  materia  las  Asambleas  Lejislativas  de  los  Estados  tienen 
plena  potestad.  En  armonía  con  ella  no  se  les  puede  disputar  la  facultad  de 
espedir  leyes  i  estatutos  que  hallen  adecuados  para  proveer  a  las  necesida- 
des de-las  secciones  que  administran,  atender  a  su  progreso  i  precaverlas 
délos  males  que  las  amenacen. 

*'  Prohibe  el  citado  artículo  que  las  personas  atacadas  de  elefancía 
demoren  en  las  poblaciones  i  en  los  caminos  piiblicos,  i  como  sanción  de 
este  acto  vedado  por  la  leí  se  dispone  que  los  responsables  de  la  contraven- 
eien  sean.eonducidos  al  Lazareto.  La  leí  puede  establecer  esta  prohibición, 
como  asunto  de  policía,  I  decretar  los  apremios  o  penas  correccionales  para 
dar  eficacia  a  los  actos  vedados  por  ella. 

*'De  1q  espuesto  se  deduce  jue  el  articulo  acusado»  no  tiene  dísposi- 
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cion  alguna  qii«  sea  evidentemente  inóonstitucional»  por  lo  cual  do  debe 
decretarse  la  suspensión  que  se  solicita. 

.  *'  En  atención  a  lo  relacionado,  la  Corte  en  uso  de  sus  facultades 
constitucionales,  i  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos 
de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  decreta  la  suspensión  del  articulo  35 
del  Código  de  Beneficencia  del  Estado  soberano  de  Santander,  f  resudfe 
que  no  es  el  caso  de  suspender  ei  articulo  4t  del  mismo  Código.  Pásese 
copia  al  Gobierno  del  Estado  de  Santander,  agregúese  otra  al  espediente 
respectivo  i  remítase  éste  al  Senado  de  rienipotenciaríos  para  su  decisión 
ulterior." 

Puerto  en  discusión  el  anterior  proyecto,  los  señores  Majistrados  Pa- 
láu,  Rojas  Garrido  1  Uricoechca  opinaron  por  la  suspensión  de  ambos  ar- 
tículos acusados,  teniendo  en  cuenta  para  ello  los  razonamientos  si* 
guientes. 

**  Es  preciso  fijar  bien  la  intelijencia  de  la  garantía  de  los  derechos 
individuales  3.o  1 4.o  del  artículo  16  de  la  Constitución. 

**  Por  el  3.^  se  garantiza  la  libertad  individual,  que  consiste  en  la  fs- 
culíad  de  hacer  u  omitir  todo  aqtMllo  de  cuya  ejecución  no  resulte  daño  a  oíro 
indtPiduo  o  ala  comunidad, 

''Según  este  derecho,  limitado  asi,  son  constitucionales  las  leyei 
de  policía  que  tienden  a  impedir  que  los  individuos  hagan  u  omitan  todo 
aquello  que  es  indispensable  para  que  no  resulte  daño  a  otro  individuo  Oük 
comunidad.  Aliora  bien,  si  se  examinan  los  artículos  35  i  A2  de  la  lei  de 
Santander,  de  cuya  suspensión  se  trata,  con  los  artículos  anteriores  de  la 
misma,  se  viene  en  conocimiento  que  el  mandato  de  hacer  reconocerá  los 
elefanciacos  i  de  llevarlos  al  establecimiento  respectivo,  solo  tiene  lugar 
en  el  caso  estremo  de  que  su  permanencia  en  las  poblaciones,  por  el  desa- 
rrollo del  mal,  i  la  indolencia  de  ellos  mismos  en  no  procurar  su  aisla- 
miento, produzcan  grande  alarma  a  la  comunidad,  el  cual  es  daño,  o  lo 
que  es  lo  mismo,  un^mal  de  segundo  orden. 

'Tor  el  4.°  se  garantiza  la  seguridad  personal,  de  manera  que  no  sen 
atacada  por  otro  individuo  o  por  la  autoridad  pública ;  n!  ser  presos  o  de- 
tenidos sino  por  motivo  criminal  o  pena  correccional ;  n!  juzgados  por  co- 
misiones o  Tribunales  estraordinarios  ;  ni  penados  sin  ser  oidos  i  vencidos 
en  Juicio ;  i  todo  esto  en  virtud  de  leyes  preexistentes. 

''  La  Lejislatura  de  Santander  ha  podido  prohibir,  como  lo  hiao,  que 
los  elefanciacos  causen  daño  a  la  comunidad  permaneciendo  en  laspoida- 
clones,  i  como  pena^  correccional  -que  se  aplica  por  la  violación  de  la  lei, 
dispone  que  se  les  conduzca  al  Lazareto ;  pero  como  no  pueden  ser  pena- 
dos sin  ser  oidos  i  vencidos  en  juicio,  i  la  lei  aludida  no  ha  dispuesto  que 
asi  se  verifique,  resulta  que  los  dos  artículos  de  cuya  suspenaion  se  trati, 
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tkAftAla  Jsíé^QTidáA  perisonal,  porque  ftnponen  )i  ]óB,<eNflilóídátí68  unin  ^^ki^ 
correccional  cóh!¿i^ténte  eh  el  reconocimiento,  i  la  conducción  '^  Lazareto, 
alh  haber  siAo  oídos  bi  vencidos  en  juicio,  toé  aquí  sre  ihftere  qo^ta  leí  no 
b'a  etijido  en  motiro  criminal  ni  en  falta  contra  la  "plófidá,  coiho  pudo  Iiá- 
c^ño,  el  heclio  de  permanecer  los  elefanciacos  en  las  poblaciones  cansando 
dañó  á  la  cfomünidad,  puesto  que  no  dispuso  que  fereán  oídos  i  vencidos 
para  imponerles  una  pena  correccional ;  i  se  'in6ere  también  que  no  i| 
por  Via  de  pena  correccional  que  se  les  priva  de  su  libártad,  ni  por  motivo 
crfMfnal,  i  entonces  los  dos  artículos  son  evidentemente  {"ncónstítucfonalés^ 
como  violatorios  de  la  seguridad  personal.  En  tal  coácepto,  opinan  porqué 
tfe  ÍBu^pébdan  las  disposiciones  acusad^^.  ^ 

Los  señores  Majistrados  Martínez  R.  1  Corrales  volaron  pioT  lá  SdS- 
peÉ^ioñ  del  artículo  35  únicamente,  con  lo  cual  hnbó  unanimidad  para  la 
8!trspension  de  dfcfao  articulo  i  no  ia  hubo  para  el  49.  En  tal  virtud,  la  Corte, 
administrando  justic^  én  nombre  de  los  Estados  Vnidos  de  Gotohibia !  piOr 
autoridad  de  la  lei,  decreta  la  suspensión  del  articulo  85  del  Código  de  É6* 
ilefi«5éiicia  de  Santander,  i  no  decreta  la  misma  Suspensióh  respecto  del  ar* 
ticulo  ^,  ya  espresado,,  por  no  haber  para  élK>  la  unanimidad  requerida. 

iBoh  Yo  cual  se  concluyó  el  preisente  acuerdo,  que  firman  los  ééftored 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  káicoio  Palau-^Rafael  ALiRtmEZ  R. — 'ÍAaávtl  Ezb- 
QúisL  CoBBALES^JosB  AI.  RoJAs  Gaerido^Juan  Agustin  Urigóechea. — El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  eopia  conforme— Bogotá,  tres  de  diciembre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  siete—El  Secretarlo»  Rafael  E.  Santander. 


Imfoeme  de  la  Comisión  Inspectorí. 

tJiíiüádísiiiós  Bfenfetdbtes. 

Sé  solicitó  ante  la  Corte  Süpreiba  federal  la  suspensión  dé  16s  artien- 
lo9  35  i  43  del  Código  de  freMefieebciá  del  Estado  de  Santander^  por  creer- 
Yéti  cótiti'ários  al  articulo  15  de  la  Coüstitutíon. 

Pdtá  qtté  CdnOxcáis  la  cuestión  que  el  Senado  tiene  qtie  resolver^ 
Vdéát^a  CóMislon  empieza  por  copiar  dichos  artículos^  fi  el  Articulo  Si,  del 
Cttül  éi^  nñst  consecuencia  él  35. 

'^  Art.  34.  Cada  ve¿  qué  el  Presidente  del  Estado  Icf  disponga,  loa 
|éM  deptfftatttentaíleá  dlttairán  las  mas  eficaces  providencias  para  rébojer  a 

Wb  fti&a&úúk  del  ly^t-táttiento  qñé  ié  tttá  padéisén  la  énférifattedid  de  la 
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daCmcia  en  un  grado  o  periodo  bien  manifiesto-  i  acamado»  de  manapifM 
Inspire  terror  a  la  parte  sana  de  la  población,  i  loa  hará  reconocer. 

'*  Art.  35.  El  reconocimiento  se  verificará  por  dos  faeultativoSi  o  pM 
lo  menos  por  un  facultativo  i  un  perito ;  i  si  por  la  opinión  conteste  deim- 
bos  resulta  que  los  individuos  reconocidos  sufren  la  elefancía»  en  los  térmi* 
nos  del  articulo  anterior,  los  hará  conducir  el  Jefe  departamental  al  Lua- 
reto.*' 

*' Art.  4S.  Es  prohibido  a  las  personas  atacadas  de  elefanda  deoMKtf 
en  los  poblados  i  caminos  públicos.  £1  leproso  que  se  encuentre  en  uno  de 
estos  puntos,  será  recojido  i  enviado  al  Lazareto.'' 

lA  Corte  accedió  a  la  suspensión  del  artículo  85,  i  se  abstuvo  de  de- 
cretar la  del  articulo  iS. 

En  términos  precisos  la  cuestión  que  se  ventila  es  la  siguiente:  j Tie- 
nen los  Estados  la  facultad  constitucional  para  diqtar  disposiciones  orde- 
nando sin  previo  juicio  la  separaron  de  los  elefanciacos  de  la  parte  sane 
deh  sociedad,  para  impedir  la  propagación  de  esta  terrible  enfermedad? 

Vuestra  comisión  no  vacila  en  contestar  afirmativamente,  i  en  dar  a 
esta  cuestión  la  misma  solución  que  a  otras  semejantes  de  pura  poüeiii 
como  la  de  aprehender  i  encerrar  en  locales  seguros  a  los  locos  furlosoí^ 
sin  seguir  un  juicio  previo  para  imponerles  el  encierro  como  pena. 

Las  medidas  estrictamente  de  policía  en  defensa  de  la  comanidad, 
las  pueden  adoptar  los.  Estados  en  virtud  de  su  propia  soberanía,  i  sin  qoe 
los  particulares  contra  quienes  se  dirijan,  tengan  derecho  de  oponerse  a 
ellas  invocando  el  capítulo  de  la  Constitución  sobre  garantías  individoales, 
porque  el  inciso  3.^  del  artículo  15  dice :  **  Se  garantiza  la  libertad  índi^ 
dual,  que  no  tiene  mas  líniites  que  la  libertad  de  otro  individuo,  es  decir, 
la  facultsd  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecución  u  du)ision  ne 
resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad.'^ 

1  como  el  Lejislador  es  el  que  tiene  facultad  para  determinar  los  ca« 
sos  en  que  se  causa  daño  a  la  comunidad,  i  como  por  desgracia  la  enfer- 
medad a  que  se  refiere  la  leí  de  Santander  amenaza  a  nuestra  sociedad  de 
una  manera  tan  seria,  es  hasta  aberrante  el  negar,  a  los  encargados  de  ve- 
lar por  el  bien  de  la  comunidad,  el  poder  para  dictar  las  medidas  conve- 
nientes a  fin  de  contener  el  progreso  de  tan  terrible  mal. 

Se  objeta  a  la  lei  del  Estado  de  Santander  que  permite  mantener  de* 
tenidos  en  los  lazaretos  a  los  elefanciacos  sin  haber  cometido  delito,  i  sin 
ime  para  la  aplicación  de  esta  pena  se  les  haya  oído  1  convencido  en  juiciiH 
todo  lo  cual  es  contrario  a  la  garantía  de  la  seguridad  personal  en  los  tér- 
minos que  está  contenido  en  el  inciso  4.^  del  artículo  i  5. 

Ea  cierto  que  con  arreglo  a  dicha  garantía  es  necesario  que  la  pesa 
impuesta  al  asociado  sea  cpnsecuencia  de  un  juicio,  i  que  su  persona  as 
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sn  detenida  o  poeeta  en  prisión  8i  no  por  idoUto  cr^imlnal ;  pero  -él j  lejisb* 
dor  conetituyetiie  no  se  ocupó  en  -dicho  inciso  4,^  sino  de  la  manera  dé 
proceder  en  los  atentados  contra  la  sociedad  emanados  del  delito,  mas  nó 
de  los  daños  caasados  a  la  comunidad  por  hechos  independientes  áe  la  vo- 
luntad, i  en  los  cuales  no  hai  delito,  i  por  consiguiente  tampoco  hai  nece» 
aidad  de  juicio  ni  de  aplicación  del  Código  penal. 

ün  loco  no  comete  delito  con  hallarse  en  esa  situación,  i  el  que  pa- 
dece 9na  enfermedad  contajiosa  no  es  un  criminal ;  pero  como  en  uno  i 
a^o  caso  la  comunidad  recibe  daño  permitiendo  que  permanezcan  en  com- 
pleta  libertad  asociándose  con  los  demás,  tiene  el  lejislador,  por  esta  única 
razón  de  evitar  perjuicio  a  la  jeneralidad,  la  facultad  para  ordenar,  como 
asunto  de  policía,  lo  mas  adecuado  para  impedir  que  el  mayor  número 
sea  victima  del  daño  causado  por  un  hecho  que  no  lo  puede  someter  a  jui- 
cio i  aplicarle  pena,  porque  no  hai  responstgbilidad  en  el  ejecutor. 

Hai  un  incendio  en  una  ciudad,  i  p^ra  eviUr  el  que  se  propague  es 
indispensable  derribar  una  délas  casas  inmediatas  a  la  incendiada.  ¿Se 
podría  sostener,  con  visos  de  razón,  que  constitucionalmente  la  autoridad 
no  podria  dar  orden  a  la  policía  para  la  demolición,  sin^un  juicio  deespro- 
l^aeion  i  sin  previa  indemnización  ? 

Bien  se  comprende  que  hai  una  distancia  bien  marcada  entre  los  he* 
chos  calificados  de  delito,  en  que  los  ejecutores  son  responsables  I  que  por 
tanto  merecen  una  pena  por  ser  violadores  de  la  lei  i  causar  deliberada- 
mente daño  a  la  sociedad,  i  los  hechos  que  perjudican  a  los  demás  que  no 
tíeneD  su  punto  de  partida  en  la  voluntad  individual»  que  no  son  delitos,  i 
que  en  consecuencia  no  hai  para  qué  seguir  juicio  con  el  fin  de  hacer  en 
juatida  la  declaratoria  de  culpabilidad  para  la  aplicación  de  una  pena. 

Respecto  de  los  primeros  es  indisputable  la  necesidad  de  que  se  ga- 
rantice a  los  asociados  que  ellos  no  serán  llamados  criminales  sin  haberlos 
oido  f  vencido  en  juicio,  i  sin  que  el  hecho  esté  erijido  en  delito  por  una 
lei  preexistente ;  pero  en  cuanto  a  los  otros  no  hai  que  atender  sino  a  las 
consecuencias  del  hecho  para  que  la  policía  intervenga  de  la  manera  que 
lo  ordene  el  lejislador,  sin  tener  que  dar  garantías  individuales,  pues  no 
bai  responsable  del  hecho,  ni  artículo  del  Código  penal  que  lo  castigue,  ni 
necesidad  de  evitar  una  condenación  injusta.  Lo  que  en  estos  casos  existe, 
Toélve  a  repetir  vuestra  comisión,  es  un  mal  para  la  comunidad  que  es  pre« 
CÍ80  conjurarlo,  i  que,  por  la  brevedad  que  bai  que  emplear  en  los  proca» 
dimientos,  se  le  ha  llamado  en  todas  partes  asunto  de  policía. 

1  sin  detenerse  vuestra  comisión  a  averiguar  si  tienen  razón  los  que 
defienden  la  tesis  de  que  la  enfermedad  de  la  elefancía  no  es  contajiosa, 
dBa  no  vadla  en  sostener  que  siendo  tan  terrible  en  sus  consecuencias, 
era  jdarmanle  por  la  progresiva  invasión  que  está  hadendo  en  todas  las 
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ekíef  da  la  8ocie4ád»  el  lejblador  da  Samandar  ba,abradi».  oai».  maon 

hculM  conatitiicional  al  dicter  las  dísposíciooas  del  CódigQ  d^  íi^ffifí^. 
da  qua  son  materia  del  presente  exámeo»  ' 

Por  estos  motíyos,  la  comisión  de  ravision  de  actoa  lejialativ^.  oi. 
propone  lo  siguiente : 

aESOLUGION* 

''£1  Senado  de  Plenipotenciarios»  en  uso  de  la  atribución  5/ del  ai^ 
tículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  Yálidos  los  arUculos  d£r  í  18^ 
del  Código  de  Beneficencia  espedido  por  la  Asamblea  del  Estado  soberaoo 
de  Santander." 

U.  Muauxc-^CLDUGo  lauaTS.— R.  Goiiez— Jil  QoLUiUfs.-Áiiiwps 

BSEIIÜOIZ. 


Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  í  segundo  debates,  ea  loa  diaa 
ii  I  iZ  de  abril  de  i878. 


£1  Secretario  del  Senado, 


J^«  Pifaré 


XVI. 

TAUDEZ  del  ariieuio  ao  de  I»  leí  47  de  K»?'^^  delí 

de  Caiidln»^i»r«;a* 


Vista,  del  Procurador  jbnerai.. 

Se¿.or0B  ^M!aj  letrados. 

Varios  ciudadanos  esportadores  de  café  i  quina  solicitan  de.  esa>  SiVr 
prema  Corte  la  suspensión  del  artículo  50  de  la  lei  47  de  i5  dedicienahae 
último,  espedida  por  la  Asamblea  de  Gundinamarca,  inserta  en  el  Jf^ísíro,, 
del  Estado  números  740  i  744,  en  la  parte  que  grava  aquellos  artfcolos  coa 
el  derecho  de  un  peso  porcada  carga  que  transite  por  los  caminos  del  vbb. 
tado»  inclusive  el  de  Oecidente,  po^  ser. dicho  impuesto  coatrariaa  lajdéH^ 
posición  consignada  en  el  inciso  4.^  del  articulo  &.^  da  la  Gon^titiMiaAw 
tratándose  de  objeto^  destinados  a  la  esportadon* 

Sjendo  perfectamente  aplicable  a  la  disposicioi^  raclamadai.lo>.4tte« 
este  Umisterio  espuso»  en  áü  vista  de  6  de  julio  de  11^77,  rnn  rnhrian  al. 
incisos;''  del  articulo  1K?  da  la  Jai  13  del  misoip  ^fio.  ooijodiiia  puu  Is. 


.Aiambleft  del Baádodel Xaliroa, I  lot  que  es» Saprema  Coria 9e8olfv¡é>eii 
4ieiief do  de  31  del  citado  mes:  da  jhIío».  ooa  reproducción  de  los  fuodaiMDH 
tos  consignados  en  uno  i  otro  documento»  solicito  qme  decretéis  la  SMSpen- 
aioa  de  que  trata  ét  memorial,  precedeole. 

Bogotá,  febrero  18  de  i'878. 

Mancel  M.  Rakirez. 


Acuerdo  de  la  Corte  Scpreha* 

En  Bogóla,  a  dos  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho,  se 
•constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Emigdío  Paláu,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  Ezequíel  Corrales,  José 
11.  Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoecliea,  con  el  objeto  de  tomar  en 
•consideración  la  solicitud  de  Indalecio  Liévano,  Carlos  Tanco  i  otros  ciudá. 
danos  del  comercio  de  esta  ciudad,  sobre  que  se  suspenda  el  articulo  50  de 
la  lel  47  del  Estado  soberano  de  Cundinaroarca,  fecha  15  de  diciembre  de 
i817.  El  señor  Majistrado  doctor  Uricoecbea,  a  quien  tocó  en  repartimiento 
este  asunto,  presentó  el  eiguiente  proyecto  de  resolución : 

^'Vistos :  Indalecio  Liévano,  Carlos  Tanco,  José  Mafia  Rubio  f  catorce* 

ciudadanos  más  del  comercio  de  Bogotá,  se  han  presentado  solicitándola 

suspensión  del  articulo  50  de  la  lei  47  espedida  por  la  Asamblea  L^islatÍYa 

del  Estado  de  Cundinamarca  en  i 5  de  diciembre  de  1877,  en  la  parte  que 

dicho  articulo  dispone  gravar  con  un  peso  cada  carga  de  quina  o  café  que  se 

conduzca  por  los  caminos  del  Estado  i  sus  ramifieaoiOnes. 

*'La  disposición  acusada  en  parte  es  la  siguiente : 

*-Art.  50.  Loa  peajes  que  las  Juntas  administradoras,  baráo  cobráis 

serán' 

*  Un  feto  por»cada  carga  de  bocadillos  o  conservas,  cacao,  déiUes^.  Ih 
cores  de  los  no  espresados,  quina,  nitro,  tabaco  en  cualquier  forma,-  caG§^. 
maiz  i  añil/ 

^'Et  señor  Procurador  nacional  coadyuva  la  espresada  solicitud,  fun- 
dándose en  Us  mjsiMS  cazones  en  que  se  apoyó  la  Corte  para  suspender.  e( 
inciso  2.*^ del  articulo 9.^  de  la  lei  45,  de  5  de  marzo  de  1877,  espedida  ppr» 
la  Asamblea  del  Tolima.  Estas  aoa  tomadas  dé  la  disposición  del  artietila 
8«^  deja  Constitución  nacional,  que  dice :  *  En  obsequio  de  la  integridad 
oactonaly  de.)a.  marclia  espedita  de  la  Union  i  de  laa  relaciones  paci6ca& 

dNlTi^lw  Eatados^i  éstoe  se^compromieten A.""  Amo  g^a^var.  con  iaa<r 

poefiee,  antes  detbubeistioAmM^  al.oppsMMh  }06.pbjeu>a.4V^Beaa ja.  man 


) 


-  Ma- 
teria de  impaestos  nacionales,  aun  cuando  se  bayan  declarado  libres  de  loi 
derechos  de  Importación ;  ni  los  productos  destinados  a  la  esporlacioo, 
cuya  libertad  mantendrá  el  Gobierno  jeoeral. 

**  En  este  precepto  se  apoyan  los  solicitantes,  t  enál  se  apoy<}  también 
la  Corte  para  suspender  la  lei  del  Tolima  a  que  hace  alusión  el  señor  Pro* 
curador. 

**  Entre  la  lei  del  Tolima  suspendida  i  la  de  que  h.oi  se  trata,  hai  una 
diferencia  sustancial.  En  el  Tolima  se  estableció  un  Impuesto  para  atender 
a  los  gastos  de  administración  pública,  i  siendo  así,  no  podían  gravarse  ios 
artículos  destinados  a  la  esportacion.  £n  Cundinamarca  la  lei  acusada  do 
establece  un  impuesto  propiamente  tal:  exije  simplemente  la  retribución  de 
un  servicio  determinado,  retribución  que  se  emplea  en  la  conservación  del 
respectivo  camino,  cuyo  servicio  se  paga.  Hai  una  diferencia  notable  entre 
unacontribucionjenerai,  que  se  estableció  con  el  objeto  de  crear  recursos 
para  atender  a  la  administración  de  los  negocios  comunes,  i  que  no  está  en 
el  arbitrio  de  cada  cuál  pagar  p  nó,  i  la  cantidad  que  se  paga  por  pasar  por 
un  camino,  cuando  esa  cantidad  tiene  como  aplicación  especial  la  continua- 
ción i  mejora  del  camino. 

"  En  la  leí  del  Tolima  se  obliga  a  todos  a  pasar  por  ciertos  caminM^  i 
se  les  pena  si  no  usan  del  camino  o  eluden  el  pago  de  la  contribución.  Eo 
laleidequesetrata^oi,  a  nadie  seoblfga  sino  cuando  se  aproyecba  del 
servicio. 

**  Que  de  esta  última  clase  es  el  derecho  de  peaje  que  se  ha  ordenado 
cobrar  en  Cundinamarca,  no  puede  dudarse.  El  artículo  49  de  esa  lei  dice : 
*  el  servicio  que  los  caminos  centrales  i  sus  ramificaciones  prestan  al  tráfico 
será  compensado  con  el  pago  de  los  peajes  que  esta  lei  señala,  etc.' 

*'  Esa  misma  lei  crea  una  comisión  permanente  de  caminos,  i  estable- 
ce cómo  se  administra  el  producto  del  servicio  que  cada  camino  presta,  sin 
que  tal  producto  entre  en  los  fondos  comunes  para  los  gastos  de  administra- 
cion  púUica  jeneral.  Si  pues  el  impuesto  de  que  se  trata  es  de  esta  clase,  su 
establecimiento  no  viola  el  compromiso  que  los  Estados  contrajeron  por  el 
articulo  8.^  de  la  Constitución  nacional. 

**  En  este  mismo  sentido  i  estableciéndose  esta  misma  doctrina,  re- 
solvió el  Senado,  en  S6  de  marzo  de  i  87 4,  de  acuerdo  con  la  Corte  Suprema 
federal,  declarando  válidos  los  incisos  4.^  i  S.^  del  articulo  559  del  Código 
político  i  municipal  de  Santander,  espedido  en  4869. 

**  Por  las  consideraciones  espuéstas,  la  Corte  Suprema  federal,  admi- 
nistrando Justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  auto- 
ridad de  la  lei,  resuelve  no  suspender  la  disposición  del  articulo  60  de  fa  leí 
47  de  Cundinamarca»  sancionada  el  45  de  diciembre  último.*^ 
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SiNoatidd  é  diseasion  diebo  proyecto»  fué  aprobudo  por  el  toto  de  los 
leñoreftHajistradoft  doctores  Corrales»  Rdjas  Garrido  i  Urico^hea. 

Los  señores  Hajistrados  doctores  Martioes  i  Paláu  manifestaron  ^'que 
DO  daban  su  voto  al  proyecto  presentado  por  el  señor  Majtstrado  sustancia- 
dor»  porque  son  de  concepto  que  debe  suspenderse  la  ejecución  de  las  d¡a« 
posiciones  de  que  se  trata»  de  la  lei  de  Oundinamarca»  en  cuanto  por  ellas 
pueda  gravarse  con  la  contribución  que  se  denomina  peaje,  las  quinas  í  café 
que  se  destinen  a  la  esportacion ;  porque  juigan  tales  disposiciones  viola- 
lorias  del  inciso  4.o  del  artículos.^  de  la  Constitución  nacional,  que  impone 
a  los  Estados  el  deber  de  no  gravar  con  impuesto  ninguno  los  productos  des- 
tinados a  la  esportacion»  i  al  Gobierno  jeneral  el  de  mantener  la  libertad  de 
dichos  productos.  El  peaje  decretado  por  una  lei  sobre  los  referidos  pro* 
ductos»  es  un  impuesto  como  cualquier  otro,  i  no  pierde  su  calidad  de  tal 
con  solo  alegarse  queseexije  para  emplearlo  en  beneficio  del  camino» 
porque  la  naturaleza  de  las  cosas  no  se  varia  con  palabras  o  simples  deno« 
minaciones.  1  porque  si  se  les  permitiera  a  los  Estados  hacer  tal  cosa»  la 
libertad  déla  esportacion»  puesta  bajod  amparo»  garantía  i  protección  del 
Gobierno  jeneral,  quedaría  anulada»  supuesto  que  la  cuantía  del  peaje  sobre 
los  enunciados  productos  quedarla  a  la  voluntad  i  arbitrio  de  los  mismos 
Estados ;  i  asi»  en  vez  de  ser  un  peso,  como  lo  han  estatuido  las  disposicio- 
nes  de  Cundinamarca  en  cuestión»  podría  ser  también  el  valor  de  todo  el 
articulo»  i  con  ello  quedaría  suprinoida  la  libertad  de  la  esportacion.  Gomo 
de  ésta  es  que  deriva  el  Gobierno  jeneral  su  renta  de  Aduanas,  pues  que  si 
no  se  esporta»  tampoco  se  importa  ni  se  causan  derechos  aduaneros»  la 
Constitución  nacional  quiso  poner  la  esportacion  fuera  del  alcance  dé  las 
lejíslaciones  de  los  Estados»  para  dejarla  esclusivamente  al  amparo  del  Go« 
bierno  federal.  1  ese  objeto'  no  se  lograría»  si  con  el  pretesto  de  peajes  para 
beneficiar  caminos»  pudieran  esas  lejíslaciones  entrometerse  en  dicha  es* 
portación.*' 

En  consecuencia»  atendiendo  al  resultado  de  la  votación»  que  no 
reúne  la  unanimidad  exljida  por  la  Constitución  nacional,  la  Corte  Supre* 
ma»  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia 
i  por  autoridad  de  la  leí,  resuelve  no  suspender,  como  no  suspende,  la  eje* 
cucíon  del  articula  60  de  la  lei  47  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca, 
fecha  i  5  de  diciembre  de  1S77»  i  que  se  cumpla  lo  demás  que  se  previene 
en  la  parte  final  del  proyecto  aludido. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo»  que  firman  los  señores 
Hajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

V 

El  Presidente»  Emigdiq  Palíu-^Rífísl  Hártimez  R.— IUnuil  Ezb- 
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«0IBL  Gmraus— losk  H*  IUmas  Gmkim^^iiíM  AmMN  DhoomMbi— 

El  Secretario,  Rafael  É.  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  quince  de  marzo  de  mil  och<>deBt08 
setenta  i  ooho.^Ei  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


iNFORm  DE     LA   ComSlON    iNlPSCtOti. 

Oiudti^danos  Senadores. 

En  la  Corte  Suprema  no  se  reunid  la  unaniítiídad  de  votos  ^oe  se 
requiere  para  suspender  el  artículo  50  de  la  leí  Í1  de  1877,  espedida  pot 
la  Asamblea  del  Estado  de  Cundinamarca,  en  cuanto  manda  cobrar  ud 
derecho  de  peaje  por  la  quina  i  el  café  que  transiten  por  los  caminos  del 
Estado ;  suspensión  /|ue  fué  pedida  por  varios  comerciantes  de  esta  ciu-* 
dad  i  coadyuvada  por  el  Procurador,  fundándose  en  el  inciso  é,^  artículo 
8.^  de  la  Constitución  nacional,  en  que  la  Corte  se  apoyó  para  suspender 
el  inciso  2.^  del  artículo  9.»  de  la  lei  13  de  1877,  espedida  por  la  Conven- 
ción del  Estado  del  Tolima. 

La  cuestión  de  si  los  Estados  pueden  cobrar  peajes  por  el  uSo  de  sus 
caminos  ha  sido  resuelta  afirmativamente  por  el  Senado  el  dia  siete  del  mes 
pasado  con  ocasión  de  la  lei  del  Tolima  que  se  ha  citado.  Por  lo  tánto^  los 
infrascritos,  al  ocuparse  del  examen  del  articulo  50  de  la  lei  47  de  1877  del 
Estado  de  Cundinamarca,  se  limitan  a  reproducir  el  irtforme  que  rindie- 
ron al  estudiar  la  lei  13  del  Tolima,  i  los  fundamentos  que  la  mayoría  de 
la  Corte  tuvo  en  cuenta  para  abstenerse  de  decretar  la  suspensión  del  d- 
tado  articulo  50  de  la  leí  cundinamarquesa»  pues  que  tanto  esta  lei,  como 
la  del  Tolima,  gravan  con  el  derecho  de  peaje  unos  mismos  artículos  i 
destinan  a  un  mismo  objeto. el  producto  de  dicho  gravamen,  siendo,  por  l6 
mismo,  aplicables  a  aquélla  los  argumentos  con  que  sostuvini^os  Ik  talídes 
de  ésta.  Asi,  pues,  os  proponemos : 

R  ESOLüd  101^. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ej^rr^idó  de  lá  fltrlbudOit  l>¿^  del 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  táltdo  el  articulo  ÜK)  de  lá  lei  47^  é^ 
pedida  por  la  Asamblea  de  Cundinamarca  en  1877.  Gaaouníquese  i  po- 
bliquese. 

Bogotá,  abril  SO  de  i878. 

H.  MuRiLLO— Climago  Iriírts— AHDáis  fikaMpxB. 
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Voto  del  Senador  Golunje. 

Ciudadanos  Senadores.  ' 

Sostengo  hoi,  como  sostuve  cuando  se  trataba  de  la  nulidad  o  vatidez 
de  la  leí  13  de  i877  del  Estado  del  Tolicna,  que  los  Estados  no  pueden  gra- 
var con  impuesto  alguno  los  productos  destinados  a  la  esportacion»  aten- 
dida la  prohibición  terminantísima  del  inciso  4,^  articulo  8.o  de  la  Consti- 
tución federal.  Es  dé  nulidad,  pues,  mi  voto  respecto  del  articulo  50  de  la 
lei  47  del  mismo  año  del  Estado  de  Cundinamarca,  en  cuanto  por  ese  ar- 
ticulo aparecen  gravados  el  café  i  la  quina  a  que  se  da  el  espresado  des* 
tino.  / 

Reproduzco»  en  la  parte  aplicable  al  caso  actual,  el  proyecto  de  in- 
forme  que  en  la  mencionada  ocasión  escribí,  i  que  fué  publicado  en  el 
Diario  Oficial  del  5  de  marzo. 

Bogotá^  10  de  abril  de  1878.       '  Jil  Colunje. 

Voto  del  Senador  Gómez. 

Ciudadanos  Senadores. 

Mi  voto  es  de  nulidad  a  la  lei  en  cuestión,  en  cuanto  grava  los  artícu- 
los que  se  destinan  a  la  esportacion,  i  me  apoyo  en  lo  que  espuse  sobre  el 
particular  como  Procurador  jeneral,  en  la  lei  del  Estado  del  Tolima  que 
impone  un  gravamen  sobre  la  quina. 

Bogotá,  abril  20  de  1878.  R.  Gómez. 

Secretaria  del  Senado.— El  proyecto  de  resolución  de  la  mayoría  fué 
aprobado  eh  primero  i  segundo  debates  en  los  días  S4  i  S5  de  abril  de  lé78^ 

D.  Á.  Ártieta. 


fti 


XVII. 


T  JLIilVKK  del  articulo  ft9  de  tá  Conütltucioik  |p<ilítica  del  Es- 
tado de  Cundinamarea,  saitelonada  el  to  de  ttoviem- 
1»re  de  i§70. 


Vista  del  PBoctmADOR  jeneral. 

Sefiores  Maj letrados. 

El  artículo  59  de  la  Constitución  vijente  en  el  Estado  de  Gundinámar- 
ca,  sancionada  el  10  de  noviembre  de  1870^  está  redactado  asi : 

''<  Artículo  59.  kl  Gobernador  del  Estado,  sus  Secretarios,  los  Kajis- 

34 
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trados  del  TribuDal  Superior,  el  Procurador  i  el  Administrador  jenertl  de 
Hacienda  no  pueden  ser  elejídos,  aun  cuando  se  separen  de  sus  destinos  t 
la  época  de  la  elección,  Dipuudos  a  la  Convención  o  a  la  Asamblea  lejida* 
Uva,  m  Representantes.^ 

El  precedente  artículo,  en  cuanto  se  re6ere  a  la  elección  de  Repre- 
sentantes, se  halla  en  el  mismo  caso  que  el  artículo  47  de  la  Gonstltacioo 
del  Cauca,  el  articulo  339  de  la  leí  50  de  1873  i  6.""  de  la  lei  &\  del  cornéa- 
te año  del  mismo  Estado,  cuyas  disposiciones  Iia1)eis  suspendido^  por 
acuerdo  de  14  del  presente,  en  lo  que  ellas  se  rozan  con  elecciones  de  ca- 
rácter nacional.  I  con  el  fin  de  que  haya  uniformidad  en  la  lejislacíon  de 
los  Estados  acerca  de  la  capacidad  de  los  ciudadanos  para  obtener  empleos 
de  la  Nación,  os  pido  respetuosamente  que  decretéis  la  suspensión  del  v- 
tícuTo  constitucional  que  dejo  copiado,  en  cuanto  se  refiere  a  la  elección  de 
Representantes,  disponiendo  previamente  que  el  señor  Secretario  com- 
pulse i  agregue  a  esta  solicitud  copia  del  supracitado  articulo,  tomándola 
de  la  colección  ofiksial  que  existe  en  el  archivo  de  esa  oficina. 

Bogotá>  diciembre  ti  de  i  877. 

Handel  M.  Rabirsi» 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

En  Bogotá,  a  once  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho,  se  eoni« 
tituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del  se- 
ñor  Majistrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores  Majis- 
trados,  doctores  Rafael  Martínez  R.,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  José  M« 
Rojas  Garrida  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objetó  de  tomar  en  con- 
sideración la  solicitud  del  señor  Prcicurador  joneral  sobre  que  se  suspenda 
el  articulo  69  de  la  Constitución  política  del  Estado  soberano  de  Cendina- 
marca,  de  ii  de  noviembre  de  i 870,  por  la  incompatibilidad  de  ciertos 
empleados  para  ser  elejidos  Representantes.  El  señor  Majistrado  doctor 
Uricoechea,  a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto,  presentó  el  siguíes- 
te  proyecto  de  resolución :  '     '  . 

<*  Vistos:  El  señor  Procurador  nacional  se  ha  presentado  solicitando 
fo  suspensión  del  articulo  59  de  la  Constitución  política  del  Estado  sobera- 
no de  Cundinamarca,  que  dice  asi :  *  El  Gobernador  del  Estado,  sus  Se- 
cretarios, los  Majistrados  del  Tribunal  Superior,  el  Procurador  i  el  Adml- 
DJIsirador  jeneral  de  Hacienda  no  pueden  ser  elejidos,  aun  cuando  se  sepa- 
ren de  sos  destinos  a  la  época  de  la  elección,  Diputados  a  la  Convención  o 
t  la  Asamblea  legislativa,  ni  Represenuntes." 

^  El  articulo  33  de  It  Constitución  nacional  dice :  *  Son  elejibiBi 
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para  los  puestos  pübiioos  del  Gobierno  jeneral  de  los  Estados  Unidos,  los 
colombianos  varones,  mayores  de  Si  años»  o  que  sean  o  hayan  sido  casa* 
dos;  con  escepcion  de  los  ministros  de  cualquiera  reltjion/ 

''Según  esta  disposición,  bastan  las  condiciones  que  en  él  se  estable- 
cen para  que  un  colombiano  pueda  ser  elejido  para  un  puesto  publico  del 
Gobierno  jeneral.  La  disposición  de  la  Constitución  de  Gundinamarcade 
cuya  suspensión  se  trata,  establece  la  prohibición  de  ser  elejidos  Represen- 
tantes los  que  en  el  Estado  desempeñen  cierta  clase  de  empleos,  aunque 
se  separen  de  éstos.  De  manera  que  éxije  mas  condiciones  de  las  que  se 
necesitan  conforme  a  la  Constitución  nacional.  Indudablemente  que 
aumentándose  el  número  de  las  condiciones  de  elejibilidad  para  el  puesto 
de  Representante,  se  viola  la  Constitución,  como  se  viola  quitando  el  dere« 
cbo  de  ser  elejido  para  ese  puesto  a  cualquier  colombiano  que  tenga  ti 
años  de  edad  o  que  sea  o  haya  sido  casado,  aunque  no  tenga  dicha  edad. 
Sobre  este  particular  hai  ya  resoluciones  de  la  Corte  respecto  de  disposi- 
ciones semejantes  del  Tolima,  Antioqula  i  Cauca. 

'  **  La  Curte  Suprema  federal,  en  sala  de  acuerdo  i  usando  de  la  facul- 
tad que  le  confiere  el  artículo  73  de  la  Constitución  nacional,  decreta  la 
suspensión  del  articulo  59  de  la  Constitución  política  del  Estado  soberano 
de  Cundinamarca,  espedida  el  8  de  noviembre  de  1870,  i  sancionada  el  10 
de  los  mismos  mes  i  año,  en  cuanto  tal  disposición  se  refiere  a  la  elección 
de  Representantes.  Publíquese,  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotencia- 
rios, i  comuniqúese  al  Gobierno  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca, 
enviándole  copia  de  este  acuerdo.^ 

Discutido  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unánime  de 
loa  señores  Majistrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  .el  presente  acuerdo,  que  firman,  los  señores 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

JSl  Presidente,  Emigdio  Palau — Rafakl  Martínez  R.— Manuil  Eoh 

QUIKL  CoaRALBS— JOSS    E.    ROJAS    GARRlDO—nJüAN   AgüSTIN   UriCOECHRA— 

El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme—Bogotá,  diez  i  ocho  de  enero  de  mil  ochocientos 
setenta  i  ocho.— El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  '  Comisión  Inspegtorá. 

Olu-cLadanos  Senadores. 

Por  el  artículo  59  de  la  Gonstítucion  del  Estado  de  Gundinamareay 
aancionada  el  so  de  noviembre  de  1870»  se  inhabilita  al  Gobernador  del 
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i;«tfido,  a  sos  Secretarios^  a  los  Hajfstrados  del  TlritMinal  Sjaperior,  al  Pco<- 
ciir^dori  al  Admiolstradorjenciral dfí Hiicienda para  ser  elejidos  Hipotados 
a  la  Convención  o  a  la  AsambleaXejislativa  i  Representaútes. 

La  Corte  Suprema^  el  il  de  enero  último^  a  solicitud  del  Procurador 
jQneral»  siispendíó  ei  citado  articulo»  '*  en  cnanto  tal  disposición  se  refiere 
a  la  elección  de  Representantes/^ 

El  Senado,  por  resolución  deii6  de  marzo  último»  declaró  válidas  va^ 
rías  disposiciones  constitucionales  i  legales  del  Estado  del  Cauca,  que  esta- 
blecen idénticas  prohibiciones  a  las  que  contiene  el  artículo  59  de  la  Cons- 
titución'de  Cundinamarca,  i  que  fueron  suspendidas  por  la  Corte  como 
contrarias  al  articulo  33  de  la  Constitución  nacional,  quedando  asi  re* 
suelta  la  cuestión  que  ahora  se  ventila  respecto  del  citado  articulo  59  de  la 
Constitución  cundinamarquesa. 

£n  el  informe  que  tuvimos  el  honor  de  presentaros  al  tratarse  de  las 
leyes  caucanas,  sostuvimos  la  potestad  constitucional  de  los  Estados  pare 
establecer  en  su  lejislacion  interior  las  medidas  de  precaución,  o  las  pro* 
hibiciones,  que  las  especiales  condiciones  de  cada  Estado  hicieran  necesa- 
rias para  asegurar  la  independencia  del  votante  i  la  pureza  del  escrutíDio, 
condiciones  indispensables  para  que  haya  elección,  que  es  la  base  del  sis- 
temado goUerno  que  hemos  adoptado.  Asi  pues,  refiriéndonos  a  dicho 
informe»  tenemos  el  honor  de  proponeros : 

RESOLUCIÓN. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  el  ejercicio  de  la  atribución  6.^ 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válido  el  articulo  59  de  la  Constitu- 
ción política  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sancionada  el  10  de 
noviembre  de  1870.  Comuniqúese  i  publíquese. 

Bogotá,  abril  19  de  1878. 

H.  HuRiLLO— R.  Gómez— Climago  Irurtb. 


Voto  del  Senador  Colunje. 

OiudadaixoB   Senadores. 

No  suscribo  el  precedente  informe,  poír  razones  de  naturaleza  igual  a 
la  de  las  que  espuse  para  negarme  a  suscribir  el  que  en*  él  se  cita,  refe* 
rente  a  ciertas  disposiciones,  constitucional  una  i  otras  legales,  del  Estado 
d$l  Cauca.  Reproduzco»  pues,  aquí  tales  razones  (^ue  aparecieron  en  el 
Dtorto  Ofi6ál  de  st  de  marzo),  en  cuan  lo  son  aplicables  al  eato  presmte; 
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«stoes,  en  cuanto  justifican  el  voto  de  nulidad  que  yo  doi  al  articulo  69 
de  la  Constitución  de  Gundinamarca  en  el  punto  que  se  roza  con  la  elec* 
€ion  de  Representantes  al  Congreso  federal. 

JlL  COLCNJE. 


Voto  del  Senador  Beemúdez. 

OiudadanrLos  Senadores . 

La  Corte  Suprema  federal  decretó  la  suspensión  del  artículo  59  de  la 
Constitución  política  del  Estado  soberano  de  Gundinamarca,  espedida  el  8 
de  noviembre  de  i  870  i  sancionada  el  i  O  de  los  mismos  mes  i  año,  en  cuan- 
to tal  disposición  se  refiere  a  la  elección  de  Representantjes ;  e  hizo  los  ra- 
zonamientos siguientes : 

^'Segifn  esta  disposición  (articulo  33  de  la  Constitución  nacional)» 
bastan  las  condiciones  que  en  él  se  establecen  para  que  un  colombiano 
pueda  ser  elejldo  para  un  puesto  público  del  Gobiecno  jeneral.  La  disposi- 
ción de  la  Constitución  de  Cundinamarca»  de  cuya  suspensión  se  trata,  es- 
tablece la  prohibición  de  ser  elejidps  Representantes  los  que  en  el  £stado 
desempeñen  cierta  clase  de  empleos,  aunque  se  separen  de  éstos.  De  ma- 
nera que  exije  mas  condiciones  de  las  que  se  necesitan  conforme  a  la  Cons- 
titución nacional.  Indudablemente  que  aumentándose  el  número  de  las 
condiciones  de  elejibilidad  para  el  puesto  de  Representante,  se  \iola  la 
Constitución,  como  se  viola  quitando  el  derecho  de  ser  elejido  para  ese 
ptiesto  a  cualquier  colombiano  que  tenga  2i  años  de  edad  o  que  sea  o 
hay^  sido  casado,  aunque  no  tenga  cjicha  edad.  Sobre  este  particular  hai 
ya  rj^solucion^sd^  la  Corte  respecto  de  disposiciones  semejantes  del  Toll- 
ina, Antioquia  i  Cauca/' 

Encon);rándome  de  acuerdo  con  las  opiniones  i  lo  resuelto  por  la  Cor- 
te Suprema  federal,  termino  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

RESOLUCIÓN. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.*  del 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  artículo  59  de  la  Constitu- 
ción política  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  espedida  el  8  de  no- 
viembre de  1870  i  sancionada  el  10  de  los  mismos  mes  i  año,  en  cuanto  tal 
disposición  se  refiere  a  la  elección  de  Representantes. 

Bogotá,  abril  de  1878. 
Ciudadanos  Senadores.  Audiies  Berküdsz. 


Secretaria  del  Senado— El  proyecto  de  resolucic^n  de  la  mayorfa  se 
aprobó  en  primero.i  segando  debates  en  los  días  S4  i  S7  de  abril  de.  1878* 

Di  Áé  Árrieta. 
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XVIIL 

TAIíIHEZ  de  la  leí  SO  de   1977  del  Estada  de  SanteMdw, 

«obre  mMrimoiiie. 


Vista  del  Procurador  ieneral. 

Seíiores  Majistrados. 

Varias  señoras  vecinas  de  los  distritos  del  Socorro,  San  Jil  i  Baricbara, 
se  han  dirijido  a  esa  Suprema  Corte  pidiendo  la  suspensión  de  la  leí  50  de 
7  de  noviembre  último,  libro  1,"^  título  4,^  del  matrimonio,  espedida  por  la 
Lejislatura  del  Estado  de  Santander,  por  estimarla  contraria  al  inciso  16  del 
articulo  i5  i  al  23  de  la  Constitución  nacional. 

Como  los  artículos  i,°  i  t.^  de  dicha  lei  contienen  las  mismas  disposi- 
ciones del  Inciso  S.^  del  articulo  63  i  del  64  de  la  lei  n  del  presente  año,  es- 
pedida por  la  Convención  del  Estado  del  Tolima,  sin  mas  variante  que  la 
pena  de  espulsion  del  territorio  del  Estado,  por  uno  a  dos  años,  que  en  esta 
última  se  establece,  al  paso  que  en  la  de  Santander  es  multa  de  doscientos  a 
quinientos  pesos,  contra  los  Ministros  de  los  cultos  que  presten  sa  ministe- 
rio relijioso  en  los  nacimientos,  matrimonios  i  defunciones,  sin  que  se  les 
compruebe  que  los  interesados  han  hecho  describir  la  partida  correspon- 
diente  en  el  Rejistro  del  estado  civil,  o  que  han  contraído  matrimonio  con- 
forme a  la  lei,  el  suscrito  se  limita  a  reproducir  lo  que  espuso  con  relación 
a  la  lei  del  Tolima^  en  su  vista  de  5  de  setiembre  del  corriente  año,  en  la 
cual  se  lee  el  siguiente  parágrafo: 

**  Siendo  la  celebración  del  matrimonio  ante  el  ministro  de  un  culto, 
un  acto  relijíoso,  no  pueden  imponerse  por  la  autoridad  civil  otras  condício* 
nes  que  las  que  se  dirijan  a  prevenir  ataques  contra  la  soberanía  nacional  o 
perturbaciones  de  la  paz  pú|)lica,  porque  esus  son  las  únicas  restricciones 
impuestas  en  el  inciso  16  del  articulo  15  de  la  Constitución.  1  como  tal  no 
es»  ni  puede  ser,  el  objoto  de  la  obligación  impuesta  en  el  número  S.°  del  ar- 
ticulo 63  a  los  ministros  de  los  cultos  que  autoricen  los  matrimonios,  es  vis- 
to que  tal  disposición  afecta  la  libertad  relijiosa;  tanto  mas,  cuanto  que  el 
articulo  64  siguiente  establece  el  medio  coercitivo  de  la  pena  de  esffulsion 
para  asegurar  el  cumplimiento  de  la  obligación  impuesta." 

Lo  espuesto  en  la  parte  trascrita  es  aplicable,  como  ya  se  dijo,  a  los 
artículos  l.^  i  3.^  de  la  lei  santandereana,  por  contener  iguales  disposicio- 
nes a  las  que  aquélla  se  refiere  -  disposiciones  que,  imponiendo  restriccio- 
nes» pugnan  coú  la  libertad  relijiosa  que  consagra  el  citado  inciso  i6»  pM 
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con  esta  libertad  es  incompatible  la  designación,  por  la'  autoridad  cit(l, 
**  del  cuándo  i  el  modo,*'  como  dicen  las  peticionarias,  de  ejercer  sus  fun- 
ciones los  ministros  del  culto. 

Desde  que  para  la  ejecución  de  un  acto  cualquiera  se  impongan  res- 
tricciones» ese  acto  deja  de  ser  libre  •»  i  desde  que  Ta  autoridad  civil  se  injie- 
ra en  establecer  condiciones  para  que  los  sacerdotes  concurran  a  los  naci- 
mientos» matrimonios  i  defunciones^  el  ejercicio  de  larelijion  deja  detener 
la  libertad  que  reconoce  la  Constitución,  tanto  para  los  ministros  del  culto, 
como  para  los  que  solicitan  o  intervienen  en  esos  actos.  Así  lo  declaró  el 
Senado  de  Plenipotenciarios,  en  la  resolución  de  i5de  majo  de  f8t4y  que 
pronunció  la  nolidad  de  los  artículos  4,^  5,^  6.^  i  7.^  de  la  lei  de  28  de  enero 
de  1873,  reformatoria  del  Código  civil,  espedida  por  la  Lejíslatura  del  Esta- 
do de  Gundinamarca,  siendo  de  notar  que  el  artículo  4.^  apenas  impone  el 
deber,  tanto  a  los  contrayentes  como  a  los  ministros  del  culto  ante  quienes 
se  inicie  la  celebración  del  matrimonio,  de  dar  parte  de  ello  al  funcionario 
público  encargado  de  la  celebración  del  matrimonio  ci  vil,  dentro  de  tercero 
dia  después  de  iniciado  el  matrimonio  relijioso,  conminando  a  unos  i  otros 
con  la  pena  de  multa  por  la  omisión  en  el  cumplimiento  de  ese  deber,  i  sin- 
etnbargo  la  mayoría  de  la  comisión  del  Senado,  en  el  informe  que  aprobó 
esta  Corporación,  se  espresó  en  estos  términos: 

*<En  concepto  de  vuestra  comisión,  este  artículo  (el  4.^  que  se  deja 
relacionado)  i  sus  parágrafos  atacan  la  libre  profesión  de  una  relijion,  por- 
que imponen  obligaciones  que  provienen  de  la  práctica  de  un  hecho  pura- 
mente relijioso.  El  matrimonio  que  presencia  el  ministro  de  un  culto,  no 
es  un  acto  civil  que  las  leyes  reconocen,  sino  un  sacramento  o  ceremonia 
relijiosa  que  practican  los  que  profesan  ciertas  creencias.  Imponer  penas  a 
los  que  intervengan  en  e^a  ceremonia  como  contrayentes  o  m'inistros,  si  no 
dan  cuenta  de  ese  acto  a  los  funcionarios  encargados  de  la  celebra^cion  del 
matrimonio  civil,  es  poner  trabas  al  libre  ejercicio  de  una  relijion,  en  Is 
ejecución  de  hechos  que  no  son  incompatibles  con  la  soberanía  nacional, 
ni  que  tienen  por  objeto  turbar  la  paz  pública  ;  únicos  casos  en  los  cuales 
puede  la  lei  intervenir  o  restr'm'ír  los  actos  relijiosos,  conforme  al  inciso i9 
del  articulo  16  de  la  Constituciai».  Debe  pues  anularse  el  articulo  i  sus  dos 
parágrafos  espresados.'' 

Con  relación  al  articulo  5.^  de  la  citada  lei  cundínamarquesa^  que  con- 
mina con  una  multa  al  ministro  relijioso  que  a  sabiendas  casa  a  una  perso- 
na con  otra  distinta  de  aquella  con  quien  está  unida  en  matrimonio  civil,  t 
al  articulo  6,^  que  determina  el  empleado  que  pueda  imponer  dicha  multa» 
la  misma  comisión  del  Senado  espuso  lo  siguiente : 

*<  £1  lejislador  cundinamarqués  ha  querido  dar  efectos  legales  a  las 
•niones  o  matrimonios  de  conciencia,  sin  duda  con  los  mas  plausibles  finesa 
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pero  ha  teoido  que  contrariar  las  instituciones  nacionales.  Si  el  matrimoob 
relijioso  no  tiene  efectos  legales,  ¿  con  qué  objeto  se  les  imponen  condiciooes 
para  su  celebración  a  los  ministros  de  los  cultos?  Ademas  de  ser  estoeate- 
ramente  inútil,  se  ataca,  como  en  el  artículo  4,^  la  libertad  relíjioss;  se  im- 
ponen obligaciones  especiales  a. los  ministros  de  los  cuUos,  e  interviene  li 
lei  en  asuntos  que  son  del  esclusivo  dominio  de  la  conciencia.  Deben,  por 
tanto,  anularse  los  art  culos  espresados." 

Sabiendo  los  lejisladores  de  los  JEstados,  como  lo  saben  mui  bien,  qae 
las  nupcias  que  se  celebran  ahte  los  ministros  de  los  cultos  son  actos  pura- 
mente relijiososy  que  no  producen  efectos  deninguna  clase  en  el  orden cítíI, 
solo  el  buen  deseo  de  asegurar  la  observancia  de  las  leyes  sobre  matrimoaio 
civil,  que  hasta  el  presente  no  se  ha  logrado  sino  en  pocos  casos,  debido  il 
descuido  o  desprecio  con  que  han  mirado  esta  Institución  los  que  se  han 
unido  en  matrimonio  eclesiástico,  pnede  esplicar  la  espedicion  de  leyes  en 
q1  sentido  de  las  que  se  dejan  apuntadas,  sia  advertir,  tal  vez,  que  sin  nece- 
sidad de  medidas  de  esta  clase,  que  pugnan  con  la  libertad  relijiosa,  la  lei 
de  matrimonio  civil  tendrá  eficaz  cumplimiento,  a  despecho  de  cualesquiera 
resistencias,  en  fuerza  de  la  necesidad  para  el  orden  i  mantenimiento  de  U 
familia  i  luego  que  principie  a  sentirse  la  sanción  dolorosa  que  ella  apareja. 

Por  las  consideraciones  apuntadas,  i  acatando  en  el  presente  caso  la 
decisión  del  Senado  con  relación  a  la  lei  cundinamarquesa  de  28  de  enero 
de  i873y  reformatoria  del  Código  civil  del  Estado,  el  suscrito  coadyuva  la 
solicitud  que  se  le  ha  pasado  en  vista,  i  os  pide  que  decretéis  la  suspensión 
de  la  lei  a  que  ella  se  refiere. 

Bogotá,  diciembre  i9  de  1877.  Manuel  M.  Raihebz. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

En  Bogotá,  a  diezisiete  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  de 
todos  los  señores  Hajistrados  i  del  infrascrito  Secretario,  con  el  objeto  de 
tomar  en  consideración  la  solicitud  de  varias  personas  vecinas  de  las  ciudad- 
des  del  Socorro,  San  Jil  i  Barichara,  sobre  suspensión  de  la  lei  50  del  Estado 
soberano  de  Santander,  fecha  7  de  noviembre  último.  El  señor  Majfstrado 
doctor  Mlirtínez  R,  como  sustanciador,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  re^ 
solución: 

<<  Vistos:  Varias  señoras  del  Socorro,  San  Jil  i  Barichara  elevaron  a 
esta  Suprema  Corte  un  memorial  solicitando  la  suspensión  de  la  lei  del  Es- 
tado de  Santander,  de  7  de  noviembre  del  año  último,  que  contiene  las  di8 
postcfones  aiguíentes : 
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^  Art.  f .°  Lo'8  ministro^  de  cualquier  cuHo  no  prestaran  su  miriíslerítf , 
telíjíoso  en  todo  lo  relatiVo  a  los  nacimientos»  matrimonios  i  defunclonet^ 
mientras  no  se  les  compruebe  con  la  copia  respectiva»  qiie  los  interesados  o 
contrayentes  han  hecho  describir  la  partida  correspondiente  en  el  rejistro 
del  estado  civil,  o  que  han  contraído  matrimonio  conforme  a  la  leí. 

*  Para  este  efecto,  el  Juex  o  Notario  respectivo  espedirá,  gratis,  copia 
de  la  dilljencia  de  matrimonio  i  de  las  partidas  de  nacimiento  i  defuncionf^ 

*  Art.  9.^  El  ministro  del  culto  que  falte  al  deber  que  se  le  impone  por 
el  artículo  anterior,  será  considerado  como  trastornador  del  orden  publico  I 
castigado  por  el  Jefe  departamental  con  una  multa  de  doscientos  a  quinien* 
tos  pesos,  previa  comprobación  sumaria  del  hecho,  de  oficie  o  a  petición  de 
cualquier  ciudadano. 

*Art.  9.^  Hai  acción  popular  para  denunciar  las  infracciones  de  «s^ 
ta  leí. 

'Art.  4.°  Ademas  de  la  publicación  de  esta  leí,  el  Poder  Ejecutivo 
hará  que  se  imprima  en  cartelones,  que  serán  fijados  al  piiblico  en  todos  lo» 
distritos  o  caseríos." 

'*La  solicitud  indicada  se  pasó  al  señor  Procurador  jeneral,  quien  en 
su  esposicion  de  19  de  diciembre  ultimo^  concluye  proponiendo  la  suspeit-» 
ftion  de  la  lei  citada. 

**  Sucesivamente  han  Venido  dos  representaciones  con  igual  propósito/ 
suscritas  por  muchas  señoras  de  Zapatoca  i  San  Jil.  A  estas  reclamaciones^ 
se  les  dio  el  e^irso  legal,  acumulándolas,  a  fin  de  dar  sobre  todas  una  soiat 
decisión. 

*'La  lei  de  Santander  qué  se  examina,  impone  deberes  i  castiga  conr 
penas  a  los  sacerdotes  o  ministros  de  los  cultos  relijiosos  que  ejerzan  sus 
fancioned  sacerdotales  en  lo  relativo  a  nacimientos,  matrimonios  i  defun- 
ciones^ sin  las  condiciones  establecidas  en  aqnella  lei. 

**  Los  actos  relijiosos  espresados  no  tienen  delante  de  la  lei  ningún 
afecto  civil ;  son  hechos  inocentes  del  ejercicio  de  una  relijidn,  que  no  son 
bí  pueden  ser  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ni  se  dirijen  a  turbar 
el  orden  público.  La  prohibición  hecha  a  los  ministros  de  los  cultos  se  hace 
s  los  Individuos,  porque  es  sobre  éstos  que  refluye  el  acto  reíijioso  prohibi- 
do, de  donde  resulta  que  la  profesión  libre,  pública  o  privada  de  cualquier' 
relijion,  que  la  Constitución  otorga  a  los  colombianos  i  transeúntes,  se  limi-' 
le  eo  Santander  desde  que  para  ejercer  algunos  actos  relijiosos  se  exijen  ' 
ciertas  condiciones. 

''£1  Senado  de  Plenipotenciarios  dilucidó  esta  cuestión  para  annlaría 

lei  de  Gundinamarca  de  28  de  enero  de  i873,  reformatoria  del  Código  civil,* 

sobre  la  misma  materia,  de  tal  modo  que  en  este  asunto  la  doctrina  eonsti^ 

está  establecida  en  el  mismo  sentido  que  acaba  de  establecerse^  üef 

d5 
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propio  modo  suspendió  la  Corlé  Suprema  aquella  leí,  fundándose  ea  lo  si- 
guiente : 

*  Empero  el  lejislador  cundinamarqUes  debiólímitarse  a  negar  la  pr«^ 
tecGion  de  la  lei  a  los  matrimonios  no  celebrados  con  arreglo  a  sus  prescrip^ 
cioneSy  o»  lo  que  es  lo  mismo,  a  no  reconocer  en  dichaa  uniones  ninguir 
efecto  civil.  Para  el  articulo  que  se  examina,  esa  es  la  única  sanción  posi- 
ble: con  cualquiera  otra  se  corre  el  riesgo  de  tropezar,  como  sucedió  al  le- 
gislador citado,  con  la  libertad  relijiosa,  que  es  una  de  la» garantías  coosli- 
tuclonales  de  los  habitantes  de  Colombia.  (Inciso  46,  artículo  15  de  la  Gods-- 
titucion). 

*  En  efecto,  siendo  la  celebración  del  matrimonio,  ante  el  ministro 
del  culto  respectivo,  un  acto  relijioso,  tanto  respecto  de  fos  contrayeoteSr 
como  del  ministro  mismo,  tal  acto  no  es  susceptible  de  otras  condiciones 
que  las  que  tengan  por  objeto  prevenir  ataques  a  la  soberania  nacional  cy 
perturbaciones  die  la  paz  pública,  porque  éstas  son  las  únicns  restricciones 
impuestas  a^la  garantía  de  que  se  trata.  1  como  tal,  no  es  ni  puede  ser  el 
objeto  de  la  condición  o  deber  impuesto  en  la  segundo  parte  del  articulo  A,^* 
a  los  contrayentes  de  matrimonios  relijiosos,  i  a  los  ministros  que  los  auto- 
ricen; sen]iejante  condición  si  afecta  inconstitucionalmente  la  garantía  de 
b  libertad  relijiosa,  tanto  más  cuanto  que  en  el  parágrafo  4  .^  del  citado 
articulo  se  establece  el  medio  coercitivo  de  ías  multas  para  asegurar  en 
oada  caso  el  cumplimiento  de  la  condición  impuesta. 

'  Si,  como  se  ha  dicho  i  es  la  verdad,  la  libertad  relijiosa  de  los  colom- 
bianos no  tiene  otra  limitación  que  la  de  no  atacar  con  ella  la  soberanía  de 
]»  Union,  ni  turbar  la  paz  pública,  es  clara  la  inconstitucionalidad  de  toda 
condición  qtie  no  tienda  a  asegurar  la  efectividad  de  aquella  restricción/ 

^'Lasegu^nda  parte  f  parágrafo  del  articulo  4^»  a  que  se  refiere  esta* 
doctrina,  dicen :  *  Al  efecto,  es  un  deber,  tanto  de  ios  contrayentes  mismoa 
como  de  los  ministros  de  los  cultos  ante  quienes  se  inicie  la^  celebración, 
(dar  parte  de  ello  al  funcionarlo  público  encargado  de  la  celebración  del 
matrimonio  civil,  dents'o  de  tercero  día  después  de  iniciado  el  matrimonio* 

relijioso, 

*  Parágrafo'  i  .^  Castigúese  la  omisión  en  el  cumplimiento  de  esfede-^ 
ber,  con  una  multa,  que  impondrá  el  Alcalde  del  distrito  en  que  debe  ce* 
lebrarse  el  matrimonio  civil,  de  cincuenta  centavos  a  cien  pesos  sobre  cada» 
«no de  los  cónyujes,  i  de  cincos  veinticinco  pesos  sobre  el  ministro  que* 
hubiere  autorizado  el  matrimonio  relijioso/  ^ 

**  La  Corte  Suprema  i  el  Senado  decidieron  que  el  simple  aviso  de 
Kaberse  contra  ido  un  matrimonia  relijioso,  era  una  condición  que  resirin* 
jíaki'Hbertad  relijiosa,  i  por  eso  se  suspendió  la  lei  cundlnamarqnesa.  Lar 
ésactitud  de  esta  doctrina  se  hace  mas  manifiesta  ea  la  léi  de  SaivlMider 


^116  86  examina»  porque  en  ésta  no  se  trata  de  dar  un  airiao  a  la  autoridad 
pública  de  haber  ejecutado  un  acto  relijioso,  sino  prohibir  ese  acto  basta 
>4ue  se  presente  un  documento  público,  i  no  ejercerlo  si  el  documento  no 
ae  presentare ;  avanzando  a  castigar  severamente  a  los  contraventores  de 
..asa  restricción,  que,  como  se  ha  visto,  es  inconstitucional. 

*'Si  hubiera  de  aceptarse  esta  restricción  como  cobstitucional»  seria 
•preciso  aceptar  otra  o  muchas  que  se  quisieran  establecer  para  el  ejercicio 
^e  algún  culto ;  de  este  modo  la  libertad  reüjlosa  quedarla  anulada  en  Go- 
Jombia,  falseándose  la  Constitución  que  la  otorga. 

«*  Para  cohonestar  esta  doctrina,  se  sostiene  que  los  ministros  de  los 
4:ultos,  como  tales»  no  gozan  de  las  garantías  individuales»  por  lo  cual  la  lei 
puede  imponerle^  las  condiciones  que  tenga  a  bien  para  el  ejercicio  de 
su$  funciones.  Pero  como  no  hai  culto  público  en  ninguna  relijion  posi- 
Aiva,  sin  ministros  o  sacerdotes,  es  claro  que  las  prohibiciones  hechas  a 
Jos  ministros  de  esas  relijiones  son  hechas  a  los  individuos  de  ese  culto  o 
creencia,  para  quienes  especialmente  se  ejercen  o  celebran  los  actos  del  cul- 
to  esterno  o  público»  que  está  espresamente  garantizado  a  los  colombianos. 
Las  bendiciones  nupciales»  las  oraciones  i  ritos  sacramentales»  son  actos 
Telijiosos  no  solo  de  parte  del  ministro»  sino  de  los  conirayeates  i  de  los  in- 
dividuos a  quienes  se  aplican»  de  manera  que  la  prohibición  o  restricción 
refluye  en  los  individuos  mismos  a  quienes  de  este  modo  se  priva  del  uso 
4m  un  derecho  -^ue  jeneralmente  se  estima  como  el  mas  precioso  que  ha 
conquistado  la  civilización»  -la  libertad  relijiosa, 

*^  En  virtud  de  la  suprema  inspección  de  cultos»  puede  el  Gobierno 
jiacional  ejercer  actos  de  autoridad  en  materias  relijiosas.  Pero  estas  fun- 
ciones se  refieren  a  dos  asuntos  bien  determinados  en  el  artículo  23  de  la 
Constitución»  a  saber :  sostener  la  soberanía  nacional  i  evitar  la  turbacioa 
4el  orden  i  seguridad  públicas.  Toda  restricción  a  la  libertad  relijiosa  que 
no  se  refiera  a  estos  objetos,  es  evidentemente  inconstitucional ;  así  es  que 
da  leí  de  Santander  que  impone  deberes  previos  para  ejercer  ciertos  actos 
relijipsos  que  no  son  ni  están  calificados  conoo  hechos  que  ataquen  la  so- 
beranía nacional  I  tiendan  a  turk>ar  el  sosiego  público,  debe  ser  suspendida* 
i  también  lo  debe  ser»  porque  la  lejislacion  en  este  ramo  es  de  competencia 
nacional. . Cuatro  Congresos  han  lejislado  en  esta  materia;  la  última  lei  se 
«spidíú  en  el  año  próximo  pasado»  *  sobre  inspección  de  cultos  en  materia 
dvil/  Dice  el  articulo  i. <»:  ^  Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mante- 
ner la  seguridad  i  tranquilidad  públicas»  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  23 
di  la  Comtitueymt  la  suprema  inspección  de  los  cultos  establecidos  o  que 
se  establezcan  en  Colombia»  se  ejercerá  por  el  Gobierno  nacional  en  los  tér» 
minos  de  la  presente  leiJ  Estando  vijente  esta  leí»  como  lo  está»  solo  el  Go- 
MOfao  nacional  puede  ejercer  la  inspección  de  cultos  en  Colombia»  i  la 
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njeree  de  acuerdo  con  esa  lei.  Fué  por  eso  que  enumeró  los  ados  de  los 
ministros  de  los  cultos  que  ^ten  tan  contraía  seguridad  i  tranquilidad  pA» 
Micas  ji  contra  la  soberanía  nacional,  prescribió  penas  i  señaló  los  procedi- 
mientos para  imponerlas,  rero  si  solo  el  Gobierno  nacional  puede  ejercer 
la  suprema  inspección  de  cultos,  los  Estados  carecen  de  potestad  para  ¡nr 
Cervenir  en  este  asunto.  Ellos  no  pueden  definir  hechos  atentatorios  a  It 
soberanía  nacional  o  a  la  paz  pública,  como  medios  para  restrinjir  laliberr 
tad  relijiosa,  porque  si  tuvieran  dicha  potestad,  podrían  definir  hechos 
atentatorios  a  la  paz  i  soberanía  nacional,  que  el  Gobierno  nacional  podia 
declarar  inocentes  o  yicieversa ;  aplicaría  pena  diversa  i  procedimiento  dife- 
rente de  aquellos  que  señalaba  la  lei  nacional,  produciendo  todo  esto  aoa 
anarquía  aflictiva,  capaz  de  disociar  el  país.  En  efecto,  podia  haber  diei 
leyes  contradictorias  sobre  un  mismo  hecho  que  castigaran  el  Gobierno 
nacional  i  los  nueve  Estados,  ofreciendo  el  absurdo  de  juzgar  I  castigar  eos 
dos  penas  i  dos  juicios  a  un  solo  individuo  por  la  comisión  u  omisión  de 
un  acto  diversamente  calificado.  Esta  repugnan|;e  promiscuidad  de  pode- 
res, ambos  ilimitados,  i  sobre  una  misma  materia,  la  repugns^  la  índole  de 
la  organización  política  establecida  en  la  Constitución,  en  donde  están  pre^ 
cisados  los  asuntos  de  los  gobiernos  seccionales  i  del  Gobierno  naciooal. 
Solamente  en  materias  de  correos  i  otras  de  íbmento  estableció  el  artículo 
18  de  la  Constitución  la  potestad  de  lejislar  ambas  entidades  en  lo  respee^ 
tivo  a  |a  estension  de  la  potestad  de  cada  una ;  pero  si  solo  en  estas  cua- 
tro materias  existe  la  promiscuidad  lejislativa,  es  claro  que  la  Constitacioa 
rechaza  toda  otra.  La  soberanía  nacional  está  encomendada  al  Gobierno 
nacional,  del  mismo  modo  que  la  paz  pública  relacionada  con  el  ejercicio 
de  los  cultos  relijiosos.  Por  estas  consideraciones,  la  leí  de  Santander  que 
se  examina,  es  no  solaniente  inconstitucional,  sino  contraria  a  la  nacional 
que  se  ha  citado,  i  debe  suspenderse ;  por  lo  cual  la  Corte  Suprema,  en 
ejercicio  de  la  atribución  que  le  defiere  el  artículo  72  de  la  Constítudoo, , 
administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  fOt 
autoridad  de  la  lei,  decreta  la  suspensión  de  la  lei  de  Santander,  espedida 
en  7  de  noviembre  último,  que  se  ha  copiado  al  principio  de  esteacuerdoi 
por  ser  contraria  al  inciso  10,  artículo  lo  de  la  Constitución,  i  ^  la  lei  35  de 
1877.  Notifiquese,  publíquese  en  el  Diario  Oficial^  comuniqúese  al  Poder 
Cjetcutiyo  del  Estado  soberano  de  Santander,  cópiese  i  pásese  el  espediente 
al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los  efectos  legales/' 

Puesto  en  discusión  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  de 
los  señores  Majistr^des  doctores  Corrales,  Martínez  R.  i  Uricoecbea ;  i  los 
aeñores  Hajistrados  doctores  Paláu  i  Rojas  Garrido,  que  no  estuvíaroo  de 
^cuerdo,  espusieron  lo  siguiente: 

^^Que  difieren  del  voto  consignado  en  eí  anterior  proyectOi  píff qpd 
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«oiisideran  que  la  leí  de  que  se  trata  no  es  inconstitucional,  fundados  en 
las  razones  que  por  estenso  espusíeron  en  los  acuerdos  de  15  de  setiembre 
t  5  de  diciembre  del  año  próximo  pasado  sobre  las  leyes  del  Tolfma  i  de) 
Cauca  relativas  al  mismo  punto.  Ademas,  el  señor, Majjstrado  doctor  Ró» 
jas  Garrido  agregó»  que  los  casos  a  que  se  refiere  la  lei  de  Cundfnamarca  a 
que  alude  d  proyecto  anterior,  son  enteramente  diversos;  pues  la  lei  de 
que  actualmente  se  trata  no  impone  deberes  a  los  particulares,  sino  solo  a 
ios  ministros  del  culto  para  que  no  ejerciten  su  ministerio  en  actos  civiles 
como  relijiosos  sin  el  comprobante  de  haberse  cumplido  respecto  de  aque- 
lloslo  prevenido  ea  las  leyes ;  asunto  diverso  del  de  la  lei  citada  de  Cundi« 
namarca.*^ 

En  virtud  de  4o  espuesto,  la  Corte  Siipnema  federal,  administrando 
fusticla  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  )a 
let,  declara  que  no  está  en  el  ca^o  de  suspender  la  lei  50  del  Estado  sobe^ 
rano  de  Santander,  fecha  7  de  noviembre  último,  por  no  haber  para  ello  la 
unanimidad  exijidapor  la  Constitución.  Notifíquese,  déjese  copia,  agrér- 
86  otra  al  espediente  para  remitirlo  al  Senado  de  Plenipoteneíarios,  publl- 
üjuesej. comuniqúese  al  Gobierno  ejecujtivo  del  referido  Estado. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
llajistrados  con  el  infrascrito  Secretarla. 

El  Presidente,  Emigdio  Pala|U-^Rafa«l  Martinjsz  R.— M^nusl  Ex»* 
^UiEL  CoiiRALBs— JosB  M.  RojAs  Garrido^—Juan  Agustin  Uhicoeghka^p- 
isi  Secretario,  Rafael  E-  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  veinticuatro  de  añero  de  mil  ochocientos 
setena  I  ocbo.rr-El  Secretario,  Rafael  E.  Santander» 


Informe  de  la  Comisioi9  Itíspiectora* 

Ciu-dadanos  Senadores. 

Varias  señoras  del  Socorro,  Sanjil,  Baricbara  i  Zapatoca  pidieron  la 
/suspensión  de  la  **  lei  civil ''  espedida  por  la  Asamblea  de  Santander  en 
1877 ;  suspensión  que  no  se  decretó,  porque  en  la  Corte  no  hubo  la  unani* 
midad  de  votos  que  al  efecto  se  requiere. 

La  let  acusada  contiene  los  artículos  que  siguen : 

**  Art.  1.°  Los  ministros  de  cualquier  culto  no  prestarán  su  ministe^ 
rio  relljioso  en  todo  lo  relativo  a  los  nacimientos,  matrimonios  i  defuncio- 
PMy  mientras  nó  se  les  compruebe,  con  la  copia  respectiva,  que  los  interesa- 
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4lo8  O  camrayeates  han  iieeho  describir  la  partida  correspondiente  ea  el  re- 
jistro  del  estado  civil,  o  que  han  contraído  matrimonio  conforme  a  la^ei. 

^^Para  este  efecto,  el  Juez  o  Nourio  respectivo  espedirá*  grátiSt  copia 
4e  Ja  dilijencia  de  matrimonio  i  de  las  partidas  de  nacimiento  i  defuncioo. 

"▲rt.  %,^  £1  ministro  del  culto  que  falte  al  deber  que  se  le  impone 
por  el  articulo  anterior,  será  considerado  como  trastorhador  del  orden  pú« 
jbliCQ,  i  castigado  por  el  Jefe  departamental,  con  una  multa  de  doscientos  t 
quinientos  pesos,  préfia  comprobación  sumarla  del  hecho,  de  oficio  o  a  pe* 
ticion  de  cualquier  ciudadano.^ 

El  primero  de  los  artículos  copiados  es  igual  al  inciso  3.^  articulo  63 
.de  la  lei  ts  del  Estado  del  Tolima,  i  el  segundo,  con  solo  la  variación  de  la 
pena,  esj  en  ei  fondo,  idéntico  al  articulo  64  de  la  citada  leí  totimense;  i 
como  Jas  disposiciones  de  asta  fueron  también  acusadas  ante  la  Corte  I  ya 
el  Senado  las  declaró  válidas,  nos  limitamos  a  reproducir  la  parte  coadu- 
vcenjlje  del  informe  que  os  presentamos,  el  siete  de  marzo  último,  sobre  d 
mismo  asunto  sobre  que  versa  la  **  lei  cMV  de  Santander,  i,  en  coose^ 
cuencia,  os  proponemos : 

RESOLUCIOII. 

ElSenado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  delar* 
tfculo  51  dé  la  G)n6titucion,  declara  válida  la  **  lei  civil  "^  espedida  por  It 
Asamblea  de  Santander  en  187T.  Comuniqúese  i  publíquese. 

Bogotá,  abril  33  de  4878. 

M*    MURILLO. — CUMÁCO    IrURTK.— R.    GOHEZ-^JlLCOLDffJB.  — AllDISS' 

Bbrmudkz. 


Secretaria  del  Senado— Esta  resolución  se  aprobó  en  prlaiero  i  se- 
gundo debates,  en  los  dias  86  i  S7  de  abril  de  1878. 

D.  A.  Árrietá. 


/ 
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XIX. 


tTAI/iflEC  cíe   Us  lef  60  cffT  l^y^  del  fiíltado  de   ««nitenderV 

Bobre  matrimonio* 


Vista  j^el  Procurador  TEí¥RKkh* 

Señores  Majistrados. 

E^  Reverendo  Obispo  de  Santamarta,  doctor  José  Romero^  os  ha  diri- 
gido un  memorial»  en  el  cual  solicita  que  suspendáis  la  leí  civil  de  ?  de  oo*- 
Tiembre  del  año  próximo  pasado,  hbro  1»^  titulo  4,^  delmatrimoDio^  espe* 
dida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Santander  i  publicada  en  la  Gaceta  de, 
Santander  número  I,i3r2,  que  se  acompaña  a  la  espresada  solicitud. 

Gomo  ya  esa  Suprema  Corte  tomó  en  consideración  la  prenotada  lei»* 
i  se  abstuvo  de  suspenderla  por  no  haberse  obtenido  la  unaninildad  de  votos 
que  requiere  el  artículo  72  de  h  Constitución,  según  consta^del  acuerdo  ce* 
kbrado  eV  i7  de  enero  último,  con  motivo  de  una  solicitud  igual  a  la  def* 
señor  Obispo  de  Santamarta,  dirijida  por  varias  señoras  der Socorro,  San' 
111,  Barichara  i  Zapatoca,  et  suscrito,  acatando  vuestra  resolución,  se  abatís»^ 
Be  de  coadyuvar  la  petición  a  que  se  refiere  la  presente  vista. 

Bogotár  febrero  2  de  i  878. 

Hanusl.  ■.  RAÉnasi. 


ACD£R>D0  DE    LA    CORTE    SuPREHA^ 

El  ínfrasetito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que' 
en  el  libro  de  acuerdos  die  este  Tribunal,  en  la  pajina  noventa  i  Dueve,  hafr 
tino  que  a  la  tetra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  trece  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  aeíuerdo,  con  asistencia' 
del  señor  Majlstrado  Presidente,  doctor  Emfgdío  PiaíláQ,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Rafael  Mnrtinez  R,  Manuel.  E2equiel  Corrales»  José* 
Haría  Rojas  Garrido  I  Juan  A{^u.^iin  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en 
consideración  la  solicitud  del  Reverendo  Obispo  de  Santamarta,  doctor  José' 
Romero,  sobre  que  se  suspenda  el  título  4,^  del  matrimonio,  o  sealalei  de 
7  de  noviembre  de  1871,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado» 


^ 
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tabetiM  de  SanUndídr.  El  señor  MajistraJo  doctor  VLittíaat  R, »  qaieu  toe^ 
sastaneiar  este  asunto,  presentó  el  stgaiente  projrecto  de 

lkB8  0LU.0iaN  : 

"Vistos:  £1  señ'ot  Obispo  de  Santamaría  elevó  a  esta  Corte  Stfpremaf 
un  mentorial  suscrito  en  Santamarta  a  tres  de  enero  último,  solicitando  k 
suspensión  de  la  leí  civil  de  7  de  noviembre  de  i877,  espedidaf  por  laf  Asam- 
blea Lejtslativa  del  listada  soberrano  de  Santander.  • 

A  solicitud  de  varias  señoras  del  Socorro,  San  Jü,  iSarichara  i  Zapa- 
toca,  solicitud  que  coadyuvó  el  señor  Procurador,  la  Corte  espidió,  eir 
acuerdo  de  i  7  de  enero  próximo  pasado,  \a  resolución  que  halló  conveaíentef 
respecto  de  la  suspensión  de  la  íei  citada.  Como  se  ve  en  el  acuerdo  Indi* 
cado^quese  puMicó  en  el  Diario  Oficial  niímero  4«10!5,  ía  Corte  no  suspen* 
dio  la  lei  de  que  se  trata,  por  no  haber  para  ello  la  unanimidad  de  votOl  qué 
6xije  la  Gonstitueion  en  semejaiftes  casos. 

1  como  ya  la  Corte  ejerció  sus  atribuciones  constitucionales  respedfo' 
de  la  lei  pretiotada,  se  determina  que  se  esté  a  lo  resuelto  en  el  acuerdo 
aludido;  i  que  se  agregue  efsta  solicitud  al  mencionado  espediente/' 

Sometido  a  discusión  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por' el  voto  i/nánimé 
de  los  señores  Majisrados. 

Con  fo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  qiíe  Arman  Ibá  señores 
Majlstrados  junto  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Ehigdio  Palau— ftAFA£L  Máetinéz  R. — ALoiuiLEtti- 
QuiBL  Ceaa ALES-* Jóse  M.  "Rojaé  Garrido— -Juazi  ÁousTiif  Üricobgbéá.— £f 
Secretario,  Rafael  E.  Santander» 

Es  copia  conforme— Bogotá,  ocho  de  mano 'de  mil  ochoeteatot 
setenta  i  ocbo-'El  Secretarlo,  Rafael  E.  Saníaúdef. 


Senado  de  Ptenipotenciarios^Bégotá,  %1  de  abril  áe  iSf  8. 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  deí 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la  lei  civil  espedida  por  It 
Asamblea  de  Santander  en  i87Y.  Comruniquese  i  publlquese/' 

£1  Presidente,  Clímago  Imarte. 

El  Secretario»  Julio  E.  Pérez. 


I  kt\  ir 
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XX. 


TAIilDiSZ  de  la  !•!  40  4e  íLMf  del  Estado  del  Ctevea,  <*  Mbre 

lii^iieeelaii  de  ealte».^ 


Vista  del  Progükídor  jeneral. 

BefLores  Majistrados. 

El  señor  Secretario  de  lo  Interior  i  Relaciones  Esteriores  ha  dirijido  a 
esta  Procuraduría,  con  fecha  30  de  octubre  último»  número  98,  sección  3/ 
la  comunicación  que  inserto : 

**  Ha  llegado  a  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo  que  algunas  de  las 
Asambleas  Lejislativas  de  los  Estados,  actualmente  reunidas,  discuten  actos 
'sobre  inspección  de  culios,'  i  que  oirás  los  han  aprobado  ya,  recibiendo  la 
consiguiente  sanción  ejecutiva,  sin  duda  bajo  la  creencia  de  que  el  asunto 
€8  de  su  competencia  sin  limitación  alguna.  Este  procedimiento,  aunque 
emanente  de  un  celo  laudable  por  las  preeminencias  de  la  autoridad  civil, 
DO  ha  podido  menos  que  llamar  la  atención  del  Presidente,  entrañando, 
como  eiltraña,  la  interpretación  del  artículo  S3  de  la  Constitución  federal» 
caso  nuevo  en  la  práctica  de  este  Código  i  de  suyo  delicado,  sea  cual  fuere 
la  solución  que  reciba,  al  referirse  a  las  facultades  reservadas  a  la  Nación  I 
al  Estado,  respectivamente,  ^ 

<<  Por  dudoso  que  parezca  el  sentido  del  articulo  93,  el  Presidente  es 
de  concepto  que  conforme  a  él  los  Estados  no  pueden  bol  espedir  leyes 
'sobre  inspección  de  cultos/  que  tengan  carácter  sfistantifo,  si  no  es  inva- 
diendo las  atribuciones  del  Gobierno  federal  í  contrariando  o  entrabando  la 
leí  95  del  corriente  año,  i  en  ambos  casos  esas  leyes  o  actos  son  denuncia- 
bles  ante  la  Corte  federal  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios. 

^^  Paso  a  esponer  a  usted  los  fundamentos  de  la  opinión  del  Presi- 
dente. 

**  £1  articulo  83  de  la  Constitución  dispone  que  para  sostener  la  sobe, 
rania  nacional  i  mantener  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas,  el  Gobierno 
nacional  i  los  de  los  Estados,  en  su  caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema 
¡Dspeccion  sobre  los  cultos  relijiosos,  según  lo  determine  la  lei, 

**  De  este  precepto,  que  testualmente  queda  copiado,  se  deduce  en 
sana  lójica,  que  la  lejislacion  nacional  i  la  de  los  Estados  en  esta  materia 
tienen  que  guardar  perfecta  armonía ;  de  modo  que  sus  mandatos  se  cum- 
plan sin  contradicción  alguna  i  sin  estar  espuestos  a  que  en  su  práctica  se 
Inearra  en  absurdas  anomalías. 

36 
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'^  La  factiHad  concedida  a  los  Estados  para  lejíslar  sobre  la  inspecdoii 
de  los  culfos  r^lijiosos,  no  es  absoTqCa  ni  discrecional :  la  Constitución  h> 
dispuesto  que  en  el  ejercicio  de  dicha  facultad  se  tenga  por  pautu  lo  que  de* 
termine  la  leí  nacional  de  la  roateria,  la  cual  no  debe  ser,  en  consecuencia, 
estralimitada  nr  restrinjida,  sino  apoyada  para  darle  mas  eGcacia  eu  su 
ejecución. 

**  Mejor  diclio»  el  sostenimiento  de  la  soberanía  nacional  de  que  habla 
el  artículo  mencionado,  corresponde  sin  disputa  ál  Gobierno  de  la  Union,  i 
como  en  seguridad  i  mantención  de  dicha  soberanía  fué  que  se  estableció  d 
derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cultos  relíjrosos  en  Colombia,  re- 
sulta que  los  Estados  no  pueden  ejercer  independientemente  por  si'solosla 
facultad  de  lejislar  en  esta  materia,  sino  por  mandato  espreso  a  delegación 
delalei  nacional.  1  no  se  diga  que  al  no  delegar  dicha  fecultad  a  los  Estados, 
su  Constitución,  leyes  i  tranquilidad  pública  quedarían  espuestasalosaten- 
lados  del  clero ;  pues  la  let  8&,  en  precisión  de  este  caso,  castiga  tatnbieo 
los  actos  de  los  ministros  de  los  cultos  que  se  dirijan  contra  la 'Constitacion 
1  l^yes  seccionales.  * 

*^  Descúbren^e,  basta  tocarse,  la  inconstitoclonalidad  e  inconveniencia 
de  la  opuesta  doctrina  al  analizar  alfit^nas  de  las  disposiciones  de  Ta1éi  tO 
^1  Cauca,  que  tomaré  por  ejemplo,  pues  en  el  Tondo,  i  hecha  abstracción 
de  la  forma,  cualquiera  lei  seccional  habrá  de  decrr  lo  mismo  en  su  parte 
sustantita,  si  no  es  que  proh  je  las  prescripciones  de  la  lei  nacion-al. 

'*  Los  artículos  i  O  i  i4  son  de  un  alcance  peligroso,  porqué  tienden  a 
hacer  augatoría  la  autoridad  del  Podf^r  Ejecutivo  nacional  para  conceder  A 
pase  a  los  ministros  de  los  cultos  establecidos  o  que  seesiablezcan  en  lo  su- 
cesivo en  el  territorio  de  la  Repdi)1irn,  cuyo  derecho  le  eonoede  el  aftíeitlo 
^3  déla  lei  35,  elcual^  categóricamente,  no  dá  tal  facultad  a  los  Gobema- 
dpres  o  lefes  superiores  de  los  EstadoSi  sino  cuando  les  sea  delegada  de  una 
manera  especial  por  aquel. 

«  Puesto  que  la  lei  35  no  exije  otro  requisito  para  que  los  ministros  de 
los  cultos  entren  en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  su  ministerio,  que  la 
concesión  del  pase  del  Ejecutivo  nacional,  no  se  halla  en  las  atribuciones  dél 
Poder  L^jislativo  de  un  Estado  sujetarlos  a  otras  trjibas,  como  son  la  condi. 
ipion  de  ser.  naturales  del  gustado  en  que  van  a  desempeñar  sus 'ñmcfones 
eclesiásticas»  i  la  prestación  de  la  promesa  prevenida  por  él  artfcnlb  lf,  lo 
ane»  s^gun  queda  dicho,  podría  conducir  a  anular  una  de  las  atribuciones 

del  l^jecutivo. 

'^Estos  son,  señor  Procurador,  los  puntos  principales  del  asunto  que 
se  recomienda  a  usted  para  su  estudio;  pero  hai  otras  observa  dones  t)ae 
tienden  a  reforzar  las  que  se  han  hecho  bajo  el  aspecto  legal  déla  cuestión, 

**  Tralándfipe  de  las  penas  que  se  Imponen  a'Ios  mtníMtrosiíls  lDS*eifl« 
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los  porUld  96  naciooal^  \  la  40  del  Cauca»  en  casos  4a  inftaociODes  por 
altoi  GoiE0lida%  se  prasentan  dudaaiiUfieiiltadeai  hada  las  cuales  llamo 
tambieo  la  atención  de  usted. 

**  Cd  el'  caso  de  quela  Id  de  «o  EsUdo  Imponga  pena  mayor  a  un 
mÍRÍatv^»  da  un  culto  cualquiera»  por  un  bechQ  de  los  prohibidos,  que  casti- 
gue coAoua  menor  la  leí  nacional»  ¿cómo  se  procede  al  dictar  la  senten- 
cia ?  ¿  Cuif  de  ías  doa  penas  se  aplica  al  responsable  ?  i  Cómo  figura  el  Juez 
M.  el  sumario,  como  nacional  o  como  del  Estado?  1  en  lal  caso».  ¿  a  qué  le- 
gislación se  sujeta?  ¿Cómo  se  divide  la  continencia  del  juicio  a  que  esté  sor- 
naetido  un  ministro  del  culto,  por  un  mi&mo  hecho  que  se  castiga  ooo  una 
pena  por  la  lei  de  la  Union  i  con  otra  por  la  del  Cstado? 

** Cuestiones  son  estas  que  demuestran  los  inconvenientes  a  que  con- 
ducirla la  acMiptacton  de  la  doctrina  que  impugno. 

**  Someto,  pues»  al  ilustrado  ^¡riterio  i  conocimientos  jurídicos  de  ua- 
terdlaUjer^^eaposicion  que  precede,  para  que,  ai  lo  tiene  a  bien»  se  sirva 
promover  lo  conducente  a  efecto  de  que  por  las  autoridades  competentes,  I 
ejerciendo  sus  atríbuciOnest,  quede  establecido  el  terdadero  sentido  de  dicho 
artículo  ta,  I  prevenidos  asi  los; conflictos  que  entre- las  entidades  constitu- 
cionales son  frecuefitea,  cuando  no  están  claramente  deslindadas  sus  atri«- 
t>uciOAeft.  Bate  ha  sido  el  propósito  único  que  ha  guiado  al  Presidente  al  on^ 
eaogM'me  que  dirija  a  usted  la  presente  neta. 

**  Remite  a  usted  con  tel  motivo  el  número  485  del  RejUtro  OfíeMiel 
Estado  dei  Cauca,  que  contiene  la  lei  aludida." 

Sínembargo  de  que  para  mi  no  es  suflcíentemente  clara  la  disposición 
contenida  en  el  articulo  33  de  la  Constitución,  que  es  la  que  ha  podido  servir 
de  apoyo  a  la  Lejislatpra  del  Cauca  para  espedir  la  1er  40,  sobre  ínspoociOB 
de- culto»,  creo  conveniente  atender  a  la  escitacion  qOe  me  hace  el  Presiden^ 
te  de  la  República  en  la  nota  inserta,  i  promover  la  discusión  sobre  ten  de* 
Ucado  aaunto,  a  efecto  de  que  por  el  debate  en  ese  Supremo  Tribunal  i  enof 
Senado  de  Píen  ipotenciarfos  pueda  esteblecerse  la  doctrina  constitucional 
qoe  hay»  de  servif  de  regla  para  resolver  las  cuestiones  que  ocurran  con  roi 
laclen  al  citado  artleuloi  el  cual  es  del  tenor  siguiente : 

*^  Are  33«  Paea  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantener  la  seguri^ 
dadiitranqoiUdad  públicas,  el  Gobierno  nacional  i  los  de  loa  Estedoa>  aa  so 
caso»  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección  sóbrelos  cultos  reItjioaog| 
iegnn  lo  determine  la  leí." 

*'  Si  haate  ahora  nadie  ba  puesto  en  duda,  que  yo  sepOf  que  el  derecho 
dtaanpremoi inspección  tiene  por  límite  el  sostenimitento  ití  la  sobsra»ia  no^ 
donal  Id)  mantenisniento  de  fah  seguridad  i  tranquilidad  púUicaa»  do  manOF 
n^fmlé  qm  deUrmíiM  io^Mdebe  tender  e  eato»  únteos  fiMa*  i  OMMiaor  a 
étotdÉm  iMüdaiiSé.  «oMSode  igad  «m  rasfiBOto  •  1»  iienlladei^  mtká^ 
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das,  en  el  artículo  copiado,  a  las  entidades  o  Gobiernos  qoe  deben  ^etoer  en 
derecho  según  lo  determine  la  leiy  respecto  délo  cual  ha! 'distintos  pareos* 
res.  1  si  no  están  de  acuerdo  las  opiniones  de  distinguidos  ciudadanos,  coa 
grandas  talentos  i  vaste  instrucción,  sobre  el  último  punto  Indicado,  nadada 
particular  tiene,  i  antes  es  mui  natural,  que  yo,  sin  aquellas  condiciones, 
tenga  dudas  i  no  encuentre  la  claridad  apetecible  en  el  artículo  Inserto. 

El  encargado  de  este  Ministerio,  en  el  informe  que  pasó  al  Poder  Eje- 
cutivo el  31  de  diciembre  de  4871,  espuso,  con  relación  a  las  facultades  del 
Gobierno  nacional  i  las  de  los  Fstados  para  lejíslar  sobre  Inspección  de 
cultos,  lo  siguiente :  **  Siendo  la  forma  federal  la  adoptada,  ciertos  ramos  de 
la  soberanía  son  de  competencia  del  Gobierno  jeneral,  i  los  demás  son  de 
competencia  de  los  Estados.  Esto  se  encuentra  perfectamente  detallado  en 
los  artículos  16  1 17  de  la  Constitución ;  de  suerte  que  la  inspección  de  los 
cultos  corresponde  al  Gobierno  jeneral  cuando  se  afecte  la  soberanía  nacio- 
nal en  alguno  de  los  ramos  que  él  tiene  a  su  cargo,  o  se  atente  contra  el  or- 
den público  jeneral;  i  a  los  Gobiernos  de  los  Estados  cuando  esto  suceda  en 
los  negocios  que,  por  la  Constitución,  se  dejaron  a  los  Estados/' 

Con  esta  intelijencla  dada  al  articulo  93  de  la  Constitución,  recono* 
ciendo  en  ámba^^  potestades  el  derecho  de  le/úlar  sobre  inspección  de  cultos, 
I 'fijando  el  límite  de  acciou  de  cada  una  de  ellas,  si  bien  t  ene  él  mérito  i  la 
importancia  de  procurar  conciliar  la  competencia  de  facultades  entre  eí  Go- 
bierno jeneral  i  los  de  los  Estados,  quedan  sinembargo  subsistentes  los  in- 
convenientes que  naturalmente  surjirán  «>n  la  aplicación  de  disposiciones 
que  pueden  ser  distintas  i  aun  contrarias  sobre  la  misma  materia;  i  ti 
conflicto  no  puede  evitarse  sino  entendido  i  aplicado  el  testo  del  articulo  eo 
el  sentido  de  que  la  frase  **segun  lo  determine  la  leí "  se  reflere  a  la  leí  qne 
espida  el  Congreso  de  la  Nación,  I  que  el  derecho  de  suprema  inspección  qae 
ejercen  los  G  biernos  de  los  Estados  en  tu  caso,  es  dando  cumplimientoahí 
leí  nacional  en  todo  lo  que  ésta  les  atribuya.  Esto  parece  tanto  masesacto 
cuanto  que  no  teniendo  los  Estados  facultad  para  dictar  leyes  en  sosteni- 
miento de  la  soberanía  nacional^  o  limitando  laliberud  relijiosa  para  mante* 
ner  o  restablecer  la  tranquilidad  pública,  tampoco  pueden  tenerla  para  le- 
jíslar sobre  inspección  de  cultos,  porque  los  objetos  que  comprende  este 
derecho,  no  son,  como  ya  se  ha  visto,  de  su  competencia,  sino  de  la  entidad 
federal. 

1  como  la  leí  de  que  habla  el  articulo  S3  de  la  Constitución,  ya  la  espi- 
dió el  Congreso  nacional  en  sus  sesiones  del  presente  año,  con  el  número 
85,  i  en  ella  quedaron  caliBcados  los  hechos  incompatibles  con  la  soberan/a 
nacional^  i  los  que  se  dirijan  a  turbar  la  tranquilidad  pública,  los  Gobiernos 
de  los  Estados  no  pueden  alterar  sus  disposiciones,  aumentando  o  dísminu- 
yendo  los  casos  en  que  se  atenta  contra  la  seguridad  i  tranquilidad  püfaUoas 
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i  eottira  U  sobennía  nacional»  sin  estralímitar  las  prescripciones  de  la  e^ 
presada  leí. 

En  sus  relaciones  con  ésta  será  bien  examinar  también  la  lei  .40  del 
Cauca»  para  descubrir  si  bajo  esta  otra  faz  puede  decretarse  la  suspensión 
de  la  última,  de  conformidad  con  el  artículo  7S  de  la  Constitución,  para  lo 
cual  trascribo  aquí  el  artículo  i,^  que  diceasí:  ''Art.  i,°  Para  sostener  la  so- 
beranía nacional  i  mantener  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas,  según  lo. 
dispuesto  en  el  aricuilo  33  de  I^  Costitucion,  la  suprema  inspección  sobre 
los  cultos  establecidos  o  que  se  establezcan  en  Colombia,  se  ejercerá  por  el 
Gobierno  de  la  Union  en  los  ^  rmtuof  de  la  presente  lei,'' 

Este  artículo  tampoco  me  parece  claro.  L:i  frase  subrayada  es  anfibo- 
lójica;  i  de  aquí  viene  que  con  ella  puede  sostenerse  i  negarse  a  un  tiempo 
la  facultad  de  It'jísiat,  sobre  inspección  de  cultos,  por  parte  de  los  Gobier- 
nos de  los  Fstados.  En  efecto,  al  decir  el  artículo  que  la  supremo  inspección 
de  los  cultos  se  ejercerá  por  el  Gobierno  de  la  Union  en  los  términos  de  la 
l^e^enfe  leí,  puede  entenderse  que  esti  declaratoria  no  implica  el  descono- 
cimiento del  derecho  de  los  Gobiernos  de  los  Estados  para  lejislar  sobre  la 
aiisma  materia  en  lo  qne  a  ellos  corresponda,  i  que  únicamente  reglamentó 
la  lei  35  el  ejercicio  de  la  suprema  inspección  por  parte  del  Gobierno  de  la 
ilnlon,  sin  privar  a  los  Estados  de  que  espidan  las  leyes  convenientes  o  ne- 
cesarias para  los  fines  que  señala  el  artículo  23  de  la  Constitución. 

También  se  presta  la  redacción  del  citado  articulo  i.^  a  queseentien* 
da  que  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  culios,  corresponde 
únicamente  al  Gobierno  de  la  Union,  según  se  colije  de  las  palabras  **Be 
ejercerá  por  el  Gobierno  de  la  Un)on/''no  siendo  lo  que  sigue  del  articulo 
^no  un  incidente  (separado  por  una  coma)  para  Indicar  los  términos  en  que 
la  inspección  ha  de  ejercerse.  Esta  intelijencia,  dada  al  citado  articulo  1,^ 
no  solo  consulta,  en  mi  concepto,  la  unidad  de  sistema  para  los  fines  de  que 
Irata  eL  artículo  95  de  la  Constitución,  sino  el  espíritu  de  éste,  por  cuanto 
los  objetos  que  comprende  la  suprema  inspección,  al  decir  de  este  último 
articulo,  son  de  la  esclusiva  competencia  del  Gobierno  de  la  Union,  según 
lo  tengo  repetido. 

I>espues  de  las  observaciones  que  preceden,  dirijidas  a  todo  el  contesto 
de  la  lei  40  del  Cauca,  no  será  fuera  de  propósito  dedicar  algunas  líneas,  an- 
tes de  poner  punto  a  este  escrito,  a  tratar  particularmente  de  los  artículos 
6.^  i  10,  por  lo  que  sus  disposiciones  se  relacionan  con  la  libertad  relijiosa 
i  el  dogma  de  la  igualdad  reconocidos  en  los  incisos  10  i  i6  del  articulo  16 
de  la  Constitución. 

Por  el  primero  de  aquellos  artículos  se  prohibe  a  los  ministros  de  cua« 
lesquiera  de  los  cultos  establecidos  o  que  se  establezcan  en  el  Estado  del 
Cauca»  que  celebren  bautismos  o  entierfos  conforme  a  las  prácticas  de  ao 
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tdifioir,  Btii  que  préttaitieiile  se  les  presentan  lotoofliiprotwiMr  de  betam 
asentado  la  partida  de  nacimiento  o  defunción  en  el  "Rejfstra  éel  eMrfb 
civil,"  i  que  celebren  matrimonios  conforme  a  los  ritos'desureliiíoi^sin  que 
se  baya  celebrado  este  acto  previamente  conforme  a  la  lea  civil.  Si  loe  m^ 
iiistros  de  los  cultos  no  son  funcionarios  púMicos,  ni  k»  actos  que  pasato 
ante  ellos  producen  ningún  efecto  legal,  no  se  comprende  la  ra«oi»  para  iai- 
ponerles  obligaciones  en  el  ejercicio  de  actos  puramente  reHjiosos»  ni  para 
penarlos  por  la  intervención  en  ellos  cuando  no  se  han  llenado  eiertoe  nr 
quiaiios  establecidos  en  la  lei  civil.  Puede  ser  que  el  articulo  6.^  de  que  me 
vengo  ocupando,  tenga  el  laudable  propósito  da  asegurar,  por  loe  medios  que 
éb establece,  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  arreglan  el  estado 
civil  de  las  personas ;  pero  como  dicho  articulo  entra  en  terreno  vedada,  in- 
vadiendo el  ejercicio  de  una  relljion,  en  la  ejecución  de  hechos  delesclualvo 
domitfio  de  la  conciencia  i  que  no  son  compatibles  con  la  soberanía  oaCH>- 
nal,  ni  tienen  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  lo  considero  inexeqvible. 

La  prohibición  que  establece  el  artículo  iO  de  la  supradtada  lei  40^ 
con  relación  a  los  sacerdotes  que  no  sean  naturales  del  Estado,  es  mas  foer^ 
te  en  sus  efectos  i  mas  Incompatible  con  el  principio  de  igualdad  reconocido 
en  la  Constitución,  que  el  parágrafo  del  articulo  13  del  proyecto  de  lei  '* so- 
bre inspección  civil  en  materia  de  cultos,"  aprobado  por  las  Cámaras  Lef  K 
lativas  de  la  Nación ;  i  sinembargo  este  parágrafo  fué  suprimido  en  la  lei  85» 
a  virtud  de  las  observaciones  que  hizo  el  Poder  Ejecutivo,  i  que  el  Congreso 
decfaró  fundadas,  como  se  vé  en  el  Diario  Ofkiaí  números  ^,(HM  i  9,988. 

En  mérito  de  las  anteriores  consideraciones,  solicrto  de  ese  Supremo 

Tribunal  que  decrete  la  suspensión  de  la  lei  40,  sobre  inspección  deeultov, 

que  espidió  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca,  con  fecha  t  dé 

octubre  último,  i  que  fué  sancionada  por  el  Poder  Ejecutivo  el  dia  8  del  pit>» 

pío  mes,  con  cuyo  fin  os  acompaño  el  Hejisifo  Oficial  número  195»  en  d 

cual  se  encuentra  publicada  aquella  lei,  sin  perjuicio  de  que  ordenéis 

autenticación  si  lo  creyereis  necesario. 

Bogotá,  noviembre  6  de  iS77. 

Manuel  1L  Ramus» 


Acuerdo  de  la  Corté  Suprema. 

Btt  Bogotá,  a  cinco  de  diciembre  de  mil  ochocientas  ssleiita  i  siete»  st 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo»  oen  Bsístenela 
4el  seAor  ttajtstrado  Presidente,  doctor  EmígdiO'  Faláu,  í  damas  señores 
■ajistrados,  doctorea  Rafiel  Martí ner  R>  Manuel  Emquiet  Conáha^ 
m,.  jlléfas  fiaffrido  i  Juai^  Agastín  Uifeoeebesi  eo«  el  olfefode  «km 
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coBSideracton  la  «oliobiid  del  aeáor  Procurador  jeneral  de  la  Nacioa,  la  de 
José  E.  Soto  i  Francisco  E.  Jordán,  í  la  de  Taríos  ciudadaoos  vecinos  de  Po« 
paya»,  «obre  que^se  suspenda  la  lei  4o,  '*  sobre  inspección  de  cultos,''  es- 
pedida por  la  LejiMatura  del  Gstado  soberano  del  Cauca  el  S  de  octubre 
ultimo  i  sancionada  el  6  de  los  mismos.  El  señor  Majlstrado  doctor  Paláu, 
a  quien  tocuiron  en  repaurtímiento  los  tres  espedientes  referidos,  presentó  ei 
siguiente  proyecto  de  resol4icion : 

*'  Vistos:  El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union,  por  eácitacioii  del 
Poder  Ejeenrtivo,  soHcita  que  se  decrete  por  este  Supremo  Tribunal  hi  sus- 
pensión absotuta  de  la  lei  40,  de  5  de  octubre  del  corriente  año,  espedida 
por  ia  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  en  sus  últimas  sesionen 
sobre  ioepeccioii  de  eultos,  sosteniendo,  como  fundamento  de  su  rectamo^ 
qae  los  Estados  carecen  de  fecuUad  para  lejisiar  sobre  la  materia  de  que 
trata  esa  lei. 

**  Casi  a  un  mismo  tiempo  pedían  también  la  suspensión  de  ésta,  los 
señores  Manuel  Antonio  Bueno,  Juan  Nepomuceno  Velazco,  José  María 
Sarmiento,  W.  Jord»n,  Vicente  T.  Sánchex  C.  i  José  María  Obando,  por  un 
estenso  memoria],  dirijido  de  Popayan,  con  fecha  de  30  de  octubre  citado/ 
en  el  que  analizan  la  referida  leí  con  el  propósito  de  demostrar  que  ella  está 
en  antagonismo  con  la  Constitución  i  varias  leyes  federales;  i  ademas,  la 
proponen  igualmente,  por  otro  memorial,  enviado  de  Cartago,  con  iécha  5 
de  noviembre  próximo  pasado,  José  E.  Soto  i  Francisco  Jordán,  alegando, 
para  intentarla,  idénticos  motivos. 

''Acumuladas  estas  tres  jestiones,  por  referirse  a  un  mismo  fin,  i  sus- 
tanciadas de  la  manera  legal,  pasa  la  Corte  a  ocuparse  de  las  cuestiones  que 
debe  examinar  previamente  para  decidir  si  la  lei  aludida  está,  o  no,  en  él 
caso  constitucional  de  ser  suspendida.  1  para  fijar  debidamente  la  atención 
sobre  esa  lei,  preciso  se  hace  comenzar  por  copiarla,  para  confrontar  sus 
preceptos  con  las  Instituciones  federales  que  se  asegura  vulnera  i  contraria* 

**  A  la  letra  esa  lei  es  como  sigue  : 

*' Articulo  1.^  Para  que  la  iel  nacional,  número  35,  de  9  de  mayo  del 
año  en  curso,  sea  bien  conocida  i  tenga  su  puntual  cumplimiento,  será  In- 
sertada en  eí  Rgistro  Oficial  i  en  el  Código  de  leyes,  antes  de  la  presente. 

'Articulo  3.°  Ademas  de  los  actos  prohibidos  por  la  lei  nacional  men- 
cionada, lo  son  igualmente  los  siguientes: 

JL°  Indicar  a  los  relijionarioíi  <n  ejercicio  de  su  ministerio,  bien  sea 
de  palabras  poTMsrito,  Roelas  ele<*we«of>es  populares  se  bagan  a  favor  de 
doterminadosiadisiduos^a toctos  a  ciertas  creencias  relijiosas; 

%.°  jEscitar  I  i^premiar  ,por  cuaissquiera  medios  coercitivos  m  Iqs  t»]í^ 
^mmm  pa«(M«fjt0ii€ái>a  4eJpeí&bQS  qme  tejpu^n  por  ol^etp  aonelir  a  k* 
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habitantes  del  Esudo  a  la  prActica  de  ceremonias  públicas  que  se  impon- 

f 

gan  por  alguna  secta  relijiosa; 

*3.°  Cxijir  por  medio  de  censuras,  u  otros  medios  morales  coerciti- 
vos»  las  contribuciones  conocidas  con  el  nombre  de  diezmos,  primicias  a 
otras  semejantes ;  i 

*A.°  fixijir  a  los  individuos  que  hayan  comprado  bienes  desamorti- 
zados o  redimido  censos  legalmente,  indemnización  o  compensación  algu- 
na con  tal  motivo. 

*  Articulo  3.^  Los  ministros  de  los  cultos  establecidos  o  que  se  esta, 
blezcan  en  el  territorio  del  Estado,  que  violen  alguna  de  las  disposiciones 
contenidas  en  el  articulo  anterior,  serán  castigados  con  una  multa  de  seis- 
cientos a  ocho  mil  pesos,  que  ingresará  al  Tesoro  del  Estado,  i,  ademas, 
con  la  pena  de  destierro  por  el  término  de  uno  a  cinco  años.  £1  Poder  Eje- 
cutivo determinará  la  cantidad  a  que  deba  ascender  la  multa  i  el  tiempo 
del  destierro. 

*  Articulo  4.^*Es  prohibido  a  los  ministros  de  cualesquiera  cultos: 
'i.^  Manifestar,  en  ejercicio  de  su  ministerio,  que  son  contrarias  a 

las  leyes  de  la  Iglesia  o  a  los  mandatos  de  sus  prelados,  las  Constituciones  i 
leyes  de  la  Nación  i  del  Estado,  los  decretos,  providencias  i  reglamentos  de 
las  autoridades  legal  mente  constituidas  ; 

*2.^  Conminar  con  censuras,  escomuniones  u  otros  apremios  a  los 
padres,  guardadores  o  acudientes  para  que  no  manden  sus  hijos,  pupilos 
o  dependientes  a  los  colejios  i  escuelas  del  Estado,  o  para  que  no  se  reciba 
o  se  dé  la  instrucción  en  dichos  establecimientos ;  i  de  Igual  manera  les 
es  prohibido  conminar  asi  o  de  cualquier  otro  modo,  a  los  alumnos  o  alnm- 
nas  de  esos  establ(?cimientos ;  i 

'3.^  Organizar,  fomentar,  presidir  sociedades  relijiosas  de  uno  i  otro 
sexo,  que,  a  juicio  de  las  autoridades  políticas,  tengan  un  fin  sedicioso  o 
antirepublicano;  i  asi  mismo,  organizar,  fomentar,  presidir  ceremonias 
del  culto  esterno  que,  a  juicio  de  esas  autoridades,  lleven  igual  fin. 

*  §.^  Los  ministros  de  cualesquiera  cultos  que  infrinjan  este  artículo, 
sufrirán  diez  años  de  estrañamiento  del  territorio  del  Estado,  a  más  de  una 
multa  de  trescientos  a  ocho  mil  pesos,  todo  a  juicio  del  Poder  EjecutifO. 

'Artictilo  5.°  Para  aplicar  las  penas  de  que  habla  esta  lei,  los  Jefes 
municipales  seguirán  los  juicios  breves  i  sumarios  prescritos  por  la  lei  i78 
de  policía  del  Estado,  i  sobre  los  cuales  decidirá  el  Poder  Ejecutivo. 

*  Articulo  6.°  El  ministro  de  cualesquiera  cultos  establecidos  o  que 
se  establezcan  en  el  Estado,  que  celebre  bautismo  o  entierro  conforme  a 
las  prácticas  de  su  relijion,  sin  que  previamente  se  le  presente  el  compro- 
bante de  haberse  asentado  la  partida  de  nacimiento  o  defunción  en  el  "Re- 
j  litro  del  estado  civil,"  i  el  que  celebre  matrimonio  oonforme  a  Un  rlM 


-  28»  -: 

de  sü  relijíon,  sin  que  se  haya  celebrado  este  acto  previameDtei  confottfié. 
a  la  leí  civil,  será  estraAado  del  territorio  del  Estado  (K>r  uno  a  óiiico  años, 
adoptándose  para  este  efecto,  por  el  lefe  municipal  respectiYO,  el  |»írocedÍ« 
ftiiento  deteriKiinado  en  esta  lei. 

'Articulo  7.^  Los  ministros  de  los  dültos  Contra  quienes  el  'Pode^ 
Ejecutivo  liaya  decretado  o  decrete  estraña  miento,  a  virtud  del  decreto 
Düriiero  338,  de  4  de  febrero  de  1877,  que  queda  vijebte,  no  podrán  re- 
gresar  al  territorio  del  Cauca  en  el  término  de  dies  años. 

*  Artículo  8.^  Ningún  ministro  del  culto  podrá  volver  a  ejercer  adtos 
de  su  ministerio  en  el  Municipio  de  donde  hubiere  sido  separado  por  man-* 
dato  de  la  autoridad. 

'Articulo  9.°  Queda  autoritado  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  i  tam^ 
bien  sus  ajentes  a  quienes  delegue  e;sta  facultad,  para  impedir  la  orgaúíta- 
efon  I  reunión  de  sociedades  relijiosas  que,  a  juicio  de  la  autoridad  fespec* 
Uva,  tengan  un  fin  sedicioso  o  antírepublicano,  sea  cual  fuere  el  nombre 
que  lleven. 

*  §.  En  los  mismos  términos  se  faculta  al  Poder  Ejecutivo  para  Impe* 
dír  ceremonias  del  Ailto  esterno  que,  a  su  juicio  o  el  de  sus  ajentes,  lleveé 
el  mismo  fin. 

*  Articulb  io.  No  podrá  desempeñar  las  funciones  de  Obispo,  n-ovf- 
aor,  Vicario  jeneral  o  capitular,  ningún  sacerdote  que  no  sea  natuN)  dd 
Estado. 

'Artículo  41.  Una  vecqueel  Poder  Ejecutivo  nacional  diS  el  poM  a 
un  ministro^  cualquiera  que  sea  su  categoría  jerárquica,  éste  no  podrá  etn- 
fM»ar  a  ^ercer  su  ministerio,  sin  que  preste  antes  la  promesa  de  ofa0- 
Aenekí  I  respeto  a  la  Constitución  i  leyes  del  Estado,  promesa  que  plreetará 
ante  la  autortdad  que  determina  el  artículo  5.^  de  esta  let. 

*§•  El  ministro  o  ministros  que  infrinjan  lo  dispuesto  en  eete  hrtí« 
calOy  sufrirán  la  pena  que  determina  el  articulo  4.^  de  la  misma  lef. 

'Bada en  Popayan,  a  s  ociubre  de  1877. 

'El  Presidente,  Octavio  Hurtado. 

*  El  Secretario,  Enrique  Cerm  M. 


^Pretidenda  del  Estado-^Popayaiiíf  5  de  octubre  de  1(77. 

*  Publíquese  i  ejecútese. 

(L.  S.)    Modesto  Gaegés. 

*  El  Seciretario  de  Gobierno,  Jwje  Itaats* 

*<  Calcada  la  Constltucioo  nadODal  aobreel  principio  de  la  aoberanJa 
de  los  Estados  para  gobernarse  en  )todoa  loe  remos  q«e  se  reservaroni  cen« 
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Mgrd  mochas  de  sus  disposiciones  al  respeto»  garantía  i  efecfivi&d  i» 
esa  soberanía.  I  cuando,  para  anular  los  actos  del  Congreso  o  del  Poder 
Ejecutivo  federal  que  violaren  los  derechbs  indiyiduales  o  atacares  k 
autonomía  de  las  secciones  soberanas,  solamente  exijió»  por  su  ariiculo25y 
el  voto  déla  mayoría  délos  Bstadoe espresado  por  sus  Lejíslatoras.  para 
suspender  I  anular  las  lejes  de  éstas,  consignó  rouehas  condiciones  que  las 
pusieran  al  abrigo  de  todo  acto  arbitrario*,  intempestivo  o  bjero  de  parte  de 
los  altos  poderes  nacionales.  Quisa  que  esas  leyes  solamente  pudiersa  Mr 
suspendidas  o  anuladas,  en  el  único  caso  en  que  las  Asambleas  que  las  dic- 
taran se  salieran  ewd/eníementñ  de  su  esfera  de  acción  constitucional ;  i  8e« 
mejatítes  facultades  las  confió  a  dos  respetables  i  augustas  Corporaeioaes. 
A^  la  Corte  Suprema,  1»  de  la  suspensión,  sin  que  pudiera  decretar  ésta  por 
una  slmpte  mayoría,  sino  por  k  unanimidad  de  los  votos  de  sus  Majistra* 
dos,  quedando'todavla  la  determinación  unánime  que  se  profiriera,  sujeto 
a  la  revisión  ulterior  i  definitiva  del  Senado»  al  cual  confirió  la  otra  délas 
facultades;  según  está  dispuesto  así  por  sus  artículos  1 4,  51  (inciso  6.<»),  i  TI 

**  De  aquí  se  deduce  que  al  hacer  uso  la  Corte  de  la  gravea atorisacfoo 
de  que  está  Investida*  por  el  artículo  1%  precitado,  debe  llevar  a  su  ánínio 
justiciero  la  luz  más  completa,  la  evidencia  más  Incontestable  i  k^seguridad 
más  tranquila,  de  que  el  acto  lejlslativo  que  se  somete  a  su  fallo,  se  ha  sa- 
Kdo  del  campo  de  acción  constitucional,  para  decretar  suspensión,  sin  dejar 
prevalecer  sus  opiniones  privadas  sobre  la  voluntad  de  las  Lejislaturas,  por 
mas  laudables  qae  sean  los  sentimientos  que  los*  sustenten,  ni  entrar  ea 
consideraciones  abstractas  sobre  la  conveniencia  o  Inconveniencia  social  de 
tal  acto,  porque  estos  puntes  son  de  la-  esclusi va  incumbencia* de  las  mlsoaa 
Lejlelaturas;  Bastarla  la  duda  acerca  de  la  inconstitucionalidad  de  una  let 
para  abstenerse  de  suspenderla,  porque  donde  bai  una^  duda  fundada,  no 
puede  encontrarse  la  plena  evidencia  de  que  habla  el  articulo  i  ade  la  Cons- 
titución nacional. 

*'  Otra  esplicacion  de  los  mandatos  constitucionales  en  pontos  de 
fónta  trascendencia,  anularía  la  Lejislacion  de  los  Estados  colocándola,  en 
lódas  sus  diversas  especies,  bajo  la  constante  censura  de  la  Corte  Suprema 
{•del  Senado,  haciendo  dejenerar  las  saludables  facultades  de  que  estáa  io* 
vestidas  estas  dos  altas  Corporaciones  federales,  en  una  tutela  vejatoria  para* 
fos  fueros  de  las  entidades  seccionales,  que  estorbarla,  ademasi  la  marcha 
de  éstas  i  baria  frustránea  la  oportunidad  de  sus  leyes. 

**  Partiendo  de  estas  consideraciones  jeneraíes,  para  concretarlas  aF 
examen  de  la  lei  cuya  suspensión  se  demanda;  forzoso  es  inquirir  si  la  Le- 
jislatura  dcí  Cauca,  al  confeccionarla,  salvó,  de  una  manera  eoirfefUe,  los 
negociadas  de  su  competencia  constitucional  para  invadir  los  del  Gobierno^ 
de  h  Union,  en^  cuyo  único  caso  serta  suspendida-  dicha-  leK 
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^*  La  esfera  de  aeclon  o  capacidad  constitucional  de  loa  Estadoi  tiuedó 
marcada  por  el  artículo  i6  del  pacto  federal,  i  quedd  umbten  definida  con 
la  más  completa  precisión  la  del  Gobierno  instituido  por  ellos  por  el  ártica- 
lo  47  siguiente^  que  contiene  la  lista  de  las  únicas  materias  que  encomen- 
daron a  su  autoridad  i  administración.  El  primero  de  tales  artículos  está 
concebido  en  los  términos  siguientes : 

'  Todos  los  asuntos  de  Gobierno  cuyo  ejercido  no4éleguen  los  Esta- 
dos espreéa,  tspeeial  i  claramente  al  Gobierno  jeneral,  son  de  la  etclusiva 
competencia  de  los  mismos  Estados.' 

^*lel  segundo,  al  crear  la  entidad  jeneral,  la  constituyó  asi: 

*  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  convienen  en  establecer  un  Gobier- 
no jeneral  que  será  popular,  electivo,  representativo,  alternativo  i  respon* 
sable,  a  cuya  autoridad  se  someten  en  los  negocios  que  pasan  a  espre* 
aarae  etc.' 

'*  Estos  dos  artículos,  como  se  ve,  establecieron  dos  soberanías.  La 
de  los  Estados  i  la  del  Gobierno  jeneral.  Amplia  la  primera ;  i  limitada  la 
segunda.  Soberanías  reconocidas  por  los  mismos  Estados  de  antemano  i 
por  otro  artículo  anterior  de  la  <misma  Constitución.  Por  el  segundo  que 
dice  asi : 

*Los  dichos  Estados  se  obligan  a  ausiliarse  i  defenderse  mutuamente 
contra  toda  violencia  que  dañe  la  soberania  de  la  Union  o  la  ie  los  Estadoe.* 

**&í,  pues,  los  ciudos  artículos  16  i  i7  son  los  constitutivos  de  la  so» 
herania  i  capacidad  de  las  dos  entidades,  la  Nación  i  el  Estado,  los  demás 
artículos  de  la  Constitución  que  establezcan  medios  i  elementos  de  gobierno 
para  esas  dos  entidades,  tienen  fonosamente  que  referirse,  respectivamen- 
te, a  los  negociados  que  formen  la  soberania  de  cada  una  de  ellas  i  sean  el 
objeto  de  su  autoridad,  especificados  en  dichos  artículos  i6  i  i7. 

Sigúese  de  aquí,  que  no  habiendo  incluido  el  último  artículo  en  el  ca- 
tálogo de  sus  delegaciones,  como  asumo  especial^  claro  i  espreso  de  la  auto* 
Hdad  del  Gobierno  jeneral,  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los 
cultos,  es  evidente  que  ese  derecho,  antes  que  un  negociado  de  Gobierno» 
es  mas  bien  un  medio  i  un  elemento  de  administración  de  los  respectivos 
puntes  que  constituyan  la  respeetioa  soberania  de  cada  entidad. 

''  1  es  asi,  en  efecto,  como  se  esplica  i  da  a  entender  el  artículo  t3  de 
la  referida  Constitución. 

*^  Para  sostener,  dice,  la  soberania  nacional  i  mantener  la  seguridad  I 
tranquilidad  públicas,  el  Gobierno  nacional,  i  los  de  los  Estados,  en  su  caso, 
ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cultos  relijiosos,  se- 
gún lo  determine  la  leí. 

**  Na  se  puede  sostener  sino  lo  que  existe  de  antemano,  i  todo  la  que 
Meada  a  sostener  lo  eoüstente,  es  un  medio  que  se  refiere  a  lo  que  existe.  La 


KmrUU4  i  trtQqoOidad  públicu  no  Be  mintiwea  iídq  cop  el  eooipMmiMto 
^  1%B  iosiitucíonesy  que  produce  el  orden  social.  Todo  lo  qqecondttice  a^ 
euippliiniento  de  esas  instituciones  es  también  un  medio  que  ae  refiere  S 
eljas,  1  como  la  suprema  inspección  sobre  los  cultos  tiene  por  objeto  prj* 
roordial  el  sostenimiento  de  la  soberania  nacional  i  la  conservación  de  la 
seguridad  i  tranquilidad  páblicas,  es  fuera  de  duda  que  ue  derecho  eufrme 
es  un  medio  otorgado  por  la  Constitución  federal  a  las  entidades  poliiicas 
que  tienen  a  su  cargo  la  defeoaa  de  la  soberania  i  del  orden  páblioo  sodaí 
respectivamente. 

**  Esas  entidades  son  la  Nación  i  los  Et^tados»  según  la  órbita  de  los 
afantoa  que  a  cada  cuál  le  estAn  encomendados  i  atribuidos.  Los  JEstados, 
como  se  h>  visto,  tienen  constituida  su  soberanía,  i  por  el  articulo  S.^  de) 
pacto  que  ajustaron  entre  ellos,  se  obligaron  a  sostenerla,  i  tienen,  cono 
tiene  la  Nación,  arden  público^  seguridad  pública  i  tranquilidad  púbUea  qoa 
0)|intener  en  sus  secciones.  1  si  la  Nación,  para  ^o^tener  la  soberanía  I  man* 
tener  el  sosiego  jeneral,  necesita  de  la  supretna  inspección  indicada,  seria  na 
absurdo  negar  a  los  Estados  ese  medio  indispensable  para  sustentar  idénti- 
<^IS  i  respectivas  necesidades  sociales,  tan  importantes  en  lo  seccional,  com 
likiportantes  lo  son  también  en  lo  nacional. 

**  1  bó  aqui  la  esplicacion  mas  satisfactoria  de  la  frase  en  su  esíso,  osa. 
dg.  en  el  espresado  artículo  23.  Frase  que  indudablemente  se  refiere  a  loi 
otQetQS  i  motivos  de  ese  articulo.  Objetos  I  motivos  a  que  llenen  que  atender 
kHi  Estados  en  lo  que  les  concierne,  como  la  Nación  igualmente  en  lo  que 
le  i^taAe  i  es  de  sus  cuidados  especiales. 

**  Supóngase  que  alguno  de  los  cultos  existentes  en  el  país  disputara  a 
CploDobia  el  derecho  de  arreglar  su  crédito  público  esterior  o  Interior,  su  la' 
jerencia  en  el  fomento  i  organización  de  la  instrucción  popular,  o  la  libre 
dirección  de  sus  relaciones  Internacionales.  La  suprema  inspección,  en  tsi 
cafO,  para  reprimirlas  invasiones  de  ese  culto,  correspondía,  ain  réplica 
ninguna,  a  la  lei  nacional  sobre  la  n^aieria^  porque  dicbo  culto  atacaba 
e^untos  delegados  a|  Gobierno  jeneral  por  el  artículo  i  7  de  la  Constitueieo, 
qi]^  forpnan  su  soberanía  i  los  puntos  de  su  dominio  i  competencia* 

'*  Pero  supóngase  que  ese  mismo  culto  negara  a  un  Estado  su  dereobe 
de  lejislar  sobre  matrimoqio,  sobre  adjudicación  de  capellanías,  i  sobre  su 
injerencia  en  ínatruccion  publica:  la  suprema  inspección  para  refrenar  las 
pretensiones  de  ese  culto  cumplirla,  sin  ninguna  réplica  también,  a  la  leí 
r/e9pectiva  del  Estado;  porque  er^o  los  negociados  de  la  soberanii^  de  és<i^. 
dftialledos  por  el  articulo  40  de  la  Constitución,  los  amenaaadoa  i  aieptsdoe, 

**  Ejemplos  como  éstos  esplican  i  dan  a  conocer  perfectamente  el :sen* 
ti4o^  le  aignificacion  i  la  racon  de  ser  del  en  su  caso,  empleado  por  el  ar- 
tf enlo  33  suprncltado,  al  eonierir  respectivMiente  a  la  Ifaoion  i  •  lea  Esteéoi 
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«1  derecho  sobre  It  inspección  de  los  cultos  relijiosos; 

*H  no  se  diga  qae  teniendo  por  fundamento  la  inspección  el  sosteni- 
miento de  la  soberanía  nacional,  corresponde  so  ejercicio  al  Gobierno  como 
en  argado  de  defender  dicha  soberanía ;  porque  la  soberanía  que  incumbe 
sustentar  a  los  Estados,  es  también  soberanía  nacional. 

**  Conforme  al  Derecho  de  ientes  la  soberanía  se  divide  en  inmaninte 
I  inmieimle.  La  primera  es  la  que  regula  los  negocios  interiores  i  domésticos 
de  una  nación ;  i  U  segunda  la  que  representa  al  pais  en  el  estertor  eu  su 
correspondencia  i  relaciones  con  los  pueblos  estranjeros.  Pero  ambas  son 
soberanías  nacionales»  o  mejor  dicho,  forman  la  soberanía  de  la  Nación.  En 
Colombia,  no  bai  duda,  que  el  ejercicio  i  defensa  de  la  última  de  las  dos 
soberanías  espresadas  corresponde  al  Gobierno  jeneral ;  porque  ella  se  en- 
cuentra éntrelas  delegaciones  «ue  le  hicieron  los  Estados ;  pero  tampoco  la 
bai  de  que  los  Estados,  al  reglar  los  negocios  internos  de  su  jurisdicción  I 
mando,  participan  de  la  soberanía  inmanente^  i  la  ejercen,  i  la  defienden, 
como  necesaria  para  la  marcha  espedita  de  su  existencia  política. 

**  El  articulo  n  de  la  Constitución  parece  que  al  hablar  de  la  soberanía, 
86  refiere  a  la  inmanente  de  la  Nación ;  porque  es  a  esa  a  la  que  pueden  ame. 
nasar  los  cultos,  supuesto  que  es  dentro  del  pais  que  ellos  se  ejercitan,  i  nó 
fuera  de  él,  para  poder  atentar  contra  su  representación  I  relaciones  este- 
rioresu 

"  Pero  si  se  quiere  prescindir  de  estas  reflexiones  relativas  a  la  sobe- 
ranía, a  pesar  de  su  esactitud,  no  se  puede  negar,  por  otra  parte,  que  tenien- 
do también  por  fundamento  cardinal  el  ejercicio  de  la  inspección  relijiosa, 
el  mantenimiento  de  la  seguridad  i  tranquilidad  p  .Micas,  según  el  supraci- 
lado  articulo  99,  i  teniendo  los  Estados  que  conservarlas  en  su  réjimen  sec- 
cional, es  incontrovertible  que  para  tal  fin  el  artículo  mentado  les  acuerda 
dicha  inspección  **  en  su  caso/*  i  según  él  mismo  se  espresa  con  estas  pala- 
bras terminantes. 

*^  I  no  se  diga  tampoco  que  al  concluir  el  mismo  artículo  con  la  frase 
*'aagun  lo  determine  la  lei/'  quiso  con  ella  declarar  que  los  Estados  ten- 
drían el  derecho  de  suprema  inspección  en  el  modo  i  términos  que  se  lo 
permitiera  la  ist /¡Mferol ;  porque  allí  no  se  encuentra  palabra  alguna  que 
induxca  siquiera  a  creer  que  la  lei  de  que  se  trata  fuera  una  lei  nacional.  Lo 
que  allí  se  nota  es,  juzgando  rectamente,  que  el  artículo  en  cuestión  dejó 
a  la  lei  respectiva  el  desarrollo  i  las  prescripciones  adjetivas  del  derecho 
que  otorgaba,  para  que  fuera  mejor  reglamentado  i  susceptible  de  las  en- 
miendas i  variaciones  que  fuera  conveniente  t)acerle.  1  como  el  derecho  era 
otorgado  a  doe  entidades,  en  el  caso  que  les  fuera  propio  i  esclusívo,  la  lef 
respectiva  de  cada  una  de  esas  entidades  era,  i  debía  ser,  la  llamada  ai  des- 
arrollo del  derecho  de  cada  caá!  en  el  campo  de  su  acdon  constitucionaL 
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No  se  puede  concebir  que  fuera  derecho,  I  dereobo  baatiudo  con  él 
de  mpremOf  i  derecho  para  sostener  intereses  tan  elevados  i  nobles  como  el 
de  la  soberanía  i  la  puttica  tranquilidad  de  los  pueblos,  el  que  otorga  a  lof 
Esti^dos  el  oiencionsdo  articulo  S3  si  darles,  en  su  caso,  la  inspección  sotnre 
los  cultos,  si  ese  derecho  se  subordinaba,  por  otra  parte,  a  la  voluntad  estra^ 
aa  i  superior  de  una  le!  nacional,  que  a  su  antojo  i  merced  podía  conceder- 
lo, no  darlo  o  limitarlo  en  términos  de  hacerlo  nugatorio.  Antes  que  dere- 
cho, sería  eso  uha  burla,  de  que  se  encuentra  bien  lejos  el  articulo  constiui- 
cional  aludido.  Si  la  intervención  de  los  Estados,  por  otra  parte^  en  la  ins- 
pección de  los  cultos,  hubiera  de  depender  de  las  disposiciones  de  la  lei  oa« 
oional,  inútil  habría  sido  que  esa  inspección  se  la  hubiera  consignado  como 
un  derecho,  en  su  caso,  el  citado  artículo  constitucional ;  porque  sin  necesi* 
dad  de  haber  dicho  él  nada  sobre  el  particular,  dicha  intervención  la  ten- 
drían siempre  los  Estados  al  espedirse  i  ejecutarse  la  lei  de  la  materia,  toda 
ves  que  a  las  autoridades  de  cada  uno  de  los  Estados  cumple  el  deber  de 
ejecutar  las  leyes  de  la  Union  i  las  órdenes  i  decretos  del  Presidente  de  eHa, 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  por  el  articulo  9.^  de  la  misma  Gonstitucioo,  i 
toda  ves  <que  el  inciso  2.^  del  artículo  90  de  ella  hace  igualmente  autorida* 
des  federales  a  las  de  los  Estados,  para  el  efecto  de  dar  cumplimiento  a  lu 
leyes  de  la  Union. 

'*  Ademas  de  esto,  no  todos  los  artículos  de  la  Constitución  que  hablan 
de  leyes,  se  re6eren  a  las  nacionales.  Cuando  han  tenido  esa  intención,  lo 
ban  declarado  espresamente,  o  se  han  valido  de  alguna  palabra  mis,  para 
significarlo,  o  lo  dejan  entender  mui  bien  por  razón  de  la  naturalea  del 
asunto  de  que  se  trata,  como  puede  verse  en  los  artículos  S,»  30,  S6,  4I| 
M^íncíso  S.^),  66  (incisos  7.»  i  90),  73,  7S,  77  i  78.  Si  Siempre  que  an  la 
Constitución  se  hablara  de  leyes,  idebiera  entenderse  forzosamente  qoe  se 
hacia  alusión  a  leyes  federales,  todo  lo  relativo  en  los  Estados  a  las  penas, 
organización  de  iuzgados  i  otros  puntos  de  limitación  de  la  garantía  consis- 
tente en  la  seguridad  personal,  habría  de  establecerse  i  reglarse  por  las  le- 
yes nacionales,  supuesto  que  el  inciso  4.°  del  articulo  i5de  la  misma Cons* 
tltucion  no  tolera  tales  limitaciones  si  ellas  no  se  encuentran  consignadas 
en  leyes  preexisímtes^  sin  especificar  si  éstas  deben  ser  o  nó  leyes  federales. 
1  lo  propio  sucedería  con  las  limitaciones  de  la  inviolabilidad  del  domicilio. 
No  obstante,  todos  comprenden  que  es  a  las  leyes  de  los  Estados  a  qoe  se 
hace  referencia  en  tales  materias. 

<<EI  argumento  emanado,  pues,  de  la  frase  ^ según  lo  determínela 
leV  usada  en  el  articulo  93,  tantas  veces  citado,  invocado  como  dedslTO 
para  dar  esclusivamente  al  Gobierno  jeneral  el  derecho  de  inspección  sobre 
los  cultos,  carece  de  la  fuerza  de  que  se  pretende  revestirlo. 

**  Es,  por  lo  tanto^  incuestionable  d  derecho  que  aaíata  a  los  Bstadoi 
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para  lejislar,  ev  au  caso,  sobre  la  suprema  inspección  der  los"  cuftos.  f  esa* 
derecho  está  reconocido  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios  de  una  manerar 
terminante  I  categórica,  al  declarar  válida,  en  95  de  mayo  de  i  871,  la  leí 
Ti/  de  se  de  octubre  de  1870,  espedida  por  e>  Estado  soberano  de  Boyacá, 
en  ejecución  del  artículo  10  de  la  Conrstltucion.  La  declaratoria  del  Sanada 
publicada  en  el  segundo  tomo  de  las  resoluciones  de  esta  Corporadon, 
dice  asi : 

*  El  Senado  de  Plenipotenchirrios,  en  ejercicio  del  inciso  1^,^  arficulo  5t 
de  la  ConstrtucióDy  resuelve :  • 

*  1.^  Declárase  válida  la  leí  71  deF  Estado  de  Boyacá,  espedida  en  eje-' 
eucion  del  articulo  98  de  >a  Constitución,  i  por  k  cunl  se  declaran  nula» 
ciertas  obligaciones  etc« 

'  El  Presidente,  MáAco  A.  Estrada. 

*  El  Secretario,  Julio  E.  Pérez,' 

**E8te  precedente  respetable  es  y  a,  I  por  sí  solo;  un  apoyo  poderoso 
para  el  sostenHuienio  del  derecho  disputado  a  los  Estados;  pues»  aunque  lar 
leí  del  Estado  soberano  de  Boyacá  rodara  sobre  puntos  contenidos  en  el  pa*" 
rágrafó  del  articulo  23  susodicho,  ese  parágrafo  hace  parte  del  ariiculo  i  se 
reGere  a  objetos  conexionados  con  inspección  sobre  los  cultos  relijiosos. 
Sobre  todo,  en  la  determinación  del  Senado  se  reconoce  en  abstracto  el* 
principio  de  que  los  Estados  tienen  facultades  para  lejishir  en  ejecución  del 
artículo  98  relacionado. 

**  Esta  notable  declaratoria  demostraría»  ella  sola,  que  la  lei  40  dtl 
Gauca,  sujeta  al  examen  de  la  Corte,  n%  se  ha  salido  evidetUemeníe  de  su 
eafera  i  poder  cbnstitueíonaH  una  vez  que  el  Senado  ha  acatado  en  alguno 
de  los  Estados  el  derecho  de  que  usa  actualmonte  el  Estado  soberano  def 
Cauca. 

'*  £1  mismo  señor  Procurador  jenera),  al  proponer  i  pedir  la  suspen-^ 
sien,  se  manifiesta  un  unto  dudoso  i  vacilante  acerca  de  la  inconstituciona-' 
lidad  evidente  de  tal  lei»  esponiendo  que  la  promueve  por  atender  a  la  esci- 
taeioo  del  Poder  Ejecutivo  i  promover  la  discusión  sobre  asunta  tan  delica- 
do. 1  esta  manifestación  de  parte  dr  I  nlto  e  ilustrado  empleado  que  la  hace» 
concurre  también  a  demostrar  que  l.dta  a  la  lei  que  se  acusa  la  evidencit^ 
de  su  iuconstitueionalidad,  sin  cuya  evidencia  no  es  ni  puede  ser  suspen*' 
díble. 

<<  Usando  la  Nación  I  los  Estados  el  derecho  de  suprema  inspección* 
sobre  los  cultos»  cada  cual  en  su  caso»  no  hai  riesgo  de  choque  alguno  entre 
las  dos  entidades  manteniéndose  cada  una  de  ellas  en  la  órbita  délos  asun*^ 
108  que  les  corresponden.  La  federación  es  un  sistema  de  equilibrio  i  con«- 
traposo  entre  poderes  que  funcionaa  en  un  mismo  pais,  i  que  por  la  esteo*- 
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8Íon  de  sus  fuerzas  pretendieran  absorber  las  libertades  de  los  ciudadatieie 
de  las  secciones.  La  Constitución  nacional  ha  adoptado  disposición^  da 
alta  previsión  para  establecer  ese  contrapeso  regulador.  Las  invasiones  de 
los  ESstados  estin  contenidas  por  la  Corte  Suprema  i  el  Senado,  qne  tienen 
facultades  bien  precisas  i  determinadas  para  suspender  i  anular  sus  lejes; 
i  el  Poder  Jeneral  encuentra  en  las  Lejislaturas  de  los  mismos  Estados  la 
resistencia  i  anulación  de  sus  actos  que  dañen  la  soberanía  de  ellos  o  vulne* 
ren  las  garantías  individuales.  De  manera  que,  para  todo  conflicto  éntrelos 
Estados  i  la  Union,  ofrece  el  Código  fundamental  soluciones  eficaces  i  pa« 

« 

cificas. 

'^Siy  pues»  los  Estados  tienen  derecho  a  lejislar  sobíe  inspección  de 
los  cultos  relijiosoSy  en  su  caso,  la  lei  40  del  Estado  soberano  del  Cauca  so* 
bre  la  materia»  no  se  ha  salido  de  su  esfera  de  acción  constitucional;  i  por 
lo  mismo»  no  puede  por  ese  motivo  decretarse  la  suspensión  que  se  ha  so- 
licitado de  ella  en  absoluto. 

**  Pero,  como  en  alguna  o  algunas  de  sus  disposiciones  pueda  haber 
contrariado  preceptos  de  la  Constitución  o  leyes  federales,  para  veTloire- 
solverlo»  pasa  la  Corte  al  examen  de  sus  pormenores. 

**  El  primero  de  sus  artículos  contiene  apenas  una  prevención  relaUvi 
al  cumplimiento  de  la  leí  nacional  numero  36»  de  9  de  mayo  del  corrleola 
afto.  No  hai»  por  tanto»  objeción  alguna  que  hacerle. 

**  El  segundo  establece  prohibiciones  que  en  nada  contrarían  a  la 
Constitución  t  leyes  federales»  i  que  están  dentro  de  la  esfera  de  la  fnspae* 
clon  sobre  los  cultos. 

**  El  tercero  señala  la  sanción  í  penas  que  deben  imponerse  por  las 
infracciones  del  artículo  anterior»  ciñéndose  a  asnntos  del  Estado  i  sin  tn* 
Tadir  el  campo  de  las  leyes  nacionales. 

**  El  cuarto»  en  sus  dos  primeros  incisos»  tampoco  vulnera  disposldo* 
nes  nacionales»  i  sus  prescripciones  en  ellos  consignadas»  pertenecen  a  la 
materia  de  la  inspección  en  la  órbita  de  la  capacidad  constitucional  del 
Estado* 

^*  Pero  el  inciso  8.^  de  este  artículo,  estima  la  Corte  que  Tiola  la  ga* 
rantia,  relativa  a  la  profesión.] ibre,  pública  o  privada  de  cualquiera  retijioo^ 
que  asegura  el  articulo  16  de  la  Constitución  a  los  habitantes  i  transeuates 
de  Colombia;  porque  dicha  garantía  no  admite  tnas  limitación  que  la  de 
ejecución  ie  hechos  incompatibles  con  la  8oberaní:i,  o  que  tengan  por  objeto 
la  turbación  de  la  pac»  i  el  inciso  en  cuestión  la  limita»  nó  por  la  comisión 
efectiva  de  tales  hechos»  sino  por  el  simple  juicio,  por  la  mera  eonjetnra  que 
formen  las  autoridades  políticas  del  Estado  acerca  del  ñn  i  tendeodas  de 
las  aociedades  relijiosaa  de  uno  i  otro  sexo  de  que  allf  ae  taita.  La  isannUi 
deje  de  e^r  efectiva  alli  donde  basta  la  sospedia»  no  má^  áé  ^e  ae  ffSfmí^ 
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subtertir  el  órden^  pa^impedir  su  ejercicio,  porque  el  jaicto  discrecional 
independíente  de  toda  regla  escrita,  de  parle  de  la  autoridad,  puede  ser 
erfóneo  í  apasionado,  particularmente  en  las  épocas  de  ajitaciones  sociales, 
•n  que  las  pasiones  exaltadas  ejercen  un  imperio  poderoso,  aun  sobre  los 
caracteres  moderados  i  justos.  En  el  mismo  caso  se  encuentra  el  articulo 
9.^  í  su  parágrafo,  por  serles  aplicables  las  observaciones  que  se  dejan 
apuntadas. 

**  El  artículo  5.°  nada  tiene  de  objetable,  pues  que  se  contrae  apenas 
adetallar  la  tramitación  que  debe  emplearse  en  la  secuela  de  los  juicios  a 
que  dé  lugar  la  ejecución  de  la  leí. 

«  El  6.^  no  impide  el  ejercicio  del  ministerio  relijioso.  Lo  permite  en 
el  Estado,  por  el  contrarío,  con  condiciones  que  están  dentro  del  poder  de 
la  lei  de  inspección.  Condiciones  que  tienden  al  establecimiento  del  estado 
eivil  que  tanto  importa  conocer  a  los  Gobiernos,  1  condiciones  que  otras 
naciones  adelantada3  en  el  mismo  camino  de  la  civilización,  como  la  Fran- 
CM,  han  impuesto  también  a  los  ministros  de  los  cultos. 

^*  Al  declarar  vijente  el  artículo  7.^  del  decreto  número  388,  espedido 
por  el  Presidente  del  Estado  «n  4  de  febrero  del  ano  en  curso,  relativo  ti 
la  espulsion  de  los  Obispos  de  Popayan  i  Pasto  i  a  los  demás  ministros  del 
culto,  nacionales  i  estranjeros,  que  hubieran  contribuido  a  promover  i  sos- 
tener la  rebelión  contra  el  Gobierno,  i  al  incorporar  este  decreto  en  la  let, 
Infrinjo  la  lei  37  nacional  de  13  de  mayo,  espedida  coi  posterioridad  a  di- 
cho decreto,  i  por  lo  cual  se  hizo  asunto  nacional  el  estrañamiento  de  los 
mencionados  Obispos  i  la  prohibición  a  perpetuidad  del  ejercicio  de  sus  fu n« 
cienes  episcopales  en  Colombia,  con  lo  cual  dejó  tal  asunto  de  ser  de  la 
competencia  del  Estado  del  Cauca,  para  serlo  de  la  Union.  I  ademas,  por  lo 
que  hace  a  los  demás  ministros  de  que  habla  el  decreto  aludido,  quedaron, 
por  sus  compromisos  politices,  bajo  las  disposiciones  de  la  lei  03  federal 
de  4  de  junio  del  presente  año,  sobre  amnistía,  espedida  igualmente  con 
posterioridad  al  decreto  mencionado  del  Presidente  del  Cauca.  No  puede, 
por  lo  mismo,  declararse  este  decreto  hoi  como  leí,  delante  de  las  leyes  na- 
cionales que  se  dejan  citadas. 

'^  El  artículo  10,  que  prohibe  desempeñar  en  el  Estado  las  funciones 
de  Obispo,  Provisor,  Vicario  jeneral  o  capitular,  al  sacerdote  que  no  sea  na- 
tural del  Estado,  se  reñere,  por  razón  de  los  ministros  de  jerarquía  que 
enumera,  a  los  ministros  del  culto  católico.  1  contrayéndose  a  ellos,  viola 
la  garantía  de  la  Igualdad  otorgada  por  la  Constitución  federal,  porque  no 
incluyendo  en  la  prohibición  también  a  los  ministros,  dignatarios!  sacerdo- 
tes de  todos  los  demás  cultos  permitidos  en  Colombia,  los  hace  de  mejor 
condición  que  a  los  ministros  del  culto  a  que  se  refiere  dicha  prohibición. 
I  ademas,  la  leí  nacional  55,  sobre  inspección  de  cultos,  al  permitir  a  los 

ministros  de  éstos  el  ejercicio  de  sus  funciones  en  el  territorio  de  Golom- 
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bia,  no  les  impone  la  condición  de  ser  o  nó  naturales  del  Estado  en  qnefao* 
clonen. 

**íSl  articulo  41,  por  último,  exijíendo  un  requisito  más  a  los  miai»- 
tros  a  quienes  el  Poder  Ejecutivo  nacional  conceda  el  pase  para  ejercer  su 
ministerio  relijioso,  el  requisito  de  prestar  promesa  de  obediencia  i  respeto 
a  la  Constitución  i  leyes  del  Estado,  estorba  i  paraliza  el  decreto  de  un  Poder 
federal  i  adiciona  el  artículo  13  de  la  leí  35  nacional. 

'*En  lo  demás,  la  lei  que  se  examina  es  exequible,  por  no  haberte 
salido  de  su  esfera  de  capacidad  constitucional. 

**  En  su  tirtud,  i  por  los  fundamentos  aducidos,  la  Corte,  admiaistnah 
do  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad 
de  la  lei»  resuelve  que  la  lei  40  de  5  de  octubre  último,  espedida  por  la  Le- 
jislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sobre  inspección  de  cultos,  noesti 
en  el  caso  de  ser  suspendida  en  su  totalidad.  Decreta,  no  obstante,  la  sus- 
pensión del  inciso  3.^  del  articulo  4»"^  lia  de  los  artículos  7,^  0^^  ío  i  ii  de 
dicha  lei,  por  ser  las  disposiciones  que  ellos, contienen  contrarías  a  la  Coos* 
tilucion  i  leyes  de  la  Union. 

'^Publíquese  esta  decisión  en  el  Diario  Oficial,  Gomuniquefe  al  Go- 
bierno Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Cauca  ;  i,  dejándose  copia  de eik, 
pásese  el  espediente,  con  todos  sus  antecedentes,  al  Senado,  para  su  ulte- 
rior i  definitiva  resolución  sobre  este  asunto. 


**  Puesto  en  discusión  el  anterior  proyecto,  el  señor  Majistrado  doctor 
Rojas  Garrido  espuso  lo  siguiente: 

**  Esto!  de  acuerdo  en  todo  con  el  proyecto  que  se  discute,  menos  eo 
la  suspensión  del  inciso  3.^  del  artículo  4,°  i  la  de  los  artículos  sétimo,  do- 
veno,  diez  i  once,  porque  considero  que  la  Lejislatura  no  ha  violado  al  espe- 
dirlos la  Constitución  ni  las  leyes  nacionales.  Es  decir,  creo  que  dichas  dis- 
posiciones lejislativas  no  salen  evidentemente  de  la  esfera  de  acción  consti- 
tucional, circunstancia  indispensable  para  que  puedan  suspenderse,  conibr- 
me  al  artículo  14  de  la  Constitución. 

*^  Apoyo  este  voto  en  las  razones  siguientes :  una  vez  demostrado,  co- 
mo queda  en  el  proyecto  que  se  discute,  el  derecho  de  los  Estados  de  eje^ 
cer.en  su  caso,  conforme  a  la  leí,  la  suprema  inspección  de  cultos,  aunque 
fuera  solo  para  mantener  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas  eo  el  Estado, 
qM  pueden  ser  distintas  de  la  seguridad  I  tranquilidad  páblicas  de  Ja  Ka. 
eion,  como  se  comprende  en  el  hecho  de  perturbación  del  orden  en  el£s- 
tado  por  actos  de  los  cultos  relijiosos,  sin  que  se  altere  el  orden  jeoerll ; 
una  vez,  digo,  que  se  reconoce  i  demuestra  en  él  proyecto  tal  derecho,  el 
Estado  tiene  facultad  para  exijir  mas  seguridades  de  las  contenidas  en  UM 
niiitíODal,  en  defensa  del  orden  público  en  el  Estado;  seguridades  4|iie  el  le- 
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jiftiador  oacioBal  ba  podjdocfeer  ionecesarbis  por  lo  qMd  respecta  a  la  trao* 
OPÍlidad  pública  de  la  Union,  i  que  sinembargo  la  Leji^latura  del  Estado 
josga  indispensables  para  mantener  en  éste  la  tranquilidad  pública,  la  cual» 
como  queda  dícbo,  llega  a  perturbarse  sin  que  se  altere  el  orden  jeneral^ 

'^  Con  este  aumento  de  seguridades  de  parte  del  Estado,  no  se  viola 
la  Constitución  ni  las  lejes  de  la  Union.  La  leí  nacional  ha  dicho,  por  ejem- 
plo, que  es  suficiente  para  cumplir  el  articulo  23  de  la  Constitución,  por  lo 
que  toca  al  orden  jeneral,  el  que  los  ministros  del  culto  obtengan  éipascy 
i  la  lei  del  Estado  soberano  del  Cauca  dispone  que  ademas  de  esto,  para 
mantener  la  tranquilidad  en  el  Estado,  se  necesita  que  presten  juramento 
los  ministros  del  culto :  no  hai  contradicción  en  estas  disposiciones ;  el  Es- 
tado apenas  aumenta  de  seguridades,  como  lo  cree  indispensable  para  man* 
tener  el  orden  seccional,  que  no  está  a  cargo  del  Gobierno  de  la  Union,  sino 
en  el  caso  de  que  implique  perturbación  del  orden  jeneral.  Lo  mismo  acon- 
tece respecto  de  la  exíjencia  de  ser  naturales  del  Estado  los  ministros  que 
desempeñen  las  funciones  de  obispos,  provisores  i  yicarios;  puessetrata, 
DÓ  simplemente  del  ejercicio  de  la  relijion  respecto  de  particulares  o  sim* 
pies  ministros  del  culto,  sino  de  dignidades  que  tienen  potestad  eclesiástica 
con  cuyo  carácter  pueden  ser  peligrosos  en  el  ejercicio  de  su  ministerio, 
fiegun  lo  conceptúa  la  Lejislatura  en  el  hecho  de  exijir  <jue  sean  naturales 
del  Estado.  Respecto  de  las^  sociedades  relijiosas,  tales  restricciones  de  la 
leí  ao  salen  de  la  esfera  de  acción  constitucional,  porque  el  numeróle  del 
articulo  15  i  el  33  de  la  Constitución  aseguran  a  los  particulares  i  a  los  mi- 
Distros  del  culto  el  derecho  de  la  profesión  relijiosa,  siempre  que  no  se  eje- 
cuten hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por 
objeto  turbar  la  paz  pública,  i  a  este  caso  se  refieren  las  disposiciones  de  la 
lei  del  Estado  soberano  del  Cauca  sobre  reuniones  relijiosas  i  ceremonias 
del  culto  esterno,  que  prohibe  cuando  tienen  un  fin  sedicioso  o  antirepu- 
bllcano. 

**  El  que  se  deje  al  juicio  de  la  autoridad  la  calificación  de  las  socie- 
dades i  de  los  actos  del  culto  que  tengan  por  objeto  violar  la  prohibición, 
apenas  entraña  el  modo  de  apreciar  las  pruebas,  como  sucede  en  el  jui- 
cio por  jurados;  les  indudable  que  el  Poder  Lejislativo  del  Estado  pue- 
de determinar  el  modo  de  probarse  los  hechos  i  la  naturaleza  de  la  pruebas 
que  han  de  servir  de  base  a  las  providencias  judiciales  o  administrativas, 
sin  que  pueda  decirse  que  se  violan  la  Gonsütucion  i  las  leyes  nacionales, 
aunque  la  lei  del  Estado  no  haya  consultado  a  este  respecto  los  principios 
de  lejislacion.  Gomo  la  igualdad  es  un  derecho  individual,  no  puede  tenerse 
en  cuenta  respecto  de  los  ministros  del  culto ;  pues  cuando  proceden  con  tal 
carácter,  no  tienen  los  derechos  del  individuo;  i  respecto  de  los  particu- 
lares ya  se  ba  dicho  que  tratándose  del  ejercicio  de  la  relijion,  que  es  a  lo 
que  se  refiere  la  lei  del  Estado  del  Cauca»  existe  el  límite  antes  indicado. 
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Por  estas  razones  í  las  contenidas  en  el  proyecto  que  se  discute,  mi  toto  es 
porque  no  se  suspenda  ninguno  de  los<  artículos  de  la  leí  número  40,  de  S 
de  octubre  de  i877,  sobre  inspección  de  cultos,  espedida  por  la  Lejislaturt 
del  Estado  soberano  del  Cauca.*' 


Acto  continuo  los  señores  Uajistrados  Martínez  R,  Uricoecbea I  Co- 
rrales espusieron  sus  opiniones  del  jmodo  que  sigue : 

'*  Cuando  la  Corte  se  ocupó  denlas  solicitudes  que  se  le^dirijieron  pan 
que  suspendiese  la  ejecución  de  varios  actos  lejíslativos  del  Estado  sobera- 
no del  Tolima»  los  infrascritos  Majistrados  consignaron  su  opinión  de  que 
los  Estados  carecen  de  facultad  para  lejislar  sobre  inspección  civil  en  ma- 
teria de  cultos ;  i  bol,  con  motivo  de  las  peticiones  que  también  le  han  sido 
presentadas  para  que  decrete  igual  suspensión  de  la  lei  40  de  5  de  octubre 
del  corriente  año,  sobre  inspección  de  cultos,  espedida  por  la  Lejislatura 
del  Estado  soberano  del  Cauca,  creen  de  su  deber  esponer  con  alguna  de- 
tención los  fundamentos  en  que  apoyan  dicha  opinión,  que  los  obliga,  con 
pena,  a  negar  su  aprobación  al  bien  elaborado  proyecto  del  señor  Majistn- 
do  sustancíador. 

"  Para  los  infrascritos  llajistrados  es  sumamente  claro  que  la  Consti- 
tución política  de  la  Union  colombiana,  ha  señalado  a  cada  uno  délos  dos 
Poderes  por  ella  establecidos,  a  saber:  el  federal  i  el  municipal^  su  ótbltk 
de  acción ;  de  manera  que  ninguno  de  ellos  invada  la  que  se  ha  trazado  a' 
otro.  1  ha^rovisto'sábiamente  de  remedio,  para  que,  en  los  casos  en  que  el 
uno  de  los  poderes  se  mezcle  en  los  negocios  de  la  esclusi va  competencia 
del  otro,  se  eviten  los  conflictos  i  entorpecimientos  que  de  la  intervención 
indebida  pueden  nacer ;  haciendo  que  los  actos  lejíslativos  sean  suspendi- 
dos o  anulados  por  las  altas  corporaciones  llamadas  por  la  misma  Constitu- 
ción a  dictar  esas  medidas'. 

**  La  órbita  de  los  Estados  ha  sido  trazada  en  estos  términos : 

**  De  la  esclusiva  competencia  de  los  Estados  son  todos  los  asuntos  de 
gobierno  que  no  han  delegado  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno 
jeneral. 

'*  La  órbita  del  poder  federal  debe  resumirse  así : 

**  Lejislar  sobre  todas  las  materias  que  espresamente  se  le  ban  de- 
legado. 

*' Solo  cuatro  materias  o  asuntos  de  administración  publica,  sonde 
rompeímcta  común  a  las  dos  entidades  políticas,  el  Estado  i  la  Nación ;  por- 
que no  son  de  la  esclusiva  de  cada  una  de  ellas,  según  el  artículo  iB  de  la 
Constitución  nacional ;  esto  es : 

''  El  fomento  de  la  instrucción  piiblica; 

**E\  servicio  de  correos ; 
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*'  La  estadística  o  la  carta  o  cartas  jeográflcas  o  topográficas  de  los 
pueblos  i  territorios  de  los  Estados  Unidos» 

*'  1  la  cíviliíacion  de  indíjenas. 

^'Respecto  de  estos  cuatro  asuntos,  pueden  muí  bien  lejlslar  el  Con- 
-greso  nacional  i  las  Asambleas  de  los  Estados,  sin  violar  la  Constitución 
politica  de  la  Union. 

*'  1,  éi  pueden  lejislar  ambas  entidades  sobre  esos  cuatro  particulares» 
porque  no  son  de  la  privativa  o  esclusxva  competencia  de  ninguna  de  ellas» 
quiere  decir  que  no  pueden  hacerlo  respecto  de  los  demás»  si  no  son  de  su 
respectiva  competencia. 

m 

**  Vero  i\a  suprema  inipecdon  que  conviene  ejercer  sobre  los  cultos 
establecidos  o  que  se  establezcan  en  el  pais,  es  negocio  de  gobierno  que 
baya  sido  delegado  de  uñ  modo  claro,  espreso  i  especial  al  Gobierno  jene* 
ral ;  o  por  el  contrario,  es  de  aquellos  que  los  Estados  se  han  reservado 
como  de  su  esclusiva  competencia»  según  los  términos  del  artículo  i 6  de  la 
Constitución  federal  T 

'*  Parece  que  no  habrá  quien  niegue  que  la  inspección  civil  de  los  eul« 
tos  se  ha  delegado  al  Gobierno  jeneral,  conforme  al  articulo  25  de  la  misma 
Constitución»  supuesto  que  por  medio  dehesa  suprema  inspección  se  sostiene 
la  sot>eranla  nacional  i  mantienen  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas. 

**  Qué  parte  de  esa  suprema  inspección  corresponde  a  los  Estados  ? 

*'  Indudablemente  que  la  de  ejercerla,  en  su  caso,  con  arreglo  a  la  lel 
nacional. 

**  Los  infrascritos  Majistrados,  que  sostienen  esta  opinión»  compren- 
den que  una  cosa  es  l^islar  sobre  inspección  civil  de  los  cultos»  i  otra  es 
ejercer  esa  inspección. 

''  Según  el  citado  artículo  23,  tanto  el  Gobierno  nacional  como  los  de 
los  Estados,  en  su  caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre 
los  cultos  relijiosos ;  mas  no  faculta  ese  mismo  articulo  para  lejislar  rela- 
tivamente a  esa  materia. 

''La  Corte  Suprema,  por  ejemplo,  ejerce  varias  atribuciones,  entre 
ellas  la  de  suspender  los  actos  lejislativos  de  los  Estados»  cuando  son  con- 
trarios a  la  Constitución  i  leyes  nacionales;  pero  la  Corte  no  lejisla. 

**  Verdad  es  que  el  articulo  S3  tampoco  espresa  que  al  Gobierno  jene- 
ral  corresponde  lejislar  respecto  de  dicha  inspección,  sino  que,  en  su  caso» 
la  ejercerá  como  los  Estados,  de  acuerdo  con  la  leí;  pero  la  atribución  de 
lejislar»  por  lo  que  hace  a  la  inspección»  la  deriva  el  Gobierno  jeneral  del 
inciso  16  del  articulo  il  de  la  Constitución,  que  dispone  lo  siguiente : 

'La  facultad  de  espedir  leyes,  decretos  i  resoluciones  civiles  i  penales 
respecto  de  los  negocios  o  materias  que»  conforme  a  esta  Constitución»  son 
de  competencia  del  Gobierno  jeneral.' 

1  no  podrá  ser  de  otro  modo ;  porque»  ¿  cómo  i  en  qué  términos  l^* 
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jiflariMí  Ips  Estados  para  sostener  la  soberanía  nadopal,  si  no  ¡ncanibiese 
hacerlo  al  po^ot  federal  f  i  Cómo  ejercerla  el  Gobierno  jeoeral  la  inspeteioa 
sóbrelos  cuUos»  ciñéndose  a  las  leyes  que  dictaran  los  Estados;  a  irecescoo- 
trarias  unas  de  oirás  t 

**  SinembargOy  se  dice,  los  Estados  no  lejislarán  sobreesté  particular» 
porque  es  evidente  que  solo  la  Nación  está  llamada  a  verificarlo,  siempre 
que  se  trate  del  sostenimiento  de  la  soberanía  nacional;  a  los  Estados  si 
toca  i  debe  tocar  al  señalamiento  de  las  reglas  que  hayan  de  guardarse  para 
nantener  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas,  en  los  casos  que  son  de  com^ 
petencia  de  los  mismos  Estados. 

**  Los  Infrascritos  Majistrados  oponen  a  esta  doctrina  la  siguiente  ob- 
jeción: 

**  Es  cierto  que  los  Estados  se  hallan  interesados  en  la  conservaeioB 
del  orden  público  doméstico  o  seccional,  i  en  restablecerlo  si  por  algaa 
motivo  llegare  a  ser  turbado ;  pero  el  articulo  95  de  la  Constitución  federal 
no  se  ocupa  de  los  trastornos  que  sufran  la  seguridad  i  tranquilidad  públi- 
cas, orijinados  por  las  causas  que  jeneral  o  comunmente  los  producen,  I 
que  llevan  por  objeto  sustituir  el  personal  de  les  Gobiernos  locales  i  confiar 
i  otras  manos  la  administración  de  los  negocios  seccionales.  No:  dicho  ar- 
ticulo 23  trata  de  las  perturbaciones  que  se  fomentan  al  amparo  del  ejerci- 
cio de  los  actos  relijlosos ;  que  acaso  no  se  circunscriban  a  los  1  mites  terri- 
toriales de  una  sección  cualquiera,  i  las  cuales  puedan  tener,  entre  otros 
objetos,  un  cambio  en  las  Instituciones  del  país. 

**  Por  esa  razón  los  procedimientos  que  deben  seguirse,  las  autorida- 
des que  han  de  intervenir,  I  las  penas  que  hayan  de  inOíjirse  en  estos  jui- 
cios, no  son  materia  de  los  Códigos  comunes,  sino  de  la  lejislaeion  espeda- 
Hsima  de  policía  en  los  asuntos  relativos  a  los  cultos. 

**  Afortunadamente  la  lei  36  de  9  de  mayo  de  IS77  'sobre  inspeccioo 
olvil  en  materia  de  cultos,'  viene  en  apoyo  mui  poderoso  de  la  opinión  que 
sustentan  los  infrascritos  Majistrados,  i  a  desvanecer  toda  duda  que  asista 
por  los  términos  en  que  se  encuentra  redactado  el  artículo  23  de  la  Consti- 
tudon. 

**  Conviene  Inserur  en  seguida  los  tres  primeros  artículos  ée  la  leí 
mencionada,  que  sirven  de  objeto  de  nuestras  reflexiones: 

*  Art.  1.^  Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantener  la  seguridad 
i  tranquilidad  públicas  según  lo  dispuesto  por  el  articulo  n  de  la  Comüta* 
cloliy  la  mprema  inspección  sobre  los  cuHos  establecidos  o  que  se  estables* 
can  en  Colombia,  se  ejercerá  por  el  Gobierno  de  la  Union  en  lostéimlaes 
4a  la^presente  lei. 

**  Art.  3.«  Atontan  contra  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas  los  mi- 
nistros de  los  cultos  relljiosos  que^  con  exhortaciones^  sermones,  pttticaii 
^Horailes»  ediotos>  o  de  enalquier  otro  modo»  en  ejereioio  4$  $u  inMi íarío» 
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propendan  a  eansar  o  causen  el  desobedecimiento  de  alguna  leí  nacional,  a 
ie  las  Estados^  i  de  cualquier  aCto  de  la  autoridad  pública,  o  cuando  dea* 
pues  de  causado  lo  foihenten  de  algún  modo. 

**  Art.  3.0  Atenían  contra  la  soberanía  nacional  los  ministros  de'  los 
cultos  reí  i)  iosos  que,  por  los  medios  indicados  en  el  artículo  que  precede 
o  cualesquiera  otros,  cumplieren  o  hicieren  cumplir  en  la  Nación,  o  en  algún 
Estado,  disposiciones  emanadas  de  un  poder  estranjero,  cuando  esas  dispon 
siciones  fueren  contrarias  a  la  Constitución  i  leyes  nacionales  odeloi  Etia*  ^ 
do8f  o  cuando  se  arroguen  funciones  de  carácter  judicial,  asumiendo  juris^ 
dicción  en  materias  contenciosas,  civiles  o  criminales ;  I  toda  vez  que  quie* 
ran  hacer  prevalecer  las  constituciones  o  cánones  de  una  relijion  sobre  las 
instituciones  de  la  Nación  o  de  los  Estados.* 

*' Según  estos  artículos,  se  atenta  contra  la  seguridad  i  tranquilidad 
publicas,  cuyos  atentados  reprime  la  Nación,  no  «olo  cuando  por  los  medios 
indicados  en  el  articulo  9.o  se  propende  á  causar  o  se  cause  el  desóbedeei* 
miento  de  una  leí  nacional,  sino  en  el  caso  de  que  se  dirija  contra  una  leí 
del  Estado  respectivo. 

*' I  se  atenta  igualmente  contra  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas, 
según  dicho  articulo  9,<>  no  cuando  individuos  particulares  se  insurrecci<>- 
nan  o  rebelan  contra  los  Gobiernos  constituidos,  con  el  propósito  de  ealn- 
blar  el  personal  de  éatos,  o  tratan  de  desobedecer  una  lei  o  de  impedir  su 
ejecución,  sino  cuando  los  ministros  do  los  cultos  relijiosos,  i  en  qordcío  de 
su  ministerio^  propenden  a  causar  o  causan  la. desobediencia  de  una  lei 
cualquiera,  nacional  o  del  Estado, 

''Así  pues,  en  los  casos  de  perturbación  del  orden  público,  rejirá: 

**  La  lei  de  inspección  de  cultos,  para  los  ministros  de  cualquiera  re* 
lijion  -, 

''  El  Código,  penal,  para  los  particulares  sediciosos  o  rebeldes ; 
1  el  I>erecbo  de  jentes,  para  los  belijerantes  en  guerra  civil. 
De  todo  lo  espuesto  se  deduce : 

''Que  la  Nación  se  halla  tan  interesada  en  evitar  i  reprimir  la  desobe- 
diencia a  las  leyes  de  los  Estados,  como  la  que  se  dirijo  contra  las  leyes  fe- 
derales, siempre  que  se  fomente  o  promueva  por  los  ministros  de  los  cul- 
tos ;  i  de  aquí  nace  la  necesidad  de  que  en  los  casos  en  que  por  este  medio 
se  atente  contra  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas,  la  lejislacion  sea  uni- 
forme, i  unos  mismos  los  procedimientos  que  hayan  de  emplearse  i  las 
penas  con  que  se  castigue  esta  clase  de  faltas. 

"El  articulo  3.o  de  la  lei  36,  que  se  deja  copiado,  declara  que  se  aten- 
ta contra  la  soberanía  nacional,  no  solamente  cuando  los  ministros  de  los 
cuUos  relijiosos,  por  los  medios  en  él  indicados,  cum|riíeren  o  hicieren 
cumplir  disposiciones  emanadas  de  un  poder  estranjero^  si  faarao  contrattag 
a  la  Constitución !  leyes  nacionales  o  de  los  Estados^  sino  an  loe  ciMOa  én 
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qae  se  arroguen  funcionen  judiciales  asumiend^i  jurisdicción  en  materias 
contenciosas,  o  que  intenten  hacer  prevalecer  las  constituciones  o  regla- 
mentos  de  una  relíjion  cuilquiera  sobre  las  instituciones  de  la  Nación  o  de 
los  Estados, 

"Gomólos  Tribunales  federales  únicamente  ejercen  jurisdicción  eo 
asuntos  contenciosos  que  se  refieren  a  los  bienes  i  rentas  de  la  Union  o  en 
que  por  cualquier  otro  motivo  tenga  ésta  interés»  se  sigue  que  los  ministros 
délos  cultos  jamas  llegarán  a  arrogarse  jurisdicción  de  carácter  nacional, 
sino  la  que  compete  al  Poder  Judicial  de  los  Estados,  por  versar  sobre  ne- 
gocios ^contenciosos  entre  particulares. 

"  SI,  pues,  la  lei  nacional  de  inspección  civil  en  mataría  de  cultos» 
Impide  que  se  lleve  a  efecto  el  desobedecí  miento  de  las  leyes  de  los  Csudos, 
promovido  o  fomentado  por  los  ministros  de  los  cultos ;  que  éstos  se  arro- 
guen funciones  judiciales  que  propiamente  corresponden  a  esas  mismas 
entidades  politicas ;  si  dicha  leí  también  impide  que  tales  ministros  bagan 
prevalecer  los  cánones  o  constituciones  reí ijf osas  sobre  las  instituciones  de 
las  referidas  entidades,  como  prohibe  el  ejercicio  de  semejantes  acciones 
con  relación  a  las  Instituciones  nacionales ;  I  finalmente,  si  la  leí  mencio- 
nada previene  el  juzgamiento  i  señala  el  castigo  para  sus  infractores,  es 
claro,  evidente,  que  las  leyes  espedidas  o  que  espidan  los  Estados,  solire 
Inspección  de  cultos»  o  son  inútileSf  e  innecesarias  si  contienen  las  mismas 
disposiciones  que  la  lei  nacional  ya  referida,  o  inconstitucionales  si  prescri- 
ben algo  más  o  modifican  de  alguna  manera  el  texto  de  la  lei  nacional. 

<<Por  estas  razones,  los  infrascritos  Majistrados  son  de  concepto  que 
la  Corte  debe  suspender,  por  inconstitucional,  la  citada  lei  éO  del  Estado 
soberano  del  Cauca  de  que  tantas  veces  se  ha  hecho  mención." 

Portante,  no  habiéndose  obtenido  la  unanimidad  de  votos  de  los  se- 
ñores Majistrados,  requerida  por  la  Constitución  nacional,  la  Corte,  admí* 
nlstrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  auto- 
ridad de  la  lei,  resuelve :  por  la  circunstancia  espresada,  no  suspender, 
como  no  suspende,  total  ni  parcialmente  la  lei  40,  "  sobre  inspección  de 
cultos/'  fecha  5  de  octubre  último,  espedida  por  la  Lejislatura  de  Estado 
soberano  del  Cauca.  Fublíquese  esta  determinarínn  en  el  Diario  Oficial; 
remítase  copia  de  ella  al  Gobierno  Ejecutivo  del  mi^mo  Estado;  i  pásese e* 
espedienie  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  para  los  efectos  constiuicio- 
nales. 

Cop  lacual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Palau^Rafael  Martínez  B.— Marvei.  tor 
qüíSL  GoaAALBS«— Josi  M.  Rojas  Gaeeido^Juaii  Agustín  Ueigobcbia.-^Q 

Secretario»  Rafael  E.  Santander. 
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Es  copia   conforme—  Bogotá^  díei  i  siete  de  diciembre  de  mil  ocho* 
cientos  setenta  i  siete— El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Iuformb  de  la  Comisión  Inspectora^ 

C  iUdadaxLos  Senadores. 

A  petición  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación  i  de  algunos  tecinos 
del  Cauca  ^se  ocupó  la  Corte  Suprema  federal  en  el  estudio  í  resolución  de 
sf  podía  o  nó  suspender  la  ejecución  de  la  lei  40,  del  Estado  del  Cauca,  de 
fecha  5  de  octubre  de  i9n,  sobre  inspección  de  cultos;  i  no  habiendo  con- 
seguido unanimidad  de  votos  la  proposición  afirmativa,  como'en  todos  los 
casos  idénticos  ocurridos  en  esta  materia  en  el  último  i  en  el  corriente  año 
la  lei  ha  continuado  en  vijencia  hasta  ulterior  resolución  del  Senado. 

Dicha  lei  encierra  disposiciones  casi  testualmente  idénticas  a  las  de 

las  leyes  5.'  i  sa  del  Estado  del  Tolima,  que  fueron  objeto  de  vuestro  crlte. 

rio  i  resolución  en  las  sesiones  de  losdias  i3  i  14  de  marzo  ultimo,  i  que 

declarasteis  válidas.  Quedaron,  por  tanto,  resueltas  afirmativamente,  en 
esa  resolución,  las  cuestiones  de  poder  de  inspección  i  de  policía,  propio  de 

los  Estados,  que  habrían  de  examinarse  ahora  para  hacer  la  declaratoria 

que  en  cumplimiento  de  nuestro  deber  os  proponemos  que  hagáis  en  los 

términos  siguientes : 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  5,°  artículo  6i  de  la  Constitución  de  la  República,  declara 
válidas  las  disposiciones  de  la  lei  número  40  del  Estado  soberano  del  Cauca, 
fecha  5  de  octubre  del  último  año,  sobre  inspección  de  cultos/' 

Comuniqúese  i  devuélvase  el  espediente. 

La  Comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados: 

M.  HuRiLLO.— R.  Gómez— JiL  CoLUif JE.— CLutAGO  Iriartb.*-ái«dees 

BlEMCDEZ. 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  primero  i  segundo  debates  en  loa 

dias  3  i  4  de  mayo  de  i878. 

El  Oficial  Mayor,  J.  L.  Porras. 
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XXL 

TJLULDEZ  de  la  !•!  tt  de  iMV  del  Eatodo  de  Antle^ofai, 
^^  por  te  eaal  ee  Auida  la  Onelna  de  apartado  I  ee  eoneedea 
alsunaa  aiitortoarlaBea  al  Poder  ÉleeuMvo,'^ 


Vista  delProgurídoe  jcmeeaj*. 

Sefi.oros  IMajistrados. 

Los  señores  Carlos  C.  Amador,  Pascasio  Uribe,  Blario  Eeeobar,  leaxr 
de  S.  Martínez  í  Leocadio  M.  Arando  han  dírijido  a  esa  Suprema  Corte  un»- 
pcónica  represen lacion  en  que  solicitan  la  auspension  de  la  leí  S9  de  30  da 
navievabre  de  1877»  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Antíoquia, 
'*  por  la  cual  se  manda  fundar  la  oficina  de  apartado  i  se  coneedei»  algnoaa 
«  autQrízacíones  al  Poder  Ejecutivo,''  por  ser  dicha  leí  contraria  a  la  garasafa 
otorgada  por.-el  niímero  9.°  del  articulo  15  de  la  Constitución  naekniaL 

Estudiados  por  el  suscrito  los  seis  artículos  de  que  consta  la  espresada 
te!,  no  ha  encontrado  en  sus  disposiciones  ninguna  que  sea  yiolatoria  de  lagar; 
rantia  apuntada  por  los  reclamantes.  Solo  el  artículo  3.°  contiene  el  precepto 
de  no  poder  establecerse  por  los  particulares,  ni  seguir  funcionando  las  ofici- 
nas de  apartado  de  metales  que  se  hubieren  establecido,  sin  permiso  del  Go- 
blerno,  desde  que  esté  montada  i  puesta  en  ejercicio  la  oficina  de  la  misma, 
naturaleza  de  que  h^iUa  la  lei ;  pero  al  observarse  que  la  libertad  de  indus«« 
tria  consagrada  en  el  inciso  9.^  del  artículo  i  5  de  la  Constitución  no  es  ab- 
soluta, I  que  ella  tiene  por  límite  *Ma  que  se  reserven  la  Union  o  los  Esta- 
dos como  arbitrio  rentístico,"'  ninguna  observación  razonable  puede  hacerse 
contra  una  leí  espedida  en  ejercicio  de  facultades  constitucionales  eapresas. 

Por  otra  parte,  la  lei  de  que  se  trata  ha  sido  espedida  por  la  Lejisla* 
tura  de  Antioquia  en  virtud  de  un  deber  indeclinable,  para  dar  cumpli- 
miento a  la  condición  7/  del  artículo  i.^  del  contrato  que  celebró  el  Go 
bierno  de  dicho  Estado  con  el  de  la  Union,  el  6  de  junio  dei87i(2Hono 
Oficial  número  2380),  sobre  administración  de  la  Gasa  de  Moneda  de  Me- 
dellin,  i  al  artículo  3.<»  del  contrato  adicional  de  i 9  de  mayo  de  i874  (IHmo- 
Oficial  número  5204),  sin  que  las  estipulaciones  consignadas  en  dichos  con- 
tratos afecten  en  lo  mínimo  I»  libertad  de  industria  garantizada  a  loa 
particulares  con  las  limitaciones  enumeradas  en  el  citado  inciso  9.^ 

En  atención  a  lo  espuestOi  el  suscrito  no  encuentra  moÜTo  par» 
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suspender  la  lei  23,  de  que  ha  hecho  referencia,  i  os  pide,  en  conse- 
cuencia, que  así  lo  declaréis. 

Bogotá,  febrero  i  i  de  1878. 

Hanuel  K.  Ramírez* 


^    Acuerdo  de  lá  Corte  StJPREMA* 

En  la  ciudad  de  Bogotá,  a  veintidós  de  febrero  de  mM  odiocientos 
setenta  i  ocho,  se  reunieron  los  señores  Majistrados  de  la  Corte  Suprema 
federal  ^n  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del  infrascrito  Secretario,  con 
>el  ol](ietode  tomar  en  consideración  la  solicitud  de  varios  ciudadanos  para 
que  se  suspenda  el  cumplimiento  de  la  leí  22  de  1 877  del  Estado  de  An^ 
Hoquia;  i  el  señor  Majlstrado  doctor  Corrales,  principiada  la  disciusion,  pre- 
sentó el  siguiente  proyecto  de  resolución  que  al  efecto  fué  leido: 

^'Vistos:  los  ciudadanos  Carlos  C.  Amador,  Pascasio  Uribe,  Mario 
Escobar,  Juan  de  S.  Mar linez  i  Leocadio  María  Arango,  con  fecha  veinti- 
uno de  enero  del  presente  año  dirijieron  a  esta  Corte  Suprema,  desde  Me- 
dellin,  el  siguiente  memorial : 

'  Os  pedimos  respetuosamente  que  os  sirváis  suspender  la  ejecución 
*  de  la  lei  XXll  de  ao  de  noviembre  de  i877,  dictada  por  la  Asamblea  lejis- 
Mativa  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  por  la  cual  se  manda  fundar  la 
^oficina  de  apartado  i  se  conceden  algunas  autorizaciones  al  Poder  Ejecu. 
^tivo;  por  ser  dicha  lei  contraría  a  la  garantía  otorgada  por  el  número  9.^ 
'  del  acticulo  15  de  la  Constitución  nacional/ 

**  Sustanciada  la  solicitud  referida  i  dada  audiencia  al  señor  Procura^ 
dorjeneralde  la  Union,  «ate  funcionario,  entre  otras  cosas,  ha  espuesto 
esta  doctrina : 

*  Estudiados  por  el  suscrito  los  seis  artículos  de  que  consta  la  espre- 
sada lei,  no  ha  encontrado  en  sus  disposiciones  ninguna  que  sea  violatoria 
de  la  garantía  apuntada  por  los  reclamantes.  Solo  el  artículo  3.^  contiene 
el  precepto  de  no  poder  establecerse  por  los  particulares,  ni  seguir  funcio- 
nando las  oficinas  de  apartado  de  metales  que  se  hubieren  establecido,  sin 
permiso  del  Gobierno,  desde  que  esté  montada  i  puesta  en  ejercicio  la  ofi- 
cina de  la  misma  naturaleza  de  que  habla  la  lei ;  pero  al  observarse  que  la 
libertad  de  industria  consagrada  en  el  inciso  9.^  del  artículo  16  de  la  Cons- 
titución no  es  absoluta,  i  que  ella  tiene  por  límite  laque  se  reserven  la  ünUm 
o  ios  Estados  cofno  arbitrio  rentístico,  ninguna  observación  razonable  puede 
hacerse  contra  una  lei  espedida  en  ejercicio  de  facultades  constitucionales 
-espresaa. 

'  Por  otra  parte,  la  lei  de  que  se  trata  ha  sido  espedida  por  la  Lcjisla- 
tuca  de  Antioquia,  en  virtud  de  un  deber  indeclinable,  para  dar  cumplí* 
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míeato  a  la  condición  7/ del  artículo  i.^  del  contrato  que  celebró  el  Go- 
bierno de  dicho  Estado  con  el  de  la  Union,  el  6  de  junio  de  i87i  (Dúiríb 
Oficial  número  iiSO),  dobre  administración  de  la  Casa  de  moneda  de  Me- 
dellín,  i  al  articulo  5.»  del  contrato  adicional  de  19  de  mayo  de  1874  (Diario 
Oficial  número  3204),  sin  que  las  estipulaciones  consignadas  en  dichos  ooo- 
tratos  afecten  en  lo  mínimo  la  libertad  de  industria  garantizada  a  los  parti- 
culares con  las  limitaciones  enumeradas  en  el  citado  inciso  9/ 

**  La  doctrina  establecida  por  el  señor  Procurador  nacional  es,  en  sen- 
tir de  la  Corte,  estrictamente  constitucional,  por  lo  cual  la  reproduce. 

**  Fundada,  pues,  la  Corte  en  dicha  doctrina  i  administrando  justicia 
en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  I  por  autoridad  de  la  leí, 
resuelve  que  no  está  en  el  caso  de  ejercer  la  atribución  que  le  confiere  el 
articulo  72  de  la  Constitución  nacional,  suspendiendo  la  ejecución  de  ia  leí 
93  de  50  de  noviembre  de  1877,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  dd 
Estado  soberano  de  Antioquia,  por  la  cual  se  manda  fundar  la  oficina  de 
apartado  i  se  conceden  algunas  autorizaciones  al  Poder  Ejecutivo  del  mis- 
mo Estado,  i  que  se  halla  inserta  en  el  número  40  del  Jlejiatro  Oficial; 
porque,  como  lo  deja  espuesto,  no  estima  dicha  leí  contraria  a  disposición 
alguna  de  la  referid^  Constitución. 

^'Notifiquese  esta  resolución,  publlquese  en  el  Diario  Oficial^  coma* 
niquese  al  Gobierno  Ejecutivo  de  Antioquia,  i  agregándose  de  ella  copia  al 
espediente,  dése  a  éste  el  curso  correspondiente/' 

Considerado  dicho  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  de  todos  los 
señores  Majístrados. 

Con  lo  cual  se  dio  por  terminado  el  acuerdo,  cuya  acta  se  firma  por 
los  señores  Majistrados,  por  ante  mi  el  Secretario  d^  que  doi  fé. 

£1  Presidente,  Emigdio  Palau-^Rafael  Itf  artinez  R.— Márobl  Ezb- 
QuiEL  Corrales— Joss  M.  Rojas  Garrido — ^Juan 'AoosTiif  Uricoeghea — 
El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  cuatro  de  marzo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  ocho.— El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Infoeme  de  la  Comisión  inspbotoea. 

Ciudadanos   Senadores. 

La  Corte  Suprema  federal  os  ha  dado  cuenta  de  la  siguiente  resola* 
eion,  que  dictó  con  fecha  veintidós  de  febrero  del  corriente  año : 

'*  Vistos :  los  ciudadanos  Carlos  C.  Amador,  Pascasio  Uribe,  Mario 
Escobar,  Juan  de  S.  Martínez  i  Leocadio  Haría  Arango,  con  fecha  veiotidot 
de  enero  del  presente  año,  dirijieron  a  esta  Corte  Supremai  desda  Medellío» 
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el  8iguieate  memorial :  *  Os  pedimos  respetuosamente  que  os  sirváis  sus« 
^pendería  ejecución  de  la  leí  XXll  de  50  de  noviembre  de  i&77y  dictada 
'por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Antioquía,  por  la  cual 
*  se  manda  fundar  la  oficina  de  apartado  i  se  conceden  algunas  autorizacio- 
'nes  al  Poder  Ejecutivo;  por  ser  dicha  lei  contraria  a  la  garantía  otorgada 
'por  el  número  9.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional.'' 

^'Sustanciada  la  solicitud  referida  i  dada  audiencia  al  señor  Procurador 
jeneral  déla  Uuion,  esu  funcionario,  entre  otras  cosas»  ha  espuesto  esta  doc* 
trina : 

'Estudiados  por  el  suscrito  los  seis  artículos  de  que  consta  la  espre* 
eada  leí,  no  ha  encontrado  en  sus  disposiciones  ninguna  que  sea  violatoria 
de  la  garantía  apuntada  por  los  reclamantes.  Solo  el  articulo  3.^  contiene 
el  precepto  de  no  poder  establecerse  por  los  particulares,  ni  seguir  funcio- 
nando las  oficinas  de  apartado  de  metales  que  se  hubieren  establecido,  sin 
permiso  del  Gobierno,  desde  que  esté  montada  i  puesta  en  ejercicio  la  ofici* 
na  de  la  misma  naturaleza  de  que  habíala  lei;  pero  al  observarse  que  la 
libertad  de  industria  consagrada  en  el  inciso  9.°  del  artículo  15  de  la  Cons- 
titución no  es  absoluta,  i  que  ella  tiene  por  límite  la  que  se  reserven  la  Union 
o  los  Estados  como  arbitrio  rentístico,  ninguna  observación  razonable  puede 
hacerse  contra  una  lei  espedida  eu  ejercicio  de  facultades  constitucionales 
espresas. 

'  l'or  otra  parte,  la  leí  de  que  se  trata  ha  sido  espedida  por  la  Lejísla- 
tura  de  Antioquia,  en  virtud  de  un  deber  indeclinable,  para  dar  cumplí* 
ibiento  a  la  condición  7/ del  artículo  i.°  del  contrato  que  celebró  el  Go- 
bierno de  dicho  Estado  con  el  de  la  Union,  el  6  de  junio  de  1871  (Diario 
Oficial  número  2380),  sobre  administración  de  la  Casa  de  Moneda  de  Me- 
dellin,  i  al  artículo  3.°  del  contrato  adiciona]  de  19  de  mayo  de  1674  (Diario 
Oficial  ^número  3204),  sin  que  las[estJpulaciones  consignadas  en  dichos  con- 
tratos afecten  en  lo  mínimo  la  libertad  de  industria  garantizada  a  los  parti- 
culares con  las  limitaciones  enumeradas  en  el  citado  inciso  0.^' 

*'La  doctrina  establecida  por  el  señor  Procurador  nacional  es»  en  sen- 
tir de  la  Corte,  estrictatnente  constitucional,  por  lo  cu  al  la  reproduce.'' 

*'  Fundada  pues,  la  Corte  en  dicha  doctrina,  i  administrando  justtda 
en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei» 
resuelve  que  no  está  en  el  caso  de  ejercer  la  atribución  que  le  confiere  el 
articulo  72  de  la  Constitución  nacional,  suspendiendo  la  ejecución  de 
la  leí  22  de  cO  de  noviembre  de  1877,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa 
del  Estado  soberano  de  Antioquia,  por  la  cual  se  manda  fundar  la  ofi- 
cina de  apartado  i  se  conceden  algunas  autorizaciones  al  Poder  Ejecutivo 
del  mismo  Estado,  i  que  se  halla  inserta  en  el  número  40  del  Rqistro 
Oficial  ;  porque,  como  lo  deja  espuesto,  no  estima  dicha  lei  contraria 
a  díspos  Idon  alguna  de  la  referida  Constitución/' 
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'^Notifiquese  esta  resolución,  puMíquese  en  el  Diario  Ofeialf  coma* 
«iquese  si  Gobierno  Ejecutivo  de  \ntioquía|  i  agregándose  de  ella  copia 
al  espediente,  dése  a  éste  el  curso  correspondiente.'* 

Vuestra  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislatfvos  de  los  Es- 
tados ha  examinado  esta  resolución ;  i  encontrándola  arreglada»  os  pro- 
pone el  siguiente  proyecto  de 

resolución: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  qae  id 
coniSere  el  inciso  5.^  del  articulo  51  de  la  Constitución»  declara  válida  ia 
leí  número  XXII,  de  30  de  noviembrede  1877,  espedida  por  la  Asamblea 
lejtslativa  del  Fstado  soberano  de  Antioquia,  "  por  la  cual  se  manda  fundar 
la  oficina  de  apartado  i  se  conceden  ¿Igunas  autorizaciones  al  Poder  Eje- 
cutivo/' 

Comuniqúese  i  publíquese. 
Bogotá,  30  abril  de  i  878. 

M.  MuRiLLO— R.  Gómez— Jel  Colomíe— Amdees  Bbrmudez — Cuiaqo 
Iriahtb. 


Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  segundo  debates  en  los  din 

B  i  14  de  mayo  de  i878. 

El  Oficial  Mayor»  J.  L.  Porras. 


XXII. 

VAIilDEZ  de  la  leí  SS  de  «977  del  i:etedo  de  C>aitdi«aMiftTCft) 

reformatoria  del  Código  elvll. 


SefLores  IMaj letrados. 

Se  han  pasado  al  estudio  del  infrascrito  las  peticiones  que  han  faecbo 
a  esa  Suprema  Corte  el  Reverendo  Arzobispo  de  Bogotá»  doctor  Vieeata 
Arbeláez»  f  el  doctor  Nicolás  Esguerra»'para  que  decretéis  la  suspensión  de 
l^  lei  93  de  i  877  (de  28  de  noviembre)  espedida  por  la  Asamblea  Lejisiativa 
del  Estado  de  Gundinamarca,  por  ser  contraría  a  los  artículos  6»<»45»  indio 
5»o  i  S4»  de  la  Constitución. 
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Gomo  las  dos  solicitudes  deben  ser  acumutadas,  i  así  lo  pide  el  sus" 
crito,  formulará  ea  esta  sola  vista  su  concepto  trascribiendo  a  continuación 
el  texto  de  la  espresada  lei«  que  es  del  tenor  siguiente : 

*' Artículo  único.  Las  entidades  relíjiosas  son  incapaces : 

i.*  De  suceder  por  causa  de  muerte>  i  de  recibir  donaciones  enire 
vivos  a  titulo  universal ; 

S.<>  De  poseer  otros  bienes  inmuebles  que  templos»  capillas,  ca^as*  de 
renoion  episcopales  i  casa^  de  párrocos ; 

3.0  De  poseer  otros  bienes  muebles  que  ornamentos»  alhajas  i  demaa 
objetos  destinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto,  asi  como  también 
d  dinero  procedente  de  los  suministros  voluntarlos  a  que  se  refiere  el  pará« 
grafo  del  artículo  n  de  la  Constitución  nacional. 

Parágrafo.  Tampoco  podrán  poseer  bienes  inmuebles  ni  muebles»  de 
los  que  tenían  las  entidades  relíjiosas  estinguidas  por  el  artículo  l^.»  de  la  h\ 
nacional  de  23  de  abril  de  i  863." 

Lo  dispuesto  en  el  número  i.*  del  articulo  único»  que  se  deja  copiado, 
debiendo  ser  aplicable  desde  su  sanción»  no  se  presta  a  ninguna  objeción 
de  inconstituclonalidad,  supuesto  que  la  materia  de  sucesiones,  en  que  sd 
arregla  la  trasmisión  de  los  bienes  vacantes  por  la  muerte  de  la  persona  que 
los  poseia,  como  el  asunto  de  donaciones»  está  bajo  la  jurisdicción  de  las 
leyes  civiles  en  todas  las  naciones»  i  el  lejislador  cundinamarqués  ha  obrado* 
con  perfecto  derecho  para  estatuir  en  el  particular  lo  que  ha  creido  conve- 
niente a  los  intereses  de  la  sociedad,  entendiéndose  que  tal  disposición  ha-* 
bla  para  lo  futuro ;  como  toda  leí  sustantiva. 

Tampoco  es  objetable  el  parágrafo  del  número  3,*  porque  lo  que  éñ 
él  se  establece  no  es  sino  lo  que  ya  está  sancionado  en  las  leyes  nacionales 
de  bienes  de  manos  muertas. 

£1  número  2»»  que  prohibe  a  las  entidades  relijiosas  poseer  otroa 
bienes  inmuebles  que  templos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopales  i  ca* 
sas  de  párrocos,  les  priva  del  derecho  que  les  reconoció  el  artículo  9.^  de 
la  leí  de  39  de  mayo  de  i  861,  sobre  Bienes  desamortizados,  i  el  artículo  97d 
del  Código  fiscal»  respecto  de  los  demás  objetos  especificados  en  estas  leyes 
i  omitidos  en  el  número  2.^  que  se  está  examinando,  el  cual,  por  consi- 
guiente» pugna  con  dichas  leyes  i  con  el  inciso  5.^  del  articulo  i5  de  la  Cons-^ 
titucíon. 

El  número  ^°  en  la  parte  que  solo  permite  poseer  el  ¿ínero  proceden- 
te de  los  suministros  voluntarios  a  que  se  refiere  el  parágrafo  del  artículo* 
93  de  la  Constitución  nacional,  modifica  sustmcfalmente  éste»  que  en  tér** 
minos  jencrales  estatuye  **  que  todo  culto  se  sostendrá  con  lo  que  los  res^ 
pectlvos  relijionarios  suministren  voluntariamente,"  sin  señalar  los  objetos 
en  que  hayan  de  hacerse  los  suministros,  lo  que  quiere  decir  que  puede» 
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verificarse  camo  cada  cual  lo  tenga  a  bien  o  le  sea  posible.  Si  solo  se  per« 
mlte  a  las  entidades  retijiosas  poseer  el  dinero  procedente  de  suministros 
Yoluntaríos»  implícitamente  se  prohibe  a  los  relijionarios  consignar  en  otras 
especies  las  ofrendas  o  suministros  .para  los  gastos  del  culto;  i  como  tal 
prohibición  no  está  de  acuerdo  con  los  términos  absolutos  de  que  osa  la 
parte  final  del  parágrafo  del  artículo  33  de  la  Constitución,  la  Asamblea  de 
Gundlnamarca,  al  dictar  la  resolución  aludida»  se  salió  evidentemente  de  su 
esfera  de  acción  constitucional. 

£n  consideración  a  lo  espuesto,  el  suscrito  os  pide  que  suspendáis  los 
números  3.^  í  Z,°  en  la  parte  relacionada  en  este  escrito,  del  artícalo  único 
de  la  lei  53  copiada  al  principio  de  esta  esposicion. 

Bogotá^  febrero  i  6  de  i  878. 

Manuel  H.  Ramiree, 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  que 
en  el  libro  de  Acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  i05  a  la  lii,  haí  ono 
que  a  la  letra  es  como  sigue  : 

En  Bogotá,  a  primero  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
de  todos  los  señores  Majistrados  i  del  infrascrito  Secretarlo,  con  el  objeto  de 
tomar  en  consideración  la  solicitud  del  Reverendo  señor  Arzobispo  de  Bo- 
gotá, sobre  que  se  suspenda  la  lei  33,  sancionada  en  98  de  noviembre  de 
i 877,  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sobre  incapacidad  de  las  enti- 
dades relijiosas  para  adquirir  los  bienes  que  en  ella  se  espresan.  Se  tomó 
igualmente  en  consideración  una  solicitud  del  doctor  Nicolás  Esguerra  so- 
bre el  mismo  asunto,  i  respecto  de  ambos  espedientes,  que  se  han  acumu- 
lado, presentó  el  señor  Majistrado  sustabciador,  doctor  Paláu,  el  siguiente 
proyecto  de  resolución : 

*' Vistos:  en  veintiocho  de  noviembre  del  año  próximo  pasado  de 
1877,  espidió  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca 
la  lei  33  reformatoria  del  Código  civil,  que  copiada  testualmente  dice  así  • 

'Articulo  único.  Las  entidades  relijiosas  son  incapaces : 

M .°  De  suceder  por  causa  de  muerte,  i  de  recibir  donaciones  entre 
vivos  a  titulo  universal ; 

*%.^  De  poseer  otros  bienes  inmuebles  que  templos^  capillas,  casas  de 
reunión  episcopales  1  casad  de  párrocos  ; 

*3.°  De  poseer  otros  bienes  muebles  que  ornamentos,  alhajas  i  demás 
objeiosdestinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto,  asi  como 


-  «43  - 

el  dioera  procedente  de  los  somlnístros  tofantaríos  a  qtie  sé  refiere  el  pará- 
grafo del  artículo  n  de  la  ConsHtucíon  nacional. 

^  '  Parági'afo.  Tampoco  podrán  poseer  bienes  inmuebles  ni  muebles  de 
los  que  tenian  las  entidades  relijiosas  estingúidas  por  el  articulo  5.^  de  la  lei 
nacional  de  93  de  abril  dei965.' 

**  E)  señor  Arzotnspo  de  Bogotá,  pide  que  se  suspenda  la  ejecución  de 
esta  lei  por  ser  violatoria  del  inciso  5."  del  artículo  15  de  la  Constitución 
federal,  de  los  artículos  6.^  i  34  de  la  misma  i  del  artículo  976  del  Código 
fiscal ;  i  a  la  vez  et  doctor  Nicolás  Esguerra  solícita  cambíela  la  Suspensión 
de  dicha  lei  en  cuanto  pueda  ella  referirse  a  bienes  o  derechos  ya  adquirí- 
dos  por  las  entidades  relijiosas,  o  a  pleítosioiciados  al  tiempo  de  su  saubioh^ 
para  quitarle,  asi,  todo  efecto  retroactivo; 

*'  El  señor  Procurador  jeneral,  coadyuva,  en  parte,  h  priáiera  dé  láá 
enunciadas  soitcitudes,  pidiendo  que  se  suspenda  la  ejecución  del  inciso  9Í.^ 
de  la  lei  en  cuestión,  por  ser  contraria  al  artículo  9.^  de  la  fei  de  20  de 
mayo  de  1864  sobre  Bienes  desamortizados  i  al  976  del  Oódigo  fiscal,  í  vFola- 
torto  del  inciso  6.^  del  artícalo  i5  de  la  Constitución  nacional ;'  i  fa  del  liií- 
mero  3^^  en  cuanto  solamente  permite  a  las  entidades  relijiosas  poseer  el 
dinero  procedente  de  suministros  voluntarlos,  violando  con  eso,  el  parágra- 
fo del  articulo  93  de  la  misma  Constitución,  que  ño  fija  ni  limita  ios  ob  etos 
^o  que  puedan  erogarse  los  suministros  voluntarios  de  que  habla  taí  para* 
grafo  para  el  sostenimiento  de  los  cultos. 

"Acumuladas  ambas  jestiones  por  versar  ellas  sobre  un  mismo  asun- 
to» para  decidirlas,  pasa  la  Corte  a  ocuparse  en  el  examen  detenido  de  la  lei 
de  que  se  trata. 

**  El  arreglo  de  la  materia  de  sucesiones  por  causa  de  muerte,  la  tras- 
misión de  los  bienes  de  una  persona  que  fallece  i  el  asunto  de  donaciones 
pertenecen  a  la  lejislacion  sustantiva  civil.  1  como  esta  lejislacion  correa 
pende  a  los  Estados,  es  indudable  que  el  inciso  i.^  del  artículo  único  de  la 
lei  33,  preinserta,  del  Estado  soberano  de  Cundínamarca,  que  trata  de  tales 
negociados  con  respecto  a  las  entidades  relijiosas  que  existan  en  el  Estado> 
no  se  ha  salido  de  su  esfera  de  acción  constitucional ;  i  no  habiéndose  salí* 
do,  no  puede  ser  suspendible  con  arreglo  al  articulo  i4  de  la  Constitución 
nacional. 

'*E1  principio  de  la  incapacidad  de  las  comunidades,  asociaciones  len- 
idades relijiosas  para  adquirir  bienes  raices,  lo  dejó  el  artículo  6.^  de  la 
ittiaaui  Constitución  a  la  lejislacion  civil  de  los  Estados.  De  manera  que 
todo  aetó  lejislativo  de  cualquiera  de  éstas  que  reconozca  directa  o  indírec- 
tajaaente  dieha  incapacidad  en  las  entidades  relijiosas,  está  ajustado  a  la  dis^ 
posición  del  artieulo  6.o  citado ;  i  de  consiguiente,  no  puede  ser  suspendido 
poi^  la  Oorte  Suprema  federal.  I  como  el  inciso  9.^  de  la  lei  que  se  examina^ 
eatobléc^' la  incapacidad  referida  en  las  entidades  relijiosas  que  haya  en 
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CvDdiiMimKca  para  poseer  bfenes  inmuebles  distinto»  de  templos,  cspiliM, 
casas  de  reunión  episcopales  i  casas  de  párrocos,  es  eirldente  que  está  en 
el  campo  de  acción  constitucional  del  Estado  mencionado.  Si  las  entidades 
relijiosas,  pues,  están  sujetas  a  la  disposición  del  articulo  6.^  relacionado^ 
no  pueden  reclamar  la  garantía  consignada  en  el  inciso  5.^  del  artículo  iS 
de  la  Constitución  nacional,  cuando  se  trate  de  la  leí  de  un  Estado,  que  les 
prohiba  tener  bienes  raices,  porque,  para  tal  caso,  son  ineapaces  de  dicha 
garantiár 

**  Tampoco  es  violatorfael  inciso  9.^  espresado,  de  lalei  de  «i^de  ma- 
yo de  i864|  sobre  Bienes  dcsamortltados ;  porque  en  el  año  próximo  pasa^ 
do,  ^n  que  se  espidió  la  lei  33,  cuya  suspensión  se  piáe,  no  estaba  vijente 
esa  leí  nacional ;  porque  años  antes  había  sido  derogada  por  et  articula 
S^iat  del  Código  fiscal,  que  declaró  sin  vigor  todas  las  leyes  anteriores  sobre 
asuntos  fiscales  de  la  Union.  Lo  que  rejia  en  lugar  de  la  lei  de  29  de  maya 
enunciada,  cuando  se  sancionóla  83  de  Cundínamarca,  eran  los  artículos 
del  capitulo  i.^  del  título  13,  del  mismo  Código  fiscal  sobre  Bienes  desamor*. 
|iiados ;  i  el  976  de  esos  artículos,  se  espresa  asi  i  **  No  están  comprendidos 
en  la  desamortizaeion  los  templos»  sus  atrios,  patios  i  demás  anexidades  para 
su  servicio  inmediato,  casas  de  reunión  episcopales  o  capitulares,  i  las  casas 
de  los  párrocos.''  1  son  estos  precisamente  los  mismos  bienes  que  el  inciso 
9f.°  de  la  lei  33,  en  cuestión,  permite  poseer  a  las  entidades  relijiosas.  'De 
poseer  otros  bienes  inmuebles,  dice  ese  inciso,  que  templos,  capillas,  casas 
de  reunió»  episcopales  i  casas  de  párrocos.'  Be  donde  se  sigue,  que  lejos 
de  ser  el  inciso  aludido  contrario  al  artículo  97e  del  Código»  fiscal,  está  ente- 
ramente de  acuerdo  i  en  perfecta  armonía  ton  él. 

*^E1  Inciso  3.^  de  la  misnuí  lei,  al  hablar  de  la  posesión  de  bienes 
muebles,  abrasa  puntos  de  lejislacion  civil.  1  aun  cuando  mencionad  dinero 
entre  tales  bienes,  no  limita  a  éste  solo  los  suministros  voluntarios  a  que  se 
refiere  el  parágrafo  del  artículo  n  de  la  Constitución,  supuesto  que  al  citar 
dicho  parágrafo  deja  con  esa  cita,  en  pié  los  suministros  voluntarios  consis" 
lentes  en  otras  especies. 

**  Henos  objetable  es  el  último  parágrafo  de  la  leí,  porque  lo  que  en  él 
se  estatuye  no  es  otra  cosa  que  lo  que  ya  estaba  establecido  por  las  leyes  na- 
cionales sobre  Bienes  desamortisados. 

* 

<<  En  cuanto  al  efecto  retroactivo  que  se  imputa  a  ía  leí  en  referaneí», 
ella  no  lo  establece  ni  lo  preconstituye  en  ninguna  de  sus  disposiciones;  nf 
lo  puede  causar  atendida  la  consideración  de  que  es  propio  de  las  leyes  da 
los  Estados  al  acordar  o  nó,  la  perfiaoerfa  jurídica  a  las  corporaciones  I  enti. 
dades  relijiosas  para  la  posesión  délos  bienes  en  que  se  la  reconoiean*  o  li* 
mitarla  como  lo  tengan  por  conveniente,  asistiéndoles  la  facultad  de  dar 
destino  a  los  bienes  respecto  de  los  cuales  no  tengan  tal  personería ;  i  qo# 
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os  punios  que  se  susciten  sobre  eso,  son  de  controversia  i  decisiones  judi* 
cíales. 

^' Por  lo  espuesto,  la  Corte  administrando  justicia  en  nombre  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  resuelve  no  suspen* 
der»  como  en  efecto- no  suspende,  la  ejecución  de  la  tei  35  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  en  sus  sesiones 
de  4877,  por  no  «star  dicha  lei  en  el  caso  de  los  artículos  i  i  i  73  de  la  Cons- 
titución nacional. 

^  Remítase  copia  de  este  acuerdo  al  Gobernador  del  referido  Estado  > 
pubUquese  ademas  en  el  Diario  Oficial;  póngase  también  copia  de  él  en  el 
espediente  que  se  pasará  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  la  definitiva 
decisión  del  asunto,  copiándose  antes  en  el  libro  respectivo.'^ 

Discutido  el  anterior  proyecto,  el  señor  Majistrado  doctor  &ójas  Garri* 
do  manifestó  que  está  de  acuerdo  en  todos  los  puntos  que  abraza  el  proyec* 
to,  por  lo  cuadl  dá  su  voto  de  aprobación  a  éste,  i  los  señores  Majlstrados 
doctores  Martínez  fí,  Uricoechea  i  Corrales,  espusieron  que  están  igualmen. 
te  de  acuerdo  con  el  proyecto  sometido  a  debate,  con  escepclon  de  la  parte 
de  él  que  se  refiere  al  inciso  3,^  por  las  razones  emitidas  por  el  señor  Pro* 
curador  jeneral  de  la  Union  en  su  vista  de  i  6  de  febrero  último,  que  se  re* 
jistra  en  el  espediente  respectivo;  i  por  tanto,  son  de  sentir  que  dicho  inciso 
debe  ser  suspendido,  como  contrario  al  parágrafo  del  articulo  33  de  )a  Gons» 
tttttcion  nacional. 

En  consecuencia,  atendiendo  al  resultado  de  la  votación,  que  no  reúne 
la  unanimidad  exijlda  por  dicha  Constitución,  la  Corte  Suprema  adúiinis- 
fraudo  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autori« 
dad  de  la  lei,  resuelve  no  suspender,  como  no  suspende,  la  ejecución  de  la 
lei  38  de  1877,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundina* 
marca ;  i  que  se  cumpla  lo  demás  que  se  previene  en  la  parte  final  del  pro* 
yecto  aludido. 

Con  lo  cual  se  eonduyó  él  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Ifajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Palau— Rafael  Martínez  R. — Manuel  Ezb« 
QURL  CoERALfls— José  M.  Rojas  Garrido— Juan  Agustín  Uricoechea.— El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  veintinueve  de  marzo  de  mil  ochocieoii' 
tos  setenta  I  ocho.— El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


IirroKVE  DE   LÁ  Comsioif  inspectora. 

Oiudadaxios  Senadores. 

Se  solicitó  ante  la  Corte  Suprema  Vederal  la  suspensión  de  la  lei  35 
reformatoria  del  Código  dvU,  espedida  por  la  Asamblea  l^lslativa  del  Esta- 
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Ao  soberano  de  Gundinamarca  en  t8  de  notfembre  de  €877,  i  eete  Suprcm» 
Tribunal  no  accedió  a  dicha  solicitad. 

Las  disposiciones  de  la  lei  citada  son  las  siguientes: 
^'Articulo  único.  Las  entidades  relijiosas  son  incapaces :" 
^'1.^  De  suceder  por  causa  de  muerte,  i  de  recibir  donaciones  entra 
yivos  a  titulo  universal ;'' 

''S.^  De  poseer  otros  bienes  inmuebles  que  templos,  capillas,  casas 
de  reunión  episcopales  i  casas  de  párrocos  ;^ 

''3.0  De  poseer  otros  bienes  muebles  que  ornamentos,  alhajas  i  de* 
mas  objetos  destinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto,  asi  comotiia* 
bien  el  dinero  procedente  de  los  suministros  voluntarios  a  que  se  refiere  d 
parágrafo  del  artículo  33  de  la  Constitución  nacional/' 

''Parágrafo.  Tampoco  podrán  poseer  bienes  Inmuebles  ni  muebles 
de  los  que  tenian  las  entidades  relijiosas  estinguidas  por  el  articulo  5.^  delí 
lei  nacional  de  S3  de  abril  de  1863/' 

La  Corte  Suprema,  para  denegarse  a  suspenderlas,  razonó  asi : 
*'  £1  arreglo  de  la  materia  de  sucesiones  por  causa  de  muerte,  la  tras- 
misioQ  de  los  bienes  de  una  persona  que  fallece  i  el  asunto  de  donaciones, 
perteaecen  a  la  lejislacion  sustantiva  civil.  1  como  esta  lejislacion  corres- 
ponde a  los  Estados,  es  indudable  que  el  inciso  l.odei  articulo  único  de  la 
lei  85,  preinserta,  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  que  tratada  tal^ 
negociados  con  respecto  a  las  entidades  relijiosas  que  existan  en  el  Estado^ 
no  se  ha  salido  de  su  esfera  de  acción  constitucional ;  i  no  habiéndose  salí* 
do,  no  puede  ser  suspendí  ble  con  arreglo  al  artículo  14  de  la  Coastitucion 
nacionaL 

%  '*  El  principio  de  la  incapacidad  de  las  comunidades,  asodaeioaes  i 
entidades  relijiosas  para  adquirir  bienes  raices,  lo  dejó  el  articulo  9.^  de  la 
misma  Constitución  a  la  lejislacion  civil  de  los  Estados.  De  manera  que  todo 
acto  lejislatívo  de  cualquiera  de  éstos  que  reconozca  directa  o  indirectamea* 
te  dicha  incapacidad  en  las  entidades  relijiosas,  ¡está  ajustado  a  ladisposicioa 
del  articulo  6.^  citado;  i  de  consiguiente  no  puede  ser  suspendido  por  la 
Corte  Suprema  federal.  I  como  el  inciso  2.^  de  la  lei  que  se  examina,  esta« 
blece  I9  incapacidad  referida  en  las  entidades  relijiosas  que  haya  en  Cuadir 
namarca  para  poseer  bienes  inmuebles  distintos  de  templos^  capillas,  casas 
d§  reunión  episcopales  i  casas  de  párrocos,  es  evidente  que  está  en  el 
campo  de  acción  constitucional  del  Estado  mencionado.  Si  las  entidades  re* 
lijiosas,  pues,  están  sujetas  a  la  disposición  del  artículo  6.^  relacionado,  00 
pueden  reclamar  la  garantía  consignada  en  el  inciso  5.^  del  artículo  15  de 
la  Constitución  nacional,  cuando  se  trate  de  la  lei  de  un  Estado,  qoe  les 
prohiba  tener  bienes  raices,  porque  para  tal  caso,  son  incapaces  de  dicha 

Tamppeo  #s  vjolatorio  el  miMO  %^  eapresadOt  da  la  leí  4e  iO^o'*' 
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yo  de  1664,  sobre  BieDCS  desamortizados,  porque  en  el  año  próximo  pasado 
en  que  se  espidió  la  lei  33,  cuya  suspensión  se  pide,  no  estaba  vijente  esa 
leí  nacional;  porque  años  antes  habla  sido  derogada  por  el  artículo  ii92 
del  Código  Fiscal  que  declaró  sin  vigor  todas  las  leyes  anteriores  sobre 
asuntos  fiscales  de  la  Union.  Lo  que  rejía  en  lugar  de  la  leí  de  29  de  mayo 
enunciada,  cuando  se  sancionó  la  33  de  Gundinamarca,  eran  los  artículos 
del  capitulo  1.^  del  título  13,  del  mismo  Código  Fiscal  sobre  Bienes  desa- 
mortizados ;  i  el  976  de  esos  artículos  se  es  presa  asi :  **  No  están  compren- 
didos en  la  desamortización  los  templos,  sus  atrios,  patíos  i  demás  anexi- 
dades para  su  servicio  inmediato,  casas  de  reunión  episcopales  o  capitula- 
res,  i  las  casas  délos  párrocos/'  1  son  estos  precisamente  los  mismos  bienes 
que  el  inciso  S.o  de  la  lei  33,  en  cuestión,  permite  poseer  a  las  entidades 
relíjíosas.  '^  De  poseer  otros  bienes  inmuebles,  dice  ese  inciso,  quetem* 
píos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopales  i  casas  de  párrocos/'  De  don- 
de se  sigue,  que  lejos  de  ser  el  inciso  aludido  contrario  al  articulo  976  del 
'Código  Fiscal,  está  enteramente  de  acuerdo  i  en  perfecta  armonía  con  él. 

■ 

**  El  inciso  5.^  de  la  misma  lei,  al  hablar  de  la  posesión  de  bienes 
muebles,  abraza  puntos  de  lejislacion  civil.  1  aun  cuando  menciona  el  di- 
nero entre  tales  bienes,  no  limita  a  este  solo  los  suministros  voluntarios  a 
que  se  refiere  el  parágrafo  del  artículo  S3  de  la  Constitución,  supuesto  que 
al  citar  dicho  parágrafo  deja  con  esa  cita,  en  pié  los  suministros  voluntarios 
consistentes  en  otras  especies. 

**  Menos  objetable  es  el  último  parágrafo  de  la  lei  porque  lo  que  en  él 
se  estatuye  no  es  otra  cosa  que  lo  que  ya  estaba  establecido  por  las  leyes 
nacionales  sobre  Bienes  desamortizados. 

**  £n  cuanto  al  efecto  retroactivo  que  se  imputa  a  la  lei,  en  referen* 
da,  ella  iio  loest^blece  ni  lo  preconstítuye  en  ninguna  de  sus  disposiciones ; 
ni  lo  puede  causar  atendida  la  consideración  de  que  es  propio  de  las  leyes 
de  los  Estados  al  acordar  o  nó,  la  personería  jurídica  a  las  corporaciones  i 
entidades  relijloaas  para  la  posesión  de  los  bienes  en  que  se  la  reconozcan, 
o  limitarla  como  lo  tengan  por  conveniente,  asistiéndoles  la  facultad  de 
dar  desUno  a  los  bienes  respecto  de  los  cuales  no  tengan  tal  personería,  i 
que  los  puntos  que  se  susciten  sobre  eso,  son  de  controversia  i  discusioaes 
judiciales.'' 

Vuestra  Comisión  de  inspección  de  actos  lejislattvos,  reproduciendo 
los  fundamentos  que  se  dejan  trascritos,  os  propone  la  siguiente 

IiB80Lt!CI0N. 

t 

I 

'*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le  otorga 
el  inciao  l».°  articulo  M  de  la  Constitución,  declara  válida  la  lei  93,  refor- 
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materia  del  Código  Civil,  espedida  por  la  Aiamblea  lejialativa  del  Estada 
soberano  de  Cundinamarca  en  f  3  de  noviembre  de  1877." 
Bogotá,  8  de  mayo  de  €878. 
M.  McmiLLO.— R.  GoHKz— Gluágo  Iriartk.— Jil  Goluiui.— ándiu 

BlRHUDBZ. 


Secretaria  del  Senado— Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  se- 
gundo debates,  en  los  dias  14  i  15  de  mayo  de  1878. 

D.  A.  Arrieia. 


xzm. 

VrJLIDAD  de  I»  %eí  St  de  tsyy  del  WMmá^  de  €andlü«BMrsn, 
en  eaanto  reserva  mi  Cstode,  eemo  arbltrle  renSúSlee^  la 
ladusSrla  de  tener  b^degpne  9  I  valides  de  la  leí  99  de  I9SS 
del  mienia  Estada,  ^'par  la  eual  se  deelaran  de  ntilMsd  i 
neeesldad  publicas  ciertas  abras,  i  se  reforma  el  tilale  ti» 


libra  t.<>  del  Cedida  Judlelal 


Vista  del  Progurídor  ibneral. 

Seíiores  Majistrados. 

En  el  precedente  memorial  solicita  el  señor  Alejandro  Weckbeckerqae 
esa  Suprema  Corte  suspenda  los  artículos  l,°  3,^  4,^  S.^ i  6«^  de  la  leiM,  i 
los  articules  15, 46  í  17  de  la  leí  3t,  ambas  de  fecha  98  de  noviembre  dt 
i87T,  espedidas  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  £sudo  de  GundíoamirGí, 
por  ser  contrarias  sus  disposiciones  a  los  incisos  5,^  9.^  i  iO  del  articalo  IS 
de  la  Constitución  nacional. 

AI  articulo  1.°  de  la  lei  31,  que  solo  permite  al  Estado  mantener  bo- 
degas en  el  territorio  del  distrito  de  *^  Puerto  de  Bogotá,"  seis  meses  después 
de  publicada  esta  lei,  le  es  aplicable  la  doctrina  sustentada  por  esa  Supreou 
Corte,  en  su  acuerdo  de  15  de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  pira  sos* 
pender  varias  disposiciones  de  la  lei  i7  de  1877,  sobre  reformas  fiscales,  del 
Estado  del  Tolima,  por  cuanto  el  Estado  de  Cundinamarca,  en  la  lei  31,  se 
reserva,  como  el  del  Tolima  en  la  lei  t7,  el  ejercicio  de  una  industria  qoe 
era  ejercida  legal  mente  i  con  toda  libertad  por  particulares,  sin  acordar  a 
éstos  la  respectiva  indemnisacion  por  los  perjuicios  qii^  les  ocasione  la  ce- 
sación en  la  respectiva  industria.  I  aunque  el  suscrito  no  fué  de  eoneepio 
que  debian  suspenderse  los  articules  reclamados  de  la  lei  del  Tolima,  segon 
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86  ye  en  sa  vista  de  30  de  noviembre  de  1677,  (Diario  Oficial  número  4|08t) 
acatando,  como  debe,  la  decisión  de  la  Corte  en  aquel  asunto,  cree  que  por 
ser  idéntico  a  aquel  el  caso  que  motiva  esta  redamación,  debe  recaer  un« 
resolución  semejante. 

El  Incisos.^  del  articulo  16 de  la  Constitución  permite  tomar  la  pro- 
piedad ajena  cuando  asi  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  pública^  juop- 
GiALHEifTE  DECL4R4D0  I  previa  Indemnización.  La  leí  3i  de  que  se  trata,  es» 
^Meciendo  bodegas  en  el  distrito  de  *'  Puerto  de  Bogotá,""  dispone  que  se 
obtenga  el  terreno  necesario  por  medio  de  arreglos  con  los  dueños,  o  pro- 
moviendo  la  espropiacion  con  arreglo  a  las  leyes,  debiendo  en  uno  u  otro 
caso  el  Poder  Ejecutivo  pagar  e|  valor  délos  bienes  que  el  Estado  adquiera  • 
i  para  ello  declara  de  necesidad  I  utilidad  pública  el  establecimiento  de  las 
bodegas  de  que  trata  la  espresada  lei.  Esta  declaratoria  hecha  en  una  leí,  no 
es  lo  que  conforme  al  inciso  5.°  del  artículo  15  de  la  Constitución  puede 
autorizar  la  espropiacion,  porque  el  grave  motivo  de  necesidad  pública  debe 
ser  calificado  i  declarado  por  la  autoridad  judicial.  Verdad  es  que  el  artfctt« 
lo  t.^  de  la  supracitada  lei  51  dispone  que  se  promueva  la  espropiacion  de 
los  terrenos  cdn  arreglo  a  la  lei,  pero  la  lei  Si,  que  deroga  en  su  articulo  i7 
todas  las  que  sean  contrarias,  no  tiene  una  palabra  que  se  refiera  a  la  deela* 
ratoria  del  grave  motivo  de  necesidad  pública  que  debe  pronunciarse  para 
llenar  el  requisito  establecido  en  el  citado  Inciso  5,^  i  ánies  bien  se  observa 
que  esta  última  lei  solo  permite  al  dueño  del  terreno  probar  que  no  es  nece- 
sario para  la  empresa. 

De  acuerdo  con  lo  relacionado  el  suscrito  conceptúa  que  debe  suspen- 
derse el  articulo  l.*  i  la  parte  l.*  del  artículo  5.^  de  la  leí  31,  i  el  articulóla 
de  la  lei  39 -el  primero,  por  cuanto  en  él  no  se  establécela  indemnización  i 
el  modo  i  términos  de  hacerlo  a  los  propietarios  de  los  establecimientos  de 
bodegas -el  segundo,  en  cuanto  la  declaratoria  que  conilene  puede  servir 
de  único  fundamento  para  decretar  la  espropiacion  -  i  el  tercero,  en  cuanto 
manda  observar  en  todos  los  casos  de  espropiacion  disposiciones  que  na 
están  de  acuerdo  con  el  inciso  5.»  del  artículo  15  de  la  Constitución,  i  os  pide 
que  asi  lo  resolváis. 

Bogotá,  febrero  i6  de  187». 

Mamvbl  M.  Ramíms. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema» 

En  Bogotá,  a  nueve  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  oebo,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Vajistrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores  Majis- 
trado9i  doctores  Rafael  Vartinez  R.,  Manuel  Eiequiel  Corrales,  José  If. 
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Hojas  Garrido  f  JuaA  Agustín  Drícoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  con- 
sideración una  solicitud  de  Alejandro  Weckbecker,  ciudadano  norta- 
americano,  como  apoderado  de  Jorje  Joaquín  i  Carlos  Hermann  Goscbeo, 
para  que  se  suspendan  ios  artículos  1,^  9,^  4,^  5,^  I  6.^  de  la  leí  81  del 
Estado  soberano  de  Cundínamarca,  fecha  2^  de  noviembre  de  1877  ;  i  los 
ariieulos  15,  10  i  17  de  la  leí  '^t,  de  la  misma  fecha  í  del  mismo  EsUdo. 
El  señor  Vajistrado  doctor  Corrales,  a  quien  tocó  en  repartimiento  este 
asunto,  presentó  i  leyó  el  sif;uiente  proyecto  de  resolución : 

'*  Vistos:  El  señor  Alejandro  Weclvbecker,  como  apoderado  de  loi 
señores  Jórje  Joaquín  i  Garlos  Hermann  Goschen,  ha  presentado  una  larga 
esposicion  a  la  Corte,  en  la  cual  concluye  pidiendo  que  en  ejercicio  de  la 
atribución  que  le  da  el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional,  suspenda  la 
ejecución  de  los  artículos  i,""  %""  4,""  S.""  i  e.""  de  la  lei  31  de  1877,  <por  li 
cual  86  establecen  bodegas  en  el  distrito  de  Puerto  de  Bogotá  por  cueotí 
del  Estado ;'  i  de  los  artículos  15,  161 17  de  la  lei  52  de  1877,  *  por  la  cual 
se  declaran  de  utilidad  i  necesidad  públicas  ciertas  obras,  i  se  reforma  el 
titulo  vijésimo  quinto,  libro  segundo'del  Código  Judicial,'  espedidas  ambas 
por  la  Asamblea  lejislatlva  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  i  publi- 
cadas en  el  número  733  del  Rejistro  del  Estado  ;*  por  considerar  las  disposi- 
ciones contenidas  en  los  artículos  referidos,  contrarias  a  los  Incisos  5,^9.° 

■ 

i  10.^  del  articulo  16  de  la  Constitución  mencionada,  que  garantiaan  a  los 
habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia  la  propiedad, 
la  libertad  de  ejercer  toda  Industria  i  la  igualdad. 
Los  artículos  acusados  disponen  lo  siguiente : 

Lsi  31. 

Art.  1.^  Seis  meses  después  de  la  publicación  de  esta  leí,  solo  el  Es- 
tado podrá  mantener  bodegas  en  el  territorio  del  distrito  de  Puerk  dr 
Bogotá. 

El  Poder  Eiecutivo  entrará  en  arreglos  con  los  dueños  de  los  terrenos 
en  que  se  hallen  bodegas  establecidas,  a  fin  de  obtenei'  la  propiedad  délos 
edificios  de  éstas  I  de  los  terrenos  comprendidos  dentro  de^  los  siguientes 
linderos:  '' desde  el  sitio  conocido  con  el  nombre  de  las  ^Cifuéntes,'oon* 
tiguo  al  rio  Magdalena,  siguiendo  el  curso  de  éste,  hnsta  cien  metros  abajo 
del  puerto  donde  actualmente  descargan  los  vapores ;  de  ese  punto,  línea 
recta,  al  pié  del  cerro  que  se  encuentra  inmediatamente  al  Oriente,  i  de 
allí,  siguiendo  la  base  del  mismo  cerro,  hasta  encontrar  el  punto  de 
partida.'* 

Art.  i.^  Si  por  medio  de  arreglos  no  pudiere  adquirirse  la  propiedad 
de  los  terrenos  que  se  han  demarcado,  el  Pod^r  Ejecutivo  promoverá  la  es- 
propiaolon  de  ellos  con  arreglo  a  la  leí. 

Art.  i."^  Autoiiiaaa  al  Poder  Ejecutivo  del  BsUdo  para  estaUecer  iái 
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bodegas  de  qué  trata  la  presente  lei  del  modo  que  estime  mas  coütiníience  i 
p^ra  reglamentar  la  administración  de  ellas,  creando  empleados  t  seftalán* 
doles  dotación,  i  para  fijar  la  tarifk  de  los  derechos  que  deban  cobrarse. 

§.  Asi  mismo  se  le  autoriza  para  que»  si  los  medios  indicados  presbn« 
taren,  á  su  juicio,  grates  inconvenientes  para  la  adquisición  de  los  terre* 
nos  i  edificios,  o  de  ios  unos  o  los  otros,  i  para  el  establecimiento  de  las 
bodegas,  solicite  del  Poder  Ejecutivo  federal  el  permiso  de  que  trata  el  ar« 
ticuló  to  de  la  leí  69  de  1876,  espedida  por  el  Congreso  nacional,  i  las  és« 
tablezca  en  el  espacio  determinado  por  el  articulo  1.^  déla  misma  leí. 

Art.  5.^  Declárase  de  necesidad  i  utilidad  públicas  el  establecimiento 
de  las  bodegas  de  que  trata  esta  lei ;  i  el  Estado  se  reserva  esta  industria  en 
calidad  de  arbitrio  rentístico. 

Art.  6.^  Obtenida  para  el  Estado  Is^  propiedad  de  los  terrenos  espre-» 
sados,  el  Poder  Ejecutivo  destinará  nueve  hectaras,  por  lo  ménosi  situadas 
en  el  puiiio  que  juzgue  mas  apropósito.  Con  el  fin  de  que  en  ellaés  se  esta* 
bieica  la  población  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá. 

f  Lbi  32. 

Art.  15.  Declárase  también  de  utilidad  i  necesidad  piiblicas  lá  eoki* 
servacion  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá. 

§•  Para  la  espropiacion  de  las  nueve  hectaras  de  terreno  quh  dicho' 
distrito  debe  tener  para^área  de  población  conforme  al  Código  politice  i  mu* 
nlcipal,  se  procederá  como  queda  dispuesto  respecto  de  los  ferVoearrilei,^ 
entendiéndose  del  Alcalde  lo  que  se  diga  del  Gobernador. 

Art.  16.  En  todos  los  casos  de  espropiacion  qge  en  lo  sucesivo  Sd 
presenten,  se  observarán  las  reglas  que  quedan  establecidas. 

Art.  17.  Deróganse  las  disposiciones  que  sean  contrarias  a  la  pré* 
senté  lei. 

**  El  señor  Procurador  jeneral  coadyuva  la  solicitud  de  suspensión» 
en  los  términos  siguientes : 

'  Al  articulo  1.^  de  la  lei  31,  que  solo  permite  al  Estado  mantener  bo« 
degas  en  el  territorio  del  distrito  de  ''  Puerto  de  Bogotá,"  seis  meses  después 
de  publicada  esta  lei,  le  es  aplicable  la  doctrina  sustentada  por  esa  Suprema 
Corte,  en  su  acuerdo  de  15  de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  para  sus. 
pender  varias  disposiciones  de  la  lei  i7  de  1877,  sobre  reformas  fiscales,  del 
Estado  del  Toüma,  por  cuanto  el  Estado  de  Cundinamarca,  en  la  leí  31,  se 
reserva,  como  el  del  Tolima  en  la  lei  t7,  el  ejercicio  de  una  industria  que 
era  ejercida  legalmente  i  con  toda  libertad  por  particulares,  sin  acordar  a 
éstos  la  respectiva  indemnización  por  los  perjuicios  que  les  ocasione  la  ce- 
sación en  la  respectiva  industria.  I  aunque  el  suscrito  no  fué  de  concepto 
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86  Te  en  8u  Tlsta  de  3o  de  noviembre  de  1877  (Dútrio  Oficial  número  4,otl|^ 
acatando,  eomo  debe,  la  decisión  de  la  Corte  en  aquel  asunto,  cree  que  pof 
ser  idéntico  a  aquél  el  caso  que  motiva  esta  recia maclon^ debe  recaer  uot 
resolución  semejante. 

'  El  Inciso  5.^  del  articulo  i» de  la  Constitución  permite  tomar  la  pr(K 
piedad  ajena  cuando  asi  lo  exija  un  graoe  motivo  de  necesidad  pública,  iom- 
ciALHBNTB  DECL4R400  I  provía  índcmnlzacion.  La  lei  M  de  que  se  trata,  es- 
taUeoiendo  bodegas  en  el  distrito  de  <^  Puerto  de  Bügotá/*  dispone  que  H 
obtenga  el  terreno  necesario  por  medie  de  arreglos  con  los  dueños,  o  pro- 
moviendo la  espropiacion  con  arreglo  a  las  le^^s,  debiendo  en  uno  q  otro 
caso  el  Poder  Ejecutivo  pagar  el  valor  de  los  bienes  que  el  Estado  adquiera; 
i  para  ello  declara  de  necesidad  i  utilidad  pública  el  establecimiento  de  ki 
bodegas  de  que  trata  la  espresada  lei;  Esta  declaratoria  liecha  en  unaHoo 
es  h>  que  conforme  al  inciso  5.^del  artículo  i  5  de  ka  Constitución  poede 
autorixar  la  espropiacion,  porque  el  grave  motivo  de  necesidad  péblicadebe 
ser  calificado  i  declarado  por  la  autoridad  judicial.  Verdad  es  que  elartíen- 
)o  f  .^  de  la  supracitada  lei  31  dispone  que  se  promueva  la  espropiacion  de 
los  terrenos  con  arreglo  a  la  lei,  pero  la  lei  8i,  que  deroga  en  sn  artículo  i1 
tedas  las  que  sean  contrarias,  no  tiene  una  palabra  que  se  refieras  la  decía* 
ratoria  del  grave  motivo  de  necesidad  pública  que  debe  pronunciarse  pira 
Henar  el  requisito  establecido  en  el  citado  inciso  ir,^  i  antes  bien  se  obsem 
que  esta  iMUma  lei  solo  permite  al  dueño  del  terreno  probar  que  no  es  nece- 
sario para  la  empresa, 

*  De  acuerdo  con  lo  relacionado,  el  suscrito  conceptúa  que  debe  sospen- 
derse  el  artículo  i.»  i  la  parte  i/  del  articulo  6.^  de  la  lei  34,  i  elartíeuJoie 
de  la  lei  39 -el  primero,  por  cuanto  en  él  no  se  establécela  índemniíacion-i 
el  modo-i  términos  de  hacerla  a  los  propietarios  de  los  establecí míentoe  dé 
bodegas  -  el  segunda,  en  cuanto  la  declaratoria  que  contiene  puede  servir 
de  único  fundamento  para  decretar  la  espropiacion  -  i  el  tercero,  en  caant0 
manda  observar  en  todos  los  casos  de  espropiacion  disposiciones  que  do 
están  de  acuerdo  con  el  inciso  5.o  del  arttculo  15  de  la  Constitución,  i  os  pkie 
que  asi  K)  resolváis/ 


'' La  Corte  SupremSi  después  de  haber  consultado  er  acuerdo  qoc^ 
ella  celebró  en  2^  de  enero  de  1865,  I  el  informe  de  la  Comisión  del  Seoa> 
do,  fechado  el  14  de  abril  del  mismo  año,  relativos  a  la  petición  desaspeo^ 
sion  de  las  leyes  espedidas  en  el  Estado  de  Bolívar,  por  las  cuales  se  deeit* 
raban  libres  las  áreas  délas  cabeceras  de  los  distritos  parroquiales  siioados 
en  terrenos  de  propiedad  de  particulares,  I  disponiendo  la  manera  de  pa- 
garlos ;  así  como  el  acuerdo  de  la  Corte  que  tuvo  lugar  en  16  de  diciembre 
del  año  próximo  pasado,  para  suspender  varias  dispostciones  de  la  W  i' 
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de  1877,  9obre  reformas  fiscales  del  Esudo  soberano  del  Toliflia,  por  cuan- 
to no  se  disponía  en  ellas  el  modo  de  indemnizar  previamente  a  los  parti- 
culares  que  quedaban  perjudicados  por  consecuencia  del  monopolio  en  la 
producción  i  venta  de  los  aguardientes»  halla  que  los  artículos  acusados  de 
la  leí  SI  i  el  15  de  la  32  de  Cundinamarca,  son  contrarios  al  inciso  5.<>  del 
articulo  15  de  la  Constitución  federal,  que  garantiza  Ma  propiedad,  nopu« 
diendo  ser  privados  de  ella,  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arre- 
glo a  las  leyes,  o.  cuando  asi  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  pública, 
judicialmente  dedarado  i  previa  indemnización,* 

'*  En  cuanto  a  este  punto  la  Corte  no  considera  que  baste  pagar  a  los 
dueños  de  una  casa,  o  a  cualquier  empresario,  el  valor  de  los  objetos  espro- 
piados,  para  que  se  tenga  por  cumplida  o  efectiva  la  garant  a  constitucional ; 
sino  que  es  menester,  ademas,  que  se  les  indemnice  de  los  perjuicios  que 
naturalmente  se  deriven  dé  la  cesación,  casi  súbita,  del  ejercicio  de  cierta 
industria  o  de  la  estancación  del  capital  empleado  en  ella.  De  otro  modo, 
pagando  apenas  el  valor  de  los  objetos  espropiados,  la  indemnización  no'es 
completa, !  menos  puede  estimarse  como  tal,  cuando  se  obliga  precisamente 
al  dueño  o  empresario  a  desprenderse  de  aquello  de  que  se  deriva  su  sub- 
sustencla,  o  que  le  sirve  de  fuente  de  recurso.  Ninguna  de  las  disposiciones 
que  son  materia  del  examen  actual,  prescriben  que^se  indemnice  de  los 
perjuicios  que  el  cumplimiento  de  ellas  apareje. 

**  No  considera  la  Corte  que  las  mismas  disposiciones  sean  violatorias 
d^  inciso  9.°  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional ;  porque  el  grave 
motivo  de  necesidad  pública  que  obligue  al  Estado  de  Gundinamarca  a  espro- 
piar  los  terrenos  i  demás  cosas  para  establecer,  por  cuenta  del  mismo  Es- 
tado, bodegas  en  el  distrito  ya  mencionado,  se  declararía,  en  su  caso,  jueft- 
cialmenie,  i  no  de  otra  manera;  porque  la  leí  no  decreta  la  espropiacion, 
sino  que  faculta  al  Gobernador  para  promoverla.  1  no  sería  por  cierto  la 
suma  votada  en  la  lei  de  presupuesto,  o  la  fijada  en  el  decreto  ejecutivo  de 
liquidación  de  aquel,  la  que  hubiera  de  pagarse  a  los  dueños  de  los  bienes 
que  seespropien,  como  lo  indica  el  postulante,  señor  Weckbeeker,  sino  la 
que  se  determine  en  el  juicio  respectivo  por  los  peritos. 

'*  Tampoco  lo  son  al  inciso  11  del  propio  articulo  constitucional»  que 
garantiza  {a  igualdad;  porque  por  las  disposiciones  acusadas  no  se  priva 
a  los  actuales  dueños  de  las  bodegas  del  Puerto  de  Bogotá,  de  establecerlas 
en  otros  puertos  del  Estado  de  Cundinamarca,  como  es  lícito  hacerlo  porlos^ 
demás  particulares.  1  la  prohibición  de  establecerlas  en  el  distrito  referido, 
para  ejercer  esa  industria,  comprende  a  todos  los  individuos.  Por  consi- 
guiente, la  prohibición  es  jeneral. 

**  Por  las  consideraciones  espuestas,  la  Corte  Suprema,  admini»- 
randp  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autori- 
dad de  la  lely  resuelve  suspender  la  ejecución  délos  artículos  1,<»  3,<»  V.5.^ 


i  d,"^  de  k  l8i  31,  i  el  19  de  la  lei  99  de  18TT,  espedidos  eii  sus  úiaamiss- 
Sfooes  por  la  Asamblea  lejislatÍTá  del  Estado  soberano  de  GuDdinamaiei, 
arriba  citados»  por  ser  contrarios  al  ipciso  6.^  del  artículo  15  de  laCopiti- 
tucfoo  federal;  i  no  suspender,  como  no  suspende,  la  de  los  artículos  IS^ 
17  de  If  referida  lei  32,  porque  no  tiolan  precepto  alguno  constitocioasL 

^'Notifiquese»  pásese  el  espediente  al  Senado  en  la  forma  aoostam- 
J)rada ;  publiquese  esta  resolución  en  el  Diario  Oficial,  f  eniíese  copia  á% 
ella  al  Gobierno  de  Gundinamarca.'' 

Sometido  a  discusión  el  proyecto  de  resolución  que  precede,  los  seño* 
res  Wajistrados  Psláu,  Uartinez  R,  Rojas  Garrido  i  Uricoecihea,  manifesu- 
'on  que  aceptan  el  anterior  proyecto  en  lo  que  se  refiere  a  la  no  sospeosioD 
de  los  artículos  16  i  IT  de  la  lei  82  de  18T7,  espedida  por  la  Asamblea  lejis* 
lativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca ;  pero  no  lo  aceptan  en  lo  qae 
se  refiera  a  la  suspensión  de  los  artículos  1,^  9,^  4,°  ^.'^  i  s.""  de  la  lei  sí  i  el 
Ij^de  la  lei  5S  citada.  El  primero  de  esos  artículos  establece  que  solo  el  Estado 
podrá  mantener  bodegas  en  el  territorio  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá,  i  al 
mismo  tiempo  da  lasautorltaciones  hecesarias  al  Poder  Ejecutivo  para  obte* 
oer  la  propiedad  de  los  edificios  de  éstas  i  de  los  terrenos  comprendidos  ea 
los  linderos  que  espresa.  Los  otros  artículos  son  desarrollo  de  éstos;  iea 
fodos  ellos  se  establecen  los  medios  para  que  el  Estado  llegue  a  hacerse  a 
los  terrenos  i  edificios  dichos. 

E|  inciso  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional  dice:  'La 
propiedad»  no  pudiendo  ser  privados  de  ella,  sino  por  contribución  jeneral 
con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  asi  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad 
pi^blipa»  judicialmente  declarado  i  previa  indemnización/ 

'*La  lei  acusada»  si  bien  declara  de  necesidad  pública  el  estsUeci* 
miento  de  las  bodegas,  prevé  el  caso  de  que  el  Poder  Ejecutivo  no  paeda 
arreglarse  ooi>  los  dueños  de  los  edificios  en  que  están  las  bodegas  i  de  los 
tarrenos  que  espresa,  i  ordena  que  se  promueva  la  espropiacion  de  ellos 
conforme  a  las  lejes.  Esto  es  cuanto  exije  la  disposición  consiitucional  que 
garantías  el  derecho  de  propiedad,  sin  que  la  lei  pudiera  ir  hasta  estaUeoer 
indemnizaciones  por  perjuicio^  que  es  de  todo  punto  imposible  calcular. 

**  JSn  lo  que  se  ha  dicho  queda  comprendido  también  lo  que  se  refiere 
U]  articulo  IJS  de  la  lei  3):  allí  se  declara^  de  necesidad  i  utíUdad  públicas  la 
^^aeryacion  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá,  i  para  la  espropiacion  del 
terreno  necesario  para  área  de  población,  se  dispone  el  modo  de  hacerla, 
Oue  no  coptraría  en  nada  el  citado  precepto  constitucional.^ 


'^  En  atención  a  todo  lo  que  queda  relacionado^  la  Corte  Suprema» 
a^ini>)il^tf  ^ndo  Justicia  en  nombre  de  los  Esudos  Unidos  de  Colombia  i  ppc 
aiKloridad  de  la  lei»  ripsuehe  no  suspender  el  cumplimiento  de  lasdisposi- 
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clones  eonpreadidM  en  loaarifcutos  1/^%^  K^  5.^  i  6.^  da  la  lei  SI,  ni  el 
del  artículo  16  de  la  lei  S2  de  1877  espedida  por  la  Asamblea  lejíslatiira  del 
Estado  soberano  de  Gundínaaiarea»  de  los  cuales  se  ha  hecho  mención,  f 
por  no  haber  habido  onanHilidad  de  votos  para  decretar  la  suspensión  pe* 
dfda;  como  asi  mlemarefiíelve,  por  unanimidad»  que  no  está  en  el  caso 
At  suspender  la  ejecución  de  los  artículos  16  i  17  de  la  leí  3s  citada. 

^*  Publlquese  en  el  Diario  Oficial ;  notlfiquese ;  pásese  el  espediente 
al  Senado  para  los  fines  constitucionales,  i  envíese  una  copla  de  esta 
determinación  al  Gobierno  de  Cundinamarca.'^ 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  acuerdo,  que  firman  ios  señores  Majistra* 
4os,  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Pr^ídente,   Emigdio  Pílau — Rafael  Ma&tinbz  R. — Mahjljel  Ese* 
^UDU.  Coréales— JosB  U.  Ro/As  GAaaiDa— Juan  Agujitui  Ubigoegbsa. — El 
*  6eeretario«  Rafael  E.  SaiUander. 

I 

Es  copia  conforme— Bogotá,  veinte  de  marco  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  ocbo^-«-EI  Secretario,  Rafael  E.  Samuuiáar. 


Informe  ra  la  Ctoiíisioif  ijíspbctoba, 

CiTidadanos  Senadores. 

Vuestracomisíon  Inspectora  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  ha 
examinado  las  leyes  81  i  32  de  1877  del  Estado  de  Cundinamarca,  acusadas 
de  inconstitucionales.  *  .  \ 

La  lei  3l,  relativa  al  establecimiento  de  bodegas  en  el  distrito  de 
'*  Puerto  de  Bogotá,^  por  cuenta  del  Estado,  contiene  las  disposiciones  si« 
|[uientes : 

*'  4rt.  1.^  Seis  meses  después  de  la  publicación  de  esta  lei»  solo  el  Es- 
lado  podrá  mantener  bodegas  en  el .  lerritorio  del  distrito  de  V%k&rio  ie 
Bogotá. 

**'E\  Poder  Ejecutivo  entrará  en  arreglos  con  los  dueños  de  los  terrenos 
en  que  se  hallen  bodegas  establecidas,  a  fin  de  obtener  la  propiedad  de  los 
edificios  de  éstas  i  de  los  terrenos  comprendidos  dentro  de  los  siguientes  ^ 

linderos :  **  desde  el  sitio  conocido  con  el  nombre  de  las  *  Cifuéntes/  con» 
tiguo  al  rio  Magdalena»  siguiendo  el  curso  de  éste,  hasta  cien  metros  abajo 
del  puerto  donde  actualmente  descargan  los  vapores ;  de  ese  punto,  linea 
lecta,  al  pié  del  cerco  que  se  encuentra  inmediatamente  al  Oriente,  i  de 
sUi,  siguiendo  la  base  del  mismo  cerro»  basta  encontrar  el  punto  de 
partida." 

M  Aft  t.^  Si  por  niedlp  de  arreglos  no  pudiere  adquirirse  la  proceded 
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d«  los  terrenos  que  se  han  demarcado,  el  Poder  Ejecatlvo  promoveri  la  M- 
propia^ion  de  ellos  con  arreglo  a  la  leí." 

**  Art.  4. o  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  para  establecerlas 
bodegas  de  que  trata  la  presente  leí,  del  modo  que  eslima  mas  conveniente ; 
para  reglamentar  la  administración  de  ellas,  creando  empleados  i  señalia* 
doles  dotación ;  t  para  fijar  la  tarifa  de  los  derechos  que  deban  cobrarse. 

**  f.  Asi  mismo  se  le  autoriza  para  que,  si  los  medios  Indicados  pre- 
sentaren, a  su  juicio,  graves  Inconvenientes  para  la  adquisición  de  los  terr^ 
nos  i  edificios,  o  de  los  unos  o  de  los  otros,  i  para  el  establecimiento  de  las 
bodegas,  solicite  del  Poder  Ejecutivo  federal  el  permiso  de  qoe  trata  el  sr- 
Ificulo  S,°  de  la  lei  59  de  i 876,  espedida  por  el  Congreso  nacional,  i  las  esta- 
blesca  en  el  espacio  determinado  por  el  artículo  1.^  de  la  misma  lei. 

**  Art.  5.^  Declárase  de  necesidad  i  utilidad  públicas  el  establecimien- 
to  de  las  bodegas  de  que  trata  esta  lei ;  i  el  Estado  se  reserva  esta  industria 
en  calidad  de  arbitrio  rentístico. 

^^  Art.  6.^  Obtenida  para  el  Estado  la  propiedad  de  los  terrenos  espre. 
aados,  el  Poder  Ejecutivo  destinará  nueve  hectaras,  por  lo  menos,  sitosdas 
eo  el  punto  que  juzgue  mas  a  propósito,  con  el  fin  de  que  en  ellas  se  esta- 
blezca la  población  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá." 

La  lei  dt,  **  por  la  cual  se  declaran  de  utilidad  1  necesidad  pübllcss 
Ciertas  obras,  i  se  reforma  el  título  35,^  libro  t.""  del  Código  judicUl,"  con- 
tiene estas  otras  disposiciones : 

**  Art.  15.  Declárase  también  de  utilidad  i  necesidad  páblicas  la  con. 
servacion  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá. 

"  Parágrafo.  Para  la  espropiacion  de  las  nueve  hectaras  de  terreno  que 
dicho  distrito  debe  tener  para  área  de  población,  conforme  al  Código  Politi- 
co  i  Municipal,  se  procederá  como  queda  dispuesto  respecto  de  los  ferroca- 
rriles, entendiéndose  del  Alcalde  lo  que  se  diga  del  Gobernador. 

**Art.  46.  En  todos  los  casos  de  espropiacion  que  en  lo  sucesivo  se 
presenten,  se  observarán  las  reglas  que  quedan  establecidas. 

^*Art.  17.  Deróganse  las  disposiciones  que  sean  contrarias  a  la  présen- 
le lei.'' 

Es  en  los  artículos  trascritos  donde  se  ha  creído  encontrar  la  ineoosti* 
tucionalidad  denunciada;  i  se  hace  consistir  ésta,  principalmente,  en  que 
ninguna  de  las  dos  leyes  prescribe  indemnización  de  ninguna  clase  por  los 
perjuicios  que  se  sigan,  a  los  actuales  dueños  de  bodegas  en  el  territorio  del 
distrito  de  Puerto  de  Bogotá,  de  la  cesación  en  el  ejercicio  de  la  industria  de 
tenerlas,  en  virtud  del  monopolio  asumido  por  el  Estado  según  los  articules 
1,°  3.°  i  5,^  o  en  virtud  de  la  espropiacion  a  que  se  refiere  el  parágrafo  del 
artículo  15. 

Las  disposiciones  que  se  acaba  de  citar^  parecen  ser  especialmente 
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señaladas  como  objeto  de  la  acusación.  Las  otras  trascritas  parecen  serlo 
nada  mas  que  por  la  relación  que  tienen  o  puedan  tener  con  ésas. 

Sea  como  fuere,  no  se  niega  al  Estado  la  facultad  de  reservarse  la  in« 
dustría  de  tener  bodegas  para  el  servicio  de  todo  jénero  de  tráGco.  Al  con- 
trario, se  reconoce  que  puede  hacerlo,  conforme  al  inciso  9,^  artículo  15  de 
la  Constitución  de  la  Union,  pero  con  tal :  1.^  que  se  reserve  la  misma  in- 
dustria en  todo  el  territorio  cundinamarques;  i. ^  que  indemnice  a  los  bO" 
degueros  actuales  por  los  perjuicios  que  les  resulten  de  la  cesación  en  el 
ejercicio  de  ella.  Lo  primero,  porque  sin  ello  se  viola  el  derecho  de  igual* 
dad,  consagrado  en  el  inciso  10  del  mismo  artículo,  haciendo,  a  losqiíeson 
o  quieran  ser  bodegueros  en  el  distrito  de  Puerto  de  Bogotá,  de  peor  condi- 
cion  que  a  los  que  son  o  quieran  serlo  en  los  demás  lugares  de  Gundinamar- 
ca ;  i  lo  segundo,  porque  sin  esto  se  viola  el  derecho  de  propiedad,  consa- 
grado en  el  inciso'S,^  artículo  Ibídem,  dejando  de;,  indemnizar  por  la  priva- 
ción de  una  propiedad  como  cualquiera  otra,  cual  lo  es  el  ejercicio  de  una 
industria. 

Guando  la  Corte  Suprema  se  ocupó  en  el  estudio  de  la  cuestión,  dijo  a 
propósito  de  la  observación  primera :  **Las  disposiciones  acusadas  tampoco 
son  violatorias  del  inciso  10  del  propio  articulo  constitucional,  que  garantí* 
za  la  igucUdad,  porque  por  ellas  no  se  priva,  a  los  actuales  dueños  de  las 
bodegas  del  Puerto  de  Bogotá,  de  establecerlas  en  otros  puertos  del  Estado 
de  Cundinamarca,  como  es  lícito  hacerlo  por  los  demás  particulares.  1  la 
prohibición  de  establecerlas  en  el  distrito  referido,  para  ejercer  esa  indus- 
tria, comprendeatodoslosindividuos.  Por  consiguiente,  la  prohibiciones 
jeneral.''  Vuestra  Comisión  prohija  estas  reflexiones  de  la  Corte,  por  eati- 
marlas  concluy entes. 

En  cuanto  a  la  observación  segunda^  infundada  también  la  juzga  vues- 
tra Comisión,  porque  aun  siendo  cierto  que  el  ejercicio  de  una  industria 
pueda  o  deba  ser  considerado  como  una  propiedad  en  un  sentido  jeneral  o 
filosófico,  no  es  de  la  propiedad  así  considerada  de  la  que  trata  la  Constítu. 
cion  nacional  en  el  inciso  5.o  de  su  artículo  15,  sino  de  la  propiedad  en  su 
sentido  vulgar  i  común ;  esto  es,  do  lo$  objetos  que  la  industria  misma  pro- 
duce, o  aplica  a  la  satisfacción  de  las  necesidades  humanas.  Demás  de  eso, 
el  inciso  que  permite,  tanto  a  los  Estados  como  a  la  Uniooi  reservarse  una 
industria  cualquiera,  no  sujeta  el  uso  de  esta  facultad  a  condición  de  nin- 
guna especie :  de  donde  se  sigue  que  tal  reservación  puede  efectuarse  sin 
conceder  indemnización  alguna,  por  mas  justo  i  conveniente  que  esto  sea, 
como  efectivamente  lo  es. 

Kn  el  caso  de  que  no  se  llevara  a  efecto  la  lel  31,  sino  solamente  la  5S, 
no  habría  lugar,  como  se  ha  creido,  a  la  cesación  de  los  actuales  bodegueros 
de  Puerto  de  Bogotá  en  el  ejercicio  de  su  industria,  porque  la  espropiacion 
de  terrenos  en  parte  de  los  cuales  se  hallan  situadas  sus  bodegas,  para  apli- 
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earlos i  área  de  población,  no  los  esclufria  a  ellos  del  deredío  de  tener  dH 
un  lote,  como  los  demás  vecHios  del  mismo  distrito ;  asi  es  t|ae  ningún  pa* 
juicio  recibirían  en  su  calidad  de  industriales  de  la  clase  de  que  se  trata,  í 
quedarían  debidamente  indemnizados  coo  lo  que  por  el  valor  de  Tos  terre' 
nos  se  les  pagase. 

Apesar  de  lo  dicho  Con  relación  a  la  leí  31^  iruestra  Comisión  no  la  es« 
tima  exequible  en  cuunto  reserva  al  Estado,  como  arbitrio  rentístico,  la  íd** 
dostrta  de  tener  bodegas  en  el  territorio  de  Puerto  de  Bogotá,  porque  mi 
reservación  o  monopolio,  que  afecta  directamenie  al  comercio  interior  í  al 
esterior,  sujetándolos  al  gravamen  de  derechos  de  bodegaje  ideludibles,  I 
<)ue  afecta  también,  por  lo  mismo,  a  la  navegación  de  un  rio  (el  Magdaleaajf 
que  baña  el  territorio  de  mas  de  un  Gstado,  es  incompatible  con  la  atríbiH 
clon  esclusiva  del  Gobierno  jeneral  (inciso  5,o  artículo  17  del  mismo  Códi- 
go) de  entender  en  el  réjfmen  del  comercio  estertor  i  de  lod  puertos  flutiales, 
i  con  la  también  esclusiva  atribución,  que  tiene  el  mismo  Gobierno,  de 
atender  a  la  navegación  de  ciertos  ríos,  según  el  inciso  6.0  ibidem. 

Tal  como  vuestra  Comisión  .comprende  las  disposiciones  constitoeio* 
nales  a  que  acaba  de  referirse,  una  reserfacion  o  monopolio  de  la  naturale- 
sa  del  que  ha  querido  establecer  el  Estado  de  Gundinamarca,  solo  puede 
establecerlo  la  Union. 

Por  tanto,  vuestra  Comisión  os  propone' el  siguiente  proyecto  de 

ÜESOLUGIOM. 

**  El  Senado  declara  nula  la  lei  31  de  1877  del  astado  de  Cnndíiiamar^ 
ca,  en  cuanto  reserva  al  Estado,  como  arbitrio  rentístico,  la  industria  dé 
tener  bodegas,  para  todo  jénero  de  tráfico,  en  el  territorio  del  distrito  de 
Puerto  de  Bogotá ;  i  declara  Tálida  la  lei  33  de  1877  del  mismo  Estado,  '*^r 
la  cual  se  declaran  de  utilidad  i  necesidad  públicas  ciertas  obras,  i  se  refor- 
ma el  título  25,^  libro  i.^  del  OMigo  judicial.'' 

Bogotá,  7  de  mayo  de  i  878. 

Ciudadanos  Senadores. 

11*  MflRaLO-^B.  GOMEZ-^lL  GOLUNJfe— AhDMS  BBAIIÜOBfr«-GuittOO 
1rI4RTS« 


Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  segando'  debates  eo  loa  diat 
14  i  15  de  mayo  de  4878. 


t«W 
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XXI7. 

TJJLIOEZ  «é  la  leí  49  de  1977  del  Estado  de  Caitdliíaimftre», 

<*  fiebre  eentrlbnelenee.'i 


YuTi  DEL  Procurador  jknerai.  ' 

6efi.ores  Majistrados. 

Los  señores  Pedro  A.  Forero,  Primitivo  Gutiérrez  N,  Fe^prico  de  I. 
Bernal,  Carlos  Abondano»  Pablo  Barriga  I  Plata  hermanos,  se  han  dírijido 
a  esa  Saprema  Corte  en  solicitud  de  que  se  suspenda  el  articulo  50  de  la  lei 
47  de  15  de  diciembre  de  1S77,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de 
Condínamarca,  en  la  parte  que  grava  el  café  que  transite  por  los  cami- 
nos del  Estado,  con  un  derecho  de  peaje. 

Aunque  los  peticionarlos  no  han  presentado;  copia  de  la  resolución 
recláoKada,  puede  prescindirse  de  ella,  en  atención  a  que  varios  vecinos 
de  esta  ciudad  la  presentaron  con  otra  solicitud  en  Idéntico  sentido,  la 
cual  filé  considerada,  i  resuelta  en  términos  de  no  suspender  la  resolu- 
ción aludida,  en  acuerdo  de  3  del  presente.  Asi  que,  habiendo  ya  esa  Su- 
prema Corte  ejercido,  con  relación  al  artículo  50  de  la  citada  lei  47,  la 
facultad  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución,  debe  abstenerse 
de  resolver  esta  última  petición,  por  estar  ya  decidido  el  asunto  a  que 
ella  se  refiere,  i  asi  os  pido  lo  declaréis. 

Bogotá,  marzo  13  de  1878.  j 

Manuel  M.  Ramírez. 


Acuerdo  de.  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  que 
en  el  libro  de  Acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  126  a  la 
if7,  bai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veintidós  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asi  tencua 
de  todos  los  señores  Majistrados  i  del  infra.^crito  Secretario,  con  el  objeto  de 
tomar  en  consideración  un  memorial  suscrito  por  los  ciudadanos  Pedro 

42 
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Alejo  Forero»  Timoteo  Gutiérrez  N,  Federico  de  J.  Bernal,  Garlos  Aboo* 
daño,  Pablo  Barriga  V.  i  Plata  hermanos,  para  que  la  Corte  suspenda 
la  parte  de  la  leí  del  Estado  de  Gundinamarca,  dúmero  47  de  15  de  di- 
ciembre  de  i 877^  que  establece  con  el  título  de  peaje  un  derecho  por  el 
café  que  transite  por  los  caminos  de  dicho  Estado ;  ,i  con  tal  motivo  el 
señor  Uajistrado  doctor  Corrales  propuso,  i  por  unanimidad  de  votos  se 
adoptó»  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

^'Antes  de  que  el  memorial  suscrito  por  Pedro  Alejo  Forero  i  otros 
eiudadanos  hubiera  sido  presentado  a  la  Corte,  ya  este  Supremo  TribuDal» 
por  acuerdo  de  dos  de  los  corrientes,  tenia  resuelta  la  petición  de  otros  cía- 
dadanos  para  que  se  suspendiese  la  parte  de  la  lei  47  del  Estado  soberano 
de  Gundinamarcade  i5  de  diciembre  de  i877,  que  >entre  otros  artículos 
grava  el  tránsito  del  café  por  los  caminos  del  Estado»  con  un  derecho  lla- 
mado de  peaje.  Como  la  Corte  no  puede  repetir  el  examen  de  un  mismo 
acto  lejislativo»  o  de  alguna  disposición  de  éste  acusada  como  inconstita- 
cional»  determina  en  el  presente  caso  abstenerse»  como  se  abstiene»  de  ejer- 
cer la  atribución  que  le  da  el  articulo  79  de  la  Constitución  nacional ;  i  por 
tanto»  resuelve  que  se  esté  a  lo  proveído  en  el  acuerdo  de  t  de  este  me^ 
referente  a  la  leí  mencionada. 

**  Publíquese  i  envíese  el  espediente  al  Senado  para  los  efectos  ulte- 


riores." 


Gon  lo  cual  se  concluyó  el  acuerdo»  que  firman  los  señores  Miyís* 
trados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente»  Eüigdio  Palau — Rafasl  Maktinez  IU — Manqil  £»• 
OOiBL  GoURALES— José  M.  Rojas  Garrido — Juan  Agcstiii  Urigoickba— 
El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Es  copia    conforme — Bogotá»  veintinueve  de  marzo  de  mil  ocho- 
cientos setenta  i  ocho— El  Secretarlo»  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Cohision  Inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

Se  solicitó  ante  la  Corte  Suprema  la  suspensión  de  la  leí  47  espedida 
por  la  Asamblea  del  Estado  deCundinamarca  de  15  de  diciembre  de  iSTl  en 
la  parte  que  establece  peaje  sobre  el  café  que  transite  por  el  territorio  de  di- 
ebo  Balado. 
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Gomo  ya  el  Senado  declaró  valídala  lei  citada  en  lá  reclamación  que 
hizo  a  la  Corte  Suprema  el  señor  Indalecio  Liévano,  muestra  Gomiaion  os 
propone  la  sígiiiente 

resolución; 

**  Estando  ya  decidido  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios  que  es  irá- 
lida  la  lei  47  de  15  de  diciembre  de  1877  espedida  por  la  Asamblea  del  Es- 
tado de  Cundinamárca»  estése  a  k)  resuelto  con  fecha  25  de  abril  en  este 
negocio. 

Bogotáy  15  de  mayo  de  1878. 

K.  KuaiLLO.— Glougo  Irurts.— R.  Comee— Jil  GoLUNnc.— ^Aiidrbs 


Esta  resolución  fué  aprobada  en  l.^  i  9.^  debates  en  los  diasiSI 
SO  de  marzo  de  1878. 

El  Secretario  del  Senado, 

Julio  E.  Pérex. 


XXV- 

TAMaVDEX  de  la  leí  ti.^  de  1^7%  del  Estado  de  €andi»a» 
nMirea,  ^^  por  la  enal  se  determina  el  proeedlmlento  para 
Itaoer  efeetlvaa  las  eeaeeloneii  de  guerra,  i  la»  ordlnarlae 
en  tiempo  de  guerra  i^'  I  de  la  lei  S-*  del  mlsnao  ano  I  del 
mismo  Estado»  '  'sobre  arbitrliHi  rentistieos." 


Vistas  del  Progdrador  jenerál» 

Se&oTes  ISduajistrados. 

Los  señores  José  Maria  i  Rafael  Portocarrero  [solicitan  la  suspensión 
déla  lei  9,'  i  la  parte  primera  del  artículo  1.^  i  final  del  artículo  4.^  de  la  lei 
3/  espedidos  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundlnamarca  to  9  i 
11  de  octubre  de  1676. 

La  lei  9/  se  ocupa  de  determinar  el  procedimiento  para  hacer  efectf- 
▼as  las  esacciones  de  guerra  i  las  ordinarias  en  tiempo  de  guerra.  En  la  pri» 
nuura  parte  del  i^ticulo  1.^  de  la  lei  5/  se  establece  un  impuesto  de  un  pese 
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por  eada  bulto  de  marcancias  estraojeras  que  se  íntrodusea  en  el  Estadio 
para  el  consumo,  para  subvenir  a  los  gastos  de  la  guerra,  impuesto  que  no 
podrá  durar  sino  un  año ;  i  eo  la  última  parte  del  artículo  4,^  se  faculta  al 
Poder  Ejecutivo  del  Estado,  durante  la  guerra,  para  monopolizar  el  consumo 
de  ganado  vacuno,  o  para  establecer  carnicerías  oficiales  i  para  reglamentar 
estos  ramos  de  ingreso. 

Los  solicitantes  creen  que  las  disposiciones  citadas  de  la  lejislacion  de 
Gundinamarca  son  contrarias  a  los  artículos  15  i  91  de  la  Constitución,  í 
apoyan  su  opinión  en  el  informe  del  Representante  señor  Ricardo  Vargas  Y, 
publicado  en  el  Diario  Oficial  número  3,886,  sobre  el  proyecto  de  leí  de  ar- 
bitrios fiscales,  por  el  cual  se  declaraban  bienes  de  la  Nación  las  propieda- 
des de  los  revolucionarios. 

El  infrascrito,  antes  de  entrar  a  analizar  las  leyes  denunciadas  cono 
inconstitucionales,  se  permite  liacer  notar,  que  en  el  informe  que  presentó 
al  ciudadano  Presidente  el  31  de  diciembre  del  año  pasado  i  que  se  baila 
agregado  a  la  memoria  del  señor  Secreurio  de  lo  Interior  i  Relaciones  Este- 
rtores, espuso  sus  ideas  acerca  de  las  esacciones  en  guerra  civil  i  de  la  ma- 
nera como  se  debían  aplicar  durante  este  tiempo  los  artículos  16  i  91  déla 
Constitución,  i  en  el  informe  de  la  Comisión  de  la  Cámara  de  Representantes 
evocado  por  los  solicitantes,  se  copian  los  principales  pasajes  de  las  doctri* 
ñas  desarrolladas  por  el  infrascrito  con  relación  a  las  garantías  que  debe 
tener  la  propiedad  particular  en  las  guerras  civiles. 

El  artículo  1.^  de  la  leí  3/  dice :  *' Cuando  se  haya  declarado  perta^ 
bado  el  orden  público  jeneral  o  seccional,  se  observará  el  procedimiento 
especial  que  detalla  la  presente  leí,  para  hacer  efectivos  los  empréstíeos, 
Contribuciones,  impuestos  estraordinarios  i  demás  esacciones  de  guerra  que 
se  decreten  por  el  Gobierno  nacional  o  el  del  Estado,  asi  como  también  para 
hacer  efectivas  las  esacciones  ordinarias  que  no  se  hubieren  efectuado  du- 
rante la  paz,  o  que  hubieren  de  tener  lugar  durante  la  guerra." 

Como  se  ve,  la  Asamblea  de  Cundinamarca  no  espidió  la  leí  S.'  para 
determinar  la  cuantiado  los  empréstitos,  contribuciones,  impuestos  estraor- 
dinarios i  demás  esacciones  de  guerra  a  que  debiera  sujetarse  a  loscuodloa- 
marqueses  cuando  se  trastornase  el  orden  público,  ni  para  especificar  quié- 
nes deban  sufrir  tales  esacciones ;  no  es  una  leí  sustantiva,  sino  una  leí  pu- 
ramente procedimental,  con  el  fin  de  hacer  efectivos  los  decretos  dd  Go- 
tkierao' nacional  o  del  Gobierno  del  Estado  en  que  se  ordene  el  oobr^d^ 
empréstitos  i  otras  esacciones  de  guerra. 

Contra  esta  lei  no  se  pueden,  pues,  aducir  los  argumentos  nacidosde 
hia  doctrinas  del  derecho  de  jentes  o  de  la  Gonstltudon  nacional  sobre  lai 
hcolladas  que  tengan  loa  Gobfemos  en  calidad  debelijerantespnra  decretal 
eniMéstftos  i  eootribueionea  de  guerra,  porque  esos  argamenlof  senirf* 
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para  demostrar  la  inconstitucionalidad  de  tales  decretos,  pero  de  ninguna 
manera  la  de  los  procedimientos  que  se  empleen  para  hacerlos  efeetlvos,  si 
esos  decretos  no  pecan  por  otros  motivos  contra  la  carta  fundamental. 

^  Concretando  la  cuestión  a  lo  que  ha  pasado  en  el  Estado  de  Gundina- 
marca.  El  Poder  Ejecutivo  nacional,  por  decreto  de  fecha  30  de  agosto  de 
ia76,  ordenó  que  en  los  Estados  de  Bioyacá,  Cundinamarca,  Santander  i 
Tolima  se  cobrara  un  empréstito  de  un  millón  de  pesos,  correspondiendo  ál 
Estado  de  Cundinamarca  cuatrocientos  mil  pesos.  La  leí  cundinamarquesa 
que  se  debate  eótableció  el  procedimiento  para  cobrar  ese  empréstito  i  las 
demás  esacciones  de  guerra. 

Para  el  Infrascrito  es  claro,  evidentemente  claro,  que  todas  las  razones 
que  se  aleguen  para  demostrar  que  el  Poder  Ejecutivo  nacional  no  tenia  au- 
torización para  gravar  a  los  desafectos  de  Cundinamarca  con  cuatrocientos 
mil  pesos  de  empréstito,  son  razones  para  que  se  derogue  el  decreto  o  para 
exijír  la  responsabilidad  al  Presidente  i  al  Secretario  respectivo,  pero  eso  solo 
no  basta  para  calificar  de  contraria  a  la  Constitución  la  lei  procedimental  en 
virtud  de  la  cual  se  haya  hecho  efectivo  dicho  empréstito. 

En  el  informe  de  la  Comisión  de  la  Cámara  de  Representantes^a  que  ya 
se  ha  hecho  referencia,  se  dice :  ''Como  consecuencia  de  lo  que  queda  es. 
puesto,  para  no  prolongar  más  este  Informe  I  para  facilitar  la  discusión, 
enumero  en  seguida  las  razones  en  que  me  he  fundado  para  formar  el  juicio 
que  dejo  escrito : 

**  1/  El  proyecto  es  inconstitucional,  ya  sea  que  se  aplique  el  articulo 
16  de  la  Constitución,  que  no  permite  imponer  la  pena  de  confiscación  en 
ningún  caso,  ni  aun  en  el  de  guerra,  o  ya  sea  que  se  aplique  el  articulo  91» 
porque  con  arreglo  al  derecho  de  jentes  tampoco  se  puede  confiscar  la  pro- 
piedad sin  indemnización." 

El  infrascrito  es  de  la  misma  opinión  que  la  Comisión,  esto  es,  que  una 
lei  que  declara  que  todas  las  propiedades  muebles  e  inmuebles  de  los  revo* 
lucionarios  pasaban  a  ser  bienes  de  la  Nación,  seria  una  lei  inconstitucional* 
i  dontraria  a  las  doctrinas  del  derecho  de  jentes,  i  sí  la  lei  9/  de  Cundida- 
marca  dispusiera  igual  cosa,  no  vacilarla  en  coadyuvar  la  solicitud  de  sus* 
pensión.  Pero  como  dicha  lei,  es  preciso  repetirlo,  no  decreta  esacclones, 
ni  las  reparte,  sino  que  únicamente  señala  el  procedimiento  para  hacer  efee^ 
tivas  las  que  se  decreten  por  el  Gobierno  nacional  o  el  del  Estado  cuanda 
líe  haya  declarado  perturbado  el  orden  público,  no  se  puede  alegar  que  esa 
lei  impone  la  cdhfiscacion  a  los  contribuyentes»  i  que  por  tanto  es  Inconatl- 
tutíonal. 

Ahora  bai  que  examinar  el  procedimiento,  adoptado  por  la  let  de  que 
86  trata,  para  saber  si  alguna  de  sus  disposiciones  viola  las  garantías  que  la 
CSopstilocíon  nacional  reconoce  en  tiempo  de  guerra. 
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El  articulo  S.^  se  ocupa  de  indicar  ios  documentos  ejecutiTOS  pata 
cobrar  los  impueátos.  Gomo  la  lejislaclon  civil  corresponde  a  los  Estados»  i 
en  la  determinación  de  los  documentos  que  presten  mérito  ejecutlTO  no 
existe  disposición  constitucional  que  limite  el  poder  de  las  Asambleas  délos 
Estados  en  este  particplar,  no  hai  motivo  para  suspender  dicho  articulo. 

Los  artículos  3,^  4.^  i  5.^  señalan  la  tramitación  para  hacer  las  notifi- 
caciones a  los  ejecutados  por  empréstitos  I  demás  esaccíones»  los  días  de 
pregones  de  los  bienes  embargados  i  los  funcionarios  ante  quienes  se  verifi- 
can los  remates.  Es  la  tramitación  del  juicio  ejecutivo  reconocido  en  la  lejía- 
lacion  de  todos  los  Estados,  pero  con  términos  mas  breves,  sin  duda,  en 
atención  a  lo  urjente  de  recursos  pecuniarios  para  el  sostenimiento  de  los 
ejércitos  en  tiempo  de  guerra. 

Es  cierto  que  el  artículo  3.^  no  otorga  el  recurso  de  apelación  de| 
mandamiento  ejecutivo;  pero  este  es  un  defecto  de  la  leí  que  toca  al  lejisla- 
dor  correjir,  pero  que  no  envuelve  inconstitucionalidad,  porque  los  Estados, 
en  uso  de  su  soberanía,  organiaan.sus  Tribunales  i  señalan  las  instancias 
que  deden  tener  los  asuntos  judiciales^  sin  que  en  el  ejercicio  de  esta  Ca» 
cuitad  tengan  .pauta  en*la  Constitución  nacional. 

Por  el  artículo  6.^  se  dispone  que  cuando  no  haya  quien  remate  los 
bienes  del  ejecutedo,  se  adjudiquen  al  Estado  baste  donde  alcancen  a  cubrir 
la  deuda  i  las  costes  de  la  ejecución.  Siendo  el  Estedo  el  ejecutante,  era 
natural  este  disposición  para  que  no  se  quedase  burlado  el  Gobierno,  i  ella 
no  contiene  cosa  alguna  que  pueda  tacharse  de  inconstitucional. 

El  articulo  7.^  dispone  que  cuando  las  dos  terceras  partes  del  ava- 
lúo de  un  inmueble  que  se  remata,  escedan  al  valor  del  crédito  que  se 
ejecuta,  siempre  se  verificará  la  adjudicación  a  favor  del  Estedo  por  esas 
dos  terceras  partes;  pero  se  reconocerá  a  favor  del  deudor  o  dueño  de  la 
finca  tel  escedentCy  el  cual  se  pagará  después  de  la  manera  que  determine 
la  leí. 

Este  disposición  la  encuentra  el  infrascrito  injuste  en  todo  caso,  ten 
algunos  inconstitocional.  Injuste  en  todo  caso,  porque  la  espropiacion  ae 
lleva  mas  allá  de  lo  necesario  paracubrir  el  empréstito  o  esaccion  de  guerra; 
e  inconstitucional  en  los  casos»  que  tel  vez  no  serán  pocos,  en  que  el  haber 
del  ejecutedo  ^consiste  esclusivamente  en  la  finca  embargada,  i  entóaees, 
privándole  no  solamente  de  la  porción  a  que  alcance  la  esaccion  de  guerra, 
sino  el  todo,  con  una  vaga  promesa  de  pago  de  la  manera  como  determi* 
nelalel,  se  efecttüa  real  i  positivamente  una  confiscacioit,  contrariando  el 
parágrafo  del  inciso  5.o  del  articulo  i  5  de  la  Constitución. 

Los  artículos  8.°  i  9.°  nada  tienen  que  observar  como  inconstita- 
elonales. 

El  articulo  10  introduce  la  novedad  de  que  el  depositerio  sea  nom* 
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brado  por  el  Recaudador  o  empleado  respectivo,  i  nó  por  el  ejecutado ; 
Pero  esta  novación  no  es  inconstitucional,  i  eadefensable  en  procedí mien* 
V)s  de  esta  clase,  que  tienen  por  objeto  buscar  en  guerra  recursos  para 
defender  las  instituciones. 

Los  artículos  11,  43  i  13  determinan  los  derechos    de  los  empleados  ,1 

que  intervienen  en  las  ejecuciones  de  que  trata  la  misma  lei.  Sean  o  no 
escesivos,  eso  no  afecta  la  Constitución  I  corresponde  al  lejislador  cundi* 
namarques  disminuirlos  o  suprimirlos. 

Por  el  articulo  14  se  permite  al  ejecutado  pagar  en  cualquier  esta- 
do de  la  ejecución»  cubriendo  las  costas  causadas,  í  rescatar  dentro  de  6 
meses  los  bienes  adjudicados  al  Estado  pagando  la  deuda  i  sus  Intereses» 
siempre  que  los  bienes  no  hayan  pasado  a  tercera  mano*  Nada  de  incons- 
titucional halla  el  infrascrito  en  este  artículo. 

El  artículo  15  ordena  inscribir  en  un  libro  especial  los  bienes  adjudi- 
cados al  Estado,  i  el  16  reconoce  como  título  de    propiedad  a  favor  del  re. 
matador  o  adjudicante  la  copia  rejistrada  de  la  dilijencia  de  remate.  Nada 
bai  que  observar  a  estos  artículos. 

:E1  artículo  17  dice':  **  Por  el  hecho  de  decretarse  empréstito,  im- 
puesto o  esaccion  alguna  de  guerra  a  cargo  de  un  individuo,  o  por  el  de 
haber  de  hacerse  efectiva  respecto  de  él  alguna  esaccion  ordijnaria  que  se 
halle  en  cualquiera  de  los  dos  casos  señalados  en  la  última  parte  del  artí- 
culo 1,^  quedan  embargados  i  afectos  al  pago  todos  los  créditos  activos  que 
tenga  el  mismo  individuo,  los  cuales  no  podrán  traspasarse  ni  cancelarse 
basta  tanto  que  esté  cubierto  el  Tesoro.  Los  derechos  del  Fisco  son  privile. 
jiadoSy  i  ei^  todo  caso  tienen  la  prelacion  que  les  corresponde  conforme  a  la 
lejislacion  actual," 

E  te  art  culo,  que  es  el  mas  sustantivo  que  contiene  la  lei,  no  es  obje- 
table por  inconstitucional,  porque  la  manera  de  efectuarse  ios  embargos 
corresponde  a  la  lejislacion  civil  de  cada  Estado,  i  en  cuanto  a  los  derechos 
del  Fisco  no  se  estableció  nada  nuevo  que  pudiera  tener  efecto  retroactivo. 
El  articulo  18  se  refiere  a  la  fi^^nltad  del  Poder  Ejecutivo  del  Esiado 
para  nombrar  Recaudadores  en  cienos  casos  i  fijarles  sueldo,  i  el  19  a  dis- 
poner que  ningún  remate  o  adjudicación  de  bienes  inmuebles  se  lleve  i 
efecto  sin  la  aprobación  del  Poder  Ejecutivo.   , 

El  artículo  20  dice :  ''Son  admisibles  tanto  las  tercerías  escluyentes 
como  las  coadyuvantes,  que  se  intenten  dentro  de  los  ocho  días  siguientes 
al  de  la  fecha  del  embargo,  siempre  que  estén  fundadas  en  escritura  pública 
válida  i  rejistrada,  o  en  documento  privado  válido  i  rejistrado  también,  i 
que  el  otorgamiento  i  rejistro  de  la  una  o  del  otro  se  haya  hecho  con  todas 
las  formalidades  legales,  i  con  anterioridad  al  decreto  o  providencia  por  la 
cual  se  declaró  perturbado  el  orden  público  jeneral  o  del  Estado."" 
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El  leibhdor  tiene  facultad  amplia  para  señalar  los  docamentos  ilos 
requisitos  de  que  deben  estar  revestidos  para  que  sirvan  de  base  al  ejercido 
de  las  acciones  civiles ;  pero  como  en  este  artículo  se  dispone  que  el  olor, 
gamiento  I  rejisti'o  de  tales  documentos  ha  de  ser  previo  al  decreto  por  el 
cual  se  baya  declarado  perturbado  el  orden  páblica»  i  como  en  la  actual  re- 
volución se  espidió  la  lei  cundinamarquesa  algunos  meses  después  de  la 
declaratoria  hecba  por  el  Presidente  de  U  Union  de  estar  perturbado  el  or- 
den jeneral,  es  necesario  suspender  la  disposición  que  se  está  examinando 
en  cnanto  pudiera  ser  aplicable  con  efecto  retroactivo. 

Los  artículos  3i,  tS»  t5  1 34  contienen  disposiciones,  relativas  a  oto^ 
gar  a  las  autoridades  administrativas  jurisdicción  para  resolver  acerca  de  las 
tercerías  admitidas,  con  un  procedimiento  puramente  sumario. 

Aunque  a  la  verdad  es  dudoso  que  el  Inciso  4.^  del  artículo  i5,  que 
trata  de  la  seguridad  personal»  sea  aplicable  a  las  controversias  sobre  pro- 
piedad de  bienes  muebles  e  inmuebles,  el  infrascrito  encuentra  que  es  ñas 
conforme  con  el  espíritu  de  nuestras  instituciones  que  la  prohibición  qae 
contiene  el  espresado  inciso  de  no  ser  los  miembros  de  la  sociedad  coloa- 
blana  juzgados  por  comisiones  o  tribunales  estraordinaríos,  se  refiera  no 
solamente  a  los  juicios  criminales  sino  también  a  los  juicios  civiles,  i  ea 
este  caso  serian  Inconstitucionales  los  artículos  citados  en  la  parte  en  qoa 
otorgan  jurisdicción  a  las  autoridades  administrativas,  los  Recaudadores  i 
el  Gobernador  para  decidir  que  un  tercerista  ha  probado  ser  dueño  de  la 
finca  a  que  ha  hecho  tercería;  es  decir,  para  fallar  en  pleitos  8ól>ré  dominio 
de  la  propiedad  mueblé  i  raíz. 

Se  dirá  que  la  leí  de  Gundinamarca,  al  facultar  a  las  auiorldadesadioL 
nistrativas  para  conocer  I  decidir  en  las  tercerías  en  estos  juicios  para  bioer 
efectivas  las  exaciones  de  guerra,  que  por  su  naturaleza  i  objeto  tienen  que 
ser  sumarísimos,  lo  que  hizo  fué  adicionar  su  lejislaclon  relativa  a  la  orga- 
nización judicial,  reconociendo  a  los  Recaudadores  I  iil  Gobernador  con 
funciones  judiciales ;  lo  cual  no  le  está  prohibido  por  ningún  articulo  de  la 
Constitución  nacional,  siendo  de  advertir  que  siendo  una  disposición  jeao^ 
ral  para  todos  los  que  hagan  tercerías  en  dichos  juicios,  no  se  puedan  con- 
siderar como  comisiones  o  tribunales  estraordinarios. 

A  esto  contesta  el  infrascrito  que  respecto  a  las  tercerías  en  jQÍcíos 
para  bacer  efectivos  empréstitos  nacionales,  la  jurisdicción  le  pertenece  al 
Poder  Judicial  de  la  Union,  i  la  lei  nacional  no  reconoce  como  paree  de  eso 
poder  a  los  Recaudadores  i  Gobernadores  de  los  Estados. 

En  cuanto  a  que  los  artículos  Si  1 94  inclusive  hayan  establecido  tri- 
bunales estraordinarios  para  decidir  acerca  de  la  propiedad  embargada  i 
reclamada  por  tercero  en  esos  juicios  ejecutivos,  le  basta  hacer  notar  que 
en  la  lejidacion  de  Candinamarca  no  están  reconocidos  entre  los  tribunaleí 
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ordinarios  los  creados  por  la  leí  3.'  para  el  objeto  indicado,  I  ademas  no  hai 
necesidad  de  entrar  en  un  largo  debate  para  demostrar  qtie  está  fuera  de  Ip 
ordinario  en  un  pais  en  que  hai  división  de  poderes,  qué  sean  convertidos 
en  jueces  los  empleados  del  orden  administrativo  I  ejecutivo. 

Los  artículos  95  i  S6  son  enteramente  de  procedimiento  I  nada  tiene 
que  ob3ervarles  el  infrascrito. 

Respecto  del  artículo  97  hace  la  misma  observaqion  .^ue  le  hizo  al 
articulo  7,^  para  los  casos  en  que  por  la  adjudicación  ^l  Estado  se  imponjia 
confiscación  al  tercerista. 

ClanículoSoqueeael  último  de  la  lei  S.'  dice:  '^Xia  preséntele! 
dejará  de  ser  aplicable  tan  pronto  como  termine  la  guerra,  i  es  potestativo 
del  Gobernador  suspender  sus  efectos  relativamente  a  cualquier  caso  en 
que  estime  justo  o  conveniente  didponerlo.así." 

Por  este  articulo  1  el  primero  se  ve  que  la  leí  9.*  que  se  acaba  de  exa- 
minar solamente  rije  ^n.tlempo  dp  guerra,  i  entonces  para  fijar, bien  los  tér- 
minos en. que  debe  decretarse  la  suspensión,  es  necesario  que  tengáis  en 
cuenta  algunas  consideraciones  emanadas  de  esa  circunstancia.  , 

-4.'  Mo  existe  en  la  leji^lacipn  nacional  ningún  procedimiento  para 
hacer  efectivas  las  esaccíoties  de  guerra  cuantío  se  halle  perturbado  el  órd^n 
público,  ni  hai  di9po8iclon  alguna  que  indique  si  el  procedimiento  debe 
ser  materia  déla lel.^elps Estados  o  de  una  lei  federal.  Puede  asegurarse 
que  la  autorización  que  ha  tenido  en  la  actual  contienda  civil  el  Presidei^te 
de  la  República  para  decretar  empréstitos  i  contribuciones  de  guerra,  le, ha 
venido  del  articulo  91  de  la  Constitución,  o  sea  del  derecho  de  jentes;  pero 
como  el  derecho  de  jentes  no  se  ocupa  en  dictar  reglas  de  procedimiento 
para  hacer  efectivas  las  contribuciones  de  guerra,  sino  que  eso  queda  a  la 
prudencia  de  los  jefes  militares,  según  el  mayor  o  menor  apuro  en  que  se 
encuentre  el  ejército  con  relación  a  subsistencia  i  a  medios  de  movilización 
i  a  los  demás  elementos  necesarios  para  vencer  al  enemigo;  es  claro  que 
en  los  casos  en  que  los  jefes  de  los  belijerantes  han  ordenado  el  cobró  de 
empréstitos  i  esacciones  de  guerra,  apoyados  en  el  derecho  de  jentes,  no 
se  pueden  tachar  de  Inconstitucionales  las  medidas  adoptadas  para  hacerlas 
efectivas. 

9.'  Como  en  tiempo  de  guerra  civil  los  revolucionarios,  no  pueden 
implorar  en  defensa  de  su  propiedad  la  garantía  del  Inciso  5.^  del  artículo 
15  de  la  Constitución,  porque  ellos  en  su  calidad  de  belijerantes  armados 
contra  las  instituciones,  no  tienen  mas  derechos  i  obligaciones  que  los 
emanados  del  derecho  de  jentes,  pero  no  los  consignados  en  uña  Constitu- 
ción que  no  obedecen;  i  como  las  garantías  del  articulo  4  5  son  en  tiem. 
po  de  guerra  para  los  que  sigan  en  calidad  de  amigos  del  Gobierno  o  de 

neutrales  acatando  las  aatoridades  i  reconociendo  las  instituciones,  se 
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iedaee  qae  I»  M  2.*  qua  se  discute,  en  cumCo  es  ai^caUe  a  los  enem^ 
gos  del  Gobierno  lejítimOy  no  hal  razón  para  suspender  ninguna:  de  sos 
disposiciones  por  motivo  de  inconstitucionalidad. 

5/  Que  no  habiendo  obseryado  ninguna-  regla  los  reYolueionarfos 
en  materia  de  esaeeiones  de  guerra,  sino  que  con  grande  escándalo  se 
ha  visto  que  las  haciendas  de  los  partidarios  del  Gobierno  han  sido  sa» 
queadas  de  noche,  llevándose  todos  los  ganados»  sin  previo  avalúo,  sía 
examinar  si  pertenecen  al  dueño  del  terreno  o  a  terceros  inofensivos,  i 
sin  pararse  ei>  considerar  que  en  muchos  casos  es  una  verdadera  confis- 
cación k)  que  han  consumado,  dejai>do  en  completa  ruina  a  familias  eo'* 
teras,  carecen  de  fundamento!  de  raion^  ante  el  derecho  de  la-  guerra  los 
levolucionarios  que  se  acojan  a  los  preceptos  de  ha  Ganslitucion  para  in* 
validar  por  precipitud  en  los  procedimientos  las  esaeeiones  de  guerra  que 
el  Gobierno  baya  hecho  efectivas  en  los  t>tenes  de  ellos. 

4.'  Que  al  infrascrito  no  fe  corresponde  examinar  sr  es  buena  o 
mala  h  tei  en  cuestión,  sino  si  es  o  né  constitucional;  pero  telóse  de* 
fensor  de  las  garantias  mdividuales,  se  permite  hacer  notar  que  la  citada 
lei  contiene  une  doctrina  civilizadora,  principalmente  teniendo  en  cuenta 
que  su  aplicación  es  durante  la  guerra,  i  es  que  no  se  autoriza  en  ella 
el  apremio  personal"  para  llevar  a  efecto  las  esacciones.  Esos  procedi- 
mientos bárbaros  de  encerrar  fas  personas  a  pan  i  agua  para  arrancarles 
empréstitos,  i  otros  procedimtentos  semejantes  que  algunas  veces  se  han 
puesto  en  práctica  en  el  pais,  no  están  admitidos  por  la  lei  2/  pues  elfa  úoi» 
eamente  permite  perseguir  la  propiedad  del  gravado  con  empréstito  o  cod^ 
tribucion  de  guerra,  sancionando  ef  gran  principio  salvador  de  la  seguri- 
dad individual,  de  que  la  propiedad  es  hi  tínica  responsable  de  los  gravá- 
menes que  provengan  de  ser  propietario. 

Et  infrascrito  os  Rama  Ta  atención  a  Tas  consideraciones  que  aeat» 
de  esponer,  a  fin  de  que  la  suspensión  de  los  artículos  de  la  lei  2/  de  1876, 
espedida  por  Ta  Asamblea  del  Estado  de  Cundinamarce,  qqe  ha  becb<^ 
notar  que  son  inconstitucionales,  lo  sean  en  los  términos  en  qjue  deben 
serlo  de  acuerda  con  dichas  consideraciones,  i  es  en  este  sentido  que  ef 
hrfrascritocoadyuvaen  parte  la  solicitud  de  los  señores  Portocarrero  con 
relación  a  la  lei  2,'  pues  respecto  de  la  lei  3,^  presenta  por  separado  st» 
epinion,  a  fin  de  que  haya  mas  método  i  claridad  en>  el  examen  de  lo» 
puntos  a  que  se  refiere  la  petlcioR  mencionada  * 

Bogotá,  18  de  abril  de  1877^ 

.    R.  Govii^ 
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8e£Lo2>e6  Majietxados. 

José  Haría  i  Rafael  Portocarrero  aolfeitan  la  suspensión  de  la  lei  3/ 
de  4876  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Gundinamarca, 
en  la  parte  en  que  por  el  articulo  4.^  se  grava  eon  un  peso  cada  bulto  de 
mercancías  estranjeras  durante  uu  año  para.subvenir  a  los  gastos  de  la  gue* 
»a,  i  otro  peso  como  derecho  adicional  del  de  degüello  sobre  cada  res  Ta- 
cana que  se  mate»  i  «en  la  que  por  el  articulo  4.^  se  faculta  al  Poder  EjeeiH 
tivo  para  monopolizar  el  ganado  vacuno  o  establecer  carnicerías  oficiales^  i 
reglamentar  este  ramo  de  ingreso. 

El  artículo  4 .°  dice :  **  Para  subvenir  a  los  gastos  de  la  actual  guerra»  ae 
tobtzfi  desde  que  sea  puesta  en  ejecución  la  presente  lef » i  durante  na  año 
después  que  aquella  haya  terminado»  un  peso  por  cada  bulto  de  mercancías 
estranjeras  que  se  introduzcan  en  el  Estado  para  el  consumo»  i  otro  peso 
eoma  derecho  adicional  al  de  degüello  sobre  cada  res  vacuna  que  se  mate." 

El. infrascrito  no  encuentra  la  razón  por  qué  sea  inconstitucional  este 
articulo.  Los  ETstados  tienen  la  facultad  para  imponer  contribuciones  i  fijar 
el  tiempo  durante  el  cual  se  deban  cobrar. 

Los  incisos  4.^  i  5.°  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  no  se  contra- 
fian  con  las  disposiciones  del  articulo  4.^  de  la  lei  3/  porque  espresamente 
se  ordena  qué  no  se  gravan  sino  las  mercancías  estranjeras  que  se  intro* 
duzcan  en  el  Estado  para  el  consumo ;  i  en  cuanto  al  derecho  adicional  de 
degüello  no  bal  objeción  constitucional  que  hacerle. 

Respecto  a  la  facultad  que  se  otorga  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  por 
el  articulo  4,^  para  que  durante  la  guerra  pueda,  como  arbitrio  rentisiico» 
monopolizar  el  consumo  de  ganado  vacuno  o  establecer  carnicerías  oficia* 
les»  tampoco  halla  el  infrascrito  que  sean  inconstitucionales  tales  medidas 
adoptadas  en  la  lei  5/ ;  pues  la  alegación  que  se  puede  hacer  contra  ellas 
es  la  de  atacar  la  libertad  de  industria  en  uno  de  los  principales  ramos  de 
lasque  hai  en  el  Estado  de  Cundinamarca. 

Pero  la  contestación  a  este  argumento  de  ¡nconstitucionalidad  la  da  el 
mismo  incíao  9.^  del  articulo  15  que  trata  de  la  libertad  de  ejercer  toda  In* 
dustría»  agregando,  *'  sin  usurpar  la  de  otro,  cuya  propiedad  han  garantiza- 
do temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles»  ni  leu  ftie  $e 
regervm  la  Union  o  los  Estados  como  arbitrio  rentístico," 

Los  Estados  no  tienen»  pues  prohibición  constitucional  para  estable- 
cer ni  aun  en  tiempo  de  paz  los  monopolios  que  a  bien  tengan»  como  arbi« 
trios  rentísticos»  ni  para  poner  carnicerías  oficíales. 

"*        Que  sea  esta  medida  imul  gravosa  para'  los  dueños  de  ganados  I  muí 
perjudicial  padra  la  riquesa  del  Estado»  lo  comprende  el  infrascrito ;  pero 
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de  esto  no  se  deduce  que  sea  inconstítuciODsly  ni  que  en  tiempo  de  gaem 
DO  llegue  a  ser  Indispensable  adoptarla.  Nada  bal  mas  inconstitucional  qoe 
la  guerra»  pues  ella  enjendra  la  violación  de  todas  las  garantías  individualei, 
i  autorlsa  a  los  encargados  de  mantener  el  orden  público  para  buscar  como 
medios  para  hacer  la  defensa  de  la  sociedad  contra  el  desorden  armado,  no 
solamente  los  que  el  lejislador  cundinamatques  ba  señalado  en  la  leí  3,* 
sino  otros  mas  apremiantes  según  los  peligros  que  corran  las  instituciODes. 

Huí  Con?en1etite,  en  opinión  del  infrascrito»  es  que  se  suspenda  h 
autorización  que  dá  el  artículo  4.^  para  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
monopolice  el  consumo  de  ganado;  pero  no  os  pide  la  decretéis  porque  do 
tenéis  facultad  para  suspender  lo  que  no  es  inconstitucional ;  toca  a  los 
sos,tenedore8  de  la  actual  guerra  hacer  cesar  tal  autorización,  puesto  que  o) 
artículo  l.°  espresamente  dice  que  ella  se  otorga  al  Poder  EjeeotiYoduraais 
la  actual  guerra. 

Bogotá,  18  dé  abril  de  i877« 

tL  QOHXZ. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito»  Secretarlo  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  qos 
en  él  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  379  a  la  898,  bal  nao 
que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  treinu  de  abril  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete,  se 
constituyó  lá  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asisteodadel 
señor  ttíajistrado  Presidente,  doctor  Emigdió  Paiáu,  i  demás  señores  Maiia- 
frádós,  doctores  Rafael  Éártihez  R.,  Manuel  Ezequiel  Corrales,  JosélL 
R(íjas  Garrido  I  Juan  Agustín  üricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  eo  cod- 
síderacion  la  solicitud  ^ue  han  elevado  José  María  i  Rafael  Poriocarrero, 
sobre  que  se  suspenda  la  leí  S,*  de  9  de  octubre  de  mil  ochocientos  seteola 
selir,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundíoa* 
marca,  relativa  al  procedimiento  que  debe  adoptarse  para  hacer  tktíín» 
las  esacciones  de  guerra ;  i  la  parte  1/  del  artículo  i.°  i  final  del  artíealo 
4.^  de  la  leí  5,'  del  mismo  Estado  sancionada  elll  de  octiibre  de  dieboaflo 
sobre  arbitrios  rentísticos.  El  señor  Majistrado  do¿tór  Páláü,  ía  quién lótíi 
en  repartimiento  este  asunto,  sometió  al  examen  de  la  Corte,  el  siguieots 
proyecto  de  resolución : 

Vistos.  La  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundihátnihia, 
espidió  en  nueve  de  octubre  del  año  próximo  pasado,  la  lei  a.*  que  tieat 
por  objeto  deterníinar  el  procedimiento  que  debe,  emplearse  paraiiiMt 
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«lisctivis  las  esaccíones  decretadas  en  tiempo  de  guerra  ;  i  eo  once  del  mlsr 
mo  mes  i  año  espidió  también  la  3/  sobre  arbitrios  rentístícoa,  las  cuales 
aparecen  publicadas»  respectivamente,  en  los  números  597  i  599  del  Rejis' 
tro  del  Estado. 

Con  estos  dos  números  del  citado  periódico  oficial^  debidamente 
autenticados,  han  ocurrido  a  la  Corte,  José  María  i  Rafael  Portocarrero» 
pidiendo  la  suspensión  total  de  la  primera  de  las  enunciadas  leyes,  I  la  par- 
te primera  del  artículo  i.®  i  la  final  del  4.^  de  la  segunda,  asegurando  que 
todas  esas  disposiciones  violan  los  artículos  15  i  91  de  la  Constitución  de  la 
República. 

Oido  el  señor  Procurador  jeneral  acerca  del  anterior  reclamo,  ha  emi- 
tido  SQ  concepto  en  la  estensa  i  razonada  esposicion  que  presentó  en  diez  1 
ocho  del  corriente  mes,  la  cual  dividió  en  dos  partes,  para  consagrar  la  una 
al  examen  detenido  de  la  leí  9/  objetada  de  inconstitucional,  i  la  otra  al  de 
las  disposiciones,  objetadas  igualmente  del  mismo  defecto,  de  la  leí  3/  I 
consecuente  en  dicha  eSposicion  con  su  opiniones  consignadas  en  el  Infor- 
me que  diríjló  al  Presidente  de  la  Union  en  treinta  i  uno  de  diciembre  úl* 
timo  i  que  se  halla  agregado  a  la  memoria  del  Secretario  de  lo  Interior  i 
Relaciones  Esteriores  del  presente  año  concluye  sosteniendo  que  para  los 
enemigos  del  Gobierno  lejitimo,  no  hai  razón  alguna  para  suspender  como 
Inconstitucional  la  referida  leí  9,'  i  apoyando  la  suspensión  parcial  de  va* 
ríos  arliculosde  la  misma,  páralos  amigos  del  espresado  Gobierno  o  neu* 
trales  en  la  lucha,  por  creer  que  para  los  primeros  en  la  situación  de  la 
guerra,  no  rije  sino  el  Derecho  de  jentes,  mientras  que  para  los  segundos  i 
los  últimos,  deben  guardarse  las  garantías  de  la  Constitución  nacional.  En 
cuanto  a  lasdlsposicíones  reclamadas  de  la  leí  3/  no  las  considera  el  señor 
Procurador  contrarias  a  la  indicada  Constitución,  ni  a  las  demás  leyes  de  la 
Union;  i  por  eso,  se  abstiene  de  coadyuvar  la  suspensión  de  ellas. 

El  artículo  72  de  la  Constitución  atribuye  a  la  Corte  la  suspensión  de 
los  actos  lejislatívos  de  los  Estados  que  sean  contrarios  a  la  Constitución  o 
a  las  leyes.  Entre  estas  leyes  nacionales  se  halla  el  Derecho  de  jetites,  con 
arreglo  al  articulo  91  de  la  Conaiitucion  ;  de  mañera  que  sí  el  acto  lejisla- 
tlvo  de  un  Estado  violara  el  Derecho  de  jentes,  podría  la  Corte  suspender 
dicho  acto;  pero  las  leyes  cuya  suspensión  se  solicita,  no  violan  el  Derecho 
de  jentes,  lo  cuaí se  comprende  con  la  simple  leétura  tfe  sus  artículos. 
Trata  de  saberse,  pues»  simplemente  si  dichas  disposiciones  violan  laCons* 
titucion  0'  las  demás  leyes  nacionales,  sin  tener  en  cuenta  lo  que  díspoirga 
U  Derecho  de  jentes,  ni  la  cfrcunstancla  de  haber  sido  espedidas  pAra 
tiempo  de  guerra»  porque  la  Constitución,  al  dar  a  lá  Corte  la  atrilHicion  de 
anspender,  no  eacepeiona  los  actos  lejtslativos  de  los  Estados  espedidos 
IWa  tiempo  de  guerra.   La  Conatítucion  limita  la  facultad  de  lejisiar  de  los 
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Bttadoi  a  las  prescripdones  establecidas  en  ella,  sId  baeer  éislfoeieii  ée 
tiempo  de  pas  o  de  guerra. 

Bajo  este  concepto  entra  la  Corte  a  examinar  d  los  actos  aludidos  loa 
contrarios  a  la  Constitución  o  a  las  leyes  nacionales. 

El  artículo  1,^  de  la  denominada  t.^  de  9  de  octubre  de  S8T6,  e^iea 
bien  claramente  los  puntos  i  asuntos  que  constituyen  su  objeto  t  las  opera- 
raciones  que  formulan  sus  artículos  siguientes : 

Copiándolo,  se  conocen  inmediatamente  la  naturaleza  i  tendencias  de 
esalei. 

Dice  asi: 

'^Cuando  se  haja  declarado  perturbado  el  órdeb  público  jeneralo 
seccional,  se  observar/á  el  procedimiento  especial  que  detalla  la  preieote 
lef,  para  hacer  efectivos  los  empréstitos,  contribuciones,  impuestos  ei- 
Iraordinarios  i  demás  esacciones  de  guerra  que  se  decreten  por  el  Gobierno 
nacional  o  el  del  Estado,  así  como  también  psra  baoer  efectivas  las  esaocío- 
nes  ordinarias  qne  no  se  hubieren  efectuado  durante  la  paz,  o  que  bubierea 
de  tener  lugar  durante  la  guerra." 

Por  este  artículo  se  ve  que  la  leí  en  cuestión»  se  propone,  por  medio 
déla  tramitación  que  detallan  los  artículos  que  la  componen,  señalar  reglas 
i  fijar  prescripciones  para  el  cobro  de  dos  clases  distintas  de  créditos.  Odo6 
provenientes  de  impuestos  I  empréstitos  decretados  por  el  Gobierno  jenenl, 
pertenecientes,  por  lo  tanto  al  Tesoro  de  la  Nación ;  i  los  otros  dimanados 
de  las  esaccíones  ordenadas  por  el  Gobierno  del  Estado,  para  gastos  de  M 
guerra,  i  correspondientes  al  Tesoro  fiscal  del  mismo  Estado. 

Con  respecto  a  los  primeros  nada  ba  podido  estatuir  la  leí,  ni  eo  lo 
sustantivo  ni  en  lo  adjetivo;  porque  ningún  Estado  puede  dictar  leyesen 
los  asuntos  nacionales.  Esa  facultad  es  privativa  del  Gobieroo  federal,  i  él 
es  el  único  que  puedq  ejercerla,  conforme  al  inciso  16  del  articulo  17  de  Is 
Constitución  que  contiene  las  delegaciones  qtie  se  le  hicieron  al  constiiuirlo. 
Dicho  inciso  dice  así : 

'*  La  facultad  de  espedir  leyes,  decretos  i  resoluciones  civiles  i  peas* 
les,  respecto  de  los  negocios  o  materias  que,  conforme  a  esta  Constítucioflf 
son  de  competencia  del  Gobierno  jeneral." 

Entre  las  atribuciones  del  Congreso  enumeradas  eof  el  artículo  49  de 
la  misma  Constitución,  se  encuentra  también  consignada  en  el  indso  i6» 
jssa  facultad*  1  ademas,  el  articulo  50  siguiente  declara  terminantemente 
que  ni  el  Congreso,  ni  las  Cámara^  lejlslatívas  por  separado,  podrán  óáegif 
ninguna  de  sus  atribuciones. 

Incuestionable  es,  pues,  que  la  lei  de  que  se  trau^  carece  de  poder 
para  fijar  procedimientos  con  el  fin  de  hacer  efectivos  derechos  naeiood^» 
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i  careciendo  de  ese  poder,  es  también  Indudable  que  al  verificarlo,  se  bar 
salido  de  su  esfera  de  acción  constitucional  para  invadir  la  del  Gobierno  je- 
neral.  I  encontrándose  en  este  caso  debe  ser  suspendida  en  todas  sus  dis- 
posiciones» que  se  rocen  con  dichos  derechos,  conforme  al  artículo  14  de  la 
Constitución  supracitada. 

1  no  se  diga  que  tal  leles  para  el  caso  de  tener  que  obrar  kis  autorida- 
des del  Estado  como  comisionadas  por  el  Gobierno  de  ki  Union  en  el  cobro 
de  créditos  que- pertenezcan  a  éste;  porque  ademas  de  que  ella  no  lo  dice» 
Dí  lo  espresa  en  ninguno  de  sus  artículos,  la  circunstancia  de  la  comisión 
no  cambia  la  naturaleza  de  las  acciones,  bienes  I  derechos,  objeios  del  pro-* 
cedlmiento  i  del  cobro. 

La  leí  también  es  contraria  en  parte  al  articulo  1,940  del  Código  ju« 
dicíal  de  la*  Nación  que  determina  el  procedimiento  para  cobrar  bienes  t 
rentas  nacionales,  como  lo  son  los  empréstitos  i  las  contribuciones  de  gue* 
rra  impuestos  a  los  particulares  por  el  Gobierno  nacional,  pues  la  lei  del 
Estado  no  puede  determinar  la  tramitación  para  dichos  cobros. 

Pasa  después  de  esto  la  Corte  a  considerar  la  lei,  en  lo  que  se  reía* 
ciona  con  los  créditos  pertenecientes  al  Tesoro  i  derechos  del  Estado  de 
Gundinamarca. 

El  artículo  i  .^  no  tiene  por  objeto  decretar  impuestos,  contribuciones, 
empréstitos  i  esacciones,  ni  fijar  su  cuantía  o  dar  bases  para  su  repartimien- 
to. Supone  todo  eso  decretado;  i  suponiéndolo  se  ocupa  en  establecer  un 
procedimiento  especial  para  hacer  efectivas  las  esaccíones.  No  viola,  pue», 
disposición  ninguna  constitucional  o  legal  de  la  Union,  para  es^r  sujeto  a 
los  casos  de  suspensión. 

El  articulo  3.^  declara  cuáles  son  los  documentos  a  que  se  dá  eF carác- 
ter de  ejecutivos,  para  fundar  sobre  ellos  él  procedimiento  i  proceder  al 
cobro  de  las  deudas.  Tampoco  es  violatorio  de  ningún  precepto  constitucio- 
nal ;  porque  correspondiendo  a  los  Estados  la  lejislacion  civil,  son  ellos  los 
competentes  para  dar  a  los  actos  i  documentos  que  deban  obrar  en  los  jui" 
dos  en  que  se  ventilan  asuntos  del  Estado,  el  mérito  o  fuerza  legal. 

Por  la  misma  razón  nada  tienen  de  objetable  los  artículos  3,^  4,^  5.® 
i  6.^  que  hablando  la  pura  tramitación  del  juicio  con  relación  a  notifica- 
cienes,  embargo  i  pregones  de  los  bient^s  en  que  se  haga  la  traba ;  pues, 
aun  cuando  el  3.^  de  dichos  artículos  declara  que  no  es  apelable  el  mandar 
miento  ejecutivo,  son  las  leyes  de  los  Estados  las  que  pueden,  en  los  negó» 
eios  de  su  competencia,  decir  cuáles  son  i  cuáles  nó  los  autos  apelables  i 
seoalar  las  instancias  que  acuerdan  en  los  Juicios. 

El  articulo  7.^  dispone  que  cuando  las  dos  terceras  partes  del  avalúo 
del  bien  Inmueble  que  se  remata  pasen  de  la  cuantía  de  la  deu.da  que  se 
peraigua»  deberá  siempre  adjudicarse  al  Estado  por  las  dos  terceras  partes. 
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reconociéndose  a  favor  del  ejecutado  o  dueño  de  la  flofi  la  parte  escedeote, 
la  cual  se  pagará  después  de  la  manera  que  ietermine  la  lei. 

Este  artículo  lejos  de  asegurar  al  ejecutado  el  valor  que  le  queda  eo 
la  tinca  o  bfen  que  se  remata,  sujeta  dicho  valor  a  un  pago  continjente  i  no 
real  i  efectivo  como  debe  ser,  porque  la  lei  no  puede  privar  a  ningún  parti- 
cular de  lo  que  le  perteneaca  con  una  simple  promesa  de  Indemoiíaclon.  I 
como  de  los  términos  en  que  se  haya  redactado  dicho  articulo,  se  deduce 
que,  después  de  satisfecho  el  Estado  de  Cundinamarca  del  importe  total  del 
empréstito  o  contribución  d«  guerra,  lo  que  resulte  a  favor  del  deudor  como 
eacedente  en  valor  de  la  linca  podría  quedar  indefinidamente  retenido  por 
cualquier  moti vo,, que  no  es  del  caso  determinar  aquí,  es  evidente  que  esa 
disposición  conculca  lo  dispuesto  en  la  Constitución  que  garantiza  la  pro- 
piedad del  individuo;  propiedad  que  no  está  sujeta  ya  a  esaccion  fiscal  por- 
que  el  Tesoro  aparece  saiisfecho. 

Uanten  ¡endose  los  artículos  S.""  9,^  40,  11, 4 1,  is,  i  4,  15,  i  6,  47,  18 
1 49  en  el  terreno  de  la  lej lalación  del  Estado,  no  bai  motivo  constitiidODal 
para  suspenderlos. 

El  to  está  concebido  en  los  términos  siguientes: 

Ni 

**  Son  admisibles  tanto  las  tercerías  escluyentes  como  las  coadjuvan- 
tes,  que  se  intenten  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  fecha  del 
embargo,  siempre  que  estén  fundadas  en  escritura  pública  válida  ifejistra- 
da,  o  en  documento  privado  i  rejistrado  también»  I  que  el  otorga.* 
miento  i  rejistro  de  la  una  o  del  otro  se  haya  hecho  con  todas  las  formali- 
dades legales,  i  con  anterioridad  al  decreto  o  providencia  por  la  cual  ae 
declaró  perturbado  el  orden  público  jeneral  o  del  Estado.'* 

1  como  en  este  articulo  se  dispone  que  el  otorgamiento  i  rejistro  de  los 
documentos  que  sirven  para  intentar  las  tercerías  han  de  ser  previos  al  de- 
creto por  el  cual  se  haya  declarado  perturbado  el  orden  público,  I  la  lei  de 
que  se  trata  se  espidió  algunos  meses  después  de  la  declaratoria  hecha  sobre 
perturbación  del  orden  público;  envuelve  efectos  retroactivos  coiitrael 
precepto  del  arjticulo  24  de  ia  Constitución.  Por  lo  tanto,  merece  dicho  ar* 
ticulo  ser  suspendido  en  cuanto  pueda  producir  esos  efectos. 

En  la  parte  eñ  que  los  artículos  Si,  33,  33  i  34  otorgan  a  autoridades 
especiales  administrativas  i  al  Gobernador  del  Estado  jurisdicción  i  faculta- 
des para  admitir  las  tercerías  i  decidirlas  empleando  un  procedimiento  bre- 
ve i  puramente  sumarlo,  sacan  del  dominio  del  Poder  Judicial  del  Estado  la 
determinación  de  derechos  fundados  en  hechos  contradictorios,  para  some« 
terla  a  comisiones  i  Tribunales  estraordinarios,  violando  la  garantía  Indivi- 
dual consignada  en  el  inciso  4.^  del  artículo  45  de  la  Constitución  federal. 
Deben  por  este  fundamento  ser  suspendidos  tales  artículos. 

*'  Ho  bai  contra  loa  demás  artículos  objeciones  que  los  presenten  como 
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inaoeptftblea  ra^  campo  de  b  Gonstjtueioii  í  4a  las  lejian»  coo  moeftíoú 
de  la  ülUma  parte  del  17,  qae  debe  ter  suapendida  pdr  loa  rnoütoa  eapraaa* 
dos  pan  decretar  Ja  auapenaion  4^  T.° 

£d  cuanto  a  la  aaapenaion  que  sepidCsdela  primera  partt  del  iMrtfciir 
lo  f  «^  i  la  final  del  artículo  i.^  de  la  lei  s»*  el  aefor  Procurador  jeoeral  ia 
contradice  en  loa  términoa  algulentea  t 

''  Joaé  Haría  i  Rafael  Portocarrero  solicitan  la  auapenaion  de  la  lei  3/ 
de  t876  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cu odinamarea, 
en  la  parte  en  que  por  el  artículo  i.^  se  grava  con  un  peso  cada  bulto  de 
mercancías  estranjeras  durante  un  año  para  subvenir  a  los  gastos  de  lá  gue* 
rra,  i  otro  peso  como  derecho  adicional  del  de  degüello  aobre  cada  res  va* 
cuna  que  se  mate,  i  en  la  que  por  el  artículo  4.^  se  faculta  al  Poder  Ejecu- 
tivo para  monopolizar  el  ganado  vacuno  o  establecer  carnicerías  oficlalea,  i 
reglamentar  este  ramo  de  ingreso. 

**  El  articulo  1.^  dice :  **  Para  subvenir  a  los  gastos  de  la  actual  guerra, 
ae  cobrará  desde  que  sea  puesta  en  ejecución  la  presente  lei,  i  durante  nn  año 
después  que  aquella  haya  terminado,  un  peso  por  cada  bulto  de  mercancías 
estranjeras  que  se  introduzcan  en  el  Estado  para  el  consumo,  i  otro  peso 
como  derecho  adicional  al  de  degüello  sobre  cada  res  vacuna  que  se  mate/' 

^'El  infrascrito  no  encuentra  la  ratón  por  qué  sea  Inconstitucional  este 
articulo.  Los  Estados  tienen  la  facultad  para  Imponer  contribuciones  i  Ajar 
d  tiempo  durante  el  cual  se  deban  cobrar. 

''Los  incisos  4.^  i  5.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  no  se  contra- 
rían  con  las  disposiciones  del  artículo  l.^  de  la  leí  8,*  porque  espresamente 
ae  ordena  que  no  se  gravan  sino  las  mercancías  estranjeras  que  se  intro- 
duzcan en  el  Estado  para  el  consumo ;  i  en  cuanto  al  derecho  adiciona  de 
degüello  no  hai  objeción  constitucional  que  hacerle. 

''Respecto  a  la  facultad  que  se  otorga  al  Poder  Ejecutivo  del  Estaco  por 
el  artículo  4.^  para  que  durante  la  guerra  pueda,  como  arbitrio  rentístico, 
monopolizar  el  consumo  de  ganado  vacuno  o  establecer  carnicerías  oficia- 
les,  tampoco  halla  el  infrascrito  que  sean  inconstiiucionales  tales  medidas 
adoptadas  en  la  lei  3/ ;  pues  la  alegación  que  se  puede  hacer  contra  ellas 
es  la  de  atacar  la  libertad  de  industria  en  uno  de  los  principales  ramos  de 
laa  que  hai  en  el  Estado  de  Cundinamarca. 

"Pero  la  contestación  a  este  argumento  de  inconstítucionalidad  la  da  el 
mismo  inciso  9.^  del  artículo  i  5  que  trata  de  la  libertad  de  ejefcer  toda  in- 
dustria, agregando,  "  sin  usurpar  la  de  otro,  cuya  propiedad  han  garantiza- 
do temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles,  niiai^9e 
reierven  la  Union  o  los  Estados  como  arbitrio  rentistico.** 

'*Los  Estados  no  tienen,  pues,  prohibición  conatltucional  para  eatable- 
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cer  ni  ami  w  tíenpo  de  pai  los  nxNiopoUos  que  a  Ueo  tengent  oMM  trbi« 
tfios  rentísticos,  ni  para  poner  carnicerias  olciales. 

**  Que  sea  esta  medida  mui  gravosa  para  los  dueños  de  ganados  i  mdl 
perjudicial  para  la  riquesa  del  Eslado,  lo  comprende  el  infrascrito ;  pero 
dé  esto  no  ae  deduce  que  sea  inconstitucional»  ni  que  en  tiempo  de  guerra 
no  llegue  a  ser  indispensable  adoptarla.  Nada  bai  mas  ineonstituciOBsi  que 
la  guerra»  pues  ella  enjendra  la  violación  de  todas  las  garantías  individualeSi 
1  autorisa  a  los  encargados  de  mantener  el  orden  público  para  boscar  como 
medios  para  hacer  la  defensa  de  la  sociedad  contra  el  desorden  armado,  no 
solamente  los  que  el  lejislador  eundinamarques  ba  señalado  en  fa  lei  3/ 
sino  otros  mas  apremiantes  según  los  peligros  que  corran  las  Instltucionesi 

**  ICui  conveniente»  en  opinión  del  infrascrito»  es  que  se  suspenda  la 
autoriaaeion  que  da  el  articulo  4.°  para  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
monopolice  el  consumo  de  ganado ;  pero  no  os  pide  la  decretéis  porque  no 
tenéis  facultad  para  suspender  lo  que  no  es  inconstitucional ;  toca  a  los 
sostenedores  de  la  actual  guerra  bacer  cesar  tal  autorización  ^  puesto  qaed 
articulo  4«^  espresameate  dice  ^ue  ella  se  otorga  al  Poder  Exécutivo  durante 
la  actual  guerra."^ 

**  1  como  las  ratones  que  en  esta  vista  se  emiten  para  impugnar  tal 
suspensión,  son  concluyentes,  no  se  puede  acceder  a  ello. 

**  Por  todo  lo  espuesto»  pues,  la  Corte  administrando  justicia  en  nom- 
bre de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridadde  la  lei».  i  en  uso  de 
la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacionali  sos- 
pende  la  lei  2/  espedida  en  9  de  octubre  del  año  prdximo  pasado  por  la 
Asamblea  de  Cundinamarca,  por  la  cual  se  determina  ef  procedimiento 
para  hacer  efectivas  las  esacciones  de  guerra  i  las  ordinarias  en  tiempo  de 
guerra  en  cuanto  dicha  lei  fija  tramitación  i  reglas  para  el  cobro  i  realisa* 
cion  de  créditos,  impuestos,  contribuciones,  empréstitos  i  esaceionee  na* 
dónales» 

**  Respecto  a  la  parte  en  que  la  misma  lei  se  ocupa  de  detallar  el  pro- 
cedimiento para  el  cobro  i  efectividad  de  créditos,  impuestos  i  edacdonefl^ 
pertenecientes  al  Estado  soberano  de  Cundinamarca»  se  suspenden,  apenas, 
los  artículos  siguientes : 

**  El  7«^  i  la  última  parte  del  21 ;  el  20  en  cuanto  pudiera  ser  apHesdo 
con  efiecto  retroactivo  ;  i  los  21,  22,  23  i  2i  en  cuanto  dan  jurisdicción  i  fa« 
cuitados  a  autoridades  administrativas  i  al  Gobernador  del  Estado  para  ad- 
mitir i  decidir  tercerías  en  virtud  de  un  procedimiento  puramente  sumario, 
por  corresponder  eso  a  las  autoridades  judiciales  del  Estado,  en  los  téroi- 
nos  de  sus  leyes  vijentes. 

**  Se  declara  que  la  primera  parte  del  artículo  1.°  i  la  final  del  ártica^ 


—  347  - 

lo  4.^  defa  iei  5/  aobre  arbitrios  rentísticos,  no  están  en  el  oteo  constitii- 
ciooel  de  ser  sospendidas, 

**  Particípese  al  Gobernador  del  Estado  de  Gundinamarca  ;  pubUque* 
ee  esta  determinación  en  el  Diario' Oficial,  i,  deíándose  copia  de  ellai  pásese 
el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  la  decisión  ulterior." 

Sometido  el  anterior  proyecto  a  la  consideración  de  la  Corte,  i  después 
de  un  detenido  debate  o  examen,  estuvieron  de  acuerdo  todos  los  señores 
Majfstrados  respecto  a  los  pantos  siguientes :  1.°  En  suspender  la  Iei  S/  en 
cuanto  determina  reglas  i  lija  procedimientos  para  el  cobro  de  créditos  na- 
cionales; 2.^  En  suspender  igualmente  las  disposiciones  contenidas  «n  él 
articulo  7.ode  una  manera  absoluta,  lo  mismo  que  la  última  parte  del  ar- 
tículo S7 ;  i  en  el  articulo  20  de  la  Iei  S/  ya  citada,  en  cuanto  pudiera  ser 
aplicada  con  efecto  retroactivo ;  i  8.^  En  no  suspender  la  primera  parte  del 
articulo  1,^  ni  la  final  del  articulo  4.^de  la  Iei  3/  sobre  arbitrios  rentísticos. 
I  aunque  en  el  mismo  debate  opinaron  los  señores  Majistrados  Paláu,  llar* 
tines  R,  Rojas  Garrido  I  Uricoechea  por  la  suspensión  de  los  artículos  tl^ 
n,  23  i  24  de  la  referida  Iei  a,'  el  señor  Majistrado  Corrales  no  opinó  por  la 
suspensión  de  estas  disposiciones  últimamente  citadas,  por  no  considerarlas 
contrarias  a  la  Constitución  nacional,  según  las  razones  que  se  consignan 
en  seguida  de  esta  acta . 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  en  ejercido  de  la  atribución  que  le  con* 
"fiere  él  articulóla  déla  Constitución  nacional,  resuelve  por  unanimidad  de 
votos,  lo  siguiente,  administrandojusticta  en  nombre  délos  Estados  Unidos 
de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  Iei ; 

1.^  Suspender,  como  suspende,  la  ejecución  de  la  Iei  2/  de  9  de  oc- 
tubre de  1676,  '<por  la  cual  se  determina  el  procedimiento  para  hacer  efec. 
iivas  las  esacciones  de  guerra»  i  las  ordinarias  en  tiempo  de  guerra,"'  espedi- 
da por  la  Asamblea  Lejislatíva  del  Estado  soberano  de  Gundinamarca  I  pu- 
blicada en  el  námero  5in  del  Rejistro  del  Eitado,  en  cuanto  por  dicha  Iei  se 
hace  ostensivo  el  procedimiento  qué  establece  al  cobro  i  realización  de  cré- 
ditos. Impuestos,  empréstitos  i  demás  esacciones  nacionales ;  por  ser  bajo 
este  respecto  contraria  a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Nación ; 

2.^  Suspender,  como  en  realidad  suspende,  de  un  modo  absoluto,  ei 
articulo  7.^  de  dicha  leí  2/  para  que  no  sea  aplicada  en  los  negocios  de  com- 
petencia del  Estado  de  Gundinamarca  ;  por  ser  dicho  artículo  contrario  al 
derecho  de  propiedad  que  garantiza  la  Gonstítucion ; 

3.^  Suspender  también,  como  suspende,  la  parte  final  del  artículo  17 
de  la  Iei  2/ referida,  que  dice  asi:  **l  en  caso  de  adjudicación  al  Estado, 
éiíle  le  reconocerá  el  valor  de  esa  misma  parte,  el  cual  le  será  pagado  como 
lo  determina  la  Iei ; "  En  los  mismos  términos,  i  porlasraxoneaqmdaa 
lugar  a  la  suspensión  del  artículo  7.^ ; . 
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é.^  StttpÉtodir  d  arttcilo  M  de  la  mendonada  lali,»eon»  i»  üritM 
lo  suspendei  en  enanto  pudiera  ser  aplicado  con  efecto  reCroaetito ;  ea  eayí 
caso  dolarla  el  artículo  14  de  la  Gonsif tucion  nacional ; 

a.^  No  suspender  cono  no  suspende,  por  no  concurrir  la  unanimiM 
de  votoé  requerida,  latf  disposiciones  de  los  artículos  ti,  n,  t3 1 M  4i  la 
misma  lei  t/; 

« 

6.^  No  suspender  los  efectos  de  la  primera  parte  del  articulo  !••  niloi 
de  la  parte  final  del  articulo  4.^  de  la  lei  3/ espedida  en  U  de  octubre  dé 
19l9i  sobre  arbitrios  rentisticos,  inserta  en  el  número  509  del  Emitiré  U 
EitúiOf  por  no  ser  tales  disposiciones  contrarias  a  la  Oonstitucion  ni  a  In 
léjres  nacionales ;  i 

7.^  Que  se  pase  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  con  oo* 
pía  de  esté  acuerdo,  para  los  fines  ulteriores ;  se  remita  copia  del  Inbmo  i 
lá  Gobernación  del  Estado  de  Gundinámarca,  i  se  publique  en  el  Dtsns 
Oficial. 

Con  lo  cual  se  dio  por  terminado  el  acuerdo  cuya  acta  firman  los  «^ 
ñores  Majlstrados  por  ante  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente»  Exigdio  Palau— Rafisl  Maetinez  R.-^Mimuil  E» 
QuncL  CeaRALBS— -Josa  M.  Rotas  Giraido— Juan  Agustui  Urigobcbea.— B 
Secretario,^  Rafael  E.  Santander. 

Es  eqi>ia  conforme— Bogotá,  cuatro  de  mayo  de  mil  ochocientos  fs- 
tanta  i  ocho.— El  Secretario,  Rajuel  E.  Samander. 


Toro  DEL  SESfOB  MaJISTÉADO  COBBÁLlfiS. 

Es  Siempre  delicada  i  grave  toda  cuestión  que  se  somete  al  eximan  de 
h  Corte  Suprema,  para  que  la  resuelva  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  di 
él  articulo  79  de  la  Constitución  nacional;  i  por  eso*  exije  dicho  artículo  la 
unanimidad  de  votos,  para  que  pueda  suspenderse  la  ejecución  de  uu  acto 
lejislativo  cualquiera  de  un  Estado;  asi  como  el  articulo  14  de  la  misma 
Constitución  espresa  que  se  hallan  sujetos  a  suspensión  i  anulación,  solo  los 
actos  lejislatlyos  de  Iss  Asambleas  de  los  Estados,  que  salgan  miaátimg^ 
de  su  esfera  de  acción  constitucionaL 

En  toda  cuestión  de  esta  naturalesa  hai  que  tener  presentes,  neeeta- 
ifamente,  dos  cosas ;  las  garantías  de  los  individuos  i  la  soberanía  ds  ios 
Estados ;  para  que  en  ningún  caso  se  hagan  ilusorias  por  las  decisiooss  que 
Bsgiif  la  Corte  a  dictar» 

Cree  el  infrascrito  que  los  articules  M^  ii,  <s  t  M  da  la  M  &a  da 
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Ccuidiaajgian»  de  1876»  (f»  ban  aido  aottaadoa»  oo  son  coQtrarips  a  U 
GoQitKudon  nacional ;  i  siente  gran  pena  en  separarse,  respecto  de  ellos  de 
la  opinión  que  sostienen  sus  honorables  colegas,  i  que  el  infrascrito  consi- 
dera sin^mbargo  digna  de  su  respeto  • 

Se  asienta  en  el  proyecto  presentado  a  la  discusión,  i  se  lia  sostenido 
eo  ésta,  que  los  cuatro  ariiculos  referidos  violan  el  inciso  A.^  del  articulo 
i  6  de  la  Constitución,  que  consagra  la  garantía  de  la  ieguriiad  penontü ;  i 
que  lo  violan,  porque  sustrae  del  Poder  judicial  del  Estado  de  Cundinamar* 
ca,  para  atribuirlo  a  autoridades  administrativas,  el  conocimiento  i  la  decí* 
6Íon  de  las  tercerías  que  tengan  lugar  en  los  juicios  ejecutivos  de  que  trata 
ia  lei  que  se  examina;  pero  el  infrascrito  se  permite  manifestar  que;  en  su 
biimildle  concepto,  ninguna  conexión  tiehe  el  examen  i  decisión  judicial  de 
puntos  de  derecho  o  de  hecho  que  orijinen  las  tercerías,  ya  escluyentes,  ya 
coadyuvantes,  con  la  seguridad  personal,  pues  esta  consiste  en  que,  ni  los 
interaei  o  la  propiedad^  sino  la  persona,  **  no  sea  atacada  impunemente  por 
otro  individuo  o  por  la  autoridad  pública»  ni  presa  o  detenida,  sino  por  mo« 
tivo  criminal  o  por  pena  correccional,  ni  juzgada  por  comisiones  o  Tribuna- 
les  estraordinarios,  ni  penada  sin  ser  oida  i  vencida  en  juicio ;  i  todo  esto 
en  virtud  de  leyes  preexistentes." 

Las  tercerías  siempre  versan  sobre  intereses^  i  nunca  sobre  falta  de 
¿eguridai  personal.  O  en  otros  términos :  las  decisiones  que  se  pronuncian 
en  las  tercerías  coadyuvantes  o  escluyentes,  en  todo  caso  afectarán  la  pro- 
piedad  del  opositor  o  acreedor,  pero  tales  decisiones  no  se  rozarán  con  la 
seguridad  de  las  partes  que  sostengan  la  controveráia. 

En  la  discusión  de  este  asuntóse  ha  dejado  comprender  que  en  la  fra- 
se contenida  en  el  inciso  4.^  del  artículo  15  de  la  Constitución,  **ni  jusyih 
dos  fwr  cemiriones  o  Tribunáké  estraardinarioB*'  abraza  los  juicios  civiles  asi 
como  los  criminales ;  i  que  por  tanto,  los  artículos  que  se  examinan  de  la 
lei  de  Cundinamarca  pecan  contra  esa  parte  de  dicho  inciso,  por  considerar 
a  los  funcionarios  del  orden  administrativo  que  hubieran  de  intervenir  en 
las  tercerías,  como  Tribunales  estraordinarios.  No  opina  de  este  modo  el 
infrascrito,  porque  juzga  que  la  garantía  de  la  propiedad,  que  es  la  que 
puede  veniilarse  en  juicio  ctinl,  está  consagrada  en  el  inciso  5,^  Ademas,  ni 
en  el  estilo  forense,  ni  en  el  lenguaje  común,  se  espresa  que  un  litigante  o 
varios  litigantes  que  sostienen  cualquiera  controversia,  están  juzgándose 
por  el  Tribunal  que  conoce  de  ésta ;  esa  palabra  *' juzgado,"  solo  se  refiere 
a  le  persona  sometida  a  juicio  criminal. 

Mas  suponiendo  que  esa  parte  del  inciso  4.^  comprendiera  los  juicios 
civiles,  tampoco  cree  el  infrascrito  por  esa  razon^  que  los  artículos  de  que 
tr^  son  inct>ngtltucionaIea.  Los  Estados  tienen  facultad  para  diotar  leyes» 
estableciendo,  aumentando  o  ^sminujendo^  o  aaprimiendo  los  Juzgados  en 
m  respeetifvo  territorio;  de  suerte  qw  9i  (ucira  argumento  de  ineonstitucio- 
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vtaHdad  de  los  cuatro  mencionados  artículos,  él  que  según  ellos  se  sostne 
el  conocimiento  i  la  decisión  de  las  tercerías  a  que  se  refiere  la  leí  aciusdi, 
de  ios  Jueces  que  preexistian  a  la  espedicion  de  diclia  leí,  lo  seria  también 
para  sostener  esto :  que  una  vez  organizado  de  cierto  modo  el  Poder  judicial 
de  un  Estado,  no  podía  hacerse  variación  en  él  relativa  a  la  organizacioQ  de 
diciio  poder;  lo  cual  en  sentir  del  infrascrito,  parece  un  absurdo. 

Un  Juez  en  un  Estado  cualquiera,  es  ei  individuo  investido  del  Gvio- 
ter  público  que  le  da  la  iei  para  conocer  i  decidir  los  juicios  o  controversiai 
de  cierta  naturaleza ;  de  modo  que,  si  es  Juez  o  se  le  llama  tal,  es  por  efee* 
to  de  una  leí  que  le  da  la  atribución  de  juzgar  i  resolver  algunas  cuestiones. 
Ho  es  Juez  por  otra  cosa.  Los  recaudadores  o  colectores  asi  como  el  Gober- 
nador de  Cundinamarca,  son  Jueces  desde  el  instante  en  que  conforme  a  li 
leí  9/  que  se  examina  deben  examinar  i  decidir  las  tercerías.  I  no  seráopor 
cierto  Tribunales  eitraordinarioi,  sino  especiales^  porque  únicamente  les 
está  atribuido  el  conocimiento  de  algunos  negocios  civiles ;  asi  como  seo 
especiales,  i  no  estraordínarios,  los  consejos  de  guerra,  los  Tríbuntleide 
cooiercSo  etc. 

Por  consiguiente,  reputando  el  infrascrito  como  jueces  a  los  Recao- 

dadores  i  al  Gobernador  de  Cundinamarca,  porque  la  Iei  de  ese  Estado  leí 

confiere  jurisdicción  o  facultad  de  administrar  justicia  en  determinados 

negocios,  en  virtud  de  la  propia  autonomía  seccional,  es  de  concepto  qee 

no  hai  inconstitucionalidad  en  la  parte  de  la  leí  S.*  objeto  dd  preseote 
examen. 

Manuel  Ezeqüiel  Cóbrales  —  Paláu— MARTfaíBZ  R.— Eójas 
Gareido — ÜBICOECHBA — ^Elj^Secretario,  Rafael  E,  Santarider. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  mayo  A  de  mil  ochocientos  setenta  i 
siete.— El  Secretario,  Rafael  £.  Santander. 


Informes  de  la  Comisión  Inspectora. 

Honorables  Senadores. 

I. 

Los  señores  José  María'.i  Rafael  Portocarrero  solicitaron  de  It  Corte 
Suprema  federal  la  suspensión  de  la  leí  S,'  de  la  parte  primera  del  ^tüx^ 
I.""  i  de  la  parte  final  del  artículo  i.""  de  la  leí  d."  espedidas  ambas  por  ^ 
Asamblea  del  Estado  soberano^de  Cundinamarca,  1  sancionadas  rsipoctt^' 
mente,  en  9  iii  de  octubre  del  año  próximo  pasado. 

Del  memorial  de  los  señores  Portocarrero  se  dio  vista  al  sefior  Pro- 


—  364  - 

t 

curador  jeneral  de  la  Nación ;  leste  funcionario,  al  evacuar  su  concepto 
coadyuvó  en  parte  la  solicitud  de  aquellos  en  lo  concerniente  a  la  leí  2/  i 
la  combatió  en  lo  relativo  a  la  lei  3/ 

Sustanciado  debidamente  el  negocio  ante  la  Corte  Suprenuí»  esta 
Corporación  en  sala  de  acuerdo  resolvió : 

'*i.^  Suspender  *Ma  ejecución  de  la  lei  S/  de  9  de  octubre  de  iSVe» 
por  la  cual  se  determina  el  procedimiento  para  hacer  efectivas  las  esacclo* 
nes  de  guerra  i  las  ordinarias  en  tiempo  de  guerra,'*  espedida  por  la  Asam- 
blea lejlslativa  del  Estado  soberano  de  C^indinamarca,  i  publicada  en  el 
numero  697  del  Rejistro  del  Estado,  en  cuanto  por  dicha  lei  se  l^e  estén- 
sivo  el  procedimiento  que  establece,  al  cobro  I  realización  de  créditos,  im- 
puestos, emprestes  i  demás  esacciones  nacionales,  por  ser  bajo  este  res- 
pecto contraria  a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Union -/^ 

^*S.^  Suspender  de  un  modo  absoluto,  el  articulo  7.^  de  dicha  lei  S^* 
para  que  no  sea  aplicado  en  los  negocios  de  competencia  del  Estado  de  Con- 
dinamarca ;  por  ser  dicho  artículo  contrarío  al  derecho  de  propiedad  que 
garantiza  la  Constitución  '/^ 

''3.^  Suspender  la  parte  final  del  articulo  t7  de  la  lei  s/ referida, 
que  dice  así:  Menease  de  adjudicación  al  Estado,  éste  le  reconocerá  el 
valor  de  esa  misma  parte,  el  cual  le  será  pagado  como  lo  detertíiine  la  lei/ 
En  los  mismos  términos,  1  por  las  razones  que  dan  lugar  a  la  suspensión  del 
artículo  7.°" 

'U.^  Suspender  el  articulo  20  de  la  mencionada  lei  t,' en  cuanto 
pudiera  ser  aplicado  con  efecto  retroactivo  ;  en  cuyo  caso  violaría  el  arti- 
culo S4  de  la  Constitución  nacional  ;*' 

''5.^  No  suspender,  por  no  concurrir  la  unanimidad  de  votos  reque^ 
rida,  las  disposiciones  de  los  artículos  21,  23,  S3  i  24  de  la  misma  lei  2/;  i 

**  e.^  No  suspender  los  efectos  de  la  primera  parte  del  articulo  1,^  n! 
los  de  la  parte  final  del  artículo  ^^  de  la  lei  8,'  espedida  en  li  de  octubre  de 
1876,  sobre  arbitrios  rentísticos,  inserta  en  el  numero  599  del  üe/ú^ro  del 
Eitado,  por  no  ser  tales  disposicionc!»  cantrarias  a  la  Constitución  ni  a  la» 
leyes  nacionales." 

II 

Remitido  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  que  esta 
Corporación  decida  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  las  dispo- 
siciones legales  denunciadas,  pasó  al  estudio  de  la  comisión  prural  de  ins- 
pección de  actos  lejislativos  de  los  Estados. 

Dicha  Comisión  ha  examinado  el  asuuto  con  el  esmero  i  con  la  alen- 
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don  qae  tu  misma  gravedad  demanda,  i  ha  tenido  li  pena  de  fer  iitiMi 
las  opiíifones  de  sus  mfembroá;  por  lo  cual  te  presentarán  al  Senado  doi 
informes  i  dos  proyeoios  de  resolución • 

La  mayoría  de  la  Comisión»  que  la  forman  los  Senadores  MoriBo, 
Herrera  i  Restrepo  E,  formulan  en  ios  términos  siguientes  sos  opioiODSi 
sobre  la  materia } 

iii 

El  artículo  i  4  de  la  Constitución  nacional  contiene,  en  nuestra  opinioB, 
la  regla  di  criterio  que  del)e  tenerse  en  cuenta,  I  que  nunca  del)e  oItí- 
darse,  al  ejercerse  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios  la  delicada  i  grarí- 
sima  atribución  que,  bajo  el  número  5.^  le  conflere  el  articulo  M  de  li 

misma  Constitución.  Dicho  articulo  II  está  concebido  asi : 

f 

'' Art.  i  4.  Los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  qae 
salgan  mdefUemente  (subrayamos  este  adverbio  por  la  importancia  cardiod 
que  desempeña  en  la  oración)  de  su  esfera  de  acción  constitucional  se  lut- 
lian  sujetos  a  suspensión  i  anulación,  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta  Goo** 
titucion  ;  pero  nunca  atraerán  al  Estado  responsabilidad  de  ningún  jéoero 
cuando  no  se  hayan  ejecutado  i  surtido  sus  naturales  efectos.'" 

Es  a  la  luK  deesa  disposición,  que  guarda  armenia  i  estrecha  corret- 
pendencia  con  el  cuerpo  jeneral  de  la  Constitución,  que  vamos  a  examinar 
las  disposiciones  legales  de  Cundinaroarca,  denunciadas  como  contrarias  i 
la  misma  Constitución.  No  olvidemos  que  esto  es  un  verdadero  pacto  cele* 
brado  entre  Estados,  que  quisieron  reservarse  i  se  reservaron,  en  etetíOf 
casi  la  plenitud  de  su  soberanía;  i  que,  por  lo  mismo,  no  pudieron  someter 
los  actos  lejislativos  de  sus  cuerpos  representativos,  a  una  posterior  rrriaion 
de  dos  de  los  altos  Poderes  federales,  sino  en  el  dnico  caso  de  una  matute 
invasión  en  la  esfera  constitucional  de  la  Union. 

Sentado  esto,  entramos  en  la  discusión  de  las  leyes  denundajdas. 

IV 

El  articulo  1.^  de  la  lei  2.*  de  Cundinamarca,  denunciada,  diceasf: 
'*  Art.  1.^  Cuando  se  haya  declarado  perturbado  el  orden  püblícojene- 
ral  o  seccional,  se  observará  el  procedimiento  especial  que  detalla  la  pretenie 
lei,  para  hacer  efectivos  los  empréstitos,  contribuciones,  ioorpuealos  es* 
iraordinarios  i  demás  esacciones  de  guerra  que  se  decreten  por  el  Gebiemo 
nacional  o  el  del  Estado,  asi  como  también  para  hacer  efectivas  las  esaoeío* 
nes  ordinarias  que  no  se  hubieren  efectuado  durante  la  paz,  o  quetolNaMB 
de  tener  lugar  durante  la  guerra." 

La  simple  lectura  del  articulo  preinserto  conversa  de  qae  la  lei  1*  de 
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Cnndlnaíoaarcay  et  una  lei  adjetiva,  una  leí  meramente  proúedlmental,  que 
sin  ocuparse  de  la  creación  de  derechos  i  de  obligaciones»  se  limita  a  deter* 
minar  las  reglas  según  las  cuales  habrán  de  llevarse  a  efecto,  en  tiempo  de 
guerra,  el  cobro  de  contribuciones,  empréstitos  i  demás  esacciones  de 
guerra.  1  asi  es  realmente^  La  citada  lei  desarrolla  en  todos  sus  artículos. 
un  plan  metódico,  según  el  cual  debe  llevarse  a  efecto  dicho  cobro. 

Por  consiguiente,  para  apreciar  los  alcances  de  ella,  en  lo  que  se  re* 
fiera  a  invasión  de  la  esfera  constitucional  de  la  competencia  de  la  Union, 
basta  examinar  el  articulo  1.^  mencionado. 


Se  (la  sostenido  por  la  Corte  Suprema  federal,  que  la  Asamblea  de 
Cundínamarca  invadió  las  atribuciones  constitucionales  I  privativas  del  Con- 
greso federal,  al  6jar,  para  ^'cuando  se  haya  declarado  perturbado  el  orden 
público  jeneral,  un  procedimiento  especial  para  hacer  efectivos  los  emprés» 
titos  contribuciones,  Impuestos  esiraordínarios  i  demás  esacciones  de  guerra 
que  se  decreten  por  el  Gobierno  nacional.'* 

Se  dice  que  ésta  es  atribución  del  Gobierno  jeneral,  conforme  al   in* 
ciso  16  del  art'culo  17  de  la  Constitución,  reproducida  en  la  16  del  articulo, 
49,  mediando  la  circunstancia  de  que,  conforme  al  artículo  50  de  la  misma 
Constitución,  ni  el  Congreso,  ni  las  Cámaras  lejislativas  por  separado,  po- 
drán delegar  ninguna  de  sus  atribuciones. 

Nosotros  no  consideramos  la  cuestión  desde  el  mismo  pumo  de  vista 
que  la  considera  la  Corte  Suprema  federal;  i  por  eso  hemos  llegado  a  con- 
clusiones en  un  todo  opuestas. 

En  nuestra  opinión,  no  debe  perderse  de  vista  que  la  lei  S.*  se  espidió 
en  tiempo  de  guerra  i  para  una  situación  de  guerra ;  tiempo  en  el  cual  rije, 
de  preferencia,  sobre  toda  otra  disposición,  el  articulo  91  de  la  Cons- 
titución. 

Esta  dispone  en  el  articulo  Si  que  **  ninguna  renta,  contribución  o  im- 
puesto nacional  sea exijible  sin  que  se  haya  incluido  nominalmente  en  el  Pre* 
supuesto  que  el  Congreso  deba  espedir  cada  año ;''  i  sinembargo,  es  evidente 
que  dado  el  estado  de  guerra  durante  el  receso  del  Congreso,  i  sobrevenida  la 
insuficiencia  de  las  contribuciones  i  rentas  ordinarias,  para  atender  a  los 
gastos  qué  demande  el  restablecimiento  del  orden,  el  Poder  Ejecutivo  na- 
cional, puede  ordenar  la  esaccion  de  contribuciones  estraordinarias,  la  con- 
signación de  empréstitos  forzosos,  i  la  creación  de  nuevas  fuentes  de  ren- 
dimientos fiscales,  con  el  propósito  de  subvenir  a  los  gastos  preferentes  de 
la  guerra;  facultad  que  no  puede  derivarse  de  otra  disposición  qoe  de  la 
doctrina  del  articnlo  91  de  la  Constitucioa. 

1 680  precisamente  as  lo  que  ocurrió  en  la  última  lucha.  £1  Peder 
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SjQcuttvocrednuerosin^puestos,  no  incluidos  en  U9  anieriore»  1e;e»  de 
PresúpaestOB ;  i  ordenóla  esaccíon  de  fuertes  empréstitos.  Hedíante  a  loi 
recursos  estraordínaríos  que  se  crearon  de  ese  modo,  pudo  el  Peder  £ja^ 
eutifo  atender  a  las  exijencías  de  la  g^uerra,'  i  conducir  los  sucesos  al  deseih 
tlEK^ feliz  para  I^s  instituciones,  a  que  llegaron.  1  precisamente  esa  coo« 
ducta  fué  la  que  mereció  i  mottvd  la  esplícita  aprobación  de  las  Cámaras 
en  los  primeros  dias  de  sus  sesiones  en  el  presente  año. 

Ahora  bien,  refiriéndose  la  leí  2/  de  Cundín^marca  precisiimente  a 
esos  empréstitos,  contribuciones,  impuestos  i  esacciones  de  guerra,  de  c»t 
rácter  estraordlnarlo,  para  fijar  el  procedimiento  seguro  o  espedito  que  debe 
seguirse  para  hacerlos  efectivos  ¿en  qué  forma  i  de  qué  manera  invade  las 
naturales  facuhiides  del  Congreso  ? 

Se  comprende  que  si  se  tratara  del  cobro  de  los  impuestos  ordinarios, 
establecfdos  por  las  leyes,  habría  usurpación  defunciones  de  parte  del» 
Asamblea  Lejislativa  de  un  Estado,  al  lejislar  fijando  el  procedfmient&para 
hacer  efectivos  esos  impuestos.  Mas  no  se  comprende  cómo  pueda  haber 
esa  usurpación,  tratándose  de  impuestos,  empréstitos  etc.  que  salen  de 
las  reglas  comunes,  r  que  provienen  de  una  situación  anormal. 

Remontándonos  al  oríjen  de  los  hechos,  es  como  mejor  puede  com- 
prenderse h  leí  de  Gundinamarca,  i  como  es  mas  fái^il  fijar  su  sentido  i  sus 
alcances. 

Declarada  por  el  Poder  Ejecutivo  nacional  la  turbación  del  orden  fwi- 
blico  federal  en  agosto  último,  dictó  aquel  varios  decretos  establecieatb 
impuestioe  estraordínaríos,  i  ordenando  la  esaccion  de  emf»réstitos  forzosos 
en  dinero.  Respecto  del  modo  de  proceder  para  organizar  la  recaudaste 
de  esos  nuevos  impuestos,  para  llevar  a  efecto  la  consignación  de  los  em- 
préstitos i  de  las  esacciones  estraordinarlas  de  guerra,  nada  se  dijo  por  el 
Poder  Ejecutivo  nacional.  El  silencio  de  éste  dejó  comprender  que  se  aban» 
donaba  el  asunta  a  los  Estados,  para  que,  como  entidades  soberanas,  lo 
reglamentaran;  i  fué  indudablemente  en  esa  intelijencia  que  la  Asamblea 
lejislativa  de  Tundinamarca  se  apresuró  a  espedir  la  leí  2.*^  mencionada, 
eon  e>  muí  laudable  propósito  de  sacar  el  asunto  del  terreno  de  lo  arbitrario 
preestableciendo  reglas  fijas  para  los  ulteriores  procedimientos  encaminados 
a  proveer  (k  recursos  al  Gobierno  jeneral. 

Este  modo  de  obrar  de  la  Asamblea  de  Oundinamarca,  al  propio- 
tiempo  que  tendió*  a  hacer,  he  hizo  mas  fecunda  la  cooperación .  prestada 
por  el  Estado  a  la^defensa  de  las  instituciones  federales,  consuUó  también 
•1  principio  de  la  soberanía  seccional,  base  cardinal  sobre  que  repMsel 

fttcto  federal. 

SI  se  admite  que  la  leí  ^.^  de  Gundinamarca,  en  cuanto  bagado  em»- 
^éstitoSi  contribuciones,  impuestos  estraordinarios.  f  esaccion^a  de^  gllW* 
Mdenados  por  el  Gobievoo  nacional  duran^te  la  turbaeiofr  daliórden  piUdIca 
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jeaerali  qa  se  ocupa  sino  de  reglameatar  esas  esacciones»  eomo  esacciona^ 
de  guerra,  con  ]a3  cuales  debe  contribuir  el  Estado  en  su  carácter  de  parte 

« 

latagwíitede  la  Union,  .no  podrá  revocarse  a  duda  que  tal  reglamentación 
entra  natural  i  lójicamente  en  la  esfera  de  acción  constitucional  del  misoao 
Estado,  i  precisamente  lal  fué  el  objeto  de  la  leí  2/  i  ese  el  pensamiento 
délos lejísladores  que  la  espidieron,  lo  cual  resalta  con  90I0  la  lectura  del 
ac^icuio  2.?  de  ella  i  su  comparación  con  el  artículo  1.^         . 

Por  otra  parte,  encontramos  preferible  el  procedimiento  detallado  en 
una  lei  que  obliga  a  las  autoridades  de  Gundinamarca^  i  que  tiene  las  ven- 
tajas  de  estar  fijado  de  antemano,  de  ser  de  todos  conocido,  K  de  ser  uni- 
forme, a  procedimientos  puramente  administrativos,  adoptados  por  la  auto- 
ridad ejecutiva,  que  tendrían  el  sello  délo  arbitrario,  i  que  estarían  sujetos 
a  constantes  mutaciones. 

En  una  palabra,  creemos  que  la  lei  2/  de  Gundínamarca  corresponde 
a  la  situación  para  que  fué  espedida,  i  que  resguarda  los  derechos  autond* 
micos  del  Estado,  sin  invadir  la  esfera  constitucional  de  los  poderes  federa* 
les,  sin  entrabar  la  lej  tima  acción  de  éstos;  i  que  contribuye,  por  el  con- 
trario, a  hacer  mas  efectiva  i  mas  eücaz  la  acción  ejecutiva  federal  en  tiem- 
po de  guerra. 

No  podemos,  por  lo  mismo,  acojer  i  no  acojemos  las  opiniones  de  la 
Colote  Suprema  federal  respecto  de  la  inconstitucionalidad  de  tal  lei.  Cree- 
IDOS,  por  el  contrario,  que  la  Asamblea  de  Cuodinamarca,  lejos  de  haber 
salido  emdeníemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  al  espedir  esa  leí, 
obró  evidentemente  dentro  de  dicha  esfera.  En  este  sentido  formularemos 
mas  adelante  una  de  nuestras  conclusiones. 

VI 

Pasamos  a  ocuparnos  de  las  objeciones  hechas  a  algunos  de  los  artí- 
culos de  la  lei  en  cuanto  se  la  ha  considerado  como  lei  del  Estado  de  Cun- 
dinamarca  que  reglamenta  asuntos  de  la  competencia  privativa  de  dicho 
Estado. 

Vil 

Los  seis  primeros  artículos  de  la  lei  no  han  sido  atacados  ni  contra 
eHosse  ha  presentado  objeción  alguna.  Prescindiremos,  pues,  de  ellos» 

SI  artículo  7.^  fué  suspendido  por  la  Corte  Suprem^r,  por  considerarlo 
contrarió  al  derecho  de  propiedad  que  garantiza  la  Constitución. 

Dicho  articulo  7.o  dice  así : 

"Cuando  las  dos  terceras  partes  del  avalúo  de  un.  inmueble  que  se 
renata,  esoedan  al  valor  del  crédito  que  se  ejecuta,  sieropce  se  verifioará 
It  adjttdicadoD  a  favor  del  Estado  por.  esas  dos  terceras  partes;  pera  se^- 
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feeoooeerá  a  hvor  del  deado^  o  dueño  de  la  finca  tal  eacedenle»  el  eaal  le 
pagará  después  de  la  manera  que  determine  la  lei."' 

Considera  la  Corte  Suprema  que  la  parte  final  de  este  arUcHlo  entnii 
on  ataque  al  derecho  de  propiedad  garantíiado  por  la  ConstitueíoBy  por 
cuanto  dice,  que  la  diferencia  entre  el  crédito  que  se  remata  i  el  monto  de 
las  dos  terceras  partes  de  la  adjudicación  le  corresponde  al  deudor,  i  le 
queda  retenido  indefinidamente,  lo  cual  equivale  a  privarle  de  su  pro- 
piedad. 

Nosotros  no  podemos  aceptar  esta  manera  de  razonar. 

En  primer  lugar,  la  lei  no  sujeta  ese  valor  a  un  pago  continjenta.  Por 
el  contrario  declara  al  Estado  deudor  de  ese  escedente,  i  es  claro  que  desde 
que  existe  en  una  persona  o  entidad  el  carácter  de  deudora,  existe  en  otra 
entidsd  o  persona  el  carácter  de  acreedora.  Que  la  deuda  sea  a  plazo,  i  que 
el  plazo  sea  indeterminsdo,  eso  nada  quiere  decir,  pues  todo  el  mundo  labe 
que  la  lei  civil  otorga  medios  para  convertir  una  deuda  de  plato  indefinido^ 
en  una  deuda  de  plazo  fijo. 

Supongsmos  que  la  lei  hubiera  dispuesto  que,  (^sode  no  haber  poelor 
por  las  dos  terceras  partes  del  avalúo,  se  sacase  al  día  siguiente  la  finos 
postura  libre,  i  se  adjudicase  si  mejor  postor,  inclusive  si  Estado  que  po- 
dría hscer  postura  por  el  monto  de  la  deuda  i  de  los  costos  del  juicio,  si  otro 
no  hacia  mejor  postura.  ¿  En  ese  supuesto,  podría  atacarse  el  articulo  como 
inconstitucionsl  f  como  violatorio  del  derecho  de  propiedad?  Nadie  lo soi- 
tendria  razonablemente.  De  disposiciones  de  esa  naturaleza  están  llenos  el 
Código  Judicial  de  la  Union,  i  los  Códigos  Judiciales  de  los  nueve  Estados. 
La  postura  libre  está  prevista  i  dispuesta  para  muchos  casos,  i  a  nadie  se  le 
ha  ocurrido  denunciar  como  inconstitucionales  las  leyes  que  la  ordenas. 

P:ira  encontrar  arregladas  i  justas  esas  leyes,  basta  tener  presente  va 
principio  trivial  de  Economía  política.  Es  el  siguiente:  Las  cosas eafea lo 
que,  en  libre  competencia,  se  da  por  ellas.  De  aquí  el  que  el  juicio  de  pe- 
ritos avaluadores  lo  rectifiquen  i  corrijan  la  demanda  i  la  oferta.  EitNibr 
no  obedece  a  un  tipo  fijo  e  invariable,  como  el  metro.  Lo  modifican  mil 
circunstancias  de  tiempo,  de  lugar,  de  guerra,  de  paz,  etc,  etc.  Deatiíd 
que  los  avalúos  en  juicio  ejecutivo  solo  sirvan  de  base  para  la  oferta,  i  el 
que,  a  la  larga,  i  con  frecuencia,  haya  que  prescindir  de  ellos,  para  aceptar 
como  precio  o  valor  de  la  cosa,  el  que  ofrezca  el  comprador. 

Ahora  bien,  si  el  lejislador  de  Cundinamarca,  en  lugar  de  apurar  la 
materia  hasta  llegar  a  la  postura  libre,  dispuso  que,  no  habiendo  postor,  se 
adjudicase  la  finca  ejecutada[al  Estado,  quedando  éste  a  deber  la  diierenda 
entre  su  deuda  i  esas  dos  terceras  partes,  ¿  podrá  sostenerse  que  semejante 
docUinasea  espoliatoria  f  ¿seria  constitucional  lo  mas  (la  postura  libre) ^ 
inconstitucional  lo  menos  (el  remate  obligado  para  el  Estado  por  las  dos 
tatceíaa  partes  ?)  iCómo  se  esplicarian  Umafias  contradicciones  f 
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No  cabe  argumentar  como  lo  hace  la  Corte  Suprema,  cuando  dioe  i|tte 
**la  lei  no  puede  privar  a  ningún  particular  de  lo  que  le  pertenece  como  una 
simple  promeaa  de  indemnización ;"  porque  ¿qué  cosas  son  las  espropia- 
clones  en  tiempo  de  guerra,  liechas  conforme  a  la  segunda  parte  del  Inciso 
5.«»  articulo  15  de  la  Constitución,  sino  actos  por  los  cuales  se  priva  a  los 
ciudadanos  con  una  himple  promeM  de  indemnización?  i  Es  que  la  auto- 
ridad  lejislativa  no  puede  ordenar  por  medio  de  una  lei  que  se  baga  lo  que 
la  autoridad  ejecutiva  puede  ordenar  por  medio  de  un  decreto  t  ¿  No  se  tomd 
en  la  pasada  guer/a  la  propiedad  del  ciudadano  sin  previa  indemnización  I 
dipénas  con  la  promesa  de  futura  indemnización?  ¿ Quién  podría  tachar  de 
inconstitucionales  esos  actos  ?  ¿  Se  olvida  que  en  estas  mismas  sesiones  del 
Congreso  se  ha  estado  discutiendo  la  lei  encaminada  a  facilitar  el  recono* 
cimiento  de  los  empréstitos,  suministros  i  espropiaciones,  i  a  hacer  efectiva 
esa  promesa  de  indemnización,  bajo  la  cual  se  hicieron  aquellas  eaacciones? 
En  consecuencia,  no  podemos  aCojer  las  opiniones  de  la  Corte  Suprema  fe« 
deral»  i  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación  respecto  del  articulo  7.°  preln* 
aertOy  el  cual  creemos  perfectamente  constitucional. 

VIH 

Los  artículos  S,""  9,''  i0,ll,i2, 13,  14,  15,  16,  17,  18  i  19  de  la  leí 
9/  no  han  sido  atacados,  ni  podrían  serlo  razonablemente.  Prescindiremos 
de  ellos,  i  nos  ocuparemos  del  artículo  SO,  que  sí  ha  sido  atacado,  i  que 
dice  asi: 

* '  Art.  80.  Son  admisibles  tanto  las  tercerías  escluyentes  cómelas  coad* 
yu  vantesi  que  se  intenten  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  fecha  del 
embargo,  siempre  que  estén  fundadas  en  escritura  pública  válida  i  rejistra* 
da,  o  en  documento  privado  i  rejistrado  también,  i  que  el  otorga 
miento  i  rejistro  de  la  una  o  del  otro  se  haya  hecho  con  todas  las  formali^ 
dades  legales,  i  con  anterioridad  al  decreto  o  providencia  por  la  cual  se 
declaró  perturbado  el  orden  público  jeneral  o  del  £stado.'' 

Dice  la  Corte  Suprema  que,  **  como  en  este  artículo  se  dispone  que  d 
otorgamiento  i  rejistro  de  los  documentos  que  sirven  para  Intentar  las  terce» 
rias  han  de  ser  previos  al  decreto  por  el  cual  se  haya  declarado  perturbado 
el  orden  público,  i  que,  como  la  lei  de  que  se  trata  se  espidió  algunos  me» 
ses  después  de  la  declaratoria  hecha  sobre  perturbación  del  orden  publico, 
envuelve  dicha  lei  efectos  retroactivos  contra  el  precepto  del  articulo  94 
de  hi  Constitución ;  i  que,  por  lo  tanto,  merece  dicho  articulo  ser  auspan* 
dMo  en  cuanto  pueda  producir  esos  efectos.'" 

Tampoco  podemos  aceptar  esta  manera  de  razonar. 

La  lei  9/ de  Cnndinamarca  es  una  lei  adjetiva,  es  una  lei  de  poto 
>iocedimienko  jadieial,  i  es  verdad  sabida  i  de  aentido  común  qw  las  taya»- 
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a^f^fYftfliproeedimanfcales  toman  a  ios  negocios  judícitleí  ef»  «I  oslado  en 
<|lielo«« encuentran  en  la  época  de  su  ejecución,  i  que  los  negoeios  judMl* 
leSi^ue  se  inician  con  posterioridad  al  día  en  que  esas  leyes  empiecen  a  r^ 
jir,  quedan  sometidos  a  sus  disposiciones.  De  ahí  el  que  una  leí  adjetin 
procediinental  solo  tenga  efecto  retroactivo  cuando  vuelve  sobre  lo  pasado 
para  alterar,  modificar  o  anular  un  acto  judicial  ya  ejecutado*^  i  que  nob* 
tenga  cuando  sujete  a  un  acto  judicial  por  ejecutane^  a  formalidades  ore* 
quisitos  díBtintosde  los  que  rejian  para  ese  acto  antes  de  la  espedícfon  de 
la  leí. 

De  esta  ultima  naturaleza  son  las  tercerías  de  que  habla  el  artículo  SO 
Oitado ;  i  asi  como  sometió  las  tercerías  futuras  a  una  prueba  especial,  para 
ser  adoaitldaSi  pudo  declarar  dicho  articulo  que  en  los  juicios  de  que  trata 
aquella  lei  no'^e  admitirían  tercerías,  sin  que  pudiera  dechr  nadie  ráama- 
blemente  que,  en  ese  caso,  la  lei  fuese  inconstitucional. 

Hai  personas  que  creen  que  por  la  no  admisión  de  una  tercería  esdo- 
yente»  caduca  el  derecho  de  la  propiedad  del  verdadero  dueño  de  la  cosa 
embargada,  cuando  el  ejecutado  no  es  el  verdadero  dueño,  i  se  remata  la 
cosa  por  cuenta  de  dicho  ejecutado. 

Los  que  razonan  así,  hablan  con  sinceridad,  pero  se  equivocan,  segó- 
ramente  porque  no  conocen  el  derecho  civil  sustantivo.  Una  venta  forzada 
en  pública  subasta,  no  trasmite  la.  propiedad  al  comprador  sino  en  cuanto 
el  ejecutado,  por  cuenta  del  cual  se  hace  el  remate,  sea  el  Verdadero  dueño. 
Sí  no  lo  es,  apesar  de  la  no  admisión  de  la  tercería  escluyente,  queda  viva 
i  efectiva  la  acción  reinvindicatoria  del  verdadero  dueño  contra  el  tercero 
rematador.  Bstó  lo  sabe  todo  el  que  haya  ojeado  un  poco  el  derecbo  civil 
sustantivo.  Esta  sola  observación  basta  para  demostrar  que  el  aríiculo20, 
de  que  nos  ocupamos  no  ataca  en  manera  alguna  el  derecho  de  propiedad, 
do  vuelve  sobre  lo  pasado  para  invalidar  o  mudar,  en  perjuicio  de  tercero» 
un  hecho  ejecutado. 

Observaciones  de  la  misma  naturaleza  caben  respecto  deias  tercerías 
coadyuvantes. 

£1  artículo  SO  de  la  leí  S."  no  declara  nulos  los  documentos  válidos, 
púUicoa  o  privados,  de  obligación  personal,  debidamente  rejistradosi  fua 
AO  hayaik  otorgado  con  posterioridad  a  la  fecha  en  que  se  declaró  turbado  el 
4Srdian  público  jeneral  o  del  Estado.  Si  tal  declaratoria  hubiera  hecho,  esa 
disposición,  volviendo  sobre  lo  pasado^  para  mudar  o  aHeraír  con  perjaicio 
4e  tttceroa,  ubi  hecho  (no  un  acto  judicial)  privado,  de  carácter  sustafttifO» 
í-j^perAdlor  da  derechos  i  de  obligaciones  civiles,  tendría  efecto  retroactito» 
i  sería  anulable  con  razón.  Fero  el  articulo  io  no  dice  eso,  ni  semeja 
cosa  dispone.  El  lo  údíco  que  hace  es  declarar  que,  para  lo  futtirOf  .1^  "^ 
c«iin^iitP0.queiae  encuentren  en  ese  caso,  no  constituyen  pftiato'^'i^'^ 
VSim^\tieíuiif^  da  intentar  i  de  que  se  admita/umi  tercería coajdyuvaiote^  ^ 


j 
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jindoloseo  su  valor  iirtríaseca  par.i  obrar  sus  efectos  legaTes  en  |ufclo  or* 
dioária  como  elemento  probatorio;  i  por  consiguiente,  dejando  vita  i  efectitm 
la  aeckm  que  de  ellos  pueda  civümente  desaprenderse, 
t  Supongamos  que  las  leyes  de  Cundinamarca  permitiesen  que  trntcr* 
ka  mujeres^  como  los  hombres  pudiesen  ser  apoderados  judíeiales  en  todo* 
oaaot  en  todo  pleito;  i  que,  bajo  la  víjencia  der  tales  leyes»  se  otorgare  un 
poder  jeneral  a  una  nlujer,  tanto  para  pleitos,  como  para  negoctos.    * 

Supongamos  que,  después  de  oiorg.ido  el  poder,  í  antes  de  haberlo* 
ejercitado  la  apoderada  en  juieíocivil^  se  espidiese  en  Candinamarca  una 
leí  procedimental;  que  declare  que  las  mujeres,  por  regla  jeneral»  no  po^ 
d¡an  desempeñar  poderes  en  juicios  civiles.  Supongamos,  por  ultimo  qatp 
con  posterioridad  a  la  leí  sobre  la  cual  venimos  haciendo  suposiciones,  se 
presentase  esa  mujer  iniciando,  como  tal  apoderada,  un  juicio. civil  ordina-^ 
rio.  ¿Qué  hária  el  Juez  ?  Elechazaria  la  demanda  4)or  falta  de  personería 
en  la  apoderada  demandante.  1  si  la  lei  era  denunciada  como  inconstitu- 
cional ante  la  Corte  Suprema,  por  cuanto  declaraba  ineficaz»  para  consti- 
tuir personería  ese  poder  conferido  con  posterioridad  a  ella,  la  Corte  Su-» 
prema,  lo  creemos,  no  suspendería  esa  lei  como  inconstitucional»  ni  coi^si- 
deraria  que»  en  ese  caso  tenia  efecto  retroactivo. 

Pues  idéntica  razón  milita  respecto  de  los  medios  probatorios  reque- 
ridos por  las  leyes  para  iniciar  tercerías  coadyuvantes»  que  se  intenten  con 
posterioridad  a  dichas  leyes;  i  ese  es  el  caso  del  artículo  20  citado. 

I>9i  se  diga  que  por  la  no  admisión  de  una  tercería  coadyuvante  caduca», 
o  se  aniquila  la  acción  del  tercer  opositor;  1.^  porque  esa  acción  le  queda* 
eapedit^  para  ejercitarla  en  la  vía  ordinaria:  2.^  porque  si  el  crédito  es  bi« 
poteoario  i  la  hipoteca  está  constituida  legalmente»  nada  pierde  el  uéreedor 
cuya  tercería  no  se  le  haya  admitido;  pues  su  acción  hípoteeafía>  subtfistfr 
contf a  la  finca  apesar  del  embargo  i  del  remate»  i  en  todo  tiempo  puede 
ejercitada  ooatra  la  finca  hipotecada,  í  en  la  persona  del  rematador,  tercer 
poseedor;  pues  el  artículo  SO  no  dice  que  sean  nrulas  las  hipotecas  constí» 
tuidas  coa  posterioridad  a  la  fecha  en  que  se  declaró  turbado  el  órétn 
público.  Si  tal  cosa  dijera,  si  tendría  ( fecto  retroactivo. 

Ahora  si  el  crédito  del  tercer  optisjtar  coadyuvante  es  meranwnlKr 
per;»onal»  ni  objeto  tiene  la  tercer  a  coadyuvante,  por  la  sencilla  raaon  de 
que  en  ese  caso»  el  crédito  del  Fisco  goza  de.preía<;ion.     - 

Por  último»  nos  permitimos  copiar  aquí  la*op¡nlon  de  un  Insigae  tra« 
tadista  de  derecho  respecto  de  la  retroactivídad  en  materia  do  leyes  adjeti^ 
vas.  Copiamos  del  Diccionario  de  Lejíslacioik  i  Jurisprudencia  de  don  ioar^ 
quki  Escriche  lo  siguiente : 

**Pr(medifmmtúA  judiciales.  Como  los  procedimientos  por  razón  de  stt' 
aatoyaleza. no  pueden  ser  simultáneos»  sino  sucesivos»  pertenecaif^ale  |mk* 
mdi^.la  lotvaftidare»  compuestos  democfaos  aetos*  que  so  haceoí  saeeeíitF^ 
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mente  de  diferentes  intervalos,  pertenecen  a  lo  pasado  respecto  de  los  acloi 
que  han  precedido  a  la  nueva  lei  que  muda  ka  fwrmae  ie  fneedeft  t  e  Is  w- 
nidero  reepecto  de  todoi  aquellos  que  deben  stA$egu%rla,  K%i  que,  oo  puede  li 
leí,  sin  hacerse  retroactiva»  declarar  nulos  los  actos  anteriores  de  un  proovo 
que  se  empató  con  arreglo  a  la  lei  precedente.. ..Itas  si  solamente  loa 
actos  empezados,  puede  la  nueva  lei  cambiar  la  dirección  o  jiro  que  debita 
tener  según  la  antigua,  i  ordenar  que  el  proceso  entablado  antes  de  m 
pubKeacion,  se  continde  por  otros  Jueces  o  en  otra  forma  diferente.*' 

Si,  pues,  la  lei  adjetiva  puede  cambiar  la  dirección  i  formalidades  de 
un  proceso  iniciado,  sin  hacerse  por  eso  retroactiva,  i  con  solo  que  no  no* 
lifique  los  actos  Judiciales  cumplidos  con  anterioridad  a  ella  ¡  no  podrá 
cambiar  las  fórmulas  legales  a  las  coales  deben  someterse  los  procesos 
Arturos  para  su  iniciación  i  curso?  Innecesaria  es  la  respuesta;  i  la  doc- 
trina espuesta  satisface  por  completo  a  nuestro  propósito,  toda  la  tei  qoe 
el  artículo  so,  lo  que  arregla  son  las  formalidades  probatorias  de  que  deben 
venir  acompañadas  las  tercerías  coadyuvantes  o  escluyentcs,  para  ser  admi- 
tidas, t  que  son  otros  tantos  juicios  ordinarios  incrustados  en  el  juicio  ej^ 

cutivo. 

« 

Nada  hai  que  agregar  para  completar  la  demostración  de  que  el  arti- 
culo 20  de  la  lei  S/ de  Gundinamarca  es  inatacable  bajo  el  punto  de  Tísta 
que  lo  consideró  la  Corte  Suprema  federal.  % 


Respecto  de  los  artículos  21,  S2,  es  i  94  se  dividieron  las  opíoiooef 
de  los  Majlstrados  de  la  Corte  Suprema  federal.  Cuatro  de  éstos,  los  señores 
doctores  Rojas  G,  Martínez  R,  Paláo  i  Uricoechea,  conceptuaron,  que  dichos 
erticulos  pecaban  contra  el  inciso  i.^  articulo  16  de  la  Constitocioo,  íopi- 
naron,  en  consecuencia,  por  la  suspensión  de  dichos  artículos;  entaoto 
que  el  señor  doctor  Corrales  opinó  que  tales  artículos  no  estaban  en  pognt 
con  el  inciso  constitucional  citado,  debiéndose  a  esta  circunstancia  la  no 
suspensión  de  la  ejecución  de  dichos  articula**,  por  faltar  la  unanioiidsd 
requerida  por  la  Constitución  para  ese  efecto. 

Mpsotros  estimamos  perfectamente  fund.iiia  la  opinión,  a  esta  res- 
pecto, del  señor  Majistrado  Corrales,  i  pasamos  a  fundar  la  nuestra. 

Dichos  artículos  dvcen  asi : 

*'Art.  Si.  Intentada  la  tercería,  el  Recaudador  o  empleado  respectÍYO 
resolverá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  sí  es  admblble  ondte 
que  se  propone.  En  el  caso  afirmativo,  notificados  que  sean  de  la  ft^ 
denda  el  opositor  u  opositores,  señalará  el  Recaudador  o  empleado  res- 
pectivo, para  dentro  de  cuatro  días,  la  hora  en  que  deba  oír  los  alegatos  ds 
loe  interesadosi  hora  en  la  cual  pueden  citar  aiin  lo|  docouuintos  ^le  úin^ 
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téngttn  eo  «peyó  de  sus  dereeM*  Veinticuatro  tocas  ^MWMIli^  K9fffí$aét 
la  audieneía,  dari  el  Recaudador  o  empleado  respectivo  8ti  resc^iv^fp^  9f^ 
traída  a  declarar  si  los  bienes  sobre  que^ersa  la  tercería  deb^n  esiof lyicf^  i^ 
nó  del  pregón  i  remate,  o  sí  se  admite  o  b,ó  la  pposioíoo  coady^ysM^tjEi/' 

**  Art.  aa.  Dentro  d#  la$  yeintlouatro  horas  sigaíentes  a  la  4e  l|i  p|p|in 

fi^aeion  de  h  resolución  de)  Recaudador  o  empleado  respe(^Y0|  po/iJUi  mffiz 

rse  de  ella  para  ente  el  Gob^nador  del  Estadp,'i  en  el  #Umo  4J9  ^i^  (^ 

conceda  la  apelación,  la  cual  deberá  concederse  en  todo  casQ,  (p^^tWA.  fH: 

i^dleate  al  Gobernador/' 

"  Art«  i9.  El  Gobernador  hará  citar  al  opositor  u  opositores  pj^ra  f),^ 
IgViMte  al  del  recibo  del  espediente,  a  una  bpra  determinada;  i  lle^fi^ 
¿lia,  ee  procederá  a  dar  lectura  a  los  documeiitos,  j  oídos  lo.s|!aIegat^  ^^i 
una  aola  sesión,  el  Gobernador  dictará  i  hará  Iber  su  resolución^  concfeÍa¿(^ 
a  lo  siguiente :  ''Se  confirioa  la  resolución  apelada,''  o  *' $e roTpq^  )a  re- 
solución apelada." 

**  Art.  24.  Cualquiera  que  sea  la  resolución  del  Gobernadojr«^  s^  ^t 
^Terá  en  el  mismo  dia  el  espediente  al  Recaudador  o  eoipleado  r€^p.e^}TO, 
para  que  prosiga  el  pregón  iremate  de  los  bienes,  si  por  tal  resoljupio^n  APjfí 
mandaron  escluir." 

Se  pretende  que  por  estos  artículos  se  han  creado  Tribunales  \  juf|o^ 
estraordínarios  i  que  la  lei,  en  los  caaos  espresados  sustrae  a  Ips  cjvdada- 
nos  de  sus  jueces  naturales,  para  entregarlos  a  comisiones  especiales,  i  ^ji^ 
tales  artículos  pecan,  por  consiguiente,  contra  la  doctrina  del  i^c|so4.^ 
articulo  i S  de  la  Constitución. 

Satisfactoria  nos  parece,  a  este  respecto,  la  argumentación  d^l  señor 
doctor  Corrales,  que  en  este  punto  se  separó  de  9U|  honorables  colegii;,. 

Evidentemente  peca,  por  ampliatoria,  la  intelijencía  dada  por  los  piia- 
tro  HajistradoS  restantes  de  la  Corte  Suprema  federal  a  la  doctrina  del  if)- 
oiso  4.^  articulo  i5  de  la  Constitución. 
En  efecto,  este  inciso  dice: 

**  4.^  La  seguridad  personal,  de  manera  que  no  sea  atacada  por  o$rp 
iadiv^iduo,  o  por  la  autoridad  pública ;  ni  ser  presos  o  ieíenidos  sino  por  mo. 
lívo  criminal,  o  por  via  de  pena  correccional;  ni  juzgados  por  coq^isiofies  9 
tríbiinalesestraordinarios;  ni  penados  sin  ser  oidoa  i  vencidos  en  jnjipo;  j 
lodo  eato  en  virtud  de  leyes  preexistentes." 

•La  mayoría  de  la  Corte  confundió,  en  nuestna  opinión,  dos  dereQl^ps 
Indhiiduales,  esencialmente  distintos  ;  a  saber :  el  de  la  seguridítdpersotukl, 
i  el  de  la  propiedad,  cada  uno  de  los  cuales  tiene  su  inciso  separado  ^  la 
OoBStiíaokHi ;  eliie  aquella  el  4.^  i  el  de  ésta  el  l^.^Aél  artículo  i$. 

4ba  pvobiblciOB  de  establecer  tribunales  estraordinarlos  jo  comísipfi^ 
aspedalea,  no  as  estiende  sinio  a  Jos  procedimientQs  cfiminalQs,  i.en  |p  q^e 

iiiNSanli€iw:*to aagurjdad  pnraimpte  «sisomL  ^s  el  Jp^i^idw^  i^qj)  )p 
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qae  coma  proprederd  perteneciente  al  individuo,  efque  no  puede  ser  sm^ 
traído  die  esos  jueces  naturales,  para  ser  juzgado  por  tribunales  estraordn 
narios  a  por  comisiones  especiales.  Imposible  es  establecer  i  demostrarla 
identidad  entre  el  individuo  i  lo  que  constituye  la  propiedad  de  éste.  Soa 
entidades  esencialmente  diversas,  i  entre  sí  independientes.  Es  verdad  que 
se  dice  que  la  propiedad  es  una  prolongación  de  la  individualidad;  pero  esta 
no  parece  ser  una  figura  de  retórica;  i  bien  sabe  que  figura  no  es  razón  nr 
demostración. 

Lo  espuesto  basta  por  sf  solo  para  que  quede  demostrado  que  los 
artículos  si  a  S4  preinsertos,  no  pecan  contra  el  inciso  4,^  artículo  15  déla 
Constitución  nacional;  i  como  no  se  señala,  ni  se  podría  señalar  otro  articulo 
de  ésta)  que  esté  en  pugna  con  ellos,  no  puede  aceptarse  que  ellos  seai» 
anulables. 

Pero  queremos  presekMMFd3e  esta  faz  clarísima  de  la  cuestión,  i  aoep' 
tar,  como  aceptamos  por  via  de  discusión,  que  la  prohibición  de  establece' 
Tribunales  estraordinarios  o  comisiones  especiales,  comprenda,  no-  solo  a 
los  procedimientos  criminales,  relativos  a  la  libertad  i  segirridad  de  fos  ín^ 
dividuos,  sino  también  los  procedimientos  civiles,  en  los  cuales  se  contro- 
viertan intereses  pecuniarios  o  referentes  a  la  propiedad  mueble  o  raiz  en 
todas  sus  formfas. 

Aun  en  este  supuesto,  carece  de  apoya  jurídico  la  opinión  de  la  mi^ 
yoria  de  la  Corte,  como  es  fácil  demostrarlo. 

La  lei  de  Gundinamarca  no  ha  creada  tribunales  estraordinarios  ai 
comisiones  especiales. 

Por  Juez  estraordinario  se  entiende  i  se  ha  entendida  siempre,  en 
lenguaje  estricta,  aquel  (fue  recibe  comisión  para  juzgar  i  decidir  sobre*  un 
negocio  deternrinado.  Esa  es  la  significación  que  en  el  lenguaje  legal,  como 
en  el  de  uso  comun^  tiene  aquella  espresion.  Podrían  aducirse,  a  este  res- 
pecto, muchas  opiniones  de  escritores  de  derecho  respetables ;  pero  basta 
para  el  objeto,  la  de  Escriche  contenida  en  su  Diccionario  razonado  de  Le- 
jislacion  i  Jurisprudencia  en  la  frase  **  Juez  estraordinario.*' 

La  lei  de  Gundinamarca  ha  investido  a  empleados,  que  no  son  nom- 
brados ad-hoc,  que  tienen  funciones  permanentes,  i  cuya  creación  es  obra 
de  otras  leyes,  de  jurisdicción  civil  ordinaria,  para  conocer  I  decidir,  no 
sobre  un  negocio  determinado,  sinasobre  muchos  negocios  indeterminados 
que  estaban  por  venir.  Esos  empleados  son,  es  verdad,  del  orden  adminis- 
trativo; pero  eso  no  impide  que  la  fei  pueda  anexar  a  sus  funciones  adm^ 
nistratlvas,  funciones  judiciales. 

ni  eso  peca  contra  la  Constitución  nacional,  ni  eso  es  nuevo  entre 
nosotros.  La  primitiva  lei  orgánica  de  los  Territorios  nacionales,  que  es  la 
80  de  180S,  confundió  en  una  sola  persona,  el  Prefecto  del  Territorio»  las 
funciones  judiciales  i  las  funciones  admiñbtralivas^  E»  eftcte,  legnftest 
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empleados  del  orden  ejecutivo.  Hoi  mismo,  los  Correjidores  en  los  Territo- 
.  rios  ejercen,  a  la  ves,  las  funciones  de  los  antiguos  Alcaldes  i  de  losantiguOs 
Jueces  parroquiales  o  de  disuito ;  i  a  nadie  se  le  ha  ocurrido  decir  que,  las 
leyes  nacionales,  al  dar  funciones  judiciales  a  los  Prefectos  t  a  los  Correji- 
dores, iiajan  creado  tribunales  estraordinarios  o  comisiones  especíales,  i 
hayan  entregado  a  éstos  a  los  ciudadanos,  sustrayéndolos  de  sus  jueces 
.naturales. 

La  misma  Constitución  nacional  establece  que  en  ciertos  ciasos,  las 
funciones  judiciaJes  pueden  ser  ejercidas  por  autoridades  que  no* sean  del 
orden  judicial.  Efectivamente,  vemos  que  en  el  inciso  6,^  artículo  i5, 
después  de  decir  que  la  propiedad  privada  puede  ser  tomada  para  usos  pú- 
blicos, por  causa  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarada,  agrega 
que  en  tiempo  de  guerra,  esa  declaratoria  puede  ser  hecha  por  autoridades 
que  no  sean  del  orden  judicial;  lo  cual  quiere  decir,  que  la  misma  Constitu- 
ción inviste  de  funciones  judiciales  a  las  autoridades  ejecutivas  en  tiempo 
4le  guerra. 

Asi  es  que  la  leí  2.*de  Cundinamarca  lo  que  ha  hecho  en  sus  articules 
^1,  81,  93  i  34,  es  investir  de  potestad  judicial  para  todos  los  negocios  de 
cierto  orden  determinado,  a  empleados  permanentes,  creados  por  la  Cons* 
titucion  las  leyes  del  Estado,  que  pertenecen  al  orden  ejecutivo  o  adminis- 
trativo. Eso  no  es  crear  Tribunales  estraordinarios,  ni  comisiones  especia- 
les, sino  simplemente  aumentar  el  número  de  los  jueces  I  Tribunales  ordi* 
narioB  para  tiempo  de  guerra. 

Acaso  se  dirá  que  esos  artículos  producen  la  confusión  de  los  Po- 
deres públicos,  refundiendo  dos  en  uno  solo;  i  que  eso  peca  contra  los 
principios  de  la  ciencia.  Acaso  sea  eso  cierto;  pero  como  las  leyes  de  los 
Estados  no  están  sujetas  a  anulación  cuando  pecan  contra  los  principios  de 
la  ciencia,  sino  cuando  pecan  contra  la  Constitución  nacional,  nada  se 
adelanta  con  demostrar  lo  primero,  si  no  se  demuestra  lo  segundo. 

Los  Estados  están  obligados  a  organizarse  según  los  principios  del 
<jObierno  popular,  representativo,  electivo,  alternativo  i  responsable  (in- 
ciso 1.^  articulo  8.^  de  la  Constitución);  pero  como  este  sistema  de  gobierno 
no  tiene  un  lipo  6jo  e  invariable;  i  como  no  es  condición  esencial  para  su 
existencia,  la  absoluta  división  del  gobierno  en  tres  poderes  separados  entre 
sí,  i  entre  si  independientes,  no  hai  inconveniente  constitucional  para  que 
en  un  Estado  cualquiera  el  Poder  Judicial  i  el  Poder  Ejecutivo,  por  ejem- 
plo, estén  refundidos  en  uno  solo;  I  es  claro  que  si  eso  sucediere,  no  por 
eso  serla  anulable  la  Constitución  del  Estado  que  a9Í  lo  dispusiese. 

1  si  esto  es  asi  ¿  por  qué  serian  anulables  los  artículos  SI,  32,  33 1  S4 
déla  lei  2.*  da  Cundinamarca  f  ¿  Puede  sostenerse  que  los  Estados  no  tie- 
nen facoltad  de  cambiar  la  organización  de  su  jerarquía  judicial;  da  estén- 
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jiihrlá»  odé  ^eiftrf bjirla  f  Pero  eüttf iiced  ¿  en  qué  eonsíste  li  pafle  de  «dteMh 
toiá  ^lie  se  reservaron  f  Si  en  cada  ocaaioa  en  que  cambian  o  modiflcaa  n 
jerarquía  judicialy  cambiando  también,  no  para  un  negocio  detarmínadOi 
afnb  ^ára  todo  un  orden  de  negocios,  los  pantos  de  la  jurisdicdoo  o  los 
atributos  de  ella,  establecen,  por  el  mismo  hecbo,  Tribunales  estraordína» 
rids  6  comisiones  especiales.  Como  lo  sostienen  quienes  impugnan  los  ar* 
íb^  {li,  n,  S3  i  S4  dé  la  leí  2/  de  Cundinamarca,  es  claro  que  su  soberanía 
no  existe,  i  que  están  condenados  a  la  inmovilidad  de  los  orientales  en  d 
Mntido  de  la  mejora  de  Is  organización  judicial.  Pero  es  claro  que  seme» 
j^htes  teorías  no  se  pueden  sustentar,  ni  razonablemente  se  pueden  sos- 
itíú%t. 

Én  el  acuerdo  de  la  Corte  hemos  visto  a  este  respecto,  una  razón,  qae, 
por  insólita,  nos  ha  llamado  la  atención.  Díjose  allí  que  los  artículos  ti,  t^ 
S3  i  S4  de  ia  lei  2/  eran  suspendibles  (no  es  esta  la  opinión  del  doctor  Co» 
rráies)  *'en  cuanto  daban  jurisdicción  i  facultades  a  autoridades  adminis- 
trativas i  al  Gobernador  del  Estado  para  admitir  i  decidir  tercerías  ea 
virtud  de  un  procedimiento  puramente  sumario,  por  corresponder  m  a 
tas  autoridades  judictaUs  del  Estado^  en  los  términos  de  etu  leyes  tijentes." 
ISsto  quiere  decir  que  en  concepto  del  Majistrado  que  redactó  el  proyecto  da 
acuerdo,  son  ánulables  las  leyes  de  los  Estados  que  sean  contrarias  a  otras 
leyes  anteriores  del  mismo  Estado ;  doctrina  que  ni  de  refutación  necesiiai 
bastando  para  el  caso  actual  hacer  presente,  que  la  Corte  no  tiene  fiícultad 
de  suspender  las  leyes  de  los  Estados  por  el  solo  hecho  de  que  pequen 
contra  la  Constitución  del  mismo  Estado,  o  contra  otras  leyes  de  él.^ 

Creemos  en  fuerza  de  lo  espuesto,  que  no  son  objetables  como  incons- 
titucionales los  mencionados  artículos  31,  83,  35  i  34  de  la  lei  ¿/  de  Goa- 
dinamarca^ 

X 

iMeufspendida  también  la  parte  final  del  articulo  «T,  por  idinticas 
Tákohés  a  las  que  sirvieron  de  fundamento  para  la  suapenstoii  dd  artionfo?»* 
toleho  M'tfculo  dice  «sí : 

''^'^Art.  Cuando  la  tercería  coadyuvante  i  la  resolución  definitfta  le 
íuése  favorable,  seentirégará  al  respectivo  acreedor  la  parte  que  le  corres* 
poáda  del  pi'óducto  del  remate ;  i  en  caso  de  itdjnáieacion  al  Estáis^  iá^ 
h  r'econocerd  ti  Dolor  dé  esa  thisma  párte^  eleuál  le  será  pagado  edSMh 
iÚtermine  Us  Mr 

Demostrada  lá  shiraMn  de  la  suspensión  del  artfúúlo  i,^  qeredi  ftf 
kí  mnrmoliecího,  demostrado  que  csíreee  'de  fandátbento  la  suerpenaion  de 
b '(>a1^  fitíál'del  artículo  3^.  Reprodnchnes,  t>ties,  í^s  razones  qneespoM* 
ittdkiclétcá'de  la  talides^el  atlícnlo  1,^  i  t^ebbhiiinós  SbstdniMllb  qsísw 


refldmante  inatacable  en  el  terreno  constílndonal  dicha  parte  final  de)  ar> 
ticulo  S7. 

XI 

Los  artículos  36,  96»  S8,  29  i  30  de  la  lei  2/  no  han  sido  atacados,  ni 
ofrecen*  motivo  pata  serlo.  Por  tanto,  nos  abstenemos  de  examinarlos. 

XII 

Concluido  el  estudio  sobre  la  lei  S/  de  Cundinamarca,  pasamos  a 
ocuparnos  de  las  dos  disposiciones  de  la  lei  3.«  de  i  876,  del  mismo  Estado^ 
que  han  sido  atacadas.  1  por  cuanto  el  estudio  de  esas  disposiciones  nos 
parece  completo,  lo  reproducimos  aquí,  como  fundamento  de  nuestras 
conclusiones  a  este  respecto. 

Dice  asi  la  vista  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  : 

''José  María  i  Rafael  Portocarrero  solicitan  la  suspensión  de  la  lei  3.* 
de  i876  espedida  por  la  Asamblea  del  Kstado  soberano  de  Gundinamarca, 
eo  la  parte  en  que  por  el  articulo  i."  se  grava  con  un  peso  cada  bulto  de 
mercancías  estranjeras  durante  un  año  para  subvenir  a  los  gastos  de  la  gue* 
rra,  i  otro  peso  como  derecho  adicional  del  de  degüello  sobre  cada  res  va- 
cuna que  se  mate,  i  en  la  que  por  el  artículo  4.°  se  faculta  al  Poder  Ejecu- 
tivo para  monopolizar  el  ganado  vacuno  o  establecer  carnicerías  oficiales^  i 
reglamentar  este  ramo  de  ingreso. 

'<£1  articulo  i.^  dice :/'  Para  subvenir  a  los  gastos  de  la  achual  guerra» 
se  cobrará  desde  que  sea  puesta  en  ejecución  la  presente  lei,  I  dtirante  un  año 
después  que  aquella  haya  terminado,  un  peso  porcada  buho  de  mercancías 
estranjeras  que  se  Introduzcan  en  el  Estado  para  el  consumo,  i  otro  peso 
como  derecho  adicional  al  de  degüello  sobre  cada  res  vacuna  que  se  mate.^ 

''El  infrascrito  no  encuentra  la  razón  por  qué  sea  inconstitucional  este 
artlcttlo.  Los  Estados  tienen  la  facultad  para  Imponer  contribuciones  i  fijar 
eS  tiempo  durante  el  cual  se  deban  cobrar. 

"^Los  incisos  4.^  i  5.^  del  articulo  8.^  de  la  Constitución  no  se  contra* 
t^n  con  las  disposiciones  del  articulo  i.^  de  la  leí  3,^  porque  espresamente 
se  ordena  que  no  se  gravan  sino  las  mercancías  estranjeras  que  se  iniro« 
dificán  en  el  Estado  para  eUconsumo ;  i  en  cuanto  al  derecho  adicional  de 
degüello  no  hai  objecfon  constitucional  que  hacerle. 

'^Respecto  a  la  facultad  que  se  otorga  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  por 
ellM(oulo4.^  para  <^ue  dorante  la  guerra  pueda,  eeoio  arbürio  reoitislicoy 
eae«ttpeliMir(el«onsiiii«io4ega«ado  vacuno  o  estiJitocer  cfimicerias  ofleie^ 
kmf^^mfMQ  kallael  iinfraBcrüo  «^iie  sean  iacMattiueionalet  «tides  Aoedidaa 
•da|MídiHiMiaWi3/^  piMslBftiegicion  que  aejHifde  tecerj60«tre«Ilaf 
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€8  U  de  atacarla  libertad  deindustria  en  uno  de  los  principales  ramosde 
lasque  hai  en  el  Estado  de  Cundinamarca. 

''Pero  la  contestación  a  este  argumento  de  inconstítucíonalldadla  dad 
mismo  inciso  9.^  del  artículo  i5  que  trata  de  la  libertad  de  ejercer  toda  in- 
dustria, agregando,  *'8¡n  usurpar  la  de  otro,  cuya  propiedad  han  garantiza- 
do temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles,  ni  ku  fie  se 
reserven  la  Union  o  los  Estados  como  arbitrio  rentístico.'* 

'*Los  Estados  no  tienen,  pues,  prohibición  constitucional  para  estable- 
cer ni  aun  en  tiempo  de  paz  los  monopolios  que  a  bien  tengan,  como  arbi- 
trios, rentísticos,  ni  para  poner  carnicerias  oficiales. 

**  Que  sea  esta  medida  muí  gravosif  para  los  dueños  de  ganados  i  mal 
perjudicial  para  la  riqueza  del  Estado,  lo  comprended  infrascrito;  pero 
de  esto  no  se  deduce  que  sea  inconstitucionali  ni  que  en  liempo  de  guerra 
no  llegue  a  ser  indispensable  adoptarla.  Nada  hai  mas  inconstitucional  que 
la  guerra,  pues  ella  enjendra  la  violación  de  todas  las  garantías  Individuales, 
i  autorixa  a  los  encargados  de  mantener  el  orden  público  para  buscar  como 
medios  para  hacer  la  defensa  dé  la  sociedad  contra  el  desorden  armado,  no 
solamente  loa 'que  el  leji^lador  cundinamarques  ha  señalado  enlaleiS,* 
sino  otros  mas  apremiantes  según  los  peligros  que  corran  las  instituciones. 

''Muí  conveniente,  en  opinión  del  infrascrito,  es  que  se  suspenda  U 
autorización  que  da  el  articulo  4.^para  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
monopolice  el  consumo  de  ganado;  pero  no  os  pide  la  decretéis  porque  no 
tenéis  facultad  para  suspender  lo  que  no  es  inconstitucional ;  toca  a  los 
sostenedores  de  la  acttjuü  guerra  hacer  cesar  tal  autorización,  puesto  qoeel 
articulo  4.^  espresamente  dice  que  ella  se  otorga  al  Poder  Ejecutivo  durante 
la  eietual  guerra.** 

Xlll 

Árido  es  el  terreno  en  el  cual  hemos  debatido  los  diversos  puntos  qae 
son  materia  de  discusión  en  lo  relativo  a  las  leyes  de  Cundinamarca  denno- 
ciadas  como  Inconstitucionales.  Árido,  por  consiguiente,  tiene  que  ser  i  es 
nuestro  trabajo.  En  discusiones  puramente  jurídicas  no  cabe  la  exornación 
oratoria.  Es  preciso  salir  de  ese  terreno,  para  amenizar  la  disertación; 
pero  eso  tiene  el  inconveniente  de  apartar  la  atención  del  verdadero  i  úni* 
co  objeto  que  en  casos  de  esta  naturaleza  debe  tenerse  presente. 

Acaso,  i  aunque  esa  no  es  nuestra  opinión,  podrían  dedrse  cosas  mai 
bellas  para  atacar  la  sustancia  de  las  leyes  de  Cundinamarca  denunciadas. 
Probablemente  podrían  decirse  primores  oratorios  para  evidenciar  que  etsf 
leyes  son  injustas,  inconvenientes  o  vejatorias.  Repetimos  que  nosotros  m 
somoB  de  esa  opinión ;  pero  aunque  la  profesAramos»  no  eotrarianas  ^ 
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una  disertación  de  esa  naturaleza,  porque,  .cuando  menos,  seria  incon- 
ducente. 

Nuestro  deber  era  examinar  esas  leyes  a  la  luz  de  la  Constitución  na- 
cional, para  establecer  si  entre  ésta  i  aquellas,  hai  colisión.  Eso  liemot 
hecho,  o,  al  menos  no  hemos  tratado  de  hacer.  Sacar  la  cuestión  de  ese  te- 
rreno, para  llevarla  al  campo  de  discusiones  puramente  especulativas,  nos 
parece  fuera  de  propósito. 

Tenemos  presente  i  os  recordamos  que  debe  haber  mucha  circuns- 
pección en  el  ejercicio  dé  la  atribución  5/  artículo  61  de  la  Constitución. 
Creemos  que  hai  tendencia,  de  algún  tiempo  a  esta  parte,  a  ensanchar  esa 
facultad  del  Senado.  El  abuso  de  ella  producirla  la  anulación  déla  autono- 
mía de  los  Estados;  i  ese  no  es  pensamiento  de  la  Constitución. 

Esta  requiere,  para  la  suspensión  de  las  leyes,  la  imanimidad  de 
Totos  de  la  Corte  Suprema,  lo  cual  presupone  una  estralimitacion  evidente 
de  las  Asambleas  de  los  Estados  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  pues 
solamente  la  evidencia  logra  reunir  la  universalidad  de  las  opiniones  huma- 
nas. Eso  mismo  demuestra  que  el  Senado  debe  abstenerse  de  anular  el 
Poder  lejislativo  de  los  Estados,  por  medio  de  anulaciones  de  los  actos  de* 
dicho  Poder,  salvo  que  la  agresión  constitucional  sea  evidente^  lo  cual  está 
mui  lejos  de  concurrir  respecto  de  las  leyes  de  Cundinamarca  denun- 
ciadas. 

En  fuerza  de  lo  espuesto,  sometemos  respetuosamente  a  vuestra  con^ 
sideración,  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  quale' 
conflere  el  inciso  5.^  del  artículo  61  de  la  Constitución  nacional,  hace  las 
siguientes  deGnitivas 

RESOLUCIONES. 

1.*  Es  válida  en  todas  sus  partes  la  lei  2/  espedida  por  la  Asamblea 
del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  el  ocho  de  octubre  de  mil 
ochocientos  setenta  i  seis,  sancionada  por  el  Gobernador  del  mismo  Estado 
el  nueve  del  mismo  mes  i  año,  *'  por  la  cual  se  determina  el  procedimiento- 
para  hacer  efectivas  las  esacciones  de  guerra,  i  las  ordinarias  en  tiempo  de 
guerra;"  i  la  cual  lei  aparece  publicada  en  d  Rejistro  del  Estado  nú- 
mero 697 ; 

2.*  £s  válida  en  todas  sus  partes  la  lei  9.*  espedida  por  fa  Asambfea 
de  Cundinamarca  el  once  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  I  sefs,  san* 
clonada  por  el  Gobernador  del  mismo  Estado  en  dicha  fecha;  Ma  cual  lei 
aparece  publicada  en  el  Rejisíto  del  Estado^  número  609. 

**  robliquese  esta  resolución,  comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  na* 


1 
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ciooal,  i  al  Gobernador  dal  Estado  soberana  dé  Cundimimarca»  i  dietttélfaaé 
el  espediente  a  la  Corte  Suprema  federal/' 

Honorables  Senadores. 

Bogotá,  19  de  mayo  de  4877. 

Emiliano  Resteepo — M.  MuSillo — ^Matías  HebbeBa. 


En  camplimiento  de  lo  que  dispone  el  reglamento  firmamos  el  pre- 
sente informe  í  presentamos  el  nuestro  por  separado. 

F.  DE  P.  BoBDA — ^Benigno  Gitaihizo. 


Estas  resoluciones  se  aprobaron  en  primero  i  segundo  debates  en  los 
días  ti  i  ti  dé  mayo  de  l877. 


El  Secretario  del  Senado, 


T.  Bodriguez  PéreM. 


Los  señores  José  María  i  Rafael  Portocarrero  solicitaron  de  la  Corte 
Suprema  federal  la  suspensión  de  la  leí  2/  de  9  de  octubre  de  1876.  espe* 
dida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Cundinamarca  sobre  procedimientos 
para  hacer  efectivas  las  esacciones  de  guerra ;  i  la  parte  i ."  del  articulo  I.^ 
I  del  final  del  artículo  ^°  de  la  le!  3.*  del  mismo  Estado  sancionada  en  11 
de  octubre  del  año  pasado.  Las  razones  en  que  apoyan  su  solicitud  están 
condensadas  en  las  últimas  palabras  de  su  memorial  que  dicen  :  bastará  lo 
espuesto  para  que  vosotros  *' suspendáis  la  ejecución  de  esas  dos  leyes  por 
ser  contrarias  tanto  al  artxulo  16  como  al  articulo  91  de  la  Constitución." 

Dada  vista  al  s^or  Procurador  jeneral,  emitió  conceptq  separada- 
mente sobre  cada  una  de  las  leyes  acusadas,  con  fecha  18  de  abril  del  pre- 
sente año  i  oído  que  fué,  la  Corte  Suprema»  reunida  en  sala  de  acuerdo  i 
con  presencia  de  todos  los  señores  Majistrados  pasó  a  considerarlo,  toman- 
do por  base  de  discusión  el  proyecto  de  resoflucion  del  señor  Hajístrado 
Paláu  a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto;  i  después  de  nn  eximen 
detenido  resolvió:  1.^  suspender,  por  unanimidad  de  votos,  la  ejecución 
de  la  leí  2/  denunciada,  en  cuanto  por  dicha  lei  se  hace  estensivo  el  pro- 
cedimiento que  establece,  al  cobro  i  realización  de  créditos,  imp«6Btoe^«M- 
préstitos  i  demás  esecciones  nacionales ;  por  ser  tajo^esteYespectoieoBtra- 
ria  a  la  Constitución  l^lasl^esile.Ia  Uoion4  t.^  anepender  de  on  modo 
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iibsoluto  el  artículo  7.^  de  la  lei  9/  tanto  para  lo  nacional  como  para  ioátít 
Estado  por  ser  violatorio  del  derecho  de  propiedad  garantizado  por  la  GoA#> 
titucion;  3.^  suspender  en  los  mismos  términos  i  por  hs  mismas  i^azones 
queelariículo7,°  la  parte  Gnaldel  artículo  27  de  dicha  leí  2/$  4.°  siis^ 
pender  el  io  de  la  misma  lef  2.'  en  cuanto  pudiera  tener  efecto  retroábt^ 
en  cuyo  caso  violarla  el  artículo  24  de  la  Constitución  nacional ;  5.«>  nó 
suspender  por  no  concurrir  la  unanimidad  de  votos  los  artículos  21,  ^ 
23  i  24  de  la  lei  2/  £1  señor  Majistrado  Corrales  opinó  en  favor  de  dichos 
artículos  i  opinaron  en  contra  los  demás  lllájistrados ;  i  6.o  no  suspender 
ninguno  de  los  artículos  de  la  lei  3.'  por  creerlos  todos,  en  todas  sus  partes, 
arreglados  a  la  Constitución  nacional. 

Resuelta  en  estos  términos  por  la  Suprema  Corte  federal  la  suspensfott 
de  la  lei  S,'  ¡  la  vijencia  de  la  lei  3,'  ha  venido  el  espediente  al  Senado  para 
su  resolución  de6nitlva  conforme  al  artículo  72  déla  Constitución;  í  es- 
tudiado detenidamente  por  vuestra  Comisión  de  inspección  de  actt)á  lejis^ 
lativos,  la  minoría  de  ella,  que  ha  tenido  la  pena  de  disentir  de  las  opiniones 
de  sus  honorables  colegas,  apesar  de  su  altísima  respetabilidad  I  su  bien 
fundada  reputación  de  sabios  jurisconsultos  1  de  hombres  de  Estado;  p^^á 
a  daros  su  opinión  por  separado,  no  sin  la  mas  profunda  desconGanza  sobre 
los  fundamentos  en  que,  a  su  juicio  debe  basarse  la  anulación  definitiva' d'^ 
la  lei  S/  en  los  términos  que  mas  adelante  espondrá  i  la  permanencia  dé  Ik 
le!  3/ 

El  artículo  l.o  de  la  leí  2/  dice  : 

*•  Art.  1.^  Cuando  se  haya  declarado  perturbado  el  orden  público  je- 
neral  o  seccional,  se  observará  el  procedimiento  especial  que  detolla  la  pre- 
sente lei,  para  hacer  efectivos  los  empréstitos,  contribuciones,  impuestos 
estraordinarios  i  demás  esacciones  de  guerra,  que  se  decreten  por  el  Go- 
bierno nacional  o  el  del  Estado,  así  confM)  también  para  hacer  efectivas 
las  esacciones  ordinarias  que  no  se  hubieren  efectuado  durante  la  paz, 
o  que  hubieren  de  tener  lugar  durante  la  guerra/' 

Opina  el  señor  Procurador  que  este  articulo  no  es  iooonstícuoional 
cuanto  que  por  él  no  ^e  determina  la  cuantía  de  las  esacciones  de  guerra  a 
que  se  refiere  ni  se  señala  a  las  personas  que  han  de  sufrirlas  i  solo  se  fijan 
los  procedimientos  que  deben  seguirse  para  hacer  efectiva  la  contribución 
de  que  se  trata  ;  i  que  siendo  como  es  una  lei  procedimental,  puramente 
adjetifa,  no  pueden  comprenderla  las  reglas  del  derecho  de  jentes,  ni  auH 
siquiera  los  preceptos  de  la  Constitucioi^  nacional,  por  cuanto  que  esta  debe 
cnhitr  a  ios  amigos  i  no  a  los  belijeranres  enemigos  de  ella;  que  es  a  los  que 
la  lei  se  refiere.  Cree,  ademas,  el  señor  Procurador  que  todos  los  argn¿ 
mentos  aducidos  por  los-  peticionarios  podrían  ser  tomados  en  considera- 
don  ai  se  traUra  de  los  decretos  nacionales  que  imponen  Iqs  ^HmtribudoAeei 
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de  qae  se  trata ;  pero  no  al  juagar  de  la  )ei  que  fija  el  procedimiento  pin 
hacerlas  efectivas. 

La  Corte  Suprema  no  cree  tampoco  que  esta  Tei  sea  violatoriade  loi 
principios  del  derecho  de  jentes  declarado  lei  de  la  República  por  el  artí^ 
cuIo9i  de  la  Constitución,  i  prescindiendo  de  la  circunstancia  deque  ella 
fué  espedida  para  tiempo  de  guerra,  entra  a  examinarla  conoo  si  hubiera  sido 
espedida  para  tiempo  de  paz;  porque  la  Constitución  no  hace  diferencia 
entre  éstas  dos  situaciones  i,  por  el  contrario,  las  comprende  a  ambas  en  k 
atribución  que  le  concede  a  la  Corte  por  su  artículo  72. 

GonK>  el  propósito  de  la  lei  en  sus  diversos  artículos  es  fijar  reglas  de 
procedimiento  para  hacer  efectivas  no  solo  las  esacciones  del  Estado,  sino 
las  nacionales,  juzga  la  Corte  qne  ella  es  una  invasión  en  el  círculo  jurísdíe- 
cionaldel  Poder  federal;,  porque  solo  a  éste  Corresponde  dictar  leyes  eo 
asuntos  nacionales,  según  el  artículo  17,  inciso  i6  de  la  Constitución  i  ar- 
ticulo 49  de  la  misma,  no  pudiendo  tampoco  ser  delegada  esta  atribueioa 
ni  por  el  Congreso  ni  por  las  Cámaras  separadamente ;  í  en  esto  se  funda 
para  decretar  la  suspensión  de  esta  lef,  en  todas  sus  disposiciones  que  se 
voeen  con  derechos  nacionales,  según  el  artículo  14  de  la  Constitución. 

I  siendo  el  artículo  1.^  el  que  contiene  i  señala  el  objeto  de  la  lei,  el 
al  considerarlo  que  la  Corte  declara  la  suspensión  de  ella  en  las  disposicio- 
nes que  versan  sobre  asuntos  nacionales. 

Vuestra  Comisión  opina  del  mismo  modo  que  la  Corte  Suprema,! 
ereé^  con  ella,  que  debéis  declarar  definitivamente  nulo  el  articulo  L^ilos 
demás  que  estatuyan  reglas  de  carácter  nacional,  aunque  se  sostiene  qtfe  la 
Asamblea  de  Cundinamarca,  debiendo  el  Gobierno  del  Estado  obedecer  los 
decretos  del  Poder  Ejecutivo  federal  i  no  habiendo  precedfmiento  especial 
para  hacer  efectivas  las  espropiaciones  ordenadas  por  éste,  debia  i  teníaqae 
proveer  a  los  medios  procedimentales  para  llevar  a  cabo  lo  que  por  deber 
constitucional  tenia  que  cumplir,  la  minoría  de  vuestra  Comisión  obsern 
que  esas  razones  serian  escelentes  para  escusar  a  la  Asamblea  de  todo  cargo 
de  precipltud  etc. ;  pero  que  no  alcanzan  a  demostrar  que  ella  tuviera  fa- 
cultad para  llenar  vacíos  que  puedan  presentarse  en  la  lejíslaelon  nacional 
o  que  aunque  no  existan  realmente  a  ella  le  parezca  encontrar.  Si  los  pro- 
cedimientos que]»s  leyes  nacionales  señalan  para  los  juicios  de  espropía- 
cion  no  eran  suficientes,  tocaba  al  Gobierno  federal  señalar  los  modos  de 
proceder  i  en  el  caso  de  que  se  trata  hubiera  bastado  otro  decreto «jecutifo 
basado  en  el  derecho  de  la  guerra,  del  mismo  modo  que  el  anterior  oo  era 
otra  cosa  que  el  uso  de  ese  derecho. 

Tanto  la  Corte  como  el  Procurador  jeneral  creen  que  el  articulo  9.^ 
de  la  lef,  que  determina  cuál  debe  ser  el  documento  ejecutivo  en  los  casos 
de  que  se  ocupa,  no  contraria  lei  ninguna  nacional  por  cuanto  corresponde 
ala  lejislacion  civil  de  los  Estados  determinar  cuáles  son  los  documentos 
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que  presten  mérito  ejecutivo ;  i  esto  que  es  esacto  en  cuanto  pueda  referirse 
a  los  juicios  que  se  sigan  por  intereses  de  los  E8ta4o3y  no  lo  es  tratándose 
de  asuntos  nacionales ;  porque  el  Código  judicial  de  la  Nación,  que  es  el 
que  debe  observarse  en  estos  casos,  en  su  articulo  925  señala  con  toda  pre- 
cisión cuáles  son  estos  documentos  i  entre  ellos  no  están  las  listas  formadas 
por  las  Juntas  de  Hacienda  de  que  liabla  el  artículo  S.^;  las  cuales  por  su 
propia  naturaleza,  tampoc(i  pueden  tener  las  condiciones  exijidas  por  los 
artículos  siguientes :  926,  9i7  i  938,  de  estar  otorgadas  i  escritas  con  las  for* 
malidades  legales,  ni  rejistradas,  ni  ser  pagarés  de  plazo  cumplido,  ni  resul- 
tar de  ellas  una  obligación  espresa  i  clara  de  pagar  alguna  cantidad  líquida 
o  de  liacer  alguna  cosa  determinada,  siquiera  sea  por  reconocimiento  pos» 
terior  de  la  firma  del  ejecutado  etc,  etc.  Estas  razones  colocan  en  el  ánimo 
de  la  minora  de  vuestra  Comisión,  al  artículo  2.°  en  el  mismo  caso  de  anu- 
lación definitiva  en  que  está  el  artículo  f,^  como  lo  están  también  los  si- 
guientes :  9,^  A^°  6.^  i  6,^  que  se  apartan  de  las  fórmulas  i  procedimientos 
exijidos  por  las  leyes  nacionales  para  dar  protección  a  los  ciudadanos  en  sa 
propiedad  i  bacer  efectiva  la  justicia. 

1  respecto  del  artículo  6.^  observa  vuestra  Comisión  con  estrañeza  el 
mandato  inusitado  i  singular  que  él  contiene  de  adjudicar  al  Estado  de  Gun* 
dínamarca,  bienes  que,  como  frutos  de  una  esaccion  nacional^  no  pueden 
ser  considerados  como  propiedad  del  Estado  i  por  la  sola  razón  de  declarar* 
se  él  por  sí  i  ante  si  subrogado  a  los  deudores  de  la  Nación,  apropiándose  al 
mismo  tiempo  el  sobrante  de  los  bienes  embargados  cuando  ya  el  Fisco  ba 
quedado  satisfecbo. 

Esta  disposición  es  contraria  a  los  derechos  de  la  Nación  i  atenta  con- 
tra los  artículos  075,  674  i  i,688  del  Código  civil  nacional. 

Tanto  el  Poder  Ejecutivo  nacional  como  el  Senado  han  espresado  ya 
su  voluntad  de  devolver  los  bienes  adjudicados,  conforme  este  artículo,  al 
Estado  de  Cundinamarca ;  el  primero  en  un  decreto  i  el  segundo-en  un  ar- 
ticulo de  la  lei  sobre  pago  de  empréstitos,  suministros  i  espropiaciones; 
pero  la  subsistencia  de  la  lei  3/  que  se  examina,  impide  el  cumplimiento 
de  tales  disposiciones  ;  porque  ni  el  Gobernador  ni  autoridad  alguna  del 
dtado  Estado  de  Cundinamarca,  tiene  facultacf  de  trasladar  administrativa- 
mente el  dominio  de  la  propiedad  de  éste;  lo  cual  hará  invalidar  los  títulos 
que  se  espidan  de  esa  manera  a  los  antiguos  propietarios.  Véase  pues  la 
necesidad  de  anular  esta  lei,  si  se  quiere  que  la  voluntad  del  Congreso  se 
cumpla. 

Respecto  del  artículo  7.^  tanto  el  Procurador  como  la  Corte  descu- 
bren en  él  una  verdadera  confiscación  de  bienes,  i  vuestra  Comisión  no  se 
detiene  a  examinarlo  porque  basta  su  lectura  para  comprender  que  es  una 
violación  terminante  del  derecho  de  propiedad. 

Asumir  el  dominio  de  una  propiedad  reconocida  como  inocente,  cómo 
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1)0  gravada,  ni  responsable  Jdtr  en  cambio  una  promesa  índetermlaada  i 
yaga  de  pagarla,  sin  espresar  cómo,  cuándo  ni  de  qué  manera,  i  todo  eso 
centra  la  voluntad  del  propietario  que  acaba  de  cubrir  to\lo  lo  que  debe,' 
delante  de  la  equidad  i  del  buen  sentido  una  verdadera  confiscación  de  la 
propiedad.  Nada  importa  que  el  término  jurídico  no  se  adapte  al  caso  de 
ese  indeterminado  reconocimiento  i  basta  saber  que  nadie  cambiaría  por  él 
au  propiedad. 

Como  la  anulación  definitiva  de  la  leí  en  lo  que  se  roía  con  asuntos 
nacionales,  implica  la  ineficacia  asi  de  los  artículos  anteriores,  como  la  de 
los  articuloB  8,°  9,^  iO,  II,  i9,  i5,  44,  15,  J6,  it,  i8  i  i9,  los  cuales  con- 
trarían también,  mas  o  menos,  los  procedimientos  señalados  por  el  Código 
jttdicial  de  la  Union  en  los  casos  de  su  competencia,  es  claro  que  basta  la 
declaratoria  de  nulidad  de  la  lei  en  esos  términos,  para  que  sus  diversos 
artículos  no  produzcan  efecto  en  los  asuntos  nacionales  a  que  se  refiérela 
leí  que  se  examina,  ni  en  los  del  Estado  en  cuanto  sean  afectados  por  el  ar- 
ticulo T."" 

Por  el  artículo  90  se  invalidan  para  los  efectos  de  las  tercerías  eselu- 
yentes  Q  coadyuvantes,  los  documentos  en  que  puedan  apoyarse,  que  no 

■ 

fueran  otorgados  antes  de  la  fecha  en  que  fué  declarado  turbado  el  ónien 
piUdíco  i  como  la  lei  se  dio  muchos  meses  después  de  esa  declaratoria,  es 
claro  que  obra  con  efecto  retroactivo  i  por  tanto  es  contrario  al  articulo  S4 
dala  Constitución.  Merece  pues  ser  definitivamente  anulado  tanto  para  los 
efectos  nacionales  como  para  los  del  Estado. 

Hai  mas.  Por  este  artículo  se  declara  que  no  se  admiten  laa  tercerías, 
escluyentes  o  coadyuvantes,  sino  en  el  caso  de  estar  fundadas  en  documen- 
tos otorgados  i  rejistrados  antes  de  la  fecha  en  que  se  declaró  turbado  el  árdm 
fúlblico;  i  de  esta  manera  nulos  títulos  de  propiedad  adquirida,  lejítimos  de* 
lante  de  leyes  preexistentes  i  que  tienen  derecho  de  prelacion  en  el  orden 
en  que  están  establecidas  las  hipotecas,  dando  así  al  Fisco  medios  de  apro- 
piarse bienes  que  pertenecen  a  personas  distintas  del  ejecutado,  violando  de 
esta  manera,  en  beneficio  del  Gobierno  de  Cundinamarca  o  si  se  quiere  del 
Giobiernojeneral,  el  inciso  5.^ del  artículo  lo  déla  Constitución  i  ponién- 
dose al  mismo  tiempo  en  pdgna  con  la  doctrina  declarada  por  el  Senado 
eo  81  de  mayo  de  1871,  a  la  cual  nos  permitimos  llamar  vuestra  atención. 

Igualmente  deben  anularse  los  artículos  21,  22,  23  í  S4,  porcuanlo 
por  ellos  se  da  a  autoridades  administrativas  i  al  Gobernador  del  Estado  ju- 
risdicción sobre  hechos  de  la  esclusl  va  competencia  del  Poder  judicial,  cona» 
tituyendo  así  a  esas  autoridades  en  Tribunales  estraordinarlos,  distintos  de 
los  preexistentes,  para  admitir  i  decidir  tercerías  por  medio  de  un  procedi- 
miento  sumarísimo,  en  que,  por  cierto,  no  podrán  jamas  establecerse  dere- 
chos que  se  fundan  en  hechos  contradictorios,  o  por  el  tiempo  que  se  eoh 
plea  para  examinar  las  documentaciones^  ya  porque  constituyéndose  Juei 
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de  8U8  propios  actos  la  parte  que  ejecuta,  sentencia  i  se  paga^  es  fácil,  casi 
seguro  el  sacriGcio  de  los  mas  sagrados  derechos.  Estas  facultades  judiciales 
atribuidas  a  autoridades  que  no  han  sido  creadas  sino  para  el  orden  admi- 
nistrativo son  contrarias  a  los  principios  fundamentales  de  la  Nación,  ase- 
gurados  por  la  división  délos  Poderes  públicos  i  el  artículo  i  5,  inciso  4.^ 
déla  Constitución,  que  garantiza  a  los  ciudadanos  no  ser  juzgados  por  co- 
misiones o  Tribunales  estraordinarios.  En  esta  doctrina  están  de  acuerdo  el 
aeñor  Procurador  i  la  mayoría  de  los  señores  Majistradós,  no  estándolo  el 
señor  Majlstrado  Corrales,  por  lo  cual  no  fueron  suspendidos.    ' 

Opina  el  señor  Hajístrado  Corrales  que  no  versando  las  decisiones  de 
las  ya  citadas  autoridades  administrativas  ni  los  juicios  de  tercerías  sino 
sobre  intereses^  en  nada  pueden  afectar  la  seguridad  personal,  porque  ésta 
se  refiere  a  la  persona  i  aquellas  a  la  propiedad.  Pero  vuestra  Comisión 
juzga  que  la  garantía  otorgada  a  los  ciudadanos,  de  no  ser  juzgados  por 
Tribunales  estraordinarios  comprende  río  solo  los  juicios  criminales,  sino 
los  juicios  Civiles  i  que  la  seguridad  como  derecl)0  no  puede  limitarse  a  la 
sola  I  aislada  individualidad  del  ciudadano  *,  porque  la  propiedad  como  la 
fanailia,  como  la  trasmisión  de  la  riqueza,  constituyen  también  garantías 
constitucionales  i  son,  por  lei  natural  i  por  ptincipio  inconcuso  de  lejtsla- 
cion  una  especie  de  estepsion  o  continuación  de  la  propia  individualidad. 
La  aceptación  de  la  doctrina  sentada  por  la  minoría  de  la  Corte  implicaría 
la  desaparición  de  otras  garantías  no  menos  sagradas  que  la  seguridad.  Los 
Gobiernos  podrían,  por  medio  de  contribuciones  de  diversa jénero,  hacer 
nagatorlais  las  consagradas  en  el  artículo  16  de  la  Constitución.  Asi,  por 
ejemplo,  se  gravarla  en  los  Estados  a  las  imprentas,  se  gravarla  la  indus- 
tria, se  venderían  las  resoluciones  a  los  memoriales  de  los  individuos,  se 
impondrían  gravámenes  a  los  actos  de  los  cultos  etc,  i  como  los  reclamos  no 
▼eraarian  sino  sobre  intereses^  ni  la  Corte,  ni  el  Senado  tendrían  para  qué 
octiparse  de  saber  si  por  esos  gravámenes  sufrían  o  no  las  garantías  otorga- 
das por  la  Constitución.  Las  garantías  para  unos  derechos  son  corolarias  de 
lea  garantías  para  otros.  Declarar  inviolable  la  vida  del  hombre  i  dejar  inse* 
guro  aquello  por  lo  cual  él  está  dispuesto  a  sacrificarla,  como  la  propiedad, 
la  familia,  etc,  seria  mutilar  la  obra  de  nuestras  instituciones. 

^*E1  hombre,  dice  un  célebre  espositor,  tiene  una  primera  propiedad 
en  so  persona  i  en  sus  facultades  i  tiene  otra  seguridad,  menos  adherida  a 
su  ñéfj  pero  no  menos  sagrada,  en  el  producto  de  esas  facultades,  que  abra- 
'  aa  lodo  lo  que  se  llama  bienes  de  este  mundo  i  que  la  sociedad  tiene  altísi- 
mo interés  de  garantizarla ;  porque  sin  esa  garantía  no  habría  trabajo  i  sin 
trabajo  no  habria  civilización,  ni  medios  de  subsistencia,  sino  miseria,  van-  , 
dalaje  i  barbarie/' 

La  garantía  de  la  seguridad  personal  t  la  garantía  de  te  propiedad  in- 
diffidiial  soa  partes  de  la  garantía  de  la  libertad  del  ciudadano,  i  todas  ellas» 
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asi  como  la  de  la  Igualdad,  la  de  la  vida,  la  del  trabajo,  la  de  la  condeocia 
etCy  son  el  fondo  ¡  la  esencia  de  nuestras  instituciones:  no  se  poede  liolar 
una  sin  violar  muchas  otras. 

Es  una  idea  falsa  la  de  que  la  propiedad  no  es  sino  la  cosa  que  la  re» 
presenta.  La  propiedad  es  un  derecho  que  reposa  en  la  naturaleza  del  bona* 
bre :  vivir,  adquirir  i  poseer,  son  la  base,  el  objeto  i  el  fin  de  la  actividad 
humana  ;  esos  son  los  términos  del  progreso  del  mundo:  los  objetos  de  la 
tierra,  que  nuestro  esfuerzo  adapta  a  nuestra  necesidad,  son  los  llamados» 
satisfacer  ese  derecho ;  pero  el  objeto  que  poseemos  no  adquiere  el  carác* 
ter  de  propiedad  sino  por  el  servicio,  por  la  parte  de  nuestras  fuerzas  que  a 
él  trasmitimos.  En  la  propiedad  se  respeta,  no  la  materia  que  por  sí  misma 
es  inerte  e  inútil,  sino  la  suma  de  facultades  que  ha  sido  necesario  apli« 
carie  para  que  tenga  un  valor.  1  como  esas  facultades  son  parte  del  indlTÍ- 
dúo,  es  claro  que  donde  ellas  estén  allí  está  (amblen  el  individuo. 

La  persona  civil  no  es  la  persona  natural ;  es  un  compuesto  de  ele- 
mentos diversos  i  esos  elementos  son  los  derechos  I  entre  esos  derechos  está 
el  de  poseer  i  gozar  de  la  posesión.  Luego  atentar  contra  la  propiedad  es  lo 
mismo  que  ateniar  contra  la  persona ;  luego  la  seguridad  personal  implíea 
la  seguridad  de  la  propiedad  o  sea  de  los  intereses  como  los  llama  el  Magis- 
trado Corrales. 

Destruir  la  propiedad  es  detener,  paralizar  la  actividad  del  hombre; 
es  inutilizar  su  intelijencia ;  es  invalidar*  su  trabajo ;  \  el  que  impide  al  hom- 
bre ser  activo,  intelijente  i  laborioso  detiene  su  desarrollo  que  por  sí  mis- 
mo es  un  derecho  i  lo  mutila  haciéndolo  inferior  a  sus  propias  necesidades. 

Es  por  otra  parte  un  absurdo  constitucional  sostener  que  esos  Tribu- 
nales estraordinarlos  que  no  pueden  imponer  un  solo  dia  de  arresto  confor- 
me a  la.  Constitución,  si  pueden  espropiar  i  arruinar  a  las  familias. 

Teniéndolos  Estados  la  facultad  de esublecer,  aumentar,  disminuir 
o  suprimir  sus  Juzgados  en  su  propio  territorio,  juzga  el  señor  Majisirado 
Corrales  que  los  Tribunales  estraordinarios  creados  por  la  lei  2.*  que  se  exa- 
mina, no  son  una  violación  de  la  Constitución,  por  ser  su  creación  el  ejer- 
cicio de  esa  facultad.  La  minoría  de  vuestra  Comisión  opinan  que  esa,  como 
muchas  otras  facultades  de  los  Estados,  está  limitada  por  la  Constitución  ^ 
s¡  ella  prohibe. los  Tribunales  estraordinarios,  los  Estados  no  pueden  esta- 
blecerlos ;  i  como  la  prohibición  es  terminante  según  el  artículo  15,  es  tam- 
bién terminante  la  violación  de  la  leí  que  los  establece.-Los  Estados  pueden 
crear  todos  los  Juzgados  i  Tribunales  ordinarios  que  a  bien  tengan ;  peto 
no  pueden  crear  estraordinarios  para  juzgar  a  ciudadanos  que  no  pueden, 
conforme  a  la  Constitución,  ser  sometidos  a  ellos,  i  para  demostrar  que  la 
lei  S.*  incurría  en  esta  violación,  basta  decir  con  el  señor  Procurador  jena- 
ral,  que  en  Cundinamarca  no  están  reconocidos  entre  los  Tribunales  ordl- 
n  arios  los  creados  por  la  lei  citada ;  i  no  lo  están  porque  en  este  Estado,  es 
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un  principio  aceptado,  que  asegura  la  libertad  i  la  obediencia,  la  seguridad 
i  la  Justicia,  el  de  la  mascoin|[)leta  separación  de  los  Poderes  públicos. 

El  oríjen  de  la  lejitimidad  de  los  Jueces,  no  está  en  el  orijen  de  sa 
nombramiento  como  opina  el  señor  Uajistrado  Corrales.  La  lei  puede  lla-^ 
marlos  así ;  pero  si  esa  lei  sale  evidentemente  de  la  esfera  constitucional,  esos 
Jueces  llevarán  ese  nombre ;  pero  no  tendrán  I3  lejitimidad  ni  el  cs^rácter 
constitucional  para  ser  reconocidos  como  tales  por  los  Poderes  federales. 

r 

El  nombre  no  cambia  la  esencia  de  las  cosas ;  i  asi  como  el  hecho  no 
establece  el  derecho,  tampoco  ese  nombramiento  de  Jueces  implica  la  obe- 
diencia ni  menos  la  responsabíliilad  de  los  ciudadanos. 

Los  artículos  SS,  26,  %  i  S9,  no  fijan  el  procedimiento  del  Código  ju- 
dicial ;  pero  anulada  la  lei  en  todo  lo  (jue  se  reüere  a  asuntos  nacionales» 
nada  tiene  que  observar  la  minoría  de  vuestra  Comisión  respecto  de  ellas. 

Pero  sí  coloca  el  27  en  el  mismo  caso  de  anulación  en  que  se  halla  el 
articulo  7,^  en  tanto  que  por  él  pueda  imponerse  laconflscacion  a)  terceris- 
ta con  la  vaga  promesa  de  una  probable  indemnización. 

El  articulo  50  señala  el  término  de  la  vijencia  de  la  lei  i  deja  su  apli* 
cacion  a  la  voluntad  del  Gobernador  de  Cundinamarca. 

Se  ve  por  él  que  la  lei  2.*  fué  una  medida  de  guerra,  así  como  su  ob- 
jeto fué  señalar  el  procedimíenio,  para  hacer  las  espropiaciones  efectivas  i  ^ 
para  regularizarlas  delante  de  un  enemigo  que  no  se  detenia  en   fórmulas 
ni  en  consideraciones  de  ningún  jénero  al  talar  los  campos  i  arruinar  a  las 
familias,  sustituyendoel  orden  social  con  el  pillaje  i  la  devastación. 

Pero  una  vez  que  la  paz  ha  venido  como  un  desenlace  de  gloría  i  de 
honor,  la  justicia  debe  aparacer  también  silenciosa  i  tranquila  para  restable- 
cer el  equilibrio  de  las  leyes,  complementando  la  victoria  con  la  consagra- 
ción de  todos  los  derechos. 

Aun  no  ha  sonado,  es  cierto  la  última  detonación  del  enemigo  que 
huye  para  no  volver;  pero  sobre  esta  obra  de  destrucción,  en  que  la  no- 
ción del  derecho  de  propiedad  parecía  perderse,  el  Gobierno  vencedor  debe 
apresurarse  a  devolver  elprestijio  a  todo  aquello  que  sirve  de  fundamento 
a  la  sociedad,  i  la  minoría  de  vuestra  Comisión  considera  que  a  ello  contri- 
buye la  anulación  de  esta  lei.  Se  verá  así  que  lo  que  ayer  no  pudo  desba- 
ratar la  fuerza  en  larguísimos  i  tenasisimos  esfuerzos,  puede  conseguirse 
hoi  en  una  hora  de  calma  i  de  justicia. 

Honroso  hubiera  sido,  sin  duda,  haber  salvado  el  principio  de  que  en 
toda  guerra  la  propiedad  particular,  inofensiva,  sin  escepcion  de  ningún 
jénero,  debe  quedar  protejida  por  las  reglas  del  derecho  i  al  abrigo  de  todo 
ataque  o  violación;  pero  ya  que  ni  la  situación  peculiar  del  pais  lo  permite, 
ni  las  instituciones  la  salvan  en  absoluto,  ni  los  adelantos  de  la  moral  i  del 
derecho  han  alcanzado  a  conclusiones  de  tal  elevación,  sea  por  lo  menos 
una  reparación  justiciera  la  acción  del  Senado  mitigando  en  lo  posible  el 
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mal  causado,  cuando  ba  venido  la  calnia  i  no  existe  el  apremio  de  It 
sidad.  Debemos  tratar  de  que  las  reglas  de  estricta  justicia  no  aa  observen 
solamente  en  guerras  internacionales,  sino  que  se  sigan  de  prefereiiCta  eo 
guerra  civil,  entre  la  Nación  i  sus  miembros,  de  modo  que  la  valla  de  loe 
odios  no  se  convierta  en  abismo  i  que  los  ciudadanos  no  pierdan  jamas  la 
noción  de  esa  armonía  esencial  i  permanente  entre  la  justicia  i  la  utilidad. 

Hai  mas :  entre  el  derecho  de  propiedad  i  la  prosperidad  de  ha  uacia 
nes  existe  una  misteriosa  solidaridad.  A  medida  que  la  propiedad  se  e§» 
tiende  i  que  se  aumenta  el  respeto  por  ella,  se  aumenta  i  ae  estlende  tan» 
bien  el  progreso  de  los  pueblos.  *'  Todos  los  viajeros,  dice  un  profondo  es* 
critor  contemporáneo,  han  sido  sorprendidos  por  el  estado  de  langnidea,  de 
miseria  i  de  usura  en  qtie  se  encuentran  los  países  en  que  no  está  garantí* 
xada  la  propiedad*  Id  a  Oriente,  donde  el  despotismo  se  declara  solo  pro* 
pietario  i  encontrareis  los  mismos  rasgos  que  en  la  edad  media:  la  tierra 
abandonada  por  ser  la  presa  mas  espuesta  a  la  avidez  de  la  tiranía  i  reser* 
vada  a  manos  esclavas  que  no  pueden  elejir  su  propia  profesión  ;.  el  oomer- 
do  preferido  por  ser  mas  fácil  escapar  en  él  a  las  esacciones;  en  el  comercio 
el  oro,  la  plata,  las  joyas  solicitadas  como  valores  Mciles  de  ocultar ;  todo 
capital  pronto  a  convertirse  en  esos  valores  i  cuando  se  resuelve  a  salir, 
concentrándose  en  las  manos  de  una  clase  proscrita  qiie,  ostentando  aa 
miseria,  viviendo  en  casas  de  esterior  odioso,  pero  suntuosas  en  el  interior) 
oponiendo  una  constancia  invencible  al  amo  bárbaro  que  quiere  arranearle 
el  secreto  de  sus  tesoros,  se  desquita  haciéndole  pagar  el  dinero  mas  cavo  i 
se  venga  así  de  la  sociedad  por  la  usura/* 

Parece  que  se  hablara  aqui  no  del  Oriente  sino  del  Occidente,  endona 
de  estos  pueblos  americanos,  quizá  por  la  tradición  de  sus  mayores^  deapo» 
jados  de  sus  tierras  poseídas  i  trabajadas  por  ellos,  no  han  podido  ni  Sabido 
talvez  que  ese  despojo  hecho  por  un  pueblo  rapaz  i  corrompido  es  el  des- 
quiciamiento de  la  sociedad  i  que  esta  no  tiene  otras  bases  de  permanencia 
que  las  de  la  justicia  i  el  derecho 


Pasando  a  la  consideración  de  los  artículos  de  la  lei  8/  espedida  por 
la  misma  Asamblea  de  Cundinamarca  en  11  de  octubre  de  1876,  sobreara 
bitrios  rentísticos,  vuestra  Comisión  encuentra  fundadas  las  razones  ea^ 
puestas  por  el  señor  Procurador  i  por  la  Corte  i  de  acuerdo  con  la  mayoria 
I  juzga  que  debéis  declarar  su  validez  por  no  ser  contraria  a  la  ConatitQoión; 
En  consecuencia,  os  presenta  el  siguiente  proyecto  de  resolución  t 
'*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le  eodfialt 
el  inciso  6.^  artículo  51  déla  Constitución  nacional  declara  definitivamente 
nula  la  leí  i/  de  9  de  octubre  de  1876,  espedida  por  la  Asamblea  del  Esta^ 
do  soberano  de  Cundinamarca  "  por  la  cual  se  determiiia  él  prooftMurieaio 
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para  hacer  efectivas  las  esacciones  de  guerra  i  las  ordinarias  en  tiempo  de 
paz/' en  cuanto  dicha  leí  fija  tramitación  i  reglas  para  el  cobro  i  realiza- 
ción de  créditos,  impuestos,  contribuciones  i  esacciones  i  empréstitos  na* 
clónales. 

*' Asi  mismo  se  declara  nulo  el  artículo  7.^  de  la  misma  lei  %^  para 
que  no  sea  aplicado  en  los  negocios  de  competencia  del  Estado  de  Gundina-. 
marca,  por  ser  dicho  art  culo  contrario  al  derecho  de  propiedad  que  garan- 
tiza la  Constitución;  i  por  la  misma  razón  declara  nula  la  parte  final  del 
articuk)  27  de  la  citada  lei  2/ 

**Decláranse  nulos  los  artículos  0.°  i  9.^  en  cuanto  por  ellos  se  orde- 
na adjudicar  al  Kstado  de  Cundínamarca  propiedades  de  la  Nación,  lo  cual 
es  contrario  a  los  artículos  675,  674  i  i 688  del  Código  civil  nacional. 

Declárase  nulo  el  artículo  20  de  la  lei  2/  del  Estado  de  Cundínamar- 
ca, en  cuTinio  pueda  ser  aplicado  con  efecto  reiroactivo,  lo  cual  es  contrario 
al  artículo  s 4  de  la  Constitución;  i  por  serlo  también  al  inciso  5.^*  del  ar« 
tículo  15  de  la  misma. 

Decláranse  nulos  los  artículos  i,*^  21,  S3,  23  i  24  de  la  misma  leí  en 
cuanto  dan  jurisdicción  I  facultades  a  funcionarios  del  orden  político  i  ad- 
minístrativu  del  Estado  para  admitir  i  decidir  tercer  as'  en  virtud  de  un 
procedimieitto  puramente  sumario,  por  corresponder  su  conocimiento  a 
autoridades  judiciales  en  los  términos  de  sus  leyes  vijentes. 

St^  declara  que  la  1/  parte  del  artículo  1.^  i  la  final  del  articulo  4.°  de 
^  la  leí  3/  ''sobre  arbitrios  restíslicos/' espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
de  Cundidamarca  en  i 876,  no  están  en  el  caso  constitucional  de  ser  anu- 
ladas. 

Bogotá,  de  mayo  de  1877, 

Ciudadanos  Senadores. 

^F.  DE  P.  Borda — Benigno  üüabnízo. 


XXVI. 


VAIilJDiSZ  del  articulo  69  de  la  ConeCltucloii  del  Kstodo  del 
Tolliua  de  1M  de  febrero  de  1^99  i  del  artíeulo  GS  de  la  lei 

9%    del    iiilsmo  ano,  reformatoria  del  Código  politlea  I 
niunlelR»!* 


YisTi  DEL  Procurador  jeneral. 

Bejaores  M.aji:strudos. 

Algunas  señoras  de  Campo-alegre  os  piden  la  suspensión  del  artículo 

69  de  la  Constitución  vijente  del  Estado  del  Tolima  i  del  articuló  63  de  la 

48 
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ei  22  reformatoria  del  Código  Pol  tico  i  Municipal,  espedida  en  3l  de  mar'' 
^  de  i 877  por  la  Asamblea  lejislativa  del  mismo  Estado  ^  icomfryaess 
Suprema  Corte  resolvió  en  otra  solicitud  de  igual  naturaleza  que  no  estatuar 
en  el  caso  de  ejercer  la  atribución  constitucional  de  decretar  la  suspensión 
de  las  leyes  i  disposiciones  citadas,  me  abstenga  de  emitir  concepta  res* 
pecto  a  la  presente  sollcitudí  por  estar  ya  resuelto  el  punto  a  que  eHa  se 
refiere. 

Bogotá,  abril  6  de  i878. 

MaNOEL    M.  R4IIIBB. 


Acuerdo  de  la  Corte  Scpreva. 

£1  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federa^  certiGca :  que 
en  el  libro  de  acuerdo»  de  este  Tribunal,  a  la  pajina  i  56  se  encnenlra  una 
que  a  la  letra  dice : 

En  Bogotá,  a  diez  i  seis  de  abrií  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho,  se 
constituyela  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Juan  Agustín  Urícoecbea  i  demás  se* 
ñores  Majistrados,  doctores  Manuel  Ezequiel  Corrales,  Rafael  Martínez  R., 
Emigdio  Paláu  i  José  M.  Rojas  Garrido,  con  el  objeto  de  tomar  en  consi- 
deración la  petición  que  han  dirijido  a  la  Corte  carias  señoras  del  distrita 
de  Campo-alegre  para  que  suspenda  el  articulo  50  de  la  actual  Constitución 
pol'tica  del  Estada  soberano -del  Tolima,  i  el  artículo  63  de  la  leí  91  refoT' 
matoria  del  Código  político  i  municipal  de  90  de  febrero  i  n  de  mano  de 
1877.  El  señor  Majistrado  doctor  Martínez,  a  quien  toc6  sustanciar  estt 
asunto,  presentó  el  siguiente  proyecta  de  resolución : 

**  Vistos:  Varias  señoras  de  Campo-alegre  solicitaron  la  sitspensioir 
del  artículo  59  do  la  Constitución  Política  del  Estado  soberano  del  Toli 
ma  i  del  63  del  Código  Político  i  Municipal  del  mismo  Estado.  A  esta  solK 
citud  se  dio  por  la  Corte  el  curso  legal,  después  del  cua^se  observa :  que 
en  acuerdo  de  15  de  setiembre  de  i877  decidió  la  Corte  lo  que  jusgdcon- 
Teniente  respecto  de  las  disposiciones  lejislativas,  que  son  objeto  de  la  an* 
terior  solicitud,  de  tal  modo  que  sobre  ese  asunto  ya  ejerció  la  funeioo 
constitucional  quo  le  atribuye  el  artículo  7t  de  la  Constitución,  i  a  esade* 
cisión  debe  estarse  en  la  presente,  i  así  se  resuelve.  Notifiquese  i  remítase 
el  espediente  al  Senada  para  que  se  agregue  al  promovido  por  el  Arzobispo 
de  Bogotá  i  Eusebia  Castilla  M.  e  Hipólito  Valenzuela,  resuelta  en  acuerda 
de  15  de  setiembre  citado.'*  * 

Discutida  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  «nfoime  de 
los.señores  Majistrados. 
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« 

Con  lo  caal  se  concluyó  el  acuerdo,  que  firman  los  señores  Hajis- 
trados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente»  Juam  Agustín  Uricoechba^Manubl  Eziquiel  Corra* 
LBS — Rafael  Martínez  R.— Emigdio  Palaü-^ose  tt.  Rojas  Garrido — 
El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme*^Bogotá»  diez  i  siete  de  mayo  de  mil  ocho- 
elentos  setenu  i  oclio— El  Secretarlo,  Rafael  E.  Santander. 


Imforhe  de   la.  Comisión  inspectora. 

Óilldadazios  Benadoree. 

Las  disposiciones  cuya  suspensión  se  pide  fueron  declaradas  válida' 
por  el  Senado  en  la  resolución  aprobada  en  las  sesiones  de  i3  i  14  de  marzo 
próximo  pasado,  i  por  consiguiente  nada  hai  que  hacer  en  el  particular. 
Este  espediente  debe  acumularse  al  que  sirvió  para  aquella  resolución  com<i 
que  lo  abraza.  Devuélvase  a  la  Corte. 

11.  MuaiLLO— R.  Gómez — Jil  Golunje->AndresBer«uoez— T.  Llano. 


Secretar  .'a  del  Senado— En  esta  fecha  el  Senado  adoptó  la  Indicación 

de  la  Comisión  inspectora  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados. 

Bogotá,  26  de  mayo  de  1878. 

£1  Secretario  del  Senado, 

Julio  E.  Pirex. 


(Véase  la  resolución  citada,  en  la  pajina  167). 


XXVII. 


VAIJLDEZ  de  los  artículos  Ift  (primera  parte),  ti  I  «y  (última 
parte),  de  la  leí  eo  de  1997  del  Estado  del  Cteuea,  adlelonal 
1  reformatoria  de  la  leí  %%Z,  1  nula  ¡la  eei^unda  parte  del 
citado  articulo  i  ft . 


YisTi  del  PaOGURiDOa  jemeeal. 
Sefiíores  IBi^ajistradoB. 

El  señor  Manuel  Antonio  Bueno  os  ha  dirijldo  desde  Popayan  an  me- 
morlali  con  el  Rqittró  Oficial  número  193,  en  que  se  halla  publicada  la  le 
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69  del  Estado  soberano  del  Cauca,  Techa  33  de  octubre  de  187T,  adicional  i 
reformatoria  de  la  lei  283»  i  os  pide  que  suspendáis  los  artículos  15»  SI-  i  la 
parte  final  del  97,  los  cuales  son  del  tenor  siguiente : 

**  Art.  i  5.  Pertenecen  a  ios  arct)ívos  públicos  i  serán  en  consecuencia 
entregados  a  los  Notarios,  bajo  riguroso  inventaHo,  los  libros  llamados  pa- 
rroquiales,  de  matrimonios,  nacimientos  i  defunciones  que  llevaron  los 
curas  hasta  el  año  de  4859  en  que  se  encargó  a  los  Notarios  el  rejístro  del 
estado  cítíI  de  las  personas.  Los  libros  pertenecientes  a  los  años  posieriores 
se  tomarán  también;  pero  si  fueren  reclamados  por  los  curas,  se  les  de- 
volverán dejándose  una  copia  de  ellos  debidamente  autorizada  I  en  uno»  o 
mas  libros  cuyas  hojas  deben  estar  rubricadas  por  la  primera  autoridad  po- 
lítica del  lugar. 

**  Art.  31 .  Los  ministros  de  los  cultos  no  celebrarán  ceremonias  como 
bautismo,  matrimonios,  ni  entierros  sin  que  se  les  compruebe  con  una 
atestación  del  Notario  que  se  ha  inscrito  en  su  rejístro  la  partida  de  nací* 
miento  matrimonio  o  defunción  bajo  la  pena  señalada  en  el  articulo  6.^  de 
la  lei  40  del  presente  año. 

**  Art.  f  7.  Los  Notarios  solo  cobrarán  por  los  documentos  relacionados 
«on  el  rejistro  del  estado  civil  estos  derechos 

"Por  la  boleta  o  atestación  que  se  solicite  para  comprobar  a  los  mi- 
nistros de  los  cultos  i  a  los  funcionarios  encargados  de  cementerios,  que  se 
ha  inscrito  la  respectiva  partida  en  el  rejistro,  en  el  estado  civil,  diez 
centavos/' 

El  peticionario  hace  a  los  artículos  copiados  la  objeción  de  ser  incons- 
titucional el  1,^  e  ilegales  los  otros  dos,  i  ademas  la  de  producir  graves  ma- 
les ala  sociedad,  contribuyendo  a  la  deshonra  de  los  ciudadanos  i  a  la  per- 
turbación de  la  paz  en  las  familias  i  manitíesta  que  en  su  calidad  de  párroco 
se  le  imponen  deberes  de  que  se  le  considera  estar  esento  por  la  Constitu- 
ción i  leyes  nacionales;  i  el  suscrito,  debiendo  esponeros  su  concepto 
acerca  de  tales  disposiciones,  teniendo  en  cuenta  el  contenido  del  artículo 
73  de  la  Constitución,  pasa  a  veriOcarlo  con  la  separación  correspondiente. 

1 

Por  el  artículo  15  de  la  citada  lei  09  se  declara  que  pertenecen  a  los 
archivos  públicos  los  libros  llamados  parroquiales,  de  matrimonios,  naci- 
mientos i  defunciones  que  llevaron  los  curas  hasta  el  año  de  1F5S,  quienes 
deben  entregarlos,  bajo  riguroso  inventario,  a  los  Notarios  encargados  de 
llevar  el  rejistro  del  estado  civil  de  las  personas ;  i  que  se  lomen  igualmente 
en  calidad  de  devolución,  si  los  curas  los  reclamaren,  los  libros  pertene- 
cientos  a  los  años  posteriores  a  1852  dejándose  copia  de  ellos.  Sí  los  curas 
hubieran  llevado  los  libros  de  que  se  trata  en  su  carácter  de  funcionarios 
del  gobierno  civil,  ninguna  objeción  fundada  podía  recaer  sobre  la  naedida 
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dictada  en  el  artículo  que  se  examina»  i  antes  bien  eso  debió  ordenarse  des- 
de que  ei  gobierno  eclesiástico  quedó  enteramente  separado  e  independíente 
del  Poder  temporal ;  per43  si  bien  es  cierto  que  a  las  certiúcacionesde  los 
párrocos,  tomadas  de  las  partidas  inscritas  en  los  libros  parroquiales,  se  les 
daba  entera  fé  i  crédito  por  las  autoridades  civiles  antes  de  la  espedicion  de 
la  leide  16  de  junio  de  i^  5  %  ''declarando  que  cesa  la  intervención  de  la 
autoridad  civil  en  los  negocios  relativos  al  culio/'  tampoco  puede  descono- 
cerse que  tales  libros  no  se  llevaban  por  prescripción  de  las  leyes  civiles, 
sino  por  las  de  la  iglesia  cátóhca,  que  lia  elevado  a  sacramento  la  institu* 
cion  del  bautismo  i  del  matrimonio  de  los  miembros  de  esa  relijion,  como 
lo  reconocen  las  leyes  i, ■  título  4, '  partida  1/  i  3/  titulo  il^  partida  4/1 
que  lejos  de  pertenecer  los  libros  parroquiales  a  los  archivos  públicos,^  ha- 
cen parte  de  ios  bienes  que  corrían  a  cargo  de  los  respectivos  curas  i  han 
continuado  corriendo  con  razón  mayor,  desde  la  promulgación  de  la  citada 
leide  45  de  junio. 

Así  lo  ha  comprendido  el  Gobierno  de  Gundinamarca  el  cual,  en  vez 
de  hacer  la  declaratoria  contenida  en  el  articulo  H.  de  que  se  está  tratando, 
consignó  en  la  leí  de  12  de  noviembre  de  l  70,.  **  sobre  el  rejistro  del  es- 
tado civil  de  las  personas,"  el  artículo  15  que  dice  asi :  *'  l'ara  que  los  en- 
cargados de  llevar  ei  rejistro  civil  puedan  etítender  las  actas  omitidas  de. na- 
cimientos i  defunciones  que  hayan  ocurrido  iia^ta  31  de  diciembre  del  co- 
rriente año,  se  proporcionarán  por  conducto  de  Ips  Alcaldes  las  copias  de 
las  respectivas  partidas  inscritas  en  los  libros  de  los  ministros  de  ios  cultos." 
Este  artículo,  que  consulta  el  arreglo  i  complemento  del  registro  civil,  res- 
peta a  la  vez  el  derecho  de  los  párrocos  a  mantener  en  su  poder  los  libros 
parroquiales,  costeados,  formados  i  custodiados  por  ellos,  i  por  eso  ninguna 
voz  se  ha  levantado  para  impugnar  dicho  artículo. 

11 

Lo  preceptuado  en  el  articulo  SI  de  la  referida  leí  60  es,  en  sustan- 
cia, lo  mismo  que  dispone  el  inciso  9.^  articulo  63  de  la  leí  del  Tolima  nú- 
mero 22  de  1867,  reformatoria  del  Código  i  olítíco  i  Municipal,  i  el  ariiculo 
6.^  de  la  leí  40  de  1^  77,  sobre  inspección  de  cultos,  espedida  por  la  Lejlsla« 
tura  del  Estado  del  Cauca,  i  como  acerca  del  uno  i  otro  artículo  en  esa  Su- 
prema  Corte  no  se  obtuvo  la  unanimidad  que  requiere  la  Constitución  para 
suspenderlos,  según  consta  de  los  acuerdos  de  i  5  de  setiembre  i  5  de  di- 
ciembre del  año  próximo  pasado,  el  suscrito,  respetando  esas  decisiones, 
se  abstiene  de  coadyuvar  la  solicitud  aludida  en  lo  que  se  relaciona  con 
dicho  artículo  21,    ' 

lli 

El  articulo  27,  que  señala  los  emolumentos  que  pueden  cobrar  los 
Notarios  por  los  documentos  relacionados  con  el  rejistro  del  estado  civil  de 
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las  personas,  en  nada  se  opone  a  la  libertad  relfjiosa  garantizada  en  la  Cons» 
titucion.  No  obsta  en  contrario,  que  en- la  parte  final  de  dícbo  artlcalo»  se 
haya  establecido  la  cuota  de  díes  centavos  por  la  boleta  o  atestación  que  se 
solicite  par.'i  comprobar  a  los  ministros  de  los  cultos  que  se  ha  Inseriio  la 
respectiva  partida  en  el  rejistrOi  pues  con  la  designación  de  la  suma  que 
imporía  la  boleta  para  quien  la  solicite,  no  se  imponen  obligaciones  a  los 
ministros  de  los  cultos,  ni  se  les  coarta  en  nada  el  ejercicio  de  sus  funciones 
eclesiásticas. 

Las  precedentes  consideraciones  deciden  al  suscrito  a  pediros  la  sus- 
pensión del  artícuIoJ5de  la  citada  lei  9d,  espedida  por  la  Lejislatura  dd 
Estado  del  Cauca,  i  a  abstenerse,  como  se  abstiene,  de  coadyuvar  la  soli* 
citud  del  señor  Manuel  Antonio  Bueno  en  cuanto  a  los  artículos  il  i  27  de 
la  supracitada  lei. 

Bogotá,  enero  si  de  i8T8. 

Mahvbl  M.  Ramihu. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema. 

En  Bogotá,  a  cuatro  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  I  ocho,  se 
constituyeron  los  señores  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal  en  sala 
de  acuerdo,  en  asocio  del  infrascrito  Secretario,  para  considerar  la  solicitod 
del  señor  Manuel  Antonio  Bueno,  dirijda  desde  Popayan  con  fecha oncede 
diciembre,  para  que  se  suspenda  el  cumplimiento  de  varios  artículos  de  la 
lei  cancana  número  69  de  i877 ;  i  estando  abierta  la  discusión,  el  señor  Ma* 
jistrado  doctor  Corrales,  como  sustanciador,  propuso  a  la  Corte  la  adopción 
del  siguiente  proyecto  de  resolución,  que  al  efecto  fué  leido: 

**  Vistos :  Manuel  Antonio  Bueno  pide  que  la  Corte  en  ejercicio  de  SQS 
atribuciones,  decrete  la  suspensión  de  los  efectos  de  los  artículos  quince, 
veintiuno  i  la  parte  final  del  veintisiete  de  la  lei  sesenta  i  nueve  de  veinti- 
cuatro de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  sieie,  adicional  i  reformato* 
ria  de  la  lei  doscientos  ochenta  i  tres,  espedida. por  la  Lejislatura  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  i  que  se  halla  publicada  en  el  numero  ciento  noventa 
'  tres  del  Rejistro  Oficial,  por  juzgarlos  contrarios  a  la  Constitución  i  a  la  leí 
nacional  de  quince  de  junio  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  tres,  *  declaran- 
do que  cesa  la  intervención  de  la  autoridad  civil  en  los  negocios  relativos  al 
culto**,  i  con  tal  motivo  la  Corte  se  halla  precisada  a  examinar  las  dispoai* 
ciones  acusadas,  para  poder  determinar  si  en  realidad  son  violatorias  de  la 
Constitución  i  lei  espresadas,  i  si  deben  aquellas  o  nó  suspenderse. 

El  postulante  manifiesta  su  opinión  de  que  el  articulo  quince  de  la  M 
cancana,  está  en  pugna  con  el  inciso  quinto  del  artículo  quince  de  la  Cons- 
titución nacional,  que  garantiza  la  propiedad;  porque^sostiene  que  los  libro* 
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parroquiales  en  los  cuales  se  han  asentado  i  asientan  las  partidas  o  inscrtp^ 
clones  de  los  bautismos^  casamientos  í  defunciones  de  los  católicos,  perte* 
necen  a  las  respectivas  iglesias,  i  que  la  disposición  contenida  en  el  citado 
articulo  quince  causa  un  -verdadero  despojo. 

**  Dicho  articulo  está  redactado  así:  M5.  Pertenecen  a  los  archivo» 
'públicos  i  serán  en  consecuencia  entregados  a  los  Notario»,  bajo  rigososo 
'inventario,  los  libros  llamados  parroquiales,  de  matrimonios^  nacimientoa 
'i  defunciones,  que  llevaron  los  curas  hasta  el  año  de  i853,  «n  que  se  en- 
'  cargó  a  los  Motarlos  el  rejístro  del  Estado  civil  de  las  personal. 

'Los  libros  pertenecientes  a  los  años  posteriores  se  totnarrán  también^ 
pero  si  fueren  reclamados  por  los  curas,  se  les  devolverán  dejándose  una 
copia  de  ellos  debidamente  autoriíBada  i  en  uno  o  mas  libros  cuyas  hojas  de* 
ben  estar  rubricadas  por  la  primera  autoridad  política  del  lugar.' 

"Contiene,  pues,  el  articulo  copiado,  dos  partes :  la  primera  se  reGe- 
re  a  los  libros  que  los  párrocos  llevaron  hasta  el  treinta  i  uno  de  diciembre 
de  mil  ochocientos  cincuenta  i  dos,  en  que  puesta  en  vigor  la  lei  de  tres  de 
junio  del  mismo  año,  *que  crea  i  organiza  el  oQciode  Notario  püblíco,r 
quedó  ti  rejistro  del  estado  civil  de  las  personas,  a  cargo  de  los  Notarios  de 
cantón :  la  segunda  parte  hace  relación  a  los  libros  de  nacimíer>tos,  defun- 
ciones i  matrimonios  Uevados  posteriormente  por  los  mismos  curas  pá- 
rrocos. 

'^  En  cuanto  a  los  libros  parroquiales  correspondientes  al  primer  pe« 
riodo,  es  claro  que  el  Estado  del  Cauca  ha  podido  lejíslar  ordenando  que  se 
entreguen  a  los  Notarios,  bajo  inventarío,  puesto  que  hasta  el  treinta  i  uno 
de  diciembre  del  citado  año  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  dos  estuvieron 
encargados  los  curas,  como  funcionarios  públicos  reconocidos  por  las  leyes 
civiles,  de  la  inscripción  o  rejistro  de  los  actos  relíjiosos  mencionados,  que 
ante  ellos  se  celebraban.  1  así  como  la  lei  qne  creó  i  organitó  el  oflcío  de 
Notario,  dispuso  que  en  adelante  llevase  éste  en  cada  cantón  el  rejistro  del 
estado  civil  de  las  personas,  i  guardó  silencio  sobre  el  funcionario  o  emplea- 
do público  que  custodiase  en  lo  sucesivo  los  libros  parroquiales  llevado» 
basta  entonces,  pudo  con  perfecto  derecho  prescribir  también  que  éstos 
fuesen  entregados,  desde  aquella  fecha,  a  los  Notarios  respectivos. 

**Lo8  párrocos,  reconocidos  como  empleados  públicos  por  la  lejisla* 
cion  civil  nacional,  eran  ios  que  celebraban  o  autorizaban  los  actos  relijfo- 
sos  de  bautismo,  matrimonio  i  entierro ;  I  a  las  inscripciones  que  hadan  en 
8U8  libros,  se  daba  por  el  Poder  civil  entera  íé  i  crédito ;  de  modo  que  se 
consideraron  tales  libros  como  pertenecientes  a  un  archivo  público  u  oficial, 
de  los  cuales  h  lei  civil  pudo  disponer  en  cualquier  tiempo,  como  ha  dis- 
puesto abora  la  lei  del  Cauca. 

**  No  sucede  lo  mismo  respecto  de  los  libros  parroquiales^llevados  por 
los  curas  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  tres  en 
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adelante,  puos  éstos  corresponden  a  las  respectivas  iglesias  o  a  loa  mismos 
curas,  según  se  haya  dispuesto  por  la  autoridad  eclesiástica,  i  nó  a  archivo 
alguno  p'.blico.  El  refcsriüo  articulo  16  reconoce  el  derecho  a  reclamar  estos 
libros  i  establece  la  obligación  de  devolverlos,  si  se  hubieren  tomado  i  re- 
clamaren efectivamente;  i  esto  parece  bastante  para  sostener  que  no  hal 
facultad  en  el  Estado  para  tomarlos. 


''La  facultad  que  los  Estados  tengan  para  lejislar  restrinjiendo  ta  ce* 
¡ebracion  de  ciertas  ceremonias  o  actos  relijíosos,  mientras  no  se  dé  cum« 
plimiento  a  algunas  disposiciones  de  ia.^  leyes  civiles  de  los  mismos  Estados» 
ha  sido  asunto  ya  discutido  con  bastante  detención  en  <*sta  Corte,  i  princi- 
palmente con  ocasión  a  la  solicitud  de  los  señores  A  rzobispo  de  Bogotá, 
Eusebio  Castilla  M.  e  Hipólito  Valenzuela,  (Diario  Oficial  número  4,084) 
para  que  se  suspendiese  la  ejecución  de  los  artículos  63  i  64  de  la  lei  91  de 
i877,  espedida  por  la  Convención  constituyente  del  T(»lima  ;  sin  que  se  hu- 
biese obtenido  la  unanimidad  de  votos  de  los  Majístrados  para  decretar  la 
suspensión,  aunque  la  mayoría  de  ellos  consignó  sus  opiniones  en  tal  sentí* 
do,  en  el  acuerdo  de  quince  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete. 
Dichas  opiniones  se  presentan  como  fundamentos  en  esta  vez  con  el  propio 
fin  de  que  se  suspenda  la  observancia  del  citado  artículo  veintiuno  de  la  lei 
acusada,  cuyo  tenor  es  como  sigue : 

'  Art.  Si.  Los  ministros  de  los  cultos  no  celebrarán  ceremonias,  como 
'bautismos,  matrimonios  ni  entierros,  sin  que  se  les  compruebe  con  una 
'atestación  del  Notario,  que  se  ha  inscrito  en  su  rejístro  la  partida  de  naci- 
'  miento,  matrimonio  o  defqncion,  bajo  la  pena  señalada  en  el  artículo  6.° 
'  de  la  lei  40  del  presente  año.* 


"  La  liltima  parte  del  articulo  veintisiete  de  la  lei  caucana,  que  esta- 
'  blece  a  favor  del  Notario  el  derecho  de  diez  centavos  de  peso^  por  la  bole- 
'  ta  o  atestación  que  se  solicite  para  comprobar  a  los  ministros  de  los  cultos 
'  o  a  los  funcionarios  encargados  de  cementerios,  que  se  ha  inscrito  la  res- 
'pectiva  partida  en  el  rejistro,  en  el  estado  civil'  ño  es  inconsiitucíonaL 
pues  solo  determina  la  remuneración  que  dohe  darst^  al  Notario  por  su  tra- 
bajo en  la  espedicion  de  cada  boleta  refereute  a  la  partida  que  inscriba  6d 
el  rejistro  del  estado  civil  de  las  personas. 


Portales  fundamentos,  la  Corteen  uso  de  la  atribución  que  le  con- 
fiere el  articulo  71  de  la  Constitución  nacional,  administrando  justicia  en 
nombre  de  los  Fstados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei»  sus- 
pende la  ejecución  de  la  segunda  parte  del  articulo  i6  i  el  articulo  li  de  la 
lei  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  i  sancionada 
el  13  de  octubre  de  J  877,  '  adicional  i  reformatoria  de  la  lei  185*  por  ser 
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dichas  di8t>o8iciones  evidente  i  respectivamente  contrarias  a  los  incisos  6.* 
i  16 del  artículo  15 de  la  misma  Constitución;  i  se  abstiene  de  decretar  la 
suspensión  de  la  priihera  parte  del  artículo  i  5  acasado»  referente  a  Jos  li- 
bros llevados  hasta  el  31  de  diciembre  de  ir53,  i  de  la  parte  final  del  arti- 
culo 17|  por  no  juzgarlas  inconstitucionales. 

** Publíquese esta  resoJucion  en  el  Diario  0/icial\  pásese  copiado 
ella  al  Gobierno  ejecutivo  del  Cauca,  i  con  otra  copia  remítase  el  espedien. 
te  al  Senado  para  los  fines  ulteriores/' 

X       Puesto  en  discusión  el  anterior  proyecto  fué  aprobado  por  los  votos 
de  los  señores  Majlstrüdos  doctores  Corrales  i  Uricoecbea. 

El  señor  Majistrado  doctor  Martínez  R,  espuso:  *'que  disiente  del 
proyecto,  porque  cree  que  debe  suspenderse  la  leí  acusada^  por  los  fun- 
damentos siguientes : 

Los  libros  parroquiales  que  llevan  los  curas  en  cada  parroquia  ecle- 
siástica, se  han  formado  por  disposiciones  puramente  caoiinicas.  Son  archi- 
vos que  la  autoridad  eclesiástica,  dispuso  crear,  para  fines  i  propósitos  del 
orden  relijioso;  i  hacen  parte  de  la  propiedad  de  los  creyentes  que  los  han 
costeado ;  i  como  ^sta  está  protejida  por  el  inciso  5,.^  artículo  46  de  la  Cons- 
titución, toda  lei,  que  tienda  a  despojar  a  los  dueños  de  esa  propiedad,  se 
pone  en  pugna  con  aquella  garantía. 

<<  Dicese  que  los  curas  llevaban  esos  libros  en  calidad  de  empleados 
públicos  civiles  encargados  del  rejistro  civil  de  las  personas.  Carece  de  ver- 
dad esta  afirmación,  porque  no  se  encuentra  en  las  Constituciones  que  la 
República  ha  espedido,  ni  en  las  leyes  antiguas  i  modernas,  ninguna  que 
haya  creada  tales  funcionarios  ni  que  les  hayan  atribuido  funciones  oficiales. 
Ellos  han  existido  en  virtud  de  estatutos  relijiosos,  i  seguirán  existiendo,  en 
donde  quiera  que  se  profese  la  relijion  que  los  ha  creado.  1,  aunque  ya  esos 
libros  no  produzcan  en  Colombia  ningún  efecto  civil,  siempre  continuarán 
formándoseí  en  obedecimiento  de  leyes  eclesiásticas,  para  los  fines  del  culto 
respectivo. 

Se  arguye  que  la  lei  civil  daba  a  los  libros  dichos  el  carácter  de  auten- 
ticidad, para  probar  el  estado  civil  de  las  personas,  i  que  por  eso  deben  to- 
marse de  los  archivos  eclesiásticos  i  pasarse  a  las  Notarlas  públicas. 

Verdad  ,es  que  la  lei  establecía  como  pruebas  d.el  estado  civil  las  par- 
tidas de  los  libros  parroquiales  ;  pero  de  que  la  iel  establezca  como  prueba 
alguna  cosa,  no  se  deduce  que  esa  cosa  sea  del  Lejlslador.  También  estable- 
ce como  prueba  los  libros  de  los  comerciantes;  mas,  por  esto  no  es  licito 
tomare  apropiarse  esos  libros.  La  circunstancia  indicada,  no  da  derecho  al 
Lejislador  para  arrebatar  una  propiedad  legalmente  adquirida,  aunque  esa 
propiedad  sirva  alguna  vez  para  probar  algo.  Que  los  libros  parroquiales 
pertenezcan  a  los  curas  o  a  los  relijionarios  que  los  han  costeado  i  para  cuyo 

servicio  se  han  creado»  es  claro,  porque  hasta  ahora  han  estado  eq^posesioa 
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pacifica  de  ellos  por  tiempo  inmemorial,  o  sea  desde  la  formación  de  lat 
parroquias  eclesiásticas;  ¡  esta  mera  posesión  aun  desnuda  de  otros  títulos 
confiere  la  plena  propiedad  según  el  derecho  común.  También  esclaroque 
los  libros  en  referencia  no  pertenecen  al  Lejislador  o  entidad  política;  que 
los  manda  tomar,  porque  si  fueran  de  su  propiedad,  no  habría  tenido  nece- 
sidad de  espedir  un  acto  lejislatito  para  tomarlos. 

"  Por  causa  de  utilidad  pública,  bien  podría  decretarse  la  espropi»- 
don,  no  solo  de  los  archivos  dichos,  sino  de  otra  propiedíid  de  particulares; 
pefO  para  esto  serla  preciso  la  previa  indemnización  í  la  declaratoria  judi- 
cial en  los  términos  legales ;  mas,  por  medio  de  una  let,  esa  espropiadon 
se  pone  en  pugna  con  las  instituciones  que  rijen  en  Colombia.  El  infrascri-. 
«o,  ha  sido  i  será  consecuente  para  dar  su  voto,  en  las  suspensiones  de  leyes, 
que  ataquen  lá  propiedad ;  con  el  principio,  que  ésta  debe  ser  eficaa  I  segu- 
ra para  su  poseedor,  en  cualquier  forma  que  aperezca  i  ya  se  goce  indivi- 
dual i  colectivamente,  siempre  que  se  haya  adquirido  al  amparo  de  la» 
leyes.  Por  eso  en  el  presente  caso  vota  por  la  suspensión  de  la  lei  acn- 

sada.*^ 

««El  señor  Majistrado  doctor  Paláu,  manifestó  que  opina  porque  se  sus- 
penda la  ejecución  de  iW  segunda  parte  del  artículo  <  5,  por  las  rasónos  que 
espresa  el  proyecto  presentado  por  el  señor  Majistrado  sustanciador ;  pero 
que  no  opina  por  la  suspensión  de  la  primera  parle  de  tal  artícelo,  por  los 
fundamentos  consignados  en  el  mismo  proyecto  ;  i  que  ademas,  tampoco 
mina  por  la  suspensión  del  artículo  «l,  por  las  razones  que  emitió  al  dar  su 
^to  para  que  no  se  suspendiesen  los  artículos  63  i  64  de  la  lei  ««  de  4877, 
espedida  por  la  Convención  constituyente  del  Estado  soberano  del  Tolima, 
según  se  ve  en  el  acuerdo  de  k  Corte,  publicado  en  el  Diario  Ofíciat  núme- 
ro 4  034,  citado  por  el  proyecto ;  i  que  por  las  mismas  razones  ¡  por  las  que 
ademas  apunta  dicho  proyecto,  no  está  tampoco  por  la  suspensión  del  ar- 

"El  señor  Majistrado  doctor  Rojas  Garrido,  espuso:  que  igualmente  no 
oninaba,  apoyado  en  las  razones  antes  espresadas  por  los  sefíores  Majistra- 
dos  por  la  suspensión  de  los  artículos  a  que  ellos  se  refieren,  I  que  ademas 
tampoco  volaba  porque  se  suspenda  la  ejecución  de  la  segunda  parte  del  ar- 
ticulo i  6,  en  lo  cual  difiere  de  los  demás  señores  Majlstrados,  fundado  en 
Qoe  dicha  disposición  trata  de  los  ministros  del  culto  que  hayan  llevado  los 
Ristres  de  defunciones,  matrimonios  i  nacimientos,  que  son  actos  civiles 
sóbrelos  cuales  lejisla  el  poder  temporal ;  i  dichos  ministros  no  son,  en  su 
c:didad  de  tales,  individuos  a  quienes  la  Constitución  garantiza  los  derechos 
individuales.  Si  como  particulares  hubieran  llevado  los  mencionados  rejto- 
tros  como  cualquiera  puede  llevar  libros,  el  caso  variaría  de  aspecto ;  por- 
que entonces  la  disposición  mencionada  se  referiría  a  derechos  individuales 
garantizados  por  la  Constitución ;  pero  aquí  se  previene  únicamente  qnelos 
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libros  de  rejistro  que  reposen  en  las  oficinas  de  los  ministros  del  coito, 
presten  un  servicio  a  la  autenticidad  que  la  leí  necesita  en  ciertos  actos  cItí- 
les.  En  tal  virtud,  el  Hajistrado  Rojas  Garrido  no  está  por  la  suspensión  de 
ninguna  parte  de  los  artículos  que  se  examinan,  a  que  se  refiere  el  soli* 
citante/' 

*'Por  tanto,  no  habiéndose  obtenido  la  unanimidad  de  votos  de  los  se» 
ñores  Majistrados,  requerida  por  la  Constitución  nacional,  para  suspender 
las  disposiciones  indicadas  como  inconstitucionales  en  el  proyecto,  aunque 
si  la  ha  habido  para  que  no  se  suspenda  la  parte  final  del  articulo  VI  de  la 
iel  acusada,  la  Corte  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos 
de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  resuelve  no  suspender,  como  no  sus, 
pende,  ninguna  de  las  disposiciones  de  la  lei  69  de  24  de  octubre  de  1877, 
adicional  i  reformatoria  de  la  283,  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado 
soberano  del  Cauca/' 

Comuniqúese  esta  determinación  al  Gobierno|Ejecutlvo  del  referido 
Estado;  publiquese  en  el  Diario  Oficial^  i  con  copia  de  ella,  pásese  el  espe* 
diente  al  Senado  para  la  decisión  definitiva. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  acuerdo  que  firman  los  señores  Hajistrados 
con  el  infrascrito  Secretario. 

"  El  Presidente,  Emigdio  Palau—  Rafael  Martiivez  R. — Manuel  Ezb- 
QViBL  GoaEALcs — JosR  M.  RojAs  Garrido— Juan  Agubtut  Urigobghba.— El 
Secretario,  Rafael  £.  Santander.  v 

Es  copla  conforme  tomada  del  libro  de  acuerdos  de  la  Corte  Suprema, 
de  la  pajina  70  a  la  84. 

Bogotá,  ireintísiete  de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho.— El 
Secretarlo,  Rafael  E,  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  inspectora. 

Oiudadaiios   Senadores. 

El  señor  Manuel  Antonio  Bueno  ocnrrió  por  escrito  a  la  Corte  Supre- 
ma federal  i  solicitó  de  ella :  que  decretara  la  suspensión  de  los  efectos  de 
los  artículos  15,  9i  i  la  parte  final  del  37,  de  la  lei  69  de  24  de  octubre  de 
i877,  adicional  i  reformatoria  de  la  lei  283,  espedida  por  la  Lejislatura  del 
Estado  soberano  del  Cauca  -,  por  juzgarlos  contrarios  a  la  Constitución,  I  a 
la  lei  nacional  de  i  5  de  junio  de  i85s,  declarando  que  cese  la  int^rrenclon 
de  la  autoridad  civil  en  los  negocios  relativos  al  culto. 
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Ifo  habiéndose  obtenido  la  unanimidad  de  votos  de  los 
requerida  por  la  Constitución  nacional,  la  Corte  resoWió'no  suspender  nin- 
guna de  las  dispo8icíones|legales  citadas  antes ;  i  dispuso  que  con  copla  de 
dicha  resolución  se-pasara  el  espediente  al  Senado  para  la  decisión  deB- 
nitiva. 

En  la  espresada  resolución  se  lee  lo  siguiente : 
''Dicho  artículo  está  redactado  asi:  M5.  Pertenecen  a  los  arcbíTOS 
*  públicos  i  serán  en  consecuencia  entregadps  a  los  Notarios,  bajo  rigusoso 
'inventario,  los  libros  llamados  parroquiales,  de  matrimonios, nacimientos 
'i  defunciones,  que  llevaron  los  curas  basta  el  año  de i859,  en  que  se  en- 
.'  cargó  a  los  Notarios  el  réjistro  del  Estado  civil  de  las  personas* 

'  Los  libros  pertenecientes  a  los  años  posteriores  se  tomarán  también; 
pero  si  fueren  reclamados  por  los  curas^  se  les  devolverán  dejándose  una 
copia  de  ellos  debidamente  autorizada  i  en  uno  o  mas  libros  cuyas  hojas  de- 
ben estar  rubricadas  por  la  primera  autoridad  política  del  lugar/ 

"  Contiene,  pues,  el  articulo  copiado,  dos  partes :  la  primera  se  refie* 
re  a  los  libros  que  los  párrocos  llevaron  hasta  el  treinta  i  uno  de  diciembre 
de  mil  ochocientos  cincuenta  i  dos,  en  que  puesta  en  vigor  la  leí  de  tres  de 
junio  del  mismo  año,  'que  crea  i  organiza  el  oficio  de  Notario  público,' 
quedó  el  réjistro  del  estado  civil  de  las  personas,  a  cargo  de  los  Notarios  de 
cantón :  la  segunda  parte  hace  relación  a  los  libros  de  nacimientos,  defun- 
clones  i  matrimonios  llevados  posteriormente  por  los  mismos  curas  pá- 
rrocos." 

"  En  cuanto  a  los  libros  parroquiales  correspondientes  al  primer  pe- 
riodo, es  claro  que  el  Estado  del  Cauca  ha  podido  lejislar  ordenando  que  se 
entreguen  a  los  Notarios,  bajo  inventario,  puesto  que  hasta  el  treinta  i  uno 
de  diciembre  del  citado  año  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  dos  estuvieron 
encargados  los  curas,  como  funcionarios  públicos  reconocidos  por  las  leyes 
civiles,  de  la  inscripción  o  réjistro  de  los  actos  relijiosos  mencionados,  que 
ante  ellos  se  celebraban.  I  así  como  la  leí  que  creó  i  organizó  el  oficio  de 
Notario,  dispuso  que  en  adelante  llevase  éste  en  cada  cantón  el  réjistro  dd 
estado  civil  de  las  personas,  i  guardó  silencio  sobre  el  funcionario  o  emplea* 
do  público  que  custodiase  en  lo  sucesivo  los  libros  parroquiales  llevados 
hasta  entonces^  pudo  con  perfecto  derecho  prescribir  también  que  éstos 
fuesen  entregados,  desde  aquella  fecha,  a  los  Notarios  respectivos." 

"  Los  párrocos,  reconocidos  como  empleados  públicos  por  la  lejisla- 
cion  civil  nacional,  eran  los  que  celebraban  o  autorizaban  los  actos  relijio- 
sos de  bautismo,  matrimonio  i  entierro ;  i  a  las  inscripciones  que  hadan  en 
sus  libros,  se  daba  por  el  poder  civil  entera  fé  i  crédito ;  de  modo  que  se 
consideraron  tales  libros  como  pertenecientes  a  un  archivo  público  u  oficial, 
de  los  cuales  la  leí  civil  pudo  disponer  en  cualquier  tiempo,  como  ha  día- 
puesto  ahora  la  lei  del  Cauca/' 


—  389  - 

'*  Nó  sucede  lo  misino  respecto  de  los  libros  parroquiales  llevados  por 
los  curas  desde  el  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  tres  en 
adelante»  pues  éstos  corresponden  a  las  respectivas  iglesias  o  a  los  mismos 
curas,  según  se  haya  dispuesto  por  la  autoridad  eclesiástica,  i  nó  a  archivo 
alguno  público.  £1  referido  artículo  i 5  reconoce  el  derecho  a  reclamar  estos 
libros  i  establece  la  obligación  de  devolverlos,  si  se  hubieren  tomado  i  re- 
clamaren efectivamenie;  i  esto  parece  bastante  para  sostener  que  no  bal 
facultad  en  el  Estado  para  tomarlos/* 

En  la  resolución  aludida,  también  se  lee  esto  otro: 

*'La  última  parte  del  articulo  veintisiete  de  la  lef  caucana,  que  esta- 

*  blece  a  favor  del  Notario  el  derecho  de  diez  centavos  de  peso,  por  la  bole* 
'ta  o  atestación  que  se  solicite  para  comprobara  los  ministros  de  los  cultos 
'o a  los  funcionarios  encargados  de  cementerios,  que  se  ha  inscrito  la  res* 
'pectiva  partida  en  el  rejístro,  en  el  estado  civil'  no  es  inconstítucionaL 
pues  solo  determina  la  remuneración  que  debe  darse  al  Notario  por  su  tra* 
bajo  en  la  espedicion  de  cada  boleta  referente  a  la  partida  que  inscriba  en 
el  rejístro  del  estado  civil  de  las  personas/' 

Vuestra  Comisión  está  de  acuerdo  con  las  opiniones  que  preceden,  i 
las  reproduce  aqui. 

En  cuanto  al  articulo  Si,  que  dice  así : 

*  ti.  Los  ministros  de  los  cultos  no  celebrarán  ceremonias,  como 
'  bautismos,  matrimonios  ni  entierros,  sin  que  se  les  compruebe  con  una 

*  atestación  del  Notario,  que  se  ha  inscrito  en  su  rejístro  la  partida  de  naci- 
'  miento,  matrimonio  o  defunción,  bajo  la  pena  señalada  en  el  artículo  6.^ 
'  de  la  lei  40  del  presente  año/ 

Vuestra  Comisión  os  manifiesta :  que  lo  preceptuado  en  este  artículo, 
es,  en  sustancia,  lo  mismo  que  se  dispone  en  el  inciso  2,^  artículo  63,  de 
la  leí  del  Estado  soberano  del  Tolima  número  22,  de  i  877,  reformatoria 
del  Código  Político  i  Municipal ;  i  por  lo  tanto  reproduce  en  este  inforioe 
las  razones  que  respectivamente  espresó  en  el  que  tuvo  la  honra  de  pre- 
sentaros con  fecha  6  de  marzo  último  i  está  publicado  en  el  Diario  Oficial 
número  4iS8. 

Fundada  en  estos  razonamientos,  vuestra  Comisión  de  inspección  de 
los  actos  Jejislativos  de  los  Estados  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

resolución: 

*'EI  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  6,^  artículo  5i  de  la  Constitución  de  la  República,  declara, 
válidos  los  artículos  i 5  (primera  parte),  21  i  37  (última  parte),  de  la  lei  69, 
de  24  de  octubre  de  1877,  adicional  i  reformatoria  de  la  lei  183,  espedida 
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por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  i  nula  ja  segonda  parte 
del  citado  artículo  15. 

Comuniqúese  í  publiquese. 

Bogotá,  21  de  mayo  de  i  878. 

Ciudadanos  Senadores. 

M,  MuaiLLO— R.  Gómez— Andrés  Bermodez— T.  Llano^-^il  CoLimis. 


Secretaria  del  Senado— Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  se« 
guillo  debates,  en  los  días  25  i  27  de  mayo  de  1878. 

D.  A.  Arrieta» 


xxvnL 

BílTJLIDAD  de  los  artículos  •.  ^  de  la  leí  S»  de  1977  del  Estada 
de  CnndlnamAreay  I  i4SS  del  Cédii^o  Judielal  del  intona« 
Estado,  em  la  parte  en  que  esos  artieMios  paedan  sujetar  m 
empleados  naeionales  al  deber  de  desempeñar  en  el  Esta- 
do el  earyo  de  Jurados  en  asuntos  eri mínales,  |»or  ser 
mejante  deber  Incompatible  eon  el  servicio  público 
«lonal  que  deben  prestar  dlcbos  empleados. 


Vista  del  Procurador  jeneral»    . 

SefLores  Mlajistrados. 

Solicita  de  esa  Suprema  Corte  el  señor  Heliodoro  Lotero  que  se  sus- 
penda la  ejecución  del  artículo  2,*^  de  la  lei  38  de  30  de  noviembre  de  1877» 
espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Gundinamarca,  por  estimarlo  in- 
constitucionaly  en  cuanto  se  impone  el  deber  de  ejercer  el  cargo  de  jurados 
en  asuntos  criminales  a  los  empleados  nacionales  no  esceptuados  cq  el  ar- 
jtfculo  i 4S8  del  Código  J udicial. 

El  artículo  2,^  que  se  reclama  está  redactado  asi :  ^'  Desde  la  vijencia 
áde  esta  lei,  solo  se  reconocerán  como  impedimentos  para  ejercer  el  cargó 
jde  Jurados  en  negocios  criminales,  los  que  se  espresan  en  los  articuios 
1438  i  1489  del  Código  Judicial/* 

El  artículo  1438,  declara  impedidos  en  todo  caso  para  ejercer  el  cargo 
4le  jurado  a  algunos  empleados  nacionales  i  del  Estado;  I  el  artículo  1439 
establece  algunos  impedimentos  para  desempeftar  el  mismo  cargo  en  de* 
terminadas  causas. 
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Según  el  inciso  6.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  de  la  Union, 
los  Estados  están  comprometidos  **  a  no  imponer  deberes  a  los  empleados 
nacionales,  sino  en  su  calidad  de  miembros  del  Estado,  i  en  cuanto  esos 
deberes  no  sean  incompatibles  can  el  servicio  público  nacional/* 

Si  los  empleados  nacionales  quedan  comprendidos  en  la  regla  jene- 
ral  de  serles  obligatorio  el  servicio  de  jurados,  es  evidente  que  este  cargo 
no  pueden  desempeñarlo,  en  los  dias  en  que  sean  llamados,  sino  dejando 
de  concurrir  a  la  respectiva  ofícina  nacional,  por  cuanto  las  horas  de  trabajo 
en  ésta  son  precisamente  las  mismas  de  despacho  en  los  Juzgados  del  Es- 
tado, viniendo  a  ser,  por  consiguiente,  Incompatibles  las  funciones  de 
jurado  con  las  del  empleo  nacional  que  se  desempeña. 

Atendiendo  a  esta  consideración  i  a  lo  prescrito  en  el  inciso  6.^  del 
articulo  8.^  de  la  Constitución,  el  suscrito  juzga  que  no  solo  debe  suspervi 
derse  el  articulo  3.^  a  que  se  refiere  el  pedimento  de  Lotero,  sino  que  tam- 
bién el  artículo  1438  del  Código  Judicial  de  Cundinamarca,  en  cuanto  por 
una  i  otra  disposición  quedan  comprendidos  los  empleados  nacionales  en  el 

deber  de  ejercer  el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales,  i  asi  os  pídela 
decretéis. 

Bogotá,  marzo  IC, de  1878. 

Manuel  M»  Ramirbi. 


ACOERDO   DE   LA   CoRTE   SuPREMA. 

El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certiOca:  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  184  a  la 
i37,  hai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veintinueve  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho, 
80  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  salude  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  Emigdío  Paiáu,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  Czequiel  Corrales,  José 
Maria  Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en 
consideración  una  solicitud  de  Ueliodoro  Lotero  para  q^ie  se  suspenda  la 
ejecución  del  artículo  2.^  de  la  leí  38  de  30  de  noviembre  de  1877  espedida 
por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  sohemno  de  Cundinamarca,  por  ser 
víolatorio  del  Inciso  6.<>  del  artículo  8,^  de  la  Constitución  nacional.  El  se- 
ñor Majistrado  doctor  Paláu,  a  quien  tocó  en  repartimiento  este  asunto 
presentó  i  leyó  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

**  Vistos:  pide  Ueliodoro  Lotero  que  se  suspenda  la  ejecución  del  ar- 
ticulo 2.^  de  la  lei  38  de  30  de  noviembre  de  1877,  espedida  por  la  Asamblea 
lejialati va. del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  por  ser  víolatorio  del  io* 
ciao  6.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional. 
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**  Copiado  dicho  artículo  dice  asi : 

*  Art.  3.°  Desde  la  vijencía  de  esta  lei,  solo  se  reconocerán  como  Im- 
pedimentos para  ejercer  el  cargo  de  jurados  en  negocios  criminales,  los 
que  se  espresan  en  los  artículos  143S  i  1439  del  Código  Judicial.  (Lef  38  de 
1877)  (30  de  noviembre)  adicional  i  reformatoria  del  Código  Judicial/ 

**  I  los  artículos  1433  i  1439  del  Código  Judicial  a  que  se  refiere»  estiii 
concebidos  en  los  términos  siguientes : 

*  Art.  i  438.  Están  impedidos  en  todo  caso,  para  ejercer  el  cargo  de 
jurados:  1»°  los  que  después  de  la  calíGcacion  de  la  Corporación  maoicipal 
dejen  de  ser  vecinos  de  la  cabecera  del  circuito ;  S.°  el  Presidente  o  el  eo* 
cargado  del  Poder  E^jecutivo  de  la  Confederación,  i  los  Secretarlos  de  Es* 
tado  de  la  misma ;  3.^  el  Gobernador  del  EsUido  i  los  Secretarios  de  la 
Gobernación  ;  4.°  los  Prefectos  i  los  Alcaldes ;  5.®  los  Senadores  i  los  Re- 
presentantes del  Congreso  déla  Confederación  i  los  miembros  de  la  Lejfs* 
latura  del  Estado  mientras  gozan  de  inmunidad;  6.^  los  Jueces  de  derecho, 
los  Ajentes  del  Ministerio  público  i  los  Secretarios  del  Tribunal  Superior  f 
de  los  Juzgados ;  7.^  los  militares  en  servicio  activo  del  ejército  de  la  Goo- 
federacion  o  de  la  fuerza  activa  del  Estado ;  i  8.^  los  ordenados  in  sderis.* 

'Art.  1439.  También  son  impedimentos  para  desempeñar  este  cargo 
en  determinada  causa:  1.^  ser  procesado,  acusador  particular,  u  ofendido 
por  el  delito  ola  culpa  que  se  trau  de  calificar,  o  pariente  de  alguna  de 
esas  personas  dentro  del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  o  segundo 
de  afinidad ;  3.^  ser  en  el  juicio  defensor,  testigo  o  perito,  antes  de  que  se 
verifique  el  primer  sorteo ;  3.^  ser  ascendiente,  descendiente  o  hermano 
de  oteo  que  haya  sido  sorteado. para  ejercer  el  empleo  de  jurado  en  aqad 
juicio;  4.^  ser  marido  de  la  acusada;  i  5.»  ser  comensal,  amigo  intimo, 
enemigo  capital,  socio,  acreedor  o  deudor  de  alguno  de  los  acusados  o  del 
acusador  particular  (Código  Judicial,  título  3,^  capítulo  S.^  •  Jurado)' 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union  coadyuvando  la  solicitud  de 
Lotero,  I  pidleodo,  ademas,  la  suspensión  del  artículo  i  438  del  Código  Ju- 
dicial citado,  al  evacuar  la  vista  que  se  le  dio  de  tal  solicitud,  espuso  lo 
siguiente : 

••  Señores  Majistrados.'  Solícita  de  esa  Suprema  Corte  el  señor  Helio- 
doro  Lotero  que  se  suspenda  la  ejecución  del  artículo  a.^  de  la  leí  SS  de  30 
de  noviembre  de  1877,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Cundina- 
marca  por  estimarlo  inconstitucional,  en  cuanto  se  impone  el  deber  de  ejer- 
cer el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales  a  los  empleados  nacionales 
no  esceptuados  en  el  artículo  i438  del  Código  Judicial. 

El  artículo  «.°  que  se  reclama  está  redactado  así :  "  Desde  la  vijencia 
de  esta  lei,  solo  se  reconocerán  como  impedimentos  para  ejercer  el  cargo 
de  jurados  en  negocios  criminales,  los  que  se  espresan  en  los  arUculos  1438 
i  1439  del  Código  Judicial." 
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El  articulo  i43S,  declara  impedidos  en  todo  caso  para  ejercer  el  cargo 
de  Jurado  a  algunos  empleados  nacionales  I  del  Estado ;  i  el  artículo  1439  . 
establece  algunos  Impedimentos  para  desempeñar  el  mismo  cargo  en  deter* 
minadas  causas. 

'Según  el  inciso  6.^  del  articulo  8.^  de  la  Constitución  de  lá 
Union,  los  Estados  están  comprometidos  'a  no  imponer  deberes  a  los 
empleados  nacionales,  sino  en  su  calidad  de  miembros  del  Justado,  i 
en  cuanto  esos  deberes  no  sean  incompatibles  con  el  servicio  público  na^ 
cional.* 

'Si  los  empleados  nacionales  quedan  comprendidos  en  la  regla  jene* 
ral  de  serles  obligatorio  el  servicio  de  jurados,  es  evidente  que  este  cargo  no 
puedfn  desempeñarlo  en  los  días  en  que  sean  llamados,  sino  dejando  de 
concurrir  a  la  respectiva  otícina  nacional  por  cuanto  las  horas  de  trabajo 
en  ésta  son  precisamente  las  mismas  de  despacho  en  los  Juzgados  del  Esta- 
do  viniendo  a  ser,  por  consiguiente»  incompatibles  las  funcionus  de  jurado 
con  las  del  empleo  nacional  que  se  desempeña. 

'Atendiendo  a  esta  consideración  i  a  lo  prescrito  en  el  inciso  6.^  del 
articulo  8.^  de  la  Constitución,  el  suscrito  juzga  que  no  solo  debe  suspen- 
derse el  articulo  S.^  a  que  se  refiere  el  pedimento  de  Lotero,  sino  que  tam- 
bién el  artículo  1458  del  Código  judicial  de  Cundinamarca,  encuanto  por 
una  i  otra  disposición  quedan  comprendidos  los  empleados  nacionales  en 
el  deber  de  ejercer  el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales  i  asi  os  pide 
lo  decretéis/ 

.  "1  como  los  fundamentos  en  que  se  apoya  esta  vista  son  esactos,  la 
Corte  Suprema  federal  reproduciéndolos,  i  administrando  justicia  en  nom- 
bre de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  en  ejer- 
cicio de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  fede- 
ral, suspende  la  ejecución  de  los  artículos  2.^  de  la  lei  38,  espedida  por  la 
Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  en  50  de  no- 
viembre de  1877  i  1438  del  Código  Judicial  del  mismo  Estado  en  la  parte  en 
que  esos  artículos  puedan  sujetar  a  empleados  nacionales  al  deber  de  de- 
sempeñar en  el  Estado  el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales,  por  ser 
semejante  deber  incompatible  con  el  servicio  piiblico  nacional  que  deben 
prestar  dichos  empleados. 

"  Publíquese  este  acuerdo  en  el  Diario  Oficial :  remítase  copia  de  ¿I 
al  tjobernador  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  i  dejándose,  ademas, 
copia  también  de  él  en  el  libro  respectivo,  pásese  el  espediente  al  Senado 
para  la  resolución  definitiva  del-asunto. 

Discutido  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unánime  de 
los  señores  Hajistrados. 

50 
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Con  lo  coal  se  concluyó  el  presente  acuerdo^  que  Orman  los  señores 
Blajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Palau— Rafael  Martinbz  R. — M anukl  Ezk- 
OQiu<  Córrale"^— José  M.  Roías  Garrido — Juan  Agustín  Uricoscbea. — El 
Secretario^  Rafael  E,  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  treinta  de  abril  de  mil  ochocientos 
lenta  i  ocho. — £1  Secretario»  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de   la  Comisión  inspectora. 

Oitidadáxios  Senadores. 

Por  solieitud  del  señor  Heliodoro  Lotero,  la  Corte  Suprema  federa 
inspendió  la  ejecución  de  los  artículos  2.°  de  la  lei  38,  espedida  por  la 
Asamblea  lejlslatíva  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  en  80  de  no> 
siembre  de  1877,  i  1438  del  Código  Judicial  del  mismo  Estado,  en  la  parte 
en  que  esos  artículos  puedan  sujetar  a  empleados  nacionales  al  deber  de 
desempeñar  en  el  Estado  el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales,  por  ser 
semejante  deber  incompatible  con  el  servicio  público  nacional  que  debe» 
prestar  dichos  empleados. 

Para  hal)er  decretado  tal  suspensión,  la  Corte  tuyo  en  consideración 
los  fundamentos  en  que  apoyó  su  Tísta  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
quien  se  espresó  de  la  manera  siguiente: 

**  Señores  Majistrados.  Solicita  de  esa  Suprema  Corte  el  señor  Helio- 
doro  Lotero  que  se  suspenda  la  ejecución  del  artículo  9.^  de  la  lei  38  de  30 
de  noviembre  de  1877,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Ctradina' 
marca  por  estimarlo  inconstitucional,  en  cqanfo  se  impone  el  deber  de  ejeN 
eer  el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales  a  los  empleados  naeionale» 
no  esceptuados  en  el  articulo  143^  del  Código  Judicial. 

^'Bl  articulo  9.°  que  se  redama  está  redactado  así :  *<  Desde  la  víjencfa 
de  esta  lei,  solo  se  reconocerán  como  impedimentos  para  ejercer  el  cargos 
de  jurados  en  negocios  criminales,  los  que  se  espresan  en  losartieiiloúirl439 
i  «489  del  Código  ludicial.'' 

**EI  artfcuto  1438,  declara  impedidos  en  todo  caso  para  ejercer  el  cargo 
de  forado  a  algunos  empleados  nai^lonales !  del  Estado;  !  el  artículo  í4lW 
establece  algunos  Impedimentos  para  desempeñar  el  mismo  cargo  en  de-' 
kraiinadas  causas. 

*'Segnn  el  inciso  6.^  del  artículo  8.°  de  la  Constirncion  de  la  Union, 
loa  Estados  están  comprometidos  '^  a  no  Imponer  deberes  a  los  empleados 
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nacionales,  sino  en  su  calidad  de  miembros  del  Estado,  |  en  cuanto  esos 
deberes  no  sean  incompatibles  con  el  servicio  público  nacionaV 

**S\  los  empleados  nacionales  quedan  comprendidos  en  la  regla  jene- 
ral  de  serles  obligatorio  el  servicio  de  jurados,  es  evidente  que  este  cargo 
no  pueden  desempeñarlo,  en  los  dias  en  que  sean  llamados,  sino  dejando 
de  concurrir  a  la  respectiva  oficina  nacional,  por  cuanto  las  horas  de  trabajo 
en  ésta  son  precisamente  las  mismas  de  despacho  en  los  Juzgados  del  Es- 
tado, viniendo  a  ser,  por  consiguiente,  incompatibles  las  funciones  de 
jurado  con  las  del  empleo  nacional  que  se  desempeña. 

''Atendiendo  a  esta  consideración  i  a  lo  prescrito  en  el  Inciso  6.^  del 
articulo  8.^  de  la  Constitución,  el  suscrito  juzga  que  no  solo  debe  suspen- 
derse el  articulo  2.^  a  que  se  refiere  el  pedimento  de  Lotero,  sino  que  tam* 
bien  el  artículo  1438  del  Código  Judicial  de  Cundínamarca»  en  cuanto  por 
una  i  otra  disposición  quedan  comprendidos  los  empleados  nacionales  en  el 
deber  de  ejercer  el  cargo  de  jurados  en  asuntos  criminales,  i  asi  os  pide  lo 
decretéis.'* 

Vuestra  Comisión  de  inspección  de  los  actos  legislativos  de  los  Estados, 
opina,  como  la  Corte  Suprema,  que  los  fundamentos  del  Procurrdor  jeneral 
son  esactos.  I,  reproduciéndolos,  tiene  la  honra  de  proponeros  el  siguiente 
proyecto  de 

RESOLUCIÓN. 

''£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  Je 
conflere  el  inciso  5.^  articulo  51  déla  Constitución,  declara  nulos  los  artíce- 
los 2.^  de  la  leí  38,  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano 
de  Gundinamarca  en  30  de  noviembre  de  1877  11438  del  Código  Judicial 
del  mismo  Estado,  en  la  parte  en  que  esos  artículos  puedan  sujetar  a  em- 
pleados nacionales  al  deber  de  desempeñar  en  el  Estado  el  cargo  de  jurados 
en  asuntos  criminales,  por  ser  semejante  deber  incompatible  con  el  servicio 
público  nacional  que  deben  prestar  dichos  empleadas*" 

Comuniqúese  i  publíquese. 

Bogotá,  mayo  33  de  1878. 

Ciudadanos  Senadores. 

H*  MuaiLLO— R.  GoMBZ— JiL  Columjb- AiiniiBS  BERMunfez— T.  Llaro. 


Secretaria  del  Senado— Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  86-» 
gundo  debates,  en  los  días  27  i  28  de  mayo  de  1878. 

D.  A.  ÁrrieUi. 
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WlilDAB  «e  la  lei  SO  «e  ñ^f9  «el  Estado  «el  Cauca,  i  «el  in- 
mímm  §•,  artieolo  17  I  el  artieulo  94  por  «er  eontrarlaa 
ertaa  «isiHMdelones  a  la  Constltaelon  federal. 


Vista  del  Pbogurídor  jeneral. 

BefLores  Majlstrados. 

Solícita  de  esa  Suprema  Corte  el  señor  Miguel  Piedrahíta  G.  la  sus- 
pensión de  la  lei  30  de  S6  de  setiembre  de  i877»  '*que  ratifica  algunos 
actos/*  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca,  por  ser  contraria 
al  artículo  19  de  la  Constitución  nacional,  que  garantiza  la  propiedad  indi» 
YlduaU 

Por  el  articulo  i.^  de  la  espresada  lei  se  ratíBcan  todos  los  decretos» 
resoluciones  i  proiridencías  escritas,  dictadas  por  el  Poder  Ejecutivo  del 
Estado  con  el  fin  directo  o  indirecto  de  salvar  las  instituciones  patrias,  ata* 
cadas  por  los  revolucionarios  de  Ib76  i  1877,  desde  que  se  declaró  turbado, 
hasta  que  se  declaró  restablecido  el  orden  público  en  el  Estado.  La  apro- 
bación que  este  artículo  imparte  en  términos  jenerales  a  los  actos  del  Poder 
Ejecutivo,  durante  la  guerra  de  1876  i  1^77,  aunque  peligrosa,  por  la  po« 
sibllldad  de  qne  algunos  de  ellos  sean  evidentemente  inconstitucionales, 
no  entiende  el  suscrito  que  por  tal  aprobación  quedan  privados  los  ciuda- 
danos cuyos  derechos  hayan  sido  vulnerados,  de  ocurrir  ante  las  autorida* 
des  competentes  para  obtener  la  reparación  que  la  Constitución  i  las  leyes 
les  otorgan. 

Contra  lo  que  disponen  los  artículos  3.^  i  3,°  respecto  de  empréstitos 
forzosos,  suministros  i  esproplaciones,  es  aplicable  lo  que  espuso  la  Goroi- 
aion  del  Senado  de  Plenipotenciarios  con  relación  a  la  lei  de  %9  de  diciem- 
bre de  1863,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Bolívar  ;  pues  si  bien 
en  su  resolución  de  i 7  de  marzo  de  i 866  el  Senado  se  abstuvo  de  declarar 
nula  o  válida  la  citada  lei,  fué  por  razón  de  la  fecha  de  ésta,  pero  recono- 
ciendo siempre  su  inconstitucionalidad. 

El  articulo  4,o  que  se  refiere  a  los  empréstitos  i  esproplaciones  decre- 
tados contra  los  rebeldes  i  sus  cómplices,  a  quienes  son  aplicables  las  reglas 
del  derecho  de  jentes,  lo  estima  el  suscrito  exequible,  sin  objeción  alguna 
de  inconstiiucionalidad. 
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En  consideración  a  lo  e$puesto,  el  infrascrito  solicita  que  suspendáis 
los  artículos  3.°  ¡  3,^  de  la  citada  lei  30  en  lo  que  ellos  tratan  de  emprésti- 
tos forzosos»  suministros  I  espropiaciones  exijíüos  sin  las  formalidades  esta- 
tuidas en  el  inciso  5. <>  artículo  lo  de  la  Constitución  I  se  abstiene  de  iiacer 
igual  solicitud  respecto  de  los  artículos  1.°  i  4.^  de  la  supracitada  leí, 

Bogotá,  febrero  20  de  i  878. 

Uanuel  M.  Ramírez. 


Acuerdo  de  la  Coete  Scprema. 

En  Bogotá,  a  dos  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
eeñor  Hajistrado  Presidente  doctor  Emígdio  Paláu  i  demás  señores  Majls- 
irados  doctores  Rafael  Martínez  R,  íáanuel  Ezequiel  Corrales,  José  M.  Rojas 
Garrido  i  Agustín  Uricoecbea,  con  el  objeto  de  tomar  en  consideración  la 
solicitud  de  Miguel  Piedrahita  Casas,  sobre  que  se  suspéndala  leí  30  del 
Estado  soberano  del  Cauca,  de  36  de  setiembre  de  i 877,  por  la  **  que  ratiO- 
jca  algunos  actos/'  El  señor  Magistrado  doctor  Corrales,  a  quien  tocó  en  re- 
partimiento este  asunto,  presentó  i  leyó  el  siguiente  proyecto  de  resolución, 
que  fué  aprobado  por  el  voto  unánime  de  los  señores  Majistrados  : 

^'Vistos  :  El  ciudadano  Miguel  Piedrahita,  desde  Ansermaviejo,  dirijió, 
con  fecha  SO  de  noviembre  da  i877,  a  esta  Corte  Suprema,  el  memorial  que 
«e  copia : 

~  *  Miguel  Piedrahita  Casas,  ciudadano  cancano,  ante  vos  mui  respetuo' 
sámente  solicito  la  suspensión  de  la  leí  número  30,  espedida  por  la  Lejisla- 
*  tura  del  Estado  soberano  del  Cauca  el  26  del  mes  de  setiembre  de  este  año, 
^.que  ratifica  algunos  actos,'  publicada  en  el  número  i83,  corre.$pondiente  a 
1.^  de  octubre,  del  Rejistro  Oficial,  que  existirá  en  vuestro  despacho,  por- 
que ella  es  contraria  al  artículo  15  de  la  Constitución  federal  que  garantiza 
la  propiedad  individual,  está  en.  pugna  con  las  leyes  nacionales  i  desobede- 
ce las  órdenes  del  Gobierno  de  la  Union  insertas  en  los  números  3,999  i 
4,037  del  Diario  OficicU  de  agosto!  octubre  últimos,  respectivamente,  dirijt* 
das  por  el  órgano  legal  al  Gobierno  del  Estado,  cuyas  razones  aduzco  en  mi 
propósito,  porque,  como  dice  el  señor  Secretario  de  Hacienda  i  Fomento 
en  la  nota  oficial  de  95  de  setiembre  número  8,8f  41,  *  que  los  Gobiernos  de 
los  Estados  no  tienen  facultad  de  imponer  i  exijir^empréstitos  forzosos  por 
su  cuenta  en  una  guerra  jeneral,  ni  ejercer  otras  funciones  propias  suyas 
con  relación  a  ella  i  principalmente  en  materia  de  empréstitos  i  espropiaclo* 
nes,  es  punto  decidido  ya  por  la  Corte  Suprema  federal  en  su  acuerdo  de 
1.^  de  febrero  de  1866,  etc,  etc  ;^  porque  toda  vez  que  el  Gobierno  federal 
;sisumió  la  responsabilidad  de  pagar  con  su  Tesoro  los  gastos  de  esa  guerrái 
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liada  tienen  que  disponer  las  Lejislaturas  a  este  respecto  para  e9tC;QjlUr  fon- 
dos, que  cubran  gastos  que  no  deben  pagar,  porque  menos  puede  la  del 
Cauca  ratificar  los  actos  que  a  ese  ñu  baya  dictado  el  Gobierno  seQC^onal 
del  Esiado ;  porque  habiendo  improbado  el  Gobierno  de  la  Union  i  declara* 
do  nulos  los  empréstitos  que  ha  impuesto  el  del  Cauca,  como  se  lee  eo  la 
nota  de  11  de  agosto  número  8,565/despues  de  haberle  retirado  su  autora 
zación,  no  habrá  contra  quien  reclamar  el  valor  de  esos  empréstitos  i  so 
baria  nugatoria  la  garantía  de  pago  prometida  en  la  lei  nacional  número  87 
de  este  año,  i  porque  aunque  la  Lejislatura  haya  dispuesto  en  el  articulo  3.^ 
de  la  lei  que  acuso,  *  que  los  empréstitos  I  espropiaciones  que  hayan  tenido 
lu£jar  por  consecuencia  de  los  actos  aprobados  en  el  artículo  i.^  i  que  no  se 
hayan  hecho  de  conformidad  con  las  prescripciones  del  Gobierno  jeneral  i 
cuyo  procedimiento  no  apruebe  éste,  se  considerarán  como  hechos  al  Esta- 
do;' esto  no  es  argumento  que  justifique  la  legalidad  de  esos  procedimien- 
tos, sino  mas  bien  la  paladina  confesión  de  que  el  Gobierno  cancano  care- 
cía entonces  i  carece  ahora  de  facultades  legales  para  imponer  i  exijir  em- 
préstitos i  hacer  espropiaciones,  cuya  carencia  no  puede  suplir  la  Lejislatura 
porque  ella  tampoco  las  tiene,  siendo  como  es  apenas,  uno  de  los  poderes 
que  forman  el  conjunto  de  este  mismo  Gobierno  local,  i  no  puede  por  lo 
mismo,  o  no  debe  dar  validez  a  lo  que  el  Supremo  de  la  Nación  ha  declara- 
do nulo,  inconstitucional  e  ilegal,  ni  tiene  poder  suficiente  ni  atribución 
legal  para  adicionar  i  reformar  la  lei  número  67  nacional  i  el  inciso  4,^  ar* 
ticuio  5.^  de  la  Constitución  del  Es  lado. 

*S¡  todos  los  Estados  confederados  adoptaran  ese  simulacro,  de  prin- 
cipio, la  Cüderacion  se  anarquizaría  por  completo,  i  estando  ellos  en  flagran* 
te  contradicion  con  el  Gobierno  de  la  Union,  se  les  reputaría  en  rebelión 
contra  él. 

*  Por  esto  es  que  dejando  al  ilustrado  criterio  de  la  Corte  Suprema 
consideraciones  de  mas  alta  importancia,  i  no  habiendo  aún  cesado  eaeste 
municipio  la  exijencia  de  los  empréstitos  forzosos  de  que  somos  victima 
hasta  los  que,  como  yo,  observaron  una  conducta  prescin dente  en  la  con- 
tienda armada,  í  menos  que  prescinden  te,  los  que  estuvimos  sumisos  al 
Gobierno  i  obedientes  a  la  lei,  se  hace  ya  ineludible  el  derecho,  e  impres- 
cindible el  deber  de  poner  coto  a  la  estorsion,  pidiendo  la  suspensión  de  la 
lei  aludida  i  su  completa  anulación  por  quien  corresponda,!  es  con  tal  obje- 
to que  represento.' 

*^  I  la  lei  acusada,  que  se  halla  publicada  en  el  número  183  del  Rqii^ 
tro  Oficial,  es  la  siguiente : 

*  iVrt.  1.°  Ratificanse  todos  las  decretos,  resoluciones  i  providencias 
escritas,  dictadas  por  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  con  el  fin  directo  o  in- 
directo de  salvar  las  instituciones  patrias,  atacadas  por  los  revolvcijonarios 
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de. 1876  í  i8T?,  desdé  que  se  declaró  turbado  hasta  que  se  declaró  restable^ 
ddo  el  orden  público  en  el  Estado. 

'  Art.  2.°  En  consecuencia,  todos  los  actos  cumplidos  o  efectuados  por 
los  Jefes  municipales,  comisionados  especiales  en  el  procedimiento  para  re- 
caudar empréstitos  forzosos,  i  demás  Ajenies  del  Poder  Ejecutivo,  en  cum- 
plimiento o  a  virtud  de  los  actos  relacionados  en  el  artículo  anterior,  tendrán 
fuerza  legal  en  el  Estado  i  surtirán  todos  sus  efectos  civiles. 

'Art.  3.^  Los  empréstitos,  suministros  i  espropiaciones  que  hayan  te- 
Dido  lugar  por  consecuencia  de  ios  actos  aprobados  en  el  artículo  1.^  i  q^e 
no  se  hayan  hecho  de  conformidad  con  las  prescripciones  del  Gobierno  je* 
neral  I  cuyo  procedimiento  no  apruebe  éste,  se  considerarán  como  hechos 
al  Estado. 

*  Art.  4.^  Los  empréstitos  forzosos  decretados  contra  los  rel>eldes  o  sus 
cómplices,  así  como  las  espropiaciones  que  se  hayan  hecho  I  los  suminis- 
tros que  se  hayan  exijido  a  los  mismos,  se  considerarán  como  contribucio- 
nes de  guerra  exijidas  o  pedidas  en  ejercicio  de  las  facultades  que  con6ere 
el  articulo  01  de  la  Constitución  nacional ;  i  en  consecuencia,  no  se  recono- 
cerá crédito  ninguno  proveniente  de  ellas  a  cargo  del  Tesoro/ 

**  Los  términos  jeneraies  en  que  está  redactado  el  artículo  1.°  no  per- 
miten a  la  Corte  conocer  si  alguno  de  los  decretos,  resoluciones  o  providen- 
cias escritas,  dictados  por  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado  del  Cauca,  es  in- 
constitucional, para  poder  ejercer  respecto  de  tal  acto  la  atribución  de 
suspender  sus  efectos  i  cumplimiento.  La  ratiGcacion  que  la  leí  hace,  nada 
tiene  de  objetable,  si  ella  se  refiere  a  actos  ejecutivos  que  se  consideren  es- 
pedidos sin  violar  los  preceptos  de  la  Constitución  i  leyes  federales  ;  de  xú»* 
ñera  que  la  Corte  considera  preciso  que  se  determine  con  claridad  cuál  o 
cuáles  de  dichos  actos  ejecutivos  se  reputan  contrarios  a  los  preceptos  men* 
Clonados,  para  que  sean  examinados,  i  acerca  de  ellos  la  Corte  resuelva  si 
son  o  no  suspendibles. 

**  Aunque  la  Corte  decretase  la  suspensión  del  citado  artículo  1,^  no 
en  absoluto,  sino  en  cuanto  él  haga  rdicion  a  algún  decreto  o  resolución 
ejecutiva,  violatoria  de  disposiciones  constitucionales  o  legales,  siempre 
quedarla  en  pié  i  subsistente  la  dificultad ;  porque,  por  lo  mismo  que  el  de- 
creto que  se  tuviera  como  inconstitucional  no  aparece  determinado  en  esta 
resolución,  con  cita  de  su  número,  fecha  o  materia,  el  Gobierno  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  a  quien  se  debe  suponer  interesado  en  el  asunto,  sos- 
tendría su  constitucionalidad.  Mas  claro :  seria  difícil  determinar  los  decre- 
^Sf  ejecutivos  a  que  hiciera  referencia  la  suspensión  que  la  Corte  llegase  a 
réfíolVer,  si  dichos  decretos  no  son  aquí  mencionados  con  especialidad. 

'^  Elevados  lOá  actos  ejecutivos  del  Cauca  que  están  comprendidos  en 
la  disposición  del  articulo  1,^  a  la  categoría  de  leyes,  en  virtud  de  la  ratifi- 
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cacion  legal,  es  menester  que  se  solicite,  si  se  quiere,  la  suspensión  de  Im 
decretos  que  se  juzguen  Yiointorios  de  la  Constitución,' exhibiendo  coplas 
de  ellos  para  que  este  Su[ircmo  Tribunal,  sin  Tacílacion  ni  dificultad  de 
ningún  jénero,  pueda  ejercer,  en  su  caso,  la  atribución  que  le  confiere  el 
artículo  73  de  la  Constitución  nacional. 

I      **  Los  razonamientos  que  anteceden,  en  concepto  de  la  Corte,  son 
aplicables  a  los  artículos  2.^  i  3.^  de  la  leí  caucana  que  se  ha  copiado. 

*'Lo  que  se  dispone  en  el  artículo  4.^  es,  en  sustancia,  lo  mismo  que 
se  halla  dispuesto  en  el  artículo  5.^  de  la  leí  nacional  67  de  4  de  junio  de 
i877«  sobre  suministros,  enf^préstiios  i  espropiaciones ;  i  por  tanto,  ninguna 
objeción  puede  hacerse,  que  sirva  de  fundamento  para  suspender  su  eje« 
cuoion. 

'^  Apoyada  la  Corte  en  las  razones  que  quedan  consignadas,  i  de  con* 
formidad  en  parte  con  el  concepto  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union, 
administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  I  por 
autoridad  de  la  leí,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  da  el  artículo  72  de 
la  Constitución  tantas  veces  citada,  resuehe  no  suspender,  como  no  siís- 
pende,  la  ejecución  de  los  arilculos  1,^  2,^  8.^  i  4.^  de  la  leí  número  90  de 
96  de  setiembre  de  iS77,  que  ratifica  algunos  actos,  espedida  per  la  Lejisla. 
tura  del  Estado  soberano  del  Cauca. 

^'Noti^'queseesta  resolución;  agregúese  copia  de  ella  al  espediente 
para  que  sea  oportunamente  enviado  al  Senado ;  remítase  otra  al  Poder  Eje* 
cutivo  del  Cauca,  i  publíquese  en  el  Diario  0/iciaU* 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Hajistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Palau— Rafael  Martínez  R.— Manuel  Ezi- 
quiel  Cóbrales — José  M.  Rojas  Garrido — Juan  Agustín  Urigobchea— El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander, 

Es  copia  conforme— Bogotá,  diez  i  ocho  de  marzo  de  mil  ocho, 
cientos  setenta  i  ocho— El  Secretarlo,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  inspectoei. 

Ciudadanos    Senadores. 

Los  infrascritos,  miembros  de  la  Comisión  de  inspección  de  los  aciog 
lejislativos  de  los  Estados,  no  estiman  exequible,  como  sus  honorables  com- 
pañeros,  la  lei  SO  de  1 877  del  Edtado  del  Cauca,  que  ha  sido  acusada  de 
inconstitucional. 
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Por  el  artículo  i.^  de  ella  ''  se  ratificad  todos  los  deoretosv  resoltMfk^ 
nes  i  prolideiicias escritas»  dictadas  por  el  Poder  EjecfatWodél  Bsítado  oon 
el  0n  directo  ú  indirecto  de  salvar  las  Instituciones  patrias,  atacadas  por  los 
revolucionarlos  de  1876  i  1877,  desde  que  se  declard  turbado,  hasta  que  sd 
declaró  restablecido  el  orden  público  en  el  Estado.  " 

Por  el  artículo  2.^  se  declara  qué  *'  todos  los  aelos  cuníplídoá  o  efee^ 
tuadosporlos Jefes  municipales,  comisionados  especíalesen  eFprooediiáienta 
para  reetiudar  empréstitos  forzosos,  i  demás  Ajenies  del  Poder  Ejecdttvói^ 
61»  cumplimiento  o  a  virtud  de  los  actos  relacionados  eá  el  artículo  atiterfor/ 
tendrán  fuerza  legal  en  el  Estado  i  surtirán  todos  sus  efectos  civiles/^     ' 

Por  el  articulo  3.°  se  dispone  que  *Mps  empréstitos,  suministrosies^' 
propiaciones  que  hayan  tenido  lugar  por  consecuencia  de  los  actos  aj^roba* 
dósenel  artículo  1.^  i  que  oo  se  hayan  hecho  de*  conformidad  60tt>  las 
prescripciones  del  Gobierno  jeneral  i  cuyo  proCedioiientO' oo  apruebe  ésf^ 
se  considerarán  como  hechos  al  Estado/' 

1  por  d  artículo  4.^  se  dispone  también  *'  que  los  empréstitos  for20fR>k 
decretados  contra  lOs  rebeldes  o  sus  cómplices,  asi  como  las  eépi^opláüibñeb 
que  sé  h^yan  hecho  i  los  suministros  que  se  hayan  exijido  a  los  mismos,  sd 
considerarán  como  contribuciones  de  guerra  exijidas  o  pedidas  en  ejercicio 
de  las  facultades  que  confiere  el  alticulo  91  de*  la  Constitución  nacional  y  i 
en  consecuencia,  no  se  reconocerá  crédito  ninguno  provenienie  de  ellas  á 
cargo  del  Tesoro." 

La  Corte  Suprema,  al  examinar  por  su  parte  tales  artículos;  resohritt 
no  suspender  la  ejecución  del  artículo  1,^  que  eleva  a  la  categoría  dé  leyeé 
los  actos  ejecutivos  comprendidos  en  él,  porque  los  términos  jenerales  en 
que  está  redactado  no  permiten  conocer  si  esos  actos  son  inconstitucionales 
,  o  nó.  **  La  ratificación  que  la  leí  hace/'  dice  l.i  Corte  **  nada  tiene  de  obje- 
table, si  ella  se  refíiere  a  actos  ejecutivos  que  se  consideren  espedidos  sin 
violar  los  preceptos  de  la  Constltudlotl  i  leyes  federaleá;  de  manera'  qüe-fif 
Corte  considera  preciso  que  se  determine  con  claridad  cuál  ó  cuáles  dtf 
dichos  actos  ejecutivos  se  reputan  contrarios  a  los  prece[itbs  mehclónádoé'»- 
para  que  sean  examinados,  i  acerca  de  ello^  la  Corte  resuelva  si'  í(on  o  nó 
suspendibles/' 

Tampoco  suspendió  ese  tribunal  la  ejecución  de  los  artiículos  2.^  s^o 
por  conceptuar  que  les  eran  aplicables  los  misnaos  razonamientos  que  al  1.^; 
i  procedió  de  igual  modo  respecto  del  4,o  porque  lo  que  se  dispone  en  él  es, 
en  sustancia,  lo  mismo  que  se  halla  dispuesto  en  el  articulo  5.^  de  la  leí 
nacional  67  de  4  877,  sobre  suministros,  empréstitos  i  espropia clones;  i,  por 
tanto,  '<  ninguna  objeción*  puede  hacerse,  que  sifva  d€l  ñindámbrito' pártf 
suspender  su  ejecución.*^ 

Los  infrascMtos  no  juzgan  indispensable,  como  la  Corte,  tener  a  la 

vista  los  actos  ejecutivos  a  que  sé  refiere  el  artículo  I,»  ni  las  dilijencias  es- 
Sí 
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crítas  que  versen  sobre  los  hechos  a  que  se  reQeren  los  artículos  2.°  1 3,^ 
para  decidir  la  cuestión  del  caso  en  cuanto  a  ellos,  porque,  aparte  de  que, 
para  reputar  contrarios  a  la  Constitución  nacional  tales  artículos,  basta  fijar 
la  consideración  en  que  sus  .disposiciones  han  sido  dictadas  con  relación  a 
«na  situación  de  guerra  de  carácter  jeneral,  negocia  de  la  esclusiva  incum- 
bencia del  Gobierno  de  la  Union,  basta  igualmente  observar  que,  sea  cual 
fuere  la  naturaleza  de  los  actos  elevados  a  la  categoría  de  leyes,  i  la  de  loa 
ejecutados  en  virtud  de  los  mismos,  es  lo  cierto  que  a  los  unos  I  a  los  otros 
se  les  da  validez  por  la  lei  acusada,  obrando  ésta  hacia  atrás,  contra  el  ter* 
minantlsimo  precepto  del  articulo  34  del  citado  código.  Los  infrascriioa 
opinan,  pues,  que  debéis  anular  los  mencionados  artículos  i,^  3.o  { s.* 

I  opinan  también  que  debéis  anular  igualmente  el  articula  4,»  porque, 
aunque  es  verdad,  como  dice  la  Corte,  que  lo  que  se  dispone  en  él  es  lo* 
mismo  que  se  halla  dispuesto  en  el  artículo  5*  de  la  leí  nacional  67  de 
I877y  también  lo  es  que  los  Estados  carecen  de  competencia  para  dictar 
disposiéion  alguna  relacionada  con  la  conservación  o  el  restablecimiento 
éeí  orden  federal,  a  menos  que  sea  en  cumplimiento  de  los  deberes  ^e  * 
lal  respecto  Imppngan  a  las  autoridadess  de  ellos  los  altos  poderes  de  la  Na- 
eion.  En  efecto,  tiene  eselusivamente  el  Gobierno  jeneral,^  según  el  incisa 
i^  artículo  17  déla  Constitución  de  la  República,  la  facultad  de  espedir 
leyes,  decretos  i  resoluciones  civiles  i  penales  respeeto  de  loa  negocios  a 
materias  que  conforme  a  la  misma  Constitución  son  de  su  competencia  es- 
clusiva; i  es  negocio  de  la  esclusiva  competencia  de  él  la  conservación  del 
érden  jeneral,  según  e>  inciso  i  9,  articulo  66  del  mismo  Código. 
Po«  tanto,  los  infrascritos  os  proponen  este  proyecto  de 

RRSOLUGION: 

**  El  Senado  déla  Unfon,  en  ejercicio  déla  5.*  de  sus  atribuciones 
constitucionales,  declara  nula  la  lei  so  de  1877  del  Estado  del  Cauca,  san* 
Clonada  el  96  de  setiembre,  por  contraria  a  estas  disposiciones  de  la  Gons* 
títttcíon  federal :  el  inciso  16,  articulo  17,  i  el  artículo  34. 

<<  Comuniqúese  a  quienes  corresponda  i  publíquese.'' 

Bogotá,  3  de  mayo  de  i87& 

Ciudadanos  Senadores» 

JlL  COLUNJE — ClÍMACO  IrIABTB. 


Secretaria  del  Senado.— Esta  resolución  fué  aprobada  en  primero  f 

fondo  debates  en  los  dias  li  de  mayo  i  7  de  junio  de  1 876. 

El  Secretario  del  Senado, 

Julio  E.  Pér$x. 
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HmiilDAD  del  artieulo  t9  déla  leí  SSe  de  tS^v',  del  Estado  del 
magdalena,  ori^iinlea  de  los  bienes,  rentas  I  eontrlbuelones 
del  Estado  $  en  euanto  él  se  refiere  a  la  Introdueelon  de  11- 
eores  estranjeros,  que  no  sean  el  ai^uardlente  de  eana  I  sus 
eomiinestos. 

Vista  del  Paogu&ador  jeneral* 

SefLores  M!ajistrados« 

En  acuerdo  celebrado  por  esa  Suprema  Corte  el  30  de  julio  de  1870» 
fué  suspendido  el  articulo  Si  de  la  tei  83  del  Estado  del  Magdalena,  sancio- 
nada el  22  de  octubre  de  1863,  cuyo  título  es  '<  orgánica  de  los  bienes,  reoK 
tas  i  contribuciones  del  Estado ; "'  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  anuló 
dicho  artículo,  por  resolución  de  d  de  marzo  de  1871,  **en  cuanto  él  se  re- 
fiere a  licores  estranjeros  que  no  sean  el  aguardiente  de  caña  i  sus  com- 
puestos/' por  ser  aquella  disposición  contraria  al  inciso  5.^  del  artículo  IT  { 
a  los  incisos  4.^  i  5.^  del  artículo  8.°  de  la  Constitución. 

Apesar  de  estas  resoluciones,  de  las  cuales  debe  tener  conocimiento  el 
Gobierna  del  Magdalena,  la  Asamblea  Lejislativa  de  dicho  Estado  espidió 
la  lei  oámero  386,  de  35  de  octubre  de  1877,  *^  orgánica  de  los  bienes,  ren- 
tas i  contribuciones  del  Estado,"  publicada  en  el  námero  396  de  la  Gaceta 
del  Magdalena  que  acompaño  al  presente  memorial,  cuyo  artículo  S9  es  el 
mismo  artículo  31  de  la  lei  83  anulado  por  el  Senado. 

En  el  tomo  3.^  de  las  resoluciones  dictadas  por  el  Senado  i  por  la  Cor» 
te  Suprema  federal,  fojas  73  a  79,  hallareis  las  decisiones  a  que  he  hecho 
referencia,  I  os  pido  que,  de  acuerdo  con  ellas,  suspendáis  el  artículo  39  de 
la  citada  lei  396,  en  cuanto  él  se  refiere  a  licores  estranjeros  que  no  sean  el 
4iguardiente  de  caña  i  sus  compuestos. 

Bogotá,  marzo  A  de  1878.  Hancbl  H.  Ramírez. 


Agcerdo  de  la  Corte  Suprema. 

El  infrascrito.  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica :  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  138  a  la  130,  hai  uno 
que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  veinticinco  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  I  ocho, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencU 
del  señor  Majístrado  Presidente,  doctor  Emigdio  Paláu,  i  demás  señores  Ma« 
Jistrados,  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  E^equiel  Corrales,  José  M* 
Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  consi- 
deración la  solicitud  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Union,  sobre  que  sé 
suspenda  el  artículo  39  de  la  lei  húmero  596,  de  35  de  octubre  de  1877, 
'*  orgánica  de  los  bienes,  rentas  i  contribuciones  del  Estado  soberano  del 
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Kagdalena.  El  señor  Kajístrado  doctor  Martínez  R,  a  quien  tocó  su&tancíar 
este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  resolución  : 

^<  Vistos:  en  acuerdo  celebrado  por  esta  Corte  Suprema  con  fecha  30 
de  julio  de  1670,  se  suspendió  la  ejecución  del  artículo  21  de  la  leí  83,  ^pe* 
dida  por  la  Asamblea  Lejislatíva  del  Estado  solierano  del  Magdalena  en  oc- 
tubre de  1868,  bajo  el  titulo  de^ "  leí  orgánica  de  los  bienes,  rentas  i  contri- 
buciones del  Estado/'  £1  articulo  se  suspendió  **  en  cuanto  él  se  refiere  a 
|0S  licores  estranjeros  que  no  sean  el  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos.*' 
Dicho  articulo  decía:  **  La  producción  del  aguardiente  de  caña,  la  reestila- 
oion  de  este  misma  aguardiente,  la  introducción  del  estranjero,  i  de  estraño 
Estado,  de  toda  clase  de  aguardiente  i  de  licores  esiraidos  de  la  caña,  de  la 
uva  I  de  todos  los  frutos  que  contienen  azi}car  i  que  son  suceptibles  de  fer- 
mentación, i  la  introducción,  de  un  distrito  a  otro  del  Estado,  de  los  mismos 
Ifooros,  son  operaciones  que  se  reserva  el  Gobierno  del  Estado  como  arbitrio 
rentístico,  i  que  ningún  individuo  puede  ejecutar,  dentro  del  territorio  dd 
TiStado,  sin  autorización  espresa  del  Gobierno." 

'*  El  Senado  por  resolución  de  9  de  marzo  de  1871  anuló  el  artículo 
copiado  en  los  mismos  términos  que  la  Corte  lo  suspendió. 

**Apesar  de  esto,  la  Asamblea  Leiislaiiva  del  Estado  del  Magdalena, 
^spidió  con  fecha  95  de  octubre  dltimo  la  lei  396,  ''orgánica  de  los  bienes, 
lentas  i  contribuciones  del  Estado/"  cuyo  ai  tículo  29  'es  testualmente  el  21 
que  se  ha  copiado,  i,  que  como  se  ha  espresado,  fué  suspendido  i  anulado 
por  la  Corte  i  el  Senado.  Por  tal  motivo  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Na* 
0íon  solicitó  con  fecha  4  del  presente  mes,  la  suspensión  de  dicho  articulo  37. 

*'La  doctrina  que  sirvió  de  fundamento  a  las  decisiones  de  la  Corte  I 
del  Senado,  se  reproduce  para  decidir  la  presente  reclamación,  porque  esa 
doctrina  es  aplicable  ahora  como  lo  fué  antes,  tratándose,  como  se  trata,  de 
una  disposición  reproducida  a  la  letra  en  lei  posterior. 

^<  En  efecto,  la  prohibición  que  establece  el  artículo  que  se  examina^ 
para  introducir  en  el  Estado  licores  estranjeros,  es  contraria  a  los  Incisos 
5.^  i  i9  del  artículo  i7  de  la  Constitución  federal,  porque  el  rójimen  i  admi. 
nis^acioQ  del  comercio  esterior  es  un  asunto  de  competencia  del  Gobierno 
nacional,  ian  virtud  de  cuya  potestad  existen  las  leyes  de  Aduanas  I  las  Saca, 
les  relacionadas  con  el  comercio  esterior.  La  prohibición  de  introducir  és^ 
p  aqiiel  artículo  comercial  procedente  del  estranjero  para  el  consumo  de  los 
habitantes  de  Colombia,  es  un  acto  de^réjimen  i  administración  del  eomeiv 
€io  esterior,  reservado  espresamente  al  Gobierno  nacional,  i  en  el  cual  se 
^ndfl  lareniA  deA4u9nj»sque  adnUnistra  dicho  Gobierno.  Si  )os  Estados 
tuvieran  la  potestad  de  hacer  esa  prohibición,  a  ellos  i  nó  al  Gobierno  dje  I* 
Uaiott  estarla  atribuido  todo  lo  concerniente  al.réj4men  aduanero. 

^'Por  tales  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal  adnaíntotrande 
JiMtítía  en  nombre  délos  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  ita  P 
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lei.  decreta  la  suspensión  del  articulo  30  de  la  lei  396  de  S5  de  octubre  del 
año  pasado,  ''orgáoica  de  los  bíeues,  rentas  í  coBtribucioDes  del  Estado/' 
que  espidió  la  Asamblea  Lejislativa  del  Aiagdalena,  en  cuanto  él  se  refiere  a 
la  introducción  de  licores  estranjeros,  que  no  sean  el  aguardiente  de  caña  ¡ 
sus  compuestos,  porque  ésa  disposición  es  contraria  a  los  incisos  5.^  i  16  del 
articulo  17  de  la  Constitución  federal. 

^'Notifiquese,  publíques'e  en  el  Diario  Oficial^  comuniqúese  al  Presi* 

dente  del  Estado  del  Magdalena,  i  con  copia  de  esta  resolución  pásese  el  es-» 

pediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los  fines  constitucionales/' 

Discutido  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto  unánime  de  los 

señores  Majisrados. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo  que  firman  los  señores 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Emigdio  Paláü — Rafael  Martínez  R. — Manuel 
EzBQüiEL  Cóbrales — José  M.  Rojas  Garrido— Juan  Agustín  Ubi- 
COBOHEA' — ^El  Secretario,  Rafael  E,  Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  veintiocho  de  marzo  de  mtl  ochocientof 
setenta  i  ocho-«-El  Secretario,  Rafael  E.  Santander. 


Informe  de  la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

En  escrito  de  fecha  4  de  marzo  ultimo,  el  Procurador  jener al  dele 
Nación  soHcitó  de  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  del  artículo  29  de 
|a  lei  del  Magdalena  número  396^  de  25  de  octubre  de  1877,  ''orgánica  de 
los  bienes,  rentas  i  contribuciones  del  Estado,"  en  cuanto  él  se  reüere  a  li- 
cores estranjeros  que  no  sean  el  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos,, por 
iser  esta  disposición  contraria  a  varias  de  la  Constitución  federal. 
'    Dicho  articulo  39  dice  asi : 

**  La  producción  del  aguardiente  de  caña ;  la  reestilacion  de  este  mfs^ 
mo  aguardiente;  la  introducción  del  estranjero  i  de  estraño  Estado  de  toda 
clase  de  aguardiente  i  de  licores  estraidos  de  la  caña,  de  la  uva  i  d^  todps  los 
frutos  que  contienen  azúcar  i  que  son  suceptibles  de  fermentación ;  I  la  in;- 
troduccion  de  un  círculo  a  otro  del  Estado  dé  los  mismos  licores,  -son  ope- 
raciones  que  se  reser? a  el  Gobierno  del  Estado  como  arbitrio  rentístico,  9 
que  ningún  individuo  puede  ejecutar  dentro  del  territorio  del  Estado  sio 
antortzacion  espresa  del  Gobierno/' 

La  Corle  Suprecna,  por  resolución  de  fecha  S5  del  mismo  mes  de  mar- 
10»  decretóla  suspensión  solicitada  por  el  Procurador  jeoeral;  I  se  Uxñáá 
em  lo  siguiente : 

''La  prohibición  que  estableced  articulo  que  se  examina,  para  in» 
troducfr  en^l  Estado  licores  estranjeros,  es  contraria  a  los  incisos  5.^  i  i6 
d^mrtieulo  i7  de  la  Constíiucion  fedecal ;  porque  el  réjiraen  i  administra- 
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eion  del  comercio  esterior»  es  un  asunto  de  competencia  del  Gobierno  na* 
cional,  en  virtud  de  cuya  potestad  existen  las  leyes  de  Aduanas  t  las  fiscales 
relacionadas  con  el  comercio  esterior.  La  prohibición  de  introducir  éste  o 
aquel  artículo  comercial,  procedente  del  estranjero  para  el  consumo  de  los 
habitanies  de  Colombia,  es  un  acto  de  réjimen  i  administración  del  oomer* 
€10  esterior,  reservado  espresamenie  al  Gobierno  nacional,  i  en  el  cual  se 
funda  la  renta  de  Aduanas  que  administra  dicho  Gobierno.  Si  los  Estados 
tuvieseivla  potestad  de  hacer  esa  prohibición,  a  ellos,  i  no^  al  Gobierno  de 
la  Union,  estarla  atribuido  todo  lo  concerniente  al  réjimen  aduanero." 

En  concepto  de  vuestra  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejlslati* 
vos  de  los  Estados,  los  fundamentos  de  la  Corte  Suprema  son  esactos,  i  so 
resolución  apoyada  en  ellos  es  arreglada. 

Por  tanto,  vuestra  Comisión  tiene  el  honor  de  proponeros  el  siguiente 
proyecto  de 

RESOLUCIÓN. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  tiene  por  d 
inciso  5,^  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  artículo  99  de  la  leí 
3d6  de  25  de  octubre  de  1877,  <'  orgánica  de  los  bienes,  rentas  i  contribu- 
ciones del  Estado,"  que  espidió  la  Asamblea  Lejislativa  del  Magdalena,  en 
cuanto  él  se  reflere  a  la  introducción  de  licores  estranjeros,  que  no  sean  el 
aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos. 

Bogotá,  5  de  junio  de  4878. 

M.  MuRiLLO^R.  GoMBz — JilColunjb — T.  Llano— Andabs  Bb&hojies. 


Esta  resolución   fué  aprobada  en  4,^  2.°  i  último  debates  en  los  días 

Í0il9dejuníode4878. 

£1  Secretario  del  Senado,  Julio  E,  Pérex. 

XXXL 

WAIilOEZ  de  la  leí  número  40  de  1997  del  Estudo  del  JHagda* 
lena,  ^^  por  la  eual  oe  manda  |irouiover  J nielo  de 
plaeion  de  aln^unos  terrenos  de  iNtrSIeu lares." 


VisTi  DEL  Procurador  jbneral. 

Seííores  Majistrados. 

La  Asamblea  lejislativa  del  Estado  del  Magdalena  espidió  la  leí  qaet 
en  el  número  397  de  la  Gacela  del  Magdalena^  se  rejistra  con  el  número 
400,  de  feeha  27  de  octubre  de  1877,/<en  que  se  manda  promover  juicio 
de  espropiacion  de  algunos  terrenos  de  particulares,''  i  el  señor  Francisco 
Trespalacios  Prados  os  pide  la  suspensión  de  dicha  lei,  por  estimarla  viola- 
toria  de  los  incisos  4.^  i  5.^  de  la  Constitución  nacional. 

El  último  de  estos  incisos  permite  tomar  la  propiedad  particular  cuan- 
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do  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  publica  judicialmente  decIaK 
rado  i  previa  indemnización.  El  artículo  i.^  de  la  lei  reclamada,  qneatri* 
buye  a  los  ajentes  ñscale^  "solicitar  la  práctica  de  las  dilijencias  que  sean 
necesarias  para  que  intenten  demandas  de  espropi.icion  por  exijirío  a.ií  un 
grave  motivo  de  necesi  lad  pública»  de  los  terrenos  que  se  necesitan  para 
área  i  ejidos  de  los  distritos  que  no  los  tienen  por  estar  fundados  en  terre. 
nos  de  particulares/' en  nada  contraría  el  citado  inciso  5,^  i  antes  bien  se 
conforma  con  las  disposiciones  de  éste,  pues  aunque  en  aquel  se  ordenar 
demandar  la  espropiacion  por  ser  el  caso  de  necesidad  publica,  esta  caliífr- 
cacion  debe  entenderse  para  el  efecto  de  entablar  el  juicio,  sin  que  ligue 
.  en  manera  alguna  al  Poder  Judicial  para  hacer  la  respectiva  declaratoria  en 
vista  de  las  pruebas  que  se  produzcan  acerca  del  hecho  o  hechos  que  deban 
tenerse  en  cuenta  para  decretar  la  espropiacion. 

El  contesto  del  artículo  2.^  de  la  leí  400  es  un  tanto  oscuro,  tinto  en 
la  parte  que  manda  se  pongan  de  maniQesto  a  los  peritos  los  títulos  de  pro- 
piedad del  terreno,  para  que  juzguen  de  su  valor,  como  en  lo  que  ordena 
al  Juez,  en  caso  de  discordia  entre  los  peritos,  decidir  que  su  valor  es  e\ 
que  corresponde  en  proporción  a  lo  que  costó  al  dueño  el  globo  a  que  per- 
tenece el  terreno  valorado,  sin  sujetarse  a  ninguna  otra  consideración; 
pero  se  comprende  que  el  propósito  de  este  articulo  es  el  de  que  se  dé  al 
terreno  el  precio  de  compra  de  su  actual  poseedor,  i  esto  es  injusto  i  aten- 
latorio  al  derecho  de  propiedad,  porque  el  valor  de  las  cosas  está  sujeto  a 
frecuentes  alternativas,  según  el  mayor  o  menor  desarrollo  déla  industria  | 
del  comercio,  la  escasez  o  abundancia  de  la^  cosechas,  la  situación  de  paz 
o  de  guerra,  etc,  pudiendo  suceder,  en  nnuchos  casos,  que  una  finca  haya 
duplicado  i  aun  triplicado  su  valor  por  solo  el  trascurso  del  tiempo,  sin 
haber  recibido  mejoras  de  ninguna  clase,  i  no  seria  equitativo  privar  de  ella 
a  su  dueño  por  un  precio  infinitamente  menor,  ni  habría  propiamente  la 
indemnización  que  prescribe  la  Constitución. 

Los  artículos  3,^  4.°  i  5.^  de  la  suprácitada  leí  40Ó,  que  desarrollan  el 
prepósito  de  los  dos  anteriores,  no  contienen,  en  concepto  del  suscrito, 
disposición  alguna  que  los  coloque  en  situación  de  ser  suspendidos  por 
inconstitucionales  o  ilegales. 

Así,  pues,  el  suscrito  coadyuva  la  solicitud  del  señor  Trespalacios 
solamente  en  cuanto  al  artículo  2.^  d^  la  leí  reelamada,  pero  no  en  lo  que 
8€  refiere  a  los  demás  artículos. 

Bogotá^  marzo  S7  de  i  878.  Manuel  ^.  Ramírez. 

Acuerdo  de  la  Corte  Suprema*  > 
El  infrascrito,  Secretario  de  la  Corte  Suprema  federal,  certifica:  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Tribunal,  de  la  pajina  148  ala  150»  bai 
uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 
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En  Bogotá»  a  cinco  ck  abril  de 'mil  ochoeíentof  setenta  r  oebo,  $6 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  aeuerdo,  con  asistencfr 
del  señor  ülAjistrado  Presidente,  doctor  Juan  Agustín  Df  Icoeche»,  i  áetotí» 
señores  Majistrados,  doctores  Atanuel  iilzequiel  Corrales,  Bafael  MartfaezR, 
Emigdio  Patáu,  i  José  María  Rojas  Garrido,  con  el  objeto*  de  tomar  etf 
consideración  una  solicitud  de  Francisco  Trespaltacios  Prados,  para  que  w 
suspenda  la  tei  número  400,  del  liStaJo  soberano  del  Magdalena,  sancíont- 
da  el  t7  de  octubre  de  1877,  por  la  cual  se  manda  promover  juicio  dees-' 
propiacion-de  algunos  terrenos  de  particulares.  El  señor  Majfstrado  doetor 
Rojas  Garrido,  a  quien  tocó  sustanciar  este  asunto,  presentó  I  leyó  el  sh 
guíente  proyecto  de  resolución : 

*' Vistos:  Francisco  Trespalacios  Prados  solícita  la saspension  de far 
lei  400,  espedida  por  la  Asamblea  lejislaiiva  del  Estado  soberano  detM»^ 
dalena  i  sancionada  en  S7  de  octubre  del  año  próximo  pasado»  en  estos 

términos : 

'  Leí  númeso  400. 


Bn 


que  se  manda  promover  juicio  dé  espropiacion  de  algunos 

I  aros. 


terrenoR  de  paiüea'» 


'  La  Asamblea  lejiilativa  del  Estado  soberano  del  Magdalena, 

*  DECRETA  : 

*Art.  1.^  Corresponde  a  los  Ajentes  Oséales  solicitar  la  práctica  dtf 
las  dilijencias  que  sean  necesarias  para  que  intenten  demandas  db  espro- 
piacion por  exijirío  así  un  grave  motivo  de  necesidad  publica,  de  los  terr^ 
nos  que  se  necesitan  para  área  i  ejidos  de  los  distritos  que  no  los  tienen  por 
estar  fundados  en  terrenos  de  particulares. 

'  Ari.  2. o  Los  peritos  al  hacer  el  avaliio  del  terreno  en  que  se  halTe 
fundado  un  distrito  o  el  que  corresponde  para  su  área  i  ejidos,  harán  que 
se  les  pongan  de  manifiesto  los  títulos  que  dan  propiedad  al  dueño  del  te- 
rreno, para  que  juzguen  de  su  valor ;  i  en  el  caso  dé  discordancia  eirtre  ef 
avalúo  hecho  por  ellos,  el  Juez  decidirá  que  su  valor  es  el  que  corresponde 
en  proporción  a  lo  que  costó  al  dueño  el  globo  a  que  pertenece  el  terreno 
valorado,  sin  sujetarse  a  ninguna  otra  consideración. 

'Art.  3.^  Decretada  que  sea  la  espropiacion  del  terreno,  la  cantidad 
que  se  hubiere  señalado  en  la  sentencia  por  vía  de  indemnización,  será  cu- 
bierta Inmediatamente  del  Tesoro  del'  Csudo,  para  lo  cual  se' votará  en  el 
Presupuesto  de  gastos  para  el  año  próximo  la  partida  necesaria,  í  desde qoe 
esto  tenga  lugar  cesará  la  contribución  que  pesa  sobre  los  habitantes  del 
distrito,  impuesta  por  los  dueños  de  terrenos. 

'  Art.  4.^  El  Procurador  jeneral  cuidará  de  que  por  los  Ajentes  fisca- 
les se  cumpla  sin  demora  lo  preceptuado  en  la  presente  leí. 

'Art.  5.^  Er gasto  que  ocasione  el  pago  del  valor  del  terreno  espro* 
piado»  de  acuerdo  con  la  presente  lei,  se  entiende  Incluido  en  el  Presupuestó 
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de  gastos  para  el  año  entrante,  en  la  partida  destinada  para  gastos  estraor- 
diñarlos  e  Imprevistos. 

'Dada  en  Santamarta»  a  veinticuairo  de  octubre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  siete. 

•  El  Presidente,  J.  IGNACIO  DlAZ  GbanaDOS. 

*  El  Secretario,  Iaiíb  8.  Cotes. 


*  Presidencia  del  Estado,— Santamartaj  37  de  octubre  de  1877. 
Fublíquese  i  ejecútese. 

(L.  S).  Luis  A.  Robles. 

*  El  Secretario  jeneral,  Manuel  E.  Lanao/ 

Como  se  ve  por  los  términos  de  la  1e¡,  la  espropiacion  de  los  terrenos 
que  se  necesitan  para  área  i  ejidos  de  los  distritos  que  no  tos  tienen  por  es- 
tar fundados  en  terrenos  particulares,  se  manda  pron^over  en  juicio,  por 
exijlrlo  un  grave  motivo  de  necesidad  pública,  i  se  dispone  que  tan  luego 
como  sea  decretada  dicha  espropiacion,  la  cantidad  que  se  hubiere  seña- 
lado en  la  sentencia,  se  cubra  inmediata  mente  del  Tesoro  del  Estado ;  de 
modo  que  están  reconocidas  en  la  lei  las  tres  condiciones  exijidas  en  la  úl* 
tima  parte  del  inciso  5.^  artículo  i  5  de  la  Constitución,  para  que  pueda 
privarse  al  individuo  de  su  propiedad,  a  saber :  que  lo  exija  un  grave  tnotioo 
de  necesidad  pública  ;  que  éste  sea  judicialmente  declarado,  i  que  la  indemni» 
zacion  sea  previa.  Respt^cto  de  los  trámites  para  el  avalúo  establecidos  en  el 
articulo  3,^  si  hubiere  alguna  ¡n  usticia,  esto  no  implica  que  la  Asamblea  se 
baya  salido  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional ;  pues  las 
leyes  adjetivas  que  determinan  el  procedfmiento  judicial,  son  de  la  com- 
petencia de  la  lejislacion  do  los  Estados  en  todo  lo  que  no  se  reOere  a  jui- 
cios nacionales ;  i  así,  la  injuiiticia,  si  la  hubiese,  debe  repararse  por  las 
leyes  del  Estado. .  En  consecuencia,  la  Corte  administrando  justicia  en  nom- 
bre de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  resuelve: 
que  no  es  llegado' el  caso  de  ejercer,  respecto  de  la  lei  preinserta,  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  ;  i  erí  tal  virtud,  niega 
la  solicitud  aludida,  de  Francisco  Trespalacios  Prados.  Copia  de  esta  deci- 
sión publiquese  en  el  periódico  oficial  de  la  Union,  i  envíese  al  Poder  Eje- 
cativo  del  EsUd  o  soberano  del  Magdalena;  remítase  el  espediente  al  Se- 
nado para  su  decisión  ulterior,  i  déjese  copia  de  la  presente  resolución. 
Notiflquese." 

Sometido  a  discusión  el  anterior  proyecto,  fué  aprobado  por  el  voto 

unánime  de  los  señores  Majlstrados.  ^ 

52 
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Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo  que  firman  los  señores 
Hajfstrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente»  Juan  Agustín  Uricobchea— Manüíl  Ezequitci*  Coria- 
LBs— Rafael  Martinbz  R.— Emigdio  Palaü— JoseM.  Rojas  Garrido— El 
Secretario,  Rafael  E.  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  diez  i  seis  de  mayo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta.! ocho.— El  Secretario,  Rafael  £.  Santander. 


Informe  de   la  Comisión  inspectora. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Asamblea  Lejislatlva  del  Estado  soberano  del  Magdalena  esfHdió 
la  siguiente 

"Leí  númeeo  400. 

*En  que  so  manda  promover  juicio  de  espropiacion  de  algunos  terrenos  de  particn- 

lares. 

*'  La  Asamblea  l^islaiiva  del  Estado  soberano  del  Magdalena^ 

•  DECRETA  : 

**Art.  1.°  Corresponde  a  los  Ajentes  fiscales  solicitar  la  práctica  de 
las  dilijencias  que  sean  necesarias  para  que  intenten  demandas  de  espro- 
piacion por  exijirlo  así  un  grave  motivo  de  necesidad  publica,  de  los  terre- 
nos que  se  necesitan  para  área  i  ejidos  de  los  distritos  que  no  los  tienen  por 
estar  fundados  en  terrenos  de  particulares. 

**Art.  2. o  Los  peritos  al  hacer  el  avalúo  del  terreno  en  que  se  halle 
fundado  un  distrito  o  el  que  corresponde  para  su  área  i  ejidos»  harán  que 
seles  pongan  de  manifiesto  los  títu)os  que  dan  propiedad  al  dueño  del  te- 
rreno» para  que  juzguen  de  su  valor ;  i  én  el  caso  de  discordancia  entre  el 
avalúo  hecho  por  ellos,  el  Juez  decidirá  que  su  valor  es  el  que  corresponde 
en  proporción  a  lo  que  costó  al  dueño  el  globo  a  que  pertenece  el  terreno 
valorado,  sin  sujetarse  a  ninguna  otra  consideración. 

*'Art.  3.^  Decretada  que  sea  la  espropiacion  del  terreno»  la  cantidad 
que  se  hubiere  señalado  en  la  sentencia  por  via  de  indemnización»  será  cu- 
bierta inmediatamente  del  Tesoro  del  Estado»  para  lo  cual  se  volará  en  el 
Presupuesto  de  gastos  para  el  año  próximo  la  partida  necesaria»  i  desde  que 
esto  tenga  lugar  cesará  la  contribución  que  pesa  sobre  los  habitantes  del 
distrito»  impuesta  por  los  dueños  de  terrenos. 

''Art.  4.^  El  P  rocurador  jeneral  cuidará  de  que  por  los  Ajentes  fisca- 
les se  cumpla  sin  demora  lo  preceptuado  en  la  presente  leí. 

*' Art.  5.°  El  gasto  que  ocasione  el  pago  del  valor  del  terreno  espro- 
piado»  de  acuerdo  con  la  presente  leí»  se  enljende  Incluido  en  el  Presupuesto 
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de  gastos  para  el  año  entrante,  eala  partida  destinada  para  gastos  ^straor? 
diñarlos  e  imprevistos. 

''Dada  en  Santámarta,. a  veinticuatro  de  octubre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  siete. 

"  El  Presidente,  J.  Ignacio  Díaz  GbaÁdos. 

*'  El  Secretario,  Luis  S.  Cotes. 

Preiidencia  del  EstadoSantamarta,  27  ie  octubre  deiSll. 
Publíquese  i  ejecútese* 

(U  S.)  Luis  a.  Robles. 

•  El  Secraário  jeneral,  Manuel  E.  Lanao/' 

De  esta  leí  solicitó  suspensión  el  señor  Francisco  Trespalacios  Prados, 
fundándose  en  que  es  contraria  a  los  incisos  4.°  i  6.°  del  artículo  15  de  la 
ConsUtocion  nacional. 

I  la  Corte  Suprema  federal,  en  acuerdo  del  dia  5  del  mes  de  abril  úl- 
timo, negó  la  solicitud  del  señor  Trespalacios  Prados,  apoyada  en  los  razo- 
namientos que  en  seguida  se  copian : 

"  Gomo  se  ve  por  los  términos  de  la  lei,  la  espropiacion  de  área  i  eji- 
dos de  los  distritos  que  no  los  tienen  por  estar  fundados  en  terrenos  parti- 
culares^ se  manda  promover  en  juicio,  por  exijirlo  un  grave  motivo  de 
necesidad  pública,  i  se  dispone  que  tan  luego  como  sea  decretada  dicha 
espropiacion,  la  cantidad  que  se  hubiere  señalado  en  la  sentencia,  se  cubra 
Inmediatamente  del  Tesoro  del  Estado ;  de  modo  que  están  reconocidas  en 
la  lei  las  tres  condiciones  exijidas  en  la  última  parte  del  inciso  5,^  artículo 
i5  de  la  Constitución,  para  que  pueda  privarse  al  individuo  de  su  propiedad» 
a  saber :  que  lo  exija  un  grave  motivo  de  ne^fisidad  pública ;  que  éste  eeajudi' 
euümente  declarado^  i  que  la  indemnización  sea  previa.  Respecto  de  los  trá* 
mítes  para  el  avalúo  establecidos  en  el  artículo  2,®  si  hubiere  alguna  injus- 
ticia, esto  no  implica  que  la  Asamblea  se  haya  salido  evidentemente  de  su 
esfera  de  acción  constitucional ;  pues  las  leyes  adjetivas  que  determinan  él 
procedimiento  judicial,  son  de  la  competencia  de  la  lejislacion  de  los  Esta- 
dos en  todo  lo  que  no  se  reGere  a  juicios  nacionales;  i  así,  la  injusticia,  si 
la  hubiese,  debe  repararse  por  las  leyes  del  Estado.^' 

Vuestra  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados» 
es  de  concepto  que  los  razonamientos  de  la  Corte  Suprema  son  esactos,  i 
termina  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

RESOLUCIÓN: 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  tt.^  artículo  51  de  la  Constitución»  declara  válida  la  lei  nú- 
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maro  400  del  Estado  soberano  del  Magdalena,  sancionada  el  t7  de  octubre 
de  1877^  ''en  que  se  manda  promover  juicio  de  espropíacíon  dealgaoot 
terrenos  de  particulares." 

Comuniqúese  i  publíquese. 

Bogotá,  11  de  junio  de  1878. 

« 

Ciudadanos  Senadores. 

lí.  Muau^LO— R.  GoHEZ — JilColunjb— Andrés  Bbrmddbz — T.  Llaiio. 


Secretaria  del  Senado^Esta  resolución  se  aprobó  en  primero  i  se- 
gundo debates^  en  los  dias  17  i  L6  de  junio  de  1878. 

D.  A.  Arrieta. 


xxxn. 


TAKiIDUaB  del  articulo  «.•  de  la  leí  SU  de  1977,  del  Estado  de 
Santander,  I  nulidad  de  los  artieulos  i,os.<>i  S*^deiaM 
f  S  del  ntlsmo  año  I  del  mismo  Estado* 


Befloree  Miajlstraclos, 

El  señor  José  María  Cortés  ha  presentado  en  esa  Snprema  Corte  an 
meníorial  en  que  solícita  la  suspensión  del  artículo  3.^  de  la  lei  39  del  Esta» 
do  de  Santander,  espedida  el  3  de  noviembre  del  corriente  año«  cuyo  tenor 
es  el  siguiente ; 

**  Art.  9.^  Grávase  la  carne  da  ganado  vacuno  que  se  introduzca  al 
Estado,  i  de  un  distrito  a  otro  para  su  consumo,  con  treinta 'centavos  por 
cada  doce  i  medio  kilogramos/' 

I  la  de  ios  artículos  i,^  9.^  i  3.''  déla  lei  7s  del  mismo  Estado,,  san* 
cionada  el  8  del  propio  mes»  los  cuales  están  redactados  así : 

*'Art.  1.^  Para  los  fondos  comunes  del  Estado  créase  una  renta  lla- 
mada de  '*  consumo  de  ganado  gordb  de  fuera  del  Estado." 

''Art.  2°  La  renta  de  consumo  de  ganado  gordo  de  fuera  del  Estado 
se  cobrará  desde  1.^  de  enero  de  1878,  a  ratón  de  dos  pesos  por  cabeza  de 
ganado  vacuno  que  se  mate  para  el  consumo ;  se  rematará  sola  i  por  tepa* 
rado  i  se  cobrará  en  el  distrito  donde  se  mate  la  res.  En  ningún  caso  se  en* 
tenderá  que  este  impuesto  grava  el  ganado  que  pase  o  esté  de  tránsito  ea  el 
Bstado,  ni  que  se  crie  o  engorde  en  él.'' 

'^  Art  3,^  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el  cobro  de  eata  contrlbu* 
clon  de  la  manera  que  estime  eficaz  i  conveniente  para  los  intereses  fiacsAes, 
Los  remates  de  esta  renta  se  harán  en  el  año  en  curso.*' 
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1  fiindase  la  petición  espresada  en  que  los  artículos  trascritos,  en  cuan, 
lo  establecen  una  contribución  que  no  tiene  las  condiciones  de  jeneral  i  sí 
implica  la  concesión  de  un  privilejio  que  cede  en  puro  favor  o  beneficio  de 
los  agraciados,  son  contrarios  a  los  incisos  5.^  i  10  del  articulo  15  de  la 
Constitución.  n 

£n' los  14  años  que  cuenta  de  existencia  la  Constitución  que  rije  en 
Colombia,  no  lian  sido  pocas  las  solicitudes  que  se  os  han  presentado  para 
que  decretéis  la  suspensión  de  leyes  dictadas  por  los  Estados,  sobre  creación 
i  organización  de  sus  respectivas  rentas,  porque  en  muclias  de  ellas  o  bien 
ba  prescindido  el  lejislador,  con  los  habitantes  del  Estado,  de  las  garantías 
que  consagra  el  artículo  15  de  la  Constitución,  o  bien,  con  violación  de  las 
mismas  garantías,  ha  hecho  de  los  Estados  liinitrofes  la  fuente  de  sus  re- 
cursos, con  el  propósito  de  sostener  el  tren  de  su  Gobierno  a  espensas  de 
aquellos,  sin  apercibirse  tal  vez  de  que-con  medidas  de  esa  clase,  que  pro-* 
ducen,  cuando  menos,  enfriamiento  en  las  cordiales  i  francas  relaciones  que 
deben  sostener  las  entidades  que  forma  la  Union  colombiana,  puede  pasar- 
Be  a  la  ejecución  de  otros  actos  de  hostilidad  hasta  llegar  a  un  rompimiento 
«ntre  los  Estados  vecinos  que  venga  a  producir  el  del  pacto  constitucional. 

Apesar  de  que,  como  he  dicho,  no  han  sido  escasas  las  solicitudes  re- 
ferentes a  leyes  sobre  impuestos  i  rentas,  aun  no  puede  decirse  que  esté 
fundado  el  derecho  constitucional  sobre  la  materia;  pues  las  lejislaturás 
que  han  resuelto  echar  por  la  via  de  los  gravámenes  sobre  la  estraña  indos- 
tria,  modiDean  i  cambian  los  términos  que  emplean  con  mal  suceso,  a  fin 
de  correr  diversa  suerte  en  las  reclamaciones  que  puedan  ocurrir  con  los 
nuevos.  Sinembargo  no  faltan  precedentes  que,  por  su  analojia  e  identidad 
con  el  caso  actual,  sirvan  de  regla  para  diciar  la  respectiva  resolución. 

El  artículo  2.^  de  la  leí  59  que  se  deja  trascrito,  'agrava  la  carne  de 
ganado  vacuno  que  se  introduzca  al  Estado  para  su  consumo."  Ksie  articulo 
no  difiere  en  el  fondo  del  inciso  6,°  artículo  3.^  de  la  leí  de  23  de  enero  de 
1868,  espedida  por  la  Asamblea  del  Kstado  del  Tolima,  cujo  tenor  es  el  si- 
guíente  : 

"  Art,  3.°  Son  rentas  del  Fstado ;  6.°  El  producto  del  impuesto  sobre 
la  ¡ntrod4iccion  de  ganado  mayor  en  el  territorio  del  Estado*,  "  i  con  reía* 
cion  a  este  inciso  la  Comisión  del  Senado  en  su  informe  de  26  de  mayo  de 
1868,  en  que  propuso  la  nulidad  de  las  disposiciones  citadas,  espuso  entre 
otras  cosas :  **  Los  ganados  no  se  entregan  al  consumo  en  la  introducción 
que  de  ellos  se  hace  al  territorio  de  un  Estado,  i  esta  sola  consideración  es 
decisiva  para  demostrar  la  contrariedad  entre  la  disposición  constitucional 
(inciso  5,^  articulo  8.^)  i  las  reclamadas  de  las  espedidas  por  la  Lejislatura 

del  Tolima/' 

También  declaró  el  Senado  el  18  de  febrero  de  1869,  nulos  los  dos  in- 
cisos del  articulo  1.^  de  la  lei  t7  de  9  de  noviembre  de  1868,  espedida  por 
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li  Asamblea  del  Estado  de  Santander,  comb  contraríos  al  indso  5.^  del  ar« 
tículo  8.^  de  la  Constitución,  los  cuales  incisos,  con  el  artícalo,  dicen  asi : 

**  Son  rentas  deUEstado 

**  El  derecho  de  un  peso  cincuenta  centavos  por  cada  res  gorda  que 
se  introduzca  al  Estado." 

*'  El  derecho  de  ochenta  centavos  por  cualquiera  otra  de  ganado  ma- 
yor que  se  introduzca  al  Estado/' 

'  Los  informes  i  resoluciones  recaídos  en  las  leyes  citadas  del  Tolima  i 
Santander,  son  aplicables  al  articulo  3.^  de  la  lei  39  de  que  me  esioi  ocu- 
pando, porque  la  carne  de  ganado  vacuno  no  se  entrega  al  consumo  en  la 
introducción  que  de  ella  se  hace ;  i  como  desde. que  esta  operación  se  veri- 
fica, se  impone  el  gravamen,  este  viene  a  hacerse  sentir  sobre  d  artículo 
introducido  antes  de  haber  tenido  la  aplicación  que  lo  hace  materia  imposi» 
ble  de  contribución. 

Los  artículos  1,^  2.^  i  3.°  de  la  lei  T3  reclamada,  que  crean  una  renta 
llamada  de  **  consumo  de  ganado  gordo  de  fuera  del  EsiadOj,*'  hacen  recaer 
esdusivamente  el  impuesto  sobre  una  clase  determinada  de  animales,  im- 
poniendo un  gravamen  mayor  a  las  reses  que  se  maten  en  Santnnder,  pro- 
cedentes de  otro  Estado,  que  a  las  criadas  i  engordadas  en  aquel,  lo  cual,  a 
la  vez  que  le  da  a  la  contribución  el  carácter  de  especia],  hace  a  los  indivi- 
duos que  se  ocupan  de  introducir  ganado  gordo  en  Santander,  para  su  con- 
sumo, de  peor  condición  que  a  aquellos  que  matan  reses  cebadas  en  el 
mismo  Estado. 

La  desigualdad  de  la  cuota  del  impuesto,  permitida,  sin  establecerla, 
en  la  lei  de  Bolívar  de  30  de  octubre  de  1^66,  fué  también  motivo  para  que 
el  Senado  de  Plenipotenciarios  en  su  resolución  de  3  de  julio  de  1867,  de- 
clarase nulos  los  incisos  6.^  i  6.^  del  artículo  9.^  de  la  es  presada  lei,  por 
ser  contrarioai  al  inciso  10  del  art  culo  i5  de  la  Constitución  ;  por  lo  que, 
teniendo  en  cuenta  las  decisiones  apuntadas,  las  cuales  son  un  poderoso 
apoyo  contra  los  actos  reclamados^  os  pido  que  los  suspendáis  en  ejercicio 
de  la  facultad  que  os  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución. 

Bogotá,  diciembre  28  de  i  871. 

Manuel  M«  Rahirei. 


Acuerdo  de  la  Corte  -Suprebia. 

En  Bogotá,  a  doce  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho,  se 
constituyóla  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  asistencia  del 
señor  Majistrado  Presidente  doctor  Emigdio  Paláu  i  demás  señores  Majis* 
trados  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  Ezequlel  Corrales,  José  M.  Rójaa 
Garrido  i  Agustín  Uricoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  consideración  It 
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solicitud  de  José  Haria  Cortés  sobre  que  se  suspenda :  1."  el  artículo  3.°  de 
la  leí  39  fiscal,  -  renta  de  degüello,  -^  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa 
del  Estado  soberano  de  Santander  i  sancionada  el  S  de  noviembre  del  año 
próximo  pasado ;  i  9.^  los  art  culos  1.^  a  3.^  de  la  lei  73  fiscal  -  de  la  Ha- 
cienda i  del  Tesoro,  -  espedida  por  dicha  Asamblea  i  sancionada  el  8  de  los 
mismos  mes  i  año.  El  señor  Majistrado,  doctor  Rojas  Garrido,  a  quien 
tocó  en  repartimiento  este  asunto,  presentó  el  siguiente  proyecto  de  reso- 
lución : 

**  Vistos:  !En  este  asunto  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  dación,  en 
la  parte  espositiva,  ha  espuesto  lo  que  sigue  : 

*  £1  señor  José  María  Ck)rtés  ha  presentado  en  esa  Suprema  Corte  un 
memorial  en  que  solicita  la  suspensión  del  artículo  2.°  de  la  lei  39  del  Es- 
tado de  Santander,  espedida  el-  3  de  noviembre  del  corriente  año,  cuyo  tenor 
68  el  siguiente :  * 

'Art.  S.^  Grávase  la  carne  de  ganado  vacuno  que  se  introduzca  al 
Estado,  i  de  un  distrito  a  otro  para  su  consumo,  con  treinta  centavos  por 
cada  doce  i  medio  kilogramos/ 

1  la  dé  los  artículos  !,<>  2.o  i  3.^  de  la  lei  73  del  mismo  Estado,  sancio- 
nada el  8  del  propio  mes,  los  cuales  están  redactados  asi : 

*  Art.  1.^  Para  los  fondos  comunes  del  Estado  créase  una  renta  llama* 
da  de  *  consumo  de  ganado  gordo  de  fuera  del  Estado.' 

*  Art.  2. o  La  renta  de  consumo  de  ganado  gordo  de  fuera  del  Estado 
se  cobrará  desde  i.<>  de  enero  de  1878,  a  razón  de  dos  pesos  por  cabeza  de 
ganado  vacuno  que  se  mate  para  el  consumo;  se  rematará  sola  i  por  separa- 
do i  se  cobrará  en  el  distrito  donde  se  mate  la  res.  En  ningún  caso  se  en- 
tenderá que  este  impuesto  grava  el  ganado  que  pase  o  esté  de  tránsito  en  el 
Estado,  ni  que  se  crie  o  engorde  en  él.' 

*  Art.  S.^'  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el  cobro  de  esta  coniribu- 
clon  déla  manera  que  estime  eficaz  i  conveniente  para  los  intereses  fisca- 
les. Los  remates  de  esta  renta  se  harán  en  el  año  en  curso/ 

*  1  fúndase  la  petición  espresada  en  que  los  artículos  trascritos,  en 
cuanto  establecen  una  contribución  que  no  tiene  las  condiciones  de  Jeneral 
i  si  Implica  la  concesión  de  un  privilejio  que  cede  en  puro  favor  o  beneficio 
de  los  agiaciados,  son  contrarios  a  los  incisos  5.^1 10  del  artículo  15  de  la' 
Constitución.'* 

**  El  hecho  solo  de  introducirse  carne  de  ganado  vacuno  al  Estado,  i 
de  un  distrito  a  otro,  bajo  la  idea  de  que  es  para  el  consumo  como  lo  dice 
el  art'culo  S.^  de  la  lei  59  del  Estado  de  Santander,  es  un  hecho  distinto  del 
de  destinarse  al  consumo,  único  caso  en  que  la  Constitución  permite  impo- 
ner el  gravamen.  Quiere  la  Constitución  que  los  efectos  se  destinen  al  con- 
sumo para  que  puedan  ser  gravados -lo  cual  no  puede  tener  lugar  sino  des- 
pués de  haber  sido  introducidos,  i  no  permite  que  se  graven  cuando  se  in^ 
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troduzcan,  aunque  se  diga  o  se  presuma  que  es  para  el  consumo,  o  aunque 
realmente  sea  con  este  objeto,  si  todavía  no  están  destinados  a  dicho  con* 
sumo.  Por  tanto,  dicho  articulo  es  evidentemente  contrario  a  la  Consti* 
tucíon. 

'*  Respecto  de  los  artículos  de  la  73  del  mismo  Estado,  es  evldenie  quf 
al  crear  i  reglamentar  una  renta  llamada  de  'consumo  de  ganado  gordo  de 
fuera  del  Estado,'  se  establece  desigualdad,  porque  a  los  dueños  del  ganado 
que  no  se  introduce  en  otro  Estado,  no  se  les  cobra  la  misma  contribución 
por  el  consumo  sino  una  inferior.  Por  lo  espuesto,  administrando  justicia 
en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  en 
ejecución  de  la  atribución  que  conüere  a  la  Corte  el  artíeulo  73  de  la  Cona* 
titucion,  se  suspenden  los  artículos  9.^  de  la  lei  39  del  Estado  soberano  de 
Santander,  espedida  el  tres  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  ale* 
te,  i  los  artículos  i,^  2.^  I  3.°  de  la  l^i  7s  del  mismo  Estado,  sancionada  el 
ocho  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  i  siete,  a  que  se  refiere  la 
solicitud  de  suspensión  de  José  María  Coiaés,  que  coadyuva  el  señor  Pro- 
curador. Publíquese  esta  decisión  en  el  Diario  Oficial  de  la  Union,  envíese 
copla  de  ella  al  Poder  Ejecutivo  del  Fstado  soberano  de  Santander,  i  remí* 
tase  el  espediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  copiada 
lo  resuelto.  Notifíquese/' 

Puesto  en  discusión  el  anterior  proyecto,  el  señor  Majístrado  doctor 
Martínez  R,  se  adhirió  a  él,  i  los  señores  Majistrados  doctores  Corrales, 
Paláu  i  Uricoechea,  espresaron  su  concepto  en  estos  términos: 

**  Que  no  opinan  pgr  la  suspensión  del  articulo  2.^  de  la  lei  S9 ;  por- 
que, para  ellos,  basta  leer  tal  art  culo  para  persuadirse  de  que  él  grava  so- 
lamente la  carne  que  se  introduzca  al  Estado  soberano  de  Santander,  oda 
un  distrito  a  otro  del  mismo  Estado,  para  ser  consumida  alli  mismo;  i  eso^ 
lo  pueden  hacer  constitucional menie  los  Estados,  supuesto  que  el  inciso 
5.0  del  artículo  8  *  de  la  Constituci.on  les  permite  gravar  los  productos  que 
transiten  por  su  territorio,  cuando  se  destinen  al  consumo,  i  esto  es  lo  que 
hace  el  citado  artículo.  E>te  no  ha  ordenado,  como  se  quiere  suponer,  que 
la  contribución  con  que  grava  la  carne  se  exija  desde  que  ésta  se  introdus- 
ca,  o  antes  de  destinarse  al  consumo;  i  por  lo  mismo,  no  existe  la  razón 
con  que  se  sostiene  su  suspensión.  Pero  que  voian  por  la  $uspeq|ion  de  los 
articules  1,^  3.^  i  3.^  de  la  leí  73  del  mismo  Estado,  por  las  razones  que 
espresa  el  proyecto  del  señor  Majístrado  sustanciador,  i  el  señor  llajistrado 
Corrales,  ademas,  porque  estima  que  ellos  violan  también  el  inciso  5.^  de^ 
articulo  15  de  la  Constitución  nacional,  creyendo,  como  cree,  que  la  con- 
tribución que  imponen  no  esjeneral" 

Estando  unánime  la  Corte  respecto  de  la  suspensión  de  los  artículos 
4,^  2.°  i  3.°  de  la  lei  73  fiscal,  /'de  la  Hacienda  i  del  Tesoro,"  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Santander,  i  sancionada  el 
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8  de  Botriembre  d^l  año  firóxífno  pasado^  administrando  justicia  en  nombre 
de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí,  resuelteí 
suspender,  como  suspende»  la  ejecuoiondeestos  artículos}  i  respecto  de^ 
artículo  8.°  de  la  lei  39  fiscal,  ^'  renta  de  degüello/'  del  mismo  £stad<^ 
fecha  3  de  los  mismos  mes  i  año,  se  abstiene  de  decretar  la  suspensión  por 
no  haber  para  ello  lá  unanimidad  requerida  por  la  Constitución.  ' 

La  Corte  dispuso  que  se  publique  esta  resolución  en  el  Diario  Ofieiatf 
se  remita  copia  de  ella  al  Gobierno  del  Estado  soberano  de  Santander,  para 
lo  de  su  cargo,  i  se  dé  cuenta  al  Senado  con  remisión  del  espediente,  dej¿n« 
dose  copla  de  lo  resuelto. 

Con  lo  cual  ser  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señoree 
Vajistrados  con  el  infrascrito  Secretarlo.  ^ 

El  Presidente,  Emigdio  Paláu— «-Rafael  Mártimís  R.— Manusl  Eai« 

QmSL  CORRALBS-^OSS  M.  Ro/AS    GARRIDO --JOAH  ACOSTIN  URICOECHBA-^EI 

«Seoretarío,  fafael  E.  Santander» 


Informes  m  la  Comisión  InspEctoRii 

Ciudadanos   Senadores. 

En  ]a  lei  del  Estado  de  Santander,  sancionada  bajo  el  número  SO  el  9 
de  ooTÍembre  de  ia77,  se  encuentra  esta  disposición : 

''Art.  t.^  Grávase  la  carne  de  ganado  vacuno  que  se  introdütca  al 
Estado,  i  de  un  distrito  a  otro  para  su  consumo,  con  treinta  centavos  por 
cada  doce  i  medio  kilogramos." 

En  la  leí  del  mismo  Estado  sancionada  bajo  el  número  7S  el  S  del 
mismo  mes  1  año,  se  encuentran  estas  otras  disposiciones : 

<' Art.  1.^  Para  los  fondos  comunes  del  Estado  créase  ana  renta  lla- 
mada de  '*  consumo  de  ganado  gordo  de  fuera  del  Estado.'^ 

*^  Art.  2.^  La  renfa  de  consumo  de  ganado  gordo  de  fuera  del  Estado 
se  .cobrará  desde  i. ^  de  enero  de  1878,  a  raion  de  dos  pesos  por  cabeía  de 
ganado  vacuno  que  se  mate  para  el  consumo ;  se  rematará  sola  i  por  sepa* 
fado  i  se  cobrará  en  el  distrito  donde  se  mate  la  res. 

.  :j  /*  En  joingun  caso  se  entenderá  que  este  impuesto  grava  el  ganado  que 
pase  «esté  de  tránsito  en  el  Estado,  ni  que  se  críe  o  engorde  en  él.'' 

*^  Art  3.^  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el  cobro  de  esta  concdbit^ 
cion  de  la  manera  que  estime  eficat  i  conveniente  pafa  los  intereses  Iscalee^ 
Loe  fftiiinlea'de  esta  renta  se  harán  en  el  año  en  eurso.'* 

5S 
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SesolieitxS  déla  Corte  Sirpretna  federal  que  snsj^tiatesa  la  éjfieádb& 
deMs  ooatró  ártícolos  trascritos,  f  élIé,  júB^pando  ínconétituctMilles  lo»tr«lif 
Aif imds»  mas  no  el  primero»  aeeedró  » ln  aolícitud  en  euanto  a*  éqoeDoa  ^ 
ftalbv  £)É  auanto^al  éiro,  se  dividieron^  laa  o(>inloné8  &  loa  aeftorés'  HaJIé^ 
tradosw 

Estuvié^oiY  éstos  uhártttnéá  atercd  déla  ¡ftvalldei  dé  los[  írés  úTÚthoa' 
íáxkéU^s,  por  haberlos  hallado  en  oposición  con  el  ftitteo  4é*e!  arifc«ilo  i* 
d^  la  Con«tltucton  de  la  RepiSbliea»  el  ctfal,  proclamando  ef  derecho  áé 
igijUkldad,  declara  qae  **no  es  íblto  conceder  pritilejios  o  distlnehMe^  lega- 
les que  cedan  en  puro  favor  o  beneBcio  de  los  agraciados,  ni  Imporrct  óÜH» 
gaeiones  espeeiales  que  b^gan  a  los  Individiioa  a  ellas  stijbtos,  de  peor  con* 
dicion  que  los  demás/'  I  uno  de  los  Magistrados  (el  señor  Corrales)  loa  baM 
eo  oposición  también  con  el  inciso  5.^  del  misma  artículo/ inciso  ^m^  exíje 
sea/eneraítoda  contribución  impuesta  por  el  Gobierno.  , 

Dos  Majistrados(1os  señores  Rojas  Garrido  i  Marthoesf  <í|iinaii«ti  poV 
la  suspensión  del  articulo  copiado  primeramente,  i  fundaron  su  votoe» 
cuanto  a  él  asi :  *'  El  hecho  solo  de  introducirse  carne  de  ganado  vacuno  al 
Estado,  i  de  un  distrito  a  otro,  bajo  la  idea  de  que  es  para  el  consumo, 
como  lo  dice  el  artículo  2.o  de  la  lei  39  del  Estado  de  Santander,  es  on  hecho 
distinto  del  de  destinarse  Al  coiisutnó,  único  caso  en  que  la  Constitución 
permite  imponer  el  gravamen.  Quiere  la  Constitución  qiie  los  efectos  aa 
destinen  al  consumo,  para  que  puedan  ser  gravados,  lo  cual  no  puede  to- 
ser lugar  siue  después  de  haber  sido  ittirodocideé^  1 1&  péréilte  '4^e  sfr 
graven  cuando  se  introduaoan,  auncpie  se  diga  o  se  presuma  qué  cu  pmn  itf 
COi^sumo,  o  aunque  realmente  sea  con  este  objeto,  si  todavía  noaat^n  des» 
toados  a  dicho  consumo.  Por  tanto,  dicho  articulo  es  evideu^eiqeute  CM* 
trario  a  la  Constitución  /' 

Los  tres  Majistrados  restantes  (señores  Corral^»  Paláu.  I  UrItfoecheaX 
que  no  opinaron  por  la  misma  suspensión,  fundaron  de  esta  mwera  su  volu 
en  cuanto  al  artículo :  •*  Que  no  opinan  por  la  suspensión  de^  artículo  3.® 
de  la  lei  39;  porque  para  elbs  basta  leer  tal  articulo,  para  persuadirse  de 
que  él  grava  solamente  la  carne  que  se  introduzca  al  Estado  soberano  de 
Sá'htafidéf,  o  de  ori  distrito  a  Otro  del  mismo  Fsiado,  jparo  nr  c&mumidd 
áító  mfano ;  1  éso  lo  pueden  hacer  constitucionalmente  los'  Estados,  supob^ 
tó  qiíe  él'ihCfso  5.*  del  artfciitóS.*^  íelá  fonsíftücto'n  Tes  perhitte  gfa'iarldal 
productos  que  transiten  píorsu  territorio,  (ruando  se  déstineti  ál  Cdn^mO;  f 
«M^'é^  lo  que  hac6  el  cilado^  arllculoi  Csté  no-ha  ordei^adlK)  cMSO^sle  quiere 
suponer,  que  la  cbntribucion  eon  que  grava  lacátneseeiil|»d«0daqM€ili 
se  Mroduica,  o  antes  de  det>tifNir,se  al  consiimo;  i^fii>r  Iq^ofisoicv  su'eziste 
la  f ason  oou que  se sostienesu suspenslo»*^ . 

Venido  el  espedirte  dd  OMo  al  Senada  {ma  la 
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fftBá.alMt^i0deiiGoRiision  inspectora  ée  los  adm  k|irial:i(iw  da  te 
fiAild^ ;  i.los  miembros  de  ella  que  suscribimos,  Mmos  hedió  eiecstiidrp 
de  la  manera  que  vais  a  ver  en  este  informa. 

^  Jf<^90tio6  opinamos»  como  tres  de  losaeñores  Majistiados,  que  el  ar- 
KioiiO't.^  deja  tei  39  no  es  cootrarjo  de  modo  alguno  a  ia  Gonaiitacioii  fo- 
4€iraL;  ü  opinamos  tambleo  con  la  Corte  toda,  quesí  loson  el  l^^al  t¿^  id 
3«<>4ela73. 

•iSa  apoyo  de  estos  üllímos  se  hace  .notar  por  algunos  qtte  taMo  la 
Come  Suprema  como  el  Senado,  en  varias  ocasiones,  han  decidido  que  él 
caráeler  éejenerül  que  debe  tener  toda  contribución,  para  que  no  sea  eo»- 
aniríajü  Inciso  4.^  artículo  ia  de  hi  Constitución  de  la  República»  *<  no  se 
cefiere  a  que  la  contrilHiclon  recaiga  precisamente  sobre  todos  los  asocladoat 
alno  a  4ue  recaiga  sobre,  todos  los  comprendidos  en  la  especie^  o  sea.  en  el 
J^hOi  qiie  le  sirva  de  fandainento  o  base  ;^  i  agregan.:  */ Ningún  ico* 
puesto  puede  tener  una  jen^ralid^d  que  coaj^prenda  a  todos  .los  asociados» 
^ Los  impuestos  nacionales  sobre  la. importación  de  mercancías  estrao jetas 
I  sobre  Ip  sal  carecen  de  esa  jenoraMdad;  pero  como  a  todoiel  que  ínttroduce 
«aercanciasial  pais»o  compra  la  sal  del  Gobierno,  se  la  cobran  unos.miamOft 
4eceebos»:nP;pecanGonira  la. ConsAitueion  aquellos  impuestos.  U>  .mismo 
^lice^.fn  eI<C08O  presente;  porque.en  Santander,  según  lalei  73, ^«lodoej 
4Me  n0É^u  gfiAado  gordo  defuera  del  Estado  se  le  cobra  un  impuestOtde  dos 
ppeos  1^  cabeaa,  i  el  iA>piiesto  compr^nide  a.  la  jeoeralidad  de  los  ,qiia 
iPMtan  eaa  alase  de  ganado»  sea«s  aaotanderaanos  o  boyaoenses,  sean  {pobres 

Nosotros  razonamos  de  otra  manera ;  pero,  antes  de  espiresarla, 
creeUMS^onveniente  tratar  el  punto  relativo  al  artículo  2.^  de  k  leí  Z9, 
poique  auAque,  en  cuanto  aja  constll.ucionalidad  de  ese  articulo,  estamos 
d9.j9CW9rdocon  tres.de  los  seóores  Msgis  rados,  algo  diflerea  las  raaones  en 
í^ese.apoja.el  voto  nuestro  en  el  particular,  de  las  en  que  se  apoja.el  voto 
dersj|os> 

^ara  nosotros,  la  fntelljencia  del  inciso  5,^  artículo  a.^  de  la  Gonstí^ 
tocion,  quetfice:  (Los  Gstidos  se  comprometen)  **ano  imponer  contfi» 
liiioioinesspbre  los  productos  que  transiten  por  el  Estado  sin  destinarse  a  su 
fferopio  aonaamo,^  es  ésta :  '*Los  Estados  no  pueden  gravar,  en  el  uánsíia 
por  sus  territorios,  los  productos  que.no  estén  destinados  a. su  propio  coni- 
siuno;  .pero  si  lo  están,  si  pueden/'  Lo  entendemos  asi,  porque  una  mer* 
eancia  auali}«lera  se  halla  destinada  a  consuAiirsa  en  determinado  lug^^ 
desde  que  su  dueño  forma<la  resolución  de  llevarla  .o  enviarla  a  él  con  .esa 
objeto.  61  noae  oiega,  pues,  por  el  dueño  de  jua  prod^ucto  ifue  transita  por 
ataanálorlo  de  4iti< Estado,  que  tal  pnodueto.Ya  a  aar  oonstunido  en  ésÉa,  al 
SttfloaaoopMda  baoeirsa  afectivo  ap  al  tráastto.aaí|saKk  Así  aa  ^eria»  4mí» 
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luego,  si  ia  condición  constitucional  fuera:  '<stn  darse  u  ofrecerse  a  m 
propio  consumo."  Pero  entre  dar  u  ofrecer  al  consumo  I  destinar  al  oro- 
sumo,  liai  una  diferencia  bien  marcada. 

Tenemos  que  observar  aquí -que  el  Ciudadano  que  ha  redamado 
contra  las  dos  leyes  en  cuestión,  no  ha  puesto  al  artículo  2.o  de  la  let  S9  la 
tacha  de  contrario  al  citado  inciso  6,°  artículo  8,^  sino  la  d«  contrario  a  los 
tambíeo  citados  incisos  5.^  i  i  o,  artículo  15 ;  i  pone  la  última,  según  pare- 
ce,  por  cuanto  ese  articulo  2,^  que  grava,  con  treinta  centavos  porcada 
doce  i  medio  kilogramos,  la  carne  de  ganado  vacuno  que  se  ¡ntroduscaal 
Estado  de  Santander,  i  de  un  distrito  al  otro  del  mismo,  para  su  consumo, 
no  hace  pesar  Igual  gravamen  sobre  la  carne  de  todo  el  ganado  vacuno  que 
90  mate  i  dé  al  consumo  en  aquella  sección  de  la  República. 

Tomado  en  consideración  semejante  argumento',  lo  contestamos  di- 
ciendo que  es  infundado,  porque  no  hai  paridad  entre  la  carne  de  un  ga- 
nado que  no  ha  podido  ser  o  no  ha  sido  gravado  por  el  hecho  de  su  degüello 
o  matanza,  i  la  carne  de  otro  que  sí  lo  ha  sido.  Están  en  el  primer  caso  las 
curnes  a  que  se  contrae  el  artículo  S.^  de  la  leí  59,  porque  la  de  fuera  del 
Estado  procede,  por  supuesto,  de  reses  no  degolladas  dentro  de  él,  ¡laque 
se  lleva  de  un  distrito  a  otro  del  mismo  procede  de  reses  no  comprendidas, 
por  esa  misma  circunstancia,  en  el  dereoho  de  degüello,  según  se  colija  de 
los  términos  del  articulo  1.^  de  la  misma  lei ;  i  están  en  el  segundo  caso 
tas  demás  carnes  de  que  se  traía,  porque  ese  artículo  es  de  este  tenor:  "Q 
derecho  de  dagüello  de  ganado  vacuno  seguirá  cobrándose  desde  el  1.^  de 
enero  de  1878,  a  razón  de  tres  pesos  por  cada  res  que  se  mate  para  el 
fonsumó." 

Son,  pues,  realmente,  para  los  efectos  del  impuesto,  los  productos 
distintos  las  anos  carnes  i  jilas  otras;  i  si  asi  no  se  las  considerara,  para 
igualarlas  como  parece  pretenderlo  el  ciudadano  reclamante»  el  resultado 
seria  una  verdadera  i  monstruosa  desigualdad ;  a  saber :  mientras  que  las 
carnes  sobre  que  versa  el  artículo  2.^  pagarían  "«tan  solo  treinta  ceotaros 
por  cada  doce  i  medio  kilogramos,  las  otras  llevarían  en  sí»  ademas  de  este 
gravamen,  el  del  derecho  de  degüello  establecido  por  el  artículo  1.^ 

Si  hubiera,  por  tanto,  necesidad  de  repetir,  repet¡riamos,que  estamos 
de  a0tiardo>  con  tres  de  los  señores  Majistrados,  en  que  el  articulo  i.'deia 
lei  S9  no  adolece  de  vicio  alguno  de  inconstitucionalidad. 

Volviendo  ahora  a  los  tres  artículos  acusados  de  la  lei  75,  pasamos  a 
esponer  nuestra  manera  de  razonar  respecto  de  las  disposiciones  coasüto* 
alónales  que  tienen  relación  con  ellos.  Helo  aquí : 

El  carácter  de  jeneral  que  toda  contribución  púi^liea  debe  teoer  so 
Colombia,  para  que  no  sea  contraria  al  inciso  5»^  artículo  15  de  la  Constitt» 
lio»  patria»  no  ae  refiere»  en  verdad,  a  qne  ella  reonigi  ptociaamieiil»  K>kri 
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todos  los  Moeíados'.  esto  seria  imposible;  pero  tampoco  se  refiere  única- 
mente a  quei  dado  un  hecho  que  sirva  de  fundamento  o  base  a  una  contri* 
biicion,  ésta  recaiga  sobre  todos  los  comprendidos  en  él,  pues  si  ese  hecho 
Doconstituye  un  jénero,  sino  unaerpecte,  i  bai,  como  no  puede  menos  de 
haber  en  tal  caso,  otras  especies  de  hechos  del  mismo  jénero,  la  contribu- 
ción será  forzosamente  e^l?cia{  (o  las  palabras  nada  significan),  por  mas 
4iue  ella  recaiga  sobre  todos  los  que  ejectiten  el  hecho  que  le  sirva  de  fun- 
damento o  base.  De  no  ser  como  decimos,  la  disposición  constitucional 
citada,  últimamente  no  tendria  objeto^  puesto  que  apenas  alcanzaría  a  im- 
pedir el  establecimiento  de  contribuciones  puramente  individuales,  1  en  el 
caso  de  que  se  trata  podenrvos  decir  que,  así  como  a  la  contribución  sirve  de 
fundamento  o  base  el  consumo  de  ganado  vacuno  gordo  de  fuera  del  Esta- 
do, bien  habría  podido  servirle,  siguiéndola  indicada  iójica,  el  consumo  de 
ganado  vacuno  gordo  de  determinado  departamento,  distrito  o  hacienda  del 
Estado  mismo,  puesto  que  la  pagarían  todos  los  que  matasen,  para  el  con- 
sumo, ganado  vacuno  gordo  de  esa  hacienda,  distrito  o  departamento. 

El  ejemplo  que  se  trae  del  impuesto  nacional  sobre  la  importación  de 
mercancías  estranjeras,  nada  demuestra  contra  la  doctrina  que  nosotros 
sustentamos,  como  quiera  que  el  hecho  base  del  impuesto,-  la  importación,- 
cooatituje  un  jénero,  una  vez  que  np  se  trata  de  importaciones  de  proce- 
dencia determinada ;  i  el  ejemplo,  que  se  trae  tambiem,  del  impuesto  so- 
bre 1&  sal,  demuestra  naénos  todavía  CQntra  nuestra  doctrina,  porque  ese 
impuesto  procede  del  monopolio  de  una  industria  por  el  Gobierno  en  una 
idrcunscripclon  territorial  precisa,  hecho  que  si  permite  la  Constitución  de 
la  Unbn,  según  el  inciso  9.^  de  su  artículo  15. 

Tenemos,  pues,  que  la  renta  o  contribución  mandada  cobrar  por  la 
leí  santandereana  número  73  de  1877,  peca  contra  el  principio  dejenerali" 
dad  preceptuado  en  el  Incisos.^  del  mismo  articulo;  lo  cual  basta  para 
estirtiarla  contraria  también  al  inciso  10,  pues  aun  cuando  no  pueda  decir- 
se, con  rigurosa  esactítud,  que  ella  cede  en  puro  favor  o  beneficio  de  los 
cebadores  de  ganado  vacuno  en  el  Estado,  indudable  es  que  impone  una 
especial  obligación  a  los  matadores  de  ganado  igual  cebado  fuera,  la  cual 
ktf  baice  de  peor  condición  que  a  aquellos.  Si  ademas  es  cierto,  como  lo 
yepuesenla  el  reclamante)- i  como  no  puede  menos  de  ser  según  se  cora* 
prende  fáciimente,-^'  que  los  dos  pesos  de  la  contribución  establecida  por  la 
kr73  son  una  adición  a  los  tres  pesos  del  derecho  jeneral  de  degüello  a  que 
se  refiere  el  artículo  1.^  de  la  89,  queda  en  mas  alto  reliéis  todavía  la  eipe- 
cialiéai  de  tal  contribución. 

Os  proponemos»  por  todo  lo  dicho,  el  siguiente  proyecto  de 

'  ftESOLUCION: 

■ 

^*M^  ^i¡rcieÍQ  de  su  5/  atcibacion  constitucional,  el  Sepado  de  la  Ae- 
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pAbliea  declara  tálído  el  artícalo  2.®  de  la  lef  s9  de  i9m  espedida  en  el  Es* 
tado  de  Santander,  i  nulos  los  artículos  1,^  «.^  I  9.®  dé  la  lei  75  del  misnio 
año,  espedida  en  el  mismo  Estado/' 

Bogotá,  3  de  mayo  de  1877. 

Ciudadanos  Senadores. 

JH.  HimaLo-^K.  Gómez — ^Jil  Colciijb—- ÁNoass  Bbrkdmmi. 


Secretaria  del  Senado— Esta  resolución  fué  aprobada  en  primero  f 
aegundo  debates  en  los  dias  34  i  36  de  junio  de  1878. 

J>.  A.  Artista, 


■  I  ■  1 1 1  >  I 


Ciudadanos  ©enadores.  *     ' 

Se  «olícító  ante  la  Oórte  Suprems  federal  la  euspentipn  da)  artfonlo 
l^^de  la  leí  fkoal  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Sao- 
fander  el  7  de  noviembre  de  1877,  i  de  los  artículos  1,»  f  .^  1  8.»  da  lá  léi  TS 
espedida  por  la  misma  Asamblea  el  8  de  noviembre  de  1877. 

La  Corte  Suprema  accedió  a  lo  solicitado  por  estimar  que  tales  diapo* 
alciones  eran  contrarias  al  inciso  5.^  artículo  15  de  la  Constitución. 

"El  articulo  3.^  ele  la  primera  lei  dice :  *'  Grávase  la  carne  de  ganado 
vacuno  que  se  introduzca  al  Estado,  i  de  un  distrito  a  otro  para  süi  consupap^ 
con  30  centavos  por  cada  doce  i  medio  kilogramos.'' 

El  articulo  1.^  deja  segunda  lei  dice :  "Para  los  fondos  á^munaadal 
JS^tado  cr^se  «narenta  limada  de  consumo  de  ganado,  gocdode  fuafa.iM 
fEüt^dp." 

«El  articulo  2.®  de  dicha  lei  escomo  signe :  '^  La  renta  de  comiiom 
de  ganado  gordo  defuera  del  Estado  se  cobraré  desde  1.^  de  «ñero  de  i  WS 
»  vaaon  de  dos  pesos  por  cabeza  de  ganado  ▼acano  que*  ae  niate  para  el 
eonsunM> ;  se  rematará  sola  i  por  separado  fse  cobrará  en>el  dielrito-doiulÉ 
tOimaté  la  res.  En  ningún  caso  se  entendía  que  este  impileBlo  -graví  al 
ganado  que  pase  o  esté  de  tránsito  en  el  Estado,  ni  qne  <ao  Cfie  o  Éngaaio 
en  el.** 

1  el  tercero  dice :  **  El  Fod^r  Ejecntivo  reglamentará  el  eobro  de  eala 
contribución  de  la  manera  que  estime  eficaz  i  conveniente  para  loa  inter^ 
rék ttscáles.  Los  remates  de  esta tenta se  hahrán en  él  añdet^ciifa^. 
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Rea^pecto  del  articulo  l.°  de  lá  leí  de  3  de  noviembre,  la  Corte  nuio^ 
fiesta,.  9ue  el  hecho  splo  de  introducirse  carne  de  ganado  vacuno  al  Eslado  i 
de  un  distrito  a  otro^  bajo  la  idea  de  que  es  para  el  consumo,  es  un  hecho 
distinto  del  de  destinarse  al  consumo,  único  casQ  en  que  lar  Cpnsfitucíoo 
permite  el  gravánoen. 

El  infrascrito  halla  que  el  mencionado  articulo  2.^  contiene  dos  d¡8« 
posiciones,  ona  para  la  carne  que  de  otro  Estado  se  introduzca  al  Estado  de 
Santander,  i  otra  para  la  carne  que  de  un  distrito  de  este  Estado  se  intro-» 
ffuM^a  a otroididlritodetniismo  Estado.  A  la  segunda  disposición  referente 
a  tos  d'Mrítós  de  un  mishio*f!stado  nfngutia  objeción  d'é  inconstitucionalidadí 
sé  le  puede  hacer,  porque  dentro  de  su  terrUorio !  en  artículos  de  comercio 
46e  1)0  vténen  de  fuera^  cada  Estado  es  completamente  soberano  para  im« 
poner  las  contribuciones  que  a  bien  tenga.  Kespecto  a  la  primeraV  es  derto 
que  el  Inciso  5.^  del  articulo  8.^  de  la  Constitución  nacional  düspoiiie  que 
los  Estadosnotieneií^  facultad  para  imponer  contribuciones  sobre  los  objetoa 
que  transiten  por  su  territorio  sin  destinarse  a  su  propio  consamoi  pero 
como  la  carne  que  a  Santander  se  introduce  de  los  otros  Estados  es  para 
consumirse  allí,  I  como  el  articulo  %^  en  cuestión  espresamente  dispone 
que  el  gravamen  es  para  la  carne  que  se  introduzca  para  el  eonsumo,  ea 
claro  que  dicho  articulo  no  es  inconstitucional. 

Respecto  de  los  artículos  i.^  2.^  I  3.^  de  la  lei  73,  la  Corte  dice,  *'que 
•aevidente^^uealcrear  i  reglamentar  uf>a  renta  llamada  de  **  eonauniD.dflr 
§aiiadagordo  de  fuera  del  Estado ''  se  establece  desiguiMadt  porque  »  los 
4oe668  del  ganado  que  no  se  introduce  ée  otro  Estado,  no  se  les  eoBfra  I» 
misnia  contribución  por  el  consumo,  sino  una  inferior." 

Elinfrascrito  hace  notar  que  tanto  la  Corte  Suprema  como  el  Senado 
de  Plenipotenciarios,  en  varias  ocasiones  han  decidido  que  el  carácter  de 
jeneral  que  debe  tener  toda  contribución  para  que  no  sea  contraria  al  in- 
ciso 5.^  artículo  16  de  la  Constitución,  no  se  refiere  a  que  la  contrrbuclonr 
recaiga  precisamente  sobre  todos  los  asociados,  sino  únicamente  sobre  to- 
dos los  comprendidos  en  la  especie  o  sea  en  el  hecho  que  sirve  de  funda- 
BMvto.o'bftse  d  la  contitibiidon.  Ningún  ¡mpuréstoi  puede  tener  esa  jenera* 
líldMl'qtáé  comprenda  a  todos  los  asbeiaíl  is;  los  impuestoe  nacionaleá  ^hte 
hréoipbftaoion  dé  mercancías  estranjeras  i  sobre  la  sal  carecen  de  esajeire^ 
ralidad ;  pero  como  a  todo  el  que  introduzca  mercancías  al  pats,  ^ek  üMO' 
n^fl  o  e$traf)j.erOi  blaxiCQ  o  negro,  liberal  o  conservador,  se  le  cabrán  loa 
mífnpos  deredfeos»  tho  peca  contriv  la  Oon^tituisíoef  dícbo  Impuesto.  Lé 
mUmoi  QAicede  en  el  qaao  presente,  parque  ei»  Sainfander  según  la  lei  794i 
todo,  el  que  mate  ganadp  gordo  de  fuera,  del  Eetado  se  le  eobra  un  rmpueste» 
dedoapaaoa  por  cabeza»  i  el  impuesto  comprende  ata  jenefalidaiddeloá 
4mefnateP;€^  dase  de  gafado  aean  santandereanos*  o  beyaoeciaas^  toaib 
pobrea  o  ricos.  Talvez  eate  impuesto  no  esté. de  aeuerdo  «lOBlee  pfiuápiaé 


de  la  economía  política,  ni  con  fas  doctrinas  que  deten  seguir  los  pueKIbf 
que  bascan  su  engrandecimiento  en  coltivar  sus  relaciones  comerciales  COQ 
sus  vecinos  por  medio  de  leyes  equitativas  i  jenerosas,  pero  estas  no  son 
consideraciones  que  se  puedan,  tener  en  cuenta  para  resolver  que  und  fei 
sea  inconstitucional  i  declarar  que  sea  nvla. 

Por  estas  razones  me  permito  proponeros  ef  siguiente  proyecto  de 
resolución : 

^'El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  usa  de  ía  fecuítad  qua  le  oferga 
el  Inciso  5,^  articulo  M  de  la  Gonsiitucton,  declara  válidos  los  artieulos  2.® 
de  la  leí  39  del  Estado  de  Santander,  de  3  de  noviembre  de  1877,  i  los  ar^ 
ticuloa  i,^  s.^  i  3.^  de  la  lei  79  del  mismo  Estado  espedida  en  8  de  noirtea^ 
bre  de  1877.'' 

Bogotá,  jmlo  i  de  4878. 

T.  Llano. 
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KiriilB'Aiy  ñm  lA  leí  «. *  de  i999  «el  Entedo  def  HoIívih^,  ««polir^ 
el  eemettterfo  iinlverMil  de  Bam^nqulll*;"  I  vaikiem  de 
14I  mlam»  leí  en  euento  derog»  Im  S(ft  de  ié94dct  nali 
Eatedo* 


Vista  del  Progukídor  jENERALr 


SefLores  Majistrados. 

Varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Barranqmttvsollcitain  de  esa  Sopreorar 
Corte  la  suspensión  de  la  lei  5/  de  1877,  de  10  de  nctubre,  espedida  por  la 
Asamblea  lejislativa  del  Estado  de  Bolívar,  cuyo  articulo  único  ea  del  iMor 
siguiente: 

*'  Artículo  único.  I>erógase  con  la  espedicion  de  esta  leí  hi  88  parte  1/ 
de  la  Recopilación  de  Bolívar  **  que  declara  el  cementerio  universal  de  Ba« 
Tranquilla  no  comprendido  en  la  disposición  del  articulo  2.^  de  la  !e!  de  8 
de  febrero  de  1862  sobre  cementerios."  En  consecuencia,  desde  H  sandoa 
de  esta  let,  el  antedicho  cementerio  $erÁ  administrado  por  la  Municipalidad 
ée  Barranquilla,  de  conformidad  con  el  articulo  3.^  de  la  leí  97  parte  4.*  da 
la  Reoopttaeioii  de  Bolívar  sobre  cemenlerioa.'' 
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Los  peticionarios  hacen  notar  que  el  cementerio  universal  a  que  sa 
refiere  la  espresada  lei  5/  lia  sido  costeado  i  administrado  por  la  sociedad 
denominada  '^  Hermanos  de  la  Caridad,"  corrió  lo  reconoció  el  articulo  1.^ 
de  la  lei  c8,  que  se  deroga  por  aquella,  sin  que  j[>ara  el  costo  de  dicho  ce» ' 
menterio  se  haya  impuesto  ninguna  contribución  pública,  ni  erogado  can* 
lidad  alguna  dé  hs  rentas  municipales;  i  que  por  consiguiente  "con  el  ar« 
tlculo  linico  que  se  deja  trascrito  ^etyecu^  una  verdadera  infracción  del 
inciso  l^.o  articulo  16  de  la  Constitución  nacional. 

!  En  las  dWérsas  deicisfooes  que  ha  pronunciado  esa  Suprenia  Ck>rte,  en 

revisión  de  leyes  so^e  cemeMerfos,  i  en  las  resoluciones  que  en  áéÍMklvii 

lia  AetMlo  sobre  eNas  el  iSenadodePlenipotenciaf  ios  siempre  se  ftaneáll- 

filado  los  cementerios  def  propiedad  particular  escluidos  de  lóS  que  ptretfen' 

ser  adnrinfstrados  por  las^or ¡^raciones  municipales,  por  reépeto  áí  dététVa 

cón$agrado  én  la  disposición  constitucional  citada. 

...  .  •        .  . 

Fundado  en  tan  autorizados  pi'ecedentes  el  suscrito  coadyuva  la  peti^ 

cion  aludida  para  que  suspendáis  la  leí  a  que  se  refieran  los  vedlnotí  de  Ba- 

rranquillaw 

Bogotá,  febrero  S7  de  1878. 


Acuerdo  de  la  Corte  Suprema.      ' 
.  •.       » 
El  infrascrito.  Secretarlo  djs  As  Corte  ^upreniia  fedei^^l,  (;erj(¡aca.;  que 
en  el  libro  de  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  la  pajina  119  a  la  4tO, 
liai  uno  que  a  la  letra  es  como  sigue : 

En  Bogotá,  a  ocho  de  marzo  de  mil  ochocüentos  setenta  í'oClifo, 
se  constituyóla  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con  ásfsteñcÁ 
del  señát  H^jistrado  Presidente,  doctof  Emigdio  Paláü,  i  detnas  señores  1ÍÍá« 
JiStrados,  doctores  Rafael  Martínez  R,  Manuel  Ezeqüjel  Corrales,  José  It^ 
Rojas  Garrido  i  Juan  Agustín  Urieoechea,  con  el  objeto  de  tomar  en  coiiéi^ 
deracion  la  sblicitúd  de  varios  vecinos  de  Barránquilla  sobre  que  se  ¿ns^ 
penda  ia  lei  5.^  del  Estado  soberano  de  Bolívar  sáhcidnada  en  )0  de  .octu^ 
jbreHé  i 871,  por  la  cual  se  deroga  la  lei  88  de  id,  sacionada  en  23  dé  octo^ 
bre  de  1874  que  reconoció  el  cementerio  universal  de  Barranquiila  como 
no  comprendido  en  el  artículo  t.o  de  la  de  8  de  febrero  de  Í862  ^'spbiré 
cementerios/'  El  señor  Majistrado  doctor  Rojas  6.  a  quién  tocó  en  ^epar*^ 
tlmleñto  este  asunto,  presentó  i  leyó  el  siguiente  proyecto  de  resolución, 
qué  fué  aprobado  por  el  voto  unánime  de  los  señores  Majistradós.  ^  ^     ^' 

'^Vistos :  la'lei  5.^  de  18t7,  co^a  suspensión  te  solicita,  dice  ittít      ' 
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''Lbí  6.''  Di  1877.  :  : 

*  .  .  ■  •  '■  •     ••  . 

<  Qtte  dérogs  Ia  lei  38,  parte  1.*  de'Ia^ecopilacidn  de  BoIÍVftr; 

\  f  £a  Asamblea  Uiislativa  del  Estado  soberanp  ie  BoUvar^ 

^dispone: 

'  .'-11  •      ■ 

'Artículo  único.  Derófcase  con  la  espedícíon  de  esta  l0i«  la  38»  parte 
1/  de  la  Recopilación  de  Boliyar^-  '<  que  declarael  ceiiientfrlo.unfvaraal4e 
Barraqqeflla  no  comprendido  en  la  disposición  del  artícelo  2.^  de  la  lei  ée 
8  de  febrera  de  1862  ^' sobre  cementerios."  Ea  consecuencia»  desde  te 
s^ncipo  4a  esta.le¡«  el  antedicho  cementerio  será  administrado  por  la  Hj$m- 
cfpalldad  de  Barranqailla,  de  ,<^onform¡dad  con  el  art  cq1<^  %.^,  de  la  IM  ¿Tt 
narte  i/  de  la  Recopilación  de  Bolívar,  sobre  cementerios. 

I    .'  Dada.eP  CaNctajena,  a  8  4e  octubr^e  de  187?.  -* 

*  El  Presidente^  Manuel  L4Z4  Grau. 

«El  Sécr'étsHo,  Diiminqo  de  la  Esfrietta, 


Despacho  del  Poder  Ejecutivo-^  Cartajena,  f  0  de  octubre  de  1878. 
'  Publiquese  i  ejecútese. 

(L.  S).  Rafael  Tíüñes. 

'  '    •  Ef  Secretarlo  ieneral  de  Estado,  íwí/amín'iVoauera/ 

.  •  •    ■     '         •  .. .  '     .  .  .    •  ••        ■  •»: 

**Ksi  como  la  Asamblea  lejíslaiiva  del  Eetado  soberano  de.Bolí 
pudo,e9pedir  la  le!  de  s^  de  octubre  de  1^74,  en  que  declara  que. el  pemen- 
lerio  universal  de  Barranqu illa  no  está  comprendido  en- la  disposición  del 
articulo  2.0  de  la  leí  de  .8  de.  febrero  de  1F62^  ^s  eviden^  <)Me^ha  podídc 
espedir  jiambljen  dentro  4e  los  límHcs  señalados  por  la  Com^tit^ueion  i  liqes 
mcion^lea,  la  lei  5/  aludida,  por  la  cual  se  (leroga  la  lei  anteiriofi  pues  ésta 
declaraba  en  el  artículo  1.°  que  son  inapropíab^s  los  cementerios,  i  dfspo- 
p¡a,  que.^olo  cQvresponie  a  dicha  sociedad  Ha  de  hermanos  de  la  caridad)  te 
udmifíiatrocton  del  cementerio  mefífumado,  pudiendo  por  lo  misino^  dietisr  ipf 
fsalamentos  que  tengan  por  único  objeto  su  mejor  orden,  conservación^  aseo  i 
ornato.  En  virtud  de  esto,,  la  sociedad  de  los  hermanos  de  la  caridad  por 
foinisterio  de  esta  lei,  no  ha  sido  propietaria  del  cementef  ¡o,  sino  que  apé^ 
ñas  ba  tenido  la  administración,  como  queda  dicho»  de  la  cual  ahora  viene 
a  ser  privada  por  la  lei  5/  que  la  atribuye  a  la  Municipalidad  de  Barran» 
quilla.  Por  tales  fundamentos,  la  Corte  administrando  justicia  en  nom. 
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de  losíEiátádóft  Uñidos  de  Colombia  i  por  autorhIAd  de  la  leí,  declara 
qae  no  es  llegado  el  caso  de  suspender  conforme  al  artículo  7tde  la  G<Mi6* 
titucíóti,  la  ejecución  de  la  leí  5  « de  1877,  que  deroga  la  leí  98,  páfté  1/  de 
la  Recopilación  de  Bolívar/ espedids  por  lá  Asamblea  lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Bulivar.  Pubirquese  copla  de  esta  decisión  en  el  periódico  ofi- 
cia de  la  Union ;  envíese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  soberano  de  Bolitar 
I  remítase  el  espediente  al  Senado  para  su  decisión  ulterior;  dejándose  co- 
pla dé  es^  resolución.  Notifíquese. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  los  señores 
Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Pre(»idente,  Ehigdio  P^lau— Rafael  Martenez  R. — Manuel  Ees- 
QUIKL  CoaaALES — JosB  M..  RoJAs  Garrido— JuAN  AcusTiri  Urigoech^.-^EI 
Seci;etarío,  Rafael  E.  Santander. 

14  .    'fift;  copia    conríorme*— Qogoiá,  treinta,  de  marza  demil^hciSieAtoe 
3etoDta  i.oebO.^El  Secretario,  Rafael  E.  Santandar. 


>. 


liíFOttME  DE  LA  COMISION   INSPECTORA. 


.Ciudadanos  Seiiadoress. 


'  En  ef  Estado  de  Bolívar  se  espidió  en  i863  una  leí  '^  sobre  cemente- 
rios/* que  fué  sancionada  el  8  de  febrero  i  aparece  marcada  con  el  ^número 
S?,  cuyo  artículo  3.^  declaró  lo  que  sigue : 

^' Todos  los  cementerios  ubicados  en  ios  distritos  i  aldeas  del  Estado, 
que  hayan  sido  construidos  con  el  ausilio  de  rentas  municipales»  o  ppr  coq* 
trlbucion  o  subsidio  del  vecindario,  pertenecen  de  pleno  derecho  a  la  cornil* 
nidad  de  los  .distritos  i  aldeas  en  que  se  hallan  ubicados/' 

En  t5  de  octubre  de  4  74  fué  sancionada  en  el  mismo  Estado  otmle^ 
qaeaperece  marcada  con  el  numero  3^,  I  cuyo  artículo  1.°  dice  ^si: 

^*  Bl  cementerio  universal  que  se  construye  en  Barranqullla  por  la 
Soeledadde  Hermanos  de  la  Caridad,  no  está  comprendido  én  la  disposi- 
ek>ii  del  artículo  2.^ de  la  leí  de  d  de  febrero.de  4863  «sobre  eementeriea/ 
^Cn  cofosecuencia,  i  ^ndo  inapropiables  los  cementerios,  solo  corresponde 
IféíéhÉ  sociedad  la  administración  de  éste,  pudiendo  per  lo  mismo  dictar 
toé  reglamentos  que  tengan  por  único  objeto  sa  mejor  órden/cohservaclon 
iieoiotneto»  bajé  la  inspección  de  la  policial  del  Concejo  munietpaleil Id 
MIMvo  a  «áhibridtfd  pábKcay  estadística  i  averiguación  éel  atguti'  deüto»" 


—  4M  ~ 

lotrt  le¡4el:iBUino  Estado  (5/,  4^  1877)»  sancionida  el  .&4«.CNAlifab 
4M^'f «  su  arícenlo  únioo : 

^'Derógase  can  la  espedíclon  de  esta  leí  la  S8,  parte  1/  de  la  Recopfr 
laekMvde  Bolívar^  que  declara  el  cemeaterio  universal  da  B^rranquilla  no 
cHHnprendido  en  la  disposición  del  artículo  3.^  de  la  leí  de  8  de  febrero  de 
A89a  aobre  cementerios.  En  consecuencia,  desde  li  sanción  de  esta  lei^  el 
^otediqho  cementerio  será  administrado  por  la  Mimicipalidad  de  Barran- 
quillay  de  conformidad  con  el  articulo  3.^  de  la  lei  87^  parte  1/  de  la  Rece- 
pilacion  de  Bolívar  sobre  cementerios.'' 

Contra  la  última  de  las  disposiciones  trascritas  representaroD  a  la 
Corte  Suprema  de  la  Union  varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Barranqulüay 
puf  itiémoi^ial  Tecliá  47  de  enero  del   presente  año,  fundándole   eo  que, 
'^eñdb  de  propiedad  privada  el  cementerio  a  que  se  refieren  las  feífes  deto^ 
gada  i  derogatoria,  viola  ésta  la  garantía  del  inciso  5,^  artículo  4tt  de  la 
t)éMatfltielQti>  federal,  lina  vee  que  quita  a  on»  sociedad  dé  panieulacts  algo 
que  le  pertertece  lejitimamef^te;  pero  la  Górte^  por  acuerdo  de  •  de  matae, 
resolvió  que  no  era  del  caao  ejercitar  la  atribución  que  le  da  el  ariiculo  72 
del  citado  Código,  apoyada  en  las  razones  que  aquí  se  ven.   **  Asi  como  ia 
Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,"  dijo,   '*  pudo  espedir 
la  lei  de  ta  de  octubre  de  f  874,  en  que  declara  que  el  cementerio  universal 
de  Barranquílla  no  está  comprendido  en  la  disposición   del  artículo  2.^  da 
la  lei  de  8  de  febrero  de  lF6t,  es  evidente  que  ha  podido  espedir  también, 
dentro  de  los  limites  señalados  por  la  Constitución  i  leyes  nacionales,  la  lei 
ft.^aludida,  por  la  cual  se  deroga  la  lei  anterior,  pues  ésta  declaraba,  eo  el 
actículq  1,^  que  son  inapropiables  los  cementerios^  i  disponía  <|ue  soh  co^ 
rreswmde  a  d%ch9t  sociedad  (la  de  hernianos  de  la  caridad)  la  administraeüñ 
del  cementerio  mencionado^  pudiendo  por  lo  mismo  dictar  los  regkmeútoi  gm 
iepganpor  único  objeto  su  mejor  órden^  conservación,  aseo  i  ornato.*'  I  agrega: 
^*'teíi  virtud  de  esto,  ta  Sociedad  de  los  Hermanos  de  la  Caridad,  por  minis- 
ieno  dé  esta  leí,  no  ha  sido  propietaria  del  cementerio,  sino  qtie  apenas  ba 
teñido  lá  administración,  como  queda  dicho,  de  lá  cual- ahora  viene  a  Ser 
privada  por  la  lei  i,'  que  la  atribuye  á  la  municipalidad  d'e  l^arran* 
^tfiRii.'' 

Es  éíértb,  como  dice  la  Oorte,  que  asi  como  la  Asamblea  pedotíapedft 
ia  hii  de  1874,  ba  podido  espedir  también  la  de  1877  ;  esto  ea^  queaal  como 
Dudo  espedirla  primera,  ha  podido  derogarla*  tta»  claro:  estíerito  qo^ 
^  COHAO  la  Asamblea  pudo  espedir  ^na  leí  en  que  declaraba  no  eatar 
«prendido  el  cementerio  universal  de  Barranquílla  en  te  dispo^lcioo  del 
ii^\^  2.^  déla  leí  de  leed,  ha  podido  espedir  otra  par^^eleCa^tod^  d^riogar 
.aquelM^»  PeriO  falM  aaber  sí  en  aquella  pudo  dec^larar  que  a  JaSooiedafideBef^ 
(HiaoQi^  la. Caridad  no  oorrespondla  la  prqpiedad  dcfl  a^u^tnififi^r^  ^iieae 
traM*  aino  aalo  m  admlnialracion,  f  al  ba  podido  d¡¿peiiei!|H>r.4Hiíiie^aeiiP 


» 

i^jbfMM  te  M  jdk  J£77»  qm  el  tal  eraMnterid  étoMdflÉJnlsMdQ  pop  i* 
Mi»9iel|MiHd¡HÍ.€lekB»rriijMquni4.  ..   .f>    ..         •  .-éf  •; 

Pftra  reflolf^r  umbás  cti^tíones,  qoe  son  uivá-  mi^ma  M  él  fcínüo/hdi 
que  bonsidararl  resoHer  previamente  «Staaotrád:  . 

1^^  Puédé  tdiéi  hdgar  a  los  pártidulareá  el  derecho  de  tener  cemente- 
rios, ya  individual,  ya  colectivamente  t 

'  '2/  CórtstrUido  o  priticfpiado  áéonstruir  por  particulares  un  Cemente- 
rio,, duaftáo todavía  no le$  haya  negado  lalei  el  derecho  de  tenerlo,  ¿ puede 
luégoiéltar,  ú\  negámro,  privarlos  de  la  propiedad  ya  adquirida  sotiré  e' 
tlórttipaúálétite  ierrelnól  las  Construcciones  levíintadlis  en  éste? 

En  cuanto  a  la  cuestión  primera,  nosotros  no  vacilamos  en  cesj^n^fur 
st,  porque  creemos  que  el  dar  sepultura  a  los  cadáveres  es  asumo  de  poíiGÍa, 
^M^tftd  de'góbtorrlo,  i  no  uno  de  aquéllos  forzosamente  comprendidos  en  el 
«j^c^Wa^  áljJiíAó dé^ilds  deVécíhbs  i^e'dOhck^idOs  eíi'  ^  individuó  Cóihó  ri(- 
ÜliUMñVéiB^pof'fá  6óii^tftuÍiioi^  de'lá  RepdbtícaV  TÍO  jutgamos  qu^e  éTasÚUVo 
líérti  po^  éjertiplo,  de IdS  comprendidos  en  el  ejercicio  del  derecho  denomi* 
liadtt  ^Mibertaid id AfvrduaV' porque  M  puede  decirse  que,  de  )a  eje Ciicloli 
^  itiégecuélon  Üél  hecho  dé  la  inhumación,"  no  resulte  daño  á  otro  individuo 
d^i  la  eoffiUhidad ;  I  hó  jatjgambs  que  sea,  cómo  alguno^  pretenden,  délos 
lóUmprendfdós  en  el  ejercicio  del  derecho  denominado^' libertad  relijíósa," 
|Í6r4^é*,  alh'^tando  la  libertad  Individual  todos  los  ¿tros  iléi'échos 'inmá« 
kleiltés,  no  puede  haber  ninguno  <|ue  se  óstlenda  a  actos  que  ella  misma  no 
sea  capaz  de  amparar.  As  pues,  el  derecho  de  dai'  sepultura  á  tos  tÁái^ 
veres,  o  de  tener  ceAienterios,  depende  dníoainente  de  la  hsi.  Esté' puede 
otorgarlo  de  una  manera  espresa,  o  con  solo  &u  silencio,.  i§mAt  j'Umbien 
deelaiiiarque  no  lo  ojtorga  o  lo  rehusa. 

tn  cuanto  a  la  cuestión  segunda,  hai  que  distinguir.  Si  se  trata  del 
derecho  de  continuar  los  particulares  teniendo  cementerios,  o  sea  de  conti- 
nuar ellos  dando  a  ciertos  lugares  suyos  el  destino  que  los  cementerios 
tíeqQn^  <^s  mi^i^ra  opiniooip  por  supuesto^  !9^^..M  pucite  la  leí  .privados  de 
tal  derecho:  I  nos  furulampserf  lo  ml8i|H>:en.qqe;hena9S  funxjladfii  ^p^po- 
testad  del  lejislador  p^ra  preestablecer  en  la  materia  la  prohibición  que 
tenga  a  bien.  Peiro  si  áe  trata  del  derecho  de  continuar  los  particulares  en 
el  goce  de  la  propiedad  de  los  mismos  lugares  a  que  alguna  vez  dieron  el 
espresado  destino,  entonces  es  preciso  reconocer,  al  ten(»r  del  inciso  cons- 
titucional citado  (5,^  artículo  i5,  que  no  puede  privárseles  de  tal  propiedad, 
a  no  ser  por  un  grave  motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado» 
i  previa  indemnización. 

Resueltas  como  queda  espuesto  las  dos  cuestiones  que  como  preli- 
minares nos  propusimos,  apenas  tenemos  necesidad  de  decir  cómo  resol* 
v#iMf  lu  principales.  Decimos,  pues,  que  resolvemos  éstas  en  el  sentido 


—  4«0  — 

úé  i|<H|  bi  ▲nñUeade  Bolívar  na  pudo  declarar,  en  su  lél  n^  de  4m,  ^ 

a  la  Sociedad  de  Hermanos  de  la  Caridad  de  BarranqníUa  no  corNl^ 
|K)ndia  l;i  propiedad  del  cementerio  ,mencíonad(s  &ino  solo  su  administra- 
cion,  ni  ha  podido  tampoco  disponer,  cumo  dispone  en  su  leí  5/  de  4877, 
qpe  ese  cementerio  sea  administrado  por  la  Aiunicipalidad  de  aquel  dis- 
trito. , 

« 

Mas  habiéndose  dirij.ído  la  acusación  únicamente  contra  la  leí  que  se 

...  •  ,         . 

acaba  de  citar,  i  siendo  é;sta  inobjetable  en  cuanto  al  hecho  de.  derogar  la 
'^8^  asi  como  también^  en  cu9nto  envuelva,  o  pueda  envolver,  Ig  negación  a 
los  particulares  del  derecho  atener  cementerios,  el  provecto  de  res^Jucion 
que  nosotros,  miembros  de  la  Comisión  de  inspección  de  los  actos  lejísla* 
^vos  dé  los  Estados,  os  proponemos,  es  éste : 

*^  lEi  Sensdp  de  la  Union,  en  e';^rciciQ  de  su  5.^  atribución  coi^titii* 
i;^n,i^^.decl|ir7  nul^  la.lei  5.:  c||Q  1877,  d^IE^tado^e^liva^r  m  fatVítodS** 
.poneq/ie,el  llamado  'cep^enterio  universal  de  QarranquiUa»*  conitrttldo 
por  |a  Sociedad  de  Hermanos  de  la  Caridad  del, mismo  distrito,  sea  adaií- 
n^rado  por  la  Municipalidad;  perp  la  declara  válida  en  cuanto  derogp  la 
se  de  i874  del  mismo  £stado,  asi  como ,  también  , en  cuanto  enTuelvji,o 
pueda  envolver,  la  negación  a  los  particulares  del  derecho  a  tener  cernea- 
terios.  Por  tanto,  lo  declarado  en  la  primera  parte,  de  esta  resolucioo  no 
eignifipa  que  el  lugar  de  que  se  trata  pueda  C(Vitínuar;apli9adoa(  oflclo.de 
dar  sepultura  a  los  cadáveres,  sino  solo  que,  siendo  él  una  prppiedad  par* 
t;ipular,  debe  entregarse  ^  su  duepo.     ; 

Bogotá,  8  de  }unio  de  i878.>      . 

Gtuéadaéos  Secadores. 

M.  MuaiLLo— 1\.  Gómez — JilCólunib- Andrés  Bbrmudbz— T.  Uano. 


*  * 
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Secretaria  del  Senado-^Esta  resolución  se  aprobó  en  t^HniaroiM- 
i^Undb  debates,  en  los  diás  LS  i  21  de  junio  dé  18^8.         '  '   ' 

D,  A.  Árrietaf    . 
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RSiSOLTJClONlEá  DEL  SENADO. 


I ;  í  I "  •    ' 


JL3?rO   X^EI    lé77. 


I. 

Bogotá^  de  20  febrero  de  1877. 

^  Senado  de  Flenipoti^ncíaríos,  De  .conformidad  con  Iq  dis-^ 
puesto  en  el  inci;8o  5.°  artículo  51  i  en  el.^ículo  ;72.  de)^ 
Constitución. nacional,  d^cl^ram^e  nulos. Ips  artículo&7^,  ,80.1 
8l  de  la  lei  del  Estado  del  Tolimade  11  de  noyiembre  dQ'  18^73. 
1  el  inciso  ,d^l  artículo  I.''  de  1^  led  4^  Fr/esupuestp  de  reiitM 
d^  13  de  noviembre  de  1875  del  mismo  f^tado^  eiji  cuanto  di- 
cbas  disposiciones  afectan  o  se  estienden  a  rios  qu^  bjanenre) 
territorio  de  mas  de  un  Estado. 


El  Presidente,  .Tomas  C.  de  Mosqubba. 
El  Secretarlo,  Tomas  Rodríguez  Pérez. 


:  f 


(Véase  la  pajina  7), 


I        a 

II. 


Bogotá,  22  de  felirerafie  1877.:  i 

El  Sepad^  de  Plenipotenpiarios,  eu  ejercicio  de  la  atriba^^ 
cioiU  que  le  opiicede  el  inciso.  .5*°  p-rtíeulo  51  de  la  Constitucii<m 
nacional»  declarí^  nula,  por  ser  contraria  al  inciso  16  attículo 
ísldeia  Coastitucion  nacional,  la  p^rte  final  del  artíeájí^  3J>? 


-  482  - 

de  la  leí  de  12  de  noviemhre  de  1875  *'que  aprueba  un  conve^ 
nio  i  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  dar  ensanche  a  la  ins* 
truccion  primaria,"  espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del 
Tolima,  i  que  dice :  "  procediendo  de  conformidad  en  todo  con 
las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado. 

Comuniqúese  i  publíquese,  i  devuélvase  el  espediente  de 
la  Suprema  Corte  federal. 

El  Presidente,  Tomas  C.  be  Mosquera. 
El  Secretario»  Tomas  RodrífuezPérex. 

(Véase  la  pajina  19). 


III. 


Bogotá,  22  de  febrero  de  1877. 

'El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidas  de 
Ck>lómbia,  en  ejercicio  de  lá  atribución  que  le  confiere  el  artí- 
eulb  61  del  lá  Constitución,  declara  definitivamente  válidos  loa 
artículos  2;*»  S."*  i  4.^  de  la  léi  356  de  20  de  setiembre  de  1872, 
ei^pedida  por  la  Convención  del  Estado  soberano  del  Caúca. 

Publíqtaese,  comuniqúese,  devuélvase  el  espediente  a  la 
Cólte  Suprema.  ^ 

El  Presidente,  Tomas  C.  de  Mosquera. 
El  Secretario,  Tonuts  Rodríguez  Pérez. 

(V^ase  la  pajina  25). 


IV. 


Bogotá,  22  de  febrero  de  1877. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución 
qué  le  confiere  el  inciso  5,®  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara válidos  el  artículo  8.^  i  la  parte  final  del  inciso  l.<^del 
artículo  5.''  de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Caucan  fecha  9 
d¿  setfeimfare  de  1875,  niimero  35,  reformatoria  de  la  m&aelro 


i 

€6  de  187S,  sobre  réjimen  municipal,  por  no  liallarlofii  eontttu  \ 

rioB  a  la  Constitución*                          ^  .' 

Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese.  ^ 

£1  Presidente,  Tomas  C.  de  Mosqueba. 

El  Secretario,  Tomaé  Éodriguex  Péret:  1 

(Véaae  la  pajina  3é>« 


.V. 

Bogotíti  2SI  de  febrero  de  l8??. 

£)1  Senado  de  t^enipotenciarios,  visto  el  inciso  del  artíoolo 
1.^  de  la  lei  93  del  Estado  de  Cundinamarca  que  reconoce 
como  renta  de  su  erario  el  producto  del  pasaje  sobre  los  riod 
Magdalena  i  Fusagasugá,  que  badán  el  territorio  de  mas  de  un 
Estado  \  i  eü  ejercicio  de  la  f acultal  que  le  da  el  número  6.^ 
artículo  ál  de  la  Constitución^  resuelven 

Declárase  nulo  el  inciso  1.^  de  la  lei  93  del  Estado  de 
Onndinamarca,  por  ser  contrario  a  la  Constitución  i  a  lei  men" 
cionadas4 

£1  Presidente,  Tomas  C.  de  Mosqüeba. 
El  Secretario»  Tomas  Rodríguez  Pérex. 

(Véase  U  pajina  39). 


Bogotá,  14  de  marzo  de  1S77« 

.  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facül^^ 
tad  que  tiene  por  el  artículo  51  de  la  Constitución  tiacional^ 
declara  nula  i  sin  ningún  valor  ni  efecto  la  lei  30  de  fecha  31 
de  diciembre  del  año  de  1875,  que  adiciona  el  título  18,  .libro 
1,*^  del  Ccídigo  Judicial  del  Estado  de  Panamá,  egpedida  por  la 
Asamblea  constituyente  del  mismo  Estado.'* 

Publíquese,  comuniqúese  i  circúlese  s  devuélvase  el  espe^ 
diente  a  la  Corte  Suprema. 
^El  Presidente,  M-  MuaiLLO. 

El  Secretario,  Tomas  Rodríguez  Pérez, 

(V&»e  la  píjina  4#). 
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Bogotá,  14  de  mand  de  1977. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atríbucíoif 
que  le  confiere  el  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución^ 
declara  definitivamente  nulo  el  inciso  3.^  del  artículo  S22  del 
C<5digo  político  i  municipal  del  Estado  soberano  de  Cundina- 
marca. 

Comuniqúese  a  quienes  corresponda,  publíquese,  i  devuél- 
Tase  él  espediente  a  la  Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente»  M;  Mubillo. 
El  Secretmo»  Julio  E.  Pérex^ 

r 

(Véase  Upájuu  55). 


VIIL 


Bogotá,  15  de  marz»  de  1877. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  otríbu-^ 
cion  5,*  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nula  la  lei  116 
de  12  dé  octubre  de  1863  del  Estado  del  Cauca,  en  cuanto  por 
cdla  se  declaran  válidos  los  pagos  heclros  con  posterioridad  al 
8  de  mayo  de  1863*  al  Gobierno  de  dicho  Estado  por  los  deudo- 
res de  personas  gravadas  con  empréstito  forzoso.  Decüírase  así 
ntemó  que  esta  anulación  no  comprende  los  pagos  iiec&os  con 
aftberioridad  ai  8  de  mayo  de  1863,  al  Gobierno  del  Estado  del 
Cauca  por  deudores  de  personas  gravadas  con  empréstito  f  or-^ 
nñOw  Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  de  la  Uní<m 
i  U  Gobernador  del  Estado  soberano  del  Cauca.  Pubfiquei^  £ 
devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  fedend. 

El  Presidente,  M.  Mubillo. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


IX. 

Bogotá»  16  de  mffno  49 1^« 

El  Senado  de  Pleiiip<|tenciarie8,  en  ubo  d^  la  atríW<^?$A  ^^ 
artillo  51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  válidos 
los  artículos  1,°  2,^  3.^  i  4,"*  capítulo  11,  título  10  de  la  lei  29 
de  Santander  sobre  policía,  espedida  el  21  de  octubre  de  1875. 

Comuniqúese  a  quien  corresponda,  publíquese  i  devuélvase 
el  espediente  a  la  Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  M.  Mübillo.  . 

El  Secretario,  Tomas  Rodríguez  Pérez. 

^áftie  la  pijina  73). 


X. 

1  ... 

I 

Bogotáy^a?  manso  de  1877. 

En  uso  de^  la  facultad  concedida  al  Senado  por  el  inciso 
5.^  artículo  51  de  la  Constitución,  decide  que  son  válidas  las 
leyes  20  i  25,  de  1873  i  1875,  de  impuesto  sobre  la  renta  en  el 
Estado  de  Bolívar,  a  que  se  refiere  la  solicitud  de  Roberto  A. 
Joy,  en  cuanto  por  ellas  no  se  afectan  las  capitales  ni  la  indus- 
tria consagrados  en  dicho  Estado  a  la  navegación  del  rio  Mag- 
dalena. 

(Véase  la  pajina  63). 


XI. 


Bogotá,  5  de  abril  de  1877. 

El '8eaádo4e  Plenipotenciarios,  examinados  los  artículos 


indiiBlm  de  comisión  {  trasporte,  dedara  válidos  el  1.®  i  1*  i 
flulo  el  6."* 

Comuniqúese. 

El  Presidente,  Matías  Hbeebea.  / 

El  Secretario,  Tamas  Rodríguez  Péréx. 

(Véuo  la  pajina  101), 


A.3SrO   DE    1878. 


I 

Bogotá,  20  de  febrero  de^l878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atriba<« 
cion  5/  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  ar^ 
tículo  IX  de  la  Constitución  del  Estado  del  Tolima,  espedida  el 
?0  de  febrero  de  1877,  en  cuanto  dicho  artículo  pueda  com- 
prender las  plecciopes  para  los  puestos  públicos  del  Gobierno 
Jeneral,  ppr  ser,  en  tal  caso,  contrario  a  los  artículos  33  i  70 
de  la  Constitución  de  la  Union  ;  i  válido  el  artículo  13  de  la 
Constitución  de  dicho  £2stado,  por  no  ser  contrario  a  la  de  la 
Union. 

Com^níquese  i  publíquese. 

_  * 

£1  Presidente^  Manuel  Müeillo. 
£1  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  108). 


II. 

Bogotá,  10  de  febmro  de  UítS* 

Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercieio  de  Ja  átríbá« 
&le^M>iifieve  el  inciso  6,^  articulo  61  de  la  CiooBtítocioD, 
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declara  nulos  los  artículos  814  i  815  del  Cddigo  Administratívo 
del  Estado  soberano  de  Panamá,  en  cuanto  ellos  incluyen»  en  el 
monopolio  que  establecen,  el  hielo  de  procedencia  estranjera. 

£1  Presidente,  Maiítjsi<  Mubillo. 
íil  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  p¿jina  116). 


III. 


Bogotá,  7  de  marzo  de  1878. 

£1  Senfulo  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  5/  de 
Im  atribuciones  que  le  da  el  artículo  51  de  la  Constitución 
federal,  declara  válidas  todas  las  disposiciones  de  la  lei  13  de 
1878  del  Estado  del  Tolima,  reformatoria  del  Cddigo  de  Fo- 
mento, en  cuanto  cobra  un  derecho  de  peaje  sobre  sus  caminos 
centrales. 

£1  Presidente,  Jil  Colunjb. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(V^ase  la  pajina  123). 


IV. 


Bogotá,  14  de  mano  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  ejercicio  de  la  atribuí 
cion  que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  de  la 
Union,  declara  válidas  las  siguientes  disposiciones  lejislativas 
del  Estado  soberano  del  Tolima,  a  saber:  eJ  artículo  59  de  la 
Constitución  política  de  20  de  febrero  de  1877,  los  artículos  63 
i  64  de  la  lei  22  del  mismo  año,  reformatoria  del  Código  polí- 
tico i  municipal,  i  los  artículos  1,^  2,^^  3.^  i  4.^  de  la  lei  5/  es^ 
pedida  el  22  de  febrero,  reformatoria  del  C($digo  de  Policía. 

El  Presidente,  Jil  Colün». 

El  Secretario,  Julio  E/  Pérez.  ^  ;  . 

(VéaM  U  pAjiB»  167). 


V. 

Bogotá,  36  de  marzo  dé  1878. 

M  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  da  el  inciso  5.^  artículo  51  de  la  Constitución  de  la 
Union,  decide  definitivamente  que  son  válidos  los  artículos  262, 
263,  264,  265,  266,  267,  170  i  271  del  C<5digo  Fiscal  del  Esta- 
do de  Boyacá,  sancionado  el  7  de  noviembre  de  1874. 

El  Presidente,  Jil  Coluij jb. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  p¿]ina  169). 


VI. 


Bogotá,  27  de  abril  de  1878; 

M  Senado  de  Fleaipotenciaríos  en  uso  de  la  f aeolfiad  que 
tiene  por  el  inciso  5,^  artículo  51  de  la  Constitución,  deolufi 
nulos  los  artículos  1.  i  2.^  de  la  lei  9/  e^did^  poj  la  Asam- 
blea legislativa  del  Estado  soberano  del  Cauca  con  fecha  7  de 
agosto  de  1877,  por  ser  contrarios  a  la  Constitución  nacional,  i 
dedarsL  válido  el  artículo  3.^  de  la  citada  lei. 

El  Presidente,  Clímáco  Ibiaeq^k.     / 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  U  pajina  195). 


VIII. 

Bogotá,  33  de  marzo  de  1$70. 

£1  Senado  de  Plenipotentáarios,  en  ^jercicüo  fie  .|a  .^^rii- 
biucíon  5/  artículo  51  de  Jn  Co9stitucÍ9n,  4ecla];a  .válidas  el 
^vtíoÉLfe  10  i  el  parágrafo  del  artículo  81  de  1^  Ci^mitítjafi^ 
del  Estado  de  Antioquia,  sancionada  e.l  ].3  d^  ootiifare  49.  t&77. 

El  Presidente,  Jil  CoLUim. 
£1  Secretario,  Julio  E.  Pérez' 

(Véase  la  pajina  909). 


IX. 

Bngotá,  1$  d9  marzo  de  1879. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  uso  de  la  atribución  5/ 
artículo. 51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válidos  losar-^ 
tículos  5,^  Ty  9,*^  16,  21  i  46  de  la  lei  espedida  por  la  Asam-^ 
blea  const^yente  del,  Estado  soberano  del  Tolima,  sobre  re-^ 
formas  fiscales,  de  fecha  27  de  marzo  de  1877. 

El  Presidente,  Jil  Colunjb. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez^ 

(V¿ál»lap¿3]xA31^). 


X. 

Bogotá,  26  de  febrero  de  187S. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribueion 
6,*  ariiéulo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la  lei  10  es-- 
pedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bo^ 
yaca  en  29  de  octubre  de  1877,  reformatoria  de  la  de  14  de 
agosto  de  1863,  i  que  elimina  un  distrito. 

El  Presidente,  Manuel  Mubillo. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Váaae  la  pijina  230)^ 


«in*i 


XL 

BogoU,  13  de  marzo  de  1876<- 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  ejercicio  de  la  atribu* 
eion  5.*  del  articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válido  el 
articulo  331  del  Gddigo  penal  vijente  en  el  Estado  soberaw 

9 

del  Tolima. 

Comuniqúese  i  publíquese. 
El  Presidente,  Jil  Colukjb. 
£1  Secretario^  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  326). 


:  K 
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XII. 

Bogotá,  16  de  mttrzo  de  167^ 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atríbu*' 
cion  que  le  confiere  el  inciso  5.^  articulo  hl  dé  la  Constitución, 
declara  válidos  los  artículos  47  de  la  Constitución,  239  dé  lá 
leí  50  de  1873  i  6.''  de  la  leí  63  de  1^77,  del  Estado  del 
Cauca. 

'  Comuniqúese  i  publíquese. 

El  Presidente,  Jil  Colunjí. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérex. 

(7éa«e  la  pajina  236> 


*XIII. 

Bogotá,  6  de  f  eidero  de  IdTsX 

Devuélvase  el  espediente  para  que  se  archive^ 

El  Presidente,  Maiíitel  Mueillo. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véaee  la  pajilla  Sf  i;. 


XIV, 

Bogotá,  2  de  abríl  de  ISTS. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  6,°  artículo  51  de  la  Constitución  de 
la  Ünion,  decide  que  es  válida  la  lei  29  de  1877  del  Estado  de 
Cundinamarca,  por  la  cual  se  manda  reintegrar  el  edificio  de 
San  Bartolomé,  de  esta  ciudad,  con  el  local  que  en  ella  misma 

sirvió  de  Seminario  Conciliar. 

* 

El  Presidente,  Clímaoo  Ibiabtx. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(V<aie  la  pajina  MU 
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XV. 

Bogotá,  13  de  abril  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución 
5/  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válidioB 
los  artículos  35  i  42  del  Código  de  Beneficencia  espedido  por 
la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Santander. 

El  Presidente,  Clímaco  Ieiabtb. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Yéaae  U  pájin»  260). 


XVI. 

Bogotá,  35  de  abril  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 6/  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  váli(jlp  j©! 
artículo  50  de  la  lei47,  espedida  por  la  Asamblea  de  Cuncjii;^- 
marca  en  1877. 

Comuniqúese  i  publíquese. 

El  Presidente,  Clímacü  Ibiaetb. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  264). 


XVII. 


Bogotá,  27  de  abril  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atri- 
bución 5.*  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válido  el  artí- 
culo 69  de  la  Constitución  política  del  Estado  soberano  de 
Cundinamarca,  sancionada  el  10  de  noviembre  de  1870. 

Comuniqúese  i  publíquese. 

El  Presidente,  Clímaco  Ibiaktb. 
El  Secretarlo»  Julio  E.  Pérez. 

(YáaM  la  pá  jima  288^. 
S6 
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XVIII. 

Bogotá,  27  de  abril  de  lG7a 

*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atriba* 
don  del  articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la '"^kí 
dvil"  espedida  por  la  Asamblea  de  Santander  en  1877. 
Comuniqúese  i  publiquese. 

El  Presidente,  Clímaco  Ibiabtb. 
El  Secretario,  Julio  B.  Pérez. 

(V^ase  la  pajina  378). 


Bogotá,  27  de  abril  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atriba- 
cion  del  articulo  51  de  ]a  Constitución,  declara  válida  lalei 
civil  espedida  por  la  Asamblea  de  Santander  en  1877. 

Comuniqúese  i  publiquese. 

El  Presidente,  Clímaco  Ibiabtb. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véaae  la  pajina  380> 


XX. 

Bogotá,  4  de  mayo  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  5,^  articulo  51  de  la  Constitución  de  la 
República,  declara  válidas  las  disposiciones  de  la  lei  niimero 
40  del  Estado  soberano  del  Cauca,  fecha  5  de  octubre  del  ulti- 
mo año,  sobre  inspección  de  cultos. 

Comuniqúese  i  devuélvase  el  espediente. 

El  Presidente,  Ramón  G(5mbz. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez^ 

(Véaee  la  pajina  H$). 
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XXI. 

Bogotá,  14  de  mayo  de  167$. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  inciso  5.^  artículo  51  de  la  Constitución, 
declara  válida  la  lei  número  XXII,  de  30  de  noviembre  de  1877, 
espedida  por  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Antioquia,  '*  por  la  cual  se  manda  fundar  la  oficina  de  apartado 
i  se  conceden  algunas  autorizaciones  al  Poder  Ejecutivo." 

Comuniqúese  i  publíquese. 

£1  Presidente,  Ramón  Gómez. 
£1  Secretario,  Julio  E.  Pereza 

(T<ftMUpájÍu3t«). 


XXII. 

Bogotá,  14  de  mayo  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  on  uso  de  la  facultad  que 
le  otorga  el  inciso  6.^  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 
válida  la  lei  33,  reformatoria  del  Código  Civil,  espedida  por  la 
Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  en 
28  de  noviembre  de  1877. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  U  pajina  S17;. 


XXIII. 

Bogotá,  15  de  mayo  de  1878. 

£1  Senado  declara  nula  la  lei  31  de  1877  del  Estado  de 
Cundinamarca,  en  cuanto  reserva  al  Estado,  como  arbitrio  ren- 
tístico, la  industria  de  tener  bodegas,  para  todo  jénero  de  trá- 
fico» en  el/ territorio  del  distrito  de  Puerto  de  Bogotá;  i  dedán 


-  444  - 

válida  la  lei  32  de  1877  del  mismo  Estado,  '^por  la  cual  se  de* 
claran  de  utilidad  i  necesidad  ptiblicas  ciertas  obras,  i  se  re- 
forma el  título  25,°  libro  2.*^  del  Código  Judicial, 

£1  Presidente,  Ramón  Gómez. 
El  Secretario,  Julio  E,  Pérez. 

(YéaM  Ift  pajina  338). 


XXIV. 


Bogotá,  20  de  manso  de  1878. 

Estando  ya  decidido  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios 
que  es  válida  la  lei  47  de  15  de  diciembre  de  1877  espedida  por 
la  Asamblea^del  Estado  de  Cundinamarca,  estése  a  lo  resuelto 
con  fecha  25  de  abril  en  este  negocio. 

El  Presidente,  Jil  Colunje. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  331). 


XX?. 


I 

'  Bogotá,  22  de  mayo  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  inciso  5.°  del  artículo  51  de  la  Consti- 
tución nacional,  hace  las  siguientes  definitivas  declaraciones: 

1/  Es  válida  en  todas  sus  partes  la  lei  2.^  espedida  por  la 
Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundmamarca  el  ocho  de 
octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  seis,  sancionada  por  el 
Gobernador  del  mismo  Estado  el  nueve '^del  mismo  mes  i  año, 
^'pOT  la  cual  se  determina  el  procedimiento  pa.ra  hacer  efectivas 
las  esacciones  de  guerra,  i  las  ordinarias  en  tiempo  de  guerra;** 
i  la  dial  lei  aparece  publicada  en  el  Rejistro  Af  I  Estado  ni- 
lCMto&97; 
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2/  Es  válida  en  todas  sus  partes  la  leí  3/  espedida  por  la 
Asamblea  de  Cundinamarca  el  once  de  octubre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  i  seis,  sancionada  por  el  Gobernador  del  mismo 
Estado  en  dicha  fecha;  i  la  cual  lei  aparece  publicada  en  el 
Rejistro  del  Estado,  número  599. 

Publíquese  esta  resolución,  comuniqúese  al  Poder  Ejecu- 
tivo nacional,  i  al  Gobernador  del  Estado  soberano  de  Cundi- 
namarca, i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  fe- 
deral. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  367). 


XZVI. 


Bogotá,  25  de  mayo  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución  de  la 
Union,  declara  válidas  las  siguientes  disposiciones  lejislativas 
del  Estado  soberano  del  Tolima,  a  saber :  el  articulo  59  de  la 
Constitución  política  de  20  de  febrero  de  1877,  los  artículos  63 
i  64  de  la  lei  22  del  mismo  año,  reformatoria  del  Código  poli- 
tico  i  municipal,  i  los  artículos  1,°  2,°  3.^  i  4.°  de  la  lei  5.*  es- 
pedida el  22  de  febrero,  reformatoria  del  Código  de  Policía. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez, 

(Véanse  las  pajinas  167  i  379). 


Bogotá,  27  mayo  de  1878. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  5,^  articulo  51  de  la  Constitacion  de 
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la  B^ública,  declara  válidos  los  artículos  15  (primera  parte), 
21  i  27  (última  parte),  de  la  lei  69,  de  24  de  octubre  de  1877, 
adicional  i  reformatoria  de  la  lei  283,  espedida  por  la  Lejisla- 
tura  del  Estado  soberano  del  Cauca  i  nula  la  segunda  parte  del 
citado  artículo  15. 

,  El  Presidente,  Ramón  Gómez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  389)« 
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Bogotá,  28  de  mayo  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  5,®  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara nulos  los  artículos  2.^  de  la  lei  38,  espedida  por  la  Asam- 
blea legislativa  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  en  30 
de  noviembre  de  1877  i  1438  del  Código  Judicial  del  mismo 
Estado,  en  la  parte  en  que  esos  artículos  puedan  sujetar  a  em- 
pleados nacionales  al  deber  de  desempeñar  en  el  Estado  el  car- 
go de  jurados  en  asuntos  criminales,  por  ser  semejante  deber 
incompatible  con  el  servicio  público  nacional  que  deben  prestar 
dichos  empleados. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(VéaM  la  pajina  395). 


Bogotá,  7  de  jnnio  de  1877. 

El  Senado  de  la  Union,  en  ejercicio  de  la  5.*  de  sus  atri- 
buciones constitucionales,  declara  nula  la  lei  30  de  1877  del 
Estado  del  Cauca,  sancionada  el  26  de  setiembre,  ñor  contnuria 
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a  estas  disposiciones  de  la  Constitución  federal :  el  inciso  16, 
articulo  17  i  el  artículo  24. 

Comuniqúese  a  quienes  corresponda  i  publíquese. 

El  Presidente,  José  del  Carmen  Rodríguez. 
El  Secretario,  Julio' E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  402)« 
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Bogotá,  12  de  junio  de  1878. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  en  uso  de  la  facultad  que 
tiene  por  el  inciso  5,^  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 
nulo  el  artículo  29  de  la  lei  396  de  25  de  octubre  de  1877, 
^^  orgánica  de  los  bienes,  rentas  i  contribuciones  del  Estado/^ 
que  espidió  la  Asamblea  lejislativa  del  Magdalena,  en  cuanto 
él  se  refiere  a  la  introducción  de  licores  estranjeros,  que  no  sean 
el  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos. 

El  Presidente,  Josi  del  Carmen  Eodríguez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  406). 


XXXI. 

Bogotá,  15  de  junio  de  1878). 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  5.°  artículo  51  de  la  Constitución, 
declara  válida  la  lei  número  400  del  Estado  soberano  del  Mag- 
dalena, sancionada  el  21  de  octubre  de  1877,  '^  en  que  se  man- 
da promover  juicio  de  espropiacion  de  algunos  terrenos  de  par- 
ticulares. 

El  Presidente,  Josa  del  Carmen  Rodríguez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  411). 
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BogoUy  26  de  junio  de  1678. 

En  ejercicio  de  su  5/  atribución  constitucional  el  Senado 
de  la  República  declara  válido  el  artículo  2.°  de  la  lei  39  de 
1877  espedida  en  el  Estado  de  Santander,  i  nulos  los  artículos  1,® 
2.^  i  3.^  de  la  lei  73  del  mismo  año  espedida  en  el  mismo 
Estado. 

El  Presidente,  José  dsl  Cabiíen  Rodbíouez. 
El  Secretario,  Julio  E  Pérez. 

(Véase  la  pájÜJA  431). 
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Bogotái  21  de  junio  de  1878. 

El  Senado  de  la  Union,  en  ejercicio  de  su  5.*  atribución 
constitucional,  declara  nula  la  lei  5.*  de  1877.  del  Estado  de 
Bolívar  en  cuanto  dispone  que  el  llamado  '  cementerio  univer- 
sal de  Barranquilla,'  construido  por  la  Sociedad  de  Hermanos 
de  la  Caridad  del  mismo  distrito,  sea  administrado  por  la  Ma- 
aicipalidad;  pero  la  declara  válida  en  cuanto  deroga  la  38  de 
1874  del  mismo  Estado,  así  como  también  en  cuanto  envuelva, 
o  pueda  envolver,  la  negación  a  los  particulares  del  derecho  a 
tener  cementerios.  Por  tanto,  lo  declarado  en  la  primera  parte 
de  esta  resolución  no  significa  que  el  lugar  de  que  se  trata 
pueda  continuar  aplicado  a]  oficio  de  dar  sepultura  a  los  cadá- 
veres, sino  solo  que,  siendo  él  una  propiedad  particular,  debe 
entregarse  a  su  dueño. 

El  Presidente,  José  del  Carmen  Rodríguez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  430). 
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